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OBISPADOS. Decreto db 7 de Mayo de 
.1847 erigiendo dos nvevas sillas^ una en Bar- 
quisimtto y otra en Calabozo» 

£1 Senado y Camarade Representantes üe la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso, 

Considerando : 

]o Que corresponde al Congreso decretar las 
erecciones de nuevos obispados, circunscribir sus 
limites, designar el número de prebendas que ha» 
yan de tener las catedrales que se erijan, y arre- 
glar los límites de las diócesis ya existientes en 
Venezuela conforme al artículo 49 de la ley de 
28 de Julio de 1824 que declara á' la República 
en posesión del deiecKo de patronato. 

29 Que reducida la arquidiócesis de Cara- 
cas ál número de trescientas seis mil seiscientas 
nueve almas, y la de Mérida al de doscientas 
treinta y seis mil cuatrocientas, queda, de sus res- 
pectivas desmembraciones, un número suficiente 
para erigir en el Occidente de la República un 
obispado con trescientas cuarenta y cinco mil 
cincuenta almas,* y otro en los Llanos con cien- 
to noventa y nueve mil quinientas diez y nueve 
almas, según el último censo aprobado. 

39 Que es muy difícil que los Prelados de 
Carácaa ,y Mérida visiten unas diócesis tan nu- 
merosas y extensas, con la frecuencia que oifde- 
na el Santo Concilio dé Trento, y que apenas po- 
drán verificarlo por una vez en el curso de su 
vida. 

49 Que la distancia que media entre Caracas 
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y Mérida, y monchos pueblos de los que compo- 
nen dichas diócesis, es Un obstáculo para el pron- 
to despacho de las solicitudes de los fieles, y es- 
pecialmente en materias de matrimonios, graván- 
dose con grandes costos que la mayor parte de 
ellos no pueden sufrir. 

59 Que siendo la población de la República, 
según el último censo, de un millón doscientos se- 
tenta y tres mil noventa y cinco habitantes, de 
donde resulta que hs^y en ella un solo éclesiásti* 
co por cada dos mil ochocientas noventa y tres 
almas, pues que el número de presbíteros es solo 
de Cuatrocientos cuarenta, muy inferior al que 
exige el buen servicio espiritual de los cuatro- 
cientos ochenta y un curatos que comprenden las 
tres diócesis existentes, y que entre los recursos 
que pueden emplearse para la consecución del 
clero necesario, el mas poderoso é influente es la 
creación de nuevos obispados. 

69 Que el Poder Igecutivo ha reconocido la 
creación de dos nuevos obispados con la des* 
membracion de las diócesis de Caracas y Méri- 
da; como, una medida moral y social del país. 

79 Que ei muy Reverendo Arzobispo de Ca- 
racas Doctor Ignacio Fernández Pefía, y el Re- 
verendo Obispo de Mérida Doctor Juan Hila- 
rio Boset, en sus respectivos informes^ dirigidos 
al Supremo Poder Ejecutivo, el primero desde 
San Luis de Cura á 26 de Agosto de 1846 ; y 
el segundo, desde la Ciudad de Trujillo & 24 del 
mismo mes y afio, reconocen la urgente nece^.,. 
dad y conveniencia pública de estas nuevas erec^ 
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CÍOD68 con la desmembración de sus respectivas 
diócesis. 

Decretan : 

Art. 19 8e erife en el Occidente de Vene- 
zuela nn obispado que bomprende toda la pro- 
vincia de BarquisimetOt toda la de Coro, los can* 
tones de San Carlos 7 el Tinaco en la proyincia 
de Carabobo, y los de Araure, Ospino y Guana- 
re en la de Barínas. 

Art. 2.0 Se erige en los Llanos otro obispado 
que comprende los cantones Calabozo, Cha 
ramas, Orituco, San Sebastian, y las parn ^^ 
de San Francisco y San José díe Tiznados del 
de Cura de ia provincia de Caracas ; los canto» 
nes Achaguas, San Fernando y Mantecal de la de 
Apure; los cantones Nutrias y Guanarito déla 
de Barínas, y el cantón Pao de la de Carabobo. 

Art. 39 Se ñja la silla episcopal del obispado 
de Occidente en ia ciudad de Barquisimeto, y se 
erige en catedral su iglesia parroquial. 

Arl 4? Se fija la silla episcopal del obispado 
del Llano.en la ci^j^i^ de Calabozo, y se erige 
en catedral su iglesia parroquial. 

Art. ^9 ^^* límites de los dos nuevos obis- 

{>ados, respecto de los de Caracas y Mérida son 
os que tienen en lo c^vil las provincias, canto- 
nes y parroquias comprendidas en las ereccio- 
nes que fijan los artículos I9 y 29 de este decreto. 

Art. 69 La asignación de cada uno dolos dos 
nuevos obispados será igual á la que gozan 6 go- 
zaren los de Mérida y Ouayana. 

Art 79 Se erige en cada una de las iglesias 
catedrales de fiarquisimeto y de Calabozo un 
capítulo catedral compuesto de la dignidad de 
Dean y de las canongíus Magistral, Doctoral, 
Penitenciaria, Lectoral y de Merced, con los 
ministros subalternos necesai ios, cuyos beneficios 
no se proveerán hasta que el Congreso les asigne 
la congrua suficiente que debe satisfacer el tesoro, 
cuando sus rentas puedan soportar estas eroga* 
oiones. 

^ 19 Entretanto se *^verifica la disposición an- 
terior, se crean para cac^a uno de los dos nuevos 
obispados, dos canongías de Merced con la asig- 
nacion'de ochocientos pesos anuales para cada 
una, que satisfará el tesoro nacional. 

^ 29 Sqn deberes comunes & dichos cí^ónigos 
de Merced, asistir a] Obispo en todas las funcio- 
nes pontificales. Ademas, uno de ellos llenará las 
funciones de Leciorai, y el otro las de Magistral, 
según lo determinen los respectivos prelados. 

Art. 89 La archidiócesis de Caracas queda 

circunscrita, á los, cantones Caracas, Petare, Gua- 

renas, Cancagua, Kio Chico, Santa Lucía, Ocumd- 

^ re del^íTuy, Guaira, Y.ictoria, Turmero, Maracay, 

y á las parroqui'is Cura, Mugduieno y San Juan 
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de los Morros, del de Cura de la provincia de 
Caracas, y á los cantones Valencia, Puerto Ca- 
bello, Ocumare de la Costa, Nirgua y Montalvaa 
de la de Carabobo ; y sus límites respecto de los 
obispados de Barquisimeto y de Calabozo, son los 
que tienen en lo civil las provincias, cantones y* 
parroquias de que se componen los dichos dos 
obispados. 

Art. 99 La díScesis de Mérida queda circuns- 
crita á la provincia de este nombre, á la de Tru- 

ntone^Barínas, 

al cantón líaTOraalilU Ui liUi«^i9br#f^Plus h. 
Imites respecto de los obispóos de Barquisimeto 
jr Calabbzo, son los que tienen en lo civil las pro- 
vincias,, cantones y parroquias deque se compo- 
nen los dos últimos. 

Art. 10. La elección de los obispos y el 
nombramiento de los dos canónigos de Merced 
de que habla el parágrafo I9 del artí/ulo 79, no 
tendrán efecto hasta tanto no seaaprobada la erec- 
ción de los obispados» 

Dado en Caracas á 4 de Mayo de 1847, 18 y 
37.— El Presidente del Senado, Mariano Obispo 
de Guayana.^^1 Presidente de la Cámara de 
Representantes, Miguel Paludos,— El Secreta- 
rio del Senado, José Ángel Freiré.— El Secreta- 
rio de la Cámara de Representantes, Jvan Anto- 
f nio Pérez. 

Caracas, 7 de Mayo de 1847, 18y 37.— Ejecú- 
tese.-— J¿>í?é Tadeo Monágas.^Pot S. E, el Pre- 
sidente de la República.— El Secretario de E. en 
los DD. de lo interior y Justicia, RafoBÍ Aceve* 

do, ' • 

OBISPADO DB Merida. Agregación de al- 
gunas de %us parroquias al de Bogotá. Véase 
Bulas, D. de 14 de Mayo de 1896. 

OBISPOS. Requisitos con que debe darse el pa- 
se á las bulas de institución; y juramento que 
deben prestar antes de la Consagración. Véa- 
se Balas, D. de 13 de Mayo de 1841, y D. E. 
de 16 (le Noviembrfe de 1836. 

OBISPOS. Véase Prelados eclesiáslicoSj y Se* 
p alturas. 

OBISPOS (cantón) Parroquias de que se com- 
pone. Véase División ier? Uoriaí^h, de 28 de 
Abril de 1856, ^ 39 del art. 20. (A|>éndice al 
2^ tomo) 

OBLATAS. Véase Asignaciones eclesiásticas, 

OBLATAS DK LA Diócesis de Güaya;9a< 

Véase Sínodos y Oblatas de la Diócesis de 
• Guayana. 
OBRAS pías. Como ha de hacerse su funda- 

rioii. Vénse Censos^ {imposición y reconocí' 

mientu de) 

I, OBRAS PÍAS. Dkcreto DE 28 de Íüííio db 
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1824 nombrando patrono á ¡a fundada en 
, Marida por el Doctor Marcelino Ran^el 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

Rep&blica de Col9mbia reuníaos en Congreso. 

Considerando : I9 ^ue los patronos nombra- 
# dos para la obra pía* que fundó el Doetor Marce- 
lino Rangel con el objeto de dotar ñiflas pobres 
en la ciudad de Mérida, no pueden desempeñar 
cumplidamente sus iunciones así por la distancia 
que separa de dicha ciudad á uno de los patro- 
nos, como porque faltan los otros que pudieran 
g'ercer ^1 patronato. — 2^ Que corresponde ^l 
uerpoyegisladva dictar fas resoluciones conve- 
nientes para la conservación de los estableci- 
mientos d)d beneficencia, ó de los capitales que 
les pertMiezcan para la legítima inversión de sus 
réditos y para que en todo caso pueda exigirse 
la debida responsabilidad de los que dejen de 
cumplir sus obligaciones en esta materia.— 39 Que 
si los patronos fuesen el reverendo obispo y la 
municipalidad de Mérida, habría entonces ma- 
yor interés en la justa elección de las niüas que 
deberían dotarse, como también en la conserva- 
ción del capital : decretan. 

Art; 19 Serk patrono de la obra pía fundada 
por el Dr, Marcelino Rangel, para dote de niñas 
pobres en la ciudad de Mérida el reverendo obis- 
po de aquella diócesis, y en su defecto la muni- 
cipalidad de dicha ciudad de Mérida. 

Art. 29 La municipalidad propondrá al pa- 
trono un nün^ro doble de niñas que deban do- 
tarse, cada- vez que hayan de verificarse dichos 
dotes, y de . cuyo número el patrono elegirá, y 
confirmará el preciso* 

Art 39 Cuando la municipalidad haga las 
funciones de patrono, ella por sí sola elegirá, sin 
que sea necesaria la propuesta de que habla el 
artículo anterior. 

Art 49 La cantidad con que deberán dotarse 
las niñas, no |>asará de mil pesos ni bajará de 
quinientos. 

Dado en Bogotá á 26 de Junio de 1824, 14.— 
El vicepresidente del Senado, Francisco Soto,^^ 
El vicepresidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Rafael Mosquera* — El secretario del 
Senado, Antonio José 'Can?.-— El diputado se- 
cretario de la Cámara de Representantes^ José 
Joaquín Suares* 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 28 de Junio 
de 1824, 14. — Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander. — Por S. C. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
secretario de Estado del despacho del interior, Jb- 
tá Manuel Restrepo, 
OBRAS pUs. resolución ejecutiva de 16 ob 

vEBEERo j>R 1847 sobre lo mismo qué el decre- 

to antA'ior, 
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Seorei^ía del Interior.^^'SiRCoion 1^ 

Caracas, Febrero 16 de 1847, ^ 

BB8UEi.To.<— Dígase al Reverendo Sr« Obispo 
de Mérida« 

De la nota de US« R* fecha 26 de Diciembre 
último y documentos que se sirvió acompañar 
resulta : que US. R. como patrono de la obra pía 
funda<ía por el Pro. Dr. Marcelino Ranjel para el 
dote de niñas pobres de la ciudad de Mérida, en- 
cargd%l su provisor gobernador del obispado el 
cobro y percepción de los réditos que^debia el Sr. 
Ju^n de Dios Ruiz como feconocedor del capital 
de dicha obra pía y que á su nombre eligiera por 
esta vez entre las nifias que presentará el concejo 
municipal las que hubieran de ser favorecidas en 
las dotes correspondientes: que su encargado 
procedióen efecto al cobro de dichos réditos, y 
cuando ya se -preparaba á entregarlos, el Sr. Ruiz 
recibió esta orden del jefe político para que los 
retuviera, debiendo el concejo municipal proce- 
der en su próxima sesión á la formación de las 
listaS' de jóvenes niffas para la elección de las 
•que debian ser dotadas : que en efecto procedió 
dicho cuerpo á la formación de las listáis y eligió 
cuatro que debian ser presentadas á US. R. ; y 
lo participó al referido señor provisor gobernador, 
del obispado : que este contesló al concejo, 
que estando autorizado por US. R.para hacer la 
elección, debia omitirse el aviso que exigia se le 
diera á US« R. con tal fin, y que si antes no se 
había procedido en el particular, era.por no haber 
entregado los réditos el Sr« Ruiz: qué el concejo 
municipal acordó^ nombrarse una comisión es- 
pecial para que formara un reglamento que sir- 
viera de regía en lo sucesivo para el manejo y 
administración de los réditos y cantidades que se 
rediman pertenecientes al capital que reconoce el 
Sr. Juan de Dios Ruiz func'ado por el Sr. Dr. 
Marcelino Rangel & favor de las niñas pobres de 
Mérida ; y que con respecto á los réditos venci- 
dos y que no se han entregado, se ordenara al Sr. 
Ruiz que los retuviera en su poder hasta tanto «e 
encontraban reconocedores cenias garantías ne» 
cesarlas, y para lo.cual se fijarán carteles por el 
término de quince días : que el señor provisor 
gobernador del obispado á quien se instr.uy6 de 
dicho acuerdo, protestó contra él exponiendo al 
concejo que no era llegado el caso de entrar, di* 
cho cuerpo en el ejercicio del patronato, y qa^ & 
US. R. como patrono correspondía el arreglo; de 
la obra pia y cobro y depósito de sus réditos con* 
forme á la real provisión de la Audiencia de San- 
ta Fé de Bogotá dictada al efecto, y por lo tanto á 
nada podia conducir el reglamento quedictara^l 
concejo con dicho fin, estando ya reglMnentada,^ 
la materia, y en caso de que no lo estuviera, to - 
I cando al patronato dicho reglamento : y por 6lti 
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mo que e] eoncejo maqífeató al señor pKoxiflor 
gofocroador del obispado : qut; estando dispuesto 
por el decreto legislativo de 2S de. Jváio de mil 
ochocientos veinte y cuatro, que en 4efecto del i 
Reverendo Obispo de aqaelfa diéresis' sea dicho 
cuerpo el patrono de la obra pia Jttodada por el 
Dn Kangei) no tendría por legitima otra elección 
délas niñas que debían dotarse que la que hiciera 
el mismo Reverendo Sr. Obispo, y en su defecto 
el concejo municipal) entendiendo que n^ habia 
medio en la disyuntiva '* ó el R. Obispo de la 
diócesis ó ^1 concejo ^municipal de Merida*' lo 
cual deberia ventilarse oportunamente si hubiera 
oposición para evitar cualquiera nulidad. 
Instruido de todo el Poder Ejecutivo, y teniendo 
&la vista las disposiciones contenidas tanto- en la 
escritura de 10 de Octubre de 1769 en que el Dr« 
Don José Marcelino Rangel funiJé la obra pía de 
que se trata, como en la real provisión expedida 
en 4 de Setiembre de 1805 por la audiencia de 
Santa Fé de Bogotá y en el decreto legislativo de 
Colombia de 28 de Junio de 18$M sobre el mis- 
mo negocio, S. £. se ha Berrido resolver. 

19 Oorrespende al ReverendoObíspo de Méri- 
da como patrono de la obra pía fundada por el 
. Dr. José Marcelino Rangel dictar las disposicio- 
nes convenientes para el aumento, cobro, depó- 
sito y distribución de los réditos de dicha obra 
pía con el fin de llenar las miras del fundador, y 
pueda en su ausencia por causa legal, comisionad 
por el cui^plimiento de sus disposiciones á perso- 
na de su confianza y responsabilidad ; pero no 
delegar la facultad de elegir las niñas que deban 
ser dotadas, porque el derecho que se le concede 
para tal elección es puramente personal y puede 
y debe ejercerlo aun cuando esté ausente de la 
ciudad de Mérida, con tal que conserve la ad- 
ministración de la diócesis, sin que sirva de fun- 
damento para la delegación el que se haya ve- 
rificado antes sin oponerse el eoncejo municipal, 
porque semejante hecho no puede destruir la na- 
turaleza del derecho. 

29 Ia ausencia del Obispo por causli legal no 
produce el defecto de qué trata el artículo 19 del 
(iecreto de Colombia citado para entrar el conce- 
jo municipal en el ejercicio del patronato de la 
obra pía, y por consiguiente nó ha debido este 
Cuerpo dictar Jas providencias que ha dictado en 
el particular, que quedarán sin efecto, pues te- 
niendo dicho ejercicio el Obispo, solo le corres- 
ponde presentar el núnnero doble de niñas del 
que debe dotarse cada año. 

39 £^ Reverendo Obispo de Mérida informará 

^inmediatamente al Poder Ejecutivo por medie» de 

la Societaria del Interior el capital que hoy tiene 

^ la obra pía, lo que reditúa actualmente, las fincas 
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en que está recoúociiib y por quienes, las seguri- ^ 
dades del reconocimiento, latf niñas que se han, 
dotado hasta el presehte, y la cantidad que se 
haya señalado para cada dote. . También infoi ma- 
rá cada año cuando se verifique el dote de niñas. 

4? £1 Gobernador de la provincia de Mérida % 
vigilará en que el patrono de la obra pía cumpla 
con los deberes impuestos por el fundador, é im^ 
pedirá que el concejo municipal le turbe en el 
uso de ios derechos que le corresponden como 
tal patrono. — Soy óü. 

Trascríbase al Gobernador de M^ida para 
que lo comunique al expresado concejo^ tenga 
su cumplimiento. * ^ 

^Por S. E, — Acevedo, 
OBRAS PUBLICAS. Véase Provincia9^ art. 77 

números 2^ y 3© 
OBRAS PUBLICAS. Resolución Ejecutiva de 

3 Dfi Julio de 1838 sohre forma del pago de 

tís que contrate el G-obierno. 

Secretaría de Guerra y Marina.^-^Seccion ter- 
cera. 

Caracas Julio 3 de 18^8. 

Circular á los Gobernadores y Comandantes de armas y 
á la Tesorería general. 

Con esta fecha digo al sefíor administrador de 
aduana de Maracaibo, lo siguiente : 

Di cuenta al Gobierno.de la consulta de U. de 
9 de Mayo último, en que manifestando algunos 
defectos cometidos antes de ahora, pide reglas 
para asegurar los intereses del Estado en los ca* 
sos en que hayan de construirse, ó repararse edi- 
ñcios, buques y cualesquiera obras del Estado, 
por no encontrarlos en la circular de 22 de Ju- 
nio de 1835 ; y el Gobierno en vista de todo, me 
ha mandado contestar á U : que debiendo supo- 
nerse que todas las obras de que trata la consul- 
ta de U. se hagan por contrata, conforme á la 
ley de 8 de Mayo de 1837, de la misma contrata 
han de nacer las obligaciones d^ue mutuamente 
se comprometan el Gobierno y los contratistas : 
que en tal caso, las juntas económicas deben es- 
tablecer todas las condiciones bajo las cuales han 
de efectúa rsie las obras, y á ellas han de arre* 
glarse las administraciones de hacienda para ha- 
cer los pagos : que si, por ejemplo, la estipula- 
ción es recibir el valor de la t^óntrata, concluida 
que sea la obra, la administración no lo abonará 
mientras no se le haga constar, con el visto bue- 
no del oficial de ingeníelos, si lo hubiere, ó del 
jefe del ramo á que pertenezca la obra, que^sta 
ha sido concluida y entregada, en un todo con- 
forme á lo estipulado en la contrata, de confor- 
midad con lo que se dispone en la citada circu- 
lar de 22 de Junio de 35 : que si el pago ha de 
hacerse por partes anticipadas, porqt^ así se ha* 
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acorijaclo por la junta j aprobado por el Qo» 
ierno, nunca se haga el secundo pago, sin es- 
tar cofnpfobado del modo dicho que la cantidad 
avanzada ha sido invertida en la obra, y que el 
efttado de adelanto de esta corresponde al monto 
de la cantidad atnticipada ; y oue si esta no »e 
comprobare» ademas de no adelantarse otra su-* 
ma* »e proceda ejecutivamente contra los asen- 
tistas, hasta hacerles po^er ia obra en el estado 
que deba teneí, con arreglo al suplemento he- 
cho, 6 bien á exigir la devolución de la cantidad 
recibida, si íundiMlamente se creyere que no pue- 
de cumplir el contrato, haciendo indemnizar al 
tesoro de Ue perjtticiofl que pueda haber recibí* 
do, por la demora, 6 falta de eumpümieato, con 
arreglo á lo que se hubiere est^pjilado por la jun» 
tA, económica. Del mismo modo se procederá en 
ios casos de los adelantos suoeiivos. 

Que en f 1 caso de no haber licitadores, y que 
por l'i mismo hayan de hacer^ie los trabajos por 
administración, .«e piocéda con arreglo á lo dis- 
pup^^to en la circular de 22 de Setiembre de 
1832, la cual dispone : *'que la administración 
de rentas lleve la cuenta y razón de Jofe materia» 
les que se compren para la ojbra, dé la inversión 
de estos y de loa salarios oue se paguen, vigi* 
lando por'su parte en que dichoa materiales sfan 
de* la calidad pedida por el encargado de los tra^ 
bajos.*^ G) modo de eemprobar estoa conanraos 
será con la relación del maestro encargado d« la 
odra, visada y aprobada por el jefe d^ tama á 
que corresponda, la cuhI se presentará por se» 
manas, ó como se convctigi^, y elta será bastan^ 
te para comprobar la data de la administraeion. 

Y qi^la intervención que debe tener el je& 
del ramo á que correspenda la obra y la obliga- 
ción que en tal caso sa le impone de cuidar de 
que ae haga como^orreaponae, y tfve na se ÍD<- 
vierta ma|i tiempo qt>e el neoesario» nara que ao 
le paguen jornales indebidos, no impiden ^ue loa 
»( ministradores de r^Qtaa visiten pof sí loi tra- 
bitjos, donde pueiian hacerlo, y examinen .ai el 
'erario no aufire per)MÍeio, y si todo ae hace como 
porresponde/* 

Lo que transcribo á US. para tu iiiteJigencia 
y déroas fines que apo <e4>nBÍgQÍente«r 

Dios guarde % US,^^Jb^ae/. Urdaneta. 

O0RA8 puttíoAa di la GoAUtA. Véase Gi$ai* 
ffl, a da 10 de Hayo da 1839, 

OBRAS i>» VTn^tt^AD i^tBttcA. Autori^eipn al 
Poder Ejecutivo para contratólas* ' y asee ifi»- 
vegacion de riot^ Tügpí ilaffúiiaM^ apertura de 
jferrocarriles- i eaminót Se n^das^ y fktt(^$ 
obrúB ée %HH^dd pülicáí ' ^ 

OBRAS UTVRAR1A8. Yéasc Producciones ZiUe- 
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OBSERVANCIA ve xas lst^s. Véase Lcjfes^ 
L. única título 12 deiCódigo de procedimien- 
to judicial. " - 

OBSERVANCIA de las resoluciones del - 
Poder Ejecutivo. Resolución Ejecutiva 
DE 1^ DE Octubre de 1839 declarando^ con 
dictamen del Consejo de Gobierno^ que cuan' 
do ellas son aclaratorias deunitley, aunque 
sp reforme esia^ quedan vigentes^ si la nue- 
va ley 7U2 decide explícitajnente el caso con* 
tenido en ellas. 

República de Venezuela* — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas 19 de 
Oclubrede 1839, lO? y 29? 

Sefior Administrador de la aduana de Goayana. 

Sefior. — En el expediente de la materia en 
que obran los dos oficios de U. de 19 de Julio y 
é de Agosto últimos números 3Sy 42 sobre pun« 
tos relativos al cabotaje, determinó el Grobierno 
oir á BU Con8^<N cuyo dictamen ea el siguiente. 

^' Se procedió á considerar el infoime presen* 
tado piir el señor Brecho sobre la oocsulta he- 
cha por el administrador de Af^dstura de si es- 
tá vigente la declaratoria dei^oder Ejecutivo de 
28 da Agoato de 1838, después de reformada la 
ley de cabotaje que entonces reeia, por la de 10 
de Mayo último, £1 Oonaejo, deapuea de discu- 
tida el panto, declaró: que tn au coocepio está 
vigente dicha resolución, atendidas laa siguientea 
razones que constan del citado informe." 

«< Deapuea de varios casoe ocurridoe en el puer- 
to' de Angostura y de varias iii<|iillifii dirigidas 
al Gobierno, resolvió eate en 28 de Agoato del 
álSa anterior : que el comercieñie cabotaje de que 
trataba la ley de 12 d« Mayo de 1834, debia en- 
ten4íprie tanto de un ÜP^to á-otro de la costa del 
mar eomo de las de los ríos y lagos según el ar« 
tiealo S^de la misma ley : que en oonsecuencia 
los qno trafiraseo en ^ Orii«oco desde Angostnv 
ra háoia abajo liasta las bocas, ó M^ia arriba por 
el propio rio, ó por el Apure, trasportando efec* 
tos y mercanctas eztrargeras, ealovieran sujetos k 
la puntaal obsfrvancia de la ley de cabotaje y de 
laa demás disposiciones legislativaa y gtbernati* 
vas qu^ rigen en la m#eria.'' 

(< I>espuet tie publicada la tojr de \ñ de Maya 
último, m ti^tiUivó ft la da (3 del mismo ines 
de 1834, baA ocomdo en Angiostara eaaoa aemer 
jant/ea á lo4.qu.e motiyajoni )^ i^olueioQ de984e 
AgoatOi^ y el adroinialradpe principa}, de la adimr 
fia de dicho ptierlo é^n^ujta al Gobierno ai la re- 
solución sa biblia irjgento.todavi^, á pesar de ba« 
bqrse sancjonadp ilOA^W^^» ley.*! / 

«8! la ley'recient'e ijubi^ni dectdiOQ' explícita* 
mente el caao resue!to por el Pod^r fjecutivo^ 
tí«rp w <j^.e Iji. íiDepluqipi:^ no>fitani|.ya vigente, y 
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que ni aun tendría objeto; pero no existiendo la 
decÍ9Íon explícita, ocurriendo casos semejantes 
presentándose hoy en el artículo 19 de la ley la 
misma duda que presentaba el mismo .artículo en 
la lev anterior, y conteniendo el artículo'? 29 de 
acjuella la propia razón que encontró el Poder 
Ejecutivo en el 29 efe esta, es indudable que se' 
halla vigente la resolución de 28 de Agosto, me- 
jor dichOj es indudable que la ley actual en el 
punto de la consulta debe tener la misma inte- 
ligencia que tuvo la ley anterior, porqué conte- 
niendo disposiciones iguales, no hay razón para 
yariar el sentido en que estuco en ejecución, des- 
de que se suscité duda sobre él, y en virtud de 
una providencia del Gobierno.", 

^< Aunque en general corresponde también al 
comercio terrestre el que se hace en pequefias 
embarcacionei por los rios, lagos y «anales, se 
halla fuera de duda que desde que los rios y la- 
gos tienen un puerto habilitado |»ára el comercio 
exterior, este puerto está sujeto á todas las re- 
glas comunes á los de la costa del mar. De aquí 
se sigue que tanto el comercio que^ haga del 
puerto del rio 6 lágai (fon otro puerto de la costa 
ó de DiTO rio ó !«§ o, como el que se haga con 
otros puntos de la costa del «lar, ó del propio río 
ó lago, está comprendido en el comercio de cabe- 
taje. Por ' regla general debe tenerse: qfie'todáe 
las relaciones que coa un puerto del rio 6 lago 
se tengan eamo con un puerto habilitado, son co-< 
mo si se tuviesen o(m un puerto de la costa del 
mar siempre 4|P Jas leyes no hayan eetAleeido 
una excepfbion/' 

''Aunque el conerdo de cabotaje se defina ek 
que hacen por mar lea sébdStos de un CsUdo 
dentro del territorio de^ig^p, ó mas esutctaifen- 
te, el que se hace por lae inmediaciones y á Vh- 
ta de la^osta del mar, no exclnye laKcMftnicieñ 
que sea tan^bien oomereio ¿nteviar'inarítimo 6 de 
cabotaje el ^p#no se haga con puertos habilita*^ 
dos de un rio ó lago ;• y/laicazon es obvia : las 
díaposiciones/se 'Contraen de oodinario á los ca- 
sos |[eoeniles sin eacloir por eso tos particulares, 
y resulta que definido el cemercio costanero por 
el modo con que generala|ente se hace, se halla 
ooBiraido sspeciakiiBDte al mar y á Bus costas, pe- 
ro sin eKckii el qüa se hagaxson puntea identlfi- 
csoos eoBiilasicostas para el comevcáo . exterior.*' 

T' habWtíüose conformado el Poder Ejecutivo 
eon la censnita prein^ferta, la cprannico á ü, pa- 
ra su Inteligencia y demás tnes convenienteg.'* 

Boy éé U. aten*o set vidon— a Sikfth, 

OCURRENCIA, de acrekdoris. Véase Co». 
curso de acreedores 6 necesano, ^ 

t^OFICEOa'Véaae JE^p/^e». 

OFICIALES SVBALTiSItNOS 0B LAS OnoilCAS 8Ü- 
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PERIORBS DE HAOIENDA*. RESOLUCIÓN BJEOíir'A: 

VA DE 27 DE JUNIO DE 1836 dtclaraudo ti^. 
tas cualidades (pie deben tener, 

Bepúbhca de VeDeznéla.--S6cretaria de 
Estado en el Despacho de Hacienda 
Caracas, Junio 27 de 1838, 7® de la lev v 
260 de la independencia. ' * ^ ^ 

Señor— Siendo de absoluta necesidad que los 
oficiales subalternos de tdSas las oficinas de ha- 
cienda posean los debidos conocimientos en la 
partida doble, cuyo método es el prescrito por la 
ley para llevar los libros de cuentas, con el prin- 
cipal objeto de que no solo sean capaces de de- 
sempe&ar bien sus respectivos empleos, sino tam- 
bién de suplir según las ocasiones, las faltas de 
algún jefe y de 8qs.compaHeros, de obtener los 
correspondientes ascensos de escala, y aun de ser 
promovidos á plazas de superior categoría en 
otras oficinas, ha tenido por conveniente el Go- 
bierno resolver : 

1? Que desde ahora en adelante, los jefes de 
las oficinas no hagan propuestas paralas plazas 
de oficiales, smo en personas que, ademas de las 
otras cualidades, tengan la de saber regularmente 
la partida doble, á tuyo efecto los proponentes 
tomarán los informes necesarios, y el partido qué 
juzguen apas acertado para cerciorarse de la ver- 
dad. En cada propuesta expresarán terminan- 
temente SI los propuestos saben ó no dicha parti- 
da.- '^ 

2P Que los mismos jefes sefialen á los oficiales 
que actualmente sirven en las oficinas, y que á 
su JUICIO no cnttendaQ el* método de la partida 
doble, un término perentorio dentro del cual debe- 
rán aprendwlo, y dar pruebas de que lo saben, á 
saus&ocion de los mencinados jefes. Si pasado este 
plazo, dichos individuos ne hubieren adquirido los 
debidos coneeimientos en diého método, los jefes 
ocurrirán al Gobierno con el proceso verbal que 
justifique el hecho para dictar la providencia que 
está ei^ sus facultades contra los empleados in- 
eapaces ó negligente!. . 

30 Que se observen puntualmente las anterior 
res disposiciones, bien entendido que á los jefes 
contraventores de ellas se les hará efectiva la res- 
ponsabilidad,-y el Gabiemo í)rocederá contra 
ellos conforme á los artículos 5? y 58 de ía ley 
Ofigánica de ¿acjeiide. • . . • 

Lo comunicoé U; para stfinteligeneía, ffoHer- 
fo^cun)pJiffj^^ntp.§4n(^mw5 .^pprmno avjsq de 
la§result^, . 

Soy de Ü^ acento áerridor. 

üfiuiALES DB LOS TRXBujfALJts. Yáase Al* 
^uaciha. . . * 

OFICINAS SUPERIORES DE HACIENDA. UT P£ 

28 DB MATO DB 1837 orgoñizmdolas. 
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El Senado j Cámara de fiepreaentantes de la 
República de Venenela reanidos en Congreso. 

DSCRETAN : * 

Art. 19 B!l aecretario de hacienda con snjecion 
á las ¿rdéneg qae le comunique el Poder Ejecuti> 
To« tiene loa deberes siguientes: 

19 Caidardeque se haga oportunamente la 
liquidación 6 recaudación de las contribuciones, 
impuestos y rentas nacionales por los respectivos 
'empleados encargados de ajectttarlas» 

^9 Autorizarla traslación de caudales de una 
oficina de recaudación á otra se|fun lo exija la 
necesidad ; librando al efecto la orden correspon- 
diente á la tesorerfa general. 

39 Practicar mensualmente el tanteo del diñe"* 
ro, pagarés y demás existencias qiif^ haya eñ la 
tesoreffa general; é inspeccionar en cualquier 
tiempo las existencias de todo género, y los do- 
cumentos que haya en estas oficinas. 

49 Pedir á las oficinas de hacienda tedos los 
informes qae crea necesarios para la mejor di- 
rección de las rentas. 

59 Nombrar inspectores cuando lo tenga por L 
aonreniente para visitar y pasar tanteo á las ad- 
ministraciones de aduana» con el fin de saber si 
diehas oficinas marchan con el dia en todos sus 
negociados y trabajos ; y si exiaten en arcas los 
caudales de la Nación. 

69 Hacer publicar en la Qaceta de Gobierno, 
las observaciones que reciba da los jefes de las 
oficinas sobre los defectos que noten en la prác- 
tica de las leyes de hacienda ; y mejoras que á 
jvicio de los mismos deban hacerse. 
Del Tribunal de Cuentat. 

Art. 29 El tribunal de cuentas se compondrá 
de tres contadores, quienes nombrarán entre si el 
presidente por el término de un affo. 

Art. 39 Son atribuciones y deberes del tribunal 
^e cuentas. 

19 Recibir todas las cuentas de] tesoro nacio- 
nal, examinarlas, glosarlas, oir los descargos y'Sen- 
tenciarlas dentro de un afio corrido desde prime- 
ro deOetubre, en que deberá iniciarse el examen, 
haciendo que los enteros de los alcances se veri- 
fiquen dentro de tercero dia, y pasando al tribu- 
nal competente copia del expediente cuando jua- 
gue que deban imponerse pénaa de otro genero. 

29 Participar á la secretaría de hacienda qute- 
necsean los empleados que no hayan presentado 
wfSB cuentas en el tiempo fijado en esta ley, y pe- 
dir su separación. 

89 Pasar anualmente á la secretaría de hacien- 
da nna noticia de las cuentas que hayah sido fe- 
neddaB y de laa que no ; expresando la raxon t 
que lo haya impedido. 

49 Toinar razón de los pnanpiiaatos de gastos 
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qtiia apruebe el Congreso anualmente, y de todas 
las órdenes que dispongan alguna erogación ex" 
traordinaría ; como también de los tttulos y óea^ 
pachos de todos los empleados civiles, militares-, 
de hacienda y eclesiásticos que disfruten sueldo 6 
comisión de las rentas nacionales : sin cuyo re- 
quisito no se admitirá en data ninguna cantidad 
ni partida. 

59 Asistir á la operación de sellar el papel, 
tomando razón en un libro del número de sellos 
que se tiren» sus ralores y sus clases; cuyo aslen^ 
lo diario se firmará por todos. 

69 Distribuir el papel sellado á todas las ofici- 
nas de hacienda para su expendio, dando aviso á 
la tesorería general para qué les forme el cargo 
correspondiente. 

79 Exigir y archivar las fianzas de todos los 
empleados de hacienda que deban prestarlas ; y 
hacerlas refrendar cuando la insolvencia ó falle- 
cimiento de los fiadores lo haga necesario. 

89 Dar informe circunstanciado á la secreta « 
ría de hacienda en el mes de Noviembre de cada 
afio, de los inconvenientes que se hayan presenta- 
do en la ejecución de las leyeá de hacienda, di- 
rigiendo á la vez eus observaciones sobre los de* 
fectos que en estas haya notado, y mejoras que 
crea deba hacérseles. 

99 Pasar también á la secretarír de hacienda 
oportunamente, todas las demás noticias é infor- 
mes que le pida. . y 

Art 40 Toca ai Presidente del tribunal de 
cuentas* 

19 El examen délas cuentas de la tesorería 
general. 

S9 Firmar la correspondencia del tribuna}. 

39 Distribuir las demás cuentas' para su exa- 
men, y señalar el trabajo que deben practicar los 
otros dos contadorest y todos los dependientes de 
la oficina. 

Art 5? Las sentencias que pronuncie el tribunal 
de cuentas serán por mayoría de votos, salvando 
el suyo el que discordare, elevándolo á la secreta- 
ría de hacienda. • 

Art 09 Cumplida la sentencia de un juicio de 
cuentas, el tribunal dará finiquito á los interesa» 
dos, y la responsabilidad recaerá desde entonces 
sobre los contadores» > 

Art. 79 Cnando ocurra que la tesorería gene«' 
ral por síó por medio de las administracionee 
de aduana, haga un pago sin las formalidades 
que se preijenen en el inciso 29 del artículo 10 
de esta ley, los contadores harán efectiva la rea* 
ponsabilidad» y darán aviso documentado á lá 
Camarade Itepresentantes* 

Art 89 £1 tribunal de cuentas tendrá un as* 
cretario que correrá con el archivo^ nombrado 
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por el Poder Ejecutivo de entre los dependían» 
tes del mismo tribunal, y á propuesta de los con- 
tadores, 

D^ la tesorería general, 

Art. 99 La tesorería general se compondrá de 
\\n tesorero y un contador con igual responsabili- 
dad. 

Art. 10. La tesorería general ejercerá las fun- 
ciones siguientes : 

Primera. Recaudar por sí y por medio de las 
administraciones, las rentas, impuestos y con* 
tribuciones nacionales. 

Segunda. Hacer la distribución de caudales 
con arreglo á las órdenes del secretario de hacien- 
da, expedidas conforme al presupuesto de gasto3 
aprobados ppr el Congreso, eh cumplimiento 
de decretos legislativos 9b tiempos ordinarios^ ó 
enxvirtud de facultades acordadas por el Congre- 
so ó el Consejo de Gobierno en su» casos con arre- 
glo al artículo 118 de la Cgunstitucion. 

Tercera. Llevar la cuenta general de ingresos 
y egresos refundiendo mensunlmente en sus li- 
bros las relaciones de recaudación y gastos de las 
demis oficinas, inclusa la,admmii«trarion generalf 
de correos, á cuyo efecto les pasará los modelos 
que tenga por conveniente. 

Cuarta. Formar estados generales por meses- 
y áfíos, de loa ingresos y gastos de la República, 
y pasarlos á la secretaría de hacienda. 

Quinta. Ordenar la traslación de caudales de 
una oficina de recaudación á otra, siempre t)ue 
sea necesario ; obteniendo previamente orden del 
secretario de hacienda. 

Sexta. Liquidar y ajustar todos los créditos 
que baya contra el Estado ; podiendo valerse de 
los administradores de aduana panra los qu9 pro- 
vengan de sueldos de la fuerzatarmada en servi- 
cio actij^o* inválidos y militares con goce de ter- 
•era parte. 

Séptima. Ejercer por sí la&,, funciones de co- 
misario de guerra en la capital de la República, 
y por medio de las administraciones y de lof co- 
misarios é^speciales, cuando sean nombrados por 
el Poder Ejecutivo, fuera de ella. 

Octava. Representar. ^él fisco ante los tribuna- 
les de Id capital de Id República, siempre que no 
tenga á bien el Poder Ejeciitivo nombrar fiscal es- 
pecial. 

Novena. Formar un aéfa del i'erfuUado del 
tanteo mensual que verffrque e) secreta Vi b' de ha- 
cienda, cuya acta firmada por este y por los dos 
jefes de la tesorería, se pasará á la secretaria de 
hacienda después de haberla estampado en Un 
libro destinado al efecto. 
^ Décima. Presentar al tribunal de .'cuentas en 
^todo el mes de Octubre las cuentas d^ su manejo 
y los documentos que las comprueben; 
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Undécima^ Incorporar. en sys cuencas los Talo- 
ros de todas las propiedades nacionales y existen*' 
cías que haVa en los- almacenes de marina, par- 
ques de artillería, y cualesquiera jotros perteoe* i 
cientes k la República. 

Duodécima. Cuidar de la conservacioii y re* ^ 
psiracion de las propiedades nacionales, dando al 
Poder Ejecutivo las noticias conducentes al efecto 
y á su mejora, ó informando sobre la convenieo- 
cia 6 utilidad de su enajenación. 

Héci mate reía. Dar á la secrestaría de hacienda 
oportunamente todas las demás noticias é infor* 
mes que le pida. 

Décimacuarta. Tomar razón de todos los títu- 
los ó despach4»sqne Asignen sueldo ó comisión 
pagaderos por el tesoro público^ 

Décimaquinta. Nombrar receptores de^apel 
sellado en la provincia de Caracas, y en aquellos 
en donde no haya administraciones de aduana» 

Art. 1 1. £^1 tesorero y ci>ntador firmarán todaa 
las partidas de entrada y salida de. caudales, y 
todos los libramientos y cartas He pago que expi- 
dieren, sin cuyo requisito tales actos y doeu man- 
tos .«eran nulos y de niftgun valor* 

Ari. 12. Lltesoreroy contador antes de entraf 
en el ejercicio desús empleos, darán fianza por 
el valor de seis nülpesos cada uno» á satisfaocioa 
del Poder Ejecutivo para responder de su fideli- 
dad en el desempefio de' sus oficios; pudiendo 
hipotecar al efecto bienes propíos saneados por el 
duplo de la fianza. 

Art. 13. El tesorero y contador no obedecerán 
orden alguna de gasto del secretario de hacienda,, 
que no esté conforme a lo prevenido en el incisa 
29 del artículo 10, y alas disposiciones particu- 
lares que arreglen el ramo ft. que corresponda la . 
erogación. 

Art. 14. La contráreocion á Yo dispuesto en 4 
e\ artículo anterior siíjeta al tesorero y contador. 
á restituir á las <;ajas nacionales el duplo de la- 
cantidad erogada r y serán, ademas depuestos de 
sus destinos, sin perjuicio de la responsabilidad día 
los demás funcionarios púbhcos que hayan in«* 
tcrvenido en el gastic^ ** * 

§ único. En los casos dud'ós(»9, el tesorero y- 
contador quedarán libres de la expresada res- 
ponsabilidad, 3^ con la obligación de obedecer, ' 
después que' se nieguen- por una vez aícumphmien^ 
tó dé la"8í*den, manifestando Tas razones y leyes 
quede opongan al obedecimiento de H díspost*- 
clon objetada ^ y paéando copias de iótdbs los do-* 
comentos á la Cámara de Representantes .en sU ' 
primera reunión. 

Üe la responsabüidad de los iefes de las oficia 
ñas suptriorefs dé íaciendah 

Art 15. El tesorero y contador de la tesorerU 
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general son responsables de * caalesquiera can- 
tidades pertenecientes al erario que dejen de re* 
caudar. En eoficiecaHueia, se les hará cargo cuan* 
do«rindan sus eoentas» 

^ único. Para que puedan eximirse de la In- 
dicada responsabilidad, deber&n jastifícar plena- 
mente haber empleado todos los medios legales 
para el cobro. 

Arf. 16. El pago anticipado de uno ó mas suel- 
dos que no hayan sido devengados, sujetará á los 
jefes de la tesorería á la multa del duplo de la 
cantidad ó cantidades pagadas. 

^ único. Se exceptünn los casos siguientes : 

19 Cuando el Poder Ejecutivo por convenien- 
cia del servicio dÍ8))onga lo -contrario. 

29 Las antictip»cioned que se hacen á los ha- 
bilitados de la fuerza permanente y de la milicia, 
cuando esté de servicio { y ár los de los presidios 
y hospitales miiilarés. 

Art. 17. El empleado 6 empleados, á quienes 
se contrae esta ley, qoe continúen en el ejercicio 
de sus destinos cuando la rapitul sea ocupada por 
fuerzas enemigas del Gobierno con :< ti ti ic tona I, 
bien sea por efecto de una invasión exterior, ó de 
una conmoción interior, en que de cualquier modo 
y bajo cualquier pretexte se niegue la obediencia 
ó se ataque al Gobierno legítimo, perderán por 
este solo hecho la opción á todo destino de honor 
y de confínnza en la República.. 

Art. 18. Gl empleado que continuare en el 
t^ercicio de su destino, en los casos seT&alados en el 
ytículo anterior, teniendo á su cargo exisiencias 
pertenecientes á la República, si estas fueren gas- 
tadas por los enemigos del Gobierno, ademas de 
incurrir en la pena designada en dicho artículo, 
responderá de ah valor con su fianza y bienes, sin 
~ perjuicio de sujetarse igualmente á las demás pe- 
nas á que se haya hecho i|creedor por las leyes 
comunes. 

Art 19. Las faltas á los deberes establecidos 
en la presente ley, y que no tengan en ella pena 
determinada, serón castigadas, si fueren por sim- 
ple erogación indebida de alguna suma, con su res- 
titución ; poro cuando la faltar envuelva dolo, los 
tribunales competentes Je aplicarán ademas la 
pena señalaba por las leyes. 

Deposiciones genitales» 

Art 20. Estás oficinas tendrón para el desem- 
peño de los diversos negociados y trabajos que^les 
coivesponden, l^s' dependientes que nombra <#l 
Poder Ejecutivo & propuestat.de los reeptctivos 
jefes. 

.4 único. Estor dependientes podrán ser remo- 
riqoB por el Poder Ejecutivo, oyendo «1' informe 
de sus r^loí^tiVos jefes.* t ^i 

Ar^ Sth £1 tesórevo^ soattÉMieiif tetererlÉÍ| 



•; 



OPI . 



general pa^arü^n al secretario de hacienda anual- 
mente y por el mes de Noviembre, el informe 
circunstanciado y observaciones de que trata el 
artículo 39 de esta ley en su caso 89 ' 

Art. 23. Cuando el tribunal de cuentas, en 
cumplimiento de la atribución primera del artícu- 
lo 39 se reúna para sentenciar, deberá siempre 
pronunciar su failo en una sola sesión : y de él 
podrá apelar el agraviado para ante la Corte su- 
prema de justicia» 

4 único. Cuando ocurra el caso de que habla 
el artículo anterior, los contadores del tribunal 
de cuentas, por sí, o por medio de los jueces del 
lugar en que residan los empleados interesados, 
notificarán á estos la sentencia, para que oportuna- 
'mente manifiesten si apelan 6 no; y para que si 
se deciden á lo primero puedan hacerlo dentro 
del tiempo que en esta ley se les sefSela. 

Art 23. Las apelaciones de las sentencias que 
dicten los contadores del tribunal de cuentas, se 
interpondrán en el término de cinco dias, conta« 
dos desde que se hago la notificación ; y solo se- 
rán oidas en el efecto devolutivo. 

^ 19 Lo que la parte exhiba en virtud de la 
sentepcid, pendiente la apelación, se mantendiá en 
depósito hasta que se pronuncie sentencia en la 
segunda in^^tancia, sin que pueda disponerse de 
ello por ning^jna autoridad. 

^ 29 En el caso en que la parte condenada 
presente fianza á satisfacción- del tribunal de 
cuentas, podrá eximírsele del .exhibo proveniente 
dcla sentencia de primera instancia. 

^ 39 En los juicios de cuentas no habrá mas 
que dos instancias. 

Art 24. Los destinos de jefes de las oficinas 
superiores de hacienda son comisiones, y los in- 
dividuos que los desempeñen durarán en ellos el 
tiempo que lo estime conveniente el Poder Eje- 
cutivo. 

Art 25 En las faltas accidentales de los* jefes 
de las oficinas, serán sustituidos por la persona 
que nombre el Poder Ejecutivo, teniendQ el em- 
pleado respectivo, si estuviere hábil pqfa elfo, la 
obli^cion de proponer bajo su responsabilidad el 
que haya de desempeñar interinamente el destino. 

Art 26. Las cuentas de las oficinas se llevarán 
por el método de partida doble á estilo mercantil, 
y por el sistema. decimal. ¡ 

Art V. . L»s cnenias de la tesorería se corta- 
ran en.30 cie.Jimiode cadaa!)o j y se presentarán 
al tribunal de cuentas precisamente en todo el 
mes de Qftubte siguiente á mas tardar, 

•Art; 2{^.J Las horas deWdespacho de las oficinas 
superiores de hacienda, serán desde las diez de la 
mafíana hasta las cuatro de la* tafde, y solo se 
exceptué rl^'loa dita feativóé de ambos preceptos. 
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Arf. 29. Se prohibe á los jefes de estas oficinas 
y & sus depeadientes, ser endosatarios de créditos 
contra ei Estado, y agenciar el pago de créditos 
ajenos de la-misma clase 

Art» 30. Cuandoocurra un gasto de ios que 
deban hacerse por contrata, según la ley orgáni- 
ca de juntas económicas, si este no pasare de 
doscientos pesos, lo ordenará el Poder Bjecutiro 
sin necesidad de contrata. 

Dada en Caracas, á 29 de Abril de 1837, 89 
de la ley 27 de la independencia.— El Presidente 
del Senado, Juan Manuel CagigaL — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Pranciaco 
-Aiwitía.— El Secretario del Senado, J. A. Freiré. 
El Secretario de la Cámara de Representantes,^ 
J. A. Pérez. 

. Caracas, Mayo 28 de 1837, 99 y 27.~Ejec<Ste- 
se, Carlos Soubleiie, — Por el Vicepresidente de 
la República encargado de! Poder Ejecutivo. — 
El secretario de hacienda, Santos Michelena, ' 

OFICINAS SUPERIORES DE HACIENDA. RrSOLU- 

cioN Ejecutiva de 15 ur Junio de 1849 man- 
dando á PUS jefes formar un reglamento pa- 
ra ei 'servicio económico de ellas. 
Secretaría dé Hacienda, — Sección primera. 

Junio 15 de 1849. 
Resuelto.— Dígase en ciréular al Tribunal de 
Cuentas, Tesorería general, Administraciones de 
aduana y principales de Rentas internaa 

** Cumple á la mejor administración de los in- 
tereses nacionales que los empleados de hacien- 
da, jefes V subalternos inclusive los del resguar- 
.do, donde lo haya, tengan saflaladcs con preci- 
sión los deberes especiales á que estén sujetos, 
ademas de los que se les impone por las leyes jge- 
nerales del ramo. Con tal objeto, S. E. el Pre- 
sidente ha resuelto : que los jefes expresados for- 
men y remitan inmediatamente á este despacho 
un reglamento interior para el servicio económi- 
co de su respectiva oficij|a, con expresión del 
nfimero.de dependientes, si los hubiere, negocia- 
i\^tB sefíalados á'n^ada uno, remuneración 6 suel- 
do de qiie^isfnitan, y las demás reglas y preven- 
riones conducentes á metodizar y regularizar el 
servicio, y á que los trabajos en cada oficina va- 
yan con el dia, como lo manda la ley.** 
Impríiiiase y publíqu^e. 

Por S. E.^€htiierreM. 
OFICINAS aopBRiouBs t^i^ raoicnda. Rbsolv- 

OION EjSGUTIVA de 15 VB SCTIBMBRB DB 

1849 mandando llevar la cuenta en un solo 
juego de tíhrosj p que ai cesar loe aáminis- 
iradoreet no loe retengan en su poder^ m lam- 
poco los comprobantes, 
^ Secretaría de Hacienda. 

CaráeM» Setieoriirto 15 de 184% 
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Resuelto.^** Un hecho irregular que- puede 
ser causa de graves -perjuicios ha llamado seria-t 
mente la atención del Poder EjecBtivo ; tal es el ^ 
de que algunos administradores de rentas públi- 1 
cas al cesar en sus destínos han dejado en su po- 
der los libros de las cuentas y los documentos re- I 
lativos á ellas. Y deseando S. £. el Presídeme 
de la República impedir los males y desórdenes 
que provendrían de un abuso tan escandaloso del 
derecho que tienen los administradores cesantes 
de poner á cubierto su responsabilidad por el 
manejo que hagan de intereses nacionales, ha re- 
suelto que la cuenta anual de las administrada- 
nesse lleve en un solo juego de libros, cualquie- 
ra que sea el número de administradores que ten- 
gan que sufrir las consecuencias del juicio; y que 
por ningún motivo retengan los que terminen en 
sus funciones los libros y comprobantes, como al- 
gunos han creído tener derecho para hacerlo. Pa- 
ra que esta resolución pueda llevarse á compli- 
do efeeto de una manera eficaz, y que por ningún 
evento llegue á ser ilusoria, dispone S. E., que 
cuando haya cambio de administradores de fon- 
dos públicos, la autoridad civil que autorice la 
entrega de la administración, tenga especial cui- 
dado de que los salientes no reserven en su po* 
der documento alguno que deje incompleta 6 sin 
Is comprobación debitla la cuenta anua] ; y que 
el tribunal de ellas no admita ninguna fianza que 
no contenga la cláusula expresa de que al ce- 
sar el empleado dejará en la administración to- 
dos los documentos que fonnen la cuenta 6 sea» 
concernientes á ella, y de que él y su fiador se- 
rán responsables de los daños y perjuicios que 
sobrevengan al fistad^por ialta de l« » menciO' 
nados documentos. Comuniqúese esta resolu- 
ción á quienes corresponda y pubiíquese. 

Por S, E.— ifcuna. 
OFICINAS SUPERIORES DB Hacienda. Reso* 
LUGioN Ejecutiva de 28 de Junio de 1850 
disponiendo que las de contabilidad informen 
semanalmente del estado de 4a cuenta^ yi éü 
macimiento de la caja* 

Secretaría de Haciencki. — Sección 1& 

Caracas, Jutilo 28 de 1850.-lc¡reular, 
El Poder Ejecutivo ha tenido á bien librar con 
esta fecha la siguiente resolución. 

'£1 Tribunal de Cuentas pasará al Minisieria 
de Hacienila el día sábado de cada semana ona 
ralacioQ circunstanciada del estádb de los traba- 
jos de que se ocupa, y de las cuentas ya e^mi. 
nadas j sentenciadas, expresando las oficinaÉ y 
afios á que colresp«»iidan y loa nombree de lee 
emnleados respaoeables* 

Jua Teaorerfá genera] pasará igoetaieBle al 
Despacho da Hnieprle el dia sábado de coSa 
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•emana, una noticia de la fecha de ia áltíma par- 
ftida puesta en cada uno denlos libros de las cuen- 
tas de la Tesorería general, del crédito ¡.áblico y 
de la provincia de Caracas^. y una relación del 
ingreso y egreso que en dicho tiempo haya teni- 
do esta última, con expresión de lo que hubiere 
recibido de cada administración principal de adaa^ 
na y de rentas internas, 6 de cualquieía otra ofí- 
ciña y por cualquier respecto que sea, y de las 
personas á quienes se haya pagado, bien sea por 
razón de sueldo, pensión, tercera parte, asigna- 
ción eclesiástica &c., ó por cual'quiera otra ero- 
gación, todo con arreglo á los libros y compro- 
bantes de la cuenta y bajo la nomenclatura de 
los ramos del presupuesto de gastos püblicos. 

Las administraciones principales de aduana re- 
mitirán también al Ministerio de Hacienda en ca- 
da semana y por el primer correo inmediato, <<tna 
noticia del estado que tenga la cuenta «1 día sá- 
bado y de los trabajos practicados en el curso de 
aquella, y ademas una relación de los ingresos y 
egresos que haya habido en el mismo tiempo, ma* 
ni fes tan do con separación el producto de los dere- 
chos que cause cada buque, con expresión del 
nombre de este y su procedencia é so destino* y 
expresando nomiiialmente- las personas á quienes 
se haya pagado, bien por raaim de sueldt>f pen- 
sión, tercera parce, aniguacion eclesiástica ^c, 
como por cualquier otra respecto que sea la ero- 
gación, distinguiendo los pagos hechos por vir- 
tud de libramientos de la Tesorería general, to- 
do con arreglo á los libros y comprobantes de la 
cuenta y bajo la nomenclatura de lo» ramos del 
presupuesto de g'astos públicoi. 

La alministraclon principal de rentas inlernae 
de Caracas, pa'ará á la Seeretarfa de Hacienda 
el sábado de cada semana, y las de las otras pro- 
vincias le remitirán por el inmediata correo una 
relación de ios ingresos y egresos que hayan ie« 
nido durante dicho tiempo, especificando les ra* 
mos de la recaudación y lo que hayan reeibido 
de la Tesorería general, de las administraciones 
principales de aduana y de las de renta» áiuni- 
cipales, 6 de cualquiera otea oficina, exprceando 
clasificadameate las personas á quienes se liobte 
re pagado »a «u^o, pensión, tercera parte^ aeig- 
naeioD «elesiástiea Ác., todo como se ha dicho, 
CAO arreglo & loe libree jr eomprobantea de la 
eoenta,.y bayo la nomenclalare de loe mmo» del 
ptfliettpiíesto de gastos publico^ 

La administración general de correo» pasará 
al Ministerio de Hacienda semanalmeote ana re- 
laekHi dol ingreso y egreso que habiere tenido 
bflitta el die sábado de ea<la eemene, espeeilicando 
en el ingreso lo que haya recaededo por portas 
da «lar j tientf f la^iieliaT» recibido de 1^ Te- 
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sorería general, y en el egreso los gastos de con- 
ductores, bslijas, sueldos de empicados nominal* 
mente &.c., demostrando el resultado final» 

Las administraciones principales de correos 
remitirán de la misma manera semanalmente al 
Despacha de Hacienda por el correo inmediato, 
una relación de los Ingresos y 'egresos que ha- 
yan tenido hasta el día sábado de cada semana, 
especificando en el ingreso los productos de la"^ 
renta, y lo que han recibido de la administracioa 
general, de las administraciones de aduana y de 
las rentas internas, y en el egreso los gastos de 
conductores d&c, y los sueldos de los empleados 
nominalraente, demostrando al fin el resultado. 

La remisión de las noticias y relaciones^e in- 
greso y egreso á que se contrae esta resolución, 
dará principio en la primera semana de Julio 
próximo entrante, sin que obste que las cuentas 
del presente aRo económico queden abiertas para 
la incorporación de las de otras oficinas confor- 
me á las leyes y resoluciones del Gobierno, pues 
desde primero del indicado Julio precisamente se 
pondrán en la nueva cuenta de 50 á 51 las par- 
tidas que diariamente ocurran, sin perjuicio de 
asentar en ella oportunamente la partida de los 
saldos de la cuenta del afío económico que cursa 
y que termina el dia 30 del presente Junio, para 
quede este modo vengan dichas relaciones con- 
formes con los asientos diarios y sus compro- 
bantes. 

Las autoridades civiles encargadas por la ley 
de hacer los tanteos de caja en las oficinas de 
Hacienda, al acto de verificar esta diligenci^. 
cuidarán de examinar si ha sido cumplida 6 no 
esta resolución exirictamente, y lo anotarán así 
al acto de poner el visto bueno, informando al 
Ministerio de Haúenda separadamente lo que juz- 
guen conveniente sobre las observaciones que 
hubieren hecho. 

^ Por S. E. — 7. Lecuna. 

Es copia. — Lecuna, 
OFICINAS SUPERIOR as db hacienda. Resolu- 
ción EJECUTIVA DE 17 DB TEBRERO DE 1852 

creando la plaza de un oficial auxiliar que le 
encargue delfiegociado ae la estadística fiscal. 

Sefior Mintslre. 

Bl que BUseribe^ofieiaL mayor de la Seeretarfa 
de Hacienda, expone á US. lo qae signe: 

La ley de 24 de Marzo de 1861 ha creado pa« 
ra el deaem pella de los diverso» é importante» 
negocios que oursan por este Mioieterio, eeis jefe»- 
^e sección y ocho oficiales de nümeí^ Hánse 
dietrihoido en efecto todo» lo» asonto» que yerean 
6 »e tocan con la Haeiend%p6blica, entre díclioe 
eeis jefes de sección^ qaiene» ee ven epmfiroiiietí* ' 
do» al|UQa» recei con laf ocopacione» dií)cilea 
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qae les procura su cometido. El que sUBcribe 
cree que con baatiinie regularidad cumplen aque- 
llos su enrarno, irif<irmaniio con acierto los eiipe- 

trada la resolución legal 4]iie el Ministro debe dar. 

Sin embargo, el oficial mayor ha notado desde 

su enlrnila en la oñcina, que no existe serricio nl- 

Suno C.1 et importantísimo ramo de la éstndíatlca 
nancicra. Ha visto llegar sprnenalmente los es- 
tados demosiralivoa del rendimiento de ]rb con- 
tribuciones adunnerwg, las noticias de las patentes 
de navegación expedidas, el produelo '!e las ren- 
tas internas, &, &., y ha nbsertaio también, que 
todo si'.pHSii al arcliii'o general, Ihs mas VPces sin 
analizarlo ni verlo siquiera el Ministro, cuyasocu- 
pasione- en el despacho de otros imporlanles ne- 
gociados le disipan completamente el tiempo. El 
objeto de la ley, li> llenan los empleados subalter- 
nos con la 'remisión oportuna de sus estados; pe- 
ro no puede asimismo llenarlo el Mini.íiario, por- 
que la diseminnciiin de las noticiáis se opone á la 
justa crítica que debe hacer. El empeño que se 
tuviera de querer conseguir los resitlt-'dos estadía- 
_ ticos en un ctrio tiempo, ya para ínvorecer á las 
Cámaras con dalos exactos, ya para regular el 
Ministerio el presupuesto de las provincias y juz- 
gar del priigreso de las Adunnaa y de la condue- 
la moral de sus empleadus, ea (i juicio del expo- 
nenie, un grave error. La multitud de luces y de 
cálculos comparativos y las observaciones que 
deben acotnpaHar á las indagaciones catastrales, 
están en oposición ron la brevedad. ¿V que es lo 
que regularmente sucedería, por el empeño de 
acelerar una obni que en el detenimiento lleva la 
senal'ite su perfección? Ctue' atormentad os loa je- 
fes de sección con la tarea premicsa que se le» 
impusiera, recogcrinn a,, resurada mente los datos ; 
extenderiiin quizás y sin quizás con inexactitud 
los resultados, trasladándolos con todos sus de- 
fectos al Ministerio, quien en vez de notioiaa pie- 
ciosas para sus combinaciones económicas, reco- 
gería en sus apunten dalos falsos, incompletos y 
algunas veces absurdos, 

liQ'alta importancia de uña sección de estadís- 
tica de Hacienda, la conoce muy bien el Ministe- 
riu ¡ porque sin ente auxilio, estarán siempre ez- 
ptieatDs á graieé hiconv^i4nl<w*tatJ<M loa proyec- 
tos que so imitgitwti iteMllvofl a laj reDlaa pdbli* 

CM. ■ ■ 

' Uns noticia positiva y menso il^^ior lo minos, 
de laa contribucíoiVS, rentas, derechos y gastos 
da la Nación ; una Qnttcia exagia de tn entrada y 
■■lida de buques nacionales y ellranjeros con ei- 
prealoú de U» tonelada; que maten y. con ia deila. 
^lataraleEa y caatidad lie Ins artículos que eninui- 
y.salen en In KcpúMicai un estado suc^ivb do 
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los capitales que se importan por las aduanas, v^*^ 
de tas pnidurciones y manufacturas nnestras que 
se exportan ; un cuadro exacto del comercio cos- 
tanero) enlranilo como elemento de él la averigua* • 
ciiin de Ih clase, cantidad y valor de las tiiercan' \ 
cías que se pi-rmuian por medio del cabolnje ; nn ' 
dalo regular y legal del ciato del servicio público 
que se impende en cada provincia, y cuantas no- 
ticia» ni,BS sean necesarias para tener siempre ba* 
jii de un solo golpe de vista el eetniln fígeal de la 
Nación en todos sus ramos; hé aquí lo que en 
cimcepio del eiponente debe constituir el encar- 
go de la «ecnon de estadística que debe crearse. 
Con su auxilio se rectiñcarán los proyecloa eco- - 
nómicos que el Gobierno tenga, y recibirán nn 
carácter do 8i)lidea imposible ile adquirirlo en 
medio de la abstracción y de ia incertidumbre ; y 
á vista de las cnmparacioi es que resulten de loa 
estado», (Tompai aciones que podrán hacerse en el 
momrnin que se t|uit-ra, organizando los trabaiog 
y llevAndolos ton el dia) se forinará juicio acerta- 
do de la situación de bis negocios del esco, y es- 
te juicio entrará como base, en cualquiera combi- 
nación que el Gobierno haga. 
^ La prolija minuciosidad que el examen esladfs' 
tico requif-re y la contracción e.'pecinl i,«e de- 
manda, hacen desear que -e eombrt; un individuo 
exclusivamente para este objeto, Segnn el regla- 
mento que el que stlacribe tuvo el honor do pre- 
sentar al Mmisierio, y que fui aprobado en 2 de 
Enero del corriente aflo, pertenece A los seis 
jefes de serci,.n el despacho de los negocios si- 
guientes : al oficial mayor, recibir y abrir la cor- 
respondencia y dtattibuirla entre las seis seccio- 
nes, según la naturaleza de los ■«unioa que á ca- 
da una se designa, pira que el respectivo jefe 
ponga su informe. 

Extender aiempre y sin excepción alguna, sa 
informe central en seguida de Wde las utras aec- 

Redactar h> memoria que sobre el estado del 
despacho debe presentarse al Congreso dentro de 
loa ocho primeros <lits de so reunión. 

Formar el presiipuestu general de gastoa na- 
cionales. 

Revisar y poner^el.visto l^ueiieáía relación de 
gastos de esciitoMo >q«b le prfrs'-me'el o&dat ha- 
bilitado que nombr»-^ el 8eoretat<io, df cuyt» car- 
go, serA dar ae HprabKion í la da stttidas. 

Llevar la corresftfndencia con el Congreso du- 
rante sus.sesionea ppr notaa numeradaa y cob le- 
súmenes margiaal^a. , ; 

Recolver la* dudas que ocurran. é la '^«aoreiia 
y Adnúfliatraciones (obM J48 leyes y decreto» da 
impueatoa y gatfo\ 4 . 

l^espachar loa r^^noa d@ empleadoa •Q|tr« 
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ijustamien^os, retención^?, aaraentas, auxilio 7 
(agosde sueldos, y refirmas de liquidaciones. 

Formar el presiipues^ anual dt-j mmode Ha- 
[cienda para eriU egarla al oficial mayor, y el cua- 
dro de las cuentas preí>entadas aprobadas y repa- 
íradas pur el Tribunal de ellas. 

Despachar lodo lo relaiivo á pretensiones, n'jm- 
bramient09, deadituciones, repofticionen, permutas, 
sustilucione^, y fianzas de em^iieados en Ioh nego- 
ciados que A<m de su inspección, las entradas de 
buques y la ejecución de las leyes que versMi so* 
bre lf)S Degocit>s de su asignación. 

Pertenece ai y fe de la sección primera : despa- 
char todo lo que ocurra con relación á los ingre- 
sos y gastos del erario público, papel sellado, 
fuerza permanente, suelthis de empleados, recla- 
mos contra el Estado, pensiones, empréstitos, ban- 
cos, cajas de amortización y otros establecimien- 
tos semejantes 

Perieoere al jefe de la sección segunda: des* 
pachar todo lo relativo á los negocios. siguie^ites : 

Lo que ocurra sobre salinas, correos, propíarnt^n- 
te dicho, correos marítimos, resguardo terrestre 
id; marítimn, haberes militares, patente de buques 
mercantes y de cor8<», y prár lieos ; llevar ios ei- 
pediente&) 'de íodire de la correspondencia y cuan- 
to se refiera & pretensiones, nombramientos, des- 
tituciones, reposiciones, sust tucionen y fianzas de 
empleadora en los negociados que son de su ins- 
pección y l<i ejecución de las leyes que corres- 
ponden á so sección 

Pertenece al jefe déla sección tercera: despa- 
char todo lo que ocurra relativo al crédito públicf», 
llevando una noticia estadística del precio de la 
deuda interior; despachar lo relativo al estableci- 
miento de neritas interpas, miaas, canceras, mo- 
neda, ensaye y cu^tuto se refiera á los nombra- 
mientos, destituciones, fianzas, ^c de los em- 
pleados en los negocios que sear» <le su asignatu- 
ra, y & la ejecución de las leyes que corresponden 
á su sección. 

Pertenece al jefe de ]a sección cuarta ; der p/if 
ehar lo que ocurra con relación & los baldíos, al 
contraband5 y comisos, al comercio costanero ó 
de cabotaje, debiendo presenta» una razoQ circuns< 
lanciada del número de leguas de tierrus que se 
hayan adjudicado con las demás noticias necesa- 
rias para dar informes oportunos á las Cámaras, 

Pertenece aljelf^dela sección quinta: despa» 
char todo lo que oebrra con relación él la pesca de 
perlas y ballenas, extracción de caudales subma- 
rinos, al cobro de la oontríbucion extraordinaria^ 
al de los. derechos de puerto, de importación y los 
demás que no tengan designación especial en este 
reglamento. 

Se vét pues, que es imposible encargar á ningu- 
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na sección el trabajo ímprobo de la estadística fis« 
cal ; y conviniendo el Ministerio con su indispen- 
sable necesidad, cree el que suscribe y lo pide así* 
qué se dé cuenta de este escrito á 8. E« el Pcesi> 
dente de la República para que decrete el estable* 
cimiento de una mesa de estadística desempeñada, 
por ahora, por un oficial agregado al de la sección 
central y dependiente inmediatamente de esta, á 
cuyo cargo corran los negori(»s que arriba quedan 
apuntados y los mas que 8. E. juzgue convenien* 
te adicionar, pagándose el sueldo úel nuevo em* 
pleado del fondo de gastos imprevistos mientras 
se da cuenta al Congreso para su aprobación, 

Caracas, Febrero 17 de 1852. 

Felipe Larra zábaL 

Dése cuenta. — Hay una rúbrica. — Secretaría de 
Hacienda. — Caracas Febrero 17 de 1862. — Re- 
sueito.^-Cn virtud de las razones expuestas en el 
anterior eacrito, que el Poder Ejecutivo estima fun- 
dallas y de incuestionable conveniencia, y atendien* 
do á la vez al mejor servicio público en el privile- 
giado ramo de la estadística fiscal j se crea por 
ahora, y mientras el Congreso reforma la ley so- 
bre oficinas Superiores, la plaza de un oficial auxi- 
liar agregado á la bSeccioQ central de Hacienda y 
bajo la inmediata dirección del jefe de aquella, ca- 
yo cargo será el negociado de la estadística fiscal 
en todos sus ramos y conexiones. £1 oficial auzi> 
liar gozará del sueldo de 50 peses mensuales que 
se sacarán del fonúo de imprevistos, mientras la 
ley sefiala la remuneración que debe tener, y se 
nombra para el efecto interinamente al sellor Her- 
mógenes Qsti. 

Comuniqúese esta resolución á quienes corres- 
ponda y publíquese. 

Por S. R^GeUineatL 
OFICINAS PE CORREOS. Véase Correos. 
OFICINAS DK REGISTRO. Vcasc Registre, 
QLIVARBS (general JOSÉ manoel) decreto 

DE 17 DE ABRIL DE 16^S 9 declflrándol 6 el go* 

ce de sueldo íntegro* 

El Senado y Cámara de Representantes de la. 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud documentada que ha dirigido 
al Congreso el Benemérito General de Brigada 
José Manuel Olivares ; y 

considerando: 

19 Que el General Olivare s ha prestado im- 
portantes servicios á la causa de la independen- 
cia y libe rt-d de Ve nexuela desde sn trasforma* 
cion p(dítira en 1810. 

29 Cl«e aun en la mas eruda y calamitosa épo* 
ca para la Repúblioa, cuando casi todo el territorio 
lo ocnpiibaii laa armas españolas, el General Oliva- 
res fué uno de aquellos distinguidos venezolanos 
que Qo abandonaron e( suelo natal y que errantes 
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por selraa y bosques, fafriendo han||Nre9 dcsnii* 
des, y tf>do linaje de privaciooea, jamas deaespe* 
raroD de la salud de la patria. ' 

3P Que á causa de las heridas y enfermedades 
que el General Olivares adquirió durante laguer* 
ta, y por su edad septuagenaria, hoy se halla in- 
▼álido y sin mas medios de fortuna que la módica 
pensión de que disfruta para atender á¡la subsisten* 
cía de su crecida familia ; siendo muy digno de 
recomendarse que parte de esa numerosa descen- 
dencia la componen desvalidos huérfanos del In- 
trépido Coronel Manuel Villapol, que en la me- 
morable y gloriosa jornada de San Mateo murió 
combatiendo con denuedo por la sagrada causa 
de su patria adoptiva ; y 

49 Que Venezuela por su propio decoro y 
guiada por sentimientos de justicia y dig- 
nidad nacional, debe emplear su munificencia 
en favor de sus antiguos y fíeles libertadores que, 
próximos ya al sepulcro, no tienen otro patrimo- 
nio que legar á sus hijos, sino la constancia, ge- 
neroso desprendimiento y lealtad con que han ser- 
vido á so patria. 

£n uso de la atribución 18^ del artículo 87 de 
la Constitución* 

decretan: 

Art. 6nlco. El General de Brigada José Manuel 
Olivares disfrutará durante su vida, del sueldo 
íntegro de su grado, en lugar de la pensión de in- 
válido de que hoy goza. 

Dado en Caracas á I5de Abril de 1848, afio 
19 de la ley y 38 de la independencia. — £1 Pre- 
sidente del Senado, Eduardo A. Hvrtado* — El 
presidente de la Cá'nara de Representantes, Fer- 
nando Olavarria.^'Ei Secretario del Sanado, 
José Am Freyre. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Juan Antonio Pérez. 

Caracas, Abril 17 de 1848. aflo 19 de la ley y 
38 de la independencia. — Ejecútese. — Diego- 
Bautista Urbanef a. ^Por S. £ — El Secretario 
de Guerra y Marina, Francisco Mejia* 

ONOTO (cantón) Parroquias que \p compo- 
nen. Véase División territorial^ L. de 28 de 
Abril de 1856, § 3? del art. 5» (Apéndice al 
20 lomo) 

ONZA (parte iíb la libra). Véase Pesos y 
medidas^ art. 5. 

OPCIÓN Á PATRONATOS, 6 CAPELLANÍAS, ANI- 
VERSARÍAS Y OTEAS COSAS SEMEJANTES, LeV 
VIH TÍTULO VII DEL CÓDIOO DE PROOEDIMIEN* 

To lUDiciAL, DE 7 DE JCNio DE 1 844'— -yve re- 
foima la dellde Mayo de 1836, p. 256 del 
c^ierpo (omprensivo de las de ese año, y 264, 
»ú«ero258, del publicado en 1851. 
£1 Sena Jo y Cámara de R< presentantes de la Re* 
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pública de Venesuela reuoidoa en. Congreso, 
decretan. 

LEY VIII, TITULO Vil DEL CÓDl 00 DB PROCBDY» 

MIENTO JUDICIAL. 

De la opción á patronatos 6 capellanias^aniver»' 

sarias y otras cosat semejantes. 

Art 19 Pretendiendo alguno tener derecho á 
un patronato 6 capellanía, aniversaria ü otra cor 
sa semejante, se presenUr& por escrito ante el 
juez de primera instancia ó tribunal eclesiástico, 
cuando sea del conocimiento de este, acompa* 
fiando. los documentos que legitimen sn persona 
y derecho, la escritura de fundación é informa^ 
cion que acredite la vacante, y expresará quien 
fué el óltimo poseedor. 

Art 29 En la misma audiencia decretará el 
juez, que se emplace por edictos álos que se con- 
sideren con derecho, para que en el término de 
tres meses contados desde ese mismo día, se pre» 
senten ante su tribunal apercibidos de que si no 
comparecieren, se hará la declaratoria atendien* 
do solo al qne gozare de preferencia entre los 
que se hubieren presentado en dicho término, y 
no podrán optar los demás de mejor derecho has* 
ta otra vacante. 

Art. 39 ^^ siguiente día de aquel en qne se 
venza el término, examinará el juez en audien- 
cia p&blica el expediente, y librará la declarato- 
ría si no se hubiere presentado ningún contradic- 
tor, 6 si no hfty entre las pretensiones ninguna 
que merezca discusión. Antes de librar ,1a de- 
claratoria, oirá los informes de los interesados qne 
concurrieren al acto. 

Art 49 Habiendo contradicción, ó siendo por 
cualquier motivo necesaria la discuMoA entre los 
pretendientes, los' invitará el. juez por el orden 
que se hayan presentado á examinar los docu- 
mentos de cada uno, y á exponer en seguida por 
el mismo orden, las razones con que cada cua) 
aspire á la preferencia 6 exclusión de los otros. 
I Dentro de tercero dia se librará la declaratoria 
correspondiente, si alguno de los opositores no 
exigiere término para hacer pruebas ; pues en es- 
te caso se admitirán las que promovieren en los 
treinta dias inmediatos, y seguirá la causa como 
en los juicios ordinarios. 

Art. 59 Se deroga la ley del mismo numero y 
título de 10 de Mayo de 1836. 

Dada en Caracas á 20 de Mayo de 1844, 15^ 
y 349— El P. del S. José Fórg-fl*.— El P. de lá 
Ca de R. José Macario Ye ves' — El s9 del S. 
José Ángel Freiré. — El 89 oe Id C^ íleR. Juan 
Antonio Pérez* 

Caracas Jun. 7 de 1844, 159 y 349— Ejec6te- 
se. — Sanies Mtckelena.^^Por Sw E. el Yicep. de 
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la Ra encargado del P. E.— El s9 de E? en loi 

>D. de lo I. y ja Francisco Cobos Fuertes. 
fORCHILA (isla db) Resolución Ejkoutiva 

DE 4 DE Setiembre de 1834 sobre corte en 

ella de la yerba del mismo nombre* 
Repáblica de Venezuela. — Secretaría de Estado 

del despacho de Hacienda. — Sección primera. 

—Caracas Setiembre 4 de 1834.— Año 59 de 

la ley y 24 de la independencia. 
Al sefior Administrador de aduana de la Gaaira. 

Señor. 

Habiendo considerado el Presidente que el de- 
creto de 31 de' Julio de 1829 protegiendo la pro- 
piedad de la nación sobre las producciones de los 
bosques de la República, no ha sido derogado 

f^or ningún acto legislativo, excepto en cuanto á 
as maderas de construcción que se han declara- 
do libres de todo impuesto por el artículo se- 
gundo de la ley de 25 de Marzo del año próxi- 
mo pasado : se ha servido disponer su cir ;ula- 
eioQ á los gobernadores de las provincias, para 
que promuevan todos los medios posibles de me- 
jorar y aprovechar las oquezas de que abundan 
dichos bosques tanto en maderas preciosas como 
en quinas y otras sustancias útiles para la medi- 
cina y las artes, haciéndolo extensivo á las isMs 
adyacentes, mientras el congreso da una ley so- 
bre la materia. 

Gomo la yerba Orchila, producción expoDtá- 
nea de dichas islas, de que hasta ahora se han es- 
tado aprovechando clandestinamente algunos ex- 
tranjeros, piiede llegar á ser uno de los ramos 
mas pingOes de la hacienda nacionul, el Gobier- 
no ha ereido necesario, a fía de asegurar sus pro- 
ductos, y mientras la experiencia vaya indicando 
otras medidas, dictar Jas reglas siguientes. 

Primera: que por la licencia para cortar la 

Íerha Orehila en la isla de este nombre y en los 
loques, paguen los especuladores que la solici- 
ten diez pesos por cada quintal. 

Segunda : se autoriza al administrador de la 
Quair#para dar la referida licencia, previo el aüan- 
zamiento de la suma á que alcance el total de 
quintales que se pretenda cortar. 

Tercera : se establecen dos celadores para 
evitar el corte fraudulento, con la comisión de 
diez por ciento, que pagará dicho administrador 
eada tres meses de lo que produzca la recauda- 
ción de este ramo* 

Coarta : mientras se proveen las referidas pla- 
zas se hará este servicio por un dependiente del 
VMgoardo de la Guaira, quien permanecerá en la 
,. iala en donde se haya de verificar el corte» man- 
tonido á costa del especulador y gar.ando la mi- 
üd de la comisión. 

Quinta: Los celadores no permitirán cortar 
la yerbaj sino á los que hayan obtenido licen- 
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cia ; y concluido que sea el corte del número de 
quintales quB en ella se exprese, ó por partes si 
así conviniere al especulador, les dará las guias 
necesarias con expresión del número de quinta- 
les cortados que se conducirán precisamente & 
la Guaira* 

Sexta; £1 Administrador de la Guaira cobra- 
rá entonces el derecho de licencia y se cancelará 
la fianza* sujetándose en todo lo demás á los re- 
quisitos prevenidos por la ley de exportación, si' 
esta se hiciere de dicho puerto, y & la de cabota- 
je 9i se hubiere de conduciiÜa carga á otro puer- 
to de la República. ' • 
- Séptima: Luego que se obtengan de los go- 
bernadores las noticias que se tienen pedidas, se 
dispondrá lo conveniente acerca de las demás is- 
las^ encargándose entre tanto á los buques dfel 
resguardo marítimo, que las visiten para que na- 
die entre en ellas á cortar la yerba. 

De orden de S. £. lo transcribo á U. para su 
cumplimiento, debiendo manifestarle que el Eje- 
cutivo quiere que U., según los datos que vajra 
adquiriendo sobre este negocio, le proponga las 
mejoras de que sea susceptible este ramo de ri- 
queza nacional. 

Soy de ü. muy atento servidor. — P. P. Diaz, 

ORDEN POBLico. Véase Provincias^ art 5 y 6- 

ORDEN PUBLICO. RE8OL0CI0N EJECUTIVA DJB 

11 DE MAYO DE 1853 previniendo á Los Go- 
bernadores tomen ciertas medidas para con- 
servarlo. 
Secretaría del Interior. — Sección Segunda. 

Caracas, Mayo 11 de 1853. 
Resuelto, — Dígase á los Gobernadores de pro- 
vincia. 

Cuando gozando felizmente la República do la 
libertad, de la paz y del imperio de las leyes, eon* 
secuencia necesaria de la victoria de los príoei'* 
pios y de los esfuerzos consagrados por el Gobier- 
no Nacional, debia esperarse el contento genera!, • 
el amor al orden, el respeto & las autoridades cons- 
tituidas por la voluntad popular, y el acatamiento 
debido á4os fueros de la justicia, de la moral y 
*de la misma sociedad, por todos y ca4a uno de 
los Venezolanos, como e( fruto precioso que deba 
recogerse siempre de la civilización, Je las bue- 
nas ideas y del progreso, ha sido yes altamente 
sensible para el Poder Ejecutivo como lo debe 
ser para todo miembro de la graa familia venezo- 
lana, qiA obedezca á las no))les y suaves inspira- 
ciones del patriotismo y para la -Nadon entera, 
que la fatal discordia haya asomado sti cabeza en 
algunos- puntos, que los intereses locales mal en- 
tendidos, que no son otra cosa que el efecto del 
individualismo, hayan querido sobreponerse á | 
los intereses nacionales» que la elevada misión de 
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la (prensa haya descendido hasta coIcM^arse en el 
hu/nillante resinto de la difa[nacion,'*de la inmo- 
ralidad y del tremendo consejo de ia rebelión, 
^ue á la fraternidad que debe existir entre los 
miembros del gran partido nacional se haya sos- 
tituidoel odio reciproco y entrañable en alguna 
parte de él, y que á las f irtudes republicanas lla- 
madas á consolidar la paz, la polítira y^ia dicha 
de los pueblos libres, se haya sostituido también 
en tnuchos casos la mezt^uindad de las ideas y las 
íatale« tendencias de trastorno y aniquilamiento 
del drden, origen fedbndo de males y consecuen- 
* cias deplorables. 

Al examinar las verdaderas causas de semejan- 
te situación encuentra el Gobierno como^ principa- 
les, las pasiones políticas de una parte del partí- 
do autocrático, que irreconciliable con la Patria, 
pugna con la actualidad y libra en la discordia y 
en ifts revueltas su reorganización para volver al ' 
poder público, que perdió en la discusión, en las 
elecciones y en los campos de batalla : la ambi- 
ción desenfrenada de algunos indiriduos que per- 
tenecieron alaran partido nacional, y que en sus 
ensueños pensaron dominar la tierra conforme á 
8ua ideas, y recoger ellus solos el fruto de los sa- 
eriücios y triunfos nacionales, abjurando al fin 
de sus principios, y coligándose como írnosos 
renegados con los implacables enemigos interio- 
res y exteriores de la libertad, de las instituciones 
patrias y del reposo y dicha de Venezuela, para 
llevar á cabo sus delirios y planes liberticidas : 
las esperanzas burladas de una pcqueíla fracción 
del gran partido nacional, que en las últimas 
alecciones quiso imponer su voluntad en la ca- 
pital déla República, sin patriotismo sin inteli- 
§ encía y sin.pen Sarniento político y social, hacien- 
Vf en el frenesí de su ambición y desús pasiones, 
dd la magistratura un comercio clandestino y ¡ 
punible, de la prensa el eco de la difamación, de i 
la iifmoralldad y de la anarquía ; y de la libertad, 
el instrumento de su iniquidad y maledicencia 
faltando á todos ios fueros y respetos de la civi- 
lización, como si se quisiera socavar en sus cimien- 
tos la sociedad, reducir á escombros la República 
y difundir la desconfíatrze, ia confusión y el es- 
panta por tío quiera, haciendo causa común con 
los encarnizados enemigos de la libertad como el'' 
complemento de la mas premeditada traición y 
lefmada maldad ; la falta de patriotismo, de fé y 
de fiaternidaden algunos miembros del gran par- 
tido nacional por querer unos atender á mezqui- 
nas pasiones é intereses, y por aspirar otros á en- 
contrar perfección en todo, cuando aun sentimos 
los efectos de las revóluriones pagadas, j nos 
ocupamos de la reorganización del pais, faltándo- 
^ se sn consecuencia algnuí principio de ia unidad ^ 



que da fuerza al pensamiento y á la acción 
produce las hermosas inspiraciones, que conseri 
van y aumentan el entusiasmo popular, la e8-\ 
tabilidad de la paz y el incremento y dicha común:, 
la inobservancia de la policía en muchos de sus 
ramos importantes como fomento del trabajo yv 
elemento de orden : el retardo déla administra- 
ción de justicia en cuya prontitud y regularidad, 
está basada la marcha progresiva del pais : la 
falta de completa atención á todo lo que conduce 
ala seguridad y orden público: lo inadecuado de 
algunas corporaciones y funcionarios públicos, 
por su incapacidad, ó negligencia, ó por su desa- 
fección á las instituciones patrias y al Gobierno ; 
y finalmente, la imperfección de nuestra legisla- 
ción patria en muchos de los ramos imporuuies 
de la Administración pública. 

Mas, felizmente el pensamiento nacional que es 
de paz, amor á la libertad, á las instituciones, al 
Gobierno y al progreso, es l^astante para contras- 
tar las malas ideas de los enemigos comunes del 
pais y de los descontentos que se les han agre- 
gado, que formando una minoría vergonzosa, 
tendrán mas adelante que inclinar su frente ante 
líi gran mayoría nacional, que basada en la liber- 
tad, en la justicia y en las doctrinas, ha servido y 
servirá de formidable apoyo al Poder Ejecutivo, 
que gobernando con la Constitución y las leyes, 
está resuello á hacerlas respetar, k conservar la paz 
y el orden, fuentes inagotables del bien público, y 
á hacer entrar en su deber á todo partido, á todsi 
fracción y á todo individuo que esté ó se coloque 
fuera de la órbita legal, pT^rque, teniendo como tie- 
ne la conciencia de sus alios debert^s, conoce que 
está en la misión de los Gobiernos salvar á las so- 
ciedades del naufragio que las amenace, resistien- 
do ala invasión de las muías pasiones, con el po- 
der laudable y enérgico de la justicia; y S. £. el 
Presidente de la República animado como siem- 
pre de los mejores sentimientos é ideas en favor 
de ia libertad, prosperidad y dicha del pais, del 
honor de la causa nacional, de la conservación 
de los triunfos que tantos sacrificios han costado 
á los pueblos; y contando como ha debido con- 
tar con el patriotismo de los venezolanos, con la 
unión que ha sabido proclumar á la faz del mun- 
do» con las alagüeñas esperanzas que ofrece le 
juventud que se levanta, y con la eficaz coopera- 
ción de los magiscrad'is que se ha dado la Repú- 
blica ejerciendo el imperio de 6U soberanía, me ha 
ordenado llamar particularmente la atención de 
US. como su natural é inmediato agente en tan 
provincia, para que obrando perfectamente een 
el pensamiento de la Administración, y haciende 
uso de todas las facultades que ^e permitan iee 
leyes, y especiaimeote la orgánica de pi>ofincieS| 
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proceda sio pérdida de tiempo y de la manem mas 
^eficaz 4 ocuparse de las siguientea medidas. 

Primera. — Remover de sus destinos á todos los 
empleados que sean desafectos al Gobierno y de* 
pendan inmedÍHiamente de US. 

Segunda. — Excitar á las corporaciones y auto- 
ridades locales para que hagan lo mismo con los 
funcionarios que estén en igual caso y dependan 
de ellas. 

Tercera. — Informar al Poder Ejecutivo lo que 
sea conveniente sobre los empleados desafectos 
al Gobierno, cuya remoción dependa de él ó de 
alguna corporación ó autoridad. 

Cuarta. — Propender á la mas perfecta unión 
de los ciudaddnos por cuantos medios aconsejen 
las leyes y el patriotismo, procurando poner tér- 
mino & las cuestiones locales que afecten tan no- 
ble fin. 

Quinta. — Hacer cuanto esté en el círculo de 
sus atribuciones para que la justicia se administre 
pronta y cumplidamente, excitando para ello á 
las autoridades judiciales de la manéis mas eñcaz. 

Sexta. — Dictar cuantas medidas legales sean 
necesarias para que la policía .se cumpla en todos 
snsr^mos, á ñn de que el orden, la seguridad 
publica, la salubridad y el ornato de las poblacio- 
nes sea una cosa real y efectiva, y no escrita sola- 
mente. 
Séptima. — Adoptar cuantos medios permitan las 
leyes y sugiera el patriotismo el celo y eñcacia 
para evitar la propagación de las malas ideas y 
de todo lo que sea sedicioso, subversivo y contra- 
río al orden, de cualquiera manera que aparezca, 
escrito ó no escrito, ordenando á la autoridad polí- 
tica el estricto cumplimiento de sus deberes, y exci- 
tando á la autoridad judicial para que llene los 
suyos y coopere á tan importante objeto. 

Octava. — Prohibir la circulación de los pasqui- 
nes, aunque sean impresos,* que aconsejen la re- 
belión, ü ofendan la moral, naciendo que sufran 
sos autores y cómplices el rigor de las leyes. 

Novena. — Aplicar la ley vigente sobre atenta- 
dos á todas las reuniones tumultuosas que afecten 
el orden, el sosiego y las garantías sociales. 

Décima. — Hacer que se cumpla debidamente y 
oan la- mayor vigilancia la ley sobre vagos y mal 
entretenidos, como fomento del trabajo y de la 
moral pública, haciendo efectiva la responsabili- 
dad de las autoridades omisas- 

Undécima. — Tomar conocimiento de las socie- 
dades que se hayan establecido 6 establecieren 
con opresión del nombre y número de sus miem- 
bros y del objeto de su imtitacion : y 

Duodécima.^-Hacer uso de todo el poder que 
4ttD las leyes para conservar la paz, el drden y 
Iranquilidad pública^ y.dar coiifiansay garantías 
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á todos y ácada uno de loí|1lüntantetrd|^)nBe ter- 
ritorio. 

Quiere S. E. para llevar á cabo cuanto ^'eda 
expresado, que US. separadamente formé^^ipe- 
diei^e sobre cada materia, y que le instruyuí^^r 
todos los correos de las medidas que adofi^'SODrt 
cada particular, y de los inconvenientes qiie éu* 
cuentre en la ejecución ; pues desea que Ip dicho 
no quede escrito solamente, sino que se convier- 
ta en realidad por medio de la práctica, püfk 
cuyo importante objeto ha contado y cuenta con 
el conocido patriotismo de US., con su amor á Ift 
libertad y al progreso, y con su consagración al 
servicio público, como también con los medios que 
le ofrecen la Constitución y las leyes para . hacer 
responsables á los funcionarios públicos cuando 
dejan de cumplir sus deberes por incapacidad, 
negligencia ú otro motivo que perjudique losfli- 
grados inteieses que les están cncomendadoa. 

Por S. E. — Planas, 
ORDEN PUBLICO. Resoltcion Ejecutiva di 
30 DE Mayo de 1853 disponiendo que en los 
casos en qite sea per turbado, los Gobernadores 
informen por fada correo el estado de paz del 
' territorio de su mando ; y autorizándHos pa- 
ra dictar las medidas convenientes para el 
establecimiento del sistema postal. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 

Caracas, 30 de Mayo de lí?53. 
Resuelto. — Dígase en circular á los Goberna- 
dores de provincia. 

Siendo conveniente y iFecesario en las actua- 
les circunstancias que el Gobierno esté suficiente- 
mente instruido del estado político de las provin- 
cias, bien se mantengan en paz, bien se altere en 
ellas el orden público, me ha ordenado con este 
objeto S. E. dirigirme á US. y prevenirle : que 
por todos los correos y por todos ios condkictos 
que se le presenten, dé cuenta á este Ministerio 
'del estado de paz del territorio de su mando, de- 
biendo si llega á alterarse el orden público en al- 
gún punto de él, comunicar la noticia del modo 
mas detallado que sea posible por medio de pos- 
tas que se reemplacen á distancias proporciona- 
les y que concillen la prontitud con el buen ser- 
vicio. • 

Para el objeto indicado, US. dictará las medi- 
das necesarias á fin de que en los puntos conve- 
nientes de cada provincia se establezca el siste- 
ma postal, debiéndose indicar en la cubierta del 
oficio en que se den dichas noticias ó en un pa- 
pel que se le adhiera^ el dia y hora en que se 
despacha el posta. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y cumplimiento. 

Soy, dtc. Por S. E — PláfiM. ^ 
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ORDES^TVBLico. Rksolucton Ejecutiya db 
7 DE Agosto i>b 1856 haciendo á los Gob^r» 
nSiore^ ciertas prcvencioTies. 

Secretaría del Interior.— «Sección segunda. 

Caracas, Agosto 7 de 1859. 
Resutlto* — Dígase á los Gobernadores de pro- 
''viocia. 

lias ideas que algunos hacen circular por la 
injprenta persuadiendo la necesidad de un cam- 
Uo*'(>o)!t{co, al mismo tiempo que por otros con- 
ductos han llegado á conocimiento del Gobierno 
fondados motivos para creer que se proyectan 
otros medios de agitar la República que tanto ne- 
cesita de paz para mejorar su situación, y que el 
orden legal tenga, 'por su regularidad, la fuerza 
protectora que «n él debe encontrar siempre la 
sociedad, han hecho comprender al Poder Eje- 
ctmro encargado de la seguridad pública y del 
cumplimiento de la Constitución y de las leyes, 
que es necesario redoblar la vigilancia y em- 
plear todas las medidas que conduzcan á mante- 
ner la paz de que felizmente goza la República, 
previniendo, reprimiendo y castigando, si des- 
graciadamente llegare el caso, toda tentativa de. 
trastorno. 

Con este objeto ha dispuesto S. E. el Presi- 
dente de la República se instruya á US. que en 
esta situación es indispensable: I9 Fijar la aten- 
ción en los individuos, que desconociendo la ver- 
dadera conveniencia del país, propagan ideas de 
reformas políticas aconsejando las vías de hecho 
para su realización, á fín de que US. pueda se- 
guir sus pasos y conocer oportunamente sus pla- 
nes y procedimientos : 2^ no permitir la reu- 
nión de sociodados políticas secretas, ni de otro 
género en que no pueda ejercer la policía su vi- 
gilancia, ó no sean bien conocidos de US. su ob- 
jeto y conduela: 39 disponer que siempre que 
haya reuniones políticas públicas aeista un em- 
pleado de policía que merezca la confianza de 
US. ó del Jefe político en los cantones, para que 
evite cualquier exceso é informe de lo que se tra- 
te y acuerde : 49 informar á este Ministerio cual 
sea la opinión de los funcionarios públicos de esa 
provincia en todos los ramos de la administra» 
eiol^ civil, militar y eclesiástica : 59 separar de 
8U destino & cualquier empleado de los que de- 
pendiendo de US. se reputen en comisión, des- 
de que US. esté persuadido que favorece cual- 
quier plan de revolución contra la Constitución 
que ho jurado sostener, y los principios políticos 
que debe profesar como (fepositario de la con- 
fíanza pública y agente del Gobierno que deriva 
de la misma Constitución su poder, y vé en ella 
escritos sus deberes. Respecto de los empleados 
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que no puedan removerse libremente, se les for- 
mará causa por la autoridad competente, y ha- 
biendo mérito suficiente, se les suspenderá por 
quien corresponda. De todo procedimiento dará 
US. cuenta al Poder Ejecutivo. 

La imprenta es libre, la discusión es libre por 
la misma Constitución Pero esto no impide que 
lo que se escribe ó se manifiesta de palabra no 
tienda á un crimen, si ello está así calificado pojr 
la ley : y por lo mismo que hay tanta libertad 
para escribir y hablar, debe haber una vigilancia 
mas activa é inmediata respecto de los escritores 
y propagadores de ideas subversivas del orden, 
para que los hechos que la justicia debe conde- 
nar como criminales, conforme á lai mismas le- 
yes, no pasen desapercibidos, ni queden sin el de- 
bido castiga. 

El Poder Ejecutivo encarga á US. de nuevo 
informes semanales ilustrados, no de mera ratina; 
pues conviene que S. E. conozca el estado de to- 
dos los pueblos, las ideas y tendencias de sus hom- 
bres influentes, y á estos por sus nombres, y sus 
circunstancias. 

Es de importancia que en todo lo relativo al 
cumplimiento de las órdenes que trasmito &US. 
encesta nota, ponga US. de su parte la mayor ac- 
tividad junto con la mayor discreción, y un es- 
tudio constante para que no llegue á turbarse el 
orden en la provincia de su mando ; debiendo 
con este objeto hacer ó repetir la visita de la 
provincia que la ley le recomienda tanto, y que 
ahora seria muy útil para a3rudar en todos los 
pueblos los esfuerzos de los buenos ciudadanos, á 
quienes US. animará ft esperar los mejores re- 
sultados de su cooperación en el empeSo común 
de conservar la paz, elemento necesario de todo 
bienestar y progreso. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para tu 
inteligencia y cumpliniiento. 

Sey, &c. Por S. E. — Arandom 

ORDEN DE P.RKFBRCNCIA EN LOS CUERPOS DCL 

EJÉRCITO. Véase Fuerza armada y perma' 
nenie, R. E. de 9 de Junio de 1847. 

ORDENADOS in sacris, y demás anexos al 
SERVICIO DE LAS IGLESIAS. Estáu cxontos del 
servicio. Véase Milicia nacional^ art 39 de 
la ley, y n&mero 19 art. 9 del D. £. R 

ORDENADOS in sacris. Resolución Ejecu- 
tiva DE 20 DE Julio de 1843 sobre que no 
sea ordenado ningún individuo á titilo de 
curato que no haya obtenido con arreglo á lo 
dispuesto en la ley de patronato. 

Secretaria de lo Interior.— Sección primera. 

Casaba Julio 20 de 1848. 
Reraelta— Díg-a^e á los Prelados de las Di^ 



i 



I 



i 

I 

1 



4 



I 



C0I.03IBIANA T VENEZOLANA VIGENTE. 



21 



ORD 



JL)Lj ri _njl . - . - i r i. -r- i ->j' l (>r i ■ i - i - i ' ii ' i '--' .. .«...« ■ P . ■ ■ I w^i^Jiíw.»!- 1 I < H I At ^ m' 



» 



P 



ccítí,— Por el art 20 de la ley de patronato se 
dispone que ningano podrft ser ordenado de ór- 
denes mayores incluso el presbiterado á título de 
curato 6 sacristía que no haya obtenido con ar- 
reglo á los dos artículos anteriores, que requie- 
ren la oposición en el concurso, examen» aproba- 
ción, presentación y nombramiento. . 

Sin embargo tiene el Gobierno motÍYOs para 
creer que muchos han sido ordenados de órde- 
nes mayores á título de curato que no han ob- 
tenido según se exige por el* citado art. 29, y se- 
mejante proceder no solo deja sin cumplimiento 
la ley, sino que causa un perjuicio á los mismos 
ordenados, porque siéndolo sin haber obtenido 
antes un curato, se les destina á seryir cualquie- 
ra interinamente, y sucede que despnes de estar 
de interinos algunos effos, se oponen por primera 
vez, y como por esta razón están obligados á ir á 
seryir el curato á que se les destina en propie- 
dad, pierden el derecho de oponerse á ser desti- 
nados á un curato determinado, como no sueede 
ria si ordenados & título de curato que hubieran 
obtenido, sirvieran este en lugar de cualquiera in- 
terino los dos afios que requiere el precitado art. 

29. 

Para que la ley de patronato sea cumplida y 
se evite semejante perjuicio, 'me encarga el Go- 
bierno decir á US. Rma. que espera que en lo 
sucesivo no ordenará á ninnrun individuo á títu- 
lo de curato que no haya obtenido con arreglo á 
lo dispuesto en Ja precitada ley. 

Soy, &.C. Por S. E. — Manrique- 

ORDENANZAS PROVINCIALES. Véase Di- 
puiaciones provinciales, art. constitucional 162 

ORDENANZAS PROVINCIALES, resolu- 

CION EJECUTIVA DE 27 DE ENERO DE 1842, dC' 

clarando el tiempo en que debe hacerse la pre- 
sentación al Gobernador para su exequátur^ 
ú objeción. 

Bepública de Venezuela. — Gobierno Superior político de 
la provincia. — Núni. 146. — Coro, 28 de Diciembre de 
1641, 12 de la ley y 31 de la independencia. 

8r. Secretario de Estado en los DD. del Interior y Justicia. 
La Secretaría de la Diputación provincial ha 
pasado á este Gobierno varias resol uri mes en nú- 
mero de seis de aquel cuerp«», catorce días des- 
pués del último de la próroga, y qu.e vienen fír- 
roadas con fech9^9. El Gobernador duda que es- 
to pueda hncerse, ya porque después de autoriza- 
das las resoluciones, no queda mai? que hacer sino 
remitirlas á este despacho, y ya porque un lapso 
tan considerable puede ^er niotivo de abusos, y 
posterga consi%^ablemente el despacho de dichas 
resoluciones, en razón de qve puede ser objetada 
algana de ellas y no considerarse la objeción has- 
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ta la reunio/i Tenidera, dejando el público por eso 
de reportar- el beneficio que tenga por objeto. — 
Sírvase US. ponerlo en conocimiento del Supre- 
mo Poder Ejecutivo, 6 fin de que se digne resol- 
ver lo que deba practicarse en lo sucesivo, pues 
que este Grobierno pj^ovincial ha dado ya curso á 
dichas disposiciones por ser la primera vez que 
ha sucedido. — -Soy de US. muy atento servidor. 

José Ignacio de Zavala, 
Secretaría de lo Interior. 

Caracas, Enero 27 de 1842. 

Resuelto. — Dígase en contestagion. — Por el ar- 
tículo 162 de la Constitución se previene que las 
ordenanzas de las Diputaciones provinciales se 
pasen para su ejecución al Gobernador, quien 
tendrá el derecho de objetarlas en el término de 
cinco dias; deben pues presentarse las ordenan- 
zas mientras esté reunida la Diputación, y no co- 
mo se ha hecho en Coro catorce dias después de 
haber cerrado sus sesiones aquella corporación. 
No es regular este proceder y abre la puerta á 
funestos "abusos. Para impedirlos en lo adelante, 
el señor Gobernador de Coro excitará á la Dipu- 
tación en su próxkna reunión á que expida una 
ordenanza que üje las reglas que hayan de ob- 
servarse en- la presentación de las resoluciones, 
como lo han hecho ya las Diputaciones de Cara- 
cas en 1834 y la de Carabobo en el año último. 

Publíquese. Quintero. 

OílDENANZAS PROVINCIALES, kbsolu- 

CION EJECUTIVA DE 24 DE FEBRERO de 1851 

declarando que toca exclusivamente á las Di" 
putaciones provinciales, y no al Poder EjecU' 
iivo resolver sobre la inteligencia que den á 
sus ordenanzas los Gobernadores cuando no 
se rozan con las leyes, ó decretos ejecutivos. 

Secretaría del Interior. — Sección tercera. 

Caracas, 24 de Febrero de 1851. 
Resuello. — Los Gobernadores de provincia 
dependientes del Gobierno como sus agentes in- 
mediatos, son también jefes superiores en su ca- 
lidad de ejecutivos de sus respectivas provincias, 
y por tanto corresponde á ellos exclusivamente 
dictar todas aquellas órdenes, medidas, resolucio- 
nes ó decretos que tengan por objeto el cumplí- 
miento de las ordenanzas expedidas por las Di- 
putaciones provinciales. Por tanto, no toca al 
Poder Ejecutivo juzgar ni reformar sus actos de 
este género, si ellos no se rozín con las disposi- 
ciones contenidas en las leyes generales ó con 
sus propios decretos. Fundado en este principio 
sobre el cual está basada en parte la independen- 
cia que nuestro sistema ha querido dar al régi- 
men municipal, el Poder Ejecutivo declara que 
no le toca á él» sino 6 la Diputación provinciaT 
de Caracas, resolver si obró bien 6 mal el Go^ 
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bernadoT de esta provincia al expedir su decreto 
de 2fl de Diciembre último por el cual reglamen- 
tó la ordenanza de 10 del mismo sobre el número 
de miembros de que debe componerse cada Con- 
cejo Municipal. 

Lnstrúrase á los interesadas y publíquese. 

Por S. E — Pulido. 

ORDBNANZAJ5 provinciales, resolución 
cjEcurivA DE 1850 declarando gve fio cor- 
responde á él sino á las cámaras legislativas 
juzgar de la validez de una que permite el 
uso de algunas armas. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Resuelto, — Dígase al Gobernador de la provincia 
de Cumaná 

En el expediente respectivo ha recaído con 
esta fecha la resolución siguiente : 

No corresponfJiendo en el caso á que US. se 
refiere al Poder Ejecutivo, sino á las Cámaras le- 
gislativa^ juzgar de la validez de una ordenanza, 
es á eí5las á quienes ha debido recurrir US. con 
las observaciones que consigna en su nota fecha 
20 de Enero ultimo número 7 sobre la que úl- 
timamente sancionó la Diputación de esa pro 
yincia relativa ni derecho de llevar armas. Cual- 
quiera que sea la fuerza de dichas observaciones, 
y no obstante que la ordenanza mencionada no 
puede ser un obstáculo & que la Gobernación, 
en todo evento, cumpla con el deber que le impo- 
ne el artículo 59 de la ley orgánica de? provineias 
relativo á la tranquilidad y orden públicos, ella 
es sin embargo una disposición que debe tener 
cumplido efecto según lo ordena el artículo 1G3 
de la Constitución," 

Soy &.— Por S. E.— Pulido. 

ORDENANZAS rRoviNciALES. resolvcion de 
12 MATO DE 1831 disponiendo que las Dipu- 
taciones provinciales las remitan por dupli- 
cado al Congreso» 

Secretaria de ]a Cámara de Representantes. — 
N? 31.— Valencia Mnvn 17 de 1831, 2^ y 2lO— 
Señor Secretario del Interior. — LasCámarashan 
considerado la nota de US. de 27 del pasado, en 
qne bajo el número 569 de la sección primera, 
pide copia de las resoluciones de las diputaciones 
provinciales que hayan sido aprobadas por. el 
Congreso ; y han resuelto, la de representantes 
en 29 del pasado, y la del senado en 12 del cor- 
riente ; — ^'Que de las secretarías de ambas cáma- 
ras se pasen por ahora las copias que solicita el 
Sr. secretario del interior; y que para lo sucesi- 
TO se prevenga á las diputaciones provinciales, 
remitan dos copias de cada resolución." — Y en 
contestación á su citada, y para los ñneñ consi- 
^guientes respecto de las diputaciones, lo digo á 



0R6 



^^A^A'MMAÜlMMMMMMhAtfMl^MMNMV»^'*** 



■^^^■^^^x^^^^^^^^^i^^MiK^f c i 0^0^mttm^^^ftt!* 



US. — Dios guard«6 US.— Ei secretario, Rafael 
Ácevedo. 

ORDENANZAS provincia': es. resolüciov 
EJECUTIVA DE 10 DE JULIO DE 1847 dcdarandc 
que en los casos de duda no corresponde al 
P, JE. dar opinien sobre su cumplimiento; p 
que los Gobernadores deben resolver con arre- 
glo á los casos que ocurran, dando cuenta á la 
Diputación, 
Secretaría délo Irtterior. — Sección tercera. 

Caracas 10 de Julio de 1847. 
Resuelto. — Dígase al Gobernadi^r de la pro- 
vincia de Coro. — Préseme al Despacho de S. E. 
el Presidente de la República, las notas de esa 
Gobernación de 27 de Mayo y 19 de Junio últi- 
mos consultando varias dudas que le presentan 
las ordenanzas 2^ y 3^ de- Rentas IVIunicipalefl 
de 2 de Diciembre del nño próximo pasado por 
consecuencia de la nulidad de las elecciones de 
esa provincia, é impuesto de ellas, se ha servido 
resolver, que el P. E considera que no le toca 
dar opinión á los Gobernadores sobre, las dudas 
que les ocurran en el cumplimiento de ordenan- 
zas provinciales. Los Gobernadores deben deci- 
dir por sí lo que juzguen que convenga hacer en 
los respectivos casos y dar cuenta á las Diputa- 
ciones provinciales. 

Lo que digoá US. en contestación á las nota* 
precitadas. 

Soy, &/. Por S. É. — ácevedo. 

ORDENANZAS provinciales. Deber de loa 
Gobernadores de remitir á la Secretaría del In- 
terior un ejemplar de ellas tan pronto como 
cierre sus sesiones la respectiva diputación. 
Véase Dipulcciones proviuciales, R. É. de 5 
dé Abril de 1854. 

ORDENANZAS T)E MARINA. Véase Marina de 
guerra, D. E. de 15 de Diciembre de 1825. 

ORDE^ES MANIFIESTAMENTE CONTRARIAS Á LA 

CONSTITUCIÓN Ó LAS LEYES. Véase Disposxcio. 
nes generales conslitucionalcs, art. 18(5 y 187. 

ORDENES DEL PODER EJECUTIVO. Deber d^Io« 
Gobernadores de comunicarlas y circularlM. 

Véase Provincias^ art. 10. 

ORDENES RELIGIOSAS. Véase Extranjeros per^ 
tenecientes á órdenes religiosas. 

ORGANIZACIÓN militar, let de 18 vi 
ABiL DE 1826 estableciéndola» (*) 



^ 

'/ 



I. 



{*) Esta ley no se encuentra en el Apéndice del^saofM 
de lejx's de 1851 hecho por el Sr. Valentin Espimú (w»- 
cioD oficial) y sin duda qne'es efecto d^un descuido,. pona 
no solo DO ha sido derogadSj ni está en oposieion ocB oúi- 

Í^ona otra de la repúbltea, sino que es la qae n^a ioi>f* 
a materia. 
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Bi Senado y Cámara de Represenlaates de la Re- 
pública de Colombia reunidos en congreso : 
Considerando: Que es una de las atribuciones 

del cuerpo lejjjftlativo decretar la conscripción y 

Í organización qb los ejércitos, deierminar «u fucr- 
la en paz y en guerra, y fijar la duraci(»n del :«ervi- 
^ eio militar. — Que para hacer en el ramo militar 
Jas reformas análogas á nuestras actuales circuns- 
tancias, es preciso es tablee erólas bases conslituti- 
?as de la fuerza armada, designar los objetos á 
^ua la ley la destina, fijar los términos en que todos 
los colombianos deben contribuir á formarla y 
reemplazarla, y determinar los casos en que toda 
la nación ó una parte de ella debe armarse para 
la defensa de la libertad é independencia de la 
patria ; 

decretan: 

TITULO I. 

De la fuerza armada tn gtntraU 

Art. 19 La fuerza armada nacional se compon- 
drá de todos los colombianos que por la ley sean 
llamados al servicio de las armas. 

Art. 29 La fuerza armada se divide en terres- 
tre y marítima. Esta última será el objeto de una 
ley especial. 

Art. 39 La fuerza armada terrestre se divide 
en ejército permanente y en milicia nacional. 

Art. 49 El objeto de la fuerza armada es de- 
fender la independencia y libertad de la Re( úbií- 
ca, mantener el 6rden público y sostener el cum- 
ptimiento de las leyes. 

Art. 59 E^n ca«o de urgente peligro que ame- 
nace la seauíiiiad déla Rrpáblíca, todo colombia- 
no está obligado á tomar las arma»^ 

Art. 69 Si el peligro fuere particular á un 
cantón ó provincia, todos sus habitautes se hallan 
en el caso del articulo anteiior. 

ArU 7^ La fuerza armada comete delito de al- 
ta traición cuando se emplea en alguno do los 
casos siguientes) : I9 Para destruir ó trastornar 
las bases del gdbierno establecido por la ley fun- 
damental y constitución de la Repúblioa : 29 Fara 
impedir el libre ejerricio y sufrugio de las asaní- 
bleas parroquiales ó electorales prevenidas por la 
constitución: 39 Para in^pedir la reunión ordina- 
ria ó extraordinaria del Congreso, ó para disol- 
verlo durante las sesiones constitucionales ordina- 
liaa ó extraordinarias : 4^ Para coartar ó violen- 
tar la libertad de los senadores ó representantes 
•n sus deliberaciones legislativas y dtmas funcio- 
nca que atribuye á las cámaras Ih ci n^iitucion. 

Ail» 89 El militar que obedeciere ú su supe** 
ríor paM^ usar de la fuerza armada en cualquiera 
da los casos expresadas en el artícalo anterior, 
quedará responsable persoftal mente, y será cas- 
ti|ado con las penaa 41M safialanlaa leye«. 
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Art. 99 Ningún cuerpo armado podrá ser de- 
liberante : la fuerza armada es eseocialrneute 
obediente. 

CAPITULO IL 

De la formación y división del éjér€Íéo p«nMi- 

n^nte. 

Art. 10. El Ejército permanente se formará, 
reemplazará y aumentará de los colombianos que 
tengan de diez y oebo á treinta afios de edad, 
procediéndoae por riguroso sorteo. 

Art. 11. £1 ejército permanente se compondrá 
de infantería, caballería, artillería é ingenieros. 

^ úuico. La infantería y caballería se dividirán 
en ligera y de línea por batallones y escuadrones. 
La artillería formará un cuerpo facultutivQ, y se 
dividirá en personal y material. Los ingenieros 
formarán un cuerpo facultativo. 

Art. 12. La ordenanza general del ejército 
detallará el servicio en paz y guerra ; la forma- 
ción, composición y administración de los ejérci- 
tos y divisiones de operaciones : los deberes des- 
de soldado hasta general; la escala de' ascensos 
y propuestas ; designará la autoridad! y facultad 
de los generales, comandantes de plazas, coman- 
dantes de cuerpo y demás jefes que son responsa- 
bles de las operaciones militares en tiempo de 
guerra, y del buen régimen y disciplina de la.n 
tropas en tiempo de paz ; haberes, premios y re- 
tires militares. 

§ único. P4 r un reglamento particular sede' 
terminará la organización, fuerza, servicio y ad- 
ministración de cada arma. 

Art. 13. Las clases de mando en el ejército 
i?eráti general de división, general de brigada, 
coronel, primer comandante, segundo comandan- 
te, capitán,, primer teniente, segundo teniente, 
primer subteniente, segundo subteniente, ó prime- 
ro y segundo alférez de caballería, sargento pri- 
mero, sargento segundo, cabo primero, eabo se- 
gundo. 

^ único. Cada clase de estas formará un orden 
de superior á inferior en el modo con que van 
enumeradas en este articulo. 

Art. 14. Para la inspección de todas las armas 
se establecerá un estado mayor general cérea del 
Gk)bierno. 

Art. 15. Dependientes dé este estado mayor 
general habrá estados mayores divisionarios. 

• ^ único. Un reglamento particular detaliafá la 
organización y funciones dal estado mayor gei«- 
ral y de los estados mayores div.aionanos ; y 
entre tanto C(;ntinuaráa rigiendo los reglamentos 

Í^ expedidos .por el Poder Ejecutivo, en lo que no 
fiíerta cgairarioi á la presente ley. ^ 
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CAPITULO III. 

De la fuerza del ejército permanente^ del sorteo 
^ y de la duración del servicio. 

Art. 16. Ca4|i año decretará el Congreso la 
fuerza del ejército permanente, según lo preveni- 
do en la atribución decimatercera del artículo 55 
de la constitución. 

Art. 17. El Poder Ejecutivo atendiendo á la 
población de cada departamento, fijará ei número 
de hombres que deba dar, y los pedirá al inten- 
dente. 

Art. 18. El intendente distribuye este contingen- 
te entre las provincias que componen el .departa- 
mento, en razón de la población de cada una, 
y pide a^ gobernador de la provincia el n&mero 
de hombres que le corresponde. 

Art. 19. £1 gobernador de la provincia hará 
la misma distribución á los cantones, y pedirá á 
los jefes políticos municipales el número que coi- 
re.sponda al cantón. 

Art. 20. Los jefes políticos municipales harán 
igual distribución entre las parroquias del cantón; 
verificada la cual, se procederá por los mismos 
jefes municipales en las cabeceas del cantón, y 
por los alcaldes parroquiales en las parroquias á 
verificar el sorteo prevenido en el artículo lOde 
la presente ley, previa la convocatoria de los que 
deben entrar en él, que se publicará en la cabece- 
del cantón el dia mismo en que se reciba la orden 
del gobernador, y en las parroquias dentro del 
j)recibO término quQ pida la distancia. 

Art. 21. El sortee se hará por el orden siguien- 
te: primero: entré los solteros que no sean hijos 
únicos de viudas, ó hijos únicos de padres ancianos. 
Segundo: entre «os casados sin hijos, é hijos úni- 
cos de viudas, ó de padres ancianos, y jóvenes que 
se hallen en la carrera de las letras, y estas cla- 
ses entrarán indistintamente en el sorteo, si los de 
la primera no llenasen el cupo que corresponde á 
cada parroquia. 

^ 19 Se entiende por hijo único de viuda ó de 
padres ancianos, el varón que lo fuere de alguna 
viuda ó de padres ancianos, aunque tenga herma- 
nas ó hermanos que no alcancen á la edad desig- 
nada pura el sorteo. 

^ 29 Los hijos únicos de viuda, é hijo» únicos 
de padres ancianos, de quienes se habla en esie 
artículo, entrarán en sorteo igualmente que los 
solteros, siempre que las viudas 6 padres ancia- 
nos tengan bienes de que subsistir, y no necesi-. 
tea de su inmediata asistencia. 

Art. 22. En las parroquias se hará el sorteo 
en presencia de la junta parroquial y en las ca- 
beceras de cantón en la de la municifialidád. 
^ Art 23f Si en las cabeceras de cantón hubiere 
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dos 6 mas parroquias, los akaldes parroquiales 
reunirán los vecinos de su parroquia .que deben 
entrar en sorteo, y los presentarán á la manicipa- 
lidad, para que este sé verifique pot . parroquias. 

Art. 94. Un número igual de bolas negras al 
de los individuos que se han de sortear se pondrá 
dentro de una urna, y por el presidente de la jun- ^ 
ta parroquial 6 por el munioipal que presida el 
acto, se contará públ{camente ; se extraerán des- 
pués tantas bolas negras cuantos sean los hombreo 
con que deba contribuir la parroquia, y se reem- 
plazarán por bolas blancas, bien iguales- á las 
negras en su peso y tamafio. En seguida el se- 
cretario llamará por' su nombre á cada uno para 
que saque una bola, y si la que saca es blanca, se 
inscribirá su nombre en el acta, y se le intimará 
que por la suerte le ha tocado servir en el 
ejército permanente. 

^ único. El acto del sorteo será público, y una 
copia del acta se fijará en los lugares públicos. 

Art. 25. Los jefes políticos municipales remi- 
tirán copia déla misma acta al gobernador para 
que se archive en la secretaría de gobierno, y 
dirigirán los sorteados al destino que se les hu- 
biere prevenido. 

Art. 26. £1 intendente, luego que reciba la 
orden del Poder Ejecutivo, según se previene en 
el artículo 17, dará aviso al comandante general 
del número de sorteados que corresponde al de- 
partamento, para que disponga de ellos. 

Art. 27. El comandante general hará la dis- 
tribución de los hombres que se. pongan á su dis- 
posición, y avisará al intendente los diferentes 
destinos, pura, que sean remitidos por el camino 
mas curio* * 

Art 28. Desde el dia en que marchen los sor- 
teados de un cantón 6 parroquia para incorporar- 
se en el ejército, recibirán del tesoro público sus 
correspondientes raciones, y gozarán del prest que 
designe la ley desde el dia en que se den de alta 
en el cuerpo en'que entran á servir. 

Art 29: Después de publicada la convocatoria 
para el sorteo, ningún individuo de los compren- 
didos en las edades que se fijan en el artículo 10, 
podrá ausentarse de su vecindario sin un motivo 
urgente, previo el permiso del alcalde y dejando 
un sustituto para que asista al sorteo, saque su 
suerte y marche en caso que le toque hasta que 
él Je releve. 

Art. 30l El individua o individuos que infrin- 
jan la disposición del artículo anterior serán des- 
tinados al ejército sin sorteo, y se retirarán otros 
tantos, empezando desde el último k quien hubie- 
re cabido la suerte en su vecindario. 

Art. 3L £1 colombiano á quien toeare por 
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^^MeriB servir en ^1 ejército 'ptferl^nieiittB, púetle 
poner oiro en su iiig^f. 
I .Art. 32. Los enmpreAdldos éti el artículo 21 

esta iey que eatén «iseotes de su parroquia por 
.fcnalquier motivo que ^a, enerarán en sorteo se- 
^g^un-sus reepectivos casos mi !a parroquia de su 
vecindad, y qacará la suerte un pari\ente ; mas si 
no io iMviere^ csando el ausente sea llamado por 
la iisii|>el presidente del acto nombrará ún nifto 
menor db doice años, para que saque la guerte« 

^ único, duedan etceptnades de entrar en sor- 
teo^ }os que ai tiempo de verificarse el acto Se 
Míen awoates por un término mayor de cuatro 
meses, fuera del territorio de la República. 

Art. 33. Iios ¡A|Jividuo6 á quienes Cóqúe servir 
en el ejército permanf'nte se presen taráti por sí 6 
por suáftitato'en el término que se les designe, 
aa(eia autoridad competente, y en caso de «miu- 
sion ó í'ugi', serán presos y paestoá á disposición 
del jefe militar. respectirot y castigados con ün 
ajlu mas de servicio. 

Art. 34. £1 juez qoe presida el soi^eo intima- 
rá á la parsuiia qne hubiere sido 8orteada,su com- 
parecencia en ^1 término que asigne, según las 
órdenes que habiere recibido, y con atención á 
la distancia. 

^ únicos Guando el si^irtéado estuviere ftlisetit'é 
y fuere menor de edad, ík intimación de que ha- 
bla este artículo deberá hacerse á su padre 6 cu- 
rador, quienes deben presentar su. persona é el 
eustitutu dentro del término asignado^ 

Alt 3d. La duración del servicio en el ^ército 
permanente será de cin^co añoSk 

Art. 36. Pero los individuos militares qué ed< 
tavieren sirviendo en plaza de armas, fortaleza ó 
buque de guerra, ó én cualquiera guarnición, no 
deberán separarse del servicio hasta que haya 
Ueffado su reemplazo; sino que por el contrario 
habrán de continuar en dicha servicio entre t»nto 
que llegado aqael, se les dé la licencia por el jefe 
correspondiente. 

Art. 87. Se admiten en el ejército permanente 
todos los que quieran servir por su voluntad, con 
tal que no sean procesados criminalmente. 

Art. 38. Podrán ser admitidos igualmente á 
ette servicio los extranjeros, siempre que su nú- 
mero no exceda de la décima parte del ejército. 

Are 39. £1 intendente ó gobernador que omf- 
tierea el cumplimiento de lo que se lee previene 

{>or esta ley, ó hiciereüa una distribaoion desigual: 
08 jefes políticos municipales qae hicierea una 
distribución desigual en su cantón, ó que de cual- 
quiera modo y por cualquier motivo llegaren k 
omitir lo qae esta ley \ta previene, ó á excluir á 
«DOS del sorteOj recargándolo á otros t los alcal- 
des parroquiales que emitieren lo que esta ley les 
pi'eviene, é excluyeren á unos del sorteo recar- 
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gándolo á olróSj ^oú responsables y -^rán casti- 
gados T^on arregh>al capítulo 99 <l6 la ley sobre 
régimen político de los departamentos áue trata 
de la responsabilidad dé loÉ empleadoj! públicos. 

CAPITULO IV. 
I)el reeifíplazo del ejértito pert/iaueráe, 

Art. 40. El reerapltóo del ejército será anual 
yafie dará principio en el año de lb26, 

Art, 41. Él actual ejército de la República será 
reemplazado por ^Hbtas partes en los cinco afios 
siguientes al del primer reemplazo, y para verifi- 
carlo, el Poder Éjecutivoen vista de los presupues- 
tos de la fuerza existente^ decretará en cada afto 
la parte que deba reemplazarse, repartiendo osle 
námero entre las diferentes proviqycias de Colom- 
bia, con prevención de que para dar cada una el 
cupo, que le corresponda, se procederá al sorteo 
de quB habla el capítulo 39 de esta ley* 

Art. 4^ En los tasos ¿e urgencia en que sin 
peligro ie las armas^Se la República no- paeda 
verificarse el reemplazo en el departamento cor- 
respondiente, el Pod«r Ejecutivo podrá hacerlo 
en otros como lo juzgue conveniente, teniendo en 
consideración este servicio para eximir al depar- 
tamento qoe lo hizo en ^ próximo reemplazo. 

CAPITULO V. 

Disposiciones ^^iíerúXcs, 

Art. Í3. El número efectivo de ^ener||e8 será 
de Veinte, y el de Coroneles de cmcuofita. Los 
demás generales y coroneles que existen ahora f 
excedan del número que se fija, gozarán del suel- 
do dte cuartel y de los honores que le correspon^ 
den, y podrán ser empleados en otros destmos. 

Art, 44. Las vacantes que ocurran en el número 
efectivo de generales y coroneles se llenarán de 
este modo : una reemplaaéndola de entre los ge- 
nerales y coroneles que estuvieren de cuartel por 
haber excedido el número qoe se señala en esta 
ley: y otra de entre los coroneles y primeros co^ 
mandantes que estén en servicio activo. 

^ único. Cuando no hubiere generales ni coro- 
neles de cuartel para llenar las vacantes de que 
habla el artículo anterior, se procederá del modo 
prevenido en la Constitución y conforme á la es- 
cala de ascensos^ y propuestas que establezca la 
ordenanza general del ejército. 

Art 45. La ley determinará los casos en qua 
sin embargo de estar cubierto el número de gene^ 
rale^ ó coroneles designado en el artículo cuaren- 
ta y tres, puede concederse el ascenso de general 
6 coronel al militar que se distinga en acción da 
guerra, é en otro servicio emmente* 

Art 46. El número de generales y coronelec 
que te fija en el artículo 43 se podrá aumentar 



VOXO IIL 






rf(,Ano D» LA L9Giswí!;oN 



'lÉ -''M 



^■■« ■»■ 



OR6 



por el Poder Ejecutivo con acucíelo dei Congre- 
so, siempre que el bien y seguridad de la Repú- 
blica lo exijan : y del mismo modo podrá dismi- 
nuirse cuando un estado prolongedlo de paz acon- 
seje la diminución del ejército. 

Art. 47. Todoa los oficiales desde primer co- 
mandanta hasta segapcfo subteniente 6 segundo 
alfar^z inclusive, que el dia de la fecha de la pre*. 
senté ley se encuentren sin colocación en cuer- 
pos ó estados mayores, pero que estén en actual» 
servicio y pasando revíaia, se^estinarán por el 
I\>der Ejecutivo como agre'^pfos á los cuerpos, 
y se colocarán en las vacantes que ocurran pro- 
gresivameote. 

Art. 48. Estos oficiales agregados mientras ob- 
tienen colocación efectiva, harán el servirio que iilzarán de los dos tercios de su Sueldo. 



les corresponda en guarnición y en campafia. Es 
tando en campafia msfrutarán dei mismo sueldo 
que los efectivos, y. en guarnición sufrirán el des- 
cuento de una quinta parte hastaque se coloquen. 

Art. 49. Todos los o^ciaks* desde prigier co- 
mandante hasta s«?gundo subteniente 6 segundo 
aHereaque el dia de la publicación de la presen- 
te ley estuvieren usando de licencias indetermi- 
nadas, se considerarán retirados temporalmente, 
no recibirán paga del tesoro páblico> no estarán 
sujetos á los juzgados y J|yes militares, ni sufri- 
rán castigos dispuestos por ellas, 

Art. 50. El Poder Ejecutivo puede llenar va- 
cantes en el ejército piermanente, y en el estado 
mayor con oficiaks que se encuentren en «1 caso 
del artícdb anterior, y también puede llamarlos 
al servicio siempre que sea necesario. 

Art. 61. En el primer caso que comprende el 
artículo vfiterior, los oficiales que obtuvieren co- 
locaciones efectivas* conservarán la antigüedad 
que tengan por sus despachos : en* el segundo 
caso, gozarán del sueldo efectivo de su grado 
mientras estén en servÍQ||^ y remediada la nece- 
sidad qqe obligó á llajnarlos, volverán al uso de 
su. retiro. 

Art, 52, Lo que se dispone en los tres artícu- 
los precedentes no impide que los oficíales que 
estuvieren comprendidos en la ley de retiros y 
premios, soliciten y obtengan lo que les corres- 
ponda. 

A^rt 63. Cluedan suprimidos los sargentos ma» 
yoresi y en su lugar se sustituyen los segundos 
comandantes con las núsmas divisas y funciones. 

Ar4. 54. Los priiaeros comandantes equivalen 
á los tenientes coronelas vivos con las iniamap di- 
v)saS| y en lo sucesivo sarán los jefes de los bata- 
lloncí»! y escuadronea. 

Art. 6$v pAda escMfdrpn de c%li%|W{a Iij(^m 6 
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Art, 56. Se coD^jS^an los grado» en el «íérci- 
to sin que les corresponda mtBdo ni sueldo : «oio 
servirán para la antigüedad, divisaa y honores. . 

Art. 57. Los generales e^ jefe que esistanj 
hasta el dia de la sanción de la presente ley, eon- \ 
servarán esta denominación, continuarán gozan- 
do del sueldo que actualmente disfrutan, si estu- 
vieren en servicio activo, y recibirán el mis^o tra- 
tamiento y honores que los generales de división. 
Cuando estuvieren de cuartel gozarán la parte de 
sueldo que les corresponde según su caso. 

Art. 58. Los generales y Qoroneles comprendi- 
dos en el número que fija el art. 43, que lio estu* 
vieren en actual serricio se mantendrán de cuar- 
tel en sus' domicilios ó donde ellos elijan» y go- 




.de línea tendrá ii¡^ c;9j>iti^A m^yor ex^^rg^p dal El Presidente del Senado, Luía A* BáfáH, 
Sieull. * *dSl PfCiideDte de la Cámi 



Art. 59. Los generales y corónele» que por ha- 
ber excedido del número señalado queden de 
euartel, gozarán de la mitad del sueldo'de vivos. 

Art. 60. Los generales, coronel^ y demás ofi- 
cíales que hasta la fecha de la presente ley hu- 
bieren obtenido retiro del Poder Ejecutivo, conti- 
nuarán disfrutando de las asignaciones que les ha- 
yan sido declaradas hasta que la ley de premios 
y retiros fije los goces. 

Art. 61. Todo jefe ú oficial en efectivo servi- 
cio, agregado, 6 de cuartea que rehuie marchar a- 
donde fuere destinado por el Poder Ejecutivo, 
sin causas muy justificadas ájuir*io del mismo 
Poder Ejecutivo, quedará borrado de la lista'mi- 
litar, sin que po'r esto se considere exento de la 
responsabilidad en que resulte comprendido por 
la naturaleza de su omisión. 

Art. 62. Todos los mandos de armas son co- 
misiones por el tiempo que el Poder Ejecutivo lo 
juzgue conveniente: se exceptúan ios mandos 
efectivos en los cuerpos. 

Art. 63. Ningún individuo militar sufrirá pena 
alguna, excepto las correccionales, sino en virtud 
de sentencia judicial. 

Art. 64. Exceptúanse los delitos de sedición 
en formación, en cuartel, 6 en cualquiera servicio 
militar, y los de cobardía en acción de fuerra, 
que podrán ser castigados ea el acta por k)s res* 
pectivos superiores. 

Art. 65. Ningún cuerpo del ejército tendré 
fuero privilegiado. En formación tomará la der»« 
cha el mas antiguo. 

Art. 6& El Poder Eijecutivo nombrará comi- 
siones que redacten los reglamentos de cada arma, 
y la ordenanza fi^eneral del ejército, y los pagará 
sucesivamente al Congreso por conducto del Se- 
cretario de Guerra. 

Dada en Bogotá á 15 de Abril de ISQdi-lO?— 
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^^^iCayetatiú Arielo, — Él Secretario del áenado^ 

fl^fj Vargas Tejada. — El Diputado, Secretario 

nnter¡n<f, Santos Micheléna.^^PtXñcio del Oobier- 

|no en Bogotá á 18 de Abril de 1826.-180— fije- 

^e&Mte. — Francisco de Panla Santander, --^Pot 

4 S* fi. el Vieepresidente de la República enairga- 

do del Poder Ejecutiro.— El Secretario de Esta- 

do del Despacho de la Gaerra, Carlos SoubMte. 

^ORGANIZACIÓN MILITAR. Véase Comandan- 
cias de armaSf Fuerza armada y perma* 
nenUf y Estados mayores (Eh el cuerpo de la 
obra y en el Apéndice á este tomo 39) 

ORGAr^íZACION de los tribunales. Véase 
Tribunales y juzgados, 

ORGANIZACIÓN política de las pbovin* 
cías. Véase Provincias, 

ORGANIZACIÓN de la marina nacional. 
Yéabo Marina de guerra^ L. de 16 de Abril 
de 1844, Y Milicia marinera, 

ORINOCQ. Véase Navegación de los rios Ori- 
noco y Apure, 

ORNATO público. Véase Provincias, art. 57. 

OTALORA (José) Pago á sus herederos del 
valor de una escribanía. Véase Escribanías, 
D. de 29 de Febrero de 1844. 




PABELLÓN nacional. Véase Armas y Pa- 
bellón de Venezuela, 

PABELLONES extranjeros. Casos en que 
pueden enarbolarse por los extranjeros resí- 
tlentes en el pais. Véase Extranjeros, R. £• 
de 8 de Abril de 1848. 

PACTOS DE Federación Colombiana. Véa- 
se Constitución del Estado. .Título XIII, art. 
227. 

PACTOS DE Federación Coju>mbiana. De- 
creto DE 17 DE AoosTO DE 1830 a que se re- 
fiere el expresado artículo 2^7 de la Constitu- 
ción, 

£1 Congreso eonstituyenta de Venezuela, des- 
pués do considerar detenidamente la ley de II 
de Mayo del corriente afio, y la Constitución da- 
das por el último Congreso constituyente de Co*- 
lombia, reunido en Bogotá, y que envió al Go« 
biemo de este Estado el de aquel, por el Sr. 
laan de Dios Aranzazu, comisionado especial- 
mente para este objeto, y «ometidas & la delibe- 
ración de esta Asambla» por el Presidente del 
Estado» en su comunicación de 9 de Julio, te- 
niendo ademas presentes las muy poderosaa ra- 
lonest y muy importantes ventajas, que deman- 
dan la paz perpetUBy concordia y unión p^r un 
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pacto Federal Si todad laé ¿é^toneé de Colonk* 
bia, y que obraron en el ánimo de este Cqerpo 
para acordar estas relacionen en su sesión de M 
de Mayo y étf el juramento inserte en él regla- 
mento para su régimen interior^ decreta. 
^9 Q"^ Venezuela ocupada de aa propia 
Uonstitucion, conforme á la voluntad nnártime 
de los pueblos, no adnMle la Constitución qoe se 
le ofrece, ni como existe, ni con reformas cua* 
lesqoiera que sean ; |)ero que está dispuesta á 
entrar en' pactos recíprocos de fedefacioii que 
unan, arreglen y representen las altas relacionee 
naalonales de Colombia, lut^go que ambos Gata* 
dos estén perfectamente constituidos, y que el 
general BulívaT haya evacuado el territorio de 
Colombia. 

29 Que los futuros congresos cocstitucionalee 
están autorizados para dictar las providencias con- " 
ducentes á que se verifiquen de la manera mas 
conveniente á los pueblos de Venezuela, los pac* 
tos de federación que unan, arreglen y rejpres^n^ 
ten las altas relaciones nacionales dé Colombia, 
tan luego como se hayan cumplido las condicio- 
nes que exige la determinación del artículo an- 
terior. 

39 Que/e consulte la opinión pública dirigien- 
do á los pueblos una alocución comprensiva de 
las resoluciones de este Congreso, para que la 
opinión general vaya fijando Ja extensión que de- 
ba darse al pacto federal á que está dispuesta Ve- 
/lezuela, y sirva de guia á los congresos cohsti* 
tucionales. 

49 Qoe se conuinique al Poder ejecutivo pa* 
ra que lo trasmita al Grobierno de Bogotá, y pa- 
ra los demás fines convenientes. 

Dado en Valencia á 16 de Agosto de 1830.— 
£1 Presidente^ ilífgtfe/ Peña. — £1 Secretario, 

Rafael Acevedo, 

Videncia 17 de Agosto de 1<630«—- Ejecátese. 
-^José A, Páez, — Por S. £• el Presidente del 
Estado. — El Secretario de Relaciones Exterio- 
res, Santos Michelena. 

PACTOS DE Federación Colombiana. Vea* 
se NuevA Chanada y Ecuador, 

PACTOS DE Federacioit Colombiana, de- 
creto DE 27 DE Febrero hz 18S6 sobre su ce* 
lebracion. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
Repüblica de Venezuela, reunidos en Congreso* 

£n observancia del artículo 227 de la Consti- 
tocien que dice: los futuros Congresos constitu- 
cionales están autorizados para dictar las provi- 
dencias conducentes á que se verifiquen de la 
manera mas convenien^ á los pueblos de Vene-^ 
Ij «uela, loa pactos de C onfederacion qae unan, ar» 
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reglen y representen las altas «i^Iaciones^de Co- 
lombia. 

Decretan : 

Art 19 £i Poder Ejecutivo invitará á los 
Gobiernos de llueva Granada y Ecuador coa 
el fin de establecer bases, para una Confedeu- 
cion Colonvbiana. ^ 

Art 29 Si los Gobiernos qviie representan las 
Repüblioas de Nueya Granada ^Ecuador qui- 
sieren cooperar á la Con Akí era cion Colombiana, 
el Poder Ejecutivo queda autorizado -^ara nom- 
brar los Representantes de Venezuela que con- 
corran á confeccionar el proyecto que conduzca 
á realizar la idea. 

. Art. ^9 Venezuela establece por condiciones, 
la igualdad en la representación de los tres esta- 
dos en que se^ dividió Colombia, y k unidad é 
• integridad del territorio venezolano. 

Art 49 En las facultades concedidas al Po* 
der Ejecutivo queda comprendida la de conve- 
nir en el lugar de las deliberaciones. 

Art. 59 Los acuerdos que efectúen los Repre- 
sentantes de las tres secciones de la que antes 
'fué Colombia, se someterán á la aprobación del 
Congreso de Venezuela. 

Dado en Caracas á 25 de Febrerp de 1856, 
afío 27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Emeterio Gome». 
— El Presidente de la Cámara de Representai^- 
tcs, José Víctor Ariza.~-rEl Secretario del Se- 
nado, J. A. Pérez. — El Secretaria de la Cáma- 
ra de Represnntantes, J. Padilla^ 

Caracas, Febrero 27 de l?^6j año 27 de la 
ley y 46 de la independencia. 

Ejecútese. — ^osé T. Monág<M, 

Por S. E. — El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior j Justicia. 

Francisco Qriach, 

El Secretariorde Estado en los Despachos de 
Hacienda y Relaciones Exteriores. 

Jacinto Gutiérrez» 

^1 Secretario d^ Estado en los Despachos de 
Guerra y Marina^ 

JoséL, Silva. 

PAEZ (José ANToIftie.) Decreto db 25 be 
Marzo de Í850 derogando el de 14 de Mayo 
de 1836 que le concedió nonores^ f declaran^ 
do petdidos sus grados^ ittnlos y condecora-^ 
dones. 

El Senado y Cámara de Representantea de la 
República de Venexuela reuQido^ en Congreao. 

Yistas lüs manifestaciones del Secretario de 

Estada en los Despachos deV Interior y Justicia y 

# lofl documentos relativos eo que ha dado cuenta 

del modo con que. el Poder Ejecutiro dispuso de 
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la.peHona de José Antonio Páez' y demás cdro-^ 
plices en las reroluciones de 184$. y 184&; y 

Considerando. * 

1? Glne José Antonio P&ei y los demás que 
le acompa fiaron en sus planes y actos libertici- 
das «o solo sa hicieron traidores ú Venezuela, si- 
no también á la causa de la libertad americana. 
29 Que el mismo Páez que con sus cómpli- 
ces ensangrentó su patria en 1848, se refugió con 
una gran parte de ellos en la isla extranjera de 
Curazao, desde donde procuraron incendiarla de 
nuevo ha^a que volvieron & ella en 1849, hacién- 
dole una guerra de exterminio, y quedaron ven- 
cidos implorando entonces la clemencia del Go^ 
bierno. 

Y 39 Que aunque el Poder Ejecutivo ha to- 
mado por su parte las medidas que ha creido con- 
venientes y que demandaban las circunstancias, 
la Representación Nacional debe tomar por la 
suya todas las que contribuyan también a asegu- 
rar la paz interior, orden y tranquilidad del pue- 
blo venezolano, cuya salud es su suprema ley^ 

Decretan., 

Art 19 José Antonio Páez seré expulsado 
perpetuamente del territorio de la RepábUca. 

Art. 29 Todos los demás individuos que de 
cualquier modo hayan tenido parte en las rebe- 
liones de Páez y^que estén fuera del pais con in- 
dulto, ó sin él, ya sean civiles, militares ó eclesiás- 
ticos, no podcán volver á Venezuela sino con per- 
miso del Congreso. 

Art 39 Lps individuos de que tratan los dos 
artículos anteriores, qpe quebrantaren la expul- 
sión y prohibicioa impuestas en ellos, sufrirán 
las penas establecidas para semejante caso en la 
ley sobre traición á la patria y atentados públi- 
cos. 

Art. 49 José Antonio Páez y todos los que 
tomaron parte en las revoluciones de 1848 y 
1849, pierden sus grados, títulos, empleos y con- 
decoraciones, debiendo borrarse los militares, 
bien estén dentro ó fuera de la República, de la 
lista militar. 

^ único. Se exceptúan de la disposición de es- 
te artículo los que fueron indultados por el Po- 
der Ejecutivo en su decreto de 5 de Marzo dt 
1848 siempre que no se hayan complicado en la 
revolución de 1849. 

Art, 59 Se declaran subsistentes las confina- 
ciones acordadas por el Poder Ejecutivo en vir 
tud de Tos decretos de indulto que ha expedida 
quedando autorizado pera disminuir el tiemp' 
que les haya señalado, aízarlas y variar el luga 
en que se encuentren loa confinados, no debien* 
do pasar de doa afios las que se estén sufriendo^ 
contados desde la fecha de este decreto. 
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^4 Art. 69 ®^ deromi eí decreto d« 14 de Mayo 
^^pe 1836, que conceaió honores y recompensas á 
jJotté Antonio Páea 

I Dado en Caracas á 20 de Marzo de 1850, 
Mío 21 de la ley y 40 de la independencia. — El 
^ Presidente del Senado, P. CebaUos. — El Presi- 
"^ dente de la Cámara de Representantes, Lucio 
Pulido* — El Secretario suplente del Senado, Je- 
9US María Blanco. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. Padilla, . 

Caracas 25 de Marzo de 1850, afto 21 de la 
ley y 40 de la independencia. — Ejecutese — José 
T. iíonágas. — Por S. E. — El Secretario de Es- 
tado en los Despachos del Interior y Justicia, F» 
Parejo, 

PAGARES PE COMERCIO. Resolución Ejíe- 
cvTivA DE 3 PE JoNio DE 1854 declarando^ 
jue deben extenderse en el sello que les Qor- 
responde^ aunque hayan de registrarse. 
Secretaría del Interioj .—-.Sección. primera^ 
^ ' Caracas, Junio 3 de 1854. 

Resuelto. — Contéstese al Gobernsidor de Eia- 

riñas. 

Elevada al conocimiento del Poder Ejecutivo 
^ la consulta que US. le hace por su nota de 1 1 de 
Marzo próximo pasado, numero 49^ sobre si los 
pagarés, vaies^ obligaciones, recibos y contratos 
que han de extenderse en papel de Jos sello? 59 y 
69, conforme á los artículos 89 y 99 de la ley de 
19 de Marzo de 1850, sobre la materia, deben re- 
gistrarse en Itfs dichos sellos, ó en el 49, por ser 
este et designado para la primera foja de toda es- 
critura que se lleve ¿ protocolizar, según el artí- 
culo 79 de la misma, S. E. ha resuelto se diga á 
US. : que sierdo esta una disposición general, 
debe en^nderse limitada por los artículos 89 y 
99 anteriornienle referidos, los cuales contienen 
preosplos especiales,, y ppr consiguiente declarán- 
dose por ellos de un modo determinado el papel 
sellado establecido para otorgar los predichos dou 
cumentos^ en el qiismo habrán de vegisCrarse, co- 
mo relativamente al sello 59 lo determinó el Go- 
* bierno desde el 3 de Febrero de 1840, vigente 
entonces la ley de 18 da Abril de 1838 que en 
cuanto al punto de su consulta disponía lo mis- 
mo que la arriba expresada^ 

Tengo el honor de comunicarlo á US. eo con* 
testación ¿ su anunciado oficio. 

Soy &c. * Por S. E^^Plánas, 

PAGO DtB SUELDOS. Véase Títulos de empka- 
dos, 

PAGO DE SUELDOS T PENSIONES. RfiSOLUCIOX 
ElBGUTIVA DS 6; DE DICIEMBRE DE 1849 de- 

clarando que la Tesorería general y demasi 
administraciones de pago están autorizadas 
para pagar^ la primera^ sin necesidad de ór- 
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den del ministerio de hacien€U^ y las según- 
daSj sin previa orden de la Tesorería^ los ra* 
dicados en sus cuentas, debiéndose ocurrir al - 
Gobierno solo en el caso de que los interesa- 
dos pretendan que se les haga el pago por 
una oficina distinta de la en que esté hecha la 
radicación. 
Señor Tesorero general 

Caracas, Diciembre 6 de 1849. 

Sección 1^ ' 
Para regularizar la distribución de los cauda- 
les del tesoro público que cooforme á la segun- 
da función del artículo lOÜe la ley de 29 de Ma- 
yo de 1837, que reforma las oficinas superiores 
de Hacienda, debe hacerse por la Tesorería ge- 
neral, y evitar las continuas reclamaciones que 
directamente se dirigen al Gobierno para que por 
este despacho de Hacienda se libren órdenes de 
pago á favor de aquellos individuos que gozan 
de sueldos ó pensiones con arreglo á la ley de 
presupuesto general de gastos públicos, se de- 
clara: que dicha Tesorería general está autori- 
zada para pagar sin necesidnd de nueva orden de 
esté Ministerio á todos los individuos cuyos suel- 
dos 6 pensiones estén radicadas en su cuenta pa- 
ra su pago, y que las administraciones principa- 
lea de aduana y de Rentas Internas también lo es- 
tán para pagar igualmente á los que tengan ra- 
dicados en sus respectivas cuentas sus sueldos ó 
pensiones por disposición de la propia Tesorería, 
sin necesidad de nueva orden de ella, y que solo 
en el caso de que los interesados pretendas reci- 
bir lo que les corresponda por 'dichos respectos 
en una oficina distinta de aquella en que tienen 
hecha la radicación de su haber para su pago, 
deberán dirigirse al Gobierno para la determina- 
ción que sea mas conveniente. Esa Tesorería 
procederá en consecuencia comunicando las ór- 
denes necesarias para -el cumplimiento de esta 
disposición á las oficinas de su dependencia. 
Soy de US, atento servidor. — Vicente Lecuna* 

PALTOS. Derecho ad valor em que deben pa* 
gar á su importación. Véase Arancel de m- 
poriacion, R. E^de 7 de Agosto de 1855, j[ Apén- 
dice al 89 tora o) 

PAMPANGRANDE y Monay. Véase Monay 
y Pampangrande. 

PAPE(i SELLADO. LlÍY DE 19 DE MaRZO DE 

1860— T^i/e reforma la de 30 de Abril de 1847, 
pág* 27 del cuaderno de leyes de ese año, y 
690, número 043 del c%ierpo de 1851-.«^T^e re- 
forma la de 4b de Junio de 1846, pág. IOS del 
cuaderno de ese año,y%7\^ número 693 del 
cuerpo de 1851— ^tie reforma la de IS de 
Abril de 1838 p.^del cuaderno de ew año (la ^ 
que derogó /a d^ Colombia de 16 de Abril de 
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ISeS) y (íero^a la áe 4 ¿e iUayo de 1838 «>• 
fifí impuesto para gastot de justicia, j>ág. 15B 
del cuaderno de ese aSo, y 304, número 277 
dil cuerpo de \9bi — que Aabia reformado la 
de 90 de Afayo de 183S, ;hí^. 282 tfel cuerpo 
Comprensivo de las de ese año^y 3B6, núme- 
ro 277 delmerpo de !86t. 
El Beaailo y Cimara de Re presen tan tea de la 
República de Venezuela reuniíloi en Congreso. 
DeereUn ; 
CAPITULO I. 
Del telle, clases, valor y uto del paptl lellado. 



Tas armas de la República y en la orla e«ta ins- 
cripción : "República de Venezuela: sello (pri- 
mero, segundo 6 el que fuere): vale (Canto): 
aílo (el ecoDÚmico que fuere}:" á continuación 
del «ello se expresarA el número de eate, su valor 
y el bRo económico para el cual ha de servir el 
papel. 

Art 39 Las clases del papel sellado aer&n 
■iele, que pertenecerán á oíros tantos sellos de- 
nominados 1?, 29. 30, 40, 50 60 y 70 

Art 39 El valor (ie losBel'los será el aifuienleí 
El primero, veiniicinco pesos. 
, El seguBito, doce pesos. 
£1 tercero, seis pesos • 
El cuarto, diez-reales. 
El quinto, dos reates. 
El sexto, un real. 
El séptimo, raeilio real. 

Art. 49 El sello primero servirá para los títu- 
los, nombramientos ó despachos de toda clase de 
empleados, así civiles como militares, de hacien- 
da y eclesiáalicoB, cuya dotación, renta ó comi- 
sión sea, ó exceda de tres mil pesos inclusos los 
de presentación de arzobispos, obispos y digni- 
dades de catedrales j páralos de privilegios ex- 
clusivos ¡ para la primera foja de loa libros jor- 
nales de los comerciantes por mayor, cambistas y 
corredores y para extender patentes de corfo. 

Art. 59 El sello segundo servirá para loa tí- 
tuloB 6 despachos (lelas mismas clases de em- 
pleados de <|ue habla el artículo anterior, cuya 
dotación, renta ó comisión exceda de rail quinien- 
tos pesos y no alcance á tres mil: para las pre- 
seDtaciones de canónigos racioneros y medios 
racioneros y curas: para los títulos de doctores, 
de abogadil», médicos, cirujanos y boticarios: 
pata ios títulos de minas de cualquiera clase; y 
para las párenles de navegación mercantil. 

Art. 69 El íello tercero servirá para los tftu- 

ff los ó dorpachos de las mismas clises de emplea- 

dce, cuya dotación, rema ó comisión exceda de 




qnintenlot pesos y no pase de mil quinienloa : f*^- 
para los de tos registradores principales y sgri- 



Art. 79 ^ ""'^° cuarto servirá para los tíM- 
los, nombramientos ó despachos de la misma cla<, 
se de empleados mencionados en el artículo 49A 
cuya renta, dotación 6 comisión exceda de tres* 
cientos pesos y no pase de quinientos, y para to- 
dos los de renta eventual : para la primera foja da 
toda escritttia que se lleve i registrar : para la 

Erimera de toda especie de testamentos ; y tam- 
ien para la primera de aquellos testimonios en 
pleitos civiles, ú otros instrumentos públicas que 
no tengan señalado por la presente ley el pafiel 
en que deban extenderse. 

Art 89 El sello quinto servirá para los tí- 
tulos, nombramientos ó despachos de la misma 
clsse do empleados ya mencionados, cuya renta, 
dotación & comisión sea desde ciento hasta tres- 
cientos pesos inclusive: ¡"ara la primera foja de * 
toda especie de poderes y de sus testimonios: 
pera ios protocolos y registros de instrumento 
público: para todos los negocios civiles y para 
ios criminales: para las representaciones ¿me- 
moriales que se presenten á los tribunales 6 fun- 
cionarios públicos, bien sean en asuntos de gracia- 
6 de justicia: para toda cerlidracion do que de- 
ba hacerse uso judicialmente, comprendidas las 
partidas de bautismo, casamientos, entierros y 
anotación de hipotecas : para cualesquiera obli- 
gaciones, recibos y carias de pago, cuyo valor 
pase de cien pesos ; y para loa manifiestos que 
deben presentarse por el comercio en las adua- 
nas pBia importar 6 exportar. 

Art. 99 £1 sello GO servirá para los poderes y 
demás docamentos cuyo valor determinado sea 
de cincuenta y no exceda de cien pesos; y pa- 
ra lodo contrato, obligación y recibo cuyo valor 
sea de cincuenta y no exceda de cien pesos. 

Art. 10. El sello 7? servirá para loa protoco- 
los ó registros donde se asientan ios juicios ver- 
bales: ,para los libros de actas de los concejos ' 
muoic'pules y cabildos cciesiásticos ; para la pri- 
mera foja de los poderes y ilemas documentos de 
los pobres de solemnidad declarados tales ; y pa- 
ra sus representaciones, memoriales y demás di- 
ligencias que hubiesen de practicarse en sus ne^ 
gociuB, asi civiles como criminales. 

Art II. Los despachos. lie los jefes y oficiales 
de la milicia nacional se expedirán en .papel 
común. 

Art. 12. Los registradores principales y su- 
ballernos no aulortzarán documuiito alguno que 
se les lleve k registrar, si no estuviere extendido 
en papel del sello correspondiente, bajo la mulU 
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^^e diez pesos qoe les impondrá el primer juez 
jfite quien se produzca el documento. 
J ^ 1^ Cuando por algún accidente falte el pa- 
nel sellado correspondiente en el lugar en que 
'laya de registrarse el documento, acreditada que 
W esta circunslancia bajo la iSrroa del expende- 
dor en la cabeza de un pliego de pagel comunt 
pocirá extenderse en este el documento y ser au- 
torizddo por el registtador; pero el interesado 
Queda en la obligación de agregar á aquel el se- 
llo 6 sellos cf>rrespondientes con la nota de *' inu 
tilizado,*' puesta en el mismo Qffi» por cualquier 
expendedor de papel sellado; y sin este requi- 
sito se tendrá el do'^umento como privado* 

^ 29 Si el documento extendido en papel co- 
mún hubiere sido otorgado en el áUimo trimes- 
tre del año económico, podrá hacerse la agrega- 
ción en el afto siguiente en papel del mismo afio. 

Art. 13. Las copias de sentencias, autos ó 
^providencias que debeff quedar en las secreta- 
*rías de los tribunales, seextenderán en papel 
del sello quinto. 

Ar( 1 1. En las actuaciones 6 juicios de los 
tribunales eclesiásticos no se iisar$ otro papel 
que el del sello quinto. - 

Art. 15. Los militares en campana podrán ha- 
ter uso para todos S4is documentoe y juicios del 
papel común. 

CAPITULO 11. 

Dispo9Ícione9 generales. 

Art. 16. Los tribunales no admitirán escritos 
ni- representaciones en papel comtin 6 sello in- 
competente bajo la multa de. diez pesos por ca- 
da, falta, qoe les impondrá de oficio el superior 
quelas üote. 

$ único. Cuando por algún accidente falte el 
papel sellado correspondiente en eljugar donde 
reside el tribunal, acreditada que sea esta cir- 
censtencÍH bajo la firma -del expendedor en la ca- 
bezft de un pliego de papel común, y por defec- 
to de dicho empleado, del juez respectivo, se ad- 
miliráR-los escritos extendidos en este, y conti- 
nuará la actaacíon en el minno ; pero la parte 
queéará obligada á presentar dentro del térmi- 
no que lé séllale el inez, bajo una multa dupla 
del valor de loe sellos que hayan debido em- 
plearse, uno 6 ▼arios pliegos de papel sellado, 
cuyoe valores eqnivslgsn aldel número de sellos 
que se hubieren emp&ado en el escrito y actúa» 
ciooes. Los pliegos sellados que ee presenten 
en este. caso se inotilizarán, poniendo en cada 
uno de ellos la. nota de ** inutilizado," con letra 
muy. notable, que suscribirá el juez y agregará 
al ei;pediente. El juez que no cumpliere naeien- 
do esta agregacioui incurrirá en la ntema peno 
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que establece orte artículo, la cual se hará efecti- 
va por el superior que note la falta. 

Art. 17. £n las causas criminales que se sigan 
de oficio, se usará d«^l papel común ¡ pero la par- 
te que resulte condenada será obligada á presen- 
tar, dentro del término que señale el juez ejecu- 
tor de la sentencia, uno ó varios pliegos de papel 
sellado, cuyo valor equivalga á tantos sellos quin- 
tos cuantos sean los folios de papel común inver- 
tido en las actuaciones del proceso. 

^ único. Quedan exentas de esta obligación laS 
personas cuya insolvencia sea notoria. 

Art 18. Los pobres de solemnidad admitidos 
como tales en los tribunales, no están obligados 
á usar de papel sellado. 

^ 19 Para acreditar la pobreza solemne, es ne- 
cesario una justificación judicial instruida con ci- 
tación del expendedor del papel sellado del lugar 
y de la parte contraria, cuando sea para hacer uso 
en negocios contenciosos, debiendo, aquel y pu- 
diendo esta azusar bienes, si supieren que los tie- 
ne el que instruye la justificación de ])obre solem- 
ne ; hacer comparecer y aun repreguntar á los * 
que certifiquen en abono de él, para que mani- 
fiesten y afirmen publica y judicialmente la ver- 
dad de sus aserciones. 

^ 29 Si lie la oposición hecha por el expende- 
dor del papel sellado y por la otra parte conten- 
diente, resultare que el que pretende ser admitido 
como pobre solemne tiene con aué hacer el gasto 
del papel correspondiente, no solo se le obligará á 
usar efe ¿1, sino que se le impondrá una multa de 
diez á veinte y einco pesos en fdvor del expende- 
dor. 

^. 39 'Cuando en un juicio una de las dos par- 
tea haya justificado pobreza solemne, la otra po- 
drá usar del sello séptimo, á reserva de pagar en 
caso de no favorecerla la Justicia, lo que en el cur- 
so del proceso haya dejado de abonar en virtud de 
la sustitución del sello de que habla este artículo. 
Cuando la parte insolvente fuere condenada como 
temerario litigante en las costis, su deuda pasará 
á los de los deodores insolventes al fisco, y como 
tal, él quedará suspenso de los derechos de ciuda- 
dano, y en todo tiempo sujeto al pago. 

Art 19. Los contadores del Tribunal de cuen- 
tas son los encargados de sellar el pwl : asisti- 
rán personalmente á este acto ; y lo distribuirán 
para su expendio dando aviso á la Tesorería ge- 
neral para que haga los cargos correspondientes á 
los expendedores. £1 Secretario de Hacienda po- 
drá también presenciar este acto. 

Art 20. Los sellos con que ha de sellarse el 
j papel se guardarán en una caja de tres llaves que 
existirá en el Tribunal de euentas, y de aquellas <t 
tendrá una el Secretario de Haciendaí otra el Pre- 
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sidente del Tribunal y la [oirtL el Tesbrerd gene- 
ral. 

Art. ai. El papel que se Selle será florete de la 
mejor calidad, y siempre de una misma fábrica. 

An. 22. Los contadores cuidarán de que nó 
felte papel sellado en ningurt cantón ni parroquia, 
y al efecto proveerán á los expendedores princi- 
pales de la cantidad necesaria, y exigirán que 
comprueben tener agentes en las parroquias, y que 
les avisen oportunn mente cuando deban hacer las 
remisiones de papel. * 

Art. 23. El expendio del papel Sellado óorrerá á 
cargo dft los empleados qUe designe la ley. 

Art. 24. Los expendedores de papel sellado es- 
tán en la obligaciou de hacer su venta en cualquie- 
ra hora del dia y de la noche. 

Art. 25. Se prohibe la habilitación de sellos. 
El funcionario público que lo hiciere ó que admi- 
tiere oficialmente papel habilitado, sufnirá utia 
milita de cincnenta á cien pesos que le impondrá 
el inmediato superior. 

Aru 26. Los expendedores de papel Sellado ro> 
pondrán el que se dañare con otro limpio de sello 
igual al que se les lleve; pero para que tenga lu- 
gar la reposición, deberá entregárseles el pliego ó 
medio pliego entero con la expresión " erróse *' fir- 
mada por la parte interesada ó autor del esrrito 
dañado, y consignárseles medio real por el cam- 
bio de cada sello; mas en ningün caso se repon- 
drá aquel papel que se lleve á cambiar eh escri- 
turas, representaciones, pagarés ú otra cualquiera 
especie de documentos, aunque lleven la nota de 
*' erróse^* y la fi'rma del interesado, después de 
haberse hecho de él un uso claro y manifiesto. 

Los sellos primero, segundo, tercero y cuarto, 
se pondrán á la cabeza de cada pliego de papel, 
y los restantes A la cabeza de cada medio pliego. 

^ único. Para las libranzas y letras de cambio 
se sellará papel fino á propósito al efecto, po- 
niendo el sello en ra«la"sexta parte de un pliego, y 
•demás esta expresión : " para libranzas.'^ 

Art. 2B. £1 papel sellado que en cada aflo re- 
sultare sobrante, podrá aplicarse á los usos que 
lo destine el Poder Ejecutivo, borrándose ó 
anulándose previamente los sellos. 

Art. 29. Se deroga la ley de 30 de Abril de 
1847 sobre papel sellado. 

Dada en Caracas, á 11 de Marzo de 1860, año 
21 de la ley y 40 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, P. Cebállos.-^^l Presidente 
de la Cámara de Representantes, Lucio Pulido. 
— El Secretario <lel Senado, Jasé Ángel Freiré. 
— El Secretario de la Camarade Representantes, 
J, Padilla. 

Caracas, Marzo 19 de 1850, aBo 21 de la 
ley y 40 de la independencia.— Ejecútese.— Joíé 
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T, Manágaai'-Tor 9, E. el Presidente de 1, 
República.— El Secretario de Estado en el Dea 
pacho de Hacienda, Fernando Olavarría. 

PAPEL SELLADO, decreto ejecutivo deI 
20 DE MAYO DE 1847 reglamentando la ley d€\l 
30 de Abril del mismo añOf y gue juzgamos^ 
como reglamentario de la vigente de 1850« 
por no haberse dado ningún otro posterior so- 
bré la materia^ y estar en armonía con ella. 

*tOSK TADEO MONAGAS, 

Presidente de la República do Venezuela, &. &. &. 

Para la mas expedita ejecución de la ley de 30 
de Abril último sobre papel sellado^ 

Decreto ( 

Art. 19 El papel sellado se expenderá en las 
capitales de provincia por Jos Administradores 
principales de Rentas internas: en las cabeceras 
de cantón por los Ad mi n ¡alfa dores subalternos 
de dichas reñías; y en la« parroquias por los res- 
pectivos colectores* 

Art. 29 Las cuenta»»del ramd de papel sellado 
se llevaran y rendirán por las Administraciones 
principales y subalte/nas do Rentas internas de 
la misma manera que la ley que establece estas 
oficinas dispone se lleven las suyas. 

Art. 39 El Tribunal de cuentas tomará cuan- * 
tos informes crea convenientes para saber con la 
rnay(»r exactitud posible la cantidad de papel 
que deba sellarse ca.la año, y pedirá al Gobierno 
poi conduelo de la Secretaría de Hacienda el que 
considere necesario, expresando cuantos plieg-os 
deban contratarse del florete, cuantos del fino pa- 
ra libranzas, y Ja época en que deba hallarse el 
papel en el Tribunal, teniendo en cuenta el tiem- 
po que deba emplearse en su impresión y lemésa 
á los diferentes lugares del expendio. 

Art. 49 El Secretario de Hacienda disponírá 
que por la Junta económica del ramo se invite al 
público para contratar el papel que el Tribunal 
de cuentas haya solicitado; y las personas qae 
quieran emprender este negocio dirigirán á aquel 
cuerpo sus propusiciones, comprometiéndose, ba- 
jo la mulla que se fije, á poner por su cuenta r 
nesgo en el Tribunal de cuentas el papel que 
ofrezcan para el dia que se haya señalado. 

Art. 59 El mismo Secretario de Hacienda dis- 
pondrá que por la reíerida Junta se contrate tam- 
bién la impresión de los sellos que el Tribunal 
de cuentas le participe deban tirarse de cada cía- 
se, debiendo comprometerse el contratista á pre- 
sentar diariamente impreso con todo aseo y peí- 
fecciiin el número de sellos que dicho tribunal . 
determine, y á practicar la operación en el lagar 
y á las h«.ras que se le designen, y á la presea* 
cia de los contadores y del Secretólo de H«cie|l« 
da si concurriere. 
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^X Art 69 £1 papel para el sello deberá ser flore* 
1 te sio desorillar y todo de una misma fábrica, ex- 
J cepto el que deba servir para libranzas y letras 
\ de cambio que podrá ser de otra calidad, desori- 
' Hado y de distinta fábrica ; pero todo entre sí 
I igual. 

Art. 79 El sello se estampará en el ángulo su- 
perior de la derecha del papel, y á continuación, 
hacia el izquierdo, se pondrá la inscripción de la 
clase y valor del sello, y del afio económico á que 
corresponda. 

§ único. Para las libranzas y letras de cambio 
se estampará el sello en cada sexta parte del 
, pliego sin la inscripción expresada arribe^ en cu- 
yo lugar se pondrá esta : '* Para libranza»." 

Art. 89 Contratado que haya sido el papel y 
la operación del sello, la Secretaría de Hacienda 
lo participará al Tribunal de cuentas para su re- 
cibo 6 reclamo, si hubiere demora en la entrega, 
y para que proceda á su impresión, quedando di- 
cko Tribunal en el deber de pasar á la referida 
Secretaría una noticia del número y valor de los 
sellos que se impriman para el expendio en la 
República. 

Art. 99 El tribunal de cuentas como encarga- 
do por la ley de cuidar que no falte el papel se- 
llado en ningún cantón ni parroquia, remitirá di- 
rectamente á las administraciones principales de 
rentas internas el papel suficiente pata el abasto 
de sus respectivas provincias, dando á la Tesore- 
ría los avisos legales, y empleará para las reme- 
sas la via del correo ó ^e persona de conocida 
honradez y responsabilidad. Dichas oficinas pro- 
cederán, al acto del recibo del papel, á sú distri- 
bucien entre las administraciones subalternas y 
colecturías del cantón principa], reservando el 
que deban expender por sí mismas y un pequefto 
lote mas de cada sello para las faltas accidenta- 
. les que ocurran en las oficinas de expendio de la 
provincia: las administraciones subalternas pro- 
cederán al expendio del que les corresponda, re- 
mitiendo con el mismo objeto 'á cada colector el 
que consideren que pueda necesitar. 

Art, 10. El Tribunal de cuentas arreglará las 
remesas de p«pel sellado que haga á las adminis- 
traciones principales de rentas internas á los pe- 
didos que de ellas reciba, y estas remitirán á las 
subalternas el que con anticipación les hayan ma- 
nifestado que puede consumirse eo las parroquias 
de su dependencia. 

Art 11. Cuando la remesa á las administra- 
dones de Rentas internas se haga por la via del 
coEreo, úo se pagará por ella porte alguno, certi- 
ficándose ademas el paquete que contenga el pa* 
pely para lo cual deberá eerrarse y sellarse por 
qttiep eorresponda, á fio que loe administradores 
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de las estafetas respectivas puedan observar los 
trámites establecidos para la certificación de la 
correspondencia en generaU 

Art. 12* Los gastos que causen las remesas de 
papel á las administraciones de rentas internas 
por cualquiera otra via que la del correo serán 
pagados de la suma asignada en el presupuesto 
general de gastos públicos para los del papel se- 
llado y su conducción. Los gastos que cause la 
distribución del papel á las colecturías saldrán 
del honorario de venta asignado al administrador 
que Jo distribuye. « 

Art. 13. Los administradores de rentas inter- 
nas gozarán por la venta del papel sellado la 
misma comisión que devenguen por las demás 
rentas nacionales que recauden. La comisión de 
los colectores será convencional con el adminis- 
trador que los nombre, y saldrá de la comisión 
que este mismo disfrute. 

Art. 14. £1 papel sellado que resulte sobrante 
6 errado en cada año será devuelto al tribunal de 
cuentas por las respectivas administraciones de 
rentas internas como comprx>bantes de sus cuen- 
tas. 

Art. 15. £1 Tribunal de cuentas hará anular 
los sellos del papel sobrante 6 errado que se le 
devuelva á medida que llegue á su oficina, dando 
cuenta en su oportunidad á la Secretaría de Ha- 
cienda del total que resulte en depósito tanto del 
sobranfe como del errado, para que se destine á 
los usos que convenga, y para que comparándose 
su número y valor con el de los impresos, aparez- 
can con clarigkid ios sellos vendidos, y pueda ser- 
vir esto de comprobante á la cuenta general del 
ramo. 

Art. 16. Las administraciones de rentas inter- 
nas se harán cargo en sus cuentas por su legíti- 
mo valor de los sellos que se les remitan para el 
expendio por sí y por sus dependencias, datándo- 
se también por su valor intrínseco del que devuel- 
van sobrante, y del errado con deducción de me- 
dio real en cada sello. 

Art. 17. Los expendedores del papel sellado 
darán siempre aviso á la primera autoridad civil 
del lugar en que residan del papel que reciban 
para el expendio. 

Art. 18. El papel sellado se despachará por 
los encargados de su expendio á cualquiera hora 
del día y de la noche, y será considerada como 
una falta grave la menor negligencia 6 denega- 
ción ^ este punto. 

Art 19. La falta de papel sellado en el lugar 
de su expendio será acreditada por el Administra- 
dor de nentas internas respectivo, expresándose 
en letras la fecha en que se expida la certificación^) 

Art 20, Los tribunales y demás funcionarios 
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públicos que rociban eacrítos 6 documentos exten- 
didos en papel común por falta del sellado en el 
lugar en que hayan sido hechos^ lo avisarán in- 
mediatamente de oñeio á 1^ primera autoridad ci- 
vil del dicho lugar, para que desde luego proceda 
á inyestigar la causa de la falta, dando cuenta á 
la Secretaría de Hacienda del resultado de la in- 
vestigación, y lo mismo practicarán dichas auto- 
ridades cuando de cualquier modo sepan que fal- 
ta el papel sellada en algún cantón ó parroquia. 

Art 21. Los administradores de rentas internas 
respectivos serán siempre citados por los tribuna- 
les para deponer sobre la condición de las perso- 
nas que pretendan ser admitidas en juicio como 
pobres de solemnidad. 

Art. 22, Los tribunales de justicia participarán 
siempre al Administrador de Rentas internas mas 
inmediato, el resultado de aquellos juicios en que 
hayan sido parte uno ó mas pobres de solemni- 
dad, con expresión del número y ciase de sellos que 
habria debido emplear la parte que no lo sea, ca- 
so de no favorecerla la Justicia, y elte empleado 
procederá al cobro del valor de dichos sellos con 
deducción del importe de los de la clase octava 
que haya usado la parte en virtud de lo dispuesto 
en el ^ 39 del art. 2^ de la ley. Los mismos ti ibu- 
nales enviaréui á los respectivos administradores 
de Rentas internas una, nota de los sellos debidos 
emplear por los pobres de solemnidad que hayan 
sido condenados, expresando el total valor de 
ellos para que dicha nota sirva de comprobante 
á la partida que debe asentarse en los libros de la 
administración, y acredite en todo tiempo la in- 
solvencia con el íi&co de la persona condenada. 

Art. 2a El Tribuna] de Cuentas dará á la 
Secretaría de Hacienda un informe anual sobre 
todo lo reiaiivo al transporte, expendio, contabi- 
lidad, & del pape] sellado, con inelusion de la 
euenta documentada de los gastos hechos en la 
eompra, sello y conducción del artículo. Remiti- 
rá ademas un cuadro que contenga el número de 
sellos que de cada chise se haya vendido ea toda 
la República, dividido en provincias, cantones y 
panoqi ias, é indicará ios inconvenientes de la ley 
que se reglamenta por el presente decreto, y las 
mejoras de que sea susceptible, según lo vaya 
demostrando la práctica. 

Art. 24 Los Administradores de Reatas inter- 
nas cuidarán solícitamente del mas fiel cumplí* 
miento de todas las disposiciones que arreglan la 
administración del papel sellado, y promoverán 
cuanto crean conveniente en beneficio de la ren- 
ta, exigiendo con especialidad que sean satisfe- 
chas las mul^s en que hayan inourzido loa con*^ 
Iraventoros, y (que se agreguen á los expedientes 
los sellos q^e correspondan á los pliegos de pa- 
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peí eomim que se hayan «mpleado en las actua* 
olones por falta del sellado en el lugar en que se 
hayan seguido. 

Art. 26. £1 Secretario de Hacienda q^eda cn- 
cagada de la ejecución de este deereto. 

Dado en Caracas, á 20 de Mayo de Í847, 18^ 
de la ley 37 de la independencia.— Jo^é T. Mona- 
g^a*.— Por S. E. el Presidente de la República, 
el Secretario de Estado interino del Despacho 
de Hacienda. — Pedro di Las Gasas. 

PAPEL SKLLADa RESOLUCIÓN EJECUTIVA OB 8 

DE MAYO DE IS35» disponiendo que los encar- 
gados de su venta pidan con a7$ticipacion no 
solo el qiie calculen suficiente, sino el sobrante 
que pueda necesitarse para cualquier evenfo- 

República de Venezuela.— -Departa píen to de Ha- 
cienda.— Caracas, Mayo 8 de 1835, 69 de la 
ley y 259 el© la independencia. — Circolar. 
Señor : 

Con esta fecha ha expedido el Ejecutivo la re^ 
solución del tenor siguiente: 

'< Aumentándose cada vez mas los clamores de- 
los pueblos por la falta que experimentan de papet 
sellado para los usos establecidos en la ley ; y 
existiendo informes ñdedignos de que ella provie-. 
ne de la culpable omisión y negHgenc^p, de algu- 
nos Administradores y expendedores q^ue no piden 
entjpmpo oportuno el surtimiento necesario al 
Tribunal de cuentas, bien sea p(»r las referidas, 
causas, 6 bien de proposito deliberado, y con la 
rnira de perjudicar losiatereses del Erario, el Pre^ 
sidente ha resuelto ; que todos h>s Administra- 
dores de papel sellado, soheiten con la debida 
anticipacion.del Tribunal de cuentas, y los* ex- 
pendedores de los jefes de quienes dependan, no 
solo el numero de sellos que calculen suficientes, 
sino un sobrante ó exceso regalar para cualquier - 
evento, de suerte que en ningún ca?»o llegue á fal- 
tar, en el concepto de que no les servirá de excu- 
sa ningún otro aleg^ato. para librarse de la responsa- 
bilidad que el Gobierno hará efectiva contri los 
omisos 6niegligetates, eon h severidad que requie^. 
re el cumplimiento exacto de la ley." 

Lo traslado á U, pojca saioieligeiida y denMtfk 
fines convenientes. * 

Soy de U. átenlo sacvidor. 

(FkmadoW&ntos Mipheleiuu 

£fl copia.-^j}(tcie¿6n¿(. 

PAPEL SELLAJDO*. RESOLUCIOIV EJECUTITADE 10^ 

DE AGOSTO DE 1.639 sobrc en el que' deben re 
pvesen^r las adfalnistraá>res -de rentas »n¿- 
nicipaleA, 

REPÚBLICA Dlí VEKEZyEM^ ¡] 
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Cftrácas 16 de Agosto de 1839, IQO de la 
iey 7 f2§? de la indepen(^ncia. 

AI Sr. Gobernador de esta provincia. 

Señor. — No siendo las rentas municipales de 
las comprendidas en el numero de las que per- 
tenacea al tesoro nacional» no puede su adminis- 
trador representar en papel común en las deman- 
das y actuaciones qua debe seguir ante los tribu- 
nales contra los deudores á dichas rentas. Tal es 
la resolución que con dictamen del Consejo ha 
abordado en el expediente de la materia el Go- 
bierno, y que comunico & ÜS. en respuesta de su 
nota de 31 de Julio último. — Soy de US. muy 
ateiíto servidor.—^. Smitk^ 

PAPEL SKLLADO. RESOLUCIÓN &JBCUTIVA DE 25 

9« 8BTIEHBRE DE 1840 sobrc él quc Ñe invier- 
ta en los títulos de los empleados por lo que 
hace al cobre de la comisión* 
República d« Venezuela. — Secretaría de Está- 
tío en el Despacho de Hacienda. 

Caracas, 25 <le Setiembre de 1840, II9 déla 
ley y 30 de la independencia. 

Con vista de los antecedentes sobre expedición 
ide títulos á los empleados y de las patentes de 
viatagacion en el papel del sello designado por 
la ley dé 18 de Abril de 1838 teniéndose presen- 
te qve «1 tribunal de cuentas, conforme al artículo 
19 solo está encargado dé sellar y distribuir aque- 
lla especie, y que á la tesorería general corres- 
pande su expendio por sí, y por medio de los ad- 
ministradores de aduana y de los receptores y 
expendedores con arreglo al artículo 3? y con el 
fin de evitar el cubro duplicado que por mala in- 
teligBntfia se hace de la comisión sobre el valor 
del papel sellado en que se expiden aquellos do- 
leumentoS) y qae no se compliquen las operacio- 
nes de unas y otras encinas, se resuelve. 

Que el importe del papel sellado que con aquel 
objeto se pida por las Secretarías del Despacho 
del Poder Ejecutivo á la Tesorería general con 
quien deben entenderse, se cargue por esta en su 
oportunidad á las respectivas aduanas, ó recepto- 
rías adonde se remitan tales títulos ó patentes, 
panpque se Terífíque*en ellas su cobro al acto de 
entregarlos á los interesados, no considerándolo 
cpmo un expendio que se hace allí de la especie, 
para exigir la comisión sef&alada por la ley, síao 
0Omo una traslación que se hace por la misma 
Tesorería genera], pues dicha comisión corres- 
ponde al empleado de cuya oficina ha salido el 
pa^pel como responsable á su valor por el cargo 
q«ie.s4 le hi^o, 6on sola la deducción de la que 
perlenexca; á las patentes que se devuelvan al fin 
de eáda^aftü económico por no haber sido necesa- 
ria su expedición. — ^Y para que tenga efecto esta 
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resolumoD) comuniqúese, circúlese á quienes cor* 
responda, y publíquese^ 

Por. 8. K-^Smitk, . 

PAPEL SElLAbO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 6 

DE OCTUBRE DE 1840 declarando que por nin» 
gun motivo se repondrá el de que se haya hecho 
uso, aun cuando tenga la palabra ^^erróse^^ 
[concordante con el art, 26 de la ley vigente.) 

República de Venezuela.^ — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas, Octubre 
8 de 1840, 1 1 de la ley y 30 de la independencia. 
Sr, Tesorero general. 

En el expediente de la materia, y atendiendo á 
lo representado por el tribunal mayor de cuentas 
en 31 de Setiembre, ha acordado el Gobierno en 
esta fecha la siguiente resolución. 

*« Por el artículo 14 de la ley de 18* de Abril 
de 1838 se manda entregar á los expendedores 
de papel sellado el pliego 6 medio pliego entero 
que se hubiere daffado con la expresión de erróse^ 
firmada por el que lo devuelva, y consignando 
medio real á fin de reponérsele con otro limpio 
de un sello igual. Pero observando el Gobierno 
los enormes abusos que de esta libertad se han 
cometido en las provincias de Barcelona y Guayu- 
na, pues unas veces se han devuelto escrituras 
de que se ha tomado ra2on en las oficinas prin- 
cipales de registro: otras, poderes con las notas 
de h^iberse satisfecho los gastos de justicia; ya re- 
presentaciones hechas ante los juzgados de prime- 
ra instancia y alcaldías con providencias, notifi- 
caciones y declaraciones, que pueden reputarse 
como verdaderos expedientes por tener sus de* 
cretos y varias diligencias judiciales ; y ya en 
fin pagarés de comercio de que se ha hecho com- 
pleto uso : y siendo necesario refrenar esta con- 
ducta fraudulenta que irroga graves perjuicios á 
los intereses nacionales, y que p.uede reproducir- 
se en otras provincias, S. E. el Poder Ejecutivo 
ha tenido á bien resolver : que ningún adminis* 
trador de rentas, receptor 6 expendedorde papel 
sellado admita ni reponga el papel que se le lleve 
en escrituras, representaciones, pagarés ü otra 
cualquiera especie de documentos aunque lleven 
la nota de erróse y firma del interesado, después 
de haberse hecho de él un uso, claro y manifiesto; 
pues el cambio permitido por la ley solo se en- 
tiende cuando se yerra ó se da fia el papel en su 
primera é inmediata aplicación, mas no cuando 
se ha erfipleado en servicios enteramente acaba- 
dos y perfectos. Se encarga el mayor zelo y 
vigilancia sobre este .particufar á todos y á cada 
uno de los administradores, receptores y expen- 
dedores, advirtiendo en cuanto á los pagarés que 
pretendan devolvéráeles con el erróse y fitma^c^ 
que si al examinarlos vieten q[UQ el plato 6 pin* 
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zos están ya cumplidos, no los admitan ni repon- 
gan ; y como puede suceder que para asegurar 
el cambio se presenten borrados de una manera 
ininteligibles é ilegibles, los pasagesporlos cuales 
se llegue á conocer si se ha hecho ó no un uso 
completo del papel, en tales casos tampoco los 
admitirán ni repondrán. Así mismo, habiéndose 
observado que algunos receptores suelen admitir 
el papel sin la nota de erróse fírmada como lo 
previene la ley, se les advierte que si en lo sucesi- 
vo se les probare omisión en el cumplimiento de 
sus deberes, se hará efectiva la pena que les im- 
pone el artículo 26. Comuniqúese á la tesorería 
general para su inteligencia y que trasmita esta 
resolución á las administraciones y receptorías 
encargándoles su exacto cumplimiento." 

Lo trascribo á US. con el objeto prevenido. — 
Soy de US. atento servidor. — Guillermo Smith. 

PAPEL SELLADO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 10 

DE NOVIEMBRE DE 1841 dispontendo que las 
Secretarias de Estado se entiendan directa' 
mente con el tribunal de cuentas para la su' 
ministracion del que necesite cada una^ para 
la expedición de títulos de empleados y pa- 
tentes de sanidad. 
Kepáblica de Venezuela. — Secretaría de Estado 
del Despacho de Hacienda. — Caracas, Noviembre 
10 de 1841, 139 y 319 

En el expediente de la materia y con vista de 
lo representado por el Tribunal de cuentas con 
fecha 19 de Octubre último sobre lo conveniente 
que serla que las secretarías del despacho del 
Poder Ejecutivo se entendiesen directamente con 
el mismo tribunal para la suministración del pa- 
pel sellado necesario para la expedición de títulos 
á los empleados y de las patentes de navegación, 
hac'éndose cargo también de la remisión de unos 
y otras documentos á las oficinas respectivas para 
facilitar stis operaciones, economizándose por 
este medio la comisión qiJ»i cübm el receptor prin- 
cipal de papel sellado de esta capital, en el con- 
cepto de que la especie suministrada se reputa 
romu un expendio que se ha hecho de della cuan- 
do en realidad no lo es, el Gobierno resuelve. 

Q.ue las Secretarías de estado en los despachos 
de lo interior y justicia, guerra y marina, hacien- 
da y relaciones exteriores se entiendan diiecut- 
mente con el Tribunal de cuentas para lasumínis- 
cion del papel sellado que necesiten para expedir 
los títulos á los empleados y las patentes de na- 
vegación : que el mismo tribunal se encargue 
de la dirección de unas y otros documentos á las 
oficinas de hacienda respectivas, á cuvo fin se le 
enviarán por la secrt»ria que fe ezpíaan, dando 
^viso á la tesorería general oportunamente de los 
que hayt dirigido para el cargo que corresponda 
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hacer, y que el tanto por ciento de comisión del 
expendio del papel de los títulos de los empleados 
se cobre por aquel en cuya oficina se haga la re-i{ 
caudacion del importe con arreglo al artículo 69 
de la ley de 18 de Abril de 1838 sobre papel 
sellado. (1) 

Queda derogada la resolución de 25 de Setiembre 
de 1^0. — Comuniqúese, circúlele á quienes cor- 
responda y publíquese. — Por S. E. — Toro, 

PAPEL SELLADO. Resolü6ion Ejecutiva 
DE 10 DE Diciembre de 1847 declarando in- 
subsistente un acuerdo de la Corte Suprema 
sobre uso de papel común cuando no suminis- 
tren las partes el sellado correspondiente» 
Secretaría de Hacienda. 

Caracas Diciembre 10 de 1847. 
Resuelto, — Impuesto S. E. el Presidente de la 
República de que en algunos tribunales se ha in- 
troducido la práctica de actuar en papel común 
en causas para cuyo curso no han suministrado 
las partes interesadas el sellado correspondiente, 
y sin haberse acreditado en la forma que lo pres- 
cribe el § único del artículo 25 de la ley de 30 de 
Abril último sobre la materia, que no hay en el 
lugar donde reside el tribunal el papel que se ne- 
cesita, apoyándose para tal práctica en un acuer- 
do de S. E. la Corte Suprema de Justicia de 21 
de Octubre de 1842, publicado en la Gaceta nú- 
mero 687, ha dispuesto se diga en circular á los 
tribunales superiores lo siguiente. 

Aunque las disposiciones de la ley sobre papel 
sellado que regia en 1842, acerca del modo de 
suplirlo, son en el fondo idénticas á las de la ley 
que actualmente rige, juzga el Poder Ejecutivo 
que no puede darse hoy ningún valor al citado 
acuerdo de la Corte Suprema, ya por ser ante- 
rior á la ley vigente, ya porque los términos mas 
claros de esta no admiten en manera alguna la 
inteligencia que á la antigua dio aquel Supremo 
tribunal; dispone por tanto sedé puntual cum- 
plimiento á lo que ordena el ^ úniro del artículo 
25 citado. 

Por S. E. — Acevedo. 
PAPEL SELLADO. Véase la nota. (2) 

(♦) íiH ley vigente sobre papel mellado no concede ex- 
pi-i'SHiii'-iite comisión, sfoo deja la venta de él á cargo de 
ios empleados qne designe la ley. Por consfgaieote ha ca- 
ducado la referencia á este articulo 18. 

(*) El Secretario di Interior en su Memoria da 1858 
expone : 

"El Gobernador de la provincia de Barquislmeto 
consultó al Poder Ejecutiyo en el m s de Abril último 
sobro los dos pnntos signiontes : 19 si nn Gobemaobr en 
visita podia considerarse como superior áloe J^ieoesde 
parroquia y de pas, para la aplicadoB de la mnlta qne 
establece el articulo Id de la lev Vicente de papel fdla* 
dO| en el.easo de haber admitido dichos joeces es^rKoa 
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y PAP£L SELLADO, acuerdo de la corte su- 
\ PRBMA DE 21 DE jvuo DE 1837, declarando 
4 que debe pagarse por la parte condenada en 
] costas, el invertido en favor de la Hacienda 
¡ pública. 

' En la ciudad de Caracas á veinte y uno de Ju- 
lio fie mil ochocientos treinta y siete, octavo y vi- 
gésimo séptimo, reunidos los señores presidente 
y ministros de la Suprema Corte de justicia, ha- 
biendo considerado la consulta dirigida por el juez 
de primera instancia del primer circuito de Barce- 
lona relativa á si debe pagarse por la parte conde- 
nada en las costas el papel invertido en el proceso 
en favor de la hacienda publica, con el informe 
de la Corte Superior ié\ segundo distrito á esta 
suprema, y lo represeniudo por el señor fiscal • 
dijeron : que sin embargo que por el artículo 23 
de ia ley sobre establecimiento de las oficinas de 
registro se destina la cuarta parte de los derechos 
que se recauden en aquellas oficinas al fondo para 
gastos de justicia, como la ley sobre el uso del pa- 

y representaciones en papel común ; y 2. ^ bí el Jaez, 

3ue, por falta de papel sellado, acreditada con la firma 
el expendedor, admitiese el comnn y dejase de agre- 
gar al expediente los sellos equivalentes con la nota de 
" inntilizadoe/' incurre en la pena de diez pesos que se- 
ñala el articulo citado uor cada falta ; 6 solamente en la 
multa dupla del valor d6 los sellos, que el parágrafo úni- 
co del mismo articulo impone á la parte que no presenta 
oportunamente dichos sellos, para inutilizarlos. 

La duda del Gobernador menciüna«Io respecto al pri- 
mer puuto, nació de la ambigüedad aparéate de algunos 
conceptos del artículo 16 de la citada ley estableciendo 
eAte : " que los tribunales no deben admitir escritos ni 
representaciones en papel común ó sello ÍQCom{)etente, 
bajo la multa de diez pesos por cada falta que debe im- 
ponerle el superior que las note." Esta última frase pre- 
sentaba en concepto do aquel funcionario la posibilidad 
de que un magistrado de 6u categoría fuese competente 
para Proponer la multa, de que se ha hecho mención ; 
pero el Poder Ejecutivo considerand.i que, consaltadas 
la naturaleza é independencia de los poderes políticos, 
los superiores naturales y legítimos de los Jueces de 
paz y de parroquia son los funcionarlos judideües de mv 
yor categoría, resolvió: que semejante atribución solo 
era propia de eltos empleados y do de los Gobernadores 
de provincia, porque la naturaleza de su poder y de sus 
funciones les hacían incompetentes é inadecuados para 
Ojmerla. 

Kaspecto al 2. ® punto consultado, resolvió el Poder 
Ejecutivo igualmente : " que la multa á q|ue se contrata 
el Gobernador en él, era la de diez pesos de que habla el 
articulo susodicho en su prhner parágrafo por no refe- 
rirse, en so oenoepto, la multa dupla del yaior de los se- 
llos sino & las partes que dejen de presentar el papel se- 
llado correspondiente para inatiUxarlo, fundándose al re- 
solrer de este modo la duda propuesta, en que es mas 
lógioo y natural creer : que la multa con que se pena la 
omisión del Juez, por dejar de agregar el papel jftutiUza- 
do, sea análoea ¿la que se le impone por admitir los es- 
critos en papel común que presentasen las partea, y no á 
la que se Impone á estas del duplo del valor de los le- 
Qo8, por aquella informalidad." 
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pei sellado, lejos de estar derogada por ninguna 
otra, se mantiene en todo su vigor, resuelve se es- 
té á lo que ella dispone sin ninguna alteración, 
de cuya manera queda satisfecha la duda propues- 
ta, y avísese á la citada Corte superier y á la del 
tercer distrito. — Ldo* Mercader • — Martínez. — 
Duarte^ 

PAPEL SELLADO. No es obligatorio su uso en 
los negocios en que tienen ínteres los colegios 
nacionales. Véase Colegios nacionales. (Apén- 
dice al primer tomo) RE. de 15 de Marzo de 
1854. 
PAPEL SELLADO, aousrdo db la cortesv- 
PRBMA DB 10' DE MARZO DB 1847 declarando 
que cuando no haya quien lo suministre en las 
causas de cesión de bienes^ se haga vso del pa- 
pel común hasta que por la sentencia definiti- 
va se determine quien debe satisfacer It), y se 
presenten entonces los sellos correspondientes^ 
para que se agreguen al expediente con la no- 
ta de inutilizado como previene la ley, 
Viíta la consulta qi:a hace el juez de primera 
instancia del primer circuito de U provincia de 
Mérida contraída á &aber si en el procedimiento 
que se sigue de ofício á consecuencia de la cesión 
de bienes, pueda actuarse en papel común ; con 
el informe de la Curte Superior del quinto distrito 
y lo representado por el señor fiscal, se observa 
que la ley 6^, tít. 2';> del código de procedimiento 
previene que luego que el juez se imponga de la 
cesión de bienes que hace el deudor de palabra ó 
por escrito, decrete de oficio el secuestro y depó- 
sito de los bienes, mande citar á todas las personas 
comprendidas en la lista de acreedores y acuerdo 
otras providencias relativas al juicio, al paso que 
otras leyes vigentes es»tablecen el papel sellado en 
que debe actuarse en las causas civilea Fácilmen- 
te se percibe que desprendido un deudor de todo lo 
que posee para satisfacer á sus acreedores, queda 
constituido en la clase de insolvente y sin recur- 
sos para costear el papel sellado : que el iuez tam-* 
poco puede destmar alguna parte de los biene:» 
cedidos para hacer este gasto por no haber llegado 
la oportunidad de celebrar la venta con l^s ritua- 
lidades que presoribe la ley, y por ultimo, que los 
acreedores no pueden ser citados sino en virtud 
de actas entendidas en papel sellado; y que aun 
▼erificada la citación, pueden no comparecer 6 no 
prestarse á suplir el costo de papel sellado, por 
temor de aumentar sus créditos, sin esperanzas 
de reembolso. En cualquiera de estas circunstan- 
cias, quedaría interrumpido el juicio que la ley 
manda abrir de ofício ; y seria inútil haber libra- 
do algunas providencias de sustanciacion, si no 
pudiese administrarse justicia á loa acreedores^ 
conduciendo el negocio á so término, para rein* 
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tegrarloB de las cantidades que se les adeuden, o 
de las parteí que les quepa en justa graduación ; 
y pues que para obviar tales inconvenientes es 
indispensable acordar medidas que estén en ar- 
monía y consonancia con las leyes, y establezcan 
una práctica uniforme ; se declara que cuando no 
haya quien suministre el papel sellado en las 
causas de cesión de bienes, se naq^a uso de papel 
común, hasta que por la sentencia definitiva se 
determine quien debe satisfncerio, y se presenten 
entonces los sellos correspondientes para que se 
agreguen al expediente con la nota de inutilizado 
como previene la ley de cuatro de Junio de 1846 
sobre papelsellado. Comuniqúese á las Cortes 
Superiores, y dése cuenta al Congreso por con- 
ducto del Poder £jecuiivo para que se sirva 
acordar lo que estime conveniente. — Narvarte, — 
Martínez. — Casiillo» 

PAPEL SELLADO. RESOLrCION EJECTITlVA D)£ 

22 DE MAYO DE 1847 dtclarando que los re- 
presentantes deljiscoj y los procuradores i»it- 
nicipales^ en ciertos casos ^ pueden, no obstante 
el silencio de la ley, usar de papel común. (*) 
Secretaría de Hacienda. — Sección 29- 

Caracas, Mayo 22 de l5Í47. 
Resuelto. — Vistas las consultas hechas al Po- 
der Ejecutivo por algunos empleados públicos, 
sobre si después de reformada la ley de papel 
sellado de 1838, se halla todavía vigente la reso- 
lución del Gobierno de 31 de Marzo de 1840, 
disponiendo que los procuradores municipales 
puedan usar del papel c<imun en los asuntos de 
interés general en que funcionan como de oficio, 
y atendiendo á que la citada declaratoria se hizo 
en concordancia con el artículo 13 de la expresa- 
da ley, por el cunl se prevé nia que en las causas 
de oficio se represeniase en papel común, cuya 
disposición no existe en la presente ley dt papel 
sellado de 30 de Abril últitnt), por la cual, ai de- 

, (*) Esta Resolución está en contradicción con el acuer- 
do de la Corte Suprema de 2 de Noviembre do 1848 que 
sigue á contiouacioa, en el cual cHte tribunal declara que 
debe hacerse uso del papL>I sellado por los representantes 
del ilwo, mediante ese mismo silencio de la ley. Este 
conflicto entre el Supix-mo poder judicial y el Ejecutivo 
se aumenta por otra Resol iioiou feobalS de Marzo de 
1854 declarando en ratiñcAcion de otra de 5 de Agosto 
de 1842, que los negocios en (\uv tienen interés los colegios 
tiaoidiuUeS áébeú con6¡d<?rar9c c<imo de oficio, y qne por 
unto deben considerarse ceniprondidxis en la -eocproSHda 
resolución de d de Agost4>. y uxcnlos ]>or eoasiguieiito del 
liso' del papel sellado. £n la practica sin embargo hemos 
visto imperar el acuerdo del tribiiual Supremo, pues noso 
iiposmittnos, como fiscales do. la Corte Superior del según 
do distrito del Centro, exigimos del administrador do 
rentas interpas el papel sellado neceitano para informar 
en las causas en que estaba interc&uda la hacienda pá- 
# blica. 
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signarse en el capítulo 39 cual es el papel de qui 
deba usarse en los tribunales de la Repúb1i< 
solo se permite el empleo del papel común en la\ 
causas criminales que se siguen de oficio, el Poí 
der Ejecutivo declara derogada aquella reaoluA 
cion. Considerando, no obstante que el sUencio^ 
de la ley en cuanto a] papel que deba emplearse 
para representar en los asuntos de ínteres 
nacional no puede suponerse Toluntario y 
con la intención de que se use del papel sellado 
correspondiente eb tales casos, pues ninrun obje- 
to tendría el gasto que hiciese el Tesoro publico 
en sellar el papel para estos usos, S. Ek, de acuer- 
do con el dictamen del Consejo de Gobierno, 
declara también que los* fiscales de la hacienda 
pública pueden usnr de papel común cuando re- 

f>resentan en favor de los intereses nacionales, y 
os procuradores municipales, cuando- en cum- 
plimiento de sus funciones legales, representan 
á nombre del Estado, y promueven diligencias 
favorables á los esclavos en las causas de libertad 
y sevicia. Comuniqúese á quien corresponda y 
publiquese. 

Por S. K-^Casas. 

PAPEL SELLADO. ACUBRDO DE LA OORTE SU- 
PREMA DE 2 DE NOVIEMBRE DE 1848 declaran* 
do que los aff entes del fisco deben representar 
en papel sellado, y pagar derechos á los curia' 
les en los juicios en que intervienen como 
partes, (•) 

En la ciudad de Cumaná á los diez y nueve 
días del mes de Junio de mil ochocientos cuaren- 
ta y ocho, reunidos en acuerdo los Sres. ministros 
Relator y Canciller de la Corte Superior del pri- 
mer distrito, sin la concurrencia del Presidente 
por hallarse ausente, tomaron en consideración 
la observancia de la ley de 30 de Abril dd afio 
próximo pasado sobre papel sellado, y la de 8 de 
Junio de 1846 sobre arancel judicial, con relación 
á laa causas que interesan la hacienda nacional, 
y dijeron : que la generalidad con qne están con-* 
eebidas ambas leyes sujetando á todo el que in- 
tervenga en negocios judiciales 6 eztrajudiciales á 
contribuir con el papel sellado y derechot ^ue 
ellas deeignan bajo b multa de diez pesos por 
cada falta al Jue^rque admita escritos 6 documen- 
tos en papel común 6 aello incompetente, ( artícu- 
lo 35 de la 1^0 8iú eiimir d» «uM» pseeepto á 
otra» ptoriHMmi qi|e á los pobres- de solemnidad 
admitidos eomo tsJes en los irifoicrnalvs de justicia, 
ni otras causas que las criminales que se sigan de 
oficio^ hace ver, que en aquellas en que tenga in- 



i*) 17adalia dispuesto en contrarío la ley vigente 
de 1860. 
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^res la hacienda pública debe actuarse en papel 
fonforme a] tribunal del conocimiento, y abonar- 
ais por «lia los correspondientes derechos á ios 
curiales del mismo modo y en los mismos casos 
■que los particulares. Ademas de esta rason de 
inferencia necesaria, lo hace creer asi la obser- 
vación de que las leyes sobre papel sellado de 
diea y ocho de Abril de 1S38 en su artículo 13 y 
la de 4 de Mltyo del mismo aQo sobre impuestos 
de justicia y costas, en su articulo 19 eximían al 
fisco de estos grav&menes, en cuyo concepto las 
leye-s posteriores que las derogan, y que nada 
ordenan en este punto, manifiestan explícitamen* 
ie l0 voluntad del legislador de no exceptuar ai 
fisco de tales contribuciones. Y aun corrobora 
este concepto la resolución que en diez de Di- 
cieokbre último ha expedido S. £. pl Poder £je- 
cutivo, prohibiendo á los tribun'ales actuar en 
papel común en causas para cuyo curso no han 
suministrado ¡asparles interesadas el papel sella- 
do correspondiente, contra el acuerdo de S. £• la 
Corte Suprema de justicia de veinte y cinco de 
Octubre de 1842, Pero si se atiende por una par- 
te á. que el papel sellado tiene por objeto aumen- 
tar por este medio los fondos del fisco, en cuyo 
concepto la ley que lo establece exime por su 
naturaleza de tal contribución al beneficiado, y 
por otra á que repugna al interés de la sociedad 

Ír aun opone un fuerte embarazo á la marcha de 
os asuntos fiscales, obligar h loa Administradores 
y demás empleados de la hacienda á enterar de- 
rechos procesales, cuando ia ley no les ha designa- 
do fondos para tales gastos, se vendrá en cono- 
cimiento de que loade Ja cuestión ofrecen una fuer- 
te duda en cuanto su ejecución respecto de tales 
causas; y por tanto resolvieron, que sin perjuicio 
de adoptar por ahora en la práctica, lo que pare- 
ce mas conforme á la razón natural, á sa^ber, que 
no se compela ai fisco á actuar en papel sellado, 
ni 6 satisfacer costos procesales, se eleve esta 
consulta á S. E. la Corte Suprenvi para los efec- 
tos dfe ley. Cim lo que se concluyó y firman. — 
ArUonio José Betancoj^rt. — Sulpieio Frias. — Es 
copia.^^umBaá Junio diez y nueve de 1848, 
19Q y 389 — El CAncilleu—Svlpicio Frías. 

Éxcmo. Sefíor : £1 ministro fiscal se ha im- 
puesto de la consulta dirigida á, esta Suprema 
Corte por la Superior del primer Distrito, sobre 
si el fisco en sus causáis debe emplear papel-sella- 
dOfy satisüuccr los (derechos dé arancel, según 
las leyes vigentes, y dice : que, ai esta consulta 
contuviese verdaderas dudas, no tocaría ni á esta 
Corte ni á S. E, el P. E. hacer su declaratoria'; 
piies interpretar las leyes es una atribución ex- 
clusiva del Congreso. Pero no existe duda al- 
gana en^^ cuanto ej primer punto ; y así se ha de* 
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clarado por esta Corte en 13 de Enero de este 
año, con motivo de la reclamación del Colegio 
de la Independencia ; disponiendo que el fiscal 
representase en ella en papel del sello correspon- 
diente. Esta decisión es de una trascendencia 
absoluta, porque sus fundamentos son aplicables 
á todos los tribunales y á todos los casos, con 
excepción de los que comprenden el ^ único del ar- 
ticulo 25 y el artículo 26 de la ley de 30 de Abril 
de 1847.-^ Verdad es que el empleo de tal papel en 
causas fiscales y de oficio, al paso que no tiene 
ningún objeto financiero, trae algunos embara- 
zos, porque hay necesidad de pedirlo oficialmen- 
te á la Secretaría de Hacienda, después ala Con- 
taduría mayor de cuentas, después rendir una 
cuenta de su inversión, parar por su falta algu- 
nas veces el despacho. &. ; pero todo solo pudie* 
ra inducir ft su abolición por un artículo adicio- 
nal á la ley^ — Tampoco hay duda fundada acer- 
ca del 29 punto. La ley de 8 de Junio de 1846, 
sobre arancel de derechos, es para todos los tri- 
bunales de la República y para todos los litigantes. 
Ella solo exime por su articulo £9, del pago de 
derechos álos pobres de solemnidad administra- 
dos como tales, mientras permanezcan en tal esta- 
do; y no hay raaon alguna para que la nación 
que posee los capitales de todos sus individuos, 
deba ser considerada como pobre cuando litiga. 
Ademas, las causas de la hacienda pública de 
cualquiera cuantía, son Sustanciadas y decididas 
por tribunales pagados por. rentas de la nación. 
Se agrega h esto, que por el artículo 23 de la ley 
de 17 de Mayo de 1841 el cobro de las libranzas 
y pagarés pertenecientes & la Aduana debe hacer- 
se por el Banco Nacional, sin comisión alguna. Si 
á veces el tesorero general y administradores, 
porque la ley de su institución no requieren que 
sean legistas, por tener que asistir á su oficina, 
precisamente en horas incompatibles con la ocur- 
rencia al foro, se valen^de abogados y procurado- 
res^ de esbirros y copistas para realizar sus cobros 
fiscales, muy justo es que esos instrumentos in- 
dispensables para alcanzar su fin, sean remunera- 
dos por aquel en cuyo interés ha empleado su 
servicio ; pues no hay ley alguna que imponga 6 
estos industriales ^1 deber de trabajar de balde 
en causas del fisco ; así como se les ha impuesto 
en otras. — El no haber designado la lev fondo 
para unos ^stos eventufiles, no es fundamento 
para dudar ia Corte ,deí prúner Distrito acerca 
del deber de satisifacerlos.. Ese silencio puede ser 
involuntario olvido, ó puede significar que loa 
legisladores no pensaron c^ue el fisoo pudiera tener 
pleitos sobre derechos tan incontestables y eje- 
cutivos. Peto si no hay^jbndos especiales, hay sin 
embargo tina cantidad presupuesta todos losafios 
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para gastos impreviatoi; jrAella le puede ocur- 
rir. En otro tiempo hubu un ñacal de la Corte 
Superior de Justicia, un fiícal de la Audiencia y 
nn agente fiscal, dotados por la nación, para re- 
presentar en las causas criminales y del fisco ; y 
es un hecho que la tesorería general paga hoy 
del tesoro los gastos que ocasionan las causas per- 
lenecienles^ la hacienda pública.— Así pues el 
tíscal pide que esta Corle resuelva : que Ibb dudas 
propuestas por la Superior del primer Distrito no 
son fundadas, y que por tanto no debe consultar- 
se sobre ellas al Congreso ¡ pero que sf debe in- 
formarse £ este sobre la conveniencia de estable- 
cer el uso del papel común en las causas fiscales 
y de oficio, con calidad de reintegro en au caso. — 
Carágaa, Agosto 26 de 184S.— Ki/jíno González. 

Carái-as, Jíoviembre dos de 1848. lO» y 38°. — 
Visto el acuerdo que en diez y nuevade Junio 
ultimo celebró la Corle Superior del primer Dis- 
trito, y remitió ,'en la misma feeha al Supremo 
tribunal de justicia contraído á la duda que le 
ocurre acerca de lo inteligencia de las leyes ri- 
gentessobre papel sellado y arancel judicial, en 
cuanto ellas obligan al fisco & representar ante los 
tribunales en papel sellado y a satisfacer derechos 
á ios ruríales en los juicios en que intervienen 
como porte en representación del Tesoro publico; 
con lo expuesto por el ministerio fiscal. — Las ra- 
zones que sirvieron de fundamento á dicho acuer- 
do persuaden de un modo, claro que las citadas 
leyes solo han querido libertar de aquel grava- 
men & los pobres de solemnidad y & los encausa- 
dos por delito, y el mismo tíibtina] consultante 
no pudo menos Je asentar, que dichas leyes ma- 
nifiestan explícitamente !a volitutad dellegislador 
de no exceptuar ai fisco de tal contribución. Así 
pues, no se descubre el motivo que dicho tribu- 
nal haya tenido para dudar de la inteligencia de 
las leyes referidas, no siendo causa bastante para 
ello las razones que interesa en el acuerdo, pues 
ademas de que es de suponerse que el legisladoi 
las tendría presentea al derogar las leyes que eon- 
cedian al fisco el priTÜegio que la vigente le ha 
quitado, no puede ningún tribunal encontrarduda 
en una ley, cuando elTa se expresa en términos 
tan claros y preciaos como la de 8 de Junio de 
1846 y 30 de Abril de 1847 sobre el papel sella- 
do y arancel judicial. No hay, pues, motivo para 
duJai de la inteligencia de estas leyes; y contéa- 
tese así á la Corte Superior del primer Distrito 
con la inserción correspondiente. — Narvarte. — 
Alfomo. — Rojas. — Botón. 
PAPEL SRLLADo. Véase Acusación de delitos, 

A. C. S.de 11 de Junio de 1840. 
** PAPEL SELLADO. Resoidcion Eisootiva dk 

6 DI Hato si 1839 declarando en ciióí de- 



ben extenderse loa podereí qite kayan de re-/ 

gistrarte. 
República de Venezuela — Secretaría de Estado •' 

en el Despacho de Hacienda.— -Caracas 6 de 

Mayo de 1839, 10? de la ley y 3&o «¡e la ¡n- . 

dependencia. 
Clreular i loa Gobernadores. 

Sefior. — Ccn esta fecha digo al Sr Goberna- 
dor de esta provincia lo que aigae. — Vista la con- 
sulta del administrador principal de registro de 
esta provincia aobre papel sellado, con motivo del 
altercado ocurrido entre el subalterno de la Guai- 
ra V el alcaide parroquial de dicho puerto, la 
cuaí se paaó á este despacho por la secretaria 
del interior con fecha 15 do Abril ultimo, el Go- 
bierno con acuerdo del Consejo ha resuelto lo 
siguiente,— El artículo 13 de la ley do registro 
ordena á los registradores que no tomen razón 
de actos públicos ó privados si no ae le presen- 
tan escritos en papel del sel.'o correspondiente. 
— De esto resulta que han de registrar loa que se 
les presenten extendidos en el papel que aesig- 
ne la ley sobre papel sellado, — Verdad es que 
el artículo 19 de esta al exigir que la primera fo- 
ja de toda escritura que se iTeve fi registrar se es- 
criba en el sello 4^, parece que comprende to- 
do acto deque haya de tomar razón el registra- 
dor; pero refiriéndose al artículo siguiente ex-' 
presa, y determinadamente 6, la primera foja de 
toda especie de poderes, está fuera de duda que 
el artíi.ulo SO excepl&a los poderes de la disposi- 
ción del articulo 19, así como el artículo 21 con- 
tiene una excepción del artículo 20, y el 22 da 
lus artículos 20 y 21 respecto de los mismos po- 
deres, & pesar de que la disposición del artículo 
20 es tan universal parn toda especie de poderes 
como la del articulo 19 para toda escritura quese 
lleve á registrar. — fie deduce, pues, que los po- 
deres é instrumentos escritoa en los sellos 5°, 69 
y 70 con arreglo í los artíoulos 20, 21 y 22 'de la 
ley sobre papel «elladn deben registrarse sin qus 
obste no tener la primera foja en papel del sello 
40 según el artículo 19,— Lo comunico á Ü8- 
para su inteligencia y demaa efectos que requie- 
ra su cumplimiento.— Lo trascribo á US. con el 
propio objeto en los casos que ocurran. 

Soy de US. muy obediente servidor. 

G. Smiih, 
PAPEL BBLLADo. En cufil deben registrárselo! 

pagarés, vales y recibos. Váase R^gist^o,fRR. 

EÉ. de 3 de Febrero de 1840 y 3 de Junio de 

1854. 
PAPEL SELLADO. RssoLüciuif E/BctrrtVA dk 

17 D( Ji:lio pe 1854 declarando ^v e% d 

mea de Julia de e&da aSo, puede cambiarse ftu 
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peí limpio del sello pasad» par igual núiííero 
del año que empieza^ sin exhibo alguno. 
Secretaría de Hacienda* — Sección segandaw 

Caracas, Julio 17 de 1854. 
Resuelto, — Vistas las consultas elevadas al 
Poder Ejecutivo por el órgano de este Ministe- 
rio de varios Administradores principales de 
Rentas Internas, sobre si puede ó no accederse 
al cambio del papel sellado del afio económico 
anterior por otro igual del presente, srn costo al- 
guno ; j considerando, primero ; que el artícu- 
K) 36 de la ley de 19 de Marzo de 1850» no Com- 
prende sino el caso de hacerse el cambio de se- 
llos de papel errado por otros idénticos con el 
exhibo de medio real por cada utro, á tiempo que 
el de que se trata es de papel sellado limpio por 
el del nuevo año, y que esta solicitud de parte de 
los interesados se justifica no solamente con el 
hecho de haberles sobrado el papel que tomaron 
para sus negocios, que no les sirve ya en el afio 
corriente, sino con la moralidad de permitir que 
vuelva á las oficinas de Hacienda el papel pasa- 
do, evitándose de este modo en lo posible el frau- 
de en los documentos \ y segundo : que tampoco 
es gravosa al Estado la permisión ; S. E« resuel- 
ve : que en el mes de Julio de cada aHo pue- 
den las Administraciones de Rentas Internas re- 
cibir en cambio sellos de papel limpio pasado 
por igual número del corriente sin exhibo algu- 
no, el cual se les admitirá en sus cuentas por el 
valor que representen ; quedando sin efecto la 
resolución Ejecutiva de 2 de Julio de 1851, in- 
serta en la Gaceta de Gobierno número 1.0SÍ5. 

Pnblíquese y circúlese 6 las referidas Adminis- 
traciones de Rentas Internas para su cumpli- 
miento. 

Por S. E.— Ceiaifoí. 

PA.PEL SELLADO. Resolución Ejecutiva de 
10 DE Junio be 1854 declarando el en que de- 
ben otorgarse los poderes de los pobres de so- 
lemnidad ; y que estos deben pagar los dero" 
chos de su registro. 

Secretaría del Interior. — Sección primera. 
Caracas, 10 de Junio de 1854. 

Resuelto, — Contéstese al Gobernidor de Bar- 
celona. 

Instruido el Poder Ejecutivo de la nota de US. 
de 21 de Marzo próximo pasado, número 49, por 
la que consulta cual sea la clase de papel sella- 
do de qoe haya de usar un pobre de solemnidad 
para el registro de un poder que va á obrar en 
distinto cantón, y si aquel está exento de pagar 
el derecho que establece la ley de la materia ; 
S. E. ha resuelto se conteste á US. lo sigolante. 

Estando bien clara y terminante la disposición 
contenida en el artículo 10 de la ley de papel se* 
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liado, referente al sello de que deben usar los 
pobres de solemnidad para otorgar sus poderes, 
y siendo, como es, especial dicha disposición, de- 
be prevalecer á la- generalidad que comprende la 
exención del artículo 18. £1 derecho de regis- 
tro que se cobra de conformidad con el artículo 
26 de la ley sobre la materia, no está compren- 
dido en la exención que establece el 29 de la ley 
de 30 de Marzo de 1850, sobre arancel judicial, 
pues él no ha podido referirse sino á los dere- 
chos que por dicha ley se cobren. Por tales ra- 
zones se declara > que ios pobres de solemnidad 
deben otorgar sus poderes en el sello 79 <iue de- 
termina el artículo 10 de la ley citada sobre pa- 
pel sellado, y que deben pagar el derecho de re- 
gistro conforme al artículo 26 de la ley de la ma- 
teria." 

Tengo el honor de comunicarlo ¿ US. en res- 
puesta á su expresada nota. 

Soy &C.— Por S. E.— Ptónos. 
PAPEL sellado. Sobre prohibición del cambio 
que de él hacen indebidamente los administra- 
dores de rentas internas por créditos contra el 
tesoro. Véase Tesorería general, R E. de 26 
de Marzo de 1855. 
PAPELES particulares. Casos en qoe pue- 
den ser examinados. Véase Correspondencia 
epistolar 6 pariicular, 
PAQUETES. Están sujetos á las visitas de sa- 
nidad. Véase Visitas de sanidad, RR. EE. de 
25 de Enero de 1847 y 14 de Noviembre de 
1851. 
PAQUETES. Privilegios que gozan en cuanto 

á irisita. Véase Visitas de ouques, 
PAQUETES DE VAPOR. Véase Correos marí- 
timos. 

PARAIMA. DECRETO DE 20 DB MAYO DE 1854, 

aiUotizando al Poder Ejecutivo para aplicar 
á la fundación de un pueblo en el sitio de este 
nombre^ una parte de la posesión qufi allí tie- 
ne el señor Antonio Blanco, 

Bl Senado y Cámara de Rupresentaatds de la República 
de Veaeaaela, reunidos en Congreso. 

Teniendo en consideración lo dispuesto por el 
artículo 208 de la Constitución. 

Decretan : 

Art* 19 El Congreso presta su consentimiento 
para que*el Poder Ejecutivo pueda aplicar á la 
fundación de un pueblo en el sitio de Paraima una 
parte de la posesión que allí tiene el ciudadano 
Antonio Blanco. 

Art 29 Al efecto dispondrá qtte se midan por 
un Agrinóensor publico cuatro leguas colombia- 
nas de tierra en dicha posesión, procurando que 
quede comprendido en ellas el caserío llamado % 
Paraimaf con todas aua dependencias en la ribera 
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derecha del rio Pao, lerantándose an plano topo- 
gráfico bien especificado y con linderos bien cla- 
ros, que se demarcarán en el terreno. Los firastos 
de mensura se abonarán de la suma decretada pa- 
ra gastos imprevistos. 

Art, 39 Hecha la mensura y demarcación de 
linderos, *el Poder Ejecutivo hará que el propie- 
tario manifieste lo que valen los terrenos, cuya 
cantidad, si la creyere justa, se le pagará al con- 
tado de la suma decretada para gastos imprevis- 
tos ; y en caso de negativa por parte del duefio 
será este compelido á la venta por los trámites 
de la ley de la materia. 

Art. 49 Las cuatro leguas de tierra se desti- 
nan para fundar un pueblo que IJevan'i por nom- 
bre " Monágas." Este se fundará en el lugar mas 
á propósito al efecto, destinándose para la pobla- 
ción por lo menos un millón dé varas cuadradas. 
Art. 59 Se (Tonsiderarán fundadores del pue- 
blo todos los vecinos de los caseríos Paraima. 
Cocuisas y Quaimita y los demás venezolanos 
que quieran concurrir & su fundación en el térmi- 
no de dos años desde la íecha de la publicación 
de este Decreto. 

Art 69 Una de las cuatro leguas de tierra se- 
rá propiedad de la Iglesia parroquial que ha de 
fundarse, i^tra, propiedad de las escuelas de am- 
bos sexos del mismo pueblo, y el resto serán eji- 
dos. 

Art. 79 El Poder Ejecutivo dictará todas las 
demás disposiciones necesarias para el cumpli- 
miento de lo que en este Decreto se ordena. 

Dado en Caracas á 10 de Mayo de 1854, afio 
2o de la ley y 44 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, Pedro Portero.— El Presidente 
de la Cámara de Representan te:*, L. Ruedas. — El 
Secretario dtl Senado, J. A. Pérez,— El Hccreta- 
rio de la Cámara de Representantes, J. Padilla. 
Caracas, 20 de Mayo de 1854, año 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecütese. — J. 6?. Mo- 
nagas -^Por S. E. el Presidente de la República. 
—El Secretario de E. en los DD. <lel Itiierit>r. 
Justicia y Relaciones Exteriores, Situó n Pláftas. 

PARQUES DB artillería, decreto yjixvn- 
vooB 29 DEsETiKMERR DE 1832 sobfc cu€ñta 
y razón de ellos. 

J08B ANT01«I0 PÁBZ, PRESIDENTE DE LA REPÚBLI- 
CA DE VtSNBZVBLA, éí, éc^ &. 

Considerando: 
19 Que es del mayor interés regularizar la 
cuenta y ci^on jimios parques, la de la artillería 
montada en las.'plaz^^ y fuerte», y \^ del arma- 
mento y pertrechos distribuidos en tos cuerpos 
y del ejército permanente. . , . 

29 Qae es sumamente convenie&te (jue la t^- 
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soreríá general incorpore en su cuenta estas pro-' 
piedades nacionales, con sns respectivos valores^ 

Decreto : ^ 

Art. i?Lo9 guardaparques ordinarios y extraorr 

diñarlos formarán un inventario del parque de su 

cargo, dentro del término de 30 días contados 

d¿sde la fecha en que reciban este decreto. 

Art. 29 £1 inventario se formará con presen- 
cia del último estado, y con la inspección del 
comandante de artillería, del comandante de la . 
plaza, ó del de armas, y del administrador de 
rentas que al efecto nombre la tesorería general ; 
en donde no hubiere comandante de artillería 6 
de la plaza, asistirá á la inspecriun el comandan- 
te de la guarnición si la hubiere,' y si no, el jefe 
político y el administrador. 

Art. 39 Hecho el inventario, se nombrarán por 
los comandantes y administrador dos peritos para 
que avalúen los efectos contenidos en el inventa- 
rio, y concluida esta operación, se formará un li- 
bro de asiento en que se apunten todos los efectos 
con sus valores, y se totalizará el valur de todo lo 
inventariado. 

Ar. 49 £1 libro de asiento será firmado por 
todos incluyendo á los peritos, y se remitirá á la 
tesorería general por el administrador, dejando 
una copia autorizada por los inspectores, para que 
el guarda parque continúe los asientos de entrada 
y salida. 

Arr. 59 No se dará entrada á los efectos de 
parque sin expresar su valor conforme á la 6rden 
de la tesorería, y en virtud del precio de las con- 
tratas. Cuando se trasladen efectos de un parque 
á otro, se pasará la nota del asiento, y con ella se 
dará la entrada. 

Art. 69 Los guardaparques tendrán un libro 
de cargo á los cuerpos de la milicia exiliar y á 
los demás parques. 

Art. 79 Lií>s efectos de pmrque no podrán em- 
plearse en otros usos que los del servicio publico, 
y siempre se expresará el destino en la orden de 
entrega para que sirva de descargo al gúardapar- 
que. 

Art. 89 Los libramientos para entregar efectos 
da los parques, se expedirán con aVreglt) á lo dis- 
puesto en el tratado 69 lítulo 10 de las ordenan- 
zas generales, y solo en las provincias y puntos 
donde no hubiere comandantes de artillería, bas- 
tará la orden del comandante de armas de la pro* 
vtncia 6 del punto, para que el guarda parque ba- 
ga la entrega, y cubra su responsabilidad. 

Art. 09 Los depósitos existentes en San Fer- 
nando de Apure y Calabozo «eran dependienltea 
del pa»que de esta capital ; -loa de GdanaiA y-Ba* 
ripaa dependerán del de Valencia : loa de Mérída 
yTrojíUod.l de MarAcaibo ; yriempr^iqi» Im 
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autoridad civil necesitare en dichos pontos sacar 
tnnniciones 6 otros pertrechos de guerra de los 
existentes en ellos, lo dirá de oñcio al oficial qae 
mande el destacamento que los custodia, ó á la 
persona encargada de su conservaciím para que 
á continuación tome el correspondiente recibo. 

Art 10. Del armamento y pertrechos que ten- 
gan en mano los cuerpos del ejército permanente, 
se formará inventario, con presencia del último 
estado, y se procederá á su avalúo con las mismas 
formalidades prescríptas en los artículos 29 y 39, 
con solo la diferencia de que ¿1 19 y ^? <*oman- 
dante del cuerpo asistirán ai inventario y avalúo, 
y al nombramiento de .peritos, y pondrán su fir- 
ma en las diligencias que se ejecuten. Donde no^ 
estuvieren presentes los jefes de los cuerp<»s, con- 
currirá el oficial que mande la fuerza del suyo 
respectivo. Estos inventarios se remitirán á la 
Secretaría d 3 guerra. 

Art. 11. En el parque de Puerto-cabello se 
abrirá un libro de asiento para todos los cuerpos 
del ejército permanente, y al efecto la Secretaría 
de guerra ie pasará las diligencias de inventarios 
y avalúos que se mandan practicar por el artículo 
anterior, para que por ellos y con distinción de 
cuerpos se hagan los cargos á cada uno, y en lo 
sucesivo los ffuardaparques remitirán al de Puer- 
to-cabello relaciones certificadas del armamento 
y pertrechos que entregaren á dichos cuerpos en 
los términos que previene el artículo 5^ y lo mis- 
mo de los que ellos devuelvan, para que el guar- 
daparque de Puerto-cabello continúe sus asientos. 

Art. 12. Para regularizar el consumo ordína- 
río de municiones en el servicio de guarnición, 
se establece por punto principal que solo se abo- 
nará como consumo legítimo un cartucho de pól- 
vora por individuo porcada seis guardias, siendo 
de obligación del cuerpo devolver las balas. 

Alt. 13. Todos los meses darán parte los guar- 
daparques S la tesorería general 4e las novedades, 

Ír remitirán las notas de los cargos según las sa- 
ldas y entradas del parque ; también pasarán 
todos los meses un estado de existencia según el 
modelo que dé la Secretaría de guerra á los co- 
mandantes de artillería ó de armas, para que es- 
tos los remitán á la Secretaría, y en donde no 
haya comandantes, ]o harán los guardaparques 
directamente. 

Art« 14. Por fin de Junio cortarán sus cuen- 
tas los guardaparques, y las remitirán en todo el 
mes de Setiembre al tribunal mayor de cuentas 
para que sean examinadas y fenecidas. 

Art 15. El Secretario de E. en el despacho de 
nerra y marina queda encargado de la ejecución 
de este decreto. 
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Dado en Caracas, á 29 de Setiembre de 1832i 
30 y 22. 

José A. Páez, 
El Secretario de guerra y marina, Carlos Sou^ 
hleite, 

PARQUES Dfi artillería. Resolución Ejb- 

CUTIVA DE 7 DE NOVIEMBRE DE 1837, Odicío^ 

nal al D, E* anterior. 

Secretaría de Guerra. — Sección 3^ — Caracas No- 
viembre 7 de 1837, 89 y 27© 

Considerando el Poder Ejecutivo que des** 
pues de expedido el decreto de 29 de Setiembre 
de 1832, que regulariza la cuenta y razón de los 
parques, se han formado algunos depósitos de 
efectos de guerra, sin haberse fijado terminante» 
mente el parque de que deberían depender; y 
conviniendo dictar una regla, que al paso que fa» 
cilite la reparación y entretenimiento de los efec- 
tos existentes en dichos depósitos, evite consul- 
tis que perjudican al servicio, ha tenido á bien 
S. E. resolver por punto general. 

19 Los depósitos de San Fernando, Calabozo* 
Maracay y Victoria, dependerán del de Cara- 
cas : v.\ de Maturin y los de la cordillera de bar- 
lovento de Cumaná, dependerán del parque de 
la capital de la provincia : los de Guanaro, Ha- 
rinas y Barquisimeto, del de Valencia ; y los de 
Mérida y Trujillo, del de Maracaibo. 

29 Los guarda-parques ordinarios de que de- 
penden estos depósitos, no solo centralizarán los 
datos relativos á la cuenta y razón de los efec* 
tos de que se componen dichos depósitos, dando 
la entrada correspondiente en el inventario gene» 
ral que llevan, conforme al decreto de 29 de Se- 
tiembre de 32) sino que proveerán de todo lo 
que sea necesarío para la limpieza y conserva- 
ción de dichos efectos, incluyendo en sus cuen- 
tas lo que se gastare por este respecto, con la 
correspondiente comprobación, 6 haciendo al 
Gobierno por ei conducto de la respectiva co« 
mandancia de armas, los pedidos necesarios, si 
fuere preciso obrar de esta manera ; y 

39 I-os guarda- parques procurarán llevar con 
separación los datos correspondientes á los de- 
pósitos de su dependencia, en cuanto lo permi- 
tan las circunstancias. 

Comuniqúese á los Comandantes de armas res- 
pectivos y á h Tesorería genera!, y pnblíquese 
en la Gaceta. 

Por S. E.—ürdaneia. 

PARCIUBS DE artillería. Resolución Eje- 
cutiva DE 19 i>B Junio i>E 1840 4ídici(nuU 
éanüden al mismo Decreta anterior, fijando la 
fianza que dtben prestar los guardaparques^ 
jr las formalidades de su otorgamiento. 
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Secretaría de Guerra. — Caracas Junio 1<^ de 

1840, lio y 30? 

£1 tribunal mayor de cuentas, por práctica de 
muchos años, apoyada en disposiciones expedi- 
das y observadas en el régimen español, ha exi- 
gido á los guarda-parques de artillería la fianza 
de 3.000 pesos para respomler de su integridad 
en el manejo de los intereses nacionales ; pero 
habiéndose hecho algunos reclamos contra dicha 
práctica, el Gobierno ha tenido que entrar á 
considerar si es ó no conveniente su observancia. 

£1 art. 15 de Ja ley de 1 1 del mes próximo pa- 
sado, sobre aduanas, previene que lus adminis- 
tradores, interventores y comandantes de res- 
guardos presten una ñanzt pur caniiildd dupla 
de la de los sueldos de que disfruten anualmente; 
y el artículo 10 de la misma ley establece las re- 
glas para el otorgamiento de dichas fianzas, pero 
innguno de Iuj< dos artículos comprende expresa- 
mente á los guarda-parques de artillería. Sin em- 
bargo, el Gobierno que cree fundadas algunas de 
las razones alegadas contra el proceder del tribu- 
nal de cuentas, y que á falta de expresa ley so- 
bre este punto, debe dictarse una medida que 
guarde analogía con las leyes patrias; mas bien 
que con las del régimen espaflol, ha resuelto con 
esta fecha y en adición ai decreto del Poder Eje- 
cutivo de 29 de Setiembre de 1832 sobre par- 
ques de artillería, lo siguiente: 

^' La cantidad de la fianza que deben prestar 
los guarda-parques ordinarios y extraordinarios, 
así como las formalidades con que ella debe ser 
otorgada, serán las mismas que se exigen para 
ios empleados de que habla el articulo 15 de la 
citada lev de aduanas/* 

Comuniqúese á quienes corresponda, publique- 
se en la Gaceta oficial y oportunamente Cese cuen- 
lii ai Cuerpo Legislativo, — Por S^E. — Francisco 
Hernaiz» 

PARQUES DE ARTILLERU. RESOLVCIOK EJE- 
CUTIVA DE 7 DE Febrero de 1837 di.yjo/f ten- 
do se remita a¿ Gobierno al jiu de cada trir 
mestre una relación de su estado. 

liepública de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los despachos de guerra y marina.^-Ramo 
de guerra. — Sección tercera. 

Caracas Febrero 7 de 1837, 8? y 27^ 
Circular, 

Señor Comandante de Armas de 

Hasta ahora la secretaría fie mi cargo ha ca- 
recido de las noticias mas neo»'sarias acerca de 
las existencias, entradas y salida^ de lo9 par<i 
ques militares, bien porque no se eavian perió- 
dicamente, como está mandado, bien porque vie* 
nen tan informales, que ningún dalo exacto pue* 
de deducirse de ellas. En esta virtud, y no de« 
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biendo el Gobierno permanecer por mas tiempo 
ignorante de cuales son los artículos de guerra 
con que realmente cuenta la República, cuál es 
su estado y el destino que se les da, me ha preve*^ 
nido diga á US. : que espera precisamente den- 
tro del término de la distancia, y doce dias mas, 
una relación circunstanciada, y con la correspon- 
diente separación, de todos los efectos y enseres 
de guerra que existen actualmente en el parque 
de 6 en ios parques de..., expresando el es- 
tado en que se encuentran ; en el concepto de 
que S. E. empleará con los guarda -parques ne* 
gligentes toda la energía que le dan las leyes pa- 
ra hacer cumplir sus disposiciones. 
^Como el documento que aquí se solicita no 
puede proporcionar todos los conocimientos ne- 
cesarios para llevar la cuenta y razón de los par- 
ques, ha determinado S. £. : que en \o sucesivo 
se remitan á esta secretaría al fi^n de cada trimes- 
tre, en lugar ue los estados por semestres y rela- 
ciones mensuales, de que habla la circular de 15 
de Abril de 1834 : 

19 Una relación muy explicada de todos los 
efectos de guerra que existan en cada parque, ex- 
presando el estado en que se encuentran. 

2.° Una relación délas entradas en todo el. tri- 
mestre, especificando de donde proceden y por 
orden de quien han tenido Ingar ; y 

39 Una relación de las salidas en el trimestre, 
con expresión del destino que se les dio y por 
orden de quien tuvienm lugar. 

Las primeras relaciones trimensales deben ha- 
cerse y remitirse en fin de Marzo próximo, sin 
perjuicio de enviar la principal quo se pide aho-- 
ra. La base de donde debe partirse para referir & 
ella las entradas, salidas y existencias en almace- 
nes en fin de Marzo^ será el invertirlo por el 
cual han recibitio los gyuarda-pari,ue8 los artícu- 
los de guerra al acto de hacerse cargo de su des- 
tino ; >' para las relacionas de Abril enr adelante 
servirá de base la existencia que habia en la fe« 
cha en que tse dieron las últimas relaciones. £1 
Gybierno comisiona á esa comandancia de armas 
para la inspección y confrontaciq^ de todas las. 
relaciones que se enviaren^ así eonxo para, que 
exija del guarda-parque (ó de los guarda-par- 

3}xeé\ las correspondientes á cada trimestre, á fin 
e que vengan á este despacho con la exactitud y 
en la oportunidad debidas. 
Uígolo á US. para su pronto cumplitpiei^to^ 
Dios guarde á US. — Joift Félix Blanco, 
PARQ,UES. RBSompioif J^jEcuTivA üK 26 nt 

Marzo i>6 Í84P $ohrt su o^eo y conservación, 
Circu^lai;. • 
Secrelari» de 6uíerra.-RS#ecipo. 3?-n>Garáoa8 2^ 

de Marzo de 1|840.. 
Sefior Comandante de armas de«... 
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Aunque algunos guarda-parques cumplen con 
el deber de cuidnry asear los artículos de guerra 
y marina de que están encargados, otros hay que 
descuidan sus obligaciones, según se deduce de 
los estados trimensales y otros datos que se reci- 
ben en este ministerio. En esta virtud me ha or- 
denado S. £. el Presidente de la República diga á 
US. : que prevenga al guarda-parque de esa pla- 
za y & los encargados de los deroas depósitos de 
esa provincia, contraigan cuidadosamente su aten- 
ción al aseo y conservación de los artículos de 
guerra que están á su cargo y del local en que se- 
halian depositados. Y para saber si esta disposi- 
ción tiene su debido cumplimiento, se servirá 
US. pasar mensualmonte revista al parque y de- 
mas depót«il(>s de e^a pruvinciai informando á es- 
te despacho de lo que de ella resultare ; en la 
inteligencia de que el Gobierno quiere que 
todos los artículos de guerra que se hallan en al- 
macenes, se encuentren siempre en el mejor es- 
tado fie servicio, sobre lo cual hace & US. por mi 
conducto una especial recomendación. 

Soy de US. atento servidor. — Francisco HeV" 
naiz. 

PARQUES. ^ DE LA Memoria oe querrá de 
1834 sobre la materia. 

^* Consultó la Tesorería genernl qué ramo de 
los del presupuesto debia sufrir ej cargo de los 
efectos de guerra que para distintos objetos del 
servicio, se sacan délos almacenes de artillería,' 
y consideíando el Gobierno que és legal el con- 
sumo que te hace de los efectos depositados en 
loa parques de artillería, porque las tropas en 
aer vicio deben estar municionadas, deben ejerci- 
tarse, y las plazas deben hacer salvas por orde- 
nanza ; que la misma ordenanza ha establecido 
las reglas que deben observarse para extraer mu- 
niciones de los parques, y que aunque todas las 
existenrias son especies que valen dinero, y que 
aparecen con sus valores en el libro de caja, no 
ha sido costumbre presuponer este gasto, ni po- 
sibje formar el presupuesto ; determinó en 23 de 
Agosto último que los efectos de guerra que por 
distintas causas se saquen de los almacenes de 
artillería, no se carguen á ramo alguno de los del 
presupuesta de guerra, porque ninguno hay que 
legUimamente pueda sufrir este cargo, y para el 
arreglo de la cuenta en la tesorería general, se 
abra un ramo adicional de consumos de efectos de 
los parques de artillería que reciba el débito de lo 
que se extraiga. Y en precaución de la legítima 
iaversion de Tos efectos que se extrajesen, deola-^ 
ró. que no serian legítimamente consumidj^s si no 
se obtenía la aprobación del Gobierno, á cuyo 
efecto se previno & los comandantes de armas* que 
i;neo8ttaliD.en.te j^sea & esta Secretar(^ refocion 
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cei-tiñcada de los libramientos que hubieren dado 
contra los almacenes de artillería, en que se ex- 
prese el fín para que se destina lo que se extrae, 
su número ó peso y calidad según la especie, co- 
mo á quien ha de entregarse, con todas las for^ 
malidades que previene el artículo 29 del tratado 
69 título 10 de las ordenanzas; y por orden de 
26 de Noviembre ultimo arregló el Gobierno las 
salvas y saludos que deben hacer las plazas de 
guerra y fortalezas que en ella se designan, mien- 
tras el Congreso determina en. la materia." 

PARQUES. Reglas que deben observarse cuan- 
do se entreguen para el servicio municipal al- 
gunos de los artículos de guerra depositados 
en ellos. Véase Artículos de guerra, RR. EE. 
de 8 y 9 de Febrero de 1838. 

PARROQUIAS. En cada una habrá jueces de 
paz. Véase jueces de paz^ art. const. 178, y 
Provincias, art. 65. 

PARROQUIAS CIVILES. Erección y traslación 
de ellas. Véase Diputaciones provinciales, art. 
21, atrib. 21 y D. de 16 de Marzo de 1840 ex- 
plicándolo. 

PARROQUIAS CIVILES, resolución ejecu- 
tiva de 23 DS SETIEMBRE DE 1847 SObfe SU 

creación^ alteración &. 

Secretaría del Interior. — Sección 1^ 

Carácus, Setiembre 23 de 1*817. 
Resuelto. — Dígase á los Gobernadores de Caracas 
y Guayana. 

En circular de 1 o de Junio de 1846, número 
210, se dijo á USS.' lo siguiente : 

*^ Por resolución circulada en 27 de Abril de 
1840 con el número 96, se previno & los Gober- 
nadores que cuando las Diputacionee provincia- 
les en virtud de la aclaratoria hecha por el Con» 
greso en el decreto de 16 de Mayo de dicho año, 
sóbrela función 21 del artículo 161 déla Cons- 
titución, acordaran y se llevara á efecto la crea* 
clon 6 traslación de alguna parroquia, lo par- 
ticiparan á este Ministerio, expresándola fecha 
del acuerdo, la de la creación ó. traslación, los lí- 
mites fijados y lo demás que fuera referente & la 
materia y debiera obrar en el expediente de divi- 
sión territorial.'* 

**Noha sido cumplida exactamente la anterior 
resolución, al paso que es de absoluta necesidad 
que el Gobierno conozca las alteraciones que su- 
fra la división territorial de la República, por el 
uso que hagan las Diputaciones provinciales de la 
atribución 21 del artículo 161 de la Constitución/' 

(f En consecuencia el P. £. ha dispuesto, 

19 Que US. remita á este ministerio á la bre- 
vedad posible» copias separadas de las ordenanzas 
de la Diputaeiou de esa provix^a desde 1840 á 
(j 1845 iAclusive, en q^ueseAaya dispuesto la ccees« 
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cion, supresión, traslación restablecimiento 6 al- 
teración de límites de alguna parroquia ciril, ex- 
presando á continuación de cada copia la fecha y 
términos en que se haya cumplido la ordenanza, 
6 los motivos que hayan impedido su cumplimien- 
to. 

29 Que cuando la Diputación de esa provincia, 
acuerde alguna ordenanza, disponiendo la crea- 
ción, supresión, traslación, restablecimiento 6 al- 
teración de límites de alguna parroquia civil, re- 
mita US. copia de ella, y avise oportunamente el 
cumplimiento que se le haya dado, y 

39 Que quede derogada por la presente, la re- 
solución de 27 de Abril de 1840 que se ha citado.'' 

«* Comunicólo á US. para su inteligencia y 
cumplimiento." 

En 11 de Setiembre del mismo año y 11 de 
Enero del presente se rectamó á USS. el cumpli- 
miento de dicha resolución, y hasta la fecha ni 
contestación ha recibido este Ministerio á las tres 
notas referidas, siendo USS. los únicos Goberna- 
dores que las hayan desatendido. 

El Gobierno deja á USS. que califiquen este 
proceder, y me encarga exigirles el pronto cum- 
plimiento de la citada resolución, esperando no 
den lugar á nuevo reclamo. 

Soy, &. — Por S. E.— Sanavria. 
PARROQUIAS. Véase División territorial 

PARROQUIAS CIVILES, resolución ejecutiva 
DE 13 (*) DE MARZv) DE 1851 declarando quc es 
á las Diputaciones provinciales y no al P. E. á 
guien toca remediar los inconvenientes que haya 
para la existencia de algunas, y qué debe ha» 
cerse entre tanto respecto de los jueces de pujs. 
Secretaría del Interior — Sección segunda. 

Caracas, Marzo 13 de 18dl. 
Resuello. — Dígase al Gobernador de la provin- 
cia de Mérida. 

He dado cuenta al Poder Ejecutivo de su nota 
fecha 15 de Enero último número 7 en la cual 
consulta US., qué deberá hacer en el caso de no 
existir en una parroquia ninguna persona con las 
cualidades legales p'ara ser nombrada juez de paz, 
indicando que aunque convendría agregarla á la 
▼illa mas inmediata, tocaba con el inconveniente 
de no tener facultad para hacer la agregación, ni 
ampliar Ja jurisdicción de los jueces de paz 
residentes en esta ; y S. E. me ha ordenado con- 
testar que por el decreto legislativo de 16 de 
Marzo de 1840, corresponde & las Diputaciones 
provinciales exclusivamente la creación y tras- 
lación de parroquias, y por lo mismOf es 4 esta 

corporación á la que debe US. hacer conocer las 

» ■ ■■ ■ .1 — , . i , 

y C*) En la Gaceta 1.009 está publicada con esta fecha, y 
eo la Memoria del Interior de o% con la de 12.— Sn una ú 
otralwy equivocación. 
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dificultades que haya encontrado el Gobierno pro- 
vincial para que en adelante continúe figurando 
en esta categoría una población que, según se in- 
dica, no b^sta á su propia administración local, 
debiendo entretanto tener US» presente para po- 
ner remedio al mal que partijípa, que por e) ar- 
tículo 1 1 ley lia del código orgánico de tribuna- 
les se manda ; que los magistrados y jueces que 
hayan cumplido el término de su duración, con- 
tinuarán actuando hasta que lleguen los que han 
de subrogarles ¡ que por el ^ 2? artículo 60 de Id 
orgánica de provincias se establece: que ios jue- 
ces de paz puedan ser reelegidos, y se les obligará 
á servir si Ja población no permitiere su sustitu- 
ción con otra persona, y finalmente ; que, siendo 
de todo punto imposible proveer de juez de paz 
á la parroquia, solo corresponde á US hacer su- 
plir su falla en lo que concierne á la policía, y al 
poder judicial establecer, con arreglo á Jas leyes 
ó á lo que la prudencia dicte á falta de ellas, el 
modo de proceder provisionalmente en los casos 
en que se necesite de- dicha autoridad, para cono- 
cer de causas civiles, formar el sumario en las cri- 
minales, ó evacuarlas diligencias de otros juz^a* 
dos — Soy, &.— Por S. E,— Pulido. 

PARROQUIA ECLESIÁSTICA DE BEJUMA. RE- 
SOLUCIÓN RJECfTTIVA DE 19 DE OCTUBRE DB 

1849 aprobando su erección. 
Secretaría del Interior y Justicia. — Sección 1» 
Caracas, Octubre 10 de 1849. 

Resuelto.— El Poder Ejecutivo en uso de la 
atribución I4fque le concede el artículo 6? de la 
ley de patronato, aprueba la erección de la' parro- 
quia ecle.^iásticrt (le Bejuma del cantón Montalban 
en la provincia de Carubobo, acordada por aquel 
señor Gobernador en decreto de veinticuatro de 
Agosto último, con los límites que en dicho de- 
creto se sefíalan. 

Comuniqúese al expresado .«eñor Gobernador, 
y publíquese en la Gaceta de Venezuela. 

Por S. E. — Agostini. 

PARTES EN JUICIO. LEY I TÍTULO 1 DEL CÓDI- 
GO DE PROCEDIMIENTO JODICIAL. 

Art. 19 En el juicio civil, tanto el demandan» 
te como el demandado^ deben ser personas legí- 
timas ; y podrán presentarse por medio de (apo- 
derados que los representen* 

Art 29 £1 apoderado judicial podrá constituir- 
se por una carta poder. dada por ante uno de los 
jueces parroquiales, ó por ante el Secretario del 
tribunal en que se intentó la demanda en la íbr* 

ma siguiente: »'N. de N. vecino de mayor 

de veintiún años confiere su poder á N. de N. para 
que ie represente y sostenga sus derechos ante el 
tribunal ó tribunales competentes en todas sos 
causas ó negocios jadickles^ ó en tal negocio 
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fidado, 8ÍD limitación alguna, (6 reservándoae la 
facultad de tranaigir) (ó sujetándole á las instruc- 
ciones que le comunique privadamente en lo que 
no sea opuesto á las leyes.) £1 juez ó secretario 
que suscribe certifica que conoce al poderdante y 
que este acto ha pasado en su presencia." £1 lu- 
gar y la fecha en letras. N. de N. juez ó secreta- 
rio N. de N. poderdante. 

Art. 3^ Si el que otorga el poderlo hace como 
representante de otro, deberá presentar al juez 6 
secretario el documento que legitime su repre- 
sentación, y se copiará y certificará á continua- 
ción por el mismo juez ó secretario. 

Art 49 Sí el poder ha sido otorgado en país 
extranjero, debe tener las formalidades que se 
exijan en dicho paÍ!9, y venir ademas legalizado 
por un magistrado del lugar donde se haya otor* 
gado, y traducirse al castellano por un intérprete 
jurtdo. 

Art. 59 Cuando el apoderado tenga que ha- 
cer uso del poiler fuera del cantón en que fué 
otorgado, dtber& hacerlo registrar en la oficina 
dei registrador respectivo, y este pondrá en él la 
nota correspondiente con su firma y sello. 

§ único. Mientras se establecen las oficinas 
de anotación y registro, este se hará por ios se- 
cretarius délos tribunales en un libro destinado al 
efecto que se conservará en su urchivo. 

Art, 69 No son per->otias legítimas para estar 
enjuicio las mujeres casadas, los menores de 
veintiún años, los mentecatos ó dementes, los 
pródigos declarados tales por el tribunal y los 
siervos. 

Art. 79 El menor de veintiún a Bos, el demonte 
y el pródigo derlarstdo serán representados en jui- 
e'.ti por sus giiardadoresó en negocios determinados 
por los apoderados que estos constituyan. £1 sier- 
vo lo se rft por so se flor ó el apoderado «de este, 
excepto en las causas de libertad ó de sevicia en 
que poiirá presentarse por sí asistido del funcio- 
nario público que la ley designe ; y la mujer 
casada por bU marido ó la persona que lo repre- 
sente. 

Art» 89 La mujer casada puede presentarse en 
jticio con el consentimiento de su marido, 6 con 
la autorización del juez^ cuando el marido esté im- 
-posibilitado ó rehuse sin justicia dicha autoriza- 
ciont 

Art. 99 No puede el hijo parecer enjuicio <*ivil 
contra sus ascendj^ntc*, ó s^u padre adoptivo, sino 
en los casos siguientes: 1 9 Para pedir alimentos: 
^ Para pedir sus bienes adventicios con arreglo 
alas leyes: 39 En lo perteneciente al peculio 
castrense, ó casi castren.^e : 49 Por sevicia del 
padre^ 

Art. 10. Ninguno puede ser compelido á coro- 
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parecer en juicio como demandante, sino en los 
casos de jactancia 6 retardo perjudicial, conforme 
á lo que se dispone en este código. 

Art 1 i. Podrán presentarse en juicio sin poder 
el padre, 6 la madre en defecto de este, por sn 
hijo legítimo, adoptivo, ó natural reconocido, y 
viceversa, el hijo por sus padres si tuviere vein- 
tiún años cumplidos : un socio por su consocio 
en los negocios de la compañía; un heiedero por 
sus coherederos en las causas originidas por la 
herencia ; y el albacea de una testamentaría por 
la misma ; pero deben acreditar su personalidad 
si la parte contraria lo exige. 

Art 12. Así mismo podrá cualquiera compare- 
cer sin poder defendiendo al demandado si diere 
caución de que el demandado estará á las resul- 
tas del pleito. 

Art. 13. El Estado, tas iglesias y demás comu- 
nidades y corporaciones estarán en juicio por los 
administradores, procuradores, vicarios ú otros 
que los representen. 

PARTICIONES. LEY V, título vii del códi- 
go DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL. 

Art 19 Solicitando uno ó iTiuchos herederos 
la liquidación y partición de los bienes de una 
testamentaría ó sucesión ab iiitestato, y habiendo 
oposición de otros coherederos, se citará & todos 
pura la contestación y conciliación; y en esta 
reunión, si la conciiiucion quedase sin efecto, y 
no fuere dudoso el carácter de los demandado?, 
podrá decietarse el embargo y depósito de los 
bienes de la testamentaría ó sucesión, en persona 
extraña y abonada, que se nombrará por mayoría 
respectiva de votos, decidiendo el juez en caso 
de empate, si los interesados no estuviesen de 
acuerdo en que queden en poder de uno ó mas de 
ellos mismos. La oposición se sustanciará por 
los trámites ordinarios, y seguirá del mismo mo* 
do en tod«s i:is ulteriores instancias, x 

Art. 29 Las diligencias que deban practicarse 
para el embarco y depóiito de los bienes forma- 
rán un cuaderno separado. 

Art. 39 Concluido el pleito que embaraza la 
partición, ó siempre que esta deba practicarse sin 
oposición, ios interesados se reunirán el día que 
el juea'de primesa instanciasefialareparael nom- 
bramiento de partidor. Los que falten se entiende 
que renuncian su derecho, y uno solo que con- 
curra hará el nombramiento, Esta reunión no se 
hará nunca antes de ocho dias de estar en poder 
del juez el expediente concluido de la opcNiicion, 
en caso de haberla habido, 6 de la ocurrencia de 
los interesados cuando no la hay, á menos que 
en uno á otro caso todos estén de acuerdo en an« 
ticiparia* 

Art. 49 Si los interesados no padieren aTenir«* 
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86 para elegir partidor por mayoríd absoluta de 
votos, el juez elegirá uno de los que ellos hayan 
propuesto. 

Art 59 En la reunión para elegir partidor se 
presentará el testamento, cuando lo haya* el in- 
ventario y avalúo de los bienes, y el expediente 
de embargo y depósito, si ha tenido lugar, lo 
mismo que la cuenta del que haya administrado 
los bienes y las del depositario, con los demás do- 
cumentos que sean necesarios para la parti- 
ción, y todo se pasará al partidor nombrado, 
asignando el juez el término en. que este deba 
desempeñar su encargo, el cual no podr& pro* 
rogarse sino por una sola vez. 

Art. 69 Si los interesados tuvieren que objetar 
las cuentas del administrador ó del depositario, 
se procederá al juicio de cuentas conforme á lo 
prevenido en el artículo siguiente, suspendiéndose 
entre tanto la partición, ó se procederá á esta al 
mismo tiempo, si así lo resolviere la mayoría de 
los herederos, en cuyo caso el partidor dejará es- 
tablecida la regla que haya de seguirse para la 
partición del resultado de las cuentas objetadas,* 
bien sea favorable ó contrario á los herederos. 

Art. 79 Las dudas que ocurran al partidor se 
harán presentes por este al tribunal por escrito, 
para que reunidos los herederos, las consideren 
y resuelvan, y al efecto se señalará dia para la 
reunión, en la cual se determinará por los que 
concurrieren, lo que pareciere mejor á la mayo- 
ría, pudiendo también tomar un plazo para deli- 
berar. No habiendo mayoría para la resolución, 
esta la acordará el juez, atendidas las razones que 
se hayan manifestado. Las dudas que se refieran 
á puntos que deba decidir el juez, las decidirá es- 
te en aquel acto, después de haber oido á los in- 
teresados, pudiendo igualmente diferir la resolu- 
ción por veinte y cuatro horas si lo creyere ne- 
cesario para el acierto. Cuando la resolurion de 
la mayoría ó el plazo quo acuerde para deliberar 
se reclame por alguno de los herederos como 
'perjudicial á sus intereses, el juez decidirá lo que 
creyere justo, y su resolución se llevará & efecto. 
Contra las decisiones del juez en los casos de es- 
te articulo, se admitirá el recurso de apelación en 
el efecto devolutivo solamente. 

Art. 89 Resueltas las dudas, el partidor conti- 
nuará su encargo, y el término que estará en 
suspenso desde que las propuso, correrá por los 
dias que faltaren para completarlo. 

Art. 99 El partidor podrá ser apremiado al 
cumplimiento de su <ieber en los mismos térmi- 
nos que pueden serlo los peritos en ei juicio de 
cuentas, conforme á las disposiciones contenidas 
en la ley siguiente. 

Art. 10. Hecha la partición, se procederá á su 
revisión por los interesados, y determinación por 
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el iuez sobré cualquiera reparo que se dedasca, 
del modo establecido en el artículo 79 de esta 

Art. 11* En el juicio de partición de bienes es 
juez competente el del circuito en que se encuen- 
tren la mayor parte de los herederos, 6 la mayor 
parte de los bienes de la herencia, k elección del 
que lo promoviere. 

Art 12, La n probación de la partición y la 
sentencia sobre los reparos deducidos contra ella 
deben acordarse dentro de los ocho dias siguien- 
tes á la última contestación de los interesados ó 
al informe del liquidador partidor, si fuere poste- 
rior, debiendo señalarse tres dias antes por lo me- 
nos, el que se designare para ello. 

Art 13. Puesto en estado de sentencia 6 apro- 
bación el expediente, seguirá los trámites del jui- 
cio ordinario, y se observará lo prevenido para 
ellos respecto de los recursos y ulteriores instan- 
cias. 

PARTICIONES. División que podrá hacerse 
de los diversos puntos que contengan las de- 
mandas sobre ellas. Véase Disposiciones CO" 
munea á todos los juicios^ art 18. 

PARTICIONES. Derechos de los partidores. 
Véase Arancel judicial^ art. 22. 

PASAJEROS. RESOLUCIÓN ejecutiva de 17 de 
MAYO DE 1842 maridando que la primera aulo" 
ridad civil lleve un registro de ellos ; y que 
lo^ capitanes de puerto los conduzcan ante la 
primera autoridad. 

Secretaría de lo Interior.— Sección do inmigración é indí- 
genas—Caracas, Mayo 17 de 1842—13 y 82. 

Aunque en cumplimienio del articulo 49 de )a 
ley de 12 de Mayo de 1840 sobre inmig^racion de 
extranjeros se remiten á la Secretaría de lo inte- 
rior relaribnt-s de los inmigrados ^ue llegan á 
nuestros puertos, no son bastantes estas noticias 
para conocer exactanicnte el incremento de la 
población por medí») de los extranjeros que en- 
tran al pai^ ; pues en las expresadas relaciones 
solo están comprendidas las personas que hacen 
parte de las expediciones de inmigrados condu- 
cidos por empresarios de inmigración, y no los 
pasajeros sueltos que llegnn ya como nuevos 
transeúntes, ya ron intención de establecer en él 
su- domicilio. Y deseando el Poder Ejecutivo te- 
ner reunidos to<los los datos que conduzcan & ad- 
quirir aquel conocimiento, resuelve: 

19 La primera autoridad civil en todos los 
puert(»s principales habilitado» de la República, 
llevará un registro en que tome razón nominal 
de los pasajeros que se embarquen para pais ex* 
iranjero, y desembarquen con procedencia de 
pais extranjero, expresando su edad» naturaleza 
y oficio ó profesión. 

29 De este registro se extractará el I9 de ca« 
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da mes un caadro de las entradas y salidas de pa- 
sajeros en todo el mes anterior conforme al mode* 
lo siguiente, y se remitirá al Gobernador de la 
provincia. 
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^ El Gobernador trasmitirá originales estas 
noticias á la Secretaría de lo interior dentro de 
los quince piimeros dias de cada mee, cuando mas 
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tarde, acompañándolas de un cuadro comparativo 
. formado con arreglo al siguiente modelo. 

CUADRO comparativo de las entradas y salidas de pasaje" 
ros en todo el mes de (el inmediato pamdo) vUim/> por los 
pvertos principales y habilitados de la provincia. 



PaertoB. 



Entradas. 



Salidas. 



Mas 
entradas. 



Mas 
salidas. 



Totales. 



5000 
^000 



Diferencia á favor de \ ^'¡ ^^^J^'^" \ 000 

(Nombre dd lugar y fecha.) 

N. N. (F^irma del Gobernador.) 

49 £sta resolución no se entenderá respecto 
de los individuos que hacen parte de las expedi- 
ciones de inmigrados europeos ó canarios condu- 
cidos por empresarios de inmigración ; sino solo 
de aquellos pasajeros que no están comprendidos 
en las noticias de inmigrados que se acostumbra 
pasar al ministerio de lo interior conforme á la 
ley. 

'59 Por la Secretaría de Guerra y Marina se 
expedirán las órdenes convenientes para que los 
capitanes de puerto cumplan puntualmente con 
el deber de presentar los pasajeros que entren, á 
la autoridad civil, á ñn de que ios datos que se 
solicitan tengan la mayor exactitud posible. 

69 Comuniqúese en circular á la Secretaría 
de Guerra y marina, y á los Gobernadores de las 
provincias litorales ; y pubííquese. 

Por S. E. — Quintero, 
PASAJEROS. Resolución Ejecutiva de 2 
DE Julio db 1842 declaratoria de la anterior. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los despachos de Guerra y Marina. — Sec- 
ción de Marina. — Caracas 2 de Julio de 1842, 
alio 139 cía la ley y 329 de la independencia. 
Sefior Secretario del Interior. ' 

Habiendo representado al Gobierno el capitán 
del -puerto de la Guaira sobre algunos particula- 
res de la resolución del Poder Ejecutivo de 17 de 
Mayo último sobre pasajeros, expedida por ese 
Minfisterio é inserta en la Gaceta de Venesuela 
número 595, y vuelto á considerar este negocio, 
ha recaído por 8* E la siguiente reso]ucion.-Hf5Iia 
circular del Gobierno librada por el Ministerio de 
lo Interior de 17 de Mayo último, sobre los indi- 
viduos ^ue entran al pais por los puertos de la 
República, al hablar de los capitanes de puerto, 
no hace mas que recordar á estos empleados el 
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deber que l68%ipone la ordenanza vigente de la 
armada ; y este es el de advertir á los pasajeros 
en los buques que entran en sus respectivos 
puertos, que deben presentarse á la autoridad ci- 
vil (art 59 del tratado 69 tít 7? de las ordenan- 
zas de la armada). En otros lugares del mi^mo 
título (artículos 67, 68 7 69), se previene & los 
capitanea de puerto empleen sus ordenanzas y 
alguaciles para conducir á los expresados pasa- 
jeros ; ^s así, como ha debido entenderse la ex- 
presada circular : y lo digo á U. en contesta- 
ción á su nota oficial de Junio 16 núm. 36. Co- 
muniqúese á la Secretaría de lo Interior y publi- 
quese.'' Trascribiéndolo á US. para su conoci- 
miento, y para que esté en cuenta de la aclara- 
toria que el Poder Ejecutivo ha dado á la expre- 
sada circular de 17 de Mayo último, librada por 
el Ministerio del cargo de US. sobre presenta- 
ción de pasajeros á la autoridad civil del puerto 
respectivo. 

Soy de US. atento servidor. — Carlos Soublette. 
Pasajeros, resolución Ejecutiva de 15 
OE Setiembre de 1846 aclaratoria de la mis- 
ma* 
Secretaría del [nterior. — Sección cuarta. 

Setiembre 15 de 1846. 
Resuelto. — Declara el Poder Ejecutivo que la 
resolución de 17 de Mayo de 1842 expedida por 
este Ministerio no es un obstáculo para que ios 
Gobernadores pidan á los capitanes de puerto, 
con la frecuencia que estimen conveniente, otras 
noticias que las indicadas en dicha resolución, so- 
bre las entradas y salidas de pasajeros, debiendo 
estos funcionarios darlas con la brevedad posi- 
ble, como se les prevendrá por la Secretaría de 
Guerra y Marina. No es por tanto necesario al- 
terar aquella resolución generah 

Publíquese y circúlese. — ^Por S. K^ Cobos 
Puen'e». 

PASAJEROS POR EU Orihoco. Resolución 
Ejecutiva de 28 de Agosto de 1838 deter- 
minando las casos en que pueden desembar- 
carse antes de llegar á Ciudad Bolívar, 
República de Venezuela. — Secretaría de £stado 
en el Despacho de Hacienda. -«—Caracas Agos- 
to 28 de 1838^ 9? de la ley y 289 ^^ ^^ ^"«^e- 
pendencia. 
8^or: 

En el expediente de la materia, instruido con 
motivo de varias comunicaciones de los seQores 
Gobernador, Administrador y Juez de primera 
Instancia de Quayana, ha dictado el Gobierno la 
resolución siguiente : 

" El comercio de cabotaje, de que trata la ley 
de 12 de Mavo de 1834, permitido á solos hia bu- 
ques aacionales conforme el artículo l^ debe en- 
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tenderse tanto de un punto á otro de las costas del 
mar, como de las de los rios y lagos, según el ar- 
tículo 29 de la misma ley. En esta virtud loa 
que tranquen en el Orinoco desde Angostura 
hacia abajo hasta las bocas, ó hacia arriba por 
el propio rio, ó por el Apure, trasportando efec- 
tos y mercaderías extranjeras se declaran sujetos 
á la puntual observancia de dicha ley de cabota- 
je, y de las demás disposiciones asi legislativas 
como gubernativas que rijan acerca de la mate- 
ria. En cuanto á la práctica de hacer escala 6 
tocar en Barranca ó en otro punto los buques 
que cargados ó en lastre vienen del extranjero, y 
que embarcan frutos, producciones del pais 6 co- 
mestibles, destina<los al tranco en el puerto habi- 
litado de Angostura ó en cualquiera otro puerto 
ó punto del río, se declara contraria & las leyes 
de importación, y debe prohibirse. 

29 Los individuos procedentes del extranjero 
podrán desembarcarse ellos solos en algún punto 
ó puerto situado antes de la capital, únicamente en 
esto:» casos : l.° cuando les sea nt;cesario aguar- 
dar sus embarcaciones : 2^ hac<?r víveres, bien 
sea para su propio y personal mantenimiento, 
bien para la tripulación : y 89 cuando de regre- 
so de rittje determinen quedarse en dicho punto ó 
puerto por ser el lugar de su rt^stdencia, bien en- 
tendido que en ninguno de estos tres casos po- 
drán desembarcar sus equipa}es, pues estos de- 
ben sc^guir al puerto de Angostura, y que el de- 
sembarco de las personas no ha de verificarse 
cuando esté en oposición con la policía sanitaria. 

Cuya resolución transcribo á U. para su inte- 
ligencia, gobierno y cumplimiento en la parte 
que le toca. 

Soy de U« muy atento servidor. — G. Smitk, 
Al señor Administrador de aduana de Guayana. 
Angostura. 

Nota. — También se comunicó á los sefiores 
Gobernador y Juez de primera instancia de 
Guavana. 

Es copia. — Smiih» 
PASANTÍA PARA ser aeooado. Véase Abo- 

gadoSf art. 49^ núm. 29 

PAuSANTIA PARA SER abogado. Acuerdo ds 

LA CoRX« SUPRCMA DE 21 DE OcitJBRS DB 

1842, (Punto 29) en que se declara que puede 
hacerse con un letrado juez inferior» 
Con respecto á la segunda parte de la consal- 
ta en cuyos fundamentos están absolutamente con- 
formes la Corte Superior y el Ministerio fiscal* 
concibe esta Corte que U verdadera Inteligencia 
de Ja ley, es la misma que se ha anunciado, y que 
el caso de seguirle la pasantía con un letrado 
juez inferior, est& eomprendido naturalmente 6 
por analogía en los q[ua na expresado la ley de la 
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materia. Máa siendo muy conveniente que el 
Congreso tenga á la vista este expediente para 
los fines indicados por el mismo sefior Fiscal, se 
resuelve que se eleve una copia de todo su con- 
tenido por el órgano del Poder Ejecutivo, comu- 
nicándose á la Corte consultante y demás de la 
República, con lo cual se concluyó este acuerdo. 
Urbaneja, — Ldo, Mercader. — Martínez. 
'^Duaríe, 
Caracas Mayo 9 de 1844, 150 y 34 7— £1 Can- 
ciller, José Duarte. 

PASAPORTES DB JEFES t oficiales en comi- 
sión. Véase Fuerza permanente, R. E. de 14 
de Diciembre de 1850. 

PASAPORTES DK LOS qub vengan del ex- 
tranjero, ó SALGAN PARA ÉL. VéaSC Pro- 

vincias art. 24. 
PASAPORTES. A quienes pueden concederlos 
los Ministros páblicos residentes en paises ex- 
tranjeros ; y cuáles deben visar. Véase Minis» 
tros públicos^ D. de 28 de Junio de 1824, art. 5. 
PASAPORTES DE EXTRANJEROS. Véase Ex- 
tranjeros^ R. R. E. E. de 10 y 22 de Junio de 
1842. 
PASAPORTES. Cuáles pueden expedirse por 
Jos Cónsules. Véase Consulados Yenezolanos, 
L. de 30 de Abril de 1847, art. 85 y 36. 
PASAPORTES. RESOLrcioN ejecutiva pe 6 
DR juiío DB 18134 disponiendo que nadie pue- 
da transitar sin é/, de una población á otra, 
ni tampoco armado, sin permiso escrito. 
Societaria del Interior. — Sección 5^ 
Caracas, Julio 6 de 1864' 
SESüBLTO. — Dígase á los sefiores Qobernado- 
ret de provincia. 

Los fundados indicios que se tienen de que los 
enemigos del Gobierno maquinan nuevamente 
contra la tranquilidad del Estado, hacen absoluta- 
mente indispensable la adopción de ciertas medi- 
das precaatelativas, siendo la primera y mas im- 
portante la de que ningún ciudadano pueda tran- 
sitar de un lugar á otro, sin el requisito de un 
pasaporte expedido por la autoridad rompente; 
y en tal concepto, S. £. el Poder Ejecutivo dis- 
ponOf que á todos los individuos que hayan de 
▼iajar« bien sea de una provincia á otra, 6 bien 
de un cantón á otro de la misma provincia, se les 
espida pasaporte, en el primer caso por la Gober- 
nación, y en el segundo por la Jefetura política 
6aatoridad& quien corresponda, y que estos 
miamos funcionarios cuiden de exigir á los tran- 
•eimtas ios referidos pasaportes procediendo con 
loe qae no lo presenten, de la manera que indi- 
quen las ordeoanzMS municipales de esa provin- 
tja qae traten de la materia. 
Igualmente impedirá US y las demás aotori- 
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dades y funcionarios del orden político, que nadie 
ande ni transite armado de fusil, carabina, tra- 
buco 6 lanza, sin permiso por escrito de US. del 
Jefe político ó juez de paz respectivo, obrando 
con los contraventores en la forma que estatuyan 
las mencionadas ordenanzas provinciales. 

US. instruirá oportunamente á este Despacho 
de Ins medidas que dicte á este fin y de sus re- 
sultados. 

Soy, &. 

Por S. E.— P/á»a5. 
PASEOS Y PARAJES PÚBLICOS. Véase Pri)- 

vincias, art. 76 número 69 
PATENTES DB industria'. El no tenerla no 
exime & los abogados de las Cargas de su ofi- 
cio. Yénse Abogados A. C. S. de 16 de Ju- 
nio de 1834. 

PATENTES DE INVENCIÓN, MEJORA B INTRO- 
DUCCIÓN DB NUEVOS RAMOS DB INDUSTRIA. 

Ley de I9 de Mato de 1854 — que reforma 
la de 21 de' Abril de 1842, p 246 del cuader- 
no de ese año, y 510 número 470 del cuerpo 
* impreso en 1850. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Decretan. 

^ 1$^ De las condiciones exigidas para la obtención 

de ana patente. 

Art. 19 Todo individuo autor de un descu- 
brimiento ó invención en materia de industria 6 
de una mejora que antes no se haya usado ni co- 
nocido, ó Introductor de un ramo cualquiera de 
fabricación, ó de una mejora industrial conocida 
en el extranjero y no usada en Venezuela, ob« 
tendrá una patente ó privilegio industrial. 

Se entiende por descubrimiento la reproduc- 
ción de un procedimiento industrial, anteriormen- 
te practicado, pero completamente perdido y no 
conocido en el pais, y por invención una crea- 
ción verdadera*^ 

ArU 29 No constituye descubrimiento, inven- 
ción 6 mejora, para los efectos de esta ley, la 
simple variación de las formas 6 de las proporcio- 
nes indiferentes á lo sustancial del objeto, ni la 
adición de adornos de cualquier género que sean. 

Art .39 £1 que quiera una patente dirigirá su 
solicitud directamente á la Secretaría del Inte- 
rior indicando de una manera clara y precisa los 
puntos principales ó esenciales del descubrimien- 
to, invención 6 de la mejora, y acoropafiando una 
descripción tan completa, clara y exacta, que cnal- 
quiera del arte pueda obtener el resol tado^^S fabri- 
car el objeto, al emplear los medios y la mane- 
ra de proceder qne en ella se indiquen. 

Si se trata de una patente para la introdoceioii 
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de un ramo de fabricación 6 de la mejora de an 
procedimiento, la solicitud expresará con espe- 
cialidad el carácter que constituye el objeto de 
fabrica ;ion que se quiere introducir, ó que dis- 
tingue la mejora, sea de la invención primitiva ó 
sea del mecanismo del procedimiento y de los 
efectos conocidos ya, á fin de bacer sensible la 
novedad de la mejora, y de facilitar su compara, 
cion con el método ó procedimiento conocido pre- 
cedentemente. 

Art. 49 Tan luego como se presente la solici- 
tud se anotará al margen el dia y la bora en que 
se haga. Esta nota asegura al solicitante la prio- 
rid&d de su descubrimiento, invención, introduc- 
ción y mejora. 

No se tomarán en consideración las declara- 
ciones provisionales que no vengan acompasa- 
das de la descripción, ni aun cuando se hagan 
con la reserva de producirlas después. 

Art. 59 Si al solicitarse la patente se disputa- 
re entre dos el derecho de obtenerla, se dará al 
que la hubiere solicitado primeramente, y si la 
solicitud se hubiere hecho en un mismo dia y ho- 
ra, se decidirá iá cuestión por arbitradorcs nom- 
brados uno por cada parte, y el tercero en discor- 
dii por el Secretario del Interior. Si alguna de 
las partos rehusare nombrar su arbitrador, la pa- 
tente se expedirá á favor de la otra ; y si siendo 
mas de dos las partes contendientes, no se con- 
vinieren en el nombramiento de tres arbitrado- 
res, se hará dicho nombramiento por el Secreta- 
rio del Interior. 

Art. 09 Cuando muera algún inventor, intro- 
ductor ó perfeccionador, sin haber obtenido la 
patente, sus Irgítimos sucesores podrán obtenerla 
con arreglo á esta ley. 

Art. 79 El peticionario deberá prestar jura- 
mento ante el funcionario que designe el Poder 
Ejecutivo de que realmente se reputa á sí mis- 
mo (6 reputa su legítimo causante) por verdade- 
ro inventor (perfeccionador 6 introductor,) del 
arte, máquina, manufactura, composición de ma- 
teria ó fábrica, respecto de la cual solicita la pa- 
tente. Y esta se expedirá en la forma siguiente: 
•»N. Presidente de la República (ó Vice-presi- 
dente en su caso,) hago saber que (aquí el nombre 
del peticionario,) se ha presentado declarando ser 
inventor (perfeccionador 6 introductor 6 legítimo 
sucesor de ellos) de (aquí se insertará con suje- 
ción al artículo 39 la descripción del arte, má- 
quina, manufactura, composición de materia A 
fábrica con los planos y dibujos, y si se hubie- 
ren acompasado modelos 6 muestras se hará 
mención de ellos.) Y habiendo el referido F. 
^ (el peticionario,) prestado el juramento legal, 
accediendo á sq solicitud por la presente, que le 
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servirá de título en forma, le pongo en posesión 
del derecho exclusivo de ejercer (ó fabricar y 
vender) por el término de (tantos) aCos en la 
República, contados desde esta fecha, la inven- 
ción, (descubrimiento, mejora 6 introducción,) ar- 
riba especificada, con arreglo á lo dispuesto por 
la ley de (aquí la fecha de la presente ley); sin 
que se entienda sin embargo, que el Gobierno se 
constituye garante de la prioridad ni del mérito 
de la invención (desctibrimiento„ mejora 6 intro- 
ducción.) Dada en (aquí seguirán las fechas, las 
firmas y el sello correspondiente.) 

^ 2. ^ De los derechos y prerogativas inherentes á 

las patentes. 

A.rt 89 La patente de algún descubrimiento, 
invención 6 mejora, asegura al agraciado ex- 
clusivamente 8U ejercicio, fábrica y venta, tales 
como se hallan expuestos en la descripción ane- 
xa á su solicitud por todo el tiempo que se ex- 
prese en aquella ; y la de introducción ó mejora 
asegura el exclusivo ejercicio del ramo de in- 
dustria introducido en todas las provincias de la 
República, con excepción solamente de aquella 6 
aquellas, en. que se pruebe que al tiempo de ex- 
pedirle la patente se conocia y practicaba la in- 
dustria patentada. 

Art 99 Cl agraciado tiene el derecho de for- 
mar los establecimientos y talleres necesarios á 
la fábrica y producción de todo Jo que sea ob- 
jeto de la patente, y de darle toda la extensión 
que juzgue conveniente con la obligación de ob- 
servar los reglamentos de policía: puede reci- 
bir toda especie de obreros, asociar las personas 
que guste, y establecer en todas partes depósitos 
para el expendio de sus producciones ; puede li- 
bremente disponer de su secreto y de su patente 
y cederlos á otros en la forma legal. 

Sin embargo, el nuevo adquiriente debe, so pe- 
na de perder el privilegio, informar á la Secre- 
taria del Interior del cambio acaecido en ia per* 
íona del propietario. 

Art; 10 Ln patente expedida por la mejora de 
una invenri -n yo privilegiada ó patentada se H- 
núta á su objeto especial, según los caracteres 
distintivos indicados en la descripción, y no con- 
fiere al solicitante ningún derecho á Jas partea 
de la invención que haya sido ya objeto de pa- 
tente anterior, ó de un procedimiento conocido 
con antelación ; pero el agraciado principal y 
anterior no puede tampoco aprovecharse de la 
mejora que sirve de objeto á la nueva patente, á 
no ser que haya convenio entre ellos. 

Art. 11. No podrá gravarse la industria privi* 
legiada con ninguna contribución 6 gravamen 
pacior^al 6 municipal, que exceda de) uno por 
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ciento anual del costo prímitíiro del estableci- 
miento con toda su maouinaria. 

Tan luego como funcione e] establecimiento, 
presentará el interesado á la Secretaría del Inte- 
rior los documentos que comprueben dicho cos- 
to ; Y se Dvisarft en la Gaceta de Venezuela el 
monto definitivo. 

Art 12. Las materias primas que necesite una 
industria privilegiada estarán exentas de todo de- 
recho de importación por todo el tiempo por el 
cual se haya concedido el privilegio 6 la patente. 

Para evitar cnalquier abuso, el agraciado lue- 
go que haya obtenido la patente y puesto en ejer- 
cicio el ramo de industria, ocurrirá al Poder Eje- 
cutivo manifestando las materias primas que pien- 
sa introducir del extranjero para fomentar su es- 
tablecimiento, y dicho Poder Ejecutivo expedirá 
las órdenes correspondientes para que no se co- 
bre derecho por la importación. 

Si se llegare legalmenle á probar que el agra- 
ciado, abusando de tal exención, ha introducido 
dichas materias con el objeto de expenderlas sin 
hacer aplicación á la industria que goza del pri- 
vilegio, perderá para lo sucesivo la referida exen- 
ción, sin perjuicio de que pague los derechos de 
importación de lo que hubiere expendido, come- 
tiendo el fraude. 

Art. 13. Toda violación y venia de un objeto 
del privilegio de invención, descubrimiento ó de 
su mejora sin consentimiento del dueño de la pa- 
tente, están prohibidas como un ataque á su pre- 
rogativa, y le dan el derecho de adquirir la in- 
tervención de la policía contra el fabricante no 
autorizado, á efecto de hacer cesar inmediata- 
mente toda violación ulterior y de embargar pro- 
visoriamente los objetos falsificados, ya se hallen 
en poder del fabricante mismo, ya en el de un ter- 
cero expendedor, 6 ya se les haya importado del 
extranjero; y todo bajo las penas establecidas 
por esta ley. 

^ 8p De la duiaoiony cjEtension dül privilegio. 

Art. 14. La mayor duración da los efectos ex- 
clusivos del privilegio será de quince afíos y la 
menor de seis, que comenzarán á correr desde la 
fecha de la patente; pero sus efectos en cuanto á 
la prohibición de vender Jos objetos del género 
de industria privilegiada, no corren sino desde el 
dia en que se ponga en ejercicio la industria ¡>ri- 
vilegiada. 

Art, 15. Para facilitar & los solicitantes ensa- 
yos del uso de sus descubrimientos, invenciones ó 
mejoras, la patente podrá expedirse por un tiem- 
po menor del máximo fijado en el artículo ante- 
rior ; y el solicitante podrá antes de expirar cl 
plazo njado por la primera concesión, obtener 
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una próroga hasta los quince años ; pero cuando 
la próroga no hubiese sido reclamada antes de 
expirar el primer plazo, la patente se extingue 
con este. Be concederá esta próroga también á 
los que hubieren alcanzado patentes de industria 
por la ley anterior, si así lo pidieren ; siempre que 
acrediten haber puesto en ejecución su invento ó 
mejora dentro del término fijado en el número 59 
del artículo 10 de la ley que se reforma por la 
presente. 

Art. 16. Expirado el término de la patente, 
cualquiera podrá usar con libertad de la invención, 
des:ubrimiento, mejora ó introducción. La misma 
libertad habrá siempre que el inventor, descubri- 
dor, perfeccionador, introductor ó cualquier po- 
seedor ulterior, deje de ser considerado como pro- 
pietario por hallarse en alguno de Jos casos si- 
guientes : 

1^ Por habérsele comprobado que, quitando ó 
añadiendo á su descripción, ocultó sus verdade- 
ros medios de ejecución. 

Ademas en este caso ha lugar también á las 
penas del delito de falsedad. 

20 Por habérsele comprobada que empica me- 
dios secretos no comprendi<Ios en su descripción, 
sin haberlos hecho agregar á esta por una decla- 
ración subsiguiente. 

39 Por habérsele comprobado que solicitó y 
obtuvo el privilegio por mas de lo que en realidad 
hay de descubrimiento, invento, mejora ó intro- 
ducción. 

49 Por haberse comprobado respecto del in- 
ventor, descubridor ó perfeccionador, que el des- 
cubrimiento, invención ó mejora se practicaba 
antes en otra parte, ó se hallan descritos en al- 
guna obra publicada anteriormente, siempre que 
dicha descripción sea suficientemente clara y pre- 
cisa para ser puesta en ejecución por una perso- 
na del oficio ; y respecto del introductor, que el 
objeto de la introducción era privilegiada anterior* 
mente en Venezuela. 

59 Por haberse comprobado al descubridor, 
inventor ó perfeccionador que ha dejado pasar 
dos aflos sin poner en ejecución su invento ó me* 
jora, y al introductor, que ha dejado pasar un año 
sin poner en ejecución su introducción. 

69 Por haberse comprobado respecto del des- 
cubridor, inventor ó perfeccionador, que antes 
de obtener la patente dejó pasar seis meses en que 
se usó libremente de su invento, descubrimiento 
6 mejora. 

70 Por haberse obtenido la patente oon usur- 
pación del descubrimiento, invención ó mejora 
que pertenezca á otra persona. 

89 En caso de cesión, si el adquiriente no hac^ 
la notificación requerida en el articulo ^fi 
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ArU 17. La anulación de la patente y sus con- 
secuencias resaltarán siempre que se compruebe 
en juicio, que el propietario se encuentra en al- 
guno de los casos comprendidos en el artículo 
precedente ; bien sea que dicha nulidad se le 
naja opuesto por via de excepción, 6 que á exci- 
tación del Gobierno se haya procedido de oficio 
por el tribunal. 

( 4f Del registro de las patentes y de la publica- 
ción de las invenciones. 

Ar. 18. En la Secretaría del Interior se lleva- 
rá un registro, en que se inscribirán todas las 
patentes concedidas, los nombres de los titulares 
é agraciados, su domicilio y la hora y día de la 
presentación de las descripciones ; y se hará 
también mención de los cambios de posesión, así 
como igualmente de los casos de extinción del 
privilegio antes de haber expirado el tiempo por 
que se concedió. 

Art. 19. Ai expedirse una patente, se publica- 
rá en la Gaceta de Venezuela. 

Art. 20. Anulada la patente en cualquiera de 
los casos del artícelo 16, ó habiendo expirado su 
término, se publicará inmediatamente la descrip- 
ción circunstanciada del descubrimiento, invento, 
mejora ó introducción. 

^ 6 f De la violación del privilegio. 

Art. 21. £1 que contrahaciendo ó expendiendo 
las obras ü objetos para cuya producción y ex- 
pendio se ha concedido privilegio exclusivo, ó 
haciendo cualquiera otra cosa contra el tenor de 
un privilegio exclusivo, turbe al que goce de él 
en su pacínca posesión y goce exclusivo, á mas 
de la pérdida de los objetos ó efectos en que con- 
sista el delito, suinrá la pena de tres meses ádos 
aCos de prisión, y una multa de 60 á 5')0 pesos. 

Art. 22. Si las obras de que trat't el artículo 

precedente hubieren sido contrahechas fuera de 

Ja República, ios que ¿ sabiendas Ins mtrodujeren 

ó las expendieren, sufrirán la pena expresada en 

el artículo anterior. 

( ,6 ? Disposiciones fiscales. 

Art. 23. Las patentes expedidas en conformi- 
dad con la ley anteriory que estén actualmente 
en ejercicio, conservarán su efecto por todo el 
tiempo que hubieren sido concedidas. 

Art. 24. Los procedimientos comenzados antes 
de la promulgación de la presente ley, se segui- 
rán hasta su fin por la anti^rior. 

Art. 25. Toda acción de violación, nnlidadS^ 
extinción del privilegio, no intentada todavía, se 
seguirá conforme á la presente ley, aun cuando 
se traite de patentes anteriores. 
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Art. 26. Se dero^ la ley de 21 de Abril de 
1842 sobre la materia. 

Dada en Caracas, á 29^e Abril de 1854, afio 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado Francisco BcUbuefUU — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, L. RuC' 
das. — El Secretario del Senado, J. A. Pérez* — 
£1 Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla* 

Caracas, I9 de Mayo de 1854, ano25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J. G. 
Monágas. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El Secretario de E. en los DD. del Inte- 
rior, Justicia y Relaciones Exteriores, Simón 
Planas. 

PATENTES DB NAVEGACIÓN. Véase Naciona- 
lización y arqueo de buques, arts. 5, 8, 1 1 y 
80 \, 12. 13, 14, IB, 16, 17 y su ^, j8, 19 y 22, 
y el modelo á continuación de la misma ley. 
PATENTES DE NAVEGACIÓN. No se deben 
registrar. Véase Registro, R. E. de 6 de Di- 
ciembre de 1854, art. 13. 

PATENTES DE NAVEGACIÓN. RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA DE 27 DE AGOSTO DE 1839 man- 
dando que se devuelvan inutilizas á los ca- 
pitanes las de los buques extranjeros que se 
nacionalicen en Venezuela* 

República de Venezuela. — Secretaria de E. en el D. de 
Hacienda.— Caracas, 27 de Agosto de 1889, 10 y 29. 

Al Sr. Administrador de aduana de.. — El ad- 
ministrador de aduana de Cumaná ha consultado 
al Gobierno si á un buque extranjero que quiera 
nacionalizarse debe dejársele la patente de su na- 
ción, ó qué medidas deben tomarse para evitar 
el fraude que podria hacerse en el derecho dife- 
rencial si continuase el buque navegando con dos 
patentes. En esta virtud y considerando el Go- 
bierno que los capitanes de buques están en el 
deber de devolver la patente á la autoridad que 
se las expidió, ha resuelto : que en lo sucesivo 
cuando haya de nacionalizarse algún buque, los 
administradores de aduana exijan la patente con 
que navegaban y le pongan al través unanota en 
que se exprese que aquella patente queda inútil 
por haberse nacionalizado el buque y expedido- 
sele otra, devolviéndola al interesado. — Lo que 
tengo el honor de decir á U. para su cumplimien- 
to. — Soy de U. muy obediente servidor. — G. 
Smith. 

PATKNTES DR SANIDAD. Véase Consulados 

Vífiezolan os, L. de üOde Abril de 1847, art 

28* 
PATENTES DE SANIDAD. Véase Derechos de 

puerto, art, 1? n? 4?, art 69 n9 2? y art 8? 

y n9 29 del art. 9'( Apéndice al Tomo segundo.) 
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PATENTES Di íanidad. EBsoLncioM kjbcü- 
TTVA DR 13 DB AGOSTO DK 1839 declarando que 
no debe cobrarte por ellas sino ti papel sellado, 
t/et trabajo del escribiente. (") 
Secrvlnría de EaUdo en el Despacho Jcl Intcrlory Jas- 
tlcl».— SceciuD tercer»— Caracas, 18 lio Agoato da li;39, 
«ao 10 d« la ley j 29 de la iudupeoduncia.— Num.lOO. 

Sr. GobernaJor de 

No espresandu U ley subre derechos de puerto 
del preseDte aSo, como \o expresaba la anterior, 
la uuturiilad que debe expedir laa palenlea de sa- 
nidad y el (krecho que deba pagarse por ellai, se 
ha consultado al Gobierno sobre el pnrlicular, y 
conaiderando el Poder Ejecutivo que no puede 
negarse semejunte documento al capitán de bu- 
que que lo pids, se ha servido reaulvcr ; que toca 
& U piimern autoridail civil de Ins puertos habili- 
tados, eipetkr la patente de sanidad que aolici- 
tLn loa capitanea de buques; que esto puede ha- 
cerse, bien expresando el estado de sanidad del 
puerto en la misma licencia de navegación, bien 
dando uo documento |ior separado si los intere- 
sados lo exij^ieren aal : que haciendo lo primero, 
nada ee pngará á mas del derecho de la licencia, 
y ve.'iñcAndose losegundo, se sati^jfdrá el valor 
del papel sellado y el trabajo material del es- 
cribiente. — Soy i.'e US. atento servidor. 
D. B. Urba^eja. 
PATENTES DK 9AMt>.iD. Véuae Vis Has de sa- 
nidad. 
PATENTES DE CORSO, om enasz* del po- 
der [.JBOUTIVO DB COLOMBIA DB 30 DB HAUZO 

DB 1822 reglameittándolus. 

FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, 
Du loa lÍU.'rlad(irrs de Vonezucla y CunitinamaTca. conde- 
corado con la Cruz de Boyacá. QeDeral de DiviaioD j 
Vicepri'siileute de la República Eacargaio del Poder 
EjvcutÍTo, &, A, i. 
Autorizado por la ley ds 4 de Octubre de 
1831 para formar y expedir las ordenanzas y re- 
glamentos que regularicen el armamento y servi- 
cio de corso, cuntiirme ul derecha común de gen< 
tes, y i lo que observa la Nación cspaRola nues' 
tra actual enemiga, he venií'o en decretar, y de- 
creto bt siguiente: 



OaDSMANZA FBOriBIONAL VE CORSO. 
Qalenea poedeo a 
Att. 1? Todo colombii 



r corsarios. 

tiene derecho de sr- 



deleoder sis propiedades, y los derechos 
República, y para ofender á loa enemigos de ella. 



(*) APDqae por el D E. de 11 de Agoitode 1B3T, qne 
■• balU enTliltaade MBlilad, se derogao todas laa dii- 
pwl«tñne««"brrla maliirii, ffrm-rnaila se establece «cbie 
•sl«, hrakUf «^do dirb«r repruducir est* reaolncion. 



especialtnente en Is actual gtierra de la indepen- 
cia. £1 Uubierno concederá las patentes de corso 
que se soliciten con tan precisos fines. 

Pueden armarlos extranjeros con las cocdieiones qne 
se expresan. 

Art 29 A los extranjeros que quieran, ysolici- 
len armar corsarios en servicio dn la Repúblico, 
se conceden los mínimos derechos que A tos na- 
cionales, con las precisas condiciones de qne el 
fiador ó fiadores que presenten sean vecinos 6 
tengan domicilio en Colombia, y de que el buque 
6 boquea que ae pceCendan armar se nacional!- 
cen antes, conforme á la ley de 27 de Setiembre 
de 1821. 

Fonoaliilades que se reqaíeren para aollcitar la Iiccn- 



Art 39 El que intentare armar nn ( 
deberá solicitar el correspondiente permiso del 
comandante general del departamento de marina 
donde se halle, y lo rerificará por medio de un 
memoiial en que exprese BU nombre y npellido, 
lugar de su nacimiento y vecindad, el nombro ^ 
apellido del Capitán que ha de mandarlo, la cla- 
se y nombre del buque que desea armar, sos di- 
mensiones, las armus, pertrechos y gente de do- 
tación que tiene, y las que necesitare. 

Fiausa qne debe presentar el armador y an mouto. 

Art. 49 Recibida esta solicitud, el comandante 
general de marina prcTendráq- e deposite el in- 
teresado en el tesoro público ta fianza que se iliri 
según el porte del buque, 6 que presente fiadores 
abonadLi que respondan de ella; la fianza se exi- 
girá en las siguientes proporciones: 

Por un buque de cuarenta hasta cien toneladas, 
tres mil pesos fuertes. 

Por Lno de cien hasta ciento cincuenta, cuatro 
mil petos. 

Por uno de dentó cincuenta hasta doscientos, 
seis mil pesos. 

ir por el que sea mayor de doscientos, ocho 
mil pesos. 

Obl<ea«loDM en que debe coostitnrte e! corsario. 

Art. 59 Verificadas las fianzas y luj dimensio- 
nes <lel buque, entregarA el comandante general 
de marina al armador una copia de esta or- 
denanza, otra de las leyes generales y la instruc- 
ción qn« se le haya comunicado por la Secretaría 
de Estado correspondiente, acerca del modo con 
que deban ser tratados los buques neutrales 6&mi- 

Í os, en algunos casos pMrliculares, con arreglo i 
>s tratados que se celebraren con las diveraaa 
naciones. £1 armador se comprometerá expresa- 
menlA por sí y á nombre del capitán de su corsa- 
rio, á sujetarse A todo esto como legla primera de 
su conductoi # 
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Como deben solicitarse, y (hinqnerse los auxilos que 
necesite y pida el corsario. 

Art. 69 Si el armador necesitare hombres, ar- 
maa y municiones para la habilitación de su bu- 
que, el comandante general de marínale permiti- 
rá que enganche de los marineros y gentes del 
departamento los que no pertenezcan á la escua- 
dra, ni estén destinados para el servicio de la Re- 
pública, y le facilitará de los almacenes los demás 
objetos, teniendo siempre presente que no hagan 
falta para el servicio. El comandante general de 
marina en estos casos dnrá conocimiento al inten- 
dente del departamento, para que por su parte 
coopere con lo que sea de su autoridad. ,E1 ar- 
mador otorgará tínnza de que pagará estos su- 
plementus á coste y costos, si concluido su corso 
no los devuelve : pero no estará obligado á abo- 
nar el demérito que hayan tenido en el servicio, 
ni cuando se hayan perdido por naufragio ó 
apresamiento del corsario, después de haberse 
batido y sostenido con vdlurel honor del pabellón 
colombiano. 

Los armadores deben convenirse con sns oficiales y 
equipaje sobre el modo d«) distribuir las presas. 

Art 79 Los armadores podrán celebrar con 
los oficiales y equipaje de sus buques las contra- 
tas que juzguen convenientes sobre la duración del 
servicio, y la partición de las presas, con tal que no 
se opongan álaa leyes y decretos vigentes en la 
Repúblicn, y q"e sean autorizadas pur el escriba- 
no de marina. El comandante general de marina 
exigirá, y conservará una copia de estas contra- 
tas para hacer que se cumplan en sus casos. 

Los oficiales y marineros de los corsarios gozan de 
los mismos privilegios qne los de la escuadra de 

la República. 

Art. 89 Tanto los oñciales como los marine- 
ros y demás equipajes de los corsarios gozarán 
de los midmos privilegios y derechos que los de 
sus clases en la escuitdra de la RepóbÜca, mien- 
tras duraren sus servicios: como tales serán re- 
cibidos y asistidos en los hospitales en que lo 
sean los demás individuos de la marina militar, y 
gozarán pensiones de inválidos los que sean 
inutilizados por heridas ó contusiones recibidas 
en combate contra los enemigos. 

Premios ofrecidos á los corsarios por los cañones 
que tomen, según los casos quo se ofrezcan. 

Art. 09 El Gobierno miraiá con la mayor dis- 
tinción las acciones de guerra ó combate que sos- 
tenga un corsario contra otro de igual clase, 6 
contra buques de guerra enemigos, y las recom- 
pensará liberahnente. Los oficiales y tripulación 
^e corsarios que apresen esta especie de buques, 
ó los echen á pique^ tendrán derecho para ser 







colocados ó ascendidos en la escuadra de la Re- 
publica, y recibirán ademas los siguientes premios. 
Por cada cafíon del calibre de á doce, 6 mayor, 
tomado en buque de guerra, cincuenta pesos fuer- 
tes. 

Por cada uno de calibre menor de doce, tam- 
bién en buque de guerra, cuarenta pesos. 

Si las embarcaciones en que se tomaren los 
cañones fueren corsarios, se rebajará la 'cuarta 
parte do estos premios, y sí fueren armaáos en 
corso y mercancía, el rebajo será hasta la mitad 
de los se&alados para buques de guerra* 

Visitas que deben ha<Sr los corsarios en el mar á otros 
buques, y documentos que se requieren en ella 

Art 10. Los corsarios tendrán el mismo dere- 
cho que los buques de guerra para visitar y re- 
conocer en el mar á los buques mercantes, tanto 
nacionales como extranjeros, cxigienífo á sus capi- 
tanes y sobrecargos la presentación de las paten- 
tes y pasaportes con que navegan, los documen- 
tos de propiedad y fletamiento deí buque, las pó- 
lizas, los conocimientos de la carga, los diarios 
de navegación, y las listas de equipaje y pasaje- 
ros. Los buques de guerra nacionales y extranje- 
ros están fuera del derecho de esta visita. 

Conducta y buen porto del corsario en dichas visitas. 

Art. 11. Los capitanes de corsarios verificarán 
los roconocimieutos de que habla el artículo an« 
terior, sin ejercer acto alguno de violencia ni de- 
sacato contra los equipajes ó pasajeros de los bu- 
ques que visiten sin exigirles contribución ni paga 
alguna. Cualquiera falta en esta parte será gra- 
ve, y se castigará ejemplar y severamente, hasta 
con penada muerte según la gravedad del caso. 

Modo de verificar la visita. 

Art. 12. El reconocimiento y visita se hará 
enviando el corsario su bote á bordo del buque 
después que lo tenga á tiro de cafion 6 de fusil, 
y practicando en el mismo buque las diligencias 
del reconocimiento, ó trayendo para el bordo del 
corsario al capitán ó sobrecargo del buque recono- 
cido, con los documentos que debe presentar; 
pero por ningún motivo se exigirá & buque na- 
cional, amigo 6 Leutral, que eche bote ¡al agua, & 
menos que sospechas muy vehementes y compro- 
badas, 6 la seguridad del corsario, ló exijan. 

Libertad de ua baque visitado qne se encaentre oon 
documentos legitimes. 

Art. 13. Si el buque reconocido tuviere los do- 
cumentos que SQ han expresado, y eonstare por 
ellos ser nacional, amigo 6 nentraí, y que no li«- 
va á su bordo propiedades pertenecientes 6 en^ni- 
gos, ni efectos de los que esta ordenanaa declara 
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de contrabando, se le dejará navegar libremente, 
y se tomará del capkan una cerlifieacion de la 
buena conducta del corsario. 

Se declaran los casos en los coales puede detenene 

un buque. 

Art 14. Un corsario no podrá detener á bu- 
que alguno, sino en los casos siguientes : 

19 Cuando el buque es de fábrica enemiga, y 
no conste haber pasado á propiedad de neutral 6 
amiga por venta, ú otro derecho legítimo, lo cual 
debe aparecer en los documentos que presente. 

29 Cuando el Capitán, 6 el dueño, ó el maes- 
tre, 6 el sobrecargo, ó el administrador, 6 la ter- 
cera parte del equipaje del buque son de Nación 
enemiga, en cuyo caso necesitan probar legal- 
mente que están al servicio de nación amiga ó 
reutral, y que han dejado de ser enemigos de la 
República. 

3^ Cuando á bordo del buque se hallen oficia- 
les de guerra de tierra ó mar, 6 tropa enemiga, 
en cuyo caso debe reputarse el buque como ene- 
migo. 

49 Cuando se encuentren á bordo propiedades 
pertenecientes á enemigos según los conocimien- 
tos de la carga, p61isas y contratas de flete. En 
este caso, se liará esta diferencia : si el capitán 6 
sobrecargo denuncia y presenta estas propiedades, 
se le extraerán contra un recibo en que conste 
las que sean, y se le pagarán los fletes que haya 
devengado hasta allí, conforme á la contrata, 
bien entendido que si por no poder hacerse el 
trasbordo, 6 exi^ccion en el mar, se le enviare á 
puerto de la República, deberá pagársele tam- 
bién las estadías que cause esta operación ; pero 
si ni el capitán nielsobrecar|[ohacen el denuncio 
y presentación de estas propiedades, deberá aete- 
nerse el buque, y remitirse á un puerto de la Re- 
pública para que sea juzgado, en cuyo caso no 
deberá abonarse al buque detenido flete, estadías, 
ni derecho alguno, 

59 Cuando el buque visitado sea de los que en 
esta ordenarza se declaran por buena presa^ 

Lo que debe hacer un corsario después de que jasgne 
arreglada su detención conforme á esta ordenansa. 

Art 15. Luego que un corsario visite un bu- 
que que con arreglo al artículo anterior deba de- 
tenerse, reribirá declaraciones por separado al 
capitán, al sobrecargo, y á algún otro individuo 
so ore estos puntos : 19 sus nombres y nación : 
29 cuales son loa papeles con que navegan, y se 
expresarán y numerarán en las declaraciones; 
39 de qué puerto proceden, y para donde hacen 
viaje : 49 qná esrga llevan, y á quienes pertene- 
ce : 59 de qué fábrica es el buque, y quien ep su 
defto. Estas declaraciones, firmadas por el ofi- 
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cial del corsario comisionado para recibirlas y 
por los declarantes, ser&n autorizadas por el es- 
cribano, y en su defecto por el contador, con 
asistencia del intérprete (si ha intervenido) y en 
presencia de los mismos se cerrarán y sellarán en 
un pliego con todos los papeles justificativos que 
se hayan presentado. Los documentos que no es- 
tén comprendidos en esta relación, 6 que no es- 
tén firmados por autoridad legítima, no harán fé 
en el juicio, y esta circunstancia deberá advertir- 
se á los declarantes para que no oculten alguno. 

Lo que deba hacer un corsario con un buque apre- 
sado ó detenido. 

Art. 16. Puede detenerse un buque de dos mo- 
dos : 1^ guardándole en su conserva el corsario: 
29 remitiéndolo á uno de los puertos cabeza del 
departamento marítimo en la República, para que 
sea juzgado. En ambos casos el capitán del cor- 
sario debe comisionar por escrito, á un oficial que 
con el nombre de cabo de presa la mande, y al- 
gunos otrps hombres de su equipaje para que la 
tripulen. 

Cómo debe entregarse un buque al cabo de presa y 
otros requisitos para el j nido. 

Art. 17. Al encargarse de la presa el oficial 
nombrado para mandarla, se le entregará el plie- 
go cerrado de que habla el aitículo 15 con todos 
bs demás papeles que se le hayan encontrado á 
bordo ; también se le entregará el buque con las 
escotillas cerradas, y selladas, 6 bajo un inventa- 
río exacto de cuanto contenga, si las circunstan- 
cias permitieren formarlo, y ademas irán en el 
buque apresado su capitán, 6 el sobrecargo, uno 6 
dos de sus marineros 6 pasajeros para que pue- 
dan presenciar la conducta del caoo, y sostener 
los derechos del buque en el juicio que se le debe 
hacec 

Lo que deba hacer nn corsario con la tripulación y 

pasajeros do un buque apresado, con los roles, 

y listas correspondientes. 

Art. 18. El resto de la tripulación y emplea- 
dos del buque apresado, así como los oficiales y 
tropa enemiga que se encuentren en él, se tras- 
bordarán al corsario donde serán^ conservados 
con seguridad, sin maltratarlos, ni mortificarlos 
con prisiones, fuera del caso en que intenten al- 
guna sedición, ú otro acto para escaparse, ó bur- 
lar la bondad y buena fé del apresadoT. Loa ro- 
les y listas de todos estos, áe enviarán también 
con los demás papeles justificativos encontrados 
en la presa, y en el primer puerto de la Repábli- 
ca adonde arribe el corsario entregará dichos pri- 
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sioneros al comandante respectivo contra un reci* 
bo al pié de una lista nominal de todos ellos. 

AboDO que hará el tesoro público por los prisione- 
ros, y modo de Feríficarse. 

Art 19. El tesoro público pagará al corsario 
las raciones que haya suministrado á cada uno 
de los prisioneros en el orden siguiente : 

Por un jefe hasta sargento mayor, un peso 
diario. 

Por un oñcial de capitán abajo» cuatro rea- 
les diarios. 

Por una plaza, dos reales. 
Estos abonos ios mandará hacer el Intendente 
del departamento, previos los avisos ó informes 
de la autoridad que hubiere recibido los prisio- 
ntsros y del comandante general de marina, que 
debe comparar estas listas con los roles que ha* 
ya presentado el corsario en el juicio de la presa. 

So prohiba poner en libertad á los prisioneros enemi- 
gos, y se permite hacerlo con los paisanos. 

i^rt. 20. Por ningún motivo podrá un corsa- 
rio pOTier en libertad á prisionero enemigo que 
tenga carácter militar, sea cual fuere su clase y 
arma ; pero podrá dar libertad á los paisanos 
pa<}«ijeros, ó empleados que no sean marineros, 
bien son revente 6 sin él. En este caso, el corsa- 
rio les Oiigirá un documento que acredite haber- 
los puesto en libertad. 

Lo 'juc deba hacerse con los pasajeros y tripulacio- 
nes de buques ainigus ó neutrales. 

Art. 21. Las tripulaciones o pasajeros de bu- 
ques amigos ó neutrales que sean detenidos ó apre- 
sados, scrAn puestos en libertad, siempre que lo 
crea conveniente para mayor seguridad del bu- 
que, con la ropa de su uso, y serán tratados con 
toda consideración mientras estén detenidos ; si 
obtuvieren libertad se les exigirá un documento 
igual al de que habla el articulo anterior. 

Cómo debe conducirse un corsario en el caso que no 
pueda conservar un buque enemigo. 

Art. 22 Cuando fuere apresado un buque ene- 
migo que no convenga conservar por su poco va* 
lor, ó por peligro en que se halle el corsario, ni 
que pueda remitirse á puerto de la República, so 
recogerán las declaraciones y documentos de que 
habla ol artículo 15, se trasbordarán al corsario, ó 
6 otro buque los hombre» y efectos que quieran, 
y puedan salvarse, y se echará á pique, ó se que- 
iDftrá la presa. Por ningún caso se concederá li- 
bertad á ningún buque enemigo, aun cuando 
efresca rescate : el corsario que la conceda será 



PAT 



tratado y juzgado como pirata, puesto que dejan- 
do al enemigo medios para ofender y continuar la 
guerra, no llena los deberes á que se ha oom« 
prometido cuando recibió la patente. 

Qaé deba hacer con nn buque amigo 6 neutral que 
tampoco pueda oonservar. 

Art. 23. Si el buque apresado fuere neutra], j 
no pudiere ni conservarse ni remitirse á puerto 
de la República, se le pondrá en libertad, tomán- 
dole solamente los efectos que pertenezcan á ene- 
migos, recogien<lo los documentos justifícativoB 
para que obren en el juicio, como se ha preve- 
nido en la sección cuarta del artículo 14 de es- 
ta ordenanza. Los corsaries que procedan con* 
tra el tenor de este artículo serán castigados con 
severidad. , 

Se prohibe tomar cosa algnna de la presa antes del 
juicio, y se exceptúa el caso de absoluta necesidad. 

Art. 24. Ningún individuo de un corsario po- 
drá disponer de cosa de las que contenga una 
presa, mientras que no sea juzgada, y condena- 
da : el que contraviniere, perderá no solo el de- 
recho que puede tener á ella por cualquiera títu- 
lo, sino el triple de lo que tomó, étplicable á fa- 
vor de los que lo denuncien ó aprehendan* Pe- 
ro si para el equipo, ó subsistencia del corsario 
le fuere preciso tomar algunos efectos del bu- 
que apresado, lo verificará contra un recibo del 
capitán, ó sobrecargo de la presa, y con calidad 
de estar & las resultas del juicio en cuanto á in- 
demnización. 

Conducta que dehe observar el cAo de presa en la 
dirección y presentación del buque apresado. 

Art. 25. El cabo comandante de una presa 
del^erá dirigirse con ella á un puerto de la Re- 
pública que sea cabeza de departamento maríti- 
mo, para que sea juzgada por el comandante g«« 
nerai de marina á quien la ley concede este de- 
recho. Al llegar al puerto, le dará parte de con- 
ducir una presa y le pedirá que sefiale el dia pa- 
ra el juicio: si la presa y los- efectos que contie- 
ne necesitaren ponerse en seguridad, se lo re- 
presentará también, para que se disponga lo con- 
veniente con su acuerdo, y el del capitán 6 so- 
brecargo apresado. 

Casos en que puede descargarse un bnqne apresado, 
y modo con que debe verificarse. 

Art. 26. Si el buque apresado corriere algon 
riesgo en el puerto, ó conviniere descargarlo pa- 
ra conservar los efectos que contenga, se proce- 
derá á registrarlo, é inventariarlo, y e:»tarán pre 
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senté» ft esta operación el comandante general 
fie marina, ó el auditor por su comisión, el es* 
eríbano de marina, 6 quien haga sus veces, el ca- 
bo- de la presa y el capitán 6 sobrecargo apresa- 
do. Verificado el registro 6 inventario, se firma- 
rá por todos los presentes, y se fdcilitará en el 
Í>uerto on almacén de dos llaves para depositar 
as mercancías con seguridad, conservando una 
llave el rabo de presa, y otra el capitán 6 sobre- 
cargo apresado. 

* 

Continti&cion del artícnlo anterior. 

Art. 27. La prohibición que se hace rn el ar- 
tícnlo 24, sobre no tomar cosa alguna de la pre- 
sa antes de ser juzgada, no tendrá lugar en el 
caso que el casco del buque, su carga, ó una par- 
te de ella corran riesgo de perderse, 6 deterio- 
rursC) pues entonces permitirá el comandante ge- 
neral de marina, & petición de cualquiera de los 
interesados, que se venda en pública almoneda, á 
la cual procederá el comisario de marina, 6 
quien haga sus veces, ante el escribano de ma- 
rina y en presencia de ios mismos interesados. 
La cantida^Uque resulte se depositará en el te- 
soro público para entregarla á quien se declare 
pertenecer, deducidos los gastos de almoneda. 

Se prefija el término para formarse el juicio de presa. 

Art. 28. El juicio de presa debe verificarse 
dentro del tercer dia de haber llegado al puerto, 
á menos que sea necesario registrar 6 descar- 
gar el buque, ^ cuyo caso solo podrá diferirse 
el juicio por el tiempo muy necesario para el re- 
gistro y descarga. 

Se sefialan los términos y formalidades con qae debe 
precederse en el juicio. 

Art. 29. Ei juicio de presa será breve, suma- 
rio y verbal, compareciendo ante el comandante 
ffenerai, asociado eon eo auditor y el escribano 
de marina, el cabo de preea como parte por el 
corsario, 6 su mismo capitán, y el capitán 6 so- 
brecargo de la presa como parle por ella, Ei ca- 
bo llevará consigo, y presentará en el juicio, el 
pjieffo cerrado de que se hizo mención en los ar- 
ticuTos 15 y 17. El comandante general lo abrí* 
rá en presencia de las personas antes enunciadas, 
hará leer las d^laraciones que se exigen por el 
artículo 15 y los documentos justificativos que se 
refieran en ellas. Se examinarán, y leerán tara- 
bien la píntente del corsario y todos los demás pa- 
pelea hallados á bordo, que tengan alguna rela- 
ción coa los otros, ó que puedan aclarar el jui- 
cio. Concluido esto se verán los cargos y descar- 
gos que bagan las partes^ lai ra;E0Des que expon- 
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gan, y se interrogarán para renovar cualquiera 
duda y aclarar la verdad de los hechos. De to- 
do esto se redactará una acta que concluya con la 
sentencia que debe pronunciar el comandante 
genera], oído el auditor. 

Los casos en que pueda diferirse el juicio, y el modo 
de extender la sentencia. 

Art. 30. Si por el volumen de los documen- 
tos presentados, por las razones alegadas, 6 por 
cualquiera duda que ocurra, no se pudiere termi- 
nar el juicio en el dia, se hará en el siguiente ó al 
tercero, con asistencia y presencia de las mismas 
personas que concurrieron al primero. La sen- 
tencia se pronunciará citando el artículo ó artí- 
culos de esta ordenanza que condenan, ó absuel- 
ven al buque, el todo ó parte de la carga, fundán- 
dose en las declaraciones y documentos del plie- 
go cerrado, como únicos que se admitirán, y mo- 
tivando cuanto ser pueda el juicio. Solo en el 
caso que el capitán apresado, ó su sobrecargo 
aleguen haber perdido sus documentos por al- 
gún accidente probable, se admitirá otra espe- 
cie de prueba en el término perentorio que se- 
ñalará el comandante general. 

A qnienes so debo dar copia de la sentencia. 

Art 31. De la sentencia y acta se sacarán 
cuatro copias, una para el cabo de presa, otra 
para el capitán 6 sohre-cargo del buque apresa- 
do, la tercera para el administrador de la adua- 
na, á fin de que no exija derecho alguno al bu- 
que ó carga declarados libres, si saliere del puer- 
to, ó cobre los derechos, según ley, en caso de 
que hayan sido condenados, y la cuarta para la 
secretaría de Estado y del Despacho de marina, 
con copia de los documentos que obren en el 
juicio. 

Sobre el procedimiento de un buque absuelto. 

Art 33. Si la sentencia absuelve de todo al 
buque con la carga, se le dejará salir ü obrar li- 
bremente, franqueándole toda la protección que 
su desgraciada suerte demanda, ó se le permitirá 
el libre uso de aquella parte que se haya decla- 
rai.*o absuelta. En este caso no debe exigírsele el 
derecho de anclaje. 

Sobre el procedimiento de nn buque condenado. 

Art 33. Si por el contrario la sentencia foe- 
re condenatoria, se entregará al ciftbo de presa lo 
que se haya condenado para que cumpla las ína- 
trueciones del capitán del corsario, exigiéndole 
solamente las costas y gastos dd juicio, los de 
almacenaje, si lo hubo, los derechos que la Itj 
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señala por importación verifícada en buques na- 
cionales, según arancel, y ademas el 5 por cien- 
to (]ue la misma ley destina para los hospitales 
militares. £1 comandante general pasará el avi- 
so correspondiente á la aduana, para que haga 
el cobro como se ha dicho en el artículo 31. 

Quien es responsable á los perjaicios de un buque 
detenido contra el t'snor de esta ordenanza. 

Art. 34. Si el buque fué detenido sin causa le- 
gítima, por no estar comprendido en ios casos 
que epta ordenanza señala para la detención, se 
condenará al corsario en las costas, estadías y 
gastos causados al apresado. Guando la deten- 
ción hubiere sido justa, pagará las costas el bu- 
que presa. 

Be la ejecución de la sentencia, 6 del modo do prece- 
derse en caso de apelación. 

Art* 35. La sentencia del comandante gene- 
ral debe ejecutarse, como queda dicho en los ar- 
tículos 32 y 33, siempre que dentro de las 24 
horas de haber sido pronunciada no se haya inter- 
puesto apelación para ante la Alta Corte de justi- 
cia de la República. Las apelaciones no se ad- 
mitirán sino dentro de este término y previa una 
fianza de daños y perjuicios, que deberá otorgar 
el que la intente para responder de los que cau- 
sa al contrario la demora, si resultare injusta la 
apelación, y sobre la cantidad de la fianza juz- 
gará el comandante general con dictamen de su 
auditor, según las circunstancias de los casos que 
pueden ocurrir. Con estos requisitos se admiti- 
rá el recurso, y el comandante general de marina 
dará cuenta inmediatamente á la Alta Corte, con 
el proceso original, dejando copia. 
\ Art. 36i. La parte que se da en el juicio al ca- 
bo de presa, se entiende dada al capitán del cor- 
sario cuando él mismo presenta la presa» 

Lo que deba hacerse cuando se presenta una presa 
en puerto donde no ea^iste comandante general 

de marina. 

Art. 37. Cuando una presa llegare á puerto 
donde no haya tribunal de marina, y por nignn | 
accidente 6 peligro no pudiere continuar al lugnr 
cabeza del departamento marítimo donde resida 
el comandante general, podrá instruirse el pro- 
ceso verbal de que habla el artículo 29 ante el 
comandante particular de marina que resida en 
dicho puerto, y en su defecto ante el comandan- 
te de armas ; pero cualquiera de los dos que sea, 
se asociará con el auditor, ó asesor dé guerra que 
tenga nombranílénto del Gobierno, y á falta de 
este con uq letrado, y con asistencia del escri- 
ibano militar, á otro si no hay de tal carácter. 
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Las diligencias practicadas, y que hqn de redac- 
tarse en una sola acta, como está prevenido en el 
artículo 29, se pasarán originales con todoe Jos 
documentos presentados al comandante general 
de marina del departamento á. que perleoeset, 
para que conozca y decida con dictamen de sa 
auditor. 

Se declaran todos los casos en que debe ser conde- 
nado un buque como buena presa. 

Art 38. £t comandante general condenará 
como buena presa los buques Retenidos que se 
comprendan en las siguientes declaraciones : 

1^ Todo buque que pertenezca á enemigos 6 
navegue con pabellón enemigo, bien sea boque 
de guerra, corsario ó mercante, con cuanto con- 
tenga, exceptuando solamente las propiedades 
que por los documentos requeridos en esta orde- 
nanza resulten pertenecer á neutrales 6 amigos. 

2^ Los que conduxcan para el servicio enemi- 
go, tropas ó efectos de contrabando, á saber : ca- 
ñones, morteros, obuces, pedreros, trabucos, mos- 
quetes, fusiles, rifles, pistolas, picas, espadas, sa« 
bles, lanzas, alabardas, granadas, bombas, espole- 
tas, balas, y demás e^tos relativo? al uso de 
estas armas, 6 cualquiera otra; |pvora, sali- 
tre, mechas, plomo en pasta, escudos, casquetes; 
corazas, y otras defensas propias para armar sol- 
dados j banderolas, caballos, y sus arneses, y ge- 
neralmente t^da especie de vestuario construido, 
equipo, y armamento de tropa, ó aparejo para ha- 
cer la guerra en mar 6 tierra. 

3^ Los buques de piratas 6 levantados con 
cuanto se les aprehenda; pero reservando su de- 
recho 4 los que sin haber tenido parte directa 6 
indirectamente en la piratería ó levantamiento» 
tengan á bordo algunas propiedades, ó les perte- 
nezca el casco, á los cuales se les devolverán, 
deducida la tercera parte de sus valores á favor 
de los apresadores. 

4^ Los buques mercantes neutrales 6 amigos 
que hagan resistencia deliberada y continua á bu- 
ques de la armada de Colombia 6 corsarios, para 
evitar la visita. Si la resistencia no fuere delibe- 
rada, podrán ser detenidos los buques neutrales 6 
amigi.s para que sean juzgados cumio sospecho- 
sos, y probada su inocencia, quedarán libres con 
cargo de abonar daños v perjaicios -al ajNreeador, 
contra quien no habrá fugar á reclamación. 

.5^ Los buques que combatan con diferente 
bandera de aquella de la nación á que peUenecen* 

6^ Los buques que no tengan patentes legíti-* 
mas para navegar, 6 que la tengan dobJe^ sienda 
una de ellas la enemiga. . 

7^ Los buques oue no presenten los documen- 
tos requeridos en el ajciículo 10» bien entendida 
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que 86 darán por nulos y de ningún valor los que 
no estén firmados 7 autorizados legítimamente, á 
menos que justifiquen haberlos perdido por algún 
accidente ineTitaUe, y oírescan presentar el du- 
plicado de elios en debida foroMi dentro del tér- 
mino que sefiale el comandante general. 

8a Todos loa buques que se encuentren na?e- 
gan'lo para puerto enemigo declarado en estado 
de bloqueo, oespues de haber espirado el término 
señalado en el decreto de la declaración. A los 
buques que se encontraren. antes de espirar aquel 
término* se les hará regresar, intimándoselo, y 
anotándolo en II pasaporte que tengan, y si por 
segunda vez se les aprenende, serán condenados. 

9^ Los buques que salgan de puerto bloqueado, 
concluido que fuer^ el término señalado en el 
decreto de bloqueo, á menos que justifiquen evi- 
dentemente nu haberles sido posible salir del 
puerto dentro del término prescrito. 

10^ Los buques que se aprehendieren haciendo 
el comercio ilegal de negros de la costa de África, 
dentro de las aguas de la jurisdicción de la Repú- 
blica. En este caso los negros se pondrán en li- 
bertad, y si no pudiere hacerse, se conducirán á 
un puerto de la Kepüblica, y se entregarán contra 
un recibo ai comandante militar que haya en él, 
advirtiéndole que debe remitirlos al comandante 
general de armas del departamento de quien de- 
penda, 6 esté mas inmediato, para que los destine 
según las órdenes del Gobierno. El tesoro públi- 
co pagará al corsario, por via de indemnización, 
el mismo precio que se ha sefialado por raciones 
á los toldados apresados. 

1 !& Las propiedades de enemigos que se hallen 
á bonlo del buque neutra] 6 amigo, según y como 
se ha prevenido en la sección 4? del artículo 24 
de esta ordenanza. 

12^ Los buques que hayan sido detenidos 
conforme á las secciones 1? y 2^ del mismo ar- 
tículo 14. 

13^ Los buques comprendidos en la sección 3^ 
del citado artículo 14, si no probaren haber reci- 
bido á su bordo á los oficiales y tropa enemiga 
por pura humanidad para salvarlos de algún in- 
cendio, naufragio ú otra suerte inevitable. 

Se explica cuando la carca del buqne se comprende 

eonaeiiada. 

Art. 39. Cuando se absuelva 6 condene como 
buena presa un buque, se comprende también su 
carga, 6 no ser que se exceptué expresamente 
una parte de ella en observancia de las reglas y 
casos señalados en esta ordenanza. 

Procedimiento en los casos de encontrarse ea el mar 
. boques abandonados. 

Art. 40. Los boques que se encuentren aban • 



PAT 



»^^^^^m^^^'*0^^^^^0^* 



^^^0^fm0^^i^i^^*-^t**^^^^^^^f^^* ^ ^»^t^^^^^ 



donados en el mar sin su tripulación, serán con- 
ducidos como presa á puerto de la República, y 
comprobado el abandono ante el comandante ge- 
neral de marina, se registrará, y se formarán in- 
ventarios de sus existencias, las cuales se deposi- 
trrán en almacenes eon las mismas formalidades 
prevenidas en el artículo 26. £1 comisario de 
marina asistirá á estas . operapioa^s en vez del 
capitán ó sobrecargo apresado, y guardará la 
llave destinada á este. Coniprobado el abandono 
del buque, se publicará por .el comandante gene- 
ral convocando & los que puedan pretender derecho 
al buque y carga, y si después de transcurrido 
un ailo desdj» el dia de la convocatoria no se pre- 
sentare quien opte tal derecho, ó no lo justifica- 
ren los que se pi^esenten, 6 resultaren ser enemi- 
gos los propietarios, se condenará como buena 
presa, dividiendo su valor en dos partes iguales, 
la una aplicable ai Estado y la otra al corsario 
que la encontró. Si parecieren los propietarios, y 
fueren nacionales, amigos ó neutrales, se les en- 
tregará la parte que ae ha adjudicado al Estado, 
de modo que el corsario reciba la otra parte. 

Sobre represamiento de buques, y su distribución 

Art. 41. Los buques amigos ó neutrales que 
habiendo sido apresados por un enemigo sean 
represados por corsarios de la República, antes 
de permanecer 24 horas en poder del a prosador, 
se devolverán á sus dueños, reservándose la 
mitad de su valor para el buque que hizo la repre- 
sa; pero si los buques represados fueren naciona- 
les, se observarán las siguientes reglas : 

1^ Para que la represa se adjudique al re- 
prosador, es necesario que los buques apresados 
ha3ran sido conducidos á puerto de la nación del 
que los apresó. 

2^ Si la represa se hizo antes do haber sido 
conducidos á puerto enemigo, el corsario represa- 
dor tendrá la tercera parte de su total valor. 

3^ Si la represa se hubiere hecho por buque de 
la armada, solo tendrá derecho el represador á 
una cuarta parte, devolviéndose á los propietarios 
el resto, tanto en este caso eomo en el de la re* 
gla anterior. 

Sobre la diatriba den de una presa hecha per buques 
en cenvoy, 6 fuera de éL 

Art 42. Cuando navegaren en convoy buques 
de la armada j corsarios de la República, 6 estos 
solos, y se hicieren una 4 mas presan p|pr los bu* 

3ues que destinare el comandante, la diftribucion 
e las presas se verificará con igualdad á todos 
los del convoy ; per3 si navegaren fuera d^ con- 
i voy, la presa se dietribuirá entre los corsarios 
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qne hayan concurrido á tomarla, por iguales par- 
tas, 6 según el convenio que hubieren hecho. 

Diatribucion de presas eD el caso en que concurraD 
diversos corsarios al combate. 

Art. 43. Si dos ó mas corsarios concurren de 
cualquier modo á apresar uno ó mas buques, y 
uno solo es el que combate y aborda al buque 
apresado, á este solo se le adjudicará la presa en 
razón de su mayor servicio y de los peligros que 
ha corrido en el combate ; pero tendrán derecho 
á la distribución por partes iguales, cuantos cor- 
sarios hayan combatido contra la presa, aunque 
uno solo sea el que ^haga el abordaje. 

Distríbacion de presas hechas por los buques de la 
armada de la República. 

Art 44. Guando el buque apresador fuere de 
los de guerra de la República, tendrán sus oficia* 
les y tripulación la mitad del valor de la presa 
que correspondería al corsario si fuera particular, 
conforme á esta ordenanza, debiendo la otra mitad 
adjudicarse al Estado, y entrar en la Tesorería 
nacional. La parte que se declara al apresador 
por este artículo, se dividirá en cuatro porciones 
iguales, de las cuales una se adjudicará al co- 
mandante, otra se distribuirá entre los oficiales, 
y las dos restantes en la tripulación y tropa á 
prorata. 

Se prohibe hacer presa en mar territorial de amigos 

ó neutrales. 

Art. 45. Ningún buque deberá ser apresado 
ni perseguido bajo el tiro de cafíon de las costas 
de cualquiera nación amiga ó neutral, aunque se 
le haya empezado á dar caza en alta mar. Los 
que fueren detenidos contra el tenor de este artícu- 
lo, serán absueltos, sean ó no enemigos. 

Derecho concedido al Gobierno para comprar los efeo- 
tos de guerra apresados. 

Art. 46. En recompensa de la protección qtfe 
dispensa el Gobierno á los corsarios, se reserva el 
derecho de tomar para el servicio del ejército y 
escuadra las armas y municiones de guerra, ves- 
tuarios construidos y demás objetos de aparejo y 
equipo de buqué 6 tropa que apresen los corsa- 
rios, ó los que necesitare la República, en cuyo 
caso se pagarán por el tesoro público & precio 
corriente en el mercado, ó según convenios con 
el Intendente, ó con el comandante general del 
departamento. 

Procedimiento de los cenarlos para exigir los abo- 
P nos ordenados en los artículos 9, 19 y 38. 

Art 47. Para que se veriquen los abonos qne 
deban hacerse 6 los corsarios por el tesoro pfí* 
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bHco conforme á los articules 9 y 19 y seceion 
lOa de! artículo 38, deberá el capitán ó armador 
ocurrir ante el comandante general del departa- 
mento de marina donde fué armado, y presentar 
los documentos que justifiquen su reclamo, á 
saber: los mismos prisioneros que haya tomado, 
ó los recibos que le hayan dado los comandantes 
de armas de los puertos donde haya arribado, 
y los diarios originales de la navegación para de- 
ducir por ellos las raciones que les ha suministra- 
do. El comandante general comparará estos do- 
cumentos con los roles y listas que se hayan pre- 
sentado en los juicios, y dará aviso circunstan- 
ciado al Intendente rohpectivo, con copia de todo, 
para que este mande verificar el pago; donde 
exista la comisaría de marina, el comandante ge- 
neral del departamento de marina directamente 
expedirá contra ella la orden del pago «I pié de 
los referidos documentos. 

Lo que se ha de hacer cuando un comandante ge- 
neral de marina juzga una persona que correa 
pondia a otro departamento. 

Art. 48. Cuando una presa hecha por corsario 
armado en un departamento fuere juzgada por el 
comandante general de otro departamento de 
marina, pasará este á aquel una copia ínteirra 
del j uicio, para que pueda tener los documentos ne- 
cosarios sobre los cuales pueda disponerse el paffo 
de los premios que se deban al corsario. 

Procedimiento para desarmarse un cotsaiio. 

Art. 49. Si espirado el término por el cna 
debe valer la patente, no se refrendare o renovare 
esta, ó SI antes de espirar aquel, se ajustare la paz 
6 una tregua, deberán los corsarios venir á dez- 
marse en el departamento mismo en que se arma- 
ron, bajo la pena de ser considerados y tratados 
como piratas los que no lo hicieren dentro del 
mes próximo, 6 dentro del término señalado en 
el tratado de paz, ó cualesquiera otra negociación 
para que cesen las hostilidades en los mares en 
que hayan estado cruzando. AI desarmarse un 
corsario deberá devolver 6 pagar los objetos que 
se le hayan franqueado conforme al tenor del ar- 
tículo 6, y deberá responder ademas á los caraos 
que puedan hacérsele por su conducta durante su 
corso. 

Continuación del articulo anterior. 
Art. 50. El comandante general de marina al 
hacer aquellos cargos, los fundará en los recla- 
mos 6 quejas que puedan haberse dirigido al Go- 
bierno, y en los documentos justificativos qtie 
debe presentar el corsí^rio, á saber : los diarioe 
de su navegación y oneraciones, en los cuales deba 
conatar cuanto haya hecho desde qua se armé 
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en los cruceros qae haya estado, los puertos en 
que haya tocado, los buques que hubiese visitado, 
y las certiñcaciones de su conducta ; cuántos 
buques ha detenido ó apresado, y los documentos 
justificativos del destino que .haya dado álos pri- 
sioneros, para lo cual se compararán los roles, 
listas y pasaportes con los recibos que se le hayan 
dado de entrega, 5 de haber sido puestos en liber- 
tad, si eran paisanos* Si ocurriese duda ó ¡sospe- 
cha, se formará una sumaria infurmacioD con las 
tripulaciones, hnsta aclarar los hechos y descu- 
brir la verdad. 

Continartdon de los antoriores. 

Art. 51. Concluido esto, el comandante gene- 
ral pasará revista ai equipaje del corsario, ]^ra 
saber de cada hombre si se le ha cumplido su 
contrata entregándole la parte de presa corres- 
pondiente. £n cueo de duda sobre las cantidades 
que correspondan á cada uno, examinará también 
el regi*«tro que ha^a de las presas y sus valores, 
y el libro de distribución que lleve el capitán del 
corsario 6 su contador, y con presencia de estos 
documentus decidirá con dictamen del auditor. 

Lo ml&mo. 

Art. 52. Si el corsario no debe al Estado pnr 
los objetos que se le anticiparon, si no resultan 
Cargos fundados contra él, ó si respondiere satis- 
factoriamente á los que se le hagan, se le devol- 
verá la caniidad que haya depositado en cajas, ó 
se le absolverá de la fianza que haya prestado. 
En los casos contrarios la fianza responde con 
preferencia al estado, y después á los demás 
ai^reedores: bien entendido que el corsario es 
responsHbie á pagar tuda deuda que exceda á la 
suma de la fianza. 

Que el corsario desarmado pase lista de loa individuos 
qae merezcan recompensa. 

Art. 53. Para que ne haga efectiva la asis- 
tencia V rerompesas ofrecidas en esta ordenanza 
álos oficiales y tripulaciones de los corsarios, 
pasará el capiítiU al comandante general de mari- 
na una lista de todos los que huyan muerto ó in- 
validftdose en algún combate contra enemigos de 
la República, con lus ex[)resiones necesarias para 
eooocer su mérito y servicios, y otra de los que 
se hayan distinguido por su buena conducta, por 
sn valor, aplicación, habilidad ó inteligencia, 
afiadiendo los que deseen pasar al servicio de la 
armada de la República : el comandante ffeneral 
pasará estos documentos á la Secretarla de £sta* 
óo y del Despacho de Marina. 
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Se declaran subsistentes las penas de la ordenansa 
general do la armada espafiola. 

Art. 54. Estando declarado el foero de guerra 
á los oficiales y tripulaciones de los coraarioe 
mientras duren sus servicios, quedan también so- 
jetos á la fórmula de juicios, y á las penas se- 
ñaladas en esta ordenai^a y en la general de la 
armada desde el título M hasta el 36 inclusive. 

Se séllala la época desde la cual debe empezar á ob- 
servarse esta ordenanza. 

Art. 55. Desde el dia de la publicación de esta 
ordenanza en cada una de las cabezas de depar- 
tamento marítimo, se empezará á cumplir y ob- 
servar fiel y exactamente. 

Dada : firmada de mi mano: sellada con el sello 
de la República, y refrendada por el infraescrito 
Secretario de Estado y del Despacho de Marina 
y Guerra en el Palacio de Bogotá á 30 de Marzo 
de 1822 el duodécimo de la independencia. 

Francisco de P. Santander • 

Por S. E. el Vice-presidente de la República. 

Pedro Briceño Méndez, Secretario de Guen 

y Marina. 
PATROCINANTES. Véase Abogados, cap, 2o 

art. 15, 16, 17 y 18. 

PATRONATO ECLESIÁSTICO, lby de 28 
DE JULIO DK 1824 declarando que toca á la Re- 
pública el ejercicio de este derecho» 

£1 Senado y Cámara do Representantes de la Eepáblloa 
de Colombia reunidos en Congreso, 

considerando: 

19 Q'Ue el Gobierno de Colombia no solo debe 
sostener los derechos que tiene como protector de 
la Iglesia, sino también los que le competen en la 
provisión de benefícios en razón de la disciplina, 
bajo la cual se establecieron las iglesias de este 
territorio, que hasta ahora no ha sufrido alte- 
ración. 

29 Que esta disciplina ha sido la del patronato, 
de que estuvo en posesión y ejercicio, sin ningu* 
1^ restricción ni limitación el gobierno español, 
por el espacio de siglos que duró su dominación 
en esto.s paises. 

39 Clue debe adaptarse el ejercicio de estos 
derechos al sistema de gobierno de la Rep&blíca, 
y conformarse en las materias que comprende á 
las atribuciones que la constitución conñere á loa 
diversos poderes del gobierno y á sus autorida^ 
des: 

DECRETAN '. 



Art. 19 La República de Colombia debe con- 
tinuar en el ejercicio del derecho de patronato 
que los reyes de España tuvieron en las iglesi^ 
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metropolKaiuis, catedrales y parroquides de esta 
parle de la América* 

ArU 29 Es un deber de la República de Co- 
lombia y de su gobieroo sostener este derecbo, y 
reelamar de la SiJla Apostólica que en nada se 
varíe ni ianoYe; y el roder Ejecutivo bajo este 
principio celebrará con Su Santidad un concor- 
dato que asegure para siempre é irrevocablemen- 
te esta prerogativa de la Kepáblica, y evite en 
adelante quejas y reclamaciones. 

Art. 39 El derecho de patronato, ei de tuición 
y protección, se ejercerán: 19 por el Congreso : 
39 por el Poder Ejecutivo con el Senado : 39 por 
el Poder Ejecutivo solo : 49 por los intendentes : 
59 por los Gobernadores. La alta Corte de la 
Biepáblica y las cortes superiores, conocerán de 
los asuntos contenciosos que se suscitaren en esta 
materia, y que se detallarán por esta ley. 

Art, 49 Corresponde al Congreso: 1 9 decre- 
tar las erecciones de nuevos arzobispados y obis- 
pados, circunscribir sus límites, designar el nú- 
mero de prebendas que hayan de tener las cate- 
drales que se erijan, y destinar los fondos que de- 
ban emplearse en la construcción de las iglesias 
metropolitanas y episcopales : 29 arreglar loa lí- 
mites de las diócesis ya existentes en Colombia, 
y determinar de qué ibndps se harán los gastos 
de la reedificación de sus iglesias catedrales, cuan- 
do llegasen á arruinarse: 39 resolver las dudas 
que se ofrezcan en cuanto á las erecciones de las 
iglesias metropolitanas y catedrales que hay en 
Colombia, ó que en adelante se erigieren : 49 

{)ermitir, y aun indicar, la celebración de conci- 
ios nacionales y provinciales, cuando lo exija el 
bien de la iglesia y de la República, y aprobar las 
sinodales que se hicieren : 59 permitir ó no, la 
fundación de nuevos monasterios y hospitales, 
suprimir los existentes, si lo considerase útil, con- 
veniente y oportuno, y dar destino á sus rentas, 
?r bien formar los estatutos que han de regir en 
os hospitales ó aprobar los que se le presenten, 
si la fundación es obra de un particular, de una 
compañía ó cuerpo, y el erario nacional no tu- 
viese que hacer gastos en ella : 69 formar ios 
aranceles de los derechos parroquiales, y los que 
deban cobrarse en las curias eclesiásticas : 79 
arreglar la administración é inversión de los diez- 
mos ó de cualquiera otra renta destinada ya, 
ó que en adelante se destinare por el mismo 
Congreso para Jos gastos del culto y subsistencia 
de sus ministros: §9 dar á las bulas y breves 
que traten de disciplina universal, 6 de reforma y 
variación de las constituciones de regulares, el 
^ase correspondiente para que sus disposiciones 
sean observadas en la Eepúbiica, ó bien disponer 
iy dictar las regias convenientes para que no se 



PAT 

... » ■ 

cumplan ni tengan efecto alguno, siendo contra* 
rías é la soberanía y prerogatlvaa de la Necion, 
designando las penas en que incurran ios que las 
observen y cumplan : 99 dictar todas aquellas le- 
yes que estimare convenientes para mantener en 
su vigor la disciplina exterior de las iglesias de 
la República, y para la conservación y ejercicio 
del patronato eciesiástico : IO9 elegir y nombrar 
los que han de presentarse á Su Santidad para los 
arzobispados y obispados : 11 9 dictar leyes sobre 
el establecimiento, arreglo y subsistencia para las 
misiones de ios indígenas y congrua sustentación 
de Jos misioneros. 

Art. 59 Corresponde al Poder Ejecutivo con 
el"Senado, nombrar las personas que deban ocu- 
par las dignidades y canongías que no fuesen de 
oficio, en Jos términos quo el artículo 121 de la 
constitución dispone se nombren otros empleados 
de influencia y categoría en la República. 

Art. 69 Corresponde al Poder Ejecutivo «olo : #v 
19 presentar á Su Santidad los decretos del Con- ^ 
greso sobre nuevas erecciones de arzobispados y 
obispados y sobre arreglo de límites de los que 
existen, para que ratificándose por la Silla apostó- 
lica, se lleven á efecto: 2^ presentar á Su San- 
tidad los nombrados por el Congreso para arzo- 
bispos y obispos : 39 nombrar la persona ó per- 
sonas que por parte del Gobierno deban asistir á 
los concilios nacionales, provinciales y diocesanos, 
y darles las instrucciones convenientes sobre los 
puntos que han de piomover, y sobre que deban 
excitar la decisión : 49 presentar 6 los prelados 
y cabildos eclesiásticos, los que con previo acuer- 
do y ccnsentimienio del Senado hubiere nombra- 
do para las dignidades y canongías: 69 nombrar 
para los canonicatos de oficio, raciones y medias 
raciones, y presentar los nombrados á Jos prela- 
dos y cabildos eclesiásticos : 69 nombrar los cu- 
ras de la diócesis en que actualmente resida, ó en 
adelante residiere, y presentarlos al respectivo 
prelado : 79 d®r, ó na, su asenso en los nombra- 
mientos que hicieren los prelados y cabildos ecle- 
siásticos para provisores y vicarios capitulares : 
89 dar, ó no, su asenso para los nombramientos 
que hagan, en la capital de la República, las co- 
munidades regulares para sus provinciales y pre- 
lados superiores de las religiones admitidas en 
Colombia : 99 hacer que los prelados eclesiásti- 
cos cumplan ron visitar su diócesis, prestándoles 
los auxilios necesarios al efecto; hacer que des- 
pués de visitadas, den cuenta de las providencias 
que hubieren tomado, auxiliar estas y hacerlas 
llevar á efecto, si estuvieren dentro de Jos límites 
de in jnri*í!irrion eclesiástica, y de no, reformar- 
las y anulailas en cuanto hubieren excedido di- 
cha jurisdicción eclesiástica : 10, dirimir las com- 
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l>eteDcÍ88 que en materia de eleccione* se sascita- 
^en entre los intendentes j prelados eclesiásticos, 
7 auii nombrar por sí para loe curatos j sarristfast 
cuando los intendentes fueren omisos en hacerlo, 
6 por voluntariedad, é injustamente no quieran 
nombrar á los propuestos por los prelados: 11, 
dictar las providencias oportunas para que los 
expoHos de los arzobispos y obispos se aseguren, 
se^dmmTstren j se inviertan en sus debidos usos, 
y que los encargados de su recaudación y manejo 
den cuentas: 12, cuidar de que las rentan de fá- 
"brica de las iglesias catedrales no se mal viertan, 
ni se distraigan óe su debida y legítima inver- 
sión, y hacer que los prelados y cabildos eclesiás- 
ticos den cuenta de los objetos á que los destina- 
ren anualmente; 13, hacer recoger las bulas y 
breves que no hubieren sido pasados por el Con- 
greso, y los que de cualquier modo se opongan á 
la soberanía y prerogativas de la Nación, y pa- 
sarlos ui Congreso, prohibiendo entre tanto que 
se aleguen en juicio ni fuera de él, ni se apliquen 
por ningún juez ni tribunal: 14, aprobar defíni- 
m üvamente las erecciones de curatos que de acuer- 
^ do con los prelados eclestásticoa é intendentes^ 
se hicieren en cualquiera de las diócesis de Co- 
lombia: 15, llevar á efecto las leyes del Congre- 
so en que se arreglen las misiones existentes, 6 
se establecieren nuevas, y disponer lo conducen- 
te á este objeto : 16, velar en que de parte de los 
prelados y cabildos eclesiásticos no se introduzca 
novedad alguna en la disciplina exterior de las 
iglesias de Colombia, ni se haga usurpación dfel 
patronato, soberanía y prerogativas de la Repú- 
-blica; y hacer que por el tribunarl correspondien- 
te se siga la causa, y se impongan las penas lega- 
les á los que introdujeren esas novedades, ó hi- 
tiieren la osar.pacion expresada: 17, dar pase á 
los breves que se expidieren por la Silla apostóli- 
ca en materias de gracia, y se hubieren alcanza- 
do por conducto del mismo Poder Ejecutivo, y 
hacer recoger y que queden sin efecto tos de ofi- 
cios y de justicia, que no son permitidos en Co- 
lombia por opuestos á su constitución : 18, dic- 
tar providencias administrativas con arreglo á las 
leyes del Congreso para proteger la religión, sU 
xulto público y á sus ministros, 

Art. 70 Corresponde á los intendentes: 19 
nombrar y presentar ft los respectivos prelados 
eclesiásticos los curas de las diócesis comprendi- 
das en sus distritos departamentales, con excln^ 
sion únicamente de los de aquella en quf?e1 Poder 
Ejecutivo residiere. — 2^ Nombrar sin la limii«cion 
anterior, y presentar á los prelados eclesiástirn<i 
los sacristanes mayores de las iglesias catedrHles 
y de las parroquiales, á cuya provisión deba pre* 
«eder examen en concurso. — 39 Dar? 6 no, sti 
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asenso en los nombramientos q^ue hagan los prs^ 
lados eclesiásticos para Vicarios foráneos ; y úñ 
este requisflb ninguno podrá ejercer tales fanefo^ 
nes. — 49 Erigir, oitl^ el informe de la respectiva 
autoridad eclesifistica, las nuevas parroquias, y 
fijar sus límites, y también los mas convenientes 
á las ya erigidas, cutdand<^ de que los términos dé 
la administración civil correspondan á los de la 
eclesiástica, y sean unos mismos ; pero estas eree- 
cion^s y demarcaciones no se llevarán á efecto 
hasta que el Poder Ejecutivo las apruebe. — 6® 
Cuidar de que los prelados y cabildos eclesiétótieos 
no introduzcan novedades en la disciplina exte- 
rior de las iglesias, ni se usurpen el patronato y 
las prerogativas nacionales : reconvenirles cuan*^ 
do lo hicieren, y no desistiendo, dar cuenta al 
Poder Ejecutivo. — 69 Cuidar de que ni los prela- 
dos eclesiásticos, ni los visitadores que se nom- 
braren por los cabildos en sede vacante, dispon- 
gan ni den providencias en materias que no sean 
de su resorte, ni exijan de los pueblos y de los 
curas y particulares ninguna clase de derechos, 
á no ser que estén establecidos por arancel legf>-. 
timamente aprobado, y remediar los abusos que 
se introduzcan por medio de providencias guber- 
nativas, sin perjuicio de que los tribunales com- 
petentes administren justicia á las quejas sobre 
agravios y exacciones que los particulares les di- 
rijan en estos asuntos, y sin perjuicio también de 
que se apHqúen las penas por dichos tribunales & 
los que en estas visitas hubieren violado las leyes 
y atribuídose facultades que solo correspondan al 
Gobierno de la República. — 79 Celar en que los 
eclesiásticos no usurpen la jurisdicción civil, ni 
eludan ó contraríen las leyes, órdenes y disposi* 
ciones del Gobierno, requerir á los jueces compe- 
tentes para que contengan y castiguen á los que 
cometieren .excesos de esta naturaleza, y no te- 
niendo efecto estos requerimientos, dar cuenta al 
Pbder Ejecutivo para que provea lo que convert- 
ga. — 89 Recoger cualesquiera bulas, breves, 6 
rescriptos pontificios de cualquier naturaleza y 
clase que sean (á excepción de las que fueren ex- 
pedidas por la penitenciaria,) que sin ei pase del 
Congreso ó del Poder Ejecutivo se introdujerea 
y circularen en los departamentos, f pagarlos al 
Poder Ejecutivo para los finges Iegales.^-99 In* 
formar al Poder Ejecutivo oport>inamente, qué 
eclesiásticos hay en sus departamentos, que por 
su ciencia, eonducta y costumbres, sean acreedo- 
res á que se les nombre para las dignidades y pre^ 
bendas. Los intendentes en razón de gobernado- 
res de las provincias en que residan, tendrán las 
fncnitades qtte se conceden é los gobernadores 
en el artículo siguiente : 
Art 89 Corresponde & los Oobernatiore»: 19^ 
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Dar 6 no su asenso provisionalmente & los nom- 
bramientos que hagan los prelados y cabildos 
eclesiásticos para provisores y vicarios capitula- 
res, dando cuenta á ios intendentes con los infor- 
mes convenientes, para que estos lo hagan al Po- 
der Ejecutivo. Pero esta atribución solamente la 
tendrán los gobernadores que residan en las pro- 
vincias donde se hallen las capitales de las dióce- 
sis>— 29 Dar, 6 no, su asenso á las elecciones 
de prelados regulares, superiores y locales que 
se hagan en la provincia en que residan, y cuan- 
do en ellas se suscitaren tumultos y alborotos, to- 
mar las providencias necesarias para apaciguarlos, 
dando cuenta de todo á la mayor brevedad á los 
intendentes, para que estos lo hagan al Poder 
Ejecutivo. — 3?* Nombrar los mayordomos de fá- 
bricas de las iglesias catedrales y parroouiales de 
sus provincias, y hacer que den cuenta de su ma- 
nejo con arreglo á la ley. — 4^ Nombrar, á pro- 
puesta de las municipalidades respectivas, los sín- 
dicos, mayordomos y administradores de los hos- 
pitales de sus provincias, poner en posesión á los 
nombrados, y hacerles dar cuenta de su manejo. 
— 59 Admitir los recursos de fuerza contra los 
prelados eclesiásticos, si no hubiere Corte de jus- 
ticia en la provincia, con el único objeto de dispo- 
ner gubernativamente que el prelado suspenda 
sos procediíuientos, y levante las censuras que 
hubiere impuesto, pasando el expediente á la 
mayor brevedad á la Corte de justicia respectiva, 
para que provea lo que corresponda. — 69 Permi- 
tir 6 no, ia fundación de capillas é iglesias que no 
sean catedrales, ni parroquiales, ni de monaste- 
rios, que intenten hacer alguna ó algunas perso- 
nas particulares. — 79 Tener el cuidado y celo que 
en las materias de que tratan los parágrafos 59* 
69 y 79 del artfculo anterior se encarga á los in- 
tendentes; y usar de la atribución que á estos se 
concede en el parágrafo 89* dáu loles inmediata- 
mente cuenta documentada de cualquiera contra- 
vención 6 exceso que en aquellos casos cometle* 
ren las -personas comprendidas en ellos, para que 
se dicten las providencias que convengan. — 89 
Visitar por sí, 6 por personas de confianza los 
hospitales, remediar los abusos que se hubieren 
introducido en ellos, y que los hagan menos úti- 
les al objeto á que están destinados en la socie- 
dad : hacer que se cumplan las leyes que los ar- 
reglen, y proponer al Poder Ejecutivo por medio 
de los intendentes, las reformas que deban hacer- 
se en los establecimientos para mejorarlos. — ^99 
Permitir las juntas de cofradías, donde estuvieren 
establecidas, indagar cuantas hay en cada parro- 
quia, como se administran sus rentas, y si con 
ellas se ocurre al fin de su instituto, haciendo en 
sus casos que se eumplan las leyes que hayan 
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permitido estos establecimientos. — 10. Informar 
á los intendentes documentadamente de los si- 
tios en que por sus circunstancias particulares 
deban erigirse nuevas parroquias, de las que aea 
necesario unir para que puedan conservarse me- 
jor, y de las que deban suprimirse, para que los 
intendentes, oido el informe de los prelados ecle- 
siásticos, dispongan lo que convenga. — 11 Ad- 
mitir los recursos de fuerza, en los términos y 
con el objeto que deben hacerlo los intendentes ; 
pero esto solo se verificará, cuando los goberna- 
dores residan en la capital de la diócesis cuyo 
Í)relado diese motivo al recurso. — 12. Informar á 
os intendentes de ios eclesiá8tico<« beneméritos 
que hubiese en las provincias y que puedan ser 
colocados en las dignidades y prebendaa 

Art 99 La alta Corte de justicia conocerá de 
los asuntos siguientes : I9 De las causas sobre 
infidelidad á la República de los arzobispos y 
obispos, de las en que se tratase de usurpación 
por estos prelados, de. las prerngativas de la Na- 
ción, de su soberanía y del derecho de patronato, 
y j^eneralmente de todas aquellas por las que los . 
mismos prelados deben ser extrafíndos y ocupadas ^ 
sus temporalidades. —29 De los pleitos que resul- 
taren entre dos 6 mas diócesis sobre límites de 
ellas. — 39 De las controversias que resultaren en 
los concordatos que el Poder Ejecutivo hiciere 
con la Silla Apostólica. 

Art. 10. Las cortes superiores conocerán de 
los negocios que siguen: I9 De las causas de 
provisores, vicarios capitulares, dignidades y prc- 
oendados, vicarios foráneo*, curas y demás ecle- 
siásticos sobre delitos de infidelidad á la Repú- 
blica, de usurpación de su soberanía, preroga- 
tivas y derecho de patronato, de usurpación de 
la autoridad y jurisdicción civil, y sobre cualquier 
otro exceso por el cual el que lo cometa deba ser 
extrañado, y ocupadas sus temporalidades.— 29 
De los recursos de fuerza en conocer y proce^ 
der, en el modo de conocer y proceder, y en 
no otorgar, que se intentaren contra arzobis- 
pos y obispos y cualesquiera otros prelados y jue- 
ces eclesiástíc«is, haciéndoles que levanten las cen- 
suras que hubieren impuesto.~39Dei recurso de 
protección de regula íes, — 49 De las competen- 
cias entre jueces eclesiásticos y civiles, del terri- 
torio á que se extienda la jurisdicción do la Cor- 
te superior. — 59 De las quejas sobre agravios 
que hicieren eo sus visitas los prelados eclesiásti- 
cos, ó los visitadores nombrados por ellos en sede 
plena, 6 en sede vacante. Si los arzobispos y obis- 
pos, después de requeridos por tres veces por las 
cortes superiores, no levantaren sus censuras, es- 
tos tribunales darán cuenta á la alta Corte para 
que se proceda á lo que hubiere lugar» Los asaa- 
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tos de riguroso patronato en materia de nombra- 
mientos y elecciones nonca podrán reducirse á 
competen cia^ ni hacerse contenciosos. El Poder 
Ejecutivo ó ios intendentes, y los gobernadores 
en sus respectivos casos los determinarán guber- 
nativamente. Si ante la alta Corte, cortes supe- 
riores, ó cualesquiera otros tribunales de justicia 
se pidiere el cumplimiento de una bula, breve, ó 
rescripto apostólico sobre cualquier materia que 
fuere» que no tuviere el pase del Congreso ó del 
Poder Ejecutivo, lo recogerán inmediatamente. 

Art. 11. Cuando vacare una iglesia metropo- 
litana ó catedral, el cabildo eclesiástico dará cuen- 
ta inmediatamente de la vacante al Poder Ejecu- 
tivo, y este luego que reciba el aviso, hará se in- 
serte en la Gaceta del Gobierno, para que se Se- 
pa en toda la República la vacante que trata de 
proveerse. 

Art. 12. Los arzobispos y obispos, y en sede 
Vdcante !os cabildos eclesiá^sticos, avisarán al Po- 
der Ejecutivo las vacantes de dignidades, canon- 
glas, raciones y medias raciones, para los mismos 
efectos que enuncia el artículo anterior. 

Art 13. En las vacantes expresadas de arzo- 
bispados y obispados, podrá el Poder Ejecutivo 
recomendar al Congreso para la dignidad que va 
á proveerse, los eclesiásticos de toda la Repúbli- 
ca que considere mas dignos. 

Art. 14. El Congreso en su primera reunión 
después de la vacante, reunido en la Cámnra del 
Senado procederá á la elección del arzobi.spi> ü 
obispo. La persona que obtuviere las dos terce- 
ras partes de los votos de los que han concurrido 
á la elección, será la nombrada, para que el Po- 
der Ejecutivo la presente. 

Art 15. Siempre que falte la mayoría indica- 
da, se procederá conforme á los artículos 73, 74, 
V 79 de la Constitución. 

Art. 16. Los nombrados por el Congreso para 
los arzobispados y obispados, antes de que se pre- 
senten á Su Santidad por el Poder Ejecutivo, de- 
berán prestar ante este, ó ante la persona que de- 
legare al efecto, el juramento de sostener y defen- 
der la Constitución de la República, de no usur- 
par sn soberanía, derechos y prerogativas, y de 
obedecer y cumplir las leyes, órdenes y disposi- 
ciones del Gobierno. De este juramento se ex- 
tenderán dos ejemplares firmados ambos por el 
nombrado, y se pasará uno al Senado y otro á la 
Cámara de Representantes, para que se guarden 
en sus respectivos archivos. « 

Art. 17. Luego que los nombrados hayan pres- 
tado el juramento que antecede, podrán entrar 
en' el ejercicio de su jurisdicción, excitando para 
ello el Poder Ejecutivo á los cabildos eclesiásti- 
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C08, pero no percibirán las rentas que les corres- 
pondan hasta el fiat de Su Santidad. 

Art« 18« Antes de congregarse los arzobispos 
y obispos, cuya ceremonia no podrán diferir por 
mas de cuatro meses, contados desde el día en que 
reciban las bulas de Su Santidad, deberán prac- 
ticar con asistencia del fiscal, si lo hubiere en la 
capital de la diócesis, y si no del síndico procufa- 
dor general de la municipalidad, del ministro de 
la tesorería departamental, ó de la provincia,y de 
dos prebendados nombrados por el cabildo ecle- 
siástico, un inventario exacto y circunstanciado 
de todos sus bienes y rentas, y de su acreencias 
activas y pasivas : de este inventario se formarán 
tres ejemplares firmados por las personas que asis- 
tieron á él, y por el arzobispo ú obispo, y el uno 
se remitirá al Poder Ejecutivo, y los otros dos se 
archivarán en la tesorería respectiva, y en la se- 
cretaria del cabildo eclesiástico. 

Art* 19. Cuando el nombrado para un arzobis- 
pado ú obispado lo renunciare antes de que se 
haya hecho por el Poder Ejecutivo la presenta- 
ción á Su Santidad, el Congreso conocerá y de- 
terminará sobré la renuncia ; pero si esta se hace 
después de la presentación á la Silla Apostólica, 
á ella deberá dirigirse por medio del Poder Eje- 
cu ti vOf y no se podrá proceder á nueva elección 
hasta lu resolución de Su Santidad. 

Art. 20. La elección y nombramiento de ar- 
zobispos y obispos puede recaer en otros arzobis- 
pos y obispos; mas en este caso el nombrado no 
adquirirá derecho alguno á la administración de 
la diócesis á que lo ha sido, y permanecerá en la 
que estaba en posesión hasta que Su Santidad le 
haya despachado las bulas. 

Art 21. Cuando se tratare de la provisión de 
una dignidad ó canongía que no sea de las de ofi- 
cio, el Poder Ejecutivo con acuerdo de su consejo 
de -gobierno designará al que se considere con 
mas mérito y virtudes, y lo propondrá al Senado 
para que este preste ó no su consentimiento y 
aprobación. 

Art. 22. En el nombramiento para raciones y 
medias raciones, procederá el Poder Ejecutivo 
con su consejo de gobierno en los términos desig- 
nados por el artículo anterior, y los que por sí nom- 
brare serán presentados á los prelados eclesiásti- 
cos y sus cabildos en sede vacante, para que lea 
den la posesión y canónica institución. Lo mismo 
hará con los nombrados para dignidades y canon- 
gía», luego que haya obtenido el acuerdo y con- 
sentimiento del Senado. 

Art. 23. Para la provisión de las canon^rias de 
oficio deberá preceder el concurso y oposiciones 
que han sido acostumbradas. Los edictos se pon- 
oran á nombre del prelado y eabildos respectivos, 
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m táriBÍfio^r& el de seis meses^^j sq eztanderto 
£ toda la Bepúblioa ; peronp ooíirftQ fijarse- slrv 
ba^er obtenido el beneplácito de los. intendentas, 
4 4^1 poder Ejecutivo en su caso» e) que se im- 
petrará por. el prejadq ó..cabi{du en sede Tacante 
ai tiempo de darle cuenta de la del canónica tQ 
que trata de proveerse, 

J^fi. 24. Pant los actos de oposición el Poder^ 
^ec4iilivo i^ioinbrará una persona que asista ft 
eUoft, y des{>ue8 pueda informarle de la aptitud y 
talentos que ban manifestado los opositores. £1- 
pri^ladp y cabildo unidos formarán terna de lo8 
qpositores y la remitirán al ' Poder Ejecutivo ex- 
presándole les méritos, servicios y cualidades de. 
los que propone, según que losbayan acreditado 
al tiempo de presentarse para la oposición : d^ 
Iffs propuestos el Poder Ejecutivo nombrará al 
que le parezca mas digno, sin estar ligado precia 
sámente & los del primer lugar, y lo presentará al 
prelado 6 cabildo en sede vacante, para que lo 
pongan en posesión, dándole la institución canór 

Art 25. Si para una ranongía de las de oficio 
que estuviese vacante, no se presentare mas quf 
un pretendiente, siendo capaz y teniendo las cua- 
lidades que por derecho se requieren en los qu# 
han de obtener estos oficios, el prelado y cabildo 
eclesiásticos lo propondrán al roder Ejecutivo, 
y este lo presentará, pero si careciere de la apti- 
tud y suficiencia y de las cualidades necesarias, 
se suspenderá la provisión y se fijarán nuevof 
cidictos, dando cuenta al Poder Ejecutivo del re- 
sultado del prinier concurso. 

A|rt. 26. £n la provisión de curatos y lo roif- 
mo en la de sacristías se guardarán- las formalida- 
des que prescribe el capítulo 18 ses. 24 del con^ 
e»Go de Trento, y para ellp se abrirá, concurso á 
los berieficios vacantes cada seis meses á lo mas. 
Los edictos se fijarán por los prelados eclesiásti- 
cos, con anuencia de los intendentes, 6 del Poder 
Ejecutivo en su ca^o, y cuando ios prelados no 
convoquen oportunamente el concurso, los exci- 
tarán á que lo verifiquen, y de no prestarse á 
eUo, avisarán al metropolitano, y si este fuese el 
omiso, al sufragáneo mas inmediato, para qme 
conforme á los cánones suplan la negligencia. 

Art* 27. De los opositores al concurso que des- 
pués de haber sido examinados y aprobados» 
íiüjbieren justificado sus méritos, los prelados ecle- 
siásticos propondrán tres para cada beneficio al 
Poder Ejecutivo ó á los intendentes, expresando los 
méritosy servicios que cada ano hubiere compro- 
bado haber hecho á la iglesia y á la Bepúbli- 
ca. Los intendentes y el Poder Ejecutivo en 
sn cuso, si no tuvieren obstáculo, presentarán 
á l^nQ d^ los propuestos que les parezca inas ( 



PAT 



»»^^^^'^^^^<S»^^^^^l^^^'«^i»^^^»^'W»»^'>^W»<^»» 



digno ; pero ti supieren que estos no son acre- 
edores al beneficio, ya sea por sus cualidades 
pejTSonales, ó ya porque se posterga el méri- 
to mayor de otros eclesiásticos, podrán devol- 
ver la terna para que se rehaga, manifostánr 
dolé al prelado los motivos que tienen, para 
no presentar á ninguno de los propuestos. 

Art. 28. Si ¡«ra la provisión' de un curato ó 
sacristía no hubiere, mat que un opositor, siendo 
de aptitud y suficiencia, el prelado. eclesiástico lo 
propondrá, y el Poder Ejecutivo ó el intendente 
lo pre8entaráu.si«mE)?e que les. conste no haberse 
opuesto otros» 

Art. 29. Ninguno podrá ser ordenado de ór- 
denes mayxires, incluso el.presbiterado, á titulo 
de curato 6 sacristía que no haya obtenido con 
arreglo á-los dos artículos anteriores, ni preten- 
der un curato ó. sacristía determinados, sin que 
haya servido otro por espacio de dos años conti- 
nuos, dentro de cuyo término ni aun se le admi- 
tirá al concurso. Los que por la primera vez sa- 
oponen, deberán servir, el curato ó sacristía á que 
se les nombrare. 

Art. .30. Cuanlo el curato perteneciese á regu- 
lares, el pielado superior de ellos nombrará tres, 
y los propondrá al prelado eclesiástiro para que 
sean examinados, y si resultaren suficientes y 
aprobados se propondrán á los intendentes ó al 
Poder Ejecutivo en su caso»^ por el.prelftdo ecle- 
siástico para que presenten uno de les tres¿ Si to- 
dos ó alguno de los designados por el prelado re^ 
guiar no fueren aptos, el prelado ordinario hará 
se propongan otros que tengan la suficiencia ne- 
cesaria. Para la provisión de estos, beneficios, no 
precederán edictos. 

Art 31. Los religiosos que se destinasen por los. 
prelados regulares para el ministerio de misione- 
ros, deberán ser examinados por el prelado ecle- 
siástico respectivo, en los términos que prescriba 
el capítulo ya citado del concilio ^ de Trento, y si 
fuesen aptos y suficientes, el prelado ordinario 
les concederá la^ licencias necesarias y lo avisará 
á los intendentes, ó ai Poder Ejecutivo en su caso, 
para que se le de el pase á la patente del prela- 
do regular, y se le manden abonar sus costos de 
viaje y sus extipendlos. 

Art. 32. Comprendiéndose el territorio de una. 
diócesis en dos ó mas departamentos», el prelado 
eclesiástico avisará á lf>s intendentes que trata de 
fijar edictos álos beneficios vacantes, y cada uno 
de los intendentes tiene el derecho de requerir al 
preMo eclesiástico para la celebración del conr 
curso, y de practicar en su caso las diligencias 
prevenidas en el artículo 26. 

Art 33. Los vecindarios de nuevas ereccioneB 
de parroquias, que á su costa hnbieiten constroi- 
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do las iglesias, j ks personas p«rlicii1ai-es que 
hicieren lo mismo, por la primera vez, tendrán 
el derecho de designar el eciesiástico que deba 
servir de cura, y este será nombrado por el in- 
tendente respectivo, ó por el Poder Ejecutivo en 
so caso, é instituido pof el prelado eciesiástico 
. siempre que sea apto y suficiente para el minis* 
terio 

a Art. 34. La provisión, de los curatos y sacrisi' 
tífis interinamente corresponde á los prelados 
eclesiásticos en pleno derecho ; podrán hicerla 
en eclesiásticos seculares ó regulares; pero no 
en curas propietarios, y ol Poder Ejecutivo y los 
intendentes iorpedirán que se hagan tales trasla- 
ciones opuestas á la disciplina universal de la 
igl^iH. 

^ Art. 35. Los curas que habiéndose opuesto á 
otros beneficios no hubieren Mido aprobados en el 
' concurso, no podrán ser nombrailosal curato que 
pretendían, ni volver al suyo, hasta que por algún 
tiempo hayan estudiado en los seminarius diocesa- 
nos ó colegios de ordenandos, y después de este 
estudióse les hubiere examinado nuevamente y 
hailádolos aptos. Entretanto, se les nombrarán 
ecónomos con arreglo alo dispuesto en el conci- 
iip de Trento, reservándoseles por el prelado una 
parte de los frutos del beneficio para su subsisten- 
cia. Los intendentes y el Poder Ejecutivo en su 
caso, cuiuarán de que así se verifique, y al efecto 
pedirán á los prelados eclesiásticori, y e<<tos debe- 
rán remitirles al fin del concurso, lista de los curas 
que no fueren aprobados en e^l examen. 

Art. 36. Ni el Poder Ejecutivo ni los inten- 
dentes, intervendrán en las deposiciones que los 
prehdt)S eclesiásticos hagají con arreglo al con- 
cilio^de Tr-^nto, de los curas cuyos lielitns y exce- 
sos les; atrajereq.esta penfi: loeg-o que la senteo- 
cia de de posición, se h^iya ejecutoriado por haber 
consentí' 10 en ella la pacte, por haberse con firma- 
do ejn apelación, ó .por cualquier oiro motivo 
legal y canónico, se pairará |>or el prelado tes- 
timonio de ella al Poder Ejecutivo, ó. al intenden- 
te respectivo, para que se Instruyan de la vacan- 
te y del motivo que la causó* 

Art 37. Los.qoe fueron nombrados para las 
dignidades, prebendas^- curatos y sacristías, á. 
excepción de los comprendidos en el artículo 29, 
podrán renonciar el destino á que se les hifhla 
nombrado : si fuere antes de tomar institución 
canónica, ante el Poder Ejecuturo 6. el rntenderN 
te que ios presentó : pero si ya hubieren sido ins- 
Utuidoi, la rennncia se hará ante el prelado 
eclesiástico respectivo, y este para su admisión ó 
i]riadmÍ8Íon procederá de acuerdo con el Poder 
Ejecutivo, si á el corresponde la presentación, ó 
con eH Mitendenict respeotiro en 9« eaeo, pasándoles 
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al efecto el expediente con manifestación de su 
oencepto y délas razones en que lo funda. 

Art. 3S. Ningún eclesiástico puede obtener á 
un tiempo una dignidad & prebenda y un benefi- 
cio curado, ni tampoco dos curatos distintos. 
L Art. 39r Todo beneficio eclesiástico arzobispa- 
do, obispado, dignidad, prebenda, curato, sacristía 
y cualesquiera otros de cualquier naturaleza ó clase 
que sean, deberán proveerse precisamerite en na- 
turales de Colombia, ó en nacionalizados en la 
República conforme á las leyes ; pero la calidad 
de naturales será necesaria é indispensable en. 
ios arzobispos y obispos. 

Art. 40. Los prelados eclesiásticos luego que 
se hagan cargo de la administración de sus igle- 
sias, y los cabildos eclesiásticos dentro de los ocho 
dias primeros de la vacante, deberán nombrar sus- 
provisores y vicarios generales, y antes de poner 
en posesión al nombrado, debdfáa avisarlo al Po- 
der Ejecutivo para que preste su asenso al nom- 
bramiento. Si el Poder Ejecutivo no tuviere su 
residencia en la diócesis, los intendentes y go- 
bernadores provisionalmente harán sus veces-; 
pero el así nombrado no podrá continuar si- el 
Poder Ejecutivo por motivos graves no conviniese 
en su nombramiento/ El nombramiento de los 
provisores y vicarios capitulares, no podrá recaer 
sino en naturales^de Colombiai 

Art. 41. Para el nombramiento de los ma3i&or- 
domos de fábrica de las iglesias catedrales, los 
cabildos eclesiásticos propondrán tres sugetos, y 
siendo suficientes y de responsabilidad,. el gober- 
nador nombrará uno de los propuestos ; para el 
de lo» de las iglesias parroquiales, los vecindarios 
propondrán también tres sugetos, y siendo su- 
ficientes y. de responsabilidad! elvgobernador nom-- 
brará uno de ellos. Los vecindarios para formar 
estas- ternas se reisniráa en las iglesias parroquia- 
les preeididoB por sus alcaldes, y con asistencia 
del cura. 

Art. 42. Se revocan v anulan cualesquiera 
leyes, cédulas y reaies órdenes que hasta ahi>ra 
han regido, en todos y cada uno de los puntos da 
que trata esta ley; si en ella se hallare algún 
i^cío, ú. ocurriere cosa que. no haya previsto, se 
Consultará ai Congreso para su.resolucion. 

Dada cb Bogotl.á 22 de Julio de 1624; l4.— 
j £1 Presidente del Senado, José María del Real. . 
EL Presidente de la Cámara de Representantea, 
Jóié Rafael Motq}iLeTa.^-^E\ Secretario del Sena- 
do, Antonio jQsé Coro.— El diputado Secretario 
de.la^üámarade Representantes, José Joaquín 
Suaree, 

Palacio de Gobierno en Bogotá, á 28 de JuHO" 
de 1824, 14. — Ejecátefe. — Francisco de Paulan 
SantaTiier, — Por 8. E. el Vicepresidenle de Ij^^ 
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Repáblica encarffad» del Poder Ejecutivo. — £1 
Secretario de E del Despacho del Interior, José 
Manuel Restrepo, 

PATRONATO ect.es táctico, refolüciov de 

14 DE ocTVBRB DE 1830 declarando vigente 

fa ley anterior. 

El Congreso constituyente de Venezuela, te- 
niendo á la vista el informe de la comisión de 
negocios eclesiásticos, relativo á la exposición di- 
rigida con varios documentos por el muy reve- 
rendo Arzobispo de Caracas, en que solicita se 
suspenda el cumplimiento de ]a ley de ííb de Ju- 
lio de IH24, y considerando : lO Que ocupado 
el Congrego de la formación de la <^/onstitucion y 
leyes orgánicas, y decretos que den vida y mo- 
vimiento al Estado, no le ha sido posible delibe- 
rar sobre una mnteria tan grave, y que por su im- 
portanria y arduidad requiere para su arreglo 
definitivo serias y*detenid»s meditaciones. Í29 
Que están aun pendienies las relaciones y pac- 
tos con las otras secciones de (/olombia, que se 
recomiendan por el artículo 227 de la Constitu- 
ción á la Legislatura inmediata, 6 fin de esta 
blecer ' el Gobierno de la unión, á quien por su 
n.iiurclczu 'deberá correspondtir la materia de 
pdtrunato eclesiástico, y demás relaciones con la 
íSilla Apostólica, ha venido en decretar y decreta. 

Alt. 19 La próxima Legisliilura tomarA en 
coii:$i(ierucion este negociado, para que con vidta 
lie h» expues^to por el muy reverendo Arzobispo 
(!e CarAcas, y del estado de dichas relaciones, de- 
libere lo que mas convenga ai bien del Estado y 
de la iglesia de Venezuela. 

Art. 29 Entretíinto los beneficios mayores y 
míínores sr proveerán en la frirma proscripta por 
la icy de 28 de Julio del año I49 que queda en 
observancia. 

Art. 3^ Comuniqúese al Poder Ejecutivo pa- 
ra que lo publique y circule á quienes corres- 
ponda. 

Dada en el salón de las sesiones del Congreso 
en Valencia á 14 de Octubre de 1830, \0 y 200 
— El Presidente, Carlos Soubletie. — El Secreta- 
rio, Rafael Acetedo. 

Valencia Octubre 14 de 1830, I9 y 200— Cúm- 
plaf»f . — El Presidente del Estado, José A. Páez. 
— P«>r S. E. — El Hecretario interino del Despa- 
cho del Interior, A^Uonio L. tíuzman* 

PATRONATO eclesiástico, decreto de 21 
DE MARZO DE 1833 volvicTtdo á declarar vi- 
gente la misma ley anterior. 

m Senado y Cámqra de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
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Viíta la exposición del muy reverendo Arz»- 
ispo de Caracas y ile los reverendos obispos de 



Trícala y Jerícó en que solicitan se suspenda 6 
reforme la ley de 28 de Julio del afio 140, j con- 
siderando : 

19 Que al Ejecutivo le han ocurrido dudas pa- 
ra cumplir en toda su extensión l<i ley de patro- 
Innato á consecuencia de la resolución dada por el 
(>ongreso constituyente en la materia. 20 Qne 
lejos de encontrarse en dicha ley disposición al- 
guna que sea digna de reforma, es p(»r el contra- 
rio su observancia muy útil y conveniente al me« 
jor servicio de la Iglesia y del Estado. 30 En 
fin, que para evitar los inconvenientes que pue- 
dan presentarse á la autoridad civil en el ejerci- 
cio de sus facultades, y que el Gobierno como 
patrono y prolector de la Iglesia de Venezuela 
pueda vigilar sobre la observancia de los cáno- 
nes, es indispensable que la jurÍ3<iiccion erlesiás- 
tica se ejerza con arreglo y sujeción á estos, de- 
cretan. 

Alt. único. La ley de 28 de Julio del affo I40 
sobre patronato está vigente y en toda su obser- 
vancia en Venezuela, y conforme á ella se pro- 
veerán los beneficios mayores y menores. 

Dado en Caráeas á 15 de Marzo de 1933, 40 y 
239 — El Vicepresidente del Senado, Andrés TW- 
relloj. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, Antonio Febres Cordero. — El Secre- 
tario del Senado, Rafael Acevedo, — El Secre- 
tario de la Cámara de Representantes, José Ma- 
ría Pelgron. 

Sala del despacho, Caracas 21 de Marzo de 
1833, 49 y 239— Cúmplase.— El Presidente de 
la República, José A. Páez, — Refrendado. — El 
Ministro de Estado en el Despacho del Interior y 
Justicia, Diego Bautista Ürbaneja, 

PATRONATO eclesiástico, resolución bje- 
CVTIVA DE 4 DE JUNIO DE 1833 declarando quc 
el patronato y vice-patronato residen en la au' 
toridad civil independientemente de la fé ó 
culto que profese el que lo ejerza^ con tal que 
respete el culto exterior de la religión cató' 
lica* 
República de Venezuela. — Secretaria de E. en el D. del 
Interior y Justicia. — Sección central. — Ramo del In- 
terior. — Mesa segunda.— Caracas. 4 de Junio de 1888. — 
Afio 4 ^ de la ley y 23 ® de la independencia.— Núme- 
ro 26, • 

Al Sr. Gobernador de Cumaná, ' 
Presentado al despacho el expediente remitido 
por US. relativo á las comunicaciones habidas 
entre US. y el Gobernador de la diócesis, con 
ocasfon de no haber querido este investirle con 
la llave del sagrario en el dia Jueves Santo de este 
año, S. £. dispuso que se oyese el voto del con- 
sejo, el cual evacuó la consulta en los términos 
siguientes : 

^^ £i Secretario del interior hizo presente que 



COIiOMBIANA T TSMBZOLARA VIGBNTE. 



PAT 



el El|eci]tivo deseaba saber el parecer del conse- 
jo en orden á una comunicación del seftor Gober- 
nador de la provincia de Cumaná coronel Eduar- 
do Stofibrd fecha 9 de abril, quejándose de que 
el gobernador de la diócesis de Guayana, que en 
aquella ciudad hizo como preste los oficios del 
día jueves santo, le negó la investidura de la llave 
del sagrario que le rorrespondiaen calidad de vice- 
patrono según costumbre, y en virtud de la sino- 
dal de 1687, puesta desde entonces en observan- 
cia, mediante la sanción real. De las contestacio- 
nes ocurridas entre ambas autoridades, aparece 
que la negativa del gobernador eclesiástico se fun- 
dó solo en un oficio del reverendo obispo de 
Trícala, vicario apostólico de Guayana, dirigido 
desde la isla de Margarita y recibido el lunes 
santo, insertándole su decreto de 23 de Marzo 
ultimo, en que bajo pena de suspensión de todas 
las funciones del ministerio sacerdotal prohibe 
absolutamente entregar dicha lleve á algún seglar 
de cualquiera grado y autoridad por mas elevada 
que sea, si no profesa notoriamente la religión 
católica, apostólica romana, en obediencid al Sumo 
Pontífire, cuya resolución creyó el preste dcbia 
ejecutar respecto á la persona del gobernador 
sefior Stofiford, á quien el mittmo reverendo obispo 
atribuye disparidad de culto como cristiano pro- 
testante. Bien considerada la cuestión, juzga el 
consejo que el citado decreto ofrece al Grobierno 
poderosos reparos, no solo por la aplicación que 
de él se ha hecho, sino tsencialmente por las 
razones en que se pretende fundarlo, y por el 
sentido general y absoluto en que está concebido. 
Al establecer dicha prohibición, el vicario apos- 
tólico de Guaya na aduce como fundamento de 
ella el concepto de ser solo por una costumbre 
originada de la piedad y devoción, y consentida 
por los prelados, que »e ha dado la llave del ^i|-, 
grarioel dia Jueves Santo k Jos primeros magis- 
trados de las ciudades y villas. Mas 8. S. 
R. no ha podido olvidar que tal prerogntiva 
está fundada no solo en Ja costumbre, sino 
también en el parágrafo 146 título 59 libro 
3^ de la citada sinodal, aprobada por los re- 

Íres de Espafín, en que se dispone ** que las 
laves de los saofrarios l'^s deben tener ios 
prestes que hacen los oficio^j de este dia, si no es 
en parte donde asisten les v ice- patronos de S. 
Bf . á quiepps se les dan por razón de la represen- 
tación del patronato real. Tal error, pues, por 
parte del reverendo virarlo apostólico, no le jus- 
tifica de hab<'r atitonzrtdo \n violación del precep- 
to sinodal y el desaire hecho en público á la per- 
sona y representación del magistrado civih 
Ademas, según los términos en que está concebi- 
do el decreto mencionado, puede comprender á 
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todos los funcionarios de la República incluso el 
primer jefe del Estado, y si fuese fundada la dis- 
posición que contiene, podría también hacerse 
extensiva por los mismos principios á las demás 
prerogativas y derechos del patronato, y consti- 
tuirse árbritala autoridad eclesiástica de imponer 
al cumplimiento de la ley de la materia, las res- 
tricciones ó condiciones que ella no establece. 
Tal seria la de exigir al Gobierno mismo una 
pública protestación ó profesión notoria de su fé 
y culto religioso. Los referidos derechoá y pre- 
rogativas del patronato ninguna relación tienen 
con ios principios de la conciencia : es un atribu- 
to de la autoridad civil, derivado naturalmente de 
su supremasía en todo lo que comprende el orden 
general de la sociedad. Tal es el carácter esen- 
cial con que generalmente está reconocido este 
derecho, y su ejercicio, como djce la ley de 28 de 
Julio de 18^, debe adaptarse en la República h 
su sistema de gobierno y conformarse en las ma- 
terias que comprende á las atribuciones conferidlas 
á sus autoridades. Por tanto, en Venezuela cual- 
quier magistrado es hábil para ejercerlo en sus 
respectivos casos sin necesidad de otros requisi- 
tos que los que la constitución y la ley prescriben; 
lo único que obtienen derecho de exigir los mi- 
nistros y prelados eclesiásticos es que se respete 
el culto exterior de nuestra divina religión. (>on- 
sultado el Ejecutivo en otra ocasión por el mibmo 
sefior gobernador de la diócesis sobre si la dispa- 
ridad de culto cristiano que se atribuye al go- 
bernador señor StoíFord, seria obstáculo para ad- 
mitirlo á las funciones de v ice- patrón ato, se sir- 
vió declarar conforme al acuerdo del const^jo de 1 1 
de Julio último que ni sabia cual fuese la'croeiicia 
religiosa de aquel funcionario, ni tenia motivo para 
investigarla ; que solo consideraba en él su carác- 
ter como gobernador de la provincia de Cumaná, 
y que como tal debia ejefcer las funciones que le 
atribuye la citada ley. Contrayendo ahora las 
precedentes observaciones al nuevo caso en cues- 
tión, pudiera aun prescindirse de la declaración 
que el godernador StofiTord hizo al del obispado 
en su contestación de 9 de Abril de ser cristiano 
ingles, y su religión la católica apostólica: basta 
que en los actos áf que ha asistido como vic«3-pa- 
trono haya tributado el respeto y veneración de- 
bida al culto establecido. Masen este punto le 
recomiendan sobre todo encarecimiento los infor- 
mes no solo del jefe político, sino también del go 
bernador de la diócesis y del Pro. Juan Espinal. 
Este en su sermón del primer dia de pascua de 
resurrección hizo una honro.sa mención delseftor 
Stofibrdf presentándolo como un modelo digno de 
imitarse en sus asistencias á las pláticas doctrina- 
les de la cuaresma, y á las procesiones y actos de 
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)a semana santa ; y aqnel prelado también ha eer- 
úñctíúo que su conducta es cumplidamente moral, 
que BU solo iguala, sino que av^entaja fr loe demás 
por su reMgiesidad etteríor, j que es edificativo 
en la generación del santuario, é itreprensible 'en 
sus conversaciones y modales. Le será por último 
permitido al consejo observar que después delaeita- 
da dcil iracion del gobierno expedida á consultáis 
la misma autoridad eclesiástica, parece que habla 
fondada razón para esperar que no tendría lugar 
contra su tenor un procedimiento como el que ha 
^motivado la queja del vice-patrono de Cumaná, 
lo que es tanto mas respetable cuanto que el re- 
verendo obispo de Trícala en sus comunicacio- 
nes al goberaader interino de la diócesis le excita 
visiblemente á la desobediencia, y como & pro- 
vocar la persecusion. Opina, pues, en conclusión 
el consejo, que reproduciéndose el citado acuer- 
do de 11 de Julio último,se requiera al reverendo 
vicario apostólico de Guayana para que alce des- 
de luego su decreto de 33 de Marzo último, y 
libre orden al vicario foráneo de Cumaná, ó al 
gobernador de la diócesis pira que no embarace 
en el ejercicio de sus funciones ó en el goce de 
sus prerogati vas al actual gobernador de aquella 
provincia, bien sean las designadas por la ley de 
^ de Julio de 824, ó bien las que le correspondan 
por las sinodales, ó en virtud del uso y costum- 
bre." 

Y el Gobierno, de conformidad con la opinión 
del consejo, ha resuelto : que se diga al reverendo 
obispo de Trícala. que álcelos efectos de su de- 
creto citado, puesto que ellos contrarían los pre- 
ceptos de la ley de ¿8 de Julio noencionod», y 
las sinodales que han obtenido una sanción legí- 
tima: que se tiascriba al vicario foráneo de Cu- 
maná, comisionado para el gobierno eclesiáeítico 
de esta provincia y de las de Guayana y Barcelo- 
na, para que esté entendido quo no debió dar 
cumplimiento á órdenes que contrarían leyes 
vigentes de la República, y para que en lo sucesi- 
vo no se reproduzcan allí iguales actos: que se 
publiqxie en la Gaceta, y se diga todo á US. en 
contestación á su oficio de 9 de Abril último. 

En consecuencia lo comunico á US. para su 
conocimiento y fines consiguiel^teF. 

Soy de US, muy obediente servidor. 

Diego B, Urbany'a. 
Es copia. — Urbaneja^ 

PATRONATO eclesiástico, resolución eje- 
cutiva DB 11 DE JUNIO DE 1839 declarando 
cómo deben ejercer los Gobernadores las fun^ 
dones de los Intendentes ; y otras cosas reía' 
Uvas á los títulos de curas. 

República de Venezuela. -^Secretaría de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia,'^ 
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SeecioD !& — Caráca« II de Junio de 189^, affo 
109 de la ley y 299 ^^ ^^ independencia. — Nú- 
mero 10!. 
Sefior Presidente del Tribanal M^br de Cuentas. 

En 81 de Agosto de 1836 se dijo al Goberna- 
dor de Maracaibo y se transcribró en la propia 
fiecha á los de las demás provincias con el nú- 
meso 155, lo que sigue : 

'' lia Irenido el Gobieitio á la vista un titulo de 
cura propio de la parroquia de Chiquinquirá y 
San Juan de Dios de esa ciudad expedido al pres- 
bítero Maestro José de Jesús Romero por el se* 
ñor Provisor Vicario Capitular Gobernador de 
ese obispado en sede vacante, en el cual se en^ 
cuentra un cúmplase del Gobernador de esa pro- 
vincia que fué el sefíor Ramírez ; y observando 
que tanto en la expedición de dicho título como ea 
ponerle el expresado cúmplase, no se ha procedi- 
do debidamente, me ha mandado decir á USw 

Primero: — Que la presentación que corres- 
pondía hacer á los intendentes y ahora á los go- 
bernadores de provincia de uno de los propues»- 
tos por los prelados eclesiásticos para los benefi- 
cios curados, según lo dispuesto por el artículo 
27 de la ley de patronato, debe hacerse por di- 
chos gobernadores como lo hace el Ejecutivo en 
su caso, en el papel sellado correspondiente, sien- 
do tal presentación el título en forma que sirve á 
los- presentados, y en cuya virtud el prelado 
eclesiástico da colocación é instrucción canónica 
y manda tomar posesión sin necesidad de expe** 
dir por sí otro título. 

Segundo i-^íivie cuando el Ejecutivo en su 
caso expide dichos titulo:^, se previene al Gober- 
nador de la provincia en que está el curato que 
le mande cumplir, y es solo en tales títulos que 
debe poner su cúmplase; y 

Tercero: — Que á los títulos ó nombramientos 
de curas y sacristanes interinos que expidieren los 
prelados eclesiásticos en uso de la facultad que les 
concede el artículo 34 efe la citada ley de patro- 
nato, los gobernadores de provincia no deben po- 
ner su cúmplase sino mandar á tomar razón de 
ellos, conforme se ha prevenido en circular de 
17 de Octubre de 1838, número 170." 

Y como tal resolución resuelve la consulta que 
US. se sirve hacer por su oficio fecha 29 de Ma- 
yo próiíimo pasado, número 2, con que incluyó 
el título que devuelvo original expedido por el 
reverendo obispo de M érida á favor del presbí- 
tero Simón Pedro Ramírez nombrándole cura 
propio de la parroquia del Jobo, la transcribo 4 
US. de orden del Gobierno, añadiéndole que no 
se tome razón de los títulos de los curas y sa- 
cristanes en propiedad que expidan los prela- 
dos, ni se les satisfaga & los nombrados en elloe 
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afiígniKiop aipoa por 9«r iifmho el noBfhNtmiflii» 

to'pQr frutoriJad kiQOoipe^eiitQ. 
Soy de US. átenlo servidor. 

(Flrraado.) D. B. Üflmnejé. 

Patronato Kci;E9i^Ttco. otras funciones 
de los Gqberiiadores. Véene Promnúias^ ait 
14 

Patronato eclesiástico. Véase Mapn^i' 
dorias dt fáJbrie^y R* B. de 37 de Mart» de 
165¿, 7 Opción áp4ktranfttoe ó eapeÜanids lai- 
cales 4*c* 

PATRONATOS ócAPBLi.AiiiA8LAtoA|.Ba Yéap 
se Opción á pütroruíioSf ó capellanias iaicor 
les <^c. 

PATJtONOS DP iiA OBRA pía VUNOADA Blff HE- 
DIDA FOB. EL DOCTOR |fAR(HELIN(l RAMOEL. 

Véase Obras píoB, D. de 28 de Junio de 1824. 

PELGRON (Josí María) Pensión á sa vlitda^ 
Véase Pensiones, i), de 16 de Mayo do 18dO. 

PELO DE CON B JO. D^be considerarse como 
lana. Véase Arancel de imporiacion^ (Apén- 
dice al primer tonao) R. E. de 16 .de Afosto ds 

1853. 
PBNA coRipoRAlf Cuáles lo ton pai^a la inteli- 
genoía del artícalo 199 de la Constitacion) y el 
14 de la ley única título 13 del código de pro* 
cedi mienta. Véase Proofidimiento criminal^ 
artículo 15. 
PENA DE presidio. Véase Tiempo de prest* 

dio. 
PENA cAFiTAU Resolución. Ejscotlva de .8 
pE ENKRo i>E 1886 disponiendo que las Cor- 
tes den cuenta de su imposición al Poder Eje* 
cativo antes de ser ejecutadas. 
El sagrado deber del Ejecutivo, y el juramen- 
to que ha prestado de sostener y defender la Cons- 
titución, le ha obligado á solicitar, que 8e cum* 
pía con el mandato del párrafo 21 del articulo 
117, cuyo tenor es el siguiente: « 

**£n favor de la humanidad puede conmutar 
las penas capitales, con previo acuerdo y 'consen- 
timiento del (Jonsejo de Gobierno, á propuesta del 
tribunal que conozca de la causa en última ins- 
tancia, ó á excitación del mismo Ejecutivo^ siem- 
pre que ocurran graves y poderosos motivos^ ex- 
cluyéndose de esta atribución loe que hayan sido 
sentenciados por el Senado." 

Con este objeto ocurrió al Consejo y obtuvo {a 
eonsuKa sifuiente, la cual se ha comunicado co- 
mo su resolución en la materia. 

Sesión númeto 691 del Consejo ie Gobierno 

ConstitvcionaU 
Viernes 8 de Enero de l8$6, T* V 960 
1^: Reunidos el Excelentísimo seftor Vice- 
presidente de la República, los seSores Coos9Je*> 
ros CarxeHo, AvendaQo, Tanes^ buarte y los 9e«- 
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cMÉmos 4e Oneimii Il«cieada é lalerioct ae^krié 
laeesifin. 

£1 8«ef 0^0 iiA laferifMT nanifeató, 408 tet 
«íendo el Poder Bjeitttítp la Multad de CjonmOf 
tar las penas catiiMesjcottéoiierdo del Co^sc^o^ 
ottando to exfja algan.graíTke motivo de comre- 
•niencia ptkbliea, a¡n qae saa loecesario que la pro^ 
pmesta naaca óáí triiiuaal ^úa üondwió en úkíiBa 
iflfitaocia, fie enouenta, qoe esta Imiéica «tribu» 
cion puede ser mucbaa veees Irnatránea, si. no se 
obvian los ohsi&eulos que iMcesariameníe nacen 
de las ifwtanciad, euanáo el ifibuoal no reside en 
la capital de la ReptUica. Desde qae \m Tribu- 
nal Superior pronanoia sentencia, y el inferior 
recibe la provisión* debe este ejecutaala síp que le 
quede ningún afbttm para suspender su cumpli- 
miento. En las seoteneittsde pena capitali en que 
el Superior propone la' conmiHacion, no hay em- 
barazo, porque en la mlangia sentencia se previe- 
ne la sospeaeioQ iiaata que resuelv» el Bjeeativo. 
Mas, no eé así, cuando la propuesta 00 ha teni- 
do lugar en dicho Tribunal Superior. 

£1 reo, ó su defensor, poeden fepreseatar al 
Gobiennr pidiendo la conmutación, y basta que 
este quiera ocuparte en la consideración del ne* 
goeio, para que la sentencia se suspenda, pues de 
lo ccmttfario, en vano aeraa que aqaeUos usasen 
del derecho. de 4>etícíon, y que él Gobierno deli" 
berase. Cree, jMies« etÓobierno^ qii(B puede en 
este solo caso mandar suspender la ejecución de 
la sentencia, lo que antes ha hecho en la conmu- 
tación de Pablo García, valiéndose del Ooberna* 
dor de iapcovaicia como sü agente inmediato,^ lo 
cual dio lugar á una competencia entre dicho 
empleado y el trilninal qne frabia condenado^ 
Ma^, sea con dicho tribunal, ó con el Goberna* 
dor, con quien el Ejecutivo deba entenderse, siem^ 
pre ha de suc,eder, que loa reos no alcancen la 
oriílenide' 'Suspensión^, porque mientras esta se 
despacha, mientras llega ai Gobernador ó á la 
Corte de Justicfa) y mientras estos eicpiden las su- 
yas, los reos habrán áido ejecutados, y las miras 
de política y de conveniencia pública que el Qo- 
bierno ptrdiera tener presentes para la conmuta- 
ción, quedan sin efecto. 

Y deseando S. E. el Presidente adoptar una 
rpedid<^ que estando en consdnonpia cpn las fun- 
ciones de los tribunales, haga efectiva su atribu* 
cion de conmutar, desea que el Consejo le iljas- 
tre sobre el particular. 

Penetrado el Consejo, ^e la neceaided de afíen 
dajT la resolución que consulta el Gol^ierno, ofiox* 
dó : Qqe la única que pu^de dejar ^j^pedúa U fa- 
cultad qué le concede el númeiro 21 del artíf;ulp 
}17 de Ift Cpnatifucion, es fl que la Corte n^ajsde 
su^pepder la ej^cificion de las penaa capif^l^ ^^9 
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•oio CD los canon én qoe elk proponga, la conmu* 
tacion, como hasta ahora lo ha practicado, siao 
generalmente en todos aqaellos en que se impon* 
ga ia pena de último supHcío, solieitando al eíee^ 
to, qae pase en testimonio las sentencias que li- 
brare, y aguarde el resultado que produzca la in- 
teligencia que de ellos tenga el Ejecutivo* £1 
sefior Secretario de Haeienda salvó su Toto, por 
lo que respecta & una parte del acuerdo, en los 
términos que se expresa por separada 
(Firmado) Andrés Narvarie* 

¡Firmado) Francisco Javier Yanes, 
Firmado) Jb^é Dna/rte. 
(Firmado) J. María Carreña» 
(Firmado) F, Avendüño, 
(Firmado) /• B. Gallegos. 
(Firmado) JF! Hemaiz. 

(Firmado) /• S. Rodríguez. 
Es copia : Rodríguez* 
PEMA c^riTAL. Sobre lo mismo que la resolu» 
; cion anterior. Véase Indultos^ D. de 3 de Ma- 
yo de 1839. 
PENAS. Véase Consultas de seniefteias. Cuan- 
do se considerará como tal el arresto* Véase 
Prisión^ A, C. S. de 10 de Octubre de 1843. 

PENAS CORRECCIONAL VS. LBY TI TÍTULO YIII 
DBL CÓDIGO DB PROCBDIMXEKTO DB 13 DB FE- 
BRERO Db 1852— ^«/brma la de 10 de Mayo 
de 1836, p. 270 del cuerpo comprensivo de las 
de ese año^ y 260^ número 370 del cuerpo de 
1851. 

£1 Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso, 

Decretan: 

h^íy VI titolo 8.^ del procedimieDfio jadidal. De la im« 
poaioion de penas correcdonales por los jaeces, á los 
qae los desobedezcan 6 falten al debido respeto. 

Art. 19 En las penas correccionales que se- 
gún el Código orgánico de ios tribunale3t«puedéii 
imponer los Presidentes de Cortes y demás jue- 
ces inferiores, poi desobediencia, ó falta de respe* 
to, ó de decoro al respectivo tribunal, se observa- 
rán las reglas siguientea 

1^ £1 autor de la falta será advertido de ella, 
apercibiéndosele claramente para que se absten- 
ga de repetirla. 

2^ Si ia repitiere, podrá el juez en el acto mis- 
mo proceder á la imposición de una multa hasta la 
cantidad que permite el citado Código, haciendo 
autorizar por el Secretario la constaneii del aper- 
cibimieptp y la repetición de la falta, con expre- 
sión de la naturaleza del hecho ó palabras que en 
los casos del artículo 1 9 hayan ameritado la mul- 
ta, y de que será instruido precisamente el mul- 
tado. 

Art 29 Cuando la falta fuere grave de modo 
que merezca mas seria eorreeoion, el juez puede 
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hacer retirar del local & la persona que le falte, y 
levantando una diligencia sumaria, pasar esta á 
otro juez del lugar. 

Art. 39 En la diligencia sumaria de que ha- 
bla el artículo anterior ha de estar acreditada la 
fiílta con las declaraciones de dos testigos pre- 
senciales, por lo menos, sin coatar al Secretario 
que debe autorizarlas. 

Art 49 El juez del lagar que reciba la dili- 
gencia sumaria dictará un auto emplazando al 
que aparezca autor de la falta, y le prestará au- 
diencia por ocho dias para que pueda producir 
sus pruebas, y se defiepda verbalmente 6 por 
escrito. 

Art 59 £i dia noveno será el señalado para 
la vista del expediente, y concluida, deberá pro- 
nunciarse la sentencia, siempre que 6 juicio del 
juez no se necesite diferirla, por el término de 
dos dias, conforme á la Jey de este Código so- 
bre disposiciones comunes. 

Art 69 Dicha sentencia, en el caso de ser 
condenatoria, no podrá extender la corrección 
que aplique, sino hasta una multa de cincuenta 
pesos ó arresto hasta por tres dias. 

Art. 79 Si la falta ó desacato fuese de tal gra- 
vedad que, segim las leves comunes, exija un pro- 
cedimiento criminal, el juez receptor de la dili- 
gencia sumaria, si es el competente para cono- 
cer ; ó el que lo sea, según la ley sobre juicios 
criminales, seguirá entonces la causa por todos 
sus trámites ordinarios. 

Art. 89 Se deroga la' ley 6^^ título 89 del Có- 
digo de procedimiento 

Dada en Cafácas á 12 de Febrero de 1852, 
afio 23 de la ley y 42 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Siman Planas,-^ 
El Presidente de la Cámara de Representantes, 
F. Parejo. — El Secretario del Senado, José Án- 
gel Freyre, — El Secretario de la Cámara dé Re- 
presentantes, J. Padilla, 

Caracas, Febrero 13 de 1852, afio 23 de la Uj 
y 42 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Monágas. 

Por S. E. el Presidente de la República— El 
Secretario de Estado en los Despachos del Inte- 
rior, Justicia y Relaciones Exteriores, Joaquín 
Herrera. 

PENAS CORRBCCIONALES. ACUERDO DE LA COR- 
TE SUPREMA DE 22 DE AGOSTO DE 184tf dccla^ 

randa que en las impuestas por las Goberna* 
dores y Jefes políticas, no están obligados es* 
ios funcionarios^ por la naturaleza misma de 
sus funciones, á observar los requisitas de in* 
formación sumaria^ y demos reglas á que es* 
tan sujetos los jueces ordinarias» 

Caracas 22 de Agosto de 1846, 17? y 360 



COLOMBIANA T TBIOBOLANA TIOBtlTB. 



7r 



PEN 



«« Vista la eonsulta de) jnex de primera iostaneia 
del Oeste de la provincia de Maracaibo qoe diri- 
gió la Ck>rte Superior del quinto distrito con su 
informCy y ha devuelto el ministerio fiscal con su 
dictamen. Cree aquel juei que cuando la ley or- 
gánica de provincia autoriía en tus artículos 28 
y 29 á los Gobernadores y Jefes políticos para 
imponer penas pecuniarias, precediendo una dili* 
gencia breve y sumaria en que conste el hecho 
que ;lo8 motive, deberla deducirse esta cons- 
tancisi no del solo relato del magistrado, sino de 
una comprobación bien testimonial, bien docu- 
mental que hubiese tenido á la vista, á fin de que 
el penado quedase convencido de haber incurrí- 
do en aquella pena, así como se previene á los 
jueces en la ley 6^ título 8*° del código de pro- 
cedimiento que para imponer penas correcciona- 
les de arresto que pase de tres dias, 6 de multa 
que exceda de diez pesos, deba acreditarse el he- 
cho con las declaraciones de dos testigos presen- 
ciales, de Oiodo que según el concepto del jaez 
consultante deberían quedar sujetos los magis- 
trados de policía á las mismas reglas que los jae- 
ces ordinarios. Pero las leyes nan establecido 
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con razón ia diferencia que se nota entre unos y 
otros fundonarioB, ann cuando tengan que aplicar 
la misma pena, por ser también bastante percep- 
tible el diverso modo con que obra cada uno en 
el ejercicio de sos funciones. Los jueces can* 
traídos á administrar justicia entre partes que 
la reclaman, y á castigar los delitos después de 
cometidos^ no se ven obligados á proceder con tal 
Ikstioacion que los haga omitir algunos trámi- 
tes que pueden asegurar la rectitud en el proce- 
dlniieoio* Sus determinaciones por tanto, aun 
cuando sufran alguna retardación» no dejan de pro 
ducir el efecto debido ; mientras que las autorida- 
des á cuya vigilancia se han conñado el orden 
público, Ja tranquilidad y seguridad del Estado, 
se ven frecuentemente urgidas á obiar con ia ce- 
leridad y reserva que llene el objeto de su minis- 
terio. St39 providencias precautelativas son por 
lo común de tan pronta y vigorosa ejecución que, 
perdido el momento preciso en que debieran te- 
nerla, no solí) vienen á quedar infructaosas, si- 
no que dejan on blanco por donde puedan hacer- 
se funestas irmpcióíics contra el orden y truhqui- 
lldad pública. De nada serviría haber tenido la 
previsión necesaria para acordarlas, si por la de- 
sobediencia de un subalterno Do corregida opor-. 
ttmátnente por falta de dos testigos q\ie la hu-' 
bíeson presenciado, quedasen sin efecto Ihs medi- 
(tas acertadas que hubieran podido salvar el Es- 
tado del trastorno que sufriere. De aauf la dife- 
i^ncia que sabiamente han establecido las leves en 
^ modo de hacer cumplir sus providencias los en- 
cargados de b policía y los de la administración 



de justicia; y pues que las disposiciones que 
fijan las reglas de su proceder & cada uno de es- 
tos funcionarios son claras y terminantes, la Cor- 
te Suprema no considera que hay duda fundada 
acerca de su inteligencia, ni motivo para dirigir 
consulta á las cámaras legislativas. Comuniqúe- 
se esta determinación á las Cortes Superiores. — 
Narvarie, — MarÜnez.'^Castillo. — Duarte. 

PENAS cKUELKs. Su abolición. Véase Dispo- 
siciones generales constitucionales^ art. 206 y 
Tormento, 

PENAS ÁI.08 CATBOaÁTIOOS DE hA& UNXVER8I- 

DADS8. Véase Insiruecion pública^ L. 6^ art. 
7 al 9. 

PENITENCIARIAS* decreto de 15 de mayo 
DE 1841 mandando establecer tres* 
El Senado y Cámara .de Representantes de la 

República de Venezuela, reumdos en Congreso. 

Considerando : 

Qua% el establecimiento de casas de corrección 
contribuye á la economía en la custodia de los 
que han sido condenados, á la eficacia de la pena- 
y á la mejora de la condición moral de los de- 
uncuentea; siendo ademas una basa indispensa- 
ble para la perfección del código penal : 

Decretan : 

Art. 19 Se establecerán á la mayor brevedad 
en el territorio de Venezuela tres casas de correc- 
ciou ó penitenciarias, una en ia ciudad de Cara- 
cas en el edificio nombrado cuartel de San Carlos, 
y las otras doB en las ciudades 4e Cumaná y 
Maracaibo. 

Art* 29 P&ra la que se ha de construir en el 
cuartel de San Carlos se destinan por ahora vein- 
ticuatro mil pesos, debiendo el Poder Ejecutivo 
I disponer lo conveniente á fin de que desde luego 
se dé principio á la obra ¡ y para Iqs planos, pre- 
supuestos y primeros gaMos de las otras dos, se 
destinan doce mil pesosw 

Art 39 £1 Poder Ejecutivo dará anualmente 
cueuta al Congreso del, estado .de dichas fábricns 
para que en los presupuestos se incluyau las can- 
tidades necesarias hasta su conclusión, 

Art. 49 El Poder Bjecutivo dispondrá que. en 
el castillo de San Carlos, en la barra 4^ Maracai- 
bo se preparen y arreglen dos salas para estable- • 
ce^'un taller de herrería y otro de carpinteriía, 
pata él trabajo de los presidiarios que no sean tie- . 
cesarios para las obras del ca^tU^o. (jk>a este fin 
podrá emplear el Poder Ejecutivo la auma de .dos . 
mil ciento sesenta pesos, que se incluirán en él^. 
presupuesto. ' . - •: • 

^ 19 La suma expresada en este iirtículo aetá 
reinte^ada con el producto del trabajo de lai 
presidiarios, despuee de eatisfechos los'sueld'os de 
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lo8 maestrcM y d^mat gMlo» uMÜspensltbi^f del 
e64«bl€ciffniento. 

^ 29 El Poder £jpeeuttToexpedtrá<ei leglamea- 
to que oTgaoáee el establecimiento daoida euéftta 
aJ Congreso^. 

Dado en Caracas, á 10 de Mayo de 1641, afio 
12^ de lo ley y 319 de la independeacia; — £1 
Prpsidenle del Senaüdo, José Várffos^^EÍ Pre- 
sidente de la Chámara de Representantes, Ftrnan^ 
do Olavarría. — Éll Secretario del Senado, José 
Ángel Freiré* — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Rafael Acevedo, 

Sala del desparho. — Cardcas^ Mayo 15dc 1841 
arBo 129 de la ley y 319 de la independieñda.«^ 
Ejecútese — José A. Paez.—Fov 8. E.— El Se- 
cr0tario de E. en loe DD. d« lo Interior y Justicia 
Ángel Quintero* 

PENITENCIARIAS, resolución BJficvfiTA 
DE 26 DE OCTUBRE DE 1841 estableciendo dos 
talleres en el presidio de Maracaiho* 
En el expediente de la materia ha recaído la 
sigaiento resol iicion. 

El articulo 40 de la ley de 15 de Mayo del 
presente ano sobre el cstableciroiento de tres ca- 
sas de corrección ó penitenciarias dice así. 

«' £1 Poder Ejecutivo dispondrá que en el cas- 
tillo de San Carlos, en la barra de Maracaibo, se 
preparen y arreglen dos salas para establecer un 
taller de herrería y otro de carpintería,, para el 
trabajo de los presidiarios que no sean necesa- 
rios para las obras del castillo. Con este fin po« 
átá emplear el Poder Ejecntiro la soma de dos 
mil ciento sesenta pesos, que se inclairán en el 
presupuesto."^ 

*» ^ 19 La suma i^xpirsada en este artículo se- 
r& reintegrada cotí el producto del trabnjo de los 
presidiarios, después de satisfechos los sueldos de 
los maestros y demás gastos indispensables del 
establecimiento. 

<* ^ 29 El Poder E^ecQtfyo eaq>edirá el regla- 
mentó que organice el establecimiento, dando 
cttéofa al Congreso.'' 

En su cumtpUmfettto y con presencia del fo- 
foTMe qife ha dado el comandante de armas de 
Maracaibo, el Poder Ejecutiro ha acordado el si* 
g^^nte reglamento. 

Art 19 Se establecen en el castillo de San 
Cíñóá áe Maracaibo dos talleres, tino de armería 
y herfería^ y otrd de carpinteHA de ribera y de 

b1lltt(50. 

An. ^ £n el taller de herrería habrá dos 

{fttf(taía comptatamente provisias de las herra- 

Bílfert tas necesarias; y éit el de carpintería dos 

I bancos con un torno, una prensa, sierra» y toda 

]ák6ttáíYiíenU y méi c6irés(K>ndiéhtes. 

Ari^'Pl(í& d um da herrerJA b^brá ua jl 




niaesirs' eon elsueldo de «esenla pesos measua- 
les ; y {Mará el de carpintería otro maestro eon el 
núsroo sueldo», y ademas vto ayudante con tieia* 
ta pesos m<»nsuaies para el Irabcijo da blaoc»; 
£1 cofttaodaate de armas dé la proTinda haró ios 
nocnbraoiientos de estos emideados, dandi» ett«n« 
ta de ellos ai Gobierno para su aprobación ; y 
tsndr6 la ¿Kultad de reoiaveEios» cuando no coxfc- 
vinforea all mejor serFido del estsblecimiento. 

Art 49 Los talleres estarán abiertos todos los 
días de trabajo desde las seis de la mafiana has- 
ta las nueire, de las diez á las doce y de las dos 
de la tarde hasta fas seis, en cuyas horas se ocn-^ 
paran los presidiarios en ks obras que les fue- 
ren designadas por los maestros y ayudante^ 
quienes deberán concurrir con puntualidad á los 
talleres en las horas prefijadas. 

^ único. No obstante lo dispuesto en el artícup 
lo anterior, el comandante de armas podrá alte- 
rar el numero de horas de trabajo y designar las^ 
que deban ser, según juzgare mas acertado. 

Art 6.9 Los maestros y ayudante ensefiaráa 
sus respectivos oficios á los presidíanos con la 
mayor con traecion y esmero, y están en el deber 
de dirigir las obras que so construyeren en los 
taUeres» y de contribuir á ellas mismas coa su 
ayuda mateital. 

Art. 09 ^^« presidiarios destinados á los ta- 
llel^es concurrirán con puntualidad á las* horas 
designadas en el artículo 49 y estarán obligados 
á obedecer y cumplir exactamente las órdenes y 
disposiciones de los maestros y ayudante, los cua- 
les tendrán facultad de obligarlos á ello, bien 
por sí ó por medio de un cabo de la guarnición 
del castillo que asistirá á los talleres dorante las 
horas de trabajo» 

Art 79 Los presidiarlos destinados á los ta- 
lleres se instruirán y ocuparán en la constmc- 
cion de cureñas de todas clases, en la composi- 
ción de armamento,, en la fabricación de artícu- 
los de guerra, tanto del ramo de carpintería co- 
ntó del de herrería, y ademas recibirán la ense- 
fianza propia del oficio del calafate, del velero y 
<le la construcción naval. 

Art.. 89 Coando los presidiarios no estén ocu- 
pados e& las obras del Estado» se contraerán á 
la construcción de obras de particulares, y á la 
de todos aquellos artículos que tengan demanda 
y qae son utilidad puedan ser vendidos por cuen» 
ta del laUer, en la inteligencia de que los parti- 
culares qf» mandaren hacer obras, deberán pre- 
sentar Jo» correspondientes materiales, y de que 
solo para los de lasque se hicieren por cuenta de 
los Ulieres^ eomo sombreros de ^pijapa^ baúles^ 
6uc, se tomará da luís fondos ¿el cstatüeciioieiuo^ 
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con calidad de reintegro, )a eantidad que ee ne- 
cesitare. -> 

Aii 99 £1 com&ndaDte del castillo será el ad- 
ministrador y director de estos talleres, y como 
tal cuidará del cumplimiento de los deberes de 
sus subalternos y del bueo orden y policía del 
establecimiento. 

Art. 10. Se tomarán de los almacenes del cas- 
tillo con la debida cuenta y razón todos los ar- 
tículos y enseres que se necesitaren, tanto para 
el establecimiento de los talleres, como para la 
construcción de las obras que se hicieren para 
servicio del Estado. Y para la provisión de los 
que no hubiere en almacenes, el comandante del 
castillo, por conducto del de armas de la pro* 
Tiocia, hará el correspondiente pedido á la junta 
de hacienda de Maracaibo, la cual podrá con- 
tratarlos dentro ó fuera del país según lo creye- 
re mas conveniente. 

Art. 11. Los presidiarios del castillo recibirán 
al año dos vestuarios de cotonía compuestos de 
camisa y pantalón, una frazada, dos mandiles de 
coleta y dos sombreros de empleta. 

Art. 12. A cada presidiario se asistirá con un 
real de socorro por dia» para que coma en ran* 
cho, que se arreglará como el de tropa, y se le 
darán al mes tres reales en jabón y tabaco. 

Art 13* Estas suministraciones se harán del 
real y medio que abona el tesoro público oara ca* 
da presidiario, y el sobrante que resulte ai fin del 
alio económico se destinará á les objetoa que 
pretferibe el artículo 1& 

Arft. 14. Cada dos aHos serán eiíaniíiados los^ 
presidiarios por una junta compuesta del coman- 
dante del caatülo, que la presidirá, da lea dos 
maestros de que habla el artículo 2P y de todos 
los demás que fueren llamados por el comandan- 
te del cabtalo de acuerdo coa el de armae de la 
provincidé Loa que resoltaren con loa conocí- 
mjentos y cualidades- de maestro, obtendrán del 
eomandanDB út tLtrtías de la provincia el titulo de 
tálés, y teúd^án opeiotí á reemplazar al pfopie^ 
tatít^ én las tacantes absolutas <6 temporalea con 
lá mitad del siiddo por 6idcn.de antigttedad. 

Art 15. £1 presidiario que al cumplir su con- 
dena hubiese aprendido con perfección cualquier 
ra de los dos oncios á que se le destine, y que hu- 
biese maniíeatado buena conducta y lálxxriosidad» 
•era gratificado al acto de siu salida con ifena »»• 
á(ia). q^ue no exceda decien pesos, para que pue- 
da ^abhr tienda de su oficio, y con una suma que 
no exceda de dhcuenta el oue habiendo aprendi- 
do medianamente su oficio, haya dado pruebas de 
b^etta conducta y ' ápUcadon. Üstas. gratifiíiaeio* 
^ s«r<u;i ai^K^ádát jwr el coxtíaiid^nte de annaa , 
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á propuesta de los maestros» informada por el 
comandante del castillo. 

Art I6w Para recompensar el buen éxito de 
los esfuerzos de los maestros se les gratificará con 
ciento cincuenta pesos por cada presidiario que 
resultare en el examen con los conocimientos y 
cualidades de maestro» 

Art 17. Al fin de cada mes el comandante del 
castillo pasará al de armas de la provincia una 
relación documentada de las obras que haya he- 
cho cada presidiario, bien para el Estado, bien 
para los particulares : del precio en que se ha« 
3ran vendido estas ultimas ; y un Informe acerca 
del estado del establecimiento. Caios documen- 
tos serán enviados á la secretaría de guerra, con 
las observaciones que crea convehiente hacer di- 
cho comandante de armas. 

Art 18» Con la diferencia q^e resuke entre 
el real y medio diario decretado en el presupues- 
to para raciones del presidio, y lo que ahora de- 
be gastarse en mantención y vestuario de los pre- 
sidiarius, según lo dispuesto en los artículos 1 1 y 
12 de este reglamento, y con el producto del tm* 
' bajo de los presidiarios, que no sea para servi- 
cio del Estado, se fot mará en la administración 
de aduana de Maracaibo un fondo con el cual se 
atenderá al reintegro de los dos mil ciento se* 
senta pesos que suple ahora el tesoro público, al 
paffo de los sueldos de los maestros y ayudante, 
á la compra de materiales para las obras que se 
hagan por cuenta y á beneficio del estableci- 
miento, á las gratificaciones de que hablan los 
artículos 15 y 16 y á todos los demás gastos que 
ocurran en lo sucesivo. 

Art. 10. El comandante de armas de Maracai- 
bo de aci'erdocon el del castillo procederá in- 
oiedíatamente á hacer preparar y arreglar las 
dosc salas que se necesiten á fin de que si es po- 
sible, empiece á trabajar el presidio en todo el 
Ufé de Noviembre próximo. 

Art. 20. Cocnuníqwese este reglamento á 
qnienea eoifvesponda, publíqueae en la Gaceta de 
Gebierku» y dése etienta al cuerpo legislativo en 
6tt.f>ráxíma leunioa. 

Otñricaa S6 de Octubre de 184 L 

Por Si £• — HernatK» 

PENSIONES. DXcaBTO »b 11 m abril m 
1833 eonceiitnda una dé par íMa á Juan 
Cúñrreño, 

ti Senado y Cámara de Kepreaentantes de la Re* 
pública de Yenezuela reunidos en Congreso. 

Vista 4a solicitud 4e Juan Carrefio pidiendo se 
le coaceda una pensión equivalente ala radon da 
en invalido, por haberse inutilizado defendiendo 
el érdeii contra* los fiícciasos que la noche del U 
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(lo Mayo de 1831 atanaron !a cárcel jiiiblica de 
esta capital, y consideraaJu : 

10 Clue está bien comprobada la invalidez de 
Juan Carreflo 6 consecuencia ile heriJag recibi- 
das pur defender con denuedo la seguridad pú- 
blica, la noche citada. 

29 Que las anteriores legislaturas han pramia- 
do esie serTicio en otros individuos, y consolado 
Itn familias de los alcaides de la cárcel, muertos 
por la misma cansa, asignándoles pensiones subre 
loa fondua municipales de esta provincia. 

DUCRCTAN. 

Arl. ünico. Se asigna & Juan CarrcRo de por 
Tlda lo pensión de seis pesos mensuales, que se le 
Abonarán de los fondos municipales de la provin- 
cia de Caracas, 

Uado en Caracas á 8 de Abril de 1833, ^0 de 
la ley y 23 de k iadependencla.— £1 presidente 
del Seoaüo, Manuel Quijitero. — El Presidente de 
la Cimara de Rfpresenisutcs, Joan Manvel jWbb- 
rique. — El Secretario del Senado, Rafael Aceve- 
do. — El Secretario ¿6 la Cámara de Represen- 
tantes, Jote María Pelgron, 

Saín del despacho. Caracas á 11 de Abril de 
1633. 40 y 83— Cúmplase— El Presidenia de la 
República, José Antonio Páez. — Refrendado. — 
El Secretario de Estado en el Despacho del In- 
terior y justicia, Diego Bautista lfrbani0a, 

PENSIONES. DECRETA DE 13 DE K&VO DE 1841 

concediéndalaí á los religiosos que no las ob- 
tuvieron por virtud del articv-lo ¥> del D. de 
83>/e Febrero de 1837. 
El Senado y Cñmars de Rcprcrautautei de la BopúbUca 
de Veu«iiela MuoJdoeea Congreso. 
DECRETAN. 

ArL úuico. A cada religioso de los que por m 

hallurse con efectiva re»tdeacia en los cUnatro* 
de su convento al liempo üe la aupretion, ó por 
(Star hecha esta antea lie 1» poblicacion de la lay 
<le 23 de febrero de 1S37, ao han sido compren- 
didos en la gracia concedida en et artículo 4^ de 
dicha ley ; y que por au edad 6 enfflrmedailw es* 
té Inhábil á juicio del Poder Ejeeulivo, para ejer- 
cer por sí solo ei minimerio j- (naniMerse, M^e 
concederá la peniíion de trescientos pesos anuales 
K'bre las rencas de su respectivo convento i v 
tanto oaVñi como! toa (lernas religiosas qúe-JíeCra' 
ten de pensión deberán, en cuanto lo permita eu 
vliuncion. cumplir con las cargas, que da acndr- 
do el Poder Ejecutivo coa el ordinario ecjeai áiti- 
cD, se les asigne, conformándose con la mente de 
los funitíidores en cuanto á la aplicación 
_ Dado en Oarácas a 10 de Moyo de 1841, 12? 
itela ley y 31? de la independencia, — El Presi- 
dente del Sonado, José \'&rga3. — El Praaldetjw 
de la Cámira de Representantes, femando Ota- 
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Barría.— El secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, Rafael Acevedo. 

Sala del despacho.— Carficas Mayo 13 de 1B41, 
alio 129 de la ley y 319 "^^ '* ind^endencla. — 
EjecQie'se.— Jmé A. Páez- — Por S. E.. .El secre- 
tarto de Estado en el Despacho de lo interior y 
justicia, Ángel Quintero. 
PENSIONES. DECRETO nr. fl dr abrii. de 1839 

concediendo una al Comandante Eduardo 

Brand. 
El Senado v Cámiira do Representan tos ile U Eepúbllcs 
de Vaunaula reualdo* en Coogreao. 

Vista Ib solicitud del comandante Eduardo 
Brand pera que se lo refrende la pensión de iora- 
lides que obtuvo del Gobierno de Colombia ; y 
Considerando 

Los grandes servicias que prestó este jefe en ta 
guerra de la independencia y el estado de invali- 
des en que se encuentra poi la total perdida de 
«n sentido. 

Decretan: 

Art, único. Se concede al comandante Eduar- 
do Brand la pensión de cien pesos mensuales. 

Dado en Caracas A 5 de Abril de 1639, aílo 
10 de la ley y 29 de la independencia. — El Presi- 
üenle del Senado, José M. Ttí/erí».— El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Jocfuift 
Botón — El secretario del Senado, JW Angil 
Freiré. — E) Secretario de la Cámara de Kepre- 
sent.-^ntes, Rafael Acevedo. 

Caracas, Abril 6 de 1639, 10 de la ley y 29 
de la independencia.— Ejecútese —Jh¿ A* Pite. 
Por S. El— Ei sc^relario de guerra y marina, Ra- 
fael Vrdaneta. 
PENSIONES. DWBBTO DI 2 de iiávo t>i 184S 

concediendo nna á la famiUa del TViiúaW 

coronel Richards. 

Cámara da Bepieseatantea de la U 
Tenetnek reanidiM en CoDgiaso, 
Considerando: 

19 Q,iie el difunta teniente coronel Tomas Ri- 
chards por amor á la Independencia y libertad de 
Venezuela, sbItó del presidio de C¿uia á rarios' 
de loa denodados patriotas del 19 de Abril da 
ISlO, que existían confinados allí ppr.íl Gobierno 
eapoñol. , , "'1 ,' . ' '"■' 

•10 (Jue p.ile acto dé patriotismo v'liene'ficen- 
ci:i costi al teniente coronel' Richaría la, p6rijlila 
d>í su ínriijun, giro y domicilio en Cádía'fcotDD in- 
dividuo ilü ai|ui-i comercio, y j 

3^ QuK- su viuda y trece hijos vénezolonoe Iran; 
queiíudo fcJuciilos ft un estado deplorable.' 
Decretan : 

Aft, ünlco. Seiyíncedeeo indemnización á h' 
viuda é hijos del teniente coronel Tomas Rjcherds' 
p3r el o.^pacia de veinte atlos el goce de I& tereora 
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parte del sveldo de primer comandante que dis- 
frutaba aquel. 
Dado en Caracas á 90 de Abril de 1842, aQo 

13 de la ley y 32 de la independencia. — El Pre- 
gideote del Senado, X Manuel de los Rios, — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Fratí- 
cisco Diaz* — £1 Secretario del Senado, José R. 
BurgnilloB, — El Secretario de la Cámara de Re* 
presentantes, Rafael Acevedo. 

Caracas Mayo 2 de 1842, affo 13 de la ley y 

32 de la independencia. — Ejecútese. — José A. 
Páez, — Por S. B. — El Secretario de Estado en 
los despachos de g*;erra y marina, Carlos Sou" 
hletté. 

PENSIONES. DECRETO DE 21 DE ABRIL DE 1843 

concediendo una á la señora María del Cár^ 
men Marrero^ viuda del alcaide Marcos Ca- 
lanchez, 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Eepública 
de Venezuela reooidos en Congreso 

Considerando : 

Que son fandsdas las solicitudes de María Ae\ 
Carmen Msrrero, viuda pobre de Marcos Calan- 
chez, quien hizo á la patria el sacrificio de su vi- 
da el 11 de Mayo de 1831, y que de las rentas 
monicipales de esta provincia estuvo recibiendo 
la misma viuda la pensión que se le habia conce- 
dido pnr decreto legislativo de 15 de Junio del 
aflo citado hasta que se cumplieron los diez de 
su término, sin que después se le haya prestado 
ningún otro auxilio público. 

Decretan : 

Art. único. Se concede á María del Carmen 
Marrero, viada del alcaide Marcos Calancbes, la 
pensión men<«'^al de quince pesos durante su vida: 
la contríbiicion se le hará del tesoro público dea* 
de la facha en que este decreto quede sancionado; 
y mientras empieza & regir el presupuesto del alU> 
económico entrante en que se incluya su impor- 
te, se tomará ai efecto lo correspondiente de la 
sama debtinada en el actual para gastos impre- 
vistos. 

Dado en Caracas á 20 de Abril de 1843, afio 

1 4 de la ley y 33 de la independencia — El Pre- 
.«idriite del Senado, José Vargas* — El Presiden- 
te de l:i Cámara de Representantes, Manuel Fe- 
Upe de Touar, — El Secretario del Senado, José 
Ángel Freiré, — El secretario de la Cámara de 
Representantes, J. A. Pérez. 

Caracas Abril 21 de 1843, afio 14 de la ley y 

33 de la independencia. — Ejecitese. — • Carlos 
Souhletie* — Por S. E el Presidente de la Bap^ 
blica. — El SecreUrio de EsUdo en los Despachos 
de lo Interior y Justicia, Juan Manuel Manrique* 

PENSIONES. DECRETO DB 2 DB MAYO DB 1843 

concediendo una al General lyEoereux. 
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El Senado y Cámara de Bepreseatantes de la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 
En USO de la atribución 18^ del artículo 87 de 
la constitución. — Y teniendo en consideración 
los particulares y grandes servicios prestados por 
el general de división Juan de Evereux á la cau- 
sa de la independencia de Venezuela, forknando 
por sí mismo en Irlanda y conduciendo 6 nues- 
tro territorio una legión en auxilio de nuestros 
ejércitos, á la cabeza de la cual contribuyó eficaz- 
mente á los triunfos que sellaron nuestra existen- 
cia política, cuyos servicios nan merecido una es- 
pecial recomendación del Poder Ejecutivo, á tiem- 
po que el General expresado se halla absoluta- 
mente inválido, por la total pérdida de la visUi : 

Decretan : 

Art. único. Se concede al general Juan D'Eve* 
retix, como una muestra de gratitud nacional, la 
pensión vitalicia de mil doscientos pesos anuales, 
que gozará aunque fije su residencia fuera del 
territorio de la República, debiendo acreditar la 
supervivencia para este goce, en los términos que 
acuerde el Poder Ejecutivo. 

Dado en Caracas á 1 9 de Mayo de 1843, año 
14 de la ley y 33 de la independencia.— -El Pre- 
sidente del Senado, José Vargas. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Manuel Felipe 
de Tovar. — El secretario del Senado, José Án- 
gel Freiré. — El secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J, A. Pérez. 

Caracas Mayo 2 de 1843, año 14 de la ley y 
33 de la independencia. — Ejecútese. — Carlos Sou- 
hleie, — Por S. E el Presidente de la República. — 
El Secretario de Estado en los Despachol de lo 
interior y justicia, Juan Manuel Manrique. 

PENSIONES. DECRETO PE 24 de marzo db 1845 
concediendo una ala señora Mariana Marino. 

£1 Senado y Cámara de Representantes do la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud de Mariana Marifio pidiendo 
una pensión mensual en recompensa de servicios 
importantes que prestó á Venezuela en la guerra 
de independencia, y 

Considerando: 

Que es un deber del Congreso acordar recom- 
penses á los que hagan servicios importantes, 

Decretan : 

Art. único. Se asignan á Mariana Marifio cua- 
tro pesos mensuales que se le abonarán por el 
tesoro público durante los dias de su vida. 

Dado en Caracas & 18 de Marzo de 1845, afio 
16 de la ley y 35 de la independencia.-^ El Presi- 
dente del Senado, José Vargas. — El Presidente 
de la Cámara de Representan tef, JM. Paladas. 
—El secretario del SenadOt José Ángel Freiré. 
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<^E1 se^ratario de k Cáoura d« ReprotenteJites, 
/. A, Pérex. 

Cbréoas Mano 24 de 1845, alio 16 de la ley 
y X de k mdepciidencia.-^^clkieeev*^*</áW«f 
^Setfé/¿ffé.^Per S. B. rl Preeidenle de la Rpp6- 
blica.-*-EI Secretario de Estado en el Deamcho 
de lo intesior y Jasticia, Franeisco Cohos jrWer» 
tts. 

PENSIONES. DECRETO DB 1^ DE ABRIL DE 

1846 condonando una cantidad al General 

Rafael Urdaneta^»y señalando una pensión a 

su viuda. 

El Senado y Cámara de Represéntenles de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Considerando : 

19 Que la Nación ha debido avanzar al Ge- 
nenfl Rafael Urdaneta, como Ministro Plenipoten- 
ciario cerca de S, M. Católica, el sueldo de un 
aQo segon es práctica. 

29 Que el General Urdaneta murió en esta 
comisión sin haber devengado aun la suma que 
habia percibido, y 

39 Quo los importantes servicios prestados por 
el mismo General á la causa de la independencia 
hacen acreedora á su viuda á la gratitud nació* 

nal. 

Decretan : 

Art 19 Se condonan al General Rafael Urda* 
neta 10.312 pesos 52 centavos que aun no habia 
devengado en su comisión de PlenipotenciariOt 
cuando acaeció su muerte. 

Ar* 29 La viuda del mismo General gozará 
del tesoro publico la pensión mensual de cien.paaes 
dorante su viudedad, incluyéndose en dicha suma 
la cantidad que deba recibir por la de montepio. 

Dado en Caracas, á 31 de Marzo de 1846, año 
179 de la ley y 369 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, Domingo Guzman. — 
El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Fernando OJavarria, — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freyre. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. A, Pérez 

Caracas, 19 de Abril de 1846, olio 179 de la 
ley y 369 de la indepenílencia. ^Ejecútese.— 
C&rlos Soublette.-^For S. E. El Presidente de 
la República. — El Secretario de Estado y del Des- 
pacho de Hacienda, Juan Manuel Manrique, 

PENSIONES. DECRETO DB 16 DE MATO DB 1850 

señalándolas á last viudas de José Luis Ra- 

inos^ José Moría Pelgron y ala huérfana de 

José M, Morales, 

£1 'Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Consideraniú : 

Qmb les eindidanoe José Lnis Ramos, José 
Maris Pelgron y José Manuel Morales prestaron 
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servicioa impurtanlci é la patria desde el aS|> da 
1810 que proclamó su independencia» 

Décretaf^: 

ÁxU única fias viudas de loe cáudadaeos Joet 
Luis Ramos y José María Pelgron, gomará» Aú 
Tesoro público, ducapte au viudea« la wBoia df 
treinta pesos mafisnales cada uaa, y la htia única 
del ciudadano José Manuel Morales la do vein- 
ticinco pesos mensuales, mientras perioflAeaca en 
au estado de soltería. 

Dado en Caracas á 14 de Mayo de ISS0« aSo 
21 de la ley y 40 de la indepeAdeneia.«-^Jll Pre* 
sidente del Senado» José T* Ptreiroi^^EA Presi* 
dente de la Cámara de Representantes, Juan 
José Per eirá hozada, — El Secretario 4el Sena» 
do, José Ángel Irey^e, — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, J. Padilla, 

Caracas, Mayo 16 de 1850,21 y 40.— Ejecúte- 
se.— Jdíé T. Moná^s.^^ox S. E.— El Secreta- 
rio de Estado en el Despacho de Hacienda, Fef' 
nando Olavarría, 

PENSIONES. DBCRBTO DE 7 DE MARZO DB 1850 

concediéndolas á varias viudas qve las gozar 
han anteriormente^ y á otras nuevas. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 

Clue los importantes servicios prestados á la 
Nación por el general, jefes, oficiales y demás 
ciudadanos que se van á expresar, hacen acreedo- 
ras á sus viudas á la gratitud nacional. 

Decretan : 

Art. 19 Les viudas á que se refiere este deere* 
to, disfrotarán mensuatmente del Tesoh) público, 
durante su viudez, las sijruieñtes pensiones. 

La viuda del general Francisco Carabáño, se- 
tenta pesos. 

La del coronel Juan José Conde, cuarenta y 
cinco pesos. 

La del coronel Ju&in de Dios Infante, cuarenta 
y cinco pesos. 

La del comandante Juan Albornez, treinta y 
cinco pesos. 

La del comandante Guillermo Córser, treinta 
y cinco pesos. « 

La del teniente Pablo Rodríguez, quince pesos. 

La del subteniente Juan Andoeza, doee pesos. 

La del sargento primero Liborio Renjtfo, doce 
pesos. 

. La <le los ciutfadanos Joan MaMonado y Mi* 
gnel R4veroI, veinticinco pesos cada una. 

La del voluntario Concepción Silva, díer pesos. 

Art 499 En hs pensieaes eeHaiadas á las viu- 
das del general, jefes y ofieialee, qaedia indoida 
la que disirutan por moAteplo miutar. 
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Art. 3^ Se deroga el decreto de 14 de Mayo 
de 1836. * 

Dado en Caráca*>, á 6 de Marzo de 1650, año 
2J de U ley y 40 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, P. Cebállo^. — El Presidente , 
de la Camarade Rispresentantes, Lucio Pulido, 
— El Secretario del Senado, José Ángel PreyreA 
-«^El Secretario de la Cámara de Representantes, | 
J; Padilla. 

Caracas, Marzo 7 de 1850, año 21 de la ley y 
40 de la independencia. — Ejecútese. — José T. Mo- 
nagos — Por 8. E. — El Secretario de Estado en 
<it Despacho de Guerra y Marina, Francisco 
Mejia, 

PENSIONES. OECRRTO de 3 ob abrildb 1851 
concediendo una á Hermógenes Illas. 
El Senado y Cámara de Representantes déla 

República de Venozuel», reunidos en Congreso. 

Considerando: 

Que Hermógenes Illas ha perdido totalmente 
la vista en la campaña del año de 1848 : que e»ta 
desgraciada circunstancia 16 ha reducido á la im- 
posibilidad de procura t de los medios de subsis- 
tencia, y que en semejantes casos no puede la 
Oración hacerse indiferente á los sufrimientos do 
lorosos de aquellos ciudadanos que se haQsacrkfí- 
ejido en au ser vicio. 

Decretan : 

Art. único. £1 ciudadano Hermógenes Illas 
gozará durante au vida la pensión de cuarenta 
pepos mensuales. 

Dado en CHrácas, á l^de Abril de 1851 año, 
22 déla ley y,41 déla independencia. — El Pre- 
sidente del Senado. José T. Pereira. 

El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Jíffiguel Ansíoléi. 

£t Secretario del Senado. José A, Freiré. 

^l SeeretariQ.de la Camarade Representantes, 
i. Padilla, 

CatáfiTi^, Ái>ril'3 de l8&l,.a&9 2S^. de la ley y 
41 . d® b independencia. 

£jae4iet0.-^é 6 Mauágas. 
/P^r 3. E.— £1 Seoreiario de estado en el Des- 
pacho (le Haciendaí Pedro Cárlos^ Gelineau. 

JP^IMIONfiS. DECRETO DE 16 DE ABRIL DE 1851 

concediendo una á la señora Bárbara Garri- 
do. 

Sl^Senfldo y Cámara de Representantes déla 
Rep6blicft«4é'1?eoesaela, retiñidos en Copgfeso. 

(Om J^ tí^t!^ Qftrb^nra Qp^iito Vivada M m» 
i^blJB jo^t^sia^n^por )a Jijbennd é ,iiiil^p«p^»|K!Í« 
dé Venezuela tacnácd todos los bienes qne fMpüa 

•Jír«»íWMfi'Bffii«)líí»fr ej .ejéweMo:i«tbwllMte ¿« 
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Decretan : 

Art. üpico. Se Ci^ncede á la señora Bárbara 
Garrido durante su vida, ,una pensión niensua] de 
cuarenta y ocho pesos, qj^ie le^ serán abonados 
por el tesoro publico. 

Dado, en Caracas, jl 14 de Abril de 1831, aflo 

22 de la ley y 41 de la independencia. 

El Presidente del Senado, José T, Pereira. 

El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, Miguel Anzola. # 

El Secretario del Senado, José Ángel Freyre, 

El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J», Padilla. r 

Caracas, Abril 16 de 1851, año 22 de la ley y 
4J de la independencia. 

Ejecútese. — J. G, Monágas- 

Por. S E.— El Secretario de E. en los iy{^. de 
Hacienda y Relaciones Exteriores, Pedro C. 
Gelineau. 

PENSIONES. DECRETO DE 25 DE FEBRERO DE 

1852 concediendo una á la viuda del General 

Cornelia Muzoz, 

£1 Senado y Cámara de Represeplantes áh la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 

19 Que á los distinguidos servicios consagra- 
das á la Patria por el General José Cornelio Mu- 
ñoz, como antiguo. so Mad o en la heroica guerra 
de la independencia, ha agregado el déla gloriosa 
jornada de! 10 de Marzo de 1848, como defensor 
de la Libertad é instituciones de la República. 

29 Qne la viu.U 6 hijos de este benemérito 
ciudadano son acreedores á la consideración na- 
cional, en la situación en que se encuentran des- 
pués de la muerte de aquel, que solo les dejó en 
herencia el virtuoso ejemplo de su acendrado cÍt • 
vismo y de su heroico valor. 

Decretan : 

Art único. Se concede del Tesoro nacional á 
la viuda del finado General José Cornelio Muñoz 
durante su triudéz, la pensión men^ual de 80 pesos. 

Dado en Caracas á 24 de Febrero de 1S52. año 

23 de la ley y 42 de la independencia.-— El Pre- 
sidenta del. Senado, Jesús María Olaechea^-^El 
Presidente de la Cámara de^epre^^ntc^ntes, Jb^é 
Ramón 4^ilcro.— El Secretario 4ei.Senwdo,./(wé 
Ángel preire. — £1 Secretario de )a Cámiura 4» 
Representantes, J. Padilla. 

Qará^ f el!¡r€|ra.25 de 19^2» afio 23 de 1» i^y 
yJSide )a indisp^ndi^fiGJa, 

Por.S. E.rtjfií S^c<;eMo ^e í:,.en lQSrJ)P.->df 
Goerjay-flílariníf ffi^n)iííi^§^qj& ¿fé/K^r. 

BJBN^IOQIES. ftBoABTO 9E 6 M maUzo deIS£2 . 

conc€dienda.um»\áim8ra¿ IVdhciíc9 JUén^^sf^ : 

.dU Aittulok y GáoMica ide Jte^preeénitnfiBs'^deUe. 
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República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando: 

Que el acendrado patriotismo del Ledo. Lino 
Hurtado, su amor á las instituciones y su adhesión 
al Gobierno legítimo en cuya defensa murió, hacen 
acreedora á su viuda ala gratitud nacional. 

Decretan : 

Art. único. Francisca Méndez viuda del Ledo. 
Lino Hurtado, disfrutará mensualmente del teso- 
r# publico la pensión de 25 pesos durante su 
viudez. 

Dado en Caracas, á 2 de Marzo de 1852, año 
23 de la ley y 42 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Jesús María Olae- 
chea. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, José Ramón Agüero. — El Secretario 
del Senado, José Ángel Freiré, — El Secretario 
de la Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Marzo 5 de 1852, 23 y 42.— Ejecatese, 

J. ér. Monágas. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, P^dro C. GelineaUf 

PENSIONES. DECRETO DE 5 DE MARZO DE 

1852 concediendo una á la señora Josefa 

Hernández. 
£) Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Considerando : 

1? Que las peticiones que ha dirigido Josefa 
Hernández, viuda de Pablo Ponce, alcaide que 
fué de la cárcel pública de esta ciudad, son fun- 
dadas y justHS por haber fallecido el indicado 
Ponce en consecuencia de los maltratos que re- 
cibió en la noche del 1 1 de Mayo del año pasado 
de treinta y uno resistiendo á los facciosos que 
asaltaron la indicada cárcel, haciendo por tanto 
un servicio á la patria. 

29 Que por el decreto de 14 de Abril del año 
pasado de 32 se señaló sobre las rentas munici- 
pales de esta provincia 6 la dicha Hernández la 
pensión mensual de quince pesos por el térroi* 
no de ocho años, cuyo término concluyó el 
año pasado de 40 ; y 

39 Que es equitativo tener alguna considera- 
ción á la familia de Ponce de la misma manera 
que se hizo con Marcos Calánchez, el otro al- 
calde de la misma cárcel. 

Decretan : 

Ail único. Se concede á Josefa Hernández, 
viuda de Pablo Ponce^ la pensión de quince pe- 
tos mensuales durante su vida, cuya cantidad se 
■acara del Tesoro público, y se colocará en el 
presupuesto anual de gastos de la República. 

Dado en Car&cas á I9 de Marzo de 1862, año 
# 23 de la ley y 42 de la independencia. 

Cl Presidente del Senado, Jesús M, Olaechea, 
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— El Presidente de ha Cámara de Representan- 
tes, José Ramón Agüero. — El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freyre* — El Secretario de la 
C^ara de Representantes, J. Padilla. 
Caracas Marzo 5 de 1852, 23 y 42. 

Ejecútese. — J. G, Monagos. 
|f Por S. E. — El Secreti rio de Hacienda, Pedro 
C. Gellineau. 

PENSIONES. DECRETO DK 10 DE MARZO DE 

1852 concediendo uno á la señora Ana Josefa 

Anzola. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Vistas las solicitudes de Ana Josefa Anzola, 
viuda del General Ramón Ayala, en las cuales 
pidió entre otras cosas la protección nacional, por 
el estado atíictivo en que se encuentra con su nu- 
merosa familia ; y 

Considerando : 

19 Que el nombre del General Ramón Ayala 
es uno de los nombres históricos de Venezuela, 
por sus virtudes» sus servicios y su desinterés. 

29 Que teniendo derecho á los haberes mili- 
tares que decretó el Congreso de Colombia en fa- 
vor de los servidores de la patria, tuvo el des- 
prendimiento de no hacer ninguott reclamación ;y 

39 Que entra en la gratitud y muniñcencia na- 
cional, prestar protección y amparo á las viudas 
y descendientes de los libertadores, que por su 
angustiada situación imploran un acto digno de 
los delegados del pueblo. 

Decretan : 

Art. único. Se concede á Ana Josefa An/ola, 
viuda del General Ramón Ayala, una pensión 
vitalicia de setenta y cinco pesos mensuales que 
se pagará del tesoro público. 

Dado en Caracas á 8 de Marzo de 1852, año 
23 de la ley y 42 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Jesús María Olas- 
chea. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, José i^amon Agüero, — El Secretario 
del Senado, José Ángel Preyre. — El Secretario 
de la Cámara de Representantes, /. Padilla, 

Caracas, Marzo 10 de 1852, año 23 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G, Monagos. 

Por S. E* — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, Pedro C, Gellin^u, 

PENSIONES. DECRETO DE 22 DE MARZO DB 

1862 concediendo una á los señores Coronal 
graduado^ R. Escobar^ Capitán Manuel San- 
ehez Salvador^ y Subteniente T. Muñoz y 
Ayala, 
El Cenado y Cámara dé Représetitantes de lá 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 
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Cunsiderando : 

19 Qu® «1 Coronel graduado Ramón Esco- 
bar, el Capitán Manuel Sánchez SaWador y el 
Subteniente Tomas MuAoz y Ayala han hecho á 
la patria importanien servicios en la guerra de la 
independencia, sacrificándose por ella hasta el 
easo de ¡quedar inuiiüzados para proporcionarse 
la subsistencia. 

89 Qu^ ^9 un deber del Congreso osar en ca- 
ros como el presente de la atribución 18^ art(« 
culo 87 de la Constitución. 

Decretan : 

Alt* único. Se asignan al Coronel graduado 
Ramón Escobar ciento cuarenta pesos, al Capitán 
Manuel Sánchez Salvador ci<*n pesos y al Sub- 
teniente Tomas Muñoz y Ayala setenta p^aos, 
cuyas sumas seles pagarán mensualmente del Te- 
soro p6bl¡ro, durante su vida, en lugar de laa que 
tenian sefialadas por el Gobierno. 

Dado^en Caracas á 19 de Marzo de ISfiSS, afio 
23 de la ley y 42 de Ja independencia. 

El Presidente del Senado, Jeaus M. Olaechea, 
— Ei Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Ramón Agüero — Ei Secretario del 
Senado, ;José Ángel JPreyre. — El Secretario de 
Ja^ Cámara de Representantes, JT. Püdilla, 

Caracas Marzo 22 de 1853, alio 23 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese.—-/. €r. ílonágas. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, Pedro C, Gelüneau» 

PENSIONES. DECRETO DB 30 PB MARZO DE 

1S52 concediendo una ala señora María d$ 

Jesús Rivero. 
J^l Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Vieta la solicitud documentada de María de 
Jesús Rivero, y 

Considerando: 

Que su legitimo hijo José María Montero mu- 
rió en Maracaibo en uno de los asaltoe que el 
^érsito ccnsiitucional dio á las casas fuertes de 
los insurrectos á tiempo que dicho Montero ejer> 
eia las funciones de abanderado. 

Decretan : 

Art. único. Se concede 6 María de Jesne Ri* 
rero, durante su vida, una pensión de quince p«> 
sos mensuales, que se pagarán del tesoro pública 

Dado en Caracas' á 27 de MarftO de 1668, afio 
Í13 de la ley y 42 de la independenele, 

£1 Presidente del Senado, Süvesire Ouetara» 
-^El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Jf . Ponce de León. — El Secretario del Senado, 
ifUt^^Angel Freyre. — El Secretario de la Cáq^a* 
itt de RepresenrtanteS) J Padilla^ 
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Caracas, Marso 80 de 1852, aSo 38 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese.— %r Q. Monágae» 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Dee- 
pacho de Hacienda, Pedro C. GeUineau. 

PENSIONES. DvoRBTo ds 10 db marzo na 
1654 concediendo una á las hijas del almiran* 
te Luis Brion. 

Bl Senado V Cámara de Representantes de la B^tdlea 
de Veaesuela reunidos en Coomso. 
Vista la solicitud de Lorleta y Plantina Brion 

por la cual acreditan de nna manera fehaeleoft 

^ue son hijas naturales reconocidas del Almiraoie 
lUis Brion, y que habiendo-muerto eete BeneiDá- 
rito Jefe sin auceslon, tienen derecho al recuenlo 
de la patria ; y considerando que la gratitud op- 
cional debe marcarse con hechos y demoatraoio- 
nes ^ue estimulando el patriotismo, conserve Tita 
al mismo tiempo la memoria de los ilnsCree f eiK 
forjados Tarones que fundaron la Bepfiblioa oon 
sacrificios de todo linaje. 

Decretan ; 

Art. 6nlco. Se concede á Lorieta y Plantina 
Brion, hijas naturales reconocidas del ánado Al- 
mirante Luis Brion, la pensión mensual de eln- 
cuenta pesos que percibirán del Tesoro p6bUco y 
disfrutarán mientras permanezcan solteras. 

Dado en Caracas á T de Marso de 1854, aSo 
25 de la ley y 44 de la independencia.— El Fre- 
sidente del Senado, Yicior J. Ditz^^^X Presidáis 
te de la Cámara de Representantes, Franehso 
Oriaeh. — ^El secretario del Senado, /• A, Péreeu 
— El Secretario de la Cámara de Representantee^ 
J. Padilla. 

Caracas Marso 10 {de 1854 alio 26 de ia Uf 
y 44 de la independenola. 

Ejeefitese«— J. G. Monagos^ 

Por 8. E. el Presidente de la Repáblica.— JW 
Secretario de Estado en los Despachoa de Qoe»- 
ra y Marina, Juan Muñoz TSbar^ 

PENSIONES» OBCRBTO ob 26 ob mavopb 1854 
aeordando una á loe eeñoras Francisca f 
Rosa Montano* 

Bl Seuidoy Cámamde Representantes de la Beptüflaii 
de Veaeauela, reunidos en Gongroee* 

DBCRBTAlf. 

Art 19 Se acnerda una peosion de veinte p^ 
soa mensuales por el resto cíe eu rida á las 8e0o- 
rae Franciaea y Rosa Montano. 

Art. 29 Desde la publicación de este dédalo 
se pagará á laa mencionadas sefioras, la enisa 
que 6S:preea el anietlor artíeolo por ^I Tesoro oa- 
ciooal. 

Dado en Caráeaa á 15 de Mayo de 1854, alio 
25 de la 1er y 44 de la independencia.--'El Pkw- 
dente del Senado, Pedro Port^ro.^Bl Preaidan- 
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te dé lá Cátíiara de Rej^rekeniatites, L: Ruedus, 
—Él Secretorio del Senador / -á. PérBz.-^SH 
Secretario de Id Cámara de Re presectontes, /. 

PúdÜlíL 

Caracas Mnyó 26 de 1S54, afto 25 de la ley y 
44 de la independencia.— Ejee^tefte. — /. O 
Monágas.-r^ot S, E.— ¿1 Secretorio de E en 
el D. de Hacienda, Pió Ceballos. 

PENSIONES. DECRETO M 26 DE MAYO DB 1854 

concediendo una á María JBusebia Acevedo» 
£l Setiado y Cánlafa de R'epi^seniantes dé la República 
de Yeneznela, reunidos en Congreáo. 

COmtDE BANDO. 

Que María Eusebia Aceredó ha comprobado 
los servicoa prestados á la Rt^pública por su hijo 
único el s^undo Teniente habilitado de la armada 
nacional Francisco Acevedo. 

DBCftSTAN. 

Art 19 Sé acuerda á María Eusebia Acevedo 
ki pensión de diez pesos mensuaieSf que percibi- 
rá del Tesoro público durante su vida. 

Art 29. Para que tenga efecto esto dlposicion, 
desde la publicación del presente decreto, se in- 
cluirá en el presupuesto para el próximo afio eco- 
nómico la suma que corresponda á la agraciada 
desde la fecha de la publicación hasto el 30 de 
Junio del corriente tfio. 

Dado en Oarácaé á 10 de Mayo de 1854, atío 
25 de la ley y 44 de la independencia. — ^El Pre- 
sidente del Senado, Pedro Portero, — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, £• Ruedan. 
£1 Secretorio del Senado, J. A, Perez^-^-El Se- 
cretorio de la Cámara de Representantes, J. 
Padilla. 

Caracas, Mayo 26 de 1854, a^o 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J, O. 
Monagos. — Polr S. E El Secretario de Estado 
en el Despaj^ho de Hacienda, P, Oebállos, 

PENSIONES. DEcasTO de 24 de kato de 

íSb5 acordando una á la Señorita Enriqueta 

Loinas, 
W Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venesaela reunidos en Congreso. 

Visto la solicitud de Heaitqueto Loinss, pidien- 
do se le acuerde una pensión, con los documen- 
tos que comprueban loe servicios prestados á la 
patria por su difunto padre Joeé Agustín Loinas; y 

considerando. 

Ctue es atribución del Congreso premiar los 
servicios prestados á la República. 

DECRETAN. 

Art* único. Henriqueto JLoiiMW» hija legítima 
del difunto José Agustín Loinas, disfrutará de 
una pensión mensual de treinto pesos, mientras 
perrpenezca en estodo de soltería. 

0adoen Caracas á 18 de Mayo de 1865, aSo 
2¡S de la ley y 46 de ía independencia.— £1 Pre- 
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sidente del Senado, Juan Hilario Obispo it He- 
rida — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tontés, /• L, Arismendi. — 1*11 Secretario del Se- 
nado* J. A» Pérez* — £1 Secretorio de la Cama* 
ra de Repreaeotontes, J« Padilla» 

Caracas 24 de Mayo de 1856, año 26 de la ley 
y 46 de la independencia. — Ejecútese.^»Jo«¿ T- 
Monagos, — Por S. E. el Presidente de la Repü«' 
blica — £1 Secretorio de E. en los DD del ]nte«- 
rior, Justicia y Relaciones Exteriores. — FtanciS' 
co Arando, 

PENSIONES. DECRETO DE 6 DB MATO DE 1856 

concediendo una al, compitan Juan Francisco 
del Castillo^ durante su vidoy ígval al suela- 
da d^ su erado, 
£1 Seaado y Cámara de Representantes de la República 
de Venesaela, reanidos en Ouugtifsj. 

«ONSlDERANDOk 

19 ^ue es una atribución del Congreso por el 
artículo 87de la Constitución, conceder pieuiios 
y recompenaas á los que hayan prestado servi- 
cios á la Patria^ 

29 aueel Capitán del Ejército Líbertodor, 
Juan Francisco del Castillo ha prestodo diferen- 
tes 6 importantos servicios desde el afio de 1 1 
hasta el 27 que el Líbertodor Simón Bolivar le 
concedió letras de retiro, habiendo también ser- 
vido en la escuadra nacional contra Maracaibo 
lüsafiosde 1.848 y 1.849 desempeñando la comi- 
saría d^ guerra. 

39 Que ha probado plenamente no haber go- 
zado pensión, sueldo ni remuneración alguna 
por dichos servicios ; y se halla en ^ad muy 
avanzada. 

DECRETAN. 

Art 19 El Capitán retirado Juan l^rancisco 
del Castillo gozará por el resto de su vida de 
una pensión mensual igual al sueldo íntegro de 
su grado, que se le pagará del Tesoro público 
desde la fecha del presente decreto. 

Art 29 La cantidad á que ascienda esta pen- 
sión hasta 30 de Junio del córlente afio, se ten- 
drá como aumento en el presupuesto del presen»- 
te afio económico. 

Dado en Caracas á I9 de Mayo de 1.856, afio 
27 de la ley v 46 de la independencia.-^Ei Pre^^ 
sidente del Senado, Juan Virante GonzatesDeU 
gadon — £1 Presidente de la Cúraara de Represen^ 
tontas,/. G. OcAoa."— El Secretario del Senado, 
X A. Pérez.'^El Diputodo Seeretorío de JaCá>> 
mará de Representontes, /> A. TorreéMü* 

CarAcas, Mayo 6 de 1856 afio 37 de la i^y y 
46 de la independencia. 

{ejecútese, Jesd T. Moñifo^ 
Por S. £. el Secretario de Qaenra y; 

riña, Felipe JSeldveik 
Es copia, Estévts. 



Coitótí»u:&x y VKtaiWi^x wqbntb. 
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JaníodelBS». "^ *^«<?*» «• B. de 25 de 



I? Que el General de Brioadn P.».!.^ v 

Aguado, desde su juventud 1 ha cí„ ' ^r^"? i 
servicio de la Patrh en 1« M • consagrado al 

independenda V á í« 1 ^•T'^?' í^"*'"'*» ^'« ^^ ! 
pviluencja, y á /a consolidación de la« i« <ts 

*'m¿c?"de.de''f¿ir ^^"••'«'«•e J"«« Antonio 

•ervicios poBierion» «compensas por «us 

4M r qoe el Ck>ronel Pedro Ctñ\^ « /^x-. 

DtCRtTAN 

PENSIONES. Vé..eP«^o¿.,«eMo,yp.„«,. 



í««o dealgtín destino cíni. «oye Elido no pT 
«^de^l25pesosala,ea. Vea*, ¿,r« áe cK] 

PERITOS. V^,e Juicio de experto, v P,' 
jfil <f CONTADORES 6 partidÍuu». Vea». 

rtKllVStjONTA DORES 6 PARTIDORES Rit» ^- 

recfaos. Véase Am^^mi ¿. .f':^;'"'"™* ou* de- 
PERITO<í .!! ■^^^*'<^h»dtcta¡, art22. 

|p«c;&lrRSrDnAÍ.í/„S^ 

PERJUICIOS 1 EXTOA»«E0. POR AOON«r. 
-.KJ.T0SÍOt.ÍT,O0S e OTRA CAWA V^L^i' 

c?n V^tf i"""* ""••) ^"«f^ «»• •« deuda 
Siniu •''"'i^*!''*' ••»• '« P™«6 para su in- 
nO 8¿ «^«s"». Véase Provtnciat, art. 70, 

f»l4/aoor«:w»</o t» exportación. 

d« reneaaelí reonidos en Coi^eso, *~""" 
Considerando: 

^Tlou^iT ''•'''"'*•' '• Legi8lat.ra f.vorectt 
f^L^^i "*«'*'», que estén * »u alcance aquellas 

«oS Jííh'i71¿^'*'*«''«'* »"»«"* 1» ruina ielUa 
«^ofrsmerableí pófrfaclotí ; y 

fiJÜJ?^^ ^\ P?"^ <l"« ^* consUiuído en otros 
ttómpos uno de loa elementos de riqueza nacional 

„7, P^*' ^ *»a"a en el dia en el mayor abaú- 

Decretan t 



Art. lO Pq^ ^^j^ quiütal de |>e8cado 8a\«do sa- 

te por las aduanas de \a Rep&bU- 



" • '^"^^ quintal a< 

or que se exporte por las aduanas de \a Rep^bU- 
ca para el extranjero se abonaran a\ porlador cua- 
retítte centavos, equivalentes al derecho de \a sal in- 
vertida en el beneficio de dichn especie 

Art. 20 Ri po^íer Eiecotivo dictara las ragUs» 
neceaanaa para llevar ft cumplido eCetto esta dw- 
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podcioDi etitando cualesquiera abusos que puedan 
penudiear á las rentas nacionales. 

Dado en Caracas á 20 de Abril de 1844, a?lo 
16 de la ley y 34 de la independencia. —El Pre- 
sidente del Senado, José María de Héres.-^El 
Presidente de la Cámara de Represento ntes, Ja- 
cinto Gutiérrez. -^El secretario del Senado, José 
Ángel JFVííVe — El secretario do la Cámara de 
Representantes, Juan Antonio Pérez, 

Caracas Abril 25 de 1844. aAo 15 de la ley y 
84 de la independencia. — Ejecútese — Carlos Sour 
hlette —Por 8. E.--*E1 secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justiciat encargado inte- 
rinamente de los de Hacienda y Relaciones Exte- 
riores, Juan Manuel Manrique* 
PESOS Y MEDIDAS, ley pb 11 db ootobeb 

D^ \^2\ fiiándolas. 

El Congvesfo general de Colombia, consideran 
do : 1? Que la diversidad de pesos y medidas que 
se han introducido arbitrariamente en muchas 
provincias, cede notoriamente en perjuicio del 
Duen orden y de la fé público, cutí que deben ce- 
lebrarse los contratos (!e compra y venta y otros, 
en que se aseguran y traspasan las propiedades 
de unas manos á otras. — 2*^ Que es de absoluta 
necesidad uniformar dichos pesos y medidas, cuan- 
to lo permitan las circunstancias del momento, 
y sea compatible con los usos y reglas autorizadas 
por las leyes existenten, á fin de evitar los incon- 
venientes referidop y dar mayor impulso y facili- 
dad al comercio mteriur y exterior \ ha venido en 
decretar y decreta lo siguiente. 

Art. 19 £1 cahiz coiuinuará siendo la medida 
mayor para los granos y frutos seros; y se divi- 
dirá en doce fanegas de cuarenta y cuatro mil y 
tres pulgadas cúbicas y cinco líneas cada una, 

Art. 29 La fanega se gubdividirá en doa me- 
dias fanegas ; en doce almudes ¡ en veinte y cua- 
tro medios almudes ; y cuarenta y ocho cuartillos. 

Art. 39 ^^ moyo continuará siendo la medida 
mayor para los líquidos; y se dividirá en diet y 
seis cántaras de una arroba de peso cada una. 

Art. 49 La libra para el comercio y contratos 
públicos y particulares, tendrá el peso ordinario de 
diez y seis onzas. 

Art. 59 P»ra los usos de menor cuantía, la OH* 
xa se subdividirá como antes, en medias oosas; 
en cuatro cuartos ; en ocho ochavas 6 dracm&s; J 
«n diez y seis adarmes: el adarme en tres tomi- 
nups ; y este en doce granos. 

Art. 69 El marco dñ Colombia so conservará 
•n el mismo peso dr mi dia li!»ra ; la arroba en el de 
veinte y cinco libras ; y el quintal en el de cuatro 
arrobas* 

Art. 70 Los artículos 4^, 5^ y íP no alteran 
4r manera alguna las le.ycs e:sietontes, roJotivae 
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á pesos y medidas de las monedas y metales pre- 
ciosos, aceites, drogas y efectos de botica que w% 
mantendrán por ahora inviolablemente en en 
fuerza y vigor. 

Art. 89 El pié, comunmente llamado de Bur- 
gos, conservará su anterior longitud de doce pul- 
gadas ; y la pulgada la de doce líneas. 

Art. 99 La vara de medir para el trato, comer* 
cío y demás usos comunes, continuará de tr^s 
pies de longitud ; subdividida en cuatro cuartas ; 
seis sesmas y ocho ochavas, equivalentes á treinta 
y seis pulgadas. 

Art. 10. Se remitirán por el Poder Ejecutivo 
á los intendefites de los departamentos patrones 
do todos los pesos y medidas que crea convenien- 
te para el mejor régimen de la República, confor- 
me á lo que arriba se establece. 

Art. 11. Los intendentes de ios departamentos 
harán sacar ¡)atrones iguales 6 los que le sean 
remitidos : y los pasaran á los gobernadores de 
las provincias de su mando, para que estos lo ha«- 
gan en la misma forma á los jueces políticos ; y 
estos pos medio de los cabildos del cantón, á loa 
jueces de las parroquias de su jurisdicción. 

Art 12. Ningún individuo podrá tener mode- 
los de pesos y medidas, sin que lleven uniforme- 
mente la marca ó señal que designare el Gobier- 
no, para la mayor seguridad y garantía en loa 
contratos públicos y privados. 

Art 13. Las municipalidades respectivas man 
darán poner estas marcas ó señales, en los pesos 
y medidas que quieran tener los particulares para 
sus usos personales ; por cuya operación exigirán 
dos reales de derechos, que deberán aplicarse k 
I08 fondos de propios y arbitrios. 

Art 14. No se cobrarán por razón de pesos y 
medidas, otros derechos que los establecidos en 
el artículo anterior, quedando por consiguiente 
abolidos los llamados de almotacén. 

Art 15. Los que en centro vención del artícu- 
lo 13 usaren de pesos y medidas, que no tengan 
la dimensión y capacidad correspondiente, incurrf- 
rán en la multa de cinco pesos por la primera ves^ 
de diea por la segunda, y de veinte por la tercera, 
para propios y arbitrios, 

Art* 10. Los que usaren de pesos y medidas 
con marcas contrahechas y sin la dimensión y ca- 
pacidad legales, sufrirán por la primera vas hi 
pérdida de todos sus bienes muebles ; por la segUD- 
da, de tudas sus propiedades indiatinttimente ; y 
por la tercera, ademas de la confiscación, incunl- 
rán en la pena de tres afios de presidio, apliete- 
dose las penas pecuniarias para los fondos públi- 
cos. (•) 
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m Abolidas las eonflsosclones liaa oadaoe^ las qat 
este oleoe este evtloulo* 
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Art. 17. El estarla! para medir las tierras cons- 
tará desda ahora en adelante de cinco varas de 
largo. 

Art. 18. La fanega de tierra será un cuadro de 
veinte estadales 6 cien varas de largo, y tendrá 
por consiguiente cuatrocientos estadales cuadrados 
de superficie. 

Art. 19. La fanegada se subdividirá en cuatro 
efitancias ; la estancia en cuatro celemines ; y el 
celemín en cuatro cuartillos. 

Art. 20. La legua colombiana constará de seis 
mil varas de largo ; y se subdividirá en tres mi- 
llas de dos mil varas de largo cada una. (••) 

Art. 21. Los caminos públicos que se abran en 
Colombia en lo sucesivo, tendrán de ancho veinti- 
cinco varas por lo menos, siempre que lo permita el 
terreno, y serán tan rectos como sea posible ; y á 
los que ya existen se les dará el mismo ancno, 
siempre que «lo resulte un perjuicio notable á los 
propietarios. 

Art. 22. Los gobernadores harán medir los ca- 
minos públicos de sus provincias ; y mandarán 
f\jar en el término de cada legua un poste 6 se- 
na] que indique las distancias de un lugar á otro. 

Art. 23. £n los caminos cruzados mandarán 
fijar igualmente una tablilla que manifieMe á los 

traoseurties sus diferenioa direcciones. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su ob- 
servanria. 

Dada en el palacio del Congreso general de 
Colombia en el Rosario de Cünuia á 1 1 de Octu- 
bre de 1821, II de la independencia. — El presi- 
dente del Congreso, José Ignacio de Marques* — 
El diputado secretario, Miguel Santamaría. — 
El diputado secretario, Francisco Soto, 

Palacio del Gobierno en el Rosario de Cúcuta 
á 12 de Octubre de 1821. — Ejecútese.— F. P. 
Santander. — Por 8. E. el Vicepresidente de la 
República.— El ministro, Pedro Guai 
PETICIONES. Véase RepresentadonóS y so- 
licitudes, 
PIE. Véase Pesos y medidas, art. 6? 
PIPAS DR HIERRO. Véase Acueductos, 
piraterías. Véase Presas y represas oa- 

ritimas. 
P&A19CHA (derecho de) en puerto cabelló. 

DECRETO DE 20 DB MATO DE 1854 eStablC' 

dándolo. 
Bl BeOMlo y Cámara de Boproaentantes de I» Eepúbttca 
de Venesuela, Reunidos en Congrseo. 
Viala la solicitud del Sr. Lennit Laroche en 



JP^ Bste articulo ftié reformado por Decreto del Líber-. 
m que le sefialó 6»666 1 varas, y bs sido declarado v1- 
gmte por fiesoliieioo ^ecotiYa de 6 le Febrero de 1842. 

Q9íS9is^ nHuL 679. 
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que ofrece aumentar el muelle de Puerto Cabello 
prolongándolo en línea recta cien varas mas ha- 
cia el Mangle ; reparar completamente el exis- 
tente y cuidar por diez años de su limpieza y aaeo 
conservándolo en buen estado. 

DECRETAN. 

Art. 19 Se establece en Puerto-Cabello con 
el nombre de " derecho de plancha " por diez y 
seis años, el impuesto de dos centavos diaros so- 
bre cada tonelada que midan los buques que 
atraquen al muelle, bien para cargar, descargar, ó 
en lastre, entendiéndose adeudado el derecho, 
aunque la permanencia del buque no se verifique 
por todo un dia. 

Art. 29 Se exceptuam del pago de derecho 
establecido en el artículo anterior los paquete0 
nacionales que atraquen 6Ín cargar 6 descargar 
efectos ó mercancías. 

Art 39 La recaudación del derecho de plan- 
cha se hará por el Administrador de la Aduana 
de Puerto Cabello, y su producto lo tendrá se- 
manalmente á disposición del Sr. Lermit La- 
roche para ser indemnizado del gasto que ocasio- 
na la obra comprendida en los artículos siguien- 
tes. 

Ar. 49 Es deber de Lermit Laroche como em- 
presario, construir cien varas mas de muelle del 
existente en Puerto-Cabello, con la misma ciase 
de materiales y prolongación de la parte última- 
mente hecha, reparar en toda su extensión el mue- 
lle actual, limpiarlo y conservarlo en buen esta- 
do por el término de diez y seis aflos. 

Art 59 El Concejo Municipal del cantón 
Puerto-Cabello hará por medio de inteligentes la 
demarcación de las dimensiones de la nueva 
obra, é inspeccionará esta para hacer las observa- 
ciones y alteraciones que crea*convenientes á su 
mayor solidez y perfección, sin que pueda obli- 
garse al empresario al aumento de ninguna otra 
clase de material que Jus empleados en el muelle 
existente. 

Art. 69 Es deber de Lermit Laroche entregar 
concluida de un todo la parte del muelle contra- 
tado, como la refacción que debe hacer en general 
á codo ¿1, en el termino de dos afloa 

Art 79 Los diez y seisallos de que habla el 
artículo 19 y las demás épocas fijadas en los sub- 
secuentes, se contarán desde que principie á ha- 
cerse efectiva la recaudación del impuesto. 

Art 89 Lermit Laroche dará fianza por la su- 
ma de cuatro mil peso» para el caso de falta de 
cumplimiento á las condicionea establecidas en 
los artículos precedentes & satisfacción del Con- 
cejo Municipal del canten Puerto-Cabello. 

Art, 99 Bajo ningún respecto y por ningún 
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motiv^o podrá el Administrador de la Adaana. de 
Puerto-Cabello disponer de la menor porción del 
producto del impuesto, quedando en caso de in- 
fracción de esta disposición separado del destino 
de Administrador y oblig^ad o á reintegrar inme- 
diatamente en caja la cantidad de que hubiere dis- 
puesto. 

Art. 10. Lis cuestiones que se susciten por 
Í4ilta de cumplimiento por parte de Liiroche ó del 
Gobierno, se resolverán porfía Corte Suprema de 
Justicia, sin que en ningún ca^o &ea motivo de 
reclamación internacional. 

Dado en Caracas á 11 de Mayo de 1854. año 
35 de la ley y 44 de la independencia. — El Presi- 
dente del Señalo, Pedro Portero. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, L... Rue- 
das, — El Secretario del Senado, /, A. Púrez.^-rr 
£1 Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla 

Caracas, Mayo 20de 185|, affo 25.de la l^y y 
44 de la independencia. — Ejecútese. — /. G. JAo- 
nagas, — Por S. E. el Presidente de la Repúbli- 
ca. — El Secretario de E. en los DI}, del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores, Simón Plá- 
Tvas, 

PLANTAS. MEDICINALES. Véñ8e Exir acción de 

maderas preciosas. 
PLAZAS. Véase Promncias. art. 75, nO I9 
PLAZAS Y CAsriLLos. Véase Capitulación, de 

f lazas y castillos. 
PLAZO NO CUMPLIDO. Véase Excepciones dila^ 

tortas, 

PLENIPOTENCIARIOS. Véase Ministios 
públicos. 

POBRES DB SOLEMNIDAD. Exencíon de] uso^f pa- 
pel sellado y del pago de. derechos en los -l^ibii- 
nales. Véase Papel sellado^ art^ 18 y sus ^^^ y 
Arancel judicial^ art. . %o 

POBRES Dp soLEM.NiDAp. Sello en que deben 
otorgar. sus poderes. Véase Papel sellado ^n. 
H), y R. E. de 10 de Junio de 1864. 

PODER. svPREMp. En qué se divide para su ad- 
ministración. Véase Gobierno de Venezuela^ 
art. constitucional, 8. 

"PODER LEGISLATIVO. Véaso CMgrtso, Qánuvra 
del Senadoj Cámara de H^preseni^untee^ Cáma- 
ras legislativas, Diaposkumes eomunef á4un^ 
ka$ Cámaras Ugislaiivas f Aetosdel- Cmgre* 
so gu0 puedeme^pedvr$t eu unA^olatdiscfaion. 

PODEíR ESEcanvo» títvlo xti »b xé, <i»n8- 
TiTVmonr fif ando M9 euéUimiesy MUibuei&neii 
Art iÓ3. £1 Poder EjeentHío flrtá ^ée^rga-iie 

im nagiatrado «on la; deaomifiaoioil 4«j»NeiáeR'» 

te de la lUpáblics. 
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rene^plano por nacimiento, y. tener todas laa 
otras cualidades que se exigen para senador. 

Art. 105. Para que la elección de Presidente 
se tenga por constitucional, es necesario que se 
hayan riuoido en favor de un individuo las dos 
terceras partes de los votos de los electores que 
hayan sufragado en los colegios electorales. SI de 
ellos resultare el mayor nú^nero de votos en dos 
ó mas individuo?, ccmenipará el Congreso su vo- 
tación concretándola á d¡ch(»s individuos, para 
fijar los tr^s entre quienes deba ser electa, el pre- 
sidente.. 

Art. 106, Si de lo9^.c(»Ie<rias electorales no re- 
sultare en^pateen las elecciones, n la m por o reu- 
niere ningún individuo la mayoría de las dos 
terceras partes de sufragios, como se ha dicho en 
el artículo anterior, e$»cogerá el Congreso los tres 
que hayan tenido mas votos, y procederá á elegir 
uno de entre ellos por escrutinio, declarando 
constitución*) Imente electo al que hubiere obtenido 
las dos terceras partes de los votos de los miem- 
bros presentes. Si ninguno hubiere reunido la 
indicada mayoría, se repetirá el acto contrayén- 
dose la votación á los dos que roas se hubiesen 
acercado á ella : en cuyo caso, si después de dos 
escrutinios mas ninguno obtuviere las dos terce- 
ras partes» será bastante la mayoría absoluta*, «n 
ca¿o de igualdad continuará la votación hasta 
obíener la -mayoría 

Art. 107. La elección de presidente se hará en 
sesión permanente, de la cual no podrá retirarse, 
sin permiso del Congreso, ninguno de los miem- 
bros que hut>ieren dado sus votos en el primer 
escrutiQío, ni entrar á ella el que no haya con- 
currido al mismo escrutinio. 

. A rt. 108. . £1 presidente durará en sus fu nciones . 
cuatro .anos, y no podrá ser reelegido inmediata- 
mente, síqo después de un período constitucional 
por lo menos. 

^ Art. 109«i Las cualidades que se necesitan para 
vicepresidente, la forma de su elección y la dura- 
ción de su dí^stino, serán las mismas que se han 
designado para el presidente. 

Art, 1 1 O*. £1 presidente y vicepreaidente :(|el 
Estado serán elegidos con diferencia de dos afios 
el uno del otro, á cuyo efecto elpponer v,U^]ie- 
sidente soJo .durará dos afios. 

Art. 111. Concluido el período conatkiMÍiMial, . 
y llegado el diasefialado por evta Ceaetitiicfioa 
para la ioetulacion del Cot^greso, si estaño tatie- 
re lugar, ei presidente cesará en et ejereício de 
laütiundonea mculivaa •& el mi e mo día » -y -ee 
encargará de e{i«8 p\ irüfepi;^i4eqfe, h|#at%q|ie 
i^^»do el Cpn^^ey dé peetttWaL aaiii|iHi4e^ 

Ajrti. 11)2. .filvicepreeuieDta wpoMeeNriegl* 
do pi^deiiiB^fMHPr el período inmediato, cuanjo. 
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baja ejercido el Poder Ejecutivo por la mitad, 
del período constitucional. 

Art. 113. El presidente no podrá ejercer la 
adlninistracion fuera de la capital, y tanto en los 
casos de ausencia, como de enfermedad ó sus- 
pensión temporal, el vicepresidente se encargará 
de sus funciones ; y si faltare el presidente por 
muerte, dimisión, destitución 6 privación de su 
plaza, el vicepresidente se encargará del ejerci- 
cio del Poder Ejecutivo hasta concluir el período 
constitucional. 

Art 114. Las fdltas temporales del presidente 
y vicepresidente de la República serán suplidas 
por el que haya sido nombrado vicepresidente del 
consejo de gobierno, por sus mismos miembros ; 
y en caso de muerte, dimisión, privación ó in- 
capacidad del vicepresidente encargado del Poder 
Ejecutivo, le subrogará en sus funciones el mis- 
mo vicepresidente del consejo de gobierno hasta 
nueva elección de presidente y vicepresidente de 
la República, con cuyo objeto se expedirán in- 
mediatamente las órdenes necesarias para que 
se reúnan lus colegios electorales. , 

Art. 115. El* presidente y vicepresidente elegi- 
dos en este caso solo durarán por el tiempo que 
falte para completar el período constitucional. 

Art 1Í6. El presidente y vicepresidente re- 
cibirán por sus servicios la indemnización anual 
que la ley les señale, y no será aumentada ni dis- 
minuida en el tiempo que désempeilen sus desti- 
nos. 

Art 1 1 7. . El presidente e» el jefe de la adminis- 
tración general de la República, y como tal tiene 
las atribuciones siguientes: 

1 ^ Conservar el orden y tranquilidad interior, 
y asegurar el Estado contra todo ataque exterior: 

2^ Mandar ejecutar y cuidar de que se pro- 
mulguen y ejecuten las leyes, decretos y actos 
del Congreso : 

8* Convocar el Congreso en los períodos or- 
dinarios ; y también extraordinariamente con 
previo consentimiento, 6 á petición del consejo de 
gobierno, cuando lo exija la gravedad de alguna 
ocurrencia : 

i^ Tiene el mando supremo de las fuerzas de 
mar y tierra para la defensa de la República: 

5^ Llamar las milicias al servicio, cuando lo 
liaya decretado el Congreso : 

6^ Declarar la guerra á nombre de la Re|.ú- 
blicaí previo el decreto del Congreso : 

7^ Dirigir las negociaciones diplomáticas, cele- 
brar tratados de tregua, paz, amistad, alianza 
ofensiva y defensiva, neutralidad y comercio, de- 
biendo preceder la aprobación del Congreso para 
pffiatar 6 denegar su ratificación 6 ellos : 
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8^ Nombrar y remover los secretarios del des- 
pacho. 

9^ Nombrar, con acuerdo del consejo de go- 
bierno, los ministros plenipotenciarios, enviados 
y cualesquiera otros agentes diplomáticos, cónsu- 
les , vicecónsules y agentes comerciales : # 

10. Nombrar, con previo acuerdo y consenti- 
Oiiento del senado, para todos los empleos milita- 
res desde coronel y capitán dé navio inclusive ar- 
riba ; y á propuesta de los jefes respectivos, para 
todos los inferiores, con calidad de que estos últi- 
mos nombramientos tengan siempre anexo el 
mando efectivo ; pues quedan abolidos de ahora 
en adelante todos los grados militares sin mando: 

11. Conceder retiros» y licencias á los militares, 
y á otros empleados según lo determine la ley: 

12. Expedir patentes de navegación, y también 
de corso y represalias, cuando el Congreso lo 
determine ; ó en su receso, con el consentimiento 
del consejo de gobierno : 

13. Conceder cartas de naturaleza conforme á 
la ley : 

14. Nombrar A propuesta en terna de la corte 
supr}ma de justicia los ministros de las cortes 
superiores : 

15. Nombrar los gobernadores de las provin- 
cias, á propuesta en terna de la respectiva di- 
putación provincial : 

16. Nombrar para todos los empleos civiles, 
militares* y de hacienda, ci\yo nombramiento no 
se reserve á alguna otr|i autoridad, en los térmi- 
nos que prescribe la ley : 

17. Suspender de sus destinos á los empleados 
en los ramos dependientes del Poder Ejecutivo, 
cuando infrinjan las leyes, ó sus decretas ú órde- 
nes, con calidad de ponerlos á disposición de la 
autoridad competente, dentro de tres dias, con el 
sumario ó documentos que hayan dado lugar ala 
suspensión, para que los juzgue: 

18. Separar á los mismos empleados cuando 
por inca|)acidad ó negligencia desempeñen mal 
sus funciones, precediendo para ello el acuerdo 
del consejo de gobierno : 

19. Cuidar de la recaudación é inversión de 
las contribuciones y rentas publicas con arreglo á 
las leyes. 

20. Cuidar de que la justicia se administre 
pronta y camplida mente por Tos tribunales y juz- 
gado», y que sus sentencias m cumplan y ejecu- 
ten : 

21. En favor déla humanidad puede conmutar 
las penas capitales, con previo acuerdo y consen- 
iimiento- del consejo de gobierno, á propuesta del 
tribunal que conozca de la causa en última ina-^ 
tancia, 6 á exciíacicn del mismo Ejecutivo, siem- 
pre que ocurran gravea y poderosos motivoa, ex 
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el uy endose de esta atribución los que hayan «ido 
sentenciados por el senado. 

Art. 118. En los casos de conmoción interior 
á mano armada que amenace la seg^uridad de la 
Kepüblica, ó de invasión exterior repentina, el 
j>residente del Estado ocurrirá al Congreso si 
está reunido para que le autorice ; ó en su receso, 
al consejo de gobierno, para que considerando la 
exigencia, según el informe del Ejecutivo, le 
acuerde las facultades siguientes : 

1* Para llamar al servicio uquella parte de la 
milicia nacional que el Congreso ó el consejo de 
gobierno considere necesaria: 

2^ Para exigir anticipsdamen.e las contribu- 
ciones que uno á t tro cuerpo juzgue adecuadas: 
' ó para negociar' por via de empréstito las sumas 
suñcientcs, siempre que no puedan cubrirse los 
gastos con las rentas ordinarias : 

3^ Para que siendo informado de que se trama 
contra la tranquilidad interior ó exterior del Esta- 
do, pueda expedir órdenes por escrito de com- 
parecencia ó arresto contra los, indiciados de este 
crimen, interrogarlos ó hacerlos interrogar, de- 
biendo poner los arrestados, dentro de tres día?, 
á disposición del juez competente, á quien pasa- 
rá el sumario informativo que dio lugar al arres- 
to, siendo esta última autorización temporal : 

4^ Para conceder amnistías ó indultt s gene- 
I ales ó particulares. 

Artf 119. Siempre que el consejo de gobierno, 
por estar en recesó el Congreso, acuerde que el 
Poder Ejecutivo pueda ifsar de una ó mas de es- 
tas medidas, publicará necesariamente el acta de 
$:u acuerdo, y las circulará á las demás autorida- 
des. 

Art. 120. El encargado del Poder Ejecutivo 
d.irá cuenta al Congreso en su próxima reunión, 
de todos losacto;j que haya ejecutado en uso de 
csias autorizaciones. 

Art. 121. No ^uede el presidente de la Ke- 
públira : 

19 Salir de su territorio mientras ejerza el Po- 
der Ejecutivo, y un afio después : 

29 Mandar en persona la fuerza de mar y tier- 
ra, sin previo acuerdo y consentimiento del Con- 
greso : 

39 Emplear la fuerza armada permanente en 
caso de conmoción interior, sin previo acuerdo 
y consentimiento del consejo de gobierno : 

49 Admitir extranjeros al servicio de las ar- 
ma£> en clase de oñciales y jefes, sin previo con- 
sentimiento del Congreso : 

50 Expulsar fuera del territorio, ni privar de 
su libertad á ningún venezolano, excepto en el 

^ caso del artículo 1 18, ni imponer pena alguna : 
69 Detener el curso de lod j>rocedimientQs 
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judiciales,- ni impedir que las causas se sigan por 
los trámites establecidos por las leyes : 

79 Impedir que se hagan las elecciones pre- 
venidas en la Constitución, ni que los elegidos de- 
sempeñen sus encargos : 

89 Disolver las Cámaras, ni suspender sus 
sesiones. 

Art. 122. El presidente 6 vicepresidente en- 
cargado del Poder Ejecutivo, es responsable en 
los casos siguientes : 

19 De traición contra la República, bien sea 
para someterla á una potencia extranjera, 6 bien 
para variar la forma de Gobierno reconocida y 
jurada : 

29 De infracción de esta Constitución: 
39 De alguno de aquellos crímenes que por 
las leyes se castigan con pena capital 6in&mante. 
PODER EJECUTIVO. Obediencia que debe pres- 
tarse, salvo en ciertc»s casos, á sus Decretos, 
órdenes y reglamentos. Véase Secretarios del 
Despacho^ art. constitucional 136, y Provin» 
ciasj art 103. 

PODER BjRCDTivo. Otras atribuciones qne 
ejerce atdemas de las constitucionales, á saber : 
sobre fiestas nacionales. Véase Fiestas nado» 
nales, art. 49 — Sobre á cual de las Secreta- 
rías de Estado corresponde un negocio en ca- 
so de duda. Véase Secretarias de estado, art. 
89— Sobre nombramiento de médicos de sani- 
dad. Véa.«e Médicos de sanidad, D. £. de 25 
de Agosto de 1834— Sobre traslación de la ca- 
pital de la provincia de Apure. Véase Apure, 
R. de 3 delVlayode 183(1— Sobre quejas ó 
acusaciones contra empleados. Véase Provin- 
cias, art. 109 — Sobre el medio por ciento que 
se cobra en la aduana de la Guaira por dere* 

cho de entrada. Véase Guaira, art, 40 Sq. 

bre limpia de la bahía de Puerto-Cabello. Véa- 
se Bahía de Puerto-cabello — Sobre comercio 
ci»n la Goagira. Véase Goagira, D. de 25 de 
Febrero de 1836, art. 4.»— Sobre redacción y 
corrección de las impresiones oficiales. Véa- 
se Secretarias de Estado, art 49— Sobre Dia- 
rios de debates de las Cámaras legislativas. 
Véase Diario de debates — Sobre regreso al 
pais de los expulsos en 1836. Véase ExpuU 
«w— Sobre alumbrado de faros. Véase Faros, 
art 2— Sobre extranjeros, para los efectos del 
art. 218 de la Constitución. Véase Extranjé- 
ros, D. de 15 de Marzo de 1845 — Sobre in- 
dultos. Véase Indultos, D« de 3 de M^yo de 
1839 — Sobre negocios eclesiásticos. VémaePor 
tronato eclesiástico, 9LrL 5, 6, 11, 12, 13,21,23, 
24 y 40— Ternai, D. de 8 de Marzo de 1825, 
Dics festivos, D. de 15 de Mayo de 1836, Bis* 
nes del convento menor qve fué defranoisc^ 
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nos^ y hospicio de capuchinos de Maracaiho^ 
Convenios^ D. de 23 de Febrero de 1837, art 
2, 4 y 5, y Peniiones^ D. de 13 de Mayo de 
1841 — Sobre pase de balas de inaiilucion. 
Véase Bulas, D. de 13 de Mayo de 1?41--So- 
bre Mayordomf^fl de fábrtcfi. Véase Mayor- 
domías de/á6nca. L. de 7 de Mayo de 1842, 
ari 6 y 7 — Sobre instraccion pública. Véase 
Instrucción pública^ LL. I. art. 2 y 3, II art 
eo, IV. ^ único art I O, V § 2.«> art. 30, art. 
40, 60, 79, 8?, O? y 14, VI, art 12, 14,'^ 1? 
art \¿, y "20 itu 18, VIII, art 2, IX, aru 4 y 
6, XI, art/l?, XII, art I9, XIV, art único, 
Dirección general de instrucción publican Co 
legios nacionales^ D. auxiliándolos con 13.000 
pesos. Colegio nacional de niñas de CaréUas, 
D. de 10 de Abril de 1840, y D. R de 15 de 
Jalio de 1^1, art 17, 19, 21, 33, 35 y 48, y 
Escuela de agricultura^ art 49— Sobre ofi- 
cinas de registro. Véase Registro^ art. 2— So- 
bre rentas internas. Véase Administraciones 
de rentas internas^ art 1,2 1 1, 12 y 21 de la 
ley — Sobre Gobernadores de provincia. Véa- 
se Diputaciones provinciales, art const. 161, 
atrib. 4^, y Provincias^ art 3 y 106 Sobre 
visitas délas provineias. Véase Provincias, art 
]0^_Sobre negocios judiciales. Véase TVt- 
bunales y juzgados, L. XI, art. I9 — Sobre 
tierras baldías. Véane Tierras baldías, art 2 
al 6 y 12, 15, 16 y 20, y D. de 18 de Abril de 
1840, art 19 — Sobre intérpretes. Véase Intér- 
pretes^ art 4 y 8. — Sobre establecimiento de 
penitenciarías. Véase Pe»i¿«nc¿aria9— Sobre 
Caminos, Véase Caminos, art 2, 3, 5, 6, 8, 
^ único, 9, 10, 14, 16, y 17,y Mériday Trujiilo. 
Sobre reducción de indígenas. Véase Ijidigt- 
nasy L de 19 tle Mayo de 1841, y D. £. de 
22 de Octnbré de 1842 sobre los de Maracaf- 
bo, art. 4, 12, 36 ^ 19, 41, 57, 60 y 62— Sobre 
inmigración. Véase Inmigración, L. de 6 de 
Mayo de 1854— -Sobre naturalización de ex- 
tranjeros. Véase Extranjeros, L. de 27 de Ma- 
yo de 1844, art. 4 y su §, y 7 — Sobre deuda 
pública. Véase Deuda pública exterior. DD. 
de 25 de Abril de 1838, y 18 de Mayo de 
1843, Deuda pública consolidable, D. de 11 
de Abrí! de 1840, y L. de 27 de Abril de 1843, 
art 1« 6 y 11, Deuda pública consolidada^ !&, 
art. 9, número 29 y art 1 1 , y Empréstito. — So« 
br€ Moneda. Véase Moneda, art. 59 y D. de 
2 de Mayo de 1840— Sobre derecho» de puer- 
to. Véase Derechos de puerto (Apéndice al 
segundo Tomo) art 9 número 1 9 — Sobre ci 
derecho de enuada qof sc^ <?f bra en la (raaira. 
Véase Suaira, D. de l.« .de Mayo de 1848, 
art 4--Sobre buques qmd embarquen ganado 
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en el Orinoco. Véase Exportación de gana^ 
do por el Orinoco, D, de 5 de Mayo de 1837 
art 2 — Sobre organización de las aduanas y 
sus resguardos. Véase Aduana, art 2, 3, 6 
número 9.», 7 número I9, 19, 20, y 26 y Adua- 
na del Táchira art 1, 2 y 7 — Sobre régimen 
. de las aduanas. Véase Importación^ art. 17, 
26, 88, § único y 4O,-*Sob0e comercio de trán- 
to. Véase Comercio de tránsito (Apéndice al 
segundo Tomo) D de 4 de Mayo de 1855— 
Sobre construcción de un edificio para la adua* 
na y resguardo de Barcelona. Véase Aduana 
de Barcelona — Sobre resguardo marítimo. 
Véase Resguardo marítimo, L. de 1 1 de Ma- 
yo de 1854, art 4, 11, 12 y 13— Sobre paten- 
tes de navegación. Véase NactonaUzacion y 
Arqueo de buques, art 16 — Sobre patentes de 
industria. Véase Patentes de invención, art. 
7 — Sobre salinas. Véase Salinas^ ^ único dei 
art l.«, art 2, ^ único del 5, 6, 7, 13* ^ único 
del 15, 23 y 24-— Sobre exportación de pesca- 
do Sdlado. Véase Pescado salado, art 2— So- 
bre oficinas de hacienda. Véase Oficinas su» 
periores de hacienda^ art. 8, 20 y 25— Sobre 

fastos públicos. Véase Juntas económicas de 
acienda, D. de 28 de Abril de 1840, ^ 6.^ art 
2, 7, ^ único del 9 y 10— Sobre correos. Véa- 
se Correos, L O. art 2, 3, 4, 5 número 49 y 
9?, 7 número 50, 9 número T*», 10 número 4©, 
11, 19, 23, 25, '27, 31. y 33, L. R. art 5 y Í2 
y L. S. ^ único art 1.^ — Sobre venta de pro- 
piedades del estado. Véase Guaira, D. de 24 
de Mayo de 1834, y Propiedades del Estado^ 
p. de 17 de Mayo de 1836->Sobre reden- 
ción de un censo á que está afecta la isla de 
burros. Véase Elefanciacos, D. de 9 de Ikfayo 
de 1840, art. 2 — Sobre academia de matemá- 
ticas. Véase Academia de matemáticas, art. 6 
y 7 — Sobre fortificaciones. Véase Fortijicacúh 
nes, art .59 — Sobre inválidos y sus cédulas. 
Véase Inválidos, art. 10, II, 13 y 14 — Sobre 
comandancias de armas. Véase Comandan- 
das de armas^^ ^ único del art 19i art. 2 y 4^— 
Sobre escuelas náuticas. Véase Eicuelas náu- 
ticas, art. 2, 3 y 4— Sobre letras de cuartel, 
habilitación de listas de revisu, licencia inde- 
finida. Véase Letras de cuartel^ licencia in* 
definida y retiro — Sobre marina de guerra. 
Véase Marina de guerra^ L. de 16 de Abril 
de 1844, art 3, 5, § único del 8, 14, y § 2.<> del 
15— Sobre construcción naval. Véase Cons- 
iruccion naval, art 49 — Sobre títulos de pre- 
mios de constancia de los militares. Véase 
Sueldos, militares y premios de constancia, 
art 9— Sobre milicia. Véase Milicia nacio- 
«iix/«-Sobre comandanciají de armas. Véase 
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Comandancias de armaSf ^ ftnico del art* 1?, 
art. 2 y 4 — Sobre sueldos de los empleados 
diplomáticos y agentes confidenciales* Véase 
Sueldos de ¡os Ministros públicos, art. 1 y 2, 
y Sueldos de los agentes €onfidenciales--SO'- 
bre designación de sus ufaiformes. Véase id. D. 
de 28 de Junio de 1624 — Sobre bienes de los 
conventos suprimidos destinados al sosteni- 
miento de coTegios 6 casas de educación. Véa^ 
se Conventos f L. de 28 de Julio de 1821, art 
2, 3 y 5 — Sobre establecimiento de escuelas de 
niñas en los Conventos de religiosas. Véase id, 
L. de 28 de Julio de 1821, art. 2, 3, y 5— So- 
bre rehabilitación en los derechos de ciudada- 
no. Véase Reháhilitucion en los derechos de 
ciudadano^ art. 8 y 10 — Sobre militares que 
cubran puestos fronteilzos. Véase Sueldos de 
los militares^ art. 4 — Sobre Montepío mili- 
tar. Véase Montepío militar — Sobre Censo 
de poblac/on. Véase Censo de poblacioh, art. 
1, 2, 3, 4, 7 y 8— Sobre pesos y medidas. 
Véase Pesos y medidas^ art. lO-^Sobre cón- 
sules. Véase Consulados venezolanos, art. I.á 
6, 22, 23, 83, 39 y 42— Sobre comercio de trán- 
sito. Véase Comercio de tránsito^ L. de 19 de 
Febrero de 1848, art. 8 — Sobre tribunales mi- 
litares. Véase Tribunales militares^ art 20 y 
23 — Sobre conspiradores. Véase Conspirado^ 
res, art. 8, 9 y 17 — Sobre controversias entre 
particulares y ia nación. Véase Tribunales y 
juzgados^ L. I, ar6w29, atrib. 5^ — Sobre con- 
sultas, acerca^ de la -inteligencia de las leyes á 
la Corte Suprema. Véase id., L. id. art 2, 
atrib. 14. Sobre traslación dé cortes. Véase 
L. II, ort. 39 — Sobre creación de juzgados de 
cantón. Vénse id. L. VII, art lO — Sobre 
minas. Véase Minas — Sobre contratos para la 
navegación de ríos, lagos 6 lagunas, apertura 
de ferro -carriles ó caminos de ruedas, y otras 
obras de utilidad púbiica. Véase Navegación de 
rios, lagos ó lagunas ^ — Sobre patentes de in- 
dustria, invención &.c. Véase Patentes de »»- 
dustria & — Sobre los catedrátiqos de las cla- 
ses científicas de los colegios nacionales. Véa- 
se colegios nacionales (Apéndice al primer to- 
Pío) D. E. R. de 27 de Marzo de 1854, art. 7. 
—Sobre acuñación de moneda. Véase Moneda, 
L. de 19 de Abril de 1854, art 7, 8 ^ 29, 9, 15 
y 17 — Sobre concesión de la medalla creada en 
honor del libertador. Véase Medalla de dis* 
tinción en honor del Libertador — Sobre ava- 
lúo de efectos esrtranjeros menospreciados á su 
introducción. Y évLse Importación, art 17— So- 
bre establecimiento de ferrocarriles. Véase Fer- 
TO'Carriles. 

PODJ^R EJECUTIVO. Como deberá ocurrirse á 
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éi. Véase Solicitudes, instancias y recursos 
ante el Poder Ejecutivo. 
PODER sjEovrrvo. Autorización para que so* 
licite y active el pago de lo que se debe al Gh>- 
bierno y á los particulares por las otras sec- 
ciones de la antigua república de Colombia. 
Véase Deuda pimica interior de Colombia^ D. 
de 19 de Febrero de 1856 (Apéndice al 29 to- 
mo) 

PODER EJECUTIVO. Reglas para la cuenta anual 
que debe presentar al Congreso. Véase Cuenr 
ia anual del Poder Ejecutivo (Apéndice al 29 
tomo) 

PODER EJECUTIVO. Carece de facultad para re- 
solver sobre la inteligencia que den los Gober- 
nadores á las ordenanzas provinciales, cuando 
estas no se rocen con sus decretos, ó las leyea 
Véase Ordenanzas provinciales, R. E. de 10 
de Junio de 1847. 

PODER EJECUTIVO. Le corresponde el repararlos 
agravios que hagan los Gobernadores declaran- 
do indebidamente nula alguna elección de ia 
asamblea municipal. Véase Nulidad de las 
elecciones munieipales, R. E. de 9 de Marzo 
de 1864. 

PODER JUDICIAL. TITULO XIX DE* LA CONSTI- 
TUCIÓN. 

Art. 141. La administración de justicia está á 
cargo de una corte suprema, de cortes superiores, 
de juzgados de primera instancia, y de los demás 
tribunales creados por la ley. 

Art. 142. En las causas criminales, la justicia 
se administrará perjurados, conforme lo dispon- 
ga la ley. 

Art. 143. Los Congresos constitucionales acor- 
darán el tiempo y modo de ir introduciendo el jui- 
cio por jurados en las otras causas. 
PODER JUDICIAL. Su organización* Véase 

Corte superior, Corte suprema y Tribunales 

y Juzgadas, 

PODER LEGISLATIVO. TITULO X DE LA CONSTI- 
TUCIÓN. 

Art 48. El Poder Legislativo «e ejerce por el 
Congreso compuesto de dos Cámaras, una de 
representantes y otra de senadores. 

Art. 49. El Congreso se reunirá cada alio en 
la capital de la República el día veinte de Enero 
sin esperar la convocación, y sus sesiones ordi- 
narias durarán por noventa días. Si ;por aJgoa 
accidente no pudiere reunirse el dia señalado, lo 
hará en el mas inmediato posible, y podrá proro- 
gar sus sesiones por algunos dias mas hatta trein- 
ta cuando lo exija la necesidad 

PODER LEGISLATIVO. Yéase Cámara de Re^ 

presentantes, Cámara del Senado, Cámaras 
legislativas, art. constit. TSfc al 86, y Qmjfrésa. 
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PODERES PARA PLEITOS. Cómo se otorgarán ; 
y demás requisitos que deben tener. Véase Par- 
tes enjuicio^ orL 2 á 6, Apoderado judicial y 
Papel sellado, art 8,9 y 10, y Registro, art. 
11 y R. E. de 6 de Mayo de 1839. 

PODERES oTOROAAos EN países extranjeros. 
Acuerdo de la corte suprema de 31 de 
OCTUBRE DE 1837 decloTondo que deben admi- 
tirse los que estén en la forma y con arreglo 
á las leyes de dicho país. 

En la ciudad de Caracas & 31 de Octubre de 
1837, 89 y 279, reunidos los señores Presidente y 
Ministros de la Suprema Corte de justicia habien- 
do tomado en consideración la consulta que se le 
ha dirigido por la Corte superior de justicia del 
tercer distrito acerca de la duda que le ocurre si 
la legalización de un poder otorgado en país ex- 
tranjero, hecha por uno ó mas escribanos, sea bas- 
tante, atendida (la disposición del artículo 49 ley 
I* título 19 del código de procedimiento judicial, 
dijeron que d sentido literal de aquel artículo y 
las reflexiones en que está fundada la misma du- 
da, hacen indispensable la necesidad de consultar- 
la al Poder Legislativo. Mas como entre tanto 
pueden ocurrir poderes que vengan solo legaliza- 
dos ó comprobados por dos ó tres escribanos con 
arreglo á las leyes del pais, en que se otorguen, 
y como esto traería en la práctica gravísimos é 
insuperables inconvenientes, entorpeciéndose ó su- 
focándose las justas reclamaciones de muchos. in- 
teresado^, al tni^mo tiempo que las leyes han que- 
rido facilitar, y hacer mas pronta y expedita la 
administración de justicia, y que si por los tribu.- 
nales de la República no se recibiesen semejantes 

f moderes, los Gobiernos en que se hubiesen forma- 
izado rehusarían también los otorgados en estos 
lugares, porque careciesen de las formalidades es- 
tablecidas en ellos, teniendo también presente 
que por el artículo 22 ley única, título 11 del 
mismo código, las consultas que hagan los tribu- 
nales sobre la inteligencia de alguna ley en nin- 
gún caso deben suspender el curso y determina- 
ción de los asuntos, debiendo en tal caso decidir- 
se por fundamentos tomados del derecho natura] 
ó de la razón, esta Corte Suprema, siguiendo es- 
tos mismos principios, acuerda que por ahora, y 
hasta la declaración del Congreso se admitan los 
poderes comprobados en la forma, y con arreglo 
á las leyes establecidas en el pais en donde se 
otorgan ; y que para el efecto se dirija el expe- 
diente en consulta al mismo Congreso por el ór- 
gano del Poder Ejecutivo con Tas formalidades 
acostumbradas; avísese á la Corte Superior del 
tercer distrito, y también á la del segundo pare 
SE inteligencia. — Ldo, Mercader» — López de V* 
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merez, — Mariinez.'-^Üuarte. — Es copia. —Cara- 
cas Octubre 22 de 1844. 

. El Canciller, José Duarte» 

PODERES. Quiénes pueden representar & otros 
sin poder. Véase Parícj «» juicio, art 11 y 
12. 

POLICÍA.. Véase Diputaciones provinciales ^^rX. 
constitucional 161, atrib. 16», y Provincias^ 
art. 75 y sus 5 números, y art 77, número I9 

POLICÍA DE LAS CÁRCELES. Véaso Provinctos, 
art. 73. 

POLICÍA. Sus funciones sobre violación y ven- 
ta de objetos de industrias, inventos y descu- 
brimientos privilegiados. Véase Patentes de 
industria &, art. 13. 

policía (código de^ ley de 20 de mayo de 
1854 estableciéndolo. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Decrctatr : 

Ley primera. — De la policía, de sus empleados y del mo- 
• do do proceder. 

Sección primera. — Disposiciones generales. 

Art. 19 La policía es instituida principalmen* 
te para conservar el orden público, la libertad, la 
propiedad y la seguridad individual. 

Art. 2.^ La policía se divide en administrati- 
va, judicial y municipal, y esta puede ser ur- 
bana y rural. 

Art. 3? La polieía administrativa tiene por ob- 
jeto la conservación del orden y^guridad públi- 
cos en cada lugar y en cada parte de la adminis- 
tración general, de la salubridad general y de 
las buenas costumbres. 

Art« 4? La policía judicial tiene por objeto la 
averiguación de los crímenes, delitos y contra- 
venciones, poniendo los autores *á disposición de 
los tribunales encargados de castigarlos. 

Art. 59 La policía municipal comprende los 
ramos siguientes. De la policía urbana, los de ]a 
salubridad local ; mendicidad ; orden y discipli- 
na de los hospitales y demás establecimientos de 
beneficencia; abastos, ferias y mercados; fuen- 
tes publicas y particulares; caminos, calzadas y 
puentes; navegación interior; alumbrado; ser- 
vicio de domésticos ; comodidad ; aseo ; ornato ; 
fiestas, espectáculos y diversiones públicas. De 
la policía rural, los siguientes ; de las acequias 
de riego y de movimiento de máquinas ; de los 
desechos de los rios y desag<kes de lagunas y cié- 
negas; de las quemfts de rosas y sabanas; de los 
bosques y cortes de madera y lefias ; de las can- 
teras y minas de carbón de piedra ; de las bes- 
tias de labor y de silla ; de la cria del ganado 
vacuno y otros animales ; de hi cacería 7 de la 
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nesea; de loa eonpradores y vendedores fraudo- 
lentoa de animales y frates de la industria agrí- 
cola ; y de los mayordomos, caporales y jorna- 
leros. 

Art* 69 Las diputaciones provinciales expedi- 
rán las ordenanzas que consideren necesarias pa- 
ra el establecimiento y arreglo de los ramos ex- 
presados en el artículo anterior. 

Art, 79 También pueden las Diputaciones 
^ acordar ordenanzas para la mejor ejecución de 
' las disposiciones de lus leyes en los rurous de "la 
policía administrativa y judicial, detallando y de- 
senvolviendo en ellas jcon mayor ^extensión los 
principios y bases sobre que están fundadas, sin 
contrariarlas nunca. 

Art. 89 Podrán las Diputaciones decretar las 
penas necesarias para ohligur al cumplimiento de 
las ordenanzas de policía, proporcionándolas á ia 
gravedad de las faltas. 

Art 99 En todas sus ordenanzas sobre poli- 
cía no podrán las Diputaciones c««ntrariar las dis- 
posiciones de las leyes vigentes, ni señalar pena 
alguna á la acción culpable que ya la tenga por 
otra ley cualquiera. 

Art 10. Los Concejos municipales pueden 
también expedir reglaifientos sobre los mismos 
ramos de policía municipal sobre que se versan 
los de las Diputaciones, bien para la mas cum- 
plida ejecución de estos, detallando y desenvol- 
viendo con mas extensión sus bases y disposicio- 
nes sin contra riarhis ; bien para arreglar algu- 
nos puntos que no hayan sido comprendidos en 
aquellos por seAie mera localidad y privativos 
del cantón. 

Art. il. Pueden dichos Concejos decretar las 
penas necesarias para obligar al cumplimiento de 
aus reglamentos sobre policía, \ roporcionándolas 
á la gravedad de las faltas. 

Art. 12. En los reglamentos que expidan los 
Concejos municipales sobre policía, no puedan 
suspender, derogar ni contrariar las disposiciones 
de las leyes vigentes y de las ordenanzas* de las 
Diputaciones srbre el mismo objeto; ni sefSalar 
pena alguna á la acción culpable que ya la ten- 
ga por otra ley cualquiera, ó por las mismas or- 
denanzas. 

Sección segonda.^Do los empleados de policía. 

Art 13. La policía se ejerce por las autori- 
dades del orden administrativo, según la exten- 
sión del poder de cada un». El Presidente de la 
República la dirige ¿ invigila en todo el territo- 
rio i los gobernadores en sus respectivas pro- 
vincias ; loa jefes polítirob en los cantones, y los 
jueces de paz en las parroquias y caseríos en que 
se hayan establecido. j 
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Art. 14. Soo jefes de policía ; el Gobernador 
en la provincia ; el Jefe político en el cantón, y 
el Juez de paz en la parroquia 6 caserío respec«> 
tivo. Los jefes de policía la ejercen por sí, 6 por 
medio de sus agentes inmediatos : el Jefe políti- 
co es agente inmediato del Gobernador; y el 
Juez de paz lo es del Jefe polMco. 

Art. 15» En cada provincia habrá tin cuerpo 
de policía compuesto de comisarios mayores ba- 
jo las inmediatas órdenes de los inspectores, y lo- 
dos de Jos jeftss de policía. 

Art 16, En cada cabecera de cantón habrá un 
inspector y dos comisarios mayores^ los que es« 
taran á disposición del Gobernador y Jefe polí- 
tico en el cantón Capital, y en los demás canto* 
ees á disposición del Jefe político respectivo. 

Art 17. Habrá un comisario mayor á las ór- 
denes de cada Juez de paz de las parroquias del 
cantón, y dos para cada Juez de los rasarlos 6 
sitios. 

Art 18» Los comisarios de que hablan los ar» 
tículos anteriores son distintos ce los creados por 
la ley orgánica de provincias. 

Art 19* Las Diputaciones podrán establecer 
los rondas de policía que juzguen necesarios co- 
mo auxiliares de los empleados que se estable- 
cen por esta ley. 

Art 20. Ijos comisarios serán montados ó de 
á pié, según lo exija el servicio de la policía en 
la provincia. 

Art 21. El cuerpo de policía no gozará fue- 
ro, no tendrá uniforme militar, ni estará sujeto 6 
funciones militares ni acuartelamiento. Todos 
los que lo compongan serán voluntarios, robus- 
tos y de una moraluiad bien conocida. 

Art 22. Serán deberes del cuerpo de policía : 

19 Estar pronto á recibir y ejecutar las órde- 
nes de los jefes de policía, en cumplimiento de 
sus respectivas funciones. 

29 Perseguir y aprehender á las personas ha- 
lladas en fragante delito, contra quienes resolte 
presunción bastante de ser delincuentes, á los 
prófugos de las cárceles, contrabandistas y de- 
fraudadores de las rentas públicas, conduciendo 
sin demora á las personas así aprehendidas, á la 
autoridad mas inmediata. 

30 Hacer esto mismo con respecto á los hijos 
de /a milis y menores de edad, criados fugitivos, 
á solicitud de parte interesada. 

49 Reconocer á este efecto durante la noche 
las plazas, calles v salidas páblicaa de las po- 
blaciones ; y tanto de dia como de noche, los ca- 
minos, campos y despoblados. 

69 Aprehen(}er los instrumentos con que se 
haya cometido ó intentado cometer algún delitO| 
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j todos los objetos que sirvan para comprobar su 
perpetración. 

6^ Impedir y perseguir los robos, incendios, 
asesinatfis, rifias y peleas, juegos prohibidos, bu- 
llicios ▼ cualesquiera violencias y desórdenes 
prohibidos por las leyes ; y no cediendo á su« 
Insinuaciones los delincuentes, conducirlos ante 
el inmedialo jefe de policía. 

79 Circular con rapidez los * datos y noticias 
queá este efecto se les comuniquen sobre algún 
delito que se haya cometido, señales de los delin- 
cuentes, de objetos perdidos, extraidos ó robad 09, 
para facilitar el conocimiento de los delincuentes 
y su aprehensión, y el de los efectos y su recupe- 
ración. 

89 Di^r noticia á las respectivas autoridades 
de los vagos y ociosos que se reputen por tales 
en tus parroquias ó lugares* 

99 Prestar mano fuerte á las autoridades, eje- 
cutando, y auxiliando la ejecución de las provi- 
dencias y órdenes que dicten en conformidad de 
las leyes y en ejercicio de sus funciones. 

ArL 23. IjOs empleados y agentes de policía 
ejercerán sus funciones, tanto respecto de la po- 
licía administrativa ó judicial como de la munici- 
pal. 

Art. 2Í. £1 Poder Ejecutivo por un decreto al 
efecto, designará el bueldo de que deban gozar los 
inspectores y comisarios, las armas que deben 
llevar, los casos en que deben ser destituidos y 
el distintivo por el que deben ser r^onocidos, y 
cuanto concierna á que este cuerpo llene los de- 
beres que se le confían* 

A rt. 25. Las armas y municiones las provee el 
Estado y el sueldo saldrá del tesoro nacional. 

Si'ccion tercera.~Do las faltos contra la policía y su 

castigo. 

Art. 20. Las faltos contra la policía solo se 
csstigarán con arresto, multas y la pérdida de los 
Instrumentos y utensilios con que se comeu.n y 
.de los efectos en que consistan. Ellas se distin- 
guirán en culpa» y contravenciones. 

Art 27. Es culpa contra la policía, la viola- 
ción de la ley» decreto á ordenanza de policía por 
la que se impone la pena de arresto, cuyo miui* 
roun exceda de diex días, ó multa cuyo minimun 
exceda de veinte pesos y perdimiento de cosas 
cuyo valor exceda de veinte pesos. 

Art* 28. Es contravención la violación de la 
ley, decreto ú ordenanza ó bando de policía, por 
v\ cnal se impone una pena en que el maximun 
del arresto no exceda de diez dias, el maximun 
de la multa no exceda de veinte pesos, ni el va- 
lor de las cosas que se pierdan exceda de veinte 
pesos. 
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Art. 29. Los Jefes políticas y los jueces de paz 
en su calidad de jefes de policía, los primeros en 
los cantones y los segundos en las parroi^uias y 
caseríos, son autoridades competentes para cono- 
cer y decidir á prevención de las contravenciones 
y culpas contra la policía, que se cometan dentro 
de los límites de su respectivo territorio, é imponer 
á los contraventores tas penas que les estén se- 
fialadas por las leyes, decretos ü ordenanzas 6 
bandos de policía. 

Art. 30. Los procedimientos que son de la 
competencia de los jefes de policía, y que se de« 
nominarán "resoluciones de policía correccional," 
serán verbales, breves y sumarios. 

Art. 31. Los jefes de policía de cantón y los 
de parroquia ó caserío llevarán un libro encua- 
dernado á pliegue metidos, foliado y con una no* 
ta á su cabeza, que exprese el número de hojas 
de que consta, y año á que pertenece. 

En este libro se extenderán todos los juicios 
que pasaren ante los mismos, durante su en* 
cargo. 

Art 32. Luego que un jefe de policía tome co« 
norimiento de una infracción de policía, reunirá 
los datos convenientes y verbal mente oirá á los 
testigos que depusieren previo juramento. En 
seguida señalará el dia y hora en que ha de cele* 
brar el juicio, citando al inculpado y á los testi- 
gos de cargo. Al inculpado le prevendrá que se 
presente con los testigos de descargo ü otras 
pruebas si las tuviere, y de persona que le acon- 
seje si la necesitare. 

Art. 33* Las personas citadas comparecerán al 
juicio, á no tener legítima escusa que expondrán, 
y para ello usará el jefe de policía de un poder 
discrecional, pudiendo imponer hasta veinte rea- 
les de multa. Reunidas las personas citadas, di- 
cho jefe examinará 1^ visto de todos á los testigos 
de cargo y después á los de descargo, por las pre- 
guntos que le indique el inculpado. En seguida 
intimará á este que dé razón de su proceder, in- 
terrogándole por ios méritos que aparezcan, sin 
recibirle juramento. El procesado se exculpará si 
le asisten razones, y el jefe de policía detormina- 
rá produciendo su fallo. 

Art. 34. De todo cuanto ocurra en el juicio se 
hará mención en el acta que se extonderá en el 
libro que firmarán el Juez, el acusador y el acu* 
sado ó persona que esto designe, si no supiere. 

Art. 35. De estas resoluciones no habrá ni se 
admitirá apelación ni recurso alguno, excepto el 
de queja. Ellas se ejecutorán sia demora, y sin 
oír reclamación alguna. 

Art. 36. Del acta y resolución se dará copia si 
la pidiere el ¡ntoresauo» á su oosta, en papel co« 
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mun y sin exigir mas dejechos que los que se 
paguen por el trabajo de escribirla. 

LEY SEGUNDA. 

De los diferentes ramos de la policía admi- 
nistrativa. 

Sección primera.— De la tranquilidad y orden públicos. 

Art. 19 Los empleados de policía tienen el 
deber de esforzarse en descubrir las tramas, ma- 
quinaciones y conciertos que se formen contra la 
seguridad exterior de la República^ y de impedir 
y perseguir las que se formen dentro de ella, bien 
•ea por medio de armamentos, traiciones, seduc- 
ción, espionaje ó inteligencia con los enemigos 
de la Uepúbiica, ó bien de cualquiera otra ma> 
ñera. 

Art. 29 Tienen igualmente el deber de esfor- 
zarse en descuISrir, impedir y perseguir las reu- 
niones ó urmamentos de tropiS que'se veriñquen 
sin Orden de autoridad competente dentro de la 
Repüblica para atacar ó turbar el orden estable- 
cido en las naciones con quienes ella esté en paz, 
y todos los demás actos que, conforme el derecho 
internacional, deban reputarse como violación de 
la neutralidad. 

Art. 39 Uno de los principales y roas estrictos 
deberes de los empleados do policía es vigilar in- 
cesantemente para descubrir é impedir las cons- 
piraciones ó tentativas para destrnir ó aiterar^or 
vías de hecho ^la constitución de la Repüblica 6 
eíGobiemo establecido por ella, j' promover que 
sean juzgados los que aparezcan culpables, y ve- 
riñcar esto mismo respecto de los que formen, 
promuevan, atonten 6 conspiren á formar 6 á 
promover rebeliones, sediciones, motines o tu- 
multos, asonadas ú otras conmociones populares; 
y respecto de los que impidan, atenten ó conspi- 
ren á impedir que se hagan las elecciones cons- 
titucionales y legales en los períodos y con la li- 
bertad sefiaindos por las leye{>, que se reúnan las 
cámaras legislativas en las épocas debidas, y que 
las corporaciones, autoridades, funcionarios y em- 
pleados públicos ejecuten sus funciones. 

Art. 49 Deben los empleados de ia policía con- 
servar y mantener la tranquilidad y el órdeU'pü- 
blicos, é impedir y disipar, aun por la fuerza, 
cualesquiera reuniones tumultuarias, riñas ó al- 
borotos, bien sean por los campos, ó por las calles 
y plantas de las ciudades, villas y caseríos. Con 
tales objetos deben ocurrir con solicitud donde 
quiera que se presente algún desorden de cual- 
quiera especie para poner á él pronto y eficaz 
remedio. . 

Art &9 DeÍ>^nlM empleado» de polifía iñfi- 
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pedir que en discursos 6 reuniones públicas se 
excite á la perturbación del orden, la Aesobediea- 
cia á las leyes y ft ias autoridades legítimamente 
constituidas, se amenace á estas, 6 se sugiera 6 
se concite á la perpetración de algún delito, y 
quoxen los mismos discursos o reuniones se tiUra- 
je á ningún individuo, 6 se atente contra nfi se- 
guridad y reputación. 

Art. 69 Los jefes de policía deben impedir que 
existan sociedades secretas cuyo obieto sea oca- * 
parse en asuntos políticos. Cuando descubran 
que. con tal carácter existe alguna, impedirán Su 
reunión y harán que se juzgue á los culpables. 
Si de las indagaciones que deben hacerse resulta- 
re que se trataba en secreto cosa prohibida por la 
ley, comprobado el hecho, se pasará el sumario 
por los jefes de policía á las autoridades corres- 
pondientes. 

Art. 79 Es también una de la obligaciones de 
los empleados de la policía impedir, cuando fue- 
ren requeridos, que se turbe el orden y reverencia 
que deben guardarse en los templos y en las ce- 
remonias y prácticas de la reíigion y del cuito 
que se celebran en público, haciendo que en todo 
se observe el mayor orden y compostura, é im- 
pidiendo que se cometan escándalos ó acciones 
inopropias 6 inconsideradas dentro de ellos, 6 en 
la parte inmediata ásu recinto. 

Art. 69 Cuando los ministros del culto, en el 
ejercicio de sus funciones, exciten rebeliones, 
sediciones ú. otras turbaciones en el £stado, al- 
teren el orden y el reposo públicos, induzcan al 
pueblo por medio de pláticas y predicaciones alar- 
mantes é indiscretas á que cometa algún delito ; 
ofendan la moral y buenas costumbres; atenten 
contra la segundad, reputación y buen nombre 
de algún individuo, en cualquiera de estos casos, 
con la corres pondienttMnformacion sumaría que 
compruebe el hecho, dará cuenta á la autoridad 
competente. 

\tí. 99' Deberán recogerlos impresos» manus- 
critos, caricaturas, dibujos 6 piotunut en que se 
excite á. la perturbación del orden 6 desobedien- 
cia á las leyes, d á las autoridades legítimamente 
constituidas, en que se aconseje 6 sngiera la per- 
petración de algún delito ; 6 que contengan ex- 
presiones 6 conceptos injuriosos, <)íbnsirQr 6 ame- 
nazas prohibidas, contra los fisacionario» p6bli- 
cos, ó que sean eoi^trarios/&. la decencia 7 á las 
buenas coslnmbres. 

Art. 10. Cuando un extranjero entre en el 
territorio de la República, y el jefe de la policía 
tuviere fundados motivos para sospechar Que trae 
algún fin siniestro contra la nación, 6 para la 
tranquilidad, seguridad y sosiego de lá república, 
lo hará presentarse' y declarar cyál es su proís- 
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8Íon á oficio, y cuál el objeto de su entrada en el 
territorio de la nación, y hará invigilar su conduc- 
ta por los agentes de la policía, para proceder 
contra él tan luego como haya dado motivo para 
ello* 

Art. II. Nadie necesitará de pasaporte para 
viajar dentro de Venezuela. Pero en los casos de 
una guerra extranjera ó de una conmoción in- 
terior, el Poder Ejecutivo, si así lo creyeie ne« 
cesario al orden y seguridad de la República, 
podrá determinar : 

19 Que en el todo ó parte del territorio nadie 
pueda viajar sin pasaporte, ni andar armado de 
fusil, carabina, trabuco ó lanza, sin licencia por 
escrito de los jefes de policía. 

29 Q'Ue nadie pueda comerciar en elementos 
de guerra. 

39 Q.ue tales armas y elementos de guerra se 
recojan y depositen en un lugar seguro, para de- 
volverlos á los dueños tan luego como desaparez- 
can los motivos que hayan obligado á tomar esta 
medida. Los Gobernadores de las provincias tie- 
nen en el caso, respecto de las de su mando, la 
misma facultad que el i^odcr Ejecutivo, á quien 
darán cuenta inmediatamente del uso que hagan 
de ella. 

Sección segunda.— De la seguridad pública. 

Art. 12. Los empleados de policía tienen el 
deber de defender contra las vias de hecho á 
todas las personas, su libertad, su honor y repu- 
tación y sus bienes y propiedades. A e^te ñn su 
acción protectora debe aparecer siempre que se la 
invoque, ó aun cuando no lo sea, en todos los ca- 
sos en que ellos lleguen ó descubrir que por vias 
de hecho se trama ó atenta contra las personas y 
BUS derechos. 

Art. 13. Los empleados de policía perseguirán 
y aprehenderán con especial actividad, y efica- 
cia, y pondrán á disposición del juez competente 
para su juzgamiento según las leyes, los asesinos, 
homicidas, envenenadores, incendiarios, las cua- 
drillas de malhechores, los ladrones y todos los 
que cometan cualesquiera otros delitos contra las 
personas ó las propiedades, que merezcan pena 
corporal. 

Art. 14. Tienen los empleados de policía el 
deber de impedir las riñas 6 peleas, y cuales- 
quiera agresiones y alevosías de los individuos 
unos contra otros.- A este fin sus jefes están au- 
torizados para exigir una fianza de guardar la 
paz, á los que intenten refiir y á los que amena- 
cen á otro con cualquier ultraje' ó acto de violen- 
cia. La fianza durará por' el tiempo que según 
las circunstancias se crea necesario por los jefes 
de la policía. La cantidad con que se haya ga- 
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rantlzado la fianza, se exigirá como pena á los 
que quebranten la promesa. 

Cuando haya fundados motivos para creer que 
se insiste en pelear, ó en hacer ultraje ó violen- 
I! cía á otro, el que no diere la fianza exigida pue- 
; de ser arrestado hasta que la presente, ó hasta 
I que hayan desaparecido los motivos para creer 
I que se persiste en los malos intentos. 

Art. 15. El jefe de policía hará desfijar ó bor- 

I rar los pasquines y lodo papel manuscrito ó im- 
ji preso, letrero, caricatura, pintura ó dibujo que se 
, haya hecho ó fijado en paraje público, y en que 

I I se hagan amenazas prohibidas, se deshonre, afren- 
' te, envilezca, desacredite, ó se haga odiosa, des- 
preciable ó sospechosa, ó se mofe ó ridiculice al- 
guna persona ó corporación. 

Art. 16. Deben los empleados de policía ira- 
pedir que anden por las plazas, calles y caminos 
públicos, locos ó personas furiosas, haciendo que 
los que se presenten sean retenidos y at^ogurados 
en sus casas por sus deudos, ó en los hospitales 
ú otros establecimientos de caridad. También 
impedirán que nadie tenga en los mismos luga- 
res animales feroces, venenosos ó dufíiiios, ni 
que se conduzcan por ellos ó se tengan dentro de 
las casas ó solares, sin las precauciones necesa- 
rias. 

Art 17. Impedirán ellos igualmente que se 
ande por las calles y plazas corriendo á cuballo 
ó en carruaje, ó haciendo de cualesquiera otros 
modos peligrosa é insegura la libre circulación 
por ellas de los transeúntes y pasajeros de todas 
clases. 

Art. 18. No permitirán los empleados do poli- 
cía que se tengan en almacenes, tiendas ú otros 
edificios y lugares dentro de las poblaciones, pól- 
vora en cantidad de mas de cuatro libras, ú otros 
combustibles detonantes cuya explosión pueda 
¡ destruir ó amenazar la vida de los ciudadanos y 
, causar incendios ú otros dafüos de gravedad. Esta 
disposición no comprendo los parques y cuarteles 
I del Estado ; ni aquellos poblados que por su ve- 
i ciudad á las tribus salvajes teman sus incursio- 
nes, en los que podrá tenerse la cantidad de pól- 
vora que á juicio de los jefes de policía hc estime 
necesaria. 

Art. 19. No podrán darse espectáculos de fue- 
gos de artificios dentro de las poblaciones sin el 
previo permiso de los jefes de policía: y estos 
no lo darán cuando la inmediación de algunos 
edificios cubiertos de paja, ó alguna otra circuns- 
tancia, hagan temer que pueda por ello sobreve- 
nir algún incendio. 

Art. 20. Cuando haya dentro de las poblacio- 
nes algún edificio que amenace ruina, y que por 
su causa pueda peligrar la seguridad de las per- 
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sonas, los jefes de policía deben requerir á «a 
duefio para que lo descargue 6 derribe ; y, no 
haciéndolo dentro del tercero dia, lo mandarán á 
hacer á costa del duefio» Lo mismo se observará 
respecto á Jos edificios públicos, después de re- 
querir á la autoridad á cuyo cargo estéa. 

Art. 2!. Deben impedir los empleados de po- 
licíi que sin necesidad, y sin su previo permiso, se 
hagan excavaciones y se amontonen materiales ó 
cosas con que puedan herirse ó maltratarse los 
pasajeros, en las plazas, calles y demás vias p£i« 
blicas dentro de las poblaciones. Siempre que ta- 
les cosas sean necesarias y deban permanecer 
pur mas de un dia, ser& obligación de los que las 
han hecho ó puesto, colocar por las noches una 
luz á su inmediación, y otros medios para evitar 
cualquier daño á los transeúntes* 

Art. 22. Velará la policía con incesante cui- 
dado para impedir y evitar los incendios, prescri- 
biendo para conseguirlo todas las reglas y precau- 
ciones que estime convenientes. También dictará 
todas las providencias necesarias y conducentes 
para apagar lus que sobrevengan. 

Art. 23. Igual celo debe tener para evitar las 
inundaciones que amenacen las poblaciones. A 
este fín hará construir los diques, represas, cana- 
les y demás obras que se juzguen necesarias, 
oyendo antes el dictamen de personas inteligen- 
tes. Si á pesar de esto sucediere alguna inunda- 
ción, dictará providencias eficaces para dar curso 
á las aguas estancadas ó que hayan salido fuera 
de su cauce, para que no se arruinen los ediñcius 
ni sufran detrimento los poblados. 

Art, 24. Debe también la policía evitar y pre- 
caver los derrumbamientos que se hagan en el 
terreno de las poblaciones, ya sean originados 
por el curso lomo del tiempo, ya por las aguas 
de los rio.s y arroyos, ya en &n por oM*os acciden- 
tes. Si hubiere ó se hicieren algunos, procurará 
contenerlos inmediatamente por los medios que 
juzgue mas propios y adecuados. 

Sección tcroora. — De la salubridad general. 

Art. 25. Cuando exista alguna enfermedad te- 
mible y contagiosa en alguna nación que tenga 
puertos marítimos, el Poder Ejecutivo librará in- 
mediatamente las órdenes necesariaa para que en 
los puertos de la Hepíjblica s* baga sufrir una ri* 
gurosa cuarentena á los buques que entren de los 
paisas infestados, 6 para que se les niegue del 
todo la entrada,, si el peligro fuere muy inmi- 
nente. 

Art 26. En el caso de que se presente en un 
puerto de la República un baque procedente de 
un lugar en donde exista alguna enfermedad con- 
tagiosa, y de que el Poder Ejecmivo nu h/iya po-. 
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dido tener noticia, el Gobernador de aquella pro* 
víncia deberá ordenar la cuarentena conforme á 
la ley orgáaica de provincias. ^ 

Art 27. Los Gobernadores de proviocia don- 
de haya puertos, oyendo previamente los infor* 
mes do las juntas de sanidad de las capitales, y 
de los lugares donde esl^ situados aquellos, y el 
parecer de los üsculiativos que sobre el particular 
tengan á bien consultar, expedirán aquellos re* 
glamentos que estimen necesarios sobre las pre^ 
cauciones y cautelas que deben observarse en las 
cuarentenas para evitar If introducción y propa- 
gación del contagio. 

Art 28. Si la enfermedad contagiosa se hubie- 
re declarado en una nación limítrofe, el Poder 
Ejecutivo, después de oir el informe de la Facul- 
tad médica, podrá prohibir toda comunicación con 
ella, estableciendo al efecto cordones sanitarios 
por medio de la fuerza pública. Si el contagio ae 
hubiere ya extendido á territorio venezolano, y ae 
creyere que sea eficaz, para detener su progreso, 
hacer cesar las comunicaciones con los lugares 
contagiados, podrá también decretarlo así efPo* 
der Ejecutivo, siempre que crea posible llevar á 
efecto tan rigurosa medida. 

Art 29. En los dos casos del aitículo anterior 
si la invasión ó amenaza del contagio fuere tan 
repentina que no haya tiempo de aguardar las ór- 
denes del Poder Ejecutivo, podrán los (¿oherna- 
dores dictar las mismas providencias^ oyendo pre-» 
viamente el dictamen de la junta de sanidad de la 
capital de la provincia, á reserva de hacerlas ce- 
sar, si no fueren aprobadas por el Poder Ejecu- 
tivo, luego que se le haya dado cuenta. 

Art. 30. Se faculta al Poder Ejecutivo para 
que pueda formar circuitos de vacunación^ en loa 
lugares y en los términos que crea necesarios» 
para la pronta y eficaz propagación del pus vaco- 
no y su conservación, haciendo sobre este parti*^ 
cular todos los arreglos que juzgue convenientes. 

Art. ^l. El Poder Ejecutivo determinará .el 
número de empleados que deberá haber en cada 
circuito de vacunación, fijándoles el sueldo, que 
no será mayor de seiscientos pesos anuales. 

Art 32. Corresponde al Poder Ejecutivo nom- 
brar por 5¡ ó por medio de los Gobernadores au- 
torisados por ¿I, los empleados que deba haber en 
cada circuito de vacunacioo. 

Art 33. I40S sueldos y gastoa de vacunación 
se erogarán del tesoro nacional. 

Art. 34. Los jefes de policía de los cantoD69 y 
de las parroquias tendrán especial cuidado en ha- 
cer que el vacunador llene cumplidamente loa 
deberes de su oficio, y que los padres de íamiUn 
presenten á sus hijos y demás personas de au da*, 
pendencii» para que seaa vapunadosi ai do I^esta^ 
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vieren, obligando á hacerJo á los que lo rehusen 
6 sean negligentes en el cumplimiento de este de* 
ber que les impone la sociedad. 

Art 35. Los eoinisionados para difundir el pus 
vacuno acreditarán con un certificato del respec- 
iiVo juez de paz de cada parroquia haber cumpli- 
do su encargo* Por este certifica to* que se exten- 
derá en papel común, no se exigirá derecho al- 
guno. 

Art. 36. Los empleados encargados por el ar- 
tículo 34 para cuidar que los yacunadores llenen 
cumplidamente los deberes de su oficio, sufrir&n 
en caso de cegligencia una mulla desde uno has- 
ta diez pesos, que sefialará y hará efectiva el Go- 
bernador respecto de los jefes de policía de cada 
cantón, y estos últimos respecto de los de las par- 
roquias, cuyas multas se apHcar&n & las rentas 
provinciales. 

Alt 37. Los Gobernadores de las provincias 
y los jefes de policía de los cantones y de las par- 
roquias, vigilarán incesantemente por sí y por 
medio de sus agentes, para que sean descubiertas 
y reconocidas las personas que estén atacadas de 
eleiancia, haciendo que todas sean inmediatamen- 
te conducidas á los lazaretos; y á falta de estos, 
ó de los fondos necesarios en ellos, separándolos 
de las poblaciones en cuanto sea posibJe, y vigi- 
lando para que no vuelvan á ellas, sin permitir 
que en un negocio tan delicado &e tenga conside- 
ración ni miramiento alguno á la ciase ó fortuna 
de los contagiados* Todas estas operaciones se 
ejecutarán según las disposiciones vigentes que 
arreglan este ramo de la salubridad general. 

Art. 38. Los elefanciacos que se resistan á sa- 
lir y permanecer constantemente retirados de las 
poolaciones, serán los que deben conducirse con 
preferencia á un lazareto, á cuyo efecto, luego 
que ocurra el caso, se dará cuenta al Gobernador 
de la provincia para que disponga la conducción. 

Art. 39. Deben cuidar é impedir los emplea- 
dos de la po]ic!a que nadie ejerza profesional- 
mente la medicina, la cirugía, la farmacia, ni eje- 
cute operaciones científicas del arte obstetricia 
tin el correspondiente permiso legal : esta dispo- 
lioion no comprende aquellos poblados ó cam- 
pos en donde no haya médicos de profesión, y en 
\^m que alguno ó algunos individuos con instruc- 
doD 6 conocimientos prácticos puedan aliviar la 
humanidad, los que podrían prestar sus servi- 
cie» á quienes lo soliciten. 

Cuidarán de que los boticarios no ven<lan ve- 
neno, droga 6 preparación nociva á la salud, sin 
reeeta de médico ó cirujano aprobado; ni que 
expendan medicamentos corronipido!!>, ndult^ra- 
dofl 6 desvirtuados. Siempre que en ojoi cirio de 
estas profesiones se cometan estos a otros deli. 
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tos, debe la policía proceder á su averiguación, 
promoviendo que los culpables sean juzgados 
conforme á las leyes. 

Art. 40. Cuando suceda que alguna persona 
muera repentinamente, y que por este motivo ó 
por cualesquiera señales haya apariencia de vio- 
lencia, ó sospechas de que la muerte ha sido por 
envenenamiento, la policía debe proceder sin di- 
lación al reconocimiento del cadáver, haciéndolo 
registrar y examinar por profesores de medicina, 
y en su defecto por otras personas inteligentes, 
Hegun sea el caso. Cuando las sospechas se con- 
firmen, 6 no se hayan desvanecido las que se te- 
nian, se harán por la policía cuantas pesquisas é 
indagaciones sean conducentes al descubrimiento 
del autor ó autores de la muerte. 

Art. 41, Será un deber de los empleados de 
policía cuidar que no se vendan al público carnet 
granos y otros comestibles corrompidos, ni líeo- 
res ó bebidas preparadas de un modo nocivo á 
la salud, haciendo destruir las que resulten ta- 
les por el reconocimiento jurado de tres peritos, 
de los que uno será médico, si lo hubiere en el 
lugar. 

Art 42. Será igualmente un deber suyo ve- 
lar en que las aguas de los acueductos públicos, 
de las fuentes, ríos ú otros manantiales de donde 
se provean de ellos las poblaciones, no sean en- 
turbiadas por nadie, ni mezcladas con sustan- 
cias inmundas, asquerosas é insalubres. 

Art. 43. No se permitirá dentro de los pobla- 
dos, tenerías, mataderos de ganado ú otras fábri- 
cas, oficinas ó talleres semejantes que puedan in- 
ficionar el aire con gases ó vapores corrompidos, 
ó con humo ó emanaciones venenosas ó peijudi- 
ciales á la salud de los habitantes. 

La policía está autorizada para impedir que 
tales establecimientos se planten ó existan don- 
de puedan ocasionar los daños expresados. 

Art 44. Dictará la misma todas las órdenes y 
medidas que crea conducentes para evitar que se 
propaguen las enfermedades contagiosas que se 
declaren en los animales domésticos, y hará per- 
seguir y que se mate á los que estuvieren ata- 
cados de hidrofobia. 

Art 45. En ningún caso permitirán los em- 
pleados de policía la inhumación de cadáveres 
dentro de las poblaciones, excepto los de las mon- 
jas. Donde no haya cimenterio fuera de las po- 
blaciones, la policía promoverá su construcción á 
la mayor brevedad. 

Sección cuarta. — De la decencia pública, buenas costum- 
bres y de la vagancia. 

Art 46. La policía debe ejercer la mas cons- 
tante supervigilancia para que no haya casas de 
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prostitución ni lugares destinados á las reproba- 
das prácticas del desenfreno y del libertinaje. 
Cuando descubra la existencia de alguna de es- 
tas casas, deberá hacerla suprimir inmediata- 
mente, promoviendo al mismo tiempo, conforme 
á las leyes, el castigo de las personas que las 
guarden y dirijan. 

Art. 47. Cuando se estén profiriendo en pú- 
blico palabras obscenas, cantándose canciones 
torpes, ejecutándose acciones deshonestas, ó que 
anden personas desnudas delante de otras de dis- 
tintos sexos, Ins empleados de policía impedirán 
que se sigan ejecutando estas acciones, y promo- 
verán el castigo de los culpables. 

Art. 48. Cuando aparezca algún libro, folleto 
ó cualesquiera otros papeles impresos que ron- 
tengan obscenidades ó cosas contrarias á las bue- 
nas costumbres, el jcfo de policía del lugar donde 
se hizo la impresión deberá inmediatameníe re- 
cogerlo y oficiar al jifez competente, para que 
persiga á su autor ó autores conforme á las le- 
ves. 

Art. 49. Los empleados de policía deben im- 
pedir que se expongan al público, que se fabri- 
quen, vendan ó distiibuyan libros, impresos, ma- 
nuscritos, figuras, estampas, pinturas ó cuales- 
quiera otras manufacturas deshonestas. 

Art 50. La policía no debe permitir que an- 
den, ni se presenten en paraje publico perso- 
nas en estado de embriaguez, ni que estas ul- 
trajen ó insulten á los individuos, ni destruyan las 
propiedades. También impcílirá ella que las que 
en t&n deplorable estado hayan perdido el uso de 
la razón y de sus fuerzas, sean robadas ni mal- 
tratadas por otra? pers.>nas. 

Art. 51. No podrán abrirse ni establecerse 
trucos, villares ni otras casas donde se jueguen 
publicamente juerros permiti'los, sin el previo 
permiso de la policía. Klla impedirá que tanto 
en dichas casas como en otros lugares cuales- 
quiera, se jueguen juegos prohibidos por las le- 
yes. Los sitios, parajes y casas públicas donde 
se jueguen juegos permitidos serán invigilados 
por la policía con especial cuidado para evitar 
todo desorden, é impedir que se admitan en ellos 
hijos de familia, ó sirvientes domésticos. 

Art. 52. Tienen los empleados de policía el 
deber de impedir que los vagos y gentes sin ofi- 
cio infesten las poblaciones, descubriendo los que 
la ley repute por tales, y solicitando su juzga- 
miento y castigo por la autoridad com- 
petente. A este efecto debe la policía hacer visi- 
tar con frecuencia por sus agentes loe garitos, 
casas de juego y demás lagares y parajes donde 
los ociosos y holgazanes acostumbren pasar el 
tiempo. 
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Art. 53. Las autoridades de policía tienen la 
fticultad de examinar á los individuos cuyo ofi- 
cio, profesión ó medios de subsistir no sean pu« 
blicamente reconocidos, para que manifiesten y 
comprueben cuáles son estos medios ; y cuando 
dichos individuos no lo verifiquen así, darán las 
mismas autoridades cuenta al juez competente pa« 
ra que sean juzgados y castigidos como vagos. 

Art. 54. También es obligación de los em* 
pleados de policía vigilar en que no se pida li* 
mosna públicamente, sino por aquellas personas á 
quienes las leyes, decretos ú ordenanzas sobre es- 
te ramo autorizan para ello, y con las condicio- 
nes y formalidades que en ellas se determinan. 

Ley tercera.— De la policía judicial. 

Art. 19 Los jefes de policía por sí y por me- 
dio de sus agentes, harán cuantas indagaciones y 
pesquisas sean conducentes, á fin de descubrir to- 
dos los delitos cuya acción no esté reservada á 
los particulares, y las culpas y contravenciones de 
cualquiera especie que se cometan ó intenten co- 
meter dentro de los límites de su jurisdicción, y 
quiénes son sus autores. Usarán para ello de dis- 
creción y sagacidad, y se valdrán de todos los 
medios que no les prohiban las leyes, la moral y 
la decencia. Cuando obtengan p'jr resultado de 
sus averiguaciones que se ha cometido algún de- 
lito que merezca pena corporal, fuera de su ju- 
risdicción, tienen el deber de dar inmediatamen- 
te aviso al jefe de policía del lugar, para que pro- 
ceda á la indagación del hecho y prisión del de- 
lincuente. 

Art. 29 Cuando un jefe de policía haya des- 
cubierto por testimonio digno de crédito, ó por 
otro indicio grave, quién es el autor de un deli- 
to, procederá por sí á formar la sumaria informa- 
ción del hecho y aprehender al delincuente, si 
aquel tuviere señalada pena corporal, y en todo 
caso dará inmediatamente cuenta á la autoridad 
judicial competente para que se proceda confor- 
me á las leyes. 

Art. 39 Si el reo á quien debe prender un je- 
fe de policía se hallare fuera del territorio de su 
mando, será de su deber requerir al jefe de po- 
licía del lugar donde se halle, para que aquel 
proceda á su prisión y remisión al lugar donde 
deba ser juzgado. Pero si en el acto de ir persi- 
guiendo los empleados de policía & un delincuen- 
te, entrase este en distinto territorio, podrán siem- 
pre seguirlo en él, y ejercer al efecto los actos 
de autoridad que sean necesarios para su apre- 
hensión y para evitar que se escape, dando de 
ello aviso al jefe de policía del lugar donde hfia 
obrado, 

ArU 49 Las prisiones ó arrestos decretados 
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por las autoridades del orden judicial, dd>en ser 
ejecutados ó mandados ejecutar por los jefes de 
policía siempre que hayan sido requeridos para 
ello. También deben los mismos jefes prestar 
mano fuerte á dichas autoridades para cuales- 
quier actos de justicia en que deba usarse de la 
fuerza, bien por precaución ó bien porque ha- 
yan experimentado resistencia á sus mandatos. 

Art. 5? El gobierno, seguridad, orden y régi- 
men de las cárceles corresponde á los jefes de 
policía^ Los jueces solo tendrán facultad para de- 
terminar cuando los presos hayan de estar ó no 
privados de comunicación, y para requerir á los 
jefes de policía á fin de que tengan con mayor 
seguridad á los reos encausados por delitos de 
mayor gravedad, ó que por otras circunstancias 
requieran tal precaución ; pero dichos jefes no 
deberán tener á los presos con menos seguridad 
de la que les haya sido inilicada por los jueces. 

Art 69 Las autoridades de jpoücía velarán en 
que se cumpla exactamente la disposición del ar- 
tículo 200 lie la Constitución. 

Si descubrieren que sufre alguna persona pri- 
sión ó arresto sin que se haya expedido por el 
juez la orden firmada dentro del término consti- 
tucional, que el carcelero no ha reclamado en 
tiempo dicha orden, 6 que se usa con el preso ó 
arrestado de mas apremios ó prisiones que las 
necesarias para su seguridad, darán inmediata- 
mente aviso de ello á la competente autoridad ju- 
dicial para que se proceda al juicio de responsa- 
bilidad contra el juez ó empleado culpable. 

Art. 7? Las autoridades de policía correspon- 
dientes deben hacer conducir los reos de un lu- 
gar á otro cuando sea necesario, bien para com- 
parecer ante sus jueces, bien para celebrarse el 
juicio cuando hayan de ser juzgados en otra par- 
te, 6 bien para sufrir sus condenas. Estas conduc- 
ciones se harán con todas las seguridades y pre- 
cauciones que dicte la prudencia, y que sean com- 
patibles con las leyes y con la humanidad. 

Art. 89 La ejecución de las penas impuestas 
por las sentencias de los tribunales y juzgados 
debe ser dispuesta por la policía, según las ór- 
denes é instrucciones que para ello reciba de la 
autoridad judicial á quien según las leyes corres- 
ponda hacer que se ejecute lo juzgado. 

Las penas en que los reos est&n en libertad, como 
la de expulsión del territorio, la de confinación y 
otras semejantes, corresponde á la policía vigilar 
en que no sean eludidas por los reos, sometiendu 
¿ las que las violaren al juicio de la autoridad 
competente para la reagravación do la pena, si 
hubiere lugar á ella. 

Art. 99 Los establecimientos de castigo serán 
visitados é invigilados con especial cuidado por 
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los jefes de policía, para que á los reos se les 
hagan cumplir debidamente las penas á que han 
sido condenados, para impedir que se les trate 
con mas rigor que el prescripto por las leyes, 
para que se les hagan los suministros debidos, y 
para que se observen las leyes, decretos y regla- 
mentos que determinan la organización y régimen 
de tales establecimientos. 

LEY CUARTA. 

De las penas. 

Art. 19 La persona que en los casos urgentes 
ó momentáneos sea llamada en auxilio de la auto- 
ridad pública, y sin causa física que se lo impida, 
dejare de concurrir á prestar sus servicios, sufri- 
rá la pena de arresto de cinco á diez dios, ó pa- 
gará una multa 'de dos á'CuatroT^esos. 

Art. 29 Kl que asista á alguna sociedad secre- 
ta en qup, hechas las indagaciones á que se re- 
fiere el artículo 69 ley 2^1, sección primera, apa- 
rezca qun sü hace' alguna cosa prohibida por la 
ley, y el habitante de la casa ó local donde ella 
tenga sus sesiones, sufrirán por el solo hecho, el 
primero la pena de arresto de uno á dos meses ó 
una multa de veinticinco á cincuenta pesos, y el 
segundo la pena de arresto por dos a cuatro me- 
ses ó una multa de cincuenta ácien pesos : todo 
sin perjuicio de la mayor pena que uno y otro 
puedan merect^r [)()r los procedimientos y actos 
culpables de la sociedad. 

Art. 39 Todo el que pusiere 6 fijare ó manda- 
re poner ó fijaren paraje público impresos, ma- 
nuscritos, letreros, caricaturas, dibtjjos ó pinturas 
en que se excite á la perturbación del orden, al 
desobedecimiento de las leyes y de las autoridades 
legítimamente constituidas, en que se hagan á 
estas, amenazas prohibidas, ó se expresen concep- 
tos que les sean injuriosos ; en que se aconseje, 
sugiera ó se excite á que se cometa algún delito; 
en que se deshonre, afrente, envilezca, desacredite, 
ó se haga odiosa, despreciable ó sospechosa, ó so 
mofe, ridiculice ó amenace á alguna persona 6 
corporación, ó que contenga en fin expresiones 
ó conceptos r.hscenos, deshonestos, contrarios á 
la moral y á las buenas costumbres, sufrirá por 
el solo hecho de poner ó fijar tales cosas, la pena 
de arresto de doce á quince dias, ó una multa de 
doce á veinte pesos, todo independiente de las 
penas que merezca por la producción, publicación 
ó divulgación de semejantes cosas, cuando por 
las leyes las tengan peHaladas. 

Art. 49 La persona que tenga en las calles, 
plazas ó caniinoa animales feroces, venenosos 6 
da^os, y el que por ellos los conduzca, sufrirá 
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la pena de quince á veinte dias de arresto, 6 paga* 
rá una malta de quince á Teinte pesos y perderá 
el animal ó animales. 

Estos pueden ser también aprehendidos en la 
ria pública por los particulares, quienes por el 
acto de quitarlos los hacen suyos. 

Art. 59 £i que por las plazas y calles de las 
poblaciones corra & caballo ó en carruaje, ó haga 
de otro modo peligrosa la circulación por ellas de 
los transeúntes y pasajeros, sufrirá la pena de 
dos á cuatro dias de arreato, ó pagará una multa 
de dos á cuatro pesos. 

Art. 69 £1 que tuviere en almacenes, tiendas 
ú otro paraie dentro de las poblaciones, pólvora 
en cantidad de mas de cuatro libras ú otros com- 
bustibles detonantes en cantidad considerable y 
capaces de causar incendios ú otros daños de gra- 
vedad, sufrirá la pena de arresto de uno á seis 
meses, ó pagará una multa de veinticinco á 
cincuenta pesos, y perderá la pólvora ó com- 
bustibles en que consista la contravención. 

Art. 79 El que diere ó mandare dar espectácu- 
los de fuegos de artificio dentro de una población 
sin el permiso escrito del jefe de policía del lugar, 
sufrirá Ja pena de arresto, de uno á dos meses, ó 
pagará una multa de veinticinco ft cincuenta 
pesos. 

Art. 89 El que hiciere ó mandare hacer ex- 
cavaciones, ó amontonare ó mandare amontonar 
materiales ó cosas con que puedan herirse ó mal- 
tratarse los pasajeros en las plazas, calles y demás 
Tías públicas dentro de las poblaciones, sin el 
permiso del jefe de policía, y el que haciendo 
tales cosas no ponga por las noches una luz para 
evitar cualquier dafío á los transeúntes, sufrirá la 
pena désela á ocho dias de arresto, ó pagará una 
multa de seis á ocho pesos, y perderá los materia- 
lea en que consista la falta. 

Art. 99 £1 que ofreciere 6 pusiere en venta 
pública, carne, granos ü otros comestibles corrom- 
pidos, ó licores y bebidas preparadas de una 
manera nociva á la salud, sufrirá \i pena de 
quince á veinte dias de arresto, ó pagará una mul- 
ta de quince á veinte pesos. 

Art. 10. El que enturbiare ó mezclare con 
svstancias inmundas, asquerosas ó insalubres las 
aguas de los acueductos públicos, y las de las 
faentes, rios ú otros manantiales de donde se pro- 
vean de ellas las poblaciones, sufrirá la pena de 
quince á veinte dias de arresto, ó pagará una 
multa de quince á veinte pesos. 

Art 11. El que establezca 6 mantenga dentro 

de las poblaciones matadeíos de ganado, tenerías 

ft otras fábricas y talleres que p«edan inficionar 

•el aire con gas y vapores corrompidos, ó con 

hamo y emanaciones venenosas ó perjudiciales á 
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la salud de los habitantes, sufrirá la pena de quid> 
ce dias á cuatro meses de arresto, 6 de diez á cien 
pesos de multa. 

Art 12. £1 director ó directores dé Un teatro 
ú otro lugar donde se representen piezas dra» 
máticas, que hagan representar alguna sih haber 
cumpIiJo con lo que dispone la ley orgánica de 
provincias, sufrirá la pena de uno á dos meses 
de arresto, ó pagará una multa de cincuenta á cien 
pesos. 

Art. 18. £1 que establezca truco, billar, galle- 
ra, ú otra casa donde se jueguen juegos permiti- 
dos, sin previo permiso escrito del jefe de policia 
del lugar, sufrirá la pena de dos á cuatro meses 
de prisión, ó pagará una multa de cien á doscien* 
tos pesos. 

Art. 14. £1 dueño ó director de una casa 6 
establecimiento donde se jueguen juegos permiti- 
dos, que consienta quo asistan á ellos hijos de fa- 
milia, sirvientes ó domésticos sufrirá la pena de 
arresto de cuatro á ocho dias, ó pagará una multa 
de diez á veinte pesos. 

Art. 15. La imposición de las penas que por 
esta ley se establecen, no tendrá lugar cuando de 
la acción culpable haya resultado un delito que 
tenga señalada pena por las leyes, excepto en los 
casos en que por esta ley está determinado se im- 
pongan una y otra. 

Art. 16. Las multas de que habla esta ley que 
no tengan por ella destino especial, entrará en las 
arcas nacionales, recaudándose por los respecti- 
vos administradores de rentas internas. 

Dado en Caracas, á 15 de Mayo de 1854, año 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Pedro Portero. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, L, Rué* 

das. — El Secretario del Senado, J. A^ Pérez. 

El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla. 

Caracas, 20 de Mayo de 1854, año 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese, /. (?. 
Monágas. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El Secretario de Estedo en los Dü. del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores, Simón 
Planas. 

PÓLVORA. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE 

MARZO DB 1846 reiterando la$ disposicionts 
del Gobierno en el año de 1832 sobre depósito 
de esta especie, y mandando que se cumplan. 
Secretaría del Interior.^Seccitti'tercenu 

Caracas 19 de Marzo de 1846. 
Resuello. — Dígase en circular á los Gobernado- 
res de provincia. 

Con el fin de impedir los estrados que puedan 
causar & las poblaciones en caso de incendio, los 
depésUos de pólvora en casas partieulares, dispu- 
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80 el Gobierno desde el año de 1832, que luego 
que sea presentada alguna partida de pólvora en 
los puertos habilitados para el comercio y sea pa- 
sada la revista de la aduana á dicho artículo, se 
conduzca á los almacenes ó depósitos del Gobier- 
no para custodiarse en ellos hasta que los dueños 
quieran darle salida ó internarlo á otros puntos 
de la República en los cuales será también pues- 
to del mismo modo en depósito : que los dueños 
al hacer la venta ó uso del artículo expresado, lo 
vayan sacando en pequeñas partidas, sin que se 
permita en ningún caso su depósito en conside- 
rable cantidad en las casas particulares, y que en 
los lugares donde no existan parques ó almacenes 
de la Nación aptos para el depósito, los Goberna- 
dores elijan otros puntos en que se conserve aquel 
combustible sin riesgo de la población. 

Desea saber el Gobierno si estas disposiciones 
se cumplen en esa provincia ó han caído en 
inobservancia, y dispone que sí ha sucedido lo 
último, US. le informe de los motivos, y procure 
por su parte la remoción de los inconvenientes 
eon que hayan tropezado disposiciones que tanto 
contribuyen á asegurar la vida y tranquilidad de 
tos ciudadanos, y á preservar sus fortunas de ac- 
cidentes desgraciados como el que ha podido tener 
lugar muy recientemente en esta ciudad en la no- 
che del 14 de los corrientes si se hubiera recibido 
en el establecimiento de bodega que se incendió 
esa noche, una partida de barriles de pólvora 
comprada por los dueños del establecimiento y 
que llegó á él al siguiente dia. El Gobierno es- 
pera que US. preste la mayor atención á es- 
té objeto por ser, como US* conocerá, de la ma- 
jox imr)ortaacia. 

Por S. E. — Cobos Fuertes. 

P0LV0R4 PARA TBABAJOS DB CONSTnXJCCIOK 

7 REfAccioN DE CAMINOS &. Excn^iou de de- 
rechos á su introducción por cierto tiempo. Véa- 
se Arancel de importación, D« de 22 de Febre- 
ro de 1 85!. 

PORTE DE CARTAS. Véose Correo, L. de 5 de 
Abril de 1856 sobre tarifa. 

PORTEROS ALGUACILES. Véase Alguaciles de 
las Tribunales, 

PORTUGUESA. V^ase Provincia de la portu- 
guesa, 

POSADAS TVBMTAflBN LOS CAMINOS. DECRE- 
TO »B POLOVBIA DE 22 DB ABRIL DE 1825 

acordando vekrias exenciones á los que las es- 
tableMean en caminos que atraviesen para- 
moe 6 desiertos. 

W Senatfo 7 Cámara de Representantes de la República 
qe Colombia reunidos en Congreso. 

CQOOdefando : 1 9 Que i^ ^SQsse^ que hay d^ 
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posadas, mesones 5 ventas en los caminos públi- 
cos perjudica á los viajeros y embaraza el tráfico 
interior, al propio tiempo que si hubiera tales es- 
tablecimientos en la proporción correspondiente 
las tropas en marcha recibirian de ellos un impK)r- 
tante servicio. — ^29 Que por estos motivos es ne- 
cesario fomentar dichos establecimientos, ya para 
que los viajeros, ó ya las tropas en marcha teíi* 
g^an el auxilio que en ellos pueden recibir ; de- 
cretan. 

Art 19 Quedan exceptuados del sorteo para 
servir en el ejército permanente, los posaderos, 
mesoneros ó venteros, que establezcan posadas* 
mesones ó ventas para el abrigo y comodidad de 
los transeúntes en los caminos públicos ó nacio- 
nales y márgenes de los rios navegables. 

Art 29 Esta exe,ncion comprende á los criados 
ó sirvientes que sean indispensablemente necesa- 
rios para el servicio de dichas posadas, mesones 6 
ventas. 

Art 39 Los posaderos, mesoneros ó venteros 
que establezcan sus posadas, mesones 6 ventas 
en tierras nacionales, que hasta ahora se han co- 
nocido con el nombre de baldías, quedan exen- 
tos de pagar arrendamiento por ^1 terreno que 
ocupa la posada, venta ó mesón entre tanto que 
dure el establecimiento. 

Art 49 Los posaderos, mesoneros ó venteros, 
que formen sus establecimientos en caminos na- 
cionales ó públicos que atraviesen páramos 6 de- 
ciertos, quedan eximidos : I9 I^e toda contribu- 
ción para los fondos municipales en razón de la 
posada, venta 6 mesón que eatablezcan. — 29 De 
cualquiera otra contribución, en razion de la' po- 
sada^ venta 6 mesón que establezcan. 

Art 59 Para gozar en sus casos de las gracias 
concedidas en los cuatro artículos anteriores son 
requisitos indispensables: 19 Que la posada, 
venta 6 mesón que so establezca, diste á lo me- 
nos dos leguas de iaa que están ya establecidas 6- 
se establecieren.^29 Que para establecerlas se 
presenten los empresarios ante los jefes munici- 
pales manifestando el lugar, la capacidad del edi« 
fício» y el número de sirvientes que necesiten.-^ 
39 Que el jefe municipal conceda la licencia ex- 
presando en ella la capacidad que ha de tener el 
edificio destinado para posada, Tenia ó mesen, el 
número de criados ó sirvientes aue le son afee* 
tos y la obllgacioQ qae tiene el empresario da 
proporcionar & las caballerías de los transeúntes 
pasto 6 potrero seguro por ta justo precio. 

h 19 Pertenece á los jefes municipales, oido 
el informe de la municipalidad respectiva, y aten- 
didas las circaostaneias de lo mas 6 mMiot fr#- 
cuj^ntado que sea el camino, y todas las que debaa 
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tenerse presentes graduarla capacidad del edifi- 
cio y el numero de -los criados ó sirvientes qne 
sean afectos ^ la posada, venta ó mesón. 

^ 29 Déla determinación del jefe político mu- 
nicipal en los casos de este decreto, podrá recia- 
marse al gobernador de la provincia, quien oído 
el informe del mismo jefe político, sin mas pro- 
greso, y sin que en ningún caso el negocio pue- 
da ser contencioso lo decidirá gubernativamen- 
te. 

Art. 69 Los mesoneros, posaderos ó vente- 
ros que no cumplan alguna de las obligaciones 
expresadas en el artículo anterior, si no lo hicie- 
ren dentro del término que les asigne el jefe mu- 
nicipal» quedan sin derecho & los privilegios con- 
cedidos por los cuatro primeros artículos. 

Dado en Bogotá, á '20 de Abril de 1825, 15.— 
El presidente del Senaiio, Luis A» BaralL — El 
presidente de la Cámara de Representantes, 
Manuel María Quijano, — El secretario del Se- 
nado, Amonio José Caro. — El diputado secreta- 
rio de la Cámara de Representantes. Vicente del 
Castillo, 

Palacio del Gobierno en Bogotá, & 22 de Abril 
de 1825, 15. — Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
Repüblica encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho del Interior, 
José Manuel Restrepo. 

POSEEDORES de tierras baldías. Deber de 
sacar sus títulos ; y penas por uo hacerlo. 
Véase Tierras baldías, art, 16 y 17. 

POSEEDORES de tierras baldías. Los que 
lo sean sin habérseles adjudicado, deben com- 
prenderse entre los de que trata la circular de 
de 10 de Abril de 1851. Véase Tierras bal- 
díast, R. E. de 19 de Mayo de 1851.» 

POSESIÓN. Véase Interdictos posesorios y Jui- 
cios posesorios, 

POSICIONES. Véase Pn/c^as y su término, 
art. 7 al 12 y Segunda instancia, art. 59 

POSICIONES. ACUERDO DE LA CORTE SUPRE- 
MA DE 22 DB AGOSTO DE 1846 dcclaraudo que 
las posiciones que permite la ley se hagan 
hasta el día de la sentencia, antes que esta se 
pronuncie» pueden pedirse aun en el caso que 
hayan trascurrido uno 6, mas dias después de 
aquel en que debió legalment'e verse la causa, 
pues solo debe atenderse á Id circunstancia 
de que se exijan dates de pronunciarse la sen- 
tencia, que es la única limitación que estable* 
ce la ley. ' 

Caracas Agosto veintidós de 1846, I70 y 369— 

yuta la consulta hecha por eí juez de' primera 

I instancia del primer circatto de la provincia de 

Mérida, y dirigida por la Corte Superior del 6? 
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distrito con su informe sobre la admisión de po- 
siciones en autos civiles después de pasado uno 6 
mas dias de aquel en que debe verse, con lo re- 
presentado por el señor Fiscal. El artículo Q^de 
la ley 4* título I9 del código de procedimiento 
permite que las posiciones se hagan en cualquier 
tiempo desde el dia de la contestación antes ó des- 
pués de ella, hasta el dia de la sentencia antes 
que esta se pronuncie. La única limitación que se 
establece es el acto de pronunciar sentencia, de 
modo que en cualquier dia anterior á él pueden 
recibirse las posiciones aunque la vista de la causa 
se haya diferido del que se habia asignado para 
ella. £n consecuencia la Corte Suprema no con- 
sidera que existe obscuridad ni duda acerca de la 
inteligencia de la ley citada, ni que hay motivo 
para elevar consulta al Congreso. Dígase esto 
en contestación & la Corte consultante, y pásese á 
las otras copia de esta providencia y de la duda 
propuesta — Narvarte, — Martínez. — Castillo, — 
Duarte. 

POSICIONES. ACUERDO DE 15 DE DICIEMBRB 

DE 1843 declarando que deben ser bervales, 
no pudiéndose admitir en los tribunales la 
consignación de escritos, ni tampoco reservar- 
se por ningún tiempo; sÍ7io que deben publi-- 
car se en la audiencia en que se hacen. 
En la ciudad de Caracas á 15 de Diciembre 
de 1843, 149 y 339, reunidos el Presidente y 
Ministros de la Corte Suprema de Justicia. Se 
dio cuenta de una determinación de la Corte Su- 
perior del segundo distrito judicial consultando: 
** Si en el caso de no comparecer al tribunal á 
absolver posiciones una parte citada al efecto 
puedan admitirse escritas las preguntas, que en 
sus apuntes lleve el que las hace, y reservarso 
hasta que haya ejecutoriad ose la providencia en 
que se declare por confeso el contumaz. '' Con« 
sideróse luego la exposición del Ministro fiscal 
contrariando la opinión del Tribunal Superior 
que determinó añrmativamente la cuestión, y 
aduciendo varias razones para persuadir que la 
consulta debe resolverse por la negativa. Seacor^ 
dó: Clara y terminantemente prescribe la ¡ey 
que en las posiciones han de ser verbales las pre- 
guntas y las respuestas, y que públicamente de* 
ben hacerse las unas y contestarse las otras* JSsta 
disposición aunque no impide que se lleven apun-* 
tes al tribunal para recordar los hechos que van 
á preguntarse, sí prohibe expresamente que se 
admitan preguntas consignadas por escrito de 
cualquier modo que sea ó cualquiera que sea el 
objeto con que se presente, y prohibe también que 
se mantengan en reserva por cualquier espacio 
de tiempo. Citada legalmente la parte para eva^ 
cuar posiciones, y llegados el dia y labora sefiala- 
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doi ti pfa c tn ^ flin preceder exéesa legítima por 
le no eompu^cenciey debe el juee extender el 
«eU retpectÍTa de lee posícionest haciendo decir 
verMatenle leepregnotee, admitiendo las per* 
tíoealetfdeeechando lae qae no lo sean, y exten- 
diendo las.admlBiblee en el acta eon la constiin- 
cia de que tío foeroa oontestadae por no haber 
ntade prceente la parte citada para absolverUs 
del miemo modo que 8i habiendo eencarrido se 
Iiabíeee negado á eonteatar. Cree la Corte Supé- 
tíor que no reeerTándoee las praguntas hasta que 
ae qíeeotorie el auto qne declare confeso al con- 
iQDiaai podrá (eie ecerrír despnes alegando cansa 
legítima para an n» oomparecenclat é instrnirse 
de les pregttntaa antes del acto de responder, 
pero tal inconveftiente por grare que se le supon- 
ga, no puede ser lo bastante para contrariar un 
precepto de la lev tan elplícito que no necesita 
inlerpretacioo. Otros inconvenientes resultarían 
ai estnrieaen reservadas las preguntas hasta que 
ae eíecatoriase la declaratpria de confesión ficta 
como ae halla demostrado en la exposición fiscal. 
Ademas, habiendo solo de tomarse posiciones á 
las partes que se bailen presentes^ porque res* 
pectode las ausentes se libran requisitorias, sería 
muy raro el caso de que la persona citada é im* 
pedida no pudiese manifestar su excusa al tríbu- 
nal antes de la hora designada para las posicio- 
nes.'' No es por tanto, fundada la duda propnes* 
ia por la Corte Superior, y así se le dirá en con- 
testación con copia de este acuerdo y de la vista 
fiscal, pasándose á las demás Cortes copia de 
todo el expediente para su inteligencia- 

Urínneja.'^MarHnez.^Bracho, — Duarie* 
Caracas Febrero 5 de IS44, Ido y 340_E1 
Canciller, J. IhuirU, 

POSICIONES. No podrá ser obligado á conten* 
tari as el juez recusado. Véase Kecusacion de 
jueces y otros funcionarios^ art. 14* 

POSICIONES. No pueden hacerse en causas 
crímfnales y de injurias sobre los hechos cri- 
minales é injuriosos. Véase Injurias^ A. C. S. 
de 10 de Octubre de 1843, ponto 29 

POSTAS. Véase Correspondencia odcial. R. E. 
de 80 de Marco de 1854 (Apéndice al prímer 
tomo,) y R. E. de 17 de Noviembre del mismo 
(Apéndice al segundo.) 

POSTLIMINIO. (derecho de.) decreto de 29 
D-a IV LÍO DE 18¿4 declarándolo álos miliíares. 

fil SsDuio y Cámara de Repreifentantes de la BcpúbUca 
de Colombia, reunidos en CosgrcBo, 

Ooneiderando que los individuos militares de 
)a fLeptibliea que han caido prísioneros en poder | 
del enemigo, ó que en fuerza de los reveses que 
ha stTÍrído ia causa de la independencia, 6e han 
visto precisados en las últimas extremidades de 
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la pérdida de ona plaza marítima, 6 de la casi to* 
tal ocupación de la tierra por el enemigo, á emi<- 
grar á paisas extranjeros, deben gozar de los de- 
rechos de postliminio reconocidos en las naeíonee 
cultas, pero que estos derechos deben eoneiliarse 
eon los que, dorante el tiempo de ausencia de 
aquellos, hayan adquirido otros militares por so 
servicio en los ejércitos^ decretan. 

Art 19 Los individuos del ejército de la Re- 
pública que han sido 6 fueren hechos prisioneros, 
conservarán el grado y antigaedad que tenia n 
antes de su prisión, con tal que hayan conserva* 
do el carácter de prisioneros eontínnamente, y 
desde el momento que fueron tomados por el ene- 
migo, hasta que se hayan restituido 6 restituye- 
ren á las banderas de la República. 

Art fV} De este mismo derecho gocarán los 
ue sin fakar á sus deberes militares, al tiempo 
e la ocupación de una plaza 6 territorio, se ha* 
yan salvado fuera del pais y permanecido en ler- 
rltorio extranjero, siempre que esta permanencia, 
y el no haberse vuelto á incorporar á las tropas 
de la República, haya sido efecto .de una grave 
enfermedad, 6 de alguna otra causa física que les 
hoya imposibilitado 1^ vuelta, y probaren este 
impedimento de un modo concluyeqte y peren- 
torio, 

Art. 39 Los que sin tenet tales impedimentos 
no se restituyeron á sus banderas inmediatamente 
que 'pudieron, conservarán el grado que tenian, 
pero no se les considerará antigüedad alguna, si- 
no desde el dia que se hayan incorporado, 6 se 
incorporaren nuevamente en los ejércitos. 

Art. 49 A los individuos de que habla el artf- 
culo 19, cuando se haya verificado t se verifica* 
re su vuelta y reincorporación á sus banderas, ee 
les abonará por el tiempo de su prisión la mitad 
del sueldo que les corresponda por su grado, y de 
la otra miiad se pagarán los costos que el enemi- 
go haya hecho en su subsistencia, mientras loa 
haya tenido prisioneros. A los comprendidos en 
los artículos 29 y 39, nada ce les abonará en ra- 
zón de sueldo 6 haber. 

Dado en Bogotá á 28 de Julio de 1824, 14— 
El vicepresidente del Senado, Francisco iSelo.— 
Rl Presidente de la Cámara de Representantes, 
José Rafael Mosguera.'^El Secretario del Sena- 
do, Antonio José Caro. — £1 diputado secretario 
de ia Cámara de Representantes, José Joaquín 
Sucres. 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 39 de JuHo 
de 1824, 1 4.-- Ejecútese.— JFVanctVco de Paula 
Santander, — Por S. E. el Vicepresiderte de ia 
Reptiblica encargado del Poder Ejecutivo.— El 
secretario de marina y guerra, Pedro Bricei^ú 
Méndez. 
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P09TLIMINI0 (dbrkcho de.) resolución bji- 

CDTIVa de COLOMBIA DB Í3 OB DICIBHBRB DB 

1 824 declarando que ninguno puede gozarloj 

miéiUras no obtenga decreto del Gobierno que 

ee lo declare expresamente» 
República de Colombia.— Secretaría de Marina y Guerra, 
— Guerra. — Seccina central. — Palacio de -Gobierno en 
Bogotá & 18 de Diciembre de 1824, 14.— AI .... coman- 
dandante general del departamento de .... 

Con esta fecha digo al comisario de guerra del 
departamento de Cundinamarca lo que sigue: 
" Di cuenta en el despacho del Poder Ejecutivo 
de la comunicación de U. de 25 del próximo pa- 
sado en la cual, con motivo de haber presentado 
á Ui el teniente coronel Ramón Guerra certifica- 
dos de algunos jefes acreditando que fué her.ho 
prisionero de guerra por el enemigo en 1816 y 
pretendido que en virtud de ellos se le tuviese 
por comprendido en el artículo 1 9 de la ley de 
28 de Julio de e?te año que declara el derecho de 
pustliminio á los individuos del ejército de la Re- 
pública que caen prisioneros de guerra, ajustan- 
dolé por el tiempo que permaneció en poder del 
enemigo, consulta U* si deberá atender, ó Qo, a 
la pretensión expresada ; y el gobierno me man- 
da contestar á U. scbre este particular: que nin- 
gún individuo del ejército puede creerse ni tener- 
se por pomprendido en alguno de los artículos' 
de la ley citad i de 28 de Julio, mientras no haya 
obtenido la declaratoria correspondií.nte de| go- 
bierno conforme á la misma ley, y que por tanto, 
si el teniente coronel Guerra se cree con dere- 
cho á pretender su beneficio, debe acreditar ante 
el mismo gobierno q-.o f'ií? hcrho prisionero, y 
que conservó constan ternenie el carácter de tal 
mientras estuvo en poder del enemigo, sin lomar 
su servicio ni ejercer los derechos de vasallo espa- 
ñol. Esta lesolucion que ü. hará saber al tenien- 
te coronel Guerra, le servirá de regla general pa- 
ra lo sucesivo en los ca^^fos de igual naturaleza. 
Dios, &." 

V habiendo anón al Gobierno esta ocurrencia, 
un motivo para temer que otros ¡ndivi«!uo9 ctel 
ejército pretendan entrar en los goces dol dertí- 
rho de postliminio sin haber obtenido In nf^^esi- 
rin y competente declaratoria suya, me ha orde- 
nado hacer circular esta resolución previniendo 
que ningún empleado en la administración, ó 
mando militar, conceda tales goces á individuo 
alguno mientras no le presente decreto del gobier- 
no que se los declare expresamente. — Con estos 
fines lo digo á U para que lo haga comuni- 
car á quienes corresponda, y publicar en la or- 
den general para conocimiento de todo«. — D:Os 
guarde á U. —Pedro Briceño Méndez» 

PRÁCTICOS. Véase Pruebas y su término, 
art. 27. 
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PRÁCTICOS m LOB pctbrtos. Véawe Beré^ 
chos de puerto^ art. I9 n6in. 69; art 6^ d6* 
mero 39, J aru 7? * 

PRÁCTICOS. DCCRBTO BlBCfTTITO DS 8 DI IV* 

Mío DB 1841 reglamentando los del Opinoeo. 
Secretaria de Marina. — Sección única. 

Caracas 2 de Jonio de 184i, 120 y 310 

£n el expediente de prácticos ha recaído con 
esta fecha la siguiente resolncion : '* Ei Poder 
Ejecutivo ha aprobado el siguiente reglamento 
de prácticos de la barra del Orinoco." 

Art. 19 El capitán del puerto de Angostura 
con arreglo á la ordenanza mi ral, será el jefe dd 
cuerpo de prácticos del rio Orinoco. 

Art. 2^ £1 cuerpo de prácticos del rio Orino- 
co constará de un comandante y diez 7 seis 
prácticos de numero por ahora. 

Art 39 ^' comandante será nombrado por el 
Poder Ejecutivo á propuesta en tema, que pre- 
senuirá el capitap del puerto de Angostura. 

'Art. 49* Los prácticos de número que actaai- 
mente existen en el Orinoco, continuarán siendo* 
lo, y para completar el número que sefiala este 
reglamento, el capitán del puerto hará las pro- 
puestas al Poder Ejecutivo de los que examina- 
dos conforme á ordenanza, por una junta de treii 
capitanes de buques que nombrará y presidirá el 
mismo capitán del puerto, fueren declarados 
aptos. 

Art. 59 Corresponde al capitán del puerto 
de Angostura proveer de prácticos á los buques 
que los necesitaren á su salida de dicho puerto. 
Si ocurriese el caso de estar ausentes de AnffOST 
tura todos los prácticas de námero cuando algu- 
no ó algunos buques nacionales ó extranjeros pi- 
dan prácticos para salir del rio, el capitán del 
puerto con acuerdo del administrador de adua- 
na destinará prácticos supernumerarios que con- 
duzcan los buques hasta donde encuentren al co- 
mandante de los prácticos capitán del pailebotí 
quien colocará estos supernumerarios en el tur- 
no que les toque para conducir buques hasta 
Angostura. 

^ único. Los prácticos supernumerarios se pa- 
garán del tesoro público, con acuerdo de la jun- 
ta de hacienda, como gasto extraordinario ur- 
gente. 

Art. 69 A bordo del pailebot, residirán cons- 
tantemente el comandante y los prácticos, y este 
buque estará siempre navegando en la boca grande 
del rio Orinoco ; y será de su obligación ir al en* 
cuentro de los buques que entren 6 busquen la 
entrada para embarcarles el práctico sin causar- 
les demora. 

Art. 79 Este servicio se hará por turno qn^ 
se arreglará por la fecha de la llegada de cada 
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práctico á bordo del paikbotv 6 al punto que se 
aeftele mas adelante. 

Art S9 lios prácticos conducirán los baques 
que salgan del Orinoco hasta dejarlos fuera de 
la barra, y allí el pailebot que debe¡8iempre acom- 
pasarlos,* recibirá á su bordo el .práctico que ha* 
jra sacado al buque. 

Art, 99 Por ahora, y hasta que esté en servi* 
eio el pailebot, el comandante y ios prácticos de 
nánoero residirán en Cangrejito, y dicho co- 
mandante no permitirá que los prácticos desem- 
barcados en Cangrejito se separen de aquel pun- 
to hasta que se presente el turno en que les cor- 
, responda conducir un buque á Angostura. 

Art« IOl Mientras residan los prácticos en 
Cangrejito, el comandante tendrá el deber, lue- 
go que aviste un buque que entra, de salir á su 
encuentro & fin de que reciba el práctico sin di- 
lación, y los prácticos estarán obligados á sacar 
los buques hasta Baríma solamente debiendo lle- 
Tar á bordo del buque que baje una curisra para 
regresar el práctico desde Baríma, sin causar re- 
tardos al buque, ni mucho menos precisarle á 
fondear: á este efecto se destinan dos curiaras 
falqueadas, con velas, canaletes y tres bogas, ca- 
da una, las que se retirarán del servicio luego 
que el paikbot llegue á las boca^ del Orinoco. 

Art. il. El pailebot será dotado con cuatro 
marineros, los cuales se comprometerán á ser- 
vir por tres meses, lo menos, entendidos de que 
no podrán separarse del destino sin ser reem- 
plazados. 

^ único. Al capitán del puerto de Angostura 
toca proveer con la debida anticipación el reem- 
plazo de los marineros que fueren cumpliendo 
su término, de manera que no haya demora ni 
sea perjudicado el erario público. 

Art. 12. Desde el momento en que un prác- 
tico se embarque en cualquier buque, nacional ó 
extranjero, á la entrada 6 salida del rio, no. podrá 
ir á tierra, ni dormir fuera del buque, bajo la 
multa de diez pesos que le impondrá al capitán 
del puerto de Angostura sin perjuicio de res- 
ponder .de los daños que cause por su separa- 
ción del buque. . 

Art. 13. Los prácticos no demorarán la na- 
vegación de los buques que conduzcan sino por 
causas muy legítimas. 

^ único. Comprobada la demora de algún bu- 
que por causa del práctico, el capitán del puer- 
to de Angostura le impondrá la pena que merez- 
ca la falta, conforme á ordenanza. 

Art 14. El comandante de los prácticos ca- 
pitán del pailebot, no permitirá que por demora 
del práctico que debe conducir un buque, se vea 
este en la necesidad de fondearse, para esperarlo. 
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^ Único* Por infracción de este artículo el ca- 
pitán del puerto de Angostura impondrá al co- 
mandante de los prácticos capitán del pailebot 
la pena que merezca la falta conforme á orde • 
nanza. 

Art. 15. En tiempo de rio bajo deberán los 
prácticos fondearse á la entrada de las pasas y 
sondear con el bote el cenal para tomar demar- 
caciones. Los capitanes de buques no se opon- 
drán á esta operación, y si lo hicieren serán res* 
ponsables de los perjuicios que sufra el buque y 
el cargamento por su temeridad. 

^ único. La infracción de este deber de los 
prácticos será castigada por el capitán del puer^ 
to de Angostura según la gravedad de los per- 
juicios que se originen, y con arreglo á la orde- 
nanza naval. 

Art. 16. Caso que los prácticos embarcados á 
bordo de un buque cometan alguna falla, los ca- 
pitanes de los respectivos buques lo informa- 
rán por escrito al capitán del puerto de Angos- 
tura dentro de las veinticuatro horas después de 
su llegada á aquel puerto, para que tome las pro- 
videncias que sean compatibles con la falta co- 
metida, y esto mismo se verificará por los capí- . 
tañes dé buques á su salida del puerto, dando en- 
tonces el parte al comandante de los prácticos, 
quien lo elevará al capitán del puerto de Angos- 
tura. 

Art. 17. El comandante de los prácticos ca- 
pitán del pailebot llevará un diario de todas sus 
operaciones, y constará en él la entrada y salida 
de todos los buques, y la conducta que obser- 
ven los prácticos en el cumplimiento de sus de- 
beres. 

Art. 18. El capitán deT puerto de Angostura 
dará cuenta mensualmente al Poder Ejecutivo 
por la secretaría de marina de todo lo que ocur- 
ra en este ramo, indicando las reformas que crta 
conveniente hacer é éste reglamento para per- 
feccionar el servicio de los prácticos. 

Art. 10. Los empleados que crea este regla- 
mento serán pagados del tesoro publico como si^ 
gue: 

Al comandante de los prácticos capitán del pai- 
lebot, cincuenta pesos mensuales. 

A los prácticos de númrro, treinta pesos men- 
suales á cada uno. 

A los supernumerario?, treinta pesos por cada 
vez que se ocupen por ida y vuelta. 

A los marineros dfi pailebot, diez y seis pesor 
por mes á cada uno. 

A los bogas á «eis pesos por mes á rada uno. 

Art. 20. Las infracciones de este reglamento 

serán castigadas con arreglo á la ordenanza. i 

Art. 21. El présenle reglnmcnto empezará á 
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cbderrarse el t^ (te Julio próximo^ quedando de- 
rogado o.] de íi de Mayo de 1836, y Us órdenes 
y disposiriones que se hubiesen dado con arre*' 
gio á él, ■ 

Comuniqúese á tos seQores secretario de ha- 
cienda, gobernador y coman^lante del apostadero 
de Guayana, y publíquese.— Por S. £.— Sou- 
biette. 

PRÁCTICOS DB LOS prERTos. Resolución 

EJECUTIVA DB 19 DE FEBREEO DE 1837 decla- 

rando que lodo bvque que salga ó entre por el 
Orinóos debe recibir á borda uno. 

Bepúbtica de Venezuela.— Secretaria de Estado en loe 
tiespachos do guerra y marina.— Ramo de Alorioa.— 
Sección única. 

Caracas ¡9 de Febrero de 1837, 89 y 279 

^Ü(»T Comandante del apostadero de Guayana. 

Puesto al despacho el oficio >de U. fecha 11 del 
pasado número 4^ en que consulta si los buques 
que entran por Macareo y tienen sin práciico^, 
por no hsberlos en aquel paraje, se les deben 
dar cotos ú la salida por boca grande ; ha resuel- 
to él Gobierno lo siguiente: 

**£! artículo 13 de la ley de 6 de Mayo de 
1833 no deja al arbitrio de los capitanes de buques 
admitir 6 no prácticos á su bordo en las barras 
en que tales empleados existen para el bien del 
comercio ; prevee, es verdad, el caso de que no 
los reciban ; pero esie caso es sulatr.ente por ra- 
zón de no haberlo. Y tanto mas se debe juzgar 
así; cuanto que de otro modo la avaricia, ignoran- 
cia ó presunción de un ropít t:i ¿v buque, rehu- 
sando admitir prácticus quo Iv conduzcan con se- 
guridad, expondria loa intereses del comercio y 
la vida de los individuos que condujera, reducien- 
do artí a la nulidad un establecimiento tan útil y 
benéfico. Declara por tanto el Gobierno, que to- 
do buque, que entre ó salga por la barra del Ori- 
noco, reciba práctico á f u bordo de los del nú- 
mero, y caso de necesitarse alguno 6 algunos su- 
pernumerarios por hallarse empleados todos U)S 
del establecimiento, sea pagado por el buque que 
lo necesite, según su calacion, de confonniciud 
con U ley de la materia." 

Dígolo á U. para su conocimiento y rum4>li- 
iii*ento. 

Dios guarde ú V. — José Félix Blanco. 

PRÁCTICOS DE LOS FOEETOS^ RESOLUCIÓN 

EJSCQtiVA DE 8 zw MAYO D^ 1843 reglamen- 
tando los de la barra de Maracaibo, 

Secretarla de Guerra y Marina. 

Mayo 8 de 1843. 
Reiuelta-— £1 Poder Ejecuiivo ha aprobado 
con esta fecha el siffuicBte reglamento de práctí- 
eos de la Barra de Ma:skcaibc» 
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8BCC10H PBIM&RA. 
De ¡o» práeíieos. 

Art 19 ^^ establecloxiento de pcácttcue dceti- 
nado al servido de la Barra de Maracaibo, ae 
compondrá de un pr&ctlce majrori un aegwidü y 
tercer prácticos de Barra» siete prácÜQoe del Ta* 
biaso^ dos patrones y seis marineros. 

Axt. 29 Todon loa individuos eroplea«to8 en 
este estableclmienio estáis sujetos, en lo qoe cien» 
relación con su institutora la capitanía de puerto, 
con inmediata dependencia del práctico major, á 
quien se hace especlalmeU'te responsable del exae- 
to cumplimiento de laa disposiciones io e;ste re- 
glamento. 

Art. 39 Los prácticos y patrones que actual- 
mente existen ea la Barra continuarán en aI ejer- 
cicio de sus funciones, y para completar el aúin^- 
ro que señala este reglamento, lo mismo que par> 
ra llenar las vacantes que ocurran, el capitán del 
puerto hará las propuestas al Po<ler Ejecutivo de 
los que fueren declarados aptos después de h^ber 
sido examinados conforme á ordenanza, por una 
junta de tres capitanes de buques y uno ó mas 
pr&eticos de la Barra* que nombrará y presidirá 
el mismo espitan de puerto. fU práctico mayor 
deberá precisamente saber leer y escribir» 

^ único. Los lancheros serán nombrados por 
el capitán del puerto & propuesta del práotiso 
mayor. 

Art. 49 La duración de los pr&cticos y patio« 
nes será la de su buen desempeflo á juicio del 
Poder Ejecutivo, y la de los lancheros en el^ie- 
mo caso & juicio del capitán del puerto. 

^ único. Cuando alguno de estos empleados 
dé lugar á su ren>odont la propondrá ala autori- 
dad que deba decretarla, el que lo propuso para 
el destino, debiendo precisamente acompaüar los 
documentos que justifiquen la necesidad .de tal 
medida. 

Art 59 Todos los individuos de este etttable- 
citi. lento están sujetos á la ordenanza naval qtte 
iuregla la policía de los puertos en todo lo que 
\.o 9tí (»p3nga á la Constitución y leyes de la Re- 
páb-üoa. 

Art. 69 Loa prácticos de la Barra están oblw 
gados & sondearla precisamenie cada tres días y 
examinar sus canales y marcaciones, debiendo 
asistir á esta operación los prácticos del Tablazo 
y lancheros que se baUen expeditos para que «ei 
vayan instruyendo. 

Art. 79 ^^^ mismo modo, los prácticos del 
Tablazo recorrerán cada quijace días, 6 antes si 
fuere necesario, las bajizaa establecklas en ¿1, ba- 
jo las denominaciones de tieta de San -Carlos^ 
<abtza de la tigereta^ la ^uelta^ mono amñtraáoy 
cascajal^ a^rave^ado y cabeza de funl^a de fi^ 
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i{ra«, paf&'<|o»Mii«p»Rgaii las ^im ««ten i&ütilcs, 
j M 0afoiei&ii«a Iba que el fumlo lo exija. 

^ toífio. £1 prActicio mayor dirigirá personal- 
neote á loa del Tablaio ao la operación <}e que 
babla eata urttoulo ; y en lo<i eaeqa de impedimen- 
to I^aÍ) coni^iioikará para ello & ano de íq:í práe- 
lieoa de la Barra. 

Arv b9 Los práctíeos de la Barra deberán 
preei^iimente salir todoe loa diaa al amanecer cua- 
tro millas Cuera de ella para observar si rerala al- 
guna embarcación á fin de proporcionarle su en- 
trada ; Y á cualquiera hora del dia en que se 
presente buque al Creóte de la Burra saldrán loa 
práciLsos á.au encuentro* aunque no haya marea 
para la entrada, hasta la distancia de cinco millas 
ai fu«re necesario. 

Art 99 Cuando los prácticos se aproximen á 
I4 embarcación que deban pilotear, lo harán por 
el barlovento de ella, y á la vox se informarán 
de su capitán, si vienen enfermos á bordo, qué 
clase de enfermedad, y si trae ó no carta de sani- 
dad ; y en cualquiera de estos casos pilotearán 
la embarcación desde su buque siempre que el 
viento y marea lo permita hacer sin riefigo, pues 
en caso contrario debe trasbordarse un práctico 
á ella con las precauciones que crea necesarias. 

Xrt 10. Los buques que contengan A su bor- 
do individuos con enfermedad contagiosa, ó que 
procedan de lugares contagiados, ó que no trai- 
gan carUi de sanidad, los fondearán loe prácti- 
cos en el llagar de observación que está determi- 
nado frente de este puerto, á menos que haya ór- 
denes contrarias de la junta superior de saiúdad* 

Art. 1 i. El práctico que haya de pilotear una 
embarcación en su entrada por la Barra, se infor- 
mará de su capitán, sobre su gobierno, agua que 
cala, si falta á las viradas y si las anclas están 
entalingadas y Ibtas para hacer uso de ellas en 
caso necesario, deduciendo de los informes que se 
le hagan, las maniobras precautelativas que debe 
anticipar para evitar toda desgracia. 

Art )2« Igual informe tomarán los prácticos 
del TabUxo que deben pilotear loa buques que 
entran deede San Carlos y los que salen hasta 
San Carlos. 

Art 13. Los prácticos de la Barra y Tablazo 
aheriHtfán en el servicio de entrar y sacar buques, 
el cual aerft arreglado por el práctico mayor» y 
tendrán siempre presente, que la aptitud v cono* 
e^jmíaiUos del ramo y buena conducta, es la (inica 
^c^gte 4M* i»be o.bservjarse para los ascensos. 

Art 14. Debe instruírsele á los prácticos de 
todas tus obligaciones antes de entrar en pose- 
sión, aeí Mimo de lo que previene el artfciüo V& 
del Icatado Q?, título 7? 4e las ordenan;uis. 

Art. jl6» Im práóicos 4^beráa obedecer al 
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cemiodante del castillo de la Barra eo todo acue- 
llo q^e corresponda al ^ercieio de las funciones 
del comandante de una fortaleza avanzada, y de 
clmplir con las sefialea que él determine para 
dar aviso al castillo, si el buque á la vista es sos- 
pe^hosPt enemigo, d&a. 

SECCIÓN 8EGÜNDA. 

De las embarcaciones de los prácticos. 

Art 16. Continuarán empleadaa en el servicio 
de los prácticos las dos embarcaciones conocidas 
con los nombres de Guairo y Bate auxiliar, una 
de las cuales deberá estar siempre expedita para 
él : los dos patrones de que se habla ea el artí- 
culo 19 lo serán de estas embarcaciones, y el 
práctico mayor las tripulará con los seis marine- 
ros del establecimiento, haciendo la distrlbtieion 
que crea conveniente. 

Art 17. £1 práctico mayor es responsable de 
la conservación de estas embarcaciones, cuyo 
aseo inspeccionará diariamente, disponiendo que 
á lo menos una vez al mes se limpien sus fondos 
y se reconozcan sus pendientes y velamen : éel 
resultado de este rt^cunocimieoto, después de 
practicado, dará cuenta dicho práctico al capitán 
de) puerto. 

Art 18« Las expresadas embarcaciones deben 
prestar un pronto auxilio á todo buque que lo 
necesite, bien sea fuera 6 dentro de Barra, Bajo 
seco ó Tablazo con las precauciones marineras 
que sean necesarias. 

Art 19. Se prohibe absolutamente el que es- 
tas embaí caciones se empleen en otro serviéio que 
el de su instituto, exceptuándose solamente al- 
gún caso de auxna urgencia en quo et servicio 
p&blico exija lo contrario. 

Art 20. Los artíeulos materiatoe lie las em- 
barcaciones que se inutUicen, se remiilrá.^ por ^1 
práctico mayor al almacén de raarii(ia, con su 
correspondiente guia y torna-guia de exclusión, 
al mismo tiempo que el pedido duplicado tkl 
reemplazo, sin cuyo requisito no 99 podrán h/A' 
litar. 

Art 21. Los prácticos deberán habitar «De- 
para, que es el punto de apostadero del ettaM^ 
cimiento ¡ pero esta disposición áo tendrá crfipeto, 
baste que lo dispoqga el Gobierno 4o ht pro- 
vincia. 

De los sueldos de los 

del esiablecimhmio, 

* 

Art 22. Los empleados del nmo de psádácoa 
ganarán anualmente los sueldos siguientes : 

El práctico .maj,or««.^...«.t^««...^. t 000 
Los de Barra, cada ttuo.«....««...M*fM«4S0 
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Lo8 del Tablazo, cada uno. ...•••... ..SM 

El patrón del Gnairo.... . 386 

El ídem del Bote auxiliar. 204 

Los marineros, cada uno — • — — . — 18tf 

i único. El práctico mayor recibirá mensual-^ 
mente de la Administración de la aduana el haber 
del ramo, y hará la distribución correspondiente 
á los dirersos empleados. 

SeCClON CUARTA. 

Penask 

Art 23, Toda desobediencia de los prácticos y 
demás empleados de] ramo al capitán del puerto 
en asuntos de) servido, lo mismo que toda falta 
de respeto, será penada por el expresado capitán 
con una multa conformo la atribución que le da 
la ordenanza de la armada vigente. 

Art. 24. Cualquiera empleado de este esta- 
blecimiento que desatienda alguno de loe deberes 
que se le seftalan un este reglamento, incurrirá en 
la pena que se le imponga por el capitán del puer- 
tQ« con arreglo á la ordenanza. 

Art.. 25. En la misma pena incurrirá el emplea- 
do de este esiablecimiento que desobedezca rn 
asuntos del servicio al práctico mayor, la cual 
hará efectiva el capitán del puerto con el parte de 
aquel empleado y según el resultado de los in- 
formes que tenga á bien tomar. 

Art. 26. Desde el momento en que un prácti- 
co se embarque en cualquierbuque nacional 6 ex- 
tranjero con el objeto de ejercer sus funcioneF, 
no podrá ir á tierra, ni dormir fuera del buque, 
bajo la multa que se imponga conforme la ordenan- 
za naval, ya citada, que le impondrá el capitán 
del puerto, sin perjucio de responder de los daños 
que cause por su separación. 

Art. 27. Cuando los prácticos embarcados á 
bordo de 41 n buque cometan alguna falta, loe ca- 
pitanes informarán por escrito de elloal capitán del 
puertOi quien con los informes que crea conveniente 
tomar, corregirá la falta que se haya cometido. 

Art. 28. Fará imponer las penas que «e esta- 
blezcan precederá una diligencia breve y suma- 
ria, en que coubte el hecho que las motive, no* 
tificándose al penado antes de ejecutarse. 

^ único. Para la recaudación de las multas el 
capitán del puerto pasará aviso al administrador 
de aduana, quien descontará del haber del milita- 
do la cantidad á que alcance la multa impuesta, 
si no la pagare oportunamente. 

Art. 29. El empleado de este «stablecimiento 
que por ignorancia 6 negligencia ^ca culpable de 
la pérdiáfL de un buque ó de las mercancías que 
este traiga, ó del deterioro de estas, es responsa- 
ble cdn Ái persona y bienes de los perjuicios que 
ocasione. 
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Art 30. El práctico mayor llerará un diaríe 
en que conste la entrada y salida de todos loa bo* 
qoea con expresión de la hora en qoe tengan la- 
gar, el resultado de la sondada de la Barra y con* 
ducta que observen loa práctiooe en el cumplí* 
miento de su deber. 

Art. 3l. Los empleados en el ramo de prác* 
ticosi no podVán separarse de sus destinos aoli 
cuando se les admitan sus renuncias, hasta no 
ser reemplazados. 

Art. 32. Todo empleado en el ramo de prác- 
ticos puede obtener licencia de sa inmediato 
jefe por treinta días para curarse de males que 
justificadamente compruebe, en cuyo tiempo per- 
cibirá todo su sueldo : el que le sustituya interi- 
namente percibirá tan solamente el sueldo de la 
plaza que en propiedad desempefia : no restable- 
cida la salud á los treinta dias, continuará la licen- 
cia, disfrutando solamente de su sueldo disminui- 
do con la'difcrencia que haya entre su goce y el 
del que le sustituya, cuya diferencia percibirá de 
aumento el nombrado á sustituirle interinamen- 
te : llegado este caso está obligado el capitán del 
puerto á examinar si la enfermedad del empleado 
es de aquellas crónicas 6 de larga duración para 
informarlo así al Gobierno, y que este tome las 
medidas convenientes al mejor servicio. 

Art. 33. £1 capitán del puerto dará cuenta al 
Poder Ejecutivo de todo lo que ocurra en este 
ramo, indicando las rcforoias que crea conveniente 
hacer á este reglamento para perfeccionar el ser- 
vicio de los prácticos. 

Art. 34. El presente reglamento empezará á 
observarse el 19 de Julio próximo, quedando de- 
rogadas todas las disposiciones del Gobierno re- 
lativas á prácticos de la Barra de Maracaibo. 

Comuniqúese á quienes corresponda, y publí- 
quese en la Gaceta oficial. — PorS. E. — Urdane" 
ta. 

PRÁCTICOS DE LOS PUERTOS. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA DE 8 DE JULIO DE ] 940 declarando que 
debe cobrarse el derecho de prácticos á los bu* 
gues que entren por los caños de Pedernales 
y Macareo, (•) 

República de Teoezuéla.— SecietaríadeE.en el D. de 
Hacienda.^ Caracas, Julio 8 de 1840. 

Al Sr. Administrador de la Aduana de An- 
gostura, 

En resolución de las dudas que han ocurrido á 
U. acerca del acuerdo del Consejo de 13 de Agos- 



(*) Por equivocación pusimos en '\Derechos de uuerto" 
UDa Resolución de 2 de Setiembre de 1889 que declara- 
ba lo coQtijirio con arreglo & la ley Tffi:ente entonces. 
Téngase pues por no puesta, CQrao ya tnsobslstente. 



COLOMBIANA Y VENEZOLANA VIGSNTB, 



111 



PRA 



to de 1839 que se le comunicó en 2 de Setíern- 
bre de dicho año, y se le reiteró en 10 de Febrero 
último relatiiro á la 1^ de derechos de puerto de 
10 de Mayo del inÍ6mi>.a?So que entóuces regia, 
ha acordado el Gobiernu, con dicUmea del refe- 
rido cuerpo, lü siguiente: 

^ Aunque por los términos en que está conce- 
bida dicha ley pudo parecer que el pago de dere- 
cho de prácticos á que dicho acuerdo se reñere, 
•uponia su establecimieuto en los caftos de Ma- 
careo y Pedernales; sin embargo, según la clara 
manera de expresarse la nueva ley de 11 de Msyo 
último, queda fuera de cuestión que los buques 
que entren en Angostura por cualquier parte que 
lo hagan» adeudan el derecho de prácticos estable- 
cido por el § 6*;^ del artículo i9 si vienen direc- 
tamente del exterior, sea nacional ó extranjera ; 
que asi mismo por cualquier parte que haga en- 
trada al Orinoco, si el bu4ue es extranjero, aun 
cuando haya tocado en otro puei to de la Repúbli- 
ca y venga ya haciendo el comercio de. escala que 
le está permitido, paga siempre el derecho de 
pr&ctico establecido por el citado ^ 69 del artículo 
19» porque se le considera como si viniera del 
exterior; á diferencia del buque nacional qne en 
igual caso solo paga el e&tablecido por el ^ 39 
del artículo» 59 cuando toma el pr&ctico por con- 
siderársele como que viene de cabotaje, cuyo co- 
mercio está permitido únicamente á ios de su es» 
pecie. 

'• Por tanto, no se su^peaderá el cobro de de- 
recho de práciicod establecido por el número 6 
del artículo 19 á los buques nacionales ó extran- 
jeros que procediendo' direcCarnente del exterior, 
entren en Angostura navegando por Macaren ó 
Pedernales ; tampoca dejará de cobrarse ni al 
buque extranjero que navega n>lo por los mismos 
caños ó cualquiera otro, entre al Orinoco aunque 
venga de escala, á menos que entre en Listre y 
cargue únicamente de gautido. quedando así re- 
suelto también que no devuelva lo que antes se 
hubiere cobrado por tal derecho. 

" En cuanto al tercer punto consultado, el bu-. 
que sea extranjero ó nacional que entre en lastre 
al Orinoco y obtenga permiso para cargar de 
ganado vacuno entre Yaya y Angostura, dis- 
pensándosele de subir hasta este último punto, 
debe reputarse como entrado en el puerto mismo 
de Angostura para todos los efecto de la ley de 
derechos de puerto." 

Sf»y de ü. atento servidor. — G. Smith. 

PRATICOS DB LOS PUERTOS. RESOLUCIÓN EJB* 

CUTIVA DB 2 DB DICIEMBRE DE 1851 declaran- 
do que todo buque procedente del extranjero 
que mntre en el orinvco ó en el lago de Mará- 
caibo debe pagar el derecho de tal. 
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Sesión número 116 del Consejo de Gobierno 

Sábado 29 de Noviembre de 1851. 
§ 11. — Se considero luego el informe del Sr. 

Bruzual en la consulta sobre derechos de práC' 

ticos j y el Consejo le prestó su aprobación como 

sigue : 

Consulta S. E. el Presidente de la República si 
los buques que no entran por la boca grande de 
Orinoco, dirigiéndose al puerto de Soledad, deben 
ó no pagar derecho de práctico. £1 artículo 69 
de la ley de I9 de Junio de 1840 ordena qne se. 
cobre este derecho á buques que entran en An- 
gostura 6 Maracaibo, y si se atiende ála letra de 
dicho artículo debiera resolverse, que no deben 
pagar este derecho los buques que entrando al 
Orinoco y al lago de Maracaibo se dirigiesen á 
otro punto del rio ó del lago ; pero si se atiende 
al espíritu de aquel mandato legal, debe resol- 
verse que todo buque procedente del extranjero 
que entre en el Orinoco ó en el lago de Maracai- 
bo debe pagar los derechos de prácticos ; y por 
esta razón opina el Consejo que así lo resuelva 
S. E , revocando cualquiera otra resolución que 
haya dispuesto lo contrario, y que se dé cuenta 
al Congreso para que reforme la ley si lo tiene á 
bien. — Es copia. — El Consejero Secretario interi- 
no, Carlos Arvelo. 

Secretaría de Hacienda. — Sección quinta. 
Caráraí», Diciembre 2 de 1851, 22 y 41. 

Resuelto. — De conformidad con el voto consul- 
tivo del C<»nsejo de Gobierno. Comuniqúese á 
quienes corresponda. 

Por S. E — tírcZ/tweaii. 

PREBENDAS. Cualidades del beneficiado. Vea 
se Patronato eclesiástico^ art. 39. 

PREBENDAS, deciíeto db Colombia de 29. 
DE MARZO üii 1825 permitiendo á los nombra 
dos para ellas que estén ausenten de la Repú 
blicuy tomar la canónica institución por medio 
de apoderados. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Colombia, reunidos en Congreso. 

Vista la comunicación del Poder Ejecutivo de 
17 de Febrero de este año, y considerando: I9 
Que á los ausentes ó impedidos por causa de la 
República no debe correrles tiempo ni seguírse- 
les perjuicio por la ausencia ó impedimento. — 29 
Q,ue respecto de ellos cesan las razones en qué 
se fundaba la ley española para exigir qué los pro- 
vistos para prebendas se presentaren á tomar 
personalmente la canónica institución 'dentro de 
un preciso término. — 39 En fin, que aun en loe 
beneficios curados puede tomarse esta institución 
por procurador, decretan : 

Todos los eclesiásiÍGOs que por hallarse ausen- 
tes 6 impedidos por eausa de la República no 
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ptiedati preaentane i lomar penotulmcnte M> 
nóoica inelitacion da las prabendu á iqtw fueren 
nombrados, podrán verífiearlo por medio de pro- 
cnTador. 

Dado en Bogotá á 26 de Mano de 182S, 16.— 
El Prnideote del Senada, Luis A. Baralt.~lS\ 
Presidente de la Cámara de Representantes 
XattMíl M. Quijano. — £1 Secretario del Swado 
Antonio J. Caro. — El Secretario de la Cámara d« 
Representantes, Vicente del Cattillo. 

Palacio de Gobierno en Bogotá & 39 de Mar- 
zo de 1825, 15.— Ejecútese. — FrancÍMco de P, 
SantandeT. — Por S. .E. e! Vicepresidente de la 
República encargado del Pnder Ejecativo.— £1 
Secretario de Estado del Despscho del inteiior, 
J. Maivtel Rettrepo. 
PREBENDAS vacaktbi. Deben contríbnir como 

laa provistas á loa gastos de misas, y otros lia- 

madoa de tabla. VMae la nota, (*) 
PRECEDENCIAS v cbibmonias kn las uki- 

VERSIDAPBS. Véase Iiiatruccian púbüca, Cap. 

16 D. £. de 28 de Noviembre de 1844. 
PRECEDENCIAS BK ias tpncionks pdbii- 

OM. OEORXTo xjEcuTiro DB 20 i>a jnuo di 

1864 dictando realas sobre ellas. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Car&cas, Julio 20 de 1854. 

Rtsvelto.S. E. el Poder Ejecutivo se ha 
servido dictar las siguientes reglas sobre prece- 
dencias en las funciones públicas, con el fin de 
evilsr las consultas que se le dirigen acerca del 
puesto que algunos empleados hayan de ocupar 



(*) El Secretario del Interior « 
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" Preaantado de onevo al Despacho el reclamo que 
han kscho al Oobterao el eabihlo de uate Arzobispado t 
el Dean del Obispado de Mérida sobre que hu prebenda* 
Tscantes payas asjgnacioDÉg entran at Tesoro Público, 
contritrayan como lo hacen las provistas con la parte que 
les eorreaponda, y que deban contribuir a los estipendios 
de Ua misos y veatóaríoi do erección, rúbricas y manua- 
les lUmsdoB de tabla : considerando el Gobierno que 
nada eg mas justo que el que las prebendas vacantes con- 
tribuyan como lo hacen las provist»» a los ¿astoa que 
pesan sobre lodaa como comnnea, según aemnaifestS al 
Congreso en la Memoria de 1886, pu^ a no ser asi, 



le dispcaie qne entren en les cajas nacionales las asignu 
«iooGS de las raeantes mayores j menores, no quiere de- 
cir esto que dichas vacantes dejeq de contrlbntr con io 
que contribairian laa prebendas li eatuvieran provistas 
para Ina gastos qne son comunes 5 todas, ha reanello ; 
(|ue la Teaoreri» general satisfaga al espiíeado cabildo y 
al de H6rída la parta que corresponda & los prebendas 
vacantes en los eatipendioa de misas y vestuarios de 
eroeoiín, rubricas y mannalcs llamadas de tabla, cdyas 
asignaciones entran eu las cajas nadouales y deben con- 
tTtbnir como lo hacen los prorlstaa. 



en ellia, á eanta de no estar determinado por Ja 
ConstiineioD ni las leyec, 

NUMERO lo 

En la capital de la ÍUpéÍtí*a. 
BBRiB la 

El Preaidml* ilela RepfibÜM. 

El Vieepiesidenle. 

Loi Mlnwtroa de Estado. 

Loa demás miembroa del Cona»^ da Oobtcrm. 

Los HiaÍBt70sy SetreUrío ReMordc h Corta 
Suprema de Juitida. 

Loe Ministroa j Secretario Belator da ta Corte 
Superior del priowr diatrHo del Centro. 

El Arzobispo y Olñ^wa. 

Los Jueces del Tribonal de Cuentea. 

El Tesorero t Contador de la Tesorería GeneHl. 

£1 Cabildo eclesi&stico. 

Los Curas pftrrocoB de la eapilai, rscioree de sus 
demás iglesias y sua tenieotea. 

El Rector y Vice-rector de la Universidad Cen- 
tral y loa Catedrátieof de esle mismo iiMTitaio. 

El Rector dd Seminario de Santo Bosa. 

Loa Secretarios de las Cámaros legislativas. 

El Administrador y el Interventor de la Adminie- 
tracion general de eorreoa. 

El Administrador principal de Rentas Internas 

La Facultad Médica. 

SBRIB S& 

El Gobernador de la pruvineia. 

El Comandante de Armas Ue id. 

Los Jueces de provincia. 

Los Generales y Coronolce de la independencia. 

Los Diputados provinciales. 

El Jefe político del csncoQ. 

El Cuerpo municipal. 

Lo» Jueces de parroquias, principales y iupleniea. 

£1 Cuerpo militar en serrieio. 

El Sub-inspenor de milicias. 

Los veteranos de la independencia da primer 

Comandante abajo. 
El Admmisirador principal da Rentas Munúipa- 

El Registrador principal y el aubalWnio de Cara- 
cas. 

Loa Jueces de pas. 

Los miembros de la AaambiPa municipal residen- 
tes en esta (Hadad. 

Los Preceptores délos establecimientos dt «na«- 
SanzB pública y los Profesores de la Academia 
de Matemátícas. 

SKRIB 3^ 

Los Oficiales mayores y Jefes de sección ik las 
Secretarías de Estado. 

Loa Oficiales mayores de la< Cortea, 
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iLosideíti. id. de Ia9 Cámaras íefgtalátiraff, 

£] Secretario deí Tribulsal de Caentas. 

•El Secretario j notarios de la Caria eclesiástica. 

El oficial del Consejo de Gobierno, 

'Éi Secretario de la Gobernación y el Jefe de la 
' sección de policía de la misma* 

El Inspector de policía nacional. 

Los Secretarios de los juzgados de provincia. 

Él Secretario del Concejo ManieipÁl. 

Los Secretarios de los jazjg;ados cantonales. 

Lab distintas Juntas y empleados encargados de 
comisiones nacionales y municipales. 

Los Profesores encargados de los hospitales. 

El MSdico de ciudad. 

Los oficiales subalternos de las Secretarías de 
Estada 

Los oficiales subalternos de la Corte Suprema. 

Los id. id. de la Superior. 

Los id. del Tribunal de Cuentas. . 

Los id. de la Administración principal de Ren- 
tas Internas. 

hoB id« de la Administración general de eprreos. 

Los id. de la Gobernación de la provincia. 

£1 Presidente y maestro de Sala del Seminario 
de Santa Rosa. 

Los oficiales de la Administración principal de 
Rentas Municipales. 

Los ídem, de las oficinas de Registro. 

NUMERO 20 

£0 los capitales de proTÍDcia en que hay Cortes Supe- 
riores 7 Comandaiicias jie Armas. 

SB&IElfl' 

« 

£1 Gobernador de la provincia. 

£1 Comandante de Armas de la misma. 

Los Generales y Coroneles de la independencia. 

Los Diputados provinciales. 

£1 Jefe político del cantón capital. 

El cuerpo Municipal. 

Los Jueces de parroquia principales y suplentes. 

El cuerpo militar en servicio. 

El Sub-inspectorde milicias. 

Los veteranos de la independencia de primer 
Comandante abajo. 

Los Jefes v oficiales de la milicia. 

£1 Administrador principal de Rentas Internas. 

El Administrador principare Rentas Municipa- 
les^ 

£1 Registrador principal y el subalterno del can- 
tón capital. 

El Secretario de laljlobemacion. 

Ijos Jueces de paz. 

El Vicario y Curas párrocos y sus tenientes. 

El Rector y Yire-reclor del Colegio nacional. 

Los miembros de la Asamblea Municipal residen- 
tes en la capiíak 
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El Secretario del Consejo Municipal. 

Los preceptores de erisefianzlt pública. 

£1 Inspector de policía nacional. 

Las distintas Juntas y. empleados encargados dé • 
comisiones nacionales y mlinlcipales. 

El Médico de ciudad» 

Los profesores encargados de los hospitales. 

Los oficiales subalternos de la Gobernación. 

Los id. id. déla Administración principal de Ren- 
tas Internas. 

Los id. id. de la de Rentas Manicipales. 

Los id. id. del Registro. 

SERIE 2a 

Los Ministros y Secretario Relator dé la Corte» 

Los Jueces de provincia. 

Los id. ae parroquia principales y suplentes. 

El Oficial mayor de la Corte. 

Los Secretarios de los Juzgados de prDvincia. 

Los id. de los id. de parroquia 

Los oficiales subalternos de la Corte. 

Los id. id.de los Juzgados de provincia. 

Los id. id. de los de parroquia. 

• NUMERO 3? 

En las capitales de provincia en que haya Comandancia 

de Armas. 

SERIE 1^ 

El Gobernador de la provincia. 

Los Diputados provinciales. 

£] Jefe político del cantón capital. 

El Cuerpo Municipal. 

El Administrador principal de Rentas Internas. 

El Administrador principal de Rentas Municipa- 
les. 

El Registrador principal y subalterno. 

El Secretario de la Gobernación. 

Los Jueces de paz. 

El Vicario y Curas párrocos y sus tenientes. 

El Rector y Vice-rector del Colegio nacional. 

Los miembros de la Asamblea municipal residen- 
tes en la Capital. 

El Secretario del Concejo Municipal. 

Los Preceptores de enseñanza pública. 

El Inspector de policía nacional. 

Las distintas Juntas y emplcaiios encargados de 
comisiones nacionales y municipales* 

El Médico de ciudad. 

Los profesores encargados de los hospitales. 

Los oficiales subaliernos de la Secretaría de la 
Gobernación. 

Los id. id. de la Administraciou principal d« 
Rentas Internas. ^ 

Los id. id. de la de Rentas Municipales. 

Los id. id. del Registro. 
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SERIE 2^ 

• 

El Comandan ce de Armas de la provincia. 

Los Generales y Coroneles de la Independencia. 

£1 Cuerpo militar en servicio. 

El Sub-inspector de milicias. 

Los veteranos de la independencia de primer 

Comandante abajo. 
Los Jefes y oficiales de la milicia; 

NUMERO 40 

■ 

£o las capitales de proTinci a en que no ha^a Cortes Sa- 
periores ni Comandancias de Armas. 

SERIE ÚNICA. 

Se observará la 1^ del número 29 con excep- 
ción del puesto del Comandante de Armas. 

Disposiciones finales. 

En la capital de la República se coloca r&n en 
las funciones religiosas los que constan de la'série 
1^ número 19 en primer lugar en la fila izquier- 
da de la nave mayor del Templo : los de la 2^ 
en la fila derecha de la misma, y los de la tercera 
en loa asientos, de las laterales. 

£n las capitales de provincia á que se refieren 
los números 29 y 3^ se colocarán á la izquierda 
los de la serie 1^ del número respectivo, y á la de- 
recha los de la 2adel mismo. 

Y en las capitales de provincia que se mencio- 
nan en el número 49, lo^que se hallan compren- 
didos en la serie única de él serán todos coloca- 
dos en la izquierda. 

£n los demás actos públicos la colocación se 
hará en cuanto sea compatible con las localida- 
des, de conformidad con las precedentes reglas. 

Las funciones ó actos públicos así civiles como 
religiosos serán presididos en las capitales de 
provincia y en la de la Repúbllcs, cuando no con- 
curran los miembros del Poder Ejecutivo, por la 
primera autoridad ejecutiva ó de policía del lugar, 
6 aquella que haga sus veces, aun cuando asistan 
otras autoridades de diverso orden y de faculta- 
des mas ó menos extensas. — Publíquese y circú- 
lese. 

Por S. E — Planas. 

PRECEDENCIAS en las funciones ptjbli- 
CAS. Véase Precedencias en las solemnidades ^ 
funciones y fiestas públicas. 

PRECEPTORES de pribieras letras. Pro- 
hibición de ejercer la profesión de abogado. 
Véase Abogados, art. 21 y su ^. — Exención 
del servicio. Véase Milicia nacional^ art. 4^ 
de la ley, y 10 del D. E. R. 

PREFERENCIA en la adjudicación de tier- 
ras baldías, a quién debe darse. Véase TVer- 
ras baldías f R. E. de 19 de Octubre de 1832, 



PRE 



conforme con el artículo 11 de la Ley de 10 de 
Abril de 1848, y art 21 del D. B. R. 
PREFERENCIAl en la adjudicación de tier- 
ras baldías, a quién toca declarar cuál de las 
solicitudes es la primera para los efectos de la 
subasta. Véase Tierras baldías^ R. E. de 17 
de Mayo de 1851. 
PRELADOS ECLESIÁSTICOS, Véase Patronato 
eclesiástico, art 12, 14, 16, 17, 18, 19,20, .34, 
36 y 40, Bulas, D. de 13 de Mayo de 1841, y 
D. E. de 16 de Noviembre de 1893, Provincias, 
art. 09 Recursos de fuerza y Curatos, R. E. 
de 27 de Junio de 1843. 
PREMIOS en las universidades. Véase Exá- 
menes anuales y premios en las Universidades. 
PREMIOS DE CONSTANCIA. Véaso Sueldos mi" 
litares y premios de constancia, art 5 al 12 
y RR. de 17 de Mayo de 1845, y 27 de Ño 
viembre de 1846. 
PRESAS marítimas, resolución ejecutiva 
DB 24 DE abril de 1854 disponiendo la ma^ 
ñera con que debe proeederse al repartimiento 
de las hechas por la escuadra nacional» 
Secretaría de Marina. — Caracas, Abril 24 de 

1854. 
Resuelto. — A virtud de la consulta elevada al 
Gobierno por la comisión de repartimiento de 
presas hechas por la Escuadra nacional en el afio 
de 1848, oida la opinión del Consejo de Gobier- 
no, y teniendo á la vista las disposiciones vigen- 
tes en la materia, se ha servido S. E. el Poder 
Ejecutivo resolver : que el repartimiento ex- 
presado se efectúe en proporción á los sueldos* 
sobrC'Sueldos ó gratiñcaciones' que disfrutaban 
los aprehensores cuando tuvo lugar el apresa- 
miento de los buques enemigos. 

Comuniqúese esta resolución á quienes cor- 
responda, y publíquese en la Gaceta de Vene» 
zuela. 

Por S. E. — Juan Muñoz Tébar. 
PRESAS Y REPRESAS MARÍTIMAS. Vénso Ma* 
riña de guerra^ L. de 23 de Julio de 1830 y 
Tratados públicos. 
PRESIDENCIA en las solemnidades, fun- 
ciones Y FIRSTAS públicas ASÍ CIVILES, COMO 

religiosas, rrsolucion ejecutiva de 5 DE 
MARZO DE 1851 declarando á quien toca. 

Secretaría del Interior y Justicia. — Sección pri- 
mera. 
Caracas, Marzo 5 de 1851. 
Ae«i/e//o.— 'Dígase ai Gobernador de Carabobo. 
Su Excelencia el Poder Ejecutivo se ha im- 
puesto del acuerdo celebrado por el Concejo mu- 
nicipal de ese cantón que US* comunica & esta 
Secretaría por oficio de 9 del mes próximo pasa- 
do» número 233, y en el cual dicha corporación 
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consulta cual deberá ser la aatoridad que pre- 
sida las funciones relieiosas ü otras de celebri- 
dad nacioni 1 ; y me Ea dado orden para con- 
testar á U9.t satisfaciendo la expresada cónsul- 
tn, que no puede de ningún modo revocarse á 
duda el deber en que está la primera autoridad 
ejecutiva ó de policía de cualquier lugar, ó aque- 
lla que haga sus veces, de presidir la concurren- 
cia en todo género de solemnidad, función ó fies- 
ta pública, así civil como religiosa, aun cuando 
asistan otras autoridades de diverso orden y de 
facultades mas ó menos extensas ; porque en 
tales casos, y especialmente en nuestro sistema de 
gobierno cuyo espíritu repugna las distincionest 
no es un privilegio de honor lo que significa el 
puesto de la presidencia, sino la obligación en 
que está el que lo ocupa de dirigir y haqer guar- 
dar el orden y respetos debidos así al acto que se 
celebra como á la reunión que toma parte en él. 

Soy &c Por S. E.— Pulido. 

PRESIDENTE déla república. Sus cuali- 
dades, nombramiento y atribuciones. Véase 
Poder Ejecutivo, Título 16 de la Constilu- 
cion. 

PRESIDENTE de la repüblica. No puede 
ser senador ni representante. "Véase Disposi- 
ciones comunes á ámbás Cámaras ; art. cons- 
tit. 81 y Elecciones, L. 8^, art. 1*^. 

PRESIDENTE de la república. Ante quién 
prestará el juramento. Véase Juramento de 
empleados, art. const.221. 

PRESIDENTE de la república. No puede 
casarse con extranjera sin licencia del Con- 
greso. Véase Matrimonio, art. 4. 

PRESIDENTE de la república. Véase Po- 
der Ejecutivo- 

PRESIDENTES de las cámaras. Trata- 
miento que les corresponde. Véase Cámaras 
legislativas, D. de 9 de Julio de 1823. 

PRESIDENTES de las cortes. Atribucio- 
nes del de la Suprema, y de los de las Supe- 
riores. Véase Tribunales y juzgados, 1^, 3?, 
SeguiuLa instancia, y Tercera instancia. 

PRESIDIARIOS. Pueden contraer matrimonio. 
Véase Matrimonio, A. C. S. de 14 de Diciem- 
bre de 1838. 

PRESIDIARIOS. Por quién serán destinados 
en ausencia de los Gobernadores en visita. 
Véase el punto quinto de la R. £. de 9 de 
Mayo de 1844 que se cita en la nota a) art. 89 
de la ley' de 24 (le Abril de 1638, palabra 
Provincias, 



PRE 



PRESIDIOS, decreto ejecutivo de Colom- 
bia DE 14 DE MARZO DE 1828 estableciéndo- 
los, (•) 
República de Colombia. — Secretaria de Estado 
del Despacho del Interior — Sección primera. 
Bogotá á 14 de Marzo de 1828, 18? 
AI señor Intendente del dspartamento de Ve- 
nezuela. 

El Libertador Presidente ha expedido en esta 
fecha el decreto que sigue : 

•• Siendo de la mayor importancia para el exac- 
to cumplimiento de mi decreto de 22 de Di- 
ciembre último, sobre facultades de los jefes de 
policía, que en las capitales de provincia de Co- 
lombia donde se han establecido estos magistra- 
dos, haya presidios correccionales de uno y otro 
sexo, decreto : 

Art. 19 1* n cada una de las capitales de pro- 
vincia habrá presidio correccional para el casti- 
go de todos los varones que infrinjan las reglas 
de policía ó que cometan otros delitos que me- 
rezcan la pena de trabajos públicos. 

Art. 29 Donde quiera que sea posible según 
las circunstancias locales se establecerán tara- 
bien casas de corrección para mujeres, á las que 
se hará trabajar en manufacturas y otras obras 
análogas á la debilidad del sexo, que produzcan 
alguna utilidad al establecimiento. 

Art. 39 Los varones que se destinaren á di- 
chos presidios se ocuparán á ración y sin sueldo 
en los traOlijos q;ie sean mas convenientes para la 
seguridad, aseo, limpieza y salubridad de la po- 
blación, como también en los que puedan ser pro- 
ductivos, como algunas manufacturas, que al me- 
nos indemnicen parte de los gastos, todo á jui- 
cio del jefe de policía con aprobación del gober- 
nador respectivo. 

Art. 4? Las rentas municipales de los canto- 
nes de las capitales de provincia, contribuirán 
con las raciones precisas para los alimentos de 
los reos de uno y otro sexo ; mas á juicio del go- 
bernador auxiliarán al presidio y á las casas de 
coneccion las rentas municipales de los otros 
cantones de la provincia, siempre que á dichos 
presidios y casas de corrección se destinen reos 
de su distrito. 

Art. 69 El establecimiento de presidios no se 
llevará inmediatamente á efecto donde no haya 
rentas de propios para sostenerlos; pero se en- 
carga á los gobernadores se escogiten medios 
para que se realicen tan pronto como sea posible. 
Art 69 Los presidios y casas de corrección 

{*) Ea la Memoria del luteiior de 89 p. 41 y 42 •• 
declara vidente este D. en cuanto no se oponga a las le- 
yes posteriores, y mientras no sea derogado por el Cuer- 
po legislativo. 
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estarán bajo la aulorldad inmediata de loa jefba 
de policía, y los superTigilarán loa gobernado- 
res : estos formarán el reglamento para su eqm* 
pleta organización con arreglo á las eireanstaO'* 
cías de rada provincia, el que será aprobado por 
ios intendentes respectivos. 

£1 secretario de estado del despacho del inte- 
rior queda encargado de la ejecución de este de- 
creto." 

Lo trascribo á US. para que disponga se cir- 
cule, publique y cumpla en ese departamento. 

Dios guarde á US. — J. Manuel Restrepo, 
PRESIDIO. Véase Tiempo de presidio^ Man- 
tenimiento de presos, presidiarios^ confina^ 

doSy y Penitenciarias, 
PRESIDIO. Pena al jefe de alguno que relaje 

su disciplina á íavor de un presidiario. Véase 

Hurto^ art. 32. 

PRESIDIO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 17 DB 

JULIO DE 1316 sobre cuslodia de los presos^ y 

avisos que deben darse en caso de fuga. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. — Caracas 
Jalio 17 de 1846. 

Resuelto : 

Dígase en circular á ios gobernadores de las 
provincias. 

Con mucha frecuencia llegan a] Poder Ejeco- 
tibo noticias de haberse fugado de los presidios los 
reos destínadus á ellos ó que están sufriendo sus 
condent^s. Este noal es de mucha trascendencia 
para el orden público, por el escándalo que se 
deriva de la falta de cumplimiento de las senten- 
cias de los tribunales, y por la situación hostil á 
la sociedad en que quedan colocados los individuos 
que se han sustraído de las prisiones, y que vi- 
ven ocultamente acechando la ocasión favorable 
que se les presente para atacar el sistema estable- 
cido, rebeUui iiotí céntrala autoridad legítima. 

Cree el Poder Ejecutivo que las repetidas fugas 
tienen por causa principal la falta de puntualiuad 
en los procedimientos judiciales, que debon seguir- 
se contra los encargados de la cuslodia de los pre- 
sos y de una severa imposición de las penas á que 
sujetan las leyes á estos empleados cuando son cu{- 
pables por omisión ó irregularidad en la práctica 
de sus deberes; pudiendo contribuir también la fal- 
ta de regias terminantes á que los funcionarios del 
orden político deben ajustarse para la persecucian 
y captura de los prófugos. Por tanto* S. E. el Pre- 
sidente de la Kepüblica ha dispuesto; 

1.0 QkUe se recomiende á las autoridades cunk« 
petantes del orden judicial el mayor zelo y acth 
vidad en el enjuiciamiento y castigo de las perso- 
nas encargadas de la custodia de los reoa que hi- 
yan hecho fuga, siempí^ que rcsoltea como pre- 
I supoaea serlo las leyes, mientras no acreditaa lo 
contrariiV 
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^ Que k» encargados de los pm&Iios en qoe 
se verifiqué la fuga, den parte inmediatamente á 
la autoridad política de que depeodan, y al juez 
del lugar á fin de que este proceda á instroir lue- 
go el competente sumario, y libre las requisitorias 
necesarias y aquella eumpla con lo dispuesto en 
el articulo 10 del decreto Ejecutivo de x4 de A- 
bril último. 

3? Los jefes de presidios militares; ademas del 
aviso que deben dar á la autoridad militar de quien 
dependen, los darán también á lapriroeni autoridad 
política del lugar, y al jues respectivo como en 
parte se previene por el decreto Ejecutivo citado. 
49 En estos avisos se expresarán el tribunal ó 
tribunales que hicieron la condena^ el delito que 
fué causa de ella, el nombre y apelUdo^ patria» 
profesión y edad del reo prófugo, y los signos fi- 
sonómicos por los cuales pued«i ser conocido. 

5.^ Si la fuga se efectuare en el tránsito, la pri- 
mera autoridad civil de la parroquia ó cabecera de 
cantón en que se encontrase el reoal acto de la fu* 
ga, dará los avisos de que se habla en esta resolu- 
ción, 

69 Todos los gobernadores y funcionarios del 
orden político tomarán el mnyor interés en la apre- 
hensión de las personas que se denuncian en la 
Gaceta oficial como desertores de los presidios, 6 
que les conste serlo en virtud de cualquiera otro 
documento fehaciente bajo la mas estrecha respon- 
sabilidad en el caso de omisión. 

Por S. E.— Co&os Fuertes^ 
PRESIDIO. Véase Fresidiariós. 

PRESIDIO. DECRBTO DEL LIBBRT4J>0R DE 6 IMK 

JUNIO DB 1828 derogando la cédula de 8 de 
Agosto de 1798 que autorizaba á los capitancs^ 
generales para rebajar el término de él* 
Rep&blica de Colombia.— Secretaría de estado en 
el departamento dé la guerra.-— Sección central. 
— Bogotá Junio 8 de 1628. — Al sefior eoman- 
dante general del departamento de .. 

S. E. el Libertador Presidente de la República, á 
consecuencia de una consulta hecha por la coman- 
dancia genera] del departamento del Magdalena, 
ha tenido á bien declarar derogado ki cédula espa- 
ñola de 8 de Agosto de 1798, por ía cual se autori- 
zaba á los capitanes generales para rebajar el tér« 
mino de su condena á algunos criminales senten- 
ciados á presidio. 

£lii virtud de esta declaratoria» los comandantes 
generales de los departamentos no pueden dispen- 
sar tal gracia. 

Lo digo á US. para su inteligencia y demás 
efectos. 

Dios guarde á US. 

Hqfael.VrdaMiü. 

PRESIDIO DB MAaAGAlBO. JiGVBttDO BB LA 
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coRTB strpREXA DB 31 DS ENERO DB 1845 dis- 
poniendo ^ue en las sentencias en que se des- 
íinen reos á é/, se exprese si las condenacio- 
nes son al presidio^ ó si por virlud de minO' 
ración de pena, deben ocuparse los deiincuen' 
íes solo en los talleres de San Carlos ; y ca- 
so de faltar estos^ el establecimiento que debe 
sostituirlüs* 

Acuerdo del día 31 de Enero de 1845, 169 y 
359 — Concurrieron todos ios Ministros del tri- 
bunal. — Didse' cuenta de un oficio de la Secre- 
taría de Estado en los Des|>achos del Interior y 
Justicia fecha 20 del corriente, trascribiendo el 
que con fecha 24 de Diciembre último le dirigió 
el Grobernador de la provincia de Maracaibo re- 
latiramente á la condenación de criminales á lus 
talleres existentes en la fortaleza de San Carlos 
en aquella provincia. Se acordó. — Encuentra, 
en efecto, la Suprema Corte que ha habido al- 
gunas sentencias, aunque raras, en que pura mi- 
norarse la rigorosa pena de presidio, en loa ca- 
sos permitidos, han sido condenados I(»s delin- 
cuentes & los trabajes de los talleies en el presi- 
dio mencionado. Aunque no es desconocida la 
jurisdicción de los tribunales para subrogar el lu- 
gar de la condena en el caso en que llegasen á 
faltar los establecimientos enunciados, así como 
en el de que por cualquier motivo dejase de exis- 
tir una fortaleza ó presidio designado para la pe- 
na, sin que pueda decirse que ^a imposición ha 
caducado ; y aunque del ofici.> de la Goberna- 
ción de M<*racaibo no aparece que hnya utro mo- 
tivo para temer que falten loa talleres, sino la 
mera posibilidad de que así suceda ¡ es sin em- 
barco conveniente que, para evitar todo entorpe- 
ciihiento é retardo en ttil oeurreucia, se exprese 
con toda claridad, si las condenaciones son al 
presidio, ó sí por vía de minoración de pena, se 
desiIncQ ios delincuentes á solo «1 trabajo de I09 
talleces; y que en este til timo caso se exprese 
tiimfbíea el eslablecimiento que, en el evento de 
faltaf' elloíy debü sustituirlos para el trabajo de 
lotf panados* Con tal fin pásese á las Cortes Su- 
periores copia del oficio de la Gobernación y de 
este tieoéfdo, el cual se trascribirá á la Secreta- 
ría del Interior cdmA resultado de su comunica- 
ción.- {fr¿a/i0;a*^^iftíar¿tntf2r—BracAo«^l>uar^e. 
'^Rodrigiiez. 

' Sicoma. — El Canciller, José Duarte. 
PRESIDIOS VBI1AN08. Facultad de Iob Oober- 
nadores eo cuanto á sus reglamentos. Véase la 
NoiaX^). 

(*) El Seccetario del Interior en su Memoria de 89 
pá£. 41 expaso : 
'^£1 Qohémador de Barloas manifestó desde 1884 qao 
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PRESOS. Véase Mantenimiento de presos por 
deuda ó corrección^ Mantenimiento de reos 
capturados en una provincia por requisitoria 
de las autoridades de otra. Mantenimiento de 
presos, presidiarios y confinados^ y cottduccio?i 
de presos y presidiarios, 

PRESOS poit DBUüAS. Co<as de que no deben 
ser privados. Véase la Nota (•). 

PREST ¥ PAGA, y éuise Sueldos militares, y Mi' 
licia nacional, art. 101 y 102. 

PRESUPUESTO DE GASTOS públicos.— Fíjase 
anualmente (*•). 

PREVARICACIÓN db los empleados provi.s- 
01 A LES. Su pena. Véase Prooincias^ art. 99, 

PtíllViA ( BENEFICIO de). Véaso Construcción 
'le buques, 

PRIMERA autoridad civil. Véase Autoridad 
primera civiL 

PRIMERA INSTANCIA en los juicios. Sus trá- 
mites. Véase Partes en juicio. Demanda y 
emplazamiento. Contestación y conciliación^ 
Pruebas y su término, Excepciones dilatorias, 
Recusación de los jueces y oíros funcionarios^ 
Competencias, Secuestro judicial y arraigo. 
Tercería y Examen de .a ^ pruebas y sentencia, 

PRIMERA instancia. £1 juez de ella deberá 



el presidio urbano de aquella capital establecido por con- 
secuencia del decreto del Ejecutivo de Colombia de 11 
de Marzo de 1828, carecía de la organización necesaria 
pidiendo se declarase á cargo de qué aatoridad habia du 
catar la inmediata tnapeeoion de los presidios urbanoei 
, puttito que el mencic»uado decreto los ponía bajo la de los 
jefe« de puliciu que ya no existían. £u consecuencia el 
Qobicmo declaró : que siendo los Gobernadores los ie- 
fes superiores de aue res^KMsti^os provincias en todos los 
ramos Jo la administración, lo son por consiguiente en el 
de policía, y que bajo este concepto podía el de Barinas 
acordar provi^ioiíalmoute el reglamento del presidio ur- 
bano de acuella capital, sujetándose en cuanto á gastos 
á las resoluciones de la Di|/utacion, y esperando el arre- 
glo que sobre, la materia esUba pedido á la legislatura 
nacional." 

(*) £1 Secretario del Interior en su Memoria de 45 ex- 
puso : 

^ Con consulta del Consejo dispnso (el Gobieroo) toe 
loa Gobemadorea previniesen á los Jefua políticos y de- 
más fbncionartoa encargados det 6r .jn y policía de las 
cárceles,. no. prohibiesen á niagim preso por deudas el uso 
de aquellas cosas necesarias para su comodidad, como vi- 
no, oaví^ de afeitar, cubiertos dw., con tal que no se 
abusase de ellas, y eo el concepto de que debían tomarse 
las precauciones convenientes para impedir que te coi»> 
prometlesp el orden y seguridad délas saismas cftroeles. 
La Corte Suprema en vista de la excltaeign dd Oobler» 
no, juagó que siendo el apremio del deudor ^ beneflcSo 
del acreedor, debía este snmlnistimr la mdon diaria para 
su sostenimiento." 

(♦•) La vmriaeioo eonthma que sttft« esta malerfa, nos 
ha bechojQsgarMtíllainsercloB do lasle^esdelcftfo» 



118 



TEATBO DE LA LEOISLACIOII 



PRI 



ejecutar la senteacit definitiva, Véase Según» 
da instancia^ art. 19 

PRISIÓN. Sus formalidades. Véase Arresto. 

PRISIÓN. Tiempo dentro de] cual debe tomar- 
se declaración al preso. Véase Disposiciones 
generales constitucionales^ art. 202. 

PRISIÓN. Cuándo queda libre de ella el deu- 
dor. Véase Acción ejecutiva^ art. 6. 

PRISIÓN ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA DE 4 

DE AGOSTO DE 1837 declarando én sv fuerza 
la Ley 10 título 3» Lib. 5? de la Novísima 
Recopilación, parla cual no pueden ser redu- 
cidas á prisión las mujeres^ por deudas que no 
procedan de delito. 

En la ciudad de Caracas, 6 4 de Agosto de 1837 
80 y 27?, reunidos los señores Presidente y Mi- 
nistros de la Corte Suprema de Justicia, habiendo 
examinado la consulta hecha por el Juez <)e 1^ 
instancia del 8^ circuito de Calabozo sobre la in- 
iclígencia del orlículo 4? de Ja ley 1^ uuilo 79 
del código de procedimiento, en que tratando de 
J<»0 trámites del juicio ejecutivo, concede á los al- 
caides la facuhad de reducir á prisión á los deu- 
dores, la cual ha sido dirigida & esta Corte Suj^re- 
ma por la Superior de Justicia del 29 distrito, de 
conformidad uun lo representado por el señor 
Fiscal, dijeron : que ademas de que ía ley par- 
ticular que exime á las mujeres de ser presas ¡)or 
deudas, no ha sido derogada por las generales 
que se han dictado posteriormente, la moral pú- 
blica no permite de ninguna manera que aquellas, 
por causas meramente civiles como son las de 
cobros ejecu ti i'os, sean confundidas en la cárcel 
púbíi(a, hollándodie de este modo el pudor y la 
honestidad del s€:xo, lo cual no es un privilegio, 
sino un acto de justicia concerniente 6 la causa 
pública. En consecuencia de esto, y prescindien- 
do de lo que expone el jufz que hace la consulta 
con respecto al artículo 43 de la ley 4^ título I9 
del mismo procedimiento, porque no gira aquella 
sobre este punto, ni á él se ha contraído la Corte 
en su informe, resuelve : se esté á lo dispuesto 
por aquel tribunal por ser justo y arreglado; co- 
munfcámloíeje este acuerdo d la Corte Superior 
del 29 distrito y lambit-n á la del 3?: — Ledo. 
Mareaden-^-^^López de Umérez, — Martínez. — 
Ovarte» 

PRISIÓN. ACUERDO DE LA CORTE SrPREHA DE 

« 16 Dc ^K'iiüUfiRE DB 1841 declarando hasta 
cuando debe permanecer en ella el apremiado 
ó presentar bienes ó fiador de saneamit nto; y 
cómo se librará de ella siendo insolvente, y no 
encontrando fiador. 

En la ciudad de Caracas á 16 de Setiembre de 

1841, 129 y ^lüj reunidos en acuerdo los rainis- 

• tros Presidente,* Relator y Canciller de la Corte 
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Suprema de justicia, sin el sefior Vicepresidente 
por enfermedad, en vista de la consulta del jues 
de primera instancia de la provincia de Maracai- 
bo, sobre la duración de la prisión de un deudor 
en el caso del artículo 1° ley 1* título 7^ del 
código de procedimientos cuando no presente 
bienes bastantes,' Ó presentándolos, deje de dar 
fiador de saneamiento, dirigida por la Corte Su- 
perior del 59 distrito, y délo informado por esta, 
y representado por el señor Fiscal, dijeron : que 
siendo la prisión que en el caso expresado se decre- 
ta contra los deudores, un apremio para que cum- 
plan lo que se les manda, su naturaleza es que 
dure hasta tanto que lo hagan, ó que en el caso 
de serles imposible cumplirlo, se valgan de los 
medios legales, con que pueden redimirse de la 
prisión, conforme lo expresa la Corte Superior 
en su informe; y por lo tanto acordaron: que no 
existe una duda fundada que deba consultarse al 
Congreso, y ques<> comunique á la Corte Supe- 
rior que elevó la consulta para los fines consiguien- 
tes. — Urbaneja. — Martínez.» — Duarle. — Es co- 
pia.— Caracas Julio 10 de 1844, 159 y 349 —El 
Canciller, José Duarte, 

PRISIÓN. PUNTO TSRCBRO DEL ACUERDO DE LA 
CORTE SUPREMA DE 10 DE OCTUBRE DE 1843 

declarando que el arresto y la prisión no se 

consideran como pena, sino cuando se sufre en 

virtud de sentencia. (*) 

£q la ciudad de Caracas á 10 de Octubre de 
1843, 149 y 339 reunidos el Presidente y Minia* 
tros de la Corte Suprema tomaron en considera- 
ción. 

^ 39 Un acuerdo déla Corte Superior del se- 
gundo distrito judicial en que consulta : si pue- 
den devolverse á los tribunales inferiores todae 
las causas del anterior régimen judicial que se 
hallan pendientes en consulta de oficio, y en que 
se dá por compurgada la falta con la prisión eu* 
frida, ó solo se impone esta por tiempo ya tras- 
currido. Meditadas las razones del tribunal y de 
ia exposición fiscal, se acordó : 

'^ Disponiendo la ley sobre procedimiento cri- 
minal, que solo se consulten de oficio las senten- 
cias en que se imponga pena corporal, y estandp 
determinado que no lo es ia prisión^ aino cuando 
ella se sufre en virtud de sentenciái lo cual ne 
comprende el arresto^ durante la instruccíoo, np 



(*) Este acuerdo Isa caducado en cuanto al ealiflcatlv* 
de corporal que afiade & pena, en virtud del articulo Ift 
de la ley del procedimieuto criminal» vigente, que tole 
recoDoce por tal pena corporal la de muerte, la de pritl- 
dio y la de extrañamiento \ pero conserva sa fuerza •& 
u&ato h la esencia de la pona. 
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queda duda de que las causas en que se declara 
por compurgado el exceso de los procesados con 
la prisión sufrida, y que se hallen pendientes en 
consultas de oñcio y no por apelación, deben de- 
Tolverse álos tribunales inferiores, como absolu- 
torias de pena corporal; respecto de las otras cau- 
tas no puede la Suprema Corte remediar los in- 
convenientes que manifiesta la Superior, porque 
ordenada por la ley la consulta, no es posible con- 
■iderarias como concluidas. Queda sin embargo 
el arbitrio de pedir informes á los jueces inferio- 
res sobre los reos que hayan fallecido 6 estén 
ausentes para archivar las causas de aquellos, y 
dejar en suspenso las de estos, quedando así dis- 
minuido el numero de las concurrentes para el 
despacho." Comuniqúese este acuerdo á la Cor- 
te Superior que hace la consulta. 

ürbaneja, — Martínez. — Bracho. — Duarie. 

Caracas, Febrero 13 de 1844, 150 340— El 
Canciller, J. Duarte. 

PRISIÓN Cuál se impondrá: al que propu- 
siere una acusación criminosa, y no tuviere 
con ^ué pagar la multa. Véase Recusación de 
los jueces y otros funcionarios^ art. 30. — Al 
demandudo sobre rendición de cuentas que no 
las presente, ó que rehuse recibir los trasla- 
dos 6 contestar los reparos, y al perito que no 
llene su encargo, á fiita, ó por ineficacia de 
la multa. Véase Juicio de cuentas^ art 2, 8, 
9 y 10 — Al injuriante que no tuviere con qué 
pagar la multa. Véase Procedimiento crimi- 
nalt art. 17 — Al contraventor de alguna de 
las disposiciones de Ja ley de comiso, que de- 
jare de pagar la multa. Véase Comiso^ art. 
89. — Al que incurriere en falus en el ramo de 
correos, si no paga la multa. Véase Correo, 
L. O., art. 37 — Al que allanare una casa sin 
las formalidades legales. Véase Allanamien- 
to de casas, art 14 — Al que prente su nom- 
bre para la nacionalización de un buque per 
teneciente á extranjero, á falta de la multa. 
Véase Arqueo y nacionalización de buques, 
art. 7 — Al capitán de un buque cargado de sal 
que se encuentre sin legítimo despacho, y re- 
sultando insolvente. Véase Salinas, art 20 — 
Al enjuiciado por vago que se fugare del ar- 
resto. Véase Vagos, art 13>-A1 venezolano 
que rehusare su auxilio & la autoridad para di- 
solver una asonada con armas. Véase Asona- 
das, § ünico del art. 8 — A la autoridad renuen- 
t0 á cumplir con las disposiciones sobre aso- 
nadas. Véase id, art 9 — A los multados por 
razón de elecciones, á falta de la multa* Véa- 
se [Elecciones^ L. 9^ art 13^-Al médico 6 ci- 
rojano que haya dado nna certifi^acicn falsa 
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por virtud de la cual se haya logrado inmere- 
cidamente una pensión de inválido ; y al que 
se hubiere valido de ella. Véase Inválidos^ art. 
9 — A los autores 6 editores, y á los impreso- 
res y distribuidores por los escritos que sean 
condenados. Véase Libertad de imprenta, L. 
2, y art. 2 y 4 de la ley 3^ — Contra el que 
viole el privilegio de una industria, invención 
&c. Véase Patentes de industria^ invención 
4-, art. 2! y 22. 

PRISIÓN DE LOS EMPLEADOS DE HACIENDA 

ACUSADOS POR DELITOS COMUNES. Véase Em- 
pleados de hacienda, R. E. de 2 de Febrero 
de 1840. 

PRISIÓN DE LOS REGISTRADORES. Formalida- 
des para ello. Véase Registro. R. E. de 6 de 
Dicien.bre de 1854, art tíO y 67. 

PRISIÓN. Véase 'Piempo de presidio* 

PRIVILEGIOS. Véase Producciones literarias. 
Patentes de invención, Beelen y Stophord. 

PROCEDIMIENTO en segunda instancia. 
Véase Segunda instancia. 

PROCEDIMIENTO en tercera instancia. 
Véase Tercera instancia. 

PROCEDIMIENTO civil. Véase Código de 
procedimiento judicial. 

PROCEDIMIENTO civil ante el tribunal 
ECLESIÁSTICO. A qué disposiciones debe ar- 
reglarse. Véase Tribunal eclesiástico. 

PROCEDIMIENTO criminal. Ley única tí- 
tulo 13 del código de procldimiento. 

El Senado y Cámara de Representantes do la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan. ■ 

Art. 19 Los jueces de provincia, los jaeces de 
parroquia y los jueces de paz estarán en la obli- 
gación de abrir una inquisición sumaria cuando 
de algún modo supieren que se ha cometido un 
delito en su jurisdicción. 

^ ünico. Cuando ocurriese duda sobre el juez 
á quien corresponda conocer de un delito, cono- 
cerá el del lugar donde este se cometió. 

Art 29 Si del sumario resultare que se ha co- 
metido un hecho que merezca pena corporal, y 
fundados indicios de haberlo comeiido una per- 
sona, se librará auto de prisión con arreglo al 
art. 200 de la Constitución, y se le recibirá su de- 
claración con cargo y sin juramento acto conti- 
nuo, si fuere posible, ó en el término de tres dias 
cuando mas. Ai concluirse la declaración, el jue2 
prevendrá al acusado, aunque no haya cumplido 
veintiún aflos, que nombre un defensor, y recibi- 
rá en el acto mismo la causa á prueba, obser- 
vándose en la sustanciacion del proceso las for- 
malidades y preceptos establecidos ya en los jui- 
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aos ciTijrs qne ton corounefl á los críminalei. 
£o estos iaicios los menores no tendrán curado- 
res» sino defensores. 

I toico. El soto de recepción á prueba se no* 
tíficará al acusado 6 á su defen64»r y á un fiscal 
que precisameote nombrará el juez en las cau- 
sas sobre hechos que merezcan pena corporaL 

Art. 39 Nin^n ciudadano podrá excusarse 
de admitir 1<»8 oficios de fiscal ó defensor, sin com- 
probar un impedimento físico ú otro justificado, 
y en caso de resistencia se le compelerá con mul- 
tas de diez hasta cincuenta pesos. Antes de en- 
trar á desempeffar sus encargos el fiscal y el de- 
fensor prestarán el juramento de desempeñar 
fielmente sus deberes. 

^ 1? Quedan exceptuados de la difposicion de 
tmXñ artículo los ordenados in sacris y los em- 
pleados que lo están por la ley de servir cargas 
concejiles. 

^ 2? Si el acusado estuviere renuente á la de- 
signación del defensor en la primera vez, ó en 
otras posteriores, cuando precedan excusas legí- 
timas, el juez lo elegirá de oficio. 

Art. <9 Vencido el término de las pruebas en 
el cual se evacuarán precisamente las citas con- 
ducentes del sumario y se ratificarán los testi- 
gos, si lo pidieren el acusado 6 su defensor, ó el 
fiscal 6 acusador,^ ee hara el correspondiente ale- 
gato escrito acerca del mérito de los au- 
tos : primero, por el promotor fiscal, si Jo hu- 
biere, y después por el defensor del encausado, 
«oneediéndose á cada uno el término de seis dias : 
y luego se designará el de la vista de b causa. 

§ finico. No tendrá lugar la vista y sentencia 
de la causa, miéntrhs no se hayan recibido las 
resoltas de las pruebas pedidas en tiempo hábil á 
menos que se hayan renunciado. 

Art. 69 Si no se interpusiese apelación, se 
ejecutará la sentencia de primera instancia, á 
menos que se imponga en ella pena corporal, en 
cuyo caso debe consuliarse siempre por el pri- 
mer correo con la Corte Superior respectiva, que 
despachará con prelercncia las causas crimina- 
les. También consultarán la sentencia aun cuan- 
do absuelva 6 no imponga pena corporal, siem- 
pre que lo pida alguno dentro del término de la 
apelación. En causas promovidas por delitos de 
traición ó atentado se consultará siempre con el 
tribunal superior la sentencia, auto ó providen- 
cia que termine la causa, con el ex{)ediente ori- 
ginal. 

Art. 69 Las sentencias que impongan pena 
corporal deberán precisamente ánlcs de ejecutar- 
5se. consultarse por su orden gradual con la Cor- 
le Suprema de justicia ; y en Ja determinación de 
estas consulus, no se podrá aumentar la pena, 
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pero sí disminuirla, si el tribunal lo considerare 
de justicia 6 equidad. , 

Art. 79 En las causas crimiBales, la Corte 
suprema no pronunciará sentencia sin la con- 
currencia de sus cuatro ministros jdeces ; y en 
las mismas causas cuando las cortes superiores 
conozcan por apelación ó. consulta, llamarán pa- 
ra pronunciar sentencia de muerte 6 de presidio 
de ocho A diez afios ó de extrañamiento, al Se* 
cretario relator, quien voUirá como juez:. de suer- 
te que en estos casos no pueda haber condena* 
clon sino por tres votos conformes de toda con* 
formidad ; y si pronunciada la 6)tima sentencia 
aplicando las referidas penas, ocurriere alguna 
prueba capaz de alterar la sentencia pronunciada, 
bien se haya ejecutado 6 esté por ejecutarse, el 
sentenciado serA oido nuevamente, y se pronun* 
ciará nueva sentencia con arreglo al mérito que 
resulte. 

. Art 89 Los jueces de paz remitirán el suma- 
; rio al juez de parroquia de quien dependan, y re* 
) mitirán también el reo inmediatamente que le 
; aprehendan, á fin de que dicho juez de parroquia 
: le reciba su confesión. 

Ari. 99 Los j leces de parroquia remitirán al 
¡juez de provincia el- sumario y reos, luego que 
; haya recibido & estos su confesión, tanto en las 
causas que ellos hayan abierto, como en las que 
inicien los jueces de paz. 

Art 10. Los jueces de parroquia y jueces de 
paz cumplirán las órdenes que les comuniquen 
ios jueces de provincia de sus respectivos clr» 
cuites para la formación del sumario, aprehensión 
y remisión de los culpables, y pondrán á su dis- 
posición el sumario y los reos, en cualquier csíD 
en que ellos lo pidan para continuar la averigua- 
ción. 

Art II. En cualquier esta:.o ■'••» la causa, en 
que aparezca inocente el arrestado c r>roso, se le 
pondrá inmediatamente en libertad sin costas al- 
gunas, y se sobreseerá desde Juego respecto á 
él, declarando que el procedimiento no le trae 
ningún perjuicio en su reputación, y si termi- 
nado el sumario viere el juez de provincia que 
no hay mérito para pasar mas adelante, 6 que el 
procesrdo no es acreedor sino á pena leve que 
no pase de un apercibimiento, multa que no pase 
se t^e cien pesos. 6 arresto que no exceda de quin- 
ce dias, cortará la causa en providencia aplican- 
do dicha pena. En ambos casos se dará cuenta 
al tribunal superior con remisión del espediente, 
siempre que alguno lo pida dentro de cinco dias; 
mas si no se hiciere (al petición, se dará cuenta á 
la t7orte ccn solo In remisión de la copia legal 
del auto ó y n» vid enría. 

Art i?. Kcíj ecto de las sentencias que no 
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deban consnltarse, así como respecto del sobre- 
seimiento 6 corte de uaa causa en prondeneía, 
la Corte Suprema y Superiores respec ti ir« mente, 
dentro del término de cuatro mesea, podrftn abrir 
el juicio correspondiente para imponer Ja res- 
ponsabilidad á los ministros y jueces que hayan 
obrado contra las leyes ; pero no podrán man- 
dar continuar las mismas causas á que se refiere 
este artículo. 

Art. 13. Cuando el juicio criminal principie 
por acusación se observar&n los mismos trámites 
ya establecidos. 

Art. 14. Si el acusado fuere reducido á pri- 
sión, no se le permitirá al acusador separarse de 
la instancia, á menos que conrenga en ello el 
mÍBmo acusado, y en este caso el juez continua* 
rá de oficio en el procedimiento si el delito acu- 
sado mereciere pena corporal. 

Art. 15. Bs pena corporal, para inteligencia 
del anterior artículo y del 199 de la Constitución, 
la de muerte, la de presidio y la de extrañamiento» 

Art 16. Terminado el sumario si hubiere mé- 
rito para la prisión y no fuere aprehendido el 
delincuente, se librarán requisitorias circulares á 
todos los jueces donde se presuma que exista 
aquel para su captura y remisión, sin practicar- 
se ninguna diligencia y lo mismo se hará cuan- 
do se fugare de la cárcel, suspendiéndose el pro- 
cedimiento en el estado en que se encuentre has- 
ta la efectiva aprehensión del delincuente, á me- 
nos que se hayan instruido pruebas, y se estén 
evacuando al tiempo de la fuga, en cuyo evento 
se evacuarán estas sin proseguir I& causa des^ 
pues, sino respecto de los presentes. Si termi- 
nada la causa res))ecto de los presentes fueren 
aprehendidos los ausentes, continuará para coo 
estos, y si se les capturare antes de fenecer 
aquella, se sacara testimonio de lo conducente 
para que obre en jauero proceso. 

Art. I7« Las demaiidns por i nju rías de palabra, 
escritas ó de hecho en que no hayaefusion desan^- 
gre causada con arma ó contusión grave, se oirán 
y decidirán en juicio verbal, conforme ft la ley 
única título 9^ del proredimiente judicial, por 
los jueces de provincia y juzgado cantonal del 
domicilio del demandado á prevención, y el que 
resulte injuriante será condenado en las costas, 
en la indemnización de lo» daños sufridos, y en 
una multa de cincuenta á doscientos pesos, y si 
no la pagare en el término perentorio que el juez 
designe, á sufrir tíe quÍBce á treinta días de pri- 
sión. Si las partes «e avinieren antes de pronirn- 
ciarse la sentencia de primera instancia que de- 
clare injuriante al demandado* «e^ar á el proce- 
dimiento. Cuando conozca, et juzgado, cantonal, 
los asociados se reunirán no -solo para dar la -sen- 
tencia, sino también para la conciliación y con- 
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testación. En cualquier e?tado en que termine el 
negocio, el tribnnal resolverá sobre la reparación 
del daño inferido. 

Art. 18. Bien sea la injuria de palabra 6 es- 
crita, el injuriante debe dar al injuriado una sa- 
tisfacción en el tribunal bajo la pena de ocho días 
de arresto por cada vez que se negare á ello. De 
las determinaciones libradas en estos juicios se 
podrá apelar para ante la Corte Superior, y se 
remitirá original el proceso verbal que deba for- 
marse, dejándose archivada una copia legal de la 
sentencia. 

DISPOSICIONES COMUNES. 

Art. J9. En la sustanciacion de los juicios cri- 
minales y demandas por injurias, se observará el 
código de procedimiento judicial : y no podrá 
ser testigo en estos juicios el que no tenga la edad 
de diez y ocho arios cumplidos, sin que esto im- 
pida el que se reciba su declaración para facilitar 
la averiguación del hecho. 

Art. 20. Ninguno podrá ser juez en las causas 
criminales ó por irsjurias, que se sigan contra 
sus ascendientes, descendientes, parientes hasta el 
cuarto grado civil de consanguinidad, segundo de 
afinidad y cónyuje.*', no obstante el allanamiento 
que haga la parte contra quien obra el impedimen- 
to ; según se permite en las causas civiles. 

Art. 21. En las causas criminales no habrá 
embargo.de biene.^, sino cuando el delito lleve 
en sí indemnización pecuniaria y en la cantidad 
á que prudentemente alcance esta indemnización, 
6 para asegurar el monlamiento de las costas. 

Art. 22. En lus causas criminales lu sentencia 
será clara y precisa condenando ó absolviendo al 
encausado; sín que en ningún caso pueda absol- 
verse solo de la instancia. 

Art. 23. Las causas que á la publicación deia 
presente ley estén susf epsas por efecto de la ab- 
solución deja instancia, quedarán concluidas de 
todo plinto sin nuevo perjuicio ni gravamen pwa 
los encausados, y por tanto se pasarán á las ofi- 
cinas de registro correspondientes. 

Art. 24. Se deroga la ley del mismo número y 
título de 9 de Mayo de 1842. 

Dada en Caracas, á 27 de Mayo de 1860, 
afío2l de la ley y, 40 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, José T. Pereira. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Jtian José Pereira Lazada. — El Secretario del 
Sennóo, José Ángel Freiré. — El Secretario de 
la Cámara de Representantes,/. Padilla. 

Caracas, Junio 19 de 1850, *ano 21 de la ley y 
40 de la independencia.*— EljeGfitese.--^osá Taé¿> 
Monagos. — Por S. E« el Presidente de la Bepfi* 
blica. — El Secretaria de Elstpdoen los Despochon 
del Interior y Justicia, Francisco Parejo, 
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PROCEDIMIENTO criminal, acuaroq* de 

LA. CORTE SUPREMA US 3 DB MARZO DB ISdl dc 

que se deduce que no puede hacerse efectiva 
ning'una pena en un demente ó loco. 
En la ciudad de Carácaí» á 3 de Marzo de 
1837., 89 y 27 reunidos los señores Presidíenle y 
Ministros de la Corte Suprema de justicia te* 
Hiendo á la vista el testimonio de la determina- 
ción librada por la Corte Superior de justicia del 
tercer distrito en el expediente instruido con mo- 
tivo de la suspensión de la pena de muerte im- 
puesta á Pascual Matamoros, por asegurar su pro« 
curador que se hallaba demente, y en virtud de 
la apelación que interpuso este del auto del ju^z 
de primera instancia, en que declaró sin. lugar su 
solicitud ; y haciendo íguahnente atención á la 
duda propuesta por aquelU í3orte, y á lo repre- 
sentado por el señor Fiscal de este Supremo Tri- 
bunal dijeron : que habiéndose propuesto las le- 
yes en el establecimiento de las penas la enmien- 
da del delincuente, la satisfacción de Iji vindicta pú- 
blica, y también el escarmiento, es indubitable que 
ninguno de estos ñnes se lograría, en la aplica- 
ción del castigo á un loco 6 demente: que las 
doctrinas y autoridades traídas por la Corte Su- 
perior en su providencia citada confirman esta 
verdad; á pesar de que en la ley escrita no se 
encuentra expresado el caso ocurrido: y que sin 
embargo de que la práctica fundada en la razón, 
y la justicia natural tiene fuerza de ley, cor) todo, 
observando esta Corte Suprema que se halla.pen- 
diente la formación del código penal, juzga muy 
conveniente y oportuno que se eleve la presente 
«oñsulta al conocimiento del Congreso ; á fin de 
que si lo tiene A bien la considere al tiempo de 
sancionar las le3'es penales, y se evite en. lo. sur 
cesivo toda duda en los tribunales de justicia, .por 
no haber nna disposición legal en aquel punto, y 
que en cnpjípru' ncia se dirija testimonio de todo 
por el órgano del Poder Ejecutivo en la forma 
acostumbrada, y contéstese á la Corte Superior 
ilel tercer distrito. — Ledo. Mercader, — Urbanejg,. 
— Martínez — Diiarte* 

PROCEDIMIENTO cruhjial. acuerdo de 

LA QORTE SUPKKMA DB 2 DE OCTUDREl DK 

1837 declarando (Punto 1^) qufi en las cau 
sas criminales en que el procesado ha oble- 
nido declaratoria de su.inojrencia^^ debe ser 
puesto en libertady stn espefar el resultado de 
la consvHa ola apetacior^ ; pero bajo fianza^ 
comentariense cuando la naturaleza de la cau» 
sa lo exija. 
• £n la ciudad de Caracas á 2 de Octubre de 
1837^ octavo y vigésimo séptimo, reunidos los 
ieftoret Presidente y Ministros de la Corte Su- 
ftfem^ de justicia, habiendo troido á la vista la 



providencia librada por la Corte Superior dé 
justicia del tercer distrito en el expediente segui- 
do por Andrés Pérez contra el juez de primera 
instancia del primer circuito de la provincia de 
Carabobo sobre delito de calumnia, en que de- 
clarando aquella Corte que no eran bastantes los 
fundamentos de la queja de Pérez, para some- 
ter á. juicio al jue» acusado, respecto á que no 
habia infringido ley expresa, dispuso al mismo 
tiempo que se elevase consulta á este Supremo 
tribunal sobre los pantos ocurridos en la propia 
sentencia, y visto también lo informado por el se^ 
flor Fiscal, dijeron : que estando dispuesto por 
los artículos 199 y 204 de la Constitución de la 
República, que el preso ó' arrestado sea puesto 
en libertad bajo fianza en cualquier estado de la 
causa^ eaqiie se vea que no puede impor^erse pe- 
na corporal^ y que son culpables de detención ar- 
bitraría, los que mandan arrestar ó continuar en 
arresto á cualquiera persona fuera de los casos 
determinados por la ley, jurga esta Corte que en. 
las causas criminales, en que el acubado ha ob- 
tenido declaratoria de su inocencia, no puede 
ser justo que se mantenga en prisión, y que para 
obtener su libertad, hnya de esperarse el resulta- 
do del tribunal superior, adonde se dirija el pro- 
ceso en consulta ó por apelación, especialmente 
cuandO; para. los casos- de alguna duda y en que 
no deba imponerse peiía corporal, hay el reme- 
dio de la fianza comentariense. Mus en las cau- 
sas, civiles ha creido siempre esto tribunal que 
después que el inferior ha pronunciado su de- 
terminación, y ha hecho las explicaciones ó de- 
claratorias que ie permite el articulo Ib de la ley 
única título i 1 del código de procedimiento ci- 
vil, no le es dado hacer ninguna innovación, ^^n 
lo que sea materia del litigio, por haber concfui- 
do su oficio, y quedado sus manos ligaiias hasta 
que por ministerio de la ley, é por las demaB 
ciicunatancias establecidas por ella haya sido eje-- 
eutoriada la sentencia. Sin embargo, como las 
palabras en que está Goncebido el artículo 6? de 
la. ley única título 3.* del:mismo có»ligo han ofre? 
cUo la duda que propone aquella Corte Supe- 
rior, y pretteindiendo de q\K: eeta no puedo ha- 
be iIm en cnanto á la rev4)Gácion, que debe hacer- 
se ánie>i df todo de los atentados cometidos por 
el jut:z,Joft^tior, estando pendiente la apelación,, 
se resuelve que para que recaiga la declaración 
COI respondiente acerca de la venadera inteliffen- 
cia del expresado artículo 6. ^ se dirija al Con- 
gieso por el órgano del Poder Ejecutivo con el 
testimonio correspondienta Comuniqúese á la 
Corte que ha hecho la consulta, y también á k> 
del segundo distrito.— Zi<¿o. Mercader, — López 

de Umerez* — Martínez. — Duarte»:^'Es^ cop*a.-t- 
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CftráoM Oetid»e 21 de 1844— El C«aciJi«r, 

Joaé Duarte, 
rROG£DlMIBNTO oriminal. acuerdo í>e ca 

CORT&JUPRBMA Ds29 DB AOOSTO DE itíQ9 (Pun- 

to 29 sobre que no es necesaria la ratificación 

de los testigos del sumario, si no lo piden -ti 

acusado é su defensor. 

En la ciudad de Caracas á fi9 de Ago«to de 
1830 10? y 299 reunidos el Presidente y Minis- 
tros de la Suprema Corte de Justicia, tomaron en 
consideración la consulta del juez de primera 
instancia que fu^ de) 99 circuito, trasmitida con 
su informe por la Superior del tercer distrito, v 

ella contiene diversos puntos • £n ^r- 

den á lo 2.^ que habla de la ratificación de los 
testigos (en las causas criminales) y vista de la 
causa, siendo claras y exactas las razones trai- 
das por la Superior de justicia que hizo el infor- 
me, las cuales resuelven legalmente la pregunta^ 
debe estarse al juicio que ha manifestaiio aquel 

tribunal Comuniqúese. — Licdo. Mer^ 

cader. — López de Unieres, — Maftinez. — Duar- 
te. — Informe de la Corte Superior del tercer dis- 
trito al 29 puRto.---£l artículo 49. t(u 12 del có- 
digo de procedimiento judicial manda se ratifi- 
quen los testigos si lo pidieren el acusado ó su 
defensor : por consiguiente, no pidiéndola, es in- 
necesaria la ratificación, y la falta de ella no ha- 
ce ineficaces las declaraciones, como antes suce- 
•d ia. — Estoquera. — Hios, — Rqjas, 
PROCEDIMIENTO criminal, acurrdo db l\ 

CORTB SUPREMA D£ 11 DB JUNIO DB 1840 de- 

clarando q%í€fnla8 causas criminales en que 
haya acusador, no se impedirá al acusado el 
uso del papel común; pero sí al acusador ^ no 
siendo pobre de solemnidad» 
En la ciudad de Caracas, á 1 1 de Junio de 1840^ 
119 ^® I^ I^y y ^^9 ^^ ^^ independencia, el Pre- 
sidente y Ministros de esta Corte Suprema, ha* 
hiendo tomado en consideración el acuerdo cele- 
forado por la Superior de justicia del segundo üis- 
tfito, relativo á que en algunos tribunales no se 
admite papel común para la actuación respecto 
de algunos procesados que tienen acusador, y Jo 
representado por el Sr. Fiscal, dijeron: que no 
dejando de ser de oficio las causas en que intervie- 
ne acusador, y disponiendo el artículo 13 (*) de 
la novísima ley de papel seUado que en estas se 
use de papel comun^ se deduce claramente que 
debe admitirse aquel, haya ó no acusador, res- 
pecto 6 que ningún perjuicio puede sufrir la ren- 
ta de aquel ramo, á la vez que cuando haya con- 
denación de costasi y la parte ó partes condena- 
das no sean insolventes, están obligadas á su 
rtintegro en la forma que allí se establece. Mas 

(*) 17 de la do 19 de Marzo de 1850. 
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no dehe sbceder lo mismo con el acusador, pues 
es indubitable que este debe servirse del papel 
correspon4liente, . á menos que sea pobre de 
solemnidad, pues para estos deberá obrar el ar- 
tículo 22 (**) de la propia ley. En consecuencia 
de esto, y no ofieciendo ninguna duda la inteli- 
gencia de semejantes disposiciones, la Corte acuer- 
da que se cimteste en estos términos á la Superior 
dül segundo dUtrito, comunicándose también á la 
del tercero. — Ledo, Mercader^ — López de Ume- 
rez.-r- Martínez.'^ Duarte. — Es copia. — CarácaSt 
Setiembre de IH44. 

Kl Canciller, Jo.^é Duarte» 
PROCEDIMIENTO crxmimal. acuerdo db 

LA CORTE SI'RREMA DB 28 DE ABRIL DB 1842 

declarando insubsistente la ley 27 título 16, 
Partida 3^ sobre examen de testigos por el 
mismo jaez de la causa en ciertos juicios. 
En la ciudad de Caracas, á28 de Abril de 1842) 
139 y 32^) se reunieron en acuerdo los Ministros 
de la Corte Suprema de Justicia, sin ia asistencia 
del señor Vicepiesidente por hallarse enfermo; 
y halando tomado en consideración el expedien- 
te en que la Corte Superior del tercer distrito 
consulta, si la ley 27 título 16, partida tercera 
que dispone, que en los pleitos en que pueda na- 
cer muerte ó perdimiento de miembro ó echa- 
miento de la tierra, el juez que ha de juzgarlos 
reciba por sí mismo loa tes^tigos, deba reputarse 
derogada por el artículo 36 de la ley cuarta título 
19 del código de procedimiento, cuya disposición 
según el artículo 16 de la única titulo 13 debe 
observarse en los juicios criminales, con lo re- 
presentado en el particular por el seflor Fiscal: 
dijeron : que la ley única título 12 del proce- 
dimiento judicial que establece el orden en la ob* 
servancia de las leyes así en materias civiles como 
criminales, coleca en primer lugar las decretadas 
ó que en lo sucesivo decretare el Poder legislati- 
vo nacional, y siendo manifiestamente contraria 
á estas la citada ley de partida, puesto que pro- 
hibe en ciertos casos lo que las de Id República 
'permiten sin ninguna re^riccion ; es consdguien^ 
te que aquella ha quedado derogada por estás; 
por tanto acordaron, que el caso propuesto no 
presenta una duda fundada, y que con la copia 
correspondiente se comunique á la Corte que 
ele^ó la consultin 

Urbaneja — Martinst. — Duarte. 
Caracas Febrero 21 de 1844, 159 y 349— El 
Canciller, J. Duarte. 

PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de la 

CORTE SUrUGMA 1XS 27 DE MARZO Vü 1844 

declarando sin ningvn valor la sentencia prO' 
nunciada en 2^ ó S^instancia, estando prófu- 

(*♦) 10 de la ciMda ley. 
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go el reoy aun<gu^ no haya tenida noticia 4c ello 
el tribunal que sentenció; y. que deepues de 
¿a aprehensión del rea^ debe par cansigitiente 
correr nuevamente el proceso loe trámites que 
futrieran lugar en su ausencia. 

En la dudad de Caracas, á 27 de Marzo de 
1844, 16* y 347, reunidos el Presidente y Minis- 
tros de la Curte Suprema de Justicia. 

^ único. Be did lectura á un acuerdo de la 
Corte Superior del tercer distrito, consultando, 
** si queda subsistente y fírriie la sentencia libra- 
da eti segunda ó tercera instancia contra un reo 
prófugo de Ja cárcel al tiempo del pronunciamien- 
to, sin hallarse el tribunal sabedor de la fuga,'* ó 
** si en tal caso debe reverse la causa y sentenciar- 
se otra vez cuando se realice la captura del cri- 
minalmente Cíijuiciado." Dióse igualmente lec- 
tura á la exposición en que el Ministerio fiscal, 
conviniendo con la opinión de la Corte consul- 
tante, manifiesta que no tiene valor la sentencia 
dada en el caso de la consulta. 8e acordó. *' Se- 
gún la expresión terminante del artículo 13 del 
código de procedimiento no debe practicara» di- 
ligencia alguna cuando no es aprehendida la per- 
sona contra quien se decreta arresto en causas 
criminales, ó cuando leducida á prisión, se fuga 
de ella, á menos que estén evacuándose pruebas 
al tiempo de la fu^a en cuyo evento se evacuarán 
estas á pesar déla ausencia: en cualquier otro 
caso ó estado debe suspenderse el procedimiento 
ha^tu la efectiva aprehensión del encausado. De 
»>quí se detluce, que todo otro progreso en el jui- 
cio, durante la fuga, es contra el ten«»r de la ley 
y no puede producir efecto alguno aun cuando 
sea voluntaria y culpable la ausencia del proce- 
sado. La falla de conocimiento de la fuga en el 
tribunal, liara inculpable la continuación del pro- 
cedimiento ; pero no adquirirán por eso valor 
las diligencias practicadas en contradicción con 
la ley. A esta razón deducida de la letra del 
artículo citado, puede añadirse otra tomada del 
oDJeto del h-^islador. Ha querido este que el reo 
se hnlle presente ai juicio, y siempre en capacidad 
de li^'^cer su defensa ; y aunque en segunda y 
tercera iiiStancia no ae admiten pruebas testimo- 
niales, sui.** admisibles, hasta el acto de verse la 
causa, las (lo,''**'^*'fí^^íeíí» ^^ las cuales se privaría 
el enjuiciado, &/ liubiose de librarán el pronuncia- 
mieuio ebtando p^^^fugo N(» hay pues motivo 
fundíido para dudar ^^*^ *^** ^^ ningún valor la 
sentencia pronunciada c'" '^'^S^o Ja ó tercera ins- 
lancia durante la Turra del' procesado, aunque de 
ella no haya tenido noticia . "^^ tribunal que pro- 
nuncia, y que en tai raso, líl i 'ai«rse efectiva la 
•aprehensión, debe recorrer el j). ^^*''^*^ ^^*. ^^^^J' 
les que tuvieron lugar durante la ^"««"<^'^- ^^- 
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8686 a) Gu6r|>ó Lé^eüáúwé poriel ¿rganacU Po« 
der £j6«iaivo te8lifnonio de este acuerdo y del 
expediente respectiyo^poxaijuzífase conrtüWüte 
usa diaponciotí espresa parad caso ocurrido al 
revérsela ley quearreigla el procedinnienlo críau- 
nal. Comuniqúese ¿ las Cortes Superiores y pn* 
blíquese. — Urbaneja, — Martínez. — Bracho.^^— 
Duarie, 

Caracas, Mayo 9 de 1844^ 15 y 84— El Cao* 
cilJer* José Duarte» 

PROCEDIMIENIK) cbimtnal, acuerdo de 

LA CORTE SUFREUA DB 29 DE AOOSTO DE 1844 

declarando que solo puede cortar en provi^ 

dencia el que puede sentenciar* 

En la ciudad de Caracas á !¿9 de Agosto de 
1844, 159 y 34^1 reunidos el Presidente y Mi- 
nistros de la Corte Suprema de Justicia. DiÓse 
cuenta de una consulta prqmovida por el juzga- 
do parroquial de Pueblo Nuevo, cantón Paragua- 
ná, dirigida á la Corte Superior del 5? distrito, 
por uno de los jueces de primera instancia de 
Coro, y elevada al Supremo Tribunal con el cor- 
respondiente informe de la Corte Superior. Con 
arreglo á los principios contenidos en el men* 
cionado informe y apoyados en la representación 
del ministerio fiscal, se acordó. Los puntos con* 
sultados son todos relativos á la designación del 
Tribunal competente para ejercer la facultad á 
que se refiere el artículo 99 ley de procedimien- 
to criminal, acerca del sobreseimiento y corte en 
providencia de las causas iniciadas, dudando el 
juzgado parroquial si los alcaldes pueden ejer- 
cerla respecto de las causas en que solamente son 
jueces de instrucción, y si para usarla en las de 
hurto que no exceden de 15 pesos, deben aso- 
ciarse con los vecinos que exige el artículo 22 de 
la ley sobre hurtos. Los términos del artículo 
99» la especie de declaratoria que es preciso li* 
brar aun en el caso de sobreseimiento, y la cuen* 
ta que se manda dar con el expediente al tribu- 
nal superior, que es la Corte de justicia respec- 
tiva, según el artículo 10, todo convence que el 
auto de sobreseimiento 6 de corte en providen- 
cia, tiene la fuerza de sentencia definitiva, y que 
debe librarse precisamente por el juez & quien 
atribuya la ley el conocimiento de la causa en 
primera instancia hasta su conclusión. De esto 
resulta que los alcaldes no pueden usar de la fa- 
cultad del citado artículo 99* sino en las causas 
cuyo conocimiento hasta pronunciar definitiva, se 
les haya atribuido por la ley, como son las de 
hurto simple de menor cuantía que no exceda de 
15 pesos. Así lo corrobora la ley orgánica judi- 
cial que limita la intervención de los alcaldes, en 
las causas criminales del conocimiento de los jae- 
ces de primera instancia, á la formación del su- 
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maño y á la-ftíiiOK y confesión átl no, imyo- 
niéndoles el deber de remitir las diiigenoiae ai 
jaez compeieote* La propia iey^ qne aatorisa á 
lus alcaldes para proveer á preveocioii en las ac- 
tnaciones que se promoviesen sin oposición de 
parte, les manda abstenerse de dar aprobación ni 
resolución, cualquiera que sea su naturaleza ü ob- 
jeto, pues ella queda reservada á los jueces de pri- 
mera instancia. Como 6 lá prisión del reo debe pre- 
ceder la información sumaria y seguir inmediata- 
mente la confesión y remisión ai juez de prime- 
ra instancia, será raro el caso en que el alcalde 
deba poner en libertad á un individuo preso en 
virtud del procedimiento ; pero llegada tai ocur- 
rencia, ies obvio lo que debe practicar el alcaide. 
Desvanecidos los fundamentos que exigieron la 
prisión, debe poner en libertad al arre8t&do,*para 
no constituirse en detento r arbitrario, pero ha de 
abstenerse de dar la resolución determinativa del 
procedimiento con la declaratoria favorable que 
expresa el precitado artículo 9. ^ . Esto queda re- 
servado al juez de primera instancia, á .^uien con 
tal ñn se pasará el sumario por el alcalde, aun 
en el caso de no resultar mas indiciados que el 
puesto otra vez en libertad ; de manera que des- 
pués de abierta una inquisición sumaria en las 
causas da que se trata, toca solo al juez de pri- 
mera instancia declarar por concluido el proce- 
dimiento. De su resolución se dará cuenta á la Cor- 
te Superior, si alguno lo pidiere, como prescribe 
la ley. En el sobreseimiento y corte en provi- 
dencia que hagan ios alcaldes, en las causas de 
hurto simple y que no exceda de 15 pesos, no 
hay necesidad de la asociación de los dos veci- 
nos, hiendo así qne ella se requiere por la \ey^ 
cuando la sustanciacion ha progresado hasta el 
estado de librarse el fallo deñnitivo. No hay por 
tanto fundamento para exigir una aclaratoria del 
Cuerpo Legislativo sobre los puntos consulta- 
dos. Comuniqúese este acuerdo á las Cortes 
Superiores. — Urbaneja. — Martínez, — Brocho. — 
Duarle, 
PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de 

LA COI^TB SUFREMA DE 23 0£ DICIEMBRE DE 

1844 declarando que al preso mandado poner 
en libertad bajo fianza^ debe admitírsele^ pa- 
ra los efecios.de esta^ caución juratoria^ caso 
de serle imposible prestar el fiador. 
En la ciudad di^ Caracas á 23 de Diciembre 
de 1844, 159 y 34^ reunidos los Ministros de la 
Corte Suprema de ^Tusticia, en cumplimiento de 
un auto del tribunal* dióse cuenta de un escrito 
del Dr. Wenceslao Urrutia en que,, como defen- 
sor de Ju9é Antonio Rebolledo, encausado crimi- 
nalmente por conspiración, propone queja con- 
tra los minijstros de la Corte Superior del se- 
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fundo dktHt0, ya por haber determinado que 
en el procedimiento se observasen trámites ordi- 
narios prescritos por la ley que existía cuando 
fué sancionada la de conspiradores ; ya por ha- 
ber decidido que estando decretada la excarcela- 
ción del enjuiciado bajo de ñanza, no era sufi- 
ciente la caución juratoria, en defecto de persona 
que sirviese de garantía al preso para su liber- 
tad. Fué objeto de la cuenta no el resolver so- 
bre el fondo de la responsabilidad, sino conside- 
rar los puntos enunciados para conocer si el su- 
premo tribunal se halla en el caso de dictar de 
oficio alguna providencia, puesto que no se ha 
suscitado duda, ni elevádose por consiguiente una 
consulta debidamente sustanciada. Destituido de 
toda documentación el primer punto de la que- 
rella, no se presenta la necesaria claridad en los 
términos á que la Corte Superior contrajo su de- 
cisión, y no puede percibirse si hubo en ella acier- 
to 6 irregularidad, á tiempo que esta falta de 
certeza hace importuna toda averiguación es- 

Eontánea, 6 imposible cualquiera providencia so^ 
re .un supuesto no comprobado ni conocido. — En 
cuanto al 29 punto, observa la S. C, que si 
por una parte es terminante la letra del artículo 
constitucional que exige la fianza para la escar- 
celacion cuando aparece del proceso que no ha 
de imponerse pena corporal, y que si este requisi- 
to no se llena estrictamente sino por la interven- 
ción de un tercero que se constituya garante por 
el enjuiciado, por otra abundan razones para 
creer que cuando este se encuentra en la incapa- 
cidad de presentar un fiador, queda suplido el 
requisito con la caución juratoria de presentarse 
eu juicio al requerimiento. — Asegurase la perso- 
na de un procesado y prívasele de su libertad, 
porque de otro modo podria eludirse la imposi- 
ción de la pena aflictiva del cuerpo, pero desde 
que el mérito de la actuación convence que solo 
ha de ser pecuniaria la responsabilidad resultan- 
te, carece de objeto la secuestración personal, y 
solo puede exigirse aquella garantía pecuniaria 
que no sea un imposible para el encausado. Si 
es un pobre, á quien los fondos públicos pro* 
veen por necesidad de su subsistencia : si la si- 
tuacion de escasez y aislamiento le niega el re* 
curso de un fiador ; no es sin duda el querer do 
la ley que se le continúe exigiendo lo que no pue- 
de cumplir ; así como llegado el caso del de- 
sembolso no podria obligársele á éL Debiendo 
ella comprender solamente la generalidad de los 
casos, requiere la fianza como la seguridad ordi- 
naria para una seguridad de intereses ; pero en 
la aplicación á un caso diversificado por cir- 
cunstancias particulares, no debe entenderse exi- ^ 
gido un requisito que no es ya exigible por su 
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imposibxIidacL La doelrina de jos jiiriMKMosAUos 

prácticos y los respetables precedentes de los 
tribunales, han estado de aeuerdo en que, en la 
ocurrencia que se ba mencionado, quedaba cum* 
|)lida, con la caución juratoria, la ley española 
que exigía también fianza para la excarcelación. 
El haberse renovado la propia disposición en el 
código fundamental de Venezuela, no -es cierta- 
mente un motivo suficiente para desatender la 
inteligencia de los tribunales para un ca»o eic* 
ceptuado de la regla coman .por su especiali- 
dad, y sí ha de fijarse la atención en el articulo 
constitucional, .para -considerar el espíritu domi- 
nante de la anterior legislación e^ipaflola, y de la 
presente de Venezuela, y hacer la diferencia res- 
pectiva. Son estas razones las que impelen al 
tribunal supremo á elevar el presente acuerdo ai 
Cuerpo Legislativo por si tuviere á bien hac4'r 
una explicación terminante que disipe todo géne- 
ro de duda. Entre tanto con v-iene la Suprema Cor- 
te con la práctica de admitirse la caución jurato- 
ria en el caso mencionado^ Comuniqúese á las 
Cortes Superiores para ios efectos consiguientes. 
-^ Urban^ja* — Martín ez* — Brocho. — Duarte, 

PROCEDIMIENTO CRIMINAL. Véase Presidi- 
dio de Maracaibo A, C. S. de 21 de Enero de 
1846. 
PROCEDIMIENTGcRiMiNAL. resolución eje- 
cutiva DE 28 DE ENERO DE 1834 disponiendo 
que los Gobernadores dejen en sus secretarías 
copias autorizadas de las listas que remitan al 
Ministerio del interior sobre el estado de*- las 
caucas criminales que se sigan -en sus provin- 
cias. 
Bepública de Veneznéla.— Secretaría do E. on el D. del 
Ulterior 7 Justicia. — Sección Central. Ramo de Justicia. 
—Caracas 28 de Enero de 1834. Afio 6 ^ de la ley y 24 
de la independencia. — Número 80. 

Sefior. Gobernador de 

De las listas que US. remite á este Ministerio 
cada trimestre, sobre el estado en que se encuen- 
tran las causas criminales que se siguen en esa 
provincia, dispone S. E. que se dejen en la secre- 
taría de ese gobierno copias autorizadas^ con el 
objeto de que US. promueva por su parte )a mas 
pronta j cumplida administración de justicia, ha- 
ciendo reclamos por las dilaciones que note en la 
oportuna comparación de aquellas, ó promovien- 
do con*tales datos las reformas de que sea suscep- 
tible la administración. De esta sueite, los gober- 
nadores y el ÉjéciMivo trabajando en este punto, 
con un propio fin, ''rio podrán ménós <jue encon- 
trar el resultado que se desea : perfeccionar las 
costumbres y mejorar el réjimen judicial. 

Soy &. — Firmado. D. B. Urbaneja. 
% Es copia. — Urbaneja, 

PROCEDIMIENTO criminal, resolución 
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«¡IBCOTIVA DB 17 DB JDtriowilSW declarwft* 
do que los jueces de pmz encausados por delir 
tos comunes quedan de heeko suspensos ^ de*- 
ben ser sosiikddos interinamente. 
Secretaría de Estada en los despachos del Interior y Jos* 
tlcia.— Sección 2 * —Caracas Julio 17 de 18^. afio 
10^ de la ley y 29^ do la ÍDdependencia.^Namero 
848' 
Sefior Oobemador de la ^provincia do Barqnisitneto. 

Se -ha impuesto el Gobierno del oficio de Uf?» 
fechad de Junio último nlimeFO 34, consultando 
la autoridad á quien toca suspender á loa jueces 
de paz por delitos comunes, y si debe nombrarse 
suplente, en consecuencia el Gobierno de acuer* 
do con la opinión de su Ck)nsejo, ha dispuesto se 
conteste á US. : qne los jueces de paz encausados 
por deMtos cemanes quedan de hecho suspensos 
a4 acordarse el auto de prisión, sin que sea necesa- 
rio que se acuerde 4a suspensiun por ninguna au* 
toridad^ pues la facilitad que concede á los gober- 
nadores el artículo 33 de la ley orgánica de pro- 
v-incias de 24 de Abril de 1838^ es solo para cuan- 
do infrinjan la constitución y las lejrcs ai desem^ 
petiar los deberes que estas les imponen, y que 
tanto en el caso deque se proceda contra los jue- 
ces de paz por delitos co muñen como en el de que 
sean suspensos por el Gobernador, deben loa con» 
cejos municipales nombrar interinos conforme al 
artículo 66 de la citada ley*— «Soy de US. Patento 
servidor. — Z>. B. Urbaneja. 

PROCPDIMIENTOcEiMiNAL. resolución eje- 
cutiva DE 2 DE DICIEMBRE DE 1840 eStobU- 

cien do reglas para la prisión de los emplea- 
dos de hacienda cuando sean encausados por 
delitos comunes. 

Secretaría de Hacienda.— Caracas 2 de Diciembre de 1840, 

11 y 80. 
Habiendo consultado el ud ministrador princi» 
pal de Angostura con motivo de la prisión decre- 
tada por el alcalde parroquial de Barrancas de la 
persona del administrador subalterno de Yaya, si 
debe llevarse ft efecto la orden de un tribunal 
cuando por un delito común decreta la prisión de 
un empleado de hacienda sin entenderse directa- 
mente con su jefe, á quien toca ponerlo á.dispo^ 
sicion del que lo juzga, y si excitado por el juez 
para proceder contra el empleado, dicho jefe 
tiene autoridad para mvesti^ar la Jasticia 6 Injus- 
ticia del procedimiento, 6 si dócilmente debe ce- 
der al exhorto, ofício ó despacho del tribunal; ei 
Gobierno, después de haber meditado detenida- 
mente y pesado las rabones que obran en pro y en 
contra de un asunto de tanta graredsKl y trascen- 
dencia, y con el fin de dar una regla paralo suce- 
sivo, y mientras el Congreso dicta tina ley sobre 
la materia qne determine las formalidades que de- 
bein preceder al arresto ó prisión de utt empleado 
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que rnaDej.a cauíbles p6Uicp8, ha reMieko: qtíe 
üunqiie por las atribuciones 17 y 18 del .artíllalo 
UT de la Cooaiitueion, toca b1 Pader Ejecutivo, 
como jefe de la administración feneral de la Re- 
pública suspender de sus destinos Alos empleados 
en los ramos de su. dependencia* cuando infrínjen 
las leyes, ó. sus decretos ú órdenes, con calidad de 
ponerlos á disposición de ia-auloridad competen- 
te* y separarlos cuando por incapacidad 6 negli- 
gen "ia desempeften mal susñioai(»nes, esto sir em* 
oargo no se opone á que los tribunalea de Justi- 
cia en el ejercicio de las que les son. naturales, oi- 
gan las acusaciones contra dichos empleados, de- 
creten su arresto .6 prisión, les abren causa y los 
juzguen cuando cometan faltas por que deban ser 
castigados ; y por tanto pueden ser arrestados 6 
presos por la autoridad que deba conocer de sus 
causas,^ sin previa 6rden del Gobierno cuando se 
trate dé delitos comunes, cuyo conocimiento cor- 
responde á.ios jueces ordinarios : pero en estos ta- 
les casos deberán. dar cueaia inmediatamente de su> 
determinación al Poder Ejecutivo, tomando anti- 
ci|)adamente la< precauciones necesarias para que 
los caudales que administren los empleados no 
queden en abandono, á cuyo efecto acorrirán al 
Gobernador delu provincia para que nombre el 
interino, á quien el encausado deberá entregar por 
inventario todas las existencias pertenecientes al 
tesoro, pues sin este paso previo, separado un em- 

f aleado repentinamente de sn destino, se expondría 
a República á pérdida» <le alguna consideración, 
y de cuyos perjuicios pretendería el procesado ha- 
cerle irjeaponsuble. 

Consúltese al Congreso, publíquese y comuni- 
qúese á quienes corres^ponda. --^Por 8. E^ — Smii, 

PROCEDIMIENTO cRiiMiNAt. acuerpo de la 

CORTE SUPREMA DE 23 DE JULIO DE 1 85*^ fi- 
jando la inteligencia del artículo 79) ley úni' 
ca^ título 13 sobre suspensión de la ejecución 
de ciertas penas por nuevas pruebas-. 

En la ciudad de Caracas, á los veinte y. tres 
dias del mes de Julio de mil ochocientos cinci>en- 
ta y cinro, los sefiores Presidente, Vocales y Fis- 
ralde Ift Corte Suprema de Justicia, con vista 
del artículo 7? ley única (íiulo 13 del Código de 
procedimiento judicial que dispone,., entre otras 
cosas que ^^si pronunciada la última sentencia 
aplicando las referidas penas ( de muerte, de pre- 
sidio de ocho á diez afios y de extraftamientoj 
ocurriere alguna prueba capaz de alterar la ser? 
tencia pronunciada, bien se haya ejecutado 6 es- 
té por ejecutarse, el sentenciado será oido nue- 
vamente, y se protiunclará nueva sentencia con 
arreglo al mérito que resulte'*; y considerando: 
1^9 qtíe sin embargo de ser terminantey clara es- 
ta dÍ!*posicicn. no se ha entendido de un mismo 
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modo, por 'algunos jueceh ejecutores, en los ca- 
sos que se han presentado hasta ahora: 29 que la 
fáltu de unidad ó confarraidad en la inteligencia 
de ut)a ley produce graves inconvenientes en su 
aplicación, por el abusoá que da lugar la mis- 
ma faite de unidad en el modo de entenderse; y 
39 que el diferente é irregular procedimiento adop- 
tado, retarda por lo menos la ejecución de senten- 
cias ejecutoriadas, después de agotados todos loe 
recursos que c^inceden las leyes, contra uno de los 
objetos de la justicia, que es el pronto castigo de 
los criminales ; acordaron: — Que llegado el ca- 
so que expresa el citado artículo 79 ; ©• decir, 
que luego que ocurra y se presente la prueba ca- 
paz por su entidad de alterar la sentencia pro- 
nunciada, se suspenderá la ejecución, é iomedia. 
tamente se remitirán los autos originales con la 
referida prueba ai tribunal que conoció en última 
instancia 6 ñn de que con vista de lo obrado resuel- 
va Hk conveniente. Trascríbase á las cortes superio- 
res para que lo hagan á los juzgados inferiores 
de sus respectivos distritos y tenga su debido 
cumplimiento y al seflor Secretario de Estado en 
los Despachos del interior y Justicia para que se 
sirva disponer su publicación en la Gaceta de Ve- 
nezuela. — Gonzalos, Blanco, Alfunzo, Viana, Ro- 
jas, Jesús María Sistiaga, Secretario Relator. 
El Secretario Relator, Jesús María Sisiiaga. 

PROCEDIlViIENTO criminal, resolución e- 
jEcuriVA DK 18 DE FEBRERO DE 1652 de guB se 
deduce por punfo general^ que dividida una 
provincia é instalada con sus respectivos fun- 
ciónario'.'f toca áestos el conocimiento de las 
causas qut se sigan contra individuos de la 
nueva provincia^ de que antes conocían los de 
la otra, 

tilecretaríaidel Interior. — Sección segunda. 

Caracas, Febrero 18 de 1852: 

Resuelto. — Dígase al Gobernador de la»; pro« 
víneia de Barínas. 

Di cuenta al Poder Ejecuti^Ko do la ñola de 
US.,. fecha 10 del mes-próximo- pasado, en la que 
inserta una comunicanion que el juez de provin- 
cia pasóla esa.GobeEnacien consultando, si los 
reos que tienen su domicilio en los cuatro can- 
tones que hoy ft»rman la nueva provincia de la 
"Portuguesa" deben remitirse á esta para ser 
juzgados, 6 si deben continuar las causas que se 
es siguen en la de Harinas^ en cuyos tribiuiales 
se iniciaron ; y S. £. me ha ordenado contestar á 
US.: que instalada ya la nueva provineia y 
nombrados los funcionarios de todo orden .que 
deben . regirla, ha cesado por estos beckot la ju- 
risdicción de los anUguos. fanekmarios judicia^^ 
les, pues estos no pueden conocer ni seoteoeiar 
sJDQ lai. caueas civiless y criminales qoe se si* 
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guen á los ciudadmoos habitantes de los cantones 

que componen hoy ia proTÍneia de Bsrínas, y 
de ningana manera las que se sigan á los do- 
miciliados en la <' Portuguesa/' por tener res- 
pecto de los últimos la incompetencia llamada 
en dereeho raiione personce, y que, por tanto, 
debe US. ordenar Ja traslación de los reos en- 
causados en la antigua provincia, antes de 8U des- 
meml>racion, á ñn de que sean puestos á dispo- 
sición de sns jueces naturales. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteltg«ncia y á los fines preinsertos. 

Soy &.. — Por S. E.— ^jHcrrcrfl. 
PROCEDIMIENTO criminal, resolución bxe- 
ctJTivA DE 27 DE AGOSTO DE 1862 determinan- 
do Jo que debe observarse en las causas que se 
sigan contra los inMgenas 'por delitos graves* 
Secretaria del Interior.— -Sección cuarta. 
Caracas, 27 de Agosto de 1852. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de la 
proTÍrrcia de Guaya na. 

£1 Consejo de Gobierno, á quien S. E. el Po- 
der Ejecutivo consultó la duda ocurrida al juez 
de efA provincia, sobre las leyes por las cuales 
deban ser juzgados varios indígenas de Rio Negro 
sumariados por el delito de homicidio, y de que 
habla US, en su comunicación de 3 de Abril úl- 
timo, ha evacuado sn informe de la manera 8i> 
guíente : , 

'« Los indígenas son venezolanos, y todos lo^ 
venezolanos son iguales ante la ley ; no hay duda, 
pues, que todos están sujetos á lab leyes que se 
hallan en observancia en la República, y que los 
indígenas de Rio Negro, como cua1esqui,era otros, 
deben ser juzgados por ellájs : éin .en^bíargo, sería 
una crueldad aplicar las penales,' sin tener con- 
sideración á muchas circunstancias que existen, 
respecto de los indígenas, para su atenuación : 
muchos hay enteramente salvajes, que no están 
reducidos á .sociedad; y otros, etique ^K^^'^stán, 
carecen de la instrucción necesaria, y «sobre' todo 
de hábitos de civilidad. Toca á los jueces, según 
las leyes comunes, y rjespecto á Vm indígenas 
especialmente^ las leyes de indias, 'apreciar to- 
das estas circunstancias para la eplieacion de las 
penas. % 

^ Por esto fué que la ley de l^de Mayo de 1841 
sobre reducción y civilización de indígena^, auto- 
rizó ai Poder ejecutivo pam que ' prcmioiMdse. 
por «aantos medios estén 6 su 4i kanOe; la 4^ ne- 
ciony cíviiiaacioQ -de indígenas entodo el territo- 
rio idií la AepübUca ; estableciendo en el artículo 
29 que estas «poblacionas quedan «exeatas del ré* 
gimen que establezcan Jas leyes generales de la 
^^epfiblieav aajetándolas aliespeeial que les dé el 
Gobienio ; y ea el ^ únieo sedee, que^KToogre- 
so d^lemuBaiá cuando «convenga la sujeeioa^de 
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diehas poblaciones al régimen del resto de la Re« 
pública. 

'<En el artículo 41, título 69 del reglamento or- 
gánieo del distrito de Rio Negro, formado por el 
Ejecotiro en 20 de Agosto del mismo año, se dice lo 
siguiente: ^'En los casos de delitos graves, de los que 
no puedan ser castigados con las penas ñjadas en 
el artículo 86, los funcionarios de reducción ins* 
truirán el correspondiente sumario, arrestarán al 
delincuente 'ir lo remitirán al juez ordinario mas 
inmediato." I Esta es la regla que debe seguirse 
«n el modo -de proceder; lo demás corresponde 
al juez ordif9ario que ha de juzgar según las leyes 
de la RepübMca; opinando la comisión que así se 
consulte al Poder Ejecutivo." , 

Y S. E.de entera conformidad con el dictamen 
del Consejo de Gobierno inserto, ha resuelto' se 
comunique á US., como lo hago para su inteii* 
gencia y demás fines consiguientes. 
Soy 4fc. 

Por S. E. — Herrera. 
PROCEDIMIENTO criminal. Prohibición de 
nombrar á los empleados, de fiscales, 6 defen- 
sores en causas criminales. Véase Empleados^ 
R. E. de 13 de Setiembre de 1839 (*) 
PROCEDIMIENTO criminal. Hasta cuándo 
no debe empezar á correr el término de prue- 
bas. Véase Hurto, A. C. S. de 12 de Abril 
de 1842. 
PROCEDLMIENTO criminal. Cómo se dará 
al reo vista del espediente. Véase Hurto, A. 
C. S. de 12 de Abril de 1842. 
PROCEDIMIENTO criminal. Formalidades 
que deberán preceder á In prisión de los regis- 
tradores. Véase Registro, R. E. de 6 de Di- 
. ciembre de 1854, art. 66 y 67. 
PROCEDIMIENTO criminal. Véase Prisión, 
Responsabilidad, A. C. S. de 5 de Enero de 
1844, punto 29, Pena corporal. Pena de pre- 
sidio. Pena capital, y Correo, direccign de 
causas criminales para los lugares donde no 
haya correo. 
PROCURADORES municipales. Su elección. 
Véase Provincias, art. 60. — Por quién se- 
rán suplidas sus faltas accidentales. Véase 
id. art. 66. — Sus cualidades. Véase id. art. 
67.— Su duración. Véase id^ art. 69.— Hasta 
cuándo deberán permanecer en ejercicio. Véa- 
áe'ií/. art. 70.— Carácter concejil (Je s|i destino, 
^ y roqutsíiio de posesión previa para su prenun- 
cia. VéSse id, art.'71.— Gónw) seles compelerá 
aposesionarse. Véase i<¿« art 72. — Son miem- 
bros de la Junta de sanidad. Véase id.,ñxU^O 
7 di. — Ante quién prestarán el juramento. 

(*) Estajesolacioa está concordante con el ( 1 p, árt. 
4? de la ley única tit 18 del procedimiento ctimlnal. 
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Véase id* «rt 415.->*Sii8 funcioi^s sobre régl- 
»eB poHtko de -las 'provincias. Véase n*¿. art 
86 y SQ8'5 námeros:-— Id en causas dé conspl* 
racioD. Véase Conspirádmete arU 13. — Id. en 
las de vagos, Véase Vagos, art, 40 4 3?— Id. 
en las de asonadas. Véase Asonadas^ art. 1 1 . 
--4d. sobre mHicia^ Véase Milicia nacional^ 
D. E. R.-^ 1? del urt 29— Sobre menores que 
sin los requisitos legales contraigan matrimo- 
nio. Véase Matrimonio, sltU II.— Sobre cuen- 
tas de fábrica. Véase Mayordomías de fábricas, 
art 2? 
i^ROCURADORES municipales. Cuando po- 
drán representar en papel común. Véase Pa- 
pel sellado, R. E. de 22 de Mayo de 1874. 

PROCURADORES municipales. Rbsoltjcion 
EJECUTIVA DE 19 DB íüLio DE 1836 dechirar»r 
do que sonmiemlfos nóíoa de loa concejos con 
voto en sus delibtraciohés. 

BEPtJBLlCA DE VENEZUELA -^ Seci:etaria de Es- 
tado en «Idespncbo del Interior y Jostícia.— Sección 
Municipal .—Nú mero ZÍ!, 

Caraca? 1 P de Julio de 1886, 79 de la lé^ ^ 26 de la 
independencia. 

8r. Alcalde I9 municipal del cantón Arau^e. 

Ha considerado el Gobierno la consulta conteni- 
da en el oficio dirigido por U. á ^te despacho en 27 
de Febrero último bajo el n. 2^, y he recibido or- 
den de contestar : que componiéndose los concejos 
Itnunlcipales según el artículo 56 de la ley orgftni- 
Ta de proñncias, de alcaldes, de los municipales 
que designen las asambleas municipales y. de un 
procurador municipal, no hay motivo para dudar 
que este último funcionario sea un miembro nato 
del Concho con voto en sus deliberaciones, con 
tanta mas ratón para esto último, cuanto qne para 
que no tengan voto los jefes polfticos, ^presidentes 
dé dichos cuerpo»^ sino en los casos de empate, ha 
tenido el Leffislador que prohibirlo expresamente 
en el artículo 36 de la ley. 

Con esta misma fecha comunico estaTesolocion 
al Sr. Gobernador de esa provineia para su inte- 
ligencia, trascribiendo el oficio qnela motiva, pa- 
ra que erite en cuanto esté de su parte el que los 
concejos municipales experimenten en lo soeeávo 
4a ialta de los miembros necesarios para celebrar 
sus sudones, y desempefiar las delicadas funcio- 
nes que la lev ha cometido á estos cuerpos. 
Soy de US. muy atento servidor 

J. jS. Rodriguez. 

PROCURADORES municipales. Resolución 
BjBOifriVA PE 22 DE JUNIO DB 1840 decla- 
tandoloÉ incursoa en la pena que establece 'él 
art. *fít de fo ley 'orgánica de provincias, 

l&epdbHca de Venexnela.— Secretaria de B. en elDes- 
^ padio del Interior y JoBtida.^ Sección d.— Caracas. 

fnom. 
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22 de Janio de 1^, 11 de la ley y 80 de la indepen- 
dencia.— Núm 460. 
Sr. Gobernador de'Barítaas. 

Instruido el Gobierno de la consulta que 
US. hizo en oficio de 18 do Abril 6Uimo nú- 
mero 83, ha resuelto con fecha 20 del corriente lo 
que sigue. 

" Los empleados'á que se refiere el articulo 72 
de la ley orgánica de provincias que continúan au- 
sentes después de )iaber expirado el término del 
permiso que se les concedió para separarse de sus 
destinos, están en el mismo caso que los que se au- 
sentan con el permiso correspondiente y sujetos 
por lo tanto ft la pena impuesta por el citado artí- 
culo. No están en el mismo caso los alcaldes,. por- 
que no sehallancompí andidos en el referido arti- 
culo ; mas cuando estos se ausentan sin permiso ó 
continúan después de haberse concluido el térmi- 
no del que se les concedió, cometen una falta que 
como se vé, ha castigado la ley en otros empleados, 
y no es de creerse que en ellos la haya tolera- 
do) no obtante no haber expresado el castigo que 
merecen» Por esta razón considera el Gobierno que 
deben ser sometidos é juicio, y dispone que así se 
verifique mféntraael Congreso, á quien se manifes- 
tará el vacío de la ley orgánica judicial en esta 
parte, acuerde lo conveniente." 

Soy de US. roui atento servidor. — Ramón Yc- 

pes, 
PROCURADORES JvmciALES. Véase patro- 

sinantee, 

PRÓDIGOS DECLARADOS TALES. Por quíén se- 
rán representados en juicio. Véase Partes en 
juicioart 6 y 7. 

PRODUCCIONES litb&abias. lky de 8 de 

Abrtl de 1853 asegurando supropiedad, ^ 

Deroga la de 19 del propio mea de 1839 ;>. 

$M8 del cuaderno de ese año, y 385, número 36^ 

del vuerpo de 1851 • 
fil Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venesuela reunidos en Congreso 

CONSIDERANDO '. 

19 Que todo autor tiene derecho á la propiedad 

de su obra. 

29 Que este derecho debe ser eficazmente ase*- 

gurado p<vr la ley; y 

9* Que semejante garantía contribuye al pro- 
greso y perfección social. 

DECRETAN : 

Art. 19 £1 vene4olano¿ venezolanos y el et- 
tranjero 6 extranjeros^ con tal que estos residan 
dentro del territorio del Cistado, que sean autor ó 
autores, o traductor 6 traductores de una obra ó 
composición literaria, biell sea libro, cuaderno 5 
escrito de cualquien otra cldse, ó de un mapa, 
plano 6 pintura^ diseño ó dibujo ó composición de 
mfteiea, «lendráa derecho exclusivo de imprimirla^ 

1? 
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ghibarla, Iftograéarla y reproducirla dt» caalquler 
otra manera semejante á las expresadas que se ha- 
lla usado 6 Se usaren en adelante para multiplicar 
los ejemplareÉ-, pediendo ellos solos publicar, ven- 
der y distribuir dichas obnis por la primera vea res- 
pecto de cada^edicion 6 publicación que hagan por 
IbI tiempo de íu Vida, y catorce lüos d^espues de su 
muerte en el cato de dejar viuda ó hijos, 'en faV'or 
de aquellaíi y estos segün las leyes que arreglan 
las herenciasv 

Art 2? Del mismo privilegio goiarán aquellos 
qt^ por justo título hayan adquirido del autor 6 
autores 9 traductor ó liraductores loé derechos que 
les concede esta ley, durante la vida del privilegia- 
do y catorce a (I os despees de su muerte. 

Art. 39 t^<^ra got^r del privilegio indicado de- 
berá el autor 6 traductor de la obra, 6 el lecítimo 
poseedor de los derechos de estos, antes de.impri- 
inirla, grabarla, litografiarla ó multiplicarla rotno 
se ha dicho Stegun Sea el csso, dirigirse al Gober- 
nador de la proVihcia presenté nclole el título de la 
obra 6 composición^ y solicitando qtié se registre 
^^e, y sie ekpida la patente para gozar del benefi- 
cio de la ley. El Gobernador hará jui-ar antesíal 
peticionario que la dicha obra no ha sido antes im- 
presa, grabada^ litografiada^ 6 multiplibhda como Se 
ha dicho, ni en el territorio del Estado, ni en pais 
extranjero, y así verificado, hará registrar dicho 
título en un libk'o qti^ llevará al efecto. Se exten- 
derá y entregat-á después una patente sellada 
con el Sello de la Gobernación, y escrita en los tér- 
minos siguientes : '* N. Gobernador de (aquí el- 
nombre ae la provincia,) hago sabei* que (aquí 
el nombre del peticionario, ) se hb presenta- 
do ante mí reclamahdb el derecho exclusivo pa- 
ta publicar y vender una obra do su propiedad cu- 
yo título ha dispositadb y es como sigue : (aquí el 
titulo de la obra,) y que ha hiendo prestado el 
juramento requerido, lo pongo por la presente hn 
posesión del privilegio que concede esta ley. 

Íel cual se ekpresará según el articulo primero) 
)ada en (aquí el lugar y la fecha y en seguida)» 
Ib firma del Gobernador y de su Secretario." 

( ünicoi La disposición de los tres artículos 
antecedentes protegerá también las obras ó compo» 
Siciones literarias y artísticas & que se refiere el ar- 
tículo primero, aunque hayan sido en todo ó en 
parte ya publicadas ; siempre que sus autores ó 
los heredaros de esta ó sus legítimos poseedoies 
reclamen, dentro de seis me^es despbes de lapro- 
tnulgacion de esta ley, el goce del privilegio qUe 
ella cohbede, y llenen los requisitos prevenidos en 
el artículo anterior. 

Art. 49 Estará obligado el que hbya obtenido 
una patente á imprimirla á la vuelta Üe la hoja que 
contenga el título de la obra impresa, y hacerla 
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pttbilear por lo menos eiaálro veces •ntlgonotiM 
los periódicos que se publican en el estado, deatio 

Je foB dos primeros meses despees de la conccMloa 
e la patente; toas si la obra fu^re. grababa; UUt- 
grafiada y otra cuyo principal carácter sea repii- 
sentar algún objeto por deliaeami^Dtos gráficoa^ 
entonces podrá ponerse solamente en lugar de 
la patente lo que sigue: Registrada co^^rme 
á la ley. " También está obligado á presentad al 
Gobernador que expidió dicha patente un ejen* 
plár de la obra ya impresa^ grabada, litcgrafiada 
ó como sea, dentro de los dos primeros mesea daii^ 
pues de la publicación de la obra. La omisiaa ó 
falta de cualquiera de los dos requisitos exigi- 
dos en este articulo, anulará el privilegio^ excepto 
en los casos que adelante se eipresarán. 

^ único. De toda obra privilegiada que se publi- 
que. Se pondrán dos ejbmplares á disposición del 
8r. Secretario del Interior con destino á la Biblio- 
teca Nacional. 

Art. 59 Los Gobernadores de las provineiai 
conservarán en los archivos de las tiobernacto* 
nes los ejehoplares de las obras que se les presen- 
ten en (conformidad del atícülo anterior ; ellos sei^ 
viran paiá compararlos cbn los que puedan contra^ 
hacerse eh los tasos de litigio que se susciten por 
causa de los privilegios. 

Árt. 69 Sise hiciere nueva edición de una obra 
privilegiada conteniendo adiciones ó variaciones^ 
se presentará al Gobernador el ejemplar de qué 
habla el artículo 49 y se pondrá & disposición del 
Ministro del Interior los dos ejemplares que por 
el 4 único del toistno se destinan para la bibliote- 
ca rfadonal. 

Art 79 Bi el privilegio que se solicita fueee pa- 
ra ijsiprímir la traducción de una obxa escrita eit 
una lengua extranjera, no se expresará en el ju- 
ramento de que habla el arifculo 3? que la óbrand 
ha sido traducida, ó que no existen impresas otraa 
traduccieties de ellas, sino que la misaoa traduccioii 
para la cual se solicita el privilegio^ no ha sido im- 
presa en Venezuela ni en pais extranjero. Has 
por esta concesión no se entenderá que se priva á 
loa demás de que hagan una traducción dUerenís 
de la misma obra. 

Art. 8^ Los que con huiraccion del privilegio 
imprimieren, grabaren 6 litografiaren ó de olit 
manera semejante reprodngéren los ejemplaveÉ 
de una obra 6 composición cuya propiedad liaya 
sido reclamada (i obtenida conforme á loa ténñi¿ 
nos de esta ley; los que las introdugeren de paii 
extranjero reproducidas de cualquiera de los ino- 
dos indicados; los que las reunieren» expendieren 
ó distribuyeren habidas ilegalmente, á mas de la 
pérdida de los ejemplares en que consiste el deli* 
tOy incurrirán en una moka del duplo de su valot 
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á beneftdo del prÍTilegiado ; y en cmo de insolTeD- 
da, safiriran ana prisión de ano á aeis roeeep, 

^ único. Si el fronde conslttiere en haberse im* 
preso el manuscrito de una obra contra la volun- 
tad de su duefto, se incurrirá en la mnlta del cuá- 
droplo de su valor; y en caso de insolvencia, se 
eastigar& con una prisión de dos meses á un alio. 

Art 99 No se reputA^ ni se reconocerá como 
violación del privilegio concedido por esta ley, 
siempre que se hagan compendios 6 estrac- 
•tos de la obra, 6 se inserten tronos en otras com- 
posiciones 6 escritos que se publiquen, con 
tal que estos trozos ó fragmentos asi inserta- 
dos no excedan de la mitad de la obra privile- 
giada. Se reputará violación del privilegio la 
impresión del todo 6 mas de la mitad da la obra, 
afin cuando se haga aftadiéndole notas, comenta- 
rios, explicaciones 6 amplificaciones. Sila obra fue- 
re un mapa, plano, pintura, disefto ó dibujo, se re- 
putará como violación del privilegio la reproduc- 
eion del todo ó mas de la tercera parte de la obra 
eon los mismo» delineamientos, signos 7 propor- 
eiones, aunque sea en una escala menor ó mayor 
que la de la obra original 

Art 10. En caso de que por algún interesado 
ó por el fiscal ó personero pftblico, se pruebe al 
propietario de una obra privilegiada que solicitó 
y obtuvo el privilegio después que dicha obra 
habia sido impresa, grabada, litografiada ó como 
sea el caso, dentro del territorio del Estado ó pais 
extranjero, ó que dejó de cumplir con alguno de 
los requisitos exigidos por esta ley para gozar de 
los derechos que ella concede, después de oído y 
convencido en juicio, se le declarará privado del 
privilegio, y se le condenará á una multa de cin- 
cuenta á doscientos pesos que se aplicarán á bene- 
ficio de las^ escuelas primarias del cantón en don- 
de residiere el expresado autor ó editor, sin per- 
juicio de la pena de perjuro. La peoa que se le im- 
ponga, se publicará por tres veces en uno de los 
periódicos de la República. 

Art 11. Se deroga la ley de 19 de Abril de 
1889. 

Dada en Caracas á 6 de Abril de 1853, alio 34 
de la ley y 43 de ia independencia.-— El Presiden- 
te del Senado, Rüimufido AniuezOf — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Francisco 
Oriach. — ^£1 Secretario accidental def Senado, 
Cruz María Llamosms.^^El Secretario de la Cá- 
mara de Represen Untes, J. P^ilia* 

Caracas, Abril 8 de 1863, afío 24 de la ley y 43 
de la independencia. — Ejecútese. — J, G, maná' 
gas. — Por S. E. el Presidente de la República. — 
£1 Secretario de Estado en los despachos del In- 
terior, Justicia y Relaciones Exteriores. Simón 
Planas, 
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PRODUCCIONES oRANADiirA& nBcnaro na 3 
DS MATO DS 1812 libertándolas de todo dere- 
cho* 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Veneauela, reunido» en Congreso. 

Considerando: 
Que la Nueva Granada admite en su territorio 
las producciones y manufiíetnras de Venezuela 
introducidas por tierra, rios ó lagos situados en la 
línea extensa divisoria de las dos Repúblicas, como 
si fuesen producciones y manufacturas de la mis- 
ma Nueva Granada por virtud de las íntimas re- 
laciones de pueblos que antes han constituido 
una misma nación; y que es justo declararen fa« 
vor de las producciones y manufacturas de aque- 
lla nación igual y recíproca libertad de introduc- 
ción por las mismas vías en el territorio Venezola- 
no. 

Decreten: 
Art único. Las producciones y manufacturas 
naturales de la Nueva Granada, no pagarán de- 
recho alguno á su introducción en la aduana del 
Táchira y otras internas ; mas todas las produc- 
ciones y manufacturas de origen extranjero á la 
Nueva Granada que se introduzcan por cualquier 

Íiunto de la frontera están sujetas á pagar todos 
os derechos de importación. Por consiguiente 
las administraciones ae San Antonio, Angostura 
y demás de provincias limítrofes con la Nueva 
Granada cumplirán estrictamente las leyes de la 
República sobre comercio exterior, especialmen- 
te las de importación y comisos, y vigilarán á 
efecto de impedir todo fraude. 

Dado en Caracas á 2 de Mayo de 1842, año 13 
de la ley y 32 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, Joeé Manuel de los /{to«,-^£l 
Presidente de la Cámara de Representante?, 
Francisco D^aj^.— El Secretario del Senado, 
José R, Bsirguillos.^-^EÍ Secretario de la Cáma- 
ra de ílepresentantes, Rafael Acevedo. 

Caracas, 3 de Mayo de 1842, aflo 13 de la ley 
y 32 de la independencia. — Ejecútese. — José A. 
Páez. — Por S. £. — El Secretario de Hacienda, 
FrandecQ Arando. 

PRODUCCIONES^ granadinas. Rf>g}as & que 
están sujetas para su exportación. Véase Con* 
tribucion extraordinaria^ R. E. de 3 de Agos- 
to de 1849, punto 2? 
PROFESIONES rslioiosas. Véase Conven- 

ios, L. de 4 de Marzo de 1826. 
PROMOCIONES »K LA marina. Véase Marina 

L. de 16 de Abril de 1844, art. 3. 
PROMÜLGACIOÍí DE LAS leyes. Véase Leyes^ 
art. constitucional 101 y R. £. del8deJun¡o# 
de 1836, y ProviaciaSf art 10. ^ único. 
PROPIEDAD FARTtovuuu Garantías de que 



t32 



«Ano i»ítÁi iMiaBAomr- 



PRO 



goza. Véase Düposiciane$.g€nerüle$ eansUáu- 
dónales, art. 188 y 20a 

PROPIEDAD PARTICULAR. RESOLUCIÓN BJK- 

C7TIVA DS 28 DE RUBRO DE 1842 declarando 
vigente la ley de Colombia de. Zi de JulUí de 
1823 sobre ifulemnizacion^ de laque se tome 
para uso público^ 
S'íc.retaria de Ia bíUrior.-^eeciQ^iercera. 

Caracas 28 de Enero de 1842. 
Seflor Gobernador de esta provincia. 

Di^ cuenta á 8. C. el Presidente de la R/epü- 
biica de la comunicación dirigida por US. é este 
ministerio con fecha 7 del actual,. consultando, á 
nombre de la Junta superior de caminos de que 
es presidente, si está en. observancia en Vene- 
zuela la ley de 31 de Julio de 1823 que estable- 
ce las reglas, que. deben guardarse, cuando haya 
necesidad de disponer de la propiedad particu- 
lar pana U4»os públicos ^ y con dictamen del Con- 
se^ de Oobierno se ha servido. S. E. dictar la si- 
guiente resolución. 

*'Las leyes y decret:?s expedidos por el Cuer- 
po Legislativo de Colombia hasta 1827 tienen 
fuerza y están en observancia en Venezuela si no 
se oponen directa ni indirectamente & la Consti- 
tución y leyes üe la República. La de 31 de Ju- 
lio de 18^ sobre indemnización de las propie- 
dades particulares que se tomen para osos pábll- 
cns, ncr ha sido expresamente derogada, ni está 
en contradicción con ningún art&Hilo constítncio- 
nal ni con ninguna ley de Veneaaela, antes bien 
el artículo 177.de la Constitución de Colombia 
vn virtud del cual se expidió Ja ley arriba citada, 
es sustancialmcnte .el mismo que con el número 
2€8 se halla en la de Venezuela» Declara por 
tanto el Gftbierno que está.ugente la ley de 31i 
de Julio de 182a" 

Tengo el honor de transcribirlo ,á U8« en con- 
testación á su citado oficio.— «Soy de US, aten- 
to servidor. — Ángel Quintero. 

PROPIEDAD PARTICULAR. OAPÍTtTLO III DE; 

LA LEV DE 31 DE JULIO DE 182^*4 que se re- 

fiere la Resolución anterior.- (*) 

Art. 32. Para la ctnstrucHon de Ctial quiera 
áhTR pública de conocida utiliiUd, hí'eil fte haga 
por empresarios competenlemcut^ aihor>7a Jo^. ó 
&. expensas del- tesoro nacional^ :<ci <!up:iiá,0 atra- 
vesará la propiedad particular, i^i^la r\icii.sif»n, 
djreccion^y forma que S9a neceaerH») indemnizan- 
do antes á sus dueflQSi á.b\íeii vj^t» de hom))res 
buenos. 

- — - — - . — " . — -- 

(*) Xfts capítulo DO /Mtá jncliiidc^, en.el cnecpp 4e le- 
vas Impreso en 1861 ¡ pero n\ ezMte duposlclba alguna 
eo oootrarlo, ni la ley paode eomdderarse derogada vlr- 
tualmente sino en sos aemas capitalos, por exntir leyes 
QKMielales sobre las materias &qiie^]c!tJi9Lee&tmfB| I 
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Art 33. Coando la piopiedad qae se haya de 
ocupar sea parte de un edificio y el propietario 
no se conforme con 1^ regularizacion que se ha- 
ya hecho de aquella parte, se comprará todo el 
edificio.por cuenta d#^la empresa.. 

Axt. 34t Sí algunos^ terrenoe^ molinosi, ace- 
quias de regadío, fábricas 6. oti»s.estableoÍBiieD* 
toa de cualquiera espeftcy se desmejorasen 6 
inutilizasen por causa de una obva pftíblica, aun* 
que esta.no ocupe parte de eilos^ se indemniará 
á los propietarios^ do todos los dallos que expe- 
rimenten, 

Atí. 35. Cuando sea preeis» abrir cantoras 
para emplear sus matoriales en- obras p6blleaa» 
se ocupará el espacio que sea necesario abonan* 
do solamente el val«)r del' terreno, sin con- 
sideración ninguna al que tengan- ios materiales. 

Art 36^ Lqs pneblos y particulares que posean 
lagunasy^ marisnaa d terrenos- encharcados y 
pantanosos, siat.a(Jicacion á laasricultura ni á la 
industria, no podrán oponerse bajo ningún pre< 
texto A que el gobierno 6 particulares competon-« 
tómente autorizados, emprendan so desecamien- 
to, bajo condiciones que aseguren á loa propie* 
taños el * valor de sus terrenos en el estado de 
inundación ; pero si loe propietarios de la ma- 
yor parte del terreno encharcado quieren encar- 
garse dé hacer la obra, en igualdad de cireuns- 
tanciaSi serán preferidos^con arrezo al artículo O? 

Artt 37: La tasacion.'de los terrenos y edifí- 
oios ocupados, suprimidos, 6 desmejorados de 
cualquiera manera, por causa de una obra publi- 
ca, se bi^rá siempre con arreglo al» valor que te* 
nlan al tiempo de em|)ezarseTa obra, 

Art. 38. Jamas se podrá impedir ni suspender 
la» ejecución de una obra pública á. pretexto ck 
dsflos eíectí^K>s 6> presumidos, ocasionados i 
particulares-, pues si fueren efectivos serán indem 
nizadosf-y sí fueren presumidos y el peligro 
fuese cierto ¿ juksio de parites,^ baetará que se 
afiance 6 deposite la canudo^ necesaria para sa* 
tisfaccion ilel'dano presumida 

Art. 39. Los que contra lo prevenido en el 
artículo .que precede* entorpecieren la qj^cncion 
d^pro^rtsoa cjp u^ia i>bra pablica, quadan obliga* 
dos á,sa titila cer IimIos los dafios y perjuieíoe que 
resultaren aK publico y á los empresarios. 

Art 40. Para indemnizarla. loSfe propietarios dO' 
tejáronos 6 edificios ocupados 6^ d^mejoradoa por 
una obra pCiblica^ae nonxl^riurAn trea^ peritos: el 
primerp.por el propieUri^ 6 qpien. lo representa- 
re :; el segundo por el empresario 6 quien lo f<* 
presente ,* . y • el . terjcero .por. el propietario y em- 
presario, y en caso,d^ discordia «n la elección de^ 
este, ültipio^.la.decldjrft. el gobernador áfi la 
vincía respectiva* 
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Art 4U Cuando para la ejecn^oa de un pro- 

Íecto.se hayan de ocuparé, p^rjujlicar terrenos 
B un. gran námero de propietarios» todos ellos 
elegirán el perito que les toca :. la. elección se ha- 
rá por la mayoría respectiva de votos,, y en ca- 
eo de igualdad la suerte, dmdo. 

Art. 43. El propietario que por sí, ó por su 
apoderado no asista á, 1# junta de elección, se en- 
tiende que se conforma con. el que hubiere sido 
nombrado. 

Art. 43. Los- tres peritos, aeompafiados de los 
interesados 6 de quien los represente, cuando. no 
quieran asistir, reconocerAn la propiedad 6. pro- 
piedades que sean objeto de la indemnización ; 
si los dos primeros peritos convienen en la tasa- 
*cien, queda con esto determinada ; maa si no^con- 
ftinleren, decidirá el terrer perito.. « 

Art. 44. Las quejas á que diere lugar el jui- 
cio de peritos, y todas las reclamaciones que se 
originen sobre cumplimienlo de. convenios, con- 
tratos, doeretos de concesión ydemas relativo A la 
ejecución y conservación de las obras públicas, 
se jozgarán por loa tribunales de las provincias 
respectivas, conforme al orden que han señalado 
bs. leyes. 

Art. 45. Los gastoa que ocasione el nombra- 
miento y operaciones de los peritos, serán siem- 
pre de cuenta de la empresa. 

PROPIEDAD DB 1»kODüCCI0!«ES LITERARIAS. 

Véase Producciones literarias. 

]^ROPIBDADES del estado. .dbcrbto de 17 de 

MAYO DE 1836 ordenando /a v^n/a de las que 

no están destinadas á'usos nacionales^ y de las 

inutilizadas^ ó que se inutilicen en lo adelante. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 

República Í'e Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 

hrU \o Se autoriza al Poder Ejeentivo para 
que haga* vender en pfibliea subasta todas las fin- 
cas urbanas, los fitiies y enseres de las extingui- 
das rentas de tabaco y diezmos, y todos los demás 
bienes, muebles' é inmuebles pertenecientes á. la 
Nación, qfie no esté.n. destinados ó que se destinen 
á usos nacionales, y los que estén ^ptitiliaados, ó 
se inutilicen en adelante con excepción de las 
tierras baldtiw que serán objeto de una ley espe- 
cial. 

Art. dO Las yenlas se rerlfiearán por anie h 
junta consultiva de la capital déla Repftbiica, 6 de 
la proirinda donde estén ubicados 6 existentes los 
Menes, ^gun. lo juzgue mas eoñreniente el Poder 
Ejecutivo. 

ATt 89 La buena pro en tales ventas, se dará 
al que ofrezca mayor suma, pero fú cst^i ftt'Te In • 
f^ripr ai valor estimado de la. cosa, «o suspenderá 
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el remate hasta la resolución del Poder Ejecutivo 
Art. 49 Eln pago de los bienes rematados se 
admitirá dinero 6deud» reconocida y califícada. 
por Venezuela á jucio del Poder ||íecutivo. 

Ajt. 59 Los expedientes de remates y los va- 
les de deuda nacional que se dea en pago, se re- 
mitirán al Ministro de Hacienda. 

Art. 69 £1 Ministro de Hacienda dará cuenta 
anualmente al Congrego de las ventas que so 
hayan verificado. 

Dadoen Caracas, á 15 de Mayo de 1836, 79 
de la. ley y 26 de la independencia. — El Presiden- 
te del SenadOf Ignacio Fernández Peña. — £1 
Piesidente de la Cámara de Represan tes^ Pedro 
Qut/tlcr«.:— El.secretario del Senado, Rafael Ace- 
fado.— *E1 diputado secretario de la Cámara de 
Representantes, /. A, Pér^z» 

Caracas, Mayo 17 de 1836, T9 y 26*r^£jocüte- 
se — El Vicepresidente encargado del Poder Eje- 
cutivo, Andrés Narvarle. — l&r S. E.-*E1 secre- 
tario de Hacienda, José E, Oallegos, 
PROPIEDAD EN LOS dUB fueron esclavos. 
Cómo lia debido comprobarse para los efec- 
tos de la ley de abolición. Véase Libertad de 
esclavos^ R £. de 17 de Junio de 1854, pun- 
to 29 
PROPIEDAD en los que fueron esclavos. 
Clu6 debió observarse en e\ caso de pérdida 
del título por incendio, terremoto ii. otro ra- 
so fortuito. Véase Libertad de esclavos R. £. 
de 7 de Julio de 1 854, punto 29 
PROPIETARIOS DE tierras baiiPIAs. De- 
rechos y deberes, que tienen* Véase Tierras 
haldin». art.. 18 y 1^ 

PROVlSiOM DE OBJETOS PARA EL SERVICIO 

ruoLico. Véase Juntas económica* dt liacien' 
da^ art. 8. 

PROTECCIJON. Véa$e Recursos d& fuerza, 
amparo y protección, 

PROTESTAS BE LOS capitanea, maestres, 
MARINEROS, &.. Véase Consuladifs venezolo' 
nosy L. de 30 de Abril de 1847, art. 34. 

PROTOCOLOS. Véase Registro, art 10 de la 
ley. 

PROVINCIAS*. LBT BE 24 BE ABRIL BB 1838 

sobre SU organización y régimen polUico* 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Considerando. 

Que la ley de 14 de Octubre de 1.880 sobre el 
régimen político y económico de las provincias, 
ha presentado en su ejecución Inconvenfénles que 
no pueden continuar sin grave peijuido de^la 
buena administración dek Estado^ 
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Decretan. 

CAPITULO I. 

H|Q^^« Gobernadores^ 

^ Art. 19 Los gobernadores son agentes cons- 
fitucinpales naturales 6 inmediatos del Pbder 
EfecntÍFo, y como tales^ soo jefes superiores en 
»08 respectivas provinciasy y en ellas les están su- 
bordinados los funcionarios y autoridades, así d- 
Tiles como militares y eclesiásticas, sin excep- 
don ninguna» en todo lo que mira al buen orden 
j tranquilidad de la provincia y su gobierno po- 
lítico y eeondoMco. 

Art. 29 Deben residir en ta capital de la pro- 
TÍncia, y solo podrán salir fuera de ella para cum- 
plir con el artículo 89 de esta ley : 6 por orden 
expresa del Poder Ejéciuiro ; 6 cuando por al- 
gún evento se vean precisados á evacuarlas, de- 
biendo en la] caso obtener la aprobación subet- 
guiente de] mismo j^der Ejecutivo. 

Art. 39 £n las faltas del gobernador será es- 
te sustituido por el jefe político del cantón capi- 
tal 6 por la persona que desempefie las funciones 
de este; mas el Poder Ejecutivo podrá nombrar 
á su arbitrio otro s^istituto^ el cual en los casos 
de vacante desempefiará el destino» hasta que 
reunida la respectiva Diputadon provincial, pre- 
sente al Poder Ejecutivo nueva terna. 

Art. 49 Tendrán un secretario nombrado por 
ellos mismos, y que podrán remover á su arbi- 
trio. Al secretario corresponde el arreglo y buen 
orden del archivo, que ha de recibirse y entre- 
garse por riguroso inventario. 

i único. Los secretarios de los gobernadores 
no exigirán derecho alguno por los actos que au- 
toricen como tales emj^eados. 

Art. 69 Cuidarán de la tranquilidad general,, 
del buen orden, de la seguridad de las personas 
y bienes de los habitantes, de la ejecución de las 
leyes y órdenes del Poder Ejecutivo, y de cuan- 
to pertenece á la policía y prosperidad de las 
provincias. 

Art. 6.* Cuidarán así mismo do que se prac- 
tiquen las elecciones de las asambleas parroquia- 
les el dia 19 de Agosta cada dos afios, haciendo 
que se nombren los electores rounicipales en los 
cantones á que correspondan menos de siete elec- 
tores para el colegio electoral : de que se reúna 
este el I9 de Octubre ; y de que se eiect6e la 
reunión de la Diputación provincial el 19 de No- 
Tiembre, y se celebren las eleocioneb Je loe conce» 
jos manldpales y jueces de paz conforme á la 
lejr. 

Art 79 Harán que los concejos munieipales 
desempefien las fundones que les atribuye esta 
ley, 6 que se les encarguen en lo sucesivo. 

Art. 8.* Tiaitarán au provtncia por lo menos 
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una vez en los dos primeros allosdel período de 
su gobierno, con el objeto de informarse por si 
mismos del cumplimiento que sehajra dado á la» 
leyes, órdenes y decretos, de la conducta y ma- 
nejo de todos los empleados páblicos, oyendo laa 
quejas que se dirijan contra estos: del estado de 
la policía en todos sus ramos, y de los demás asun- 
tos cuya inspección les cftresponde. En estas vi* 
sitas y con los conocimientos prácticos que ad- 
quieran, tomarán las providendas que estuvie- 
reu dentro de la esfera de sus atribuciones. Loe 
gobernadores harán estas visitas á su costa, dn 
gravar en nada á los pueblos, y darán cuenta del 
resultadu al Poder Ejecutivo, y á la Diputaeio& 

Art. 99 Convocarán extraordinariamente la» 
diputaciones prorindales para dar cumplímientif 
á alguna resolución del Congreso ó del Gobierno 
en ejercicio de las atribuciones del artículo 118> 
de H constitucioti. 

Art 10. Comunicaráu y drcnlarán todas las 
leyes y decretos, y las órdenes del Poder Ejecn* 
tivo, siendo responsables de su cumplimiento, y 
para ello exigirán recibo de todo lo que comuni* 
queu. 

^ único. La solemnidad debida de que habll^ 
el artículo 101 de la constitución^ consistirá en la 
publicación por bando eu los parajes^ públicos y 
acostumbrados de las respectivas ciudades, villas 
y parroquias. Esta publicación se hará por el 
secretario munidpal en las cabeceras de cantón,, 
y por medio de los Jueces de paz 6 sua secreta* 
ríos en las parroquias, siendo obligación de los je- 
fes políticos, hacer registrar la publicación de 
las leyes en la respectiva ofícina de registro su- 
balterna, con arreglo á la ley que establece las 
oficinas de registro. Mientras se establecen es- 
tas oficinas, llevarán dicho registro, los jefes po- 
líticos en ks cabeceras de cantoU) debiendo pau- 
sarlo ál registrador luego que lo haya ;. pero ea 
las parroquias lo llevarán siempre los jueces de 
paz» 

Art. 1 1. Nombrarán sobre las ternas que les 
presenten las Diputaciones provinciales, los je- 
fes políticos y los empleados en las rentas pro- 
vinciales. # 

^ tínico. Si la CMputacioo provincial no se 
reuniere, 6 si por algún acontecimiento impre- 
visto se disolviere después de reunida, y poir es- 
ta razón no se presentaren al gobernador las ter- 
nas en su oportunidad» podrá este elegir á su ar- 
bitrio la persona que reuniendo las calidades re- 
queridas, se encargue del destino providonaU 
mente, dando cuenta á la Diputación luego que 
se reúna. 

Art. 12. Remitirán en el mes de Febrero de 
cada a&o al Poder Ejecutivo un estado de los na-^ 
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'ddoa. cuadoa y mnertoi ea tods U pMVittcU y 
'nn cú&diió rtUdfrtico de «lia comprensivo de to- 
das !■■ noticíi* y dktoi correipond ¡entes á ]& 
mieins- Para ello ol Poder EjecptiTo dirigir* 
loe formularios que contengan (oilog los púAtot 
^a que debe darse noticia al Gobierno. 

Art. 13. Tomarán, oído el informe de la jun- 
W de sanidad, las medidas conTsníenlea pa^a ata- 
jar cualesquiera epidemias ó enfermedaiies con- 
tagiosas, y proporcionar loa auxilios necesarios. 
<^B el mismo objeto harán que so eatablescafi 
'cimenterios en todas lae panoquian, villas y ciu- 
dades, aplicando pan esta obra los fundo» que 
designo la ley, y promoverán la propagación y 
coneervacion de la vacuna en todos los pueblos 
de la proviacia. 

Árt U. p«k«mpefiartn en los negocios de 
balfonaU eclesiástico, las funciotaú que & ellos y 
» los irtertdentes atriboye la ley de la materia. 

Art 16. Loa gobernadores no podrán ejer- 
cer fanctoncK judteiales, conocer de los negó- 
tíos contenciosos, ni Uamai los autos pendientes 
^D los juzgadoa ; ^ro rf pueden pedir á Us cor- 
lea de justicia de su respectivo distrito, á los j\le- 
ces de primera instancia, alcaldes y jueces de 
paz de lUB provincia*, cuent&s noticias estimen 
tonvepientos sobre las cattsaa pendientes en 8«s 
'tribunales para dar cne&la de las dilaciones h lí* 
jueces superioite y aun al Poder Ejecutivo. 

Art. 16. Aunque It* gobernadores no deben 
tomar conocimiento de b contencioso de la ha- 
tíenda nacional, y defectos que adviertan ó de 
que reciban quejas fondada», ni ejercer autori- 
dad económica gubernativa en ella ¡ tendrSn co- 
too presidentes de la junta consultiva del gobier- 
no económSctt dé hacienda las a tribu cien es, y ejer- 
cerán la vigilancia qift se les eUcarga por la ley 
orgánica *Ie aduana*. 

Art. 17. Reunirán un dia en cada mes el Con- 
■cejo municipal de la capital de sn provincia y el 
administrador do tai rentas municipales, para in- 
formarse del eatado y progreso de ellas, los atra- 
wa qae sufran los pegos, y acordar las proTt- 
deneÍBB que convenga dar lobre esto y otros par- 

S colares de la policía municipal, qtto dtetarán 
eede luego, si lo estimaren conveiWnte. En tin 
libro destinado al efecto, que llevará el aecreta- 
Ho del Concejo monicipah M exlonderán los 
acuerdos de ««a jkinta para que consto el zelo dtl 
iMiminfetrador y las medidas adoptadas por el Go- 
Wnador y Concejo. EsU junta la presidirá el 
«obmnador, ó el que desempeüe sus funCionea. 
Art. 18. Tendrán la superior inspección pa- 
ñi el repartimiento de bagajes, alojamiento y snb- 
aisteDcia que deban darse » las tropas en marcha 
paza ú Nrñciot arrtgUndoi« á la ley de la ma- 



Ait 19. En loa casos en qne la tranquilidad 
(fe la provincia lo requiera, llamarán al servido 
la iMilicia nacional con arreglo á la ley déla 
materia : y bien sea la de sus mlknas provin- 
Viias 6 bien la de las vecioas, están f^cültadoa p«* 
rá Mandar pagar del tesoro público loa sueldos d'e 
los oficiales y tropa, previa la formalidad de rs> 
vista de comisario, todo según lo dispuesto ea U 
citada ley y en Ja orgánica de aduanas. 

Arh 80 Díciaráú las Órdenes y providendM 
que crean convenientes para que los cuerpos ral- 
litares que marchen por el terrilAio de sus pro- 
vincias tengan los auxiliúa necesarios; y para lia* 
cer los ganen que eiijan eatos auxilios procede- 
rán conforme á las órdenes del Poder Ejecutivo. 

Árt. 31. Harán los únteos mensuales en laa 
administtaciones de hacienda en las respectlvaa 
provincias, excepto en la de la capiul de la Be- 
ptiblica. 

Art 32. Pondrán el cfimplaae á los iftulus y 
d^elMchos de los en:>p1eBdns d'e la Iñta civil, ecle- 
siástica y de haciendn para que se les dt poae< 
sion de sus deatinoa y se lea satisfaga s>i renU. 

Art 23. Aprobarán las cauiales que los oin- 
pteadoB de su provincia en todos los ramoa de la 
administración, presenten para separarse de ana 
destinos por quince 6 veinte diaa ¡ y en su vir- 
tud lea concederán las licencias necesarias dando 
cuenta al Poder Ejeculivo. 

^ único. 9e exceptúan de 'esta regla todo* 
aquellos empleados que por leyes especiales do- 
tan obtener esta clase de licencia do otros fun- 
cionarios. 

Art 34. Visarán y eitpedirán los pasaporten 
de las personas que salgan 6 vengan de pala ex- 
tranjero conforme á laa ordenanzas de polictat 
podiendo delegar eaU facultad á los jefes polí- 
ticos de los puertos habililadot, al lo juzgaren 
conveniente. 

Art. 36. Oirán lal qhejaa de los pardcularjei 
sobre agrario en el repartimiento de las contri- 
buciones direcua, reemplazo del ejército y dii- 
tribucibn da bagajes, y laa decidirán do «m mi». 
do gnbcmaÜTO, ain dUacion, ai fl>rma jn^dd, 
ejeculándoae su resolución sin que tenga logtt 
otro recurso. 

Art 26. Oirán Iss solidtndee y denuncios dí 
minah; y practicadas las dUigeúcba necesaria* 
conforme á laa leyes', si tao hallaren reparo íatfi 
dado, expedirán el correspondiente titulo, y sa- 
tiaíechosloli derechos del regiatrov darán enante 
al Poder Ejecutivo pot tnedio de la sCcretarta « 
hadanda. ., ^ u i * 

Art. 21. Eh el diso d» qw lasegtandaB ttel 
Bsttdo etigiese qoe algtuU pemna aea árreatt* 
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da é interrogada, deberán expedir órdenea al 
efecto, del propio modo que para hacer arrestar á 
los que se hallen del in quien do infragante ; pero 
en ambos ctsos entregarán los reos á disposi- 
rion del jaez competente dpniro del preciso tér- 
mino de tres dias con las diligencias que hayan 
motivado el procedimiento* 

Art. 28. Podrán ejecutar gubernativamente 
las penas impuestas por las leyes y ordenanzas 
de policía» y tendrán facultad para imponer y 
exigir coactivamente multas á los que desobedez- 
can sus órdenes -ó les falten al debido respeto, 
pudiendo ser estas desde diez ha^ta cien pesos, 
conforme á la gravedaii de la fulla, y arrestos 
que no pasen de tres dias. Para imponer estas 
penas precederá una diligencia breve y sumaria 
en que conste el hecho que las motive, cuya di- 
ligencia se notificará al penado antes de ejecu- 
tarla. 

Art. 29. Decidirán por vía instructiva y gü" 
bernativa las dudas que ocurran sobre elecciones 
de los miembros de ios Concejos municipales, al- 
caldes, síndicos y jueces de paz. £1 que diga 
de nulidad de cualquiera elección deberá pre- 
sentarse ante el jefe político donde no resida 
el gobernador, en el preciso término de ocho 
dias siguientes á su publicación, y parado este, 
no se admitirá queja ni recurso alguno. Este 
término principiará á correr desde el dia en que 
el electo reciba de la autoridad pública compe- 
tente la comunicación de su nombramiento. £1 
jefe político pasará el reclamo al gobernador pa- 
ra la decisión correspondiente. 

$ lo £1 oficio de nombramiento será entre- 
gado por medio de la autoridad local, debiendo 
esta exigir recibo. 

^ 29 Cuando los gobernadores sepan que se 
ha hecho una elección eonocida mente nula, po- 
drán declararla tal, sin previa petición de un ter- 
cero, y aun después de los ocho dias de que dia- 
bla este artículo, á reserva deJ derecho de la 
parte que se considerare agraviada. 

^ Sy ¿«os recursos de queja por nulidad en 
las elecciones, los decidirán los gobernadores 
dentro de quince d¡as,á lo mas, después de in- 
troducidos en su despacho. 
. Art 30. Oirán y resolverán en la misma 
/orma las quejas que promovieren los vecinos 
contra las providencias económicas y de policía 
dadas por los Concejos municipales. 

Art, 31. Cuando los oficiales 5 tropa en mar- 
cha 6 en guarnición cometieren excesos contra 
la sf guridad y propiedad de los ciudadanos, re- 
<^uerírAn á las autoridades militares para su tas- 
ugo, sobre lo que -se des impone la roas estre- 
¿m responsabilidad. 

An* ^. Los gobernadores ejercerán en lá 
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administración de ias rentas^ municipales, en h 
policía y en los demás ramos sujetos á la deli- 
beración de las diputacionea provinciales, aque- 
llas atribuciones que -les seftalen las respectivas 
ordenanzas y resoluciones. 

Art. 33. Los gobernadores tienen facultad pa- 
ra suspender lúe .jefes políticos y jueces de paz 
cuando infrinjan la constitución ó las leyes, con 
calidad de ponerlos á disposición de la autoridad 
del jrez competente dentro de tres dias con el su- 
mario ó documentos que hayan dado lugar ¿la 
suspensión para que se les juzgue. 

^ único. Cuando los jefes políticos ó jueces de 
paz desobedezcan los decretos y órdenes de los 
gobernadorcF, podrán estos funcionarios ejerced 
sobre aquellos la atribución del artículo 28 ; pe- 
ro si la desobediencia fuere tal que merezca un 
enjuiciamiento, los someterá á la autoridad com* 

pétente. 

Art 34 Cuando por muerte, enfermedad, sus- 
pensión judicial ü otro caso imprevisto, vacare en 
las respectivas provincias algún destino depen- 
diente del Poder Ejecutivo, y no estuviere deter. 
n«ioado por las leyes el modo de hacerse la sus- 
titución, estarán autorizadoslos gobernadores pa- 
ñi nombrar provisionalmente quien los reem- 
place dando cuenta inmediatamente al Poder j!«je- 
cutivo para que disponga lo conveniente. 

Art 35. Los gobernadores en las capitales de 
provincia y los jefes políticos en los demás can- 
tones, estarán obligados á auxiliar y proteger á 
los tribunales en la administración de justicia, 
cuando estos pidan el auxilio de la fuerza públi- 
ca para la ejecución de sus sentencias. 

CAPITULO lí. 

De los Jefes políticos, 

Art 36. Los Jefes políticos son los primeros 
magistrados civiles en los cantones que adminis- 
tren, tienen la autoridad económica y gubernatK 
va, y dependen inmediatamente de los Goberna- 
dores. 

« Art 37. Los Jefes políticos serán nombrados, 
ft propuesta en terna de la respectiva Dlputadon 
provincial per el Gobernador de la provincia. 

Art. 38. #ara ser jefe político se requieren 
las mismas calidades que para ser elector, buen 
concepto público y acreditada adhesión al siste- 
ma reconocido por Venezuela. La durAciotí de 
estos empleados será ]a de un frfio, contado des- 
^e el dia en que por la ley ha debido posesionar- 
se el propietario. 

Art -89. Los Je(éñ políticos ejercerán en sus 
respectivos cantones la atribución que tienen los 
Gofbernadores por los artículos 28 y 31 de etük 
ley, salvo que no podrán arrestar álos Jueces áú 
paz que estuvieren ejerciendo funciones judiciales. 
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Art. 40. Lot Jefeif^olftieos 6 los qae bagan 
8U8 veces presidirán los Cmicejos manicfpales y 
tendrán voto en sus deliberaciones. Cuidarán de 
que los Concejos cumplan con cuanto se les en- 
cargue por las leyes y por las ordenanzas de la 
Diputación provincial respectiva. 

Art. 41. Los Jefes políticos visitarán en los 
períodos que designe )a Diputación provincial 
respectiva, el arca, los libros y archivos de las 
oficinas de rentas municipales de su cantón. 

Art 42 Cuidarán de qae las oficinas de regis- 
tro estén con el arreglo debido, y los protocolos 
y procesos con el asco y seguridad convenientes 
bajo inventario que examinarán cada affo; y si 
advinieren alguna falía srave de que algún Re- 
gistrador aparezca culpable, anotarán los hechos 
punibles en el libro correspondiente de la visita, 
y para los efectos convenientes darán cuenta in- 
mediatamente al Gobernador y al Registrador 
principal. 

Art. 43. Cumplirán las órderes del Goberna- 
dor de su jirovincia acusándole el recibo de ellas, 
y de las leyes y decretos que les comunique, y 
avisándole su pronta publicación por bando en 
la forma prescrita en el artículo 10 de esta ley, 
con certificación del Secretario 6 funcionario que 
la haya hecho. 

Art. 44. Trasmitirán á los alcaldes y jueces 
de paz las leyes y decretos del Congreso, exigien- 
do el recibo y comprobante de su publicación en 
cada parroquia para hacerla anotar ^n la oficina 
de registro y dar cuenta de dicha publicación á 
la Diputación provincial respectiva. 

Art. 45» Cuidarán de que las Juntas de manu- 
misioi^ se reúnan mensualmen re, y desempeñen 
con exactitud las funciones que les atribuye la 
ley. 

Art 46. Presidirán la Junta de vacuna, arre- 
glándose & lo dispuesto en la instrucción de In 
materia, ó á lo que eo adelante se dispusiercí bn- 
jo la mas estrecha responsabilidad en caso óv 
omisión. 

Art. 47. Cuidarán de la enseñanza en las es- 
cuelas -públicas y averiguarán los capitales que 
haya destinados para obras de beneficencia, dotes 
de huérfanos y educación pública, á fin deque se 
aseguren, y que verificándose el cubro de réditos 
tengan su debida aplicación. 

Art. 48. Cuidarán de que no se corrompan las 
buenas costumbres, ni se ofenda la decencia pú- 
blica con estampas lúbrica^: que perviertan la ino- 
cencia y destruyan por sus cimientos la morali- 
dad que debe promoverse de 'todos modos entre 
los venezolanos, para cuyo fin recogerán y harán 
quemar las expresadas estampas que se hallen en 
venta pública, previo el reconocimiento que prac- 
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ticará el mismo magistrado asociado de dos miem- 
bros del Concejo municipal, nombrados por este 
al principio de cada affo ; sin desviarse de la ob- 
servancia del artículo 191 de la Constitución. 

^fi< 49. Los Jefes políticos no pueden mez- 
clarse en asuntos contenciosos entre partes. 

Art 50. No permitirán : 

§ 19 Qtie haya cuestores de limosna en sus 
cantones sin expresa licencia de la primera auto- 
ridad local. 

$ 29 Que haya vagos y mal entretenidos, y al 
efecto precediendo la justificación conveniente, 
los destinarán al servicio de la policía del lugar 
con ración y sin sueldo, por un tiempo determina- 
do que no podrá pasar de tres meses. 

Cuando los Jefes políticos procedan contra los 
vagos darán á los acusados de tales una ligera 
audiencia, y sus fallos, antes de ejecutarlos los 
consultarán con los Gobernadores, quienes po- 
drán reprocharlos si los hallaren injustos. 

^ 39 Que ningún mendigo pida limosna públi- 
camente sin licercia por escrito de la primera au- 
toridad local, quien deberá concederlas solamente 
á las personas que no puedan ganar el sustento 
con su trabajo. 

^ t^ Q"® ^^3 diversiones públicas y permiti- 
das, jamas sean contrarias á la moral, 6 que se 
vicien con juegos de suerte y azar, perjudiciales 
siempre al honor y bien de los ciudadanos ; pu- 
diendo por consecuencia examinar las piezas dra- 
máticas, á fin de prohibir la representación de 
las que estimasen perjudiciales á las buenas cos- 
tumbres. Ei^te exá^nen 6 censura se practicará 
dentro de ocho dias por el Jefe político y dos 6 
cuatro inrÜvirluos de los mas instruidos del lugar 
que nombrará el Concejo municipal, quienes 
procederán por mayoría absoluta de votos en la 
calificación ; y si pasare dicho término sin haber- 
se evacuado el examen, podrá representarse libre- 
mente la pieza. 

Art 51. Los Jefes políticos harán los tanteos 
qifnsudles en las administraciones de Hacienda 
iiH'vonal en sus respectivos cantones con las for- 
innlidades prevenidas en el articulo 11 de la ley 
sobre régimen de aduanas de 28 de Mayo de 
1837. 

Art. 52. Tienen en el cantón que administran 
la misma atribución que confiere á los Goberna- 
dores el artículo 23 de esta ley, siempre que las 
licencias á que este se refiere sean por menos de 
quince dias, dando la cuenta respectiva al Go- 
bernador déla provincM. 

Art. 53. En las faltas del Jefe político le sos- 
tituirán los Concejales por el Orden de su nom- 
bramiento, ^ando cuenta al Gobernador para que é 
j nombre otrofnterino, si lo estima conveniente. 
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A^. 64. Ejercerá en sus respectir.oa caotones, 
respjBQlo de los juec.es de, paz», la atríbnrion que 
tieoen los Gobernadores por el^rtículo 33d£t.eaf 
ta lev 

CAPITULO ni. ^ 

I)(¡ los Jueces de paz» 

Art. 55. Habrá Jueces de paz ert.cada.u«&jde 
las parroQuia^.y en los caseríi>s y lugares del dis- 
trito donde convenga los haya, á juicio de la 
asamblea municipal, y todos serán elegidos 
anualmente como en la presente ley se dispone. 

Art 56. Losju,ecQ$ de paz deberán promover 
e) orden y tranqnilidacl, la deciencia y moralidad 
pública, cuida;ndo de la observancia de la Consti- 
tución, de las leyes y de las. órdeniss superiores 
que les comuAique el Jefe poUtieo á quien están 
Inmediatan^ente subordinados en estas materias. 

Art. 57. Cuidarán de todo lo quo mira á la 
salubridad, comodi<lad y ornato, 6 áJa policía 
de sus respectivos distritos ; y ademas tendrán Ja 
inmediata ejecución de los baodos.4reglamentp« 
de policía, para cuyo fin b^^ comunicará á .cada, 
uno de ellos un ejemplar. 

Art. 58. Podrán igipoi^r.xQuItas hasta por.do- 
ce pesos, 6 arrestos hasta por cuarenta y ocho ho- 
r<is á los que desobedezcan, sus órdenes .6 14 fal- 
tan al debido respeto, 

CAPlTiqi^O IV. 
De las asambUas .municipales • 

Art. 59. La asamblea municipal se compondrá. 
áfi los el<^ctores nombrados pai'a el colegio elepto:; 
ral. Si un cantón nombrase para dicho colegio 
siete ó mas electores, estos mismos compondrán 
la asamblea municipal ; mas si el cantón nombra», 
re menos de siete electores, entonces las asam- 
bleas parroquiales elegirán en registro separado, 
los que fiíltai) par^. rom.pl etí^r el núfnero de los 
siete que. han de coiíjpüMer la asamblea munici- 
pal. Epta podrá insiularse y practicar las eleccin 
nes con las dos terceras partes de sus miembros», 
con tal que no bajen de siete, 

Art. 60. Estas asambleas se reunirán en la, sala 
del concejó municipal el dja 25 de Óiciembre # 
cada año y elegirán en público y en alta voz: 
191* mitad de los concejales y el procurador mu- 
nicipal: 29 los alcaldes, y 30 los jueces de paz 
y síndicos parroquiales de' toáo el capton^ 

§ 19 Si por algún accidente, imprevisto no se 
pudiere reuniría asamblea municipal el dia se- 
flálado en esté artículo, setciidrá la reiiqion^el ípas 
inmediato posible. 

^ 29 Los individuos de ^ .con:eja8 municipa- 
les, jueces de paz y síndicos parroquiales, podrán 
ser reelegidos, p*iro no serán obligados á aceptar 
^in el intervalo de un año por lo menos* donde lo 
permita la población á juicio de la asamblea mu* 
njcipal ó dej coheejo en u|i caso. 
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Art^Oil. Las a^ambloas municipales elegirán 
los al^a Ides .con arreglo it lo quj9 se dispone en» 
la ley orgánica de tribunales. 

Art. 62. Los registros parroquioJes de las elee- 
cion.es de electores municipalfs.,se^ remitirán al 
concejo municipal, se hará ense^iqn pública el es* 
crt^tinio ó regulación de los qge reutvín U mayo- 
ría de votos, y estos serán declarados electoresi 
municipales» avisándoseles su nombramiento poc 
el presidente» del mismo concejo. 

^ único. Los^ electores municipales que resul- 
ten con . impedimento ílsico ú otro grave y^ 
fundado á juicio del, concejo municipal, serán 
reemplazfidos por, este con los que* tengan mas 
voto^en los registroq% 

Art. 63v Concluidas laselercLones de las asam- 
bleas municipales, su presidenta dar4 a^iso á los 
nombrados, por oüipio autori^^ido del.secro^rio: 
que servirá.jde título bastante para que el concejo, 
municipal ponga en posesión de sus destinos á los 
electos,, ej. dia primero d^ EivQro, dando aviso de 
] todo al Globerna^dor. El Presidente, y Secretario se- . 
I rán. nombrados pqr la asaml^l^a .municipal de den- 
I tro de su senp por mayoría) absoluta.. 

^, único, £1 mismo Presidente, pt^ará el acta^ 
de elecciones al concejo municipal para que se. 
custodie en su archivo. 

Art 64. Los individuos que se elijan para jue- 
ces de paz, síndicos parroquiales y miembros de 
las juntas de policía de las parroquias, deberán, 
reunirías .cualidades de sufragantes parroquiales-; 
y adeptas tfiiisr veinticinco afigs de edad cumplí*, 
dos, y saber leer y escribir. 

Art. 65,. Ttido acto tsn, estas ..asambjeaf^ que no 
sea el de las el^ccipn^s» será no solamente nuloy 
sino atentatorio contra la seguridad púbifta, y 
ninguno podrá presentarse armado en el local eo^ 
que se halle reunida la asambleí^. 

ArU 6^ Cuaii(}o p/>r aj^un ajQXÚdente los indivl% 
dúos de un concojo municipal quedaren reducidos, 
á menos de trej!,. el . Qoberna.dor convocará ex- 
traordinariamente la asamblea municipal respec- 
tiva ; y e^a QOM)l)rará ,los que^han de reemplazar 
á los que.bay^n falt^do.^ Las detpas vaca||M en^ 
cualquijesra^.de los destinos qtte se eje^rcen por 
nombramiepio de la asamblea ipunicipo^ so llena-, 
rán por los concejos municipal^á pluralidad aV^- 
soluta de votos, y se pondrá al elegido en pose:, 
sion. En las faltas accidentales. del .procurador 
municipal ó conseja íeSy el mismo . contrajo podrá, 
encargar las función^ del ausente á cualesquiera^ 
otro de sus miembro^ . 

CAPITULO V. 

De los Con(t¡gos Municipales, 

Art 67. En todas. las cabeceras de cantoa^ 

hsbrá eoneéjof miiaieipales coropoestpe de loé^ 

coi^fjales que desunen las DipattHjioaijB proTiinT 
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cíales, 7 de ud «procurador ntnnicipal. Sus 'indi- 
viduoa deberán tener las mismas caalidades que 
se requkren^or U Constitución para ter elector, 
^osñbrsrá el concejo un Secretario de dentro *6 
fuera del cuerpo, cuya duración, será la de su 
buen desempeüo ajuicio del misnfio cuerpo, y de- 
terminará con aprobación del Gobernador los días 
y liora^ de sus sesiones ordinarias. 

^ 19 El secretario municipoKserá sustituido en 
las faltas temporales 6 absolutas, 'pór la apersona 
que nombrare el' mismo concejo. 

^ 29 El secretarlb municipal tendrá el sueldo 
qtieie seOale la Diptatacion respectiva, sin mas 
emolumentos. 

Art« 68. Mientras la^ Diputaciones provincia- 
les cutínplén' col) lo prevenido en el artículo an- 
terior, "y las asambleas municipales practican el 
nombramiento de los concejales, continuarán los 
alcaldes municipales, y serán los que sustituyan 
á los Jefes políticos. 

Art. 69. Los procuradores municipales, per* 
manecer^n en sus destinos por un año, y los con- 
cejales por dos, delbiéndo estos renovarse por 
mitad anualmente. 

^ ünícó. óuando por algún accidente se elija 
á la vez el total, se sortearán los que deban cesar 
al fin del primer año. 

Art 70. Los procuradores municipales. Jue- 
ces de paz, Síndicos parroquiales, lo miümo ^oe 
los concejales, aunque hayan cumplido el término 
de su duración, continuarán en el ejercicio de sus 
atríbucionéSi hasth qüé'^ean reemplazados por los 
que deban subrogarlos. 

Art 7L Los destinos de Jefes poiíticdd, có'h- 
cejtcies, Procuradores municipales, Jueces de paz. 
Síndicos parroquiales y comisarios de policía son 
carga concejil de que nadie puede excusarse siñó 
por una causa física, que le imposibilite para su 
desem^elío, y qtie sea lé^lifiéme justificada y 
aprobada por el Gobernador, oído pi^éviamente el 
informe del concejó municipal respectivo. Nó *ie 
admitÁrenuncia á los eledtbres áfttes de pose- 
sionarse*de sus empleos. Bolo están cientos de 
birgas concejiles los Senadores, Representan- 
tes y DlpuUdos provinciales |>riircipales, los 
^Secretarios del dedfiaclio y siís oficiales, los dé 
los Gobiernos de las provincias, los jefes de 
las oficinas de hacienda y los dependientes ^ de 
MítaS| ios empleados en los fiBaguaraiis, los 
administradores de rentas mtMicipales, ios in- 
dividuos de la fiierta armada 'en actual servicio, 
los de las planas mayores veteranas de la milicia, 
Ida magistrados, los jueees de primera faistanda, 
los Refistradores, los Secretarios y ofieiales de 
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los tribunales y'jdzgados, y losbottóarios'én ejer- 
cicio, siendo Cínicos en el lugar. 

Art 72. Los jefes políticos serfita compelidos á 
posesionarse de sos destinos con una multa des- 
doblen pesos hasta quinientos ; y los concejales, 
los procuradores municipales, los jueces de paz y 
síndicos parroquiales, con la de cincuenta á tres- 
cientos pesos; sin que poria exhibición de dichas 
multas, queden eventos de toikiar la posesión ex- 
presada^ y contitiuar en el ejercicio del destino 
respectívo^o pena de nueva multa. En igual pena 
incurrirá el que dbspües de posesionado rehusare 
servir sin causa justa y legülmente aprobada, Ó 
se ausentare sin permiso. 

Art 73. Cada concejo municipal elegirá entre 
sus individuos, los que deban encargarse de las 
visitas de las escuelas de primeras letras, de la 
vigilancia ypolicía de las cárceles y délas demás 
funciones económicas, que les atribuye esta ley ó 
les Stríbuyah otras en adelante. 

Art. 74. Nodibrar&n también los concejos itiu- 
nicipaies eobrísarios de policía en las poblaciones 
y lugares que á su juicio las necesiten, y estos 
ejercerán sus funciones bajo la autoridad del jefe 
político y juécfes do pats. 

Art 75. Los concejos tíiunicipales están en- 
cargados de tbdo lo relativo á la policía de salubri- 
dad, y en consecuencia han de cuidar : 

19 Del aéeo y Ilñipieza de las calles, mercados, 
platas públicas, y la de los hospitales, cárceles jr 
casalB de beneficencia. 

29 Del establecimiento de mercados públicos, 
que eátos estén debidamente abastecidos'; y de la 
calidad de los alimentos de toda clase. 

80 Del pronto eslabiecifhiento de cimenterios 
en cada parroquia del cantón convenientemente 

óituadotf. 

40 De hacer'cesar ó dar curso á las aguas es- 
tancadas ó insalubres. 

50 i)e remover todo lo que en los términos del 
cantón pueda alterar la salud pública y la de los 

gfnados. 

Art. 76. Toca á los concejos municipales pro- 
curar la comodidad dé los pueblos, y para ello 
cuidürán : 

10 De la libertad del traficó de los mercados. 

2^ Q,ve ié arreglen las pesáis, pesos y medidas» 
sin permitir que se haga uso de pesos falsos, 6 
medidas cteaas'ó rebajadas. 

30 due estén bien conservadas las fuentes 
pt&bUcas y con buenas aguas, de modo que abun- 
den para el servicio de los habitantes y para él 
uso de los animales, cuidando que no se talen loft 
bosques que están en las cabeceras de 'Aichas ^ 
aguas. 
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49 Q.ue esUn enlosadas las aceras, empedradas 
y alumbradas las calles de las ciadades y pobJa- 
cienes en que pudiere verificarse. 

59 Que están hermoseados los paseos y para- 
jes püblicos, cuando lo permitan las circunc^a- 
cias de cada pueblo. 

Art 77. Para procurar la misma comodidad & 
todo el cauion cuidarán los concejos municipales: 

19 De la policía rural, acordando la composi- 
cioa de los caoiinoa del territorio bajo la inspec- 
ción y responsabilidad de los jueces de ¿Saz, con 
arreglo & lo que disponga la ley ó las ordenanzas 
municipales sobre el establecimiento y adminis- 
tración de lentas municipales. 

29 Cuidarán de todas las obras públicas de 
utilidad, beneficencia y ornato que pertenezcan 
al término de su jurisdicción. 

39 Darán los mformes necesarios y propon- 
dría & las Diputaciones provinciales los arbitrios 
que estimen oportunos para que se emprendan los 
caminos y calzadas, acueductos, ú otra cualesquie- 
ra obras públicos pertenecientes & la provincia en 
general. 

49 Informarán á la Diputación provincial acer- 
ca de la -conveniencia de erigir en parroquia un 
territorio, cuando contenga quinientas almas por 
lo menos ; y sobre la localidad en que deba es- 
tablecerse la parroquia. 

Art. 76. Los concejos municipales cuidarán 
de todas las escuelas de primeras letras y demás 
establecimientos de educación, que se pagan del 
común, celando el buen desempeiU> de los maes- 
tros, confqjrme á la ley sobre establecimientos de 
estas escuelas, ó á las ordenanzas que sobre 
el particular acuerde la Diputación respectiva* 

Art. 79. Cuidarán así mismo de los hospitales 
y demás establecimientos de beneficencia y utili- 
dad pública que haya en el cantón y sean paga- 
dos del común ; y solicitarán de las Diputaciones 
provinciales que se restablezcan los que antes exis- 
tían. 

Art. 80. Fomentarán también la agrícultum) 
U industria y el comercio, procucandp que se re- 
muevan todos los obstáculos y trabaja que se 
opongan á su mejora y progreso. Con esta mira 
presentarán al Gobernador y áU Diputación pro- 
vÍAcial* todos ios planes y proyectos que pareacan 
asías oportunos. 

Art. 81. Remitirán cada afio por el nses de 
Encero á las Gobernadores una relación cirou^s- 
tanciada de cuanto hayan ejecutado en el aAo an- 
terior y quede pendiente en beneficia de su res- 
pectivo cantón, ó desempeño de las funciones de 
su encargo: igual relación remitirán á la Dipu- 
^ tacíon provincial. 

Art. 82. Cuidarán de que los bagajes» aloja* 
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mieotos y áainas sumíaisiros para la tropa, ee te 
partan con igualdad eqoitaliva entre los vecinos 
conforme á Tus reglamentos de la materia, y que 
se observe la mas exacta cuenta y razón para los 
correspondientes abonos. Barán así mismo entra 
las parroquias del respectivo cantón la distribu- 
ción de los empréstitos, y contribuciones extraor- 
dinarias, cuyas cuotas haya repartido la Diputa- 
ción provincial entre los cantones. 

Art. 83. Sobre todos estos particulares obser- 
varán los concejos municipales las instrucciones 
y órdenes superiores que les comuniquen loe Go- 
bernadores, y las ordenanzas de policía que acuer- 
den las respectivas Diputaciones provinciales. 

Art. 84. Las leyes, decretos y providencias 
que los jefes políticos comuniquen á los mismos 
concejos municipales para su cumplimiento, debe* 
rán tenerlo sin tardanza, avisándole su recibo con 
certificación del Secretario. 

Art. 85. Admitirán los proyectos, peticiones é 
informes que quieran hacerles los ciudadanos en 
los asuntos que por esta ley están cometidos á 
estos cuerpos. Todos los actos y sesiones de los 
concejos municipales serán públicos, procurando 
observar el método parlamentario en lo que sea 
adoptable. 

CAPITULO VL 

De los procuradores municipales. 

Art. 86. Son funciones del Procucador miHir-» 
cipal. 

1^ Promover ante las autoridades competeates 
lo que crean necesario ó útil & su cantan. 

2^ Representar por los concejos municípake 
respectivos en los negocios judiciales en <^e aque- 
llos sean parte. 

3^ Desempeñar dentro de su cantón Jas fun- 
ciones que les atribuyen las leyes. 

4^ Promover el ([¿mbramiento de tutor ^^ura* 
dor de los menores, representando por ellos hasta 
que se les nombren ; y también represen taráa por 
los siervos dentro de sus cantones, en las Cfumsad 
sobre libertad y de sevicia 6 maltratro. (^ 

5^ Reclamar ante las autoridades .coijipetentea 
el cumplimiento de las layes j de las prdeoanza^ 
municipales. 

CAPITULO VU. 

DeJaa jun4a$ oomunalesm 

Art. 87. En toda parroquia que no sea de la$ 
en que se dividea ka ciudades y villar habri uaa 
junta coipunal aooipue^ta á lo manos de], juf»a 4 
jueces de paz,^ síndico, y de los comisarias que 
permitiere la población. Todos sim membroa 
deben tener las cualidades , de sufcaganie. 

Art. 8S. La junta comunal observará en cuan-' 
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to á la policía de la parroquia, todo lo que se pre- 
viene con respecto á los concejos municipales. 

CAPITULO VIIL 

De las juntas de sanidad. 
Art 89. En totlas las ciiidadeá, villas y parro* 
quiaa de la Kepública, se establecerán juntas de 

sanidad' 

Art 90. Lasjuntasde las capitales de provin- 
cia serán las superiores de tudus las demás do la 
misma, y se compondrán : del Gobernador que 
las presidirá, del Obispo 6 su virarlo general, 6 
del cura párroco en donde no los haya, del pro- 
curador municipal, de dos concejales elegidos 
anualmente por el concejo, y de dos ó mas fucul- 
tatívos, donde los luya, á juicio de la junta. 

Art. 91. Las de ius cabeceras de cantón se 
compondrán del jefe político que las presidirá, 
del vicario ó del cura párroco, del procuru«lor mu- 
nicipal, de uno ó dos concejales elegidos anual- 
mente por el concejo y de un facultativo, silo 
hubiere. 

Art. 92. Las juntas de las parroquias, que no 
sean de las en ([ue se dividen las ciudades y villas, 
se compondrán del primer juez de paz, si hubie- 
re dos, que las presidirá, ó en su defecto del se- 
guodo, del cura párroco, del síndico parroquial, 
de un vecino nombrado por dicho juez, y de un 
facultativo si lo hubiere. 

Art. 93. Los secretarios de estas ¡untas serán : 
en la capital de la provincia, el de Gobierno : en 
las demás cabeceras de chuIoi) el secretario mu- 
nicipal ; y en las parroqui s, cí que elija la jun- 
ta de entre sus miembros. 

Art. 94. Lasjuntasde sanidad, en casos de 
epidemia ó enfermedad contagiosa, informarán ai 
Gobernador de la provincia, sobre los medios 
cOQvenientes que deben adoptarse para atajar el 
contagio, y con^servar 6 restablecer la salud públi- 
ca. 

Art. 95. Lasjuntasde sanidad emplearán todo 
su celo para que inmediataraenVc se establez;:an 
cimenterios en el lugar y forma mas conveniente. 
Cuidarán que se propague y conserve la vacuna', 
y observarán los reglaoienlos sanitarios vigen- 
tes qtie formaren las juntas superiores de sanidad. 

Art. 96. Lasjuntasde sanidad de parroquia 
se comunicarán frecuentemente con las de can- 
tón, y estas con las de provincia, debiendo depen- 
der unas de otras por su orden. 

CAPITULO IX. 

De la responsabilidad de los empleados en el go- 
bierno político de la provincia. 

Art. 97. Las órdenes y decretos que expidan 
conatitucionalmente los gobernadores en el ejerci- 
cio de las funciones que lea atribuye esta ley, 
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seffn cumplidas y ejecutadas por los empleados 
subalternos y ciudadanos á quienes toquen, sin 
otro recurso que el de queja ante la Corte Supe- 
rior respectiva, ante el Poder Ejecutivo para los 
efectos de la atribución 17 del artículo i l#de la 
Constitución, ó ante la Cámara de Representan- 
tes para los prevenidos en la 4^ del artículo 57 
de la misma Constitución. 

Art. 98. Los empleados en el gobierno políti- 
co de las provincias que á sabiendas, por interés 
personal, ó por desafecto á alguna persona 6 cor- 
poración, ó en perjuicio de la causa pública, ó de 
tercero interesado, abusen de su oficio en el ejer- 
cicio de sus funciones, son prevaricadores y per- 
deráu sus empleos, y aun podrán ser inhabilita- 
dos temporalmente para obtener cargo alguno pú- 
blico, según la gravedad de la falta. 

Art. 99. Si los empleados públicos cometieren 
prevaricación por soborno ó cohecho dado 6 pro- 
metido á ellos ó con su noticia á su familia direc* 
tamente ó por interpuesta persona, sufrirán ade- 
mas de las penas expresadas, la del cuadruplo del 
valor que hubieren recibido, 6 se les hubiere 
ofrecido. 

Art. lOO. El empleado público que por inep- 
titud, abandono ó negligencia use mal de su oü- 
cío, sufrirá una suspensión temporal de su empleo 
y renl:i, y aun la privación absoluta, según la gra- 
vedad del casOf restituyendo siempre los perjui- 
cios que ha va causado, ademas de las penas que 
prescriban laa leyes, ordenanzas y reglamentos 
del ramo. 

Xn. 101. Si los subalternos de cualquiera ofi- 
cina incurrieren en faltas del servicio por omi- 
sión ó tolerancia de loa jefes, estos serán respon- 
sables, y también si dejaren de poner inmediata- 
mente remedio, sin perjuicio de la responsabili- 
dad en que igualmente incurrirán loa empleados 
tut^lteraus. 

Art. 102. La falta de cumplimiento de cual- 
quiera ley ó decreto del Congreso, sea por lenti* 
tud, negligencia ú omisión culpable, sea por pura 
maiicin, será castigada en el fan<lionarío público 
que La cometa, en el priiner raso, con la auspen- 
sion temporal dtel empleo y renta, ó con una mal- 
ta de ciaa.aenta á qainieDtoa pesos y aun coH' la 
prtvacioQ de su empleo ó oargo y resarcimiento 
de perjuicios; y en el segundo, ademas de estas 
penasy coa la de in habilitación perpetua para ob- 
tener otro cargo público, ¿ no ser que incurra en 
casos que por las leyes vigentes tengan seflalada 
pena mayor. 

Art. 103 El fancionario qiía diáriese ejecutar 
ó hacer ejecutar cualquier ref la mentó ü <hrden 
del Poder Ejecutivo fuera de los casos da los ar- 
tículos 136,186 y 187 de la cottstilueion, sufrirá 
la pena de suspensión del empleo y renta desde 
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UDO hasta cinco afiosi ademas del resarcinmnto 
de perjuicios. Pero quedará libre de estas penas 
en los dos casos siguientes: 1? si la resolución 
del Poder Ejecutivo fuere ubtenida evidentemen- 
te o^ engañoi ó evidentemente dada contra la 
ley: 29 cuando de la ejecución de la orden resul- 
ten ó se teman probablemente graves males que 
el Poder Ejecutivo no haya podido prever. En 
/estos casos podrá el ejecutor suspender bnjo su 
responsabilidad la ejecución para representar al 
Gubiernc», pero sufrirá las penas respectivas que 
van expresadas si no hiciere ver en la misma re- 
presentación la certeza de lus motivos que alega. 
Aít. 104, Todo Diputado provincial que á sa- 
biendas infringiere los artículos 167 y 168, 6 in- 
curriere en los excesos á que se contrae *el 169 
de la constitución, sufrirá una multa de cincuenta 
á quinientos pesos, ademas de la deposición de 
fiU destino, y aun de la inhabilitación para obte- 
ner otros, y del resarcimiento de los perjuicios, 
debiendo aquellas peiiss ser impuestas por las 
Cámaras con arreglo á los artículos 57 y 69 de 
la Constitución. 

Art 105. En las mismas penas incurrirá el Go- 
bernador que no objetare una resolución de la 
Diputación provincial, librada con infracción de 
los artículos 167 y 168 déla Constitución, debien- 
do seguirse el juicio para su imposición en los 
términos prevenidos en el artículo anterior. 

Art. 106. El Gobernador que. sin causa legíti- 
ma y justificada á juicio del Poder Ejecutivo no 
haga la visita de la provincia que le prescribe el 
artículo 8«* de esta ley, dejsrá de percibir la mi- 
tad del sueldo de un afio, quedando esta suma á 
favor de las rentas municipales. El Poder Ejecu- 
tivo dictará las órdenes mas eficaces para que es- 
ta disposición tenga todo su cumplimiento. 

Art. 107. Líos gobernadores y demás emplea- 
dos á quienes toque el inmediato cumplimiento 
de la ley ú orden, incurrirán en la misma pena 
que los desobedientes, si no la aplicaren á estos, 
según lo prescribe la ley. 

Art. i 08. Los gobernadores, jefes políticos y 
demás funcionarios de policía que decreten arbi- 
trariamente multas «é arrestos correccionales, que- 
dan sujetos á la devolucian del importe de la 
multa y al resarcimiento de 4ob perjuicios que cau- 
se el arrestOi fuera de la «pena que en eüe éKimo 
e«80 deban sufrir por la ley como responsables 
de detención arbitraria. El tribanal correspon- 
diente oirá y decidirá las quejas de los agra- 
viados. 

Art 109. Cuando el Poder Ejecutivo reciba 

acusaeionea ó 4uejas contra los eropleados p6bli- 

# eos en el orden político de la provincia, tomará 

por sí todas las proviAeoeias ^ue están en sus <fa- 
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cultades para evitar y corregir los abusos, y pam 
que no permanezcan en sus puestos los que liÓ 
merezcan ocuparlos. 

Art. 110. Todo venezolano que tenga que pr(5» 
mover queja en la Cámara de Kepresentantes, an- 
te el Poder Ejecutivo ó ante un tribunal compe- 
tente contra el gobernador ú otro cualquier em- 
pleado en el orden político de la provincia, podrá 
acudir ante cualquier juez ordinario pera qae se 
le admita información sumaria de los hechos fn 
que funda su agravio; y el juez deberá admitirla 
inmediatamente bajo la muha de veinticinco has- 
ta doscientos pesos, y suspensión de oficio é inha- 
bilitación ^ara obtenerlo desde* uno hasta cuatro 
años ; cuya responsabilidad hará efectiva el tribu- 
nal competen te,. por la morosidad, contemplación 
ñ otro defecto que experimente en este punto el 
querelloso.. 

Art. Uh Los ''tribu nales darán cuenta á) Po- 
der Ejecutivo ó al Gobernador respectivo en so 
caso, de las causas que se formen contra los em- 
pleados públicos para los efectos consiguientes. 

Art. 112. El funcionario júbiico de los com- 
prendidos en esta ley, que continué en el ejerci- 
cio de sus funciones, cuando el lugar de su des- 
tino esté ocupado por fuerzas enemigas del Go- 
bierno constitucional ó sometiilo á ellas, bien sea 
por efecto de una invasión exterior ó de una con- 
moción interior en que, de cualquier modo y bajo 
cualquier pretexto, se niegue la obediencia, ó se 
ataque al Gobierno legítimo, perderá por este solo 
hecho su destino y quedará inhábil para optar á 
otro empleo de honor y de confianza en la Repá- 
blica; y ademas de dicha pena^ si^el tal -funciona- 
rio tuviere á su cargo existencias pertenecientes á 
las rentas nacionales ó municipales ó provincialeS| 
y dichas -existencias fueren gastadas por los ene- 
migos del Gobierno, responderá de su valor con 
su fianza y bienes, sin perjuicio de sujetarse igual- 
mente á las demás penas á que se haya hecho 
acreedor por las leyes comunes. 

CAPITULO X. 

Sijhrt las reuniones de tas diputaciones ptoviii* 
ciaUSj y sotfre el juramento de los empleados 

en el régimen político. 
Art 113. Las diputaciones provinciales se arre- 
glarán en sus sesiones á lo dispuesto para las Cá- 
maras legislativas en los artículos 72 y 73 de hi 
constitución. 

Art. 114. Los presidentes de las DiputacionéH 

{)rovinciffles prestarán juramento en presencia de 
a misma corporación al acto de instalarse, y loe 
d^mas n^embros en manos del presidente, de seé- 
tener la constitución del Estado, obeervar las leyesi 
y Cumplir "fiel y exactamente los deberes de stt 
ettipieo. 
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ArU 115. Igual jurameoto prestarán 1*8 jehs 
políticos y administradores da- rentas municipales 
ante el Gobernador 6 ante la persona ó autoridad 
á quien él cometa esta función. Los individuos 
de los Cttncejos municipales, jueces de f>az, síndi- 
cos parroquiules y comisarios de policÍH, Jo pres- 
tarán ante aquella corporación ó ante la persona 
á quien ella cometa esta función en las parroquias 
distantes de la cabecera. 

Art. 1 16. Se deroga la ley de I4de Octubre de 
1830 sobre el régimen político y económico de 
las provinciüS y la resolución de 15 de Marzo de 
1832, declarando que los jefes políticos son los 
primeros niogi«trados civiles de los cantones. 

Dada en Caracas á 14 de Abril de 1838, año 
99 de la ley y 28 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Ángel Quintero. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, M, Huizi. 
— El Secretario del Senado, /. Af Freiré. — El di- 
p^itado secretario de la Cándara de Representan* 
tes, J. García. 

Sala del despachp.r-Carác^s Abril 2.4,de 1838, 
aílo 99 de la ley y. 28 de la independencia* — Eje- 
cútese. Cárlot SqubleUe.^PoT S...E. — El, Secre- 
tario de Estado en los despachos del Interior y 
Justicia, D, B. Vrbaneja. 

PROYINCIAS. lAeligenda del artíctilo 19 de 
la ley anterior, con referencia al de igual ná- 
mero de la de Comandancias de armas. Véa- 
se Comandancias de armas^ R. E. de 16 de 
Agosto de 1849. 

I^RO VINCIAS. Los secretarios municipales no 
están obligados á intervenir en las aet^iaciones 
de policía, bastando por consiguiente en ellas 
la autorización del funcionario respectivo. V.éa* 
se la Ntita (*). 

EROVINCIAS. RESOLUCIÓN ejecutiva de 19 
DE BüTiVsMBRStoB 183^ dedarají do que (oca 
á los jefes políticos, compeler á los empleados 
de que trata el artículo 72 de la ley á, pose- 
sionarse de sus. destinos. 



(*) SI Secretario del Interior en su Memoria de 89, 
pág. 84 dice : 

** Fondado el Gobernador de Barqa¡stmeto en lo qne 
estaba^ dispuesto por el artículo 88 de la ley anterior^ se- 
gún el cual loa secretarios de los concejos municipales 
eran obligados & antorisar las proTidencias de los jefbs 
politícos, hubo de resolver, que dichos secretarios eran 
también los qne debían autorizar las providencias délos 
empleados en el ramo municipal. Pero habiéndose re- 
clamado contra esta determinación ante el Poder Eje- 
entivo, cuando ya la ley estaba derogada, sin im[K)ner la 
▼tente tal deber á aquellos funcionarios, so d- -claró : que 
elKM 00 están obligados á intervenir en las actuaciones 
oonoemientes aJ ramo de po'ícia, siendo consecuencia 

aie la 1^ ha querido que la autorización del fnnciona- 
a lesperavo sea bastiiiite en dichas He|uacÍones." 
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Re^^iea de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho del Interior y Justicia. — Sec* 
cion tercera. — Caracas 19 de Sf^tiembre de 
1^39, año 10 de la ley y 2i) de la ifidopenden- 
cia. — Núm. 444. 

Seflor- Gobernador de 

Hoy digo al señor Gobernador de B&rquiM'me- 
to lo siguiente : 
" Impuesto S. E. el Poder Ejecutivo de la 
!' consulta que US. hizo en oficio de ?• de Agosto 
próximo pasado numero 46, sobre si Í0i« jelfes po- 
li ¡íticos ejercen respecto de los empleados de sus 
' cant4»nes ia facultad de compelerlos á tomar po» 
¡I sesión de sus destinos y de penarlos cuan lo se 
j ausenten sin permiso, con la multa que estable- 
' ce el artículo 72 de la ley orgánica de provin- 
|l ciaa, de acuerdo con la opinión del Consejo de 
Gobierno, ha resuelto lo siguiente:" 

^* Los jefes políticos que por el artículo 36 de 
la Ipy orgánica de provincias son los primeros 
magistrados civiles en los cantones que adminis- 
tran, también ejercen .en ellos, según el artículo 
39. la^atrihucion que ttenen> loa- gobernadores por 
! el artículo 28 contraido A ejecutar gulrernativa- 
' mente, las penas Jmpues'tas por las- leyes y orde-. 
nanzas de policía. Estando, piies, prevenido por 
el artículo 72 de la misma ley que los conceja* 
lea, ios procuradores munieipales, los jueces de 
paz y síndicos parroquiales, sean compelidos á 
posesionarse de sus destinos con una multa de 
50 & 3(K> pesos, en cuya pena incurrirán tam- 
bién los que después de posesionados, rehusa* 
ren servir sin causa justa y legalmente compro- 
bada,, ó se ausenten sin permiso, corres) onde á 
los jefes políticos compeler con multas á tomar 
posesión de sus destinos á los empleados de que 
S-' ha hecho mención, é imponerlas á os que, des- 
pués de posesionados, rehusaren servir sin justa 
causa 6 se ausentaren sin permiso.*' 

Lo comunico A US. para su inteligencia y fi- 
nes consiguientes. — Soy de ÜS. at<»nio servidor. 

D, B. Urbaneja 

PROVINCIAS. REsíOLÜClON EJECUTIVA DE 1^ 

DE MAYO UE 1.840 dispítuiendo que los Go^icr- 
nadoref. pasen a?iiíalmente al Poder Ejecuti- 
vo en lodo el mes de Enero un cuadro del ser- 
vicio municipal 

Repftbliea de Venesoela. — Secretaría de Estado 
60 el Despacho del Interior y Justicia. — Sec- 
ción 3a_Caráca8 I9 de Mayo de 1840, 110 de 
la ley y 30 de la independencia.— > Número 322* 

Sellor Gobernador de 

Dispuso el Gobierno por circular de este mi- 
nisterio expedida en 21 tie Noviembre de 1835r 
bajo el nftmero 583 que en todo el mes de £ne^. 
rp do cada a9o enviasen. los gobernadores el cua- . 
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cIro personal del servicio municipal de cada una 
de las provincia», cuya disposición hasla ahora, 
con muy pocas excepciones, no ha tenido cum- 
plimiento, sin embnrgfo de haberse recordado en 
31 d^ulio de lt'3d. £n este año ha llegado el 
cuadro de algunas provincias reducido á los 
miembros de los concejos municipales ; y sien- 
do indispensable que exista completo en el des- 
pacho de mi cargo, ha resuelto S; E. el Pode^ 
Ejecutivo que inmediatamente se remita á esta 
secretaría, comprendiéndose en él todos los em- 
pleados en el ónlen político de cada uno de lus 
cantones, y ademas los alcaldes, jueces de paz, 
administradores é intevventorps'de rentas muni- 
cipales; y que en el mes de Enero de los años 
siguientes se envíe el mismo cuadn», cuidando 
US. de avisar oportunamente cualesquiera alte- 
raciones que ocurran por vacantes y reempla- 
zos de los empleados á fin de conservar este da- 
lo siempre exacto y arregUdo 

Soy de US atento serviior. — Ángel QuinUro, 

PUOVINCIAS. RESOLUCIÓN EJKGUTIVA DE 2(5 

DE AGOSTO DK iSAO sohre cargan concejiles^ 
concordante con el artículo 71 de ia ley. 
República de V^nezuela.-^ Secretaría de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia — Sec- 
ción 3' — Caracas 26 de Agosto de 1840, ll? 
de la ley y 30^ de la Independencia. — Nú- 
mero 617, 
Señor Gobernad (»r de Mérida*. 

Enterado el Gobierno de la consulta que US. 
hizo en c»ficio de 3 de Junio último, número 58, 
ha resuelto con esta fecha lo siguiente: 

" Por el artículo 71 de la ley orgánica de pro- 
vincias lus gobernadores deben oír previamente 
el informe de los concejos municipales respecti- 
vos para aprobar ó no la excusa presentada por 
uno de los empleados á que se contrae dicha dis- 
posición ; pero no están obligados dichos ma- 
gistrados á adherirse al- informe de aquellas cor- 
poraciones : pueden disentir y su resolución de- 
be ejecutarse." 
Soy de US. atento servidor.— jlug-eZ Quintero, 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 10 

DE NOVIEMBRE DE 1840 declarando el sentido 

• de los arliculos 89 y QO de la ley. 

República de Venezuela. — Secretnría de Estado 
en ios Despachos del Interior y Justicia.-» See* 
ck>n S-a—CHráoas 10 de Novfembro de l¿tO, 
aílo I [O de la \ej y 3? de la independencia. 
— Número 76y. 

Señor Gobernador de Barcelona. 

A consulta del señor Gobei nodnr de Barinas, 

resolvió el Gobierno en 25 de Agosto ú^imo lo 

que sigue : 

•' Por el artículo 89 de la hy orgánica de pro- 
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viocias debe haber juntas de sanidad en todas ka 
ciudades, villas y parroquias de la Repúblicat J 
por el artículo 90 se dispone que las de las ca- 
pitales de provincia^ sean las sjii^eriores de to- 
das las demás de la misma. Se vé, pues, que la 
ley no ha ordenado el establecimiento de una do- 
ble junta en las capitales de provincia ; y así se 
resuelve la consulta." 

Lo comunico á US. en contestación á su ofi- 
cio de 2 de Octubre próximo pasado número 
145, en que hace observaciones sobre lo acorda- 
do en este punto por la junta superior de sani- 
dad de esta provincia. 

Soy de US. muy atento servidor.— 

Ángel Quintero» 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECFnVA DB 9 

DE MAYO DE 1842 sobre declaratoria de nvU* 
dad de las elecciones municipales, concordan^ 
te C071 el ^ 37 art 29 de la ley. 

Secretaría del Interior. — Sección 3»— Caracas 
Mayo 9 de 1842. 

Resuelto.— "Vista la exposición documenta»Ia 
que ha dirigido al Poder Ejecutivo el señor Juan 
Félix Nufiez, quejándose de la providencia libra- 
da por el Gobernador de la provincia de Cuma- 
ná en que declara nulo el nombramiento hecho en 
su persona para Jefe político (tel cantón Cariaco. 
Siete vecinos de aquel cantón representaron en 
13 de Diciembre al Gobernador contra la elección 
de Nufiez,. asegurando que no era vccífio^ y Nu-. 
ñez en el informe que evacuó acompañado de va- 
rios documentos justificó que lo ero por lo menos 
desde 1840, que allí está casado, quetietíeuna hija 
y que se ocupa en la agricultura y el comerció. 
Todo esto resulta comprobado plenamente, lo re- 
conoce el Gobernador en su providencia de 23 de 
Febrero último, concede á NuBez honradez y otras 
dotes estimables ; y sin 'embargo, declara que ro 
es vecino de Cariaco porque no ha manifestado 
ante aquel Concejo municipal su voluntad de ser- 
lo. Por ninguna ley de h República se exige se- 
mejante formalidad, y es extraño que se haya 
echado maño de un fundamento tan débil para 
privar á un ciudadano del goce de los derechos 
políticos. 

•* Es también muy reparable que tal resolución 
se hubiese librado después de haberse dicho al 
Gobernador en respuesta á una consulta que en 
abstracto dirigió ai Poder Egecntivo con fecha 
15 de Diciembre, »* que debia obrar con la ma- 
yor circunspección, pues los ciudadanos desig- 
nados para Jefes políticos, habían obtenido los 
sufragios de la Diputación provincia] y el nom- 
bramiento del mismo funcionario ante el cual se 
alegaba de nulidad." De extrañarse es igual- 
mente que el Gobernador haya declarado nula 
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la elección de que se trata á los treinta y nueve 
(lias de haber recibido la solicitad hecha con es- 
te objetOf estando prevenido por el parágrafo 
30 (iel artículo 29 de la ley orgánica de provin- 
dajs, que taíed deci^oned se pronúncTen dentro de 
quince dias á lo mas, después de introducidas en 
el désp&cho d^l Gobernador respectivo. Conoci- 
da la providencia fué reclamada por ciento treiá- 
ta vecinos de Cariaco en una esforzada y respe- 
tuosa repi^sentacion ; pero el Gobernador de- 
claró que no podia rever el negocio. En con- 
sideración á lo expuesto, previo dictamen del 
Consejo de Gobierno que ha sido c^msultado so- 
bre este asunto, usando el Poder Ejecutivo de 
sus facu-ltades constitucionales, y en desempeño 
del especial encargo que se le hoce por el artí- 
culo 109 de ta ley orgánica de provincias, re- 
suelve : 

19 Qu6 el Oobern>idor de la provincia de Cu- 
maná ha obrado contra las leyes declarando nu- 
la la elección hecha en el señor Juan Félix N6- 
ñex para jefe político del cantón Cariaco ; y 

29 Que el Gobernador debe restituir mme- 
diutamente ai expresado Núñez al destino de que 
quedó separado por virtud de su providencia." 

Comuniqúese a) referido Gobernador previ- 
niéndole que en lo sucesivo se arregle estricta- 
mente para sas determinaciones á la Constitu- 
ción y leyes de la República, á ñn de no dar 
motivo á quejas tan fundadas como la del se- 
ñor Juan Félix Nüñez. — Por S. E. — Qvintero. 

PROVINCIAS. BKSOLUCION EJECUTIVA DE 1? 

DE MAYO DE 1854 sobre lo mismo que laante- 

rior. 

Secretaria del Interior .-^Sección tercera. 
Caracas, 19 de Mayo de 1854. 

ReiueUo, — Dígase á los Gobernadores de pro- 
▼incta. 

No estando determinados por la ley los funcio- 
hários que deben suplir á loe Gobernadores en 
caso de perentoria urgencia en la capital tle la 
respectiva provincia, durante la visita de esta que 
por el artículo 8? de la de 24 de A.bril de 1838 se 
les ordena practicar en el pcijníier bienio de su ser- 
tícIo, elPoderEjecutivo como jefe de la Adminis- 
tración ha tenido que acordar las providencias 
necesaxias para suplir el (^efecto, é impedir que 
se entorpezca el curso de los asuntos guberoati- 
TO0. Fué esta la razón que le obligó á expedir^ 
& consulta del Gobernador de .esta provincia, la 
.resolución de 9 de Mayo de 1844 que cofre in- 
.iierta en la Memoria de este Ministerio de 1846, 
en c^sonancia con otras libradas anteriormente, 
ft Virtud también de varias cons,ultas del mismo 
.genero» |as cuales han estado observándose sin 
•ontradiccion alguna hasta ahora ; pero habiendo 
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ocurrido nuevas dudas sobre el [Varticular, S. £ 
se ha servido, al resolverlas, dictar en general la 
siguientes reglas, aplicables al easo en que lo 
Gobernadores iemprendan dicha Visita. 

isi El Gobernador conserva su carácter de tal 
en. cualquiera de los puntos de la provincia .en 
que se encuentre en visita, y despachará por con- 
siguiente los asuntos de la Gobernación que ocur- 
ran, excepto los que se indicarán er) el lugar con- 
veniente. 

2^ El Gobernador debe ir acompañado de un 
Secretario que autorice sus actos, y de los demás 
empleados de la o6cina que crea necesarios, lle- 
vando también consigo los papeles que juzgue 
indispensables al mejor desempeño de sus funcie- 
nes. 

3^ Mientras permanezca ausente el Goberna- 
dor, el jefe político del cantón capital presidirá 
las diversas juntas que á aquel corresponda pre- 
sidir en la misma capital, sin excepción alguna, 
y hará también las veces del Gobernador en aque- 
llos asuntos puramente económicos de la Gober- 
nación y que no pueden sufrir demora, tales como 
ordenar, en las provincias donde competan al 
Gobernador estas funciones, la admisión de loi^ 
enfermos pobres en los hospitales y la inhumación 
de los cadáveres de Jos que fa llegan en estos es- 
tablecimientos, expedir los pasaportes para 
ultramar, y cualquiera otro que ocurra de esta 
especie. 

4^ Los reos que se remitan para los presidios, 
si soii de cantones inmediatos ndonde se encuen- 
tre el Gobernador, serán destinados por este, y si 
llegan á la capital ios destinará el jefe político re- 
feíido. 

5^ £1 Gobernador dejará el archivo de la Go- 
bernación cerrado bajo segura custodia, mientras 
permanece ausente, poniendo solamente á dii^- 
posicion del mencioqado jefe político los libros 
lie actas y demás documentos que este haya de 
necesitar para el ejercicio de las funciones qué 
vf\ Htt'éoncia de aquel le quedan señaladas. 

Y tungo el honor de comunicarlo á US- para 
su inteligencia y fines consiguientes. 
Soy 6c. 

Por S. E.— P/ánas* 
PROVINCIAS. &ES0LVCI0N ejecutiva de 12 

DE MATO DE 1854 previniendo á los Oobtrnor 

dores que ^cwindo vayan á hacer la visita de la 

^rovincia^ remitan al Poder Ejecutivo el itine- 

rario qwe deben seguir en ella, y que cumplan 

ttlrictamenie con lo dispuesto en el articulé 

89 dt la ley dtl caso, 

fiecreftarS» del Inteiior.— Sooolon tercera. 
Caracas, 12 de Mayo de 1854. 

R^utlto.T'Dígaiie á los safiores Gobernadores 
de provincia. 

id 



1 



ue 



TSATBíO BE hk LWWttinOIOIt 



PRO 



Con el fin de que el Gobierno pue.ila siempre 
saber el lugar en. que 36 encuentren loa Goberna- 
dores durante la visita de la provincia res()ectiva, 
y ademas con el qae de que dichoa Gobernadores 
cumplan estrictamente todas las disposiciones 
contenidas en el artículo 8*^ de la ley de 24. de 
Abril de 19:^8, sobre i:é^imén polínico,, el Poder 
Ejecutivo se ha servido resolver; 

19 Cuando los Gobernadores vayan él empren- 
der la visita de su provincia, lo participarán an- 
ticipadamente al Gobierno, y luego darán aviso 
del día en que Raigan de la capital, renútjendo el 
Itinerario q'ie deban seguir en dicha visita. 

29 Los Gobecnadores se ocuparán precisamen- 
te en la visita referida,, aparte de los demás asun- 
tos de la Gobernación, de practi' ar todo cuan.to 
se les encarga por el citado artículo 89^ sin. excep- 
ción alguna, y darán al Poder Ejecutivo y ája 
Diputación provincial, respectiva, cuenta circuns- 
t'iuciada tiel resultado de aqiieila, en lu inteligen- 
cia de que no se teixdrál por practicada si no se 
IJenan puntualmente estos requisitos. 

Tengo el honor de comunicarlo & US. para su 
inteligencia^ ñne^ consiguieates. 

8oy&. PorS. E«— P/ána». 

PROVINCIAS* RRSOLUCLON EJECÜTIV^A DE U 

DE NOVIEMBRE DE {8&3 fijando la inteligte»' 

cia del artículo 39 de la ley. 
Secretaria del Interior.-r-Seccion tercera. 
Caracas, Noviembre 21 «h 1853. 

Resuelto. — «Dígase á los Gobernadores- de 
provincia. 

Ha llegado el caso, de que algunos Gobernado- 
res han dado mayor extensión al artículo 3*^ de 
la ley orgánica de provin.cias que dice que "en 
las fidtaa del Gobernador será este sostituido por 
el Jefe folítico del cantón capital 6 por la perso- 
na que desempeñe las funciones de este ; " pero 
ci Poder Ejecutivo juzga que dichas faltas solo 
puedea tener lugar, por muerte, enfermedad sú- 
bita y de gravedad que oonatituya imposibilidad 
para la permanencia en el puesto mientras se so« 
licita y obtiene el permiso, competente para se- 
pararse de él y la designación de sustituto, por 
haber terminado el período constitucional de 
cuatro afioa sin que la Diputación proviojcial res- 
pectiva haya presentado la terna correspondien- 
te, 6 que, habiéndola presen taido, el Gobjerao no 
haya elegida por cualquier accidente el <^e de* 
ba reemplazarlo, y por suspensión, renuncia ad- 
mitida 6 licencia concedida sin que el Poder 
Ejecutivo haya nombrado sustituto. 

Tengo el honor de deci *ío á US. para su co- 
nocimiento y finea consiguientes fn los casos 
que ocurran» 

goy ¿&c.^Por S. R-^PlaMs. 
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PR0VU*^CIAS. AUTO DÜB LACpRTKSWBEKA DS 

13 DE DicucMOAK DE iSZ9 declarando. CH con» 
formüad con el artículo i5 de la ley, que los 
tribunales de justicia están obligados a pasar, 
á los Gobernadores, copias de las sentencias y 
aun extractos de oualquier proceso, si dicho- 
funcionario los creyere convenientes. 
En la ciudad de Caracas á 1$ de Diciembre de 
1839, 10 y 29, reunidos el Presideiite y Minia^ 
tros de la Corte Suprema de Justicia, iimiaron cq. 
consideración la consulta sobre la iateligencia del 
artículo 1.5. de la ley de 24 de A.bríl del afio prór 
ximQ. pasado, que trata del régimen y organiza- 
ción de provincias, la cual fué dirigida por ejl 
juez de primera instancia de Guayana á la Cor- 
te Superior de justicia del segundo distrito, y 
elevada á esta Suprema con, el infjurm^ coi:rea<- 
pondiente y ¥ario8 documentos conducentes á. 
aquel objeto, y visto lo representado po[ el se- 
ñor Fiscal, dijeron : que según el sentido del mc- 
tícúlo mencionado, es indubitable quio los tribor 
nales de justicia están obligados á comunicar & 
los Gobernadores cuantas noticias estimen con- 
venientes sobce la& caucas pendieiUea en eUos.* 
paca los Ibies que se propone el legislador; y 
esta. Corte Suprema por una conaecuencia exac- 
^ ju^ga que estáixcomprendi.dMa. eq aquellas, la^ 
copias de las.seolj^nciMa á que se contrae la con.- 
sulta, y aun ios extractos de cualquier proceso, 
si el Gobernajor lo creyere necesario, en lugac 
de testimonios íntegros como indica la Corte Su- 
perior, pues las compulsaa de estos,, ademas dis 
ser gravosas, detendrían la marcha de los nego- 
cios en peisjuicio de la pronta administración de 
justicia que es el ünico y verdadero objeto d« Ja 
ley. Por tanto, resolvieron qne se conteste en 
esta forma á la Citada Corle Superior, devoK 
viéndnsele las copiaa que acompañó) comunicán- 
dose igualmente á la del tercer distrito para loa 
fines convenientes. — Ledo, Mercader» — López 
de Umerez.-^Maríinez.'-Duarte» 

Es- copia.-^Caracaa Setiembre 23 de 1844.-1- 
Ell Canciller, Jasé^Duarte. 

PROVINCIAS. AOOERDO DE LA CORTE 80PR9r 

XA D E t9 DE NoviBMBRjr D^. 1840 declataH' 
do : I?, que los jefes políticos están ,obliga* 
dos Á consultar álos Oobemaelores sus deitr» 
nUnaciones conforme al^íí^ arU 56 (fe I» 
¿ey, en^ sus procedimienios contra vag'OSt bisn^ 
sea que condenen^ á.abfiuehfan: ^ que si des* 
pues de habeirse dado au4ienci.a* ai acusado- 
recayereuna protidencia^^úfibe consultarse es» 
ia ; pero ^ue ti antes de dicha auditneia rs». 
vocare el jefe político la providencia en que^ 
se otorg^af no debe consultarse su determiru^r 
cion, jCf^mbien áe declara en quíeotisi{it€ loi ea^ 
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pesada audiencia ; v cómo d/be ptwfedéli'Se eñ 
laé recusaciones de los jefes poHtitdi^ 

, Informe. — Acuerdó extraordinario nflnñéiro 1R 
de la Corte supenor del qliinto distrito judicial, — 
Viernes 2 de Octubre de 1840. $ 2? Se dio cuen- 
ta de un oficio del Tjrpbernador de la provincia de 
Marida, fecha 21 de !Tulio áhimo, constiltando lo 
siguiente : 1^ di la consulta de que trata dicho 
parágrafo (ef segando, artículo 50 de la ley or- 
gánica de provincias) deberá tener lugar ^lóen 
los casos de condenación, 6 si los Jefes pplítfcos 
^n caBo de absolver, estarán obllgadoB á la bonsúl- 
ta antes de poner al procesado en libertad : 2^ 
Si habiéndose procedido contra uno sindicado de ' 
va^o, en cuya cau^a se acorde con nitrito ó sin él 
dáne la ll^^era audiencia, podrá el Jefe político 
abstenerse de la secuela de la caufra, y si en este 
taso estará obligado á la consulta prevenida* Se 
acordó dirigir á S. E. la Corte Suprema de Justi- 
cia, copia íntegra de dicha comunicación con el 
informe que sigue. En cuanto al primer punto, 
el parágrafo 29 airtícolo 60 de fa ley orgánica de 
provincias, ordena: que cuando ks Jefes políti- 
cos procedan contra vagos, consultarán fus fallos, 
antes de ejecutarlos, con los Gubernadores, pu- 
diendo estos reprobarlos si los hallaren injlistus. 
Puede ser tan injusto ei fallo que absuelve, como 
el que condena, y es un deber del Jefe político 
consultarlos todos antes de su ejecución, para que 
el Gobernador pueda ejercer su atribución de re- 
probar ó no dichos fallos. En cuanto al segundo 
punto, después de la audiencia del encausado, la 
providencia que se libre condenando ó absolvien- 
do, es un fallo definí livo que debe consultarse. 
Pero si antes de oir al indiciado ile vago, revocare 
el Jefe político la providencia en que le otorga la 
breve audiencia que exige la ley, no debe consul- 
tarse su determinación, porque es la declaratoria 
de no haber lugar al procedimiento, y esto equi- 
vale á no proceder desde el principio. En el his- 
torial de la consulta ha observado la Corte^ entre 
otras irregulnridádes, la de que se hace consistir 
ia audiencia que debe prestarse al indiciado en 
solo su contestación, sin asignarse un breve tér- 
mino para que se excepcione y pruebe, pues por 
sumario qu« sea el procedimiento, no debe pri- 
varse á nadie de la defensa, ni dejarse de oir pOr 
consiguiente las excepciones legítimas y proban- 
zas necesarias, que es lo que constituye la au- 
diencia en juicio. También ha notado la irregula- 
ridad en el modo con que el concejal primero en- 
tró á subrogar al Jefe político en este negocio, 
coando parece que á falta de ley que reglamente 
las recusaciones en el procedimiento de policía 
correccional, deben seguirse en lo posible las re- 
glas sobre los impedimentos en ios juicios comu- 



nes*. La Corte se da contrdidó á estos dos puntos 
aunque no están contenidos en los dos de la con- 
sulta, por 'no estar expresamente decididos en lá 
ley, y por si el Tribunal Superior tuviere á bien 
considerarlos. Contéstese al Gobernador de Mé- 
rida, que su consulta se ha dirigido á S. E. h 
Corte Suprema con ei informe de este tribunal, 
de suspendió el acuerdo.— ^BracAo. — Urdaneta. 
Es copÍ8.-^Marffcaibo Octubre 3 de 1840.—^ 

El Canciller, C. Vrdaneta. 

£ff lacindad de Carteas á 19 de Noviembre 
de 1840, II y 90, el Vicepresidente y Minis- 
tros <\e la Corte Suprem'a, estando reunidos eñ 
acuerdo, se impusieron del expediente instruido 
con motivo de la consulta que dirigió á le Supe- 
rior del quinto distrito el Gobernador de Mari- 
da relativa á dos puntos: 19 Si los jefes políti- 
cos á virtud de lo que dispone el parágrafo 2^ 
(foi artículo 60 de la t^y olr^ánita de provincias, 
están obligados á consultar con los Gobernado* 
res li)s fallos que pronuncien en el juicio infor- 
mativo contra vagos bien sea que condenen bien 
que absuelvan ; y 29 Bi habiéndose procedido 
contra alguno sindicado de vago, en cuya causa 
se acordó con mérito ó sin él, prestarle la lige- 
ra audiencia que previene la misma ley, podrá el 
jeíe político abstenerse de continuarla, y si en 
este caso está también obligado á consultar la de* 
terminación que librare. En los dos puntos con- 
sultados no encuentra esta Corte una duda muy 
urgente que exija elevarla al Congreso para su 
resolución. Ella aparece resuelta tanto en elin- 
furme de la misma Corte Superior, como en 16 
representado por el seíior Fiscal bajo de princi- 
pios y fundamentos sólidos y legales. En su con- 
s^eteuencVa acordaron aprobar como aprueban el 
dictamen que contiene el indicado informe; sir- 
viendo de rfgla en los casos que ocurran de 
igual naturaleza; y que por lo demás á que se 
coClrae la referida Corte, puede hacer las pre^ 
venciones que convengan para remediar las irre- 
gularidades que liH notado en el historial de que 
dimana la ctinsulta. Comuniqúese en contesta- 
do n.«*^Ló;?e¿ de Umérez* — Mdriinez* — Duarte» 

Es copia. — Caracas Agosto 21 de. 1844. 

£1 Canciller, José Duarte. 

PROVINCIAS. Qué deberá hacerse cuando en 
un cantón falte la asamblea rounicipal. Véase 
Asambleas inunieipalts^ R. R. £. E. de 10 de 
Noviembre de 1840, y 7 de Julio de 18552. 

PROVlNCtAS. Cómo debe entenderse la auto- 
ri2acion que el artículo 28 de la ley da á los 
Gobernadores para imponer y exigir coactiva- ^ 
mente mulus desde 10 hasta 100 pesos, y arres"* 
tos que no pasen du tres dias á los que les de** 
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Bobedezcan ó falten al debido reepeto. Véase 
la nota. (*) 

FROVINCIAS. RK80LDCION EJECUTIVA DS 9 DB 

MAUzo DB (854 desaprobando la declaratoria 
de nulidad de ciertas electanes municipales^ 
hechas por el Gobernador del Guárico mala" 
mtntt fundado en el ^ 29 articulo 39 de la ley 
orgánita de provincias^ ^ dec larando á qvién 
oorrisponde reparar eí agratio*. 

Secretaria del Interior. — Sección tercera. 

Carácafl. Marzo 9 de 1854. 
RésneUü.-^T^igtLañ al Gobernadar de la protrin- 

cia del Guárico. 

Vista por el Poder Ejecutivo )a representación 

dooü mentada que* produjeron los sefiores Juan 



(*) El Ministro del Interior en sn Memoria de 1840 ex- 
j^ne. 

Bl articulo 28 autoriza á los gobernadores para ejecu- 
tar gnberuativamente las penas impuestas por los leyes y 
ordetianzasde policía, y pÁra imponer y exigir coactiva- 
mente' multas desde 10 hasta 100 pesos, y arrestos que no 
pasen de^tres dias, segnn la gravedad de la falta, á los que , 
les desobedezcan ó falten al debido respeto, debiendo i 
precv:der á la imposición de estas penas una diligencia ! 
breve y sumaria en qne conste el hecho que las motive, y 
íiotificándose al penado dicha diligencia áotes de ejectt- 
tarla* Ocurrió duda al GoDemador de Barqaisimeto sobre 
la inteligencia de esta dii^posicion, consultando si ha de 
haber siempre examen de testigos en la diligencia pre- 
cedente ú la aplicación de algunas de las penas que 
éste articulo establece, o si basta la autorización del fnn- í 
Cionario respectivo y la de su secretario para acreditar ¡ 
aquellos hechos ; observando que si bien la intervención • 
de testigos es una garantía de los derechos de los vene-' 
solanos y del procedimiento del magistrado, ella por otra ' 
parte si hubiese siempre de tener lugar, traería la impuni- i 
dad del desobediente 6 irrespetuoso cuyas fBiltas rara vez ; 
se cometen en público. Sometió el Poder Ejecutivo esta 
consulUi al Consejo de Gobierno; y considerando este 
cuerpo que los gobernadores a cuya obediencia y respeto 
se ftltase no necesitan de previa comprobación ó justifi- 
cación testimonial al imponer las penas correccionales 
que detalla el articulo citado, sino únicamente de la dili> 
gencia que 61 requiero y en que conste, ó lo que es lo 
mismo, en que se haga manifestación del hecho ó motivo 
que haya meritado la imposición de la pena; que esto, nni- 
ao á la previa notificación que ha de hacerse al penado, 
Uena el objeto de la ley, que no parece ser otro, que el de 
dar alguna solemnidad al procedimiento, y que el acto y 
sus motivos pueden considerarse en el juicio de queja, 
que tal ve» la parte se creyere con derecho á Interponer ; 
y opinando por último que la ley con razón parece confiar 
en la rectitud del magistrado cuando solo se trata do una 
Siinple corrección por actos irrespetuosos á su persona, 
que mudiaa te^^éa preferiría dejar impnnessf le fhese in- 
oisptínsablB tidUcI^r la comprobación de testigos, reqiplsi- 
to tan en)bara:&Ó8o como diiatoño^ Ji^uceót ifin0cesario en 
tal caso el examen previo.de aquellos, debiendo los gober- 
nadores y jvfbs politices ebnsuUar los reglamentos o leyes 
respectivas y la naturaleiui del caso en lo demaa en que 
hayan de imponecse penas correccionales por infraecio- 
ñes de policía. Conforme el Poder fijjscutivo con este dic- 
tamen, resblvfd cpn arreglo á él la consulta del CÍobchia- 
dér 4* B^urquisimete. 
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Francíaeo A^apit» Curpia j Resalió Herrera so- 
licitando se manden reponer inmediatamente los 
funcionarios elegidos el 25 de Diciembre último 
porta Asamblea municipi de ése cftntoo, capital 
tanto para él mjsma coou) para el del Sombrero» 
cuyos nombramientos declaró nulos esa Goberna- 
ción en uso» de la facultad qne fe concede el ^ 2P 
artículo 29 de la ley orgánica de provincial, pero 
sin expresar ninguna causal para ello,* y habi^n*^ 
dose sometido el asunto á la consideración del 
Consejo de Gobierno, S. E. ha tenido á bien re- 
solver la solicitud referida de entera conformidad 
con el dictamen de aquel cuerpo cuyo tenoi* literal 
es el siguiente. 

Sesión número 15 del Consejo de Qobiemo. 

Martes 7 de Marzo de 1854. 

'' & 3? Se puso en discusión el informe sobre la 
scdicitud de los sefiores Juan Fiancisco Agapito 
Carpió y Kosalio Herrera, pidiendo la reposición 
de los funcionarios elegidos el 25 de Diciembre 
último por la asamblea municipal del cantón Ca- 
labozo, y cuyos nombramientos anuid el Grober-. 
nadordel Guáiico;y el Consejo, suñcienle mente 
discutida la materia, aprobó el siguiente aouer^ 
do: 

''Habiendo ocurrido al Poder Ejecutivo los 
sefiores Juan Francisco Agapito Carpió y Rosa- 
lio Herrera pidiendo la reposición, dic los fuiveíoc 
narios elegidos por la asamblea nrHinicípa^ de Gi- 
labozo el día 2& de Diciembre último, que el Go- 
bernador de aquelia pravincia anuló por sus de» 
ere tos de 30 del mismo Diciembre y de l^de 
Suero del corriente año; S. E. para resolver ha pe*. 
dido.el dictáiuen del Consejo de Gobierno. 

'*Consta de las pruebas auténticas producidas 
por los ocurrentes, que habiendo la reñ^rida ásHm^ 
biea municipal hecho los nombramientos ordina* 
ríos de ley el dia 25 de Diciembre, se comunicaron 
el mismo dia al Gobernador de la provincia del 
Guárico, quien instruido del acta de dichos nom.» 
bramientos, proveyó á continuación el siguiente 
decreto: "Calabozo Diciembre 30 de 1853.-^ Bn. 
uso de la atribución que me concede el ^ 8.9 ^^^ 
artículo 29 de la leyforgánica de provineiaSt. decla- 
ro nulas y dé ningún valor las elección eapraettcari 
das por la asamblea munioipal.de es t^ cantón ei.t^. 
del presente mes, exiceptuándoae dfi ésta dfseíera*^ 
toiia los nombrsmienUia qne siguen^ ''Contímip. 
y aicaba, e^^resenilo los nombramiento» que- qiie^ 
dilbaa váHdos.. También* consta^ que igtñl ée» 
crelo expidió el dia I O de Enero 6hiino atíalan- 
do la elección de Conóejal he¿ha en ei setfor Jota 
Francisco AgspiM Carpió, que habia quedado 
aprobada en el anterior. 

''Gomo el Gébernatior no expresó niagono ét 
loe fandamjsnioi legales,, qué hubiese tenido {Mi^ 
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ra declarar nulas dichii elecciones, los agrravía- 
ctos han hecho pruebas exhuberantes de hallarse 
en posesión de los derechos de ciudadano, de las 
cualidades para aer elector y de su decisión por 
el Gobierno en cuya defensa tomaron las armas 
en la última eospiracion; y con ellas piden la re- 
posición en sus destinos municipales, estimando 
arbitraria la resolución del GobernaJur que anu- 
id sus nombramientos 

»'£! 5 29 del artículo 29 de la ley orgánica de 
provincias en que se apoyó el Gobernador para 
nacer la declaratoria de nulidad que motiva el 
presente recurso, dice: "Cuando los Gobernadores 
sepan que se ha hecho una elección conocidamen • 
ie nula, podrán declararla tal sin previa petición de 
un tercero, y aun después de los ocho dias de 
que habla este artículo, á reserva del derecho de 
lasparíes que se consideren agraviadas. " 

"A petición de parte, y precisamente dentro de 
los ocho dias de Id elección, concede á los Gober- 
nadores el citado artículo 29 la atribución de de- 
cidir por la via instructiva y gubernativa las du- 
das que ocurran sobre elecciones de los miem- 
bros de los consejos municipales. 

"En el caso que motiva la consulta del Poder 
Ejecutivo, el Gobernador del Gu arico, no ha 
hecho uso de ninguna de las atribuciones, que le 
conceden el supra dicho artículo 29 y su ^ 2^ 
No la primera, porque no ha habido acusa- 
ción de nulidad dentro de los ocho dias, propues- 
ta por un tercero. Tampoco la segunda, por- 
que está limitada esta airibucíon al único caso 
de una elección conocida me me nula, como se- 
irian todas aquellas, que tuiíitiido su prueba de- 
Oíostmtiva en lo público y notorio, por necesidad 
debe hacerse de todos conocidamente; y como 
los decretos del Gobernador de 30 de Diciembre 
y de 19 de Enero, que vienen referidos, care- 
cen de todo fundamento, ni dan razón alguna, 
que convenciese qoe las elecciones del 25 de Di- 
ciembre,, hechas por la asamblea municipal de 
Calabozo^ fuesen conocid^i mente nulas, en las 
partes que las declaró asi, está de manifíesto que 
aquel CM^bernador obró, cuando menos, bon er- 
ror^ creyendo que discrecionaimente estaba en 
•U8 focultades anular cualquiera elección m<ini- 
cípai de MI provincia que privadamente le pare- 
ciera mal hecha. 

*«Este error, justificable ó no, ha cansado un 
agtavio en la ría gubernativa, cual es la destito- 
tícfñ absolutamente informal de lo^ empleos rou- 
nieipaleei que obtuvieron los ocurrentes de la 
atamUaa tnanícipil <le Calabozo, y cuya repara- 
aoü «oUcHan en la inisiDa via gubernativa, en 
wo d* ln re8«i*va qoe expresamente les concede 
«I Ctoatriel niiaoio ^ 2.® meficionado. 
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*' El agravio como se ha dicho, está de mani- 
fíesto; porque según las leyes de la República, 
nmgun funcionarlo de ella puede resolver por 
pruebas mentales 6 de pura conciencia privada. 
Solo falta averiguar á quien toca deshacerlo. 

''No está decidido por la ley cual sea la auto- 
ridad, que deba enderezar el desvio y salvar del 
daño que causa la nulidad de una elección ma- 
lamente declarada por los Gobernadores, porque 
el capítulo 99 de la ley org&nica de provincias y 
la ley 9^ del código eleccionario se contraen es- 
pecialmente al conocimiento y juicio de las cau- 
sas de responsabilidad, ya de los empleados mu- 
nicipales y ya de los funcionarios eleccionarios, 
para las penas que merece la mala conducta ob- 
servada. 

. •• La ley orgánica de provincias expresamente 
reserva el uso do su derecho A la parte que se 
considere agraviada del fallo sumario y guber- 
nativo de un Gobernador, que le anula su nom- 
bramiento sin ningún género de audiencia. Es- 
te derecho, como el mas natural, no puede ser 
otro que el de la apelación para que el inmedia- 
to superior, del modo mas breve, sencillo y me- 
nos expendioso, como es el propio, de aquel re- 
curso, revea el fallo, lo considere y deshaga el 
agravio causado por el funcionario inferior. Es 
verdad que no está formulada su sustanciacion, 
pero está concedido por la ley ; y ninguna inter- 
pretación odiosa y abominable puede hacerse, 
para restringir este precioso derecho, cuando los 
principios generales de la Jurisprudencia ense- 
ñan : que la apelación se entiende siempre con- 
cedida por ser de derecho natural, á menos que 
especialmente la niegue la ley. 

*' De lo expuesto se infiere que el ocurso para 
el desagravio debe hacerse al inmediato supe- 
rior que lo es naturalmente el Poder Ejecutivo 
en el ramo de la Administración general, guber- 
nativa y económica del Estado ; y no la Corte 
Superior de Justicia, poder heterogéneo, cargado 
de fórmulas, que solo es llamado á juzgar y sen- 
tenciar por la* via ordinarin,. las causas de res- 
ponsabilidad eleccionaria, si se quiere, tanto en 
iaa primaiias y secundarias, como en las xnuni- 
ripiik's que por la ley no estén atribuidas á los 
fUZ|<ados de provincia, (\ otros funcionarios pü- 

DÜCOS. ' 

*' En fuerza, pnes, de los fundamentos que 
vienen expresados, piensa el Cons#»jo de Gobier- 
no poder aconsejar á S. E. el Presidente de la 
República ; que en desagravio de los ciudadanos, 
qtie hacen el presente reclamo, desapruebe y re- 
voque las resolneiones del Gobernador del Guá- 
rico de 30 de Diciembre y 19 de Enero que anu- 
laron las elecciones á que ellos se nñerma ] y 
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q%ie en consecuencia ee ponga en posesión de sus 
destinos á loe nombrados por la asamblea muni- 
cipal de Calabozo el dia 23 de Diciembre del 
afio pasado.'' 

Y tengo el honor de trascribirlo á. ÜS..para su 
inteligencia y á fin de que inmediatamente sean 
repuestos en sus destinos los funcionarios indi- 
cados. 

Soy, átc—Por S. E.^PlánAs. 
PROViNCIAS. Visita de los Gobernadores 
fuera del lapso fijado por el artículo 106, con 
permiso del Poder EjeciitivcK Véase Goher* 
nadoresn R. £• cié 14 de Setiembre de 1853. 
FROVIfi^ION DE CÁTEDRAS. Véade Instruc- 
ción pública, L. 5* art. 1^ ai 5^ 
PROVISIONES ECLESIÁSTICAS.' Véase Tcr* 
ñas para las canongías de oficio j y Ternas 
para la provisión de curatos. 
PROVISORES. Su nacionalidad. Véase Pa^ 
tronóte eclesiástico^ art. 49 — Derechos que les 
correspontien. Véase Arancel judicial^ art. \% 

PRUEBAS Y SÜ TBEMINO. LEY 4^ TITULO 1^ 
D£L CÓDIGO DE rROCEDIMIENtO SOtrC lüS que 86 

pro7nueven en juicio, 

LEY IV. 

De las pruebas y su término. 

Art. i o El mismo dia y por el mismo hecho de 
haberse contestado ln demanda y quedado sin 
efecto la conciJiflcion se abre el término proba- 
torio sin necesidad de decreto ni providencia al- 
guna del juez. £8tc término para todas las prue- 
bas que hayan de instruirse en el lugar del juicio 
es de treinta días ; y para las que hayan de eva- 
cuarse fuera, el de la distancia de ida y vuelta, 
ademas de dichos treinta dias. 

Art. 29 No se concederá término para hacer 
pruebas fuera del territorio de la República bí no 
86 solicitare en el mismo acto de la contestación 
de la demanda, y concurrieren ademas las circuns- 
tancias siguientes: 1^ Clue los hechos esenciales 
para la calificación del derecho de las partes, ó 
alguno de ellos, h?iyan ocurrido e*n el lugar don* 
dése intente hacer lu prueba. 2^ Que las perso- 
nas que se pretenda examinar en país extranjero 
como testigos del hecho ó para el reconocimiento 
de cartas ó documentos, conste por las mismas 
cartas ó documentos, ó por otro género d^prueba, 
que residen fuera del territorio Ov la República: 
y 39 Que pretendiéndose hacer uso de «locumen- 
tos que existan en archivo, oficinas, ó en po- 
der de alguna persona particular, se manifieste 
cuales sean los archivos ú oñciiias á que quiera 
^ ocurrir el interesado, ó el nombre y apellido de 
la persona en el último raso. 

Art. i«9 ^^ '^ parte contraria se opusiese á la con- 
cesioiA del término para hacer pruebas en pais ex- 
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tranjero, el jueioirá los informes yerbales de laa 
dos partes dentro de reiñle y cuatro horas, y enel 
mismo acto dará su resolución : de esta decisioú 
note oir¿ recurso para el superior siicio en un so- 
lo efecto. Si no se f eclamai'e contra la concesión del 
término dentro de veinticuatro horas de acorda- 
da, no tendrá luffar deépues, bajo ningún pretex- 
to esla reclamación. 

Art. 49 Si el litigante que hubiere solicitado el 
término para hacer pruebas en país extranjero, 
DO practicare las diligencias pi ra que le fué con» 
cedido, 6 de lo actuado resu liare que iré mali- 
ciosa su solicitud, con objeto de alargar el juicio 
se le impondrá una mulla equivalente á la terce- 
ra parte del valor de lo que se litigue, que se aplica- 
rá ala. parte contraria por indemnización de loé 
perjuicios que hubiere sufrido con esta dilacibn> 
y cuando no sea conocido este valor, la de una 
cantidad que nu baje de cien pesos ni exceda de 
mil, con el mismo destino. 

Art 59 En los quince dias primeros del térmi- 
no probatorio cada, una de las partes presentará 
su interrogatorio para las declaraciones de los tes- 
tigos: una libta de los testigos de que piensa va - 
lerse ; y otra de los doctimentos de que quiera 
hacer uso. Todo esto se pondrá de manifiesto en 
la secretaría á todos los interesados en el pleito, y 
se les darán las copias que pidieren ; y no se ad- 
mitirá otro interrogatorio ni se examinarán otros 
testigos, ni se recibirán otros documentos después 
de dichos quince dias. Se exceptúan los docu- 
mentos auténticos, los cuales pueden producirse 
en todo tiempo, antes de la sentencia en primera 
instancia. 

Art. 69 Los medios de prueba que se admiten 
en los juicios civil«'s, son I9 La confesión judi- 
cial ó posiciones, y la confcsicm extrajudicial com- 
probada en juicio : 29 Los documentos públicos 
y privados : 39 El juicio de expertos : 49 El re- 
conocimiento judicial 6 vista ocular: 59 Las infor- 
maciones de testigos : 6? Cl juramento. 

De las posiciones ó ctmfiísion judicial y de la 
confesión extrajudicial. % 

Art. 79 Todo el que fuere parte en el pleito 
está obligado á contestar bajo juramento las po^ 
siciones que la otra parte le haga en el tribunal. 
Tanto la pregunta como la contestación debe ser 
verbal, y la confesión que así hiciere lamparte pú* 
blicamente contra si misma, hará plena prueba 
sin necesidad de ot^a. 

Art. 89 No se admitirán en las posidones pre*> 
guntas que no sean pertinentes á la cuestión, ni 
respuestas ambiguas ni evasivas. £»taa deben ser 
directas y catei^óricas, confesando- djiegándo Ja 
parte cada pregunta. Se tendrá por confesa aque- 
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lia que i>o re&ponda de una muñera terminante, ó 
que citada al ef^ctn no concurriere a\ iribonal. 

Art 99 Las posiciones se harán en cualquier 
tiempo ilestle eldia fie la contestación, antes 6 den* 
pues de ella, hasta el dia de la sentencia, antes 
que esta se pronuncie, y tanto lo qt>e se ^pregante 
eomo lo que se conteste, se insertará con exactitud 
y con las mismas palabras de que se hubieren 
servido Ihs partes en la' acta respectiva, agregán- 
dose al expediente los apitntes que han de íbrmar 
de propia mano el juez y secretario, conforme lo 
previ nido en e( artículo 38 de la presente ley pa- 
ra la declaración de los testigos. 

Art. 10 Gn caso de impedimento legítimo 6 
ausencia de la parte, el tribunal comisionará á 
etrojnezó tribunal para, tonuir la eonfesioD ó 
evacuar las posiciones» 

Art. 1 1 Esta confesión ó posiciones serán pú- 
blicas, y se exteaderftn á continuac>on dn la requi- 
sitoria ó despacho que hubiese librado el }uez 
ée la causa. Concluido el acto se íírmaiá por las 
partes presentes, después del juez y el secretaras 
y 86 mandará Inmediatamente y con toda seguri- 
dad, al tribunal del origen ; pero las posiciones 
nunca detenflr&n el curso de la causa. 

Art 12 Lo que declare 6 confíese extrajudioial* 
mente la parte con palabras precisas sobre f 1 a9<>n- 
lo en litigic», y que se pruebe en juicio po»- Horu- 
mentos suficientes, 6 por dos testigos «'D't-^ie:» 
intachabks, hará ie y plena prueba ea juicio sin 
necesidad de otra. 

De loi documentos. 
Art. 13 Los documentos son públicos y privados: 
los públicos son las escrituras otorgadas ante un es- 
cribano ú otroempjeado público competente : los 
actos de los tribunalas debidamente autorizados ; 
y- todos los actos de los funcionarlos públicos y los 
traslados, copias 6 testimonios de las minmas es- 
crituras y actos legalizados en la forma presrripta 
por el derecho. Los privadas son cualquiera 
especie de documentos hechas por las partos ó 
personas particulares, como vnles, obligaciones. li- 
bros de cuentas, C( r responde nria epitíiolar y 0- 

tros. 

Art II Los documentos públicos hacen plena 

grueba. Y los privados la hacen tanibien, cuando 
ayao «ido soscritos en presencia de dos testigos 
por h persona que aparezca en ellos obligada, 
tlempro que dichos testigos lo declaren así bajo 
jttiBmento ; 6 coando estén reconocidos }udicial- 
menle por la persona obligada. Lo mismo se en* 
ttenda coando el documento privado no ha podi- 
do suserlbiiM por la persona obligada, por no sa* 
bar finnari con tal que un tercer testigo lo hava 
(rmado á so nombre delante de loe otros dos», do- 
cfiaiiqiolo estofas^ ante el ^uez bajo jujcameiuo^ 
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Pero si el testiga que aparezca firmado por la 
persima obligada negase el hecho, es necesario el 
testimonio lie tren en lugar de los dos que bastan 
coando aquel no contradice ó niega el hlecho. 

Art 15 Los libros do cuentas pueden servir de 
prueba enjuicio, pero nunca harán fé sino contra 
la parte á qiiíen pertenecen,. si las partidas na ea- 
luvíeren corroboxadas por otros do4*i>inentos ó di>s 
testigos idóneos. 

Art 16 No se admitirán exposiciones extraju- 
dicíales de los testigos, ni certificaciones ó justifi* 
cacionea anticipadas, á mcnoa quo los que hayan 
firmado ó certificado, comparezcan y confirmen 
pública y judicialmente la verdad de su contenido ; 
pudiendo en tal caso las partes repreguntar á los 
que hayan firmado. Se exceptúan aquellas decía- 
raciones 6 justificaciones evacuadas con citación 
de parte contraria por causa de ausencia próxima 
de ío^ testigos, ó personas que deban darla, 6 por 
demora mnliciosa del actor en promover su de* 
mandil,, comprobada en la manera quet dispone es- 
te c6. ligo* 

Del juicia d# expertos. 

Act 17« Cl juicia d.e expertos no puede tenar 
Lugar aíno sobre puatos de hecho, y cuando lo de- 
termine el tribunal de o^cio ó á pedimento de laa 
partes. 

Art 18. Cuando se pida el juicio de expertos^ 
cada una de las paites nombrará dentro de tres dias 
su perito ante el secretario del tribunil. Para los 
casos de discordia estos nombrarán un tercero ; y 
si no se acordaren en este nombramiento, lo hará 
el juez. I^í8 partes sin embargo pueden convenir 
en que un solo perito proceda en elasunto^ 

Art 19. Si dentro de los tre^ días no nombra- 
ren hs^ partes 6 alguna de ellas sus perito?, el tri- 
bunal los nombrará de oficio. 

4rt. 20. Dentro de las veinticuatro horas de la 
notificación de sus nombramientos, los expertos 
prestarán juramento ante el juez de la causa ó ante 
el que este designe, de desempefíar fiel mente su en«. 
cargo. 

Art ZU No se podrá reciiaír al experto n,om- 
brado de oficio: los nombrados por las partes po- 
drán ser recusados d revocadoa por ellas antes 
que empiecen las gestiones del negocio que van & 
desenxpefiar : en este caso se nonwrarán nuevos 
peritos dentro de las veinticuatro horas alguien- 
tesi pOr las partes, á por el tribunal en so defecto. 

Art. ^2* Prestado eljoramento por los expeic^ 
tos, astcia procederán á desempefiar su encargo 
dentro de los seis dias sigoientes, con vista dei 
loa documentos y piezas que deban tener presen- 
tes, por petición de las partes» y se seftalará el dia 
eoc quie tísbita reonim. para determinar el neg^ 
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cío : este término nunca pasará de quince días y 
el término de Ja distancia. 

Art. 23. Los expertos emitirán su juicio por 
escrito, y ]o suscribirán ante el juez de la causii 
6 su comisionado al efecto. Si discordaren, cada 
uno expondrá las razones de su opinión y lo mis- 
mo hará ei tercero á quien se consulte en ^te 
caso. 

Art. 24. La exposición de los expertos será 
reiiiiiidaá la secretaría del tribunal por el juez 
ciHínisionado, dentro de veinticuiuro horas y el 
término de la distancia. 

Art. 25 Los jueces estarán obligados á soguir 
el dictamen de los peritos si estuvieren acordes 
sobre ios puntos de hecho sujetos á su decisión, 
ó del tercero que, en caso de discordia, convenga 
con uno de ellos. 

Reconocimiento judicial ó vista odular* 

Art. 2G. El juez á pedimento de cualquiera de 
las partes, ó cuando lo juzgue oportuno, acordará 
el reconocimienlo ocular, y se trí\t<ladará oí lugar 
en que haj-a ocurrido el hecho de que se trate, ó 
en que se encuentre la cosa liiigiosji, para impo- 
nerse de aquellas circunstancias que no j)odrian 
acreditarse de otra manera. 

Art. 27. Solo concurrirá el juez ó su comiflio 
nado, el secretario 6 actuario que le subrogue, 
uno ó dos prácticos cuando sea necesario, y las 
partes ó sus apoderados. 

Art. 28. El juez 6 su comisionado extenderá 
una relación de lo practicado en el reconocimien- 
to, y la firmará con su secretario y las partes si 
concurrieren. 

Délos testigos» 
Art. 29. No podrán ser testigos en juicio los 
furiosos, dementes ó meotecati^, loa menores de 
quince unos, los jugadores de profesif>n,l4)s eb|-ios, 
los vagos, los deudores fraudulentos, y mientras 
no obtengan rehabilitación, los que hayan sufri- 
do una pena infaraaote. 

Art. 30. No puede tampoco testificar el magis- 
trado en la cansa en que está conociendo, el abo- 
gado ó apoderado por la parte á quien representa, 
el vendedor en causas de eviccion sobre la cosa 
vendida; los f0ci(ís en asuntos que pertenezcan á 
la compañía. El heredero presumo, el donatario, 
el amigo íntimo no j)ueden testificar en favor de 
aquéllos can quienes les comprenden estas ^elacio- 
nes. El enemigo no pue !e testificar contra su ene- 
migo . 

Art 31. Ninguno puede ser reíftígo contra, ni 
en favor de sus ascendientt^s ó desrendientes, 6 
su cónyuge: ni el esclavo pu< de 4e.«lifíc&r contra 
su amo ó en su favor: el sirviente doméstico po» 
drá ser» testigo contra aquf^l que lo tiene -en Mi-ser^ 
vicio, pero nunca en su favor. 
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Art. 32. Tampoco pueden ser testigos en favor 
de las partes que los presentan los parientes con- 
sanguíneos ó afínes^ los primeros hasta el cuarto 
grado civil, y los seguildoá hasta el segundo gra^ 
do, ambos inclusive. Se exceptúan aquellos casos 
en que se trate de probar parentesco ó edad^ en 
los cuales pueden ser testigos los parientes, aim 
cuando sean ascendientes ó descendientes. 

Art. 33. La persona del testigo solo podrá ser 
rechazada dentro de los veinte primeros dias del 
término probatorio; pero su dicho podrá serlo 
después de los expresados veinte dias. Aunque la 
persona del testigo sea tachaiia antes de la decía- 
racior, no dejará do tomarse por escrito su testi- 
monio si la parte insiste en ello; pero el no ser 
rechazado un testigo, no impide que el juez dese- 
che su testimonio en la sentencia definitiva, en 1& 
cual expresará el fundamento legal que tuvo para 
ello. 

Art. 34. Si alguno de los testigos no entendie- 
re ei idioma castellano, se nombrará un intérpre- 
te que, juramentado previamente, tome sus decla- 
raciones y explique en español lo que diga 6 coa- 
teste el te.nigo á las preguntas que se le hagan^ 

Art. 85. Cada testigo antes de hacer su depo- 
sición, declarará su nombre y apellido, edad, pro- 
fesión, si es pariente ó amigo íntimo de alguna 
de las partes, si es siervo ó doméstico de alguna 
de ellas, y jurará decir verdad. 

Art. 36. Los testigos se examinarán en públi- 
co uno á uno, por el juez de la causa, ó ei que 
este comisionare, según el interrogatorio del que 
los presenta, y después por la parte contraria, que 
les repreguntará sobre les hechos contenidos en 
dicho interrogatorio, ú otros que tiendan á invali- 
dar sus deposiciones. 

Art* 37. Las preguntas y repreguntes serán 
pertinentes á los puntos que se quieran probar y 
que se hayan controvertido: no se admitirán pre- 
guntas que no tiendan directa ó indirectamen- 
te á calificar la acción del demandante ó la excep- 
ción del demandado. 

Art 36. El secretario escribirá dcmanopto- 
pia y el juez, por sí, ó por otra persona, las pre- 
guntas de las partes y las respuestas ie los tes- 
tigos, para que en caso de duda se puedan cote- 
jar, si fuere necesario. 

Ar^. 39. £1 jjMez dMcnute /^l-j^m^ de i^n 
testigo, podrá Jbacerlo aqju/eU/is pr^gl)H^9 gue 
crea coDvenkDitCB para iluatiar su juici9¿ 

Art 40. íNadie podrá interrumpir kM^eeUgoff 
en el acto de dfCkrar) á excepción d^l juez pia(li 
corregir algún exceso, y se les proteeerár^OQlffi 
todo ineulto, giiardándolet» toda Ja libertad .^jMi 
deben tener para de^ir la verdad. 

Art. 4L Si faltare uno 6 mas teddgoí, la perkt 
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4'qQuÁi ednéBpótfdá fíodrá peclir TettMilmeDte q^ae 
86 melraü á citar pslirá otro dk que el tribunal 
séltalará con arriegTó á la distancia ¡ y se proce* 
^rá & éiátriinar los testigos presentes. 

Alt. 43. Si faltaren todos los testigos ó los 
principales, ó si no se pudieren examinar todos 
en el mismo dia, el juez en el acto señalará otro 
dia paré oirlos, y para continuar el examen : no 
faabri neceaidad dé nueva citacioh para las par- 
tes y testigos presentes. 

Art 43' Lo¿ individuos cuyo testimonio se 
necesitare en jaicio, deberán comparecer precisa- 
mente sin necesidad de previa licencia de sus res- 
pectivos superiores, á prestar sus declaraciones 
ante el tribunal 6 jue2 que los haya citado, sin 
que puedan excusarse por razón de fuero, pri- 
^egio ni otra alguna : los contumaces pagarán 
una multa que no pase de diez pesos, y serán 
citados nuevamente á su costa: por segunda vez 
se doblará la multa, y podrán ser atrestados has- 
ta por quince dias. Esta sentencia se llevará á 
efecto sin oírse ningún recurso, excepto el de 
qu^a. 

ATt 44. Si el testigo justifica que no pudo 
presentarse el dia se&aiado, el tribunal lo eximi- 
rá de la pena y costas de nueva citación, después 
que haya dado su declaración en la causa. 

Art. 45. El testigo que exigiere que se le re- 
sarzan los perjuicios y costos que le ocasionaren 
la ida al tribunal y la vuelta á su casa, pedirá 
antes do declarar la cantidad oue sea adecuada : 
el tribunal podrá reducirla á lo que crea justo, 
estando el testigo siempre obligado á comparecer 
y dar su declaración. 

Art. 46. El testigo no podrá leer ningún papel 
ó escrito para contestar : deberá hacerlo verbal- 
mente por sí solo á todas las preguntas que se Je 
hagan. Sin embargo podrá el tribunal, oidas las 
partes, permitirle que consulte sus notas cuando 
«e trate de cantidades, 6 en otros casos diñciles 
6 complicados en que la prudencia del tribunal 
lo estime necesario. 

Art. 47. Mo podrá tachar la parte al testigo 
presentado por ella aun cuando la parte contra- 
ria se valgii también de su testimonio, á menos 
que hava sido sobornado, en cuyo caso será con- 
siderado como testigo hábil solo en lo que le fue- 
re favorable. 

Del juramento* 

Art. 48. En defecto de prueba, 6 resultando 
d^ ellas algún hecho dudoso, podrá la parte á 
quien interese probarlo, deferir en el juramento 
de' la contraria, y no será permitido practicar 
después ninguna otra diligencia probatoria, á 
menos que dicha parte contraria rehuse prestar 
el juramento. Prestado este, la decisionideí juez 
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hade arreglarse' 6 ti» y sé' expedirá én el mismo 

actp. 

PRUEBAS 7 su tEBif iN'o. Cuál se podrá única- 
mente admitir en la segunda instancia. Véase 
Segunda instancia, art 5. 

PRUEBAS Y sü TÉRMiiNo. Véase Exámet^ de 
pruebas y sentencia^ Término probatorio^ y 
Procedimiento criminal, ^ único art I o, ^ üni- 
ro art 40 y A. C. S. de 28 de Abril dé 1842. 

PRUEBAS Y Sü TÉRMINO. En juicio criminal 
no empiezan á correr hasta que el defensor no 
sea notificado del auto de recepción. Véase 
Hurto, A. C. S. de 12 de Abril de 1842. 

PRUEBAS SUPLETORIAS EN LAS RECLAMACIONES 
CONTRA EL TESORO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 

15 DE ABRIL DE 1861 disponiendo que se ka* 

gan con citación de la persona que represente 

al j¿s(fú. 
Secretaría de HacieDda«*-Seccion 1& — Circular. 

Caracas, Abril 15 cíe 1851 • 
Se?Sor Gobernador de la prorincia de 

Sabe el Gobierno que en esa proyincia se es- 
tán promoviendo justificaciones para comprobar 
falsas re'cramaciones contra el tesoro público por 
supuestos perjuicios que dicen los interesados ha- 
ber sufrido en sus intereses, causados por las tro- 
pas constitucionales en los años de 1848 y 1849, 
y por suplementos simulados que aseguran haber 
hecho para socorro de las mismas tropas, valién- 
dose al intento de testigos perjuros, á quienes es 
necesario hacer sentir todo el rigor de las leyes, 
como también á las personas que se hayan valido 
de ellos 6 los hayan inducido al perjurio. Por 
tanto, S. E. el Presidente de la República me ha 
ordenado prevenir á US., como lo hago, que por 
medio de serias y cuidadosas pesquisas, procure 
US. averiguar la verdad de tales hechos, excitan- 
do el celo y vigilancia de los respectivos jueces 
territoriales para encausar aquellos individuos 
que resulten culpables ; haciéndoles presente al 
mismo tiempo que cuando se intenten dichas jus- 
tificaciones, romo cualquiera otra prueba que 
afecte de alguna manen al erario nacional, debe 
ser con citación de la -persona que represente al 
fisco. — Soy de US* atento servidor, 

Pedro C. Oellineau. 
PRUEBAS SUPLETORIAS. Decreto ejecutivo 

DE 15 DE AERIL DE 1852 mandando suspMder 

los reclamos contra el Estado que se funden en 

elloM 

Joaé Gregorio Mona gas, 

Presidente de la República &a« ¿éa. 6ml. 

Considerando : 
19 Uue existen varios reclamot dirigidos con- 
tra el Estada, por qpa|toú de los elementos de 
boca y guerra que el tíobierno se vio obligado & 
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tomar en medio de los conflictos de las conmocio- 
nes pasadas de 48 y 49. 

2^ Q.ue dichos reclamos se han hecho constar 
los mas de ellos, por pruebas de testigos descono- 
cidos, y aun, en algunos casos, por desafectos al 
Gobierno. 

39 Q'Ue por avisos ofíciales sabe el Poder Eje- 
cutivo que se ha abusado y que se está abusando 
aun de ¡a facilidad de la prueba testimonial, ha 
ciendo aparecer suplt'mentos que en realidad no 
han existido, ó que si han sido ciertos y efectivos 
lo han sido en cantidad y proporción mas redu- 
cida, especulando los autores de tales pruebas 
con la honradez del Gobierno y con la inmorali- 
dad de los testigos á quienes corrompen para ha- 
cerse acreedores de crecidas sumas; y 

49 En fio, que en tales circunstancias es pru- 
dente dejar á la sabidurÍH del Congreso q:ie dicte 
sobre este particular las medidas que fueren de 
justicia, tanto mas hoy, cuanto que estando reu- 
nidos los cuerpos coiegisladores, pueden ocuparse 
con toda preferencia en la materia. 

Decrel») : 

Art. 19 Desde esta fecha quedan en suspenso 
todos los reclamos dirigidos contra el Estado por 
suplementos y empréstitos hechos por ocasión de 
las guerras de 1848 y 49, cuyos reclamos estén 
basados en pruebas supletorias ú otras que no 
sean del género de aquellas que en el derecho se 
reputan por auténticas. 

Art. 29 La Secretaría de Guerra, el Tribunal 
de cuentas y la Tesorería general pasarán en el 
dia una noticia al Ministerio de Hacienda de los 
expedientes de este género que cursen en sus res- 
pectivas oficinas. 

Art. 39 El Secretario de Estado en el Despa- 
cho de Hacienda queda encargado de dar cuenta 
ft la legislatura del presente decreto. 

Dado : firmado de mi mano, sellado con el se- 
llo del Gobierno, y refrendado por el Ministro 
Secretario del ramo de Hacienda. 

Caracas Abril 5 de 1852.— José Gregorio Mo- 
ñafiaos.— Por S. E. — El Secretario de Estado en 
^el Despacho de Hacienda, Pedro C, Gellineau. 

PRUEBAS MILITARES. Véase Inválidos^ R. C. 
de 10 de Diciembre de 1851. 

PUBLICACIÓN DE LAS LBYI18. Véase Provin- 
cias^ ^ único del art. 10, y art. 43, y Leyes, art. 
constitucional 101« y RR. EE. de 18 de Junio 
de 1836, y 3 de Marzo de 1835. 

PUEBLO (sl). Atribuciones de soberanía que 
úriicamente podrá ejercer por sí mismo. Véase 
Gobierno de Venezuela^ art 7 de la Constitu- 
ción. 

«PUERTOS. Véase Derechos de pverlo. 

PUERTOS HABILITADOS. X.«T ?^» 15 DB ABRIL 
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DR 1854 — que reforma la de 5 de Mayo de 1849» 
pás^* 60 del cuaderno de ese año, y 750 «9*^*^ 
del cuerpo impreso en 1851 — gue reforma la 
de 3 de Junio de 1846, pág. 107 del cuaderno 
de ese año^ y 670, nO 622 del cuerpo de lb51 — 
que reforma la de 8 de Mayo de 1837, pág. 15 
del cuaderno de ese año, y 283, «9 ¿97 del 
cuerpo de 1851 — que reforma la de 18 de Abril 
de 1835, pá^. 106 del cuerpo comprensivo de 
ellasy y 168, «9 190 del de 1851 — que reforma 
la de 12 de Mayo de 1834, pág. 10 del cuerpo 
comprensivo de ellas^ y 134 7*9 172 del de 1851 
— que reforma finalmente por lo tocante á ella 
la de I A de Octubre de 1830, pág. 86 del cuer- 
po comprensivo de las de ese año, y 63, n^ 49 
del de 1851. 
£1 Senado y Cámara de Representantes déla Re* 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 

Que la experiencia ha acreditado la necesidad 
de reformar la ley de 5 de Mayo de 1849, sobre 
habilitación de puertos, porque ha ocasionado 
gastos innecesarios al Tesoro nacional, y presen» 
tado facilidad á los que se ocupan de la claodes- 
tinidad en el comercio. 

Decretan : 

Art. 19 Se declaran puertos habilitados para 
la importación y exportación, sin ninguna restric- 
ción, Ciudad Bolívar en la provincia deGuayana. 
la Guaira en la de Caracas, Puerto Cabello en la 
de Carabobo : la Vela en la de Coro ; y Maracai* 
bo y Barcelona en la de estos nombres. 

Art. 29 Se declaran puertos habilitados para 
la innportacion de solo su consumo, y para la ex- 
poriacion^Cumáná, Carúpano, Cariaquito, Caño 
Colorado y Barrancas en la provmcia de Curoaná* 
P^mpatar y Juan Griego en la de Margarita: 
Soledad en la de Barcelona y Cumarebo en la de 
Coro. 

^ 19 Mientras se establecen las aduanas de 
Cariaquito y Caño-colorado, continuarán existen- 
tes las de Güiria y Maturin. 

^ 29 Dependientes de la de Barrancas se es- 
tablecerá un resguardo marítimo en Pedernales, 
para celar las costas. 

Art. 39 Las aduanas de los puertos fiabilitados 
para la importación de solo su consumo, no j;>ue- 
den guiar efectos extranjeros para otros puertos, 
sean ó no habilitados. 

^. único. Se exceptúan las aduanas deCaroaná, 
Carúpano y Cariaquito. La primera y segundtt 
pueden hacerlo para los puertos de Cariaco y 
Rio caribe, y la tercera para los de Irapa y Ya- 
guaraparo. 

Art. 49 Se permite el embarque de gafados y 
bestias en las márgenes del rio OrínocOi d^sdo 
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Ciudad Bolívar, hasta Guayana la vieja, con 
permiso escrito je la Aduana de Bolívar. 

Art: 59 Se deroga la ley de B de Mayo de 
1849, sobre habilitación de puertos. 

Dada en Caracas, á 1 1 de Abril de 1854, afio 
25 de la Jey y 44 de la independencia. — El Vre- 
Bidente del Senado, Francisco Balhuena. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Ltisandro ítuedas^ — El Secretario <lel Senado, 
R. Irazabal — El Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J, Padilla. 

Caracas, Abril 15 de 1854, afio 25 de la ley y 
44 de la independencia.— Ejecútese. — J. G. Mo- 
nagos. — Por &*. E— El Senelario de Estado en 
el Despacho de HHcienda.Pio Cehallos, 

PUERTOS HABILITADO^:. DECRETO DE 6 DE JU- 
NIO DE 1831 habilitando os del Orinoco entre 
Angostura^ hoy ciudad Bolivar) y Yaya. (•) 
El Senado y cámara de Reprebent.mtes de la 
República fie Venezuela reunidos ten Congreso, 
considerando; 

1^ due una gran parte de las crias de las pro- 
vincias de Guaynna y BarrcK na se hallan sobre las 
riberas del Orinoco, mas abajo de la ciudad de 
Angostura 2^ Que la conducción por tierra, des- 
de largas distancias á e^te puerto, es doblemente 
perjudicial 6 h^s criadores y negociantes de este 
ramo, ya por la pérdida y atraso que se experimen- 
ta en los animales, como por Um mayores costos 
que^e causen en ella; y 3? Clue e» justo y com- 
veniente consiliar ios intereses del Estado con el 
de los particulares, decretan. 

Art 19 Se permite el embarque de los anima- 
les, cuya extracción no sea prohibida por la ley ,eD 
cualquier puerto del Orinoco, entre Angostura y 
Yaya 

Art. 29 Para llevar á efecto esta disposición 
sin perjuicio del erario, se establece en el aposta- 
dero de Vaya una administración subalterna de la 
de Angostura, que será servida por un adminis- 
trador con el sueldo de ochocientos pesos anuales, 
y á cuyas órdenes estarán un cabo primero de 
ronda con trescientos pesos de sueldo, y cuatro ce- 
ladores á ciento ochenta pesos anuales cada uno, 
y un buen esquife. 

Art. 39" Será del deber del administrador de y«- 
3ra, visitar todos los buques que salgan por dii a<> 
puerto : contar ios animales que lleven á su bnr 
do; y decomisar los que excedan de los que cons- 
ten en la póliza de embarque, expedida por la ad- 
ministración principal, en la forma y de la manera 
Que prescribe la ley de 22 de Setiembre del afio 
cíe 1830 soblre exportación. Llevar un registro ex- 

(*) Esta admiDtfltracion es la que boy se baila estable- 
eida en GnayaiM la vieja. 
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presivo de los nombres de los buques, sus capita- 
nes, exportadores, lugares en que se hacen los em- 
barques, y del número y especie de animales. En- 
viar á la administración principal copia del reffis 
tro de cada buque, luego que esté despachado» I'a' 
sar también visita 6 todos los buques que entren 
por dicho puerto, certificar el sobordo y tomar co- 
pia de él ; la cual enviará á la administración de 
Angostura con un celador que pondrá á bordo del 
mismo buque. Dejar en su poder copia de to- 
dos los sob«»rdos de entradas y salidas. Impedir el 
contrabando en todo el rio, y cumplir las órdenes 
que le comunique el administrador principal reía* 
tivas al servicio de su de^tlno. 

Art. 49 Son deberes de la administración prin- 
cipal de Angostura, ron respecto á la subalterna 
de Yaya : expedir póliza á toilos ios buques que 
leban cargar animales mas abajo de Angostura, 
expresando los nombres del buque, su capitán, car- 
gadores, lugares de los embarques y el número y 
especie de animal*'?. Keinitir dicha póliza al ad- 
ministrador de Yaya ron un celador que har& 
embarcar en el mismo buqne para que presencie 
los embarques, é impida que se hagan otros que 
los permitidos en la pó ¡Zii. Percibir el montante 
de los derechos, ron arreglo á las póliza» que ex- 
pida, cuya operación rectifírará para el cobro defi* ^ 
nitivo délos derechos, luego que Vbpa el verda- 
dero número expf>rtudo por la copia del registro, 
que enviará el administrador de Yaya, con cuyos 
documentos se cerrarán lo.« expeditnles. 

Art. 59 Con el mism<» celador í\ue vaya de An- 
gostura á Yaya, á bordo de cjida bu pie que con- 
duzca animales, rejnitirá el adminiritrador de es- 
ta ai de aquella el registro prevenido (mi el artícu- 
lo 3» 

Dado en Valencia á 30 deMavo de laSI 20y 
210— El P. del S. Manuel QÚintaro^E] P de 
laCa de R. Dr, José Ma-.^uelde los /2ím.— ElsO 

del S. Vicente Michelena El s^> de la C» de R". 

Rafael Acevedo. 

Valencia & 6 de Junio de 1831. 2<^ y 21í>— 
Ej e c ü tes e . — Diego Ba u i is>ta 1 1 Lan eja . — Po r S 
E. el Vicep. encargado del P. E. — El e9<í®JS*en 
el DO de \\^ Santos Muheiena, 

PUERTO-CABELLO DECRETO de ^8 dk ibril 
0B 1838 exceptuanuo de derechos de importü» 
cion las pipas de hierro neasat ias para «n 
acueducto público. 

El senado y cámara de representantes déla repú- 
blica de Venezuela, reunidos en contírepo, 

Vista la represeniHcion do la junta beneñietora 
de Puertocabello, pidiendo la libertad de derecho 
délas pipas de hierro y los materiale» necesarios * 
para unir las q^ue tiene que hacer venir de Ingle- ^ 
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térra, para conducir por ollas el agua á la dudad. 

Considerando 
Que la gracia que se soHeita es en fuTor de 
una óWa pública que puede llamarse nacional, 
pues que & la vez que servirá á Aquella población, 
surtirá de agua cómodamente á los buques que 
concurran & dicho puerto. 

Decretan : 

Art. único. Se exceptúan del pago de los dere- 
chos nacionales las pipas de hierro y materiales 
precisos para unirlas, que se introduzcan del ex- 
tranjero en Puertocabello para la obra de la con- 
ducción del agua que está á cargo de la junta 
benefactora de aquella ciudad. 

Dado en Caracas á 14 de abril de 1838. — Año 
09 de la ley y 289 ^^ ^ independencia. 

£1 presidente del senado. Ángel QuiíUero. — 
£1 presidente de la cámara de representantes, Jftf, 
Huizú 

El secretario del senado. J. A, /Veyre,-~£l di* 
putado secretario de la cámara de representantes, 
/. Garda* 

Caracas Abril 18 de 183a— O"" de la ley y 
S89 de la independencia. — [ L. ^, ^^Ejecútete, 
— [L. ^."l— Carlos Souhhtte. — Por S, E. , O. 
Smith. — Es copia. — Smith. 
PUERTO-CABELLO. Véase Bahía de Puerto- 

cabelloy fWerrocarrü de Pueriocabello á San 

Felipe. 

PUERTO-CABELLO (CIUDAD DB) DECRETO DP 

- 20 DK MATO DB 1854 cédtendoléjios derechos gue 

tenga la nación á la parte de área que con§' 

tituye la plaza de las Leyes patrias. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan. 

Art. Cínico. La Nación cede á la ciudad de Puer- 
to-Cabello los derechos que tenga á la parte del 
área que constituye la plaza llamada de " La^Le* 
yes Patrias, '' que es considerada como de pro- 
piedad nacional. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1854. año 
26 de la ley y 44 de la independencia. — El presi- 
dente del áenado, Pedro Portero, — El Presiden- 
te de la cámara de Representantes, L. Ruedas. 
-*-£l Secretario del Senado, J, A. Pérez.^^El 
Secretario de la Cámara de Representantes, /. 
Padilla. 

Caracas, 20 de Mayo de 1854, aQo 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejec&tese.-^. G. Mo- 
Tiágan, — Por S.C. — £1 Presidente de la Repúbli- 
ca.^£l Secretario de £. en los DD. del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores Simón Planas* 

PULGADAS. Véase Pesos y Medidas art989 

PUNTOS FORTincADos Véase Fortificadafies* 
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ClUEJA (&BCVRS0 DB) por ABVSO DB AUTORI* 
DAD ¿L. LEV XIII TITOLO Vil DBL CÓDICU> DB 
PROCBDIMIBIITO DE 19 DE MATO DE 183& 

Art. 19 El libelo en que se pida la responsabi- 
lidad de un juez, deberá ser presentado ante su 
inmediato superior, y contendrá el nombre, ape* 
llido V domicilio del actor, el nombre, apellido 
y residencia del juez contra quien se dirige, la 
explicación sencilla de la &Ita ó exceso que se atri- 
buye á este, é indicación de los documentos que se 
acompañan para justifícar la solicitud, 

Art. 29 UcQtro de tres dias á lo mas declarará 
el tribunal sin sor. ó no suficientes los fundamen-. 
tos de la patieion para someter á juicio el juez 
acusado. En el primer caso, si la falta ó exceso 
que se le atribuye mereciere pena corporal, deqre» 
tara también su suspensión y prisión; pero si la 
pena fuere pftoniaria ó de suspensión, dispondrá 
solamente que se le instruya para que informe. 

Art 39 En el caso de suspensión y prisión del 
juez acusado, se procederá de la manera estable- 
cida en la ley del procedimiento criminal. Cuando 
la falta ó ezceio que se atribuye al juez acusado 
deba casUgarse con penas pecuniarias, ó suspen- 
sión temporal, el tribunal exigirá el mforme del 
juez acusado, remitiéndole al efecto y por conduc- 
to de otro juez el mas inmediato á su residqficia, 
copia de la petición y documentos presentados por 
el querellante, con término para la contestación^ 
qne se setUlará según la distancia. 

Art. 49 Si e) juez acusado no informase dentro 
del témino eeftalado, y se hubiese tenido el ainbo 
de habérsele entregado la copia de que se había en 
el artículo anterior, el tribunal sentenciará sobre 
la queja dentro tercero dia, y declarará la respon- 
sabilidad de aquel, si del expediente resultare 
mérito suficiente, condenándole ademas á pagar 
reinte pesos para el ramo de gastos de justicie. Si 
la declaración fuere fiírorable al acusado, el queré« 
Ilanle satisfará esta cantidad. 

Art 69 El juez acusado extenderá eu informe 
á continuación de la copia que ae le remitei y 
acompañará los documentos á que se refieran 

Art 69 Luego que llegue la contestación 6 in- 
forme del acusado, el tribunal que conoce de la 
queja seftalará dia para ver el expediente. Este se- 
fialamiento nunca será para antes de trea diaa, ai 
(lara despiieí^ (|p of'ho contados desde la fecha en 
que se recibe el informOi y se fijará á las puertas 
de la secretaría 6 otro lugar deatinado para estos 
avisos en los tribunales. Durante este término el 
querellante podrá instmiree en la secretaria del 
informe y de los doeumentoa que haya prodoeida 
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el jaez acusado, y tomará si le conviniere, apon* 
tes 6 extractos para su gobierno. 

Art79 £1 dia de la vista podrá informar á la 
Toz el querellante y tachar los documentos remi* 
tidos por el acusado. Las tachas se reducirán so- 
iaiúente á la falsedad de los documentos, 6 insofi- 
ciencia por falta de otros que los explican ó anu- 
lan. 

Art 89 Solo cuando se tachen los documentos, 
y sean ellos necesarios para la resolución, se dife- 
rirá para otra audieiicia, y sesefialará término pa- 
ra que el querellante pruebe las tachas. £ete tér- 
mino será cuando mas de seis dias, y el déla 
distancia, siempre que las pruebas hayan de hacer* 
se en otro lugar. £1 tribunal auxiliará al quere- 
llante coa las órdenes necesarias para que se le 
facilite por los demás tribunales y funcionarios 
públicos lo que necesite para su prueba. 

Art. 99 Vencido el término concedido para la 
prueba de tachas, se sentenciará la queja en^ la 
primera audiencia con solo el examen del expe- 

diente. 

Art 10 De la sentencia podrá apelarse dentro 
de tres días para el inmediato superior en el efec- 
to devolutivo, cuando se haya impuesto pena pe- 
cuniaria, ó en ambos efectos cuando esta sea de 
ssspension, 6 se haya absueltoal acosado ] y mien- 
tras no esté cumplida la sentencia no se pasará 
el expediente al superior* De las sentencias dadas 
por la Corte Suprema no habrá recursp alguno : 
pero 8i podrán ser acusados lo miniaitro^ por mal 
deaempefio en el ejercicio de aus funciones, cqm- 
forme el articulo 149 de la constitución, fin nin- 
gun caso habrá tampoco tercera instancia. 

Art. 1 1. El q«e perdiere en la apelación pagará 
para el ramo de gastos de justicia, ademas de la 
cantidad que debe satisfacer en la primera instancia, 
diez pesos mas por la segunda, si la 'sentencia fue- 
re revocatoria de la primera, y treinta pesos si fue- 
re confirmatoria. 

Art. 12 En la sentencia en que se condene al 
juez acusado se le aplicará la pena impuesta á 
su falta en kt ley de responsabilidad, y no otra ; 
mandándose proceder al juicio criminal coihpe- 
lente, si de lo actuado resultare mérito para eilp. 

Art tS Mientras que no se haya publicado la 
ley de responsabilidad á que se contrae el artícu- 
lo anterior; los tribunales que conbzean del recur- 
so ^e queja podrán imponer penas pecuniarias, de 
8Úó>iBn6Íon 6 prison, según la gravedad de la 
jaha, aplicando Inn multas á la Indemnización del 
éigrátio del querellante, 6 para gastos dejtisti- 

ola. 

Art 14 La queja de cuyo procedimiento trat» 
estajey pi) podrá foiidaraé sino en la falta 6 «x^- 
sóStfju^z'co)itra el orden del procedimientot 6 
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en la infracción de ley expresa sin dolo en cau- 
sas civiles. £n las quejas por causas mas graves 
se seguirán los trámites que se detallaií en h ley 
del procedimiento criminal. 

Art. 15 £1 término en que puede, intentarse 
la queja para la responsabilidad de los jueces, es 
el de cuatro meses contados desde el dia en que 
se cometió la falta ó exceso, y corre aun para los 
individuos y cuerpos privilegiados. 

Art. 16 En el recurso de queja no se podrá 
conocer ni determinar en lo principal de la' causa 
en que se infirió el agravio. 
QUkjA (recurso de) por abuso de autoridad. 
Casos en que se concede. Véase Pruebas y sik 
término^ art, 43, Excepciones dilatorias^ 
art. 5, Recusaciones^ art* 16 y 20, Compe* 
tencias^^ixU 9, Secuestro judicial y arraigo^ 
art. 8. 
QUEJA (recurso Ds)poa aboso db autoridad, 
Término en que debe intentarle, y documentos 
que se deben acompasar. Véase Disposicio" 
nes comunes á todos los juicios^ art. 85, Según» 
da instancia art 10, Procedimiento crimit^al^ 
art. 69, Provincias^ art. 97. 
QUEJA, (recurso db) por abuso db autori- 
dad. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 24 DB JULIO 

DB 1839 declarando 1^, que no hay tiempo se» 
ñalado fuera del cual no pue4¿^intentarse 
contra tos empleados en el orden político (*) y 
2?, que puede proponerse ante el P. E* oíos 
gobernadores en sus casos^ mientras el funcio- 
nario contra quien se dirija dure en su destino^ 
pereque luego que cese en e/, se deberá ocurrir 
directamente al tribunal de justicia respectivo. 
República de Venezuela. 
Secretaria de £• en los Despachos del Interior y 
Justicia. -^Sección 8^. — Caracas^ dejttliode 
1839; año 10? de la íeyy ^íl&^ de la independen- 
ciá.^Núm, 378. 
Señor Gobernador de la provincia de Barquisime* 

lo. 

Impuesto el Poder Ejecutivo del oficio de US. 
fecha 16 de Junio filtimo, número 37, en el que 
consulta si no expresando la ley el término dei^ 
tro del cual pueda intentarse queja contra los em« 
picados polftieos para hacer efectiva su respon- 
sabilidad, deba servir de regla el oue señala el 
art. 15 de H íey 13 titulo T? del código de proce- 
dimiento judieia]; 8. E, de acuerdo con la opinión 
del Consejo de Gk>bierno, me ha ordenado decir 
& US. en contestación lo siguiente 



(*) Eespect^ de este punto, la Corte Suprema declaró 
lo contrarió en trn eiq^iente seguido contra el Oober- 
Bsdor de Bftriiuui Seftor Niñeen Sebastian Arteaga; te» 
toiyí, que 4ehea interponerse dentro de cuatro mases, eo« 
mo r^^to de los í^melonaiios enel orden Jndidal. 
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*' Ni la Corstítucion ni las leyes han fijado 
término fuera del cual no pueda proponerse que- 
ja contra l.is empleados eu el #gimen político pa- 
ra hacer efectiva su responsabilidad ; pero como 
la queja por responsabilidad propuesta ante el 
Poder Ejecutivo ó ante los gobernadores en sus 
casos, no tiene otro efecto que la suspensión del 
empleado para someterle al juicio del tribunal 
competente, es indudable que pue^e intentarse la 
queja mif ntrus liure en su deslino el funcionario 
Contra quitan se dirija, y que después de este tér- 
mino, carer^iend o ya do <»bjeto la queja ante la au- 
toridad gubernativa por no poderse suspender al 
empleado que ha dejarlo de serlo, debe ocurrirse 
directamente al tribunal de justicia que pueda co- 
nocer de la responsibilidad — 8oy de ÜH atento 
servidor. — D B. Urbaneja. 

QUGJA (recurso de) CENTRA LOS MISMOS EM- 

FLEADüS Políticos Véase Provincias^ art. 
10í)y 110. 
QUEJA (kecurso de) por razón de penas 

IMPUESfAS EN ASUNTOS MATRIMONIALES. Vea- 

se Matrimonios,^ Único i\e\ art. 13. 
QUEJA (recurso de) por agravios en el 

REPARTIMIENTO DE CONTRIBUCIONES DIREC- 
TAS T OTRAS CAOSAS. Véase Provincias^ arU 
25. 

QUEJA (nftvRSO de) POR PROVIDENCIAS PE 
LOS CONCEJOS MUNICIPALES. VéasC PtOVÍH- 

das, art. 3 

QUEJA (recurso dk) por nulidad en las 
ELECCIONES. Tíempo en que deberá resolver- 
se por los Gobernadores. Véase Provincias, ^ 
30 del art. 29 

QUEJA (recurso de) por causas de vagancia 
Y MAL ENTRETENIMIENTO. Véase Provinciaij 
art' 60. 

QUEJA (recurso de)acuerdo de la corte su- 
PREMA DE 8 DE NOVIEMBRE DE 1^37 declarati* 
do qve en los juicios dt esta especie no e^ baS' 
tante la publicación de Ja sentencia paraque'^ 
se entienda notificada esta ; y que en conse- 
cuencia no corre desde ella el término para 

• la apelación. 

Acuerdo. — En la ciudad de Caracas á 8 de No- 
viembre i\e 1837, 8V y 27?, reunidos los Sres. 
Presidente y Mipisiros deJa t^orte Bupremade 
justicia trajeron á la vista laf consulta que haiie la 
Superior liel tercer distcito relativamente á la ley 
13 título 79 del código de procedimiento en cuan- 
to á la queja para hacer efectiva la responsabili- 
dad de los jueces por abuso de autoridad, omisión 
é denegación de justicia, en la cual no se deter- 
mina la noliñcacion al juez acusado de la senten- 
cia que se libre p«^r el inmediato superior á quien 
compete ei conocimiento de semejantes causas, di- 
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jeron: que siendo distinto el juicio común entre 
part<*s del que se intenta sobre las quejas de re»- 
ponsabilidail en que solo se imponen penas pecunia* 
rías ó de suspensión temporal, como lo manifiesta 
el sentido literal del artículo 3^ de la indicada ley 
título 79f la inteligencia ^ue le ha dado la Corte 
Superior en la providencia consultada, guarda 
entera conformidad con lo dispuesto en aquella 
ley. Mas tachándose de menos una.disposicion ter- 
minante sobre este punto como lo observa la mis- 
ma Corte Superior, diríjase al Poder Legislati- 
vo en consulta el expediente en la forma acostum- 
brada, y por el órgano del Poder Ejecutivo, y 
avísese á ambas Cortes, — Ldo. Mercader» López 
de Umerez. — Martínez. — Diiarte, — Es copia. — 
Caracas Octubre 21 de 1841— El Canciller Jo- 
sé Diiarte, 

QUEJA (recurso de) acuerdo db la cobts 
SUPREMA DB 2 DB marz» DE 1841 declatando 
que el término concedido para su interposi- 
ción en juicios de' responsabilidvd debe ser 
continuo^ sin exclusión de dia feriado» 

En la ciudad de Caracas á 2 de Marzo de 1841 
12 y 31 reunidos el Presidente y ministros de la 
Corte Suprema de justicia tomaron en considera- 
ción la consulta que hace la Corte Superior del se* 
gundo distrito sobre la duda que le ha ocurrido 
acerca del modo de contar el término de los cua* 
tro n)eses que la ley asigna para introducir el re- 
curso de queja, con lo representado por el Sr. Fis- 
cal, dijenin : que los principios establecidos por 
la Corte en su informe precedente no dejan duda 
de la exacta inteligencia que se ha dado á la ley 
que habla de la queja sobre responsabilidad de los 
jueces, y del término de cuatro meses que sefiala 
para intentarla, pues siendo aquella una acción 6 
querella absolutamente independiente ó separada 
del juicio principal, es claro que no debe confun- 
dirse con los lapsos ó dilaciones que corren ^n los 
trámites y conclusión de las causas, y que por lo 
tanto, la queja debe seguir con respecto al 
tiempo y prescripción el mismo orden que las ac^ 
ciones que nucen de algún contrato ó hecho que 
da motivo á ellas. En consecuencia de esto, no 
habiendo fundamento para la duda que se indica, 
esta Suprema declara : que el . término concedido 
para la citada queja debe ser continuo, sin exclu- 
sión de dias feíiados. Comuníi^uese en contesta- 
ción á lá Corte consultante y á las demaa— LV- 
baneja. — Licdo. Mercadei . — Martínez, — Duar* 
te. — Es copia. — Caracas Julio 10 de 1844, 150 y 
340.-«El Canciller, 

José Duartt* 
QUEJA (recurso de) acuerdo de la corte sv- 

PRKMA DE 28 DE SETIEMBRE DE 1843 dtclúf 

r an do q^e cuando sg dirija contra los jui^es 
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inferiores en asuntos en que conocen á preven- 
ción deben intentarse ante la Corte superior, 
Eq ta ciudad de Caracas á 28 de Setiembre de 
1843, 14? y 339 reunidos el Presidente y Ministros 
de la Curte Suprema de Justicia tomaron en con- 
sideración una consulta dirigida por la Corte Su- 
perior del tercer distrito judicial sobre cual sea 
el tribunal competente para conocer de Ihs quejas 
contra los alcalde» cuando obran á prevención 
con los jueces de primera instancia, en las causas 
sobre despojo 6 perturbación, manifestando al tri- 
bunal que en un caso ocurrido resolvió correspon- 
der el conocimiento déla queja al juez de prime- 
ra instancia y no á la Coi te Superior. Tuvieron 
también presente la exposición del mininlerio fis- 
cal, opinando que es fundada la duda ocurrida á 
{tí Corte Superior, y que debe consultarse al cuer- 
po le^slaiivo. El Tribunal Supremo acordó. Las 
mismas razones emitidas por el tribunal consul- 
tante persuaden claramente que el conocimiento 
de la queja compete á las cortes de justicia en las 
causas á que se contrae la consulta, pues nada es 
tan natural, como que conozca de ta responsabili- 
dad el mismo tribunal áque corresponde por ape- 
lación el conocimiento del negocio acerc^i del cual 
se versa la queja, para hacer efectiva la responsa- 
bilidad. No encuentra el tribunal supremo que los 
principios admitidospor el Superior del tercer dis- 
trito, se hallen en conlraoiccion ron el art I9 ley 
13, título 79 en el código de procedimiento judi- 
cial, pues conociendo los alcaldes á prevención con 
los jueces de primera instancia, son entonces ente- 
ramente iguales en jurisdicción; y el inmediato 
superior de unos y otros son las Cortes de Justicia. 
De acuerdo con esto ha reconocido antes deshora, 
la Suprema Corte marcial que el tribunal compe- 
tente para conocer de las quejas contra los cu- 
mandantes de armas en la susianciacion de causas 
criminales contra los individuos del ejército, es la 
Corte Superior marcial, cuando la causa que se 
sustancia es de su competencia en consulta ó se- 
gunda instancia, y que lo es la Suprema, cuando 
ella es el tribunal para la consulta ó segunda instan- 
cia de las causas sustanciadas. £n eate caso, á pe- 
sar de ser una misma la autoridad contra quien 
te dirige la queja, son diversos los tribunales que 
conocen tie ella, siguiendo ta naturaleza del ne- 
gocio sobre que versa la queja, y atendiendo á cual 
es el tribunal de la alzada en la causa en que tiene 
lugar la queja : por estas razones no considera es- 
te Supremo tribunal fundada la duda consultada, 
y acuerda que : á la Corte superior del tercer dis- 
trito se comunique el resu ludo de la consulta, y 
3ue de ella y de esta acta se pase testimonio á las 
emas Cortes de la Repáblica. 

^v&o«4»'>'/>. — Martínez. — Bracho. — Duarie. 
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Caracas b de Febrero de 1844. — El canciller, 

José Duarie, 

QUEJA (recurso dk) Véase Cesión de bienes 
art. 16, Comino, 'nt. 19, y*2l. Tribunales mi- 
litares^ art. II, Abogados, nn. 14, § 1 9, Tribu- 
• nales y juzgado!^. \Au. 2^ art. 4. atribución. 9* 
y 3^ art. 2. Mirihijcion 5^ 

QUINA. Vóa?íe Extrfi,r,cíofi de maderas preciosas 

QUINTAL. Vóasí? Pesos y medidas, art, 6?- 

QUINTO (derkcho de) El que se pagaba deto* 
dos los metales por las L. L. del tit. 10 Lib. 8 • 
de la Recopilación de imlías, y por el D. E. de 
Colombia de 6 de Febrero de 1822 mandando - 
las observar, ba sido sostituido con el 5. por 
ciento del oro, v el2i()e la plata. Véase ñíinas 
L. 3a art 12.* 

QUITA. DB iNTKRKSES. ^V éñse Espera y quita- . 

QUORUM. CONSTITUCIONAL. El de las Cámaras 
legislativas para la apertura de sus sesiones, y 
para su continuación. Véase Cámaras legisla» 
tivas, art. constitucional, 72, y 73 — El del Con. 
sejo de gobierno. Véa?*e id art. 128 — El de I03 
Colegios electorales. Véase Elecciones^ art. 49 
— El de las Diputaciones provinciales. Véase 
Provincias^ brt. 113. 




RACIÓN DE CAMPAÑA. Véfise Sueldos mili- 
tares^ L. de 17 de Mayo de 1845 art 4. 

RACIÓN DE LA TROPA CUANDO VA DB TRA8PORTB 
BN BVQBS DB GUBRRA* DRCRKTO DEL LIBERTA- 
DOR DE 21 DE JULIO DE 1828 fijándola. 
República de Colombia- — Ministerio de estado 
en el despacbo de marina. — Bogotá julio 21 de 
182S Sección S^* N umero 36. — Al señor Comandan* 
te general del primer departamento de marinea, y á 
los comandantes de los apostaderos de Carlajena 
y Guayaquil* 

Con esta fecha digo al seüor comandante gene- 
ral del Magdalena lo que copio. 

^*De la secretaría de guerra se ha pasado áesta de 
marina de mi cargo, la nota de VS. de 9 Je Mayo 
próximo pasado oajo el núm. 3 en la que pide VS* 
una resolución clara y terminante, sobre los goces 
que tiene el ejército, desde el momento que cualquie- 
ra de sus individuos pon^a el pie á bordo para asun- 
tos del servicio, por las dudas que presenta el árti- 
co lo 59 del decreto del Ejecutivo de 7 de setiem* 
bre de 20, la que fué presentada á S. E. el Liber* 
tador presidente, y en su vista se ha servido decía* 
rar por punto generaU para evitar nuevas consul- 
tas en lo sucesivo, que la verdadera inteligencia ^ 
del artículo 5^ del decreto citado» e9» ^oe ¿vaQdo 
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las tropas del ejército se embarquen de trasporté 
en buques de guerra, sea para expediciones milita- 
res, ó simplemente ^ra variar la- guarnición, dis- 
fruten la ración de armada, igual en todo á la que 
goza la infantería que guarnece el buque; del mis* 
mo modo que los oficiales deberán gozar de la 
gratificación de mesa, que respectivamente señala 
á cada clase del ejército el artículo 29 del misnSo 
decreto; pero que no se concederá goce alguno de 
gratificación, ni ración de armada, á los oficiares 
y tropa del ejército que se embarquen de pasaje 
en los buques de guerra; esto es, que se trasladen 
de un puerto & otro, cuando no baya precedido 
combion del servicio público, que deba ejecutarse 
por mar. 

Lo que comunico á Y. S. de orden de S. £• 
para su conocimiento, fines consiguientes, y en 
respuesta & su comunicación citada." 

Comunico á V. S. esta resolución del gobierno 
para su inteligencia y cumplimiento, cuando lle- 
gue el caso de que se trasporten tropas del ejérci- 
to, en los buques de guerra destinados en ese 
apostadero, á cuyo efecto debe Y. 8. publicarla 
en la orden general de él. 

Dios guarde á Y. S. 

Rafael Urdaneía, 
RACIÓN DS LOS BUQUES DE ouERRi. Yésse 

Dotaciones y Raciones, 

RACIÓN DE LOS JEFES T OFICIALES ENFERMOS. 
KESOLUCION EJECUTIVA DE 12 DE MARZO DE 

1849 suspendiendo las acordadas por R, E. 

de 8 de Noviembre de 1848, y mandando que 

dichos oficiales pasen al hospital militar. 
Secretaría de Guerra. — Caracas, Marzo 12 de 

1840c 

Resuelto. — S. E. el Poder Ejecutivo ba tenido 
á bien disponer en esta fecha. 

19 Que á loe seff ores jefes y oficiales que por 
enfermedades provenientes de la campafia, han 
eontinuado percibiendo una ración diaria del te- 
soro público, á pesar de haber sido retirados del 
servicio los cuerpos, compañías ó bajeles en que 
sirvieron, se les suspenda el exhibo de la expre- 
sada ración desde el dia de mafiana, v pasen al 
hospital militar para que en él sean debidamente 
asistidos. 

2? Que por la comandancia de armas de esta 
proTincia se tomen las medidas mas eficaces pa- 
ra que los jefes y oficiales que pasen al hospital 
militar sean esmeradamente atendidos ; á fin de 
que su estancia en este establecimiento sea dig- 
na de los buenos servidores de la patria que han 
perdido su salud defendiendo deeidida y vale- 
rosamente en los campos de batalla. 

39 Comuniqúese á quienes cprresponde y pil- 
blíquese en la Qaceta de Venezuela; y 
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49 Se deroga la resolución de 6 de Nóviem« 

bre de 1848 sobre la materia 

Por 8. IL—lÜejia, 

RAMOS (josi luis) Pensión á su viuda. Vea* 
se Pensiones^ D. de 16 de Mayo de 1850. 

RATIFICACIÓN DE los testigos del suma- 
rio. Innecesidad de ella, si no la piden el 
acusado 6 su defensor. Véase Procedimiento 
CTiminal K. C. S. de 29 de Agosto de l^b. 

RECAUDADORES de rentas publicas. 

V Véase Demandas en que tienen interés las 
rentas nacionales y municipales^ A. C. S. de 
21 de Setiembre de 1842. 

RECLAMOS CONTRA el estado. Véase Prue- 
bas supletorias en las reclamaciones contra el 
Estado^ Demandas en que tienen interés las 
rentas nacionales y municipales, y Deman- 
das en que tienen interés las rentas nacionales 
solamente» 

RECOMPENSAS, decreto de 26 de abril 
DE 1853 asignando la suma de dos mil pesos 
al alferes Felipe Aponte y Padilla. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso, 

Considerando : 

Que el Gobierno no puede asignar el tiempo 
de anti^aedad del servicio prestado por el alfe- 
res Felipe Aponte y Padilla, según las leyes vi- 
gentes que tratan de esta materia, aunque cons- 
tan bien probados los que prestó en todos tiem* 
pos como individuo del ejército Libertador; y 
que no es justo en este caso privarle de la re- 
compensa á que se ha hecho acreedor. 

Decretan : 

A rt. único. Se asigna al alférez Felipe Aponte 

Padilla la suma de dos mil pesos por una so- 
a vez que se satisfará por cuartas partes del te- 
soro público, para cuyo efecto se fijará en el pre- 
supuesto anual la cantidad de quinientos pesos. 

Dado en Carácss á 18 de Abril de 1853, afio 
24 de la lev y 43 de la independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, Raimundo Andueza.^^El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Pranr 
cisco Oriach. — El Secretario suplente del Sena- 
do, JR. IrazabaL — El Secretario de la Cámara 
de Representantes, J. Padilla, 

Caracas Abril 25 de 1853, 24 y 43 Eecú- 

tese. — J. G, Monágas. — El Secretario de Guer- 
ra y Marina, Juan Muñoz Tébar* 

RFlCOMPF.ÑSAS. Véase Pensiones 
RECOMPENSAS. En tierras baldías á los he- 

rcderus de los sargentos, cabos y soldados. 

Véase Tierras baldías D. de 23 de Marzo de 

1853, y su Reglamentario de 10 de Abril del 

mismo aflo. 
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RECONOCIMIENTO judicial 6 vista ocu- 
lar. Véase Prvebas y su término^ art 26 al 
23. 

RECONOCIMIENTO db censos y otras obras 
FIAS. Véase Censos (imposición y recoDOci- 
mienio de) 

RECONOCIMIENTO de ixvílidos- Véase 
inválidos^ RR« EE. de 29 de Setiembre j 26 
de Ni»viembre de 1850- 

RECONOCIMIENTOS medicales, acuerdo 

DB LA facultad MÉDICA DE 26 DE JULIO DE 

1829 sobre que ningún facultativo certifique 
sino en el ramo en que lo sea, y en virtud de 
mandato judicial, ó de autoridad competente. 

Tribunal de la Facultad Médica. — Caracas Jalio 

26 de 1929. 
Señor Intendente departamental. 

La Facujtad Médica en ssesion de 5 del actual, 
acordó se pase á US. el acuerdo de aquella pa* 
ra que lo haga circular y observar á las perso- 
nas que corresponda, cuyo acuerdo incluyo pa* 
ra su inteligencia, y para que al mismo tiempo 
lo haga poner en la Gaceta del Gobierno. 
Dios guarde á US. — José Luis Cabrera» 
En la ciuddd de Caracas á 5 de Julio de 
1828 afíos, se reunieron en la sala de las sesio- 
nes de la Facultad Médica los señores que com- 
ponen su tribunal, á saber: Licenciado José L. 
Cabrera director, Doctor José Ángel de Álamo, 
vicedirector, Dres. J. Vargas y José Joaquín Her- 
nández, conciliarios, y Dr. Carlos A r velo censor; y 
notando los abusos que se cometen todos los dias 
en la importante parte de medicina legal relativa 
k reconocimientos, tomando ademas en conside- 
ración la grave tra»cen<lencia de estos abusoa, 
acordaron, primero : que ningún facultativo cer- 
tifique sino tu el ramo lespeclivo en que lo sea: 
segundo : que ninguno lo haga, sino en virtud 
de un mandamiento judicial, ó autoridad compe- 
tente: tercero: que para evitar que este man- 
damiento se cometa á personas que no estén de- 
bidamente calificadas, se encargue el tener pre- 
sente la noticia de los facultativos de medicina y 
cirujía puesta en uno de los númeroí» de la Ga- 
ceta del Gobierno : cuarto en fin, que c«ite mis- 
mo acuerdo pe pase á 8. E. la Corle suporior de 
justicia, ademas á las autoridades ccUsiástica, 
militar y civiles, para que lo hagan circular á 
todos los tribunales que estén bajo su inmedia- 
ta dependencia. Con lo que se concluyó y fir- 
maron.-— Jí?5é L. Cabrera. — Doctor José A. de 
Álamo. — Doctor José Vargas. — Doctor JoséJoa- 
qnin Hernández. -—Doctor Carlos Arvelo. — Doc- 
wr Antonio J. Rodríguez^ secretario. 

RECONVENCIOIf 6 mutua petición. V^as^ 

TOMO III 
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CoiUrademandas^ y Coniraievtandae contra 
el Tesoro. ^ 

RECTORES DR LOS oolmios vacionalbs* 
Pueden serlo los eclesiásuóoa. Véase Cole^ 
gios nacionales^ R. £• de O de Setiembre de 
1841. 

RECTORES DE los colegios naoionalss* 
Véase Instrucción publica^ LL. II,|III, art. I o 
y 8?, y XI art 3, y D. E. R. de 27 de Marza 
de 1854, art 2, 7, 8, 0, 14 y 15 (Apéndice al 
primer tomo) 

RECTORES DE LOS colegios naoionalgs* 
Qué les servirá de título. Véase Títulos deem» 
picados^ R. E. de 2 de Marzo de 1836. 

RECTORES DE LOS colegios nacionales. 
Los que sean abogados, pueden ejercer su pro- 
fesión. Véase Colegios nacionales^ R. £. de 
30 de Agosto de 1841. 

RECTORES. DE LAS universidades t cole- 
gios. Exención que gozan del servicio en la 
milicia. Véase Milicia nacionalf art. 49 de la 
L. y 10 del D. E. R. 

RECTORES DE LAS universidades. Véase 
Instrucción pública, L. 4.* art 49 y 16, y D. 
E. R. de 28 de Noviembre de 1844 cap. 19 

RECURSOS DE FUERZA, amparo t protec- 
ción. LET XII TÍTULO VII DEL CÓDIGO DE PRO* 
CEDIMIENTO JUDICIAL, 9E 3 DB MATO DE 1838| 

que reforma la de 19 de Mayo de 1836 pág» 
262 del cuerpo comprensivo de las de ese año^ 
y 257, número 262 del de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congre- 
so, decretan. 

LEY ZII TIT. VII DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL. 

De los recursos de fuerza. 

Art. 19 Para introducirse en las cortes supe- 
riores nn recurso de fuerza deberá manifestarse 
ítntes al tribunal eclesiástico, por una sola vez, 
que si no reforma su providencia, se usará del 
recurso de fuerza, y el recurrente presentará es- 
crito en que expreso su nombre, apellido y do* 
mieilio, la causa ó negocio en que se haya libra- 
do la providencia ó disposición de que se qoeje^ 
cHál sea esta, en qué fecha se dio, el jaez 6 pre* 
lado eclesiástico que la haya autorizado, y el fun* 
dameato de la queja, en términos breves y claros. 

Art. 29 La corte superior en la misma au- 
diencia en que se presente el escrito de que ha* 
bia el artículo anteriori decretará que se pidan 
los autos ó expediente de la materia al juez ó pre- 
lado eclesiástico que conoce de ia causa» siem- 
pre que de la relación hecha por el recurrente 
aparezca alguno de los casos en que tiene^ lugar 
el ' recurso de fuerza, y sefialará el término en # 
que deben remitirse» 

21 
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Art. 39 Una comunkaoioii del ministro can- 
ciller será bastante para que el juez 6 prelado 
eclesiástico remiía^n el término señalado los au- 
tos 6 expedientes de la materia, bajo la multa de 
cincuenta pesos aplicada á gastos de justicia, y 
apercibimiento de nulidad de todo lo aue se hi- 
ciere después. Elsta comunicación podrá condu- 
cirla el mismo interesado, quien en todo caso de- 
berá acrediur haberse enttegado, Antes de pedir 
£ue se reitere por no haber sido cumplida. 

Art 49 No podrá el juez 6 prelado eclesiás- 
tico dejar de remitir los autos ó expedientes, ba- 
jo ningún pretexto, y si diere lugar á nuevas ór- 
denes al efecto, se duplicará la caatidad de la 
multa en cada resistencia. 

Art. 50 Con vista de los autos, la corte su- 
perior determinará el recurso, sin comufticar vis- 
ta á la parte^ dentro de tres días contados des- 
de la fócha en que los reciba, declarando si el 
eclesiástico hace ó no fuerza en la providencia ó 
disposición á que se contrajo el recurrente, sin 
extenderse á mas, aunque note otros defectos 4 
faltas. 

Art. 69 Dentro de cuarenta y ocho horas de 
determinado el recurso^ se devolverán por el cor- 
reo los autos 6 expediente ai eclesiástico con co- 
pia de la determinación certificada por el minis- 
tro caociUer. 

Art 7.<^ Cuando se declara que el eclesiásti- 
co no hace fuerza» el recurrente pagará la can- 
tidad de veinte pesos para e! ramo de gastos de 
justicia. 

Art. 89 Contra las determinaciones de las 
cortes superiores en los recursos de fuerza no se 
podrá apelar, ni intentar nulidad. 

A,rt 99 Se deroga la tey del mismo número y 
título de Id de Mayo de i83e« 

Dada en Caracas á 27 de Abril de 1838, 99 y 
289 — ^^ Presidente del Senado, Juan Bautista 
Caioaño. — £1 Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, Francisco Diaz. — £1 Secretario 
del Senado, José Ángel Freiré* — £1 diputado 
secretario de la Cámara de Representantes, Ju- 
lián Garda, 

Sala del despacho, Caracas Mayo 3 de 1838, 
90 y 289— £jecátese.'-C(ir¿o« SDublette.r-Por 
§• ti — El Secreiari» de £sudo en los Despa- 
cho&üel Interior y Justicia, Diego Bautista Ur» 
banna* 

REUURSOS BB WVERZAf AMPARO T PROTEO-^ 

O ION. Véase Tribunales y juzgados^ L» ^ 
art 30, atrib. lOa 
ft£CURSOS i>B QOKA. Véase Q^ueja. 

RECURSOS DB BscBo. Véase IfuposiQiones 

comunes á todos las juicios^ art, 90. 
ftfiCURSOS. Qü. IÍU1.10AP. Vtese tribunaiesf^ 
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juzgados, L. 1? art. 29 atiib. 3? y su ^, y L. 
2a art. 39 atrib. 8* 
RECUSACIÓN. Véase Excepciones dilatorias. 

RECUSACIÓN DE JUECES y otros funciona- 
rios. LEY 2^ TÍTULO 29 DEt CÓDIGO DE PROCE- 
DIMIENTO JUDICIAL DE 8 DE MAYO DE 1850.— 

que reforma la de 3 de Mayo de 1838 pag. 125 
del cuaderno de ese año y 350 n? 340 del 
cuerpo de \Sb\. — que reforma la de 19 de Ma* 
yo de 1836 pag. 230 del cuerpo comprensiva 
de las de ese año y 241 n.o 241 del de 1851 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Veaezutfia reuuidos en Congrenx 

Decretan 

Art. 19 Tod.T juez, c<»njuez, secretario, fiscal íí 
otro funcionario de los tiibun^Us de la Re- 
pública, sean ordinarios ó especiales, pue* 
den ser recusados por las causas y en la forma 
que determinan ios artículos siguientes. 

^19 Por parentebcode consanguinidad con las 
partes litigan tes dentro del cuarto grado civil, ó 
afinidad dentro- del segundo,. ambos inclusive. 

^ 29 Por el parentesco de afinidad de la mu- 
jer del recusado con cualquiera de las partes liti- 
gantes dentro del segundo grado civil miéBtras 
exista la mujer, ó habiendo muerto existan hijos 
de ella en su matrimonio con el recusado. La 
mujer divorciada se considerará en este caso como 
muerta. 

^ 39 Por tener el recusado sociedad de intere- 
ses, ó'amistad íntima con alguno de los litigan- 
tes, 6 haber recibido de alguno de ellos beneficio» 
de importancia cjue empeñen su gratitud, ó por 
haberlos recibido alguno de sus parientes dentrodet 
cuarto grado civil de consanguinidad ó seguDdo 
de afinidad, ftmbos inclusive, ó porque tenga inte- 
rés directo en las resultas del pleito. 

^ 49 Por enemistad capital entre ti. recusado y 
alguno de los litigantes acreditada con hechos 
que manifiesten la inleacian del* uno ó del otro de 
atacar la vida, el honor ó la fortuna de su enemi- 
go: ó por enemistad capital entre el recusante y al- 
fuQO de los parientes del recusado, dentro de los 
icho» grados de consanguinidad y afinidad. 

§. 59 Por haber habido. en.tre el Juez y alguno 
de los litigantes, agresión, injurias ó amenazas en 
los doce meses precedentes al pleito, ó poririjuríaa 
6^ amenazas inferidas por el Juez á alguna de laa 
partes despujs de comenzado el pleito. 

§ 6 Por estarse siguiendo pleito civil entre el ret 
casado y el recusante, 4 entre esle y alguno de los 
parientes del recusado den tro del cuarto erado ei- 
vil de consanguinidad 6 segundo de afijsidafly hxsh 
boa inclusive, siempre qqe se haya comeniado 
antea de fo. instancia en que<)curre in x«eu9ciptt|. 
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6 por no haber trasenrrido doce ineies después 
de conduiJo e{ pleit i entre ios mismiis. 

^ 7 Por haber recibido dádivas el recusado de 
alguno de los litigantes después de comentado el 
pleito. 

^ 8 Pcir haber dado el recusado recomendación 
nes en favor de alguno de los litigantes con rela- 
ción al pleito en que se le recusa, antes 6 después 
de principiado. 

^ 9^ Por tener el recusado un pleito diferente 
sobre una cuestión semejante á la queajita el re* 
cúsante. 

$ 10. Por perel recusado dependiente 6 comen- 
sal, tutor ó curador, heredero presunto 6 donata- 
rio de alguno de los litigantes, 6 porque alguno 
de estos sVa siervo suyo ó de su mujer, 6 de algu- 
no de sus parientes dentro de los grados dichos 
de consanguinidad ó afinidad. 

§11. por ser el recusado administrador de 
cualquier establecimiento p6blico 6 particular que 
tenga interés directo en la causa. 

^ 12. Por haber manifestado el recusado su opi- 
nión sobre lo principal del pleito, antes de la sen- 
tencia, siempre que el recusado sea Juez en la 
causa. 

^13, Por haber sido et recusado testigo en el 
pleito en que se propone la recusación, siempre 
que sea Jupz en dicho pleito. 

^ 14 Por hab?rse intentado queja contra el juez 
y haberse declarado con lugar aunque se haya 
absuelto el acusado, siempre que no hajan pasado 
doce meses del dia en que se libre la determina- 
ción final. 

Art. 2^ No habrá lugar á recusación por que 
el juez ó funcionario sea pariente del tutor 6 cura- 
dor de alguna de las partes ó de los miembros^ jefes 
6 administradores del establecimiento, sociedad 
6 cuerpo que sea parte en la causa, á menos que 
los dichos tutores, miembros, jefes, 6 administrado- 
res tengan en ella interés personal y directo. 

Art. 39 No eF impedimento para conocer 6 pa- 
ra actuar ron cualquier car&cter en una instancia 
el haber sido juez 6 haber actuado con cualquier 
carácter en otra instancia de la misma causa, siem- 
pre que de ningún modo se haya emitido opinión 
sobre el pleito. 

Art. 4^ Todo juez, conjuez 6 funcionario que 
sepa que en su persona concurre alguna causa de 
recusación, está obligado á declararla, sin aguar- 
dar á que se le recuse, para que las partes dentro 
de veinte y cuatro horas manifiesten su allanamien- 
to 6 contradicción á que siga actuando el impedi- 
do. 

Art 5.<> El juez ó funcionario impedido podrá 
sin embargo continuar en sus funciones si ambas 
partes convienen en ello; y si la causa de recusa- 
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cioB obrare en contra de una sola de las partes^ el 
allanamiento de esta será bastante para producir 
aquel efecto. Los apoderados lie las partes no ne* 
cesitan autorísacioB especial ^ra prestar su con- 
sentimiento en estos casos ; pero quedan responsa- 
bles á sus comitentes a procedieren contra 6 mas 
allá de sus instrucciones. 

Art 6® El allanamiento 6 contradicción de la 
parte se extenderá en el expediente por el Secreta- 
rio, y se firmará por él y la parte, 6 quien la repre* 
senté ; pero si dentro de dos días no hubiere esta 
ocurrido á imponerse y expresar su voluntad, se 
procederá como si hubiese manifestado centradle* 
cíon* 

Art 79 La exposición del juex, conjoez 6 nuncio* 
nario que manifiesta su impedimento, 6 la recosa- ^ 
cion intentada verbalmente por cualquiera de las 
partes, suspende el curso de la causa hasta la deci- 
sión de esta incidencia. 

Art 89 Cuando el impedimento le manifiesta 
el mismo impedido, la incidencia concluye luego 
que las partes, '' ó en su caso la parte contra 
quien obra la causa del impedimento, " presta ó 
rehusa su cocformidad á que continúe aquel ac* 
tuando en el pleito. Si el impedido fuere el jue2 
y no hubiere la conformidad indicada, se proce- 
derá á la elección del juez que ha de subrogarle 
cuando no haya otro juez expedito en el logar, á 
quien competa el conocimiento de la causa. Al 
uno ó al otro se pasarA sin demora el expediente 
original, notificándose á las partes en el tribunal 
ó por medio de boletas que se l3s entregarán, ó de* 
jarAn en sus casas si no estuvieren presentes; y di- 
chas partes están obligadas á ocurrir por sí 6 su 
poder en el término de la distancia, y cuatro días 
mas, ante el tribunal del juez á quien se remita 
la -causa. 

^ único. £i juez subrogado puede devolver la 
causa al juez que se haya creído impedido cuando 
no encuentre fundada su inhibición ) y en este ca- 
so se procederá de la manera que se dispone en la 
ley que trata de las competencias. 

Art 99 Desde el dia en que se vence el plazo de 
que habla el artículo anterior, la causa continua 
su curso, y corren los términos legales aunque las 
partes no se hayan presentado ante el juez subro- 
gado ; y en las competencias de no conocer^ desde 
que el juez reciba el expediente devuelto por el 
superior, ó ^esde que el que pretendía inhibirse de* 
sista de la competencia, teniendo el expediente en 
BU poder. 

Art lO. El apoderado de parte ausente á quien 
no pueda aquel avisar oportunamente ^ébt ocur» 
rír ante el juez subrogado en el desempefio de su 

Í encargo, y puede sustituir su poder en penona ^ 
de su confianza bqo su responsabilidadf aunque 
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no esté espeelalmenle autorizado para ello, ayisan- 
do inmediatamente á su constitayente. 

Art. 11. Si el iiftpedido fuere el secretario ü 
otro funcionario del tribuna), el juez de la causa 
nombrará un sustitutOt y luego que haya presta- 
do el juramento de desempefiar ñelmente su ofi- 
cio, lo cual se extenderá por diligencia que firma- 
rá con el juez y las partes, si estuvieran presen- 
tes, la causa continuará su curso, y seguirán cor- 
tiendo los términos legales. 

Art. 12. Cuando se propone recusación se ex- 
tenderá la diligencia bajo la firma del juez, secre- 
tario y parte recusante, expresándose en ella to- 
das las causas que se aleguen para la recusación, 
Íel recesado comparecerá dentro de veinticuatro 
oras á informarse de ellas é informar al tribu- 
nal de lo que tenga por conveniente para la ave- 
riguación de la verdad. -Este informe del recusa- 
do se pondrá en una diligencia que firmarán con 
él el juez y secretario y el recusante si estuviere 
presente, é inmediatamente se procederá á ins- 
truir las pruebas por el término de ocho dias para 
sentenciar la articulación ai noveno. Pero si las 
partes renunciasen este término, y el juez no cre- 
yere necesario mandar evacuar de oficio alguna 
prueba, sentenciará dentro de veinticuatro horas 
después del informe del recusado. 

Art. 13. Si el recusado fuere el juez mismo, 
extenderá su informe á continuación de la dili- 
fi^encia de recusación, y dentro de veinticuatro 
horas de haberse esta firmado, remitirá el expe- 
diente original á la autoridad encargada del sor- 
teo del juez que ha de conocer sobre la recusación, 
6 al juzgado á quien competa el conocimiento de 
ella, si hubiere otro expedito en el lugar. En el 
primer caso se extenderá en el mismo expediente 
la diligencia de sorteo, antes de pasarle al juez 
designado por U suerte. 

Art 14. El juez á quien se pase el expediente 
admitirá las pruebas que el recusante, el recusa- 
do, ó la parte contraria de aquel, quieran presen- 
tar dentro de los ocho dias, que correrán desde 
aquel en que reciba el expediente y sentenciará 
el noveno. Pero si renunciaren aqu.el término y el 
juez no juzgare conveniente mandar evacuar de 
oficio alguna prueba dentro de él) se pronunciará 
lenténcia dentro de veinticuatro horas después 
de haberse recibido el expediente. El juez recusa- 
do 00 podrá ser obligado á contestar posiciones; 
pero podrán exigirse! e informes, que extenderá 
por escrito sin necesidad de concurrir ante el juez 
qne tónoce de la recusación. 

Alt 15. Cuando el tribunal deelare con lugar 
la recusación, lo participará al joes recusado por 
oficio, en que insertará íntem la sentencia, y re* 
nitíti el expediente á eoatmuacion ft la antori- 



REC 



dad á quien corresponda hacer el sorteo para 
suplir al recusado. Cuando él mismo fuere el 
juez ordinario competente para conocer en lo prin- 
cipal, retendrá el expediente y la cau.sa continua- 
rá su curso. Cuando se declare sin lugar la re- 
cusación, se devolverá el expediente al juez recu- 
sado dentro de veinticuatro horas. 

Art. 16. Contra la sentencia que decide sobre 
la recusación no se admite ningún recurso, excep- 
to el de queja para hacer efectiva la responsabili- 
dad del juez. 

Ajft 17. Desde que recibe el expediente el 
juez que ha de seguir conociendo, la causa con- 
tinúa su curso, y corren los términos legales, sin 
providencia ó decreto del juez. 

Art 18. La recusación del juez, conjuez ú otro 
funcionario puede hacerse en cualquier estado de 
la causa, antes del dia en que deba verse esta, y 
oirse el último informe para su determinación. 
Llegado este dia, no se admitirá la recusación por 
ningún* motivo, quedando á las partes el derecho 
de acusar al magistrado ó funcionario que hubie- 
re intervenido en la causa con impedimento legal 
á sabiendas, sin haberlo manifestado como es su 
deber. 

Art 19. Ninguna parte podrá hacer mas de 
tres recusaciones en una misma instancia, com- 
prendidas todas sus incidencias, ni incluir en una 
recusación jueces que no estén conociendo actual- 
mente de la causa ó inridencia; pero tendrá siem- 
pre expedito el recurso de queja para que se haga 
efectiva la responsabilidad del juez que teniendo 
impedimento para conocer, no le haya manifesta- 
do con arreglo á esta ley. 

Art. 20. £n la recusación de un ministro, juez 
6 conjuez conocerá el presidente del tribunal, y 
esto mismo conocerá en la de los demás funciona^ 
rios del propio tribunal. 

Art. 21. De la recusación del presidente de un 
tribunal, conocen los demás ministros ó conjueces 
de él por el orden de sus nombramientos; y si ade- 
mas del presidente fueren también recusados otros 
ministros 6 conjueces, los ministros 6 conjueces 
expeditos conocen por su orden de todas las re- 
cusaciones. 

Art 22. Para conocer de la recusación de los 
ministros de las Cortes, cuando todos los demás 
ministros, fiscales 6 conjueces estuvieren recusa- 
dos 6 impedidos, se sacará por la suerte á pre- 
sencia del tribunal y de las partes que quieran 
concurrir, de una urna que por lo menos con? 
tenga un número triple, el de la persona que ha^ 
ya de decidir de la recusación 6 recusacionea 
pendientes. Si sobreviniere algún impedimento 
insuperable para qne la persona designada de ea^ 
te modo pueda conocer de la incidencia» 90 repe* 
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tira la misma operación hasta que haya la per- 
sona hábil para conocer. 

A.rt. 23. A este fin las Corles en Io3 primeros 
quince dias del mes de Enero do cada aSo desig- 
narán por un acuerdo doce abogados de los que 
se halleo expeditos en el lugar, entre los cuales 
deberá tirarse la suerte. Si por algún accidente 
resultaren impedidos para conocer de la causa 
algunos de los designados^, de modo que no que- 
de expedito el número triple de que habla el ar- 
tículo 22 para tirar la suerte, se completará este 
número por nueva elección entre los ministros 
naturales del tribunal. 

Art. 24. Por falta de abogados expeditos en 
el lugar se hará el nombramiento en individuos 
que tengan las cualidades de Representante en 
las cortes superiores, y de Senador en la Corte 
Suprema. 

Art, 25. Declarada con lugar la recusación en 
los casos de los tres artículos anteriores, se repe- 
tirá la operación prevenida en ellos para^desig- 
nar á los que han de subrogar á cada ministro ó 
conjuez recusado. La designarior de los que han 
de subrogar á los ministros impedidos cuando no 
quede alguno expedito, se hará con arreglo á lo 
prevenido en dichos tres artículos. 

Art 26. Para conocer de la recusación del 
\uet de provincia se sacará por la suene uno de 
la lista que haya formado la Diputación pro- 
vincial para la elección de aquel, cuya operación 
86 practicará ante uno de los jueces de parro- 
quia de la capital. Cuando de dicha lista no que- 
daren tres hábiles para ser insaculados, se com- 
pletará este numero por el Gobernador de la 
provincia á excitación del juez de parroquia en- 
cargado del sorteo. En la capital de la Repü- 
bjica solo tenilrá esto lugar si los dos jueces que- 
daren recusados ó impedidos, pues cuando lo 
sea uno solamente conocerá el otro. 

Art. 27. Al juez que conozca de estas causas 
por haberse declarado con lugar la recusación* se 
l0 abonarán los derechf s ^ue devenga por el 
arancel judicial ; los cuales se pagarán del ra- 
no de multas y condenaciones que se aplican al 
tesoro público por las leyes de procedimiento, 
siempre que el recusante sea pobre de solemni- 
dad. 

Art. 28. De la recusación de un juez de paz 
cuando los dos de la parroquia estén impedidos, 
conocerá el juez de paz 6 de parroquia mas in- 
mediato de la misma provincia. 

Art 29. Cada tina de las partes tendrá dere« 
cho de recmar dos abobados ¡ cuando estos sean 
nombrados para eonsaltar, *' sin expresar cau« 
■a alguna/' con tal de que use de este dereeho i 
dentro de veinticuatro horas de hecho el nom^ I 
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bramiento. Cuando la recusación se haga con 
causa, en cuyo caso podrán recusarse todos los 
que se presentaren, se observarán los trámites 
que la ley designa para la recusación de los jue- 
ces, conociendo ile la recusación el juez de la 
causa. 

Art. 30. Declarada sin lugar la recusación, el 
recusante pagará, '* si la causa de la recusación 
no fuere criminosa,*' la cantidad de veinticinco 
pesos ; y si fuere criminosa cien pesos. Si no tu- 
viere con qué pagar, sufrirá en el último caso 
una prisión por diez dias, y quedará siempre res* 
ponsable de la suma de veinticinco pesos para el 
tesoro público. Cuando la causa de la recusa- 
ción fuere criminosa, el juez tiene el derecho de 
exigir la competente satisfacción enjuicio sepa- 
rado ; pero si usare de este derecho se absten- 
drá de conocer en la causa en que fué recusado. 

Art. 31. El orden de proceder que se ha esta- 
blecido para las recusaciones se observará en to- 
dos los tribunales que no tengan un procedimien- 
to especial c^in excepdon alguna. 

Art. 32. Se deroga la ley 2a título 20 del Có- 
digo de procedimiento judicial de 3 de Mayo de 
1838. 

Dada en Caracas á 2 de Mayo de 1850, año 21 
de la ley y 40 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, José T. Per eir a.— Ei Presiden- 
te de la Cámara de Representantes, Juan José 
Pereira Lozada^—YA Secretario del Senada, Jo- 
sé Ángel Freiré,— E\ Secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla» 

Caracas 8 de Mayo de 1850, año 21 de la ley 
y 40 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Monágas,-—?or S. E— El Secretario de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia, Ramón 
Yepes. 

RECUSACIÓN DE JÜECBS Y OTROS FUNCIONA- 
RIOS.J3.K90LIICION EJECUTIVA DE 14dE DICIEM- 
BRE DE 1847 declarando que deben ser admití' 
das las hechas por los mayordomos de fábrica* 
de los miembros que componen la junta exami' 
nadora / y quiénes deben conocer de ellas &. 
Beoretaría del Interior.— Sección primera. 

Caracas, Diciembre 14 de 1847. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de Tni- 

jillo. . . , 

Presenté al Despacho del Poder Ejecutivo la 
nota de ÜS. de 19 del próximo pasado Npvicmbre 
en que á consecuencia de haber recusado el Sr. 
Pro. José Felipe Contrerss á los miembros que 
componian la junta examinadora de las cuentas 
que presentó como mayordomo déla fl&brica de 
la iglesia parroquial de Carache, consulta, para 
que sirva de regla en lo sucesivo : primero^ si son ^ 
admisibles tales recusaciones ; segundo, quienes 
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deban coQoeer de ellas ; y tercero, declarada que 
sea con lugar la recusaeion, quienes deban su- 
brogar al recusado 6 recusados. Y S. £. me ha 
ordenado decir á US. en contestación. 

Al I? Cloees incuestionable el derecho que 
tienen los Venezolanos de recusar á sus jueces ; 
y así está consignado en el artículo I9 de la \ey 
2& título 39 del procedimiento judicial, en que se 
dispone : '' que todo juez, conjuez, secretarlo, 
fiscal, ü otros funcionarios de los tribunales de la 
República, sean ordinarios ó especiales, pueden 
ser recusados.'' 

Al 29 Que el jeíe político conozca de la re- 
cusación del procurador, y concejal ó vecino, y 
estos de la del jefe político ; y si todos fueren á 
la vez recusados, conocerán de la recusación, el 
concejal mas anticuo y otros dos concejales, 6 un 
concejal y un vecmo designados por el Concejo 
municipal. 

Y al 39 Que los mismos que conocieron de la 
recusación entrarán, á sustituir por su orden al 
recusado 6 recusados que resultaren impedidos 
para componer la junta examinadora. 

Tengo el honor de decirlo á US. en contesta- 
ción á su mencionada nota. 
Soy, &. 

PorS. E. — Sanavria, 
KECÜSACION DE JUECES y otros funciona- 
rios. Quién conocerá de las de los de cantón. 
Véase Tribunales y juzgados, L. Vil, art 4'». 

RECUSACIÓN DE JUECES v otros funciona- 
rios. Acuerdo de la corte stjprbma de 22 
DE OCTUBRE DE 1842 declarando que el art 
39 ley 2a tit. 29 del Código, al establecer que 
no habrá lugar á recusación por que se haya 
intentado queja contra el juez, á menos que 
por virtud de ella se hai;a impuesto al juez 
alguna pena, solo se contrae á la causa en 
que actualmente conozca el juez recusado, y 
en que por virtud de alguna queja contra pro- 
videncias que hubiese librado en la sustancia- 
don é incidencia de ella, se le imponga algu- 
na pena. 

En la ciudad de Caracas á 22 de Octubre de 
1042, 13 y 32, el Presidente y Ministros de la 
Corte Suprema con asistcincia del se&or Fiscal, 
habiendo traido á la vista la sentencia pronuncia- 
da en 29 de Julio último en el expediente de que- 
ja intentada por el Dr. José Nicolás Dia2 contra 
el Ministro Relator de la Corte superior del 29 
distrito, Ldu. Vicente del Tastillo, sobre respon- 
sabilidad, expusieron : que sin embargo de que 
la Corte para establecer Jos fundamentos de la 
mencionada sentencia no tuvo necesidad de consi- 
derar la genuina inteligencid del artículo 3^ de 
la ley 2? título 2.<' del procedimiento judicial. 
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con todo, como en la discusión previa ocurría aU 
guna duda sobre esa misma inteligencia, y su re- 
solución es conveniente para los casos que pue- 
dan prosentarse, se ]ia(*e indispensable consultar 
acerca do olU al Poder legislativo. Con semejan- 
te ohjeto debe manifestarse que este Supremo 
tribunal cree que la disposición de aquel articulo 
solo puede contraerse á la causa en que actual- 
mente conozca el juez recusarlo, y en que por 
virtud de alguna queja contra providencias que 
hubiese librado en la sustanciacion 6 incidencia 
de ella se le imponga alguna pena ; y se funda 
en que dicho impedimento no estaba comprendido 
en la ley del año de 26 derogada por la posterior 
que actualmente rige, y en que á la sanción de 
esta dio lugar la frecuencia con que muchos liti- 
gantes inhabilitaban á los jueces usando del arbi*> 
trio de proponer queja contra estos en las propias 
causas de que estaban conociendo, lo cual al pa- 
so que fomentaba la malicia de las recusaciones, 
acarreaba en el sistema judicial una larga retar*» 
dación en la administración de justicia. Ademas 
se ha observado que siendo muí'ho mas grave la 
causa de agresión, injurias ó amenazas entre el 
juez y alguno de los litigantes de que habla el ar- 
tículo 19 en su parágrafo 69 de la misma ley, si 
se compara con la de una pena impuesta por que- 
jd de responsabilidfid, aquella disposición se limi- 
ta al término de seis meses precedentes al pleito 
de la agresión, injurias y amenazas referidas, 
miér.tras que su artículo 39 no sefiala el tiempo 
que haya de durar el impedimento nacido de pe- 
na impuesta por responsabilidad. Esto indociria 
á creer que aun cuando se contrajese á cualquier 
otra causa, su duración no podría ser otra que la 
de los Kcis meses á que están limitadas causales 
de mayor gravedad, como la de agresión, injurias 
&.a. Mas como de cualquiera manera que sea, 
semejantes puntos exigen una declaración del Po- 
der legislativo, dispone esta Corte que para el 
efecto se eleve á su conocimiento con testimonio 
de este expediente, dirigiéndoselo por el órgano 
del Poder Ejecutivo. 

Urbaneja. — Ldo, Mercader. — Martínez.*^ 
Duarte.-^Rodríguez. 

Caracas Febrero 28 de 1844, 15 y 34. 

El Canciller, J. Duarte. 
RECUSACIÓN D£ LOS ministros del tribu- 
nal DE CUENTAS. Véasc TribuHol de cuentas^ 
Dictamen del Consejo de Gobierno de 22 de 
Enero de 1850. 

RECUSACIÓN DE LOS peritos bu juicio de 
CUENTAS. Véase Juicio de cuentaSf art. 61 

REDUCCIÓN VE cENfcos. Véase Censos (reduc* 
cion y extinción de) 
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REDUCCIÓN Y CIVILIZACIÓN de indígenas. 

Véase Indíg-enas. 
REELECCIÓN de senadores, representan* 

TES Y DIPUTADOS PROVINCIALES. DECRETO DE 

4 DE MARZO DE 1837 declarándolas válidas. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reiinidus en Congreso. 

Considerando: 

i 9 La duda ocurrida al colegio electora) de 
la provincia de Coro sobre si sea ó no válida la 
reelección que practicó, nombrando diputado pro- 
vinciai principal á un individuo que pur las an- 
te llores elecciones lo era suplente de la misma 
corporación, y 

29 Que la Cunstitucion solo prohibe M reelec- 
ción para un mismo destino en los dos únicos casos 
de sus artículos IOS y 1 12. 

Decretan : 

Art. único. Son válidas y subsistentes las re- 
elecciones de seiiadoreH, representantes, diputa- 
dos provinciales y de sus respectivos su^entes, 
teniendo el reelecto las cualidades que exige la 
constitución. 

Dado en Caracas* á4 de Marzo de 1837, año 
89 tJe la ley y 27 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, J. Joaquín Freites. — El Pre- 
sidente de la Cámara <le Representantes, Juan 
Nepomuceno Chaves. — El Secretario del Senado, 
/. A. Freiré. — El Diputado Secretario de la Cá- 
mara de Repiesentaiites, / A. Férez. 

Sala del De.^parho. — Caracas, 4 de Marzo de 
1837,89 y 27.— Cúmplase.— El Vicepresidente 
del Consejo en (?argado del Poder Ejecutivo, José 
María Carreña^ — Por 8^E.— El Secretario de 
Kktado en el Despacho del Interior y Justicia, 
Felipe Fermín de Paul. 

REELECCIÓN de hiembros de los concejos 

MUNICIPALES, JUF.CE3 DE PAZ Y SÍNDICOS PAR- 
ROQUIALES. Requisito sin el cuul no será obli- 
gatoria bu aceptuciun. Véuse Provincias, art. 
60,^29 • 

REEÍMPLAZO Dfi DESERTORES. Vésse Coman, 
dancias de armas^ R. E. üe 29 de Enero de 1852 

REEMPLAZO de los ministros deltribunal 
QE CUENTAS, recusados. Véase Tribunal de 
cuantas. Dictamen del Consejo de Gobierno de 
22de£oero de 1850. 

REEVES (juan). decreto de 15 de marzo de 
1863 aprobando el arreglo hecho por el Poder 
Ejecutivo pata el pago de una acreencia 

Si Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
pública de Venezuela, re midos en Congreso. 
Visto el convenio celebrado en S^de Abril últi- 
mo por el Pode I Ejecutivo con Juan Reeves ciu- 
dadano délos Estados Unidos del Norte Améica- 
«obre el pago de veintiocho y m.edia por ciento 
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de once nnii cuatrocientos reinticuatra pesos se* 
senta y cuatro centavos, que reconoce la Nación 
de la acreencia de aquel contra la República de 
Colombia por suplementos en víveres y numera- 
rios para el equipo de i» armada Nacional duran- 
te la guerra de la independencia. 

Decretan : 

Art. único* Apruébase en todas sus partes el 
arreglo que en 30 de Abril próximo pasado hizo 
el Poder Ejecutivo con Juan Reeves, sobre el 
modo de saii^^íacer á'Cste ciudadano de los Es- 
tados Unidos la, cantidad de tres mil doscientos 
cincuenta y seis pesos, dos centavos, que corres- 
ponden á Venezuela del crédito que reclama, por 
s-uplementos en víveres y numerario para el equi* 
po de la armada de ^Colombia durante la guerra 
de la Independencia. ^ 

Dado en Caracas á 12 de Marzo de 1853, año 
¿4 de la ley y 43 de la independencia — El Vice- 
presidente del Senado, Jesús M. Olaechea. — £1 
Presidente de la C&mara de Representantes, José 
SUverio González. — El Secretario suplente iei 
Senado, G. Pompa. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J, Padilla, 

Caracas, Marzo 15 de 1853, afio 2i de la ley y 
43 de la independencia. — Ejecútese. — José G, Mo» 
nágas.-^PorJ^. E. — El Secretario de Estado en 
el Dcspacho*de Hacienda, P. C. Gellijieau, 

REEXPORTACIÓN db efectos extranje- 
ros, resolución ejecutiva de 14 de fe- 
brero DB IS3S disponiendo que cuando un 
buque vaya en comercio de cabotaje conducien' 
do efectos extranjeros, no se permita que lie» 
ve al mismo tiempo objeta as reexportación* 

República de Ve nezuela.— Secretaría de Esta- 
do y del Despacho de Hacienda.-— Car&cas L4 
de Febrero de 1838, 9? y 28? 

Sefior : 
Del puerto de la Quaira salió para el de Má- 
vaeaibo el bergantin goleta nacional Fénix lle- 
vando de cabotaje algunos efectos extranjeros 
de ios que ya habían satisfecho sus derechos. 
Solicitó luega ua cargador, del administrador del 
primer puerto, que se le permitiese mandar en el 
mismo buqoe también para Maracaibo unas pi- 
pas de vino de Tenerife de lea que existían de- 
positadas en la aduana de la Goaira, & condi- 
ción de pagar en la de su destino los derechos 
de importación; pero- habiéndole negado esta 
solicitud, pidió permiso para reexportarlas á. 
Curazao, y el administrador la manifestó que se- 
gún la ley tendría qae satisfacer otra vez el de- 
recho de importaqioo. sobre loaarfícubs que lle- 
vaba para Maracaibo; y con pleno conocimiento ^ 
de esta disposición emprendió su Tiaie. Al arri- 
ba el buque á Maracaibo, justificó el capitán qi^e 



ié8 



TEA^rfiO DE LA LEGISLACIÓN 



REE 



el mal tiempo no le había permitido entrar en 
Curazao donde iba á desembarcar las pipas de 
Tino, y el administrador de dicha aduana pro- 
cedió luego á liquidar, recaudar 7 asegurar los 
derechos de importación del yino, consultando so- 
bre el caso al Gobierno, sin exigir loe correspon- 
dientes á los demás efectos que llevaba, por no 
haber tocado en Curazao, y no haber faltado á 
la ley. 

£n vista de todo, aprobando la conducta del ad- 
ministrador de Maracaibo* y desaprobando la del 
de la Guaira, ha resuelto el Gobierno como re- 
gla general para lo sucesiyo, que en casos seme- 
jantes al presente, cuando un brqne vnya en co- 
mercio de cabotaje rondueiendo efectos extran- 
jeros, ningún administrador permitirá que lleve 
al mismo tiempo otros de reexportación para 
país extranjero por ser contrario á la ley de ca- 
botaje. 

Comunico á IJ. esta resohician para su inte 
ligencia, gobierno y crniplimiento. 

Soy de ü. atento servidor, — (Firmada). 

G. Smiih, 
Al señor Administrador de In aduana de 

KÍFXPORTACION de efi-ctos extfajíje- 

RüS. FESOLrciON FJECUTlVA DE 3 DE SETIEM- 
BRE DE 1855 perviiíiendo la de U0ias cajas de 
queso. 

República de Venezuela.— Secretaría de Ha- 
cienda. — Sección segunda. 

CnrácaH, Setiembre 3 de 1855. 

Resuelto, — Dígase al señor Administradc^ de 
la aduana de la Guaira : 

jlI artínilo 39 de la ley Fobre régimen de adua- 
nas permite sin limitación la reexportación de 
algunas mercancías 6 efectos de los contenidos 
en el manifiesto 'presentado^ imürando como úni- 
ca causal para tal determinación, el no convenir 
sft introducción al dueño introductor 6 consiga 
natario, con tal que pague el impuesto estable- 
cido en el predicho artículo. Manifestado, pues, 
por los señores Neckelmam Luce y Compañía 
su deseo de reexportar las cien cajas de queso pa- 
tagrás y cincuenta de Flándes que condujo al 
puerto de la Guaira la Betty Emma y que ve- 
nian manifestadas romo para Puerto-Cabello, no 
hay inconveniente alguno en permitírseles la 
reezportacien de dichas cajas de queso ; sobre 
todo cuando por una circunstancia desgraciada el 
queso, aparte su corruptibilidad, ha venido á ser 
en ese puerto un artículo de prohibido consumo, ¡ 
Á causa del cólera asiático que lo aqueja. 

Por tanto, la Aduana de Ja Guaira permitirá, 
previo el desembarque y peconocimiento de las 
cento y cincuenta cajas de quesoj para los efcc- 
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tos del artículo citado, la reexportación de estoa, 
como lo han solicitado los interesados. 
Soy de Ü., &. — /. Gutiérrez^ 

Es copin.'^Gutierrez» 

REGALOS DE REYES ó ESTADOS EXTRANJEROS. 

A quienes les está prohibido aceptarlos sin per* 

miso del Congreso. Véase Disposiciones gene 

rales conslilvcionalcB, art 214. 
RÉGIMEN DE LAS PROVINCIAS. Véase Provine 

cias. 
RÉGIMEN DE ADUANAS. Véase Importación y 

Exportación, 
REGISTRADORES. Y énse Registro (Oficina? 

de) 
UEGÍSTI^O (derfcho de.) Resolución de 26 

DE ABRIL VE 1832 declarando abolido el de 

venta de fincas y bienes raices. 
El Senado y Cfimara tle Representantes de la Re- 
pública de Venezufla reunidos en Congreso, 

Considerando: 

19 €tiie el dererlio de rcgi.«tro stibre las ventas 
de fincas y bienes raíces que impuso la ley de 22 
de Mayo de 1826 no ha sido reslableci'lc» por nin- 
guna ley posterior á la suspensión que hizo de él 
en decreto de 8 de Mnyo de 1827, el General 
Bolívar, incluyéndole en el derecho de ulrubala ; 
y spgundo, que por la equivocada inteligencia que 
ha dado el Poder Ejecutivo á la ley de 13 de Ju- 
nio de 1831, se está exigiendo un derecho á la 
vez ruinoso é improductivo. 

Resuelven : 

Que la ley de 13 de Junio al abolir el impuesto 
de alcabala que únicamente existia, y ordenar que 
en adelante no se cobi^se ningún derecho sobre 
la venta de fincas y bienes raices y demás que 
en ella se ejtpres;*, comprendió también el impues- 
to de dos por ciento, conocido con el nombre de 
registro. 

Careras Abril 18 de 1832, 39 y 22— El Pre- 
sidente del Senado, Francisco Mejia. — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Dr. Jo^ 
sé Manuel de los Rios — El Secretario del Sena- 
do, Pedro /. Estoquera .-^E\ Secretario de la 
Cámara de Repref.^ntantes, Rafael Acevedo. 

Caracas Abril 26 de 1832, 39 y 22 — Ejecúte- 
se. — Diego Bautista Urbaneja^-^Vor S. E- el 
Vicepresidente de la República encargado del 
Poder Ejecutivo. — El Secretaiio de Estado en el 
despacho de Hacienda, Santos Michelena, 

REGISTRO (oficinas de) lby db 17 db xabzo 
DB 1838 organizándóla». — que reforma la de 
24 de Mayo de 1836, p. 229 del cuerpo com- 
prensivo de las de ese año^ y 275, nO 2$l del de 
1851. • ' , 

El Senado y Cámara de Representantes « de . la- 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 
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DECRETAN. 

Art 19 En cada capital de provioeia habrá 
una oñciaa principal de regfistro^ y en cada cantón 
nna oficina subalterna dependiente de aquella. 

Art. SS9 ^ oficina principal de registro estará 
á cargo de la persona que nombre el Poder 
Ejecutivo con informe del gobernador, y las su- 
balternas á cargo de las personas que nombro el 
registrador. 

Art. 39 Para ser registrador principal ó subal- 
terno, se requiere ser venezolano en ejercicio da 
loa derechos de ciudadano, ser de conocida probi- 
^ dad, tener veinticinco aflos cumplidos, y haber si- 
do examinado sobre sus deberes, y aprobado por 
el juez de primera instancia del circuito donde se 
halle la oficina de que halla de encargarse. Cuando 
hayti mas de un juez de primera instancia en el 
mismo circuito, el examen lo hará el que designe 
el gobernador. 

Art. 49 El registrador de la provincia de Cara- 
cas dar& fianza por la cantidad de cinco mil pesos : 
los de las provincias de Carabobo, Barquisimeto 
y Barinas, la darán por dos mil y quinientos pe- 
sos, y por la de mil quinientí»8 los de las demás 
provincias del Estado. La fianza deberá ser A sa- 
tisfacción del gobernador de la provincia respec- 
tiva, y podrá constituirse sobre bienes raices de 
un valor duplo cuando menos, propius del regis- 
trador, 6 de otra persona que preste para ello su 
consentimiento. 

Art 59 ios gobernadores deberán exigir nue«^ as 
fianzas & los registradores siempre que por ha- 
ber variado las circunstancias de los fiadores ó 
de los biencj! hipotecados, ^^onsideren que no exis- 
te la garantía que exige esta ley. Con este objeto 
examinarán todos los aüos el estado de la fianza, 
tomando todos los informes necesarios, y pondrán 
en un expediente, que se conservará en su secre- 
taría, un decreto en que so declare subsisjten'e la 
fianza, 6 se mande dar otra. En el primer caso 
serán los gobernadores responsables de cualquier 
perjuicio que resulté por deficiencia vn el todo ó 
en parte de la fianza legal. 

Art. 69 Los registradores subalternos no están 
obligados á dar fianza á menos que la exija el re- 
gistrador principal. En todo caso este es respon- 
sable de la conducta de aquellos. 

Art. 79 La oficina principal do registro estará 
siempre on la capital de la provincia, y será el de- 
p^ito de todos los protocolos de la misma pro- 
vincia, de los expedientes de las causas y negocios 
judiciales concloidos y mandados archivar por 
los tribunales del cantón en que resida, y de to- 
dos los documentos oficiales que no pertenezcan 
á otroa archivos, y cuya conservación interese á 
la comunidad. 
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Art. 89 Cada oficina subalterna estará siempre 
en la parroquia cibecera del cantón á que perte- 
nezca, y será el depósito de los prntoculds que 
se lleven en ella, y de loa expedientes de causas 
6 negocios judicialeEr concluidos y mandados ar- 
chivar por los tribunales del cantón. 
' Art. 99 Los tribunales y jueces no podrán re- 
tener los expedientes concluidos, sino que inme- 
diatamente los pasarán á la respectiva oficina de 
registro. Tampoco los extraerán de ellas sino con 
calidad de devolución, en cuyo caso no podrán 
dar testimonios, certificaciones, ni copias de nin- 
guna e8(>ecie de dichos expedientes, ni de los do- 
cumentos que comprendan, debiendo los interesa- 
dos ocurrir para ello & Jos registradores. 

Art, 10. Las oficinas de registro subalternas llo- 
rarán con entera separación los protocolos si- 
guientes : 19 de nacimientos : 29 de muertos : 39 
de matrimonios: 49 (-Q testamentos nuncupativos: 
59 de testamentos cerrados : 69 de sentencias eje- 
cutoriadas en negocios civiles y remates judiciales : 
7® de censos é hipotecas : 8 ? de ventas y per- 
mutas: 9^ de fianzas : 10^ de transacciones y 
cancelaciones : 1 19 de todos los demás contratos : 
12^ de poderes : 13^ de la publicación de las 
leyes: 14^^ de protestas y otro» arlos extiaju- 
dicialep. Y la oficina principal los siguientes: 1 ^ 
de tUulos ó fKespacho.s de empleados : 2 ^ de pa- 
tentes de navegación : y 3 ^ de privilegios ex- 
clusivos. 

Art. 11. Los registros que se lleven en las ofi- 
cinas subalternas correspondientes á lostrespri- 
meros números del artículo anterior, se extende- 
rán en la forma que determine el código civil. Los 
registros correspondientes á los números 4® y 
59 contendrán la copia íntegra de cada testamen- 
to nuncupativo, del poder cuando se otorgue por 
comisario, y de rada declaración de testamento 
cerrado, bajo las firmas de los mismos que auto- 
ricen aquellos dorumentos, lo? cuales se devolve- 
rán á los testadores ó quedarán en la oficina á 
voluntad de diehfis testadores ; pero en el filtlmo 
caso, después del fallecimiento de o^to8, se en- 
tregarán á quien el juez determine. Los regis- 
tros correspondientes al número 69 contendrán 
íntegramente las sen tertcias y remates judiciales, 
cuya protocolización soliciten cualesquiera de los 
interesados en estos actos ante el juez de leí cau- 
sa, el cual hará citar en cada caso á los demás in- 
teresados para que presencien y firmen el regis- 
tro si les conviniere. Para el registro de los re- 
mates judiciales bastará citar al deudor á quien 
perteneció la cosa vendida, y al acreedor á quien 
perjudique ó pueda perjudicar alguna de las con- 
diciones de la venta. Los registros correspondien- 
tes á los uümeros 79, 8», 90, IQO, lio, igo y 140 
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contendrán íntegramente h escritura ñrmada an- 
te el registrador y los documentos á que se refie- 
ra, 8Í lo exigieren ios interesados, y firmarán los 
otorgantes y dos testigos. Para el registro del 
poder con que un apoderado quiera representar á 
su poderdante en otro cantón, después de haber 
hecho uso de él en juicio, bastará que lo firme 
el mismo apoderado, y que el juez ó su secretario 
acredite que tal documento ha 'obrado en bu tri- 
bunal. Los registros correspondientes al número 
13, contendrán solo el objeto de la ley que se 
registra, su fecha, y la de su publicación en la 
cabecera del cantón. Los registros que se lleven 
en la oficina principal, correspondientes á los nú- 
meros 19 y 29 contendrán un extracto del docu- 
mento con expresión de su fecha, de la persona 
á quien pertenezca, de las autoridades por quie- 
nes haya sido expedido y refrendado, y de las 
notas que tuviere de haberse registrado en otras 
oficinas: los del número 39 contendrán íntegra- 
mente los documentos á que se refieran. 

Art. 12. Llevarán también los registradores 
subalternos por duplicado un libro índice dividido 
en tres alfabetos: en el primero asentarán los 
apellidos y nombres de los otorgantes ó interesa* 
dos en el registro : en el segundo el nombre de 
las fincas á que se refieran las escrituras ó actos 
registrados ; y en el 39 el nómbrele las parro- 
quias en donde estén situadas les propiedades 
fincas, expresándose en cada uno de estos asien- 
tos el folio del protocolo en que se encuentra el 
registro, y el número de dicho protocolo. Los re- 
gistradores subalternos remitirán uno de estos ín- 
dices á la oficina principal con los protocolos á 
que correspondan. 

Art. 13. Ningún registrador tomará razón de 
actos públicos ó privados que no se le presenten 
escritos en papel del sello correspondiente. Los 
contratos, fianzas, testumentos, poderes, protestas, 
declaraciones ó cualesquiera oirifS actos extraju- 
diciales ó privados se extenderán^ leerán por los 
otorgantes y personas á quienes interesen, ante 
el registrador, y se firmarán en su presencia y de 
dos tcstigo<3, ó los mns que exige la ley en casos 
determioadiis, cuyas circunstancias se ex presarán 
en la nota del registro que ha de ponerse al pié 
de estos documentos, 

§ único. £n lus testamentos, así como en los 
contratos, cuando el otorgante no sepa 6 no pueda 
firmar, lo hará un tcstigt por él, y se expresará 
así tanto en la escritura original como en los 
regífttros. 

Art. 14. Puesta la nota al pié del dncumento 
registrado en que ademas se expresará la fecha 
(jcl registro y número del protocolo en que se en- 
cuentra, y c) nombre de los testigos de este acto, 
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86 entregará dicho documento á quien correspon* 
da, y se tendrá por escritura púbiiiía (frigíniri -y 
de igual fuerza á la que con lois requisitos ezpre* 
sados queda en el respectivo protocolo. 

Art 15. Loe documentos que loa otorgantes 
exhibieren como comprobantes de la eacritura 
protocolizada para que se conserven en la oficiíAt 
del registradois se indicarán en el registro res«> 
pectivo, y se archivarán bajo el número que cor- 
responda en el WSrdcrn de los comprobantes del 
protocolo en que se encuentre dicho iP^gistro. 

Art. 16. Los registradores subalternos llevarán 
por duplicado los protocolos vpara que loa unos 
se remitan á la oficina principal y los otros que- 
den en la subalterna. La remisión se hará el dia 
19 de cada mes por el correo, exigiéndose recibo 
al administrador de este ramo, quien deberá cer- 
tificar el pliego que contenga los protocolos. 

Art 17. Cuando los registradores -subalternas 
anoten el registro de una escritura, porquv se ha- 
ya cancelado en el todo ó ea ^arte, ó por algún 
otro motivo como reducción de ün censo, traspaso 
de una deuda, finca, &.c, y cuyo protocolo du- 
plicado se haya remitido á la oficina principal, 
ío avisará á esta en la misma fecha con inserción 
de la nota, para que -se estampe en el duplicado 
con referencia á dicho aviso. £1 registrador su- 
balterno cobrará cuatro reales por la nota y avisO) 
y el principal dos reales cuando estampe la nota 
en el duplicado, lo cual no podrá diferir luego 
que sea requerido por el interesado ó su agente, 
bajo la multa de dos pesos. 

Art. 18. Los testimonios 6 traslados que se pi- 
dan á los registradores por los otorgantes ü otro 
interesado que aparezca en la misma escritura re- 
gistrada, se darán por loa registradores en cual- 
quier tiempo que lo soliciten sin necesidad del 
mandato del juez. Cuando sean otros los que pi- 
den los testimonios 6 trasladas^ deberán presen- 
tar la orden del juez y acreditar que se ha citado 
á los otorgantee. Lo mismo se practicará para 
dar testimonio 6 traslado de aigun documento ar- 
chivado en la oficina de registro. Podrá darse li- 
bremente & cualqiíiera persona testimonio de au» 
tds^ expedientes archivados, pero no de parte 
de ellos ó de un documento que obre en el pro- 
ceso, sino por orden del juez y con citación de 
las partes. 

Art. -19. No podrán los registradores diferir 
loa registros y demás diligencias que están á su 
cargo, cuando sean requeridos por las autorida- 
des ó por los particulares sino por causa grave 
que les impida el desempeño de sus deberesi bajo 
la multa de cuatro á veinte pesos ajuicio del jues« 
y serán depuestos cuando por estas faltas hayan 
sido multados tres veces. 
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ÁTt. 20. Los registradores tendrÓJQiiSíerUs.aus 
oficinas durante ocho horas por lo Hiéoos todos 
tos dias, y permanecerán en ellas, & menos que 
tengan que practicar alguna diligencia de su ofi- 
cio en otro lugar, en cuyo caso habrá siempre en 
la oficina una persona encargada de infirmar á 
los que les soliciten, del lu^ar en que se hallen, 
6' de la hora en que pueda hablárseles, todo bajo 
las. mismas penas del artículo anterior. 

Art. 21. A cualquiera hora del dia 6 de -la no- 
che que sea llamado un registrador subalterno, 
para presenciar el testamento da un enfermo gra- 
ve, dentro de la población en que resida, deberá 
pasar al lugar en que este se encuentre, á desem- 
peñar los deberes de su oficio, bajo la multa de 
cien pesos y pena de destitución en caso de rein- 
cidencia. 

Art. 22. £1 rcgistiador principal cuidará de 
que los subalternos tengan el paprl sellado sufi- 
ciente para los protocolos; y si faltare por culpa 
suya ó. del subalterno, pagará veinte pesos de 
multa y será responsable del perjuicio que oca- 
sionare. Cada parte rein legará al registrador el 
papel que se invierta en. su beneficio, tanto en 
las piezas principales como en las duplicadas. 

Art. 23. El reg'strador principal no podrá se- 
pararse de su oficina por mas de quince dias eon 
permiso del Gobernador y dejando un sustituto 
aprobado por este y bajo la responsabilidad de 
aquel. Los subalternos no p(Klran separarse de- 
sús oficinas sin permiso del registrador principal ; 
y sin dejar un sustituto de la confianza de este y 
que tenga las tres primeras cualidades del articu- 
lo 3^. £n Ins casos de enfermedad, así del prin- 
cipal, como de los subalternos, deberá siempre 
suplir la falta por sustituto en los mismos térmi- 
nos durante el impedimento. Si la ervfermedad 
del principal excediere de seis wieses, se proveerá 
el destino en otra persona como en el caso de va- 
rante. Si la enfermedad no diere tiempo para que 
e| empleado nombre el sustituto, el gobernador 
nombrará entretanto el del registrador prmcipnl, 
y la primera autoridad civil tM lugar en que re- 
sida el subalterno impedido, el que deba suplir á 
este, dando cuenta al piinripal para su apr.oba- 
cino 6 nombramiento de otro. 

Art 24. En aquellos cantones en que por su 
población y riqueza crea el registrador no ser 
CNistante una sola oficina subalterna de registro, 
establecerá las que considere suficientes. 

Art S5. Los registradores no tendrán sueldo 
algUDO, pero ios subalternos serán pagados pnr el 
prJDcipaLMgun convengan, y á este corresponde- 
rán todos los dererhos.que se recauden en las ofi- 
cinas de registro, con deducción déla cuarta par- 
te destinada al fondo para ^s^os de justicia, la 
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cual se entregará mensualmente al administrador 
principal de rentas municipales en cada provincia. 
Los regíátradoreA darán recibo de todas las can- 
tidadas que perciban, y el que cobrare mas dere- 
chos de los que señala esta ley, satisfará una mul- 
ta igual al duplo de lo que hubiere exigido de mas, 
sin perjuicio de devolver el exceso á la parte, y 
en caso de reincidencia será destituido de su des- 
tino. Para la devolución del exceso é imposición 
de la multa de que habla este artículo, los jueces 
del lugar, á prevención procederán verbal y su- 
mariamente oyendo al registrador, quien deberá 
precisamente concurrir á la rila, pues la omisión 
6 negativa le parará en su perjuicio, podiendo 
enviar á otro en caso do urgente ocupación públi- 
ca ; y el juez decidirá inmediatamente con los 
documentos y la tarifa de csl3 ley á la vista, y 
de su fallo no habrá recurso alguno. Para la des- 
titución conocerá el juez de primera instancia. 

^ único. Bajo las mismas penas se prohibe que 
los registradores exijan otros derechos de busca, 
custodia é. de cualquiera otra denomina'!Íon que 
no estén prevenidos en esta ley. 

Art 26. Por el derecho de registro se cobra- 
rán doce reales de todo documento que presenten 
los otorgantes ó interesados que no pase de^ua- 
renta renglones de siete pulgadas, y si excediere 
de cuarenta renglones, se cobrará un real por ca- 
da seis renglones siguientes de igual longitud. 
I)^unca se calculará para este cobro por la exten- 
sión , del registro, sino por la de la escritura que 
q^ieda.en poder de los otorgantes ó interesados. 

Art. 27. Por los testimonios ó certificaciones 
de los instrumentos registrados se cobrará lo mis- 
mo qtie por el registro, y con este objeto se ano- 
tará, siempre en letra al margen del registro, y 
antes de firmar los interesados, la suma de rea- 
les á que haya ascendido el derecho. 

Art 28r..Poc los testimonios ó copias certifica- 
das de expedientes de cualquiera especie, se co- 
brarán.cuatro reales por cada una de las dos pri- 
meras. fQJas, ^y por cada una de las restantes do3 
reales. Cada llana de dichas fojas deberá conte- 
ner veinticuatro renglones, y cada renglón ocho 
palabras^or lo menos. 

Art 29. Cuando el registrador fuere llamada 
para registrar testamento ú otro acto fuera de su 
oficina, cobrará ademas, si fuere de dia, ocho 
reales, j de noche diez y seis reales. Pero lo que 
devengare por esta razón se anotará en el regis- 
tro, expresando la causa, para que no sirTa de 
regla cuando haya de satisfacerse el derecho es- 
tablecido para los testimonios 6 certificaciones en 
el artículo anterittr. 

Art 30. Por el registro de los nacidos y muer- 
tos se cobrará medio real, y por el de roati-imp- 
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uios cuarenta rertavos. Por el registro de paten- 
tes de navegación, cuatro pesos. Por el registro 
(le títulos 6 despachos de enopleados^ un real por 
cada cien pesos de la renta anual que corresponda 
al interesado. Por el registro de privilegios ex- 
clusivos, diez perios. 

Art. 31. Ademas de los derechos expresados 
en los artículos nnteriores, se cobrarán dos realrs 
por cada cien pesos en los registros de aquellos 
contratos en que se da ó recibe, o se ofrece pa- 
gar alguna cantidad de dinero ú otra cosa equiva- 
lente, como vales ó letras de cambio, ganados, 
fruios, mercancías, <Scc. En las perniUtas se pa- 
gará este derecho sobre el valor de las cosas per- 
mutadas. 

Art. 32. Los netos que por disposición de la 
ley deban registrarse, lo serán precisamente en 
el término señalado por esta, bajo la pena de pa« 
gwr ti duplo de los derechos. 

Art. 33. Por buscar cualquier instrumento ó 
expediente que exista en la oficina y manifes- 
tarlo k la parte, el registrador no llevará deie- 
cho alguno, si dichos papeles fueren de su tiem- 
po : si fueren del de sus antecesores, y el inte- 
resado llevare la razón del afilo, cobrará cuatro 
reales ; { ero si no se llevare dicha razón, cobra- 
rá cuatro reales ))or In busca del instrumento ó 
expediente, y un real por cada arlo contado des- 
de la fecha en que se otorgó el documento, has- 
ta aquel en que se practica la busca. * 

Art. 34. Los registradores merecerán fe p(]i- 
blica en todos los actos de su oficio. A ellos cor- 
lesponde la compr«»bacion de las firmas de cual* 
quier empleado ó funcionario público en unión 
(le uno de los jueces del lugar en que se haga la 
comprobarion. Cuando baya de comprobarse la 
fírmu del mismo registrador, suscribirá el acto el 
j«'(e político dtl cantón y uno de los jueces del 
lugar. Por este acto cobrarán un peso; debien- 
t)o extender la comprobación y obtener la fír- 
nía del juez y la del jefe político en sus caeoi. 

Art. 35. Los protocolos que han llevado los 
escribimos y algunos jueces por falta de epcriba- 
nos, pasaran á las res{>ectivas oficinas subalter- 
nn?» lie registro en donde se ccnservarán. Los es- 
cribanos y juccea dichos entiegarán los protoco- 
lo.^ ])or inveniario cor» sus índices respectivos, y 
ron inicrvincion de la primera autoridad civil 
d» I lugar, dentro de los ocho primeros días de es- 
ijiblecida la oficina del cantón de su residencia. 
Para la entrcgn <le los archivo^, que se hará 
también por ii.ventario, tendrán un mes de tér- 
mino des:!e el dia de la | ubiicacion de esta ley. 

Art. 36. Los registradores no se mezclarán en 
los contratos y acius de los otorgantes, ni en los 
término:) en que estos quieran redactar sus es- 
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criturasi qttedando á las autoridades coiüpétea* 
tes el decidir sobre su valor y eficacia en los ca- 
sos de duda que ocurran. 

Art. 87. El depósito de los archivos de las 
oficinas principales de registro, se hará en uno de 
los edificios del Estado, donde los hubiere de la 
capacidad y seguridad necesaria para contener- 
los. 

§ único. En las capitales do provincia donde 
no haya edificios del Estado, se depositará el ar« 
chivo de la oficina principal de registro en una 
de las piezas do la casa municipal, si el local lo 
permitiere. 

Art. 38. A los escribanos y demás personas á 
quienes correspondían las escribanías extingui- 
das, por título de compra, renuncia ú otro, con- 
forme á las leyes antiguas, y que lo hayan acre- 
ditado ante el gobernador de la provincia dentro 
del primer aSío que les fijó el artículo 34 de la 
ley que se deroga« se les pagará la cantidad que 
hubieren exhibido ellos ó sus causantes, con la 
cuarta parte de los derechos de registro que cor- 
responde al fondo para gastos de justicia, distri- 
buyéndose entre los interesados á prorata cada 
a fio. 

Art. 39. Se deroga la ley de 24 de Mayo de 
1836 y todas las demás leyes y disposiciones 
contrarias á la presente. 

Dada en Caracas á 10 de Marzo de 1838, 9? 
y 289 — ^^ Presidente del Senado, Ángel Quin^ 
tero. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Juan 'Nepomuceno Ckaves-^^Bl Secreta- 
rio del Senado, José Ángel Freiré. — Ei Dipu- 
tado Secretario de la Cámara de Representan- 
tes, Julián García, 

Sala del despacho en Caracas á 17 de Marzo 
de 1838, 9? y 28— Ejecútese. —Car /o5 Soubleíie, 
— Por S. E. — El Oficia] Mayor encargado de los 
Despachos del Interior y Justicia, Ramón Yepes, 

REGISTRO. Véase Papel sellado^ aru 1? con- 
cordante con el 13 de la ley de registro, y CoT' 
reo, R. E. de 17 de Agosto de 1836. 
REGISTRO. Resolución ejecutiva de 6 de 
DICIEMBRE DE 1854 refundiendo todas Iom dic- 
tadas anteriormente^ reglamentando las oficia 
ñas del ramo. 

Secretaría del Interior. — Sección primera. 
Caracas, 6 de Diciembre de 1854. 

Resuelto. — Deseoso el Poder Ejecutivo de fa- 
cilitar el cumplimiento de la ley de 17 de Marzo 
de 1838 sobre registro, ha tenido á bien refundir 
las diferentes resoluciones que ha expedido sobre 
la materia en las siguientes reglas. 

§ 19 Referente al artículo i^ de la ley. 
l^ Trasladada accidentalmente la capital de 
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una provincia, debe permaoeeer ]a oficina de re- 
gistro en el lugar designado por la ley para capi- 
tal, 7 no en aquel áque se hubiese pasado acciden- 
talmente. 

§ 29 ReferetUe al articulo 2? de la ley. 

2» Los Registradores principales pueden re- 
mover á los subalternos aun en el caso de no en- 
contrar persona apta para reemplazar á los remo* 
vidoa, y los jueces entrarán á servir las oficinas de 
registro conforme al artículo 38 de la única, títu- 
lo 11 del Código de procedimiento judicial. 
' 3a No hay inconveniente para que un Regis- 
trador principal pueda nombrar ásu hijo Regis- 
trador suballerno. 

^ 39 Referente al articulo 39 de la ley. 

4a No debe prescindirse del examen que pre- 
viene la ley, aun cuando la persona que va á de- 
sempeñar el registro haya sufrido el que antigua- 
mente se repueria para ser escribano. 

5a El examen de los Registradores debe ser 
a nte el juez de provincia, 

6a Los Registradores no pueden aceptar otro 

destino publico. 

7a Los deslinos de Registrador principal y eu- 
baliérno no pueden desempellarse por una misma 
persona, aun cuando se alegue que no hay quien 
quiera servir uno deelloa. 

§ 49 Referente al articulo 89 de la ley, 

8a En los cantones en donde no reside la ofici- 
na principal, las subalternas son el depósito 
de todos los documentos expresados en los 
artículos 8 y 85 de la ley ; pero, cuando aquella 
existe, ella es el depósito de dichos documentos, 
y ademas del de lo* protocolos duplicados que 
üevan y les remiten los subalternos. . 

9a El Registrador principal no puede exigir á 
los subalternos los protocolos que deben quedar 
en su archivo, ni pueden permutarse con los du- 
plicados que debe haber en la principal, aun cuan- 
do así lo determine un tribunal para inspeccionar 
por sí mismo dichos particulares. 

^ 59 Referente al articulo 99 de la ley. 

10. Los tribunales y jueces no pueden solicitar 
la extrpcri(»n de los documentos concluidos que se 
hanraandhduarrhivar, sino en u.ho legítimo de la 
facultad que les conceded artículo 9 de la ley, y 
precisamente para los casos ocurrentes en los ne- 
gocios que ante ellos se ventilen. 

11. El uso de ese derecho no podrá extenderse 
á la extracción de los documentos archivados 
para acumularlos á alguna actuación. 

12. Verificada que sea la extracción de un ex- 
pediente archivado, no deberá permitirse su per- 
manencia en loa tribunales por mas de ocho días, 



pasados loa cuales deberán ocurrir loa Registra- 
dores en su solicitud. 

^ 69 Ref trente al articulo 10 de la ley. 

13. No hay obligación de registrar las patentes 
de navegación, ni loa privilegios exelusivos, aun 
cuando el artículo 10 de la ley refiera un proto- 
colo para su registro. 

14. Se pondrá en letras y guarismos la nume- 
ración de los folios en todos los protocolos, y 
cualquiera enmienda que ocurriere en la folia- 
ción de estos, se salvará piecisamente en la mis- 
ma hoja, ademas de hacerse la salva en la nota 
con que se cierra el protocolo. 

^ 79 Referente al articulo 12 de la ley. 

15. Los índices divididos en alfabetos de que 
habla el artículo 12 de la ley, deben extenderse 
en papel común; y el Registrador principal de- 
be proporcionar á los subalternos el papel. 

§ 89 Referente al artículo 13 de la ley. 

16. Loa Administradores de Rentas Internas 
deben entregar á los Registradores los sellos que 
necesiten para sus oficinas, siendo de su cuenta 
abonar su importe cada seis meses en proporción 
A lo que se haya consumido, 6 recibiendo aque- 
llos Administradores el sobrante que hubiere en 

caso de resultar alguno. 

17. El papel suplido por la Administración res- 

l»ectiva, que quede sobrante, se debe devolver á 
ella aunque esté foliado y rubricado, procurán- 
dose no foliar ni rubricar mas del muy preciso 
para que no se inutilice, 

18. Las leyes deben registrarse en papel común. 

19. Si se hubiese otorgado un documento en el 
papel sellado correspondiente con la fecha del 
otorgamiento, y después de algún tiempo se lle- 
vare a registrar cuando haya terminado el afto 
económico á que toca el papel, los Registradores 
no podrán obligar á las partes á cambiar el papel 
del documento por el del aflo corriente, so pre- 
texto de exonerarse de la multa que establece el 
articulo 16 de la lev de papel sellado. 
• 20. No se debe ¿levar á instrumento público 
aquei que no hayan extendido ó leido todos los 
que él afecta de cualquier modo. 

21. Las funciones del Registrador al ser llama- 
do á presenciar el testamento de un enfermo 
grave, son las propias de su oficio, conforme al 
artículo 13 de la ley ; y al acto del registro deben 
concurrir los testigos que sean necesarios para 
su validación, los cuales deben firmar también los 

^"^22. La disposición del artículo 26 de la ley, no 
exime á los Registradores del deber en que están 
de dar'^fé de la identidad de las personas aue re-« 
gistran algún contrato, estando vigente la ley 2» 
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lUulo23, libro 10 de la Novísimm recopilación, 
concordante con la 54, título 18, Partida 3a 

23. La misma obligación que el Registrador, 
tienen los testigos que con él dan testimonio de 
haber presenciado la lectura y firma de los docu- 
mentos registrados. 

§ 99 Referente al articulo 16 de la ley. 

2i En loa lugares donde na haya correo, que 
conduzca el duplicado de los .protocolos, toca al 
Registrador proporcionarse personas que lo hagan 
hasta la primera estafeta. 

25. No deben cobrarse dobles derechos por el 
duplicado de ios protocolos* 

^ 10. Referente al artículo 17 de la ley^^ 

26 Para la cancelación de una escritura, obliga- 
ción ó hipoteca, ademas de la nota marginal en 
la escritura cancelada, se debe registrar el docii- 
raenlo, de cancelación; pero sise trata de la de 
escritoras otorgadas á fi^vor de las Rentas nacio- 
nales ó municipales, bien por una deuda 6 por 
cualquiera otra responsabilidad presente ó futura, 
pe pondrá la nota marginal con referencia á los 
actos de los fimcionarios que hayan declarado ex- 
tinguida la obligación, guardándose en las ofici- 
nas y agregán<io3e al cuaderno de comprobantes 
correspondiente, la certificación en que conste la 
liberación del deudor ó cesación de la fianza, ó el 
oficio en que el Tribunal de cuentas, ó cualquie- 
ra otra autoridad, manifieste estar solvente el deu- 
dor, 6 haber caducado la fianza por cualquier 
motivo legítimo. 

§ 11. Preferente al artículo 23 de la ley. 

27 Los Registradores deben abstenerse de regis- 
trar escrituras en negocios propios, y el impedi- 
mento que resulta por este respecto debe allanar- 
se en los términos prefijados por el caso de enfer- 
medad. 

28. Para los. Registradores 'sustitutos que se 
nombren para llenar las faltas de los Registrado- 
res principales,, bastan las eircimstancias de hallar- 
se dichos sustitutos en ejercicio de los derechos 
de ciudadano, de tener la edad de 25 aflos y de 
prestar el juramento constitucional á semejanza 
de los sustitutos de los subalternos. 

29. En el caso de muerte de un subalterno de- 
be pcocederse del mismo modo que en el de en- 
fermedad pcevisto por la hy^ es decir, la primera 
autoridad civil átl lugacen que residía el Registra- 
dor subalterno difunto, nombrará la persond que 
deba suplirle, dando cuenta al Registrador prin- 
cipa], para su aprobación ó nombramiento de otra; 
y. en caso de renunciad de ser separado por el 
Registrador principal, et este quien debe buscar 

^ persona que deaempte Re el destino, podiendo en 
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caso de no encontrarse quien quiera aceptarlo,. 
entenderse con la primera Autoridad civil del lo-%. 
gar,., para la seguridad del archivo, del cual es 
responsable er principal, como también dd los 
costos queca^u^en las diligf netas. 

30: Si el Registrador principal se enfermare 
gravemente y no le fuere posible hacer el nom- 
bramiento del sustituto^ajo su> responsabilidad, el 
que nombre el Gobernador deberá prestar la fian- 
za y reunir las tres primeras cualidades que fija el 
artículo 3^ de la ley, como sucede con los sustitu» 
tos de les subalternos. 

^ \2' .Referente al articulo ^i de la ley. 

31. En aquellos cantones en que por su pobla? 
cion y riqueza crea el Registrador no ser bastan- 
te una sola oíicina subalterna, establecerá las que 
juzgue suficientes, situándolas .en cualquiera par- 
roquia, sea ó no caibecera deiranlan. 

§ 13 Referente al articulo 26 de la ley. 

3'? Por el registro de los títulos 6 despachos 
de abogados, intérpretes, médicos 6 cirujanos^ 
agrimensores &l^ no debe exigirse otro derecho 
que el que previene el artículo 26 .de la le^ ; y 
respecto de los empleados que están á comisionj 
debe pedirse & las respectivas oficinas de ha- 
cienda noticia de la cantidad que aproximada roen; 
te disfruten de renta al año, para exigir el dere^ 
cho de registro de sus títulos, de conformidad 
con el artículo 30 de la ley. 

33. Cuando las partes presentan una escritura 
que abrace. dos ó mas materias de las que deben 
registrarse en pro toe olos.se parad os, el Registrar 
dor se limitará á registrar la escritura en el pro- 
tocolo que designen las partes ; y si la hiciereii> . 
registrar en diversos protjocoios, cuantos sean es- 
tos, otras tantas veces deberá cobrarse el derecho 
que establecen los artículos 26 y 31. 

34 Están rxentos del derecho d^ regiatro loa 
negocio. 4.. en (}ue tienen interés los Colegios na- 
cionalfS. 

§ 14. Referente al artículo 27 de la ley. ^ 

35.^Noilebe pagarse derecho por el Tesoro en 
los contratos entre el Gobierno y los particulares, 
si se estípula que estos no se graven con taj 
derecho. 

36. Los Hegtstradores están obligados á re* 
gistrar gratis las leyes, sin gravamen para el Te- 
soro por- ese respecto. . 

37. Cuando los jueces hacen veces de. Regia- 
tradores ileben percibir por su trabajo todos loa 
derechos que produzcan loa documentos^regittm- 
dos, con la sola excepción do la 4^ parte . correa» 
pondiente al Teaoro público. 

38». ELregistto de fas leyea,. solo puede hacet: 
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ie en las cabeceras 'de cantón por los tleglslíadb- 
tes 6 jué6és ^oe hagan sus veces. 

^ 15. Referente al articulo 2Sde la ley* 

S9. Por los testhnonioB que dieren los Regis- 
tradores de bs documentos comprendidos en los 
{protocolos que llevaron los escribanos, y de los 
ibros de las oficinas de hipotecasy cobrarán "los 
derechos que fija el artículo 28 de la ley. 

40. Bien sean particulares 6 funcionarios los 
qae pidan los testimonios "6 traslados desparte de 
un expediente, no siendo partes, deben hacerlo 
eon mandato del jues. 

^16. Referente al artículo 31 de la ley. 

41. £1 derecho del cuarto. por ciento no debe 
cobrarse por el registro de los contratos de arren- 
damiento, aunque en él se estipule dejar algo á 
favor de la finca arrendada; 4>ues solo debe co« 
brarseen aquellos en que se da ó recibe ú ofrece 

-pagar alguna cantidad en dinero ú otro equivalen- 
te. 

42. Como el derecho impuesto por el artículo 
31 solo se cobra por aquellos contratos en que se 
da 6 recibe 6 se ofrece pagar alguna cantidad en 
dinero &r, y no por los testimonios ó certificacio- 
nes. de dichos instrumentos Tegistrados, por estos 
se cobrará únicamente el sefialado por el articulo 
27 de la ley. 

43. £1 derecho establecido por él artículo 3i 
vpor el registro de los documentos de permutas, 
debe cobrarse atendiendo al valor que expresen 
las partes que tienen Iss cosas que se permutan. 

44. -Si comprada una finca en que se paga par- 
te de su valor y obligándose & reconocer la otra 
parte á censo, se ha satisfecho el derecho de re- 
l^stro que impone el artículo 31 de la ley, al re- 
gistrarse la escritura de venta por todo el valor 
de la finca, no debe sstisfacerse al registrarse la 
escritura de leconocimiento del censo, cuya can- 
tidad forma parte de la que vale la finca .y por la 
que ya se ha pagado. 

45. Por el registro de la escritura iie^toda ^ri- 
ihéra imposición de censo debe pagarse el dere- 
cho del citado artículo 31, pues la suma de dinero, 
ó los bienes que se dan para el reconocimiento, 
pasan por virtud de dicha escritura al seüorio del 
recoTiocedor ; igual derecho debe pagarsís al re- 
gistrarse Is es'critiira de traspaso de una finca 
censida, pues el nuevo censatario recibe la finca 
por un contrato que le transfiere la 'propiedads 
y sucederá lo mismo, cuando se registre una es- 
critura por la cual se hace ertraspaso de ün cen- 
so de unos bienes en otros, mediante una suma 
que da el que reconocia al que va á reconocer. 

46. Transfiriendo las donaciones voluntarias el 
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dominio dé las cosas 'donadas en el donatario, 
debe cobrarse el dereclio de que habla el artículo 
31 de la ley ; pero no debe pagarse dicho impues- 
to por el registro de aquellas escrituras en que al- 
guno se compromete á separar, y separa de sus 
bienes, cierta cantidad para formar el patrimonio 
ó congrua sustentación de un eclesiástico. 

47. No se cobrará el cuarto por ciento en las 
escrituras de arrendamiento por las pensiones no 
de veneradas, ni tampoco sobre los intereses del 
capital que'se ofrece pagar, sino solo sobre este. 

48. En las escrituras de fianza no debe cobrar- 
se 8¡no el derecho ordinario de protocolización» 
y no el fijado por el artículo 31. 

49. El derecho que establece el artículo 31 de 
la'ley, no comprende los contratos hipotecarios ; 
y mucho menos los Registradores pueden inquirir 
de 'los otorgantes 6 por otros medios el valor de 
las hipotecas, estando prohibido que se mezclen 
en los contratos. 

50. En lo genera), por las escrituras de cancela- 
ción no se adeuda un nuevo derecho ; mas si en 
ellas, ademas de disolverse una obligación se 
contuviere otra de dar ó pegar, distinta de la pri- 
mera, deberá satisfacerse el derecho que establece 
el artículo 31 de la ley. 

61. Cuando se registren los documentos que 
comprende el artículo 31, ademas del derecho que 
él expresa, se cobrará el que fija el artículo 26. 

■^ 17. Referente al artículo 32 de la ley. 

62. El término k que se cdntrae el artículo 32 
de la ley no CBtá determinado, porqueta de 22 
de Mayo de 1826, en cuyo artículo 69 se sefiala- 
ban 20 dias, está derogada ; y por lo tanto el 
Registrador está en el deber de registrarlas cuaii- 
doTas paítasela presenten. 

§ 18. Referente al artículo 33 de la ley. 

53. En la busca de documentos solo se cobrará 
un real por cada año, contado desde la fecha en 
que se otorgó el documento hasta a()uel en que se 
practica la busca, prcscindiéndose de que haya 
sido necesario vagar en la busca en años anterio- 
res, 6 protocolos llevados por diferentes escriba- 
nos. 

^^ 19. Referente al articulo 34 de la ley. 

64. No estando sefUilado por \tj el derecho 
que dfcba cobrarse por la comprobación de las fir- 
mas, debe considerarse como una carga anexa al 
deetino. 

^ 26. Referente ál afticulo 36 de la ley. 
%5. Estando los otorgantes en libertad de ré* 
dactar las escrituras como lo tengan á bien, los Re- 
gistradores no pueden exigirles que expresen h 
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cantidad por que transfieren el dominio de las 
cosas, ó su precio, aun cuando de ese proceder re- 
sulte nulidad en los contratos. 

66. Los Registradores, como individuos par- 
ticulares, no est&n impedidos de redactar los do« 
cumentos que después barran de registrarse en las 
oficinas que desempeñan, cuando el interesado 
ocurra á ellos privadamente con tal fin, dándoles 
las instrucciones convenientes. 

^ 21, Disposiciones gtntrales* 

57. Gomo los bienes de los facciosos están afec- 
tos al pago de los dafios y perjuicios que hubie- 
ren ocasionado al Estado, por cuya circunstancia 
no pueden enajenarse libremente, los Goberna- 
dores quedap autorizados para dirigirse á ios Re- 
gistradores de la provincia respectiva con el obje- 
to de que no registren ningún documento de ven- 
ta, traspaso 6 cualquiera otro traslativo de domi- 
nio, de JOS bienes de los individuos complicados en 
alguna revolución, á cuyo fin, al verificarse esta, 

Ímsarán á dichas oficinas una lista nominal de 
os que aparezcan comprometidos por documen- 
tos públicos, por haberse cogido con las armas en 
la mano 6 por estar procesados y reducidos á pri- 
- sion por la autoridad judicial ; y cuando se hubie- 
re expedido un indulto, pasarán igualmente la lis- 
ta de los acogidos, por quedar dichos bienes afec- 
tos á tal responsabilidad, conforme al decreto le- 
gislativo sobre la materia. 

58. La correspondencia oficial dé las oficinas 
principales de registro y sus subalternas, bien se*a 
entre ellas 6 con cualquiera otra oficina, debe girar 
por el correo libre de porta 

59. Mientras el Congreso determina el sello, el 
Registrador anotará en el lugar en que debiera ir 
aquel, que su fnlta consiste en no estar todavia 
designado por la ]ey« 

60. Los Registradores que no tengan sus ofici- 
nas en sus casas de habitación, no podrán, cuando 
salgan de la oficina, llevarse los protocolos para 
tenerlos á la mano en casp de que sea necesario 
registrar de noche algún testamento. 

61. Cuando en virtud del artículo 38,. ley única 
título 11 del Código de procedimiento judicial, 
los jueces de loa respectivos lugares tuvieren que 
desempefiar las funciones de Registradores, se 
arreglarán en un todo á la ley de Registro, lle- 
vando Jos mismos protocolos y autorizando sus 
actos como lo haría el Registrador. 

62. Dichos jueces, cuando desempeflen his fun- 
ciones de Registradores, deben cobrar seiacaente 
los derechos que fija la ley de registro, y cuando 
ejerzan sus actos propios d^ autoridad judicial, 

4^ cobrarán los que les da (a de arancel. 

36 Las deudas por derecho de registro á TÍr- 
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tud de condescendencia, de los registradores, no 
tienen el carácter do rentas nacionales, y por 
tanto los funcionarios condescendientes, son res* 
ponsables al Bstado de la cuarta parte. 

64. Los Jefes políticos liarán las visitas de las 
oficinas de registro del cantón respectivo en los 
quince primeros dias del mes de Octubre de cada 
aBo, é inmediatamente después de concluidat re- 
mitirán su resultado á la Gpberikacion de la pro- 
cincía, expresando adema» el námero de oficinas 
que haya en el cantón y las personas que las sir- 
van. 

65. Los Gobernadores reimíendo esos datos, 
redactarán un informe general, y lo remitirán & 
este Despacho en la primera quincena del mea de 
Noviembre de cada afio. 

66. Sometido á juicio un Registrador principal 
por alguno de los casos que ameriten un arresto 
6 prisión, el juez que conoce de la causa deberá 

, oficiar al Gobernador respectivo dándole parte de 
haberse instaurado el procedimiento judicial, para 
que este nombre interinamente quien deba subro- 
gar al encausado, de cuyo nombramiento impon^* 
drá al Poder Ejecutivo. 

67. Cuando el encausado sea un subalterno, la 
participación de que habla la regla anterior, de* 
berá hacerse al principal para que llene la vacáis 
te. 

68. El nombrado para reemplazar al Registra- 
dor sometido á juicio, deberá recibir por inventa^ 
río los archivos y demás enseres de la Adminis* 
tracinn de Registro. 

69. Los Registradores cumpHrán exactamente 
con lo prevenido en los artí^ ulos M y 56 del De- 
creto ej'^cutivo de 30 de Marzo áltimo, reglamen-> 
río de la ley de abolición de la esclavitud. 

70. duedan refundidas en esta todas las resolu-^ 
clones expedidas por este Ministerio sobre el par- 
ticular. 

Por a IS^.— Planas. 
REGISTRO. Qué debe hacerse pretendiendo al- 
guno que se le registre un documento, habien- 
do ya mueito el otorgante. Véase la Nota (*). 

(*) El Secrctarío del Intorlor en su Memoria de 89, p., 
18 expuso. 

'' £U Goboma ^or ¿e Barcdona transcríbiiá nos consulte 
que le liso el- ivgislrnilor principal reducida á saber si 
debían rc^Í8tr(i;'*^e losdocnnicntiisque uno pretendía que le 
regíEtrasen habiemlo muerto el que se los había otorgado^ 
y resolvió el (^biomu^ 

Qoe k» documentos otorgados eonfonne 4 las }eje» vi» 
gtentes antos de la de registros, no necesitaban ser recisp 
trodos para que tuviesen el valor qie acj^uellas leyes Tes^ 
daban ; pero que si los interesados insistiesen eñ que fhe^ 
so» reefbtrados, obrara el reglslrador conforme al artiaa^ 
lo 18 de la lej da registros ; quedando & aquellos eapedi*^ 
tos el derecho de ocurrir á los tribunales de justicia para» 
que Ubraseu la resolnolon oonveníento. 
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REGISTRO Pennko que el Poder Ejecutivo ha 
prestado en algunos easos para el ejercicio por 
una misma persona del destino de registrador, 
y de otros, cnya incompatibilidad no es absoiQ* 
isiYUseki Nota {*).' 

REGISTRO. R£soLi;cioN ejecutiva pe 2d d« 
ocTtBRB PE 1851 declarando (Punto I9) g^^ 
no corresponde al Gobernador de una pro- 
vincia que ha sido dividida^ hacer las pro^ 
puestas para el nombramiento de registrador 
de las nuevas provincias. 

decretaría del Interior.— Sección segunda. 

Caracas, Octubre 29 de 1851. 

Resuelto — Dígase al setüor Gobernador de la 
provincia de Barínas 

Considerada por el Poder Ejecutií'o la nota de 
US. fecha 21 de Agosto úliirnü, en la que á vir- 
tud de la proximidad de la instalación de lu nue- 
va provincia de la Portuguesa consulta US. I9 
si puede esa Gobernación hacer las propuestas 
para el nombramiento de Registrador principal 
de aquella provincia á fío de que, nombrado des- 
de ahora, puedan llenarse los requisitos pre- 
venidos por los artículos 39 y 49 de la ley 
de la materia, y poder así, empezar á funcionar 
dicho empleailo desde el dia mismo de la insta- 
lación de la provincia mencionada,. .....y S. 

E. me ha ordenado contestar ¿i US. en cuanto al 
primer punto consultado : que perteneciendo la 
iniciativa de la elección de Registrador al jefe de 
la provincia en que debe funcionar, mo puede 
US. hacer las propuestas para aquel destino sin 
■brognrse las atribuciones que sobre la materia 
debe rjercer el individuo que fuere nombrado Go- 
bernador de la nueva provincia creada ; y que 
por lo tanto df be US. recordar & aquel foncio- 
oario, cuando sea impuesto de su nombramien- 
to, el dtber en que está, por la carencia de em- 

"' "I II 111» I . I II ■ I ■ I — — . ■ ■ ..ii...! m 

(•) El ptcipW Secretario del Interior en su dicha Memo- 
ria, p. 18. dijo. 

Hobicndo representado el Gobernador de Barqnisime- 
to, üobrc la incompatibilidad en el servicio'do los desti- 
Doi de registrador subalterno y administrador de Rentas 
Mnnicipales, se le contestó : que por resolución de 16 de 
Macso de 1&12. se había declarado qoc un registrador no 
podía aceptar otro destino público, y que sien 14 de Ma- 
yo del mismo aflo se disposo que, á pesar de aquella re- 
solución, continuasen en dicha provincia las cosas en el 
€M«do en que estaban basta la determinación del Congre- 
so, fué en consideración á loe inconvenientes que se ma- 
Qulsstó entonces iba á producir la resolución ejecutiva. 
fin efecto, la suma escasez de ciudadanos aptos, y la del 
producto de los registros, ha obligado al Poder Ejecutivo 
$ pennitir la reunión en unas solas manos de destinos en- 
f% iBcompatibih'dad no^^es absoluta, pero que convendría 
sttaviesen servidos por distintas personas, si hubiera co- 
pk da hombres en todas las 'provixicias y lugares donde 
Éi bftlhn establecidos. 

ffpCO III 
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pleados en la Portagñesa, de presentar las pro- 
paestBS para el nombramiento de registrador eu 
esta provincia, y manifestarle que, mientras se 
verifique este nombramiento, dicte las órdenes 
cpnveníentes para que en la oficina iabalterna da 
Guanaro, que según el decreto <ló erección ^de- 
be ser la capital, se depositen los protocolos que 
deben enviarse á la principal hasta que tome po* 
sesión el individuo nombrado para el desempeño 

de esta Administración (•). — Por S. 

E. — Herrera. 

REGISTRO. RESOLUCIÓN ejecutiva m 18 de 

SETIEMBRE DB 185? declarando que no hay 

inconveniente para el de los títulos de propie^ 

dad dé tierras baldías. 
República de Venezuela. — Secretaria do Estado en el 

D« de Hacienda. — Sección cuarta. 

Caracas Setiembre 18 de 1852; 23 y 4^. 
Sr. Tesorero General. 

Habiendo dado cuenta al Poder Ejectiiivo de 
la comunicación de US. de ayer, nüm. 151, sobre 
los ixtcojíi venientes que ha tocado US. para pres- 
tarse á fírmar el registro del título expedido á 
favor del Sr. Manuel Abreu, ha resuelto S. £. 
con el&ta fecha lo siguiente: 

^'Aunque el título de propiedad expedido por 
el Gobierno á favor de los adjudicatarios de ter- 
renos baldíos tiene por sí toda la fuerza de un 
documento público, y'es, por lo mismo, innecesario 
su registro en la oficina del ramo, no puede el 
Püd er Ejecutivo impedir que el interesado quiera 
hacer registrar dicho título en uso de un derecho 
que le concede la lei." 

Por tanto, no debe tener US ningún iaconvenien** 
te en fírmar el registro del título del Sr. Abreu. 

Soy de U. atento gervidor. 

Pedro C. Gtllineau» 
REGISTRO. PUNTO 37 ^^h acuerdo de la 

COUTB suprema DE 12 DE ABRIL DE 1842 

declarando que cuando los alcaldes (hoy los 
jueces de cantón) ejercen las funciones dé 
registradores^ están sujetos á todas las dis- 
posiciones de la ley de regis tro. 

En la ciudad de Caracas á 12 de Abril de 1842 
13 y 82, los ministros de la Corte Suprema de 
Justicia, reunidos en acuerdo, tomaron en eonsi* 
deracion :•.•••.•.....••. . ............ 

39 Otra consulta que dirige la propia Corte 
Superior del 59 distrito promovida por el juzga- 
do de primera instancia del 29 circuito de Mérida, 
sobre el artículo 40 ley única título 1 1 del código 
de procedimiento judicial, á. saber, si un alcalde 
en el caso de ejercer las funciones de registra- 

(^) £1 pUBto 2. ^ está incluido en la reíVindidoo qu« 
bace la B, £. de 6 de Piciembro da 1854. 
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' dor, debe ser también depositario de los expe- 
dientes de causas y negocios judix;¡ales mnoda- 
dos archivar por los tribunales del cantón, y si 
este archivo provisorio deba ser visitado confor- 
me á la atribución lO^i artículo 20 de la ley or- 
gánica judicial. Observándose como lo hacen la 
Corte Superior y el señor Fiscal en sus respec- 
tivos informes, que la disposición del expresado 
artículo 40 es general para el caso en que los al* 
caldes ejerzan las funciones de registradores ; su 
inteligencia no presenta una duda fundada, pues 
expresamente se previene en él, que los alcaldes 
se arreglen á la ley de registros, disponiendo en 
consecuencia el tribunal que este acuerdo se co- 
munique á la Corte Superior que elevó la con- 
sulta para los fines consiguientes. 

Vrbaneja. — Ldo. Mercader. ^Martiiiez, — 
Duarte — Caracas Mayo 24 de 1844, J5 y 34.— 

El Canciller, José Duarte. 
REGISTRO. ACUERDO de la corte suprema 
DE 4 DE MAYO DE 1844 declarando que el re- 
gistrador y los testigos que dan testimonio de 
haber presenciado la lectura y firma de los do* 
cunientos registrados^ deben da^^ fé de la iden» 
tídad de las personas que los otorgan ; y íes- 
ponsabilidud en que incurren los que no lo 
hagan. 

En la ciudad de Carácafli á 4 de Mayo de 
1844, 15 y 34, reunidos el Presidente, Vicepre- 
sidente, Relator y Canciller de la Corte Supre- 
ma de Justicia. Dióse cuenta de un oficio de la 
Corte Superior del segundo distrito en que á in- 
dicación de uno de loa jueces de primera instan- 
cia de Caracas excita á la Suprema á prevenir & 
los registradores de la República que la disposi- 
ción del artículo 36 de la ley qtie arregla las ofi- 
cinas de registro no los exime del deber en que 
e8t(in de dar fé de la identidad de las personas 
que registran sus contratos, y que está vigente la 
ley 2a, título 23, libro 10 de h Novísima Reco- 
pilación, concordante con la 54, título 18, parti- 
da 3*. Considerada la exposición y lo repre- 
sentado por el ministerio fiscal, se acordó lo si- 
guiente. Tan evidente es para la Suprema Cor- 
te la obligación en que están ios registradores 
de atestar la identidad de las personas de los 
contratantis, que juzga ponerla en duda hacién* 
dolea prevención de estar vigentes las leyes raen- 
oionadas, pues que la de registro les impone ex* 
plícita y terminantemente la obligación de que 
se tfata. Dos actos se ejecutan en todo documen- 
to ó escritura registrada : el primero es exclusi- 
vo de los citorgantes, y en este tienen los regís» 
tradores por el artículo 36 la prohibición de mez- 
clarse^ en los términos de las estipulaciones : el • 
scguríáo es exclusivo de los registradores para || 




tesUfíoar que el documento 6 escritura ha sido 
leida y firmada por los otorgantes 6 interesados 
en tu presencia y la de los testigos. Este según- 
do acto está expresamente exigido por el artí- 
culo 13 de la ley, prescribiéndose que al júé de 
cada escritura se ponga la nota é constancia de 
haberse ejecutado; y no es concebible cómo 
puede un registrador atestar bajo su fé pública 
que un documento ha sido leido y firmado eo su 
presencia por los otorgantes, ó lo que es igual, 
por las perscnas contratantes ú obligadas, sin que 
por el mi&mo hecho ateste su conocimiento, bien 
personal, bien adquirido por informes de otros 
en los términos que determinan las leyes cita- 
das. La misma obligación que el registrador tie- 
nen los testigos que con él dan testimonio de ha- 
ber presenciado la lectura y firma de los docu- 
mentos registrados ; obligucion absolutamente 
indispensable para evitar los fraudes que de otro 
modo se seguirían. Esto se halla corroborado con 
la disposición del artículo 18 que autoriza á los 
registradores para franquear testimonios ó tras- 
lados á los otorgantes ó interesados en las es- 
crituras, sin mandamiento de juez; v que exige 
precisamente este y la citación efectiva de los in- 
teresados cuando sean otros los que los soliciten. 
Por esto es visto que los registradores deben co- 
nocer á las personas á quienes franquean los tes- 
timonios. Si hay registradores que desconozcan 
este deber, 6 que no quieran llenarle, el remedio 
legal es someterlos 6 juicio de responsabilidad 
siempre qfle haya datos de su proceder. La Su- 
prema Corte se limita, por tanto, 6 recomendar á 
las Cortes Superiores, que hagan á los jueces de 
primera instancia prevenciones enérgicas 6 fin de 
que cuando llegue el caso de que un regbtrador 
quebrante su fé pública asegurando que un con- 
trato ha sido otorgado por una persona que no 
le ha otorgado efectivamente, le sometan á juí* 
cío y le impongan la pena señalada por la ley.-*^ 
Publíquese este acuerdo y trascríbase á las Cor- 
tes Superiores. 

XJrbaneja,'^Martinez. — Bracho. — Duarte. 
Caracas Mayo 24 de 1844, 15 y 34,— El Can* 
ciller, José Duarte. 

REGISTRO. ACUERDO dc la corte suprema 
DE 4 DE sETi£MB&E DE 1844 declarando qu^ 
cuando falte esta oficina en la cabecera del 
cantón^ están facultados para hacer sus veces 
no solo el alcalde {hoy juez dt cantvn) del di 
la cabecera donde falte, sino también iodos 
los alcaldes y jueces de paa en iu respfciivo 
territorio. 

En la ciudad de Car&caa á 4 de Selisknbre áú 
1844, 15 y 34. Reunidos los Ministros de la Cor- 
te Suprema de Justicia acordareo* El juez de 1^ 
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instancia del 29 circuito de A piire, ha promovido 
ronsiiita sobre la inteligencia del artículo 40 ley 
única tít. 1 1 del código de procedimiento judicial, 
por el cual se dispone ^^que cuando ppr algún ac- 
cidente no huya registrador en algún cantón, tos 
alcaldes ó jueces de pnz de ios respectivos lugares 
desempeñarán las funciones de ítiI^ arreglándose 
á lo dispuesto en la ley de registro.' '^ La dudu 
suscitada consiste en saber si la subrogación ó su- 
plencia á que se reñere el indicado artículo esié \ 
¡imitada á los alcaldes 6 jueces de pnz de la ca- j 
beza del cantón en que íiilta el registrador para I 
suplir BUS veres respecto de todas las parroquias, 
y si C4tda alcalde 6 juez de paz tenga la misma , 
atribución en »u respectivo territorio. La Corte ' 
Superior del distrito en su informe dirigiendo la 
consulta, y el ministerio ñscal, son de purecer que 
en el caso enunciado, se hallan igualmente auto- 
tizados todos los alcaldes y jueces de paz del 
cantón para servir de regiátradores. La Suprema 
Co te estima natural y genuina tal inteligencia, ' 
porque prescindiendo de los inconvenientes que 
ella evita, es conforme á la letra de la ley, que 
autoriza indistintamente á los alcaldes ó jueces 
de p»z de h)s respectivos lugares, y que al dar la 
misma aiitorizaci<m á los jueces de paz y á los al- 
caldes, suniinistra un argumento de que •'u dispo- 
skion no está limitada á la cabecera del cantón, 
puesto que allí hay siempre alcaides, y no habría 
necesilad de mencionar los jueces de paz. Por 
otra parte, carecería de objeto obligar á tos otor- 
gantes á ocurrir á la cabecera del cantón en so- 
licitud de un fu-ncionario de jurisdicción igual al ¡ 
que dejun en su parroquia. No hay por tanto 
fundamento pura exigir del Congres») {)n^ acla- 
cacion Sobre i-l sentido de la ley. Coma niquele 
este acuerdo á las Cortes superiores. — Ürbaneja. 
— Martínez. — Bracho. — Duaríc. 

RBGI&TRO. Los registradores no pueden ejer- 
cer las funciones de abogados, ni de patroci- 
nantes. Véase Abogados arl. ^1 y su ^. 

REGISTRO. Cluiénes harán el de los poderes en 
los lugares donde no hoya registrador. Véase 
Parta en juicio, ^ 6nico del art. 59 

REGISTRO. Quiénes harán las veces de los 
mismos registradores en los propios lugares pa- 
ra los demás actos. Véase Disposiciones comu* 
nes á todos loa juicios^ art. 38, y véase también, 
el A. C. S. de 4 de Setiembre d^ 1844 (jUjsear 
tá atrás. 

REGISTRO. Depó:<ito de los expedientes sobre 
deslindo de tierras, cuando no haya oposición, 
y d« la .última diligencia que se practique con,- 
forme á la sentencia ejecutoriada, si hubiere 
oposición. Véase Deslinde de tierras^ art,^ 1 1 
y 12, 
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REGISTRO. Depósito de los testamentos cerra-* 
do», luego que sean abiertos. Véase Apertura 
de Ustamentn, art. 7. 
REGISTRO. Depósito de copias auténticas de 
toda imposición de censo, fundocion de obras 
pías, &.. Véate Censos (imposición y recono- 
cimiento de) art. 49- 
REGISTROi, Otros deberes de Jos registradores 
sobre reconocimiento de censos* Véase id. art. 
8y9. 
REGISTRO. No hay inconveniente para que 
se otorguen ante los registrad o4-es Iqs poderes 
para pleitos Véase Apoderado judicial, R. E. 
de 15 de Noviembre de 1843. 
REGISTRO. Sus derechos por el de los poderes 
de los pobres de solemnidad deben ser pag.tdos 
por estos, Véase Papel se/lado, R. E. de 10 
de Junio de 1854. 
REGISTRO. Resolución ejrcütiva de 10 de 
JUNIO DE 1854 declarando que no debe pagar- 
se por el de las facturas de los cargamentos 
de los buques. 
Secretaría del Interior. — Sección primera. 

Caracas Junio 10 de 1854. 
Resuelto. — l>ígase al señor Registrador principal 
de la provincia de Coro. 
Trasmitida á este ministerio para la resolución 
conveniente la consulta que hizo U'. al sefSor Sie- 
cretario de- Hacienda por su nota de 7 de Mayo 
de 1653, sobre si deben pagarse derechos de re* 
gistro por el de las facturas de los cargamentos 
de los buques que se lleven con ia\ objeto á esa 
oficina, S. E. ha determinado se conteste á U. 
que no pnede cobrarse cantidad alguna por este 
respecto, pues no están comprendidas dichas fac- 
turas en la disposición d^l artículo 31 (^e la ley 
de 17 de Marzo de 1838 sobre la materia. 
Soy, &c. Por S. E. — Planas. 

REGISTRO. Deberes de ios registradores en 
cuanto á la cuarta parte de derechos destinados. 
al fondo de abolición de la esclavitud. Véase 
Libertad de esclavos, (Apéndice al 2^ Tomo) 
O. E. R. arU 49 y 60 

REGISTRO. Véase Comprobación de firmas de 
loa funcionarios públicos, R. E. de 10 de Ene- 
ro de 1862, 7 Testimonios. 

REQIBTRO. Visita de sus oficinas. Véase Tri- 
bunales y juagados, L 2! art. 39 atrib. 16. 

REGISTROS PARRoaüi ALES. Véase Eleccion.eSt 
LL. 4a y sa. 

REGISTRO DI RESOLUCIONES EJECUTIVAS.. De- 
ber de los Gobernadores de llevar uno de toda& 
las que tele comuniquen. Véase Resoluciones 
ejecutmas^ R« E. deS de Noviembre de 164P« ^ 

REGLAMENTOS, resolución ejeootita qr. 
28 US FEBRERO DE 1840 declarando que los 
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jueces de primera insiaii4Áa (Koy los de eircui'' 
to y de provincia) no puedan formarlos; f que 
por tanto los Gobernadores, no deben prestarse 

ó. cumplirlos^ ni á hacerlos cumplir» 

República á^ Venezuela. — Secretaría Jp E. 
en el D. del Interior y Justicia,— Sección 2 f 
Caracas, 28 de Febrero dé 1840. afio 11 de 
la ley y SadjB la indepandeocia.— Núm^ 112, 
St. Gjoberbadx)! de Apure. 
Presentado al despacho del Poder Ejecutíro el 
oficio de US. fecha 22 de Octubre último nómero 
69, en el que mani&esta no haber juzgado oportu- 
no poner en ejecución ks [prevenciones ó sea re* 
gla mentó adicional que le ha pasado el jue» de 
primera instancia sóbrela ley de hurto det cual 
acompasó l/S. copia ; S. E » de acuerdo coa la 
opinión del Consejo, me ha ordenado contestar 
ái US. : que el Poder Judicial no tiene otra fa- 
cqltjad que la de aplicaí la ley á los casos que 
ocurran, y cuando tensa alguna duda, decidir y 
consultar después por el orden que previeniB la 
Constitución y leyes: que ningún juez puede for- 
mar reglamentos sobre ley alguna, y que de es- 
tar proh'bido por las leyes que se forme inquisi- 
cioa general, resulta que el juez de primera ins- 
tancia ha formado un reglamento sin facultad, y 
mandado f"rmar inquisición contra el expreso 
tenor de ellas: que Ja ley ordena como se ha de 
proceder contra los vagos, y designa quienes son 
los que estima tales ; y que por consiguiente no 
puede US. acceder á la solicitud del juez de pri- 
mera instancia en que le manifiesta excite á los 
alcaldes y jueces de paz para que cumplan su 
reglamento, debiendo solo prevenirles qa« st- cir 
ñan á lo dispuesto en la ley de la materia^ en 
cuya virtud ha dispuesto el Gobierno se pase 
copia, del decreto del juez de primera instancia á 
U Corte Superior de este distrito para que le torne ! 
en consideración y acuerde lo que estime justo. 
Sdy de US. atento servi Íor. 

Ángel Quintero* 
REGULARES, refolucion ejecutiva de 2<J 
DE FEBRERO DE 1846 estableciendo el modo de 
acreditar ante el Poder Ejecutivo las cualida- 
des de sacerdote regular, 

Secnttría del lalerior. — Sección primera. 
Caracas, Febrero26.de 18<6. 
Ae^t/eZ/o.*—- Contéstese al^Reverendo Sr Qbispo- 
de Guaya na. 

Impuesto el Poder Ejecutivo de la nota de US. 
Reverendo, fechada el 26 del mes próximo pasa- 
do, en que consulta como deban acreditar ante él 
la circunstancia de ser regulares, y por esto no 
haber podido ser nombrados curas en propiedad 
los sacerdotes Á qye se refiere la resolución de 31 
^0e Diciembre del affo anterior, comunicada lUS. 
RevereiKio el mismo dia con el número 407^ me 
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ha preveaido diga á US. qQ« aunque en Mte H^ 
nisterio hay constancia del carácter d« algvfioa 
sacerdotes que vienen al pais porque han «ido. 
traídos á Venezuela por contratos con su» eomk 
siQoadOthav otros de quien^a. ningún conocimíeDto 
se tiene, y loe cuales para ejercer su ministerio ee 
entienden exclusivamente con los prelados de lea 
Diócesis en que residen.. Estos son. los que examir. 
nan y juzgan sobre la autenticidad de sus títuloa 
6 despachos, y los que los destinan al servicio in* 
terino de los curatos, sin hacer ninguna partid*^ 
pación al Gobierno Supremo. Así es que este no 
sabe á qué clase pertenece el clérigo nombrado 
para un curato, y aunque podría exigir que los go» 
oernadores le diesen noticia cada vez que pnsie- 
sen el cúmplajie á un nombramiento, esto podría 
&. veces embarazar las solicitudes de los curas re-, 
guiares interinos que con el mismo oficio de nom- 
bramiento, una certi6caclon de su Obispo 6 cual- 
quiera otro género de prueba, que esté mas á su 
alcance, según las circunstancias, pueden ocurrir 
directamente al Poder Ejecutivo, acreditando sa 
cualidad de regular. — Soy &,. 

Por S. E. — Cobos Fuertes» 
REGULARES. Véase Conventos v Religiosos»^ 
RBUABILITACION de los dbrbchos de ciu- 
dadano, Véase Derechos de ciudadano^ L. de 
26 de Febrero de 1846, y D. E. de 24 de Abril 
de 1846. 
REHABILITACIÓN db militares bn sus 

ORADOS, GOCES T CONDECORACIONES. DECRETO 

DE 21 DE FEBRERO DE 1845 concediéndola á 
todos los militares del ejército y marina gue 
los perdieron por virtud de los trastornos pof 
Uticos de 1830 d 1»3G. 

El Senadd y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 
Que ha llegado el tiempo en que la munificen- 
cia nacional sea expléndidamcnte oomplemenla- 
da por un acto que restablezca ásus grados, go; 
ees y condecoraciones á los individuos del ejército 
y marina que desgraciadamente tomaron parte en 
los deplorables sit<%¿'m ocurridos en Venezuela 
desde 1830 h^.ta 1836. 

ArL úniro. Q^icdAn rji,hU>iliWidi»8 ea aue grs-. 
dos 3' títuli^s» pent$ioií|;a,. goces y condecoraaionee,, 
todos los individuos del ejército y marina*. á$^ U. 
República que Ips perdieron por consecuencia de 
trastornos políticos. ocurz;jdo;5 ca Venezuela desde 
1930 hasta 1836. 

Dado en Caracas, á 20 de Febrero^ de iM^^ 
alio 19 de la ley y 35 de la independencia.— -El. 
Presidente del Senado, José Vargas. — El Presi- 
dente de la Cémara de Representantes, Fernando 
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OlaimfríA.'^E} Seerelario áei Senado^ Joié Án- 
gel Freiré* — El Secretario de la Cámara de Re- 
preeemantea, J. Á. Pértz^ 

Onráeaa» Febrero 21 de 184&> M de ki lejf' y 3& 
és la indepeadencía.— <£¡é€Cue8e.-^C4r/^ Sot^ 
hleUe.—Pot 8. E.— >Gt Secretario de Guerra 
y Marina, Francisco Hernaiz, 

REHABILITACIÓN db militares en sus 

OAADOS, 00CG& 6 CONDSCO&ACIONES. RBSOLÜ-. 
CTON EJECUTIVA DE 22 DE FEBRERO DE t84& 

teglamtntando el decreto anterior. 
Secretaria de Guerra 7 Marina. 

Caracas 22 de Febrero de 1848' 

En ejeeacion del decreto legislativo de ayer 
sobre rehabilitar en sus grados y títulos, pensio- 
nes, goces y condecoraciones á todos los indivi. 
dúos del ejército y nurina <le la República, que los 
perdieron por consecuencia de los trastornos po* 
ííticos ocurridos desde 1830 hasta 1836, seresuef- 
ve. 

1^ Dén:ie de alta 6 inscríbanse de nuevo en los 
cuadros de esta Secretaría á los generales, jefes y 
oficiales del ejército y nxarina comprendidos en 
dicho decreto, public&ndose lista de ellos en la Ga- 
ceta oficia). 

29 Los genera1es,jefes y oficiales rehabilitados, 
á quienes se hubiere declarado tercera parte de 
sueldo 6 pensión militar, entrarán á gozarla des* 
de esta fecha, si están domiciliados, ó desde que 
se domicilien en Venezuela. 

39 Pásese á la tesorería general nómina de I09 
Sres. generales, jefes y oficiales comprendidos en 
cil artículo anterior. 

49 Los generales jefes y oficiales que no obtu- 
vieron antes declara turia de tercera parte, ó de otra 
pensión, optarán á ella, si reúnen las circunstan- 
cias que exigen Ins leyes. 

Publíquese todo en la Gaceta oficial, y comu- 
niqúese á quienea corresponda. — for S. R — 
jííernaír.— Es copia. — Hernaiz, 

REHABILITACIÓN de kilita^bs en sus ora- 
dos, goces v CONDECORACIONES. RESOLUCIÓN 

9Jj(.cuTiyA DE O'DKAB^TL. DE 1845 decloran- 
do desdficuckndo^ tienen derecho al goce de la 
i^cerik parte de sueldo los militares rehobtlita- 
ios á quienes se les hubiere declarado. 
decretaría de Guerra, 

Caracas, Abril 9 de 1845. 
Resuelto,— En adición á lo resuelto en 23 de 
Febrero último dando cumplimiento ni decreto 
legislativo de 2 i del mismo Febrero sobte reha- 
bilitación de grados, militares, ha resuelto hoy el 
Gobierno lo siguiente. 

** ío$ generales, jefes y oficiales reincorpora- 
dos A la lista militar por virtud del decreto legisla- 
tivo de 21 de Febrero próximo pasado á quienes 
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se les ha declarado y declarare la tercera parte 
de su sueldo por llenar los requisitos que exigen 
las leyes de 25 de Setiembre de 1 8:30 y 3 de Abril 
de 1834, tienen derecho á percibir la expresada 
tercera parte desde el 21 de Febrero líltimo en 
que la ley les rehabilitó en sus grados y dere- 
ch08«*'-^Publíque8&en la Gaceta de Gobierno. 

Por S. £•— flsrntfijR 
Cs copia. — Hernaiz» 
REHABILITACIÓN d« Los decdorbü por el 
extinguido iHPUBsro db JUSTICIA. Véase De- 
rechos de ciudadano^ D, de 25 de Febrero de 
1850. 
REHINCHO. Qué debe deducirse por él respec- 
to de los artículos que puedan tenerlo. Véa- 
se Importación^ art. 27* 
RELACIONES exteriores. Véase Secretarías 

del desjpacho, 
RELATORES db las cortes. Véase Secreta- 
rios Relatores, 
RELIGIOSAS. Edad para su profesión. Véase 

Novicios y novicias, 
RELIGIOSOS. Examen que deberán sufrir los 
que se desiinen para misioneros. Vea^e Pa* 
tronaio, art 31 
RELIGIOSOS. Pensiones que gozan los de los 
conventos suprimidos, que por su edad ó en* 
fermedades no pueden ser destinados á la cu- 
ra de almas. Véase Conventos, art. 4. 
RELIGIOSOS. Véase Pensiones, D. de 13 de 

Marzi> de 1841. 

REMaTI!^. Véase Acción ejecutiva, art. 12 al 

18, y Libertad de contratos, art. I, 4, 5, 6 y 8. 

REMATES. RESOLUCIÓN ejbcutiva de 19 de 

octubre de 1847 declarando que en los que 

se hagan ante las juntas de Gobierno y de 

rentan de las Universidades y Colegios^ no 

pueden ser licitadores los miembros de ellas. 

Secretaría del Interior. — Sección 2f 

Caracas, Octubre 19 dé 1847. 
Resaeltc-^Dígase al Sr. Presideoto du la Dirección ^ne- 

nü de Instrucción pública y comuniqúese á quienes 

corresponda. 
He dado cuenta á S. E. el Presidente de la 
República de la nota de US. de 31 de Mayo últi- 
mo, en que manifiesta que ese respetable cuerpo, 
de acuerdo con el informe emitido por la Junta 
de Rentas del colegio nacional de Trujillo, al 
consultar sí sus miembros pueden presentarse co- 
mo licitadores en los diferentes rasos que ocurran 
ante la misma Junta ; opina que no deben admi- 
tirse como licitadores en los casos de remate para 
hacer alguna obra del colegio, 6 para el arren- 
damiento de alguna de sus posesioneS| é igualmen- 
te que no pueden tomar á interés Cantidades de « 
los fondos del colegio : concediéndose si, q#e pae- ^ 
dan hacerse ed algunos de ellos con consentimien* 
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lo del señorío, traspasos de los capiules del mis- 
mo colegio, ó de las fincas censidas en. fiívor de 
este; y en que añade que esa Ehreccioa cree 
conveniente que recaiga sobre la materia, por es- 
timarla de trascendeacia, una resol ucioa del Go« 
bierno que sinra de reghi en los casos que^ pue- 
dan presentarse, y que se haga extensi^^ 4 las 
juntas de inspección y Gobierno de las Univer- 
sidades. 

Considerando S. E. que las mismaa razones 
que existen para establecer la prolúbxion en los 
primeros casos expresados, son aplicables á los 
últimos, porque teniendo que intervenir en cuales- 
quiera de ellos los miembros de las Juntas de los 
colegios, eorao representantes interesados ea la 
conservación y aseguramiento de las rentas de 
ius respectivos establecimienios, aparecerían con 
un doble carácter por el interés personal que á 
)a vez les dominase; y que los miembros de las 
Juntas de Inspección y Gobierno \\e las Universi- 
dades se hallarían en el mismo estado si no se ex- 
tendiese á ellos la prohibición, ha resuelto de 
conformidíid con el parecer deh Consejo de Go- 
bierno á quien se ha oido en el particular : que 
en ninguno de los casos expresados es permitido 
á los miembros de las Juntas de rentas de los co- 
legios nacionales y de las do Inspección y Go- 
bierno de las Universidades, ser licitadores ni 
contratantes. Soy, ó^c. 

Por S. E. — Sanavria. 

REMATES Y ADJUDICACIÓN DE TIKRRAS BAL- 
DÍAS. Desde mundo es que debe> empezar k 
correr e) término de (iO días que fija el artícu- 
lo 22 del D. E. R. de la matería. Véase Tier- 
ras baldías, K. E. de 19 de Afayo de 1851,. 

REMISIÓN. DE EXPEDIENTES Bi)R LOS TRIBUNA- 
LES. Véase Dhposicioncft comunes á todo$ loiS 
juicios j art 32 y 33. 

RENGIPO (sargento liborio.) Pen»ion & su 
viuda. Véuse Pensiones, D. de 7 de Marzo de 
1850. 

RENTAS nacionales. V^ase Hacienda »ac»a- 
na^; D-emandas en que tienen interés ¡as ren- 
tas nacionales y mvni^pales, y Demandas tn 
que tienen interés las rentas nacionales sola- 
mente. 

RENTAS NACIONALES INTERNA& V^ase Admi- 
nistración de rentas internas, y ComÍ9Í^n de 
los Administradores de rentas internas^ 

RENTAS NACIONALES. Los administradora 800- 

titotos no deben prestar fianza para senFJr las 

administraciones que desempeñen bajo la ree- 

ponsabiiidad de los propietarios. Véase Fiath 

hr zoi.R. £. de 31 de Rnero de 1854. 

RENTAS WACioNALES. Máximum con que po- 
dráct ¿ravarse & favor de ellas laa inaastriaa 
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privilegiafla««. V¿ase Jétenles de industria^ 
art. II. 
R£NTAS MUNICIPALES. Ley- DE 5 de imrzo ov 
1846 — que reforma la de 27 de Abril de 1639, 
pág. 224 del ataderno de ese año^ y 393, núnu 
316- del cuerpo de 1851 — qae reforma la de ^ 
de Mayo de 1^38, pág. 164 del cuaderno de 
ese añoj y 369 nvm. 354 del euerpo de 1851**^ 
que reforma la de 14 de Octubre de 1830% pág, 
11.2 del cuerpo comprensivo de las de ese afio, 
y 76 núm. 56 del cuerpo de 1851. 

Rl Sonado y Cámara de Representantes de fa 
República de Venezuela reunidos en Congreso 

decretan 

Alt. 19 Son rentajs municipales los derechos 
que se impongan : 

lo Sobre los ganados que se maten para ex- 
penderlos al público, y demás víveres que se des- 
tinen al mismo objeto en cada pueblo. 

29 Sobre todos los almacenes, tiendas, bode- 
gas, pulperías, bodegoqes y ventojrrillos en que se 
vendan efectos de comercio, comestibles y bebi- 
das. 

39 Sobre los establecimientos públicos en que 
se venda tabaco en rarua ó manufacturado. 

49 Sobre la venta por menor de agojirdieote y 
licoxes espirituosos, exceptuándose de este im- 
puesto álos hacendados de cafia, respecto sola- 
mente de i& vunta que se haga en la propia ha- 
cienda en donde esté la oficina de destilación. 

59 Sobre las fondas, po.áadas, billares, trucos, 
cafés y botellerías. 

69 Sobre las boticas, panaderías, galleras^ lote- 
rías, juegos de pelota y demás permitidos por la 
ley. 

79 Sobre el aferimiento de todos los pesos y 
medidas. 

8^ Sobre las patentes de abogados, médicos, ci« 
rujanos, dentistas, notarios, procuradores, agentes, 
judiciales, agentes comerciales, corredores y agri- 
mensores. 

9j^ Sobre las aguas que se tonteo de loe actie* 
ductor, públicos para laa casas de los habitantes 
del pueblo. 

10- Sobre las licencias que se concedan para 
fuacíones dramáticas, volatines, fdegosartificiahís, 
juegos de caballos eq circo, y otros permitidlos por 
la ley, ezhibícionaa de animales ú oirat coaas pitr- 
tieularoa,, tuaiKk^por ealp. paguen lo« axpectado* 
rea. 

1 k* Sobre la» paieniea de alarife 6 maestros 
mayoreé ao artes, y por la de maestros en eaaU 
qfiiera de ellas 

12. Sobro alquilwoSídecasav. 

13 Sobeo los paestos* que se distríjbuyan. en. los. 
morcados p6blic(^ 
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rt Sobre las licencias para levantar tftrooios 
-en cimenterios. 

16, Sobre el peaje de «arrétas cargadas, ma^ 
defas, rastraSyfcaballeifas, reses y cerdos ; y sobre 
fos puentes 6 el pasaje délos ríos donde hXibiere 
barqaeta 6 cabulla. 

16. Sobre los pasaportes i>ara fuera del territo- 
rio de la rep6blica^ '*^ 

17. Sobre las rifas y vendutas tmrticulares. 

18. Sobre la venta del moó y cbimó en los esta- 
blecimientos páblicoS) y sobre la manteca de tor^ 
tuga, 

19. Sobre la pesca por mayor con chin^hotro. 

20. Sobre la pesca de perlas. 

Art> 29 Son también rentas municipales : 

19 Loe productos de los ejidos. 

29 Kl producto de los capitales á censo y de 
los arrendamientos de los solares que legítimamen- 
te pertenezcan á iasdudadeSf villas, y parroquias, 
"6 que se hallan dentro de poblado, sin parecer sus 
dueQos. 

9P, Los productos de carcelaje y los alquileres 
de casas, tiendas, portales y demás propiedades 
t)ue pertenezcan á las municipalidades. 

49 Las multas que se impongan por los Gober- 
nadores, jefes políticos, alcaldes y jueces de paz, 
por faltas ó trasgresiones de las ordenanzas mu* 
nícipales, y cualesquiera otras siempre que 
ninguna de ellas tenga aplicación especial por ley. 

59 Los impuestos que por leyes 6 decretos se 
destinen para objetos que están bajo la adminis- 
tración municipal. 

69 Los impuestos que se establezcan sobre las 
licencias de navegación. 

Art. 39 Las dotaciones benéficas hechas por 
particulares para la educación primaria, se admi- 
nistrarán conforme á las reghn y disposiciones de 
los donadores. 

Art» 49 Las especificaciones hechas en los artí- 
culos anteriores, no impiden que las Diputacio- 
nes en uso de las facultades que lee concede la 
atribución 11^ del artículo Idl de la Constitución 
establezcan en sus provincias las demás rentas mu- 
nicipales que estimen convenientes según las nece- 
sidades y circustancias locales de cada ptteblo> ex- 
cepto las siguientes : 

19 Sobre la importación 6 exportación de ani- 
males, mercancías y efectos extranjeros estén )6 
no sujetos ¿ impuestos nacionales; ni sobre su 
tránsito por lo interior del territorio de Venewe- 
la, BO eoraprendiéndose en esta prohibieion el de 

Ü^ Sobre It exportaciotí de productos del pftís, 
estén 6 no sujetos al pago de derechos nacioria - 
leS| bien sea que ella se baga para puertos extran- 
jeros 6 |>ara alguno de la República, ni tampoco 
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sobre su tránsito por el territorio de esta, no com- 
prendiéndose en esta prohibición el derecho de 
peaje. 

29 Sobre cualquiefá objeto que nó siefndo dé 
los comprendidos en la enumeración del artículo 
19 esté sujeto por la ley á contribución nacional. 

49 Sobre las propiedades territoriales, sobre las 
crias de ganado, ni sobre las queseras, 

59 Sobre aquellas fábricas de artículos de ub6 
6 consumo que por primera vez se establezcan eft 
Venezuela, bien sea por nacionales 6 por extran- 
jeros, sino después de cuatro anos de establecidas 
dichas fábricas. 

69 Los derechos de pontazgo 6 pacajes de ríos, 
nunca se impondrán sobre la calidad ó valor de laS 
cargas sino sobre su peso ó volumen; y el de peaje 
sobre la clase de animal solamente. 

Art 69 Cuando transiten muías 6 otros ani- 
males que vayan ó vengan de otro Estado ú otra 
provincia, con el objeto de venderse, no podrá 
imponérseles un derecho de peaje mayor que el 
que se imponga á las bestias 6 animales cargados 
de la misma provincia. 

Art 69 En el establecimiento de impuestos mu- 
nicipales sobre industrias <i objetos no prohibidos 
por la presente ley, las Diputaciones deberán ob- 
servar precisamente bajo la mas estrecha respon- 
sabilidad las reglas siguientes: 

1& No establecerán otros ni mayores impuestos 
porel consumo de producciones extranjeras 6 de d- 
tras provincias de la República, que los que se es- 
tablezcan por el consumo de las mismas produc- 
cio nes de la provincia. 

2^ Tampoco exigirán otros ni mayores impues- 
tos, cualquiera que sea su denominación, á los ex- 
tranjeros ni á los venezolanos no vecinos de la 
provincia, que los que se exijan á los naturales 
6 vecinos de la misma provincia, ni se hará nin> 
guna diferencia en la imposición de los derechoA 
por razón de la naturaleza del contribuyente, sino 
por la clase de industria que ejerza. 

Art. 79 Todas las rentas provinciales, á excep- 
ción de las mencionadas en los artículos 11 y 12^ 
quedan sujetas á contribuir al tesoro público con 
un 10 por ciento deducido sobre la totalidad d« 
sos Ingresos. 

Atl. 89 Las rentas municipales se destinan al 
pago del 16 por ciento del artículo anterior, á loe 
precíeos gastos del despacho municipal, de la re- 
caudación de las rentas, de papel sellado para los 
Concejos, de alquileres de casas, de mantención 
^e preso» y presidiarios, pago de los sdministrado- 
rse y eeeretaiios que gocen sueldo, viático y die- 
tas de los Diputados provinciales: á los gastos de S 
la educación primaria, á la construcción y reparo 
de la^ cárceles, casan y demás edificios propíos ' 
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de ]oñ pueblos: á (Ofioki qi|Q ^iv^ i, l^ saíúbHdac); 
comodidad y ornatp d9 loe misink>e: & U coA«tru¿o 
cion y reparo de los caminos públicoii, de la ^«Ve^ 
gacion de los rios, y cuanto ^ire á ln policía urbana 
y rural, al establi^ciniieiHOy coniierFacíii^ii y mejora 
(te M ho0píUi)«8 y lazaretos, eotrelaato el CoDgre* 
so do uua ley sobv'e artej^lo d)9 tseiolft Hhimos esta- 
blecimientos : á Isa íiestas nacionales y de los pa* 
tronos : y al pago de las deudas qiis gravitan so- 
^e ^ tesoro municipal» Las ¡diputaciones provin- 
eÍH(escon previo informe de los Concejos munici- 
pales, clasificarán anualmente la preferencia con 
que deban hacerse ios gastos de este ar-t|culn. 

Ajt, 99 Las remas de propiédjades qite respectiva- 
mente per^enezctin á loa^ cantones, ciudades, villas 
6 parroquias deberán empli^ajrse en beneficio de las 
respectivas seccionen propietarias. 
. \rL 10. C.n la inversión de las rentas creadas 
por las diputaciones proviocii^Ies, satisfechos que 
sean los gastos comunes, se picocurará que cada 
uno de los cantones sea beneficiado 4 proporción de 
lo que haya conlribuidok 

Art. II. Los proventos de los fondds destina* 
dos á objetos particulares), encomendados & las 
Diputaciones provinciales, que han sido incorpo- 
rados ó que se incorporen 6 las rentas municipa- 
les, serán precisamente empleados en su objeto 
por dichas corporacionesc. 

Art. 12 Lafl rentas establecidas pot leyes ó 
decretos particulares para objetos determinados, 
serán precisa, y exclusivamente empleados según 
se exprese en las respectivas leyes q decretos. 

Art« 13. Los gobernadores pasarán aouaimen- 
t0 al Poder Ejecutivo por conducto del IVxiniste- 
rio del Interior, ur. estado circunslnnciado de las 
rentas y gastos de sus provincias, incluyendo ade- 
mas los rorresipcndíeuies presupuestos, con cuyo 
objeto el Secretario del Interior les pasará los 
modelos necesarios, v este dará cuenta al Con- 
grcso todos los ar^os en ia Memoria de su Depar- 
tamento, (ie lus rentas y gastos de todas y cada 
una de las provincias, siguiendo el año económi- 
co que actualmente rige en las rentos nacioiíales. 

Aru 14. Las diputaciones provinciales en su 
próxima reunión ordinaria, expedirán las orde- 
nanzas de lecaudacíoQ é inversión de laa rentas 
municipales con arreglo á esta ley. 

Art. 15. Se deroga Ja ley de 27 de Abril de 
1639 sobre reí. tas municipnles. 

Dada en Caracas á 3 de MarKO de 1846, siSo 
17 de la ley y :i6 de la independencia. — El Pre- 
sidente del ScT)in}Oy Domifigo Gvzm/iiK — El Pre- 
sidente de l:i Cámara de Representantes, Fernán- 
dú Olavarría — El secretario del Senado, José 
Ángel Freiré. — El secretario de la Cámara de 
Representantes, J« A* PércM* 
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Caracas á 5 de Manso de I846« aüq^ 17 ¿4 la 
ley y 35 de la indepehdencis. — £jec|i^8is«-*<*0íí^ 
Í9S SoMetU.^Yiyt S. E. el Presidente die I9 Be- 
p&Uica.-^JBl SecreUrio de Estado en I04 Desp»<« 
cjios del loierior y Justicia, Franqueo Cobom 
Fktertes. 

IIENTA8 MVNtciPAtEB. Derecho de puerto que 

forma parte de ellas. Véase Derecho» de puer* 

to, n(jm. 50 del art. 8^ 
RENTAS xrmcip&LBS. Véase Demandas en 
" que tienen interés las rentas nacionales y mti» 

nicipales. Blanquilla y Cubagna^ Mérida^ 0. 

de il de Abtii de 1839 y Suplemento á reís- 

tas municipales* 
RENTAS MUNictFALss. Ante quien prestarán 

el juramento sus administradores. Véase Pro* 

viudas^ art. 11 6. 

RENTAS MVIflGlF4LE8. RESOLtfCIOlf XJBOOTÍ- 

VA DK 6 OB niciBMBKK DK 1838 sobre el 10 
por ciento con que contribuyen ai Tesoro. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despachode Hacienda* — Caracas Diciem- 
bre 5 de 1638» 9? de la ley y SSO de la inde- 
pendencia. 

Sefior : el gobierno á consecuehciá del oficio 
de US. de 6 de Noviembre último ntimero 59 r^ 
laitvo á que no se exija por ahora & las rentas 
municipales de esa provincia la décima parte que 
conforme á la ley contribuyen a^ tesoro pu- 
blico, y que continúe observándose la reeohioion 
de 9 de Octubre de 1833 por la cual se ordenó Ja 
suspensión temporal de aquella cobranza, ha dis* 
puesto en esta fecha lo siguiente.^ No siendb ft- 
cultativo al gobierno contravenir á la ley de 5 
de Mayo último que en el ^ 19 del artículo 14 
previene que por las rentas municipales se sa* 
tis&ga á la tesorería la referida décima parte, 
desde 19 de Enero de 1839, deberá principiarse 
el efectivo y puntual entero de ella en la tesoro* 
ría por las administraciones municipales de to- 
das las provincias, inclusas también aquellss á 
que se habia hecho extensiva la concesión de 9 
de Octubre de 1833, respecto que para el fo j^I 
afio entrante han de estar en observancia hs 
nuevas tarifas provinciales con arreglo al ártico» 
lo 19 de ia ley. La tesorería continuará suplien. 
do los gastos de que tratan los ^ 39 y 49 de h 
ley á aqueUas provincias qiie por reaolueiooei 
vigentes los reciben dé ella, en tanto que d^tni. 
dos los datos á que se refiere el artículoi ir, m 
acuerda lo conveniente'* *^ La mencionada ál^ 
cima parte correspondiente al tesoro público d»» 
bérá deducirse ánteb de formarse loe cálcalmi 
para la distribución del ceeto de la recaadeobD 
de las rentas municipales^ cuya deducción han dv 
«sner presente y ordenarla las diputaciones j \tm 
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Spbtrrnoi de pTOrincia en eJ srrFgli) ile Ims gastos 
elallados en los ^^. ^, 3 y 4 dtir.arlfculn 14 de la 
)éj." Y lu Irailaao & US. para bu inteligencia, 
curaplimieaio y.en.cunteatacion á bu citaau oii- 
ci». 
Sojr de US. lauf obediente servi<Íor.— 

G. Smilh. 
Al aafiot Gobernador de la provincia de Mara- 

E« copia: Smith. 
RENTAS MUKicip«i.Efl. HRSouuctoN K].scirTi- 
TA DE 34 DB ABRIL DB 1645 cttabUcitndo re- 
glas retpecto al misma. lO.por cunto que cor- 
responde al tesoro. 
SL'cretaría de Hacienda.. 

Caracas Abril 24 de 1845, 10 y 33. 
Resuelto. — Aparecieailo. que la recaudación 
del 10 por 100 que las rentas prorinciales de- 
ben contribuir al tesoro público, según In ley de 
27 de Abril de m39, no se hoce coa U rrgiila 
ridad debida,, bien porque !<«■ niltniíiisiru'lorcs 
prinrípale» de rentas municipales nu entregan 
oportunamente en Lis oñcinas de Hacienda na- 
cional Ifi correspondiente al expreiiado 10 por 
100, 6 bmn porque no atendiendo á la terminan^ 
le di«pos¡ci>in del irifculo 9^ de aquella ley, que 
ilestiua lua reutns municip>le»Dl pago, en pri 
mer lugar del 10 por 100 correspondiente al te- 
aorit pühlico, «e ha intentado en alguna proria- 
cia dar preferencia á ciertos gastos locales con 
perjuicio del eetero del mencinnado 10 por 100; 
y considerondo que es un deber del poder Eje- 
cutivo hacer complif en toda la Rep6blica.la ley 
de que >a trata, .y. asegurar al miimo tiempo el 
ingreso de las sumaa que pM esto respecto per- 
tenecen & la Hacienda nacionalr <i cayo efecto se 
hace ncresarío unifurroar la práctica de las ofi- 
cinas por medio de reglas generales, se resuelve ; 
los administradores principa i es. de rentas, muoi- 
rípalesi al formar en cnda trimestre et.eiladp de 
rentas y gtisioB de au provincia que deben reffli- 
lir á la @¿retar[B de lo Interior confirme al ar- 
lítalo 14 de la ley.ds27:de Abril de 1839' so- 
bre leiitss municipales, harán ta deduerion del 
10 por 100 sobre el [yoduclu de los rdmo; que 
rsl&n sujetos á esta contribución, y la SuiLa que 
rcsiilte por esie respecto Ib ajilicarág al tesoro 
ni^cional, pasando inmcdiainmente lus fondris re- 
caudados I la TcBorciia general, admiiiÍHiracinn 
da tdnana 6 jeceptorla principal de papel selk- 
di) >e^wclÍTa, junto con una rdacion de loa m 
iDOi contríbti^enlc£, del producto de cada uno 
durante el (rimeatrc y de la cauíiilad á que al- 
cansa el lOpor 100 de la Nación; cuya reU- 
cion, antorinda en U furma de costumbte, ser- 
virá í las menciünudas oficinas para comprobar 
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la entrada del dinero en sus rajas. La autoridad 
civil encnrgada de pasar tnntco á las adminis- 
traciones principales de rent:is municipales, ano- 
tará en el acta del primero que haga después del 
vencimiento de cada trimestre, en los meses de 
Octubre, Enero, Abril y Junio, si se ha cumpli- 
do 6 no cun Ih entrega de las cantidades corres- 
pondientes alJiO por iOO de la manera que aquí. 
se previrne, dand.i cupnta & la S«cVetaría de Hü- 
cienda de la Cilta. cuando In hub¡<?re. Circúlese y 
publíquese.— Por S. E. — Manrigve. 

Es copia. — Manrique 
RENTAS HVHiciPíLES. Auxilio & las de cada 
provincia. V «ase Suplemento á las rentas muñí- 

KENTAS HUMCirALBB. DBCRBTOPB 16 DB MA- 

vu DB 1852 seandando admitir en campensa- 

ci'in de las cantidades qve leí debe el Tesoro el 

10 por ciento con yue contribuyená él. 
El Senado y. Cimara de Keprefeiilantps de la Re- 
pública de V^nezueln, reunii!oa en,Con^rego.. 
Consiilarandó; 

Que el Tesoro naciunal e» deudor á algunas 
provincias po» euplementiu en la pasada rt-- 
viílücion. 

Decretan : 

Art finico. 8in perjuicio de colocar en el pre- 
supuesto de gastos púbiici»' la suma necesaria 
para el pago de la canü:!ad total debida á diferen-. 
les provincias,, por suplementos al Tesoro púlili - 
co, según I.) permitan las circunstancias,, se ad- 
mitirá en compensucioD en las provincias respecr 
liras el diez por ciento que sus cajas han de abo- 
nar A la níiciun.confiirme á la ley, hasta la total 
solución de lus respectirus créditos. 

Dado en Caracas, á 12 de Hayo de 1852, afio 
23 de la ley. y 42 de tft independen cía. 

£1 Presidónle del Senado, Simón Planas.— r 
El Presidente de la Cámara de Repreaenlsn^ei, 
JóséSiheria Gontálex. — El Secretario del Sena- 
do, José .4ri;cí;fVeírB. — El Secretario :de laCá> 
mará de Representa ntea, /. Padilla, 

Caracas, Mayo 16 de 1852, sR» 23^ h leyy)^ 
4Ade la independencia. 

Ejecútese. — 3. O, Mvnágtu/ 

Por 8. R — El BeereUrio de Esúd^^ea-el Des- 
pacho de Hacienda, 

Pedro e. Otílituau. 
BCNTAS mmoiPALH. rmolooiom ijmvn* 

VA DI 9 DB aanimas pb 1S63 diap*niiñd* 

tt modo d« eumpUr U íey anttrier. 
BeFdbfieadeTwemeh.— BeereUria de Estado en eID 
Aa Hasfenda.— Seeehm qaiata.— Citcular. 
Car&caa, ScUambre » de I P52, 83 j 4«. 

Br. Gobernador de la proríacít de..-. 

Dispone 8. E. el Poder Ejecutivo : ^uep^rael. 

M 
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pago de ]as cantidades que el Tesoro nacional 
deba álal provincias por los suplementos que hi- 
cieron al Gobierno en lus años de 48 y 49 para 
atender á ios gastos de la guerra, y cuyas su- 
mas se mandan indemnizar á aquellas* admiliea* 
do en compensación el diez por 100 qué las cajas 
municipales han de abonar á las nacionales, se- 
gún el decreto de 15 de Mayo último, se observe 
lo siguiente : 

J^ provincia que sea acreedora, ocurrirá por 
conducto de su Gobernador á la Tesorería gene- 
ral ccn una certiñcacion del Aministrador priaci- 
pal de rentas municipales en que se exprese con 
copia del asiento de las partidas de los libros res- 
pectivos la cantidad adeudada, para que en su 
vista forme aquella oficina la liquidación corres- 
pondiente. 

Hecha la liquidación por la Teseiería, ee 
acompañará con una petición del Gobernador al 
Ministerio de Hacienda para que este libre las 
órdenes correspondientes, á fin de que tenga efec- 
to la compensación que se previene por el decreto 
de 15 de Mayo citado. 

Lo comunico á US para su inteligencia y cum- 
plimiento. 

Soy de US. alentó servidor. — Pedro C. 
Gellineau, 

Es copia. — Gellineau* 
RENTAS MUMiciFALEs. Funciones de los Go* 

bernadores sobie ellas. Véase Provincias 

art. 17. 
RENTAS H o NiciPALes. Exención de su pago 

á favor de los establecimientos mercantiles ó 

industriales que r*e sitúen en el trayecto que 

separa las poblaciones de Acarigua y Araure* 

Véase División territorial^ D. de 27 de Mar* 

zode 1861, art. 39 

RENTAS MUNICIPALES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA 

DB 14 DE FEBRERO DE 1853 declarando la exen- 
ciona qae se lontrae el articulo anterior. 

Secretaría del Interiort-^SeccioD tercera. 
Caracas, Febrero 14 de 1S53. 

Resuelto, — Dígase-%1 Goberaadar de la Pef- 
tuguesa. 

lids especuladores de carne, -ast como cMiid<(liie* 
ra otru industrial que se sitúen <)Q casaiiiqíie 9Mén 
construidas» o '^Qe <de aónálruyan en el trayecto 
qinef apipara Usipoblaciones^ AcarJfuttyrfiVni^^ 
rp, eülM^enM^e pagar «1- d^feck^. «nmiiiQipal 
por el téfmiAo decaéis tfSo^, a^gun se 'dia|MÑ)0^por 
el deareto legislativo de 27 de Mayo de 1851. 

Así ha reanelio el Poder Ejecutivo la ieonsulta 

(m^'US.ka keclio á«xcitacioQ ^e ia Dipalacion 

da««a j^rovincia, y á que se refiere sa nota de^89 

jl^OTiettlbredel affo próxima pasado^ á6cñiróI99. 

' Soy *.— Por S. E^yepes. 



RENTAS MUNICIPALES, decreto dk 11 db 
ABRIL de \So^ froto gajido por seis años des- 
de esta fecha^ la exención á que se refieren los 
dos articulas anteriores. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Ra<- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 
Que es conveniente promover el desarrollo de ¡d- 
dustria y aumento de población en el trayecto que 
separa las dos poblaciones de las parroquias de 
Acarigua y Villa de Araure, que hoy juntas 
forman la ciudad de este último nombre, según el 
decreto legislativo de 27 de Mayo de 185!, y qu¿ 
el término de seis años por el cual se declararon 
exentos de derechos municipales ios establecimien- 
tos industriales ó mercan^tiles que se situasen en 
el referido trayecto, fué corto para el objeto que 
se propaso el Congreso. 

Decretan : 
Art. ánico. Los establecimientos industriales 6 
mercantiles que se hallan situados 6 que se sitaa- 
ren en el trayecto que separa las dos poblaciones 
de Acarigua y Araure, estarán exentos de todo 
derecho municipal por siete a&oa nnas contados 
desde la fecha de este decreto. 

Dado en Caracas, á 4 de Abril de 1854, alIo3$ 
de la Ufy y 44 de la independencia. — £1 Presiden* 
tendel Senado, Rafael Henriguez, — El Presidenta 
de la Cámara de Representantes, José A. Femáii- 
rfcár.— El Secretario del Sertado, /. ^1. Pirez*^ 
El Secretario de la Cámara de Representantes, 
/ Padilla. 
Csróca8,'ri de Abril de 18&l,a1So 25de la ley 

y 44 dé la independencia.— Ejtcútese J. G.M9' 

nágas^^Vor S. B. el Presidente de la Repfibll- 
ca.^El Secretai^io de Estado en los Despachos del 
Itlterlor, Jttsttda j Relaciones Exteriores» 
Siman Planas. 

R&NTAS MUMCIPALE9. DECRETO DE 15 DE ABRIL 

DB 1854 eximiendo del pago de todo derecha de 

esia especie por ocho años la empresa de va- 

pores deltas^ de Mafacaibo, 
£l Senado y Camarade Representantes deláRe* 

pública de 'Venezuela, reunidos en Congreso* 

Vista la representación de Frankiin C, Qillet 
empresario 'oe 'la naiFegacion por tapore^ del la- 
go de'Má'rapáibo. y "sus rios tributarios, solicitando 
se le encima dé toda cóátVlbüclon .inúñldpal. y 

iCóitórdefáiido : ' . ^'' 

Í9 Clile áe l>aUa' muy ' ádeláhtáda^lá ' éíA($rélM 
de navéjgácion'por JTápotés 'deTl|i¿o Vtd.ltfa^aii&ibd 
y sus ri6s.^ibotário8, .Wra 16 cúái «e 4fió6c¿Ít!6 
pririlé^'&TráñlÜÍB'CrOllfet por decreto ÍSM'\^ 
deMarzode IBB^y 

tfo <Qítt6 9ebié¿do el Cóligifeko proettmr .|>6r 
todos los íoediot ^né eatén^'á su atc&bce^ráf bréete 
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Y Í4iineBtiir la indoatría pncional, 7 siendo la ^xk- 

Srea» da vapores enunciada uno de los nías po- 
erosoa estío^ulos al efeeto, es conveniente remo- 
ver en cuanto sea posible todoa los obstáculos 
que ÍAteiTumpaa su desarrollo y perfección. 

Decretan : 

A.rt. í^ Ja empresa de vapores del lago de 
Maracaibo y sus rios tributarioa, desempeñada 
por Franklin C. Gillet según privilegio que goza 
por decreto de I9 de Marzo de J86S^ queda exen- 
ta desde la publicación del presente de todo im- 
puesto y contribución municipal por el término 
de ocho afios. 

Art 29 Se proroga al empresario por dos me* 
ses mas el término que se le concedió por el artí- 
culo 29 del decreto de privilegio para el estable- 
cimiento del segundo de los vapores de la empre- 
sa. 

Dado en Caraca?, á 10 de Abril de 1854, affo 
25 de la ley y 44 de Ja independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Francisco Balbuejta. — El 
Presidente déla Cámara de Representantes. Lt^an- 
dro Ruedas, — El Secretario del Senado, R, Ira- 
zabaL — El Secretario de de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. Padilla. 

Caracas, Abril 15 de 1S54, año 25 de la ley y 
44 de la independencia. — Ejecutóse.- — J. G. Mo- 
nágas.^FoT S, E. — El Secretario de E. en el D. 
de Hacienda, Pw Cehállos, 

RENTAS vvmciPALSs. Deber de entregar al 
T/esorero cU la. junta. superior de abolición de 
la. provincia de Caracas el diez por ciento con 
■que contribuyen al Tesoro, no obstante el § 
10 del art« 14* de la ordenanza de 4 de Díciem- 
h¿e de 18&2. Véaae Libertad de esclavos, R. 
E. de 6 de Junio de 1864. 

RENTAS MUNICIPALES. Máximum con que po- 
drán gravarse á favor de ellas las industrias 
privilegiadas. Véase Patentes de industria^ 
dt, aríU 11. 

RENTAS MumciPALKS. Exención de Uxio de- 
recho de esta especie á fií-vor de las empre- 
sas de fersacalrrites. Véase Ferrocarriles^ D. 
de 15 de Abril de 1 864, art^ !8& y 30. 

RENTAS xüNioiPÍLLBs. nBüRwra pjb 14 de 
HAttZO J^E l966rf^avoreciendo con la exención 
dt ciertos dentamos lafiAnóOfSion de oasüs de 
iqaen la ciudad de Éarinas* 

El Senado y Cámara de R^resentantes de la 
Repüblica de Venezuela, reunidos en Con* 

gr^só. 

Considerando: 

10 ^ue el estado de ruina á que se halk re- 

d9i¿'da la capital de la heroica provincia de B^- 

rifips c« debido á los desastres que sufrió dicha 

pobladQio durante la guerra de la independencia. 



REN 



SQ Que los frecuentes incendios han contri^ 
buido no poco á la destrucción de la capital in- 
dicada que por unos y otros motivos bien mere- 
ce la protección nacional ; y 

39 Que esta puede llevarse á cabo por medio 
de una ^medida poco gravosa al Tesoro y que 
puede producir prontos y favorables resultados. 

Decretan : 
Art. 19 Todo el que fabrique edificio de teja 
en la ciudad de Barínas, en los cuatro afios que 
principian á correr desde la publicación del pre* 
senté decreto, al dedicarlos á usos mercantiles 6 
industriales, quedará exento por diez años del 
pago de derechos municipales correspondientes 
al establecimiento* 

Art. 29 La Diputación provincial, dictará los 
reglamentos, y sefíalará las formalidades nece- 
sarias para el goce de la exención. 

Dado -en Caracas, á 8 de Marzo de 1856 afio 
28 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Manuel Amador. — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, £ti- 
genio A. Rivera. — El Secretario del Senado, /. 
A. Pérez, — El Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes. J- Padilla. 

Caracas, 14 de Marzo de 1855, afio 26 de la 
ley y 45 de la independencia.— Ejecútese.— (Fir- 
marlo,) — José T* Monágas.. 

Por S. E. el Presidente de la República.— El 
Secretario de Estado en los Despachos del In- 
terior, Justicia y Relaciones Exteriores. (Fir- 
mado.) — Francisco Aranda» 

Es copia. — Aranda. 
RENTAS DE LAS UNIVERSIDADES. Yéase Ins- 
trucción pública^ L. 13. 
RENTAS DE LAS fIbricas de las iglesias* 

Véase Mayordomias de fábrica. 
RENUNCIAS Y EXcrsAs de senadores, re- 
presentantes Y DIPUTADOS PROVINCIALES. 

Véase Elecciones^ L. 8a, art. 4? al 6^9 y su §. 

RENUNCIA DE EMPLEADOS MUNJCIPALJS8. Véa- 
se Provincias^ art. 71 y Gobernadores. R. E. 
de 8 de Mayo de 1^54. 

RENUNCIAS Y EXCUSAS -de empleados muni- 
cipales. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 26 DB 

AGOSTO DE 1840 declarando que los Gobernó* 
dores deben oír precisamente, para su admi- 
sioñ' el informe del respectivo Concejo ««- 
nicipali aunque sin estar obligados á seguirlo. 

República de Tdnezuela.— Secretaría de Estado 
eulos Despachos del Interior y Justicia.— Ses* 
clon aa^Carácaa 26 de Agosto de 1840, II9 
de la ley y 30a de la Independencia. — Núme- 
ro 617. 

SMor Ctoberoador da Mérída. 
Enterado el Gobierno de la consulta qoe US. 
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hizo en oficio 3 de Junio último, número 68, ha 
re8u<*Ito con esta fecha lo siguiente : 

** Por ei artículo 71 de la ley orgánica de pro- 
TÍncias loa gobernadores deben oir preriamente 
el informe de loe concejos municípaiea re.«pecti- 
Tos para aprobar ó no la excusa presentada por 
uno de los empleados & que se contrae dicha 
disposición^ perú no están obligados dichi'S 
magistrados á adherirse al informe de aquellas 
coi'po raciones : pDeden disentir y su resolución 
debe ejecutarse." 

Soy de US. úi&Xito BérvidoT.-^ Ángel Quintero, 

RENUNCIAS Y £XCt73AS DIE JUKCftS OB PARRO- 
QUIA. Su de^iision corresponde á los Goberna- 
dores. Véase Gobernadoref^ R. E, de 8 de Ma- 
yo de 1854. (*) 

RENUNCIAS Y EXCUSAS db jübcks antbs de 
PARROQUIA Y HOY OE CANfoN. Véase Jucces 
de parroquia, que debe observarse por asimila» 
cion á losi extinguidos alcaldes. 

RENUNCIAS Y EXCUSAS de los empleados db 
HACIENDA. Decreto EJECUTIVO de 6 de octu- 
bre de 1831 e.'itableciendo reglas para ellas, 
y prohibiéndoles su separación mientras , no 
sean sostituidts. 

t)iego Bautista Urbaneja, Vicepresidente de la 
República, encargado del 'Poder Ejecutivo, 

6úC. ÓLC, &c. 

Siendo una de las atribuciones constitucionales 
del Ejecutivo nombrar para todos los empleos ci- 
viles, militares y de hacienda: correspondiéndole 
por consiguiente la admisión de las renuncias; y 
notándose que algunos empleados preien<fen de- 
samparar sus plazas, sin aguardar aquellas resul- 
tas, de donde se originan al Fsiado perjuicios de 
bastante consideración, decreto. 

19 Los empleados de hacienda que renuncien 
sus destinos lo hnrán en forma ante el Gt>bierno, 
bien directamente, si s* n jefe?, ó bien por el con- 
dvcto de estos si son subalternos. 
^ 29 £1 ren unció rittí está obHffado á continuar 
siiTiendo su plaza h^sta que Te sea admitida la 
renuncia, se le nombre el sucesor y tonr>eeste po* 
sesión bajo las ritua I idn des prescriptas. 

39 Los que en con (t a vención del presen'te de- 
creto de«am.paren sus plazas, serán responsables 
de Jos danos y perjnieios que por -su conducUi 
irroguen al Rstado. 

49 El Secretiirio de Estado ^ el Despacho de 
Hacienda queda encargado de la ejecución de es- 
te decreto. 

I - ■ ■ I ' - — - *- 

(*) Iteprodacimos en este lugar lo i^ue dejamos ex- 
puesto en la Dota á " Jueces de parroquia," eon referencia 
á la insabaistenda de lo que en al Tono IP, pég. 880, col. 
2. Un. 16 á 26 sentaroos respecto de ser los coMq)oa san- 
Btcipales los qae dehian decidirlas, pasados los primeros 
oobo dias después del nombramiento. Véase. 
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Cai^caa á 5 de Octubre de 1831, 2.» y 21. Fir- 
mado, Diego BaiHiiía ^Vrbaneja. — Por & E.:— 
Cl Secretario de 'fóiado'en el Despacho de Ha» 
rienda, Santos Michelena. 

Es copia. JUicheUmá. 

RENUNCIAS Y BICVSA8 DB LOS EKPLBaDOa OE 
HACIENDA Y DBMAS RAMOS. RESOLUCIÓN ESK" 

COTIVA DE 22 DE NoviBMBaE DB.1835 sobre to 
mismo que la anterior^ pero extensiva á todos 
los empleados ; y aun al caso de haber termi^ 
nado el período cvnstitucionad. 

República de Venezuela. 
Secretaría del Interior. -^Sección central.— ^üm. 
664.-^XJ¡reulaTp. 

Caracas Nov¡emT)re 22 de ' 1835, 6.® y 36. 
M'senor Gobernador de..». 

Notando él Gobierno, que suce3e frecuente- 
mente, con .grave .perjuicio de la administracioYl 
de los negocios: pübl icos, que un empleado, al re- 
nunciar ei destino^ 6 ál cumplirse el término p&r 
el cual eétá obligado á servirlo, se separa de su 
ejercicio sin esperarla admisión de la renuncia, 
nombramiento de sucesor y posesión de este, 'jr 
creyendo, que debe impedir que continué y se es- 
tableza, como práctica, tan perjudicial a1>a80, bü 
tenido á bien resolver : que por este Despacho se 
circule la presente disposición á todos los emplea- 
dos de la República, cuyos títulos se refrendan 
por él, para que en adelante, ninguno se separe 
del ejercicio de las funciones de que se haya he^ 
cho cargo, al aceptar el destino, hasta que, nom* 
brado ei sucesor, tome posesión, con el juramen- 
to legal y entrega correspondiente del archivo y 
demás que corresponda ; en el conci'pto de que, 
aquellos empleados que tengan periodo designa* 
do por la ley y sucesor Inmediato, llamado por 
ella á la interinaria, aunque no tenga noticia áél 
nombramiento de sucesor, no deben aeparane si- 
no dando posesión al interino Uanrodo por bt ley. 

Lo comunico á US. para m intelígcneia y fi- 
nes consiguientes. 

S(»y de US. atento serviifenr. 

(Firmado) /. S, Rodtiguez. 
RENUNCIAS Y EXGUSAS db los voncíonabios 

OEPBKDIBNTB8 DEL PODER \lBOUTITO. REfiOLU» 
CION EJEOUTITA 0B 17 DB ABBIL DB 1852 eS- 

tíibleciendo cierta formalidAé para »u diFeeeion 
al Gobierna. 

SecretaFfa úA tnterior. — Sectícm tercera. 

Caracas, Abril 17 de 1862. 
Ü€9ve//o,-i— Habiéndose presentado ya el eaao 
de que un funcionario público dependiente delPa^ 
der Ejecutivo hahecbo renuncia de su destino, y 
que,.admitida esta, haya manifestado serle sorpren» 
dente tal admisión, pues que úo ha dado aquA 
paso, al propio tiempo que el Gobierno ha eneoB^ 
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'Itádo completa'^ehiejakna entre la firma que auto- 
riza h reiñinéiá'y ótnra cdmiiificathSnea bffcialéa y 
(iattieólarés qóe dél Aiismo empleado étistén én 

'e«te MinisteríOf^y ^ue* tiene otros fundamentos (J[ue 
le dan la conciencia de ser cierta aquella ; y con- 
«ídeiNiQdo 8. R. qui^poedl&tt 'repetirse 'hechos de 
éstn natttaleza, bien pottine én tnedio dé los in- 
tereiteá encontrados de partido fee foije*^ nombre 
de cualquier empleado aína renuncia del d^ino 

'^'ue desempetía, procurando por este ' áiedlo sus 
antagonistas alejarlo de un punto en que tío cbh- 
riene á sus miras, 6 bien porque al cont'ratio^ue* 
de dirigirse en efecto una renuncia/y arlrepéhtído 
después eltunci'onario, óhechp'arre'pentir por sus 

^pattidarios;bclirf%iMoegt) manifestando que la tal 
renuncia no es ''vei^dadera, poniendo en ambos 
caaos al Gobierno Suj remo en gran conflicto para 
|kxler' resolver/^. 'E. dispone: que para evitar 
^niéjáñtes hechos punibles, y prevenir en tiempo 
las lUnéstas y trascendentales consecuencias que de 
eiKo pueden originarle, se observe ' como regla 
general lo siguiente. 

•f Todo funcionario público de nombramietíto 

^del Poder Ejecutivo, cuya resid^cía'sea fuera de 

^la capital de la Repúbhca, qne quiera hacer re- 
nuncia de su destino, se dirigirá con el pliego 
que la contenga al Administrador de correos 8el. 
-lugar para que se lo certifique, en el concepto Se 
que las que vengan Sin este requisito no se 0¿bpa. 
rá el Gobierno át con'siderarlas y resolverlas. 
Comuniqúese 'á qdienes corresponda y pttblí- 

qtieáe. 

Por 8. R— Herreftf. 

itENUNCilAS T EXCUSAS. Por qné CatisiR, y an- 
te quién deberá hacerse la del destinro de miem- 
bro de las juntas de abolición de la esclavitud* 
Véase Libertad de esclavos^ R. *£. de 20 de 
Jimio de 1854. 

REOS PROFVS0& Véase ExtradM^n de tíos, 

REPRESAS MAR mMA& Véase Presas murUÚ 
mas* 

ItEPRESENTAGlOÑBS. Libertad para haceN 
las al 0[>ngreso y demás autoridades. Véase Dis- 
fHmekmes genéfale» constUiíeionales^ñrU 193. 

RárR£8ENTACIONfi8. 8ello eri que se ex- 
tenderán laa que se dirijan á loe tribunales, y 
olfoe Vnncionarios ; y devolución de las que no 
éatén én^l. Véase Papel sellado^ art 8, 10 y 10. 

1tBPRB8BNTACIONE8. Véase SalieUudes. 

REPRESENTANTES. Véase Camarade Re- 
*fteíenianieSf Senadores p Represehianies^ y 
Ahogados j ail 21 y su-^. 

HBSwT'ARDDtBRRBSTRB. Véase ^dtta«a, art. 
S,&,16 y 10, 19 al 29, 30, 31 y 30, é Impar- 
laslÜMhart^l, 11, 12 y 17. 

4|B8QUABDO tsrrsstrb. Número de cela- 
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dibres, vogas éc, que deberá tener el de Cu- 
róabá. Véase Aduana de^Ciímdnáf R. E. de ' 
30 de ^ttlio de Í8&5. 
RESGUARDO Vbrrestrfj Aumeiñdde'an (ra- 
bo y cuatro celadores, en el de la aduana de 
Maraeaibo. Véase Aduana de Marachiho^ R. 
B. de 2 de Noviembre de 1855. 

RfeSCTÜARDO TBRRBSTRB. RsSOI^dlON BJBCU* 

rwk DE 19 DE Eff&RO bE 1850 disponiendo 

que sus einple'ados alternen '%n sus funciones. 

'Secretaría de Hacienda. — Sección segunda. 

Caracas, 19 de Enero de 1866. 
Seflor Administrador de la aduana de 

Resuelto. — Dígase en circular á loa sefforés 
Administradores de aduana. 

Convencido el Gobierno de la mayor utilidad 
que reportarían las rentas nacionales haciendo 
que los empleados en los resguardos de las adua- 
nas turnen en el servició que debeYi prisslar con- 
forme á la ley, se ha servido disponer ""que tos ca- 
bos, 'celad ores y demás empleados del Resguar- 
do, se rethuUen cada día si fuere posible,"ó en pe- 
ríodos de seis dias á'juidO del fespectivo Ad- 
ministrador. 

Soy de ü. atento servidor.^^/. Ouliérrez. 

REGUARDO MARÍTIMO. LBY DE 11 DE MA- 

>o DB 1 864 cr¿a?tdo/o — que reforma la de 19 
de Mayo de 1843, p. 40 del cuaderno de ese 
'*atío y 567 número 508 del cuerpo impreso en 
1851 — que reforma la de 18 de Mayo de 1837 
p. ~39 del cuaderno de ese año, y 292, 'número 
304 del cuerpo de 1861 — que'refortíus la de 
24 de Abril de 1833, p. 192 del cuerpo com- 
aprensivo de ella, y \l9f numero 149 del de 
1861. 
El Senado y Cámara de Representante^ de la 
República de Venezuela, retiñidas *fen Con- 
greso, 

Decretan: 
Art. 19 Se estnbiece un rés^nárdb marílimo 
para celar y perseguir el' contrabando én todas 
Ia*s costas de la República. 

%H» 29 Constará este YesgiVard'o de embarca- 
^ióties i^rcípias para el seYvicio que deben pres- 
tar. 

Xrt. d9 Oada uno de estos guarda-costas ten- 
drá hn capitán patrón y el número correspondiehte 
de marineros. 

'^fU 40 "Él if^oder Ejecutivo destinará ésUs 
éÜibarcacionea á prestar sus servicios sbbre las 
costas, bajoia dirección y resporisabilidaa de las 
respectivas aduanas, siendo ios jefes de estas, los 
inmediatáhiehte obligados á vigilar sus operaeio* 
nes y movimientos, de tal manera qne sean pun» ^ 
tualmente cumplidos esta léy'y los reglamebtdfc 
que se expidiere n. para sn ejecución. 
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An. 5® Los guarda*eo8(afli registraran con^tan- 
fqmenle todos ios puertos no habiiitaiios: y de- 
más puntos de )a costa donde pueda ÍAtroducir- 
se contiabandjo» 

AvL 69 Deberán los capitanes de los guarda- 
costas conducir al puerto habilitado mas iome- 
díato. 

19 Lojs buques exjtranjeros que enouentiren 9U 
puertos no habilitados para el comercio, y que 
tengan á bordo niercancins» frutos ó produccio- 
nes. 

^0 Los buques nacionales que encuentren en 
puertos no habilitados para el comercio^ deseni* 
l)arcando mercancías cuyos derechos no se acre- 
dite haber sido saiisf^'chos con el certificado de 
la Aduana del puerto de donde las exportaron. 

39 Los buques- nacionales que encuentren em- 
barcando mercancias extranjeras en puertos no 
habilitados para el comercio. 

4^ Los buques nacionales é extranjeros que 
naveguen de un puerto habilitado á otro, ó de 
un puerto habilitado á un punto de la costa, 
con cargamento sin llevar certificación de la 
Aduana que ha debido despacharlo», y los que 
naveguen de nuestras costas á cualquier puerto 
extranjero, con cargamento ó sin él, no llevando 
Ips documentos que acrediten haher. sido despa* 
chados por alguna Aduana. 

Art. 79 Siempre que haya de conducirse un 
buque 6 un puerto por alguna de las causas ex- 
presadas en c] artículo 69, el capitán del guar- 
da-costa con tres marineros formará una rela- 
ción, del procedimiento, expresajido los motivos, 
cuya relación so remitirá por el Administrador 
de Aduana al tribunal competente de la provin- 
cia para que siga la causa con arreglo á las le- 
yea £1 Adminiv'^trador dará cuenta á la Secre- 
taría de Hacienda por el próximo correo, con 
copia de dicha relación. 

Art 89 Los capitanes de guarda-costas aeran 
obligados á indemnizar los perjuicios, qué oca- 
sionaren por el abuso <ie sus funcioaest Si tole- 
raren que alguno ó algunos de su tripulación ba- 
gan el contrabando, ó lo hicieren ellos . mismos, 
perderán el empleo, y serán pondenados á la pe- 
n|l de cuatro á seis a ríos de presi<|k^ I4OS iodi- 
yidaos de la tripulación que incurrieren en el 
propio delito, sufrirán la pena de dos á cuatro 
|fips de preiiidio. 

Art. ^ Los sueldos de e§to^ eo^pleados ee- 
rán los figuientes ; , . . 

Cada capitán patrón, cuarenta pesos mensua- 
les. Cada marinero, de 15 á 20pe$ós. 

^ único. Recibirá ademas cada .espitan patrón 
^ dos raciones diarias, y cada mariAero una, como 
los individuos de la armada. 
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Art. 10. Toáo^ bis enapl^ados eo el reagfiar- 
ÓQ marítimo tieneu derc^vhp «I eo^e de. iaváli- 
do0, en los mismoQ casoa^.^ con las n^iamaa for- 
malidades establecid^A^por la ley. para la. marina 
de guerra. 

Art. II. Se autorizi^ a] Poder BjecutUa para 
destinar al servicia dd resgu^r^U) marítimo, los 
buques de guerra, armadas Que no estén, ocupa- 
dos en el servicio müiidr, debiendo recibir en- 
tonces los comandantes las órdenes necesarias 
de la Secretaría de Hacienda para el celo y per- 
secución del coDtraban'iOf. 

Art. 12, Para los c^a^tQS de] resguardo marí- 
timo creado por esta, ley, inclusive Ja compra de 
embarcaciones, podrá disponer el Poder f^eru- 
tivo de la suma que con. tal objeto decrete anual- 
mente el Congreso. 

Art. 13. El Poder (ejecutivo impondrá á los 
guarda-costas todas, las obligaciones, necesarias 
para la regularizacjop de stis procedimienlos^ per- 
secución y aprehensión de los cpn.trabfindos : y 
dictará ademas todos los reglipn^otos é instruc- 
ciones que exija la cumplida ejecución de e^sta 
ley, dando cuenta á la próxima legislatura. 

Art. 14. Se deroga la ley de 19 de Mayo de 
1843. 

Dada en Caracas» á 5 de Mayo de 18^4, afio 
25 de la ley y 44 de la independencia, — El Pre* 
sidente del Senado, Francisco JSo^ót/cTia.— El 
Presidente de la CáJínara de Re{k^esentantesy L. 
Ruedas.^^Kl SecrettnrÍQ del Senado, J, A* Pe- 
rez. — £1 Secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, J. Padillo, 

Caracas, Mayo 11 de 1854, atlo./25 de iaUy y 
44 de la independ(encia. — f^epútese-^' 6- Mo- 



nagas. — Por S. E. — El Secjretario de Estado en 
el Despacho de Hacienda». P^ Cebállqs^ 

RESGUARDO marítimo. DBCftcsf míEotmwo 
PB 20 0B MaTO BB 1664' re(gl émm éa m 4o ¡a lt$ 
anterior. 

JOSÉ GREGORIO MONAQAS 

General en Jelev Prtsi^Bte de la Repébifsa de 
VenesBela, ét, ^, éir. 
Bn ejeeo^on de la íi^ée li éti c w rte w ie-yo- 
bre resguardo marítimo. 

Decreto : 

Art. 19 Sle pjEindr^ á las ór/len^ de .qad^ una 
de las aduanas de. la República, UQfk, eiiib|mW3P 
propia para la. persecución del ^ontramiüó aj 
mando de uuQapditau patrón, cap oebu hombrea 
de tripulación y el armamento eorreapondi^te. 
Art. 29 Estas eipbarcaciones^ 8119 patcQO^yjnf I»- 
ñeros dependerán inmediatamente de la ¡Adi^aiiii á 
que se les destine ; j ^n cumplínuento iíei W^V^*- 
trucciones que se les comuoiqy^V foq^pie^áfi 
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ciioatenteaiente be puertot , bahías, goIf«>s, islo- 
tes fr, déla reapeetíva jurisiiiccton. 

ArU 39 Lus goarda-costas que hoy tiene el 
Gobierno «edeetinan por ahora. 

Al servicio de la Aduana de Gairia, el íulHcho 
*» Bolírar." 

Al servicio de las Aduanas de Pampatar y Juan 
Griego, y bajo la direoeion de la primera, el fa- 
lucho <* General Munágas.*' 

Al servicio de la Aduana de Carápano el fuln- 
cho •» Oriente." ^ 

Ai servicio de la Aduana de Barcelona el fií- 
lucho "Neptuno." 

Al servicio de la Adoanoí de Puerto*Cabello el 
falucho "Zulia." 

Al Servicio de la Aduana de Coro» los íaludios 
'*Maracaibo y Orinoco/* 

Al servicio de la Aduana de Maracaibo, el fa- 
lucho "Neverí," 

Art* 49 -Las demás aduanas promoverán ante 
la Junta de Hacienda la construcción ó compra de 
la (embarcación 6 embarcaciones que estimen mas 
convenientes para el celo y vigilancia de sus cos- 
tas; y propondrán al Gobierno los medios mas 
táriles y expeditos^á ñn de que ae les provea in- 
mediatamente. 

Art. 59 Les administraciones de Aduana pro- 
pondrán al Gobierno personas idóneas y de su 
confianza para ti destino decapitan patrón é ín* 
liividuos de tripulaciun. 

Ar. 69 Los mismos administradores están en 
el deber de dirigir y vigilar las operaciuneay mo» 
vimientos de lus guarda-costus» de cuidar asiduA- 
n^eate de la conducta oficial de sus empleados, 
para impedir que abusen de sus funciones y que 
mvíerlan el tiempo en ocupaciones distintas de 
-sus beberes ; y de promover, si llegare elcaso, 
JadsaülAKion délos que usen mal de. su ofioio^.y 
felettjuiciaaiento de los que séan acreedoras á 
aira» penas según sus faltas. 

lAft 79 Las ioetrjuccjones que comunique la 
SocmUíTi»^ do Hacienda ry ka dewas disposiciones 
-qoaAicte el Gobiarno,. les eei>6n .aomunioadas á 
¿a*a«p¡Muiea^de los g^iarda-^asias p^r el «órfaiio 
jda.iaa«dimnaa; y por esie .aooducio r^pvessolft'- 
rao coaüto conduzca aLmeiar desempt'So deisus 
uMesasgr -^ hi puauíal observancia de k iey y re- 
aolilsisnffi aonsecuentes. Por el misrao< ósgMO 
(Mf^ita lúB pedidos AeeesarícS' para, .la nsfNiíia* 
«iali,*MpaeHMBÍon t entrtleniniíisiito idel bnoiii^ 
Art 891^08 empleados del 1 esguardo mscíiuftD 
disfrutarío de loa.soeldos y raciones siguientes: 
'CSada.jeiiiátaA patrun, cuarenta pesos* me^ualesj 
cada.niBXÍnero>quiaee pesos mensuales : dos |ra^ 
cioQés diarias los prinneros y una cada macianrá» 
'como los indiriduoa de. la armadii. 
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Art 99 Por el Ministerio de Marina se ex- 
pedirán las órdenes oportunas para que ce pro- 
vea á los guarda codtns del armameuto y pertre- 
chos que deban llevar para el servicio á que se 
destinan. 

Art. 10. Cuando los administradores de Adua- 
na uirijan las falúas de su dependencia á recorrer 
los puertos* bahías, golfos ól, de su respectiva ju- 
risdicción, procurarán que las instrucciones que 
lleven, guarden completa inteligencia y armonía 
con el servicio de los guarda-cositas, auxiliándose 
mutuamente en los ca^^os que puedan ocurrir. 

AffI. 11. Lo mismo sucederá cuando el Gobier- 
no en virtud del artíci lo 1 1 de la ley, destine los 
buques de guerra al servicio de guarda-costas. 
Si llegiiretste caso, por el Ministerio de Hacien- 
da se ejt pedirán las instrucciones convenientes, 
siempre en consonancia con las que las aduanas 
hayan comunicado á los de su dependencia, pora 
lo cual cuidarán de pasar cupia al propio Minis- 
terio* 

Art. 12. El Secretario de Estado en el Despa* 
cho de Hacienda queda encargado de la ejecución 
de eiite decreto. 

Hado: firmado por mí, serado con el sello del 
Poder Ejecutivo, y refrendado por el Secretario 
da Hacienda en Caracas, á 20 de Mayo de 1854. 

J. G, Motíág'ds» 
Pof &,.K — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, P. Cebállos, 

Es et»pia, Cebállos 
(RESG.UAliOO MAaiTiNo. rrsolvcion kjbcd- 
Tivx DB 15 DBooTüBRB DB 1840 determinan» 
do latí penas correccionales á que están sujt- 
tos sus empleados. 

Secrolarla de Hacienda.— Caracas, 15de OctUn 
i»rede 1840.il9ya09 

No existiendo uaa ley en Venezuela que impon- 
ga pecas a i'is cabos, celadores y bogas del :re8*> 
güisáaé^hss a«luai»a8 por las faltas y excesos que 
oemetao en loa acloa del servicio, y atendiendo á 
la urgencia del remedio que exigen la insubor^ 
dtiiacia0y'iia^lÍ9eo4ia y. abandono con queseoon» 
doeenalgiiDosaeíastos empleados, pudiendo cau- 
aar coa iaiiiJnairiitorv^ndttdta graves detrimentos 
al^raBioiíaLOobíardo aan acu¿rdo de sa Gonseja, 
y nsiáair«aae eaipidapor el Congreso, áouien^a 
daBái«SiiaBitaanuaa.fM6flliiiare«nion^uaa ley ao- 
bre rasgaardoa qnet^oftiptenda Jas .penaatcorraa* 
akUiilaÉit.^ttidebislMrtaraomelldoa saaamplea- 
diQP^&naiial«air^6aiiaflidoJasr&kaa 6 iczoesoada 
laa«ahai«ffcMadarta jrdbogaa íkl rasgaankhde.ka 
l^dttanaa a^mi 4a.taMamraJ^^ grav^ qua^yads 
traido.A^DdisáanAaber.tiauto perjuicios al .Va- 
rio, .Qo.iolo puedan J^ vatlnünistriidQres sepai^r-^ 
los de sos destinos» sino que con Jaa pruebas 4ei 
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d«]ho cometido deben entregarlos at poder jiidi- 
cinl pera qae aean juagados y castigador eonfwr-- 
me á las leyes comunes, y con repeclo 6 aquelks 
faltas le^^s^qjue ajuicio de los mismos admínls- 
tradore&wiio merezcan ii separación, ni eL juicio, 
pMedea muy bien c«>rregirlas sin salirse de los lí- 
mites de sus facultades legales, ya recargando el 
If abajo á aquellos que hayan incurrido^nlaiklU, 
ya destinándolos á aquellos servicios tenidiis por 
mas penosos. Y para que tenga efecto esta resolo- 
luciun, comuniqúese y circúlese á quienes conres- 
ponda.-— Por S. E.— St»t/A. 
RESGUARDO marítimo, ley db 7 db marzo 

D£ 1846 ij¡ andando construir dos vapores para 

este servicio. 
El Senado y C&mara de Repcesentantes de la Re- 
pública de Venezuela, reuiiidos^^nX^ongreso. 

Decretan { 
Art. 1o>ElPoder Ejecutivo dispondrádes le Ine- 
gi) la construcción en Maracaibiv-de dos vapores 
de la solidez y dimensiones necesarias al ñnh que 
se destinan por la presente ley^. 

Art. 2? Para los efectos del artículo anterior, 
el Poder Ejecutivo podrá hacer venir del extran- 
jero el constructor y - lasmáquinas que fueven ne- 
cesarias. . 

Axt. 89 Solo en el caso de que los vapores no 
puedan construirse en el pais de la manera con- 
veniente, el Poder Ejecutivo podrá disponer su 
compra ó construcción en el extranjero. 

Art. 49 Ademas de los fondos ya destinados en 
el artículo 3^ del presnpuesto del aflo económico 
corriente, se apropiarán para los fines de esta ley 
hasta sesenta mil .pesos del tesoro pfibtico. 

Art. 69 Concluidos que estén los dos ^MporeSr 
el Poder Ejecutivo procederá «sin den»ora, entuso 
de la facultad que le dan hts lej^es, á establecer el 
resguardo marítimo-y paquetes.de] modo qoe lo 
crea mas ventajoso 41 1 s«rvicfto pCiblico. 

Alt. 69 El Poder Ejecutivo- dar 6 cuenta aspe- 
cial al Congreso en «upr<ózima reunión d« cuan- 
to haga pof virtud de ia presente ley. 

Dada en Qarácas, á 4 de Marzo de 194A, affo 
17' de U leyvy 36 de la independeACÍa.*r-^l Pre« 
sidente del Senada^ Daminffo^CtUzmmn^-^^ Pre* 
«dente de la Cámara de Represeiitantes, FeP* 
nando 0/ararria.f-— £1^ Secretaria del Señado, 
José Ángel fy¿¿re.-^EL8eeretario->de>la (temara 
éa Representantes, J. .A. Bérs»t - • ^ 

Caracas, 7 de M trso d<: 18^16, aQo 1 77<le> Is lejr 
y 33 de la iadependeacia.>*«^E«|ec6teee.— Cártoi 
A9tf¿¿slto.<-*Piir S. E r-Juaii Manual fM^uatique* 

RBS6U1RD0 MARÍTIMO. Fi>rmt en que de- 
^ ben ■ extenderse los títulos de sus empleados* 
Téase Títulos it celadores^ cabos^ patrones de 
falúa^y^ogas. 



RUS 



RESGUARDO MAR ITfMO. RBSOLrOlON EJBCTN- 

TIYA DB 19"DB 4 UNIÓ DB IQ^ arreglando lú- 
parte material y personal da h» buqftes^guar' 
da-costas y la facultativa que pertenece al* 
ministerio de marina^ y^la que al de tuuienda» 

República de Venezuela.— Secretaria de E. en el B. de 
MsiiDa y Qtterra.— Rame de Marioa.— Número 1 5> 

CaráeasH 19 de -Junio de 1835, 6? de lá. 
ley y 35 de la ind*e})eDdenc¡a. 

Al Sr. Gomendante delApostadero^'de...*^ 
Con fi^ha del I3^del próximo pasado, me dice 
el Sr. S^re«ari« de E-.; e» el D. de Hacienda, Jo 
siguiente : 

£1 Presidente ha dictado «hoy la. resolución si- 
guiente: 

Considerando que aunque la ley de 34 de A4>ril 
de 1833, atribuye al Ministerio, de Hacienda 1* 
dirección del^ resguardo «marítimo, esta sin em^ 
bargo no puede abrazar la parte material y per- 
sonaje loa-buqoes guarda-costas, ni'lo demás re- 
lativo h la parte fiícultativa que naturalmente de- 
ben pertenecer al Ministerio de Marina : el Eje* 
cutivo ha resuelto: 

19: La construcción, reparación, equipo yar*- 
mamen to de los buques guarda-costas, la provi- 
sión de raciones, la contabilidad y el orden inte- 
rior Marítimo pertenecen al Ministerio de Mari*t 
na, cuyas operaciones deben ejecutarse todas con- 
forme h las reglas esmblecidas en laz^ orden anzaa- 
de la armada nacional que gobiernan : 

2/: £l nombiamiento de los comandantes, pre- 
vios los infames del^ Ministerio de Marina, sobre « 
los conowiroícntos y capacidad de Ios-individuos : 
la situación y movimiento délos guarda-costas, y^* 
ks instrucciones que deben observar • los ceraan^ 
dantee, pertenecen al Ministerio de Hacienda. 

Lo traslado á USr para su inteligencia y demás 
efectos que exige elieumplimiento^le esta resol»*, 
cion, por parte del Ministerio de US?, á quien 
aeompallo originales los inventarios de loa guar-. 
da-coatas bote niteEiero l^* balandra Angostura y. 
Volador ;. pero no el del Vigilante por no haberse • 
remitido, é^igualmenie las notas ■ de las sominls- 
Ilaciones queden dtrersoa tiempos se haa hecho, 
á los referidos bsques, para I09 efectos 4]aa poedaa . 
o«tnvenir ea e«te'JVIfnisterie.- 
•yu^lto«lDespacho del Poder ^Ejecqthro cate 
oegtfeio^ y considerando S. E. la D%e«iid*d da 
reglamentarcads uno de lot pailtof ttal qteliaee • 
mérito la aMierk>ii inseveloa, ha resuelto jMr, «sta. 
Ministerio lo siguiente: ""«^ . - •"•'■ 

Rj^paracion- y^jconstrucctenii '; 
La consiruccion y reparación de los buqMS^dd! 
kesjnardo marítimo, se yerífitaráa cótf^piales 
formalidades que se hacen las construcciones y 
reparaciones . de * les. buques ^e guerra 
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nacionales, formalidades de que hablan el Decreto 
dtl Oondtituyente de 15 de Junio y los decretos 
del Poder f^ecutÍFo. 

Equipo y armtiikcfUo. 

Seftálanse para la goleta Volador del reagfoaír» 
4^ un comandante, un segando comandaiM y 
quince marineros. 

Para ia balandra Angostara ün comandante 
un tegu^do y quince marineros» 

PAra el bote número primero un comaúfi^nta, 
un segundo y ocho marineros. 

Para el falucho Vigilante un comandante, un 
seffundo y ocho marineros. 

La dotaciun y tripulación de estos buques ten* 
drán los sueldos y raciones de anonada que asigna 
laleyde24 deAbrilde 183^3; y no podrán ser 
aumentadas, ni diámitiuidas sin previa orden del 
Gobierno. 

La tripulación de los buques del resguardo 'te 
completará y reemplazará por enganches. Los 
comandantes de los buques abrirán enganche por 
medio de ijna coriirata, en la que se compróme* 
tan á servir Ids marineros por un aSo, & lo menos, 
recibiendo del tesoro quince pesos de avance 6 en* 
ganehe á deducirlos do su* sueldos por lerce* 
ras partes. Los jefes de hacienda respectiva abo* 
nar&n el enganche con presencia de la contrata 
que se les exhiba firmada del comandante del ba- 
que y por los enganchados. 

Nada se suministrará á los buques del resguar- 
do sino en reemplazo por lo que se excluya, ó por 
folta de existenria de lo que necesite : para estas 
sutuioistracioiies se observarán las mbmas for- 
Oiaitdades que se exigen k las que se hacen &lof 
buques de guerra en conformidad áloe reglamen* 
los vigentes. 8i la suministración se pide en puer* 
to q4ie no sea capital de departamento, se hará el 
peüiilo de suministros ó repartos al capitán del 
puerto, quien para proceder á la suministración 
é reparación pondrá en Conocimiento de la Junta 
de Hacienda lo pedido, asociado á ella el capitán 
del puerto, y en donde no hubiese junta de ha- 
cienda, á una que para el objeto se forme com- 
puesta de la primera autoridad civil» dei jefe de 
hacienda, del espitan del puerto, y del comandan- 
te del buque qtic hace el pedido : si foere urgen- 
te el gasto á juicio de ta junta, ^se procederá á ve* 
rílficarlo dando cuenta al Gobierno, y ai no lo 
fuese, impetrando de él su aprobacion^previa. 

Provisión de raciones. 

La provisión de raciones para los buques del 
res^uardot se harA por contratas que serán cele* 
bradas con las formalidades de ley: en ilonde no 
hubiese contratista, se abonarán por el tesoro al 
respecto de un real y medio cada lína* Ninguna 
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depeodencia de hacienda hará sumicistra96íOoef 
de raciones sin previa distribución de las que hu- 
biese recibido anteriormente el buque qte li6 so- 
licite. 

Contabilidad. 

Al ooflMOfdante, oficiales y tripulación de toe 
boquea «leí resguardo marítimo se les ajustará y 
pasará precisamente cada trimestre. A las ttí 
palaelonee se les abonará lo vencido en tabla y 
mano propia por el jefe de hacienda reapectlvOt 
cuyo acto autorizará con su presencia el capitaKi 
del buque. No se abonará el sueldo trimestre sitíD 
al que esté presente. Lus ajustamientos y p8^g;a>> 
mantos trimestrales serán remitidos al Gobierno 
por el Despacho de Marina al fin del tiimestre. 

Orden interior marítima» 

El comandante, oficiales y tripulación de los 
buques del "resguardo hc sujetarán á la disciplina 
y orden que pcir reglamento particular se es- 
tablecerá y remitirá á los comandantes de \o9 
buques del resguanio maríiimo. 

Dis posicio fies generales. 

La goleta Voladora y el bote número primero 
ambos del resguardo serán ajustados y pagados 
por la administración de Puerto- Cabello, á cuya 
capital de apostadero acudirán á proveerse de 
raciones y artículos de rnurina y guerra, y á ve- 
rificar los reparos (joe necesiten. La balandra 
Angostura será ajustada y pagada por la adminis* 
tracion de Guayana.en cuya capital de departa- 
mento se proveerá de pm visiones y artículos de 
marina y guerra y á veiificar sus reparaciones. 
£1 falucho Vigilante seiá ajustado y pagado pot 
la administración de Cu maná, á cuya cspital de 
provincia acudirá para proveerse de raciones, de 
artículos de marina y guerra y á verificar los re- 
paros que ntícesite. No obsta lo dispuesto peta 
que en el caso de averia inesperada, naufragio, 
Ó&, d:,sean auxiliados los buques del resguardo 
por la oficina de hacienda del punto de arribada 
con cargo á la administración adonde correspon* 
da el buque. 

Todo lo que transcribo á US. para su inteligen- 
cia y cumplimiento en la parte que le toca, y para 
que lo haga trascendental á los comandantes de 
los buques del resguardo que rinden su crucero 
en ese puerto. — Soy de U. muy atento servidor* 

F. Conde, 
'Es copia, Conde» 
RESGUARDO marítimo, resolución ejecu- 
tiva OE 25 DE OGTOBRE DE 1648 mandando 
llevar un úiario de sus operaciones^ y que se 
pase al Ministerio de hacienda. 
Secretaría de Hacienda. — Sección 2^ 

Caracas Octubre 25 de 184a 
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Resuelto.— Dígfase á los administradores de 

aduanas. 

Deseoso el Gobiorno de conocer si los emplea- 
dos de loa resguardos de los puertos llenan cum- 
plidamente sus deberes, dispone S. E. el Presi- 
denta de la República, que los Comandantes de 
dichos resguardos lleven un diario de las opera- 
ciones de sus subordinados, y concluido cada mes* 
lo remitan á U. para que á continuaeion haga las 
prevenciones que juzgue couTenientes, supuesto 
que bajo sus inmediatas órdenes desempeñen sus 
funciones, y comunique por oficio á los Coman- 
dantes dichas prevenciones, remitiendo el diario 
en cada mes á esta Secretaria para los finen que 
se. ha pn»puesto 9. E. el Preaideute de la Repú 

blica. 

Por S. E — Caballero. 

RESGUARDOS db indígbnas. ^Su reparti- 
miento. Véase Indígenas, D. de 7 "(le Abril de 
1836. 

RESGUARDO de indíoekas. resolución eje- | 
cüTivA DB 23 DE AGOSTO DE 1838 dtclaTando 
que cualquier reclamo sobre ellos debe veníi' 
larse ante los tribunales de jüstida* 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia. — Sec- 
ción la — Caracas 23 de Agosto de 1838, año 
99 de la ley y 28.«» de la independencia. — Nu- 
mero 146. 

I^efior Gobernador de la proviacia de 

A consultas dirigidas por el señor Gobernador 
de esta provincia con fechas 3 y 20 del corriente, 
ha tenido á bien el Poder Ejecutivo resolver ayer 
lo que sigue. 

*' Disponiéndose por el artículo I9 del decre- 
to de 7 de Abril último sobre re»guardüS de in- 
dígenas, que estos podrán proceder á la división 
de aquellos como propietarios absolutos de ellos, 
con arreglo á las leyes comunes, sin que por di- 
cho decreto se conceda la menor atribución al 
Ejecutivo en la materia, claro está que no pue- 
de resolver ninguna consulta que sobre ella se le 
dirija, y que solo corresponde á la autoridad ju- 
dicial conocer de los reclamos que en el particu- 
lar hagan los mismoa indígenas u otros ciudada- 
nos en uso de sus derechos. 

Y de orden del Gobierno lo comunico á US. 
para su inteligencia y fines consiguientes. 

Soy de US. atento servidor. — (Firmado), 2>. B, 
ürbaneja. 

RESGUARDO de indíobuas. acuerdo db la 

CORTE SDPBBMA D£ 22 DE SBTIEMBRB DE 1841 

declarando que los indígenas deben probar 
'Cuales son los terrenos de sus resguardos^ pro^ 
cediéndose en su deslinde conforme á las le* 
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yeíi comunes ; y que no son los ejidos sino lo$ 
resguardos los que deben repartirse. 
Informe numero 7. — Acuerdo ordinario de la 
Corte Superior del 59 distrito judicial- — Hara- 
caibo sábado 31 de Julio de 1841.— -Reunidos los 
Ministros Presidente y Canciller, sin el Relator 
por hallarse enfermo con licencia, acordaron.-— 
\ 19 Se dio cuenta de un oficio del juez de pri- 
mera instancia de la provincia de Mérida, fecha 
22 de Noviembre último, haciendo^ varias' con- 
sultas, relativamente á la distribución de los tb»- 
fj^uardos de indígenas. Se acordó elevar en copia 
a consulta á S. E. la Corte Suprema de justicia^ 
con el HÍguiente informe. Cree la Corte que no 
son fundadas las dudas presentadas por el juex 
consultante ; y va á manifestar las razones en 
que se funda. El decreto legislativo de 7 de 
Abril de 1838 hace á los indígenas propietarios 
absolutos de sus resgnanlc^s, y los autoriza para 
proceder, como tales, á su división y adjudica* 
cion con arreglo á las leye» comunes. Mas para 
determinar cuales sean los terrenos que com« 
prendan los resguardos, es preciso que los indí- 
genas justifiquen lejgalmente, bien sea con la 
presentación del título ó concesión originaria, 6 
bien por cualquiera de los medios de justifica- 
ción que las leyes han señalado para probar el 
dominio de las cosas ó su derecho en ellas ; de 
modo que si llega & suscitarse contienda, sobre si 
una porción de terreno está comprendida 6 no en 
los resguardos, debe decidirse por las leyes co* 
muñes. Los indígenas en la demarcación de los 
resguardos que han de distribuirse, están suje^ 
tos á las mismas reglas decunlquíer particular en 
el deslinde de sus posesiones, y para decidir so*- 
bre los reclamos que ocurran^ son oompetentea 
los mismos jueces que lo son para ei deslinde de 
tierras, según el código de procedimiento. So- 
bre el cuarto punto debe aftadir la Corte, que no 
mandándose distribuir por el citado decreto los 
ejidos de las poblaciones^ que son distintos de los 
resguardos, no puede hacerse el repartimiento de 
ellos. Las leyes da Indias citadas por el jaez de 
primera instancia en su consulta, se contraen á 
la reducción de indígenas ; y el decreto de 7 de 
Abril, no hace mas que hacerlos propietarios de 
los terrenos que componían sus resguardos. Sa 
suspendió el acuerdo. — Bracho. — CTr^nefa.— Es 
copia. — Maracaibo Agosto2de 1841, 129y3l?«- 
El Canciller, C. Urdaneta. 

Acuerdo. — En la ciudad de Caracas 6 22 de 
Setiembre de 1841, 129 y 319 los Ministros Pre- 
sidente, Relator y Canciller de la Corte Supre- 
ma de justicia sin la asistencia del sefior Vice- 
presidente por enfermedad, se reunieron en 
acuerdo para considerar la consulta promovida 
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por el juez de primera instancia de la provincia 
de Mérida relativnmente á varios puntué de la ley 
de 7 de Abril de 1839 sobre resgiinrdoéi de iri- 
dígenaé, y visto lo informado por la Corte Su- 
perior del 59 distrito, y lo representado de con- 
formidad por el señor Fiscal; hallan que los 
puntos propuestos como dudosos, están clara y 
distintamente dilucidados y resueltos en el ex- 
presado informe de la Corte ; y por lo tanto acor- 
daron, que no exi:fie duda que deba elevarse al 
Cuerpo Legislativo, y que así se comunique á la 
Corte Superior para los fines consiguientes. — 
Urhaneja. — Martinez.-^Duarte* 

Es copia.* Caracas Julio 10 de 1844. — El 
Canciller, José Duarte, 

RCSIDBNCIA. y éüw Edad y residencia. 
RESOLUCIONES provinciales. Véase Orde^ 

nanzas provinciales. 
RESOLUCIONES del poder ejecutivo. Véi- 

se Observancia de las resoluciones del Poder 

Ejecutivo. 
RESOLUCIONES del poder ejecutivo. Rb- 

aOLUCION ejecutiva de 8 DE NOVIEMBRE DE 

1842 disponiendo que los Gobernadores lleven 
un registro de ellas. 

Secretaría del Interior. — Sección 3^ 

Caracas Noviembre 8 de 1842. 
Resuelto. — Dígase á los Sres. Gobernadores de 
proviniria. 
Habiendo representado al Poder Ejecutivo un 
Gobernador de provincia sobre las dificn hades 

3ue exbten para que una persona que entra en el 
esempeüo de un destino, se imponga circunstan 
ciadaroente de to<io el archivo de su oficina, si es- 
te es considerable, y por consiguiente de todas las 
resoluciones libradas por el Gobierno que son de 
un efecto ó cumplimiento permanente, ha re- 
suelto : 

19 Totlos l«)s gobernadores de provincia lleva- 
rán un registro en que se asienten las resolución 
oes que expida el Poder Ejecutivo y les fuesen 
comunicadas : y 

S9 ^^ ^^^ registro se pondrá la fecha en que 
se libre la resolución, la en que se reciba, el nú- 
mero d0 la Ghiceta en que se haya publicado^ y 
ai esto no hubiere sucedido, el legajo á que per- 
lenesea, y finalmente el res6men del contenido 
de la misma resolución. 

Quiere el Gobierno qne se proceda con la de- 
bida escropulosidad en el eomplimiento de la pré- 
senle resolución para obviar en lo sucesivo las di- 
ficultades que se han manifestado. 

Por S. ^.—Quintero. 
RESPONSABILIDAD. Todos los funcionarios 

pfiblieoa están sujetos á ella. Véase Disposi^ 

ciones generales constituciañate^j art 185. 
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RESPONSABILIDAD db los diputados pro- 
viNciALBs. Vé(i»e Diputaciones provinciales ^ 
art 169. 

RESPONSABILIDAD db los secretarios dbl 

DESPACHO. Véase Secretarios del Despacho^ 
art. ron^t. 140. 
RESPONSABILIDAD de los consejeros db 
GOBiERNu. Véase Consejo de Gobierno^ art 
const. 133. 
RESPONSABILIDAD de los magistrados y 
JUECES. Véase Corte Suprema^ art. const 149, 
Recursos de gueja^ y Tribunales y juzgados, 
L 2a, art. 30, atrib, 3» 
RCSP'ONSABIUDAD db lcis magistrados y 
JUECES. Punto 3^ del acuerdo db la oortb 
SUPREMA DE 6 DE SETIEMBRE DB lS4t2 declaran» 
do que cuando en los juicios de esta especie se 
condene al anisado á una pena pecuniaria^ so* 
lo debe oírsele la apelación en el efecto devo» 
¡uiivo, no obstante algunas razones de conve* 
niencia que parece exigen lo contrario. (*) 
En cuanto ai tercer punto que es el que se t;on- 
trae á las apelaciones en las causas de responsa- 
bilidad, cuando en la sentencia se impone al juei 
acusado peía pecuniaria con destino á indemnizar 
al querellante, observa este Supremo tribunal la 
diversidad de opiniones que en esta parte presen- 
ta la Corte Superior y el dictamen del seHor Fis- 
cal, y cree que debe estarse siempre al sentido 
literal de la ley que parece ser general, como es* 
te opina, hasta que el Poder Legislativo resuelva 

lo conveniente. •-.. . — •--. ---..-«.--- 

ürbaneja.^-'Ldo. Mercader. 
Martinez^ — Duarte. 
RESPONSABILIDAD db los magistrados t 

JUECES. AUTO DB LA CORTE SUPREMA DB 29 DK 

DICIEMBRE DB 1842 rcvocando uua sentencia 

^ contra Pedro Volastero^ en que se sienta la difc" 

ferencia que kay en cuanto á sujicieneia entre 

la prueba sumaria para prender y la plenaria 

para condenar: también se sienta que la respon» 

sabUidetd solo puede imponerse, 6 por arbitra* 

riedad en la evaluación de las prubas sobre ¡os 

puntos de hecho, ó por infracción del texto de 

la ley en su aplicación, 6 de otro modo, cuando te 

providencia choqUe abiertamente con la ley. 

fin nombre de la RepübÜeade VeMeiaela.— 

La , Corte Suprema de josticia. — Vista la eaasa 

seguida por Juan Bauíisu Rodrigóos contra Pedro 

Volas tero, eomo juez de primera instancia del 

circuito de Occidente en la provincia de Qtiayaita, 



(*; & de obs er v a rse que en el dietámen fiscal, sé' sea* * 
tó, y no Ai¿ OQQtnidloho, qae los ineonvealenles & que se 
contrae el aeaerdo, podían remediarse pidiendo el eoad»* 
DSilo que se le aflansase por el acosador el resoltado ; en* 
ya petición, debidamente Jostiflcada, deberla ser atendida. 
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por reaponsabüidad, y oido el informa verbal de 
108 defensores de ámbaa partea: el expediente ha 
venido á esta Suprema G<»rte en virtud de la ape- 
lación concedida al acusado de la sentencia en que 
la Superior del primer distrito, le condena 6 o- 
cho meses de suspensión del destino, á indem- 
ni2ar al querellante los dafliis y perjuicios sufri- 
dos por su prisión hasta el 2 de M^irzoííjtimo, y á 
pagar el impuesto para gastos de justicia y las 
costas. Antes de considerar lo principal del recur- 
so debe resolverse la petición que en estrados for- 
malizó el representante del juez acusado y que por 
fU caráter, exige una decisión previa. Alegando 
que no se prestó á Volaatero la audiencia necesa- 
ria en los juicios, pretende que se reponga la ac- 
tuación como nula; y hace consistir la falta de au- 
diencia en que, pasado el término que la Corte 
designó para que el juez evacuase su informe, se 
procedió al señalamiento y determinación de la 
causa, sin haberse recibido todavía; y en que se 
devolvió al apoderado del juez un escrito de ape- 
lación. Aparece en efecto, que se fijaron al juez, 
para producir su contestación en la superioridad, 
treinta dias contados desde el recib.'> de las copias, 

Ír que sin presentarse en la Corte el informe, se 
ibrÓ la sentencia, á pesar de haber expresada el 
juez al suscribir el comprobante de entrega, que 
se hallaba enfermo en su casa ; pero á mas de 
que asi está prescrito por el texto de la ley, es de 
observarse que eli pronunciamiento no se hizo 
hasta el 3 de Octubre, después de haber trascur- 
rido tiempo bastante para que el juez representa- 
re á lo menos no serle impotable la causa del re- 
tardo ; y que á la vist^ del procedo, concurrió su 
patrocinante & alegai^'^an su favor, dé mo«io que no' 
mío hubo la citación esencia] en el juicio con 
':ediéndo8e un plazo proporcionado p^ra la aiHfí«*n- 
ria, sino que hubo también defenaa en realidad., 
Aparece igual QQ ente que^e deiioKvid al representan- 
te del juez acusada el escrito eji que interponiavnpe- 
lacion para ante este Supremo Tribunal, por con- 
tener un alegato innecesario; mas habiéndose oido 
y otorgado el recurso, objeto del libelo rechazarlo, 
no pueda deoirae que hubo en el procedimiento 
UBa falla que le vicie. No toca ahoca á este Su- 
premo. Tribunal jtio^arsoSTe.ia, jostioia 6 equi- 
dad en la de voluríoudieliibiil») porque tratándose 
solo» de lanitlidiul de toa actas* deb0 limitarse k 
considerar al observó el órdan esancial de ]a sus- 
tanoiacions y en cuanto, á esto, basta lo enunciado 
pava decidir que no se negó la audiencia indiapen- 
sable, ni el recurso de la alzada, y que la actua- 
ción op adolece de nulidad. A si?is c^pUiÜos ó 
parttcularoa. diferentes se contrajo la querella, 
>oro absuelto eliue^de cinco por la Corte Supp- 
ior, y limitada la presente instancia á la apeía- 
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cion interpuesta por el acd8ado,debela decisión re- 
ferirse s(>lamente al punto qninto que es la mate- 
ría de la apelación y su motivo. Consiste él en que, 
siguiéndose causa criminal por falsedad contra Ro« 
drígoez y otros que firmaron como testigos el tes- 
tamento de Magdalena Guerra de Natera, se libró 
auto de prisión, sin que el sumario prestase so* 
bre la existencia ó ejecución del delito el com- 
probante que requiere el artículo 199 de la Cons- 
titución. Para decidir este punto, no se detendrá 
el tribunal en la material redacción de la provi- 
dencia, sino que examinorá su fondo para juzgar 
si ella constituye un quebrantamiento de ley ex- 
presa, que es el caso en que puede hacerse efec- 
tiva la responsabilidad da los jueces. Es innega- 
ble que al exigir el artículo constitucional, que, 
para el arresto preceda una información sumaria 
de haberse cometido un hecho que merezca pena 
corporal, exige uua probanza sumaria de la per- 
pe tra rio n del delito, de manera, que, sin ella, es 
ilegal la presión ; pero es muy esencial observar 
que la computación ó valoramiento de la prueba 
e^ una cuestión de hecho y que en ella, como 
en todos los de igual naturaleza, puedo un 
juez equivocarse sobre la verdadera existencia 
,de la comprobación, sin que merezca su jui- 
cio calificarse de una infracción de ley expresa. 
Son generales las reglas para apreciar el valor 
de IttS probanzas y en el cúmulo de vari«ia datos, 
puede un tribunal ver una pler ud 6 cabalidad 
que no existe á los ojos de otro, sin que esa diíe« 
rencia eq el juzgar haga recaer con justicia, sobio 
cualquifTa de los dos, la calificación de arbitsario 
ó iiifrac*or: de otro modo no podria existir una 
reforma ó revocación de sentencia sin que, por el 
mismo acto, se sancionase haber tenido lugar el 
quebrantamiento de una ley. Solo cuajido se ad*» 
vierte una carencia de fundamentos en las cwoa«. 
tiones de herho, ó cuai)do ac. da valor á datos que 
ninguno tienen por ley expresa, puede calificarse 
de abusivo el juicio del magistrado. Es por esto 
que las leyes conceden d(»s recursos contra laa 
providennas d^ b>s jueces inferiores, el de la apor 
lacion y el de la queja.. El primero se extiendo.*. 
esfuminarla providencien bajo touos sus .grados da 
Icgalid^- y ?l^i?$guod.o se limita. á.a4)A«l gMiloi • 
qu^.cpjQSUt^y^», ó. umarbitruriciJad . en Ja, evaluar- 
cion de las pruebas sobre Ipfl, puntoa. jde(fafidio».d. 
un^ infracción. del í^^tfi dQ.Kkyen.saapliraffiu. 
En el urio. ba^ta, quQ, el. superior juzgue. foaaooiK 
forme ft Ia.ju6ti4;¡a cualquií^ra modifica^^ioa poHb' 
que la adopte y corrija el (alia, del inf»mx¿ «u^- 
hlotro es.intjispensf^b^e. que la providencia cho- 
que?, abiertfiKt^utc con la ley paxa que. a« bagt*** 
eíjectivaj^ responsabilidad. Apliqúense eetoafui^* 
cipio^L ni casp en cuestión ; Juan BiBmii&Mi Rodrl- 
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gnez no apeló del auto en que se le privaba de la 
libertad, y dejando un recurso en que bastaba que 
el superior tuviese por no probado sumariamente 
el delito para revocar la providencia, escogió la 
queja en que la ley requiere infracción manifies- 
ta, y para- solo la responsabilidad sin suspender 
el efecto de lo providenciado. Es de examinarse 
ahora si los datos que el juez de primera instan- 
cia reputó suficientes para estimar probada en su- 
mario la falsedad del testamento y decretar la 
prisión de los testigos, prestan mérito bastante 
para libertar la providencia de la nota de arbitra- 
riedad. En el extracto que forma la Corte supe- 
rior de los datos que precedieron á la prisión en- 
cuentra: una carta dirigida por Genaro Verde, 
fitmante á ruego de la tentadora al juez de pri- 
mera instancia Pedro Volastero, manifestando 
haber sido suplantada la fírma que aparece en el 
testamento, y haberla reconocido solo por insi 
nnaeiones amistosas ; carta que el testigo Valen 
tin Henrique condujo A Volastero, asegnrando 
haberla visto escribir, firmar y sellar: las decla- 
raciones del mismo Henrique y de José IVTiguel 
Lagrave en que afirman haberles ronff.-odo Ver- 
dejo mismo que refiere la carta : el liirjia del 
enundado Henrique sobre haberse emi>nrcado 
Verde para las colonias el dia 6 de Julio de 1841, 
miéntrat que el testamento estft fechado el 10 dei 
propio mes y afio. S« desentiende la Corte Su- 
perior de todas las demás declaraciones por la ra- 
Boo de qtie nada contienen relativamente á la- 
comprobaeion del delito; pero esta Suprema Cor*. 
ta juzga de otra manera,- porque si es relativa la 
d«clar«cion del Pr«i. Cárlf>s Ayala, quien refiere 
saber de boca de la testadora «|ue para el 19 <ie 
RBerode 1842^ flia en que falleció, no habiaotar« 
gad# su testamento con otras circunstancias que 
explica en su expofíicion, y porque es tnn^hii^A 
relativo lo que atestiguna el registrador José Ra- 
món Pérez y el alcalde Martiniano Rodil sobre 
el laijeetmiento de Magdaieaa duerra, ea el con-- 
cepto de iatestadii, hasta que de^Mies de algunos 
dias de conrienzado el Inventario apareció el: teS'» 
tamtsflto prfvadii de que se trats^ PresciiMlíeAdo 
la Suprema Corte de valorar cada uiio de eit«i8. 
dalMS y de examinar sí todes eU4i6 constituyen en 
rigor ujoa prueba perfectn meóle cabal de la exi»« 
teneia diel delito; encuentra que, por lo méoos, 
forman un cámulo de fundamentos que eximen 
el priHíe(hr d.el juez de la calificacioii de. arbilra«. 
riedad ó abuso de poder; y qn,e. ei^lmett fguai-^ 
nien^ al fuocioAarfo de qna respoff^Ab.iUdad que 
8o|q puede hacerse e&etiva» cuaÁdQ ae quebranta 
mwfi^'-sta^iente la ley., Corrobórase lo ex|Miesio, 
fíjao/do^ U atención en li^ natnn^lQz^. «leNuinarip y 
dc^ .ple^nariQ en lo« jeMoft 7 OQ la. dUerencie 
l|ue media entre la probanza que debe anteeeder 
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al procedimiento contra alguno, y la que debe 
servir de base á so condenación. En el sumario 
se admite todo testigo, aunque sea menos hábil 
y aunque deponga de creencia, de rcnigeiuras ó 
de extremos que solo puedan servir para corrobo- 
ra! ó fortalecer las presunciones: en el plenario 
se atiende á su idoneidad, juicio y otras circuns- 
tancias para hacer pruebsi; resultando de aquí 
que la probanza sumaria para proceder inquirien- 
do, no necesitare aquel grado de plenitud, caba- 
lidad y perfeccicm que precisamente debe tener 
la prueba para pronunciar definitiva y perentoria- 
mente sobre la condenación del criminal. Debe 
también atenderse á que, en el caso ocurrido, se 
halla tan íntimamente conexionada la comproba- 
ción del delito con la de sus autores qne, al exis- 
tir la prueba del ono, existe simultáneamente la 
pruebft de los otros, porque no puede concebirse 
que sea falso el instrumento, autorizado por seis 
individuos como presentes, sin que sean ellos au- 
tores ó cómplices de la falsíedad, habiendo recono- 
cido ya respectivamente sus firmas La dificultad 
en separar la prueba del delito de la de los de- 
lincuentes, hace de algún modo excusable la eva- 
luación del juez respecto de los datos para la 
prueba, porque hubiera debido extenderla hasta 
obtener, n<i solo la prueba del delito, sino también 
Ita' de loa delincuentes, cuando respecto de estos 
bastan fundados indicios para la prisión, según 
el artículo constitucional, y cuando según la doc- 
trina de Tiipia: para averiguar el delito y el dc- 
lincoente, con el objeto de asegurar la persona y 
proceder á la formación de causa, bastan en mu- 
chos casos los indicios, siempre que sean funda- 
dos." Este autor, de acuerdo con las leyes, reco- 
noce la necesidad de la prueba del delito en su- 
mario en los casos generales. Lo expuesto robus- 
tece la conclusión deducida antes, »le que la pro- 
videncia e» cuestión no es tan deficiente de fun- 
damentos que pueda calificarse de una infracción 
expresa del ar.tlcnlo constiturional. Por tales ra- 
zones, administrando justicia por autoridad de la 
ley, se revoca la sentencia apelado, declarándose 
que d juez de primera instancia Pedro Volaste- 
ro no ha incurrido en reSj)onsabili»lad al decretar 
el arresto de Juan Bautista Rodríguez en la cau- 
sa crimínH^ sobre falsedad del testamento de Mag- 
dalena GTuerra de Natera: se condena al quere- 
llante Redi^fguez en e^ impuesto para gastos de 
justicia de ftmbas instfnrias, sin especial conde- 
nación de costas. Devuélvase el e:tpediente, que- 
dando eneancrllerfft copia autorizada de esta de- 
terminación. -^Caracas, Diciembre 22 de 1843, 
aflo 14 de U ley y 33 de la independencia. — D. 
P, Urbaneja. — Jiian Martínez. — José Bracho.-^ 
José Duarte. — Es copia. — Caracas, Julio 2j3 de 
1844, 15 y 34— El Canciller, José Duarte. 
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RESPONSABILIDAD db los magistrados t 

JUECK8. ACUERDO DE 5 DE ENBEO DB 1640 dC' 

clarando : primero, que la responsabilidad im- 
puesta por la Corte Suprema á un juez t»- 
feriar sin ser citado, no tiene Uro efecto que 
someterlo ajuicio; y segundo^ que no está en 
las atribuciones de las Cortes Superiores man- 
dar proseguir un juicio criminal concluido por 
absolución en primera instancia^ por haber si- 
do apelado, porque aunque puedan llamar así 
el proceso dentro de euatro meses^ es solo para 
imponer la responsabilidad alj%ez*{^) 
. Caracas Enero 5 de 1844, 16 y 34«'Visto« : 
por auto de 13 de Marzo áliimo pidió la Corle 
Superior del primer distrito al juez de primera 
instancia del circuito de Occidente en la pro- 
vincia de Guayana la causa seguida contra Jo- 
sé María Diaz y Francisco Forran por haber 
ejercido fuerza con armas contra el juez prime- 
ro de la parroquia de Borbon : esta exigencia aa 
hizo por el tribanal superior en uso de la atri- 
bución que le concede el artículo 10, ley única» 
título 13 del código de prorediroientOiy con el 
objeto de examinar si se hallaba en el caso de 
imponer la responsabilidad á que se contrae 6l 
articulo mencionado. Por auto de II de Setiem- 
bre fué condenado Pedro Volsstero, como juez 
que sustanció y determinó la causa enunciada, á 
una suspensión de su destino por seis meses, or- 
denándose ademas la prosecución de la causa 
contra los cómplices en el Jelito perpetrado por 
Diaz y Forran. De esu determinación apeló 
para ante esta Suprema Corte el apoderado del 
juez y fué otorgado el recurso, remitiéndose en 
testimonio la causa criminal por faerza con el 
objeto de devolver al juez de primera instancia 
los originales á fín de que continuase proce- 
diendo contra los cómplices en el delito. Pedi- 
dos de oficio loe autos y hecha al juez la conde- 
nación, por lo que de ellos aparare sin habérsele 
prcbtado ninguna clase de audiencia, ni fran- 
queádosele la oportunidad de aducir algnna prue- 
ba en su favor, ha faltado una de las partes esen- 
ciales del juicio en la primera instancia»y no pue- 
de tener lugar la abunda. I^ carencia de este 
requisito no es simplemente una de aqbelUs Cal- 
tas de procedimiento en que no pueden loa Iri- 
bunales reponer el proceso sino cuando las par* 
tes lo pidan, ó cuando aquella h quien perjudi- 
quen tales faltas hubiese dejado de concurrir á la 
instancia. La omisión de la citación y audiencia 
del funcionario juzgado, ha dejado el juicio tan 
imperfecto y viciado que, aun cuando ae librase 



(() Ssta seguada parte está de acuerdo eon el art. 12 
de la ley vigente de 1860 sobre preoedSmiento criminaL 
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sentencia en segunda instancia quedaría sujeto á 
la invalidackiu por la falta de audiencia* que es la 
tercera causal de las expresadas por la ley única 
titulo 10 del código. A mas de esto, el patroci- 
nante del juez Yolasteroha reducido su petición 
en estrados á la reposición de la causa por falta 
de audiencia* Al dar la ley á las Cortes Supe- 
riores de justicia, la atribución de pedir las cau- 
sas criminales cuya sentencia no deba consoltar- 
se y las que se corten en providencia, é en que re- 
caiga sobreseimiento, manifíest? que el objeto 
principal es hacer efectiva la responsabilidaa de 
los jueces que hayan obrado contra las leyes. SI 
respecto de las comprendidas en los dos últimos 
caHOSv dispone que se ordene la continuación á^ 
proceso,, es como una providencia consiguiente 6 
accesoria á la responsabilitlad que es el punta 
fundamental de la decisión en ellas y el único y 
exclusivo en aquellas cuya senten ia definitiva 
no debe consultarse. Resultando pues que la ley 
establece un juicio de responsabilidad ; es lo na- 
tural que en él se observen los trámites prescri- 
tos para los de est^ especie, y que después del 
examen, deben en consecuencia limitarse las 

Cortes á declarar si son suficientes los funda- 
n^ntos para someter á juicio al juez de primera 
iustancia, siguiendo en adelante los trámitos de- 
signados por la ley 13 título 7? del código. Aun- 
que los tribunales pueden hacer condenaciones 
por solo lo que aparcszca del proceso, es sabido 
que estas no son la materia principal del juicio, 
sino que al decidirse sobre ella, se hacen conde- 
naciones accesorias, sin audiencia ni sustancia- 
cion previa, y es sabtilo también que entonces 
tienen los condenados ante el mismo tribunal el 
recurso de reclamación ó súplica en que pueden 
aducir pruebas ó documentos, recurso cuyo tér- 
mino es de sesenta dias desde que se instruye el 
penado de la condenación, sin perjuicio de la al- 
aada respecto de la determinación sobre ia sú- 
pliea ó reclamo. La facultad de ordenar la pro- 
secución de la causa criminal está limitada ez- 
plícitameAte á aquellas en que haya recaido so- 
breseimiento 6 que hayan sido cortadas en pro- 
videncias. Las concluidas definitivamente y cu- 
ya sentencia im» deba consultarse están fuera de 
esta atribución, y pasado el término de la alzada 
sin que se haya pedido su consulta, quedan per- 
petuamente Inalterables, aunque los jueces ha- 
yan obrado contra las leyes ; así lo disponen ter- 
minantemente los ailiculos 4 y 10 de la ley so- 
bre procedimiento criminal. La sentencia librada 
por el jues de primera instancia de Guayana en 
la causa contra José María Dias y FVaneisfo 
Perran« no debia consultarse parausar ejecutada, 
porque absolvía de toda pena á los condenados j 
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poiQíie nadie piílíó la eoiasoítá en^ todo el tirmi* 
no de la ajpeíation. El pronunciaittieDto, pües^ 
^uedé sellano ton la ejecutoria* y si bien pudo la 
Corte Supertor del primer distrito pedir dentro 
de cuatro meses los aulos para examinar la jus- 
ticia ó injusticia del fallo y hacer eíectWa la res- 
ponsabilidad, no le es permitido ordenar la pro- 
secución de la causa deBnitWameY^te concluida. 
AbsueltoB )os acusados como autores principales 
de la fuerza^ eié monstruoso soÜQPter á juicio á 
Jos que 90I0 son acusados de cómplices ó auxi- 
liadores de un hecho que según el tenor de )a 
sentencia ejecutoriada, no llegó á constituir ún 
delito. Por estas razones se declara que el auto 
apelado no debe producir otro efeeio que el de 
someter á juicio ai jue2 por los cargos que se le 
hacen, y que la causa seguida contra José María 
Diaz y Francisco Ferran por fuerza, no debe 
continuarse contra los indiciados de cómplices ó 
auxiliadores. Deiruélvanse los autos, quedando'en 
cancillería copia aut«»rizada de esta determinación. 
Ürbaneja»'^Martinez. — Bracho, — Duarte. — Es 
copia, Caracas Enero 9 de 1844, 150 y 34^ 
£1 Canciller, José Duarte, 

RESPONSABILIDAD db los maqistraoos y 
jDsczs. Punto I9 dbl ACUKRao de laco&te 

SUÍRBIIA DK 29 O-B NOVfZHBRB DK 1844 de» 

clarando que aunrpie las faltas de los jueces 
de fost^ como función ar 108 de policía*, pueden 
ser corregidas por los jefes políticos^ confort 
me á la orgánica de provincias^ y á las orde- 
nanzas de policía^ toca exclusivameníe su 
conocimiento á los jueces de primera instan* 
da (hoy los de provincia) cvando ameriten un 
enjuiciamiento. 

En la ciudad «le Caracas á veinte y nueve de 
Noviembre de 1844, 16 y 34, reunidos en acuerdo 
el Presideníte y Ministros. ríe la Suprema Corte 
de justicia: §19 Consulta el jefe político de 
Maracaibd si por la razón de establecer el artícu- 
56 de la ley orgánica de provincias que los inme- 
diatos superiores de los jueces de paz son los je- 
fes políticus, sean estos los que hayan de conocer 
de la responsabilidad de aquellos ; siendoaslque la 
ley 18 título 7V del código de procedimiento ¡u* 
dicial, dispone que la queja por responsabilidad 
se proponga ante el inmediato superior del acusa- 
do. De conformidad con lo informado por la 
Corte Superior del quinto distrito y representado 
por el ministerio fiscal, acuerda el tribunal ISupre- 
mo que noliay motivo fundado para la díida. La 
ley judicial que prescribe el procedimiento ^para 
la queja serenero expresamente á la que se pro- 
ponga contra los jueces ; y es por consiguiente 
indudable que la denominación de inmediato su- 
perior no comprende á los fúíiclonarios del 'orden 
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adjfninistrativOk Ni pudiera ser de otro modo 
cuando estos tieYíen prohibicioa de intervenir en 
negocios contenciosos entré pattes, como lo es 
incontestablemente, un juicio sobre responsabili- 
dad. Es una confirmación de esto el artículo 64 
de la citada ley de provincias confiriendo á los je- 
fes políticos respecto de los jueces de paz, la mis- 
ma atribución que á los Gobernadores concede 
el artículo 33) les da facultad para suspenderlos 
cuando infrinjan la Constitución ó las leyes con 
calidad de ponerlos á disposición de la autoridad 
ó juez competente dentro de tred días con el su- 
mario ó documentos que hayan dado lugar á la 
suspensión para que se les juzgue : dispone el 
pri»piu artíctilo que cuando los jueces de paz 
desobedezcaú los decretos y órdenes de los jefeá 
políticos, pueden estos funcionarios imponer á 
aquellos la pena correccional permitida por el 
artículo 28, ó que si la desobediencia fuere tal 
que merezca un enjuiciamiento, los sometan á 
la autoridad competente. Dedúcese en consecuen- 
cia: aunque considerados los jueces de paz toa 
el c-irácter de funcionarios de policía^y se hallan in- 
mediatamente subordinados á los jefes políticos : 
aunque las providencias de aquellos se hallan su- 
jetas á las de estos en los casos y términos que 
prescriban las ordenanzas ó reglamentos respecti- 
vos : aunque las faltas por desobediencia á las 
órdenes ó decretos de los jefes políticos pueden 
ser castigados correccionalmente por estos, de la 
manera que determina la ley orgánica provincial ; 
sin jsmbargo, cuando las faltas cometidas en el 
ejercicio <lesus funciones merezcan un enjuicia- 
miento, es juez privativo para juzgar de la res- 
ponsabilidad, el de primera instancia en virtud 
de la atribución para conocer de todas las causad 

no atribuidas á otros tribunales .. . 

Urbaneja — Martínez, — Bracho. — Duarte. 

RESPONSABILIDAD dk los magistrados y 
j HECES. En los juicios de esta especie no es 
bastante la publicación déla sentencia para que 
se entienda notificada esta, ni corre en conse- 
cuencia el termino para la apelnrcion, mientras 
no lo sea. Véase Queja, A. C. S* de 8 de No- 
viembre de 1839. 

RESPONSABILIDAD d^ los magistrados y 
JUECES. A cual están sujetos por las senten^ 
cias que no deban consultarse, y por el sobre*- 
seimiento '6 corte de causas en providencias. 
Véase Procedimiento cfiminal, art 12. 

RESPONSABILIDAD I^or iüfracoion db las 

ÍNM UNIDADES DE LOS ItlNlSTROS PÚBLICOS. Véan- 
se Ministros públicos^ L. de 19 de Mayo de 
1841, art 3? y Tribunales y juzgados, L 1» 
art. 2, atribución 1& é' 

RESPONSABILIDAD de los empleados en 
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EL GOBIERNO POLITICp DB LAS PROVINCIAS, 

Véase Provincias arl. 9t al 1 12. 

R'felSPOxNSABILIDAD de los oobbrnadorks 
£N PARTICULAR duiéo coooce dc clla. Véase 
atibúnales y juzgado^^h. 2^ &rL 3^, atribu- 
ción. 1^ 

lliSSPONSABlLIDAD de l6s jefes políticos, 

JUECES DB CANTÓN, JAECES DE PA¿ T DEMÁS 
funcionarios que no tengan DESIGNADA ES- 
PECIALMENTE OTRA AUTORIDAD. Véase TVibu- 
tulles V juzgados, L. 6^ art. 59 atribución 3a. 

!R'E3P0ÑSABILinAD de los empleados, db 
ADUANA Véase Aduana , art. 29 al 40. y res- 
ponsabilidad por distracción de caudales des- 
tinados al crédito público, 

RESPONSABILIDAD de los encargados de 

LA AMORTIZACIÓN DV LA DEUDA PUBLICA. Véa- 
se Deuda consolidada, 1^, L. de 15 de Abril 
de 1840, art. 14. 
RKSPONS.iBlLlDAD de los jefes de las 

OFICINAS SLFERlORtS DE HACIENDA. . VéaSe 

Oficinas superiores de Hacienda, art. 15,íb1 19. 
RESPONSABILIDAD de los empleados ln 

BL RAMO i?E CORREOS. Véase Correo, L. O., 

art. 13, y 34 á 44. 
RESPONSABILIDAD por distracción db 

cauoalks destinados al crédito publico. 

RCB« LUCIOS ejecutiva DE 8 de OCTUBRE DB 

1838 mandando encausar la junta económica 
de hacienda de la provincia de Barcelona^ por 
haber autorizado la extracción de una suma 
deftiiTíoda para el crédito público j con el objeto 
de racionar mi buque de guerra, y al admi- 
nistrador é interventor por haber accedido á 
ello. 
República de Venezuela. — Secretaría de E. en el 
D. de Harimd». — Caracas, 8 de Octubre de 
1838, 99 y 25? 

Señor : 
Con esta fecha digo al Gobernador de f sa pro- 
vincia, lo siguiente: 

*' lia visto el Gobierno y tomado en considera- 
ción la nota de US. de 31 del próximo pasado, y 
la copia del acta de la junta de hacienda de esta 
provitK'ÍH, aiMuí izando bl administrador de adua- 
na para emplear de los fnndus destinados al cré- 
dito pfíblico la suma de 450 pesos con el objeto 
(Je suplir raciones á la diviaitm marítima." 

** La ley de crédito público de 26 de Abril de 
este año, dentina por su artículo I9t del producto 
del derecho t^ubsidiario que se robra en las adua- 
nas la suma de ItJO.OüO pesos al pago de intere- 
ses de 1h deudu extranj&rn ; por su artículo IS auto- 
riza al Gobierno para dictar el reglamento ncce- 
s^io en todo lo relativo al (rédito j üblico ; y el 
19, dice así: '* los funcionarios que de cualquiera 
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manera falten á lo prevenido en esta ley, inciir« 
rirán en h pena de restitución de la suma fttVér- 
tida en otro objeto^ y dertiiucton de su destinó.'* 

<* El Gobieriio, ten tirtud de dicha auloriííacftott 
libró su decretó de 13 de Mayo del corriente kM^ 
cuyo artículo 4^ dice así : " desde 1^ da JMó 
prójimo los administradores de iidüana resefMt* 
rán en una caja separada el producto íntegro Ae lil 
recaudación de la contribución extraordinaria qnt 
se cobre sobre los dereéhos de importación y H 
la exportación de los friitos: nopudiendo áispO* 
ner de sus fondos sin orden de la comisión a^ 
crédito público.** 

'* Tan terminantes disposiciones én qué «fe 
consuno el Cuerpo Legislarivo y el Poder Eje- 
cutivo, procuraron dar ñjeza k las operaclonéü 
fiscales en lo tocHnte al crédito público, eviitfíidó 
contingencias en la recaudación y resei'va de Uh 
fondo que ha de mirarse como sagrado, h^o éfdt^, 
sin embargo, quebrantadas p(»r la junta econfittú- 
ca de esa provincia cuando ha acordado la fÜS- 
traccion de diclios fondos sin autoricJad y para e!t* 
traflos objetos." 

'• El Gobierno, pues, en fuerza de motl^^oS t<ín 
poderosos reprueba el acuerdo de la junta de ha^ 
eiendade esa profincia, interviniendo en d oso ^ 
empleo de los fondos de crédito público, y fonda* 
do en el artítuk) 19 ¿e la citada ie)', dispiun^que 
los miem bros que la oom pusieron y firmaron el 
acta de 31 de Agosto, y los jefes de la aduana que 
cumplieron lo acordado eo ella, sufran vi corres- 
pondiente juicio de responsabilidad ante el tribu-^ 
nal competente.** 

Al hacer á U. -esta inserción acoropallándole 
copia del acta referida y comui.icacioníiel €U)ber« 
nador, tengo orden del Gobierno para «aEeitavJe á 
que proceda inmediatamente á formar c^osa & 
todos los miembros de la junta económica deeáa 
provincia por infracción de la ley de 26 de Ab#ji 
sobre crédito público, y con especialidad ai adoii* 
nistrador y al interv eutor de esa aduana, al pri* 
mero porque ademas de haber faltado romo 
miembro de aquella corporacioi), como jefe dü 
esa aduana, ha q-uebrantado el derreto del Gohlnv 
no de 18 de Mayo ántts citado ; y al segcavdfy pdir 
haber convenido como interventor en la edclrac* 
cion de los fondos contra las disposiciones dlmátí^ 
sin la protesta que debió hacer para cubrirán rct* 
ponsabilidad^ 

No será inoportuno indicar á IJ« que como por 
el artículo 4©^ de la ley de 18 de Mayo de 1838 
orgánica de tribunales y juzgados se da á ?ad 
cortes superiores, entre ottas atribuciones, hi de 
conocer en primera instancia de las causii^ 'con- 
tra los gobernadores por responsabilldttd én él 
ejercicio do stts funciones, será indispensable q[u^ 
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U. trasmita á la del sei^unio di<3trito ju'iicial todo 
lo que resulte en contra del Qnberriador, dando 
parte inmediatamente al Poder Ejecutivo para 
decretar la medida que corresponda. 

Al hacer á U. esta excitación espera el Go- 
bierno que los juicios dé* que se trata serán inicia- 
dos, continuados y terminado», con la expedición, 
celo y recta justicia que han de esperarse de un 
tribunal de la República. 

Soy de IJ. atento servidor. • 

(Firmado)* — G. Smith. 

Al Señor juez de primera instancia de B^rcelo- 

Es copia. — Smith. 

RESPONSABILIDAD por elecci jnes. Véaie 
Elecciones^ L. 9^ 

RESPONSABILIDAD encaumas contra vagos. 
Véase Vagos^ art. 6. 

RESPONSABILIDAD en causas MiutAREs. 
Véase Tribunales militares^ art 15. 

RESTITUCIÓN in intborum. No se da contra 
el acto del remate. Véase Libertad de contra- 
ios^ art. 6« 

RESTITUCIÓN in inteorum. auto de la 
corte suprema de 11 DE jomo DE 1840 (fec/a- 
rando que por las mismas razones que por las 
leyes de Caslilla no se concede en los casos 
en que no hay lugar á los recursos de supli' 
cacion ni de nulidad, tampoco se concede por 
las dt la República habiendo dos sentencias 
conformes j medíanle no quedar ya ningan re- 
curso. 

En la ciudad de Caracas á 1 L*de Junio de 
1840, 11 y 30, el Presidente y Ministros de la 
Gorte Suprema, habiendo tomado en considera- 
eíen la consulta dirigida por U Superior del 2^ 
distrito á instancia deL señor Jo«é Félix Ribas, 
acerca de la-denegacion qun en algunos casos ha- 
cei las leyes de la r('atituci«>n in integrum con lo 
rapresentado por el seRor F-isciil, dijeron^: que 
estando di^prcsto por las leyes de C islilla que 
en todos ios negt»rios y casos- en que por las mis 
mas leyes no haya lugar á los recursos de supli- 
cación ni de nulidad, no pueda tampoco inten- 
tarse el f^medio de la testitucion tn integrum, 
et evidente que en aquellos mismos deja de ha- 
berlo eo el actual sii^tema legal, respecto á que 
por las novísimas dispdsicíonet de la RfepCiblica, 
caindo la* determinación de la segunda Instancia 
es conforme con la ite la primera, 6 cuafido por 
no serlo ha teniJo lugar el recurso de tercera ins- 
tancia con el nombre de nulidad, el asunto queda 
ejecutoriado sin niüg^m otro remedio que el^ de 

3 (leja para la responsabilidad de b>s Jaeces, svce- 
íendo este*mismo cuanlo los negocuis han tent* 
do 8tt primera instancia en lüS Cortes de Jtisti^ 

TOVO ItU 
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cía. No ofreciendo, pues, ninguna duda en la in* 
teligencia de todas aquellas leyes, no hay un ver- 
dadero motivo para la consulta que se anuncia, 
de cuya manera contéstese á la Corte Superior 
de Justicia del 29 distrito con copia de este acuer- 
do, y avísese á ¡a del 3^ P'^ra los fines que pue- 
dan convenin*— Ldo. Mercader. — López de ümé- 
rez. — Martinez, — Duarte^ 

£s copia.^— Caracas Setiembre 19 de 1844. 

El Canciller, José Duarie* 
RESTITUCIÓN de posesión. Véase Li.erdic- 

ios posesorios t art, 8 al 14. 
RETARDO perjudicial. Véase Jactancia j 

retardo perjudicial. 
RETASA de honorarios á abogados y pa- 
trocinantes. Véase Honorarios de abogados 
y patrocinantes. 
RETRACTO. En qué seto podrá únicamente 
intentarse el de los bienes vendidos en subasta 
pública. Véase Libertad de contratos^ art. 0. 

RETRCIVCTIVIDAD de las leyes en mate- 
ria DI» PROCEDIMIENTO Y DE PKNAS. ACUER- 
DO DE LA CORTE SUPREMA DE 27 DE OCTUBRE 

DE \^^ declarando que en las causas de hur- 
io iniciadas antes de la nueva ley, "no solo 
debe seguirse el procedimiento prescrito por 
esta, sino también aplicar las penas que ella 
impone, y no las de la derogada (*}' 

Caracas Octubre 27 de 1845.— Vista la prece- 
dente consulta, con lo informado por la Corte Su- 
perior y representado por el Ministerio Fiscal. — 
No es retroactivo el efecto de las leves. Este 
principio protector presta en lo penal, la garan- 
tía de no imponerse un castigo á que el ejecu- 
tor de una acción, no haya sabido quedar sujeto 
por su proceder. Es pues el objeto del principio 
favorecer» v no puede ser contrario, sino aliado 
del otro principio que establece la restricción de 
lo odioso y la ampliación de lo favorable. Se 
aplicaría contra su^ propio fin, ai al enjuiciado por 
un delito, no se le aplicase la pena señalada por 
una ley- posterior que suaviza ó disn.inuye la es- 
tablecida por la ley vigente citando se efectuó el 



(*) Esteacuer^lo debe considevarse vigente siempre^, 
y ae natoraleía muy importante, pnes aunque parece 
contraerse especialmente a la I^y de hartos, y por el tiem- 
po trasenrrldo desdela reforma de la ley, pudiera pa- 
I roeer inneeasario; sin embargo, es de naturaleza gene-* 
''ral, y aplicable & todos lo« casca semejantes, respecto da 
la retroactiridad de la» leyes. Pero si la pena de la nae- 
ya ley Aiese mayor, entonces parece consi^iente qne de- 
be aplicarse la de la reformada en los j iiicios Imciados 
antes de la reforma, pues seria injnsto, y contra el mis- 
mo principio, aplicar una á la cual no se sujetó el en- 
juiciado al cometer el delito; en virtud del otro prlnci- 
eío de que nadie puede ser juzgado sino en virtud de una 
)y antericr & él. 

26 
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hecho. Duro seria, según la frase de un esrri- 
tor legi:sta, que se aplicase p^r senVeDcia un cas- 
tigo que el legiblador mismoy al variar su espe- 
cie, ó al (iisrainuir su cantidad^ reconoce que ha 
llegado á ser demasiado severo 6 desproporcio- 
nado. — Otra regla explicatoria del principio es, 
que, en el procedimiento debe seguirse la ley ac- 
tual, aunque sea él diferente del prescrito por la 
que regia cuamlo se cometió la acción j uzeada. 
Dedúcese que no solamente debe observarse en 
cuanto al pr«)ced ¡miento la nueva ley sobre hur- 
tos ; sino también en cuanto á la imposición de 
Ji3 penas. Sin embargo, como en defecto de 
una expresa liisposirion legal no pueden califi- 
carse de infundadas las dudas propuestas que 
versan sobre principios generales, la Suprema 
Corte resuelve: que se pase en copia la consul- 
ta al cuerpo legislativo para la conveniente ex- 
plicación. Comuniqúese esta providencia á las 
Cortes Superiores por lo que pueda convenir. 
— Narvarle. — Martínez. — Brocho. — Dtmríe. 

REViSTA DE INSPECCIÓN. Véase Milicia nado- 
nal, D. E. R. Título Vil. 

REVISTA DE COMISARIO. Véase Letras de cuar- 
tel, D. E. de 2:i de Agosto de 1851, y R. E. de 
8 íle Febrero de 1854. 

RICHAUD (teniente coKoNBLToMA8)PenfUQn 
á su familia. Véase Pensiones^ D. de 2 de 
Mayo de 1812. 

RIDDK (alfonzo). Véase Camino de Cumaná 
á Maturin, 

RIGUROSO SERVICIO. n-ECRETO DE 14 DE agos- 
to DE 1830 explicando el sentido de esta frase 
Vista la consulta que en 7 uel presente hace el 
ProsifJente del Estado sobre la inteligencia que 
debe darse á la expresión **riguro80 servicio " 
que contiene el artículo 33 del decreto de garan- 
tías á los venezolanos, y considerando;.!.^ Que 
es una atribución natural del Conjgreso resolver 
las dudas que se promuevan sobre m inteligencia 
de las leyes. — 2^ Q»ue el Ejecutivo en su nota, 
anuncia entenderse por servicio activo, aquel en 
que están las tropas acuarteladas y todo oficial 
destinado y con ejercicio en el estado mayor 6 en 
los cuerpos y puntos militares, en guarnición^ en 
marcha ó en campa fta. 

Decreta : 
Artículo dníco» Que la frase ''tigiiroiioBem- 
cio ** equivale á la de actual servicio, y compren^ 
de los casos qne el mismo Gobierno ha indicado 
en sa noia^ advlrtiendo que no ha sido el ánimo 
del Congreso, considerar en actual servicio á loa 

Jenerales» jefes y oficiales que estén con lelrae 
e cuartel, reformados 6 con licencia indetermi- 
nada. 
Comuniqúese i>l Presidente del Estado para su 
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ejecución. — Dado en Valencia á 14 de Agosto 
de 1830.— El Presidente, Miguel Peña. — El Se- 
cretario, Rafael Acevedo» 

Cúmplase : al efecto comuniqúese por la Secre- 
taría de Guerra y Marina á quienes corresponde, 
y publíquese en la Gacela ¿le Gobierno. — £1 Pre- 
sidente del Estad«», José A, Páez* — Por 8. £. — 
El Secretario del Despacho de Guerra y Marina, 
Santiago Marino. 

RIO NEGRO. Véase Distrito de Rio Negro. 
RIVERO (MARÍA DE jEstjs). Véase Pensiones^ 

D. de 30 de Marzo de 1852. 
RIVEROL (miouel). Pensión á su viuda. Véa- 
se Pensiones, D. de 7 de Marzo de 1850. 
rodríguez (teniente pabco). Pensión á su 
viuda. Véase Pensiones^ D. de 7 de Marzo de 
1S50. 
ROLES D£ BCQriES. Véase Nacionalización y 

Arqueo» 
ROQ.UES. Vé^ae Salina de los Roques. 




SACERDOTES regulares. Y éHse Regulares. 

SACERDOTES regulares y seculaIíes ex- 
tranjeros. Véase. Extranjeros pertenecientes 
á órdenes religiosas. 

SACRISTANES mayores. Véase Asignacionts 
eclesiásticas, R: E. de 28 de .Agosto do 1848, 
art. 49 al 7? 

SACRISTÍAS. Véüse Títulos de curas y sacris^ 
tañes propietarios é interinos.' 

SACRIr»TIAS. Suprovi'ion; y cualidad indis- 
pensable dí'l benefíciado. Véase Patronato ecle* 
siástico, art. 26, 34 y 39. 

SACRISTÍAS. \ éEise Curatos, (Apéndice al se- 

gundo Tomo), yMayordomíasdefábnca, D. 

E. R. de 18 de Octubre de 1842 ^ 2^ del art. 
30 ^ • . 

SALADARES (destrucción de). Véase Sali- 
nas, U. E. de 16 de Octubre de 1852. 
SALIDA DEL país, resolución ejecutiva db 
24 as OCTUBRE de lb4ó estableciendo las for- 
malidades que deben observarse para impedir- 
la. 
Secretaría del Inlerior.-^Seccion tercera . 
, Carioars, 24 de Octubre de 1845w 

Resuelto^-^Digaae al Sr. Gobernador de 
Cumaná. 

Impuesto S. E. el Pret^idente de la Repúbli- 
ca de la consulta contenida en la nota de US. de 
22 de Setiembre último número 131 sobre las 
foimaliíJades que deben obf ervarse para impedir 
la aalida del pais á algún individuo, se ha servido 
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resolver^ que siempre que ñlgun jtiez roanifieete 
por escrito al capitán de algún puerto que ha 
prohibido la salida del pab á alguna persona, de- 
berá este funcionario impedir se embarque hasta 
que se allane el inconveniente y reciba aviso eecri- 
todel mismo juez. No quiere esto decir que los 
jueces deban entenderse directamente con los 
capitanes de puerto ó funcionarios que hagan sus 
reces, sino que cuando por estar ausentes ó impe- 
didos los empleados del orden político & quienes 
deben ocurrir l(»s del judicial pera estorbar la sa- 
lida de alguna persona, hajra peligro en la demo- 
re y les sea necesario ocurrir á los capitanes de 
paer<o,,estos estén en el deber de auxiliar á aquellos 
hacieniiü que sus providencias sean respetadas. 
La obtención del pasaporte sin conocimiento déla 
interdicción judicial no debe embarazar el cumpli- 
miento de esta, siendo en todo caeo responsable 
el juez que lo acuerda y no el funcionario que 
procura su ejecución — Por S. E. — Cobos FueV' 
its. 

SALIDA DEL país. Véase Prtí ¿yeros. 

SALINAS. LBT D£ 30 DE ABhiL D£ 1856, que 
reforma la de 25 de Febrero de 1858, p, 4 del 
cuaderno de ese año^ — qibe reforma la de 19 
de Mayo de 1843, j). 14 del cuaderno de ese 
año^ y 548, núm. 606 del cutrpo de 1851 — que 
reforma la de \\ de Mayo de 1840, p. 86 del 
cuaderno de e^e año^ "y 432, nO 413 del cuerpo 
de 1851 — que reforma la de 13 de Mayo de 
1837, p. 82 del cuaderno de ese año^ y 2íí6, »9 
301 del cuerpo de 1851 — que deroga la de h 
de Abril de 1836, p, 145 del cuerpo compren- 
sivo de las de ese año^ y 193, w9 210 del de 
1851 — que reforma la de 20 de Abril de 1833, 
|)« 189 del cuerpo comprensivo de las de ese 
año, y 1 18, nO 147 del de 1851. 

£1 Senado y ("amara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Gougreso, 

decretan : 

Alt. 19 Para la custodia y vigilancia de las sa- 
linas, los Administradores de aduana donde aque- 
llas existan, destinarán el número de celadores del 
resguardo que fuere necesario, según la impor- 
tancia, localidad y demás circunstancias de rada 
una, debiendo hacer que todos alternen en este 
servicio. 

^ único. EU Poder Ejecutivo podrá señalar una 
gratificación que no exceda de diez pesos mens'ua- 
Tes á mas de su sueldo á los celadores que sean 
destinados a las salinas por s«lo el tiempo que es- 
tén sirviendo en ella. 

Art 29 La inspección del arranque do la sal, 
•u depósito y entrega corrertín á cargo del coplea- 
do 6 empkfludofl que nombre el Poder Ejecutivo, 
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quien designará en cada caso el sueldo que ha- 
yan de gozar* 

Art. 39 Todas las salinas de la República de- 
penderán inmediatamente de las ^respectivas ad- 
ministraciones de aduana de que han dependido 
bajo el régimen de la ley de 19 de Mayo de 1343. ^ 
A estas deberán pasar semanalmente un estado de 
la sal que se extraiga, venda y quede en depósito, 
y otro del ingreso y egreso de los fondos de que 
dispongan sus encargados, con arregló á las ins; 
truccíones que les comuniquen los respectivos Ad- 
ministradores* 

^ único 9e exceptúan de este deber los encarga- 
dos de salinas de propiedad particular y las de las 
que arrendare él Poder Ejecutivo con arreglo á lo 
que se dispone por el artículo 31 de esta ley. 

Art. 49 Para la custodia y depósito de la sal, 
el Poder Ejecutivo hará construir lo mas pronto 
posible almacenes ó cercas, según lo crea mas 
conveniente, atendidas las localidades y con pre- 
vio infoi^me de los respectivos Administradores. 

Art. 59 Cada uno de los encargados do las sa- 
linas llevará cuenta diaria en libro separado, de 
toda la sal que se explote, de la que se almacene 
ó cargue, y de lo que produzcan sus ventas, con 
especificación de las personas á quienes se venda, 
número de quintales, y demás requintos que se 
exijan en su caso por el atículo 14. Estos libros 
serán foliados ó rubricados anticipadamente por el 
Gobernador de la provincia, quien los reeojerá di- 
rectamente de los encargados de salinas al venci- 
miento de cada alio económico, y los remitirá opor- 
tunamente al Tribunal mayor de cuentas. 

Art. 69 Los celadores de que habla el artículo 
19 no podran mezclarse en manera alguna en las. 
operaciones de arranque, entrega ó venta, con la 
excepción que establece el articulo 17 bajo la pe* 
na de uno & seis meses de prisión y resarcimiento 
de lo que hayan defraudado al Estado; pero sí po- 
drán dar cuantos informes crean convenientes al 
respectivo Administrador de Aduana. 

Art* 7^ En las salinas en que lo crea conve- 
niente el ]Poder Ejecutivo podrá rematarse ante la 
respectiva Junta Económica de Hacienda, la es- 
plotacion y arranque de la sal, no debiendo admitir 
posturas que excedan de medio real el quintal, y 
sin perjuicio de quedar sujeto ej rematador á Ja 
intervención imprescindible de la Administración 
y del in.<ipector de arranque, y á que estese ejecu- 
te en las oportunidades convenientes» 

Art. 89 En tas salinas particulares en quesea 
conveniente habrá constantemente un empleado 
que celará el cumplimiento de esta ley, á quien el ^ 
Poder Ejecutivo cometerá todas las funciones con- 
ducentes á impedir el fraude y asegarar los de* 
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rochos del Estado, seKalándole el sueldo que 
juzgue conveniente. 

Art. 99 El derecho de consunno que se estable- 
ce sobre ¡a sal, se recaudará en la Administración 
de que depende la sulína de que aquella se extrai- 
ga- 

Derechos y plazos» 

Art. 10 La sal que se extraiga para el consumo 
de la República, explotada de las salinas de la 
Nación, se gravará con el impuesto de ocho re£^«.6 
por cada quintal, y la que se extraiga de salinas 
particulares con el de seis reales. 

§ ünico. El Poder Eiecutivo cuidará de proveer 
de peso y romana á cada una de las salinas. 

Art. 11 La sal que salga paía fuera de la Re- 
públira por mar ó por tierra queda gravada con el 
derecho de tres reales por cada quintal si la salina 
fuere de propiedad nacional, y con el de dos reales 
si fuere de propiedad particular. 

Art. 12. Los derechos establecidos por los dos 
artículos precedentes, serán satisfechos al.contado 
no llegando á cien pesos : á tres meses de plazo no 
excediendo de trescientos pesos: y al plazo de seis 
meses, pasando de esta cantidad, otorgándose pa- 
garés en la forma establecida por la ley de impor- 
tación. Estos plazos empezarán á correr desde el 
dia en que se otorgue el pagaré. 

De ¡a importación é internación para paises eX' 

iranjeros. 

Art. I3. Cuando un buque pida permiso para car* 
gar de sal con deslino á pais extranjero, dejará 
fianza en el puerto en oue se le conceda por el 
valor de ios derechos de la sal, los que se pagarán 
con arreglo al artículo 11 y ai acto de emprender 
su viaje al puerto de su destino. 

Art. 14 No podrá un buque cargar de sal en 
ninguna salina de propiedad nacional ó particular, 
fin permiso escrito de ía Administración de adua- 
na á que pertenezca, en la cual conste la clase y 
nombre del buque, el del Capitán, número de 
quintales que va á embarcar, su destino y la per- 
sona que ha solicitado el permiso, y sin haberse 
asegurado el derecho correspondiente. Este per- 
miso no tendrá valor pasado el término que en él 
se séllale y que nunca podrá ser mas que el duplo 
que exija la distancia, ademas del tiempo necesa- 
rio para cargar. 

Art. 15 En el puerto en que un buque haya de 
descargar la sal, se pesará de nuevo el carga- 
mento ; y si del peso resultare exceso, sobre la 
guia ó permiso de su despacho la Administración de 
aduana respectiva cobrtfrá en el acto el derecho 
^ eenforme á los artículos, 10 y I L 

^ único El Poder Ejecutivo cuidará eficazmen- 
te de que se verifique el repeso de que habla este 
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artículo, y podrá facilitar á las aduanas un medio 
económico y seguro para el cómputo de ios car- 

famento«, si lo nallare conveniente á los intereses 
e la Nación, sin perjuicio del comercio. Estable- 
cida cualquiera regla, si el dueüío de la sal no se 
conformare, entonces se hará á su costa el repeso 
material de la especie. 

Art 16. Loa capitanes de loe buques que con- 
duzcan sal extraída de salina que no tenga emplea- 
do, presentarán al acto de la visita un sobordo ó 
manifiesto, en que se exprese la cantidad de sai 
de que conste el cargamento, la cual se volverá á 
pesar al acto de la descarga ; y sobre la cantidad 
que resulte, sea cual fuere, pagará el derecho de la 
manera establecida en los artículos 10 y 11. Trae» 
rán ademas una declaratoria del duefio arrendata- 
rio y encargado de la salina para justificar la pro- 
cedencia de la sal, cuyo documento presentarán 
también al acto de la visita. 

^ único. Lo» duefios de salinas depositarán ó 
exhibirán en la aduana respectiva una declarato- 
ria firmada por ellos, que contendrá el nombre de 
la salina, su propiedad, y parroquia en que se en- 
cuentre situadas esta declaratoria podrá también 
presentarse 4)or sus encargados. 
. Art 17. Los permisos de que habla el artículo 
13, que nunca se darán sino para la carga que un 
buque pueda tomar en un solo viaje, serán pre- 
sentados al empleado de la salina, quien presen- 
ciará la carga, y anotará en dichos permisos, y en 
el libro que debe llevar, la cantidad de sal entre- 
gada y lo demás necesario con arreglo á las ins- 
trucciones y modelos que pase la Secretaría de 
Hacienda. ÍjOü empleados de salinas acompafia^- 
rán estos libros á sus cuentas que deben rendir al 
tribuna] mayor. Lo mismo harán los Administra* 
dores de aduana con el libro que llevan sus depen- 
dientes. 

Art. 18. No podrá trasportarse sal ni por mar 
ni por tierra ain certificación expedida por una 
aduana, ó por el empleado expendedor respecti- 
vo, en que se expresen todas las circunstancias 
que se detallan en el artículo 14, y ademas el tér- 
mino que se conceda al cargador para llegar á 
su destino, que nunca excederá al duplo del de la 
distancia. 

Ar. 19. La sal que ae conduzca por tierra lo 
será precisamente con uAa guia autorizada por 
el empleado que la haya entregado, y cuya forma 
se dará por el Poder Ejecutivo. Esta guia solo 
valdrá por el término que designe en ella el que 
la expida, que nunca podrá exceder del duplo del 
de la distancia. 

Penas de los contravenioru, 

Art. 20. Cuando resultare que un buqae tiene 
¡ á sú bordo mayor cantidad de sal que la que faa 
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manifestado en el sobordo ó expreso la guia ó 
certifícacion del empleado de la salins, pagará en 
clase de multa dos pesos por cada quintal de ex- 
ceso, aplicado de por mitad á los empleados que 
hayan intervenido en el descubrimientOt»y al £s- 
'tadoy sin perjuicio de los derechos que corres- 
pondan á este. 

Art 21. Si se encontrare un 4)uqne legítima- 
mente despachado por una aduana 6 empleado de 
salina, en los términos expresados en esta ley, 
con un exceso de un diez por ciento, sobre lo que 
exprese el permiso, serft decomisado junto con 
su cargamento, aplicado todo á los apreheosores, 
deduciéndose los derechos de la sal conforme al 
artículo 10. 

Art. 22. Loa que conduzcan sal'pot tierra sin 
la correspondiente guia que dispone el artículo 
19, ó en mayor cantidad que la que esta expre- 
sa, serAn penados, en el primer caso, con la pér- 
dida de las caballerías y del cargamento, á fa- 
ror del aprehensor 6 a prehensores, deducidos los 
derechos del Estado y el valor de las castas ; y 
en el segundo, con dos pesos por cada quinta] 
con la misma aplicación que dispone el artículo 
80. 

Art 23. La falta de la certifícacion prevenida 
en el ari-lculo 10 sujeta a] buque y su cargamen- 
to á las penas establecidas en el artículo 21 según 
el caso en que se encuentre. 

Art 24. En estas causas se procederá con ar- 
reglo á la ley de comisos^ desde su articulo 30 
hasta el 21, pero cuando se proceda routra 4os 
empleados, conocerá siempre el juez de provin- 
cia, y en todo caso se despachará con la preferen- 
cia que exije dicha ley. 

Düposiciones generales* 

Art/ 25. Los administradores de aduana visi- 
tarán por lo menos dos veces al aflo las salinas 
de su dependencia, é informarán á la Secretaría 
de Hacienda de las medidas que adopten, de las 
faltas y abusos que observen en los empleados, y 
en todo lo demás que creftn conveniente á la me- 
jor administrarle n tlel ramo. 

^ 6nico. £1 Ailministrador de aduana que sin 
motivo justificado, á juicio del Poder Ejecu- 
tivo, no cumpliere, por si mismo el deber que 
se le impone por este artículo, pagará en clase 
de multa una cantidad igual al sueldo de un mes 
por cada visit» que deje de hacer. 

Art, 26. Los encargados de salinas no podrán 
separarse del lugar de su residenci», án4es de ser 
sttWogados y con permiso del respecti? o Admi- 
i^traaor de aduana ; y el que se separe sin este 
feqvjsito» quedará por el mismo hecho separado 
<de fl« destino, y sujeto al juicio de responsabili- 
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dad por el perjuicio que haya ocasionado su au- 
sencia. 

'Art. 27. En todos los casos que ocurra duda 
acerca de la procedencia de la sal, se nombrarán 
expertos que la conozcan y la califiquen, en los 
términos que previene el Código de procedimien- 
to judicial. ' 

Art 28* En cualquier estado que tenga una 
causa (ie comiso de sal, si el contraventor confe- 
sare el hecho ó falta, y renunciare la audiencia 
ante el respectivo juez, 6 manifestare que no 
quiere continuar el juicio, no habrá lugar á él j 
pero se hará constar todo en una diligencia que 
firmarán la parte, el empleado, el arrendatario ó 
duefio en su caso, y el juez déla causa. El mis- 
mo empleado procederá á hacer la distribución 
legal de lo comisado. 

Art 29. En las salinas del Estado donáe sé 
haga la explotación por cuenta de particulares, se 
abonr.rá á estos medio real por cada quintal que 
expluten, desde la publicación de esta ley y al ac- 
to de c agarse el derecho de la sal. 

Art. 30. Se autoriza al Poder Ejecutivo para 
disponerla destrucción de los saladares ó pozos 
de sal de propiedad nacional, que por su locali- 
dad ó poca importancia, no puedan conservarse 
sin evidente perjuicio del Tesoro, tomando antes 
los informes y noticias suficientes. 

Art 31. El Poder Ejecutivo queda autorizado 
para reglamentar la presente ley organizando la 
Administración do las salinas de la manera que 
juzgue mas conveniente á los intereses fiscales. 

Art. 32. Se deroga la ley de 25 de Febrero dé 
1852. 

Dada en Caracas á 26 de Abril de 1856, aJSo 
27 de la ley y 46 de la independencia. — El Prest* 
dente del Senado, Juan Tícente González Del» 
gado. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tanites, J. Gf. Ochoa. — El Secretario del Senado, 
J. A* Pérez. — El Diputado Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. A. Torrealba. 

Caracas, Abril 30 de 18&6, año 27 de la ley j 
4Q de la independencia. — Ejecútese. — José T. Jfs- 
nágas. — Por S. R — El Secretario de E. en el D. 
de Hacienda, Jacinto Gutiérrez. 

Es copia. — Gutiérrez'. 

SALINAS. DECRETO EJECUTIVO DE 22 DB OCTe- 

- BRE DE 1852 reglafkentando la ley de 25 dé 
jRf^sro<fel852 <•). 

José Gregoiio Monágas, Presidente de la 
República de Venesuela, é&. ét. d&. 

Para la mas cumplida ejecución de la ley de 
25 de Febrero del presente aAo, sobre salinas. 



(•) Como san no se ba reglamentado la Ley vígsels^ 
j asgamos subsiatente el preseaie decreto. 
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Art. 19 Los Administradores de Aduana des- 
tinarán, de los individuos del Resguardo, el nú- 
mero de celadores que juzguen necesarios en 
aquellas salinas que e»tén á su cargo, y en las 
cuales no haya Administrador é Ii^tervenlor nom- 
brados por el Poder Ejecutivo. 

5 ¡^ Los Administradores é Interventores y de- 
positarios de salina destinarán en las de su car- 
go los celadores de qne habla el articulo anlerit»r, 
de los cuales les proveerán los Administradores de 
Aduana. 

^2 ^ Los celadorea que se destinen al cuido 
y vigilancia de las salinas, serán relevados por 
períodos de das meses, dan. lo cuenta oportuna- 
mente al Poder Ejecutivo del noiobre y número 
de estos. 

Art. 2*^ Fn las salinas de Píritu y Uñare, Ara- 
ya, Mitíirc y Guaranao, habrá un administrador 
é Interventor con el sueldo anual cada em- 
pleado de mil pei»os, en las de Coche y Morro y 
Botoncillo habrán en rada una dos depositarios 
con el sueldo anual tía setecientos pesos* 

ArU 39 Son deberes de los Administradores, 
Interventores y Depositarios de salinas. 

19 Inspeccionar el arranque de la sal, recibir 
la que se extraiga diariamente de las salinas, su 
depósito, lomando lazon, en un libro que lleva- 
rá^n al efecto, de la cantidad y fecha de la sal 
recibida, cuyos asientos firmarán en ca-Ia entre- 
ga, el Administrador é Interventor y (l<pn>il:i- 
rios. 

29 Cuidar de que no quede p..r la noehe ni 
aun provisi<)nalmenle la sa! (ti í-tií» di.stiuto lugar 
que en el destinado j^aru su ilepósiio. 

39 Expender y i ntK erar por sí mismos la sal 
que se venda ya en t\'in ro ó por ór<lenes libradas 
por la TtSíutría general en viriuU de expreso 
mai^d ito del Poder Ejecutivo, 

49 Pagar al ñn de cada semana & Iob trabaja- 
dores del arninque lo que hubieren ganado, po- 
niendo un asiento en ellíbro de sus cuentas en 
que se especificará el nombre de aquellos y las 
cantidades pagadas. 

59. Los asientos que pongan en el libro de ven- 
ta8¡de sal en dinero se firmarán en el acto por el 
Administrador é Interventor, depositarios y com- 
prador. Los asientos de sal entregada por virtud 
de órdenes, se comprobarán con el recibo del in- 
teresado pueeto al pié tte estos. 

69 Lo« Administradores y Depositarios lleva- 
rán con «i día sus ei»«ntas y pasarán, mensual- 
m^nte á l« Administración de Aduana de quien 
dependen, una relación circunstanciada del in- 
greao« egreso y exigencia, e^tu á re;*4;rva de la 
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cuenta general que deben rendir á fin de etda 
afio ecóflomieo á la misma Aduana ^ y de la re- 
lación mensual pasarán ans copia exacta á Hl 
Secretaria de Hacienda» 

Art. 49 Los Administradores deaduana ded^- 
narán la reaidencie; de los empleados de las sal:* 
ñas de su jurisdicción. 

Art* 59 Los Administmdoree de aduana cuan- 
do visiten las salinas de su dependencia, dartn al 
Gobierno, ademas de las noticias que en la ley te 
lea previene, aviso de la coagulación, indicando 
la sal que crean conveniente explotar y el morfo 
mas económico de hacer el arranque. 

^ único. Así mismo darán parte del estado de 
los edificios y útiles de las salinas respectiva?, in- 
dicando lae mejoras que deban haeerse para la 
mejor organización de ellas* 

Art- 69 L<i8 Aduainistradoree de aduana dis- 
pondrán tanto en las salinas de propiedad nacional 
como particular, que se formen pillóte* á distan- 
cia de veinte á treinta paa«»s de la orillrt de la sn* 
lina en banco seco y firmé, á fio de que los em- 
pleados y celadores puetian inspeccioDur deb«da. 
mente la sal. 

Art. 79 Para los efectos tM paráorrafo úuico 
del artículo I9 déla ley de la ifwieria.^los daeftoa 
delassalina^ pnnieularts arreglarán íoraedfiala- 
mente los peíaos y meiiidas de que deben hacet 
uso [>or los de la AdrninHtracion en cuya juris- 
íliiTÍon se encuentren las menci^inadas salinas. 

Art 89 Lo fianza de que habla el artículo 13 
de la ley ae cancelará cuando se acredite dentro 
del plazo que se fije con arreglo á la distancia, 
que la introducción se ha hecho en el puerto de ati 
destino, 6 cuando en caso contrario s^.^atiafagao 
ios derechos correspondientes. Esta circunstan- 
cia se acreditará con certificación de los emplea- 
dos de la aduana del puerto en que se haya he- 
cho la introducción. 

Art. 99 El AdminisUrador de la admmi de 
Maracaibo puede permitir que los cargamentos 
de sal que se introduzcan en aquella ciudad pam 
internarlos en el terrji^rio Granadino ae de- 
positen en los almacenes de loa particulares, lo- 
mando las precMUjcirnes que estimen convenientes 
para evitar el fraude. 

Art. 10. Los Administradores de Maracaibo 
y Ciudad-Bolívar Pemiiirán mensualmente á la 
Secretaría de Hacienda una relación de la aal 
que se haya introducido en la Nueva Granada. 

A rt 1 1. 8e prohibe á todos los empleados en Isa 
salinas hacer por su cuenta ó por la de otro, »e- 

focio alguno respecto de la sel, bajo h pena<f« 
eposicion de su empleo. 
Ari 12. Para ei mejor orden y gobtef «o de 
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salinas üe propiedad partjcukr, loa Administra* 
dores de aduaua respectivos harán observar las 
reglas siguientes: 

Í£t Los almacenes de 8*1 estarán en un higar 
iomedititü á la habitación delceUdur que nombre 
el Gobierno para inspeccionar la salina. 

3& La sal que se explote de dichas salinas se 
hará almacenar en el tiempo que se crea con- 
teniente, dando aviso al efecto al dueño de la sa- 
lúja por escrito, y harán inutilizar U que no esté 
almacenada al vencimiento del término que se 
haya señalado. 

3a El Administrador de aduana en cuya juris- 
dicción se encuentre alguna salina particular, fija- 
rá al duefio de e©ta un término proporcionado 
para que construya bis almacenes en los lugares 
en que puedan estar bujo la inmediata vigilaricia 
del respectivo celador ; y mientras tanto podrá 
permitir que la sai de las salinas se conduzca á los 
almacenes que estén dentro de las casas particula- 
res ó haciendas, siempre que esto se verifique en 
las horas del día, dando ántrs noticia al celador 
de la cafttidad de sal que s» alir-Mfona para que 
tome de ella razón en el l.bru de futradas. 

4? Pueden los AdministruJüres por sí ó por 
medio de persona de su confianza debidamente 
autorizada, reconocer los almacenes de sal quo 
h'iya en las casas ó haciendas particulares, par- 
ticipando previamente á sus dueños que va á ve- 
rificar el reconocimiento. Si de esto resuluire que 
existe menos cantidad de s'ol almacenada, se hará 
«na regulación de U que falta, y si el dueño no 
se conformare con esta, se harft nueva regulaaitm 
por dos peritos nombrados por el empleado y por 
el dueflo de la sal. En el caso de que este se ne- 
gare lí nombrar perito, lo harA el mismo emplea- 
do, y la determinación de aquellos se llevará a 

efecto. 

Art. 13. Solo se tendrán por salinas de pro- 
pieda^l particular aquellas que con títulos suficien- 
tes se acrediten que pertenecen á alguna persona. 
Los Administradores de aduana en cuya jurisdic- 
ción se encontra»ea]gun«i|:ilinade propiedad par- 
licolar, prevendrían de oficioal dueño de esta qiw 
en el término de dos meses después de la notifica- 
clon presenten los títulos de que se hace mención 
en este artículo, de los cuales harán los Admi- 
nistradores sacar copias certificadas que remilirAn 
á la Secretaría de Hacienda. 

Art. 14, El Secretario de Estado en el Despa- 
cho de Hacienda queda encargado de la ejecu- 
ción de este reglamento. 

Dado, sellado con el sello del Poder Ejecutivo y 
refrendado por el Secretario de Estado en el Des- 
pacho áe Hacienda, en Caracas, á 22 de Octtibre 
de 1 852, «ño 23? de la ley y 42'7 de la-radepen- 
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dencia. — José Gregorio Monágas.'—^For S. E. — 
Pedro C. Gellineau, 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 4 DB NO- 
VIEMBRE DB 1830 declamando que tanto el ad- 
ministrador de la aduana déla Guaira^ como 
los de las de Puerto-Cabello y Choroní pve- 
den despachar permisos para cargar en la de 
los Roques. 

República de Venezuela. — Secretaría de E. en el 
D.de Hacienda.— Caracas, Noviembre 4 de 

1839, 109 y 290 

Al Sr, adminisiraílor de aduana de la Guaira. 

Señor. — El señor Julián García á nombre del 
señor Domingo Antonio Olavarría, del comercio 
de Puerlo-Cííbello, hi representado al Gobierno 
que á su buque y á los demás de aquel puerto les 
ocurre frecuentemente venir áese á obtener licen- 
cia para irá cargi^r de su! á los Roques, de don- 
de se diiige á Puerto-Cabello para quo la ador!, 
na pese el cargamento y cobre 1<»8 derechos cor- 
respondientes; que de^puea de ser práctica cons- 
tante este modo de proceder en eia aduana, se le 
ha notificado al scHor Olavarría que no se con- 
tinuaría en ella, porque el ariú'ulo40 de la ley 
de la materia dispone: que para cargar de sal se 
obtenga antes licenria do la aduana en cuyo dis- 
irilo se halle la salina, y que el cargHmento no-pue- 
da ser conducido á otros punto» de la República 
sin ceriificacÍMn de la aduana que lo despache. 
Observa al mismt> tiempo el peticionario que la 
salina de los Roques por su situación no puede 
quedar comprendida en la regla general, porque 
un buque destinado para Puer'o-Cabcllo, Mara- 
caibo üotro punto, perdería mucho viaje si fuese 
á regresar á esc puerto, y ttidavia seria peor si 
hubiese de navegar ft barlovento: que como la 
guia no puede darse sin que se haya practicado el 
peso de la sal, es claro que los empleados de cía 
aduana no la expedirían sin aquel requisito; y 
finalmente, que presuponiendo la ley celadores en 
las salinas, y no habi6ndí)los en los Roques, esa 
oficina no tiene ninguna regla que seguir al ex- 
pedirla guia, si no practica el dejsembarco y pesd 
material de la sal ; con cuyo motivo pide al Go- 
bicrno que declare á los Roques fuera de la com- 
prehension de los distritos tle las respectivas sali- 
nas, y que toilas las aduanas puedan despachar 
buques á cargar de sal á ellos, con tal que la nave 
«e presente con su carga para pesarla y pagar los 
dere'-hoá en la misma ú otra aduana de la Repú- 
blica. En esta virtud, y habiemlo el Gobierno 
oido previamente al Consejo sobre el particular, 
ha resuelto con acuerdo «leeste: que lo mismo 
que la aduana de este puerto, pueden las de Poer- 
to-Cabetlo y Choroní despachar dichos permiaos 
y certificaciones ; puesto que solo hay costumbre 
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( y no disposición alguna legal) que con^tituyu U 
salina de los Roques como dependiente de 8oIt> el 
distrito de ese puerto, y que por otra parte es al 
Poder Ejecutiv.o á quien toca designar las habili- 
taciones donde deba cobrarse el derecho común 
fie las sales según el artículo 39 de dicha ley. 

Lo que tengo el honor de decir á U. para sut; 
cumplimiento en la parte que le toca. 

Soy de U. muy obe<liente servidor. — G. Smith. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 12 DE 

ABRIL DE 1841 declarando que todas las adua- 
ñas están autorizadas para despachar carga^ 
menta de sal para el extranjero. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
eh el Despacho de Hacienda. — Caracas» Abril 
22 de I84I, 12 de la ley y 31' de la indepen- 
cia. 

Sr. Administrador de la aduana de la Vela. 

Drcufnla al Poder Ejecutivo de la comunica- 
ción de ü, de 21 de Diciembre último número 
133 en que con motivo de haber pretendido al 
administrador de aduana de Adícora y Juyana 
que solo él puede despachar un buque que cargue 
de sal en la salina de Guaranao, sea cual fuere el 
destino que llpve dicha especie, pide al Gobierno 
una declaratoria sobre este punto ; y S. E. en 
consecuencia se ha servido declarar: que contra- 
yénlose el artículo 12 de la ley de 1 1 de Mayo de 
1840 en que se dispone que solo las aduanas de 
Cumaná y Jayana puedan despachar los buques 
que carguen de sal en Lis salinas de Araya y 
Guaranao, únicamente á aquellas extracciones 
que se hagan para el comercio de cabotaje, todas 
Jas aduanas están autorizadas para el despacho 
de jos buques cuyos cargamentos de sal van des- 
tinados á la exportacitm é internación para paises 
extranjeros, sin limitación alguna, conformo está 
dispuesto en el artículo 9 de la expresada ley sobre 
salinas. — Y lo comunico á ü. para su inteligen- 
cia y íines consiguientes y en contestación- á su 
cicada nota,— Soy de ü. atento servidor.. 

Guillermo Smith. 

SALINAS. RESOLUCIÓN BJECUnVA DE 24 DB JU- 
NIO DE XS^A jijando el sello en que deben ex- 
tenderse los permisos para cargar sal. (•) 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da.— Caracas, Junio 24 de 1644, 16 y 34. 

Sr. Administrador de aduana de 

Habiendo llegado á noticia del Gobierno que 
algunos administradores de aduana expiden en 
papel común los permisos para cargar sai de que 
habla el artículo 14 de la ley vigente de salinas, 

(♦) Esta resolución, tanque sea anterior á la ley vi- 
esBta sobre papel sellado, está perfecUmente da acuerdo 
QA9 el artículo 8 de elUk 
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apoyados en que dicha ley no expresa la clase de 
papel en q4ie esta8> deban extenderse, y conside- 
rando que de dichos documentos debe hacerse un 
uso oñcial, y que ademas elloa deben despachares 
á solicitud de los interesados, ha resuelto- S. £, 
con esta feclví, que los referidlas permisos se ex^ 
tiendan siempre á continuación de las peticio- 
nes respectivas, Jas cuales deberán exigirse en el"- 
papel del sello 67 que es el que debe emplearse 
para las representaciones que se dirijan alus fun* 
cionarios públicos, aegno el artículo 20 de la ley* 
sobre papel sellado de 18 de Abril de 1839. 

Lo participo á U. para su inteligencia y cum? 
plimiento. 

Soy de U. muy atento servifior.- 

Jua n Ma nuel Ma nrique, 

SALINAS. R£SOLt7.ClON EJECUTIVA DE 22 DE 

AGOSTO DB 1345 mandando que losjiscales de la 
Hacienda apelen de las sentencias en que se 
admita la sujiciencia de la pruftba testim,onial 
en defecto del documento del despacho de la 
aduana para los efectos d^ la ley*^ 

Despacho de Hacienda.— Caracas, Airosto 22 
de 1945. * 

Resuelto, — Habiendo sucedido el caso, que en 
juicio de comiso seguido á consecuencia, de la 
aprehensión. de un buque encontrado con carga»- 
mentó de sal, sin estar legítimamente despacha- 
do en los. términos expresados por la lejí, el tri-- 
bunal que ha conocido, en lugar de declarar caí- 
dos en la pena de comiso, tanto el buque como 
el cargamento, según el tenor expreso del artícu-^ 
lo 20 de Id ley de 19 de Mayo de 1843 sobre 
salinas, ha admitido y reconocido la suficiencia 
de la prueba testimonial en defecto del documen- 
to que exige la ley^para comprobar que una, emr 
barcacion ha sid«» iegalmenté despachada por una 
aduana ó por un euipleado de salinan, el Poder 
ejecutivo reeiiel ve: los fiscales ó repre^ntantes 
del ñsco que i«igiiíeron ó hicieren seguir causa de 
comiso en el caso previsto por el citado artículo 
20, apelarán de la seiityicía del^tribunal si este 
como en el ejemj>lQ citada, admitiere prueba tes*. 
timoDÍal,.y absojviere déla pena al contraventor; 
interponiendo eir (íltinta ioj^tancia, el recurso de 
queja ante el. inmediato superior, para que se 
haga efectiva la ret<ponsabi!idad de los jueces 
q le sentencien ct.ntra el te^iorde la ley, y con 
perjuicio de la admÍMi>iracion físcaU Publíijueae 
por la Gaceta y, comuní ¡uese á quienes cofres- 
ponda.— Por 8. E,— 'Manrique, 

Es copia. --J, i^. Manrique* 

SAJLlT^AiS. RESOLUCIÓN. KJKCUTIVA DE 21 BK 

jULip hü 1855 excitando al Gobernador ds 
Cumaní para que ijuívgstigu^ la,cauu^. de I0 
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depreciación de la sal de Araya ¡ y para que 

doble 8vr vigilancia sobre dicha salina. 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da. — Sección segunda. 

Caracas, 21 de Julio de 18&5. 
SeRor Administrador de la Aduana de Cumaná. 

Sabe ei Pt»der Ejecutivo que eo la Guaira se 
ha vendido recientemente la sal de Aiaya intro- 
ducida por el puerto, & UQ precio mueho menor 
que el que cuesta en Ja misma salina conforiüe á 
la ley. 

Tiempos atrás cuando la acumulación de ór- 
denes pagaderas C(«n aquel artículo, debía pro- 
ducir su exuberancia y necesari imente &u extre- 
ma baratura, un hecho sem^jaite, \^yi$ de pare- 
cer extratüo, debía considerarse nmio una conse- 
cuencia forzosa de sus antecedentes; mas al ca- 
bo de cinco me^es de haberse suspendido por ei 
flecreto de 28 de Febrero último los efectos dé 
' dichas órdenes, y cuando la cantidad de sai in- 
troducida á los mercados debe ya estar en pro- 
porción con el consumo, es un fenómeno digno 
de atención, y cuyo orl^^en desea coiv>cer el Oo- 
bierno, porque está decidido al em|>leo de medi- 
das eíicaceSf pí como todu lo persuado, aquel no 
puede depender sino de operar*iones fraudulentas. 

En esta virtud, espero quí* U. redoble su vigi- 
Inncia sobre la salina de Araya, que haga ser ca- 
da vez mas ronstanle la de los empleados que cor- 
ren con su administración, y que .investigue la 
causa del herho mencionado y dé cuenta & este 
Ministerio. 

Soy, dtc. Jacinto Gutiérrez. 

SALINAS. RESOLUCIÓN ejecutiva de 21 de 
JULIO DE I8")5 señalando un término para 
que los interesados presenten todas la<t guias 
que tengan contra la aduana de la Veía; y 
haciendo otras precc7iciones sobre este res- 
pecto. 
República de Venezuela, — Secretaría de Ha- 
cienda. — Sección segunda. 

Caracas, 21 de Julio de 1855, 
Sefior Administrador de h Aduana de la Vela. 

En consecuencia del oñcio dirigido por U. 6t 
este Miniáterio, con fecha 3 de los corrientes y el 
numero 19» ^^^ tlictado S. E. el Poder Ejecutivo 
la resolución del tenor siguiente : 

^ Dígasete er^ contestación, que ponga un avi- 
so ñjando el término perentorio de quince días 
para que presenten los interesados todas las guías 
que tengtin contra la9 salinas de su dependencia, 
siendo á sut perjuicio la no presentación : que to- 
me nota de las personas á cuyo favor hayc^n si- 
do expedidas, de las que las presenten, de la can- 
tidad de sal mandada entregar y dé los emplea- • 
dos que las hayan librado ; y hecha su confron- 1 
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tacion con la cuenta que ha debido llevar aque- 
lla o5c¡na, dé aviso del resultado, suspendiendo 
entre tanto su admisión." 

Y se trasmite á U. para su cumplimiento. 

Soy, 6lc. Jacinto Gutiérrez. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 26 DE 

JULIO DE 1855 pidiendo infor/nes á ¡os admi' 

nistradores de aduana sobre el cumplimiento 

del art* 25 de la ley ; y haciéndoles algunas 

prevenciones 

Secretaria de Hacienda. — Sección segunda. 

Caracas, 26 de Julio de 1S55. 

Circular. 
Señor Administrador de la Aduana de*.- 

Sírvase ü. informar á este Ministerio si el ar- 
tículo 25 de la novísima lev sobre salinas ha te- 
nido su puntual cumplisnienlo por parte de ü., 
danjo cuenta k este Dp.-<|vacho de los puntos á 
que se refiere el enunciado hilÍMilí» y de todo lo 
demis^ que crea conveniente al mejor servicio 
público en ese ramo de Lts rentas. 

Desea ademas S. E. el Poder Ejecutivo que ü. 
le exprese la cantidad de sal que h^i}* en depó- 
sito, á lo menos aproximadamente, en las sali- 
nas de sil cargo; si estas se hallan en buen esta- 
do de limpieza y aptas p:ira la coagulación ; cuá- 
les salinas son de cuái^uJo perpetuo y cuales cua- 
jan temporal y periódicamente, y en fin, todo 
cuanto ie oponga á harcr mus productiva esta 
fuente de riqueza nacional. 

Seria de desear quo los celadores de las salinas 
en que toca á los Administradores de Aduana de- 
signarlos, tuviesen ademas de honradez, celo y 
actividad, conocimientos eS|^cciales de la locali- 
dad en que han de prestar sus servicios. 

Soy de U. atento servidor. — Jacinto Gutiérrez^ 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DK 20 DE 

AGOSTO DE 1856 declarando que recibida por 

los interesados una cantidad de saU cesa toda 

reclamación contra el Gobierno. 

Secretaría de Hacienda. — Sección segunda. 

Caracas Agosto 20 de 1856. 

Dígabe en circular á los Administradores de 
las Aduanas de Maracaibo, Cumaná, Margarita, 
Barcelona, Panipaiar, y I» Vela de Coro. 

Repetidas ocaáíoncs ha tenido que ocuparse 
el Gobierno, en resolver solicitudes de indivi- 
duos que han reclamado cantidades de sal como 
mermas sufridas en las exportaciones de esta es- 
pecie que han hecho ; y deseando S. E. el Po- 
der Ejecutivo poner término á tales scdicitudes, 
tanto mas infundadas, cuanto que el Gobierno de 
ninguna manera ni bajo ningún respecto puede 
responder de mermas causadas, ya por la acción 
del aire 6 del agua, ya poraue se deje en el trán- 
sito la porción de sal que luego se r^cltima, yn^ 



TPJ|o iif 



V, 



206 



TEATRO DB LA LEOIBLACIOIT 



^• 



SAL 



porque la sal pue'le ser extraída futtÍTamente» 
ya en ñu por otros cansas independientes del Go- 
bierno ; ha resuello lo siguiente. 

Después que se haya recibido por los intere- 
sados 6 sus apoderados una cantidad de sai, ce- 
sa tt>da reclamación contra el Gobierno, sea cual 
fuere la merma 6 disminución que sufra la es- 
pecie por cualquier respecto 

Por S. E— Gtfííérreir. 

Es en jia.— Guliérrez. 

SALINAS DE PIRITIT Y ÜNARK. RESOLUCIÓN EJB- 

cunvA DE 4 DE AGOSTO DE 1^55 aumcntafido 

el número de sus celadores. 

¡Secretaría de Hacienda —Sección segunda, 

Caracas, Agosto 4 de 1855 

Visto el informe del señor Administrador de 
las salinas (!e Píritu y Uñare, en que pide el au- 
mento de celadores para la vigilancia de las sa- 
linas de su cargo ; tí. E. el presitlenie de la Re- 
pública en «so de la autorización que le confiere 
el parágrafo 1^ del artículo 3/ de la ley pancio* 
nada en 26 de Febrero de 1852. 

Resuelve : 

Cada una de las salinas establecidas en Piritu 
y Uñare tendrá para su servicio y vigilancia cua- 
tro celadores y un cabo. 

Comuniqúese á las oficina* correspondientes 
y publíquese en la Gaceta oficial. 

Por S. E. — Gutiérrez. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 19 DE 

JULIO DE 1843 fTokibhndn se descargue en 
punto ó puerto no habilitado^ mientras no se 
verifique el repeao en alguno habilitado. 
Secretaría de Hanenda. — Sección 2^ 

Caracas Julio 19 de 1848. 

Resuelto. — Visto el oficio del señi»r adminis- 
trador de aduana de Güiria de 5 de Febrero ul- 
timo, manifestando que algunas embarcaciones 
que hacen el comercio de cabotaje y cargan de 
sal en Cuche, Margarita y Carúpano con destino 
á Güiria 6 á Irapa y Vaguaraparo desde que to- 
can en la costa de Paria, desembarran sal sin que 
preceda el repaso preveuiílo en la ley de la mate- 
ria, de que resulta cometerse fraude contra la 
Hbcienda Nacional ; y considerando, que todas 
las disposiciones de la ley de salinas, querijen en 
la República, están basadas en el designio de 
asegurar á la Nación el cobro efectivo de los de 
rechos del consumo de la sal, que en elid se es- 
tablecen ; que toda la sal, que producen las sali- 
nas y que puede conducirse por agua al litoral 
de la República, está sometida al repeso que de- 
be hacerse antes de introducirla al consumo en 
^conformidad con el artículo 15 de la citada ley 
de salinas y á semejinza de bis mercancías y 
efectos de importación, que no pueden conducirse 
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á t»n punto eualqtiiera de la costa, sin qoe antes 
hayan pasado por un puerto habilitado y sufrí- 
doallí el examen respectiro, pues de otra mane- 
ra seria completamente meñcaz y sin objeto la 
disposición de la ley sobre el repeso que debe ha- 
cerse de la sal, razones tedas que son en sustan- 
cia el fundamento del dictamen del Consejo de 
Gobierno en la materia, al cual se adhiere el Po- 
der Ejecutiro, en uso de la autorización que le 
concede el artículo 24 de la precitada ley. 

Resuelve i 
Ningún buque cargado de sal puede arribar á 
punto d puerto no habilitado, mientras que en al- 
guno de los habilitados no se haya verifirado el 
repeso de la sal, que previene el artículo 15 de la 
ley, pues el Poder Ejecutivo considera que no 
está legal mente despachado un buqne para lle- 
var la sal á cualquier ponto de la costa hasta que 
no se haya veiificado el repeso, declarando en 
consecuencia que los que infrinjan esta resofu- 
cion incurren en el caso de comiso del articulo 
20 de la misma, con arreglo al cual perseguirán 
los administradore:^ 6 intenreutores de Aduana á 
todos los que la infringieren. 

Por S. E« — Actvedo* 
Es copia. — Acevedo. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE SI T>% 

AGOSTO DE 1 8 18 mandando deducir del derecho 
legal, el medio real de arranque^ cuando se 
haga por cuenta de particulares. 

Secretaría de Hacienda — Sección segunda. 

Caracas, Agosta 31 de 1848, 19 y 38. 
Resuelto. — Considerando el Gobierno, que por 
v^ artículo octavo de la ley vigente de salinas se 
paga por di^recho de cimsumo ocho reales por 
cada quintal de sal procedente de salinas del pa- 
trimonio nacional, que la ley supone que en dichas 
salinas se haga la explotación por cuenta del 
Es a lo, sacándose á remate y no pudiendo exceder 
el costo de medio real el qumtal de conformidad 
con el parágrafo único del artículo 5p, quedando 
por consiguiente incurso el costo de arranque en 
el derecho de consumo que se cobra ^ que, ha- 
biéndose encontrado algunas dificultades peculia- 
res á las localidades, no han poulido someterse 
todas las salinas á las reglas generales de la ad- 
ministración, mandándole que en algunas se 
h'ig^ la explotación por cuenta de particulares, y 
debiéndose en este caso deducir del derecho legal 
de consumo el medio real que cuesta el arranque 
de cada quintal ; y que por el artículo 9^ de la 
expresada ley la sal que se extraiga para el ex- 
tranjero por mar ó por tieria solo pafaráel costo 
de arranque al respecto de medio real el quintal; 
deduciéndose de aquí, que la ley solo ha querido 
indemnizar al Estado de los costos que haga en 
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la explotación de la especie^ y qae por tanto, 
cuando el arranque se hace por cuenta de parti- 
culares jqd cabe tal indemnización, S» E. resuelve: 
- Cuando no es por cuenta del Estado que se hace 
el arranque de la sai en las salinas de la Nación, 
deberá la administración de aduana correspon- 
diente deducir del dereóho legal de oóho reules el 
medio real que cause la explotación de cada quin- 
ta] ; y cuando de las mismab salinas se extraiga 
la sal para ejfaxtranjero nada deberá cobrarse. 

En esta resolución quedan refundidas todas las 
órdenes dadus sobre el particular. 

Publíquese. — Por 8. E. — Aceveda, 

Es cop'iñ.^^Acevedo. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 6 DE OC 

TUBRB DE 1062 disponiendo la destrucción de 
varios saladares de propiedad nacional; y 
ias reglas que deben observarse* 

Secretaría de Haden da«— Sección segunda. 
Caracas, 6 de Octubre de 1852. 

Sr. Administrador de la aduana de • 

Autorizado el Poder Ejecutivo por el artículo 
31 de la ley de 25 de Febrero del presente afio 
sobre salinas^ para disponer la destrucción de los 
saladarts 6 pozos de sal de propiedad nacional 
que, por su localidad ó poca importancia, no pue- 
dan conservarse sin evidente perjuicio del Teso* 
ro ; y atendidos los informes y noticias suñcien- 
les que al efecto se le han dado, acuerda la des- 
trucción de los saladares ó pozos siguientes : Areo, 
Pampatar, Tortuga, Chichiri viche, Manzanillo, 
La Hoyada, Salina Rica, Iturre, Sinamaica, Los 
Taques, El Cafio, Costa-arriba, Guaigoaza, Pata- 
nemo, Callo de Sal, Oribory la Union ; continuan- 
do subsistentes conforme lo dispone la ley y el 
reglamento del Poder Ejecutivo sobre la materia, 
las salinas denominadas» Píritu, Ünare, Araya, 
Mitare, Coche, Morro, Botoncillo y Guaranao. 

Para la destrucción de los saladares ó pozos 
indicados, se observarán las reglas siguientes : 

1^ Tan luego como reciban los Administrado- 
res de aduana bajo cuya inspección se hallen 
cualesquiera de los saladares Ó pczos, la ór^en de 
destrucción, la someterán á la Junta económica 
de hacienda respectiva para que esta proceda á 
contratar aquella obra. 

2^ El contratista debe obligarse á garantir la 
destrucción por el término de cinco aftos cuando 
menos. 

3a Verificada 6 hecha la contratación, la Junta 
económica de hacienda la pasará al Poder Ejecu- 
tivo para la debida aprobación. 

4^ Los empleados de estos saladares ó pozos 
permanecerán en el ejercicio de sus funciones has- 
ta el propio instante en que el contratista se ha- 
ga cargo^de ellos para su destrucción; y la adua* 
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na respectiva les liquidará y pagará el sueldo ó 
sueldo^ que tengan devengados los mencionados 
empleados. 

5^ Las Juntas económicas de hacienda toma- 
rán todas las demás medidas que juzguen conve- 
nientes á fin de que los contratos se cumplan re- 
ligiosamente ; así como también los administra- 
dores de aduana recibirán de los empleados de 
los saladares ó pozos al acto de entregarles á ios 
contratistas, toda la sal que exista en los depósi- 
tos ó pillotes, la que harán pesar y trasladar al 
lugar que juzguen mas ápropósito para su expen- 
dio, siendo responsables de cualquiera fraude 
que pueda resultar. Así mismo recibirán 
bajo formal inventario y circunstanciadamente 
touos los ranchos ó almacenes, utensilios y demás 
enseres que existan y pertenezcan á los salada- 
res ó pozos. 

6^ Los ffastos que ocasione la destrucción se 
harán por las mismas administraciones de aduana, 
de la cantidad presupuesta en el corriente año eco- 
nómico para el ramo de balinas, previa orden de 
la Tesorería General. 

7^ Tanto las Juntas económicas de hacienda, 
como las administraciones de aduana á quienes 
compete la observancia y cumplimiento de esta 
disposición, darán cuenta al Gobierno del resul- 
tado oportunamente. 

Y lo comunico á U. para su inteligencia y cum- 
plimiento en la parte que le concierne. 
Soy de U. atento servidor. 

Pedro C, Gellineau. 

SALINAS. ACUERDO D£ LA CORTE SUPRBMA DE 

26 DE SETIEMBRE DE 1844 declarando caidá 
en comisoj con las recuas, la sal que sea intro' 
ducida clandestinamenta por la Nueva Gra^ 
nada. 

En la ciudad de Caracas á 26 de Setiembre de 
1844, 15 y 34, reunidos los Ministros de la Cor- 
te Suprema de justicia. Dióse cuenta de una con- 
sulta promovida por el representante fiscal de la 
aduana del Táchira, por medio de la alcaldía 
parroquial de San Antonio, la cual se ha dirigi- 
do con el informe correspondiente por la Corte 
Superior del quinto distrito, oyéndose después so- 
bre ella el ministerio fiscal, y se acordó. £1 pun- 
to consultado según las circunstancias del caso 
que ha ocasionado la duda consiste en saber si la 
sal venezolana introducida clandestinamente por 
la Nueva Granada, cae en la pena de comiso^ 
con las recuas, caballerías ó carruajes, ó en otroa 
términos, si para conocer la cuantía del comiso 
de que debe resultar la competencia del tribu- 
nal» y los recursos admisibles, deba aííadirae al,^ 
valor de la sal aprehendida, el del trasporta y 
sus aparejos» La Corte Superior informa que la 
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cuantía debe computarse solo por el valor de la 
aal, fundándosü principalmente, en que el mis- 
mo artículo api t hendido por tierra »en el tranco 
interno de Venezuela, sin haber pagado los dere- 
chos no incurre en otra peiin que este mismo pa- 
go, ó la restitución dé la especie al patrimonio 
nacional. Cierta es la razón alegada por la Corte 
respecto de la sal (}ue se vende para el consumo 
de la República, pero no es exacta su a])licacion 
al caso consultado. Trátase de una mercancía 
procedente de pais extranjero, y entonces no rige 
la regla d( 1 comc^rcio interior de consumo, sino 
que obra de llent» la ley que et^lablece los dere- 
chos .de importación para las üíercancías pjoce- 
denles de puerto exiianjero como se explica su 
artículo primero, y es enteramente aplicable la 
ley sobre comiso para Ujs cjisos de fraude, como 
terminantemente lo piescribe el decreto legisla- 
tivo de 3 de Mayo de 1^42 que exime de dere- 
chos los producciones naturales de Nueva Gra- 
nada. De aquí resulta que si la sal introducida 
clandestinamente por el Táchira procedente de 
Nueva Granada rs tle origen extranjero respecto 
á dicha República dtbe computarse la cuantía 
para el juicio pf»r el valor de la ispecie aprehen- 
dida y por el de los carruf»jes y caballerías, por- 
que en lal cato la mercarcÍM es de prohibida im- 
portación según el articulo teictro de la ley 
que íija el arancel de derechos, y porque según 
el caso sé|/liuio, {irtículu segundo de la ley de 
comiso, incurren tanibion en la pena ios traspor- 
tes de los cÍGCtos prohibid«!S, pasando así su va- 
lor á componer la materia de la controversia y la 
Cuantía de la disputa. Aunque io expuesto es su- 
ficiente para resolver la duda promovida, no se- 
rá inútil observar que por la ley vigente sobre sa- 
linas se obtiene el mismo resultado. El atticulo 
noveno dispone que ia sal que se exporte 6 in- 
terne para países extranjeros por mar ó por tier- 
ra pague solo por el costo de arranque medio real 
por quintal, en lugar de ocho reales uue paga la 
que se vende para el cunsi:n;o <!« Venezuela. 
Para hacerse la exportación y aun para cargar 
el buque se. necesita peruiis-o de la aduana y otros 
requisitos especiíícadoí* cu la ley. El artículo 18 
prohibe que se nnvt gi:e sal dentro de las costas, 
ríos y lagos lie lu Uc jjublica sin una certifica- 
ción expedifl/í in li s léi minos que allí se expre- 
sa. A\ señiilaise pMih.s á los contraventores, se 
ordena f cr ti artícuio Cü que »i se encontrare "un 
buque cargado do .««ul !*iii rstar legítimamente des- 
pechado de la manera ¡revenida por la ley, sea 
decomisado con su cargamento. Es, por tanto, 
jntludable que si la sal que ha motivado la con- 
sulta habicFC sido aprehemli.la en su tránsito al 
puerto de los Cachos, por el Zulia, hubiera caido [ 
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en la pena de comiso con el buque, y Jo es tam* 
bien que no ha dejndo de encontrarse en el mis* 
mo ciso por haberse desembarcado en Nueva 
Granada v haber vuelto á Venezuela por tierra, 
pues sabido es que lo nue se introduce por tier* 
ra de otra nación sigue las reglas de lo introducid 
do por mar, y que semejante comercio no debe 
confundirse con el tráfico interior de consumo. 
En consecuencia la Suprema Corle no encuentra 
fundada la duda propuesta, pero dispone que se 
pase al Cuerpo Legislativo copia de este acuerdo 
qor lo que pueilu convenir. ^Comuniqúese á las 

Cortes Superiores.— XJrbaneja Martinek^^ 

Bracho.~--Dt/arte.^'Es copia Caracas Dicíem* 

bre 2 de 1844.— El Canciller, José Dvarte. 
SALUBRIDAD publica. Deber de los jueces 
de paz sobre ella. Véase Provincias, art 6. 

SALUD PUBLICA Y DE LOS GANADOS. Debcf dc 

los Concejos municipales sobre ambas cosas. 

Véase id. núm. 59 del art. 75. 
SALVAMENTO de buqies nácfragos y de 
^ llERCA^oÍAs. Vé«se Tratados ptíbHcos. 

SALVOS CONDUCTOS. DECRETO DE 9 DE FEBRE- 

Rü DE \m5 autorizando al Poder Ejecviito 
para concederlos á los qvc se hallan f ñera 

del pais por virlud de acontecimí(?itos politú 
eos desde 184e. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Considerando. 

1? Que la paz de que goza la Krpíblica, y que 
está en los ánimos y en ín.s ncíe.Hidai.'ea de to- 
dos, da motivo á pensar c^ue no puede haber 
ninguna turbación del orden pfiblico. . 

29 Que para la consolidación de esta misma 
paz es menester la unión de todos los vencióla* 
nos. 

39 Que la clemencia es el bálsamo que cica- 
triza las heridas de la Patria, restituye la tran- 
quilidad á las fauoilia?, y reconcilia á todos en un 
mismo pensamiento de olvido do lo pasado y de 
esp^&nzas para el porvenir; y 

49 Uue el Poder Ejecutiro es llamado á ha- 
cer uso de este remedio saludable por cuanto tie- 
ne el conocimiento práctico de las circunstancias 
particulares en que debe ser aplicado. 

Decretan : 

Art. único. Se autoriza al Poder Ejecutivo pa- 
ra conceder solvo-conductos, con el fin de que 
vuelvan al pais los venezolanos que por motivo 
de los acontecimientos políticos de 1848 á la fe- 
cha, se hallan fuera de él, y que á su juicio no 
sean perjudiciales al orden público. 

Dado en Caracas, ft 8 de Febrero dé 1866, 
año %f^ de Ja ley y 45 de la independencia.— El 
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Presidente del Benado, Silvesire Arzobispo de 
Caracas, — £1 Preskleiite de la Cámara de Re- 
presentantes, Jo^é Viciar Ariza* — El Secreta- 
rio del Senado, J. A. Pérez. — El Secretario de 
la Cámara de Representantes, J. Padiila. 

CarAcas, Febrero 9 de 1856, aflo 26 de )a ley 
y 45 de la independencia.— Ejecií tese, José T, 
Monága$.-^Por 8. E. el Presidente de la Re- 
p6bIÍ4Ta. El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Eitterio- 
res, Francisco Aranda. 

SAN ANDRÉS DE ONOTO tcANTON de) Su 
Territorio. Véase División ierrilorialj L de 
28 de Abril de 1856, art. 5? y ^ 3? (Apéndi- 
ce al 20 Tomo). 

SAN ATÍDRES (parroquia de) Forma parle 
del cantón Guanare. Véase id id, art. 19, y ^ 
10 

&AÑ ANTONIO DEL TACHIRA- Véase 
Aduana de Táchira. 

SÁNCHEZ SALVADOR (capitán manüel). 
Véase Pensiones^ D. de 22 de Maizo de 1852, 

SANEAMIENTO. Véase Conteslocion y Con- 
ciliación, art. O, 7 y 8. 

SAN FAUSTINO DE LOS RÍOS. Suspensíon del pase 
á la parte de las letras apostólicas que sepa- 
ran este Obispado del de Mérida. Véase Bu- 
las, D. de 14 de Mayo de 1836, art 2. 

SAN FELIPE. Véase Ferro-carril de Puerto-Cc^ 
helio á San Felipe. 

SANIDAD. N^w Juntas de Sanidad, Médicos 
de sanidad, Patentes de sanidad, Visitas de 
sanidad, y Juntas de sanidad, de colegios y 
otras. 

SAN JUAN DE DIOS. Véase Hospital de San 
Juan de Dios. 

SAN RAFAEL (parhoquia eclesiástica de) 

RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 1() DE MARZO DE 

1846 aprobando sh e'^'eccion en el cantón capi- 
tal de la provincia de Maracaibo. 
Secretaria del Interior, -- Sección primera* 

Caracas Mayo 16 de 1845. 
Resuelto. — El Poder Ejecutivo en uso de la 
atribución cuarta qíie le concede el artículo tép- 
tinlo de la ley de patronato, aprueba la erección 
de la parroquia eclesiástica de San Rafael, del 
cantón capital de la provincia de Maracaibo, 
acordada por el Gobernador de aquella provincia 
en decreto de 24 de Dicienibre ultimo, con loe lí- 
nnitts que se le señalan en dicho decreto. . Co- 
muniqúese al expresado Gobernador y pubií- 
quese. — Por S. E. — Cobos Fuertes, 

SANTA BÁRBARA, (templo DB) EN MARACAJ- 

ap. Cestón á su favor del área del antiguo 
hospicio de capuchinos. Véase Hospicio de 
Capuchinos de Maracaibo» 
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SANTAMÉ (parroquia de) Corresponde al can* 
ton Freites en Ja Provincia de Barcelona. Véa- 
se División territorial, Ley de 28 de Abril de 
1866, art, 59, ^ 49 (Apéndice al 29 Tomo) 

SARAH wiLsoN (bergantín) decreto de 23 
DE MAYO DE 1850 aprobando el convenio en- 
ire el Secretario de relaciones exteriores y el 
Encargado de negocios de los Estados Uni- 
dos, respecto á un reclamo por los interesa- 
dos en dicho Bergantín, 

El Senado y Cámara de Re*)resentantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 

glTSO. 

Vista la convención ajustada entre el Secreta- 
rio de Estado en los Despachos de Hacienda y 
Relaciones Exteriores y el Encargado de Nego- 
cios de los Estados Unidos, debidamente autori- 
zados di efecto, cuya convención es del tenor si- 
guiente. 

'* Los ¡nfraescíitos, Rafael Acevedo, Secreta- 
rio de Eatado del Despacho de Relaciones Ex- 
teriores del Gobierno de Venezuela, y Benjamín 
G. ShieUls, Encargado de Negocios de los Esta- 
dos Unidos de América, estando dcbiiiamente au- 
torizados para celebrar un arreglo eíjuiíativo pa- 
J ra la indemnización reclamada por los interesa- 
dos en el Bergantín Norte- Americano **Sarah 
Wilson " que fué injustamente detenido y ven- 
dido con su cargamento por las autoridades de 
Venezuela en los años 1829 y 1830, han conve- 
nido en dejar cc.ncluido y sellado de todo punto 
este asunto en* los términos siguientes : 

Art. 19 El Gobierno <le Venezuela se obliga 
á pagar á la orden del señor Encargado de Ne- 
gocios de los Estados Unidos previa la aproba- 
ción del Congreso venezolano, la cantidad de 
treinta mil docientos pesos por indemnización 
absoluta de todas las pérdidas y perjuicios que 
han reclamado de Venezuela por corrducto de la 
Legación de su paí»:, los dueños é interesados en 
el Bergantín ''8arah Wilson," los cuales no 
tendrán derecho para intentar ninguna nueva 
reclamación que tenga origen en las circunstan- 
cias de este caso. 

Art. 29 Dicha suma de treinta mil docientos 
pesos, fe pagará por Tesorería en dos porciones 
iguales el dia 31 de Ago&to de mil ochocientos 
cuarenta y ocho y el dia 30 de Noviembre del 
mismo afíf>. 

Art. 39 Esta convención será sometida al Con- 
greso de Venezuela en sus presentes sesiones 
para que se sirva destinar la suma necesaria pa- 
ra su ñel ejecución. 

En fé de lo cual los infraescri tos han formado ^ 
dos de un tenor en Caracas á 7 de Abril de mil 
ochocientos cuarenta y ocho.*-£l Secretario de 
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Relaciones Exteriores, Rafael Accvedo» — B, G. 
Shields^ encarga(io de negocios de los Estados 
Unidos en )a República de Venezuela." y 

Considerando. 

Que el hecho de la detención y eiAbargo del 
Bergantín '•Sarah Wilson " y su cargamento 
que dio origen á la indemnización reclamada, se 
ejecutó en el mes de Julio de 18¿9 para cuya fe- 
cha Venezuela era todavía parte integrante de la 
República de Colombia, 

Decretan : 

Art. único : Se aprueba en todas sus partes la 
convención preinserta, reservándose Venezuela 
reclamar de las Repúblicas Neo-granadina y 
ecualoriana la debida indemnización por lossetenta 
y una y media unidades que proporcional mente 
led tuca pagar de e^te crédito de origen colom- 
biano. 

Dado en Caracas á 21 de Ma}o de 1850, año 
21 <le la ley y 40 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, José T. Pereira» — El Pre- 
sidente de la CAmara de Representantes, Juan 
José Pereira Lozada. — El Secretario del Sena- 
do, José Ángel Freiré — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. Padilla» 

Caracas Mayo 23 de 1850, año 21 de la ley y 
40 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Monágas. — Por S. E — El Secretario de Estado 
en el de^^pacho de Relaciones Exteriores, Fer' 
nando Olavarría» 

SAZARIDA. Véase Costa-arriba y Casigua, 
SEBO(£8TADLEci»iENTos de). E>xencion de todo 

derecho por seis aílos. Véase Te?ierias. 
SECRETARIAS de estado, ley de 24 de 
MARZO DE 1851 organizándolas — que reforma 
la de 10 de Mayo de\8A\ p. 177 del cuaderno 
de ese año^ y 485 7¿o 443 dü cuerpo de 185 1 — que 
reforma la de \i de Mayo de 1840 que com- 
prendía estamateria^ pág» 34 del cuaderno de 
ese año, y 432 n^ 412 del de 185| — que reforma 
en lo conducente la de li de Mayo de 183G, 
pág. 183 del cuerpo comprensivo de las de 
ese año y 218 n<> 225 del de 1861 — que refor- 
ma finalmente también en lo conducente el de- 
creto de 14 de Octubre de 1830 pág. 115 del 
cuerpo comprensivo de las de ese año, y 77 n^ 
58 del de\^b\, 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 
Art. 19 La Secretaría del Interior se compon- 
dr&de un secretario, cinco jefes de sección, entre 
los cuales habrá uno designado por el secretario 
que servirá de oficial mayor, seis oficiales de nú- 
mero, haciendo uno de ellos de archivero, y un 
portero. El Secretario designará también un jefe 
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de sección y un oficial de nthmero de los estable- 
cidos por este artículo para el servicio de la sec- 
ción de inmigración con arreglo á la ley de la ma- 
teria. 

Art. 29 La Secretaría de Hacienda se compon- 
drá de un secretario, seis jefes de sección, entre 
los cuales habrá uno designado por el secretariw, 
que servirá de oficial mayor, de ocho oficiales de 
número haciendo uno de ellos de archivero, y de 
un portero. 

Art. 39 La Secretaría de Guerra y Marina se 
compondrá del secretario, cuatro jefes de sección, 
entre los cuales habrá uno designado por el secre- 
tario, que servirá de oficial mayor, cuatro oficÍL- 
lesinclui^iveel archiverj, y un portero. 

^ único. La oficina de la Secretaría de Guerra 
y Marina se dividirá para su despacho en dos ra- 
mos separados, el uno de guerra y el otro de ma- 
rina, bajo la dirección del secretario y conforme 
á la organizncion interior que convenga darles. 

Art. 49 El Qespacho de Relaciones Exterio- 
res tendrá tres jefes de sección, entre los cuales 
habrá uno designado por el secretario, que servirá 
de oficial mayor, y tres oficíales de número. 

Art. 59 El Consejo de Gobierno nombrará de 
de entre \od miembros elegidos por el Congreso, 
uno que haga de Secretario del cuerpo ; y para 
el despacho de la secretaría habrá un oficial que 
tambieu será archivero. 

Art. 69 Los jefes de sección de la Secre- 
taría de Guerra y Marina serán precisamen- 
te militares, bien entendido que nunca gozarán 
del sueldo de su clase en el desempeño de sus 
destinoi*, sino de la asignación señalada á estos. 

Art. 79 Corresponden al exclusivo despacho de 
cada secretaría todos los negociados que sesnn su 
na turaleza pertenecen separadamente á cada uno 
de los ramo^ ó departamentos con que ellos se 
denominan, y á las diversas materias que dichos 
ramos comprenden. Así que, tocan al despacho 
de las tres secretarías. 

19 A la del Interior y Justicia cuanto diga rela- 
ción con los ramos de justicia, policía, educacioQ 
pública, patronato eclesiástico, manumisión y di* 
potaciones provinciales, 

29 A !a de Guerra todo lo relativo al servicio 
militar en sus diversos ramos y la inspección de 
todas las armbs. 

39 A la de Marina todo lo concerniente á cela 
profesión, inclusas su parte militar y nmterial* 

49 A la de Hacienda cuanto es relatiro con la 
Hacienda Nacional en lo directivo, administrativo 
y económico en sus diversos ramos 7 negociados 
que de ellos tienen origen ; y 

50 A la de Relaciones Exteriores cuanto tion* 
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de á \n9 que debe haber entre el Gbbierno de Ve- 
nezuela y otroe Gobiernos 

Art. 89 L»ñ dudas que ocurrun 8(»bre el des- 
pacho de algún negocio, que en su clüsiñcacion no 
determine claramente á cual de las secretarías 
pertenezca, se decidirán por el Poder Ejecutivo. 

Art 99 I^os gastos que tengan origen en cada 
secretaría során determina<ios por aquella & quien 
toque el despacho del negocio, dándose cuenta 
oportunamente á la de Hacienda para que pre* i tos, órdenes y providencias que expidiere. Las 



cutivo agregará á cualquiera de ellas el despa- 
cho de las relaciones exteriores. 

Art. 136. Para ser secretario del despacho se 
requieren las mismas cualidades que para ser re- 
presentante, y li aptitud necesaria para desem- 
peñar el destino que se le confia. 

Art. 136. Los secretarios son los óiganos pre- 
cisos é indispensables del gobierno, y como ta- 
les deben autorizar todos los decretos, reglamen- 



venga el pago bajo su responsabilidad. Toca por 
esta misma razón á cada secretaría formar v\ pre- 
supuesto anual de ios gastos de su departamento 
y trasmitirlo á la de Hacienda para que, encon- 
trándt»lo arregUdo alas leyes, forme el presupues- 
to general que del)erá presentar al Congreso. 
Art. 10. Los secretarios pueden remo veri puan- 



que no estén autorizadas por el respectivo secre- 
tario, no deben ser ejecutadas por ningún tribu- 
nal ni pers.ina pública ó privada, aunque aparez- 
can firmadas por el Presidente de la República. 
Art. 137. Los secretarios del despacho darán 
cuenta á cada cámara en sus primeras sesiones, 
del estado de sus respectivos ramos: y ademas 



do lo eslimen necesario, á loi empleados de su .' cuantos informes se les pidan pnr escrito, ó de 



respectiva oficina, dando cuenta al Poder Ejecu- 
tivo. 

Art 11. Se deroga la ley de 10 de Mayo de 
1841, sobre organización de las secretarías del 
despacho. 

Dad H en Caracas á 19 de Marzo de 1851, año 
22 de la ley y 41 de la independencia. 

El Presidente del Sena 'o, Simón Planas, 

El Presidente de la Cámara de Rt^prcst mantés, 
Miguel Anzola. 

tsl Secretario del Signado, José Ángel Freiré. 

El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla. 

Carácaí», M^írzo 21 de 1851, año 22 de la l^y 
41 de la indepcníimcia. 

Ejecúii^se. — / G, Mónitas, 

Por S. E— Ei 'Presidente de la Urpúbllca. El 
Secretarjjí de E en los DD. del interior y Justi- 
cio, Lucio Piilídoi 

SECRETARIAS i>c estado. Sueldos de sus 
empleados. Véase Sueldos de los emfleadus en 
¡as Secretarías de Esiado. 

SECRETARIA de hacienda. Sus funciones ! 
sobre los oficinas del ramo. Véase Oficinas su- 
periores de hacienda^ art. I9 

SECRETARIAS de los eoBBRNADOREs Gas- 
tos y fondos para su pago. Véase Sueldos, L. 
de 21 de Abril de 1842, 7 Suplemento á las 
rentas municipales. 

SECRETARIOS de cámara. Véase Escriba- 
niaSy L. de 6 de Junio de 1846. 

SECRETARIOS del despacho, título xvi 11 

DE LA CCNSriTÜCIOW. 

Art. 134. Se' establecen para el despacho de 
loa negocios correspondientes al Poder Ejecutivo 
trea secretarías : ona del interior y justicia : otra 
de hacienda ; y otra de guerra y marina. El Eje* 



palabra, reservando solamente lo que no conven- 
ga publicar. 

Art. 138. Sím responsables los secretarios: 

19 Por traición contra la República, bien sea 
para someterla á una potencia extranjera, ó bien 
para variar la forma de gobierno reconocida y 
jurada : 

29 Por soborno 6 cohecho en los negocios de 
su cargo, ó en las elecciones de funcionarios pú- 
blicos : 

39 Por infracción de la Constitución y de las 
leyes : 

49 Por malversación de los fondos públicos. 

Ari. 139. No salva álos secretarios de respon- 
sabilidad )a orden verbal, 6 por escrito del Pre- 
sidente de la Rcpúbli la 

Art. 140. Los secretarios del despacho se reu- 
nirán en consejo para tratar de los negocios ge- 
nerales de la administración, auxiliar con sus lu- 
ces al Presidente, y arreglar las providencias que 
hayan de expedirse por cada imo. 

SECRETARIOS d^l despacho. No pueden 
ser senadores ni representantes. Véase Cá- 
maras legislativas^ artículos constitucionales 
que establecen las disposiciones comunes á 
ambas, art. const 81, y Elecciones^ L. S&, 
art. 12. 

SECRETARIOS del d&spacho. Deber de 
asistir á las Cámariis cuando sean llamados 
á informar sobre aljuníi materia. Véase Le* 
yes, art. const. 90. 

SECRETARIOS del despacho. Pueden asistir 
a las sesiones de las Cámdras. Véase Asisten- 
cia de los Secretarios del Despacho á las se- 
sionesjde las Cámaras 

SECRETARIOS del despacho. Son miembros 
del Consejo de Gobierno. Véase Consejo de 
Gobierno^ art const. 123. 
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SECRETARIOS dbl despacho. Por quién se- 
rán suplidas sus faltas en dicho Consejo. Véase 
id. arU const. 129. 

SECRETARIOS dbl despacho. Anle quién 
prestarán el jurannento constitucional. Véase 
Juramento de empleados nacionales^ art. const. 

222- 

SECRETARIOS del despacho. Pueden pedir 
el despacho de correos extraordinarios. Véase 
Correan^ L. R. arU 10. 

SECRETARIOS DEL despacho. Sus sueldos. 
Véase Sueldos de Uts altos funcionarios^ num. 
40 del art. 19 

SECRETARIOS del despacho. Funciones del 
del Inierior sobre depósito de obras privilegia- 
das. Véase Prodvcciones literarias, ^ único 
del i»i t. 49, y art. 69— Id. sobre Patentes de na- 
vegación &c. Véase Patentes de navegad 07i, 
mejora. ófC art. 3 á 5, y IS á 20— Sobre mo- 
deiüí! á los Gobernadores para el estado de las 
rentas y gastos de las provincias. Véase lien- 
tas ihumápaUs, art. 13. — Id. sobre cuadros de 
vagos. Véase Vagos^ ^ único, art. 16. — Sobre 
reutHS municipales. \éiise Rentas municipales, 
arl. 13. — Sobre cuslodia del censo naciojuU- 
Véase Censo de población, art. 5. 

SECUETARIOS dei. despacho. Deberes espe- 
cialt s del de Hacienda : — Cuento anual que 
deben dar al Congreso de las ventas de las pro- 
piedades del Estado. Véase Propiedades del 
Estado^ art. 6. — Id. con sujeción á las órdenes 
que le comunique el Poder Ejecutivo. Véase 
Oficinas superiores de Uacifinda, art 19 — So- 
bre billetes de deuda consolidada. Véase Deu- 
da pública consolidada ja, «rt. 10. — Sobre 
amortización de la deuda consolidada y pago 
de sus intere.«5es. Véase Deuda pública conso- 
lidable, D. £. de 29 de Abril de 1843 — Sobre 
tanteo de las oficinas de correo, L. O. art. 24. 
— Sobre pago del déficit de las misnias oficinas. 
Véase id. L. R art. 16. — S<»bre gastos y guar- 
da de caudales en rilas. Véase id. id. ari. 17. 
— Sobre salinfts. — Véase Salinas, art. 17. — 
Sobre papel sellado. Véase Papel sellado, art. 
19 y D- E. R. art. 4, 5 y 8. — Sobre comercio 
de cabotaje. Véase Cabotaje, art. 14-^ Sobre 
acuflacion de moneda. Véhse Moneda, L. de 
19 de Abril de 1854, art. 14. 

SECRETARIOS del despacho. Deberes del 

DE OUERKA V MAKINA. KeSOLPCION EJECUTI- 
VA DE 12 DE NOVIEMBRE DE 1840, declarando 
que pertenece á este ramo cuanto sea relativo 
á los capitanes de puerto y prácticos, 

^ Despacho de Hacienda — Noviembre 12 de 1840. 

Resuelto. — Siendo las ordenanzas generales es- 

pafiolas de la armada naval de 8 de Marzo de 
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1793 laa únicas qae se hallan rlgente^y y en ob^ 
servancia en toda la República, por do haber toda- 
vía dictado el Congreso nacioaal otraa nuevna que 
las deroguen: y estando por ellas dispuesto que 
pertenezcan al deparlaniento de marina loa capi- 
tanes de puerto^ con>o también que de estes de- 
pendan, y queden sujetos á su jurisdicción los 
prácticos, no tanto en lo personal, cuanto en lo 
(lemas que coDcieme al ejercicio de sus funcio- 
nes, el Gobierno con el objeto de remover los obs- 
táculos y embarazos que precisamente produce la 
simult&nea intervención de dos distintas secreta- 
rías en el despacho del referido ramo de prácticos^ 
y convencido de la necesidad de concentrarla en 
¡a de nuirina á que por su misma naturaleza cor- 
responde, resuelve que en lo sucesivo corre ente^ 
ramente á cargo de ella, quedando segregada de 
la de hacienda las materias en que hasta ahora 
ha entendido : líbrense las órdenes consecuentes 
y publíquese en la Gaceta. 

Por S. E — Smiih, 
SECRETARIOS del despacho, deberes m»' 
PRciALES del de GUERRA Y MARINA. Es miem- 
bro de la junta directiva del montepío militar 
Véase Montepío militar, art. 2. 
SECRETARIOS del despacho, deberes es- 

PEGIALES DEL DE RELACIONES EXTERIORES. Vés- 

se Ministros públicos, L. de 19 de Marzo de 
1841, ^ único del art 2, y Consulados Venezo- 
lanos, L. de 30 de Abril de 1847, art. 14 y 22. 

SECRETARIOS DEL despacho. Véase Secre- 
tartas del Despacho. 

SECRETARIOS de los gobernadokks. Su 
nombramiento y remoción. Véase Provincias ^ 
art. 4** — No exigirán ilcrecho alguno. Véase 
id, art. id, ^ (inico. — Lo son de las Juntas Su- 
periores de sanitlad. Vénso id, art. 73. 

SECRETA RI09 municipales. Véase Provin- 
cias, art. 67 V su § 2^, y ^ único, ari. 10. 

SECRETARIOS helatores. Véase Tnbuna- 
les y juzgadoSf L« 5. 

SECRETARIOS de los tribunales inferió^ 
RES. Sus cualidades y nombramiento. Véase 
Tribunales y juzgados, L. 9, — Sus funciones 
sobre registro de podares donde no baya regís* 
iradores. Véase Partes en juicio, ^ único del 
ort. 69 — Sobre libelos de demanda. Véase De- 
manda y emplazamiento, art. 3 á 5. — Sobre 
examen de testigos. Véase Pruebas y su tér- 
mino, art. 38— Sobre anotación de escritos al 
acto ae su presentación. Véase Disposiciones 
comunes á todos los juicios, art. 26. — Sobre ta* 
sacien de costas. Véase Arancel judicial^ art. 
7 y &-*No pueden ejercer funciones de aboga- 
doe ni de patrocioanle en los tribunales en quA 
depeudaa» Vtote Ahogai^ art. 3l.--^8 awl* 
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dp8. Véase Tribunales y ju^gados^ L. 8^ arU 
,19 — Asignación de los que los reemplacen. 
Véase Sueldos de los empleados en el ramo de 
justicia^ art. 59 y Secretarioi de loe jueces de 
provincjuí accidenta les^-^-^'^Sueióon de los 
jueces de provincia. Véase Sueldss de los em* 
filcados en el ramo de fusUcia^ D. £. de 26 de 
Julio de 18o3. 

SCCKCTARÍOS i^k los tribunales inferio- 
res Por quién serán expedidos sus lítulos; y 
ante quién prestarán el juta mentó constituciu- 
uai. Véase la nota^ {*) 

SECRETARIOS de los tribunales infbrio- 
Rss. Los de parroquia deben t*ostear los gastos 
d^ escritorio. Véase la Twta, (**) 

SBCRETARiOS db los tribunales infe- 
riores. El del juez propietario debe conti- 
nuar actuando con el interino por impedimen- 
. to de aquel. Véase la nota. (***) 

SECRETARIOS de ju£x;bs de provincia ac- 
cidentales. REHOLUCION EJECUTIVA DE 13 

D£ AGOSTO DK 1856 declarando que no pue- 
den cobrar^ conforme á la ley^ sueldo alguno, 
sino los derechos de arancel como testigos ac- 
tuarios. 

Secretaría del Interior. — Sección segunda. 

Caráras Agosto 13 de 1856. 
Resuelto. — Vista la solicitud que ha presenta- 
do el señor Pedro Caraballo, con el objeto de que 
se le mandé abonar pi>*r Tegorerfa la cantidad 
correspondiente al tfeiñpo en que sirvió de Se- 



(*) £1 Sécrotarlo del loteriur en su memoria de 87 p. 
•«46dHo. 

*• Consultó el mismo Gobernador qyMn expediría los 
^ títulos á loH jueces de primera instancia, á los secretarios 

* y alguaciU'8, y qiiieu recibiría el juramento de estos dos 
últimos eiupleadüs ; y el Ggbierno resolvió que el titulo 

' débtiiia expedirse por la autoridad que hacia los nombra- 
mientos por disposición de la ley, y que la misma autori- 
dad qne nombra á los secretados y alguaciles recibiera sus 
juramentos." 

[**) El propio Secretario del interior en la misma me- 
moria de 87 p. 61 expuso: 

" Señalando la ley un sueldo a los secretarios de los 

* alcaldes parroquiales, parece que los gastos de escritorio 
han de costearse por sus secretarios, no habiéndose desig- 
nado otra cosa. 

» 

(♦**) El mismo Secretario en su Memoria de 89, p. 31 
dijo: 

"El Gobernador- de Maracalbo consoltó si el secreta- 
rio de un juez en propiedad debía continuar actuando 
con el juez interino, por Impedim^to de aquel para co- 
nocer \ y en el caso de que no debiese continuar, cual 
Ibera el sueldo que debia gossar el secretario interino, y 
el Oobiemo resolvió : que parecía mas conforme d la 
ley, que el secretario actuase con el juez interino para 
" conocer de una causa por impedimento del juez propieta- 
rio, qoe el que se nombrase otro secretario interino." 
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cretario del Juzgado de provincia constituido ae* 
cid ental mente en esta ciudad, para conocer de 
ciertas causas criminales, por inhibición del Juei 
natural ¡ y observándose, que la práctica esta- 
blecídat según la cual el Jues accidental ha- 
bría debido actuar con el propio Secretario del 
subrogado, era, en el caso presente, inadmisi- 
ble porque se encontraba inhibido también dicho 
Secretario, lo que hizo indispensable el nombra- 
miento especial del se&or Cara bailo : S. £. el 
Poder Ejecutivo ha tenido á bien declarar lo 
siguiente : 

Kespecto del Juez que resulte nombrado papa 
supRr el de provincia ó de circuito por impedi*- 
mentó de estos para conocer en una causa, no 
hay duda alguna que deben satisfacérsele los de<- 
rechos que devengue, según el arancel judiciaU 
por las partes interesadas en materia civil, y cu 
lo criminal por el Tesoro público. Mas, si en 
cuanto al Secretario que llena la falta del pro- 
pietario por inhibición de este, no determina la 
misma ley el modo de remunerársele su oficio, la 
de 28 de Abril de i848, que señala sueldos á los 
empleados de justicia trae y decide expresamen- 
te el «Hso en la segunda parte del artículo 59 que 
dice asi : •« Cuando la sostitucion sea por recusa* 
eion ó iiihabilitacion, los secretarios accidenta- 
les devengarán 'los mismos derechos que los tes- 
tigos actuarios, deduciéndose la suma que ( erci- 
ban, del sueldo del Secretario en propiedad.'* 

Desconformidad, pues, con esta decisión de ia 
ley, y como el Secretario reemplazado por el so- 
licitante ha debkio' cobrar los sueldos correspon- 
dientes á los meses y dias en que funcioñarOD 
juntamente uno y otro, de aquel debe reciumar 
el señor Caraballo los derechos que haya deven- 
gado como actuario, con arreglo al arancel res- 
pectivo. 

Comuniqúese al señor Secretario de Hacienda 
en oonteatacion á su nota de 14 del corriente-: 
Instruyase al interesado devolviéndosele los re- 
cibos que acompañó, si lo solicitare ; y publique* 
se en iaOnoeta Oficial. 

Soy &c. — ^Por S. E, — Parejo. 

SECRETARIOS de los colegios nacionalibí. 
' Sus derechol Véase Instrucción, pública, L. 

8a, art. 18, 19, 20 y 23, 
SECRETARIOS de las universidades. Véa- 
• se Instrucción pública, L. 8^ art. 17 al 20, y 

D. E, R. cap. V. 
SECUESTRO judicial y arraigo, ley iv, tí- 

TtJLO ri DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO JUDI- 
CIAL DE 23 DE ABRIL DE 1853 que reforma la 
deí9 de Mayo de 1836. pagina. 235 del cuer- 
po comipTensiva de las de ese año, y 243, o^ 
2iS, del de I8dl . 
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El Senado y Cámara de Representantat de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso* 

Decretan. 

Ley 4^ título 20 del procedimiento judicial. 

Sobre secuestro judicial, amigo 7 aflansamiento. 

Art. 19 En cualquier estado de on« demanda 
si consta' la deuda ú obligación por documento 
publico 6 privado reconocido, ó por confesión de 
parte, 6 por justificación de testigos hecha con 
citación de la parte contraria, el demandante pue- 
de pedir, y el respectivo Juea decretará el seeuee* 
tro, ó embargo judicial en los casos sigaientee : 

19 Cuando sea dinero, frates 6 algvna cosa 
mueble lo que fc litiga, y no teagn responsabili- 
dad el demandndo, 6 se tema fun(hidaaMnte que la 
oculte 6 desmejore. 

29 Coando el marido malgasta hi déte ú otros 
bienes de so mujer. 

39 CuHndo un hijo desheredado por so padre 
6 madre pide la parte de los bienes que le tocan. 

49 Cucindo se litiga sobre herencia entre cohe- 
rederoF. 

59 Cuan fio el deodor ú obligado liava muer- 
to, y los survsnres, sin satisfacer la deuda ti obli* 
gacion de aquel, han entrado en la poeeaion de 
sus bienes, no pudiendo estos dejar de embar- 

farse sino cuando el poseedor deposite en el tri*. 
unal una rnnti^'ad en dinero equivalente al talor 
6 interrs de la demanda, 6 presente un fiador aba- 
nado qne garnntice el pago. 

69 Ciirndn «^1 demandado lo fuere por efecto 
de compra de una propiedad raiz, qne está go- 
lando <ir\ haber pagado so precio. 

79 C^isnilo la posesión de la cosa en litigio es 
dudosa. 

89 Cupr.h aun sin ser dudosa, reclaman la 
propiediJ )c ella dos 6 mas personas con títulos 
Igualmente anténticos. 

09 Cn^mlt» (Jada sentencia definitiva contra el 
poseedor de la cosa litigiosat este apela y no da 
fiansa para responder de la misma cosa y sos 
frutos, annqne sea inmueble. 

Art. 29 ^i el demandado conviniere en que 
está comprendido en loa casos del articulo ante- 
rior, se derrethrá el secuestro sin mas progreso, 
pero si n-.ariifestare no estar comprendido, te 
oirán sos excepciones, procediéndose en la for- 
n|a qne S"i 'i'nh mss adelante. 

Art. 3^ No se decretará el secuestro, 6 deberá 
alxarse si estuvire decretado, cuando A satisniccion 
del demandante diere el demandado fianza de pa- 
gar con arreglo á la sentencia^ 

Art. 49 En cuslquier estado de la demanda en 
que el demandante tema que el demandado eoa- 
gene sus bienes para burlar la acción judicial, ó 
que se ausente de la República con el mismo fin, 



pueJe peJír que se arraigue en el lugar de su do* 
micilio 6 en el del juicio : y si probare qne es 
fundado su temor, el juei decretará el arraigo. 

Art 59 £1 decreto de arrw^o imponer al de- 
mandado* el deber de presentar iMÍenee snyoa 
que cubran y queden hipotecados por el valor de 
la demanda y las costas pradentemente caleníadani 
6 los bienes de otro que se constítuya fiador 
para responder de dicho valor y costas á satia- 
fiíccion del demandante ; pudiendo apremiarse al 
demandado con arresto, si no cumpliera una fi 
otra cosa. 

Art 69 También el demandado, si despoeede 
ecntestadá la demanda tuviera igual temor de 
qne el demandante se ausente de la República 
dejándolo perjudicado, puede pedir que este le 
afiance las rasuUas de) pleito, y el juet así lo de- 
cretará si aquel probare que es fundado su temor. 

Art. 79 Cuando el demandante 6 demandado 
en sus casos desechen la fiansa presentada, el 
)uex dentro de ruaranta y ocho horas decidirá ti 
es ó no suficiente. 

Art 89 Los pobres que justifiquen su pobre», 
no están* obligados á dar fisnas, y basta qne 
presten en sus casos la caución juraCoria. 

Art 09 ^' secuestro, arraigo y afianamienlo, 
se promoVerán por eaerito 6 de palabra, segnn la 
nalvralexa y cuantía de la demanda principal, 
presentándose siempre los docomentos jiietinea* 
tívo» de que se ha hecha mención en el artfenlo 
¡9; y el decreto del iues deberá recaer en el 
mismo dia y cumplirse desde luego. 

Art 10. Después de cumplido dicho decrelOr 
si el juicio fuere escrito, se entenderá abierta una 
articulación, y el jurz hará citar para el tercer 
dia siguientef á aquel contra quien obran sna 
efectos, á fin de que comparesca á contestarla ; 
y si no hubiere conciliación, se concederá el tér- 
mino de ocho días para pruebas en qi'e las partea 
podrán promover y evacuar las que convengan á 
sus derechos. 

Art. 1 1. El Juea dentro de dos dias^ á mas tar- 
dar, de haber espirado el término probatorio, sen* 
tenciará la articulación; y bien ratifique 6 revo- 
que su decreto de secuestro, arraigo ó afianaa- 
miento, se oirá apelación pare el tribunal inpe- 
rior, 

Art 1^ Si el Juez al librar el decreto de ^ne 
habla el artículo 09 ^^vere qne 00 son suficien- 
tes los documentos 6 justificacionea ptoduridast 
podrá así declararlo, disponiendo qne ae amplíen, 
y esta declaratoria será apelable* 

Art 13. La articulación sobre secuealfo» amii> 
go y afianiamiento 00 suspende^ el torso de Ja 
demanda principal, á la que se agregará el cna* 
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ádtao t«p«rado d« «quelU cuando le haja ter* 

IDÍAMla 

An. 14. Desde q«e ee pida el aecueiitro, arraí* 
go é^efiansamieirto hasta que se decitb esta inci- 
denciat no podrá la parte eontra quien se pide, 
eaafenar sus lueDes mices ni semoTientes, bajo la 
pena de nulidad é indeomiz^eion de los dallos y 
peñtticios causados. 

ArU 15. Se deroga la ley 4^ UtuU> 20 del có- 
digo de procedimiento de 19 dé Mayo de 183(1. 

Dada en Caracas á 21 de Abril de 1853, afio 
94 de la ksy y 43 de la independeneta.i— El Pre- 
sidente del Sensdo, Raimundo Aniueza.^-Ei 
Presidente de la Cámara de Representiintes, Fran- 
cisco OrtocA»— El secretario suplente del Sena- 
M), Jl. IroMÓbaL — £1 secretario de la Cámara de 
Representsntes, JL Padilla, 

Caracas 23 de Abril de 1863, año 24 de la ley 
y 43 de la independencia.— Cjecátese. — /• G, Mo- 
náeas.'^Por Si. E. el Presideniede U Elepablica. 
— EJ Secndiir.iü de E en los Ob. del Interior, 
Justicia y Reiacitioes Roe tenores, Simón Planas. 

SEDICIÓN DE TROP4 EN MAROSA. VéoSO CoAf • 

'firaáOT€9% art. 18 
SEGUNDA INSTANCIA, lev chica tit.IV 

.IWBLXáoiOOinE PROCEOIMilJBMTO JUOIGIAL, DE 

28 DRTBBRBRo DE 18A6,-^Me Tefotma la ic 
3 de Ma^o da 1838. p. Í9i del cuaderno de ese 
,aMo, y 354, núm, 3 13 del cuerpo publicado en 
J85L — gue reforma la d> 19 de Muyo de 1830, 
p, 243 del cuerpo compnenuvo de iae de ese 
año^ y 247, núm. 246 del de \t»\. 
£1 8ena<lo y Cámara de Representantes de la 
Jlepüblica de Venezuela reunidos en Congreso. 

decretan: 
Xte Jos trámites del procedimiento en segunda 

-instancia. 
Art 19 Luego que el pie^idente de la Corte 
Superior rei^ba un expediente en apelación, lo pa- 
sará ai >nintstro canciller, que tomará raeon de la 
Tedia en que ha llegado y «Tara en el minmo (lia el 
aviso corrcitpondiente al tribunal de primera ins- 
tancia que lo remitió 

Art. 29 Estaría siempre en la casa del tribunal 
á 4a vista del público la lista délas causas pe ri- 
dientes-en la Corte Superior, con expresión del dia 
en que se hayareelbldoeada expediente, y del dia 
en que beya de -verse y sentenciarse. llUta .lista 
k aiHerisará el ministro canciller, debiendo ade- 
mas dar taion á las partes que ocurrieren á él de 
lo qoe eonste respeto de sus causaf^ en 1t>s regía- 
los de entradas de expedientes, y de señalamientos, 
fm dev cneiiU de elles. 

Ah, Wf Bl mismo dia en qne reciba el presiden- 
te «de laeorie superior un expediente en apelaciont 
seBalará para la vista y sentencia el que crea con- 
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veniente desde el 39 hasta el 1 Op contados desde su 
recibo ; pero si la apelación fuere del fallo librado 
sobre cualquiera articulación 6 incidencia se se- 
llalará para la vista del recurso, uno de los tres días 
siguientes al de su recibo, y despachará con prefe- 
rencia. En estos términos no se contsrán los dias 
que no sean hábiles para el despacha 

Art* 4? Las causas se despacnarán por el orden 
en que estuvieren colocadas en el recistro de en- 
iffackMi que llevará el ministro canciller, excepto 
aquellas que el tribunal considere de urgente des- 
pacho, las cuales sesrerán y sentenciarán con pre- 
ferencia* 

Art 69^^^*^™*^^^ petición de las partes 
para hacer pruebas, y solo se les permitirá al tiem- 
po de verse la causa, producir algún documento 
auténtico, y hasta el dia antes, pedir posiciones, ú 
es^viere presente en el lugar la parte que ha de 
absolverlai^y exigir el juramento decisivo del plei- 
to. 

Art 69 Las tiartes informarán verbalmcnte por 
sí 6 por medio de sus apoderados 6 patrocinantes 
siempre que lo crean conveniente á su derecho ; 
pero no hablarán mas que una sola vez, á menos 
que sea para responder á ios jueces. Podrán sin 
embargo presentar por escrito jas indicaciones que 
crean condacentes áladlitar el exámien de la cues- 
lion» con tal que no sean mas que siieples apun- 
tamiento; y se leerán f 01 id ministro relator agre- 
gándose desMes al expediente. 

Art 79 Cuando se proceda á ver la cau»a se 
anunciará en alta vos para que las partejs ó sus 
procuradores y patrocinantes, si estuvieren pre- 
sentes, nuedan entrara! lugar destinado pura ellos 
en la sala del tribunal. La ausencia de ias partes^ 
de sus procaradores 6 patrocinantes no impedirá 
ni entorpecerá en manera alguna el exám^^n y de- 
cisión de la causa, ni se seeibirá la solicitud que 
tenga este objeto, cualqniera que sea cj motivo que 
se alegue, á menos que estén de acuerdo tod^s 
los interesados en el pieilo, en cuyo caso se <»efiala- 
rá para otro dia sin perjuicio de los seliajamientos 
an\¡priores. 

Art 89 El expediente se te^rá tntegramente 
por el ministro relator^ C<»ocluiiJa su lectura, se 
oirá el informe de las partes: después podr&n los 
jueces hacer á jostae las preguntas que estimen 
convenienles pera Vnstrar k cuestión, exigiéndo- 
les 6 no el jqramento para contestarlas. En se- 
guida, quedando solos los iueees en el tribunal, dis- 
cutirán la materia tomando primero en considera- 
ción los hechos, y después el derecho 6 leyes del 
caso. Arreglada la seoteneia, se volverá á llamar 
á las partes, y ei an lienein páblica| manifestará'ca- 
da juex sa voto j las raaones en que lo funde, (fic- 
y undo en seguida el relator la sentencia en los 
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términos en que debe escribirla 6 hacerla escribir 
el canciller en el propio acto. El canciller leerá 
después lo que se ha escrito, y las partes, estén ó 
no presentes, quedarán por el mismo hecho notifi- 
cadas. , 

Art. 9 La Vista de las causas y (b1 pronunciamien- 
to de la sentencia serán actos inseparables, y que 
deberán tener lugar en una sola sesión : los Jue- 
ces no podrán separarse del tribunal hasta que no. 
quede la sentencia firmada y publicada. En lo.s ca- 
sos de discordia, prolongarán sin interrupción la 
diácusion privada, hasta que haya mayoría absolu- 
ta de votos. 

Art. 10. Cuando la sentencia dada en se- 
gunda instancia es conforme con la que se dio 
en \k primera instancia, queda ejecutoriada desde 
el momento que se pronuncia, y no se admitirá 
ya ningún recurso excepto el de queja para hacer 
efectiva la responsabilidad del juez. El presiden- 
te de la Corte devolverá el expediente ai tribunal 
de primera instancia para el cumplimiento de la 
sentencia á la mas posible brevedad, previas las 
formalidades que establece la ley sobre el régi- 
men de las oficinas de correos, dejando copia au- 
torizada de la sentencia por el ministro canciller. 

Art. II. Cuando la sentencia dada en segunda 
instancia no es conforme con la que se dio en la 
primera, podrá admitirse contra ella el rQcui*so 
de apelación en tercera instancia á Ja C.prte. Supre- 
ma de Justicia siempre que se intente d^.q^tr^ ^^ 
los tres dias siguientes á aquel ep u\te 8^l)rQn4]n- 
ció. 

Art. 12 Sí la sentencia de segunda Jngtapcia,,sien- 
do conforme en lo principal con la de l.a primera 
instancia, no lo fuere en cuan.t^ al pago pur las 
partes del impuesto j)ara gastos de jijsij.gia pde coá- 
tas, el recurso de apelación en tercera instancia se 
limitirá á estos puntos, y no se extenderá len este 
caso alo princij)jil, que quedará ejecutoriado; y 
deberá llevarse á efecto por el juez de primera 
instancia á quien sedará el aviso correspondieute 
en el menor término posible. 

Art. 13. El presidente de la Corte Superior re- 
mitirá á la Corte Suprema por el primer corfeo, 
todas las causas en que se hubieren admitido para 
ante este tribunal los re(Ui'sos de que hablan los 
dos artículos anteriores, dej-mdo una copia .de catla 
sentencia legalizada en los lérminps q.u.e proviene 
el artículo 59.de la ley úriica ílel..títu)Q39 

'Art* 14. Eo cualquier tien^po e^ qi^e sp de- 
vuelvan los autos por la Corte Sqprema, ips .remiti- 
rá el. presidente de la Corte Supt'i'ior.iili^^apectivo 
.tribunal de primera instancia oJt»s9][Vttn4<> iÁs.pT'e- 
veociones del artículo (O de e^ 1^, 

Art. 15. Se deroga la li^y deL^i)íi^^|^i|{9fi|'o y 
título de^a de Alayo de ia$8. 
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Dada en Caracas á25de Febrero de 1S46. alto 
17 de la ley y 36 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, José Vargas. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Fernando Ola- 
varría. — El secrietario del Senado José Ángel Fre}' 
re. — El Secretario de la Cámara de Keprc^eji- 
tantes, J. A. Pérez. 

Caracas Febrero 28 de 1846, afio 179.de la ley 
y 369 ^® ^* independencia. Ejecútese. — Carlos 
Soubleite. — PorS. E. el presidente. — El Secreta- 
rio de Estado en los Despachos de lo Interior y 
Justicia, Francisco Cobos tuertes. 
SEGURIDAD pebsonau Está garantizada á 

los venezolanos. Véa$e Disipas ¿dones genera* 

fes constitucionales^ art. 183, y Prooingiast 

art. 5. 

SEMINARIOS CONCILIARES, decreto del 
LIBERTA.DOR DB 26 DE JUNIO DE 1827 aumen* 
tando e¿ de Sania Rana en Caracas. 

SIMÓN bolívar &c. &c &c 

Considerando los bienes que resultan á la 
parte mas menesterosa de la población del estable- 
cimiento de las becas seminarias, que proporcio- 
u«a la educación á jóvenes aplicados y pobres» 
y que los colegios seminarios han sido en todos 
tiempos muy convenientes al Estado y á la Igle- 
b\á: en uso da las facultades extraordinarias que 
cji^rzo, decreto: 

Art 19 El numero de seminaristas que ahora 
hay en el cuiegio de Caracas, se aumentará á pro- 
porción que se aumenten las rentas destinadas á 
fOsílenorlos en los estudios. 

2. El vicario capitular ó el ordinario de estear- 
zjbispadi*, diclara las medidas que con mas eñca- 
«la conduzcan á la recaudación de lo que «hora se 
debe á dicho coU.';¿io semina rio y que mas adclaule se 
(.eba á virtud de las leyes vigentes. 

3 Para el mayor número de Io« seminarios, »*e' 
destinan á dotai becas en dicho colegio todaa las 
capellanías de jure devolulo, que ahora haya va- 
canies: eatlmando la competente dote de cada beca 
en tres mil pesos de capital ; y creándola en la 
misma projiíorcion. 

4 Como hasta aquí, el ordinario de esta ^anta 
Iglesia metropolitana proveerá las becas que haya 
vacantes en e»\e aejninnno, d^ndo la prefereapia á 
los jqve/ies de ids c^pitajes. 6 propine ia3 en qju« 
tísi^íi ,r^^cu4|uü l^s capittil^ ; ,y sqhice ,todo ,á 
la m^ypr ,piüt>r.Q7a, y .qMJgre» gqaXumhtm 4el 
que la^fioILcile. 

5 S6,^nic;irga.muy:Q$pQ^lQí)eiite al ,pr^8eatQ^vi« 
cario capitular de este arzobispado iia^riglia* 
cionde todos ips, capitales de cap^ÜaAíaa dl/ajiiré 
¡iev,Q\i^to q^e .fie,l^ilen «Tfii^aiil^s ¡ ,i»alfióma k^e- 
4)f^udfi4;ÍMn .de.todojp/iju^. §e idet>a^i:.^l tt/u^K» 
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ciéntQ del f edito de capellf níai? destinado al sosten 
del seminario. 

.6 Mi secretario de estado y general queda en- 
cargado de comunicar el presente decreto. '^^'* 
Cuartel general en Car&cas á 26 de Junio de 
1§S7,-17/ ■ '■ ' 

Simón Bolívar, 
Por ,ol Libertador Presidente. 
El Secretario de Estado y general de S. £• 

/. R. Revenga. 

SEMINAAIOS CONCILIAREd. DECRETO DB 22 

B£A|icLiL DE 1856 separando el de Santa Ro» 

süf de la Universidad, de. Car ocas, 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congresa 

Decretan ; 

Art ¡9 £1 Poder Ejecutivo dií^pondrá en el 
cvrao del presente afio civil la total separación del 
Seminario Conciliar^ de la Universidad Central, 
ajustándose alo dispuesto en lusariicuJ os siguien- 
tes. 

ArU 2^ £1 Seminario Tridentíno de Santa 
Rosa quedará en posesión exclusiva de todo su 
antiguo edificio ; y la Universidad so trasladará 
al local que el Poder Ejecutivo ie designe en con- 
formidad con. las leyes. 

Atl.39 ^^^ propiedades de dicho seminario,: 
ademas de las qué por justos títulos le correspon- , 
dan, las rentas que provienen de las capellanías 
áejute devolulo que eti diferentes épocas han 
aplicado los prelados eclesiáLsticos á algunas cáte-i 
dras, como también lodos los censos afectos á es- 
tas, que cobraba la Administración del jSemiiiario \ 
hasta el año de 26, en que pur la ley general de: 
estudios de Colombia fueron incorpoiados á lu 
Administración de la Universidad í y en ñn, todos 
los.t'Apebles que hayan pertenecido en otro tiempo 
>^l^u>inario« 

.^'-..■Áft»'49 Verificada la separación mencionada,, 
el prelado eclesiástico dará inmediatamente al Se- 
minaiio la Constitución que estime mas conforme 
á la enseñanza de las ciencias ecletiiásiicas, según 
la naturaleza de su instituto y análoga á las ins-- 
* tltuciones y circunstancias del páis; sometiéndo- 
la á la consideración delCongresó para aprobarla ó 
reprobarla, en todo ó en parte. 

^ único. Ld Constitución de que habla el artí- 
culo anterior será prestí íitwtda á la próxima legis- 
latuj;». 

Ajrt 59 Mientras que el Seminario no pueda 
duiar las c^tedra^ do ciencias eclesiásticas, cutí- 
tiuMarán las de la .Uoivoraidad en ef litca) dé di- 
t^o^emina^io, ji^aga^cts deIo's|f()ndos dé la mis- 
ma^^ooietidas en todo' á su autoridad y'unifor- 
P^adaajppn , «gs. .d^mt»». cate^ ras. 

Art 6^ £1 colegió 'Seminario podrá conferir 
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á los seminaristas el grado de Bachiller en filoso- 
fía, previos lofí estudios, requisitos y 'formalida- 
des que exige* la ley para conferirlo á los alum^ 
nos de las ühiversidacles y Colegios nacionales. 
' Dada én Caracas á 18 de Abril de 1856, año 
27 de la ley y 46 de ia independencia. 

El Presidente del Senado, Juan Vicente Gon- 
zález Delgado, — El Presidente de la Cámara de 
Representantes, J. G. Ockoa. — Et Secretario del 
Senado.'/. A. Pérez. — £1 Diputado Secretario de 
la Cámara de Representantes, /. A. Torrealba. 

Sala del Despacho del Poder Ejecutivo.— Cara- 
cas 22 de Abril de 1856, 27 y 46. 

'* Ejecútese. — JoséT, Monágas, 

Refrendado. — El Secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justicia. 

A. Parejo, 
Es copia, Parejo. 

SEMINARIOS CONCILIARES. DBCRETO DE 17 

DS MAYO DE 1847 creando uno en la Diócesis 
' ie Guayana. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Vista la expoíjicion de S. E. el Presidente de 
la República por el Ministerio del Interior, con« 
siguiente á la necesidad de plantear un Semina- 
rio en la Diócesis de Guayana, y 

Considerando. 

Que es un deber del Conj^re^o proteger la edu- 
cación en Universidades y Colegios ; 

Decretan : 

Art. 19 De&¿e que el estado del Tesoro pú- 
blico lo permita, y mientras que en la Diócesis 'de 
Guayana se pibntea e] Seminario conciliar que le 
corresponde, se pondrá anualmente á disposición 
de su Reverendo Obispo la suma de dod mil pe- 
sos q^ aplicará exclu.sivamente á la enseñanza 
eclesiástica de jóvenes de su Obispado. 

Art. 29 Esta cnat nunza la recibirán en el Se- 
minario tridenlino de Caracas, correspondiendo 
exclusivamente al prelado diocesano de Guaya- 
na la elección y calificación de los alumnos, y al 
metropolitano y Rector del Seminario la direc- 
ción de 9US estudios. 

Art. 39 Kl Reverendo Obispo de Guayana en 
la elección de lod jóvenes que han de instruirse, 
como seininaristjH, preferirá en igualdad de cir- 
cunstancias perbonults á aquellos que pertenez- 
can á fumilias bien hf choras de la iglesia y de 
inénos recursos ; y procurará que el beneficio lo 
gocen jóvenes de todaB las provincias de su 
Obispado. ' V 

Art. 49 ^^^ jóvenes que tfocen de jas becas 
pagadas'coñ los' íondo.s qiie Se Conceden en este t 
deci'etb, deberán cursar por lo menos un bienio 
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de Teologffa ionitfdmliAaai» después iñ cen*- 
cluir filosofíii ;; j «ntttrtUí obligados, si recíKio- 
ren las sapraflas érdeaea, á oeaparte por seis silos 
en el doseoíipeflo de síganos de los beoefieios 
ecleslásiícos.4» GüiMf aiiS| á dísposicÚMi del erdi^ 
Mario. 

4 l^niso«. Desde eh moinenlo que estot send- 
Karistiis se mairicalen en slguns otra dím» sIa 
haber concluido Teobgísv varsrá por el idíssio 
hecho la. b^ea;- y lo participará el Rector del 
Semíoario,. á loa BoTerendos Obispos de Cara- 
cas j Giisjrana. 

Art. 59 81 poF np haber seminaristas que «on- 
•umao. toda la cantidad concedida quedare algún 
sobra ntCf el diocesano de Guayana.- po4rá apli- 
car para gr.ados^ menores en filosofía y Teolof^ía 
la suma necesaria, prefiriendo aquellos colegía- 
los que mejoren credenciales presenten de sus ca- 
tedrátieos y Rectores del Seminario' y Univer- 
sidad, y en igualdad de circunotancias al mas 
pnhre. 

Aj^. 60 Entre tanto el Tesoro nacionai esté 
erogando* los dos mil pesos del artículo I9i el Ro* 
verendo Obispo de Quayuna pasará anualmente 
al Gobierno una cuenta de su inversión y un in- 
forme de los reiultados que haya obtenido en 
virtud del presente decreto. 

Dado en Caracas á 13 de Mayo de 1847« alio 
19 de Itt ley y 37 de la independencia. — El Pre- 
sidente delBenado, Mariano Obi9po 4e Guapa- 
na. — El Presidente de \t Cámara de Ropresen* 
tantee, P. Palacwm — El Secretado del Senado, 
Jo%6 Ángel Fteffte.^^El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J:.A. Pérez. 

Caracas Mnyo 1:7 de ÍBiZ, afio 18 de la ley y 
37 de la independie^nciáb— -Ejec6tese*--J(9S6 T. 
Monagos. — Por S: E el Presidente de la Repú- 
blica, el Secretario interino de Estado-en loj^Des- 
pachos ae lo Interior y Justicia» RafaerAce* 
vedo. 

SEMINARIOS coifciLiARia. Qoé se observa- 
rá coando se separen de las Universidades. 
Véase Instrucción pública, L. 1 1, art. 5 y é. 

8 SIMADO. Véase Cámara del Senado^y Cáma- 
ras legislativas, 

SENADO. Sus /unciones con el Poder Ejecutivo 
sobre patronato erlesiástico. Véase Patronato 
eclesiástico, a r t. S^ 

SENADORES. Té^se Senado. 

SENADORES tf RKPRKSBitt'AiiTss. No pue- 
den serlo los foncionartoa de que habla «1 ar* 
tículo 84 de la Constitución, aunque sean Inte* 
rinos. Véase Elecciones^ L. 8^, art. 12. 

SENADORES v RBPRBssurAirxBS. Son váli- 
das sus reelecciones. Véase Reelecciones de Se* 
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nadoreSf Rtpreeenianiee y Dipuiadas provin- 
cíales. 

SENADORES t RBPRtSRirrAiiTis. Pueden ssi^ 
lo los suplentes de Consejero de Gobierna 
Véase Eleccionea, L. 8^ art. II. 

SENADORES t rjsprbsbrtantbs. No poed^ 
ejercer las funciones de abobado ni patrocinan- 
te mientras gocen de inmunidad.. Véase wáfto- 
ffodoe^ art 21. 

SENADORES t ripre8Biitabtbs. Solo están 
ezeatos de cargas concejitea durante el tiempo^ 
de su período. Véase Carfoe ccneejileMf (Apén- 
dice al 29 Tomo). B. E de 9 de Febrero, de 
1848. 

SENADORES, RcpibBSCiiTAiiTcs, diputados 

PROVIHOIALBS T CLBCTORBft BBSOLÜCIOlf XJD- 

oüTiVA DB 15 DB OQTUBRB DB I85& deolaroe^ 

do lo que dehe obeorvarse csío^kdo alguno se com^ 

prometa en una revolución. 
Secretaria del interior.-— Sección tercera* 
Caracas, Octubre 15 de 1853L 

Resuelto. Dígase al seftor Gh)berAador de la 
provincia de Margarita. 

Presentada al Despacho del' Poder ^ecutivo kk 
consulta contenida en el oficio de US. fecha 27 de 
Agost<i de este áfio, con respecto al caso de ha- 
berse comprometido en esa prov-ncia en la última 
revolución, con raras excepciones» los Senadores, 
Represen tantas^ Diputados proWncialea y aua los. 
electores de- algunos cantones^ y habiéndose so» 
metido el» asunto á la consideracieot del Consejo* 
de Gobierno^ S» £. ha«iaiHdo< & bien reaolvsD Sa 
consulta referíala, de enleraxonformidadicon^l dia •>. 
támen de aquel cuerpo^ cuyo tenor literal ea. el 
siguiente. 

*' Rep6biica.de ¥enezuelk.-*Seston nnmcro.8& 
del Consejo de Gobierno.— Jbév es 13 de Octubre 
de iSSa— f 90 Continuó la disetislon del iofor- 
me solire la consulta del Qobemador de Margm«- 
ta, relativa é la» meiiidaa^que dallan adoptefae para 
que dicha provincia no quede sin representación 
en la Diputación provincial f/Congreao nacioiial ; 
y el COn«ejf> lo aprobó en estos iérminoa 

'< Consulta el Gobernador de Margarita, con el 
fin de que la provincia noi quede sin representa- 
cion en ba^ próxima» legislaturas provincial y 
naoiona!^,& causa dD hallarse comprometidos en la 
filtima revolución sus Representantes. Sena«iores, 
Dipuiados y electores: \o 81 puede convocar 
extraor(fínar1amenteel Colegio elecforaf paraile- 
nar las plazas, que ha hecho como vacantes I* de- 
fección y fuga de muchos de los elegidos 1^ to 
última reunión ordinaria : ^ Si deberá llaimif ff 
los electores que queden h&tiles y aí^tos alOo^ 
bierno para que hagan losüueros nouibramienlos: 
39 Sidebeexduir álos que, -aunque no apare* 
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cea eampYoVttétidóff fcm oligarcas, dedaradoi ene- 
migo! del Gobierno : 7 4^ Si ei Senador que re- 
sultare nombrado ea reemplaso del fiíccioao León 
Oampos, debe BUl'Mgido por el tiempo que á este 
iefrlta, que aon tres aflea* S. E. el Poder Ejecu- 
tivo para reaolvérlia'^neffdo oir el dictamen del 
Consejo de Gbbieriio. 

** El caso tan notablemente extraordinario, que 
moÜYa la eonsnlta del Qobemador de Margarita, 
debe resolterse apHeando la Constitución y las 
leyes eleccionarias* hasta donde baste para dejar 
aatisfecha la necesidad política que en tanta exten* 
aion cansó el úhimo IcTantamiento de los enemi* 
gos de la Libertad, del 6rden y de la pax de la 
República. 

^Segun los artículos 83 y 165 de la ConstRu- 
€Íon los Senadores* Represent^tes y EMpotados 
proTinciales no gozan de inmnnidad, sino duran- 
te el tiempo de las sesiones respectÍTas, y el de 
tai salida y vuelta á sus casap, con el objeto de 
cumplir con las funciones de delegados del pue- 
bla Fuera de este período tan lleno de prívile- 
gioSt tanto en lo civil como en lo criminal, están 
suietos á la jurisdicción ordinaria. I>e este ante- 
leetfente tan claro se deduce, que si los Represen- 
tantes, Senadores y Diputados provinciales de 
Margarita se hallan comprometidos en la revolu- 
ción de Junio áltimo y sub-judice aonqoe sea eu 
el estado sumario, 6 ausentes por la fuga á que 
•lea ha determinado tan fea Infidelidad aiOobiemo 
^de su patria, cuando menos, como aometnios á 
un juicio que tiene por materia nn delito, que me- 
rece pena corporal, se encuentran en virtud del 
artículo 16 de la misma Tonstitucion, suspensos 
ide los derechos de ciudadano, y por consecuen- 
•cía, del ejercicio de las funciones páblicas que des- 
•cansan eseneialmenta sobre aquella cualidad 
política. 

<* También se desprende otra consecuencia no 

mtoesctera: áanber: (|uese hallan legalmente 

^. ioipedtdoa durante el juicio de conspiración para 

^^•eoiieurrir como miembros hábiles á sus respectí- 

"vaaeánaraa. 

** Poeo importa aouí averiguar para la resolu- 
eion leni que deba darse, cuál sea el tribunal por 
quien deba pronunciarse la sentencia definitiva, 
ni caánio el tiempo (^ue dure la sustanciscion del 
jaldo ; porque semqánie cuestión en nada alte- 
ra la realidad alistante actualmente d^l impedi- 
«menlo eoastitiicional, que por ahora tieaen aquor 
Uaa^inciaBajcios polfáous paia asistir á'ias cáma- 
lasL Btea aií..q«e ios tribunales ordinarios de jus* 
•Uda sustanciea y juaguen bajólos trámites lega- 
les esta dalilo comua de conspiración ; ^Uen sea 
«Me laa respectivas tíUnaras á su tiempo^ de con- 
mmidad coa la hy del de Abril de 1849 sobre 
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infidcKdad de semejantes empleados, abran y ter« 
tninen «1 juido puramente poético, y tan solo para 
los efoctos de la destitución dd empleo legislativo, 
nada de esto debilita la mala liluacion en que 
para hoy se encuentran dichos fundonarios, por 
la suspendonde les derechos de dudadano en que 
los tienen sus compromisos en la édtima revolYí- 
clon, y la fuga con que los acusa el mismo delito. 

** Aparece, pues, según lo informado por el Go- 
bernador de Margarita, que un Impedimento le- 
|¡al destruye el quorum constímdofurl para 4a 
instaladon de la Diputadon proVtndai en el 
próximo periodo, y deja sin representación en el 
Congreso á la misnm provinda. 

•« Bl aníeulo T^aAe la ley 8^ del Código de 
decdones, ministra literalmente el medio legal de 
remediar esta extraordinaria contingenda. Tal es 
Lisconvpcaloria extraordinaria del Coledo declo- 
raTBe Margarita, por el Gobernador déla provin- 
da. Sabe ya el Poder Ejecutivo por loa datos 
que tiene, que no puede iostalaxae la Diputación 
de Margarita, por no haber el n&mero suficiente 
de miembros hábiles para ello. Está núes en el 
caso del citado artículo, y no debe perder tiempo 
en mandarle dar su debido cumplimiento. Así es 
que, en cuanto á la instalación de la Diputadon 
pro viudal de Margarita, está ya en la mano el 
remedio legal, que solidtó el Gobernador de ella; 
mas como en el presente caso, el Colegio no debe 
ocuparse do llenar vacantea, por(|ue no las hay, 
mientras no las declare la sentencia correspondien^ 
te, y^pueda entonces tener lugar el artículo 15 
de la ley 6n dd mismo Código, sus fundones 
deben limitarse á hacer el nombramiento de tan- 
tos suplentes, cuantos sean necesarios para reem- 
plaaar á los eupleates nombrados en la áltima 
reunión ordinaria^ que se encuentren impedidos, 

** No sucede lo mismo respecto á los Senadores 
y Representantes, porque aun en la hipóiesis de 
que tatfto íes principales como los suplentes se 
hüilasen impedidos, esta circunstancia no impedi- 
rá la instaladen dd Congreso; cuando meaos es 
conüogencia extraordinaria, que aun Ho ise ha 
hecho sentir. Entre tanto, y no dando recurso 
alguno el Códido de elecciones para suplir por los 
impedimentos accidentales de tos Representantes 
y Senadores ocurridos en el bienio eleccionario 
sin causar vacante, es preciso confesar que mal 
vale que la provinda de Margarita quede en toda 
ó en par te sin represeatacioñ en el próximo Con- 

Sreso por falta de legidadbres, que no suplir estos 
e hecho por "Me medida gubernativa, siempre 
de iatal peligro, por iusta v conveniente que fue- 
se la rason en que día se fundase. 

«* Si acaso se encuentran también inhabilita- 
dos por el mismo motivo los electores principa^ 
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1e^ y suplentes, el Gobernador debe excitar á 
los concejos municipales de Margarita para que 
en vista de loe últknos escrutinios de las eleccio- 
nes parroquiales hagan ei ilamantiento corres- 
pondiente en calidad también dé . suplentes, de 
conformidad con lo dispuesto por la ley 5ft del 
C6()igo eleccionario, 

** Solo resta para abrazar todos los puntos de 
iñ, consulta del Gobernador de Margarita, adver- 
tir á este, que la desafección al Gobierno conoci- 
da solamente concia denoñ)i nación de :** Oligar- 
cas," no basta para (!eponerde sus empleos á los 
que los han obtenido 'por elección popular. Pa- 
ra ello es de absoluta necesMad un j'uicio funda- 
do en legítima causa'; porque no son emplea- 
dos de mera comisión, de libre nombramiento y 
remoción del Pó<ler Ejecutivo. 

** £n el sentido, • pues, que expresa el prece- 
dente dictamen, Juzga el Consejo, y nsí lo con- 
sulta á 9. E. elí'residente de la República, que 
debe resolver la consulta mencionada que le ha* 
ce el Gobernador de Margariía/* 

Tengo el honor de trascribirlo á US. para su 
inteligencia y cumplimiento. 

Soy, &. Por S. E. — Planas^ 

SEÍN Cencías. Véase Disposiciones 'gépéror 
les en el orden judicial^ art. constitucional Í56, 
^Examen de pruebas y sentencia, Seguh'da 
instancia, arl. 9 á 12, Tercera instancia^ art. 
2 y 3, Ejecución de sentencia^ Disposiciones 
comunes á todos los juicios, arf. 16 ft 20 y 24, 
Disposición es generales del código orgánico 
de tribunalésy ari. 9, Excepciones dilatorias^ 
art. 59t Recusaciones, art. Í7, Proeedimien- 
to criminal, § úniro del art. 4<>, arl. 6 al 7 y 
12, y A. C^. tfe 31 de Eh<^Tode 1846; y Va- 
gvs, art. 5. 
SÉTíTENClAS. resolución ejecutiva db^9 
DEr OCTUBRE DE 1851 accTca del cumplimiento 
de las condenatorias ú presidio. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 

Caracas^ Octubre 29 de 1851. 
liesutlto.— Dígase al seílor Gobernador de la 
prcyiricia de Burínas. 

Presenté al Despacho del Poder l^ecutivo la 
nota de Ü^., fecha 4 de A gosto ultimo, en que 
trascribe la coniunicarion que en la misma fe- 
cha dirigió al ñvTioT Presidente de la Corte supe- 
rior del sí^guniio distrito del Centro excitando á ca- 
te tribunal, para 'que, al determinar ei lugar en 
que les ños de esa provincia hayan de sufrir el 
presidio á que fueren condenatios, se sédale el de 
¡a ciudad de Barínas. ] or los inconvenientes que 
?e presentaban A eea Gobernación al ordenar el 
cninphmiento de las sentencias condenatorias á 
iiqucila pena ; y S. E. observando, 1^ que el lu- 
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gar del presidio y su ilaturaleza son teñidos en 
coDsidei'acján ^or. los tribwuiles al graduar la 
pena que deben aplicar al VWncuenté, y que Tío 
puede privárseles de esis facultad díscrecfenftl 
con que miden á veée's el tasttgo de los delitos, «y 
29 que hay ciertos hechos criminales que tie- 
nen señalada la pena de-^^r^esídio cerrado por la 
ley^ de cuya aplicación no puede prescindií^ atn 
infringirla, me h& ordenado contestar á US. : que 
debe ordenarse don antera exactitud el cumpS- 
miento délas se ntéii>:ias Condenatorias á presi- 
dio por distante que el lug^r, seftalado para el ^- 
frimiento de esta p^na, esté del puñio en que ha 
sido juzgado el reo, y por mas inconVefaientfes 
queso presenten para su conducción; debiendo 
esa Gobernación valerse, para allanar e^os, de 
los auxilios de las milicias activa y de reserva, 
pues estan<lo esiae obligadas á prestar el servi- 
cio montcipa], y aun á conducir hasta los lími- 
tes de su provincia y haáta fuera de ella, reci- 
biendo pré y paga del tesoro nacional s^gun 'las 
circunstancias, ios presos, los sorteados, los cau- 
dales públicos y los elementos de guerra, ea cla- 
ro que can su ocupación ée pueden evitar las di- 
ñen! tad es que se presentan para la conducción de 
los presos al lUgar á que han sido condenados 
■por castigo de sus delitos. 

Soy &.— Por S. E. — Herrera, 
SENTENCIAS. Es de ningún valor la pro- 
nunciada en 2^ o 3^ instancia contra vn reo 
prófugo. Véase Procedimiento crimina^ A. 
C. S. de 27 de Mar^o de 1844. 
SENTENCIAS. Desde» cuando eitipezará á 
correr el término para la apelación en las pro- 
nunciadas en juicios de quejft. Véase. Qv<ja 
(recursos de) A. C. S. de S de Noviembre de 
1837 
SENTENCIAS. Las del tnbunal de cuenta*. 
Véase Oficina» superiores de hacienda^ art 
&. 6, y 22 y su ^. 
SENTENCIAS. Las de los tribunales :mUilA* 
res. Véase Tribunales militare». 9Tt IL 4 á 
13, y 19. 
SEPULTURAS. Deber de. darla á todos los ca- 
dáveres en los cimenterios. Véase CifUefUsrios. 
SEPULTURAS. Pena del que haga la de .un ca- 
dáver en poblado. Véase Cmen/erio* R. E. 
de 27 de Mayo de 1835. 
SEPULTURAS. Dscrbto j>iti« ub crtaoo» os 
13 DBAOOéTo DB 1828 permitiendo se JUtffik ¡a 
de los ArzobiapoSf Obi»pbs^ miemtrós. de ios 
cabildos eclésiqstíco», y moj^aa prt^esas en ini# 
respectivos panteo7ies» 

Slmon^fiolívar, Libertador, Presidente ie la Rt* 

pública de Colombia, &c. é&C. tftc 

Considerando i 
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19 Que el decreto que «xpcdi mandando fue- 
ren Sepultados en fo3 cimenterios todos los cad&- 
veres, tuvo solo por objeto impedir el contagio 
que |.odia resultar de] abuso introducido de emlar- 
rar en todas las iglesias* 

29 Que sepultándose en bóvedas* y panteones 
construidos con todo Cuidado, los cueipoa de los 
arzobispos, obispos, miembros ^de los cabildos 
eclesiásticos y monjas profesas que fuil^cea, no 
hay el inconveniente que so )ia tcatado de evitar, 
así por la razón expresada, coqxo por «er muy 
corto el número de dichas personas que mueiren 
cada atío ; y 

^.9 Que por recientes órdenes espafiolas esta- 
ba concedido á las monjas profesas el privilegio 
de que se sepultare en sus mooaaierios los ouer* 
pos de las que mueren, sin embargo de ia orden 
genera] para que todos los cadáveres fuesen cob« 
ducidos á los cimenterios públicos, en peo de Jas 
facultades eztraordinaiias que ejerzo: 

Decretos 

Art 19 Se permite que los cadáveres de los 
muy reberendos arzobispos f obispos, lo» 4>e los 
miembros de loa cabildos eclesiásticos y loftde ka 
monjas profesas puedan ser sepultados en ios pan- 
teones de sus respectivas iglesias. 

Art. 29 Para que no resulte perjuicio al públi» 
^00 de esta gracia, la policía supervigilará que io9 
panteones estén construidos con las pxeeaueionet 
eonvenientes, y se conserven en muy buen esta* 
do, daodo todas las disposiciones qi\e convengan 
4 fin de precaver el contagio. 

£1 Secretario de EstaUo del Despacho del In- 
terior queda encargado de ia ejecución del pre- 
aenie decreto. 

Dado en Bogotá á 13 de Agosto de 1828. — 18. 
^^Simoa Bolívar. — £1 Secretario del Interior, 

José M. Restrepo, 

SEPULTURAS. Rcsolucion kiecütíva db 
^ XNB ocTUBRB D« 1852 sftbfe cumplimiento 
de las dMpoticíofies que prohiben la inhuma' 
mili de eadáasereB fuera de los ctmenterios. 
Secretaría del Interior.— Sección 3&. 

Caraca» OcCobre 25 de Í852. 
R^lBlto.-r-Dígase al «efior Grob^i^ador del Ar* 



Tanto por ia ley la ift 89 iib. 19 de la Kdvf^ 
tima Recopilaeioo, cómo por la ordenanza de po- 
Hela ttcbana sobre dmenterioa de 10 de Dieiem* 
h»a.da 1845restá 'expresamente prohübicto qne se 
•egfiben los cajárezea en las igiesléi, ioi en s|ib 
bdVedaa ó> campea inmediatoe^fie^eetovierefn den*» 
tío .4o poblado^ y aki embargo sabe el PcKler EJer 
eutiro que se innoman los cadáveres oon mnehá 
l)rec«eftda en las iglesias de esta ciudad. 

Si wifodoe tiempos deben ser cúmpUdaa..las le- 

teMut, 
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jes puntualmente .per las autoridadea, en ciertaa 
épocas deben ser een mayor ínteres y celo. Las 
de que se trata tienen nin objeto humanitario, cnal 
es la cíonservateion de la vida de loa ciudadanos 
impidiendo leas epidemias consiguientes á la cor- 
rupción de la atmósfera, y el Poder Ejecutivo es- 
pera que US., no solo para dejar, cumplidas las 
.layes, sino para cooperar & fin tan importante, en 
momentos ^n. que se teme el tifus, dará las órde- 
nes mas ieiQiinaotes y precisas para que en lo 
sucesivo, pojr ningún motivo ni pretexto se per- 
mita la inhumación de los cadáveres en la tglcsiav 
ni en ka bóvedas y campos inmediatos, como lo 
dispone la ordenanza citada. 

Se prohibirá también la inhumación de los 
cadáveres preservados de la corrupción por m^- 
dio del arte, que se exceptúan por el parágrafo 
único de la leferida ordenanaa, si los interesados 
no presentan dos certificaciones de facultativos, 
haciéndose reaponsables de la op^cion, puesto 
que la exp<riencia ha demostrado que algunos de 
dichos cadáveres despiden á pocos diss una feti- 
dea insoportable, y se acredita con esto que no 
estabsn preservados de la corrupción, que es el 
caso de la excepción. 

Por parte de la autoridad política se dictacán 
también las órdenes necesarias k la consecución 
del mismo fin, pues al efecto se trascribe esta no- 
ta al seflor Gobernador de la provincia. 

Soy, 6lc. ^ Por S. E,— Herrera. 

SEPULTURAS, rbsolucion ejecutiva de 13 
DE MAYO DE 1854 previniendo $e cumpla es- 
tridamente «w todas las provincias el D. E. dé 
Colombia de \4de Octufne de 1827 sobre que 
todo9 los cadáveres sean enterrades en. los ct- 
mentertos — iS* te Decreto se halla en la palabra 
Cimenterios^ Véase. 

Secretaria del Interior.— Seccii)n tercera. 
Caracas, Muyo 12 de 1854. 
Resuelto. — Dígase á los Gobernadores de priO^ 
▼incia. 

£n la Gaceta de Venezuela número 1.146, 
ballaná US. pubiieado el Decreto Ejecutivo de 
Colombia fecha 14 de Octubre de 1827 vigente, 
mandando observar en todas sus partes la céda- 
la eapaflola que ea la ley 2a título 3? libro 19 
del apéndice á la Novísima Recopilación, sobre 
que todos los cadáveres, sin excepción alguna de 
estado, condicton ó sexo, se sepulten en loa el- 
menterioa, aun cuando sean provisionales, y pro- 
hibiendo desde luego que tengpi lugar la innnma- 
cion de aquellos en ningún templo, capilla, bóve- 
da, cimenterio dentro de poblado, ni casa ó terre- 
no participar en las mismas poblacionea, bajo laa 
penas á. que aujeta á jos párrocos, eapellanea 6 
mayordomos que contravengan y á Iba je&li de 

29 
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laroilta A otras personas que dispoiigmi el cntiftrfü 
de cadáveres en nn logar ptehilñdoi 

Y he recibido orden de 8. E. el Piesídente de 
la RepAblíca pera prevenir á U8i que di^e tndas 
las medidas necesarias á ñn de que en la provin* 
cía de na mando sea eanif»Hdo pnntoalmeme el re* 
ferido Decreto Ejecotivo* que no solo fiToreee 
al decoro del salto divino, sino previene en bene» 
ficio de la salobridad piíbliea que tanto ha snfrido 
y infreaun á conseeoeneia de les diversas epide- 
mias que han invadido casi todos los pueblos de 
Venezuela. 

Tengo el honor de decirlo á CJS. eon el objeto 
indicado, 

Soy, dD. 

Por S. K^Pfánas. 
SEPULTURAS. nasoLveíoif sjaceTira ncM 
DE MARZO as 1 840 dec/araado que debe iar9e 
á los individuos de la tropa en eervieio aetivoj 
por la parroquia en donde mueran^ pagándote 
los derechos del haber del difunto^ y en su defec' 
io por el Tesoro público. 

Carácss, ^ de Marzo de 1840, II y 90. 
En el expediente respectivo ha recaído la re- 
solución que sigue. 

<> Todo individuo de tropa que íalletea estando 
en servicio activo será enterrado por la parroquia 
recpectim, 7 los derechos parroquiales ydesepul* 
tura se abonaren del haber 6 alcances que tenga, 
6 de los fonilos de la caja del cuerpo 6 compaÍ(a 
ft que pertenezca si no tuviere aquellos; y en 
caso de no haber dichos fondos, se satbfarán por 
el tesoro páblico con eargo al ramo de faena per- 
manente, dando euenta del gasto las autoridades 
respectivas á la aeeretajrla de guerra para que 
recaiga la aprobación eorreapondiente/* 

Publíquese en la Oaeeta y circúlese para sn 
cumplimiento.-— Por S« £•-— ¿cmatz* 
SERVICIO BM LA MILICIA. Yéaso il/isí«m«Sftto, 

y Milicia naásnal 
SERVICIO HUNioiPAL. Por qui4n debe haoerse 
para la custodia de kseároeles y preaídioe. Véa- 
se Guardia naeisnal da poUeíOt R. £. de 18 
de Mayo de 1847. 
SESIONES LsoisLATivAS. VéasQ Cámara del 
Senado^ Cámara de Represeniantes^ Cámaros 
legislativas y Congreso, 
SIERVOS. Véase Esclavos. 

SILVA (ooMCKPoioii) Pensión á su vioda« Véa- 
se Pensiones^ D. de 7 de Marzo de 1850. 

SILVA (OBNKRAL JOSÉ LAVaSHOIO) PICBSTO DB 

7 BB «ARzo BB 1865 concediéndoU el grado 
de General píjefe. 

Senado y Cámara de Representantes de la 
Rep6bllea de Yenesaelai reunidos ea Con* 
grea^« 
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Canaiderando. 

1^ due las inmarcescibles glorias adquiridas 
per el ilustre General Joeé Laurencio Silva, de* 
lísadieiKio la Independeacis» la Libertad y la So* 
beranf a nacional, sao una pr eet o aa propiedad de 
Venezuela. 

29 due la RepMyKea-agvadecida lo adama co- 
mo un hombre leminente por sus importantes ser* 
viciee* por su aaiot ft la causa popular y por ha« 
baria salvadti repelidae veres desús enemigos. 

En uso de la atribueioB 18^ del arUeulo 87 dé 
la Constitucien. 

Decretan: 

Art. Iónico. Se concede al heroico General de 
División José LaurenHo Silva» el grado de Oa* 
neral en Jefe de loe Ejércitos dé la República, y 
con él, todos los honores^ preeminencias, eoiule- 
eoraciones y roces eorrespondicBtes á este su- 
preano puesto de la milicia. 

Dado en Caracas, á 6 de Marzo de 1866, aOo 
26 de la ley y 45 de la independencia* 

£1 Presidente del Senado, Manuel Amader.^^ 
El Preaidente de k Cámara de Representantes^ 
Eugenio A. Aresra«^El Secretario del Senado, 
J. A Pérexu — Bl Secretario de la Cámara de Re- 
presenuntes, J. PadiUa. 

Caracas 7 de Marzo de 1855, año 26- de la ley 
y 45 de la independencia.— Ejecétesa«-Jbsé 4v 
Monagos, — El Secretario de Estado en ka Dss« 
padlOB de Qnerra y Marma, RKpe Esiéees. 

Es copia. — Urdaneta. 
SILLA AFOifTóucA. Tbda gracia que se le pt« 

da debe dirigírsele per conducto del Poder 

Ejecutivo. Véema, Breves apostólicos enmaie» 

na de gracia^ R. E. de 19 de Octubre da 

1886. 

SINAMAICA (PABBOaVlA OB^BBOBBBO BB 10 

BB HATO DB 1845 mandando construir nnm 
trincheta ai» etfa» 

SINAMAICA. Varioa deberes del Comandanta 
de la línea. Véase Indígenos (de Maiacaibo) 
D. E de 23 de Octubre da 18tt, aii. 49, 50, 
57, 58 y 59. 

síndicos FARROQuiALBa Véase Preaiiiclas, 
art. 29 y su § lo, 60 y su I ao, 64, 70. 71, 7* 
87« 92 y 1 15— Goécmadarca, R. R de 8 da 
Mayo de 1M4 Comepiradores^ art 6 7 T| Fo* 
gos ^ 39 art 4 y Matrimonio^ axt 11. 

SÍNDICOS rA&BOQViALBs. Hasta donde deba 
cstanderae eu oficio de íiscbIm en ka eaaaaa 
contra vagoa. Véase la Neta (*). 

C^ £1 Secretarlo dsllatsrlorea su MénofiadaéVpk» 
14 expnto : 

'< El seftor^Qobeniador de TTajillo eomulté ceBio déte 
obrar un Jnes de pas de eaierío en dsnde no bey aSndifio 
paifequiai para pioesdsr eontia losvagosy Buueairsia*' 
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sínodos t oblatas. TéMe ÁHgnaeionesecU-' 

sínodos t oblatas ds la diAouis di ova* 
tama. bmologiov bjbcotita ob 8 bb iiab- 
zo i^m ld64 duirUmfitid^Uh como éawiHen la 
cantidad f¿ada €n la ley de asignaeione* 
edniátticas de 16M para taefáhncae de em 
iglenae (•) 

Seeretarí-i del Ifitorior^^-Soedon primere. 

CorácM, MsrBo 8 de 1854. 
jRef veíto.— Habiéadose BBiiienUido por la nae- 
TE ley de tsignaeioQef eclesiásticas de 18 de 
Marzo del alio prózlmo pasado el número de sí- 
QodiNi 7 oblatas correspcmdíeoles á la Diócesis de 
Onayana, se hace Bocesaria la leforma de la re- 
solución ejecutiva de 16 de Setiembre de 1841 
act conforme A la lej derogada de 17 de Mayo 
e aquel afio^ fij6 ft cada una do las proTÍncias 
comprendidas en la referida Dióceeis los dichos 
sínodos 7 oblatas que podían sef alarse á cada 
una de los cuarenta que estaban establecidos, y 
como la mencioni^a ley rigente ao hace refe- 
rencia de esta distribución, que en el concepto 
del PcMler Ejecutifo es de todo punto indiipeo- 
sable, S. E. se ha aenrido disponer lo siguiente. 

19 De los cincuenta sínodos y oblatas que la 
dicha ley de 18 de Marzo último asigna á la Dió- 
cesis de Guayana» correspooderftn diez ft la pro* 
Tincb de este nombre, Tcinta A la de Barcelo- 
na, trece A la de Cumaná y siete A la de M«r« 
garita. 

29 De los dos mil trescientos cincuenta pesos 
seKaladits para fábricas y otros gastos, se des- 
tinan seiscientos sesenta pesos á las de las Igle- 
sias de Ouayana : seiscientos setenta pesos á las 
de Barcelona : seiscientos setenta pesos S las de 
Cumaná, y trescientos cincuenta pesos á las de 
Msrgarita. 
89 La cantidad designada A cada proTincia por 

nides) püisslo qaeiagun el parágrafo 8.^ del artíealo 
4 de la ley de Jm materia, las pruebas ooaoeraientM A la 
defensa del reo deben eyacnam con dtaeion del Procu- 
rador munlcipaLó Biodieo parroquial que hace de Fis- 
cal, y se le dijo en 25 de Agosto. "SI se trir 
ta como parece de los deberes del jaes de pas en su o^ 
lidad de íaadenario del Poder jadfelal, es A los superio- 
res ea la ntisna escala A quienes debe bacerse la consul- 
ta : si de los deberes de los síndicos, ellos están eo la 
obligación de fiscalizar en todas las causas de vagos de 
su parroquia, ante todos los jueces de ella, anuqoe sean 
deeassfio} ponqneeas ftmewnes se eztlendsn posledo 
el territorio qns eompgande aquella, Inclusos sus case- 
rtok" 

(*) Esta Resolución debió ir en el Apéndice al Primer 
tomo, después de la tey de asignaciones eclesiásticas, con- 
i^irme A nuestro plan; pero habiéndose oublicado con 
posterioridad á la unpresion de dicho apéndice, no nos ftié 
ya posible haoerio, por lo que, y para suplir su flUta alli, ] 
iftcolocasics en este lugar. 
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el articiilo anterior se distriboirá por el Prelado 
eclesiástico de la Diócesis de acuerdo con el res* 
pectíf o Gobernador» teniendo en consideíaclon U 
urgencia á importancia material de c«la templo. 
49 Loe cincuenta pesos fijados para oblatas 
eo cada parroquia se saMIsrán á los curas que 
laa sir? an, 6 á laa personas encargadas de tales 
gastos. 

^ Comiiiif<)oeee esta resolución al señor Secreta- 
rio de Hacienda» á los Gobernadores de las cua- 
uo prorincias citadas y al Re?erendo Obispo de 
Ouayana, afiadiendo á este que el Gobierno no 
puente aoeeder á la proposición que le hace le* 
latiTa A destinar por Tia de gratificación al Te* 
nieute de Cura ae Ciudad Bolívar una de las 
diez asignaciones que se prefijan A aquella pro* 
Tinda, por deber aricarse estas á igual nOmero 
de parroquias» y ser una sola la que él expresa, 
de donde resultaria que aquel curato tendría do- 
ble asignación. « 

Por 8. R-^Plánas. 
SISTEMA PENiTiNounio. Véase Penitencia- 
rías» 
soberanía n vsnbiubla. Véase Gobierno 

de Venezuela^ art« const 3. 
SOBORDO. Qué deberá expresar; y demás 
coneemieote á su formación y presentación. 
Visee Importactan art I9 y su ^, art. ^ 3 y 
4. 
SOBORDO. Cual deberá hacerse cuando cam- 
bie de rapilan un boque en el fiaje. Véase /m- 
pertacianf R. B. de 8 do Julio de 1899. 
SOBORNO ó ooHsoHO nn üir implbado pro* 
▼iNciAL. Su pena. Véase Provincias^ art. 99. 
SOBRESEIMIENTO bm causas cbiminalks. 
Vésse Procedimiento criminal^ art 1 1 y 12. 
SOBRESUELDOS xilitabbs. Véase Sueldos 

militares^ art; & 
SOBRESUELDOS HiLirAUBs. No lo tienen 
ios ayudantes de plaza. Véase Militares, R. 
E de 19 de Agosto de 1836. 
SOCIEDADES bcohohioas. Vésse Instrucción 

vúblicoj L. L art. 19 ntmero 69 
SOCIEDADES boonómicas. Dbcbbto bjbco- 
nvo DB 26 OB Aoosio DB 1847 creándolas* 

JOSÉ TADEO MONAOAS, Presidente de la 
República de Venezuela d&c. dcc ¿c. 
Considerando : 
10 Ciue por la ley |ft artículo I9 número 6 del 
código de instrucción pública se establecen socieda- 
des económicas para promoTer mejoras en la agris. 
cultora, el comercio, las artes y el fomento de la 

E ablución bajo la suprema autoridad del Poder 
jecullvo. 

20 Que por esta ley aoedó derogada la de Co- 
lombia de 18 de Marzo de 1826, que organizó la 
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ensefianza públiea á la que debían su creación las 
sociedades económicas de amigos del pais que se 
kak^ian establecido en algunos -lugares con el mis- 
mo objeto que las que ordena la citada ley de la 
República. 

39 Que por medio de estas asocmciónés se pb- 
ti^n^n loa ventajosos efectos de promover el auxi- 
lio y progreso de los mas importantes ramos que 
forman U riqueza del estado y que demanda la 
eficaz protección de los poderes públicos. 

Decreto. 

Art. 19 Se establecerán sociedades económicas 
en las capitales de provincia compuestas de Ioü ciu* 
dadanosqueal efecto nombrarán tos respectivos 
Gobernadores no pudiendo exceder su número de 
diez y seU, ni bajar de cinco. 

^ 19 En esta capital hará la invitación é 
instalará la sociedüd el Secretario del Interior y 
Justicia. 

^ 2° El Gobierno se reserva llenar las vacantes 
que ocurran en el número de personas de que se 
compongan las sociedades, á cuyo efecto lo pariici- 
])aráo oportuna noen te. 

Ao't 29 Luego que estén reunidas lai) personas 
invitadas, nombrarán, á pluralidad absoluta de vo- 
tos, un presidente, dos vicepresidentes que le sosti- 
tuyan por su falla, un secretario y un tesorero; y 
acto continuo tu autoridad, que haya presidido de- 
clarará instalada la sociedad, y esta remitirá á la 
secretaría del interior por el correo próximo copia 
certificada del acta -de instalación, y una lista 
de las personifS invitad&s y de líi9.que ae h.a- 
yjan reunido. 

Art. 3. Los Gobernadores de prof^Tncías dicta- 
rán sus órdenes p;ira que se pasen 6 la so^ 
ciedad económica respectiva los apchivos y en- 
seres de laa sociediÉdes de amigos del pais clonde 
hayan exJHiido. 

Art. 49 Los sociedades econónúcas fórma- 
la inmediatamente un reglamento para el régimen 
interior desús trabajos, en que designarán los días 
desús reuniones ordinarias, que no podrán ser 
menos de una en cada mes, pudiéndose reunir ex- 
traordinariamente cuando sean convocadas por su 
presidente para dar evacion filos trabajos urgen- 
te! de su instituto, y lo pasarán al Gjübierno para 
M aprobitcion 

Art. 5"" El objeto exclusivo de las sociedades 
ecDnómie:i9 conforme á la ley. es promover por los 
medios constitucionales todas las mejoras de que 
acan susccptibres las industrias agrícola y pecua- 
ia, el comercio, las artes y el fomento de la pobla- 
ción, solicitando ante los poderes pfiblicos la remo- 
^ eioi) de los obstáculos que se opongan á estos ifn- 
yortantes objetos, é indicando los^ medios de r«ali- 
;^rlo. 
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Art. 69 Para aqtiellas iftedldas que conciernan á 
ia injnigracion,^ mejora y nueva apertura de Cñr 
n^rnos, navegación de IostIos ó su canalización, ae- 
pondrán de acuerdo las sociedades económicas con 
¡as sociedades y juntas creadas especialmeAte cen 
este fin para que con su medio, y según las reglas- 
prescritas para su gobierno respectivo í se trasofii* 
tan al P K.. 

Art. 79 Para los gastón peculiares de la asocia- 
ción y cualquier otro que acuerde para la mejora y 
fimento de las induatriaSy. formará un fondo por me- 
dio de suscripciones voluntarias entre los ciudada- 
nos excitando al efecto el patriotismo de estos ysa 
cooperación. 

Art 89 El presidente de la sociedad se entende* 
rá directamente con el Gobierno por medio- 
del Secretario del Interior en todo lo relativo á 
los trabajos de la corporación,^ y en cada trimestre 
dar& un informe circunstanciado de todas tas ma*- 
terias da que se haya ocupado. 

Art 99 Los Gobernadores de provincia» procura- 
rán que las sociedades econóniícas se mantengan 
en actividad, propnrcÍo.iándoleslosm.dÍDs que ne*. 
cesiten y que estén á su alcance para la perfeceioa 
de sus trabajos. 

Art 10. El Ministro Secretario de Estado en 
los Despachos del Interior y Justicia queda encar-^ 
gado de la efecncion de este decreto. 

Dado : ñrmado de mi mano: sellado con el se- 
llo del P. E.,y refrendado por el Secretario de 
Estado en los DD. del Interior y justicia en Cara- 
cas á 20 de Agosto de ]847,aAo I89 de la ley y 31 
de la independen'^ia. 

José T. Monágas. 

Por S. E. — Tomas José Sanavria. 

SOLDADO. Véase Maltrato á latropa, 
SOLEDAD (cantón). Provincia áque'pertene- 
ce ; y parroquias que lo componen.. Véase JftK. 
visión icrriiorial, L^ de *Z9 de Abril de 1856, 
art. 59 y su ^ 8» 
SOLEMiNlDADCS publ/cas. Véase Presiden- 
cias en las solemnidades^ funciones y fiestas, 
publicas así civiles como religiosas. 

SOLICITUDES. DECRETO EJECUTIVO DE CO- 
LOMBIA DE J5. DE DICI^HBBB DE 1S21 7¿gla' 

mentando el nodo de hncerloi ante ti Poder 

Ejecutivo. 

FaANcisco DE Paula Santander, 

V.icepresiidenie de la República* e^icarg^do del 

Poder Ejecutivo, dt, d^ d&. 

Para arreglar el despacho en los varios depar* 
tamenlos del Gobierno,. acelerarlo en todos sus. 
ramos, que se hag^ con el decoro coni^niente, y 
aiaparjuicio de^ la. hacienda nacional; hcireaaako 
que se observen las. prevenciones sigaifflitea : 

1,^ Las solicitudes, instancias y recursoe de lea 
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empleados civiles y militares, se ilirígirán al Go- 
bierno por los conductos naturales de sus jefeti 3' 
oñrinas respectivas, quienes las remitirán á las 
secretarías^del det pacho, separadamente y con l<is 
informes necesarios para librar el juicio y resolu- 
ción de justicia. Lo mismo se hará con todas aque- 
llas solicitudes de p:irticulareí« en que se necesite 
informe de los gobernadores, intendentes, ü otros 
cualesquiera jefes. 

2^ Se podrá ocurrir directamente al gobierno, 
por el respectivo secretario del despacho, cuando 
los jefes á quieres corresponda, no hayan dado 
curso á- los memoriales y represen taciiines de los. 
interesados, ó cuando se dirijan quejas contra 
ellos. 

3^ Ninguna instancia ó solicitud, será admiti- 
da ni tendrá curso, no estando extendida en el 
papel sallado correspondiente con arreglo á la ley. 
Lo misms) surederá Ci»n toíias aquellas que no 
traigan fechas, y expresión del iu^ar, dia, mes y. 
aüo. 

4^ Todo particular que en los casos permitidos, 
ocurra directamente al Gobierno deberá hacerlo 
por condurii» de alguna persona á quien se en- 
t egue el despacho, y de lo contrario no se dará da- 
uíicio curso á la repreícntwon que se reservará- 
«IX Itj. oficina resp(»cliva. 

6* Todas las repre:«entecione8, memoriales y 
cartas de oficio que se dirijan á cualcsquii3r<i de 
las secretarías del despacho, han de contener cada 
*una un solo apunto, sin mezcla de otros, y han 
de venir numeradas, con su resómen 6 apunte al 
margen, que será de la tercera parte del pliego, 
en que sucintamente se exprese la materia de que 
se trata. Cuando se remitan por algún jefe ó em- 
pleado dift^rentes comunicaciones, las ha de acom- 
paflar im índice, en el cual al número de cada 
car:.a ü oficio, siga el dicho apunte, como está en 
el margen. Los oficios reservados, han de venir 
con esto nombre en el sobrescritu interior, ó. en 
una faja que se les pondrá al efecto. 

6^ Los índices de todas las cartas *de oficios, 
deben principiar por el námero primero tanto en 
los prlnfíi pales como en los duplicados, triplicados, 
& y en loB correos sucesivos, ha de seguir la nu- 
meración con el número inmediato al de las del 
antecedente. 

7^ Cuando en las representaciones, cartas ó in- 
íoraíes» se inoluyaiv documentos, se han de nume- 
rar, poniendo en su frente, números 1, 2, 3, & sin 
qoe estos nfrmeros alteren los de las cartas, ni se 
mezelen 000 ellos* Eq las mlstnis cartas, repre- 
sentaciones 6 informes, se ha de expresar sustsn- 
eialmeole 4il contenido de ca.da instrumento que 
tos «compota. 

8^ Los intendentes, Gobernadores y demás je- 
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fes cii'iles ó militares, no remitirán memorial, 6 
instancia alguna, que no esté apoyada con los do- 
cumentos competentes, y firmada de los interesa- 
dos. 6 de quien los represente legítinmmeute. 

9^ Todos los inf:>rraes, tificios, ó cartas de re- 
misión, dirigiilos á Ids respectivas secretarías se- 
rán encabezados en esta forma. '• Sr. secretario 

de estado y del despacho de (aquí el ramo 

que sea). 

10. Las cubiertas ó sobrescristos, se extende- 
rán en esta fí)rma. — Arriba. Sermcío de la Repú- 
blica. Separadamente. Al Sr, SecreHrío dt esta- 
do del despacho de N — Abajo. Bogotá al lado de- 
recho : al izquierdo de tal; esto es del jefe ó em- 
pleado que dirija el pliego. 

Comuní'juese á los inteadentes de los departa- 
mentos, y publíquese en hs gacetas para su cum- 
plimiento en todas sus partes. 

Dadu en el palacio de gobierno de C<)lombia.en 
la ciudad de Bogotá & quince de Diciembre de 
mil ochocientos veinliu/io: undécimo de la inde- 
pen lencia — Francisco de P. Santander. — El 
Secretario del Interior, Joíc Manuel Restrepo, 
"SOLICITUDES. RESOLUCIÓN ejecutiva de 24 

DE SETIEMBRE DE 1831 previniendo^ quc ni/i- 

guna autoridad dirija á las secretarías del 

despacho las de particulares sobre negocios 

propios. 
BstaiJo de Venezuela. — Secretaría de Hicienda. — 

Sticcien central. — Caracas, 24 de Setiembre do 

I8ai,a? y 21 o— Circular. 

Hoy se ha resuelto lo siguiente: ^'Lícesantemen- 
te se dirigen al Gobierno por varias autoridades 
y jefes de oficinas instancias de particulares que 
versan sobre sus propios negocios é intereses, con- 
virtiéndose así en meros agentes de estos, aumen- 
tando el trabajo en las secretarías del despacho, y 
lo que es peor, defraudando á lu renta de correos' 
de unos portes que ú veces son bastantes creci- 
dos por la multitud de documentos inriusos, y qne 
á cada interesado le tocaría pagir. Por tanto el 
CLobierno res :elve 

*»Que ningttia autoridad eciesiá.^tica, civil, de 
hacienda 6 militar dirija á las secretarías d^eldeS-. 
pacho representaciones y documentos de particu* 
lares sobre sus propios negocios, pues los interesa- 
dos son los' que deben remitirlos francos de porte, 
y constituir en esta capital un agente, en el con- 
cepto que de lo contrario no se dará curso á nin- 
guno. 

Santos Michelcna, 
Es copia, — Mlchelcna, 

SOLICITUDES. RESOLU'JION EJECUriVA DE 

30 DE MARZO DE 1842 declarando que las 
que S€ dirijan al Congreso no deberán en- 
viarse por conducto del Poder Ejecutivo^ 



9» 



CBAtio i»íjLisamuaum 

^ssBBBamsssassss 



SOL 



Secretaria de lo Interior.— -Secrion 3^ 

Caracas Marzo 30 de 1^42. 
Resuelto. — Son muy frecuentes lut casos en 
que algunos funcionarios públicos y corporacio- 
nes fie dirigen al Poder Ejecutivo para que por 
su medio y con su informe favorable lleguen al 
Congreso nacional las solicitudes que hacen so- 
bre varios objetos. 

El Poder Ejecutivo no debe ser el órgano de 
tales peticiones que le embarazan demasiado, y 
no siempre podrá recomendarlas. Los que ten- 
gan que promover algo ante el Congreso deben 
ocurrir á él directamente, dejando al Gobierno en 
libertad para expresar su juicio cuando deba ha- 
eerlo constitucional mente. Para que cese, pues, la 
práctica que ha principiado á establecerse se pu- 
blicará esta resolución en la Gaceta de Gobier- 
no* á fin de que llegue á noticia de todos los 
funcionarios y ciudadanos de la República* 

Por S. E. — Quintero* 
SOLICITUDES POR el ministerio de mari- 
na. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 20 DE FE- 
BRERO DE 1837 diciando ciertas reglas que 
deberán observarse en ellas. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los Despachos de Guerra y Marina.— Ra. 
mo de Marina. — Sección única. 

Caracas 20 de Febrero de 1837, 8? y 27. 
CircaUr.— Al sefior Gomandante del Apostadero de...... 

En circular de 10 de Octubre d^ 1831 dispuso 
el Gobierno por el despacho de guerra, que no se 
diese curso á ninguna representación que con- 
tuviese dos ó tres clases de pretensiones á la 
Tes, y que á las que se dirigiesen á solicitar le» 
tras de cuartel* retiro 6 licencia indefinida tam- 
poco se les diese curso si no venian con los do- 
eumentos ^ue se exigían por las disposiciones, 
entonces vigentes, sobre la materia, Y también 
ordenó, en la misma circular, que en las comu- 
nicaciones que hubieran de dirigirse al Gobier* 
no no se mezclasen asuntos distintos. Adoptan- 
do el Poder Ejecutivo estas ideas, como sunui- 
mente convenientes al despacho de los asuntos 
del ministerio, quiere que se ha^an extensivas á 
los negocios de Marina y á este fin dispone, 

19 due no se dé curso por la oficina de U. A 
ninguna solicitud que contenga dos ó mas partí* 
culares* 

29 Que lo mismo se hagu respecto de aque- 
llas que siendo relativas á pedir letras de cuartel, 
retiro, licencia indefinida 6 inválidos, no tengan 
loa documentos que se exigen en las disfM>sicio- 
nes vigentes sobre la materia. 
^ 30 Que cuantas instancias se hagan á la su» 
periorídad por conducto de esa comandancia ven* 
gao perfectamente informadas, recayendo estein* 
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forme sobre la cosa que se solicita, 6 los IMrrf- 
cios y aptitud del pretendiente ; lo cual se oljo á 
los señores comandantes de apostaderos en cir* 
cu lar de 25 de Octubre de 1880 número 162. 

49 Que estos informes de la comandancia se 
hagan también extensivos á los negocios que lo 
merezcan por su importancia, aunque no sean 
solicitudes, y muy particularmente acerca de 
aquellos que, requieran para su mejor despacho 
conocimientos prácticos 6 facultativos üel arma 
de marina, pues perteneciendo á ella los seño- 
res comandantes de apostaderos, sus opiniones 
son y deben ser muy apreciables. 

59 Que por ninffun motivo contengan las co- 
municaciones que U. dirija h este despacho dos 
6 mas asuntos diversos, pues llevándose los ne- 
gocios de esta secretoria por expedientes separa- 
dos de cada asunto, buque, ólc. no puede admi- 
tir sin trastorno oficios que, siendo relativos á 
distintos bajeles y negocios, necesariamente los 
coníundirinu. El Poder Ejecutivo exige la mas 
escrupulosa exactitud y el mas celoso cuidado 
en el cumplimiento de las disposiciones conte- 
nidas en esta circular, oue U. comui.irar& á los 
empleados subalternos de esa comandancia para 
su respectiva observancia en la parte que les to- 
que, sobre lo cual impone 6 cada cual la debida 
responsabilidad. 

Dios guarde á U. — José Félix Blanco* 

SOLICITUDES. RKSOLVCION KJBCUTIVA DE 22 

DK FEBRERO DE 1837 sobrc lo mtsno que la 
anterior. 
Circular. — República de Venezuela. — Secretaria 
de Estado en ios despachos de Guerra y Ma- 
rina.^-Ramo de Guerra. — Sección central. 
Caracas Febrero 22 de 1837, 89 y 27. 

Sellor Comandante de armas de la provincia de.... 

El Poder Ejecutivo ha resuelto con esta fe- 
cha que no se dé curso á ninguna solicitud, co- 
municación dLC., que no venga por el conducto 
regular, con las formalidades y requisitos esta* 
blecidos ; en la inteligencia de que no prestarán 
ningún mérito en el Despacho aquellas certifi- 
ficaciones de jefes militares en servicio, que no 
se hayan librado tomando previamente el con- 
sentimiento del conuindante de armas de la pro* 
vincia respectiva, ni las declaraciones de los su- 
balternos, que no se hayan dado conforme á las 
recias prefijadas. 

uo digo á US. para so cumplimiento, suscri- 
biéndome de US« atento servidor. 

José Félix Blanco. 

SORTEO I>£ SENADOEKS, KEPEBSBKTAMTBS, f 

ouflenteM, Véase Cámaras legislaíivü9^ ar- 
Ucuíos constitucionales que establecen las fon- 
«iones económicas y disposiciones coimines i 
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ámbaii, art 79, y Elecciones, L. 8^, art 1, 2; 
3 y su "(. 

SORTEO PAKA CL BKEMPLAZO D2I. BJÉaOITO 

riB HANENTB. Véase Milicia nacional^ D. E 
R. Tít. 12. 

SORTEO PABA BL RBBMPLAZO DBL EjftBCirO 

pBRMA^BHTB. Efencion qae gozan loa qoe es* 
tablezcan posadas ó ventas en los caminos que 
atraviesan pAramos, 6 desiertos, 6 sus sirvien- 
tes. Váiise Pausadas y ventas j art. 5 y 6. 
80STITUCI0N DE LOS bmplbados db ha- 

OtXNDA NOMBRADOS 8ENADORK8 6 RkPRBSBSf- 

TANTES. Véase Empleados de hacienda^ R. E. 
de 27 de Noviembre de 1840. 

80STITUCI0N DBL GOBIERNO EN LUG%B DB 
LOS DEUDORES ^BD HAVAN OBTENIDO B8PERA 

DE SUS ACREDOBES. Véaso Espera Li de 28 de 
Mayo de 1850, y R. de la H Cámara de re* 
presentantes de 30 de Abril de 1851. 

STOPHORDfcoRONEL Eduardo). Véase ilfíiía^, 
D.de |OdoMHyodel83a 

SUBASTA. Véase Remate^ y Tierras baldías^ 
art. 7 ai 12. 

SUBSIDIO. Véase Caminos^ D. de 20 de Febre- 
ro de 1844. 

SUCESIÓN INTESTADA ENTRE COLATERALES. 
AOOBRDO DE LA CORTE BPPRRMA DE 90 DB NO- 
VIEMBRE VE ISAA declarando qué no obsía$Ue 
la Real instrucción de 26 de Agosto de 1786 
inserta á continuación de la ley 6^ tUulo S3 
Mro 10 de la Novísima Recopilación^ la sue^ 
iion intestada entre colaterales se extiende 
hasta el décimo grado; y que este debe Jijarse 
según la computación civil. 
En la ciudad de Caricas á 90 de Noviembre de 
1844, 15 y 34 reunidos los Ministros de la Corte 
Suprema. Diese cuenta de ana consulta promovi- 
da por el Juez de 1& instancia del 29 circuito de 
Barloas, sobre si la sucesión intestada entre paripn- 
tes colaterales debe extenderse hasta el primer 
grado scjirun lo dispuesto por- la ley 6& título 13 

Krtida 5^, 6 limiurse al 49 en virtud it la Real 
strucción de26de Agosto de 1786 Inserta á 
continuación de la ley 0^ título 22 libro 19 de la 
Novísima Recopilación ;* y sobre si el grado de 
parentesco deba contarse según la eomputaelon 
Canónica, 6 según la computación civil. Con viníen* 
do \\ Suprema Corte eon laopinion de b Superior 
del tercer distrito y la del ministerio fiscal, encuen- 
tra que la sucesión en el caso eoosultado compren- 
de basta el grado 10, y que debe haeereeia oompu- 
tadoii según el derecho civil. Poderosos son los 
Atadamentos consiRuados en el inforne del tribu* 
nal Superior y en la r«>presentaeion fleeal ; mas 
la Suprema Corte cree suficiente fijar su aleoeíoa 
ead contexto de la ley recopilada, porqua ella 
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le suministra razones convincentes para afirnuir 
que está en perfecta consonancia con la ley de 
partida y la Supone en todo su vigor y eficacia. — 
Bl principal objeto de la Instrucción fué estable- 
cer un juzgado especial y privativo para el cono- 
cimiento de las causas de bienes vacantes, mostren- 
cos 6 ab«Íntestado ; fijar su competencia y arre- 
glar su procedimiento. Los números O y 16 expre- 
san con la claridad apetecible, que para indicar 
la jurisdicción del tribunal debía preceder, respec- 
to de la herencia una probanza sumaria de ha- 
ber fallecido alguno sin formalizar testamento y 
sin haber deJHflo pariente conocido dentro del 49 
grado : de manera que la existencia del testamen- 
to, 6 la de pariente conocido en el grado dicho, 
aun faltando aquel, hacia competentes álos tribu- 
nales ordinarios para intervenir exclusivamente en 
la herencia, sin procedimientos ni reglas especia- 
les. Solo en el caso de un intestado sin los cuartos 
parientes conocidos, podÍH aprehender la cat*9a el 
juzgado de vacante ; y entonces debían seguirse 
los trámites estableciiloii para librar sentencia: 
estos consistían, según el düroero 79 en la fijación 
de ediclos citando y emplazando á los parientes 
que pretendiesen tener derecho á la sucesión. Es 
aquí el lugar de advertir que tal citación y empla- 
samiento es genera], y no se halla circunscrito á 
los parientes dentro del 49 grado, dejando de 
esta manera expedita la acción de la ley que de- 
termina el derecho de sueeder al intestado. Lo 
mismo es de advertirse respecto de la sentencia, 
pues en ninguna parte de *la Instr^iccion sedispo- 
ne quesean declarados vacantes los bienes cuando 
eoncuna á reclamarlos nn pariente que pase del 
49 grudo y qoe esté dentro del 10-^La única di- 
ferencia estriba, en que se ha tenido mas respeto 
al derecho de los parientes dentro del 49 grado que 
al de los comprendidos dentro de este y el 10; 
eon relación á los segundos : basta su no com- 
narseencia álos plasos prefijados para suponer su 
ioasistenefa, y hacer la declaratoria de vacancia ; 
mas con relación á los primeros, se exige no solo 
la fiílla de comparecencia, sino también una pro- 
bansa directa, evacuada de ufirio sobre su ins- 
tancia. Pero en ningún caso puede hacerse la 
declaratoria de vacancia, sino eo el supuesto de 
estar probada la falta de parientes hasta el gradó 
á que son llamados á suceder por la ley de paren- 
tela citada, y en virtud de la 1^ del título, y libro 
en que se halla inserta la Real Instrucción, Así lo 
corrobora el tenor literal de la misma Instruc- 
cioa.'^Deepues de establecer en el náAiero 09 
que no ha de aprehender la causa el tribunal de 
vacante, sino íkltando las dos circunstancias de 
fliHa de lectameiito y de parientes en 49 grado, 
expresa que si eo los actos se enunciare tener 
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algunos parientes el difunto, el subdelegado lo 
hará citar á lo menos por edictos y pregones; 
claro es que no puede hablarse aquí de los pa- 
rientes del 49 grado, pues en tal caso debia in- 
hibirse el juez de vacante y tomar conocimiecto el 
ordinririo; luego precisamente se refiere la Ins- 
trucción á los parientes que pasen del 40 grado 
.y que tienen derecho á la sucesión. Esto se con- 
firma eficazmente con las repetidas decisiones 
•judiciales libradas en el mismo sentido por el tri- 
bunal creado por la Instrucción, según refie- 
ren los autores. En orden á la computación 
de grados, basta indicar que en Ins sucesiones 
hereditarias nunca se ha conrcido otra regla que 
la que se establece por el derecho civil. Se acor- 
dó por tanto que no hay motivo fundado de duda 
para ocurrir al Cuerpo legislativo y que se comuni- 
que alas Cortes Superiores,— Urbaneja.-^Marlí' 
nez,—Bracho. — Duarte. 

SUELDOS. RB8OLÜCION EJECUTIVA DE 7 DB 

FEBRERO DE 1837 declarando gut Tiingun em- 
pleado pvede gozar dos. 
Febrero 7 de 1837. 
Consultó al Poder Ejeruiivo el señor Coman- 
dante de armas de la provincia «ie Barcelona, con 
fecha 23 de Diciembre ultimo, si el sargento in- 
válido Andrés Alfonzo, por virtud del empleo 
que se le habia conferido en el ramo de hacienda, 
como expendedor de la salina de Pífitu, dejttba 
de percibir la asignación de inválido que se le 
tenia declarada; y S. E. resolvió en 9 de £nero 
próximo pasado : que el Gobierno habia recono- 
cido por principios de economía, que ningun eiada-* 
daño debia recibir dos sueldos del tesoro. ptiblico, 
en cuya virtud el sargento Alfonxo deber4a elegir 
entre la pensión de inválido y el soeklo qoe le 
correspondiese como expendedor, lo que mas con- 
viniese á sus intereses. 

Blanca, 
SUELDOS DE LOS ALTOS FUNCIÓN ARIOS. Pro- 
hibición de aumentar 6 disminuir los del Pre- 
sidente y Vice-presidente de la RepáMics, du- 
rante su período. Véase Poder Ejecutivo, art« 
const. 116. • 

SUELDOS DB LOS ALTOS FUNCIONARIOS. LBT DB 

10 DE MAYO DB 1851 scñalándolos^-^que re- 
forma la de 21 de Abril de 1849, p. ^ del 
cuaderno dé ese año^ y 747, n4merú 8S7 
del de 1851 ^-^que reforma la de ^ de 
Marzo de 1840, p. 2 del cuaderno de ese año^ 
y 418, número dS7 del cuerpo de 1851 ^^é 
reforma el Decreto de 23 de Julio- de l^áo, 
.p. 8 del cuerpo comprensivo de las'de ese aAo, 
y 24, número 11 dsí de 1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso, 



Deeretan: 

Art. 19 El Presidente y Vice-presidente áe 
la República, los secretarios y consejeros de. fis- 
tado, y ios empleados de las mismas secretarías, 
tendrán los sueldos siguientes: 

19 El Presidente de la RepúbHca gozará del 
sueldo de doce mil pesos anuales desde el pró- 
ximo período constitucional. 

29 £1 Vice-presidente gozará de cuatro mil 
pesos por aflo. Si entrare en el ejercicio de las 
funciones de Presidente, por. su muerte, destila- 
ción 6 renuncia, disfrutará de los doce mil pesos 
señalados á este, y cuando las desempeñe por 
enfermedad, ausencia, suspensión ú otra cansa 
transitoria, gozará de ocho mil pesos. 

39 Los Consejeros de Estado nombrados por 
el Congreso di^'frutarán del sueldo de dos mil 
cuatrocientos pesos anuales cada uno. 

49 Los Secretarios del Despachf» gozarán del 
sueldo de tres mil pesos anuales cada unOw 

59 Los Jefes de sección de las secreta i fas de 
Estado designados para oficiales mayores, dos 
mil pesos cada uno. 

69 Los demás jefes de sección de las mismas 
secretarías, mil cuatrocientos pesos cada uno. 

79 Los oficiales de número de ellas, ocho* 
ciatos pesos cada uno. 

• b9 Los porteros, quinientos pesos cada uno. 

Art. 29 Para los gastos de escritorio de la Se*^ 
eretarfa del Interior se designan trescientos pe- 
sos al aSo : igual suma á la de Hacienda ; y 
doscientos pesos á cada una de las de Relaciones 
Ext^iores, de Guerra y Marina. 

Art. 30 Para un oficial y los gastos de la se* 
cretarfa Jel Consejo de Gobierno, se seflalan 
oelfoclentos pesos anuales. 

Art. 49 Para el pago en el presente alTo t en 
el próximo económico del aumento que se' ha- 
ce por esta ley, se tendfán las nniismas somas au- 
mentad a^ romo adicionales á los respectiros prt» 
supuestos. 

Alt. 59 Se deroran las leyes de 10 de Maro 
de 1841 sobre sueldos de los empleados de Ím 
Secretarías de Estado, y 21 de Abril de 1849 so- 
bre los de los altos fonclonarios. 

Dada en Caracas á 4 de Mayo de 1851, afio 
22 de la ley y 41 de la Independencia. — El Pre- 
sidente del 8enado, Juan Antonio Barbosa^^-' 
El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Manuel María Echeandia. — ^^El Secretario del 
Senado, José Ángel Freyre. — El Secretario de 
la Cámara de Representantes, /. Padilla. 

Caracas, Mayó tO de 1851, aflo 22 de la ]ey y 
41 déla independencia. — Ejecútese.—/. G, Mon^ 
gas. — Por S* E — El Secretario de Estado en el 
Despacho de Hacienda^ Pedro Carlos Gellinean. 
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SUELDOS DI LOS ALT08 FUNcioNAnxo9. Véa- 
se Títulos de empleados, R. £. de 19 de Mar- 
zo de 1840. 

SUELDOS DS LOS EMPLEADOS DE CORREO. 

Véase Correo, L. de 23 de Abril de 1856 
(Apéndice & este tercer tomo) L. O. de la mis- 
ma fecha, arl 22., y D. E. R. de 19 de Agosto 
de 1841. 

SUELDOS DB LOS EMPLEADOS DE HACIENDA. 

Ley DB 11 DB MAYO DE 1840 señalándolos,^ 
que reforma la de 28 de Mayo de 1837, p. 55 
del cuaderno de ese año, y 300, núm. 308 del 
cuerpo de 1851 — que reforma el Decreto de 
14 de Octubre de 1^30. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
püblica de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan : 
Art 19 Debde I9 de JoHo del presente a fío, 
los empleados de las oficinas superiores de ha- 
cienda, de las aduanas y de los resguardos, goza- 
rán de lus sueldos que por esta ley se les 
asignan* 

De las oficinas superiores de hacienda, 
Art. 29 Los tres contadores del tribunal de 
cuentas gozarán anualmente 2.b00 pesos cada 
uno. 

^ único. Ademas recibirán anualmente del te- 
soro público 4.070 pesos para el pago de tos de- 
pendientes, portero y gastos de oficina. 

Art 39 El tcborero y contador de la tesorería 
general gozarán de 2.800 pesos anuales cada uno. 
§ único. Ademas recibirán anualmente del te- 
soro público 000 pesos para el pago de depen- 
dientes, guardalmacén, portero y gastos de ofi- 
cina. 

De las administraciones principales de 

aduana* 
Art. 49 Ei Administrador de la aduana de la 
Guaira gozará anualmente 3.000 pesos, el inter- 
ventor 2.000 pt-sos, el primer comandante del 
resguardo 1.300 pesos y el segundo 1.200 pesos. 
Para el pago de dependientes, guardalmacén, por- 
tero y gastoíí de oficina 8.100 pesos. 

Art 59 El administrador de Puerto Cabello 
gozará anualmente «.800 pesos, el interventor 
1.800 pesop, el comandante del resguardo 1.300 
pesos, y el comandante del resguardo del Yara- 
cuy 1.000 pesos. Para el pago de dependientes, 
guardalmacén, portero y gastos de oficina 4 500 
pesos. 

Art. 69 El administrador de Angostura goza- 
rá anualmente 2 200 pesos, el interventor 1.500 
pesos, y el comandante del resguardo lé200 pe- 
sos. Para el pago de dependientes, guardalmacén, 
portero j gastos de oficina 3.300 pesos. 
Art 79 El administrador de Riaracaibo goza- 
Tono in. 
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rá anualmente 2.200 pesos, el interventor 1.600 
pesos y el comandante del resguardo 1.200 pesos. 
Para el pago de dependientes, guardalmacén, 
portero y gastos de oficina 3.300 pesos. 

Art 89 El administrador de Cumaná gozará 
anualmente 2.000 pesos, el interventor 1.200 pe- 
sos, y el comandante del resguardo 1.000 pesos. 
Para el pago de dependientes, guardalmacén, 
portero y gastos de oficina 2.000 pesos. 

Art. 99 El administrador de Barcelona gozará 
anualmente 1.600 pesos, el interventor 1.000 pe- 
sos y el comandante del resguardo l.OOO pesos. 
Para el pago de dependientes, portero y gastos 
de oficina 1.480 pesos. 

Art. 10. El administrador de Coro gozará 
anualmente 2.000 pesos, el interventor 1 200 pe- 
sos, y el comandante del resguardo 1.000 pesos. 
Para el pago de dependientes y gastos de oficina 
1.480 pesí»s. 

Art. 11. Los administradores de aduana de 
Margarita gozarán anualmente: el de Juan Grie^ 
go 900 pesos, y el de Pampatar 900 pesos. 
Subalternas de aduana. 

Art 12. El administrador de Carupano gozará 
anualmente 1.200 pesos y el interventor 800 pesos. 

Art. 13. El administrador de la aduana de Ma- 
turin gozará anualmente 1.200 pesos y el inter- 
ventor 800. 

Art. 14. El administrador de Rio-caribe goza- 
rá anualmente 700 pesos y el de Güiria disfruta- 
rá la comisión de 10 por ciento sobre las canti- 
dades que recaude, incluso el fapel sellado. 

Art. 15. El Administrador de Higuer(»te goza- 
rá anualmente 1.000 pesos y el comandante del 
resguardo 000 pesos. Los administradores de 
Adícora y Cumarebo 500 pesos al aQo cada uno. 
De los empleados en los resguardos, 

Art. 16. En la Guaira y Puerto Cabello goza- 
ráL anualmente los cabos 540 pesos, los celadores 
y los patrones de falúas 420 pesos y los bogas 

300 pesos. .. ^ . 

Art 17. En Angostura, Maiacaibo y Cumaná 
rozarán anualmente los cabos. 420 pesos, los ce- 
ladores y los patrones de falúi 300 pesos y los 
bogas 192 pesos. 

Art 18. En Barcelona, Coro, Margarita, Oa- 
rfipano, Maturin, Higuerote, Güiria y Riocaribe, 
ffozarán anualmente los cabos 360 pesos, los ce- 
ladores y los patrones de falúa 240 peSos y los 

bogas 192 pesos. 

Art 19. Los demás resguardos que establea- 
ca el Poder Ejecutivo, gozarán del sueldo que 
este le« asigne, dando cuenta al Congreso en su 
próxima reunión de lo que practicare. 

Art 20. Se deroga la ley de 28 de Mayo de 

30 
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1837 que asigna sueldos á los empleados de Ha- 
cienda, 

Dada en Caracas á 7 de Mayo de 1840, 11 de 
la ley y 30 de la independencia. — El Presidente 
del Senado, Francisco Aranda. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Juan Nepomu* 
ceno Chaves. — El Secretario del Sonado, José 
Ángel Freiré. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Rafael Acevedo, 

Caracas Mayo II de 1840, nño 11 de la ley y 
30 de la independencia, — Ejecútese. — José A. 
Páez. — Por S. E. — El Secretario de Hacienda, 
Guillermo Smith* 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE HACIENDA. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 26 DE A&OSTO DE 

1831 declarando qufs los empleados suspensos 
Si fio tienen derecho á la tercera parte. 

Sucediendo con frecuencia que lus tribunales 
(le justicia, al declarar inocente á un empleado 
suspenso, mandan restituirle los dos tercios desuel- 
do percibidos por e) interino, do donde resulta al 
estado el enorme gravamen de tener que pj^ar 
esos mismos dos tercios : y siendo indispensable 
establecer una regla fija, por cuyo medio, despren* 
dido el Ejecutivo i\e\ senulamiento discrecional 
que le atribuye la orden del gobierno de Colombia 
<ic 13 de Julio de 1824, vigente en la actualidad, 
se evite la repetición de recursos sobre este pun- 
to, decreto : 

19 Ningún empleado de hacienda en cualquier 
ramo de rentas suspenso de su empleo y enjui- 
ciado, podrá gozar mas que un tercio de sueldo^ 
dejando los otros dos para su sustituto. 

29 Aun cuando el suspenso se declare absuelto 
y repuesto en su empleo por un tribunal de justi- 
cia, no tendrá derecho á la restitución de los dos 
tercios. 

39 El tesorero 6 administrador que verifique 
semejante pago contra lo prevenido en el artículo 
anterior, sufrirá la pena de restitución de la can- 
tidad que hubiere pagado. 

49 Se derogan la citada orden del Gobierno 
de Colombia, y cualesquiera otras que digan opo- 
sición con este decreto. 

59 El secretario de estado en el departamento 
de hacienda queda encargado de su ejecución. 

Dado en Caracas á 26 de Agosto de. 1831, 20 
y 219 

(Firmado),— -2>.«efi-o B. Urbaneja. 

Por S. E-^El Secretario' de Estado en el D. 
de Hacienda. 

(Firmado). — Santos Michelena.. 
E« copia. — Michelena. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE LA ADUANA 

DELTAcmRA. Yéasc Aduana del Tác&tra.art. 
4y6. 
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SUELDOS DB LOS EMPLBADOS BV BL RESGUAR- 
DO marítimo. Véase Resguardo marítimo^ art. 
9 de la ley, y 8 del D. E. organizándolo. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DESALIÑAS. V6a- 

se Salinas, D. E. R. art» 2. 
SUELDOS DE Loa gobernadores, y gastos db 

sus SECRETARIAS. LET DE 21 DE ABRIL DE 1S49 

fijándvlos — que reforma la de 10 de Mayo de 
IS^l^'pág. 180 (¿6/ cuaderno comprensivo de las 

de ese año, y 485 7i9 444 del cuerpo de 1851 

que reforma la de I i de Mayo de 1840, /?• 34 
del cuaderno de ese año, y 432, nO 412 defcuer* 
po de 1851 — que reforma el Decreto de 14 de 
Mayo de 1836, p. 183 del cuerpo comprensivo 

de las de ese año, y 318 »9 225 del de 1851 

qve reforma el de 14 dt Octubre de 18^, p. 
i\5 del cuerpo comprensivo de las de ese año 
yllnO 57 ¿6/ de. 1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan : 

Art 19 Todos los Gobernadores de las provin» 
cias gozarán del i-ueldo anual de 1.800 pesos cada 
uno; y para sus secretarías respectivas 1.600. 

Art. 29 En todas los casos en que los gober- 
nadores sean sustituidos interinamente, los que 
entren á reemplazarlos gozarán del sueldo íntegro; 
exceptúase el caso de enfermedad que no pase de 
dos meses, en el cual el sustituto solo percibirá 
por etfte tiempo la mitad del sueldo. 

Art, 39 Se deroga la ley de 10 de Mayo de 
1841, asignando sueldos á los Gobernadoies. 

Dada en Caracas á 7 de Abril de 1849, afío 20 
de la ley y 39 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, José María Barroeta. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes. José Ra- 
món Agüero.^El Secretario del Senado, José 
Ángel Freiré — El Secretario de la Cámara de 
Representantes,. J. Padilla. 

Caracas 21 de Abril de 1849, aíío 20 de la ley 
y 39 de la independencia. 

Habiendo cumplido con el artículo 96 de h 

Consiitucion.^ — Ejecútese. — José T. Monágas. 

Por S. £. el Presidente de la República.-^EI Se- 
cretario de Estado en los Despachos de Hacienda, 
Interior y Justicia y Relaciones Exteriores, 

Diego Antonio Caballero* 

S>UELDOS- DE LOS GOBERNADORES Y GASTOS DE 

sus SECRETARIAS, Psgo dc ellos. Vésse Su» 
plemento á las rentas municipales, 

SUELDOS DB LOS OOBBRNADORES. RBSOLÜCION 
EJECUTIVA DE 3. DBOCTtBRB DE 1851 decla» 

randa que estando enjuiciados^ no tienen estos 
empleados derecho alguno al sueldo durante el 
juicio^ por corresponder sefun la ley al sosti*. 
tuto». 
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Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas, Octubre 3 de 1861. 

Ac5t/¿¿¿(7.— Disponiéndose por el articulo 29 de 
la ley de 21 de Abril de 1849 sobre sueldos* de 
los Gobernadores, que en todos los casos en que 
estos sean sustituidos interinamente, los que en 
tren á reemplazarles gozarán del sueldo Integro, 
excepto en el de enfermedad que no pase de dos 
meses, en el cual el sustituto solo percibirá la 
mitad (leí sueldo ; y resultando que el seflor Ma- 
nuel Rivas esiuro desempeñando las funciones 
de Gobernador de Margarita durante el juicio de 
responsabilidad que por infracción de la ley y de- 
sobediencia á una orden del Gobierno se siguió 
al Gobernador en propiedad señor Ramón Mar- 
tiarena, el Poder Ejecutivo en fuerza de la ley 
declara, que este no tiene derecho á los sueldos 
que reclama por el tiempo que estuvo sometido á 
juicio, porque ellos pertenecen al enunciado Sr. 
Rivas que le reemplazó durante dicho tiempo. 
Instruyase al interesado y publíquese. 

Por S. E. — Herrera» 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS EN LAS SECRETA* 
rías J>E ESTADO. LET DE 10 VK MATO DE 1841 

fijándolos — que reforma la de 11 de Mayo de 
1840, p. 34 del cuaderno de ese año, y 432 n9 
412 del de 1851 — que reforma el decreto de 14 
de Mayo de 1836 en la parte conducenie,p^ 183 
del cuerpo comprensivo de las de ese año, y 
219, »9 ^5 del de 1851 — que reforma el de 
14 de Octubre de 1^30, p. 1 15 del cuerpo com- 
prensivo de las de ese año, y 77 n^ 67 del 
de 1851. 

Cl Senado y Cámara de Repre^'entantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan: 
Art. 19 Los empleados de las secretarías de 
Estado, tendrán anualmente los sueldos siguien. 
tes : los jefes de sección designados para oficiales 
mayores dos mil pesos ; los demás jefes de sec- 
ción, mil cuatrocientos pesos, los oficiales de nú- 
mero ochocientos pesos y los porteros quinientos 
pesos. 

Art 29 Para los gastos de escritorio de cada 
una de las tres secretarías, se asignan á saber: 
á la del interior la cantidad de trescientos pesos 
al año : quinientos á la de hacienda y relaciones 
exteriores; y cuatrocientos cincuenta á la de 
guerra y marina. 

Art. 39 Para un oficial y los gastos de la se- 
cretaría del Consejo de Gobierno se asignan 
ochocientos pesos anuales. 

Ait. 49 El Gobierno, si lo juzgare necesario, 
podrá nombrar una persona que corra con la re- 
dacción y corrección de las impresiones oficiales 
con la asignación de quinientos pesos al afio* 
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Dado en Caracas á 6 de Mayo de 1841, afío 
129 de la ley y 319 de la independencia. — £1 
Presidente del Senado, José Vargas. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Fernan- 
do Olavarría. — El Secretario del Senado, José 
Angei Freiré. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Rafael Acevedo. 

Sala del Despacho. — Caracas Mayo 10 de 1841, 
año 12 de la ley y 31 déla independencia.— Eje- 
cútese.— Joíé A. Páez. — Por S. E. — El Secre- 
tario de Estado en los Despachos del Interior y 
Justicia, Ángel Quintero. 

SUELDOS D£ LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. LEY 

db28 de ABRIL DE 1848 señalándolos — que 
reforma la de 11 de Marzo de 1841, p. 85 
del cuaderna de ese año, y 452 número 422 
del de 1851 — que reforma el Decreto de 21 de 

, Mayo de 1836, p, 286 del cuerpo comprensivo 
de las de ese año, y 268, número 278 del de 
1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Decretan. 

Art. 19 Los empleados de la administración 
de justicia de la República h que se refiere, esta 
ley, gozarán anualmente Jos sueldos siguientes: 

Los Ministros de la Corte Suprema, cada uno 
dds mil ochocientos pesos. 

Los de las Cortes Superiores, cada uno dos 
mil cuatrocientos pesos. 

Para los gastos de la secretaría de la Corte 
Suprema, mil doscientos pesos anuales ; y para 
los de las Cortes Superiores, mil quinientos pe- 
sos anuales cada una. 

Los jueces de primera instancia tendrán los 
sueldos siguientes: 

1. Los de las capitales de las provincias de 
Caracas, Carabobo, Barquisimelo, Barínas y 
Guayana, y el de la ciudad de Puerto-Cabello, 
cada uno mil ochocientos pesos. 

2. Los de las capitales de Cumaná, Maracai- 
bo y Aragua, cada uno mil seiscientos pesos. 

3. Los demás jueces de las provincias ex- 
presadas en los dos números anteriores, y los de 
Mérida, Trujillo, Coro, Barcelona, Guárico, 
Apuro y Margarita, cada uno mil cuatrocientos 
pesos. 

Los secretarios de los jueces de primera ins- 
tancia, inclusos los gastos de escritorio, tendrán 
cada uno la mitad de la asignación de los jueces 
respectivos* 

Los porteros alguaciles de la Suprema Corte 
y de cada una de las Superiores, trescientos pe- 
sos cada uno. 
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Los alguaciles de los juzgados de primera 
instancia, cada uno doscientos pesos 

Art. 2. Los secretarios de los alcaldes goza- 
rán un sueldo que ni baje de doscientos pesos ni 
exceda de cuatrocientos al aflo, cuya ñjacion ha- 
rá el Poder Ejecutivo, dando cuenta ai Congre- 
so de lo que practicare. 

Art 39 Acerca del sueldo que deben gozar 
los empleados en el ramo judicial, se observa- 
rán las reglas siguientes : 

lA En los casos de muerte, renuncia ó destí- 
tucíon de un juez propietario, el interino gozará 
del sueldo íntegro que gozaba aquel. 

2^ En el caso de suspensión gozará el inte- 
rino de las dos terceras partes, y el suspenso de 
la otra tercera. 

3.* En el caso de enfermedad qu^ no pa«e de 
tres meses, disfrutarán el propietario de la mi- 
tad y el interino de la otra mitad, y si la enfer-. 
medad pasare de este tiempo, corresponderán al 
interino los dos tercios del sueldo y al propie- 
tario el otro tercio ; y si excediere de seis me- 
ses gozará el interino de toda la renta, y se 
considerará vacante el destino. 

4^ En el caso de licencia temporal, el interi- 
no gozará del sueldo del propietario. Cuando el 
empleado de justicia sea ocupado en la Diputa- 
ción provincial, este gozará solamente de las 
dietas y viático como Diputado, y el interino del 
sueldo íntegro del empleado durante su separa- 
ción del destino. Del mismo sueldo íntegro dis- 
frutará el interino de un juez que haya sido 
nombrado elector, desde el dia en que este se 
haya sepacado de su destino y hasta que vuelva 
á él, no gozando el juez propietario en este car 
80 de ningún sueldo. 

5^ Cuando por falta de secretario deje un 
juez' de primera instancia de desempeñar sus 
funciones por diez dias, no disfrutará en lo ade- 
lante del sueldo de su empleo, mientras esté sin 
iecretario. 

Art. 49 Estos sueldos y remuneraciones se 
pagarán por el tesoro público. 

Art* 59 Los que suplan á los secretarios en 
los casos de licencia temporal 6 de enfermedad, 
disfrutarán del sueldo de estos empleados, en la 
proporción establecida para los jueces en las re- 
glas 3? y 4? del artículo 39 Cuando la sostitu- 
cion sea por recusación 6 inhabilitación, los se- 
cretarios accidentales devengarán los mismos 
derechos que los testigos actuarios, deduciéndose 
la suma que perciban del sueldo del secretario 
en propiedad. 

Art 09 Cuando por cualquier motivo falten 
uno 6 mas Ministros á las Corlea, percibirán los 
coDJttecefl la miud del sueldo del jaes á quien 
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suplan, mientras dure la cau^a de que conozcan, 
descontándola de la asignación del propietario ; 
pero si fuere por licencia, el conjuez gozará del 
sueldo del Ministro propietario. 

Art 79 Esta ley empezirá á tener cumpli- 
miento desde I9 de Julio del corriente afio, des- 
de cuya fedia quedará derogada la de 11 de Mar- 
zo de 1841 que sefiala sueldos á los empleados 
de justicia. 

Doda en Caracas á 18 de Abril de 1849, affo 
19 de la ley y 38 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Eduardo A, Hurtado, — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Fer* 
nando Olavarria. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freyre. — El Diputado Secretario de 
la Cámara de Representantes, W. Urrutia. 

Caracas 28 de Abril de 1848, 19 y 38.— Eje- 
cátese. — Diego B. Urbaneja,—P<tT S. E. el Vi- 
cepresidente de la República encargado del Po- 
der Ejecutivo. — El Secretario de estado en los Dea- 
pachos del Interior y Justicia, Tomas J. Sana* 
vria, 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DB JUSTICIA. 
DECRETO EJECUTIVO DE 26 DE JULIO DB 

1853 señalándolos á los secretarios de los 

jueces de parroquia* 
José Gregorio Monáffas Presidente de la Re* 
pública de Venezuela &, &, ¿l* 

Asignada ya, en el presupuesto del corriente 
año económico, la suma de treinta mil pesos para 
pagar los Secretarios de los Jueces de parroquia. 

DECRETO : 

Art. 19 Los Secretarios de los jueces de par- 
roquia de la República gozarán, desde el prime- 
ro del presente mes de Julio, délos sueldos anua- 
les que á continuación se expresan. 

Provincia de Apure, 

San Fernando $ 300 

Acháguas 300 

Guasdualito ........... 300 

Mautecal ÍÍ50 

Provincia de Aragua^ 

Victoria 9 300 

Maracay ........ 250 

Turmero - 260 

Cura 200 

San Juan de ios Morros. . 200 Establecido por 

el P. E. 

San Sebastian • 200 

Camatagua... 200 Establecido 

por el P« E. 

Provincia de Barcelona^ 

Barcelona.... ..... • 400 

Aragua........*...—.. Í00 
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Píritu 

San Mateo. 

Onoto 

Pao 

Soledad 

San Diego. 



200 

200 

200 

200 

200 

200 



Provincia de la Portugutsa. 

Guanare— -. $ 300 

Araure . 300 

Guanarito. ...... 250 

Ospioo 250 



Provincia de Barinas. 

Baríoas $ 300 

Libertod 260 

Nutrias 250 

Obispos 250 

Pedraza 200 



Provincia de Barquisimeto* 

Barquisimeto - $ 400 

Tocuyo * 350 

San Felipe 300 

Cabudarc 300 

Varitagua 300 

Quíbor 250 * 

Carora 300 



Provincia de Carabobo, 
Valencia, parroquia de la 

Capital ... 

Candelaria id. id. 



Puerto-Cabello 

Nirgua .. 

Montalvan m • • 

Ocumare de la Costa.... 

San Carlos . — • — 

Pao .- 

BauL—w 



Tinaco. 



$ 400 

350 Establecido 
por el P. E. 
300 
300 
300 
300 
300 
225 
225 Establecido 

por el P. E« 
225 



Provincia de Caracas. 
Catedral, parroquia de la 

Capital $ 350 

San Pablo, id. id 350 Establecido 

por el P. B. 

Santa Rosalía, id. id 360 id. id. 

Candelaria id. id 900 id. id. 

San Joan id. id 900 id. id. 

Altagmcia id. id. 900 id. id. 

BÍo*ehico..«.......— •• 900 

Oaaira 900 

Maiqíieftía.........^ 900 
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Petare 300 

Guarénas» • 300 

Guatire 300 Establecido 

por el P. Efc 

Ocumare del Tuy 250 

Los Téques 260 

CuB....... 260 Establecido 

por el P. Bk 

Caucagua. • .. 260 

Santa Lucía • 250 

Curiepe..! 225 

Provincia de Coro. 

Coro . . $ 300 

Pueblo-nuevo .• 250 

San Luis 200 

Pecaya 200 Establecido 

por el P. E. 

Casigua .• 200 

San Miguel... 200 

Puerto (Te Cumarebo 200 



Provincia de Cumaná. 

Santa Inés, parroquia de la 

Capital $ 260 

Altagracia id. id«... 250 Establecido 

por el i^. E. 

Santa Rosa 300 

Santa Catalina . 250 Establecido 

por el P. E. 

Rio Caribe , 260 

Cariaco . - ... 250 

Güiria 276 

Irapa 250 Establecido 

por el P.E. 

Camanacoa. . 200 

Aragua . . .......... 200 

Maturin ,.., 200 

Barrancas 1.. 200 

Provincia de Guayana. 

Ciudad-Bolírar $ 300 

üpata 226 

Tupuquen , 200 Establecido 

por el P. E. 
Calcara «. 200 

Piacoa..... .... 200 

Proviíicia del Ouárico^ 

Calabozo • .. • 300 

Chagoarámaa*... ••*••. 260 

Zaraza • *. 250 

Orítneo...........— — ... 225 

Sombrero....—...**.*.— ... 225 < 

Ortiz.» «..«*•.. 93» j 
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Lezama. .«. 225 Establecido 

porelP. £. 
Provincia de Maracaiho. 
La Matriz, parroquia de la 

Capital $ 300 

Santa Bárbara id. id 300 Establecido 

por el P. E. 

San Juan de Dios id. id 300 id. id, 

Perijá 200 

Aitagracia .- 200 

Gibraltar 200 

Zulia 200 

PTOvincia de Margarita. 

Asunción •«« . 9 200 

Norte 200 

Provincia de Mérida, 
Catedral, parroquia de la 

Capital , $ 300 

Yano id. id 276 Establecido 

por el P.E. 

San Cristóbal 250 

San Antonio del Táchij^a 225 

Táriba- 200 Establecido 

por el P. E 

Ejido 200 

Villa Tovar 200 

La Grita . 200 

Lobatera 200 

Mucuchies 200 

Provincia de Trujillo, 
La Matriz, paroquia de la 

Capital $ 300 

Boconó 250 

Escuque... ...... . 250 

Carache 250 

Art. 29 Estos sueldos se pagarán por el Teso- 
ro público* 

Art* 39 El Secretario de E. en loa DD. del 
Interior y Justicia queda encargado de la ejecu- 
ción del presente decreto y de dar cuenta al Con- 
greso en su próxima reunión. 

Dado, firmado de mi mano, sellado con el sello 
del Poder Ejecutivo y refrendado por el Secreta- 
rio de E« en los DD. del Interior y Justicia, en 
Caracas, á 26 de Julio de 1853, afio 24 de la 
ley y 43 de la independencia. 

J. G, Monágas, 

Por 8. £. — El Secretario de E. en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Exterio- 
res.— iSámon Planas» 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. 
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Cuáles corresponden á los Seeretartos relato- 
res de las Cortes. Véase Tribunales y juz- 
gados^ L. V. 
SUELDOS DE Loe empleados de justicia. 

RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE AGOSTO DE 

1 845 abordando ciertas disposiciones para su 

pago en los casos de licencia, enfermedad^ sus- 

pensión, &,. 

Secretaria de lo Interior. — Sección segunda. 

Caracas Agosto 19 de IS45. 

Resuelto, — Para que la ley de 11 de Mayo de 
1841 y la resolución gubernativa de 6 de Octu- 
bre de 1842, sobre sueldos de los empleados de 
juftticia, tengan su cumplimiento, y para evitar 
dudas á las oficinas de pago en la liquidación de 
dichos sueldos, S. £. el Vicepresidente de la Re- 
pública, encargado del Poder Ejecutivo, ha dis- 
puesto. 

19 Cuando vaque alguna de las plazas de las 
Cortes SupiTiores en virtud de alguna de las cau- 
sas que la ley señala, ó se separe alguno de los 
miembros del tribunal por enfermedad, suspen- 
sión ó en uso de licencia temporal, los Presiden- 
tes respectivos pasarán avisos á los Gobernado- 
res de la provincia en que residan las Curtes, pa- 
ra que esto9 funcionarios transcriban dichos avi- 
sos al Poder Ejecutivo y á la oficina de pago 
correspondiente. 

29 En el caso de ser los Presidentes de las 
mismas Cortes los miembros cesantes 6 impedí- 
dos, el aviso será dado por el Ministro llamado 
por la ley á suplir sus faltas. 

39 Con arreglo á dichos avisos se practicará 
la liquidación y abono de los sueldos, quedando 
en caja en caso de no ser servida la plaza inte- 
rinamente, la parte que debería pagarse al sus- 
tituto. 

49 Cuando los Gobernadores conceden licen- 
cia á los Jueces de primera instancia lo avisarán 
inmediatamente á la Tesorería á oficina de paffo 
respectiva, indicando la persona que haya sido 
designada para reemplazar al propietario, y des- 
de entonces la Tesorería para hacer el pago se 
impondrá de la fecha en que se haya hecho uso 
de la licencia, y de las en que asi el interino, co- 
mo el propietario á su regreso, hayan entrado al 
desempeño del destino, oficiándoles con tal pro- 
pósito los mismos jueces. 

59 Cuando ocurra la suspensión de algún 
Juez de primera instancia, el aviso se dará al 
Gk)bernador por la Corte que la hubiese acor- 
dado, y el C^obernador lo traniicribirá á la ofi- 
cina respectiva. 

. 69 Si ocurriere enfermedad grave 6 que p&ae 
de una ligera indisposición y deba por estd nom- 



COLOMBIANA T VEREZOtAlTA VIOENTE. 



239 



SUB 



^^0m0mmt0^0t0^0m0^^^^>^^^^0*^ti^^0^0^^t^^^t^^^^0 



brarae interino, el Secretario del Tribunal lo avi- 
sará al Jefe político para que este lo participe al 
Gobernador, el cual suplirá la falta y dará aviso 
á la oficina de pago, dt^biendo entonces certifi- 
car el Secretario tas fechas en qu* se haya sepa- 
rado el propietario, y entrado en ejercicio el in- 
terino. 

Por S. E. — Cobos Fuertes. 

SUELDOS DK LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. 
RESOLTCION EJECUTIVA DE 5 DE AGOSTO DE 

1842 sobre el que deben gozar los interinos 

cuando los propietarios concurran al Congre' 

so 6 á las Diputaciones, (•) 

Secretaría de Jo Interior. — Sección segunda. 

Caracas Agosto 5 de 1842. 

Resuello. — Considerando que la resolución 
del Poder Ejecutivo de 28 de Noviembre de 
1837 por la cual se determinó el sueldo corres- 
pondiente á los jueces sustitutos de primera 
instancia, ha quedado sin objeto en su mayor 
parte, por haberse previsto en la última ley sobre 
sueldos á los empleados de justicia los mas de 
los CRíos que ella contenia ; y que la citada ley 
nada dijo para cuando deba ser sustituido un 
juez de primera instancia ocupado en el Con- 
greso 6 en la Diputación provincial, se resuelve : 

i 9 Guarido un juez de primera instancia deba 
ser ¿uj)lido por tt?ner que asistir al Congreso 6 
Diputación provincial, el interino gozará del 
sueldo ínlfgro del empleado y se abonará de la 
cantidad destinada para gastos de justicia. 

29 Queda derogada la resolución de 28 de 
JNoviembre de 1837 que determina los sueldos 
de los jueces interinos de primera instancia. 

39 Comuniqúese á quienes corresponda y 
publíquese. 

Por S. E.-^ Quintero. 

SUELDOS MILITARES Y PREMIOS DE CONSTAN* 

cía. lev DE 17 DE MAYO DE 1845 Señalando- 
los^que reforma la de 28 de Abril de 1838, 
p. 94 del cuaderno de ese año, y 337, mlmero 
332 del de 1851 — que reforma la de \b de 
Mayo de 1837, p. 38 del cuaderno de ese año, 
y 292, número 303 del de 1851 — que reforma 
el Decreto de \i de Mayo de 1836, p. 184 
del cuerpo comprensivo de las de ese año, y 
219 número 226 del de 1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 



(♦) Bebé advertirse q^^ respecto á los Bipatados pro- 
vinciales ha cadncado por baber previsto el caso la ley 
de 28 de Abril de 48 que derogó la de 11 de Marso de 41; 
eono asi mismo respecto de los fondos de Jastida por bá- 
tase desogado la ley de estos. 
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Decretan. 
TITULO I. 

De los sueldos, 

Art 19- Los empleados en el ramo militar 
disfrutarán según sus clases, de los sueldos que 
les asigna esta ley, de la manera siguiente. 

El general en jefe, el mes. ... .8 300 

El Ídem de divi<)ion 250 

£1 ídem de brigada 200 

El coronel efectivo. ...... 140 

El primer comandante 100 

El segundo idem 70 

El capitán 45 

El teniente 32 

El subteniente 25 

El sargento primero 12 

El idem segundo 10 

£1 tambor mayor 11 

El cabo primero 8 

El idem segundo 7 

Músicos y banda, á 7 , 

El solilado 6 

El médico y cirujano mayor, á . . 70 

El idem, idem ordinario, á . . . . 32 

Los practicantes, á ..... . 20 

El capellán ' 32 

El comisario de guerra 80 

El idem ordinario ....... 40 

El proveedor. 16 

El auditor de guerra 6 marina. . . 50 

^ único. Estas asignaciones se pagarán sin dis- 
tinción de armas ni clases. 

TITULO IL 

De los sobre- sueldos, 

Art. 29 Ademas de los sueldos asignados en 
el artículo anterior, se establecen los sobre-suel- 
dos siguientes. 

Los coroneles y comandantes que estuvieren 
en mandos de armas, disfrutarán del sobre-suel- 
do de 40 pesos mensuales. 

Los capitanes, subalternos y demás emplea- 
dos, cuando estuvieren en servicio activo, goia- 
rán de los sobre-sueldos siguientes. 

El capitán mayor . . 

El capitán • • . . 

El teniente .... 

El subteniente t . . 

El sargento primero • 

El idem segundo . . 

Los cabos, soldados v banda 

§ 19 La tropa del ejército permanente recibi- 
rá ademas un vestuario completo de pafio, cuya 
duración, calidad y íbrma^ designará el Poder 
Ejecutivo. 
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$ 29 ho9 capellaDes j oficiales de juaticia, 
hacienda y de salud, gozarán ea campafta del 
sobre-sueldo ; y sus asignaciones ser&n las si- 
guientes. 

£1 médico y cirujano mayor 30 

£1 ídem, ídem ordinario 20 

Loe practicantes 12 

£1 capellán 18 

£1 comisario de guerra 20 

£i ídem ordinario 10 

£1 proveedor • • 8 

£1 auditor de guerra ó marina. ... 50 
Art. 39 Los sueldos y sobre-sueldos concedi- 
dos pur esta ley á la fuerza permanente, se con- 
ceden también á los de la milicia cuando se ha- 
llen en seryicio activo. 

Art. 49 £n campafía, se dará gratis á la tro- 
pa una ración diaria, cuyo valor no excederá 
de doce V medio centavos : la clase de oficiales 
gozará de ríos raciones. Los destacamentos que 
cubran en tiempo de paz los puestos de San Car- 
los y Sinamaica en Maracaibo, el castillo de 
Rio Negro y Güiria, disfrutarán también de es- 
ta ración. Los que cubrieren cualquiera otro 
punto fronterizo, también la recibirán, si á jui- 
cio del Poder Ejecutivo la hubieren de menes- 
ter. 

TITULO III. 

De los premios de constancia, 

Art. 5? Los oficiales desde la clase de subte- 
niente hasta la de capitán inclusive que hubieren 
servido como tales oficiales diez ó mas aflos, go- 
zarán ademas del sueldo y sobresueldo de su cla- 
se, una gratificación mensual de quince pesos ; 
y los que hubieren servido cinco ó mas aKos, la 
gratificación de ocho pesos, debiéndoseles conce- 
der el premio anterior al completar los diez años 
de servicio. 

Art. 69 Los que después de haber obtenido la 
gratificación de quince pesos sirvieren cinca años 
mas, obtendrán un aumento de ocho pesos, y de 
cuatro los que completaren otro período de ser- 
vicio de cinco años. 

Art. 7? Los que después de la publicación de 
esta ley en adelante cumplieren cinco años de 
servicio, obtendrán la gratificación de ocho pesos 
mensuales, aumentándose este goce cada cinco 
años, hasta que completados los veinte de servi- 
cio, disfruten veintisiete pesos mensuales de pre- 
mio. , 

Art 89 Fl tiempo de servicio prestado en cam-. 
paña, se computará como doble para la asigna- 
ción de premios. 

Art.. 99 Para entrar en estos goces se necesita n 
haber servido con honradez y decoro, *sin ningu- 1| 
na nota por desaplicación ó ineptitud. Los jefes 
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inmediatos iiaráii una propuesta en forma da los 
que merezcan el premio; y el Poder £jecut¡vo 
les expedirá el título correspondiente. 

§ único. Cuando haya de librarse nuevo título, 
se recogerá el ¡primero. Sin estos documentos no 
se hará el pago por las oficinas de hacienda. 

Art. 10. Se establecen premios ó ventajas de 
distinción para recompensar la constancia de la 
tropa en el servicio, de la manera siguiente. 

^ 19 £1 primer premio será de ocho reales de 
sobresueldo mensual; y corresponde al que sirva 
sin nota cuatro años voluntariamente, y se com- 
prometa á servir del mismo modo dos años mas. 

( 29 £1 segundo premio será de diez y seis 
reales de sobresueldo mensual, y corresponde al 
que haya servido seis años voluntariamente y sin 
nota, y se comprometa del mismo modo á servir 
dos años mas. 

^ 39 £1 tercer premio será de veinte y cuatro 
reales de sobresueldo mensual, y corresponde al 
que haya servido voluntariamente y sin nota 
ocho años, y se comprometiere á servir dos años 
mas. 

^ 49 £1 cuarto premio será de seis pesos men- 
suales, y corresponde al soldado que haya servi- 
do diez años voluntariamente y sin nota, al cual 
se le dará con este goce su cédula de retiro. 

^ 59 £1 que obtuviere el primer premio lleva- 
rá en ei pecho como distintivo una cinta del co- 
lor de la faja inferior del pabellón nacional : el 
que obtuviere. el segundo la llevará de los colores 
de las dos fajas inferiores del mismo pabellón : 
el que obtuviere el tercero la llevará de los tres 
colores del pabellón : el que obtuviere el cuarto 
llevará pendiente de la misma cinta tricolor, un 
medallón de plata con las armas de la República 
y el siguiente lema : **A la virtud y constancia,^* 

Art. 11. £1 individuo que incurriere en algu- 
na falta que merezca pena corporal ó infamante, 
como militar ó como ciudadano, pierde cualquier 
premio que haya obtenido, desde el momento que 
se le declare culpado por sentencia del tribunal 
competente. 

Art. 12. El Ejecutivo dispondrá que los pre- 
mios sean conft'ndos á la tropa de una manera 
honorífica por los jefes respectivos, para que pue- 
dan servir de estímulo á los que se hallen pre- 
sentes. 

Art. 13. Se deroga la ley de 28 de Abril de 
1838. 

Dada en Caracas á 14 de Maro de 1845, 159 
y 359— El Presidente del Senado, Eduardo A. 
Hurtado — El Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, Miguel 6. Maya, — Él secretario 
del Senado, José Ángel •Freirc^'^El secretario 
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CONSTAN- 



de ia Cámara de Representantes, Juan Antonio 
Pérez 

Caracas MayolT de 1645, 160 y 359— Ejecú- 
tese.— CáWoí Soublette. — Por S. E. — Él Secreta- 
rio de Gaerra y Marina Francisco Hernaiz. 

SUELDOS MILITARES T PREMIOS DB C0NS1 
cía. resolución ejecutiva de 20 BE MATO 

DE 1845 reglamentándola ley anterior» 

Secretaría de Guerra. 

Caracas Mayo 20 de 1845. 

Resuelto. — En ojecucion de la ley de 17 del ac- 
tual sobre sueldos militares, se resuelve. 

19 Los coroneles y comandantes con mandos 
de armas y los demás oficiales en servicio activo 
militar á quienes se refiere el artículo 29 de di- 
cha ley, empezarán á gozar del sobre-sueldo que 
se les concede desde la revista de Junio entrante. 

^ Crnico. El Poder Ejecutivo por una resolu- 
ción especial determinará lo conveniente para pro- 
porcionar á la tropa del ejército el vestuario com- 
pleto de paño, á que se refiere el parágrafo pri- 
mero del expresado artículo, y designará el tiem- 
po de su duración. 

29 Por ahora solamente, las guarniciones de 
San'Cárlos, Sinamaica en la provincia de Mara- 
caibo y de Güíria en ia de Cu maná, empezarán 
á disfrutar desde la revista de Junio entrante la 
ración diaria que les está concedida por el artícu- 
lo 49 

39 Los comandantes de armas elevarán al Go- 
bierno por conducto de la Secretaría de Guerra 
las propuestas para las gratificaciones de los oficia- 
les á que se refieren los artículos 5?, 69, 79) ^9 y 
99) de dicha ley que le presenten los comanddn^ 
tes de los cuerpos y compañías que están á sus 
órdenes; así como también las de sus ayudantes. 
A dichas propuestas se acompañarán precisamen- 
te las hojas de servicios, que aprobadas por la ins- 
pección general, servirán para justificar el dere- 
cho á los premios de constancia ; y se previene á 
los jefes respectivos que al elevar las propuestas 
observen la mayor escrupulosidad y exactitud 
en la formación de las referidas hojas de servicios, 
y que exijan de los oficiales acreedores á la gra- 
tificación, para acompañar á las propuestas, las 
certificaciones y documentos que acrediten sus 
servicios y conducta. 

49 El Ministro de Guerra expedirá título de 
premio al oficial que compruebe los requisitos pre- 
venidos, del que tomarán razón el tribunal de 
cuentas y la tesorería general para que las ofici- 
nas de hacienda puedan hacer los pagos corres- 
pondientes* 

59 Los premiados empezarán á gozar de las 
gratificaciones desde la fecha que expresen los 
títulos. 
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69 Respecto de los premios de la trepase obser- 
varán las reglas establecidas por las resoluciones 
de 25 de Junio y 21 de Julio de 1840, y 28 de 
Mayo de 1841 que se declaran subsistentes, de- 
biendo 'arreglarse las propuestas á los artículos 
y fecha de la nueva ley. 

79 Comuniqúese á la Secretaiía de Hacienda^ 
para que haciéndolo á las oficinas de su depen- 
dencia, tenga efecto el pago de sueldos, sobre- 
sueldos y premios de que habla dicha ley ; y cir- 
cúlese á los comandantes de armas para su publi- 
cación en la orden general, é insértese en la gace- 
ta oficial. 

Por S. E — Hernaiz. 
Es copia. — Hernaiz, 

SUELDOS militares t premios de constan- 
cia, resolución EJECUTIVA DE 27 DE NO* 

viEMBRE DE 1846 sohre premios. 

Secretaría de Guerra. — Sección primera. 
Caracas Noviembre 27 de 1846. 

Reouelio. — 19 £1 individuo de la fuerza per- 
manente que cumpliere los diez ailos de servicio 
y tenga derecho á ser propuesto para el cuarto 
premio de constancia, continuará en su respectiva 
compañía hasta que se reciba la cédula y se pon- 
ga en posesión con las formalidades prevenidas 
en el n<imero 5 de la resolución de 21 de Julio 
de 1840. 

29 Los individuos de la tropa que obtengan el 
cuarto premio de diez años pueden seguir en el 
servicio por dos, cuatro ó mas años, si voluntaria- 
mente se comprometieren ; y gozarán durante su 
servicio del prest de su clase ; y del premio que 
le Concede su cédula, con opción á los ascensos á 
que se hagan acreedores por sus servici.-is, capa- 
cidad y buena conducta, pero no optarán á nue- 
vos premios. 

39 Los ebrios por costumbre, los reincidentes 
en juegos prohibidos y otras faltar, contenidas 
en las reales órdenes de 8 de Junio de 77, 5 de 
Noviembre de 79 y 6 de Abril de 1780, no pue- 
den recibir el premio destinado á la virtu d y á la 
constancia porque seria estimular unos vicios, 
que son la ruina y el descrédito del ejército, y 
ofender la moral pibli ;a. Si en los cuerpos se ha 
descuidado el exacto cumplimiento de Ins disposi- 
ciones que quedan citadas en la persecución, juicio 
y castigo de estas faltas, eso no autoriza á los 
capitanes de compañías ó jefes de cuerpos para 
decir al Gobierno y á la Nación que el cumplido 
no ha incurrido en falta alguna, y por tanto resuel- 
ve el Gobierno : Que los que hayan cumplido 
diez años, con goce de tercer premio y quieran 
optar al cuarto, si en su cuerpo respectivo estuvie- 
sen conocidos como ebrios por costumbre ó como 
habituados á las faltas que las mencionadas rea» 
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les órdenes mandan castigar con prisión, obras 
públicas y pr^^sidio, queden en observación duran- 
te seis meses,y si en este tiempo no hubiesen dado 
motivo para que se le juzgue y castigue, se haga 
entonces la propuesta; pero si lo diesen, aa le juz- 
gue por con.sejo de guerra oniinario. Si el cum- 
plido manchado con las faltas que quedan relacio- 
nadas, no aspirase al premio de diez años; se le 
dará de baja con el goce de tercer premin. Con 
este motivo el P. Ejecutivo recomienda al General 
en jefe segundo del ejército, al Estado Mayor y 
á l<»s comandantes de armas y jefes de cuerpos el 
mas exacto cumplimiento de las reales órdenes 
mencionadas, y que celen escrupulosamente á fín 
de que no se tolere la embriaguez y las demás 
faltas á que dichas reales órdenes se contraen. 

47 Habiéndose ya presentado el caso de pro- 
puestas para el cuarto premio, y no estando pre- 
paradas las medallas, porque los comandantes de 
armas no han podido contratar su construcción 
se librarán las cédulas, y serán entregadas á los 
agraciados con todas las formalidades prevenidas 
en las resoluciones anteriores, haciéndose men- 
ción de la medalla en el acto solemne aun cuando 
no se entregue, y el Secretario de Estado del Des- 
pacho de la Guerra queda encagado de promover 
la construcción de dichas medalla?, y remitirlas 
oportunamente á los respectivos cuerpos. 

Por S. E. — Avendaño. 

SUELDOS MILITARES T PREMIOS DB CONSTAN- 
CIA. RESOLUCIÓN DE 15 DK MAYO DE 1836 Or- 
denando su abono á los militares encausados 
ó absueUos, eri los términos que se practica con 
los empleados civiles, 

Kepüblica de Venezuela. — Secretaría de la 
Cámara.de Representantes. — N98. — Caracas 16 
de Mayo de 1836, 7? de la ley y 26 de la inde- 
pendencia. 

Señor Secretario de Estado en el Despacho de 
Guerra y Marina. 

En la solicitud que ha dirigido 4 la Cámara de 
Representantes el capitán Pedro Vicente Aguado, 
pidiendo se le mande abonar la parte de sueldo 
retenida, durante el tiempo que estuvo encausa- 
do, evacuó la comisión de guerra de dicha Cáma- 
ra un informe cuyo final dice así : <^ Opina la co- 
misión que entre tanto se expida la ley correspon- 
diente, el Poder Ejecutivo se arregle en el presen- 
te caso y en los demás que ocurran para el abo- 
no de sueldos á los militares encausados y ab- 
sueltos, á lo que se practica en igual caso respec- 
to de los empleados civiles.*' 

Y habiendo sido aprobado este informe por la 
Cámara de Representantes el día de ayer y por 
la del Senado el de hoy, he recibido orden de 
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trasmitir ft US. esta parte á los fines conslguien* 

tes. 

Soy de US. muy atento y obediente serTidor. 

X A Pérez. 

SUELDOS MILITARES. Resolución ejeootivá 
DE 20 DE SETIEMBRE DE 1836, declarando que 
los militares en hospital gozan del sueldo in^ 
tegro hasta que reciban el alta en dicho hospi» 
tal y aun cuando sus cuerpos respectivos hayan 
sido retirados, 

Repüblica de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los despachos de Guerra y JVIarína. — Ramo 
de Guerra. — Seccicm tercera. 

Caracas 20 de Setiembre de 1836, 7? y 26. 
SeRiir Tesorero general. 

Dos represen taciorves ha recibido el Gobierno 
de los subtenientes Miguel Antonio Balbuena y 
Francisco Llórente, manifestando que el Admi- 
nistrador de aduana de Maracaibo se resiste á 
abonarles el sueldo íntegro de su clase, mientras 
permanezcan en el hospital militar como inv&li* 
dos en la acción de Juana de Avila, apoyado en 
que ya se les ha expedido letras de inválidos. 
El Gobierno considerando la justicia que asiste á 
los servidores del Estado para reclamar el sueldo 
integro, mientras permanecen en los hospitales 
curándose los males adquiridos, ó heridas recibi- 
das en activo servlcioi declaró en 23 de Setiem- 
bre de 1831 á solicitud del Alférez Faustino He- 
redia : que á los oficiales y tropa pertenecientes 
á los estados mayores, cuerpos, compañías, 6 
piquetes llamados al servicio, y que se encuentren 
en hospitales el dia en que se expida la orden pa- 
ra ser retirados del servicio, se continuará consi- 
derándoseles como presentes hasta que reciban 
el alta en el hospital. De acuerdo, pues, el Go- 
bierno ron esta disposición, y deseando las opor* 
tunidades de recompensar debidamente á los 
buenos servidores, y en particular á los militares 
y ciudadanos que sostuvieron las instituciones en 
1835; resuelve por punto general : que los sub- 
tenientes Balbuena y Llórente, así como todos 
los oficiales y tropa del ejército, tienen derecho 
al sueldo íntegro de su clase, mientras permanez- 
can en hospitales curándose enfermedades 6 he- 
ridas recibidas durante el tiempo que han estado 
en activo servicio, aunque hayan sido retirados 
de él, los estados mayores, cuerpos, compañías 6 
piquetes á que pertenecían, pues en este caso 
continuarán pasando revista como presentes, has- 
ta que reciban el alta en el hospital ; y desde es- 
te dia entrarán en el goce de su tercera parte 6 
pensión, si se les ha acordado por sus letras de 
retiro, de licencia indefinida, ó de inválidos. Los 
oficiales y tropa pertenecientes á los depósitos 
de Jnválidos que9 enfermándose, se encuentren 
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(}9sUii]ido8 de los recursos necesarios para con¿e- 

fuir su Güracíoriy gozarán de la gracia que el 
ljecutÍ7o les acordó ea el artículo 8^ del decre- 
to de 17 de Mayo ultimo, reglamentando los de- 
pósitos de inválidos, y que se halla ioserto en la 
gaceta námeio 279. 

Dígolo á US* para su conocimiento y demás 
fines.^Dtos guarde á US* — £1 Secretario inteii- 
no« Frcncisóo Hernaiz, 

SUELDOS MILITARES. Hasta qué cantidad po- 
drft percibirlo por un destino civil, el que go- 
ce de torcera parte. Véase Letras de cuartel^ 
art. 8." 

SUELDOS MILITARES. Resolución ejecutiva 
DE 13 DE setikmbrb DE 1848 declarando des- 
de qué fecha tiene un oficial derecho á cobrar 
los sueldos de un empleo á que haya sido nue- 
vamente ascendido. 

Secretaría de Guerra. — Sección primera. 

Caracas Setiembre 13 de 1848, 19 y 38. 

Resuelto. — Cn vista de las consultas hechas al 
Gobierno ^or los señores administradores de adua. 
na de Ciudad- Bolívar y Cumaná, sobre cual sea 
la fecha en que comiencen á percibir el sueldo 
lc3 oficiales de los cuerpos en servicio activo que 
sean ascendidos ; y considerando ; que, aunque 
por el artículo I9 del titulo 25 tratado segundo de 
las ordenanzas del ejército, se previene que es el 
cúmplase de la autoriilad militar el que habilita 
para el ejercicio del empleo nuevamente conferido; 
por el artículn2®del mismo titulóse dispone, que 
al presentarse la patente al comisario por el sargen- 
to mayor ó sea por el sei^undo comandante del 
cuerpeen la primera revista, lo haga igualmente de 
la certificación en que conste el dia en que se dio 
á reconocer al promovido con los correspondientes 
requisitos, para el abono de su sueldo respectivo, 
S. E. el Poder Pjecuiivo ha tenido á bien librar 
en esta fecha la sigiiiente resolución. 

19 Los jefes y oficiales de los cuerpos del 
ejército que sean promovidos á un grado superior 
para continuar su servicio en ellos mismos ó en 
otros cualesquiera ; tendrán opción al sueldo que 
les corresponda, desde el dia en que sean dados 
á reconocer con las formalidades requeridas en 
los cuerpos respectivos. 

29 Los generales, jefes y oficiales que sean 
ascendidos con destino 6 Estados Mayores ó al 
mando de divisiones, columnan y guarniciones, ó 
á cualquier servicio que no sea el de los cuerpos 
del ejército, percibirán el sueldo del grado nue- 
vamente conferido, desde que puesto el cúmplase 
en sus despachos, sean dados á reconocer en la 
6rden general que publique la autoridad militar 
á quien competa* 
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3p Circúlese á quienes corresponda y publique - 
se en la Gaceta de Gubierno. 
PorS. K^F.Mejía. 

Es copia, — Mejía. 

SUGLDOS militares. Embargo que podrá 
hacerse de ellos hasta la tercera parto para el 
pago do deudas. Véase Embargo de bienes, 
R. E. de 25 de Junio de 1839. 

SUELDOS MILITARES. BKSOLUCIOiN EJKCUTIVA 

DE 10 DK OCTUBRE DE 1850, declarando el que 
deben gozar los comandantes de armas inte- 
rinoSj y los propietarios cuandos estos gozan 
de licencia, (•) 
Secretaría de Guerra. — Secci< n primera. 
Caracas Octubre 17 de 1850. 
Sefior Administrador de Aduana de Ciudai Bolívar. 

Impuesto S. E el Poder Ejecutivo de la nota 
de Ü. de 10 de Setiembre último, consultando 
cual sea el sueldo que devengue el seHor Co- 
mandante de Armas interino de esa provinria, 
durante la licencia de dos meses concedida pur el 
Gobierno al propietario, en el caso de no po- 
derse hacer por esa aduana otra erogicion que la 
de un sueldo por el respecto indicado; h<i resuel- 
to S. E. que se diga á U. en contestación: que 
no pudiendo el Goolerno mandar pagar dos suel- 
dos por el desempeño de un solo destino, ^in ñil- 
tar á la ley y á la estricta economía que en las 



('*') El Secretario de la Guerra y Marina en su Memoria 
de 61 dijo. 

£s de este lugar llamar la atención do las honorables 
Cámaras hacia la necesidad de una medida quo pre- 
vea el caso últimam:>nt« ocnrrido respecto del sueldo quo 
ha de devengar un Comundanto de armas interino, du - 
rante el goce de licencia cuuce<lida por el Gobierno al 
propietario á causa de enfermedad, ó por gracia asimi- 
lada á la facultad que conceden á los capitanes genera- 
les y al soberano los artículos l.P y 8. <^ tratado 2. ® tit. 
80 délas ordenanzas; pues aunque la práctica constan- 
te ha sido, antes de ahora, tomar del ramo de imprevis- 
tos el sueldo correspondiente al primero, el Sr. Admi- 
nistrador de aduana de ciudad Bu'i ar ha manifestado no 
estar autorizado para hacer el pago en el caso á que 
me refiero; y consultado el Gobierno sobre la ma- 
teria, hubo de expedir la resolución que aparece en el 
documento número 6. <^ (*) ^de la cual reclamaron am- 
bos interesados), entretanto el Congreso libraba una dis- 
posición que allanase tal inconveniente. Considerando el 
Gobierno que no debe ser de peor condición nn Co- 
mandante de armas ó de fortaleza que los demás Jefes y 
oficiales del ejército ; que siempre so ha considerado J us- 
to y equitativo concederles licencia por un mes, en un 
año, siempre que á juicio del mismo Gobierno y vistos 
los informes de los respectivos Jefes, sea sin perjuicio 
del servicio, pide una resolución insta en que so dispon- 
ga que el agraciado continúe en el goce de su sueldo por 
los treinta días señalados en el citado articulo 1. 9^ 

Llamados por la Ordenanza general del ejército & de. 

(*) Resolución de 17 de Octubre de 1860— Véase en 

l^ueldos. 
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actuales circunstancias de escasez del tesoro pú- 
Blico se hace indispensable ; que siendo por otra 
parte, poro equitativo y hasta injusto que el em- 
pleado militnr que tiene la desgracia de perder 
su salud, acaso por consecuencia del mismo ser- 
vicio á que está contraído, sea despojado de to- 
do cl sueltio que la ley le señala, fiara que lo 
disfrute el llamado á reemplazarlo temporalmen- 
te ; y por último, que no hay en este ramo ro- 
mo en otros una disposición legislativa que re- 
suelva el punto en cuestión ; se observe, entre 
tanto se obtenga del Congreso una medida que 
allane esto inconveniente, lo prevenido en el ar- 
tículo 19 de la ley de 21 de Abril del afio pró- 
ximo pairado sobre sueldos de los gobernadores» 
á cuyos empleados pueden asimilarse los co- 
mandantes tlearmas para el presente caso; con laso- 
la adición, de que cuando el Jefe reemplazante es- 
té en el gnce de letras de retiro con la tercera 
parte de su sueldo, se incorpore la suma de su* 
pensión al sueldo y sobresueldo que la ley asig- 
na á los comandantes de armas, y que el todo se 
reparta de por mitdd entre el propietario y el que 
lo subroga. 



sempeñar las faltas accidentales de los comaadaates de- 
armas los sargciit4)s mayores de plaza, resolvería en cuan- 
to á ellos cl caso arriba consaltado el icstablecimieuto 
del servicio de las mayorías de plaza, suprimidas en t\em.- 
pos pasados en. la ley que ha creado las comandancias de- 
armas. Ellos son sin embargo necesarios, y su íklta es 
tan notable y perjudicial al servicio del Estado, quR con- 
tinuamente se tropieza con diflcaltades tales como la- de 
tener que cometer sus funciones á oflciales subalternos y 
á veces á roiticianos inexpertos. 

Entre dichas funciones merece particular constdeni»^ 
cion la qno se reñiré á los juicios militares, como que en- 
cargados por la Ordenanza de'dirígir el procedimiento y 
toda la actuación basta poner las causas en estado de 
sentencia, y aun de presidir en muchos casos los consejos 
de guerra ordinarios, ne se puede dejar do ocurrir al nom- 
bramiento de fiscales accidentales que si causan por una 
parte el mismo ó quizás mayor gravamen al Estado por 
los sueldos que devengan, es raro que llenen su deber 
con aquellos conocimientos y peí icia propia del que por 
obligación do su empleo y por- la misma práctica de su 
deseropefío debe considerársele bábil y expedito mas que 
ningún otro. Por falta de un Mayor de plaza, varios co- 
mandantes de armas se han visto en la necesidad de nomr 
brar tres ó cua tro fiscales á la vez, y sin embargo, mu- 
chas causas han durado afios enteros, teniendo que su- 
frir los encausados, acoso inocentes, largas prisiones, pa- 
gando el erario entretanto varios sueldos de jefes y ofl- 
ciales secretarios ; hoy mismo hay jefes y oflciales que 
haee- catorce y aun diez y ocho meses que están pade- 
ciendo, anos por escusa de los fiscales nombrados, y otros 
por. fiílt a de un Auditor. Creo por consiguiente quese- 
ría conveniente al servicio y económico para el erario, el 
establecimiento de las mayorías de plaza, bien por una 
ley especial ó por la reforma de la de comandancias de 
armas, con el objeto de Introducir en ellitla disposición 
relativa á esta materia. 
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Digolo á U. para su cumplimiento y en eoD- 
testacion de su oñcio arriba citado. 

Soy de U. atento scrfidor. — Carlos JL Ck»- 
telli. 
SUELDOS DB MARINA. V éase JIf flrina dtguer^ 

ra^ D. de 16 de Abril de 1844, art.4 á 14 y so. 

SUELDOS DE tos DIRECTORES DB LAS ESOOE* 

LAS NÁ.UT1CAS. ^ H^e, Escuelos ñáuticaStVL 

19 

SUELDOS DE LOS MINISTROS PÚBLICOS. DbCKB^ 

To DE 28 DE ABRIL DE 1825 jijando los que 
puede asignarles el Poder Ejecutivo. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Colf>n)bia reunidos en Congreso. 
Considerando: Que es un deber de todo gobier- 
no proveer á la subsistencia de sus servidores y: 
que por consiguiente está en el caso de fijar las 
asignacione<t correspondientes á sus enviados y 
agentes diplomáticos, decretan : 

Art. ¡o Los ministros plenipotenciarios de la^ 
República de Colombia en las Cortes de Europa 
gozarán del sueldo anual, desde ocho hasta diez 
Enil pesos, cuya regulación hará el Poder Ejecu^ 
tivo, atendidas las circunstancias del país adonde 
van á representar la República. 

Art*. 29 Los ministros plenipotenciarios cerca 
de los Estados de América gozarán del suelda 
anual, desde seis hasta ocho mil pesos, cuya re- 
gulacitiahará también el Poder Ejecutivo en los 
términos prevenidos en el artkulo anterior. 

Art. 39 Los encargados de negocios exL las> 
cortes de Europa y An^rica disfrutarán de la mi- 
tad del sueldo anual que corresponde á los mi- 
nistros plenipotenciarios según la diferencia esta-- 
blerida en los artículos anteriores. 

Art 49 Los secretarios de legación tendrán ai' 
ano la tercera parte del sueldo de los ministros 
plenipotenciarios con quienes sirven*. 

Art. 59 Habrá un oficial en cada una de iás« 
secretarías de legación establecidas en las cortes 
de Europa y América* Este oficial tendrá en 
Europa mil ochocientos pesos anuales, y en Amé- 
rica mil quinientos pesoSi 

Art. 69 Habrá ademas en cada una de las se- 
ceetarías de legafcion de Lóndresi Parts y Was* 
hington hasta cuatro oficiales supernome^arios» 
Estas plazas se conferirán á jóvenes pirdientes 
mayores de diez y seiv afios que por Yoluntad de 
sus padres 6 tuiores se destinaren á la carrera di- 
plomática^ Para- ayuda de su educación) bajo la 
dirección de los mÍQistros plenipoteneiaríos con 
quienes sirven, se abonavá á cada uno del tesoro 
nacional la cantidad de eualroeientos pesos anoa*^ 
les en Europa^ y de treeienloss pesos en Ajnériea. 

Art. 79 ^* cónsules generales^ d^ la RepájUi*. 
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ca en Eurof» disfrotarán de la renta de tres mil 
pesos anuales y en América dos mil qainientos 
pesos. 

Art. 89 Los cónsules particulares ó agentes de 
comercio en cualquier puerto extranjero tendráfi 
solamente por sus servicios el producto eventual 
de los emolumentos que les pertenezcan por sus 
aetuaciones conforme á la ley de 15 de Julio de 
1824 

Art. 9p Los sueldos de los miembros del cuer- 
po diplomático comenzarán á correr desde el día 
en que se verifique su salida del territorio de la 
República y los de los que estén fuera de él, des- 
de el en que acepten sus destinos. 

Art. 10. Para los gastos de viaje de ida y vuel- 
ta de los países á que fueren destinados se asig- 
na á los empleados diplomáticos la sama equi- 
valente á la mitad de su sueldo anual que les se- 
rá abonada por mitad en las épocas respectivas. 

Art. 1 1. Los suehlos y asignaciones del cuerpo 
diplomático de la República se abonarán integra- 
mente y sin descuento alguno. 

Dado en Bogotá á 21 de Abril de 1^25, 15 •— 
£1 Presidente del Senado, Luis A. BaralU — ^El 
Presidente de i» Cámara de Representantes, Ma- 
nuel María Quijano. — £1 secretario del Senado, 
Antonio José Caro — 111 diputado secretario de 
la Cámara de Representantes, Vicente del Cas- 
tillo. 

Palacio de Gobierno en Bogotá, á 29 de Abril 
ée 1825, 15. — Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho de Relaciones 
exteriores, Pedro Gual. 

SUELDOS DE LOS AGENTES C0NFIDENCIALK8 
]>E LA REPÚBLICA EN PAÍSES EXTRANJEROS. 
DECRETO DE 2 DE MARZO DE \^2ñ jíjando el 

máximum que puede asignárseles. 
£1 Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Colombia reunidos en Congreso. 

Considerando : 

Que la ley que fija los sueldos de los emplea- 
dos en la lista diplomática, no asigna los que de- 
ben gozar los agentes confidenciales que el Po- 
der Ejecutivo pueda nombrar, ya sea para Euro- 
pa, ya sea paira América. 

Decretan : 

Cuando el Poder Ejecutivo nombre agentes 
vConfidenciales para qae residafi en las costea^ 
ciudades y pueblos de Europa, 6 en aqnelloe pan- 
tof de América donde lo estime por eonvenjente, 
el sueldo de los primerot no podr& pasar de eSn- 
co mU pesosj ni de cuatro mil el de los segaodfw : 
tuya regubciOD bará el Poder Ejecutivo alendí* 
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das las circunstancias del pais á donde vayan á 
desempeñar su comisión. 

Dado en Bogotá á 2de Marzo de 1826, 16.— El 
Presidente del Senado, Luis A. Baralt. — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Cayeta- 
no Arvelo. — Ei Secretario del Senado, Luis Var^ 
gas Tejada. — El Diputado Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Mariano Miño. 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 2 de Mar- 
zo de 1826, 16. — Ejecútese»— JFranci seo de Pau- 
la Santander.-— VoT S. E. el Vice-presidente de 
la República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho de Relaciones 
Exteriores, José Rafael Revenga. 

SUELDOS DK LOS EMPLEADOS EN LAS UNIVER- 
SIDADES. Véase Instrucción 'pública y L. IX. 

SUELDOS DE LOS EMPLIBADOS EN LAS UNIVER- 
SIDADES. Cuando corresponderá íntegramente 
ft los catedráticos interinos el sueldo de los 
propietarios. Y é^'&e Instrucción 'pública^ li. £. 
de 14 de Noviembre de 1853. 

SUELDOS DE LOS CATEDRÁTICOS DE FILOSOFÍA 
EN ESPECIAL DE LAS MISMAS UNIVERSIDADES. 
RESOLUCIÓN EJEC'JTIVO DE 9 DE DrciEMBRE 

DB 1847 aumentando el de los de la de Cara* 

cas. 
Secretaría del Interior y Justicia. — Sección 2^ 

Caracas Diciembre 9 de 1847. 

JZe^u^Z^o.— Oídas la Junta gubernativa de la 
Universidad de Caracas, y la Dirección de estu- 
dios acerca de la solicitud de los sefíores Dr. 
Nicanor Borjes y Maestro Alejandro Ibarra, 
catedráticos de Filosofía en propiedad de dicha 
Universidad, para que se les remunere con cor- 
respondiente aumento desueldo del doble trabajo 
que tienen en el tercer año de cada trienio filosó- 
fico, y observando el Poder Ejecutivo 19- qtio^ 
durante los últimos nueve meses de cada trienio 
fílosóficodan los enunciados catedráticos dos cla- 
ses distintas, siendo diatintos los alumnos que á 
ellas concurren, y distintas también las materias 
que se les enseñan y las horas de asistencia, lo^ 
cual obliga á dichos catedráticos tí llevar coma 
los demás en sus respectivas clases el asiento de 
matrículas, á dar certificaciones, promover v eje- 
cutar exámenes y cumplir con todas las demás 
formalidades peculiares á ana cátedra: 

29 Que este doble trabajo en los últimos nue< 
ve meses de cada curso merece como un acto 
forzoso de j>usticia que sea recompensado, y 

30 Que según el último estado anual de laa 
rentas de la Universidad de Caracas, esta tiene 
los medioft suficientes para hacer el aumento do 
sueldos con que pueden ser remunerados ios dos 
cateUráiicos indicados en dichos nueve mesest 

En uso de la atribución que le coacede el artU 
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culo 69 de la ley 5^ del Código de Instrucción 
pública, de acuerdo con el dictamen del Consejo 
de Gubierno, á quien se ha consultado en el par- 
ticular, y conforme á lo prevenido en el final del 
artículo. citado, resuelve aumentar hasta ochocien- 
tos pesos anuales, el sueldo de cada uno de los 
catedráticos de filosofía de la Universidad de Ca- 
racas, quienes gozarán de este aumento fi nica- 
mente durante los últimos nueve meses de cada 
trienio filosófico, en que como se ha manifestado 
es doble el trabajo que prestan sirviendo las cáte- 
dras de su cargo; quedando así reformado, res- 
pecto de dichos catedráticos, y en cuanto al tiem- 
po indicada, lo dispuesto en la resolución de 14 
de Agosto ultimo sobre fijación de sueldos á los 
catedráticos de las Universidades. 

Comuniqúese á quienes corresponda y publí- 
qucse. 

Por S. E,-^ Sanavria. 

SUELDOS DE LOS CATEDRÁTICOS DE FILOSOFÍA 
DE LA UNIVERSIDAD DR MERIDA. RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA DE 4 DE ABRIL DB iS5ñ mandando 
pagarles vna tercera parte mas en el tercer 
año de iodo curso. 

Secretaría del Interior. — Sección cuarta. 

Caracas, Abril 4 de 1856. 
Sr. Rector de la Universidad de Mérida. 
Instruido S. C. el Poder Ejecutico de la solici- 
tud de los catedráticos de filosofía de esa Univer- 
sidad que ha remitido US. con oficio de 5 de Mar- 
zo próximo pasado número 23, se ha servido re» 
solver de conformidad, debiendo gozar dichos 
cátedra lieos una tercera parte mas de sueldo en 
el tercer año de todo curso filosófico cuando de- 
sempeñan d( bles ciades, del mismo modo y tér- 
minos acordados para los de igual clase de esta 
Universidad central en 9 de Diciembre de 1847 y 
publicado en la Gaceta numero 89^ 
Soy de US. &. 

Por S. E - Parejo. 

SUELDOS DE LOS CATEDRÁTICOS PROPIETARIOS 
É INT£RINOS DE LAS MISMAS UNIVERSIDADES. 
RESOLUCIÓN «JECUTIVA DE 14 DE AOüSTO DB 

Xf^Al fijándolos. 

Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 14 de ]847. 
Resuelto, — Llenas las formalidades prevenidas 
por el artículo 6, ley 5? del código de instrucción 
pública para fijar el Poder Ejecutívoius sueldos 
de los catedráticos de las universiilades, S. £. se 
ha servido hacerlo en los términos que siguen. 

Los catedráticos propietarios, continuarán go- 
zando hasta nueva resolución el sueldo que actual- 
V mente disfrutan, es decir : 

Los de la universidad de Caracas seiscientos 
pesos anualest 
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T loa de la de Mérida cttatrocientos* 

Los catedráticos interinos de las mismas uü\* 
versidades gozarán los sueldos que se expresan 
en los cas<»8 siguientes. 

« 19 Cuando el interino entre á servir por muer- 
te, renuncia 6 destitución del propietario, percibi- 
rá el sueldo íntegro que este gozaba. 

29 Cuando el servicio del interino sea porsua* 
pensión del catedrático en propiedad, percibirá 
este la tercera parte del sueldo, y aquel las dos 
partes restantes. 

39 Cuando sirva el interino en virtud de licen- 
cia acordada al propietario por consecuencia de 
enfermedad comprobada ajuicio del rector ó de 
la junta de la universidad, según ocurriese el 
caso, y toque al rector ó á la junta conceder el 
permiso, se pagará la mitad del sueldo al catedrá- 
tico en propiedad y la otra mitad al interino, y 

49 Cuando el interino sirva la cátedra, porque 
el propietario haya tenido que asistirá! Congreso 
ó á Itt Diputación provincial, ó que esté en uso 
de licencia por otro motivo tlistinto que el de en«^ 
fermedad, eorres]>onderá entonces al interino todo 
el sueldo y nada al propietario. 

Para que los administradores de las universida- 
des puedan hacer el pago de los sueldos conforme 
á lo que queda prevenido, los secretarios de estas 
deber&n participarles, según los casos que ocurran, 
quiénes el interino encargado de alguna clase» 
la fecha en que entró h desempeñarla, y la causa 
que tenga el propietario para no servirla. 

Por S. E. — Sanavriü, 

SUELDOS DE LOS RECTORES Y VICERBCTORES 

D% Los COLEGIOS NACIONAL ES. Veaso InstruC" 
cíon pública, L. 2^, art* 6 ^ único. 

SUELDOS DE LOS RECTORES Y VICERECT0RE8 
DE LOS COLEGIOS MAClONALES. RESOLUCIÓN 
EJECUTIVA DE 19 DE OCTUBRE DE 1644 Sobfe 

ellos. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 

Caracas Octubre I o de 1844. 

Resuelto. — En vista del informe de la Dirección 
de instrucción pública y en uso de la facultad que 
concede al Poder Ejecutivo el articulo 69 de la 
ley de 12 de Mayo de 1242, se resuelve.* 

19 Mientras haya menos de cinco alumnos 
internos en los colegios nacionales gozarán los 
rectores del sueldo anual que les corresponda 
con arreglo á las bases siguientes: cien pesos 
miéotras no pasen de treinta los alumnos exter- 
nos: doscientos excediendo de est número: tres- 
cientos maa de cuarenta ; y cuatrocientos si exce- 
den de cincuenta. 

. 29 Loa mismos rectores gozarán del sueldo- 
anual de cuatrocientos pesos y los vice-rectoree 
el de trescientos, desde que el número de alumooft 
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internos llegue á eíetito 6 exceda de este náinero, 
CQsIquIera que sea el de los externos. 

30 Los viee-rectores tendrán el sueldo anual 
de cien pesos mientras el número de alumnos in- 
ternos no llegue á cinco 6 el de los externos á 
cincuenta* 

4^ por motivos especiales el rector del colegio 
de "if ruiillo gozará el sueldo anual de cuatrocien- 
tos pesos, raiéntraH soló concurran externos al es- 
tablecimiento en cualquier número que sea, y en 
el mismo caso el vice>rcctor el de trescientos ; y 
desde que haya mas de cuatro internos, el prime- 
10 tendrá el sueldo de seiscientos pesos y el se- 
gando el de quinientos. 

59 Los catedráticos del colegio de Trujillo ten- 
drán el sueldo de trescientos cincuenta pesos y 
los de los dpmas colegios el de trescientos. 

69 Cuando el rector y vice-reclor de algún 
colegio desempeñen cátedras, reunirán ambas 
rentas. 

79 Servirá de regla para el pago de estas asig- 
naciones el número (!e alumnns internos ó exter- 
nos que tenga el colegio nacional eu el mes de 
Setiembre de cada alio académico para lo cual en 
los cinco primeros dias del mes el Gobernador, 
6 jefe político respectivo, visitará el establecimien- 
to y formará un cuadro que se pasará & este Mi- 
nisterio, (•) 

89 Se deroga la resolución de 27 de Agosto de 
1642 que ñjó los sueldos de los empleados de los 
colegios nacionales. 

Por S. K^Cobos Fuertes. 

SUELDOS DRLUS RKCTORES Y TICERECTOBBS 
DB LOS COLEGIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA DE 13 AGOSTO DE 1 846 r^/orm a w- 
- do el artículo 79 de la anterior^ acerca del 

tiempo en que los Gobernadores deben hacer las 

viútasá los colegios para jijarlos. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 13 de 1846. 

Resuelto, — El Poder Ejecutivo en atención á 
lo representado por la Dirección general de ins- 
trucción pública, ha tenido á bien reformar el 
aitículo 79 de la resolución de I9 de Octubre de 
1844 sobré sueldos <le rectores y vice-rectores de 
los colegios nacionales, y ha dispuesto que la gra- 
duación de los que aquellos funcionarios deban 
percibir, en razón del numero de alumnos inter- 
nos ó externos que baya en el establecimiento, se 
haga por trimestres que comenzarán & contarse 
desde I9 de Setiembre próximo venidero, para lo 
cual los' Gobernadores y jefes políticos respectiva- 
mente harán la visita que por el artículo citado se 
les previene, en los diez primeros dias de los me- 

(*) Este articnlo está reformado por la R. E. de 13 de 
Agosto de 46 que sigue. 
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ses Setiembre, Diciembre, Marzo y Junio de cada 
afio, y pasarán la noticia del número de alumnos 
& los administradores de rentas á quienes corres- 
ponde hacer el pago, para que estos se arreglen 
al resultado de dicha visita en todo el trimestre ; 
y que así mismo formen después de cada visita y 
remitan á este ministerio, el cuadro de que se 
habla en la resolución que queda reformada. 

Publíquese y circúlese. — Por S. E. — Cobos 
Fuertes, 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS INTERINOS DE 
LOS COLEQIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA DE 5 DE AGOSTO D^ \%A^ jijando el que 
les corresponde. 

Secretaría de lo Interior. — Sección segunda. 
Caracas, Agosto 6 de 184. 

Resuelto. — En vista de la consulta hecha por 
el Gobernador de Trujillo á nombre de la junta 
de rentas, sobre cual sea el sueldo de que disfru- 
tan los empleados interinos de los colegios na- 
cionales cuando los propietarios se separan por 
enfermedad 6 on uso de licencia temporal, oido 
el dictamen de la Dirección general de instruc- 
ción publica, S. E. el Presidente de la Repúbli- 
ca ha resuelto : 

19 Los empleados en ios colegios nacionales 
que se separen de sus destinos á causa de en- 
fermedad comprobada y bastante para su sepa- 
ración, disfrutarán de la mitad de su sueldo, y 
los qne los sustituyan, gozarán de la otra mitad. 
Por motivos especiales y teniendo en considera- 
ción el estado de las respectivas rentas, el Poder 
Ejecutivo se reserva la facultad de aumentar en 
algunos casos la asignación de los interinos, pre- 
vio el informe de la Dirección. 

29 I'OS empleados en los colegios nacionales 
que sin estar enfermos, obtuvieren licencia para 
separarse por el tiempo que permite la ley, no 
disfrutarán de ningún emolumento durante su 
ausencia, y el interino gozará de todo el sueldo 
que le esté asignado al destino. 

39 También lo tomará íntegro el interino 
cuando el propietario tenga que asistir al Con- 
greso ó Diputación provincial de que sea miem- 
bro y cuando deba concurrir á algún colegio 
electoral ; percibiendo el propietario en el pri- 
mer extremo la asignación que la ley á ordenan- 
za hayan hecho por el servicio de aquellos des- 
tinos, y nada en el ultimo. — Por S. l£t,-^Cobos 
Fuertes. 

SUELDOS DE LOS CATEDRÁTICOS DE LAS CLA- 
SES CIENTÍFICAS DE LOS COLEGIOS NACIONALES. 

Véase Colegios nacionales (Apéndice al pri- 
mer Tomo) D. E. R. de 27 de Marzo de 1864, 
art 18. 
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SUELDOS DE LOS OÜRA8. Véñ^e ^Asignaciones 
eclesiásticas. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS EN LA REOVOOION 

DE INDÍGENAS, Véaso Indígenas, 

SUELDOS (pago de). Véase Títulos de em- 
pleados. 

SUFRAGANTES parroquiales. Véase Asam- 
bleas parroquiales, art. const. 21 y Derechos 
de ciudadano. 

SUFRAGANTES Y ELECTORES (listas 
de). Véase Elecciones, L. 2a "• 

SUMARIOS. Véase Procedimiento criminal, 
arl. 1, 2 y 13. 

SUMINISTROS PARA LA tropa. Deber de los 
Gubernadores sobre su repartimiento entre los 
vecinos. Véase Provincias, art. 82. 

SUPLEMENTOS al tesoro publico. Véase 
Deuda pública y Empréstitos; y Prueban 
Supletorias. 

SUPLEMENTOS Á las rentas municipales, 
decreto de 9 de abril de 1647 mandando se 
-continúe por el tesoro el pago de ciertos fun- 
donar ios ^ y que se cancele la deuda prove- 
niente de suplementos hechos, para el efecto, 
á las mismas, — que reforma el de 27 de Mayo 
de 1845, pág. 42 del cuaderno de ese año^ y 
617 número 575 del cuerpo de 1861 — querefor- 
ma el de 25 de Abril de 1843, p> 5 del cua- 
derno de ese año, y 538, número 495 del 
cuerpo de 1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Decretan : 

Art. 19 Continuarán pagándose por el teso- 
ro nacional, el viáiico y dietas de los Senadores 
y Representantes de todas las provincias, los 
sueldos de los Gobernadores y asignaciones de 
sus secretarías. 

Art. 29 La deuda proveniente de los suple- 
mentos hechos á los mismas provincias por es- 
te respecto, queda extinguida, y la Tesorería 
general procederá desde luego á su cancela- 
ción. 

Art. 30 Se deroga el decreto de 27 de Mayo 
de 1845. ' 

Dado en Caracas á 29 de Marzo de 1847, afio 
I89 de la ley y 379 de la independencia. El 
presidente del Senado, Mariano, Obispo de Gua- 
yana. — El presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, M. Palacios. — El secretario del Sena- 
do, José Ángel Freyre. — El secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan Antonio Pérez» 

Caracas 9 de Abril de 1847, aflo 189 de la ley 
y 379 de la independencia.— Ejecüte8e.-^Jb5é 
Tadeo Monágas. — Por St £. el Presidente de la 
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República. — El Secretario de Estado en los Des- 
parhos del Interior y Justicia, Ángel Quintero* 
SUPLEMENTOS Á las rentas nuMioiFALBa. 

Véase Viático y Dietas. 
SUPLENTES de senadores, representantes 
y DIPUTADOS provincia LES. Orden con que se- 
rán liamadof. Véase Elecciones LL. 6^, art 
11 y 8? art. 1 9 — El serlo de Consejero ño es 
impedimento para ser nombrado Senador, Re* 
presentante ó Diputado provincial. Véase id^ 
L. 8?, art. 11. 

SÜPLBNTES DE SENAI>ORES, REPRESEN- 
TANTES Y DIPUTADOS PROVINCIALES. RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA DE 23 DE MARZO DE 

1841 disponiendo que cuando sean llaman' 

dos, se avise por los Gobernadores á la Se^ 

cretar ía del Interior. 
Circular. — Secretaría del Interior» — Sección 

tercera, 
Caracas Marzo 23 de 1S41, 129 7 ^l* 

Resuelto.-^Dígñie eo circular á los goberna* 
dores de provincia. 

Pudiendo ser nombrados los suplentes de se- 
nador, representante ó diputado provincial pa^ 
ra cualquier otro destino ó carga concejil en el 
afio en que no sean llamados á ocupar el lugar 
de los principales, dispone el Gobierno que ca- 
da vez que US. declare algrun senador, repre- 
sentante 6 diputado provincial, excusado de con- 
currir á llenar sus funciones, y requiera al su- 
plente respectivo bien sea para una sola reunión, 
ó bien para todo el período constitucional, diri- 
ja á este ministerio el correspondiente aviso.-— 
Publíquese. — Por S. E. — Quintero. 

SUPLENTES DE SENADORES Y REPRESEN- 
TANTES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DK 16 DE 

NOVIEMBRE DE 1840 declarando que, sien- 
do nombrados Gobernadores en un año en 
que no s^a?i llamados á ocupar el puesto 
de los principales^ dejan desde entonces de 
ser tales suplentes. 
República de Venezuela. — Secretaria de Esta* 
do en los Despachos del interior y justicia. — 
Sección 3*. — Número 801. — Caracas 16 de 
Noviembre de 1840, lio y 30O 

Señor QoberDador de Mérlda. 

Por el artículo 5S de la ley de elecciones de 9 
de Mayo de 1836 '^ los suplentes de Consejeros, 
Senador, Representante ó Diputado provincial 
pueden ser nombrados para cualquiera otro des- 
tino ó carga concejil en el afio en que no sean 
llamados á ocupar el lugar de los principales." 
En el afio pasado en que el señor coronel José 
Escolástico Andrade no fué llamado como repre- 
sentante suplente á ocupar el lugar del psiooi* 
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gal, 86 le nombró GobernadorHe la provincia de 
laracaibo y desde entonces .ha dejado de ser re- 
presentante por esa provincia. Los Gobernado- 
res según el artículo 81 de la constitución no 
pueden ser senadores ni representantes. 

Por los fundamentos expuestos el sefior coro- 
nel Andrade no puede ser requerido para con- 
currir á la legislaturo, v no habiendo ese cole- 
gio electoral designado la persona que deba reem- 
plazarle, US. debe, llegado el caso, inrilar al que 
le siga en la lista de los nombrados. 

Afí lo ha resuelto el Qpbierno en vista del 
oficio de US. fecha 13 de Octubre último numero 
131 en qi'C consulta sobre este particular. 

Soy de US. atento servidor. — Ángel Qutn- 
tero. 

SUPLENTES DE SENADORES Y REPRESEN- 
TANTES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE i9 DE 

NOVIEMBRE DE 1850 declarando la inteli- 
gencia del art. 6.° de la ley de 21 de Fe- 
brero de 1848 sobre convocatoria de ellos. 
Secretaria del Interior. — Sección primera. 
Caracas, Noviembre 19 de 1850. 
Resvelto. Contéstese. — El requibito de la ex- 
cusa de los Senadores y Representantes princi- 
Í)ales, que se establece por el artículo 69 de la 
ey de 21 de Febrero de 1848 para llamar á los 
suplentes, solo tiene lugar respecto de aquellos 
que pueden llenarlo. En este caso se encuentran 
los Senadores y Representantes principales, au- 
sentes da la provincia que los elige| bien en otra 
de la Repüblica, bien fuera del país ; pero no los 
que hayan muerto. No pueden, pues, ser llama- 
dos por los g(>bernadores los suplentes de los pri- 
meros sin llenarse aquel requisito ; pero sí los 
de los segundos. 

La ignorancia del lugar donde exista un. Se- 
nador ó Representante no es obstáculo para ser 
convocado por el Gobernador ; pues en tal caso 
debe remitir la convocatoria al de su domicilio. 
Este proceder lo considera el Poder Ejecutivo 
arreglado y necesario para que la cámara res- 
pectiva, en el caso de no concurrir los así con- 
vocados y no excusados, quince dias después de 
su instalación, los dé por excusados, y llame á 
los suplentes, según lo dispuesto en el artículo 
79 do la citada ley» 

'Tengo el honor de decirlo á ÜS« de (Srdendel 
Poder Ejecutivo, en contestación á su nota de 18 
de Octubre ültimpo núm. 322 sobre el particular. 
•— Publíquese. — Por S. £.— -JRo/a^.— Es copia. 
'^Rqjas, 

SUPLENTES DE CONSEJEROS, 8BNAP0&X8, RE- 

PRESENTANTES T DIPUTADOS paoviNciAXiBfl. Pue- 
den ser nombrados para cualquier destino 6 
carga concejU en el aflo en que no sean lia* 
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mados para reemplazar al principal. Védse 
EleceioneSf L. S& ^ único del art. 11. 

SUPLENTES DE CONSEJEROS, SENADORES, RB* 
PRESENTANTES T DIPUTADOS PROVINCIALES. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA 'DE 23 DE MARZO DE 

1841 sobre su nombramiento para dichas car- 
gas concejiles. 

Secretaría del Interior. — SeccWn tercera, 

Caracas Marzo 23 de 1841, 12 y 81. . 

Resuelto. — Dígase en circular á los gobernado- 
res de provincia. 

Pudiendo ser nombrados los suplentes de Sena- 
dor, Representante 6 Diputado provincial para 
cualquier otro destino 6 carga concejil en el a&o 
en que no sean llamados á ocupar el lugar de los 
principales, dispone el Gobierno que cada vez 
que US. daclare algún Senador, Representante ó 
Diputado provincial, excusado de concurrir á 
llenar sus fu ncioneSf y requiera al suplente res- 
pectivo bien -sea para una sola reunión, ó bien 
para todo el período constitucional, dirija á esto 
Ministerio el correspondiente aviso. — Publíquese. 

Por S. E.— Quinícro. 

SUPLENTES DE DIPUTADOS PROVINCIALES. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 25 DE FEBRERO DE 

1842 declarando que el que haya concurrido 
como principal^ puede excusarse de servir 
una carga concejil el año siguiente. 

Secretaría del Interior. — Siccion segunda. 

Caracas Febrero 25 de 1842. 

Resuelto», — Dígase al seQoc Gobernador de la 
provincia de Guayana. . 

El sefior Pedro María Ortíz diputado provin- 
cial suplente por esa provincia fué llamado en 
Noviembretúltimo á ocupar el puesto de uno de 
los principales ; sirvió en efecto, y según el ar- 
tículo 58 de la ley de elecciones ha podido excu- 
sarse de servir la alcaldía para que fué nombrado 
el 25 de Diciembre del mismo aflo en que funcio- 
nó como diputado provincial. 

Así he recibido orden de contestar el oficio de 
US. de 17 del pasado número 15 en que dé cuen- 
ta de este negocio acompañando las solicitudes 
del expresado Ortiz y las providencias expresa- 
das por US. 

Por S. E. — Quiníero. 

SUSPENSIÓN DB LOS DERECHOS DE CIUDADA- 
NO. Véase Derechos de ciudadano, 

SUSPENSIÓN DE MAGISTRADOS, JUECES 7 DE- 
MAS EMPLEADOS. Véase Disposiciones gene/a* 
les en el orden judicial^ art. 153, y Quejas^ 
art 3 y 13. 

SUSPENSIÓN DE JEFES POLÍTICOS 7 JÜBOBS DI 

PAZ. Véase Provincias^ art 33 1 j 

8USPSSN8ION DE JUXCKfl db paz solamente 



I 



TOMO UI. 



39 



tUTEO iffi u uauucnni 



POR DBLiToi coMUNE*. VéoM ProctÜMiento 

criminal, K. E. de 17 de Julio de 1839. 
6U8TANCIAC10N se demandas civiles. V«i 

■e Demanda y emplazamiento. 
SÜSTANCIACION de juicios criminai-ks. 

Véase Praeedimititto criminal. 



TABACO. DECnKTO DB 33 DX MABZO DB 183Í 

desestancándolo, y disponiendo de sus exi* 

tencias y propiedadet- 
El Senado y Ciímara de Keprenenlsntea de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Cunsidernndo : que el estanco del tabaco lejos 
de ser necesarÍD para lasubsistencia de la Repúbli- 
ca, es opiiCBlo á su prosperidad, &U moral de los 
pueblos, á los príncipioB que ha proclamado Ve- 
nezuela, y á Ib eficacia del pago de los acreedores 
eitranj<-ros, á que fueron desiioadoa sus produc- 
ios. 

Decretan : 

ArL 19 Desde la publicación de este decreto 
es libre el cultivo del tabaco, en todo el territo- 
rio del Epatado, yel din IS de Octubre del presen- 
te afio, quedarán extinguidos lodos los estancos, 
administraciones y empleados ; pudiendo el Po- 
der Ejeciiiivo, suprimir aquellos que vayan siendo 
innecesarios, hasta que llegado este tdrmiiio, lo 
sean todos los demás. 

ArL 29 Se exceptúa la contaduría general que 
subsistirá por un aTio mas, con el aumento de 
oficiales que el Poder Ejecuiivo juzgue necesario, 
para examinar y finalizar las cuentos pendientes, 
con inclusión de los rezagos de aüos atrasados. 
Subsistirán también por un término que no pase 
de cuatro meses, é juicio del Poder Ejecutivo, las 
administraciones generales, para que dentro de 
él, presenten á uquelb oficina las cuentas de eu 
manejo, después que sus subalternas les hayan 
rendido las suyas, lo ciinl deberán ejecutar dentro 
del perentorio lÉniíino ilc ireiiila ilias. ■ 

Art. 39 Los edificios, archivos, muebles y de- 
más propiedades de la renta que vayan quedando 
por la supresión de las administraciones y em- 
pleados, se entregarán por formal inventario á 
quien disponga el Poder Ejecutivo. 

Art. 49 líl capital y producios de la renta en 
dinero efectivo, se destinan al pago preferente de 
los créditna contra ella misma, por razón de las 
especies eniancadas, debiendo satisfacerse por el 
tesoro p&blico las sumas que falten para saldar 
completamente dichos créditos- 

Art 69 El Poder J^ecutívo hará que se cobren | 



loa cridilM á Tavopde la renta, pudiendo conce- 
der operas hasta de un aflu á loa deudorea, tíem- 
pre que haya motivos muy poderosos pera actir- 
dar esta gracia, y que den las fianzas correspon - 
dientes. 

Art. 69 Todas las especies exiatentes 6 que do 
hayan sido consumida» el día primero del expre- 
sado mes de Octubre, se rematarán en pablica 
subasta admitiánduse en pago diuero al contado 6 
crídiios déla deuda calificada y pagadera por 
tesorería, 6 de la flotante raílicada en las aduanas. 

Art. 79 Dicho término podrá anticiparse 6 di- 
latarse con respecto altabacocuriiseca de Barínoa, 
para cuya venta, el Poder Ejecutivo determinará 
lo que convenga con anuencia del Consejo d« 
Gobierno. 

Art. 89 Loa remales se hnrán por anlo laa 
juntas ronsuliivaa, y donde no las haya, se f.jrma- 
rá una, compuesta déla primera autoridad civil, 
de los jefes de las oficinas de tabaco que estén en 
ejercicio, y del procu'ailor municipal ó parroquial. 
Donde no hubiere empleados de tabaco en ejerci- 
cio, la primera autoridad civil, nombrará uno 6 
dos vecino? que tengan lis cualidades de elector 
para subrogarlos. 

ArL 90 En estos remates se admitirán postu- 
ras por el todo apartes según convenga y dia- 
ponga el Poder Ejecutivo, mandando con la debi- 
da snlicipacion se den los avisos necesarios en la 
Gacela de Gobierno y periódicos provinciales, 
y se fijen carteles en ks cabeceras de los cantonea 
de la provincia donde van á hacerse aquelioa. 

Art. 10. Una sola subasta, que durará desda 
las once hasta las dos del dia, bastará para dar 
la buena pro, al que haga mejores proposicione» 
en dinero, ó en los créditos expresados en el ar- 
ticulo 6. 

Art. M. Las propiedades de la renta de taba- 
coque el Estado no necesite para su servicio, y 
que las provincíoa no pidieren por el conducto de 
sus dijutaciones, entrarán en el cúmulo de los 
hieres nacionales, para venderse según las dis- 
posiciones que rijan en la materia. 

Dado en Caracas á 20 de Marzo de 1833, 4? y 
23 de la idependencia — El Presidente del Sena- 
do, Dr. José Vicente de Unda. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Antonio Fefires 
Cordero- — El Secretario del Senado, Rafael 
Acevedo. — El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, José María Pelgron, 

Caracas 22 de Marzo de 1833, 4 y 23.— Ejecú- 
tese.— Joíe' .áníonío Paez.— Por S. E.— El Se- 
cretario de Estado en el Despacha de Hacienda, 

Sanios Mickelena. 
TACHAS DE TESTIGO. Véase Prueba* y t« 

término, art. 33 y 47. 
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TÁCHIRA. Véa-^e Adaana del Táchira. 

TANTEOS. Dia y hora en que debe practicar- 
ne el de las cajas de las oficinas de aduana y 
de correos. Véase Correos, R. E. de I o de Se- 
tiembre de 1837. 

TANTEOS EN LAS ADMIMSTEACIONES DB HA- 
CIENDA. Véase Provincias^ art. 21 y 61. 

TANTEOS. Cnso en que las autoridades civiles 
les negarán su ínfurme. Véase Contribución 
extraordinaria^ art. 79 

TANTEOS DE LAS ADMINISTRACIONES DE REN- 
TAS INTERNAS, Véase Administraciones de ren- 
tas internas, art. 20. 
TANTEOS. Resolución ejecutiva de 4 de 
JUNIO DE 1839 declarando por quién debe ha- 
cerse en los lugares» donde tw haya jefes polí- 
ticos. 
República de Venezuela. — Secretarla de Estado 
en el despacho de hacienda. — Caracas 4 de Ju- 
nio de 1839, 10 y 29. 

Sefíor Gobernador de la provincia de 

Con esta fecha ha dictado el Gobierno la reso- 
lución siguiente: — " Cou inserción de un ofíci- 
dei jefe político de Rio-Chico cuusulid el scHor 
Gobernador de esta provincia si el juez de paz de 
la parroquia en que está situada una administra- 
ción de'aduan», y donde no hubiere otro funcio- 
nario de los que llama el artículo 11 de la ley de 
28 de Mayo de 1837, puede hacer el tanteo á que 
se refiere dicho artículo. — *^ Dio motivo á esta 
consulta la imposibilidad en que Cütá dicho jefe 
político de practicar el tanteo de la administra- 
ción de Higuerole en la parroquia de Curiepe 
donde solo hay juez de paz, y la cual dista de la 
cabecera un dia de^amino. — *^ El Gobierno, pues, 
en vista de todo ha resuelto por punto general 
que en todas las parroquia^ que se hallen én el 
mismo caso que la de Curiepe, el juez de paz ve- 
rifique el tanteo de la administración de aduana 
situada en ella." —Lo trascribo á US. para que 
la comunique é quienes corresponda, y para su 
inteligencia y demás efectos convenientes.— Soy 
de US. muy atento servidor. — G. Smilh* 
TANTEOS de los fondos de abolición de la es- 
clavitud. Véase Libertad de esclavos, art 10. 
TAQUÍGRAFOS. Véase Diario de Debates, 
TARIFA de porte de correos. . Véase Correos^ 

L« de 6 de Abril de 1856. (Apéndice al To- 
mo 20) 

TASAJO DE CARNE. Véase Carne tasajo. 
TASACIÓN DE COSTAS. Por quién se hará. 

Véase Arancel judicial, art 7 y 8. 
TASADORES. Véase Escribanías, D. de 6 de 

Junio de 1846. 
TEBUTT. Véase Deuda pública exterior y D. de 

9 de Mayo de 1847. 



TEDEUM Y MISA es los días nacionales. 

Véase Fiestas nacionales. 
TERCER OPOSITOR. Véase Tercerías. 
TENERÍAS V otros bstablecimientos del 

PRODUCTO DEL GANADO VACUNO. DeCRETO DE 

16 DE ABRIL DE 1851 libertándolos de iodo de- 
recho nacional 6 municipal por el término d 
seis años, ^ 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso 

Decretan : 
Art 19 Los establecimientos de tenería, de 
preparación de sebo y grasa, y las fábricas de 
velas y jabón gozarán por el térmmo de seis a Ros 
de absoluta exención de todo derecho nacional y 
municipal. 

^ único. Este término comenzará ¿l correr des- 
de el 19 de Junio del presente afto. 

Art. 29 El ganado que se mate con destino á 
la exportación no pagará ningún derecho muni- 
cipal. 

Art. 39 Se deroga el decreto de 13 de Marzo 
de 1844 eximiendo al ganado vacuno y carne sa- 
lada de todo derecho nacional y municipal por 
quince afios. 

Dado en Caracas á 1 4 de Abril de 1 85 1 , a fío 22 de 
laley y 41 de la independencia. — El Presidente del 
Senado, José T. Pereira. — El Presidente de la 
Cámara de Representantes, Miguel Anzola, — 
El secretario del Senado, Juié Á^^gel Freiré, — 
El secretario de la Cámara de Representantes, 
/. Padilla, 

Caracas, Abril IGtle 1851, a fío 22 de la ley y 
41 de la independencia. — Ejecútese. — José Grc" 
gorio Monágas^ — Por S. E. — El Secretario de 
Estado en los Despachos de hacienda y relacio- 
nes exteriores, Pedro Carlos Gellineau. 
TERCERA INSTANCIA, lbí dnica TITULO 50 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE 

19 DE MAYO DB 1836 estableciendo sus trámi- 
tes. 

Art. 19 En la tercera instancia se observará 
'lo dispuesto en los nueve primeros artículos de la 
ley única título 49 

, Art. 29 Sentenciada la causa por la Corte Su- 
prema se devolverán los autos dentro de cuaren- 
ta y ocho horas al presidente de la respectiva Cor- 
te Superior, quedando en secretaria copia de la 
sentencia autorizada por el ministro canciller. 

Art 39 En los cansos que la Corte Suprema 
haya de conocer en causas civiles en primera ins- 
tancia, con arreglo á la Constitución, se proce- 
derá uel mismo modo establecido para la sustan- 
elación en les tribunales de primera instancia, y 
para la vista v sentencia según lo dispuesto en los ^ 
artículos citados en el primero de esta ley. El pre* 
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sidente flolo^instrairá la causa y la pondrá en esta- 
do de verse por el tribunal. 
TERCERA INSTANCIA. Véase Apelación^ AA. 
C. S. de 3 de Agosto de 1854, y de 26 de Ju- 
nio de 1850. 

TERCERA INSTANCIA. No tendrán lugar en jui- 
cios de queja. Véase Queja, art. 10. 

TERCERAS PARTES de Sueldo ó pensio- 
nes MILITARES. Véase Letras de cuartel^ li- 
cencia y retiro^ y Embargo de bienes, R. E, de 
25 de Junio de 1839. 

TERCERAS partes, resolución ejbcutiva 
(sin pecha) declarando que los oficiales de 
marina no pierden la que gocen por ser capi' 
tanvs de buques exttanjeros. 
£1 Gobierno ha dispuesto se inserte en la Ga- 
ceta la siguiente comunicación. 

La consulta que hace á la tesorería general el 
administrador de aduana de Guayaba, y US. al 
Gobierno en su nota oficial de Marzo 13 número 
132, sobre si un oficial de marina, disfrutando 
licencia indefinida, deja de percibir la tercera par- 
te de sueldo que le corresponda, por ser capitán 
de un buque extranjero, ha sido presentado al des- 
pacho de S. E, quien ha resuelto lo siguiente : 
''Si el oficial de que se trata, ú otro cualquiera 
en su caso, justifica la revista en los términos qoe) 
se ha prevenido, tiene derecho á la asígnaoioD, 
porque no hay ley que prohiba & los oficiales en 
uso de licencia temporal indefinida, dedioajEse á 
industria alguna." Lo que digo á US. en res- 
puesta. 

Soy de US. muy obediente servidor. 

Carlos Soubleite* 
Es copia. — Soubletíe. 

TERCERAS partes, resolución ejecutiva 
DE 9 de abril de \8Ab fijando el día desde 
que tienen derecho á percibirla los militares 
reincorporados á Ja lista militar por virtud 
del D.de2l de Febrero de 1846. 

Secretaría de GverraS 

Cafccas Abril 9 de 1845. 

Resucito, — En adición* á lo resuelto en ÍKJ de 
Febrero último dando cumplimiento al decreto 
legislativo de 21 del mismo Febrero sobre reha- 
bilitación (le grados militares, ha resuelto hoy el 
Gobierno lo siguiente. 

»' Los generales, jefes y oficiales reincorpora- 
dos á la lista militar por virtud del decreto legis- 
lativo de 21 de Febrero próximo pasadora quienes 
se le ha declarado y declarare la tercera parte de su 
sueldo por llenar los requisitos que exigen las 'i 
leyes de 25 de Setiembre de 1830 y 3 de Abril " 
de 1834, tienen derecho á percibir la expresada 
tercera parte desde el 21 de Febrero último en 




que la ley les rehabilité en 8U0 grados j dere» 
ehos." — Publfquese en la Gaceta de Gobierno. 

Por 8. E. — Hernaiz. — Es copia. — Hemait. 
TERCERÍA (jdioio de) Let 5» título 2? del 

código de procedimiento judicial de 19 

de Mayo de 1836 estableciendo sus trámites. 

Art. 19 Siempre que un tercero solicite ser 
preferido al demandante en U solución de au 
crédito, ó alegue ser suyos los bienes demanda- 
dos 6 embargados, ó que tiene derecho 6 ellos, 
deberá deducir esta solicitud por escrito, ante eí 
juez de la causa en primera instancia, expresan- 
do las razones ó fundamentos en que la apoye. 
De este escrito se dará copia & las partes, que de- 
berán presentarse dentro de los seis días siguien- 
tes á contestar verbal mentó en el tribunal ; y se 
practicará lo que queda establecido en la ley ter- 
cera del título primero para la contestación y con- 
ciliación. Si no se lograre esta, y cualquiara de 
los interesados manifestare la necesidad de ha- 
cer prueba, se instruirán en el término y de la 
manera f revenida en la ley cuarta del citado tí- 
tulo. 

Art 29 El juicio de tercería se instruirá y 
sustanciará en cuaderno separado, y no suspen- 
derá el curso de la demanda principal, si se hu- 
biere promovido durante la primera instancia de 
esta, mientras no se halle en estado de senten- 
cia ; pero llegado este caso, se esperará á que 
concluya el término de las pruebas de la terce- 
ría, para que se examinen el mismo dia las de 
ambos expedientes ; y un mismo pronunciamien- 
to, abrazará ambas demandas; siguiendo desde 
entonces unidas para las ulteriores instancias; 

Art. 39 Si el tercer opositor se presentare 
después de la sentencia de primera instancia, se 
suspenderá la ejecución de la última sentencia en 
todo lo que sea relativo al reclamo de dicho opo- 
sitor, y se estará á lo que sobre ol particular se 
decidiere en el juicio de tercería. 

Art. 49 Si el tercer opositor se presentare des- 
pués de una sentencia ejecutoriada, con docu- 
mento que tenga fuerza ejecutiva, bien sea ante 
el juez de la causa, ó ante otro juez mero ejecu- 
tor, se suspenderá la ejecución de aquella, has- 
ta que^ se haya decidido en última instancia so- 
bre la tercería. Si no produjere documento que 
tenga aquella fuerza, no se suspenderá la ejecu- 
ción de la sentencia ; pero se sustanciará y sen- 
tenciará esta incidencia para la devolución de los 
bienes, pago ó indemnización por quien fuere 
obligado según derecho. Esto no impide la soli- 
citud de secuestro judicial ó arraigo que el terce* 
ro puede hacer en los casos 19 y O? del artículo 
19 de la ley cuarta del título segundo. 

TERCERÍA (juicio de) acuerdo ííb la cob* 
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Ts ■npKKif & Pi 3 DI DiDiBxBRí DS 1847 do- 
etarando gue dtben obienarse los trámite* del 
negocio principal atí en ctianlt á los térmi- 
nos de fTuehts, como en cuanto á la concesión 
6 lugativa de la apelación, 
Inrorme de 1n Corte Sapererior. — Cumaná Se- 
tiembre 13 de 1847, 18 y 37.— Vista la consalla 
qae ha dirigido á este Superior tribunal el juez 
de primera instancia ilel primer circuito ile esta 
provincia á virtud de la que le hizo el alcalde par- 
roquial de Cariaco con fecha tres de los corrientes, 
alíveaeáS. E. la Corte Suprema enn el informe 
fligalente. — Redúcese la consulta ú saber, qué 
trámites deberán seguirse en la incidencia de ter- 
cería ya en cuanto al término de pruebas, ya en 
firden á la apelación, cuando ea el alcalde parro- 
quial el que conoce do ella por bÍ solo. Conforme 
al anfcuto 19 ley 6^ titulo 29 del código de pro- 
cedimiento,' corresponde indistintamente á los 
jaeces de primera instancia, juzgados de arbitra- 
mento, y alcaldes parroquiales por sí solos, el 
conocimiento de tales incidencias, según sean ellos 
loa que decidan en primera instancia de la cau- 
sa principal que las motiva, atendida la cuantía; 
y en tal concepto, los alcaldes parroquiales asi 
como los otros jueces, deben observar en ellaalos 
tr&mites especialmente determinados por la ley 
para los juicios en que son competentes, porque 
de otro modo se inverdria el orden del proci^dí- 
miento y las naturales atribuciones de cada juz- 
gado. Por esta razón cree la Corte, que cuando 
el legislador ordenó en dicho artículo que la 
tercería se propusiera por escrito, y se observara 
el procedimiento establecido en la ley 3^ y 4^ 
deltftnio 19 del mismo código, se contrajo Qni'- 
camenle al caso en que fuera el juez de la cau<<a 
el de primera instancia. Reconocida la tercería 
como una incidencia, sus trámites no pueden ser 
contrarios á la marcha designada por ley, al juez 
que conoce de la causa principal, ni mas largos 
ni dispendiosos que los de esta. Tales observa- 
ciones se hallan conformes con las que el tribu- 
nal Supremo tiene resuelto para casos análogos, 
coando en acuerdo de catorce de Diciembre de 



mo principios, que á loa juz- 
gados de arbiiramcnlD, alcaldes parroquitiies y 
jueces de paz, corresponde el conocimiento del 
juicio ejecutivo de la demanda principal en que 
son competentes por la ley, y porconsiguiente de 
la tercería que á veces es unincidente de aquel y 
cuando en el de veinticinco deFebrero de 1845 
asenlá también como indudable, que siempre que 
el alcalde es competente para conorer del juicio 
plenario atendida la cuantía, debe observar los tiá- 
mites demarcados por ley para loa juicios de que 
conoce. En esta virtud opina la Corla, que el 



punto consultado no ofrece duda alguna de ley, 
qne el término probatorio en la tercería que mo- 
tiva la consulta, es el de cuatro días, y que hay 
apelación de la sentencia que recaiga, según la 
demanda principal exceda ó no de cincuenta pesos, 
de conformidad con la ley 2a titulo 9? del pro- 
cedimiento civil. — Grau. — Frías, — Fraguechan. 

-^£s copia Cumaná Setiembre 13 de 1847, IB 

y 37.— El Canciller Sulpicio Frias. 

Caracas Diciembre 3 de 1847.— Vístala con- 
sulta que ha dirigido á esta Sujirema Corte la 
Superior del primer distrito su fecha 13 de Se- 
tiembre del presente atto sobre la duda que ha 
ocurrido al alcalde parroquial de Cariaco, acerca 
de los trámites que han de observarse en el jui- 
cio de tercería cuando de esta conozca un alcal- 
de parroquial; ya en cuanto al término probato- 
rio, y ya en orden á la apelación, con lo represen- 
tado por el selior fiscal. Las razones que contiene 
el informe de la Corte consultante, son esactas y 
arregladas á la inteligencia que en otras veces ha 
dado este Supremo tribunal á las leyes que se 
citan en la consulta, y por consiguiente no hay un 
motivo fundado de duda en la materia. Dígase 
así en contes'acion á la Corte del primer distrito. 
Nanarte. — Blanco. — López de Vtnerez. — Botón. 

TERMINO DE LAOÜBRHA UR INDEPEUnES- 
CIA. RESOLVCION EJECUTIVA DE 21 DE 7EBRE- 

Ro DB IBWi fijándolo. 

Secretaría de Guerra.— Sección central. 

Caracas, 21 de Febrero de 1952. 

Considerando 9. E. el Poder Rjecuttvo que la 
rcHolucion de 32 de Agosto de 1845, que fija por 
término de la guerra ile independencia el 9 de 
Noviembre de 1823, ha producido multiplicadas 
qupjus de parte de aquellos que han siilo exclui- 
dos de las gracias acordadas por tas leyes lie in- 
validcia y de montepío militar, por considerarse 
con igual derecho adquirido en la continuación 
de )a misma guerra : que los fundamentos en que 
se apoyan son racionales y justos, pues no es 
presumible que el legislador intentase hacer de 
peor condición & los venezolunos que en obe- 
diencia de! Gobierno de Colombia prolongaron 
sus servicios contra Iqs fuerzas de \¡t antigua me- 
trópoli hasta Rolivia y las costas csoañolas en 
años posteriores al de 23 ; y que estas mismas 
razones favorecen también álos que conlinui- 
ron la guerra contra los facciosos, que ea nom- 
bre y pur autoridad del rey du España siguieron 
hostilizando á Venezuela hasta fines de IS3l ; 
oida la opinión del Consejo de Gobierno consul- 
tado q! efeclo, ha resuello en esta fecha : que por 
término de la guerra de independencia, para los 
efectos do las leyes de inválidos y de moniepEo 
militar se entiendan, en general, et 23 de Enero 
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del afto de 1826, con la rendición del Callao, y 
para los militares que continuaron la guerra con- 
tra las facciones que hostilizaron á Venezuela 
desde aquella época hasta 1831, el 22 de No- 
viembre de este mismo año; derogándose en 
consecuencia la resolución citada y entre tanto 
que el Congreso determina lo conveniente en 
este particular como se ha solicitado en la Memo- 
ria del Departamento de guerra correspunJiente 
á este año. 

Por S. E.—Muñoz Tébar, 
TERMINO PROBATORIO. Véase Pruebas y su 
término^ art 1 á 4, Demandas en que conocen 
los jueces de 'parroquia y de paz enjuicio ver- 
bal, ^^ 29 y ¿9 del art. 19» Excepcio7ie$ dila- 
torias^ art, 49» Recusaciones^ art. 12, Secues- 
tro judicial y arraigo^ art. 8, Cesión de bienes 
art. 19» Examen de las pruebas y sentencia, 
art. 19, Comiso, art. 13 y 15, Procedimiento 
criminal, art. 19 y A. C. S. de 13 de Noviem- 
bre de 1840. HurtoSjñTt 16, Vaffosj art, *4, 
Conspiradores, art. 13, Disposiciones comu» 
nes á todos los juicios^ art. 4, 5, y 6, é Injurias, 
A. C. S. de 4 de Diciembre de 1840. 
TERMINO JUDICIAL. Véase Término probato- 

rio y Término de distancias. 
TERMINO DE DISTANCIAS. Véssc Disposiciones 
comunes á todos los juicios, art 31 y Distan^ 
cias. 
TERNAS. RESOLUCIÓN ejecutiva de 25 de no- 
viembre DE \S23 disponiendo se presenten en 
papeletas separadas. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho del Interior y Justicia. — Sección 
Municipal. — Caracas 25 de Noviembre de 1833 
año 4 de la ley y 23 de la independencia. — Nu- 
mero 213. 

Al señor Gobernador de 

Con esta fecha de hoy se ha servido el Gobier- 
no expedir la siguiente resolución. 

" La atribución 15» que Ja ley fundamental 
concede al Poder Ejecutivo es, nombrar ¿ los Go- 
bernadores do las provincias á propuesta en ter- 
na de la respectiva diputación provincial; mien- 
tras que la 4^ de estas corporaciones dice, '* pre- 
sentar al poder Ejecutivo ternas para el nombra- 
miento de ^ibernadores &." 

»' El espíritu y letra de estas disposiciones, dan 
al Gobierno amplia libertad para elegir uno entre 
tres, guiado por solo su conciencia. Pero se ha 
establecido la práctica de formar las ternas con 
expresión de I929y39 lugar, lo cual restringe 
en cierta manera aquella facultad, y dá margen & 
que se tenga alguna vez como postergación lo 
que no es sino efecto de un orden numérico, es- 
tablecido quizas sin objeto, pero opuesto al espíri- 
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tu de la ley» que no ha querido aino presentar al 
Poder Ejecutivo tres candidatos igaafmente há- 
biles, • 

*^ Para eWtar, pues, esta coartación indirecta y 
las ipterpretaciones á que da lugar, resueire S. 
B. : *' que en lo sucesivo no se dirija al Gobierno 
propuesta alguna contenida en la narración de 
acta ó redacción de oficio, sino que se incluyan en 
el de remisión tres papeles distintos, conteniendo 
cada uno el nombre de uu candidato, sin que en 
aquel se expresen cuales sean, para que de ningu- 
na manera traigan lugar designa'io." 

Lo comunico á US. con el objeto de que lo ha« 
ga á la honorable diputación de esa provincia, 

Soy de US. atento servidor. 

(Firmado).—^. L. Guzman, 
Es copia. — Guzman. 
TERNAS. RESOLUCIÓN ejecutiva dc 29 bs 

ENERO DE 1845 declarando que (yunque aU 

gun^s 6 iodos los que componen alguna 

tengan causa de excusa, la terna es válida; 

pero que si comprende alguno inhábil para el 

destino, es nula. 

Secretaría del Interior. — Sección 3St 

Caracas 29 de Enero de 18^5. 

Resuelto, — Dígase al señor Gobernador de 
Mérida. 

Cuando una terna comprende á uno 6 mas in- 
dividuos inhábiles para el servicio del destino 
para que se les propone, no puedo llamarse ver- 
daderamente terna porque no abraza ios tres ex- 
tremos hábiles entre los cuales se ha de hacer la 
elección : mas si todos 6 alguno de los que la 
constituyan tienen excusa de que puedan hacer 
uso ó no á su voluntad, entonces no puede decir- 
se con propiedad que no existe la lerna mientras 
que la excusa de alguno de sus componentes no 
venga á inutilizarla. En el primer caso, los Go- 
bernadores tienen derecho de exigir una terna le- 
gal, y de no tener por preser.tada la que se ha 
formado con persona 6 personas incapaces, y la 
corporación que resista hacerla será responsa- 
ble por su omisión ; masen e] segundo, la omi- 
sión estarla de parte del funcionario que no hicie- 
se el nombramiento. 
Soy, &. 

Por S. K^Cobos Fuertes. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DB MINIS- 
TROS DE LA CORTE SUPREMA. Véase Cort€ 

Suprema, art coast. 140. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE MINIS- 
TROS DE LAS CORTES 6UPEaiORE& DECRETO DB 

16 DB ABRIL DE 1833 determinando coma de 
ben formarse por la Corte Suprema. 
Ei Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso 
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Vista la consulta hecha por el Poder Ejecati- 
To sobre la duda ocurrida á la Corte Suprema de 
justicia acerca del modo de presentar Jas ternas de 
letrados para el nombramiento de los que hayan 
de servir los destinos de ministros de las res- 
pectivas cortes superiores creadas por la ley, y 
considerando : 

Que at paso que la atribución 7^ del artículo 
147, y la 3^ del 161 de la constitución no pre- 
vienen que dichas ternas se presenten todas á un 
mismo tiempo, esto Pieria casi siempre impracti- 
cable, porque las diputaciones provinciales de ca- 
da distrito judicial, coincidiendo en la elección de 
letrados, no propondrán tantos cuantos son ne- 
cesarios para formar las ternas, como ahora ha su- 
cedido. 

Decretan : 

Art. 19 La Corte Suprema de justicia presen- 
tará al Poder Ejecutivo las ternas de letrados pa- 
ra el nombramiento de magistrados de las cor- 
tes superiores, de una en una sucesivamente, ó 
de dos ó mas á un tiempo, según lo permita el 
número de los letrados que las diputaciones de 
cada distrito le hayan propuesto. 

Art. 29 De los letrados que queden de las ter- 
nas de que el Poder Ejecutivo hubiese jslegido, la 
Suprema Óorte formará nuevas ternas* y Jas pro- 
pondrá, y así sucesivamente hasta que se com- 
plete el número de ministros que debe haber en 
cada corte. 

Art. 39 No habiendo número suficiente entre 
los letrados presentados por las diputaciones pro- 
vinciales para hacer las propuestas del modo in- 
dicado, el Poder Ejecutivo nombrará interina- 
mente el ministro 6 ministros que falten, 
avisándolo á las mismas diputaciones para 
que hagan las propuestas de los que no hayan 
sido nombrados en propiedad. 

Dado en Caracas á 12 de Abril de 1833, 49 de 
la ley y 23 de la independencia. — El presidente 
del Senado, Manuel Quintero. — El presidente de 
la Cámara de Representantes, Juan Manuel 
Manrique» — El secretario del Senado, Rafael 
Acevedo. — El secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, José María Pelgron. — Sala del des- 
pacho.— Caracas á 16 de Abril de 1833, 49 y 23. 
— Cúmplase. — El presidente de la República, 
José Antonio Páez. — Refrendado. — El secreta- 
rio de Estado en el despacho del interior y jus- 
ticia, Diego B. TJrh aneja. 

TERNAS PARA EL NOMBKAMUSNTO DB" MINIS- 
TROS DE LAS CORTES SUPERIORES. LEY DE 22 

DE ABRIL DE 1848 declarando gtie las provin* 
das que pertenecen á un distrito judicial^ 
aunque sea accidentalmente^ deben siempre 
proponer letrados para la de éL 
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El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso 

iConsiderando : 

19 Que según el artículo 150 de la Constitu- 
ción y con el objeto de facilitar la administración 
de justicia, el territorio de la República debe es- 
tar dividido en distritos judiciales que no pueden 
ser menos de tres, ni dejar de comprender toda% 
las provincias. 

29 Q'Ue aunque por el artículo 50 de la ley de 
23 de Marzo de 1841, orgánica de los tribuna- 
les, se crearon cinco distritos, los legisladores 
previendo el caso de que no se pudiera alguno 
llevar á efecto, como no se ha llevado el cuarto, 
dispusieron por un parágrafo, que las dos pro- 
vincias que debian componerlo quedasen entre- 
tanto agregadas, la una al segando y la otra al 
tercero. 

39 Que el artículo 161 de la Constitución en 
su número tercero quiere que las diputaciones 
provinciales, sin excepción ninguna, ejerzan la 
función de presentar tantos letrados con las cua- 
lidades necesarias, cuantías sean las plazas que 
hayan de proveerse en la Corte Superior res- 
pectiva. 

49 Y que de tales presentaciones es que la 
Corte Superior de justicia debe formar las ter- 
nas ,para proponerlas al Poder Ejecutivo, con- 
forme al número 7^ del artículo 147 de la Cons- 
titucion : 

Decretan : 

Art. único. Las provincias á que se extiende 
la jurisdicción de una Corte Superior, tienen 
igual derecho para concurrir al nombramiento 
de sus ministros, presentadlo letrados por medio 
de las diputaciones, y sin que pueda haber sobre 
este punto diferencia entre las que corresponden 
al distrito de una manera accidental, y las per- 
manentes. 

Dada en Caracas á 18 de Abril do 1848, año 
199 d*e la ley y 389 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, Eduardo Antonio Hur- 
tado. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, F. Olavarria, — El Secretario del Se- 
nado, José A» Freyrc* — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes. Juan A» Pérez. 

Caracas, Abril 22 de 1848, año 19^0 la ley y 
389 ^^ ^^ independencia. — Ejecútese. — Diego 
Bautista Urbancj a.-— Por S. E. el Vicepresidente 
de la República encargado del Poder Ejecutivo. 
— El Secretario de Estado en los Despachos del 
Interior y Justicia, Tomas José Sanavria, 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE MINIS- 
TROS DB LAS CORTES SUPERIORES. ACUERDO DE 
LA CORTE SUPREMA DE 4 DB ENERO DE 1850 

estableciendo medios para que las Diputacñ- 
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fies provinciales tengan conocimiento de los 
letrados que reúnen las cualidades necesarias 
para ser ministros de dichas e artes ^ 
£n la ciudad de Caracas á cuatro de Enero 
de 1850, reunidos en acuerdo los señores Presi- 
dente y Ministros de la Corte Suprema de la 
Kepública, trajeron á su consideración los ex- 
pedientes formados sobre las propuestas de letra- 
dos hechas últimamente por las Honorables Di- 
putaciones provinciales para formar las ternas 
que debe presentar Qste Supremo Tribunal al 
Poder Ejecutivo para llenar las vacantes que 
ocurren en las Cortes Superiores existentes, co- 
mo lo ordena la Constitución, y examinadas las 
cualidades que por la misma se requieren para 
ejercer el destino de Ministroe en ellas, encuen- 
tran con pena, que pretermitiendo aquellas cor- 
poraciones los requisitos que deben tener los le- 
trado's que proponen, se notan personas que 6 
no tienen los cinco años de ejercicio de aboga- 
dos, ó los tres de jueces de primera instancia, y 
aun algunos sin ser abogados recibidos por nin- 
guna Corte, de manera que sus nombres no se 
hallan inscriptos en el catálogo de los letrados 
que Heva la Corte, formado por los parles que le 
dan los Superiores de los distritos luego que ob- 
tienen sus títulos para ejercer la profesión. De 
aqui resulta que no solamente se hace necesario 
excluirlos al formar las ternas, sino que redu- 
ciéndose el número de las personas hábiles, se ve 
la Corte restringida en su elección á muy pocos 
individuos, que ni son suficientes á completar di- 
ch&s ternas para cada plaza vacante, ni aun sién- 
dolo, puede usar de la hbertad de escoger entre 
los propuestos los at>ogados que crea mas apro- 
pósito para desempeñar destinos de tanta impor- 
tancia como los Ministerios de las Cortea Supe- 
riores. La ley orgánica de tribunales de acuer- 
do con el espíritu de la Constitución ha consul- 
tado esa racional libertad cuando autoriza á las 
Diputaciones para proponer un número duplo de 
letrados si el distrito de la Corte no cuenta sino 
una ó dos provincias, proporcionando de este 
modo el aumento de los propueE>tos entre quie- 
nes pueda elegirse la terna. Tampoco puede es- 
te Suprono Tribunal presentar á la vez tantas 
ternas, cintas sean las plazas vacantes como lo 
ha exigido el Poder Ejecutivo, porque no hay 
número suficiente para ellas, coartándose tam- 
bién la libre elección que puede hacer el Supre- 
mo Gobierno entre los tres propuestos, contra el 
tenor expreso de la Constitución. No es menos 
grave la consecuencia que se sigue muchas ve- 
ces de quedar sin proveerse en propiedad di- 
chas plazas por todo un afío, hasta que vuelven 
á reunirse las Diputaciones en sus sesiones ordi- 
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narla^, teniendo que desempeñarse por Mioia- 
tros interinos, fluctuando de este modo la magis- 
tratura superior sin haber recibido su iniciación 
de una elección popular. Para obviar estos in- 
convenientes y otros muchos que se siguen á (a 
pronta y expedita administración de justicia, de- 
bian acordar y acordaron : 19 que con testimo- 
nio de este acuerdo se pase á cada una de las 
Honorables Diputaciones provinciales una copia 
certificada por cancillería del catálogo de los abo- 
gados de la República cotf expresión del dia ea 
que fueron recibidos desde el afín de 1836 en que 
se ordenó la participación á la Corte, siendo los 
demás letrados de mayor antigüedad : 29 que en 
el mismo catálogo se expresen las fechas de su 
nacimiento para poder conocerse la edad que cuen- 
ten : 39 que se prevenga á las Cortes Superio- 
res pasen á este Supremo Tribunal en los quin« 
ce primeros dias de Agosto de cada año una no- 
ticia de los letrados que hayan sido jueces de pri- 
mera instancia en sus respectivos distritos y del 
tiempo de su -ejercicio en estas judicaturas: 49 
que obtenidas estas noticias se forme otro catálo- 
go de los que lo hubieren sido por tres años con- 
tinuos á lo menos, y se pasen copias de ellos á las 
mismas Honorables Diputaciones, á fin de que 
teniendo á la vista estos datos al tiempo de ha- 
cer las propuestas de letrados para llenar las pla- 
zas vacantes que ocurran en las cortes respecti- 
vas, recaiga su elección en abogados hábiles pa- 
ra su desempeño, con las cualidades constitucio- 
nales. Finalmente acordaron se manifieste ft di- 
chas Honorables corporaciones que al hacer su 
presentación no se extiendan á indicar la plaza 
para que proponen á un abogado, sino los nom- 
bres de tantos letrados cuantas fueren las plazas 
que deben proveerse según la letra de la Cons- 
titución, pues la Suprema Corte no puede con- 
cretar la formación de las ternas á solo los indi- 
viduos indicados para determinado destino, au» 
mentándose de lo contrario las dificultades, bien 
por la coincidencia de las propuestas en unas 
mismas personas, ó bien por no haber número 
suficiente en los presentados para la terna de la 
plaza determinada. 

Sanavria. — González^ — Rojas, — LaTiz,-^ 
Viana. — Es copia. — El Canciller, /. Prudencio 
Lanz. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE GOBER- 
NADOR Ks. Véase Diputaciones provincialeSf art 
const. 161, a'trib. 4^ 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO D^ JEFES PO- 
LÍTICOS. Véase /j, art. id. alrib. 6^ 

TERNAS PARA RL NOMBRAMIENTO J>A JEFES 
POLÍTICOS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 25 DS 

ABRIL DE 1833 declarando que^ elegida «no» 
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no queda ntngnn derecho á hs demasf aun 

cuando vaque la jefatura. 

En ooa solicitud que dirigió al Poder Ejecuti- 
TO el señor Francisco de P. Pardo pidiendo de- 
claratoria sobre nombraniieDto de jefes políticos, 
tesoWió S. £. con fecha 11 del corriente lo que 
sigue: 

Cuando el Gobernador de una provincia Dora- 
bra sobre las ternas presentadas por la diputación 
provincial los jefes políticos, y el nombrado acep- 
ta y toma posesión del destino, si posteriormente 
fuere separado de él por cualquier accidente, de- 
ben ser suplidas sus funciones por los alcaldes 
Í trímeros municipales conforme al artículo 49 de 
a lerde 14 de Octubre de 1830. 

£1 articulo 12 de la misma, lejos de contrade- 
cir esta inteligencia, la confirma, pues solo dá á 
ios Gobernadores la facultad de nombrar ai jefe 
político sobre la terna sin reservar ningún dere- 
dho sucesivo á los otros dos individuos incluidos 
en ella. 

Por tanto el Gobierno no encuentra que el Go- 
bernador de la provincia haya obrado con arbi- 
trariedad en el caso de que se queja el señor 
Francisco de P. Pardo, ni agraviado su persona 
y derechos. 

Caracas Abríl 25 de 1833, 4? y 23 ' 

Vrhaneja, 

TERNAS PARA LAS CANONOIAS DE OFICIO. DE- 
CRETO DE 8 DE MARZO DE 1825 declarando 
que el Poder Ejecutivo puede devolverlas en 
algunos casos. 
El denado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Colombia, reunidos en Congreso. 
Vista la consulta del Poder Ejecutivo de 13 ile 
Febrero de este año, y considerada la identidad de 
razón que hay para que se haga extensivo á las 
canonjías de oficio lo dispuesto por v\ artículo 
27 de la ley de patronato respecto de los benefi- 
cios curados ; 

Decretan : 

El Poder Ejecutivo podrá devolver para su re- 
forma las ternas, que conforme al artículo 24 de 
la ley' de patronato deben proponerle el prela- 
do y cabildo unidos parala provisión de canon- 
gías de oficio siempre que en ellas se incluyan 
uno 6 mas indigno?, ó de ellas se excluyan los 
opositores mas dignos, manifestando en ambos 
casos al prelado y cabildo los fundamentos de su 
concepto. 

Dado en Bogotá á 8 de Marzo de 1825, 15. — 
El Presidente del Senado, Luis A. BaralU — El 
Presidente ie la Cámara de Representantes, Ma- 
nuel María Quijano. — El Secretario del Senado, 
Antonio José Caro. — El Diputado Secretario de 
la Camarade Representantes, Vicente del Castillo, 
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Palacio del Oobierno en Bogotá á 8 de Marzo 
de 1825. 15. — Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander. — Poi^S. E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho del Interior, 

José Manuel Restrepo. 

TERNAS PARA Bt NOMBRAMIENTO DE MAYOR- 
DOMOS DB FABRICA* Vésse Patronato eclesiás' 
tico, art.51- 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE YAYORDO- 

Mos DB FABRICA. Quíéu presidir& las reuniones 
del vecindario para formarlas. Véase Mayordo- 
miaé de fábrica^ R. E. de 27 de Marzo de 1852. 

TERNAS PARA LA PROVISIÓN DE CURATOS. RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA DE 2 DE SETIEMBRE DE 

\^1 reiterando el cumplimiento déla de IS 
de Febrero de 1843 sobre la forma en que de» 
ben ser presentadas. 

Secretaría del Interior. — Sección primera. 
Caracas Setiembre 2 de 1847. 

Resuelto. — Dígase al M. R. señor Arzobispo de 
Caracas, 

En 18 de Febrero de 1843 se dijo á US. M. R. 
por este Ministerio lo que sigue : 

*' La circunstancia de figuraren las ternas pre- 
sentadas por US. M. R< para los curatos de Alta- 
gracia de esta ciudad, San Felipe, Catedral, San 
Carlos, Turmero, San Pablo, Charallave, Nai- 
guatá, San Joaquín, Siquisique, Cagua, Consejo, 
Rio del Tocuyo, Parapara, Petare, Aroa,Humuca- 
ro Bajo, Barquisimeto, Cuara y Chivdcoa, y de 
la Villa de Araure, los sacerdotes que han sido 
nombrados yapara otros curatos, según lo par- 
ticipé á US. M. R. en mi nota del 16, número 80, 
dejan inutilizadas dichas ternas, porque querien- 
do la ley que el Poder Ejecutivo tenga la libertad 
do nombrar en tales easos, uno de los tres pro- 
puestos, sí procediera al nombramiento sobre las 
ternas referidas, se vería obligado á nombrar, no 
de entre tres individuos, sino de entre dos; y res- 
pecto de vanos curatos, á no elegir, porque de las 
lernas respectivas solo queda uno elegible por 
haberse ya nombrado los otros dos de que se com- 
ponen." 

** Muy persuadido está el Gobierno de que la 
presentación de unos mismos individuo|k en dife- 
rentes ternas que produce esta dificultad, nace de 
la escasez de sacerdotes ; pero ella puede vencer- 
se, quedando el Poder Ejecutivo en el pleno uso 
de su atribución legal. Cuando no haya número 
suficiente de sacerdotes para formar las ternas de 
los curatos vacantes, sin incluir en diferentes ter- 
nas unos mismos individuos, se presentarán las 
que puedan formarse con las que se hayan opues- 
te ; hecho el nombramiento, se formarán nueras 
ternas con los que queden sin nomt^rarse, y asi 
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saeesivamente hasta que se agote el námero de 
los opositores. Una disposición semejante se acor- 
dó respecto de la Diócesis de Mérída, habiendo 
ocurrido la misma dificultad al presentar eLprela- 
do ternas á los Gobernadores de provincia para 
la provisión de curatos, y cosa parecida ha hecho 
el Gobierno por falta de abogados, al presentar 
ternas al Congreso para el nombramiento de mi- 
nistros de la Corte Suprema üe justicia» obrando 
lo mismo este Tribunal al dirigir -al Poder Ejecu- 
tivo las respectivas para ministros de las Cortes 
Superiores.** 

'^ Según el medio indicado, resultará que no 
teniendo US. M. R. sino nueve sacerdotes, por 
ejemplo, para las ternas de seis curatos, presenta- 
rá solo tres: que elegidos los tres cuias, presen- 
tará dos ternas con los seis restantes ; y así su- 
cesivamente, prefiriendo en la presentación aque- 
llos curatos que en su concepto tengan mas nece- 
sidad de ser provistos, y quedando de este modo 
el Poder Ejecutivo en libertad de nombrar cual- 
quiera de los propuestos" 

" Tengo el honor de manifestarlo á US. M. R. 
de orden del Gobierno, con el fin de que se sirva pre 
sentar nuevas ternas para loa curatos expresados." 

'' Sin embargo de lo dispuesto en la anterior 
resolución, US. M. R. solo ha presentado tres ter- 
nas, habiendo, según se halla instruido el Gobier- 
no, bastantes opositores examinados y- aprobados 
en el último concurso para formar otras. 

Por esta causa no ha procedido á nombrar de 
las referidas tres ternas, y.'espera que US. M. R. 
presentará tantas, cuantas puedan formarse con 
el número de los opositores que haya, para hacer 
entonces los nombramientos correspondientes. 
Soy, &. Por S. E. ^^Sanaria. 

TERNAS FAR4 LAS PROVISIONES ECLESIÁSTICAS 
EN G£N£RAL. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 19 DE 

MARZO DE 1835 declarando que no es exten» 
siva á ellas la R. E. de 25 de Noviembre de 
1834 sobre tenias civiles. 

Secretaría de Estado en%I Despacho del Inte- 
rior y Justicia. — Sección Central. — Caracas Mar- 
zo 19 de 1835 —Año 69 de la ley y 350 de la 
independencia. — Número 65. 

Al sefíoi^ohernador de Mérida. 

Presentada al Despacho la comunicación de 
US. de 12 de Noviembre último número 155, S. 
E. el Presidente quiso oir el voio de su Consejo, 
que lo evacuó en los términos siguientes. 

£f Consejo ha visto el oficio del seffor Gober- 
nador de Mérida su fecha de 12 de Noviembre úi- 
timo.en el cual hace presrnte al Gobierno haber 
creído conveniente hacer extensiva á las ternas 
eclesiásticas y comunicado al scQor Provisor Go- 
bernador de aquel Obispado, la resoiacion del 
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Poder Ejecutivo de 25 de Novlei^bre éú alio an- 
terior sobre el modo de presentar ternas dvilea \ 
y que por no haberle contestado dicho sefior Pio- 
visor, y por otros motivos que no expresa, sospe- 
cha que se opondrá á dicha disposición» liAcieiido 
uso el dicho Gobernador en su comanicacion de 
la voz resistencia por una simple conjetura, pi- 
diendo al mismo tiempo la aprobación del Sapra- 
mo Gobierno eo esta materia. 

La Sección respectiva manifiesta, que estable- 
cido como está el modo de presenttir las temaa 
de los demás empleados, nada parece mas regu- 
lar y conveniente que hacer extensiva & la provi- 
sión de curatos dicha disposición. 

El Consejo cree lo contrario, porque no juzga 
que la disposición del Gobierno á que se refiere, 
sea aplicable al caso en cuestión ; pues existiendo 
vigente la ley de patronato, no está al alcance de 
ninguna autoridad separarse de su observancia. 
Dicha ley explica clara y terminantemente en los 
artículos 20 y 27 el modo de proceder á la forma- 
ción de las ternas de los opositores* á curatos, y 
dice que se observarán en todo las formalidades 
prescritas por el Concilio de Trente en el capfto- 
lo 18 sección 24, por el cual están obligados los 
Prelados á clasificar los mérito?, servicios y sufi- 
ciencia de los opositores examinados ; siendo con- 
secuencia necesaria la de que se seKale lugar de 
primero, segundo y tercero á los propuestos, su- 
puesto que en el mérito de ellos ha de haber di- 
ferencia. Ademas, es de observarse, que los pre- 
lados tienen por los Cánones un deber de con- 
ciencia para dar la preferencia al que crean mas 
digno, aun sobre el que fuere digno; y esta pre- 
fi rancia no puede darse sino proponiendo en pri- 
mer lugar & uno y después á ios otros : razones 
que sin duda tuvo presentes el Poder Ejecutivo 
cuando libró la citada circular respecto de las 
ternas civiles» y no la hizo extensiva á las ecle- 
siásiicas ; lo cual era motivo bastante para que 
el sefior Gobernador de Mérida se hubiese deteni- 
do ó consultado previamente lo que quería hacer. 

Por todos estos fundamentos, opina el Oonseio, 
que el Gobierno puede contestar al Gk)bemador 
de Mérída que la resolución de 25 de Noviembre 
del alio pasado no es extensiva á las ternas ede- 
siáticas, porque ella no altera ni puede altetar la 
ley vigente ; y que se esté en un todo á su astricto 
cumplimiento. 

YS. E. de conformidad con lo opinado por al 
Consejo, me ha mandado trascribirlo á ÚS. en 
contestación. 

Soy de US. atento servidor,-(FirmadA). — AntO" 
nio L. Ouzman* Es copia. — Gutman* 

TERRITORIO venezolano, título i db la. 

CONSTITUCIÓN demarcándolo. 
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Ail 1^ La nación venezolana es la reunión 
de lodos *)os renezolanos bajo un mismo pacto 
de asociación política para su común utilidad. 

Art 29 La nación reneíolana es para siem- 
pre t irrevocablemente libre é independiente de 
toda potencia ó dominación extranjera, y no es 
ni será nunca el patrimonio de ninguna familia 
ni persona. 

Art 39 La soberanía reside esencialmente 
en la nación, y no puede ejercerse sino por los 
poderes políticos que establece esta Constitución. 

Art. 49 Son agentes de la nación los magis- 
trados, jueces y demás funcionarios investidos de 
cualquiera especie de autoridad, y como tales, 
responsables de su conducta publica. 

Art. 59 El territorio de Venezuela compren- 
de todo lo que antes de la trasformacion política 
de 1810 se denominaba Capitanía general de Ve- 
nezuela. Para su mejor administración se divi- 
dirá en provincias, cantones y parroquias» cuyos 
límites fijará la ley. 

tesorería general. Sus funciones, boras 
do despacho, y modo de llevar sos cuentas. 
Véase Oficinas superiores de hacienda, art. 9 
al 14, y 26 al 28. 

tesorería gbnbral. Sus deberes sobre ex- 
pendio de papel sellado. Véase Papel sellado, 
art 19 y 20* — Sobre firma de billetes de deuda 
consolidada. Véase Deuda consolidada 1^ art 
10. — Sobre pago del déficit entre los ingresos y 
egresos del ramo de correo. Véase Correo^ L. R. 
art 16. — Sobre rentas internas. Véase Adminis- 
traciones de Rentas internas^ art 3, 4, 6, 7, 8, 
20, y § único del 22. — Sobre obras de carpintería 
&c. en los apostaderos de marina. Véase Ma- 
rina de Guerra, L de 23 de Julio de 1830, 
art 99 — Funciones del Tesorero como miem- 
bro de la junta económica de hacienda de la 
capital. Véase Juntas económicas de Haden- 
da^ art 19 — Id. sobre guarda dé una de las 
llaves de ía caja en que se conservan los se- 
llos para el papel. Véase Papel sellado, art 
20.-^Id. del Contador sobre billetes, cupones, 
&c. de la deuda consolidada. Véase Deuda 
consolidada 2a, D. E. R. de 29 de Abril de 
1843, ^ 39 art' 19, ^69 art 39 yj$ 39 y 89 
art. 49 — Sobre montepío militar, véase mon- 
tepío militar, art 3 y 6. 

tesorería general. Resolución eje- 
cutiva PE 18 de julio de 1838 declarando 
que debe tomar razón de los despachos 6 títu- 
los de todos los empleados que reciban sueldo, 
6 comisión. 

Repüblica de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el D. de Hacienda. — Caracas, Julio 18 de 
1838, 9 de la ley y 28 de la independencia. 
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Dada cuenta al Gobierno del oficio de XJS« de 
12 del actual, nüm. 217, insertando otro del re- 
ceptor de papel sellado de Barínas, sobre que se 
pase al Tribunal de cuentas para la toma de ra- 
zón correspondiente el título expedido á favor 
del juez de primera instancia del primer circuito 
judicial de aquella provincia, y consultando si 
se llena esta formalidad con respecto á dicbo tí- 
tulo, y h1 de los demás empleados del mismo ra- 
mo, ha resuelto : que con arreglo & lo dispuesto 
en el parágrafo 4^ del artículo 39 de la ley de 

28 de Mayo del aQo próximo pasado reformando 
las oficinas superiores de hacienda, el Tribunal 
de cuentas debe tomar razón de los títulos y 
despachos de todos los empicados que disfruten 
sueldo 6 pensión de las rentas nacionales. Lo 
que tengo el honor de decir á US. en contesta- 
ción á su citado oficio. 

Soy de US, obediente servidor. 
Al señor Tesorero general. — Es copia. — Smith» 

Nota :— Que por orden del Gobierno se publi- 
ca la anterior resolución con el objeto de que los 
empleados de justicia por sí 6 por medio de sus 
personeros ocurran al Tribunal de cuentas y & 
la Tesorería general para la toma de razón cor- 
respondiente de sus respectivos títulos. — Smith. 

TESORERÍA general, resolución ejecuti* 
VA DE 20 de enero DE 1731 disponiendo dé 
cuenta de los empleados de hacienda que no 
rindan oportunamente sus estados y relaciones. 
Estado de Venezuela, — Secretaría de Haden'- 
da* — Sección primera» — Valencia á 20 de 
Enero de 1831.— A^o 2? de la ley, y 21 de la 
independencia, — Número 6. — Circular á los 
señores gobernadores, tesorería general, tri- 
bunal de cuentan y administradores. 
Para que la administración de las rentas na* 
cionales sea tan exacta como S. E. el presidente 
del estado desea, y como conviene á tan impor- 
tante ramo ; es necesario que las leyes que la 
organizan se observen en toda su extensión, y 
que la responsabilidad de los respectivos encar- 
gados de su dirección y manejo se haga efectiva. 
Con este objeto S. E. dispone I9 La tesorería 
genera], al fin de cada mes, dará cuenta de los 
administradores y jefes civiles que no le hayan 
remitido oportunamente los estados y relaciones 
de que hablan los artículos 16 y 19 de la ley or- 
gánica de hacienda, para acordar la suspensión: 

29 Como dicha ley tiene tan recomendada la 
centralización de la cuenta, la tesorería cuidará 
de que no se falte ft lo prevenido en el artículo 
14 ; y si sucediere que algún administrador, con 
abuso de ella, y demás disposiciones del ejecuti- 
vo sobre la distribución y traslación de cauda* 
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leS) pasare alguna suma fuera del érden ei|UiWe« 
eído» lo pondrá en conoeimienCo del gobierno 
aoompaüando los dacnmentos qnfi cona^dere C9Q<- 
veni^tes, para en su vista resolver la deporicion 
del culpable y la restitución de la cantidad pa- 
gada : 3? El tribunal de cuentas le pasará 
anualmente, el dia quince de Octubre una rela- 
ción de loa empleados que no hayan enviado las 
suyas en el tiempo designado por la ley, pidien- 
do, con arreglo á la misma, la depoeicion de los 
omisos: 49 Los administradores de proyiqcia y 
aduana, vigilarán sobre el puntual desempeño 
de los negociados que confien á sus subalternos, 
dando noticia de los que no sean útilea al servi- 
cio por incapacidad, negligencia ó mala conduc- 
ta, con el informe justificado que debe preceder 
para decretar la separación: 59 Los jefes de 
oficinas que por disimulo, consideraciones á cual- 
quiera otra causa falten al cumplimiento de esta 
disposicicm, atraerá.n sobre sí la responsabilidad 
y se les aplicará la pena correspondiente. 

Lo transcribo á O. para su observancia en la 
parte que le V.a^» 

Soy de ü. atento servidor. — Santos Michelena* 
tesorería general. Sueldos del Tesore- 
ro y contador. Véase Sueldos de los emplea^ 
dos de haeienday art 3 
TESORERÍA generat.. Sus deberes sobre acu- 
ñación de nioneila. Véase Moneda^ L. de 1^ 
de Abril de 1854, art. 11 y 13. 
TESORERÍA general, resoltjcion ejecuti- 
va de 15 DE JULIO DE 1852 disponiendo que 
el Tesorero rubrique los folios de los expe- 
dientes de crédito que se liquiden» 
Secretaría de Hacienda. — Sección primera. 

Caracas Julio 15 de 1852. 
Señor Tesorero general. 

S. E. el Poder Ejecutivo se ha servido dispo- 
ner que US. firme y rubrique en caria uno de sus 
folios los expedientes de créditos contra el estado 
que fueren liquidados por esa oficina, con el fin de 
evitar sean nuevamente presentados al Gobierno 
aquellos crétlitos, cuyo pago se hubiere negado. 
Lo digo á US. para los fines consiguiente?. 
Soy &. — Pedro C, Gellineau. 

TESORERÍA general, resolución ejecuti- 
va DE 26 de marzo de- 1855 previniendo al te- 
sor ero dicte las medidas que sean necesarias 
para evitar que los administradores de rentas 
internas puedan cometer el abuso de cam- 
biar papel sellado por créditos contra el tesoro. 
Secretaría de Hacienda. — Sección quinta. 

Caracas Marzo 26 de 1855. 

Jlesuelto, — Dígase al TrsorvTo General. 

*^ Tiene informes el Gobierno de que en dis- 

(iutQs puntos de la República so está vendiendo 
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€j( paiVBl lellado 4 un precip oiny inCeiioT d«l que 
la ley le lut fijado, y ño concibe este MtniflUno 
que |ieiD'*jante hecho pueda realizarse sin que loa 
iulminisUadores de Rentas Interpas aboaen de 
sM empleoy prestándose á cambiar el papel aulla- 
do por créditos que. los especuladores compran 
en el mercado á un precio ínfimo, estableciendo 
con tan punible proceder un agio oficial que ha 
devorado las Reatas públicas, y que segoirá de- 
vorándolas si no se aplica un pronto y eficaa 
remedio á tan grave mal. 

Todo lo que, de orden de SI E. el Presidente 
de la República, participo á US. para que se sir- 
va dictar las medidas que crea conducentes á cor- 
tar de raiz tan escandalosos abusos. 

Por S. E,-^Gutiérrez. 
tesorerías d« abojuicion de la esglavi- 
Tup. Su constitución y funciones. Véase Li^ 
bertad de esclavos^ ^ único, art. 6 de la ley, y 
art. 17 y siguientes del O. E. R. 
tesorerías de abolición de la esclavi- 
tud^ Deber de entregarse á la de la junta su- 
perior de la provincia de Caracas el diez por 
ciento con que las rentas municipales contri- 
buyen al tesoro nacional. Véase Libertad de 
esclavos^ R E. de 6 de Junio de 1854. 
tesorerías de abolición de la esclavi- 
tud. Qué deberá hacerse cuando no se halle 
persona que acepte su desempeño. Véase /,t- 
bertad de esclavos^ R. £. de 17 de Junio de 
1864, punto 60 
tesorero. Véase Tesorería general. 

TESORO PUBLICO, Véase Disposiciones gene* 
rales constitucionales^ art. 210, Hacienda na- 
cianal, Dtmandqs en que tienen interés las 
rentas nacionales y municipales^ Demandas en" 
que tienen interés las rentan nacionales sola- 
mente, Contrademandas contra el Tesar 0, y 
Deuda pública^ en todos sus artículos, é /n^ 
gresos del 'Tesoro. 

TESTA DURAS. Véase Disposiciones comunas 
á todos los juicios, art. 34. 

TESTA MEiN TOS. Véase Apertura de tesia^. 
mentas. 

TESTIGOS, duiénes no podrán ser obligados á 
serlo. Véase Disposiciones generales consti^ 
tucionales, art. 197. 

TESTIGOS., Quiénes njo pueden serlo en cau-. 
sas criminales y de, injurias. Véase Procedi'- 
miento criminal, art. 19. 

TESTIGOS, Véase Pruebas y su iérmisM, arU 
69, 6Py29á47, y Procedits^enlo críininaU 
Á, C S. de 12 de Abril de 1842. 

TESTIGOS. ACtTEaDo be la corte suprema dg 
12 DE A9RILDE 1842 (Puuto seguudo) decla- 
rando que no es apelable la regulaficsk que 
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o»« H U resarzan los perjuicios f OQStus qns 

le ocasione el concurrir á dar su iesiimúHie* 

En la dudad de Caracas & 12 de Abril de 1849, 

13 y 32) ios Minialros de la Corte Suprema de 

Justicia, reunidos en acuerdo, tomaron en consi- 

deiaeioB : — • ...... .•^-.« — ....^ . 

29 La consulta elevada por la misma Corte Su- 
perior del 59 distrito, propuesta por el juez de 
primera instancia del circuito de Oeste de Mara« 
caibo contraída á si sea ó no apelable la reg^ula- 
don que baga el jiibz en el caso de exigir un tes- 
tigo, que 86 Je resarzan los perjuicios y costas que 
le ocasione la ida al tribunal y vuelta á su casa, 
y consideradas las razones en que el mismo juez 
consultante, funda la opinión de que tales actos 
no son apelables, en las cuales apoyan también 
su informe la Corte Superior y el seffor Fiscal 
de este tribunil, acuerda que no hay duda fundada 
que consultar al Cuerpo legislativo* y que se co- 
munique & la Corte Superior : , ...,«..•. 

ürbaneja.^^Lcdo, Mercader» — Hariintz,"^ 
Duarte* 

Caracas Mayo 24 de 1844, 15 y 34.— £i Can- 
ciller, José Duarte, 

TESTIGOS. ACtJERDO DE LA CORTS SUPRBMIL 

DE 28 D|B ABRIL DE 1842 declarando no estar 
vigente la ley 27 título 10 pa*-tida 3^ sobre su 
examen por el mismo juez que ha de juzgar 
los pleitos de que puede nacer muerte, 6 perdi- 
miento de miembro, ó echamiento de la tierra. 
En la ciudad de Caracas á28de Abril de 1842, 
139 y 329, se reunieron en acuerdo los Ministros 
de la Corte Suprema de Justicia, sin la asistencia 
del seQor Vicepresidente pdt hallarse enfermo; 
y habiendo tomado en consideración el expediente 
en que la Corte Superior del tercer distrito con- 
sulta, si la ley 27 título 10 partida 3^ que dispo* 
ne, que los pleitos en que pueda nacer muerte, 6 
perdimiento de miembro, ü ecbaroiento de la tierra, 
el juez que ha de juzgarlos reciba por sí mismo 
los testigos, deba reputarse ilerogada por el artí- 
culo 36 déla ley 4^ título 19 del código de pro- 
cedimiento, cuya disposición según el artículo 16 
de la ünica título 13 debe observarse en los jui- 
cios criminales, con lo representado en el particu- 
lar por el sefior fiscal, dijeron ; que la ley única 
título 12 del procedimiento judicial que establece 
el orden en la observancia de las leyes así en 
materias dviles como criminales, coloca en primer 
lugar las decretadas 6 queden lo sucesivo decre- 
tare el Poder legislativo nacional, y siendo mam* 
fiestamente contraría á estas la citada ley depar- 
tida, puesto que jnrojiibe en ciertos casos lo que 
las de la República permiten sin ninguna reatHc* 
cioni es consiguiente que aquella ha qnedado do« 
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rogada por estae ; por tanto acordaron, que el 
caso no presenta una duda fundada, y que con la 
copia correspondiente se comunique á la Corte 
que elevó la consulta. — Urbaneja. — Martínez.-" 
Duarte, 

TESTIGOS ACTUARIOS. Sus derechos. Véase 

Arancel judicial^ art 32 
TESTIMONIOS. Véase Disposiciones comunes 
á todos los juicios, art 27, y Registro, art 18. 
y R. E. de 5 de Agosto de 1842. 
TESTIMONIOS, rbsolvcion ejecutiva db27 
DE MARZO DE 1851 sobre que los testimonios ó 
traslados solo podrán darse sin mandato del 
juez^ cuando los pidan los otorgantes, ó cuan- 
dOf se pidan íntegros de autos ó expedientes 
archivados* 

Secretaría del Interior.-'-Seccion segunda. 
Caracas, Marzo 27 de 1851. 
Resuelto. — Dígase al Gobernador de Guayana. 
En el expediente respectivo ha recaído con es- 
ta fecha la resolución siguiente: 

*^ Por el artículo 18 de la ley de registros se 
tiene establecido : que los testimonios ó trasla- 
dos podrán darse, sin mandato del juez, solamen- 
te cuando los pidan los otorgantes u otro intere- 
sado que aparezca en la escritura registrada, ó 
cnando se trata del testimonio íntegro de autos 6 
expedientes archivados, y si bien es cierto que el 
artículo 19 de la mishia ley previene, bajo mul- 
ta, que los registradores no difieran los registros 
y demás diligencias cuando sean requeridos por 
las autoridades ó los particulares, no quiere de- 
cir esto que aquellas puedan prescindir de la or- 
den del juez, sino que se limita, tan solo, á esta- 
blecer una sanción contra las demoras volunta* 
rías de los registradores, en caso de ser requeri- 
dos para hacer algo legítimamente; pues no hay 
rason alguna para hacer una excepción respec- 
to de las autoridades, cuando la ley no la esta- 
blece, y cuando se considere, por otra parte, que 
el precitado artículo 18 contiene una garantía en 
favor de los ciudadanos en general, que las auto- 
ridades como los ciudadanos deben acatar. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. de ór« 
den de S. E/el Poder Ejecutivo en contestación 
& su nota de 26 de Octubre último, núm. 1.292. 

Soy ^c.~Por S. E.— Pulido. 
TESTIMONIOS, acuerdo de 29 de ootübbb 
DE 1845 declarando que no hay oposición en" 
tre los artículos 28 {hoy 27) ley única título 1 1 
del Código de procedimiento judicial^ y el IB 
de la ley de registro» (*) 

■I ■ I I i m 1 I II III I ■ I I !■ ■ II ,m 

(^) La materia do este acuerdo paieee que quiso fi- 
jarse pof el articule, 9T de la ley úmoa titulo 11 éél pro* é 
cedlnuento r8ft«sM4a.eD 27 de Ifayo de 1850, que dea • 
pueadeladlsposíoion que oontexua el articolQ refono»»^ 
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Caracas S9 de Octubre de 1845. — Vista la con- 
sulta, con lo informado sobre ella por la Corte 
Superior y representado por el ministerio fiscal; 
la Suprema Corte no considera fundada la du- 
da propuesta. — No hay oposición alguna entre e! 
artículo 28 ley única titulo 1 1 delprocediraiento 
y el 18 de la ley sobre registro. Él primero se 
refiere claramente á los testimonios íntegros que 
se pidan á los tribunales de las causas conclui- 
das en cualquiera instancia y no archivadas to- 
davía : el 2^ se refiere á las causas archivadas 
en el registro, de las cuales se pida testimonio de 
todo ó en parte. En el primero de los artículos 
citados no se determina como debe procederse 
cuando se pide á ios tribunales testimonio de so- ¡ 
lo una parte de la cau.^a concluida en alguna ins- 
tancia, ó de algún documento de ella ; pero en 
la práctica se observa lo establecido para el mis- 
mo caso en el artículo 18 mencionado. Comu- 
niqúese esta providencia á la Corte Superior que 
ha elevado la consulta ; y pásese á las otras co- 
pia de ella y de la duda propuesta. — Narvarte 
Martinez, — Bracho. — Duarte. 
TEXTOS PARA LA ENSEÑANZA. Véase Instruc^ 

pública, L 3a art. 10. 

TIEMPO DE PRESIDIO. DECRETO DE 7 DE FE- 
BRERO DE 1849 mandando que se compute en 
su duración el tiempo de prisión de tos reos^ 
si pasa de tres meses después de la sentencia 
de primera instancia. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
, República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan : 
Art. único. A todos aquellos individuos que 
hayan de sufrir la pena de presidio 6 de prisión y 
hayan estado detenidos por mas de tres meses, 
después de sentenciados en primera instancia, 
mientras se aprobase la sentencia, por la Corte 
Superior respectiva, se les computará el tiempo 
transcurrido en dicho período en el de la conde- 
necion. 

Dado en Caracas á 5 de Febrero de 1849, año 
20 de Ja ley y 39 de la independencia.— El Presi- 
dente del Senado, Estanislao Rendon, — El Presi- 
dente de la Cftmara de Representantes, Francisco 
Machado, — El Secretario del Senado, Jo<é Ángel 
Freiré. — El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. A. Pérez, 

áo, afiade: "£n cnalqniera estado de la causa si se solicita 
Qopia certificada de algtiu documento que exista en el 
expediente, se dará al que lo pida, siempre que sea ó ha- 
ya sido parte en el juicio dBO« Pero i y si el que lo pi- 
de no es ni lia sido parte 7— Nada dice la ley para este 
caso. Ha quedado pues en ella todavía este vacio j y 
% para llenarlo, no queda otro medio que el que estobleoe 
el acuerdo, bajo cuyo punto de vista debe considerarse 
subsistente. 



Caracas Febrero 7 de 1849, afio 20 de la ley y 
39 de la independencia. — Ejecfitese.-^o^é Tudeo 
Monagos, — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica.- El Secretario de Estado en los Despachos 
del Interior, Justicia y Relaciones Exteriores. 

Ramón Yépe$% 

TIEMPO DB PRESIDIO. RESOLUCIÓN BJEO0TIVA 

DB 7 DB ABRIL DB \9iO declarando dcsde 
cuando debe empezar á correr. (•) 
República de Venezuela — Secretaría de £. en el 
D.dellnterior y Justicia. — Sección 3» — Cara- 
cas 7 de Abril de 1840, 1 19 l^e la ley áoo de la 
independencia. — Número 269. 

Sr. Gobernador de • . 

El seffor Gobernador de Maracaibo se ha diri- 
gido al Poder Ejecutivo solicitando una declara* 
toria sobre los puntos siguientes : I9 ai el térmi- 
no de los destinados por los jefes políticos al ser- 
vicio de obras f úblicas en sus respectivos canto- 
nes á virtud del § dO artículo 50 de la ley orgáni- 
ca de provincias, debe contarse desde el día en 
que se pronuncie el fallo, ó desde el en que se re- 
ciba la aprobación del Gobernador: 2^ ai los con- 
denados por los tribunales de justicia de aquella 
provincia al presidio urbano ó al militar de la mis- 
ma, debe correrles igualmente el término desde 
la fecha de la sentencia, 6 desde la en q 10 se prn* 
gan á disposición del jefe del presidio; y 3? Bi á 
los que van destinados de extraña provincia, les 
principiará desde el dia de su embarque como lo 
expresa la resolución del Gobierno de Colombia 
de 7 de Julio de 1629, 6 desde que sean puestos 
en el presidio. 

Con este motivo se ha traido á la vista la ex- 
presada resolución, en práctica hoy, por la cual 
debe comenzar á contarse el término de su con- 
dena á los reos destinados ¿ presidio desde la fe- 
cha en que se pongan en marcha para él, y se 
han también examinado antiguas disposiciones 
sobre la materia. Por real orden de 14 de Setiem- 
bre do 1763, á los reos condenados á presidio 
*'se les descuenta el tiempo que estuvieren desti- 
nados en la cárcel por falta de ocasión para con- 
ducirles h su destino/' Sí esto resolvió un Go- 
bierno absoluto, el de Venezuela debe adelantar 
algo en beneficio de los desgraciados delincuen- 
tes y de la sociedad, que si tiene interés en el cas- 
tigo de los crímenes, no lo tiene menos en conser- 
var expeditos los brazos que bien ocupados aumen- 
tan la riqueza pública. 

S. £. el Presidente déla República que se com- 
place en usar de equidad cuantas vecee lees per-^ 
mitido, ha resuelto por punto general : que á los' 

C*) Pero esta resolución debe entenderse caso que do 
coDcarrau las circunstancias y disposiciones del oeerelo 
anterior. 
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reos destinados á presidiO| á confinación en 
cualquier punto de la República» ¿ expulsión fue* 
ra del territorio, 6 al servicio que presten los 
agentes de policía, debe correrles el tiempo de su 
condena d^e la fecha en que se pronuncie la 
sentencia que cause ejecutoria: excepto el caso 
en que en esta se prevenga otia cosa ; y que en 
las condenaciones que hagan los jefes políticos 
en virtud déla facultad que les dá el ^ 2^ del 
artículo 50 de la ley orgánica de provincias, ei 
término debe principiar desde la fecha ^en que re* 
caiga la aprobaciooMlel Gobernador.— Soy de US. 
muy atento servido, 

Anffel Quintero* 
TIERRAS. Véasft Deslinde de tierras . 

TIERRAS baldías, obcrbto del liberta* 
DOR DB 31 DE JULIO DK 1829 mandando se de^ 
signen en cada cantón» 

Simón Bolívar Libertador Presidente de la Repú- 
blica de Colombia d&, &, &. 

Teniendo en consideración : 

19 Que los bosi]iies de Colcmbia, así los que 
son propiedad pública, como los que son de pro- 
piedad privada encierran grandes riquezas, tanto 
en madera propia para toda especie de construc- 
ción, como en tintes, quinas y otras sustancias 
útiles para la medicina, y para las artes : 

29 Que por todas partes hay un gran exceso 
en la extracción de maderas, tintes, quinas y de- 
más sustancias, especialmente en los bosques per* 
tenecientes al Estado, causándole graves per- 
juicios : 

39 Que para evitarlos, es necesario dictar re- 
glas' que protejan eficazmente las propiedades pú- 
blicas y las privadas, contra cualesquiera viola- 
ciones ; vistos los inf()rmes dirigidos al gobierno 
sobre la materia ; y uido el dictamen del Consejo 
de Estado : 

Decreto : 

Art. 19 Los gobernadores de las provincias, 
harán designar en cada cantón, por medio de los 
jueces políticos ó personas de su confianza, las 
tierras baldías pertenecientes á la República, ex- 
presando por escrito su demarcación, sus produc- 
ciones peculiares^ como de maderas preciosas, 
plantas medicinales, y otras sustancias útiles^ 
mandando archivar un tanto de estas noticias, 
y remitiendo otro á la prefectura. 

Art. 29 Inmediatamente harán publicar en ca- 
da canten, que ninsuno pueda sacar de los bos- 
ques baldíos, 6 del Estado, maderas preciosas, 
y da construcción de buques para el comercio, 
•in une preceda licencia por escrito del goberna- 
dor de la provincia respectiva. 

Art. 39 Estas licencias nunca se darán gra- 
Initamenie, sino que se exigirá por ellas un de- 
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recho, que graduarán los gobernadores ajuicio 
de peritos, formando al efecto un reglamento que 
someterán á la aprobación del prefecto. 

Art 49 Cualquiera que extraiga de los bos- 
ques del Estado, quinas, maderas preciosas, y de 
construcción sin la debida licencia, 6 que traspa- 
se los límites que se le haynn fijado, incurrirá 
en la multa de veinticinco hasta cien pesos, apli- 
cados á los fondos oúbiicos ; ademas pagará, á 
justa tasación de peritos, los objetos que haya 
extraído ó deteriorado. 

Art. 59 Los prefectos de los departamento.^ 
marítimos, cuidarán muy particularmente, de 
que se conserven las maderas de los bosques del 
Estado, principalmente todas aquellas que pne- 
dan servir para la marina nacional, y que 110 se 
extraigan sino las precisas, 6 las que se vendan 
con ventaja de las rentas públicas. 

Art. 69 Los gobernadores de las provincias 
prescribirán reglas sencillas, y acomodadas á 
las circunstancias locales, para «que la retracción 
de maderas, quinas ó palos de tintes, se haga 
con orden, á fin de que se mejore su calidad, y 
puedan sacarse mayores ventajas en el comercio. 

Art* 79 Donde quiera que haya quinas, y 
otras sustancias útiles para la medicina, se esta- 
blecerá una junta inspectora, á la que se asigna- 
rá por el prefecto respectivo el territorio que ten- 
ca & bien : dicha junta se compondrá al menos 
de tres personas, y se cuidará que una de ellas 
sea médico, donde fuere posible. Los miembros 
de la junta serán nombrados por el prefecto, ft 
propuesta del respectivo gobernador, y perma- 
necerán en sus destinos durante su buena con- 
ducta. 

Art. 89 Cualquiera que pretenda sacar qui- 
nas, y otras sustancias útiles para la medicina, de 
bosques pertenecientes al Estado, 6 á particula- 
res, será inspeccionado en sus operaciones por 
uno ó dos comisionados que nombrará la junta ins- 
pectora ; cuyas dietas, 6 jornales satisfará el em- 
presario, ó eihpresarios. La junta y los comisio- 
nados cuidarán : 

19 Aue no se traspasen los límites que se ha- 
yan *fijado en la licencia para hacer los cortes de 
quinas, 7 para extraer otras sustancias ntUes pa- 
ra la medicina : 

29 Que la extracción y demás preparacionea 
se hagan conforme á las reglas que indicarán las 
facultades de medicina de Caracas, Bogotá 7 
Quito, en una instrucción sencilla que deten for- 
mar, la que tendrá por objeto impedir la des- 
trucción de las plantas que producen dichas sus- 
tancias ; como un^bien que A ellas se les dé todo 
el beneficio necesario en sus preparaciones, en- 
vase db para que tengan en el comercio mayor 
precio 7 estimación. 
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Art. 9? En los puertos dooda no se haya es« 

tabl^eido la junte iaspsetora, se hará dreeoüo« 
cimiento de que trata el artículo anlerior por per- 
sonas inteligentes, nombradas al efecto por el f o- 
bernador, debiendo expresarse en la diligencia 
la calidad de la quina, 6 efeoto qne se haya re*- 
conocido. Sin que haya la debida eons tañéis de 
este requisito, las aduanas no admitirán pólizas 
para registrar dichos artículos, y en caso de ad* 
venirse que están mezclados de otras cortesas, 
6 sustancias, ó que carecen del beneficio necesa- 
rio, se anotará así, dando parte al gobernador 6 
administrador de la aduana, para que se impi- 
da el embaí que. 

Art. 10. Las facultades de medicina de Carft- 
css, üogotá y Q,uilo, lo mismo que los prefec- 
tos de ios departamentos, dirigirán al gobierno 
los informes correspondientes, proponiendo los 
medios de mejorar la extracción, preparación y el 
comercio de las quinas, y de las demás sustancias 
útiles par^a medisina, ó para las artes, que con- 
tengan ioTbosques de Colombia, haciendo todas 
las indicaciones necesarias, para el aumento de 
este ramo importante de la riqueza pliblica. 

£i ministro secretario de estado en el despa- 
cho del interior queda encargado de la ejecución' 
de este decreto. 

Dado en Guayaquil á 31 de Julio de 1829«^^ 
Simón Bolívar. — Por S. E. el Libertador presi- 
dente de la República. — EU secretario general, Jo» 
sé D. Espinar. 

TIEKRAS baldías, resolución b^bcütiva de 
4 DE SETIEMBRE DE 1634 participando á los 
Gobernaderes haberse mandado circular el 
Decreto anterior; y objeto de ello. 
Circular. — República de Vene zuela.-^ecfeta- 
ría de Estado del despacho de hacienda. — Sec- 
ción primera. — Caracas Setiembre 4 de 1834, 
— año 59 de la ley y 24 de la independencia. 

Al señor Gobernador de la provincia de 

£1 Gobierno ha resuelto con fecha de 12 de 
Mayo último, que se circule á los gobernadores 
de todas las provincias el decreto de 31 de Julio 
de 1829, en que se manda asig^nar en cada can- 
tón las tierras baldíns pertoni'cientes á la Repú- 
blica. Su objeto es aí*(*gurar las riquezas qne en- 
cierran tanto en maderas preciosas y en Jas pro- 
pias para toda especie de construcción, como en 
tintes, quina y otras suatanciis útiles para la me- 
dicina y las artes, encargándoseles que procedan 
á. darle su mas puntual cumplimiento, y á for- 
mar el reglamento prevenido por él articulo 3^ 
con arreglo á las circunstancias locales. 
En los casos en que el decreto manda á los 
%, gobernadores entenderse con los prefectos, lo ha- 
rá US. con este ministerio, por el cual se darán 
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al del Interior las noticias qne correspondan á 
en departamento, y se elsTarán al congreso lei 
que aean eondueentes para expedir nna ]ef so' 
bre la materia. 

US. ae serrirá pasarme dichas noticias á pro*'* 
porción que se vayan adquiriendo ; así como las 
protidencias que tomare acerca de poner en 
prAetfca la observancia del referidlo decreto, de- 
biendo US. tener presente^ que el corte de made- 
ras de eonstraccton de buques, es la ünica pro* 
dueeion que está libre del derecho de licencia 
(art 29 de la ley de 25 de Mayo del afio próxi- 
mo pasado) : pero que esto no obsta para que el 
reglamento que US. forme, cqntenga las reglas 
convenientes ft fin de qne se haga el corte coif 
orden y cotí el debido conocimiento de ese go- 
bierno provincial. 

Aunque la resolución del Ejecutivo se ba he- 
cho extensiva á las islas adyacentes, debo adver« 
tir áUS. que en cuanto á la yerba orchíUa que 
en ellas se produce ex pontánea mente, ha dictado 
el Presidente otras reglas, cometiendo este ne- 
gocio al administrador de aduana de la Guaira, 
según lo verft US. por la orden de esta misma 
fsiSfaa que se publicará por la gaceta. 

Soy de US. muy atento servidor. — P. P. 
Diaz, 

TIERRAS baldías, let de 10 de abril de 
1848 sobre su averiguación^ deslinde, mensv^ 
ra, justiprecio y enajenación — que deroga la 
de 13 Octubre de 1821, e¿ D. de 11 de Junio 
de 1823 y el de 10 de Mayo de 182a 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Considerando : 

19 ^ue la ley do 13 do Octubre del afío de 
1821 sobre enajenación de tierras baldías, no ha 
producido á la agricultura ni al erario las venta- 
jas que se propuso, por haber resultado en la 
práctica inadecuadss sus disposiciones. 

29 Que es de atenderse el clamor de los Vene- 
zolanos que aspiran á obtener porciones de dichas 
tierras para establecimientos de agricultura y cria 

Decretan : 

Art. 19 Se procederá á la veriguacion formal 
de todas las tierras baldías que haya en las pro- 
vincias de la República : é su deslinde de las cor- 
respondientes á ejidos, antiguos resguardos de 
indígenas, corporaciones y personas particulares; 
y & la mensura, formación de planos y justipre- 
cio de ellas, en los términos de la presente ley. 

Art. 29 Para la realización de estas operacio- 
nes, dictará oportunamente el Poder Ejecutivo 
las órdenes y decretos conducentes, proporcio- 
nando los trabajos que hayan de emprenderse á 
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la cantidad que con esto oljela se aaigae ce el pre« 
supuesto anual. 

Art« 39 Lea operacionea nencioiíadaaae prao 
•ticaráa con preferencia sobre laa tierna de mea 
ettimacion y maa propias para la afrieollnra y 
«ria« por su calidad, situacioiit riego ü otras dr* 
cuDStaocias. 

Art. 49 P^rs la ayerignacion de las tterraa 
baldías, ei Poder Ejecutivo ademas del senricio 
que deben prestar las autoridades territorialerque ( 
están á sus drüenes, podrá emplear también indl- 
riduos particularea que merezcan su confianza y 
acepten Toluntaríamenteeste encargo, haciendo*' 
les las remuneraciones pecuniarias que crea pro* 
porcionadas ; y de igual modo podrft proceder 
para cualesquiera otrss agencias netesarías al 
cumplimiento de esta ley. 

ArL 59 Los deslindes se practicarán con arre- 
glo á derecho ; mas podrá prescindirse de esta 
formalidad, ajuicio del Poder £jecotiiro, evitan- 
do litigios y terminándolos por medio de aveni- 
mientos conciliatorios, respecto de aquellos ocu- 
padores de tierras, que sin la responsabilidad de 
una usurpación manifiesta, y con establecimien- 
tos útiles en ellas, ofrezcan al intento por su par- 
te condiciones equitativas. 

Art 69 Las mensuras y planos se harán por 
agrimensores públicos, y los justiprecios, por per- 
sonas de inteligencia y probidad conocidas, todo 
con sujeción alas disposiciones que haya acorda- 
do el Poder Ejecutivo, para que se guarde el or- 
den debido y la uniformidad, claridad y exacti- 
tud posibles. 

Art. 79 Podrán venderse determinadas por- 
ciones de tierras baldías, estén 6 no practicadas 
sobre ellas las operaciones prevenidas por esta ley; 
celebrándose las ventas en pública subasta, por 
ante las juntas económicas de hacienda de las pro- 
vincias respectivas, y observándose las demás 
formalidades que van & establecerse. 

Art. 89 Para proceder á la venta de una por- 
ción, sobre que ya estén practicadas dichas opera- 
ciones, se requerirá que alguno la solicite, obli- 
gándole á satisfacer el precio de la misma por- 
ción, y ademas el costo que á ella corresponde 
en rftzon de las operaciones mencionadas ; y este 
compromiso le dará preferencia en Ja subasta, por 
la mayor postura que otro hiciere, obteniendo en 
consecuencia la adjudicación del terreno. 

Art 99 Se requerirá también que haya solici- 
tud de alguno para precederse á la venta de una 
porción de tierra respecto de la cual no se hayan 
practicado las operaciones citadas en el anterior 
. artículo, y que se obligue el que las solicite á 
costearlas por el orden que se ^hubiere fijado para 
todas ellas, y á satisfacer el precio con que la ex- 



TIB 



presada porción resulte, Este compromiso le dará 
ifoaknente prelereocia en la subasta, por la ma- 
yor postura que otro hiciere, adjudicándosele én 
consecuencia el. terreno, después de concluidas 
las operaciones mencionadas, que se llevarán á 
efecto desde que se acuerde y anuncie al públicto 
la venta. 

^ único. En caso de adjudiearse el terreno á 
un postor distinto del que ha hecho la solicitud 
de compra, aquel indenuaizarft á este el costo de 
las operaciones de que se habla en el artículo an- 
terior. 

Art 10. Presentada la solicitud de compra de 
un terrenoyla junta de hacienda seflalará dia y 
hora para la subasta, anunciándola al público 
con anticipación de sesenta dias por avisos cir- 
cunstanciados en algún periódico, y en lugares 
notables, especialmente en la parroquia en que 
estuviere situado el terreno. 

Art 1 1. Se anotará el tiempo de la presenta- 
ción de cada solicitud, ppe^ la* autoridad, cual- 
quiera que sea, decidirá la preferencia en la su- 
basta ; y al fijar esta la junta de hacienda, en 
caso de concurso, declarará cual solicitud ha sido 
la primera. 

Art. 12. Los que al liempo de la publicación 
de esta ley sean arrendatarios de tierras baldías, 
ó que sin serlo tengan en ellas algún establecimien- 
to, ó las hayan denunciado y costeado su mensu- 
ra, podrán hacerse legítimos propietarios de di- 
chas tierras, solicitando su compra ante la junta 
respectiva, que la acordará desde luego, sin me- 
diar el requisito de subasta ; pero llenándose por 
los compradores los otros de esta ley. según los 
casos en que se hallen las tierras solicitadas. Res- 
pecto de las mensuras ya practicadas por peritos 
que á juicio del Poder Ejecutivo no estuvieren 
exartas, podrá este mandar que se rectifique la 
operación por agrimensores públicos á costa de 
los solicitantes. 

^ único. Solo gozarán de la exención de la 
subasta que se concede en este artículo, los que 
se presentaren dentro de dos atíos contados desde 
la publicación de esta ley^ jasados los cuales se 
habrá de cumplir por todos con sus disposiciones 
generales, y cualquiera podrá pretender la com- 
pra de los mismos terrenos quedando á salvo el 
derecho de los arrendatarios, por el tiempo de 
sus legítimos contratos. 

Art 13. En pago de las tierras baldías que se 
vendan conforme á esta ley, se admitirán á la 
par billetes de toda especie de deuda nacional ; 
pero el costo respectivo de averiguación, deslinde 
y demás operaciones previas, se pagará siempre 
en dinero corriente. 

Art^ 14 Para el pago de los terrenos baldíos 
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se concederán dos afio» de plaao, siempre <}ne el 
comprador dé ub fiador de suáciente reaponaalM- 

lidad. 
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^ único. B¡ vencido el plazo, %V comprador no 
satisficiere, será compeltdo ejecntivamente al pa- 

fro, para el cual qoeoa especiaimente hipotecada 
a tierra vendida, y si por cualquier evento vol- 
viere esta a) dominio de la Reptiblica, el compra- 
dor no tendrá derecho á que ie le indemnice de 
los trabajos que hubiere practicado en ella. 

Art. 16. Hechas las adjudicacionca de tierraa 
baldías, las Juntas de Hacienda, poniendo sufi- 
ciente constancia de los expedientes instruidos en 
un registro que abrirán al efecto, los remitirán 
originales al Poder Ejeculivo, para que hallándo- 
los este arregla los, expida sus títulos de propie- 
dad A los compradores. 

Art. 16. Los que á pesar de lo dispuesto en el 
artículo 59 de la ley de 13 de Octubre de 1821, 
no hayan sacado lo*s títulos de propiedad de loa 
terrenos 1)a Id ios que 'ptlbeian por tiempo inme- 
morial, deberán hacerlo en el término de un año 
contado desde la publicación de esta ley en la 
cabecera del cantón de su domicilio, ocurriendo 
al Poder Ejecutivo por el conducto del Goberna- 
dor de la provincia respectiva. 

Art. 17* 81 requeridos por el Gobernador ven- 
cido el año, no cumplieren dentro de quince dias 
lo dispuesto en el artículo anterior, pagarán una 
multa de diez á cien pesos ajuicio del mismo 
Gobernador, quedando siempre obligados á dar 
cumplimiento á dicha disposición dentro de los 
seis meses siguientes. Si vencido este segundo 
término no hubieren ocurrido por el título, paga- 
rán una segunda multa igual á la primera, y 
quedarán obligados á sacar el expresado título 
en el término de otros seis meses, que es el pe- 
rentorio y último que se les concede, vencido el 
cual se considerarán los terrenos propiedad de 
la República. 

Art. 18. Los propietarios de los terrenos bal- 
díos adquiridos por compra, adjudicación ú otro 
título del Gobierno de la República de Colombia 
ó del de Venezuela, que por inexactitud de las 
mensuras poseyeren mayor porción de la que ee 
vendió ó adjudicó, pagarán el valor de la diferen- 
cia que resulte, las diligencias de mensura, &, y 
ademas indemnizarán al denunciante de los cos- 
tos que hubiere hecho para el denuncio. 

Ari. 19. Cuándo los propietarios de que ha- 
bla el artículo anterior manifiesten espontáneamen- 
te tener mas teireno que el que lej^ítimamente 
adquirieron, y quisieren convprarioy se les vende- 
rá sin otro requisito que el de la mensura, al mis- 
mo precio que tomaron antes la tierra, pero de- 
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berán siempre abonar los costos ^e dicha op^a* 
cion. 

Art 00, áiiitee de sais nieses contados desde el 
día ea que se mande cumplir por ei Poder Eje* 
Gutivo la presente ley, no se admitirá aoUciUid 
alguna sobre eompra de las tierras baldías, oi ae 
dará curso á las pendientes, si las hubiera. El Po- 
der Ejecutivo hará traducir y publicar esta ley 
en idiomas extranieros. 

Art. 2L 8e deroga la ley de W de Octubre de 
1821, ei decreto de 11 de Junio de 1823, el de 19 
de Mayo de 1826 y coalesqoiera otras disposicio- 
nes que se opongan á la presente ley. 

Dada en Caracas á I9 de Abril de 1848. affo 19 
de la ley y 38 de la independeQcia.-*EI Presideii- 
te del Senado, Eduardo A. Hurlada, — fil Prasi« 
dente de la Cámara de Representantes, femando 
Olavarría. — El Secretarlo del Senado, /• A. Frei» 
re. — El Secretario de la Cámara de Representan- 
tes, /. A. Pérez* 

Caracas Abril 10 de 1848, afio 10 de la ley y 
38 de la independencia. — Kjeciitese.— Dte^o B. 
Urbaneja* — Por S. E. el Vicepresidento de la 
República encargado del Poder Ejecutivo.— £1 
Secretario de Estado del Despacho de Hacienda, 

Rafael Acevedo. 

TIERRAS B4LDIA8. DSCRBTO EJBCUTIVO DI 

16 Da MARZO DB I84dre^iiic}aaiid« i« ley 

anterior. 
República de Venezuela.— José Tadeo Monágas, Presi- 
dente de la Eepttblica & &. d&. 

En cumplimiento del artículo 29 de la ley de 
10 de Abril del año próximo pasado sobre ena- 
jenación de tierras baldías, y para que en la eje- 
cución de las disposiciones que contiene, se pro- 
ceda con uniformidad y expedición, evitándose da- 
das y tropiezos que han empezado á presentarse. 

Decreto. 
De la averigwbcion oficial de las iierras 

baldías. 

Art. 19 Los Gobernadores de las provincias 
exigirán de los jefes políticos de los cantones res- 
peciívos, en el término de dos meses, contados 
desde el día en qae cada uno de estos reciba >a 
arden que al efecto les comuniquen, un informe 
sobre ItH puntos siguientes. 

19 Si hay tierras baldías dentro de los límites 
del cantón. 

29 A qué viento y á qué distancia de la cabe* 
cera del cantón, están situadas. 

39 Si están 6 no cultivadas ó empleadas eji 
algún uso p&blico ó privado. 

49 Si se conocen 6 no su* Hmitea ; y en el 
primer caso, coales sean. 

59 Si son de agrícultora ó de cria, 6 si pue- 
den aplicarse á una y otra indastría ¡ si son de 
I vegas ó regables ; si son de bosques ó de saha- 
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dm: qué maderas abundan en aquellos { qué es- 
pecie de pasto producen estas : si son cálidas, 
templadas 6 ñrias : qué especie de plantas se cnl- 
tíran en ellas 6 en sus inmediaciones ; qué es- 
pecie de ganados, en caso de ser de cria, se pue- 
den alimentar con sus pastos ; y en fin, todo lo 
3oe pueda dar una idea del destino que pueda 
¿rseles por su situación, temperatura y fertili- 
dad. 

6^ A qué distancia están de la población prin- 
cipal de la parroquia, y si hay yecindario é ca- 
sas de Tecinofl, roas inmediatas ái/eltaa 

79 Bi tienen rios, quebradas, cafios 6 lagunas, 
el caudal de aguas que teUgan, y si son perma- 
nentes y navegables ; 6 á qué distancia se en- 
cuentran de las aguas que puedun servir á las 
poblaciones 6 haciendas que se establezcan en 
ellas. 

89 Si se encuentraiFen ellas pantanos perma-, 
nentes ó aguas detenidas. 

99 Q'Ué plagas 6 enfermedades periódicas 6 
permanentes se sufren en los lugares habitados ó 
cultivados mas inmediatos, 6 en ellos mismos, si 
esto es conocido, y á qué causas^se'a tribuyen. 

10. Cual sea el cosió de conducción de los 
productos de la industria de la parroquia á que 
pertenezcan las tierras baldías, hasta el lugar de 
la venta 6 consumo de todos aquellos que no lo 
tengan en la misma parroquia. 

11. Cuales son los precios de dichos produc- 
tos en la misma parroquia en tiempos tranquilos 
y cosechas regulares* 

Art 29 £n caso de que los jefes políticos ten- 
gan alguna duda que les impida asegurar que un 
terreno sea baldío, expresarán los motivos de la 
duda ; sin dejar de dar por eso el informe de 
que trata eJ artículo anteiior, que solo omitirán 
cuando puedan asegurar que no se conoce terre- 
no alguno baldío en su cantón. 

Art 39 Los jefes políticos tomarán las noti- 
cias que deben servir para dichos informes de los 
alcaldes parroquiales y de ios vecinos mas inte- 
ligentes de cada lugar; y al efecto ios Gober- 
nadores les remitirán un modelo de las circula- 
res que deban pasarse á estos, exigiéndoles una 
respuesta á cada uno de los once puntos de ave- 
riguación contenidos en el artículo 19s cuyas res* 
puestas se trasmitirán originales á los Goberna- 
dores, con ei informe de los respectivos jefes po- 
líticos, 

Art. 49 Los Gobernadores remitirán á la Se- 
cretarla de Hacienda, dentro del término de cua- 
tro meses, contados desde el día en que reciban 
el presente decreto, copia de ios informes de los 
jefes políticos, dejando en eu archivo el original 
y las noticias de los alcaldes y vecinos, y agrega- 
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rán las observaciones que juzguen convenientes 
para complementar dichos inermes, 6 para ma- 
yor ilustración del Gobierno. 

Art 69 Luego que se reciban los informes en 
el Despacho de Hacienda^ el Poder Ejecutivo 
procederá á declarar baldías aquellas tierras que 
resultaren serlo sin ningún género de duda, y 
nombrará para adelantar la averiguación, respec- 
to de aquellas sobre que haya duda^ una persona 
en cada caso, la cual promoverá lo conveniente 
ante ios tribunales competentes. Y ai después de 
la declaración de baldías hecha por el Poder 
Ejecutivo, resultare alguna reclamación, nom- 
brará también una persona que sostenga y de- 
fienda los derechos del Estado, en el juicio que 
se intentase. 

Art 69 Las personas nombradas por el. Go^ 
bierno para la averiguación oficial de las tierras 
baldías 6 para la defensa de los derechos nació* 
nales en las reclamaciones que se intenten, es- 
tarán facultadas para transar en toda cuestión 
por avenimientos conciliatorios bajo condiciones 
equitativas que se someterán á la aprobación del 
Gobierno, salvo el caso de manifiesta usurpa- 
ción en que la ley lo prohibe. 

Art. 79 El Poder Ejecutivo asignará la re- 
muneración debida á las personas que desempe- 
ñen los encargos de que habla el artículo ante- 
rior, atendiendo al trabajo é importancia de la 
comisión, y concederá & dichas personas por el 
evento de una conciliación, el derecho de recto 
bir toda la asignación, cualquiera que haya sido* 
el trabajo, si las condiciones del convenio fue^ 
ren aprobadas. 

Art. 89 Ninguna transacción podrá ser apro» 
bada, sino, previa indemnización de los gastos que 
ocasione al Estado la averiguación ó litigio, á 
méüos que se presente prueba plena por docu- 
mento auténtico de no pertenecer á la nación las 
tierras que se disputen. 

Del deBlinde, mensura^ planos y justiprecio de 
* las tierras baldías. 

Art. 99 El deslinde de las tierras se practi- 
cará á solicitud de los administradores de Ren- 
tas Internas por los alcaldes parroquiales, en vir- 
tud de la declaratoria de ser baldías, hecha por 
el Gobierno, ó por los tribunales cuando haya 
habido contención. 

Art 10. Para i*l deslinde se citarán los co- 
lindantes en la forma y con el término que ha es- 
tablecido la ley que pauta el procediníiento en 
esta materia. Y si no estuviese acreditada la ex- 
tensión de las tierras, se obligar A á los colindan- 
tes á exhibir los títulos que justifiquen los suyos. 

Art 11. En todos los casos de dudas sobre lí. 
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miles, bien por falta de títulos aaténticos 6 por 
oscuridad de estos, la cuestión se decidirá por ar- 
bitros, dentro de veinte días, prorogables hasta el 
duplo, facultados aquellos para resolver sin ape- 
lación ni otro recurso. Pero si el colindante in- 
teresado prefiriese el juicio de 'kM tribunales, se 
sf'guirán los trároites del procedimiento' estable- 
cido por la ley para las demás en que tienen in- 
tereses las rentas pvblicas, ante el juez «ompe- 

tente. 

Art. 13. Es aplicable á las cuestiones de lí- 
mites la facultad concedida á los comisionados 
del Gobierno por el artículo 69» y los aJminis- 
tradores de Rentas Internas harán uso de ella pa- 
ra evitar litigios y terminarlos por avenimientos 
conciliatorios, á condición de que sean aproba* 
dos por el Poder Ejecutivo. 

Art. 13 Deslindadas las tierraii, su mensura 
se practicará por agrimensor nombrado por el 
Gobierno. 

Art 14* El agrimensor levantará el plano de 
las tierras, demostrando en él su situación y ex- 
tensión y todas hus demás circunstancias y acci- 
dentes. 

Art. 15. Practicada la mensura se procederá 
al justiprecio de las tierras, en el caso de que al- 
guno pretendiese comprarlas. El justiprecio lo 
harán dos peritos nombrados, uno por el admi- 
nistrador de Rentas Internas y otro por el com- 
prador 6 interesado en la adquisición de ellas ; y 
erí caso de discordia de los peritos, decidirá el que 
nombren aquellos mismos antes de proceder á la 
operación, ó elija el Gobernador de la provincia 
entre los dos que propongan los peritos cuando 
no pudieren acordarse para este nombramiento. 

Art. 16. Las diligencias de deslinde, mensura 
y justiprecio, •son el plano de las tierras, forma- 
rán un expediente que se pasará al Gobernador 
y se agregará por este al de la averiguación de 
baldío, y ron su informe sobre la exactitud del 
jastiprecid, 6 sobre cualquiera de las demás ope- 
raciones practicadas, se remitirán originales á la 
Secretaría de Hacienda para que se tengan pre- 
sentes, y pueda mandarse subsanar cualquiera fal- 
ta 6 error antes que el Poder Ejecutivo expida el 
título de propiedad al comprador de las tierras á 
que se refieran ; quedando copla certificada á 
costa del interesado, la cual se conservará en la 
Secretaría de la Junta de Hacienda. 

Art. 17. Cuando no se practique el justipre- 
cio de las tierras, por no haber llegado el caso de 
su enajenación, el administrador de Rentas In- 
ternas que interviniere en el deslinde y mensu- 
ra, presentará un informe sobre el valor que, se* 
gun la estimación que tengan otras semejantes en 
el cantón, juxgue que pueda dárseles, para que 
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se agregue á las demás cMIgencias y sirva de da- 
to al Gobierno en cualquiera medida ú opera- 
ción en que sea conveniente tenerle. 

De la venta de tierras baldías. 

Art. 16. Toda venta de tierras baldías, se ce- 
lebrará en sesión pública ante la Junta económi- 
ca de Hacienda en la capital de la provincia á que 
corresponda, previa solicitud de alguno que pre- 
tenda comprarlas bajo el compromiso de pagar, 
ademas del precio de las que designe, ios costos 
de averiguacion^udicial, deslinde, mensura, pia- 
no y justiprecio. 

Art. 19. Coando la solicitud se dirija á com- 
prar solo una parte de las tierras de que se trate 
en un expediente : y se hayan practicado en co- 
mún todas 6 algunas de las operaciones, cuyo 
costo se compromete á pagar el solicitante, satis- 
fará este, por razón ael ^uu hayan tenido las 
operaciones practicadas, la suma que corres- 
ponda en justa proporción del valor de la parte 
de tierras designaaa, aunque por la separación 
haya de costear también las que nuevamente exi- 
ja la división que se pretende. 

Art. 20. Para que pueda hacerse el remate y 
adjudicación de las tierras se requiere indispen- 
sablemente que estén concluidas todas las dili- 
gencias y operaciones de -averiguación y declara- 
ción de ser baldías, deslinde, mensXira, plano y 
justiprecio, así en los casos del artículo 7?, co- 
mo en el del artículo 9? de la ley. Lo mismo se 
requiere para la adjudicación sin remate en los 
casos de los artículos 12 y Í8^ En el caso del ar- 
tículo 10, solo se exii^irá la diligencia de men- 
sura de la tierra no comprendida en el título ex- 
pedido por el Gobierno de Colombia y la presen- 
tación de este título. 

Art 21. Toda solicitud de compra de tierras 
baldías se presentará al Gobernador de la pro- 
vincia en que estén aquellas situadas, y este fun- 
cionario deberá anotar al margen, bajo su firma 
Y la del interesado, el dia y la hora, en que la 
haya recibido, y lo participará á la Junta de Ha- 
cienda pafa que pueda cumplir lo que previene 
el artículo 1 1 de la ley. 

§ único. También participará el Gobernador 
al Poder Ejecutivo toda solicitud de compra de 
tierras desíde que se presente, y si están 6 no 
practicadas las diligencios y operaciones pre- 
vias. 

Art 29. Luego que la Junta de Hacienda re- 
ciba d aviso de haberse presentado la solicitud, 
mandará anunciarla al páblioo, designando las 
tierras que se pretendan comprar y el dia y ho- 
ra del remate que ha de celebrarse sesenta dias 
I después. 
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Art. 93. En los camt ds loa artfenloa I3, 18 f 
19, se omitirá el requijito de la publicscíon de la 
■oliehud ¡ pero lo fijsrft siempre nn Urmino, 
que no pasará de los mismos 00 días para pro- 
ceder á la Bdjadknrian. 

Art. 24. Se auependeTá el remaifi 6 la adju- 
dicación, aiemp» qne ti Poder P.jeeatívo mande 
rectificar la diligencia de moMura 6 la de juali- 
precio; y en este caso la Junta señalará de nue- 
va dia y hors para celebrttr el acto, y lo poMí- 
nrá. 

Art. S5. La Junta de Hacienda hará la a-t* 

Í'ndieacion el dia del remate, 6 en aquel que hti- 
>lete aeRaUdo al efecto citando no haya remate 
confbnne á la ley; y poniendo conalancia del 
actii en el expediente, se remitirá eete ori^nal á 
la secretaría de Hacienda, deapites de dejar co- 
pia certificada de él á cosía del interesado pe- 
ra agregarh á sus anlecedenles. 

Art 26. El registro de que habla el artfcnlo 
15 de la ley, se llevará en un libro foliado por el 
Gobernador, y todaa las pariidas que sienten en 
éi serán firmadas por el mismo funcionario y rn 
secretario. La fórmula de estai partidas, será la 
■igniente. 

■' En etta fecha la Junia de Haciendo, de........ 

ha adjudicado á N. N. tai tierras baldíat 8Í- 

iuadat en..,. -.comprendidas bajo iot tí- 

guienleí lindero* {Oriente.. Nerte — . 

Occidente Sur ) Eljut- 

tipreño asciende á% ji ae abjudicamn por 

esta misma suma {6 por la que fuere lite ofrC' 
ció mai en el réstate.) Todo consta del expe- 
diente número que original se remite al 

Despacho de Hacienda, quedando en copia en 
la secretaría de la Junta de Hacienda."— Se- 
guirán el llagar, la fecha y lai firmas- 

De la expedición del título de propiedad y del 

pago del precio de las tierra». 

Art. &7. El Poder Ejecutivo, en vista do la 

abjndicacioD her.ha por !ut Junta de Hacienda, y 

li no encontrare alguna irregularidad por la cual 

d^ reponer el expediente al estado en que se 

coineti6, para subsanarla, expedirá el título de 

propiedad en esta forma. 

cJV. JV. Secretaria d*E.e»elD.d* Hacienda. 

E» aíencioti á kaberte tbtervaéa toiot ¡at 

formalidades raquaridat par la Up de iO d* 

Abril de 1848,. sobre enajenación de tiairat 

baldUupara la venia de tattiat fanegadas {si 

fuertn de ItUor) 6 de tantas leguas (¡á fueren 

de eria,) situadas en la pronncia ae 

Imdamda (ajui los limieros) OHyat tierras fue- 
., ron adjudieadat á 19. N. por la Junta de Ha* 



ñenda de la mima provincia, con fecha de.. 

, .por precio de 9 fue debe enterar el 

eo4tpradot' en las arcas naáonales, el Poder 
Ejecutivo ha dispuesto que le expida el pre- 
senté título de propiedad de las expresadas 
tantas fanegadas {é leguas, según fiíeie) de 
tierra áfavor del mencionado N. JV., confirién- 
dole por este medio pleno dúminio en ellas, pa- 
ra que las uie y diifrute como juyai, jím con- 
dición de coartación alguna, para que pue- 
■ da disponer de todas 6 de parte de dichas 
tierras como á Iñen tenga, por contrato, ¡tita- 
mentó 6 de cünüquier modo y para cualquier 
objeto, no estando prohibido por las leyes, y 
para que lome posesión^ judicial 6 extrajuai- 
cialmente en la extensión que demarcan los 
linderos ántei expresados ,- en cuya posesión 
será mantenido bajo la garantía de la» diipo- 
gicionet legales de la materia, obligándose á 
ello el Gobierno de la Repiíi>lica, del modo 
mas solemne, por este documento. 

Hado en el Despacho de Hacienda: firmO' 
do de mi mano y sellado con el sello de eita 
Secretaria de Estado. 

Caracal, A., 

ArU 29. El título de propiedad ae paartl al 
Tribunal de Cuentas y & la Tesorería general 
pan que se tome razón de ti y se exija por la 
(iltima le fianza, i satisfacción de los jefes de ella 
pera el pago de la cantidad del precio de las (ier- 
ras, siempre que no se entere inmediatamente en 
efectivo 6 en billetes de la deuda nacional, y etian* 
do ae quiera hacer nao del plazo de dos aKoa que 
concede el artículo 14 de la ley. 

ArL 29. Antes de haberse hecho el pago fl 
otorgado la Sanza, no se entregará el título al 
interesado ; y ei pasado un mes, no hubiese esta 
cumplido con aquel deber, la Tesoierfa le em- 
plazará por Ift Oaeeta del Gobierna eon tirmloo 
de dos meses para que pagne 6 presente la fian- 
za. Después ae este térmmo, no habiéndose Ta- 
rificado lo uno ni lo otro, se devolverá el título 
á la Secretaría de Hacienda ; j el Poder Ejem- 
tivo lo declarará cancelado, rescindido el remata, 
y sin valor la adjudicación de loa denos á qne se 
refiera, por folla dal comprador ; en cuyo eaao se 
oTlsará al púWleo y ol respectivo Gobemodor po- 
ro qoe M procedo á miovo remato T adjudicación, 
si hubiese liciíadores. anotándose lo necesario m 
loa registros del Tribunal de raentas, Tasoretlo 
general y JunU de Hacienda qne haya itterre- 
Dido «n Itt venia, con las mismas formalidades y 
publicidad que tuvieron logar para la ndjudteo- 
eion anulado. . ■* 

Atu 30. La Teíorwío geoeral dorí onao* lo 
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Secrettrlá de Haei€nda« y e»ta al Tribunal de 
Cuentas, de haberse hecho el pago 6 prestado la 
fianaa ; y si aquel se hizo en deinla nadonsd, ex- 
presará su deoominacion y la elase y nfimeros 
de los billetes enlregadosi de lo cual se informa- 
rá á la comisión de crédito páUico por la misma 
Secretaría de Hacienda* 

Art. 31. La Tesorería pasará á la comisión de 
crédito publico, los billetes de deuda nacional que 
se entreguen en pago de tierras baldías, en nota 
separada de las que dirija por razón de otros bi- 
lletes que se amorticen por cualquier otro medio. 
La comisión comparará esta nota con los arisos 
que haya recibido de la Secretaría de Hacienda, 
conforme al artículo precedente ; y reclamará 
de la Tesorería los billetes que falten) si ocurrió 
re el caso. 

Art. 33. En el caso de otorgarse fianza para 
el pago, se hipotecarán también Us tierras ven- 
didas por escritura registrada con las formalida- 
des requeridas para constituir legalmente la obli- 
gación hipotecaria, á fin de que pueda tener efec- 
to la disposición del parágrafo único del artículo 
14 de la ley. Por falta de la escritura de hipote- 
ca, de que el otorgante entregará un testimonio en 
la Tesorería general, procederá esta, pasados 
ocho dias, de haber entregado el título, á exi- 
girla efectivamente ante el tribunal competente. 

Dado: firmado de mi mano : sellado con el se* 
lio del Po 1er Ejecutivo y refrendado por el Se- 
<«» cretario de Estado en el Despacho de Hacienda, 
en Caracas á 16 de Marzo de 1849.— Jb«c T. 
Monágas, — Por S. E. — El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, Diego A. ICaha- 
llero. 

TIERRAS BALDÍAS. E80LUCI0N EJECUTIVA DE 

17 DE MAYO DE 1847 disponiendo que en los 
juicios sobre su propiedad represente como fis^ 
cal el receptor de papel sellado. 

Secretaría de Hacienda.^— Sección tercera. 
Caracas Mayo 17 de 1847, 

Resuelto. — Dígase al Sr, Gobernador de la pro- 
vincia de Apure. 

*• Puesta en conocimiento del Poder Ejecutivo 
la comunicación de ÜS. de 22 de marzo último, 
número 4 en que participa que én esa provincia 
se están instruyendo justificativos de propiedad 
de algunos terrenos que se habían siempre repu- 
tado como baldíos, y que en mérito de ellos el 
juez de primera instancia manda poner en pose- 
sión ; que en el despacho de esa Gobernación 
cursan expedientes sobre arrendamiento, c<¿ jus- 
tificativo de baldío, por terrenos qué el mismo 
tribunal por ¡guales pruebas supone de propiedad 
Harücular : ^ue para evitar este mal ha dispuesto 
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que el pocarador municipal intenrenga en estas 
pretensiones y se oponga á ellas j y que creyen- 
do existe una real orden para reputar terrenos 
baldíos todos los no poseídos en virtud de reales 
cédulas, se le remita copia de ella, 8» E.ha tenido 
á bien resolver se diga á US* : que sabiéndose 
por notoriedad que con muy escasas excepcioiies 
todos los tarreaos de la ribera deredia del ría 
Apure pertenecían al rey de Espallaf y que este 
asignó el producto de sus composidones á bene- 
ficio de ciertas misiones, no puede declararse 
la propiedad de ellos á favor de particulares por 
meros justificativos de posesión, la euai es de su- 
poner que provenga de que los tenedores de ter- 
renos hubiesen celebrado composiciones con la 
Real hacienda espafiola, y que sin haber sido re- 
novadas después con autoridades de la Repébli- 
ca, han continosdo poseyendo sin oposición, has- 
ta llegar el caso de intentar hoy deducir un dere- 
cho de esta posesión, y como no puede el Gobier- 
no convenir en que el fisco pierda loe terrenos 
3ue le pertenecen, US. dispondrá que el receptor 
e papel sellado como fiscal de hacienda pública, 
se haga parte en las solicitudes que se intenten 
de esta especie, y que en el caso de que por la 
decisión que recaiga resultare condenado el fisco, 
cumpla con la apelación prevenida en la circular 
de 1 o de Diciembre de 1836 inserta en la Gaceta 
número 307. Respecto á las providencias que 
puedan haberle ya dictado por los tribunales de 
justicia en que se irrogue perjuicio de la Naeíoni 
deberá reclamarse la nulidad por ifalta de cltadon 
á la parte fiscal, advirtiendo en cuanto á la real 
cédula de que US, hace mención, que no es creí- 
ble exista tal documento, porque los terrenos de 
Venezuela pertenecían al Key de Espafia, como 
pertenecen hoy á la República, con fexcepcion 
solamente de aquellos deque hizo- donación 6 
venta, y es esta última circunstancia la que en 
cada caso debe acreditarse por los interesados* 
Por último desea el Gobierno que si la persona 
que sirve hoy el destino de receptor en este can- 
tón no pudiere desempefiar cumplidamente á jui- 
cio de US. esta comisión que tanto interesa al fis - 
co, lo participe US. á este Ministerio para la re- 
solución conveniente. 

Por S. R— Cosoí, 
TIERRAS BAintAS. ansoLucioif B/xcuTrvA de 
12 DB JUNIO D« 1847 5<^e algunos registros 
y Real cédula que deben tener presentes los 
jueces en los interdictos posesorios de ellas. 
Secretaría del Interior.— «Sección segunda. 
•Caracas Junio 12 de 1947» 18 y 37..* 

Resuplto.— Dígase ^ sefior Gobernador déla 
provincia de Apure. 
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El 9r. Secretario de Ettedo en el Denpaeho de 
Hectcnda ha transerito á este Minnterio la reao* 
lucioD de 17 de Mayo 6lttmo, publicada en ia Chí- 
cela Damero d60« y que fué dietada para eritar 
que ee ponga á loe jparticalaref en poaesion de 
terrenos baldSos, á nn de que por este Ministerio 
se hagan con el mittno objeto á los jvieeea de pri- 
mera tnstaocia de esa provincia Jas indicaciones 
conTenientes. 

Con esle motlTO he recibido orden de S. E. el 
Presidente de la Repfibliea, de decir á U9. que 
haga presente á los jueces de primera instencia 
de esa provin^-ia, que para acordarse los interdictos 
poeesorins en los casos de los artfcolos 59 f 89 de 
la ley 2^ título 79 del código de proce'dímiénto 
judicial, es necesario segan estos mismos, que el 
solicitante acredite que su posesión es legítima ; 
y que estando dispuesto por el capítulo 79 de la 
Real instrucción que US« verá inserta en iá adjun- 
ta Gaceta n6raero865, y que fué comunicada á 
los dominios de S. M. Católica por -Real cédula 
de 15 de Octubre de 1754, que son del Real pa- 
trimonio 6 sea de la Nación, los realengos ocupa- 
dos sin título, y que según el capítulo 49 de la 
misma Real instrucción, la carencia de él solo 
puede ser suplida por la justificación que debie- 
ron hacer los tenedores de realengos, de haberlos 
poseído desde antes del afio de 1700, no pueden 
declararse bastantes para asegurar su posesión ó 
derecho con arreglo al artículo 29 de la ley 5^ 
título 89 del código de procedimiento judicial, las 
simples justificaciones que ^se promuevan ahora^al 
efecto, por existir en contra una presunción Jttri>, 
mientras no se presenten los respectivos títulos, 
sin que pueda alagarse que estos se hayan extra- 
viado, porque dado caso que así fuere, deben 
existir los originales en las oficinas de registro ; 
así como también haber constancia en la Tesore- 
ría y Tribunal de Cuentas del precio recibido por 
la composición y confirmación de los terrenos, á 
cuyas oficinas pueden ocurrir los interesados por 
las certificaciones ó testimonios convenientes. 

Soy, &. 

Por S. K-^Aeevedo, 

TIERRAS baldías. rb8oi.ücion ubcutiva di 
15 DI ooTVBBB DB IBAd fijando el modo como 
debe proudene cuando 96 haga una eolicUud 
de compra de un ierreno tohre que no h hayan 
todaioía efectuado las operaciones que precie* 
nelnkydola maieria* 

Secretaría de Hacienda.-«9eccion tercera. 

Caracas Octubre 15 de 1810. — Circular. 
Señor Gobernador de la provincia de...* 
Resuelto.-X:/on esta fecha 8. E. el Presidente 
ha dictado la resolución siguiente. 
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^«^ Cuando se haga una solicitad de comprado 
un terreno sobre que no se hayan efectuado toda- 
vía las operaciones que previene la ley de 10 dé 
Abril del aflo próximo pasado, se practicarán 
asf : 

Hecha la solicitud, el Gobernador respectivo 
pedirá ai jefe político donde esté situado el terre- 
no la noticia de si es ó no baldío: luego dará 
orden para que el juez de pas haga el deslinde ; 
y cuando estas dos formalidades se hubieren cum- 
plido, dispondrá que un agrimensor público prac- 
tique la mensura y levante el plano correspon- 
diente. Concluido lo cual, se nombrarán, de por 
mitad por el Gobernador y la parte interesada, 
dos peritos para el justiprecio. Todo costeado 
por el comprador. Es indispensable que el Gk>- 
bernador remita estas diligencias al Poder Ej ecu- 
ttvo con un informe respecto al justiprecio y de- 
mas operaciones indicadas. 

De este modo es que el Gobierno considerará 
sustanciado el expediente, reservándose la facul- 
tad de reposición que le comet j la ley de la mate- 
ria, en el caso de notar alguna informalidad al 
■ tiempo de expedir el título legal.*' 

Y ia comunico á US. á los fines que le corres- 
ponden, 

Soy, 4-, 

Lecuna» 
TIERRAS baldías. nasoLUoiopr bjbcutiva de 

14 DE MARZO DE 1850 declarando que para su 

venía ee indispensable que se haga su mensu' 

ra por agrimensores públicos. (*) 

República de Venezuela. — Secretaría de Hacicn* 
cia.-^eccion tercera. 

Caracas Marzo 14 de 1850. — Circular. 

Sr« Gobernador de la provincia de . 

A la consulta que el sefior Gobernador de Bi- 
rínas dirigió al Poder Ejecutivo sobre lo que de- 
ba hacerse en el caso de que no haya agrimen- 
sor público para practicar la mensura y levantar 
el plano correspondiente de un terreno que deba 
venderse conforme á las disposiciones vigentes, 
se ha servido S. E. el Presidente de la República 
dictar la resolución siguiente. 

«' El artículo 69 de la ley de 10 de Abril da 
1848 dispone terminantemente que las mensuras 
y planos de los terrenos cuya compra se aoliclte, 
se hagan por agrimensores públicos; y el último 
inciso del 12, que respecto de las ménsulas ya 
practicadas por peritos que á juicio del Poder Eje- 
cutivo no estuvieren exactas, se rectifique la ope. 
radozyKir agrimensores públicos á costa de los 

(*} Pero esta Besoluelon esti derof^ada en parte por^ 
la de 27 de Julio que signe. ^ 
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aalidtantefi— Por el decreto del Ejecutiro de 16 
de Maczo de 18499 reglamentario de dicha ley^ 
tus reaolaeiooes potleriore« 8obre lo materia, se 
exige siempre que la menaura ae practique p<^ 
QQ a^rimenaor» Ni puede ser de otra manera por 
que 81 la ley ha preceptuado que las mensuras 
practicadas por peritos, coa anterioridad á su 
sanción, se rectifiquen por Éicultativos, no podía 
permitir que las que se hiciesen posterícNrmente 
careciesen de tan indispensable requisito, ni mu- 
cho menos autorizar la renta de terrenos bajo 
mensuras practicadas por personas que no tuvie« 
sen ios conocimientos científicos necesarios para 
hacer la aperacion con exactitud, y de lo contra- 
rio, ao podría nunca el Gobierno saber la verda- 
dera extensión de los terrenos que vendiese. 

lio puede ser razón bastante para pres- 
cindir de las terminantes disposiciones legislati- 
vas y ejecuti?as sobre esta materia, la falta de 
agrimensor en una provincia, pues adem&s de que 
los compradores estañen el deber de costear la 
mensura de los terrenos que soliciten, la Repú- 
blica tiene hoy un considerable número de agri- 
mensores públicos, mas que suficiente para aten- 
der á las exigencias de todas las provincias, y el 
Gobierno no duda que al tomar incremento este 
negocio, su ínteres los inducirá á situarse en los 
puntos en que pueda necesitárseles. 

Por tanto, S. £. ha resuelto que para la venta 
de tierras nacionales deben practicarse las mensu- 
ras precisamente por agrimensores públicos como 
lo dispone el artículo 69 de la ley, y que en cuan- 
to á las ya practicadas por peritos, se rectifiquen 
por aqueUos, como lo previene el artículo 12, ha- 
ciéndose el nombramiento en ambos casos del 
modo dispuesto en el artículo 13 del decreto re- 
glamentario, pues desde pue existe la ley vigente, 
el Gobierno no puede reconocer como legítima 
ninguna mensura que^no esté practicada poragri* 
mensor público." 

Lo comunico á US. para su cumplimiento en 

los casos que ocurran. 
Soy de US. atento servidor. 

' Fernando Olavarría. 

Es copia. — Olavarría. 

TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
2t DE JULIO DE 1850 mandando hacer por 
lo8 Oúbernadores el nombramiento de agrú 
mensores para su mensura, y derogando en 
parte la anterior. 

Secretaría de Hacienda.— Sección tercera. 

Caracas, Julio 27 de 1840. — Circular. 
Señor Gobernador de la provincia de.-f. 
Con esta fecha digo al señor Gobernador de 
% esta provincia lo siguiente : 

Sometí ft la consideración de S. E. el Presiden- 
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te de la República la consulta que US. se sirvió 
hacer en su nota de 15 del actual, náraero 24, y 
acordó S. R que se dictase por este Ministerio bt 
resolución siguiente: 

*' Tanto en el caso en que hajrade medirse un 
terreno por la primera ocasión, como en el que 
deba rectificarse aljruna mensura practicada Antes 
de ahora, toca ai Gobernador de la provincia eo 
que esté ubicado el terreno baldío designar la 
persona que deba verificar esta operación, la cual 
será precisamente un agrimensor titulado, con* 
forme está dispuesto en el artículo 69 de la ley 
de 10 de Abril de 1848, sobre enajenación de 
tierrras baldías. — Queda derogada en esta parte la 
resolución de este Despacho, fecha 14 de Marao 
último, en que se dispuso que en uno y otro caso 
fuera elsgriraensor destinado á estas mensuras, 
de nombramiento directo del Poder Ejecutivo," 

Lo que inserto á US, para que tenga su cum* 
pliroiento en los casos que ocurran en esa Gober- 
nación. . « 

Soy de US* atento servidor. 

Vicente Ltcuna. 

TIERRAS BALDÍAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 

20 DE MAYO DE 1851 mandándolas publicar en 
la Gaceta oficial, y prescribiendo ademas á 
los Gobernadores^ administradores de rentas* 
internan y juntas de Hacienda ciertan reglas 
para su justiprecio y adjudicación. 

Secretaría de Hacienda. 
Caracas, 20 de Mayo de 1851. 

Resuelto. — Publíquese en la Gaceta de Vene- 
zuela para que llegue á noticia de los Gobernado- 
res de provincia de la- República y demás autori- 
dades y personas que corresponda, á fin de evitar 
que se repitan consultas sobre los puntos que 
aparecen ya resueltos. 

Y atendiendo á que el justiprecio de ios terre- 
nos baldíos, acostumbra hacerse por valores su- 
mamente ínfimos con notable perjuicio del Erario 
público, se previene a los referidos Gobernadores 
hagan entender á los administradores respectivos 
de rentas internas, la obligación que tienen de 
procurar que se les dé & aquellos toda la estima- 
ción legal. que merezcan, expresándose en las di- 
ligencias sobre estos actos la plantación que encier- 
ren ó á que puedan aplicarse los de labor y la ca- 
lidad de pastos y vertientes que contengan los de 
cria. 

También se encarga á los mismos Oobernado- 
res, dispongan que, en el caso del ^ único delartí- 
culo90de la ley citada de 10 de Abril de 1848, 
la junta de Hacienda al hacer las adjudicaciones 
de tierras baldías, declaren la obligación que con- 
trae el comprador de indemnizar el costo que otro 
hubiere hecho de averiguación, deslinde, mensu- 
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iBf ét en moneda efeeiiva« como ordena el artícolo 

lá de U propia ley, para erilar litigio entre par» 

tes. 

Por S. E.— Pedro Cárh$ Gellineau. 

TICRRA8 baldías, rbsolijcion bjkcutiva ds 
23 DE MAYO DR 1851 declarafída qw uo exis* 
te ningvna disposición legal sobre su arren- 
. damienio : que tampoco está en las facultades 
del P. Ejecutivo alterar los hechos en virtud 
de las leyes anterior es^ sino en ciertos casos ; 
y que las personas que las posean sin título de 
propiedad^ deben satisfacer al tesoro las cuotas 
anuales devengadas ó por devengar, á juicio 
de expertos^ mientras no sean enajenadas, 

Repáblica d« Venezuela. — Secretaría dé Hacien- 
da, — Sección cuarta. — Numero 66. 

Caracas Mayo 23 de lb51, afio 22 de la 
ley y 41 de la independencia. 
8r. Administrador principal de Rentas internas 
de Guayana. 

En el expediente respectivo ha roca ido hoy la 
siguiente resolución: 

" Derogadas como están por la ley de 10 de 
Abril -de 1^48 8ol)re enajenación de tierras bal- 
días, la ley de 13 de Octubre de 18?!, el decreto 
de 11 de Junio de 1823, el de lo He Mnyo de 1826 
y enalefiquiera otras di^^posicione» que se opongan 
á aquella, no existe ninguna en la República qué 
trate de arrendamientos de dicho» terrenos ; y no 
estando en las facultades del Poder Kjecutivo al- 
terar los contratos le gal mente celebrados porvir. 
tud délas leyes que entonces rigieran, sino en los 
casos y términos que exi>resa el artículo 12 y sus 
correlativos de la propia ley de 10 de Abril de 
1848: y atendiendo á que hay muchas personas 
qtie de motí? propio 6 á pretexto de haber intro- 
ducido solicitudes de compra, están disfrutando 
de porción de terrenos baldíos en distintas provin- 
cias del Estado, sin pagar pensión alguna, ron gra- 
ve perjuicio de los intereses nacionales, y de las 
personas que desean reducir los mismos terrenos 
á propiedad particular, para sacar de ellos la utili- 
dad mayor posible, é tiempo que la piedad ha 
visto siempre estos bienes como el patrimonio de 
los pobres, y se ha empeSado en conservarlos 
para facilitar el progreso de sus fortunas, y con 
ellas el engraderimiento déla nación, se ha ser- 
vido S. £. el Poder Ejecutivo resolver: que los 
Sne sean poseed(»re<* de tierras baldías sin títulos 
e propiedad, están tn el deber de satisfacer al 
tesoro público las cuotas anuales que hayan de- 
vengado y devengaren 6 juicio de expertos nom- 
brados, uno por« el administrador respectivo de 
rentas internas, y otro por el interesado, mientras 
que las propias tierras no sean enajenadas confor- 
me á la ley de la materia. 
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wComuníqiiese esta restducion al Administra- 
dor de rentas internas de íh provincia de Gnaya- 
na en satisfacción de la consulta que ha dirigido con 
fecha 26 de Setiembre próximo jasado número 
lli y publíquese en la Gaceta oficial para que 
llegue á niHicia de los Gobernadores de provin- 
cia, oficinas superiores de Hacienda y demás ad- 
ministradores de rentas internns para su inteli- 
gentia y eficaz cumplimiento.'* 

Soy de U, atento servidor» 

Pedro C. Gellineau. 
TIERRAS baldías. REsoLecioK ejecutiva de 

25 üB JUMO DE 1851 declarando que el Pe- 
* der Ejecutivo no está obligado á venderlas , 

sino solo autorizado, según lo estime convenien' 

te. 

Secretaría de Hacienda. 
Caracas, 25 de Junio de 1851. 

Resuelto, — Visto el informe qUe precede. El 
articulo 7^ de la ley de 10 de Abril de 1848 no 
obliga sino autoriza al Poder Ejecuiivo pHra ven"- 
der determina'fas porciones de tierras baldías. Y 
estimando el Gobierno nt'cesnrias Ihs que existen 
entre las parroquias de Choroní y Colombia que 
aun noson bast. mes, -se^run 1» ley 13 título 7^ 
libro 49 de imiias, para ia extensión y egiflos de 
la naciente parroquia de Colombia citadn, único 
pneitode mar hubilitadode I» iniportaiite provin- 
cia de A ragua, declara subsistente la' nsolucion 
de 5 de Mayo último, y sin luchar la pretensión del 
Señor Juan Rdfael Castilb) Alvarcn^a, sobre com- 
pra de las mismas tierras. Instráya^eie de esta de- 
terminación, y comuní. Ufse al señor Gobernador 
de la referida provincia de Ar<igua á los fines 
convenientes; con advertencia deque los títulos 
de propiedad de que habla Ih mencionada resolu- 
ción anterior, ha de entenderse, de aquellas por- 
^ciones de tierras que legalmente justifiquen los 
vecinos de la referida parroquia de Colombia es- 
tar p(»seyendo por tiempo inmemorial, por heren- 
cia de sus mayores y por compras que ellos hicie- 
ran á los indígenas que las cultivaban, seguu el 
documento auténtico que tienon producido. 

Por S. E. — Gellineau, 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva dr 

2') DE JULIO DE 1851 permitiendo su arrenda- 
miento bajo ciertas condiciones. 

República de Venezuela. — Secretaría de Hacien* 

da. — Sección cuarta. — Número 94 

Caracas, 23 deJi.lio de 1851. 

Seílor Gobernador de la provincia de Guaya- 
na. 

En vista de la nota de US. de 21 del próximo 
pasado número 883, en que consulta los trámites 
que deben observarse para dar en arrendamiento 
algunas porciones de tierras baldías que se solici- 
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tan, mediante & que la ley de 10 de Aljírtlde \9my 
solo trata de enajenación. ile ellas, se ha servido 
el Poder Ejecutivo resolverla del modo siguiente: 

'« £1 objeto de la ley de 10 de Abril de 1848, es 
reducirlos terrenos buldíos á propiedad particu- 
lar para que cada uno délos dueños procure sa* 
car de ellos la utilidad mayor posible^ aumentán- 
dose así la riqueza pública ; pero como no. se opo* 
ne la citada ley al arrendamiento de las mismas 
tierras, y es por otra parte inconveniente á los 
intereses fiscales que entretanto se llena dicbo ob- 
jeto, dejen de producirle alguna renta, consiente 
el Gobierno en que por las respectivas juntas de 
Hacienda se celebren contratos de arrendamiento 
de las porciones que de dichos terrenos se solici- 
ten, mas con la indispensable condición de que 
desde cualquiet momento qt'e alguna ó algunas 
personas pretendan comprarlos, podrán ser enaje- 
nados, sin que los poseedores tengan otra pre- 
ferencia que la que adquieran en la subasta, si 
ofrecieren por ellos mayor precio. 

Tengo la honra de comunicarlo & US. para su 
inteligencia y cumplimiento. 

Soy de US. muy atento servidor. 

Pedr» C. Gelltneau. 
TIERRAS baldías, resolución ejegutivade 

30 DE SETIEMBRE DE 1851 fijaudo el objcto de 

la de 23 de Mayo del mismo año. 
Secretaría de Hacienda.. Sección cuarta. — Nu- 
mero 137. 

Señor Gobernador de la prorincia de Mérida. 

Caracas, Setiembre 30 de 1851. 
Al dictar el Poder Ejecutivo la resolución de 
23 de Mayo último, publicada en la Gaceta nú- 
mero 1 .020, á que US. se contrae en su pota de pii 
mero de Agosto próximo pasado número 85, dis- 
poniendo que en atención á que hay muchas per- 
sonas que de mutu propio 6 á pretexto de haber , 
introducido solicitudes de compras, están disfru- 
tando de porción de terrenos baldíos en distin- 
tas provincias del £8tado, sin pagar pensión al- 
guna, con grave perjuicio de los intereses nacio- 
nales y de las personas que deseen reducir los 
mismos terrenos á propiedad particular, para sa- 
car de ellos la utilidad mayor posible, debian sa- 
tisifacer al tesoro público las cuotas que hablan 
devetvgado y devengar in á juicio de e^cpertos 
nombrados, uno por el Administrador respecti- 
vo de rentas internas, y otro por el interesado, 
mientras que las dichas tierras no sean enajena- 
das conforme á la ley de la materia, tuvo S. E. 
por objeto favorecerles conservándoles, hasta que 
llegase este caso, en la posesión, que tienen de 
las propias tierras, y tan habia meditado, todas 
las observaciones que US. ahora explana en sa 
eit»dQ oficio, que fué por ellas q^ae cuid& de dH' 
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clarar lo qoe ee muy conforme eoo sus pateriift-- 
les sentimíeotos, á saber : " que la pi^ad había 
visto siempre estos bienes como el patrimonio de' 
los pobres, y empefiádose en conservarlos^ para 
facilitar el progreso de sus fortunas, y con ellas el 
engrandecimiento de la Nación." 

Dirigióse, pues, la mencionada resolución al 
cobro del canon legal que deben satisfacer los 
poseedores pudientes, en virtud del cuasi contra- 
to que resulta del consemimiento de. la una par- 
te (el duefio directo) y del de la otra, que se pre- * 
sume por equidad 6 por la utilidad que les re- 
dunda, porque no seria justo que del prove- 
cho que estos sacan de las tierras del patrimonio 
nacional, no hiciesen partícipe á la República ó 
lo que es lo mismo, ft los fondos de toda la aso- 
ciación venezolana ; y es por lo tanto muy sa- 
tisfactorio á S. E. no haber puesto en olvido qup 
la utilidad de un corto numero de personas aco- 
modadas debe posponerse á la de la generalidad 
que es la que coi>stituye la Nación. Así es que 
S. E. no tiene ningún motivo para temer que la 
resolución reclamada por US, y acogida con bue- 
nos resultados en las demás provincias, paed» 
causar los quebrantos que representa, ni que una 
medida tan racional y equitativa, como es aque» 
lia en sí, pueda turbar de modo alguno la tran- 
quilidad pública. 

Y es de este fugar invocar la conciencia de 
US., como agente natural inmediato del Gobier- 
no, para la conskleracion deque si la disposición 
de que^se trata no hubiera sido librada, los actua- 
les poseedores de dichos terrenos se cuidarían 
muy poco de adquirir la propiedad de ellos, y ese 
tesoro de subsistencias,, que puede sacar de la 
rniseria un gran número de familias pobres, ser- 
virla solo de cebo á la codicia de los ricos y de 
inútil recurso á los miserables. 

Sin embargo, S. E. al encargarme de hacer á 
US. esta manifestación, se há servido prevenir- 
me, que pida ft esa Gobernación un cuadro cir- 
cunstanciadt» de todos ios terrenos baldíos de 
cria y de Ihbor existentes en esa provincia^ con 
expresión del nombre de cada poseedor, si^io, 
parroquia y cantón á que corresponda cada por- 
ción de tienes, su extensión y límites, y si es po- 
sible, su valor aproximado, las fechas desde que. 
están ocupadas por contritos ó sin ellos, y cuan- 
to adeudan por arrendamientos, á fin de dictar 
en virtud de estos datos, la nedida general que . 
crea conveniente. 

Tengo la honra de comunicarlo á US, para so^ 

inteligencia y cumplimiento. -^Soy át. Pedro 

Carlos Gellineau. 

TIERRAS baldías, resolución bjbcvtita. 
DS 9 DsocT:UBK« OS L851 prohibiendo Moe^ 
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jenar 6 arrendar lasque $e hailen imáedia- 

tas á las scUiaas del Estado. 
Secretaria de Hacienda. — Sección cuarta. 

Caracas, Octubre 9 de 1851. 

Resuelto. — Visto el informe que precede. En 
atención á los perjuicios que se siguen al Era- 
rio de la enajenación de terrenos baldíos inmedia- 
tos 6 contiguos á las salinas del Estado^ particu- 
larmente si dichos terrenos se han de destinar á la 
cria de ganados ó bestias que destruyen con su 
tránsito eJ cuajo de la sal, S. £• el Poder Eje- 
cutivo se ha servido resolver: que las Juntad 
económicas de Hacienda no admitan ninguna so- 
licitud de compra, ni procedan al arriendo de< 
terrenos baldíos, inmediatos ó contiguos á di- 
chas salinas, hasta la distancia necesaria á jui- 
cio del mismo Poder Ejecutivo, á quien se dará 
cuenta en cada caso, para ponerlas á cubierto de 
los daTios que puedan causar en ellas los referi- 
dos animales, terminando, con esta r«*solucion, 
las diligencias que se hayan practicado y pe prac- 
tiquen con el enunciado fin. 

Comuniqúese, en circular, á los Gobernado- 
res en cuyas provincias tenga salinas el Estado, 
para su punttial cumplimiento. 

Por S. £. — Gellineau. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva 

DE 15 DE DICIEMBRE DE 1851 estableciendo 

las formalidades con que ha de darse in ar* 

rendamiento, y el precio que debe fijarse á este 

Secretaría de Hacienda. — Sección cuarta. 

Caracas, Diciembre 15 de 1851. 

Resuelto* — Todo el que aspire al arrenda- 
miento de un terreno baldío debe presentarse por 
escrito ante la respectiva Junta de Hacienda so- 
licitando el terreno, ó ya declarado baldío, con 
expresión del número de fanegadas y de los lin- 
deros que la^ comprendan, ó ya denunciándolo 
como tal, para que, previa la correspondiente de- 
claratoria, se le conceda en arrendamiento. La 
Junta de Hacienda oirá al ministerio fiscal, y si 
no resultase inconveniente acerca de la propie- 
dad que el Estado tenga sobre los mencionados 
terrenos por su cualidad de baldíos, contratará 
el arrendamiento exigiendo al arrendatario In 
fianza suficiente á su juicio, é imponiéndole las 
obligaciones que expresa la resolución ejecutiva 
de 23 de Julio último. £1 acta que contenga el 
contrato se registrará, y de su registro se pasará 
testimonio á la Secretaría de Hacienda para su 
inteligencia y gobierno. 

. Y en*cuanto al precio de estos arrendamientos^ 
como él debe ser mayor ó menor, segun la situa- 
ción j cualidades de los terrenos, circunstancias 
qioe dobeo averíguarsa ooo interés para no per« 
jacKcar al Estado, la respectÍTa Junta de Hacieii- 



TIE 



da, oyendo el Informe jurado de dos personas 
bien calificadas por, su probidad 6 inteligencia, 
las cuales serán nombradas, una por la Junta y 
otra por el peticionario, determinará la cantidad 
que en efectivo y por cada «fenegada, segun su 
mérito, deba pagar el arrendatario al fin de cada 
año, por precio del arrendamiento. 

Comuniqúese ¿ los Gobernadores, de provin- 
cia para su cumplimiento, y publíquese. 

Por S. E. — Gellineau. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva 
DB 21 de £nero de 1862 recomendando á 
los Gobernadores celen sobre que al hacerse su 
averiguación se respeten las propiedades par- 
ticulares^ y, con especialidad, las de los indi- 
genaSé 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Sección l^- 
Caracas, 21 de Enero de 1852,23 y 42. 
Circular— Señor Gobernador de la provincia de ... . 

Atendiendo la ley al clamor general de los 
venezolanos que aspiraban á obtener porciones 
de tierras baldías para formar establecimientos 
de agricultura y cria, mandó proceder en conse- 
cuencia á la averiguación formal, deslinde, men- 
sura, y justiprecio de las que existiesen en la Re- 
pública para adjudicarlas en subasta á los mejo- 
res postores. Tuvo el legislador en esto la do- 
ble intenci(m de aumentar el patrimonio parti- 
cular, que se atiende siempre y adelanta con ma- 
yor esmero, y de acrecer á ia vez los ingresos 
ílel tesoro por el precio consiguiente de las ena- 
jenaciones: sin embargo, este propósito justo y 
nacional, se ha convertido desgraciadamente en 
algunas partes en molestia y ruina de los indí- 
genas, que son perturbados en sus posesiones y 
maltratados en sus propiedades por los acusado- 
rea de baldí«»s, obligándoles á seguir juicios cos- 
tosos y á distraerse de sus trabajos rura- 
les aumentándose con tan injustos pro- 
cederes el malestitr que aqueja á esta clase infor- 
tunada de venezolanos. 

Repetidas son las qmj.js que vienen al Des- * 
pacho dtí S. E. el rresidonte do la República en 
que patentizándose la legítima posesión de los 
^ indíger>as, se ostenta también U violenta per- 
I turbación que se les hace en sus resguardos á 
pretexto de deslinde, mensura y adjudicación de 
baldíos; y bien instruido de todo, deseando S. 
E. que se guarden y ejecuten las leyes con to- 
da puntualidad, sin que de ellas se tome ocasión 
para inquietar á vecinos pacíficos y laboriosos, 
me ba prevenido decir á US. que debe tomar to- 
do el interés posible para que en las diversas ope- j 
raciones que se practiquen para la averiguación 
y venta de los terrenos pertenecientes al patri- 
monio nacional, ee respeten las propiedades de 
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los particulares, muy especialmente la de los ifi- 
(lígenas ; bien sean que tengaa títuloa adquiri- 
dos, ó bien que no los tengan, con tai que su po- 
sesión sea de la que el derecho reputa por inme- 
morial, ó pueda justiñcarse | or alguno de los 
modos que las leyes conceden. S. E. encarece 
el celo y conocido patriotismo de US. al cumpli- 
miento de esta medida, que los abusos en sen- 
tido contrario hacen ya del todo indispensable. 
Soy de US. atento servidor, — Pedro C. Gellv 
neatv. 

TIb)RR4S baldías, rksoldcion ejecutiva de 
11 DB FEBRKiio Diu 1852 dc quc sc deduce que 
mientras no esté concluida cualquier contro- 
versia al acto del deslinde^ no debe hacerse 
su adjudicación» 

Secretaría de Hacienda. — Sección cuarta. 

Caracas, Febrero 11 de 1852. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de Bar- 
celona. 

Consta de la diligencia que aparece suscriba 
ante el juzgado segundo de paz de Santa Rosa, 
en Julio de 1851, que ciludo el sefior Cisárco 
Grimon para asisúr al deslinde del terreno de Mo- 
ricliito acusado por el senor Joaquin Machado 
como baldío, se opuso aquel á ^ue se practicase 
ninguna «peracion, porque sostenía que dichas 
tierras pertenecían al cuerpo de bienes dejado 
por su padre á su fiíllecírnienin, y en semfjante 
estado de cos s, no ha debilo Id junta de Hacien- 
da proceder á IK'var á efecto la adjudicacirn, 
mientras no se decidiese la conlróver^ta que susci- 
taba Griíncm, con tanta menos razón, cuanto que 
el decreto reglamentario de la ley de 10 de Abril 
de 184S previene que, pnra hacerse el remate y 
adjudicarifn de las tierras acusadas como bal- 
días, es indispensiible que, con toda claridad cons- 
te, que Son efVctivamente tales. Por estas razones 
que el Poder Ejecutivo estila fundadas y legales, 
ha resuelto : que se devuelva este expediente á 
US. para que luego que la controversia suscitada 
por Grimon haya terminado, quedan»!© en claro 
que el lein nv) de »'.Morichito" es realmente bal- 
dío, se le adjudique al seilor Joaquín Machado, 
y vuelva 10 lo ai despacho de S. E. para la espe- 
diciou del título correspondiente. 

Publíque.'e.— -Por S. K—Gellineau. 
TIERRAS baldías, kksoluckkn ejecutiva de 
19 PE FKUKKRo Db ( 852 {¿¿ ^tfe se deduce que 
debe hacerse judiiiulmenle la averiguación de 
baldío que previene la ief^ y que no debe ha" 
cerne su adjudicación antes del termino pre^ 
fijado por el artículo IQ de la misma* 

Secretaría de Hacienda* — Sección coarta* 
Caracas, Febrero 19 d« 1652« 
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Resuelto. — Dignase al sefior Gobernador de 
Barquisimeto. 

Presenté al despacho de S. E. el Poder Ejeca* 
tivo el expediente en que el señor Miguel Rome- 
ro solicita comprar el sitio baldío llamado las '«Ve- 
ritas/' y habiendo notado S!$. E. que la averigua- 
ción que previene la ley no se ha hecho judicial- 
mente, y que la adjudicación se verificó antes del 
término prefijado en el artículo 10 de la ley déla 
materia, ha resuello que se devuelva el expedien- 
te á esa Gobernación para que se subsanen las 
faltas indicadas, debiendo tener la junta de Hacien- 
da el cuida lo mas esmerado en que los asuntos 
vengan al despacho sustanciados con todas las for- 
malidades requeridas en el derecho, así para 
obviar costos á los interesados, romo para facili- 
tar al Gobierno la resolución final que debe dar. 

Por S. K—Gellineau. 
TIERRAS baldías, kksolucion ejecutiva de 
22 DB MAYO DK 1852 declarando que cuando 
en una mensura hubiere error, no por eso el 
acusador deja de tener derecho, como arrendata^ 
riof al exceso, y, llenos los requisitos necesarios, 
á su adjudicación. 
República de Venezuela.— Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Sección 4a 

Caracas, 22 de Mayo de 1^53, 23 y 42l 
Dígase al sefior Gobernador de la provincia de 
Barqiiis¡nr.eto. 

Instruido el Poder Ejecutivo di 1 expediente 
promovido por el señor Jt»sé Tomas Lugo para 
comprar uu.i cantitlad de fanegadas de baldíosen 
el sitio nombrado '^Cujisal," existente en jurisdic- 
ción de la parroquia de Tacarigua del cantón Va- 
rita gua de esa provincia, el cual se sirvió U8. 
acompañar á su comunicación de 17 de Setiem- 
bre próximo pnsHdo, número 49, con el fin de que 
el Supremo Gobittrno acordase el temperamento 
que debia tomar la junta de Hacienda en el em- 
barazo que suscitaba la op«»sirion que hacían é 
Lugo varios vecinos del mismo canten y la junta 
comunal de Tacariguí>, S. E. ha tenido á bien 
disponer se inserte á US. la resolución siguiente: 

** Es un hecho que si hubo err«»r en la mensu- 
ra del "Cujisal'* y comprende este sitio conside- 
rabí emente mas terreno de las ciento selenta y 
media fanegadas que calcularon los peritos qnv 
la hicieron, este error que no batitaHa á anular 
una renta cuando esta se hu^Mese hecho sin con- 
sid«!rack>n á la medida, tampoco puede quitar & 
Lugo su carácter de arrendatario de todo el sitio 
que pidió y obturo eo ar renda míenlo. Lugo de* 
berá pagar los arrenda míen tus anuales correspon- 
dientes al náraerodeianogadas que ooDtengv ^et 
''Cujis»r de mas de las ciento sesenta y ih#éia 
expresadas; ^n «ale eeocepio tiene preferencia 
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sobre Jos demás que han Acusado tierras en dicho 
sitio, debiéndoseles este abjudicar por la junta de 
Hacienda luego que se haya mensurado por agri- 
mensor pábiíoo y justipreciado con arreglo ala 
resolm^jn de 16 de Mayo de 1851.» indicada en 
la GacRa de Venezuela numero 1020. Mas como 
la junta comunal de Tararigua se opone á la ad- 
judicación porque asegura que es perjudicial al 
incremento y progreso de U parroquia, la juma 
de Hacienda debe indagar lo cierto, suspendien- 
do la ft'Iju iicacion, 6 contrayéndoia á la pnrte de 
Ierren» queno necesile dicha parroquia, ó que 
re«*4>é¡tándol», no hnya en su jurisdicción otro ter- 
reno 6til que pueda destinárselp. — Devuélvase el 
expediente original álos ñnes de esta resolución. 

Por S. R. — Gellineau. 
TIERKAS baldías, dkcrbto de 23 de marzo 
DE 1853 concediendo una lecompensa en ellas 
á los htrederofi de los- sargentos^ cabos y suida- 
dos* 
El Senado y Cámara de Represen tanf es de Ja Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 

i o Que es un deber del Congreso, como órga- 
no de la graiilud nacional, aliviar ia triste situa- 
ción de los herederos de los sargentos, cabos y sol- 
dados que han fallecido ¡c^irviendu, ó decipües de 
hecho stírvi('i<»3 importantes á la patria. 

2S¡ Que solo las viudas, huérfanos y padres de 
los Generales, jefes y oñoiules gozan de monte- 
pío militar. 

3/ Y que por lo mismo el Congreso constitu- 
yente de (Jidombia en el artículo 5^ de su decre- 
to de once de Octirbre <ie mil ochocientos veintiu- 
no recomendó á \oa futuros Congresos que cuan- 
do se disminuyeran las atenciones de la guerra y 
se vieran los aumentos de las rentas nacionales, 
ae procediese á hacer recompensas en favor de 
las viudas, huérfanos y padres de los que no tie- 
nen opción ai montepío. 

Decretan : 

Art 19 Be acuerda una recompensa en tierras 
baldías de labor ó de cria ft las viudas, huérfanos 
y padres de los saijentos, cabos y soldailos muer» 
t08| siempre que comprueben que estos prestaron 
servicios en la guerra de la intlependeneia ó áfa- 
Tor de las instituciones de la patria. 

Art 29 -Bsta recompensa se distribuirá bajo 
Iftiforiaa siguiente : 

10 A cada viuda de los sargentos ^sin hijos 
oohtt fanegadas de tienrv de labor: si tuviere un 
hijo seis fanegadas para ella y tres para su h'jo ; 
yAiiliwiere mas 4e un hijo seis faiiegadajs pata 
eli%\9-4M ptra catia uno de estos. 

f^O. A. loabttérfaaoa de loe sargento» no eaie- 
tien¿o la Tiada^taoibien oebe ÍMiefftdeeei 
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dieren de cuatro, y si excedieren, dos fanegada? 
para cada uno de ellos. 

39 A los padres de los sargentos que no hayan 
dejado viudas ó hijos, ocho fanegadas, 

49 A cada viuda de los cabos sin hijos, siete 
fanegadas: si tuviere menos de tres hijos, cuatro 
para ella y tres para estos ; y si tuviere tres ó 
mas hijos, cuatrn^fa negadas para ella y una para 
cada uno de estos. 

50 A los huérfanos de los cabos no existiendo 
la viuda también siete fanegadas; pero si los 
huérfanos excedieren de tre;*, se duran dos fane- 
gadas á cad% uno. 

69 A los padres de los cabos que no hayan de- 
jado viudas ó hijos siite fanegadas. 

79 A cada viuda de los soldados sin hijos seis 
fanegadas : si tuviere menos de cuatr > hijos, tre!4 
para ella y tres para e?<tos ; y si tuviere cuatro ó 
m 8 hijos, tr(S para ella y una para cada uno do 
esto*». . 

89 A los huérfanos de l.»s soldados no existien- 
do la viuda también seis fanegadas ; pero si los 
huérfaro^ excedieren de dos, se darán dos fanega- 
das á cada uno. 

09 A los padres de Insstddados que no hayan 
dejado viudas ó hijos seis fanegadas. 

Art, 39 Si los acreedores á la recompensa pi- 
dieren tierras de cría en vez de las de labor, ó do 
rria y de labor al mii^mo tiempo, se acceder^ á la 
solicitud guardándose la debida proporción : á 
cuyo efecto se declara que nna fanegada de labor 
equivale á diez fanegadas de cria. 

Art. 49 L'ís tierras se concederán en el lugar 
que los recompensados quieran ; y loca al Poiler 
Ejecutivo disponer que se les ponga en posesión 
sin costo alguno para ello?, expidiéndoles el título 
de propiedad conforme á esta ley. 

Art. 59 Los jefas políticos de los respectivos 
cantones serán los encargados df) poner en pose- 
sión según la orden del Poder Ejecutivo llevando 
un registro en que se «"xprese la porción de tierra, 
su calidad, el punto de ubicación, el nombre del 
interesado y la fecha de su posesión: de todo lo 
cual darán aviso al Gobernador de la provincia 
para que este lo haga al Poder Ejecutivo. 

Art 09 El mismo Poder Ejecutivo dispondrá 
también l'i conveniente en orlen al modo y tér- 
mino con que las viudas, huérfaios y padres de* 
ben pedir y justificar su derecho ala recompensa; 
bien entendido que todo lo que concierna á estas 
diligencias se practicará en papel común formán- 
dose expedientes. 

Apt 7^ Ee condleinn indispensable que los ^ 
agraeiaáeeculnvenf por sC ó por medio d« 8usdeu« 
dee 6.&UBUiAieis sue comlogmites de tierra, y no 
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podrán enajenarla sino después de cinco aSo&de 
dicho cultivo. 

Art. 89 En e] caso de enajenarse ^Otes volve- 
rán las tierras al patrimonio de la Nación perdien- 
do el comprador su precio. 

Art 99 El Poder Ejecutivo informará al Con- 

Í^reso en el curso de sus presentes sesiones sobre 
a cantidad que prudencialniente estime necesa- 
ria para cubrir los gastos que puedan ocasionar la 
mensura, deslinde y entrega que deben hacer los 
jefes políticos de las tierras destinadas á esta de- 
mostración de la gratitud nacional, & fin de que se 
incluya en el presupuesto. # 

Dada en Caracas á 18 de Marzo de 1853, 24 
de la ley y 43 de la independencia. — El Vicepre- 
sidente del Senado, Jesús María Olaechea. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, José 
Silverio González. — El Secretario Suplente del 
Senado, Gerónimo Pompa, — El -Secretario déla 
Cámara de Representante», J. Padilla. 

Caracas 23 de Marzo de 1853, afio 24 de la ley 
y 43 de la independencia. — Ejecútese. — JoséGre- 
gorio Moíiágas. — El Secretario de Guerra y Ma- 
rina, Juan Muñoz Tébar. 

TIERRAS baldías, decueto ejecutivo de 10 
DE ABRIL DE 1853 reglamentando el anterior^ 

José Gregorio Monáoas, General de División 
Presidente de la República^ &, &, &. 

En ejecución de la ley de 23 de M«rzodel pre- 
sente año que concede una recompensa en tier- 
ras baldías á los herederos de los sargentos, cabos 
y soldados que han fallecido sirviendo, ó después 
de haber prestado servicios importantes á la pa- 
tria, y de conformidad con lo dispuesto por el ar- 
tículo sexto de la misma. 

Decreto : 

Art. 19 Los individuos á que se contrae el ar- 
tículo primero de la mencionada ley comprobarán 
su derecho al goce de los terrenos que por ella se 
señalan: 

1° Con los títulos ó nombramiento de los sargen- 
tos ó cabos, con las fíliacionCA de los mismos y las 
de los soldados que existan archivadas en las ma- 
yorías de los respectivos cuerpos, con la decla- 
ratoria de haber militar, ó con listas de revistas 
compelentemente autorizadas. 
' 29 Con declaraciones jurídicas de dos jefes 
que acredítenlos servicios del respectivo causan- 
te y su muerte, si esta tuvo lugar en campaña 6 
acción de guerra. 

39 ^<^n las certificaciones y demás documentos 
admitidos por las leyes para todos los efectos ci- 
^ viles que justifiquen la muerte de quien se derive 
el derecho, no habiendo tenido lugar en cam- 
paña 6 acción de guerra, la lefitimiilad i»\ matri* 
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roonio, la de loe hijos y padres y el estado da 

viudedad de la madre. 

Art* 29 Las viudas, huérfanos y padres de los 
sargentos, cabos y soldados agraciados por la ley 
tienen derecho, en sus casos, á las asignACÍünes 
en tierras baldías demaicadas por el artíRlo se- 
gundo de ella. 

Art. 39 Los individuos que se creyeren iavo* 
recidos por la citada ley ocurrirán con sus solici- 
tudes por conducto de los respectivos Gobernado- 
res al Ministerio de la Guerra, donde se exami- 
narán, y decretarán pasándose, en caso favorable, 
á la Secretaría de Hacienda para la expedición 
del título de los terrenos que á cada uno de los 
peticionarios corresponda y ellos mismos eligieren. 

Art. 49 Los Gobernadores de provincia cuida- 
rán que los jefes políticos de los respectivos can- 
tones cumplan exactamente con lo dispuesto en 
los artículos quinto, séptimo y octavo de la ley, 
dando cuenta á la Sectelaría do Guerra de todo 
aquello que eti su concej)to demande una resolu- 
ción ejecutiva. 

Art.' 59 Los funcionarios á quienes toca el 
cumplimiento del presente decreto tendrán presen- 
te que todas Jas diligencias que hayan de practi- 
car ios interesados para la comprobación de su 
dererhd se extenderán en papel común.'. 

Art. 69 La Secretaría de hacienda impondrá 
á las Honorables Cámaras Leofislativas en sus 
presentes sesiones, sobre la cantidad que á su jui* 
ció se crea necesaria para cubrir los gastos in- 
dispensables en la ejecución de la ley, 

Art. 79 El Secretario de Estado en los Despa- 
chos de Guerra y Marina, queda encargado de la 
ejecución de este decreto. 

Dado : ñrmado de mi mano : sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo ; y refrendado por el 
Secretario de Estado en los Despachos de Guerra 
y Marina, en Caracas, á 10 de Abril de 1853, 2A 
y 43. 

José Gregorio Mondgas. 

Por S. E. — El Secretario de Guerra y Mari- 
na, 

Juan Muñoz Tébar* 
Es copia. — Muñoz Tébar, 

TIERRAS BAL&iAs. Regi^jtro de los títulos de 
propiedad. Véase Registro^ R. £. de 18 de Se- 
tiembre de 1852. 

TIERRAS baldías. Exención de pago de ar- 
rendamiento & favor de los que estableaean en 
ellas posadas ó ventas. Véase Posadas y «s»* 
tüB^ art. 3, 6 y 6. 

TIERRAS baldías, dhorrto be 18 b« áSMi. 
DE 1840 cediendo á las promndaf de Mériday 
TVujillo hasta quinientas fanegadas para la 
apBfiura dé sus eammo9. 
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El Senado y Cámara de Re presen (antas de U Ra- 

p6b)ica da VenezueU reuniíios ea Caogreao. ,' 
Considerando : 

19 ftue Iu8 esfuersua hechos hasta ahora . 
Ib DipBauion de Méridaen favor de la aperAV 
de caininuB han sido jnüüles. ^ 

29 Q.ue tanto esta provincia como la de Tfir- 
jillo permanecen en esudo de sumo atraso y de- ' 
cadencia en todos siisramoa por la falla de co<t)u- 
nicaciones fácilea háciü los puerloaj y de ellas 
mismas c^n eus vecinas entre sí, 

39 Q. t los enormes distancias de unas i. otras 
y Hiis mrrenus aunque feraces, quebrados y mon- 
luoaoa, tiucen eoibaruzosa y difícü la apertura He 

49 Que «i bien no seria conveniente en las ac- 
tuales cirirunatancias el resolver en general sobre 
la enajenación de tierras bnliiíus, no obstante la 
que alioia se haga parcialmente en faTor de la» 
menciiminlaa provincias, al pafO que las fomenta 
y enriquece faciliiánduled loa medios de extraer 
sus fruius, reüuye también directamente eji bien 
del Estado, por cuanto los inmensos baldíos que 
en ellas existen, haciéndose reconocidos, recibirán 
un Bumenlu considerable en su vnlur,y vendrékaá 
tener demanda que de otro modo no tendriaii. 
Decretan ; 

Art. 19 Se autoriza al Poder Ejecutivo pan 
que en favor déla apertura'y composición de loa 
caminos, que conduzcan de las provincias de Mfi' 
ridtt y Triijillo h&cia el Lhgo de Marscaibo y pro- 
vincias de Apure y Barínes, pueda poner á dispo- 
sición de las respectivas diputaciones, para que 
por ellas se díitribuyan en cada vía á individuos, 
ya sean nacionales 6 eslranjeroe, hasta quinientas 
fanegadas [le tierral baldías del Estado. 

Art 29 L^ diputaciones respectivas en cada 
caso declararán previamente la porción de baldíos 
de que necesitan dentro de la base establecida 
en el arifi:ulu anterior, y ocurrirán a] Poder Eje- 
cutivo pura que dé so aprobación y disponga lo 
cDirveníerite, ya en cuanto al interés del Estado, 
para que no se ocupen mas tierras que las desig- 
nadas y cedidas, ya para «ue los donatarios ad- 
quieran el título de propiedad de los terrenos que 
se les distribuyan luego que los caminos & que es- 
tán eontiruos queden d» todo panto realizados. 

Art 39 Ningna donatario podrá adquirir por 
este título mas de Teinticinco fanegadas de tierra 
en cada punto de posada ; y ai tío eampliere con 
las condieiones qna m le impusieron al tiempo de 
concedérselas, quedara de heeho sin efecto la do- 
iwd<m, y el l«rreno á disposición de la diputación 
pToriDcial respectÍTa, para que lo aplique aJ mis- 
mo objeto. 

An. 4° £1 Poder EjecotiTOi al ma» «tte anlo- 



risKÍpn, establecerá las reglas que juzgue con- 
ij^ii^flles para que no queden infructuosas las 
.mirrií ifi este decreto. 
- ("Wjftn Caracas á 11 de Abril He 1840, año 
I ; '/at B ley y 30 de la independencia.— El Pre- 
íjiiÁ-Séoel 3ena<lo, FmnciKo Aranda. — El Pra- 
aJÉenle de la Cámara de Representante?. Juan 
Nep amaceno Chaves. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freiré. — El íiecretario de la Cámara 
de Representantes, Rafael Acevedo. 

Sala del despacho.— Caracas Abril IS de 1840, 
afloll'' delaley ySOdelnindependencie. — Ejeca- 
tese.— José0 Páez.— Por S. E.— El Secretario 
de Estado en Ins Despachos del Interior y Justi- 
cia, Ángel QuinteroA 

TIERRAS baldías, resolución gjkcdtiv* oe 
19 DE H*Yi> DE 1841 declarando que laf Di- 
putaciones prooincialeí de Méndn, y Tniji- 
lió, Maracaxbo, Apure y Batínts pueden ex- 
presar para, su concesión las que necesileit 
para la apertura y composición de los cami- 
nos que conducen de las dos primeras pro- 
vincia» á las treí últimas. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas Mayo 19 de Í8JI. 120 y 319 
En USD de la autorización concedida al Po- 
der Ejecutivo por el articulo 49 del decreto de 
18 de Abril del aüo próximo pasado, sobre con- 
cesión de tierras 6 algunas provincias para la 
apertura de sus caminos. 

Se resuelve : 
Art I<^ Las Diputaciones provinciales da 
Mérida, "iTrujillo, Maracaibo, Apure y Esrínae 
pueden declarar que nece-iían tierras baldías de 
las ubicadas dentro de loa limites He cada una de 
dichas provincias en favor de la npertiira y com- 
posición de cada uno de los caminos que con- 
duzcan de Isa dos primeras provincias hacia las 
tres últimas, en virtud de la facultad que para 
ello les concede el decreto de 18 de Abril He 
1840 sobre la materia. 

Art. 29 Cada Diputación sola podrá decls' 
rar que necesita para una vía dentro de sus res- 
pectivos límitea hasta de doscientas cincuenta fa- 
negadas ; pero si se demostrase que una misma 
ría tiene en una provincia mucho mas largo que 
en otra, el Poder Ejecutivo designará el núme- 
ro de fanegadas de que en ese caso especia) pue- 
dan disponer las respectivas diputaciones dentro 
de la^ quinientas correspondientes A csda via. 

Art. 39 Las expresadas Diputaciones harán 
la declaratoria de que tratan los artículos ente* 
ñores llegado el caso de la apertura ó coroposi- 
eioii de algún camine por alguna empresa, ó el . 
de lasolioilud da algún particular para el esta- 
blocimisnlo ti* alguna posada. 
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Art 49 Las declaratorias de las Diputaciones 
eomprenderán : 19 designación inequívoca del 
camino que se trata de favorecer con expKeáion 
de su principio, dirección y término: 2^ expo 
sicion del caso que ocurra para motivaf Sli'hfr 
declaratoria: 39 número de fanegadas quesee 
necesiten : y 49 indicación de los puntos en q^e 
deban concederse. 

Art. 50 Hecha la declaratoria ocurrirán las 
Diputaciones al Poder Ejecutivo para la corres- 
pondiente aprobación, y obtenida esta^ podrán 
disponer de las tierras en favor de las empre?as 6 
individuos, con tal que no se coni^^n á nin- 
gún donatario en un mismo puirtl^de posada 
mas de veinticinco funegada». 

Art. 69 La concesión llevará anexas las con- 
diciones que las Diputaciones tengan á bien im- 
poner en cada caso ; pero será condición indis- 
pensable el que los donatarios no adquirirán el 
título de propiedad de los terrenos que se les 
distribuyan hasta que lus caminos á que estén 
contiguos no estén de todo punto realizados. 

Art. 77 La» Diputaciones dispondrán jjue den- 
tro del primer af!o en que los donatario«i entren en 
posesión de los terrenos cedidos se hagan medir 
y alinderar por los Gobernadores las fanegadas 
de cada donación, valiéndose al efecto de agri- 
mensor si le hay en la provincia, y por su f^^ilai 
de personas honradas é inteligentes. 

Art. 89 Realizadas todas las condiciones, los 
donatarios por sí ó su poder podran ocurrir al 
Poder Ejecutivo para adquirir el título de pro- 
piedad ; debiendo comprobar ajuicio del mis- 
mo Poder Ejecutivo la concesión de la Diputa- 
ción y el cumplimiento de las condiciones ; y 
acompafiando precif^amente el plano del terreno 
ai la mensura fué h»'cha por agrimensor, 6 el do- 
cumento correspondiente en caso contrario. 

Art. 09 En cualquier tiempo que resulte que 
por defecto de la mensura hecha solo por inte- 
ligentes se ha comprendido en una concesión ma- 
yor cantidad de tierras de las contenidas en la. 
cesión, se tendrá como no cedido dicho exceso, 
que volverá al patrimonio nacional. 

Art. 10. El título de propiedad comprenderá 
la concesión hecha por la Diputación provincialt 
la mensura y alinderamientn del terreno y la re- 
solución que en .<«u oportunidad libre el poder 
Ejecutivo. 

Art. II. Comuniqúese á los Gobernadores de 
Apure, Harinas, Trujillo, Marida y Maracaibo y 
pubiíquese. — Por S. £• — Quintero, 

TIERRAS baldías» Resolución b/bcuti va db 

28 DB FEBRERO DB 1852 declaraudo que debe 

* suspenderse el curso de toda solicitud sobre 

compra de ellas en el liloral del lago de Ma* 



TIB 

racaibo perteneciente á la provincia de Tru» 
jillo, hasta que la Diputación de esta designe 
las tierras que quiera ó necesite, con arreglo 
al decreto anterior. 

Secretaría de Hacienda. — Sección 4^ 

Caracas, Febrero 28 de 1852. 
Resuelto.— Dígase al Sr. Gobernador de la pro- 

vinria de Trujillo. 

S. E. el Poder Ejecutii'o ha considerado con 
el detenimiento y madurez indispensable los 
acuerdos de la Junta de Hacienda de la provincia 
de Trujillo dados por consecuencia de las solici- 
tudes del señor Alejandro Boyer, relativas á exl-> 
gir la adjudicación en propiedad de 210 fanega- 
das de tierras baldías sitas en la seiba, parroquia 
del cantón Escuqu^, sobre las costas oríen tales 
del lag(» de Maracaibo ; y bien impuesto de todo, 
se ha servido dictar la resolución que sigue: 

El decreto legislativo de 18 de Abril de 1840 
concedió á las provincias de Mérida y de Truji- 
llo hasta quinientas fanegadas de tierras baldías 
del Estado para la apertura de sus caminos que 
conducen hacia el lago de Maracaibo ; y movió 
la voluntad del Legislador á hacer esta concesión, 
el «stado de sumo atraso y decadencia en que 
permanecían dichas provincias, precisamente por 
la falta de vías de trasportes, fáciles, á sus puer* 
tos naturales, que son las costas orientales y me* 
ridionaies, del lago de Maracaibo. Posteriorroea 
te al decnto expresado, se dio otro en O de Abril 
de 1850, en que después de un maduro y deteni- 
do examen y con presencia de antiguos títulos^ 
se fijaron por fin los límites entre las provincias 
de Maracaibo y Trujillo ; reconociendo los legis* 
ladores, que las aguas de dicho lago eran el lí- 
mite natural de ambas provincias, y manifestan- 
do 6 la vez el deseo que les animaba de contri- 
buir eficazmente por todos los medios razonables 
á salvar á la última del estado de ruina y postra- 
ción en que se hallaba. Por el artículo lo de este 
decreto quedó sujeto á la jurisdicción de Trujillo 
todo el litoral comprendido entre el río Motatan 
de los negros que demora al Norte^ y las aguas 
del Focó que corren, al Httr ; y no hay duda aN 
gnQa qtoe por-esta aceitftd^ disposición se ha fb* 
mentado y enriquecÁdo la* prerincia de Trujillo, 
facilitándole medías expeditos de traer a*» frates, 
y abriéndole una comuoicaoion pfopta y directa 
con las aguas del Océano. 

Es visto, pues* caal ha sido el pensamienlo 
constaote del Legislador ; y ese penaanoieAto, sa» 
fícientemenie conocido, pauta al Poder Ejecutivo 
la conducta que en la cuestion presente debe ob» 
servarse, siendo un principio iocnntroyertible q«e 
cuando se conoce con certeza la razan que ka. 
\ determinado la voluntad del Legislador, sedt'- 
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ben aplicar los actos posteriores de un modo con' 
veniente á aquella míima razón. 

Si se adjudicasen hoy al señur Boyer las 250 
fanegadas de tierras baldías que propone com- 
prar, dejarían de tener efecto las saludables iruen- 
ciones oel Legislador, y sus decretos serian com- 
pletamente VHnos é ilusorios, perdiendo las pro- 
vincias agraciadas el derecho que incuestionable- 
mente les compele, de escoger las 500 fanegadas 
con que las regaló el decreto de IB de Abril- de 
1840j en aquelks lugares que mas convenientes 
pudieran serles. 

Por otra parte, la adjudicación de los terrenos 
que pide el peñor A. Boyar pudiera presentar 
mas después justos motivos de reclumos y com- 
petencias, siendo cierto que, mientras las Honora- 
bles Diputacion**s pr«)viiicialfs de Mérida y Tru- 
jillo no designen laa quinientas fanegadas A cuya 
posesión tienen derecho por eJ citado decreto de 
1840, el Poder Ejecutivo debe «bslf nerse de ena- 
jenar los baldíos que comprenden aquellas pro- 
vincias ; porque de lo contrario seria estrechar- 
las, no á elegir la porci<»n que les corresponde, 
sinoá recibir Ja parte, buena ó msila, que quedase 
libre, cuyo resiiita<io no salir faria de ningún mo- 
do ia inteiirion equitativa de las leyes. 

Por tanto, el Poder Ejecutivo aprueba lo acor- 
dado p.-)r la Junta de Hacienda de Trujillo y 
manda en coriseruc ncia que se suspenda el cur- 
so de la solicitud del señor Alejandro Boyer y 
cualquier» otra que se haya hecho sobre compra 
de baldíos sitos en el litoral del iaiío de Maracai- 
bo perteneciente á 1» provincia de Trujillo, hasta 
que la Diputación de esta provincia designe las 
tierras que (juiera o necesite deutro de las que 
les corresponden, pnrn la ítperlnra de sus vías de 
comunicación, con arreí^lo á los Decretos logisla- 
lativos vigentes. )l como la demora indefinida de 
la designación que deben hacer las provincias de 
Mérida y Trujillo, truena al Estado graves per- 
juicios, que el Poder Ejecutivo desea evitar en 
cuanto sea posible, recomiéndese á los Goberna- 
dores de ambas provincias, que pidan á las res- 
)ectivas diputaciones la dación de la ordenanza 
en que í^e haga de un modo claro y bien expresi- 
vo la designación de los terrenos con que han si- 
do Agracia<Í08. 

Piiblííiuese.— Por S. E.—Gellineau. 
TlERl^AS baldías, decrkto de 16 de abril 
DE 1847 concediendo cinco leguas á los herede- 
ros del comandante Puntalean Guzman en 
clase de indemnización. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en cüj)greso. 

Considerando : 
10 Que la Diputación provincial de Barcelona 
erigió la parroquia de Santa Bárbara, una de las 
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del cantón Soledad, en terrenos pertenecientes al 
Comandante Pantaleon Guzman, á condición de 
indenintzar á este las cuatro leguas que cedía, se- 
gún la ordenanza municipal de aquella provincia 
de léde Noviembre de 1831. 

29 Que ft mas de las citadas cuatro leguas, 
convino dicha corporación en la indemnización 
délos gastos que el cedenle Guzman hiciera en 
la justificación de baldíos, mensura y demás dili- 
gencias que se hubieran de practicaí para oble* 
ner el reintegro de los terrenos cedidos con aquel 
fin; y por último que la devoiucicm ó cange del 
terreno ocupado en la creación de la citada par- 
roquia de Santa Bárbara, debe hacerse de los bal- 
díos correspondientes al patrimonio nacional; usan- 
do de la atribución 13^ del artículo 87 de la Cons- 
lilucion. 

Decretan : 

Art. único. El Poder Ejecutivo expedirá el 
título de propiedad á la sucesión del primer Co- 
mandante Pantaleon Guzman de cinco leguas de 
tierras de cria del dominio nacional, donde ella 
las designe, como está pactado. En esta adjudi- 
cación se contarán corno comprendidas las por* 
ciqnes que á esta fecha tiene arusadas ia sucesión. 
Para la adjudicación de aquella parle á que no 
alcancen las dos po<:esiones mensuradas y que 
constan de los planos presentados, el Gobernador 
de la provincia hará previamente la competente 
comprobación de C(»rresponder al patrimonio na- 
cional. 

Dado en Carácasá I3de Abril de 1847, afío 
I89 de la ley y 37^ de la independencin. — El Pre- 
sidente del Cenado, Marino, Obispo de Guaya' 
na, — El Prci^idente de la Cámara de Represen- 
tantes, Míí^ueL Palacios. — El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freiré» — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, Ji/a/i Antonio Pérez» 

Caracas Abril 16 de 1847, año 18 de la ley y 
37 de la independencia. — Ejecútese. — José Tadeo 
Monagos. — Por S. E. — El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, Miguel Herrera. 

TIERRAS baldías. Varias Resoluciones Ejecu- 
tivas que Dase encuentran publicadas, y que no 
insertamos integramente, por no haberse podi- 
do hallar en la Secretaría respectiva, limitán- 
donos por tamo ñ indicarlas en extracto, con 
expresión de la Gaceta ó documento de donde 
las hemos tomado. Véase la Nota. (*) 

(*; Dichas Resoluciones son: De 29 de Octubre do 
1849 declarando que los interesados dtiben ocurrir á soli- 
citar los títulos por si ó sus encargados, para quo sumi- 
nistren el papel sellado necesario ; y venfiquen el pago 
del valor de las tierras en la Tesorería general, ú otor- 
gaen fianza á contenta de ei'ta. índice publicado en la 
Qaceta de Venezuela 1020.— De 25 de Abril de 1851 de- 
clarando cómo debe entenderse la do 15 de Octubre 

36 
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TIERRAS BALDIA8. Concesión de ellas para las 
empresas de ferro-carriles Véase Ferro-carri- 
les, D. de 15 de Abril de 1854 art. 'ZSy 30. 

TINACO (cantón,. Provincia á que pertenece. 
y parroquias que lo componen. Véase División 
territorial, L. de 28 de Abril de ie50, art. 1 9 
y su ^ 29 

títulos de emplea ros. Papel en que se ex- 
tenderán según su clase. Véase Papel sellado 
art. 4 á 8y (1. 

títulos DE EMPLEADOS. R EPOLUCION EJECUTI- 
VA DK 19 DE FEButRO DE 1834 declarando 
compre?id¿dos á los ad?ninislradores de reatas 
municipales^ y mayordomos de fábrica entre 
los empleados, cuyos títulos deben exlcuderse 
en el sello cuarto. (*) 
Secretaría del Interior — Sección Municipal^ 

Resuello. — Febrero 19 de 1834. 
DisponienJo la ley de ló de Abril de 1826 so- 
bre el usí» del papel sellado, en su artículo 59: 
que el sello 49 sirva para el despacho de los títulos 
deempleailos cuya dotaci<»n ó renta anual no al- 
cance ti quiíiienlos pesos, los de tasadores, anota- 
de lS-19. Ind. id. G. id— De I 9 do Mayo de 1851de 
clarando qu¡6n debe proporcionar agTlwensore^i púby- 
cos iMira su mensura en el caso do no liaberlü.seu laa pro- 
vincias en (jue ostéu úbicíidoy los terrenos qne pretendan 
com]>rarso Ind. id. G id. Délo de Mayo de 1851 per- 
mitiendo el cf'ite do madera *í en ellas, pré\Mos ciert<^s 
requisitos. Imiico, id. Q. id. — De 18 de Mayo de 1B51 
declarando las varaos de (lue con.sta la legua de ellas. Ind. 
id. G. id — D«? 15 de Mayo de 1851 declarando en (jue 
ca.sose reputaran válidas Ins merjsura.-i hechas por lo.s 
agrinicnstores pül)licos nond)riidí>a por los Goberiiudores. 
Ind. i<l. G id. — De 16 de Mayo de 1851 declarando váli- 
do su justiprecio hecho por peritos de inteligencia y co- 
nocida probidad li:d id. G. id. — Do 17 de Mayo de 1851 
declarando áfav(»r<le qii'cn debe hacer su adjudica- 
ción la jimta de Hacienda. Ind. id. G. id. — Do 17 de Mayo 
de 1861 declarando á quién tuca elegir arbitros i'Or parte 
del fibc o para la dtci^ion de los litigios que se si:sciten 
sobre ellas. Ind. id. G. id— De 19 de Mavodo I8ól de- 
claraD<io(iue los que sean pos.'idores de ellas sin habér- 
seles adjuilicado. deben coTuprenlcrsc entre aquellos de 
que trata la circular de 10 de Abtil de 1851. Ind. id. G. 
id. — De 22 de Mayo do 1851 declarando ante qué juez 
debe verificarse su deslinde,- y qué debe tenerse presente 
en el caso de ocurrir .ilgun litigio. Ind. id. G. 1022. — De 
4 de Julio de 1851 declarando quo los expedientes sus- 
tanciados |)ara su arrendatuiento antes de la ley vií^ente. 
son basin lites, sin necc-^idad de nueva sustanciacion, para 
su compra, si están conformes con las formalidades (pie 
requieren dicha ley y su decreto reglamentario, lud 
id. Q. 1027.— De 28 do Julio de 1851 declarando que 
mientras txista alguna crmtroversia, no debe Ja junta de 
Hacienda hacer su adjudicación, ni dar ningún otro paso 
que favorezca á alguno de los litigantes. Ind. Q. 1032. — 
De 2 de Setiembre de 1851 declarando que las justifica- 
ciones de baldío, deben verifica rae ante los tribunales de 
justicia, con arreglo á derecho, para prevenir ulteriores 
reclamos. Ind. id. G. id. 

(*) Esta Resolución está de acuerdo con el art. 7 de 
la ley vigente do 1860 sobre pa^iel 'sellado. 
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dores de hipotecas y demás de reata eveataal, es* 
tan comprendidos en esta disposición los adminis* 
tradores de rentas provinciales y los mayordomos 
de fábricas de las iglesias catedrales y parroquia- 
les, á quienes los Qpbernad ores despacharán sus 
títulos en el sello cuarto expresado. Comunique* 
se al Gobernador de Guayana en contestación, y 
publiquese. 

(Firmado) — Urbaneja. 
Es copia. — Urbaneja. 

títulos DE EMPLKADOS. RESOLUCIÓN EJECüri» 

VA DE 2 DE MARZO VE 1835 declarando por sw 
ficienle título para los redores y vicerecíores 
de los colegios nacionales el oficio de su nont" 
bramicntv, 
Refiúbiica de Venezuela. — Secretaría de E. en el 
D. del Interior y Justicia. — Sección Central.^— 
Caracas á2 de Marzo de 1835, ario 69 de la ley 
y 25^ de la independencia. — Número 67 
Al señor Gobernador de Trujillo. 
En el oficio de US. de 3 de Noviembre último 
numero 103, pidiendo se despache el título de 
nombramiento del Vice-rcctor «leí colegio nario- 
iial de esa provincia, rerayo el siguiente decreto. 
Hai^ta ahora no ha pensado el Gobierno expe- 
dir títulos á los Rectores y Vice-reciores de dichos 
cstablerim¡ent(KS sino á los administradores. El 
oficio de nombramiento que 8 S, ha trascrito al 
interesado, le servirá de título bastante. 
Soy de US. atento servidor. 

(Firmado) — Antonio L. Guzman, 
Es copia. — Guzman. 

títulos DE EMPLEADOS. RESOLUCIÓN EJECU- 
TIVA DB 2 DE 8KriE>fBRE DE 1839 dcclatando 

(¡lít los intcrÍ7ios no hs necesitan para la per' 

ccpcion de sus sueldos, 

iSecrelaría de Estado en el D. de Hacienda. 
Caracas Setiembre 2 de 1839, 10 y 29. 

Señor administrador de aduana de , 

Señor. — En esta fecha el Gobierno ha dictado 
la resolución siií^niente. 

•• En el exp( diente de la materia, y á ct)nsccuen - 
cici déla representación del señor Rafael Agosti- 
ni quo sirvió inlerinamente desde Abril hasta Ju- 
lio inclusive el juzgado de primera instancia de la 
provincia de Apure, yel cual ocurrió por poder 
á percibir sus sueldos en Angostura, cuyo admi- 
nistrador contestó que no se le pagaría mientras 
no exhibitsé el título ó des|)acho, S. E. el Po- 
der Ejecutivo ha tenido á bien declarar por punto 
general, y para regla en los cisos sucesivos: que 
lus empleados interinos de cualquiera clase que 
sean no necesitan de tales títulos ó despachos ca 
forma, sino solamente del nombramiento de la 
autoridad competente, así por razón de ser de 
ocasional y momentánea duración sus destinos, 
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como porque dichos instrumentos 6 la par que 
inútiles, retí uliK rían gravosos ájos interesados que 
tendrían que hacer el costo del papel sellado, y 
muchos por cvitarlo<) n'i se allanarían á aceptar 
los nooibramiertos. 

Ija comunico á U. para su inteligencia, gobier- 
y cumplimiento en los cas s que ocurran. 
Soy de U. atento servidor. 

G. Smiíh. 
títulos dr empleados, resolución eje-. 
CUTIVA DB 18 DE MAYO DE 1840 declarando 
qué otros funcionarios no los necesitan tam- 
poco» 
RepúbÜca de Venezuela. — Secretaría de Esiado 
pri fi Despacho de Hacienda. — Caracas 18 de 
Mayo de 18-10, \{0 de la ley y 30^ de la in- 
dependencia. 

SelXor. — Instruido S. E. el Poder Ejecutivo de 
In nota de US. de 15 de OctubVe ultimo en que 
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En esta fecha ha dictado el Gobierno la si- 
guiente resolución. 

'* Con el objeto de excüsaí á los empleados, 
cuyo nombramiento no corresponde al Poder 
Ejecutivo, loá perjuicio* que pueda irrogarles la 
tardía percepción de sus sueldos ó romiáiones 
pagaderos por el tesoro nacional, á causa de no 
recibir oportunamente sus iíiuI»)S ó despachos, 
con las corresj)ondientes tornas de razón, el Go- 
bierno resuelve : 

19 Las autoridades á Igs cuales competan los 
nombramientos para empleados en propiedad, 
harán exteuder inmediatamente IfS título á ó des- 
j pachos eii el papel del sello destinado por la ley, 
y los remitirán por el próximo coirco á la ofici- 
na de hjciend.i en* donde haya de radicarse y pa» 
gtrse el sueldo ó comisión, y la mi?ma que los 
pasará consecutivamente al Tribunal de cuentas 
consulta si se aflmiten en data en la cuenta de la ' y lesorería general, para las tomas de razón, 



tesorería general de iSM á oS los sueldos paga 
dos á lo? altos funcionari<iH de la Rej.ública, y á 
los de la Corte su)>rema sin tener títulos, como 
está prevenido por el artículo 4^ de la ley de ofi- 
cinas superiores de hacienda, ha resuelto con dic- 
tamen de su Consejo : que siendo los colegios 
electorales ó las cámaras legislativas quienes ha- 
cen los nombramientos de Presidente y Vicepre; 
sidente de la Re¡)ública, así como también es el 
Congri'So quien nombra á los consejeros de Go- 
bierno y á los ministros de la Corte suprema de 
justicia, no hay costumbre ni forma legal estable- 
cida para la expedición de títulos ó despachos á < 
dichos empleados, ni tampoco puede corresptm- 
dar al Poder Ejecutivo el expedirlos, puerto qua 
no le corresponde su elección. 

Respecto á h'S secretarios del despacho que 
son de li^e elección del Gobierno, es que podrá 
expedirles títulos en la forma que tenga á bien 
determinar. Así, pues, en cuanto á los demás al- 
tos funcionarios mencionados, bastará que el tri- 
bunal de cuentas tome razón de los oficios que le 
pase este Ministerio participando tales nombra- 
mientos* 

Cuya resolución trasmito á US. para so inte- 
ligencia y en contestación á su nota referida. 

Soy de US. atento servidor. — G, Smith. 

títulos de empleados, resolución ejecu- 
tiva DE 10 DE OCTUBRE D£ 1839 establecien- 
do ciertas reglas para su despacho. 

República de Venezuela. — Secretaría de £stado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas Octu- 
bre 10 de 1889, IO9 y 290^C¡rcular á los Go- 
bernadores, Cortea de justicia, Tesorería gene- 
ral, Tribunal de cueotas y Administración ge- 
neral de coj-reos. 
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quedando facultada para p1 pago con íjoIo el h 
cho de recibir los títulos, y de darlo la referida 
dJrecciüij, sin necesidad de a^ruardu- las resultas 
que deberán ser devueltas á ios ir.leresados por 
los propios conductos." 

"2;;> t'uando los nombramientos sean para 
empleados interinos, que según la resohjcion de 
2 de Setiembre último inserta en la Gaceta nu- 
mero 451 no necesitan títulos ó despachos en for- 
ma, las autoridades á quienes corresfjonda, par- 



üciparán sin pérdida de tiempo al Tribunal de 
cuentas, Tesorería general y á la oficina donde 
haya de radicarse y piígarse el suddo ó comi- 
sión, los nombres de los interesados y las fechas 
de su nominación y de su entra Ja al ejercicio de 
los destinos." 

Tengo ti "honor de comunicarla á US. para su 
inteligencia y demás efectos que requiera su eje- 
cucio 1. 

Soy de US. atento servidor. — Guillermo Smith 

títulos DE EMPLEADOS. RESOLUCIOiN EJE- 
CUTIVA DE 1.^ DE JUNIO DE 1347 declarando 
que no debe pagarse sueldo ni comisión algu- 
na mientras no se tome por el tribunal de 
cuentas razou del titulo corref^pondiente. 

Secretaria de Hacienda, — Sección 2^. 

Caracas Junio 19*de 1847. 
Resuelto —El articulo 39 de la ley de 28 de 
Mayo de 1837, que reforma lá de las oficinas su- 
periores de hacienda, impone al Tribunal de 
Cuentas en su ^ 4^ el deber de tomar razón, en- 
tre otras cosa«, de los títulos y despachos de to- 
dos los empleados civiles, miUl#res, de hacienda 
y eclesiásticos, que disfruten sueldo 6 comisión 
de las rentas nacionales, y el de no admitir en^ 
,^ data ninguna cantidad ni partida erogada por es- 
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te respecto, sin dicho requisito. De esta diaposi- 
eíori se deduce que la TesoferSa general y de- 
más oficinas de hacienda, no pueden ni deben sa- 
tisfacer sueldo alguno ni comisión á los emplea- 
dos de cuyos títulos 6 despachos no se haya to- 
mado razón en el Tribunal de Cuentas, so pena 
de quedar responsables de las cantidades que ero- 
guen. Así lo declaró el Poder Ejecutivo en 14 
de Junio de 1839. (Gaceta de Venezuela, náme- 
ro 440,) disponiendo ade^ias lo conveniente por 
resolución de 10 de Octubre del mismo afto, á fin 
de excusar á las personas á quienes no fuera po- 
sible recibir sus títulos oportunamente, los per- 
juicios que pudiera irrogarles la tardía percep- 
ción de sus sueldos. No obstante ha sabido S. E. 
que sin el menor reparo se estAn pagando los 
sueldos de los empleados, sin la presentación de 
sus títulos ó despachos con los requisitos preve- 
nidos por la ley ; y deseando que no continúe 
este abuso, se ha servido mandar por ultima vez 
y bajo los apercibimientos necesarios, á quie- 
nes corresponda, que desde esta fecha no satis- 
fagan sueldo ni comisión á los empleados que 
no acrediten tener sus títulos despachados en de- 
bida forma y con las tomas de razón correspon- 
dientes ; advirtiendo para la mejor inteligencia 
de esta disposición, que los altos funcionarios, 
cuyos nombramientos emanan de Colegios elec- 
torales 6 de las Cámaras Legislativas, no nece- 
sitan de título como se declaró por la resolución de 
29 de Febrero de 1840, bastando por ahora, 
mientras se obtiene una resolución del Poder Le- 
gislativo, que el Tribunal de Cuentas tome ra- 
zón de los oficios que pase el Ministerio de Ha- 
cienda, dando aviso de sus nombramientos: y 
que, según io d ¡impuesto por resolución de 2 de 
Setiembre de 1839, los empleados interinos pue- 
den percibir sus sueldos ó comisiones con solo el 
nombramiento de la autoiidad competente. 

Glueda subsistente la citada resolución de JO de 
Octubre de 1839, expedida con el objeto de faci- 
litar la ejecución de la ley sin perjuicio de algu- 
nos interesados ; y para que sus disposiciones > 
puedan ser reí'lamadus por ellos, y cumplidas por 
quienes corresponde, se insertan aquí á conti- 
nuación. 

"l.« Las autoridades á las cuales competen los 
nombramientos para empleados en propiedad, ha- 
rán extender inmediatamente los despachos en el 
papel del sello destinado por la ley, y los remiti- 
rán por el próximo correo k la oficina de hacien- 
da en donde hava de radicarse y pagarse el suel- 
do o comisbn, la misma que los pasará consecu- 
^ tivamente alTribunal de Cuentas y Tesorería ge- 
neral para la toma de razón, quedando facultado 
para el pago con solo el hecho de recibir los títu- 



los, y de darle la referida dirección, sin 

dad de aguardar las resultas que deber&n ser dé* 
vueltas á los interesados por los propios con- 
ductos." 

"29 Cuando los nombramientos sean para 
empleoJos interinos, que según la resolución de 
2 de Setiembre último, (1839), inserta en la Ga- 
ceta 451, no necesitan títulos ó despachos en for- 
nna, las autoridades á quienes corresponda par- 
ticiparán 8Ín pérdida de tiempo al Tribunal de 
Cuentas, Tesorería general y á la oficina donde 
haya de radicarse y pagarse el sueldo ó comi- 
sión, los nombres de los interesados y las fechas 
de su nominación y de su entrada al ejercicio de 
los destinos.'* 

S. E. recomienda á todos los jefes de las ofici- 
nas de bacienda, la mas cumplida observancia de 
la presente resoliiciun, en el concepto de que na- 
da podrá relevarles de la responsabilidad en que 
incurran por la menor trasgresíon. 

^ Por S. E.— Blanco. 

TÍTULOS DE CELADORES, CABOS, PATRONES DB 
FALÚA Y BOGAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 

18 DE SETIEMBRE DE 1837 declarando en qué 
forma deben extenderse. 

República de Veneziifla — Secretaría de Estado 
en el Despacho <le Hacienda.— Caracas 18 d« 
Setiembre de 1837, 8'^ y 27^ 

Al sefior presidente dol tribunal mayor de cuentas. 
Señor :— Con esta fecha digo al administrador 

de aduana de Maracaibo lo siguiente : 

Puse en conocimiento del Gobierno la nota de 
ü. de 21 de Julio ultimo, número 90, en que con- 
sulta si la resolución de 24 de Agosto del aBo 
próximo pasado, sobre las reglas que deben ob- 
servar los empleados cuando obtengan despa- 
chos. de sus destinos, es aplicable á todos sin ex- 
cepción alguna, y manifiesta el perjuicio que re- 
cibirá del tesoro público si no presentan sus des- 
pachos; recordando al mismo tiempo la nece- 
sidad de socorrer anticipadamente la tripulación 
del guarda costa Liberal por las razones que in- 
dica. 

« 

S. E. el Vicepresidente de la República im* 
puesto de todo, se ha servido resolver con fe- 
cha 16 del actual: que estando dispuesto por el 
artículo 21 de la ley de 29 de Mayo último, sobre 
régimen de aduanas, que los administradores pue- 
dan remover de sus destinos á ios celadores, ca- 
bos, patrones de falúa, y bogas de los resguar- 
dos sin previo consentimiento del Gobierno, di- 
chos administradores al tiempo de hacer las pro- 
puestas extiendan el nombramiento correspon- 
diente en el pliego de papel del sello de la ley, y 
lo remitan á esta secretaría para la aprobación y 
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tmna de razón en el Tribandl de cuentas y Teso- 
rerfa general. 

Lo trascribo á U« para su inteligencia j de- 
más fines. 

Soy de U. may obediente servidor. 

G. Smith. 
títulos db nobleza, honorks y distincio- 
nes HEREDITARIAS. Prohibicion de conceder- 
los. Véase Disposiciones generales constitucio- 
nales^ art. 213. 

títulos DE RETES ó ESTADOS EXTRANJEROS 

Véase Regalos 
títulos de CURAS. Véase Curatos. 

TITULOSdb LOS MAYORDOMOS DE FÁBRICA. Véa- 

se Matfordomias ie fábrica. R, K. de 17 de 
Julio de 1843. 
títulos de CIRUJANOS Y DENTISTAS. Pue- 
den ser expedidos por la fncullad medirá. 
Véase Facultad médica R. E. de 28 de Fe- 
brero de 1853. 

títulos de PROPIEDAD de TIERRAS BAL- 

DiAíí, Véase Tierras baldías R. E. de 29 de 
Octubre de 1849. 

títulos de PREMIOS DE CONSTANCIA Á' LA 

TROPA. Véase Sueldos militar es, art. 9. 
TOAS (isla de) Véase Elefanciacos, D. de 9 

de Mayo de 1840. 
TOCUYO. Véase Colegio nacional del Tocuyo. 

TOMA DE RAZÓN DE TÍ FU LOS, Véadc Títulos 
de empleados, . 

TONELADAS. Véase Derechos de puerto, 
número I9 del a.tíciilo I7 § único del artículo 
40, número lO del artículo 6^, y 4^ del artí- 
culo 9V y R. É. de 5 de Octubre de' 18-19. 

TORMENTO. No se usará jamas de él. Véase 
Disposiciones generales constitucionales art.27 

TOVA R (villa dk). Vénse Bailadores, 

TRABAJO. Véase Industrias. 

TRAFICO, Véase Libertad de trafico. 

TRAFICO DE ESCLAVOS. Tratuíio con la Gran 
Bretaña sobre su abolición. Véase Tratados 
públicos^ D. de 4 de Mayo de 1839. 

TRAIDORES. Véase Conspiradores. 

TRAMITES DEL PROCEDI.MIBNT0 EN SEGUNDA 

INSTANCIA. Véase Segunda instancia y Remi- 
sión de expedientes por los tribunales. 

TRAMITES DKL PROCEDIMIENTO EH TERCERA 

INSTANCIA. Véase Tercera instancia. 

TRAMITES PARTICULARES EN LA AOCION EJE- 
CUTIVA. Véase Acción ejecutiva, 

TRAMITES PARTICULARES EN LA ACCIÓN EJE- 
CUTIVA. ACUERDO DB LA Ct>RTB SUPREMA DE 

16 OR SETIEMBRE DE 1840 declarando que el 
apremiado á presentar bienes, 6 fiador de sa^^ 
ñtamiento en el caso del articulo \o ley X^ti' 
lulo 79 del código de procedimiento judicial^ || 
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debe permanecer en prisión hasta que lo haga; 
pero que si es insolvente , 6 le es imposible 
hallar íador y se libra de la prisión probando 
la insolvencia^ ó que los bienes que ha presen- 
tado son suyos. - 

En la ciudad de Caracas & 16 de Setiembre de 
1841, 129 y 319, reunidos en acuerdo los minis- 
iros, Presideríte, Relator y Canciller de la Corto 
Suprema de justicia, sin el seRor Vicepresidente 
por enfermedad, en vista de la consulta del juex 
de ptimera instancia de la provinria de Maracai- 
bo, Sobre la duración de la prisión de un deudor 
en el caso del artículo I9 i«y í? título 79 del 
código de procedimientos cuando no presente 
bienes bastantes, ó presentándolos, deje de dar 
físdorde saneamiento, dirigida por la Corte Supe- 
rior del 59 distrito, y de lo informado por esta y 
representado por el señor fiscal, digeron : que 
siendo la prison que en el caso expresado se de- 
creta contra los deudores un apremio para que 
cumplan lo que se les manda, su naturaleza-es 
que dure hasta tanto que lo hagan, ó que en el 
caso de serles imposible cumplirlo, se valgan de 
los medios legales, con que pueden redimirse de la 
prinion, conforme lo expresa la Corte Superior 
en su informe; y por lo tanto acordaron : que no 
existe una duda fundada que deba consultarse ai 
Congreso, y que se comunique á la Corte Supe- 
rior que elevó la consulta para los fines consi- 
guientes. — Urbaneja. — Martínez. — Duarte. — 
l¿s copia. — Caracas Julio 10 de 1844, 15 y 34. 

£1 Canciller, José Duarte. 

TRANQUILIDAD general. Véase Provincias 
art 50 y 56. 

TRANSCRIPCIONES OFICIALES. Cómo debe- 
rán hncerse. Véase Correspondencia oficial^ 
R. K. de 27 de Noviembre de 1848. 

TRASLACIÓN de PARROf^uiAS. Vénse Dipu^ 
taciones provinciales, tíH. 161 atrb. 21, D. de 
16 de Marzo de 1840, y R. E. de 20 de Abril 
de 1842, y Parroquias^ R. E. de 27 de Abiil 
de 1840. 

TRASLADOS de expedientes. Véase Testi- 
monios, 

TRASPORTE de tropas por agua. Véase Ba- 
gajes, art. 1 1 y 12. 

TKASPORTB de presos t presidiarios. Vea. 
sts Conducción de presos y presidiarios. 

TRATADOS públicos, decreto de27 de ma- 
to de 1845 aprobando el de paz y reconocí- 
mientotntre Venezuela y S. M. Católica. 

Rl Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Visto el tratado de reconocimiento, paz y amis* 

tad celebrado entre la República y S. M. la Reina 

de España, y cuyo tenor es el siguiente : 
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( Véase e] tratado que adelante se inserta ). 

Decretan : 

Le preFtan su consentimiento y aprobación. 

Dudo en Caracas á 26 de Mayo de ft45^ año 
IC^ de la lev v 35^ de la independencia. 

El Presidente del Senado, Eduardo A. Hurla- 
do.— E\ Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Miguel G. Moya. — El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freiré. — El Secretario de la 
Cámara de Representan tes, J. A, Pérez 

Caracas Mayo 27 de 1845, alio 16? de la ley y 
359 de la independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soubhtte.—h. S.— Por S. E. el Presidente de la 
República— El Secretario de Estado del Despa- 
cho do Relaciones Exterioras, Juan Manuel 
Manrique^ 

TRATA DOS PUBLICO?, decreto ejecutivo de 
7 DE AGOSTO DE 1846 mandando cumplir y 
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territorio americano, conocido bajo el antiguo 
nombre de Capitanía General de Venezuela, hoy 
República de Venezuela. 

Art. 29 A consecuencia de esta renuncia y ce- 
sión S. M C. reconoce como Nación libre, sobe- 
rana é independiente la República de Venezuela, 
compuesta dehs provincias y territorios expresa- 
dos en su Constitución y demás leyes posteriores: 
á saber, Margarita, Guayana, CumanS, Barcelona 
Caracas, Carabolxi, Barqiiisimeto, Barínas, Apu• 
| re, Mérida, Tniiilldj Coro y Maracaibo y otros 
I cualesquiera territorios ó islas que puedan corres- 
pon derie. 

Art. 39 Habrá total olvido de lo pasado y una 
aninistíageiieral y completa pura todos losciudada- 
' nos de la República de Venezuela y los españo- 
j les, sin exceprion alguna, cualquiera que haya 
sido el partido que hubiesen seguido durante las 



s-uardar el 'aprobado por el Decreto anterior, j ff^^rras y disensiones felizmenle terminadas por 

iULOsSov^LErvE, Presiden/e de la República, el-presenie trntadu. , . " 

Por cuanto entre la República de Venezuela y * , "^^ta amnistiase estipula y ha .le darse por la 



Ca 

pública de Venezuela y 
S. MajesfG.i la Reina de España se concluyó y 
ñrmó en Madrid el dia treinta de Marzo de mil 
ochocientos cuarenta y cinco, un Tratado de Re- 
conocirnienlo, Paz y Amistad, cuyo tenor palabra 
por palabra e^ como siffue : 

La RepúbHca de Venezuela por una parte y 
S. M la R( ina de Eí^pana Doña Isabel II por 
í)tra, arsimadds del mismo dése») de borrar les 
vestigios de la pasada lucha y de sellar con un 
acto público y solemne de reconciliación y de 
paz l;ts bnerifis relaciones que naturalmente exis- 
ten ya entre los fiudadanos y subditos de UDo y 
otro Estado y que se estrerharán mas y mas cada 
dia con beneíicií» y provecho de entrambos, han 
determinado celebrar con tan plausible objeto un 
tratado de p^z apoyado en principios de justicia y 
recíproca co.íveniencia ; nombrantlo la República 
de Venezuela por su plenipotenciario ai Sr. Ale- 
jo Fortique, Minntro de la Corte Superior de jus- 
ticia de Carácns y actual enviado extraordinario y 
Ministro Plenipotenciario de la República cerca 
de S. M. B.,y ?í. M. C. á Don Francisco Martí- 
nez de la Rosa, del Ct)nsejo de Estado, Caballero 
Gran Cruz de la Real y dístingada Orden Espa- 
ñola de Carlos III, de la «le Cristo de Portugal, de 
la de Leopoldo de Bélgicp., y de la del Salvador 
de Grecia, y su Ministro de Estado y del Despa- 
cho, y después de haberse ejihibido sus plenos 
poderes y hailAdolosen debida forma, han conve- 
nido en los artículos siguientes. 

Art. 19 S. M. C lísando de la facultad que 
le compete por decreto de las Cortes generales 
del Reino en 4 de Diciembre de 1836, renuncia 
por si, sus herederos y sucesores, la soberanía, de- 
rechos y aficiones que le corresponden sobre el 



alta inierposicion de S. M C. en prueba del de- 
seo que la anima de cimt^ntar sobre principios de 
benevolencia, 1» paz, nriicm y estrecha amistad 
que desde ahora para siempre han de conservarse 
entre sus subditos y los ciudadanos déla Repúbli- 
ca de Vent zoebi. 

Art. 49 La República de Venezuela y S M. 
C. se convi'^nen en que los ciudadanos y subditos 
respectivos de ambas naciones conserven expedi- 
tos y libres sus derechos para reclamar y obtener 
justicia y pl(;na gali^sfaccion de las deudas con- 
traiíjas entre <í bona fide, como también en que 
no se les ponga por paruí de la autoridad pública 
ningún obstáculo ni imiJedimento en los derechos 
que puedan tilegiir por razón de matrimonio, he- 
rencia por tcsiamenlo 6 abintestato. sucesión ó 
por cualquier otn» título de adquisición, recono- 
cilioporlas leyes del pais en que ti-nga lugar la 
reclamación. 

Art, 59 La República de Venezifela, animada 
de sentimientos do justicia y equida<l, rtconore 
expcrntáneamente como deuda nacional consolida- 
ble la suma á que ascienda la deuda de tesorería del 
Gbbi'erno español que ro'nste regi airada en los li- 
bros de cuenta y razón de las lesorería» de la anti- 
gua Capitanía General de Venezuela ó que resulta 
porotro medio legítimo y equivalente; mas sien- 
do difícil que las pe^^uliares circunstancias de la 
República y la desastrosa guerra ya felizmente 
terminada, fijar definitivamente este punto, y 
anhelando ambas partrs concluir cuanto antes 
este tratado de paz y amistad como reclamaa los 
intereses comune?, han convenido en dejar su re- 
solución para un arreglo posieri(»r. Debe enten- 
derse^ sin embargo, que las cantidades que según 
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dicho arreglo resulten calificadas y admitidas como 
de legítimo pago, mientras este no se verifique, 
ganarán el cinco por ciento de interés anual, em* 
pezándose á contar desde un afto después decan- 
geadas las ratificaciones del presente tratado, y 
quedando sujeta esta deu.ia á las realas generales 
estabk'cii^as en la l»ej)ública sobre Ja materia. 

Art. 6^ Todos los bienes muebles é inmuebles, 
alhaja**, dinero ú otros efectos de cualquier es|)e- 
cie que hubieren sido con motivo de la guerra se- 
cuestradora ó confiscados k ciudi#anos de • la Re* 
pública Me Venezuela ó subditos de S. M. C. y se 
hallaren todavía en poder ó á disposición de! Go- 
bierno en cuyo nombre se hizo el secuestro ó la 
confiscación, serán inmediatamente restituidos á 
sus antiguos dueños ó á sus heredeíos ó legíti- 
mos representantes, sin que ninguno de ellos ten- 
ga nunca acción para reclamar cosa alguna' por 
razón de los producios que dichos bienes hayan 
rendido ó podido y debido rendir desde el secues- 
tro ó confi!<cacion. 

Art. 79 Así los desperfectos, como las mejoras 
que en tales bienes haya habido desde entonces 
por cualquier cauí«a, no podrán tampoco reclarnar- 
Se por una ni otra parte. 

Art. 87 A los dueños de aquellos bienes mue- 
bles ó inmueble^;, que habiendo sido secuestrados 
ó confiscados por el Gobierno de la República 
han sido después vendidoi, adjudicados, ó que de 
cualquier modo haya dispuesto de ellos el Gobier- 
no, se les dará por este la indemnización compe- 
tente. Esta indemnización se hará á elección de 
los duefíos, sus herederos ó representantes legíti- 
mos, en p.ipel de la deuda consolidable de la Rej»ú •! 
blica, ganando el interas de tres por ciento anual, 
el cual empezará á correr al cumplirse el uño des- 
pués de cangeadas las ratificaciones del presente 
ratado, siguiendo desde esta fecha la suerte de , 
los demás acreedores de igual especie de la Re- • 
pública, ó en tierras pertenecientes al Estado. 
Tanto para la jndemniza'^ion en el papel expre- 
sado como en tierras, se atenderá al valor que ios 
bienes confiscados tenían al tiempo del secuestro 
ó confisco ; procediéndose en todo do buena fé y 
de un modo amigable, y no judicial para evitar ; 
todo motivo de disgusto entre los subditos de am- 
bos países, y probar al contrario el mutuo deseo 
de paz y fraternidad de que todos se hallan ani- 
mados. 

Art. 99 S¡ la indemnización tuviere lugar en 
papel de la deuda consolidable se dará por el Go- ' 
bierno de la República un documento de crédito ¡ 
contra el Estado, que ganará el interés expresa- j 
do desde la época que se fija en el artículo ante- I 
rior, aunque el documento fuose expedido con pos- ¡ 
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teri cridad á ella ;. y si se verifica en tierras públi- 
cifl después i\e[ año siguiente al canje de las ra- 
tificaciones, se añadirá al valor de las tierras 
que .«e dan en indemnización de los bienes perdi- 
dos, la cantidad de tierras mas que se calcule equi- 
valente al rédito de las primitivas, si se hubieren 
esi as entregado dentro del año siguiente al referi- 
do cange ó antes; en términos que la indemni- 
Zrtcjon sea efectiva y completa cuando se realice. 

Art. 10 Los ciudadanos de la República de Ve- 
nezuela ó súb.litos españoles que en virtud de lo es- 
tipulado en los artículos anteriores tengan alguna 
reclamación que hacer ante uno ú otro Gobierno, 
la presentarán en el término de cuatro años con- 
tados desde el cange de las ratificaciones del pre- 
sente tratado, acompañando una relación sucinta 
de los hechor, apoyados en documentos fehacien- 
tes que justifiquen ía legitimidad de ia demanda; 
y pHsadns dichos cuatro años no se admitirán nue- 
vas reclamaciones de esta clase bajo pretexto al- 
guno. 

Art. II. Para alejar lodo motivo de discordia 
sobre la inteligencia y exacta ejeciicion de los ar- 
lí'julos (jue anteceden, ambas partes contratantes 
declítran que no harán recíprocamente reclama- 
eiori i.lguna por daños ó perjuicios causíídos por 
la í/^oerra ni por ningún otro concepto, limitán- 
dole á las expresadas en este tratado. 

Art. 12. Animadas de este mismo espíritu y 
con el fin de evitar todo motivo de quej t ó de re- 
el i/nacit)n en lo sucesivo, ambas partes prome- 
te?) recíprocamente no consentir que desile sus 
re*>pectivos territorios» se conspire contra luseguri- 
d.i J ó Irancjuilidad del otro Estado y sus dependen- 
'/.ia.-í, impidiendo cualquiera expedición ipiese pre- 
pare c(ín tíin daHado objeto, y empleatido contra las 
p'.jsi>nas culpables de semejante intentólos recur- 
sos mas eficace« (pie consientan las leyes de cada 
n«¡«*. 

Art. 13. Para borrar de u«:a voz todo vestigio 
do división entre los 9úbd¡t»)sde áoibos países, tan 
unidos hoy, por los vínculos de oríift>ri. rrüjrioni 
Icnj^^na, co?tiiínbres y afectos, convicnon ámbas 
piirios coiitrfitantcs : 

1*;* En que los españoles que por motivos par- 
ticulares hayan residido en la Repúhlica de Vene- 
zuela y adoptado aquella nacionalidad, puedan 
volver á tomar la suya primitiva, dándoles para 
usar de este derecho el plazo de un año contado 
desde el dia del cange de las ratificaciones del 
presente tratado. £1 modo de verificarlo será 
haciéndose inscribir en el registro de españoles 
que deberá abrirse en la Legarion ó Consulado 
de España que se establezca en la República, á ^ 
consecuencia de este tratado, y se dará parte al 
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Gobierno de la mis'nia para su debido conocimien- 
to) del número, profesión ü ocupación de Jos que 
resulten espafloles en el registro el dia que se 
cierre después de expirar e! plazo señalado. Pa- 
sado este término, soin se considerarán españoles 
los procedentes de Es^paña y sus dominios y los 
que por su nacionalidad lleven pasaportes de au- 
toridades españolas y se hagan inscribir en dicho 
registro desde su llegada. 

2'^ Los venezol»nos en España y los españoles 
en Venezuela podrán poseer libremente toda cla- 
se de bienes muebles ó inmuebles, tener esta- 
blecimientos de cualquier especie, ejercer todo 
género de industria y comercio por mayor y 
menor, considerándose en cada pais como sub- 
ditos nacion?iles ios que así se establezcan, y co« 
mo talos, sujetos á las leyes comimes del pais 
donde posean, residan ó ejerzarr su industria ó 
comercio ; extrniír del pais sus valores íntegra- 
mente, d¡spi>nrr de ellos, suceder por testamen- 
to ó abiriU'Sialo; todo en los mismos términos y 

m 

bajo las mismas condiriones que los naturales. 

Art. 14 Loa ciudadanos do la Kef>úb!ica de 
Venezuela en EspañH y los subditos españoles en 
Venezut la no estarán siijetos al servicio del 
ejército, armada y milicia nacional, y estarán 
exentos de todo préstamo forzoso, pagando solo 
por l< s bitiueí' ele que sean dueílíKS ó industrias 
que ejerzarí, iiis iiiis:mas contribuciones que los 
na tu rules dei pais. 

Art. 15. La Uepúi>lica de Venezuela y S. M. 
C convieiieu en prí>ceiler con la posible breve- 
dad á ajiistar un tratado de coriiei"'*io sobre prin- 
cipios de reeíjHjca utilidad y ven tajas. 

Art. U). \ i\n de facilitar las relaciones co- 
merciales entro, uno y otro Estado, los buques 
mercantes de oa-Jn pais, serán ailoíitidos en los 
puertns (Ul oivit ro;i iguales venlnjns que gocen 
loa de las ijariuiie.s ui is favorecidas ; sin que se 
lespue laii exigir m »yt)resni mas derechos de los 
conocidos con el tM^nibre de derechos de puerto 
que los (MÍO ar,,íc!la¿' paguen. 

Art. 17. 1.a lí» pública de Venezuela y S. M. 
C. gozar/ui (le la faruitad de nombrar agentes 
diploiiiáüeus y consulares el uno en los dominios 
del (»tri» ; y arrediiaJos y reconocidos (jue sean, 
disfrutarán de ¡ »< íVan(]UÍcias, privilegios é inmu- 
nidades de que wf )ecn los de las naciones mas 
favorecid.íS- 

Art. 1?^. í,')< Cóu^'vtM y Vicecónsules de la 
Repúbiic.i Jh Venezinla en España y los de Es- 
paña en \'»Mií zuela. intervendrán efi las sucesio- 
nes (le 1.')'- sjib liios d.' M.la pais establecidos, re- 
sidentes ó íran-i'unles en el territorio del otro por 
testam*'n*o 6 abini' -ítato : así como en los casos 
de naulVagío ó Jc^^aítre de buques; podrán ex- 
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pedir y trisar pasaportes á los subditos respecti* 
vos, y ejercer las demás funciones propias de sa 
cargo. 

Art. 19. Deseando la República de Venezue^» 
la y S. M. G. conservar la paz y buena armonía 
que felizmente araban de restablecer por el pre* 
senté tratado, declaran solemne y formalment& 

19 Que cualquier ventaja que adquirieren en 
virtud de los artículos anteriores, es y debe en- 
tenderse como upa compensación de los benefi* 
cios que mutuamente se confieren por ellos, y 

29 Que si (lo que Dios no permita) se inter^ 
rumpiese la buena armimía que debe reinar eil 
lo venidero entre las partes contratantos, por fal- 
ta de inteligencia <le los artículos aquí conveni* 
dos ó por otro motivo cualquiera de agravio ó 
<|upja, ninguna de las partes podrá autorizar ac- 
tos de hostilidad ó represalia por mar ó tierra, 
sin haber presentado antes á la oira una memo- 
ria justifírntiva de los motivos en que funde la 
queja 6 agravio, y negádose la correspondiente 
Satisfacción. 

Art. 20. El presejite tratado, según se halla 
extendido en veinte artículos, será ratificado y 
los instrumentos de ratificación se cang^earáu en 
esta Corte dentro del término de diez y ""ocho 
meses á contar desde el dia que se firme, 6 an- 
tes como ambas partes lo desean. 

En fé de lo cual los respectivos Plenipotencia- 
rios lo han firmado, y puesto en él sus sellos par- 
ticulares. Fecho en Madrid fi treinta de Marzo 
de mil ochocientos cuarenta y cinco. 

Alejo Fortique, Prajuisrxt Martínez de la Roia. 

[L. 8.] [L. 8.] 

Y habiendo sido ratificado por las dos part¡?9 
contratantes el mencionado tratado, y cangeadas 
las ratificaciones en el Real Palacio de Madrid 
el dia veintidós de Junio último por el señor Fer- 
mín Toro, Plenipotenciario de la República de 
Venezuela y D. Francisco Javier de Isturiz, Ple- 
nipotenciario de S. M* C. por parte de sus res- 
pectivos Gobiernos. 

Por tanto, en ejercicio de mis atribuciones 
constitucionales he dispuesto que el preinserto 
tratado se publique y circule, á fin de que todas 
y cada una de sus clausulas y estipulaciones ten- 
gan fuerza de ley en la República, y eean fiel 7 
religiosamente cumplidos y observadas. 

Dado, firmado de mi mano, sellado ron el se- 
llo de la República y refrendado por *el Secreta- 
rio do Estado del Despacho de Relaciones Exte- 
riores en Caracas á 7 de Agosto de 1846, 17? de 
la Ley y 369 ^® ^^ Independencia. 

Cáríos SauileUe. J^OñiC^ Manuel Manrique» 
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TRATADOS publico». Dbcrbto BjEcürlto 
IMB 7 PB AGOSTO DB 1846 explanando ei ar/l- 
-eulo 39 <¿€¿ Tratado anterior, 

.Carlos Sonbiette, 
Ipf eiideate de la Repáblica do Venezuela 

4lc« écc. é&c 
Por cuanto ha sido aprobado, ratifteado y can- 
dado en debida forma el tratado de reconocí- 
tnieoto, paz y ambtad celebrado entre Venezue- 
la y España, en uno de cnyof artículos se ha 
pactado un olvido total y amnistía general y 
iQompleta para todos los ciudadanos de la Repú- 
blica y para todus ios espalloles que hubiesen 
Beguído uno á otro de los partidos beligerantes; 
y teniendo en consíderaciou que aun existen 
-abiertas algunas causas seguidas contra los com- 
plicados en la facción de los Gfkires y otras ; las 
cuales causas no deben Impedir el regreso al 
^Í8 á los encausados ó indiciados que lo aban- 
donaron huyendo de la pena. 

Decreto : 

Art 1? Cesará desde el día de la publicación 
de este decreto todo procedimiento contra vene- 
zolanos ó españoles, que en virtud de algan deli- 
to político relativo á la guerra que ha existido 
^ntre la Espafla y Venezuela, sé hayan hecho 
atreedores á alguna pena. 

Art. 20 Al sobreseer los tribunales en el co- 
nocimiento do las causas pendientes en sus res- 
pectivos despachos darán aviso al tíobernador de 
lu provincia con expresión de los nombres de las 
personas que hayftn sido objeto del procedimien- 
to; y los Gobernadores trasmitirán inmediata- 
mente^ estas noticias al Gobierno por el Miriisle- 
rio del Interior y Justicia. 

Art 39 Los Gobernadores y Jefes políticos 
de las provincias litorales no opondrán ningún 
obstáculo al ingreso en el país de aquellas persu- 
tias venezolanas 6 españolas, que se hayan com- 
prometido con el Gobierno de la República por 
cualquier acto hostil ejercido en favor de la Mo- 
narquía española durante la guerra de indepen- 
dencia, ó uespnes de esta época hasta el 30 de 
Marzo de 1 845 en que fué celebrado el tratado 
dejeconocimiento, paz y amistad entre Venezue- 
la y España. 

\ único. Exceptúanse de la disposición de este 
artículo aquellas personas que por otros motivos 
distintos dü los expresados puedan ser perjudicia- 
les á los intereses de In República, respecto de las 
cuales se reserva el Poder Ejecutivo hacer la de- 
claratoria correspondiente con arreglo al decreto 
de 15 de Marzo de 1845. 

Art. 49 EL Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia queda encargado de 
la ejecución de este decreto. 
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Dado^ firmado de mi tnanoj sellado con el se- 
llo cfel Poder Ejecutivo y refrendado por el Se- 
cretario de Estado en los Despachos del Interior 
y Justicia en Caracas á T de Agosto de 1846, 
afio 17 tle la ley y 3(5 de la independencia. 

<L. S.) Carlos Soublette* 

Por 8. E. — El Secretario de Estado en los Des- 
pacihos del Interior y Justicia, Francisco Cobos 
Fuertes, 

TRATAÜOS PÚBLICOS. DECRETO DE 10 DE ABRI|. 

DE 1848 aprobando la próróga de ocho meses 

al termino de un año jijado para la inscrip- 

'don de españoles en el articulo 13 del celebra" 

do con España^ 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re<- 

pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Visto el convenio ajustado efi.tre el Gobierno de 
la Repáblica y el de S« M. la Reina de Enpafia, 
cuyo terfor es el siguiente: 

^VHabiéndese convenido entre los Gobiernos 
de Venezuela y España prorógar por ocho meses 
mas el plazo de un a?io de que habla el artículo 
13 del tratado celebrado entre ambas partes el 
30 de Marzo de 1845, se declara ahora: que las 
inscripciones de españoles oriundos de los actua- 
les dominios de España, que resulten hechas en 
los registros de la Legación 6 consulado de Es- 
paña desde el 22 de Junio de 1847, hasta el 2:2 de 
Febrero de 1848, serán consideradas y admiti- 
das por el Gobierno de Venezuela en los mismos 
términos y para los misnlois efectos que las ins- 
cripciones de la misma especie, registrador* dentro 
del año que para ello se señaló en el propio 
artículo 13 del tratado, siempre que este convenio, 
que se hace por cambio de notas entre el Minis- 
terio de Relaciones Exteriores de Venezuela y el 
8r. Encargado de Negocios de S. M. C. en Cara- 
cas, sea aprobado por el Congreso venezolano.'' 

Decretan : 

Art. finico. Se aprueba dicho convenio en los 
términos y á los fínes en él expresados. 

Dado en Caracas á 7 de Abril de 184S, año 19 
de la ley y 38 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senadn, Eduardo A. Hurtado* — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Fernando 
Olavarría^ — El Secretario del Senatio, J. A. Frei" 
re. — Eí Secretario de la Cámara de Representan- 
tes, J, A. Pérez. 

Caracas Abril 10 de 1848, año 19 de la ley y 
38 de la independencia. — Ejecútese. — D. B. Ur- 
báneja. — Por 8. E. el Vicepresidente de 1 \ Repú- 
blica, encargado del Poder Ejecutivo.— El Secre- 
tario de Estado en e) Despacho de Relaciones 
Ejítériores, Rafael Acevedoé 
TRATADOS públicos, deüreto de 20 db 

ABRIL DZ' iQiS aprobando el de amistad^ CO'^ 
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mercia y navegaQÍon entre Vetiezttelü y Fi^n^ 
da. 
£1 Senado y Cámara de Represen tantea de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Visto el tratado de ami;»tad, €oin^rcio y nave- 
gacian entre Venérela y S. M. el Rey de los 
frances«>s concluido en 25 de Marzo de este afío 
por el Sr. Francisco Agranda, Secretario de Estado 
en los Despachos de Hacienda y Relaciones Ex- 
teriores de la República y el Sr. Celeste Estevan 
David, Cónstrl general y Encargado de Negocios 
por parte del' Grobierno francés, debidamente 
autorizados ai efecto, cuyo tenor es el siguiente : 

Tratado de amistad^ comercio y navegación en- 
tre la República de Venezuela y §n M. el 
Rey de los franceses • 

ETi EL NOMBR]^ DS LA SANTÍSIMA TRINIDAD. 

establecidas mucho tiempo há graodes relacio- 
nes de Comercio entre la República de Venezuela 
y los Estados de S. M. el Rey de los franceses» 
se ha creido 6til regulari^arsu existencia, favocecer 
su desarrollo y perpetuar su duración por medio 
de un tratado de amistad^ comercio y navegación 
fundado en el interés común de ambos paises, y 
capaz de proporcionar á sus respecúvos ciudada- 
nos y subditos el goce de ventaja's iguales y recí- 
procas. 

Al efecto han sido nombrados Plenipotencia- 
rios, á saber : 

PorS.E. el Prnsiilente de la RepCiblicade Vene- 
zuela, el Sr. Francisco Aranda, Ministro Secretario 
de Estado en los Despachos de Hacienda y Rela- 
ciones Exteriores, y por S, M. el Rey de los Fran- 
ceses el Sr. Celeste Estevaa David, su Cónsul 
general y Encargado de Negocios en Venezuela, 
Caballero de la Real orden de la Legión de honor. 
I^os cuales después de haber cangeado sus plenos 
poderes, encontrados en buena y debida forma, 
hau ronvenido en los artículos siguientes. 

Art, 19 Habrá paz constante y amistad per- 
petua entre la República de Venezuela por una 
parte y S. M« el Rey délos franceses, sus herede- 
ros y sucesores por otra, y entre los ciudadanos 
y subditos de los dos Elstados sin distinción de 
personas ni de lugares. 

Arr. 29 Los venezolanos en Francia y Los 
franceses en Venezuela podrán recíprocamente 
y con toda libertad entrar con sus buques y car- 
gamentos eomo los nacionales en todos los lugares, 
puertos y rios que están 6 estuvieren abiertos al 
comercio extranjero. 

Respecto del comercio de escala serán tratados 
respectivamente y mientras haya en ente comer- 
cio una perfecta reciprocidad como los subditos ó 
(ciudadanos de la nación, mas favorecida* Sn cuap- 
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ioalcomereio de cabotaje s a deja veservado es^ 
clusivamante por una y otra parle á lo» nacioDa- 
fes. 

Podrán como los nacionaias residir y viajar 
respectivamente en. los terrilorios do ambas nacio- 
nes, comerciar en ellos por mayor y menor, al- 
quilar y ocupar las casas, almacenes y tiendas que 
Íes sean necesarios ; trasportar mercancías y di-« 
ñero y recibir consignación^ tanto de io interior 
como de los patees extranjeros. 

Tendrán libertad en todas sns compras y en 
todas sus ventas de establecer y fi^r el precio de 
los efectos, mercancías 6 otros objetos, bien sean 
importados ó nacionales, y ya los vendan, para, el- 
interior d loa destinen gara la exportación, con- 
formándose á las leyes y reglamentos del pais. 

Estarán en libertad de manejar sos negocios 
por sí mismos, de presentar en las aduanas sos 
propias deekraeiones, 6 de hacerse sustituir por 
quien tengan á bien, como factores, agentes, con- 
signatarios 6 intérpretes, sea en las ventas 6 com- 
pras de sus bienes, efectos ó mercancías, 6 sea en 
la carga, descarga ó despachos de sus buquea, 

Y por último, no estarán sujetos en ningún casa 
á otras cargas, contribuciones ó impuestos que á 
los que se haya sometido á loa nacionales, ó á loa 
subditos y ciudadanos de la nación mas favoreci- 
da. 

Art. 39 Los ciudadanos y s&bditos respectivos 
gozarán en uno y otro Estado de una completa 
y constante protección en sus personas y propie- 
dades. Tendrán en consecuencia libre y fácil 
acceso & los tribunales de justicia para hacer valer 
y defender sus derechos en todas las instancias y 
ffrados establecidos por las leyes. Tendrán la li- 
bertad de emplear en todas circunstancias los abo- 
gados, procuradoras ó agentes de cualquiera clase 
que tengan á bien para que obren en su noiQbre: gC-^ 
zarán en ñn, bajo estos respectos de los mismos 
derechos y privilegios concedidos á los naciona- 
les, asi como estarán sujetos ea su ejercicip á las 
mismas condiciones que estos. 

Estarán exentos de todo servicio personal en 
el ejército ó marina, de las guardias y milicias 
nacionales y de toda contribución de guerra, em- 
préstito forzoso, requisiciones ó servicio militar 
de cualquiera especie, y en todos los demás casos 
las propiedades muebles 6 inmuebles de los res- 
pectivos ciudadanos no estaráa sujetos á otras car* 
gas, exacciones ó impuestos que á los que estu"^ 
vieren sometidos los nacionales 6 los ciudadanos 
y s&bditos de la nación mas favorecida sin excep- 
ción ; bien entendido que en caso de reclamar al- 
guno la aplicación de la áltima parte de este ar- 
tículo, tendrá la libertad, de elegir lo que le parezr 
c.a m^s favorable». 
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Art. 49 Los ciudadanos y subditos de uno j 
otro Estado no podrán ser sometidos reS|>6etíva- 
mente á ningún embargo, ni detenidos con sns 
buqueSf tripulaciones, mercancías y efectos comer- 
ciales para alguna expedición mHitar, ni para 
uso público cualquiera que sea, sin una indemni- 
zación conrenida y fijada previamente entre las 
partes interesadas y suficiente por esto uso y por 
los quebrantos, pérdidas, retardos y peijaicioe que 
se originen ó nazcan del serncio á que se les 
obligue. 

Art &9 ^^^ ciudadanos y subditos de mío y 
otro Estado gozarán respectivaroeíAe de la mas 
completa libertad de conciencia, y podrán ejercer 
su culto del modo que se lo permitan las leyee del 
país en que se encuentren. 

Art. 69 Los ciudadanos y subditos de los dos 
paises tendrán libertad de poseer bienes inmue- 
bles y de disponer como les convenga-, por venta, 
donación) cambio, testamento ó de cnalquier otro 
modo, de todos los bienes que posean en los ter- 
ritorios resper tiros. Del mismo modo loe ciuda- 
danos y sübvliios de los Estados que fueren herede- 
ros por testamento 6 abintestato de bienes aituados 
en los dominios dei otro Estado, podrán suceder 
sin impedimento en dichos bienes y disponer de 
ellos según su voluntad ; y los dichos herederos 
6 legatarios no serán obligados á pagar otros 6 
mas altos derechos de sucesión 6 de otra especie, 
que los que pagaren en casos semejantes los na- 
cionales. 

Art 79 Si (lo que Dios no permita) llegare á 
turbarse la paz entre las dos partes contratantes, 
se concederá por una y otra un término que no 
bdje de diez meses á los comerciantes que se en- 
cuentren en el pais para arreglar sus negocios y 
disponer de sus propiedades, y ademas se les dará 
UD salvo conducto para embarcarse en el puerto 
que designaren por su propia conveniencia, á 
menos que esté ocupado ó sitiado por el enemigo, 
6 que su propia seguridad ó la del Estado se opon- 
gan á su salida por este puerto. 

Los ciudadanos ó subditos de'otras ocupaciones 
que tengan algún establecimiento fijo y permanen- 
te en los respectivos Estallos, 6 ejerzan en ellos 
alguna profesión ó industria, podrán conservar 
su establecimiento y continuar en el ejercicio de 
su profesión ó industria sin ser inquietados en ma- 
nera alguna, y gozarán de plena libertad y de sus 
bienes mientras no cometan ninguna ofensa contra 
las leyes del pais. En fin, sus propiedades ó bie- 
nes de cualquiera especie no estarán sujetos á 
ocupación 6 secuestro ni á otras cargas ó iroposi' 
dones que las que se exijan á los nacionales. Del 
mismo modo las acreencias que tengan contra 
particulares ó contra los fondos públicos, y las ac- 
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cínnead^ banco^ 6 compañías no podrán ser ocu- 
padas, secuestradas 6 confiscadas en perjuicio de 
tos dudábanos 6 sábditos respectivos. 
Art. 89 E^ comercio francés en el territorio de Ve- 
nezuela j^ el comercio, venezolano en el territorio 
de Frauda serán tratados con respecto á los dere- 
chos de Aduanaren la importación y exportación 
como el de la nación extranjera i^as favorecida. 

En ningan caso los derechos de importación 
impuestos en Venezuela sobre los productos del 
suelo ó de la industria de, Francia^ y en Francia 
sobre ios productos del suelo 6 de la industria 
de Venezuela, podrán ser otros 6 mas altos que 
los que paguen loa mismos productos de la nación 
mas favorecida. El mismo principio se observará 
en la exportación. 

No se impondrá en el comercio recíproco de 
los dos países ninguna prohibición 6 restrícdon 
de importación 6 exportación, ni se exigirán for- 
malidades para acreditar el origen 6 procedencia 
de las mercancías sin que se extienda la misma 
prohibidon ó restricción, y sin que se exijan las 
mismas formalidades ft todas las otras naciones. 

Art. 99 Todos loe productos del suelo 6 de la 
industria de uno de los dos paises, cuya importa- 
ción no esté absolutamente prohibida, pagarán en 
los puertos del otro los mismos derechos de impor- 
tación bien sean conducidos en buques venezolanos 
ó franceses. Del mismo modo los productos que 
se exporten pagarán los mismos derechos y go- 
zarán de las mismas franquicias, abonos y res- 
titución de los dere chos que están 6 estuvieren 
reservados á las exportaciones en buques naciona- 
les. 

Art. 10. Los buques franceses á su entrada 6 
salida de los puertos de Venezuela, y los buques 
venezolanos á su entrada ó salida de los puertos 
de Francia, no estarán sujetos á otros 6 mas altos 
derechos de tonelada, puerto, fanal, pilotaje, de 
cuarentena ú otros que afecten el cuerpo del bu- 
que, que aquellos á que eetén sujetos los buques 
nadonales. 

Art 11. Los buques franceses en Venezuela y 
los boques venezolanos en Francia podrán des- 
cargar parte de su cargamento en el puerto de 
su llegada y dirigirse con el resto á otros puertos 
dd mismo Estado, sea para concluirá llí su descar- 
ga, 6 sea para tomar su cargamento de retorno, 
no pagando en cada puerto otros 6 mas altos de- 
rechos que los que pagan los nacionales en casos 
iguales. 

Art 12. Cuando por arribada forzosa 6 por 
avería efectiva y comprobada entraren buques de 
una de las nadones contratantes en los puertos d^ "^ 
la otra, 6 tocaren en sos rostas, no esti rán suje- 
tos á los derechos de navegación que bajo cual» 



'tMVD.Me:^!. HBmaLámxm 



■BBBBBBBM 



VRA 



TT 



qpiera deoominiií^iiMi. ««l«»TÍev?Q estliUhciAM, 
eicce]>U)lQ8 (Je pilotaje iioiroi que r(»pi!e6eiit0B el 
MiUrío de 8en&iciO0 prei^fl|()09 por. iodiMlrte. |hv 
^4asy sien^pre que talee buques ao «fedeargneO' 
mercan CÍ39 para ei consumPí ni recibaq cargas 
pura la exportacioa; pero les será permiúáo, de- 
positar eo (ierra sus cargaméntes para fivit^ el 
deterioro, sin exj|phea en ese citao otros. derealio& 
que los relativos^al alquit^r de almacenes y as- 
lilleros públicos que fueren oeossarios para de- 
positar las morcenetiia y para reparar las a^erijui. 
a;el buque. 

Art 13 Serán considerados como baques Te- 
oezolanos 6 franceses aquellos que navegue^ con 
isi bandera de su pais y tengan letras de mar y 
Ifis documentos que la legislación respectiva de 
cada una de las doa^nacÍQUes exijs para acreditar; 
la pacionaiidad de los buques mercRn tes* Las dos 
partes contratantes se reservap no obstante el de- 
iMcho, para el caso de que las estipulaciones de 
este artículo perjudiquen los intereses de su. nave* 
gacioQ, de hacer ea ellas eiñco años despuea-de^hit 
ratifícacion del presente tratado, lea modifíracío* 
nes que se crean convenientes con arreglo á. sus 
l^yes respectivas^, 

Art. 14. En casd oue algún buque, merean- 
cías ó efectos pertenecientes & ciudadanos d^s^di- 
tos de los dos Elsmdos contraíanles fuesen apresa- 
dos por piratas y conducidos 6 encouetradoa en los 
puertos del otro I¿slia4t>, serán entregados 6 sus 
propietarios siempre que prueben la propiedad 
en debida f<irma por sí> mismos, por sus apodera^ 
dos ó por los agentes de su Nación ante los tri- 
bunales competentes del pais dentro del termina 
de un afío. 

Art. 15 L'Ys buques de guerra de uira délas 
dos p')toncias podrán entrar, permanecer y repa*- 
porse en los puertos, de la otra, cuyo acceso esté 
roncodido á la Nación mas favorecida : estarán 
sujetos á las mjsmas realas y gozar&n de lasmist- 
mas ventajps. 

Art. 10. Si sucediere que una de las dos parles 
Contratantes esté en guerra con aJgun otro p%}8, 
la o'ra parte no podráa^en ningún caso, autorizar 
á«sus nacionales á tomar ni acepUu comisiones 
ó letras de marca para ob/ar hostilme;ite contra la 
primera ó contra el, comercio y propiedad^ de 
sus ciudadanos ó.súbditos.. 

Art. 17. Adoptando las dos partes contratantes, 
en sus relaciones mutuas el principio de que el 
pabellón cubre ht propieda/I, si una de las dos 
partes permaneciere neutral cuando la otra estéf 
en guerra con una tercera potencia, las mercada- 
^ Rías cubiertas con el pal>eUon neutral se reputarán 
también neutrales, aun cuando pertencacan á los 
^iemigos de Kotra parte contn^tan|e« 
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Se con viene también q«ie I» Hartad del pabe* 
llim «asegura la de las personas; y b»jo este-supne»- 
10 loe ciudadanos ó sftbdítos pertenecientes 'á una 
poteoeia enem^ encontrados á bardo de* un bu* 
^ne neutral no podf&n ser hechos prisioneros sino 
sÉolametile et>ande sean militares y estén alistadpe 
en servicio del enemigo, 

En eonaecuencia del mismo principio y de laasiV 
milttciun del ptbeUnny de las merrendas, la propie- 
dad neutra qae se encuentre á bordo de on buque 
enemigo será considerada como enemiga, á méno& 
que hayan side ensbarcodas en este bnqae antes 
de la deeiaraloria de guerra ó antes que se tenga 
QOliciade ella en el puerto de la salid» del boqne^ 

Tj8S dos partes contratantes no aplicarán este- 
principio en lo que concierne á Ips intereses de 
otras pptencias, sino respecto de aquellas que tam- 
bién lo reconozcan. 

Art. 18. Encano que uqa «le las dos partes contra*, 
tantea esté en guerra con otra potencia, y sas bcu. 
ques hayan de ejercer el derecho de visita, se con* 
«ene que cuando encuentren buques pertenecien- 
les á la otra parte que haya j)ermanecido neutra^ 
envíen en un bote dos reconocedores que exami- 
nen los pa peles. relatttios ásu^ nacionalidad y car-, 
gamento. Los comandantes serán tesponsablea. 
con sos personas y bienes de toda vejación, insul* 
lo ó' violencia que cometan ó toleren en estas 
ocasieoes. No se permitirá visitar á los buques 
que naveguen en convoy, pues, bastará que el 
comandante del convoy declare verbalmente bajo 
su palabra de honor qu« todos los buques puestos, 
bajo su protección y escolte pertenecen ai Estado 
cuyo pabellón enarbola, y que declare cuando lo^, 
boques se dirijan á un puerto enemigo, que no 
llevan efectos de contraban <}o. 

Art Idi Aunque una de las partes contra- 
tantes se halle en guerra con otra potencia, nacípn 
6 estado, los ciudadanos de la otra parte podrán 
continuar su navegación y comerHo con los 
mismos Estados, con. eacclu^iou de las ciudades, 
ó puertos que estén realmente bloqueados ó sitiar, 
dos. 

Debe cnten Icrao que esta libertad de comerdaí; 
y de navegar no se extiende á, los artículo^ repu- 
tados de contrallando de gueria, como bocas y 
arma^ de diego, arm^s blancas, proyectiles, póN. 
v.ora,^ salitre, objetos de equipos, militares y todos, 
losinsirumenios, cualesquiera qtie sean»,&bricados. 
p;ira el uso de la guerra. 

En ningún caso un buque de comercio pertene^ 
cíente á cmdadanos de unp de los dos países qua^ 
fuese despachado piara un puerto bloqueado por 
el otro Estado, no podrá ser apresado ni detenido,, 
á niénós que síe le haya instruido, previamente de 
la existencia del bloqueo por un. buqoe de la es.-. 
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cuadra 6 dirinon bloq««adore. T paM e¥ilsr que 
«». alegue una ignorancia afeet«da> de loa heékoa^ y 
l^eda capturarae el buque que haya aidi>debi<ía- 
mente nott/icado, si vuelve á preaenurse en el 
mismo puerto durante el bloqueo» deberá « el e<^ 
mandante del buque de guerra que lo reconotsea 
ajQOtar ea aua papelea de navegación el dia y el 
lu^ar ó la altiira en que lo haya eneonlrado, y- la 
Optifícacion que le haya hecho del biequeo ezia- 
lí^e. 

Art. 20. Para la proieccion del comercio en ára- 
be» paisea, potlráo establecerse CéoauleSf pero«no 
entrarán en el ejercicio de sus funciones haala dea 
pues de haber obtenido la autorización del Gobier- 
no territorial, que conservará siempre la facultad 
de designar el lugar de la residencia de los Cónsu^ 
les de la otra potencia, comprometiéndoee ambos 
Eatdílos á no establecer sobre este p&rti<;u)ar roa* 
t^'i/sciones 4 prohibicitmes que no sean commiea 
en el pais á todas \aa naciones. 

Art. 21. Los Cónsules respectivos y sus Can- 
cilleres ó Secretarios gozarán en loa doa paiaea de 
bis privilegios atribuidos ge'ieralmenie 6 sus em* 
pieos, cuales son lúa exenciones, de alojamientoa 
militai-eá y de todas las contribuciones directos 
pcréonale^s, moviliarias 6 sutuarias, ámenos que- 
sean ciudadanos del pnis en que sirven* ó se hagafi 
propietarios ó poseedores de bienes ifunueblea> ó 
ejerzan el comercio, en cuyos casos estarán so- 
^¡^tos á Ira mismos impuestos, cargas ó conifiba- 
clones que pagan 6 piig^ren los otros individuos. 
Estos agenti^s go2 irán ademas de todos loaprivi* 
legios exencione-^ é inmunidades que puedan aer 
concedidas en el lugar de su residencia á loa agen- 
tes del mismo rango de la nación mas ¿ivorecida. 

Art. 22. Los archivos, y en general, todos loa 
papeles de las Cancillerías ó Secretarías de los 
Consulados resfiectivos serán inviolables, y bajo 
ningún pretexto, ni en ningún caso podrán ser 
ocupados ni visitados por la autoridad locaU 

Art. 23. Los Cónsules respectivos, en caao que 
fallezca alguno de sus nacionales sin testar, ni 
nombrar albaceas testamentarios, podrán: 

1:9 ^Ü^^ 1^'B sellos ya de oficio, ya por reque^ 
rimiento de las partes interesadas en loa efectos, 
muebles y papeles del difunto, imponiendo de es- 
ta operación previamente á la autoridad local 
competente que podrá asistir á ella, v aun ai lo es- 
tima conveniente*,, cruzar con sus srlloa los que ha- 
ya puesto el Cónsul, y desde entonces no podrán 
quitarse estos dobles sellos sino de comnn 
acuerdo. 

29 Formar el inventarío de los bienes de la sa- 
ces¡or),á presencia de la autorídnd competente del 
país 8i esta creyere quq debe concurrir ái este 
áco» 
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99 Hacer que ae woeeda conlbrme á las leyea 
d«ijiaiaá la veot» de loa bienes pertenecientes á 
la. sucesión ; en fin, administrar y liquidar per- 
spnalmsnte, ó nombrar bajo su responsabilidad 
UA agente qut> administre y liquide dicha suce* 
sion, sin que la autoridad Jocal tioja que inter- 
venir ea estas nuevas operaciones, á menos qjue 
ae reclamen intereses por parte de algún ciudada 
no ó ciudadanos del pais donde acontezca la 
muerte, ó por subditos ó ciudadanos de una na- 
ción diferente de las contra tantea, pu^s en estos 
casos si se suscitare alguna controversia entre los 
interesados, se decidirá por los tribunales del ter- 
ritorio, obrando ei»tónces el Cónsul como la j)ar* 
te que representa la, sucesión* 

Pero estarán obligados ios^ Cónsules á hacer 
anuncia el ÜAlieoimiento del individuo en uno de 
los periódicos que se publiquen en la extensión de 
su. territoriov y no podrán entregar los bienes mor- 
tuorios ó su valor á los herederos legítimos ó á 
sus mandatarios, sino después de satisfechas todas 
las deudas que el difunto hubiere contraído en el 
paiS) ó cuando pasado un año después de la p»bli« 
cacion déla muerte, no se haya promovido ningún 
reclamo contra la suceaion.. 

Árt% 24. Bn cuanto concierne á la policía de 
los puertos, la carga y descarga de los buques, la 
segvrfdad de kis Mercancías, bienes y efectos, loa 
cittdadaMos y subditos de los dtrs pnises^ estarán, 
respectivamente sujetos á las leyes y estatutos lo- 
cales. Sin embarco los Cónsules respectivos es- 
taíffin encargados exclusivamente del orden inte- 
nor áf bofCNi de los bn^iures mercantes de su na- 
ción, y ellos solcáf c^mocerán de la» diferencias que 
ocurran entre- los hombres, el capitán y oñciales de 
la tripulación ; pero las aotoridades locales po- 
drán intervenir cuando los desórdenes ocurridos 
sean capaces de turbar la tranquilidad p&blica eni 
tierra 6 en el puerto, y podrán igualmente cono* 
cer de estaa diferencias cuando un individno del 
pais ó un extranjero estén mezcla<los en ellaa* 

Art. 25» Los Cónsules respectivos podrán ha- 
cer arrestar y remitir á bordo de los buques de su 
nación ó aso, pais á los marineros que deserten 
de ellos. Al efecto se dirigirán por escrito á laa 
autoridades competentes y justificarán con la ex- 
hlbicioD de los registros del buque 6 del rol de la 
tripulación, ó si el boque hubiere partido, con co- 
pia de las piesas reíbridas debidamente cei^fica-*. 
das por ellos, que los hombres qu« reclaman per- 
tenecen á la tripulación de dicho buque. Joistifir 
cada así la solicitud ro podrá rehusárseles la en- 
trega, antes bien se. les dará todo, favor y auxilio 
para la busca^ capitora y arresto de los desertores, ^ 
¡04 cuales serán también detenidos en las prisio- 
nee del pais por requniimienjbo x á costa de loa, 
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Cónsules hasta que tengan oeanon para hacerles 
partir; mas si no se presenta esta ocasión en ei 
término de tres meses contados desde el día del 
arresto, serán puestos en libertad los desertores, 7 
no podrán ser presos otra vez por la misma causa. 

Art. 26. Siempre qve no naya estipulaciones 
contrarias establecidas en buena y debida forma 
entre los armadores, cargadores y aseguradores, 
las averias que sufran los buques de uno de los 
dos Estados en sus viajes á los puertos del otro, 
se arreglarán por los Cónsules de su nación, á me- 
nos que estén interesados en las averías otros ha* 
hitantes del país en que residen los Cónsules, pues 
entonces deberá arreglarse lo concerniente á la 
avería por las autoridades locales. 

Art. 27* Todas tas operaciones relativas al sal- 
vamento de losbuques franceses que naufraguen en 
las costas de Venezuela serán dirigidas por los 
Cónsules de Francia, y reciprocamente los Cón- 
sules venezolanos dirigirán las operaciones relati- 
vas al salvamento de los buques de su nación que 
naufraguen ó encallen en las costas de Francia. 

Las autoridades locales en ambos países no ten- 
drán otra intervención que la concerniente á man- 
tener el orden, garantir los intereses de los salva- 
dores si fueren personas extrafias de las tripula- 
ciones náufragas, y asesfurar la ejecución de las! 
disposiciones que deben observarse para la entrada 
y salida de las mercancías salvadas. Si en el lu- 
gar adonde arribare ó fuere conducido el buque 
náufrago no hubiere Cónsul 6 Vicecónsul, las au- 
toridades locales mientras se presentan estos fun- 
cionarios tomarán todas las ^medidas necesarias pa- 
ra proteger los individuos y salvar y custodiar los 
efectos que no hayan perecido. 

Se conviene ademas que las mercancías salva- 
das no estén sujetas á niqgun. derecho de aduana 
& menos que se destinen al consumo. 

Art. 28. La República de V^enezuela gozará en 
las colonias y posesiones de S. M. el Rey de los 
franceses en América, inclusa la Guayana, de los 
mismos derechos y franquicias y de la misma li- 
bertad de comercio y navegación de que actual- 
mente goza ó en adelante gozare la nación mas ñi- 
vorecida ; y recíprocamente los habitantes de 
dichas colonias y >osesiones gozarán en toda la 
extensión del territorio de Venezuela de los mis- 
mos derechos y franquicias y de la libertad de 
comercio y navegación que por este tratado se 
conceden al comercio y navegación y ciudada- 
nos franceses. 

Art. 29. Se conviene formalmente entre las 
dos partes contratantes que ademas de las esti- 
4- pulaciones que preceden, gozarán en pleno dere- 
cho los Agentes diplomáticos y consulares, los 
ctttdadanos de todas clases, los buques y mer" 
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cancías de uno de loe dos Estados en el terríto» 
rio del otro, los privilegios, franquicias é inmo* 
nidadas concedidas ó que se concedan á la nación 
mas favorecida ; y esto gratuitamente si la con- 
cesión es gratuita, ó con la misma compensa» 
clon si la concesión es condicional. 

Art. 90, El presente tratado permanecerá en 
Vigor por diez aflos contados desde el día del can- 
ge de las totifícaciones ; pero si ninguna de las 
partes anunciare por una declaración oficial, un 
afio antes de la expiración de este término, su in- 
tención de hacerlo terminar^ continuará siendo 
obligatorio para ambas partes hasta un afio des- 
pués de haberse hecho la expresada declaración 
oficial, cualquiera que sea la época en que se 
ha^* 

£n el caso en que una de las dos partes con* 
tratantes juzgue que alguna ó algunas de las es- 
tipulaciones del presente tratado han sido viola* 
das en su perjuicio, deberá antes de todo pre*> 
sentar á la otra piirte su queja con una exposi- 
ción de los hechos en que la funde, y acompa- 
ñada de los documentos y pruebas necesarias pa- 
ra justificarla ; y de ningún modo autorizará ac- 
tos de represalia ni declarará la guerra antes de 
que la reparación demandada haya sido negada ó 
desatendida. 

Art* 31. El presente tratado será ratificado 
por el Presidente de la Hepüblica de Venezuela 
previa la aprobación del Congreso, y por S. M. 
el Rey de los franceses, y las ratificaciones se- 
rán cangeadas en Caracas en el término de quin- 
ce meses ó ántbs si fuere posible. 

£n fé de lo cual, los plenipotenciarios respec- 
tivos han firmado el presente tratado sobre el que 
han puesto sus sellos respectivos. 

Hecho en la ciudad de Caracas á 26 de Marzo 
del año del Seftor 1843 — Francisco Arando, — 
(L. S.)— C. E, David.-^{h. S.) 

Decretan : 
Art. único. El Congreso presta su acuerdo y 
con sen ti mi en lo. 

Dado en Caracas á 18 de Abril de 1843, afío 

149 de la ley y 33? de la independencia El 

presidente del Senado, José Vargas. — ^El pre- 
sidetite de la Cámara de Representantes, Ma- 
nuel Felipe de Tovar, — El secretario del Sena- 
do, José Ángel Freyre. — El secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan Antonio Pérez* 
Caracas Abril 20 de 1843, año 149 de la ley 
339 de la independencia. — Ejecútese, — Cát' 
os Sovhletíe.^^PoT S. E. el Presidente de la 
República. — El Secretario de Relaciones Exte- 
riores, Francisco Aranda. 
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Batiflcado el presento tratado el 26 de Octubre de 
18á3 por S. M. el Rey de los fraoceses, y en 22 de Mar- 
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io de 1844 por S. B. el Preripeote de la EepúbUca, 1« 
ratlflcAcioQes fueron cangeadas el 28 del espvesado mee 
de Marzo en esta ciudad de Caracas. 

TRATADOS públicos, dicueto db 3 bb 

ABRIL D£ 1844 a/proba7ido la convención «o- 

bre correos enlre Venezuela y Francia. 
E\ Senado y Cámara de Representante» do la 

República de Venezuela reunidos en Coo* 

greso. 

Vista la contención de correos celebrada en- 
tre Venezuela y Francia el 27 de Julio de 1843 
cuyo tenor es el siguiente 

Convención sobre correos enire Venezuela y 

Francia* 

La República de Venezuela y S. M. el Rey de 
loe Francesea queriendo, en el interés de las re- 
laciones de buena inteligencia* amistad y comer- 
cio que felizmente subsisten entre sus respecti- 
TOS países, proveer al establecimiento de un ser- 
vicio de paquebotes de vapor para el trasporte re- 
guiar de la c(»rre8pondencia oficial y particular 
eutre ambos paises, y deseando asegurar este 
importante resulmdo por medio de una conven- 
ción, han nombrado á este efecto por sos comi- 
sionados, á saber : 3^ E. el Presidente de la Re- 
pública de Venezuela al sefior Francisco Aranda» 
Secretario de Estado en los despachos de Ha- 
cienda y Relaciones Exteriores ; y S. M. el Rey 
de los franceses al sefior Celeste Est4van David, 
su Cónsul general y Encargado de negocios en 
Venezuela, Caballero de la real orden de la Le- 
gión de Honor, los cuales después de haber can- 
geado sus poderes y halládolos en debida forma, 
han convenido en los artículos siguientes : 

Art. 19 Desde el momento en que sean can- 
geadas las ratificaciones de la presente conven- 
ción, las administraciones de postas de Venezue- 
U y de Francia se trasmitirán y cambiarán enjtre 
sí regularmente los despachos y paquetes cuya 
dirección les está encargada ^ que vayaa desti- 
nados, ya sea f ara sus respectivos Estados, ya sea 
para los Estados extranjeros, cuya corresponden- 
cia transite por sus territorios. 

Art. 29 Este servicio se hará por medio de 
barcos de' vapor de la marina real de Francia, cu- 
yos costos de armamento» equipo, conservación y 
generalmente cualesquiera otros gastos queda- 
rán á cargo 4.el Cbbierno francés. El Gobierno 
de Venezuela se reserva, sin embargo, el dere- 
cho de contribuir ulteriormente á este servicio 
destinando á él buques de su marina de guerra, 
los que por reciprocidad, gozarán entonces en 
Francia de los mismos privilegios, franquicias é 
inmunidades que se estipulan á continuación en 
favor de los paquebotes franceses. 

Art 30 Lps barcos de vapor de la armada 
leal destinados por q1 Gobierno francés ai estAr 
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blecímiento de comunicaciones regulares entre la 
Francia y Venezuela, serán considerados y re- 
cibidos en todos los puertos de esta República á 
que llegaren habitual 6 accidentalmente como 
cualquiera de los otros buques de guerra; ten- 
drán derecho á los mismos honores y privile- 
gios, y estarán exentos de todo derecho de na- 
vegación, de aduana, de puerto y de otros aná- 
logos, lo mismo que de toda declaración, regis- 
tro 6 visita de aduana. Ellos no podrán ser dis- 
traidos de su destino especial, es decir del tras- 
porte de la correspondencia, de pasajeros y del 
oro y plata amonedados y en pasta ó en polvo, 
por ninguna autoridad cualquiera que sea, ni su- 
jetos á secuestro, embargo ó angarias. 

Art 49 En caso de naufragio ó de avería su- 
frido por los paquebotes franceses en el curso de 
la navegación, el Gobierno de Venezuela dará ó 
hará dar á estos buques todo el socorro y la asis- 
tencia que demande su posición, y permitirá que 
puedan hacer 6 que se les hagan, ségun la nece- 
sidad, en sus arsenales al precio de tas tarifas de 
estos establecimientos, todas tas obras que nece- 
siten para el reparo ó construcción de aparejos, d 
de máquinas que puedan hacerse sin inconve- 
nientes. El carbón destinado al consumo de los 
paquebotes de vapor franceses será admitido en 
los puertos de Venezuela^ libre de todo derecho 
de aduana 6 cualquiera otro, y podrá ser libre- 
mente depositado en ellos, ya sea en los alma- 
cenes ad hoc que pudieran proporcionar los ar- 
senales venezolanos, ya sea en almacenes á pro- 
pósito alquilados con este objeto por el Gobier- 
no francés, ya sea en uno 6 muchos almacenes 
flotantes pfit.icionauos en los puertos. Si adé- 
maselos dichos paquebotes juzgaren convenien- 
te tomar carbón en la mina de Curamichato (en 
Venezuela) el carbón será igualmente exento de 
todo derecho de aduana. 

Art 59 En caso de guerra entre las dos na- 
ciones, los paquebotes Mnceses continuarán su 
navegación sin obstáculo ni molestia por parte 
del Gobierna de Venezuela, hasta que la notifi- 
cación de quedar cortadas las comunicaciones de 
correos sea hecha por uno de loa Gobiernos ; en 
cuyo caso los paquebotes podrán, si se encuen- 
tran en camino, volver libremente y bajo protec- 
ción especial á los puertos de Francia durante 
un término de tres meses después de esta notifi- 
cación. 

Art 09 ^^^ reserva del derecho do modificar 
el itinerario y el número de viajes de los men> 
Clonados paquebotes, lo mismo que la duración 
de sus escalas, el Gobierno francés se propone é 
hacerlos despachar en un dia determinado de ca- 
da mes, de un puerto de Francia que después de» 
signará,, para uno O mas puertos de Venezjiel^ 
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que mas tarde también sefialarA. Dichos paque- 
botes harán su vuelta de manera que todos los 
meses haya igualmente una salida de Venezuela. 
El Gobierno de Si M* el Rey de los franceses y 
su Representante en Venezuela podrán antici- 
par ó retardar cuarenta y ocho horas la salida de 
estos paquebotes, y acceder&n en cuanto sea po- 
sible á la solicitud que con el mismo objeto pue- 
da diritrirleri el Gobierno de Venesuela. 

Art. 79 Los paquebotes de vapor franceses 
permanecerán á lo mas cuarenta y ocho horas en 
los puertos de Venezuela para desembarcar las 
malas que contienen las diferentfs correspon- 
dencias, lo mismo que los pasajeros, y para to- 
mar las malas y Ips pasajeros destinados á los 
otros puertos de su carrera. 

Art. 89 I^os mencionados paquebotes podrán 
embarcar, desembarcar 6 trasbordar en los puer- 
tos de Venezuela todo el oro ó plata amoneda- 
dos, en pasta ó en polvo que le sean confiados. 
Recibirán también pasajeros de cualesquiera na- 
ción que sean con sus equipajes y efectos perso- 
nales, á condición de que dichos pasajeros se 
conformen á los reglamentos sanitarios y de po- 
licía (le los puertos de Venezuela respecto á la 
entrada y salida de ios viajeros* Cn ningún ca- 
so, sin embargo deberá causarse el menor retar- 
do ó dificultad en el cumplimiento del importan- 
te servicio que les está confiado, y los pasajeros 
que vengan en estos paquebotes y que no juz- 

fraren conveniente bajar á tierra durante su esca» 
a en alguno de los dichos puertos, no podrán ser 
bajo ningún pretexto extraidos de abordo ni su- 
jetos á ninguna pesquisa, ni sometidos á la for- 
malidad de visar sus pasaportes. 

Art. 99 Los paquebotes mencionados tras- 
portarán la correspondencia de Francia, de- k)S 
paises que empleen su conducto, ó de los puertos 
de escala para Venezuela, y recíprocamente, se- 
gún las cláusulas y condiciones que á continua- 
ción se estipulan. Las dos partes contratantes se 
comprometen también á observarlas exacta- 
mente y hacerlas observar en lo que do cada una 
dependa. 

Art. 10. Los agentes consulares de S. M. el 
Rey de los franceses en Venezuela, sus cmcille^ 
res, ó cualesíjuíera otras pereiioos especial menté 
instituidas al efecto por el Gtibiorno francés, es- 
tarán encargadas de la administración de los pa- 
quebotes-vapores de guerra mencionados y de* to- 
das las relaciones que deban mantener eon las 
administraciones de correos de Venezuela y de 
Francia; y recibirái^ directamente de estas ad^ 
^ ministraciones todas las cartas y paquetes que 
deban trasportarse en los paquebotes franceses. 

Art. 1 1. Los agentes encargados de la* adtni* 
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nistracioo de los paquebotes cerrarán y remit}« 
ráii directamente á los comandantes de estos ba- 
ques las malas de Venezuela para la Francia f 
los puertos intermedios; y abrirán y entrega- 
rán á los agentes de correos venezolanos laé 
malas trasportadas por los paquebotes france- 
ses, inmediatamente después de la entrega qué 
les bagan los comandantes de ellos. 

Art. 12. Las cartas y paquetes de Francia 
destinados para Venezuela serán, después de ha- 
ber sido contados y pesados según el peso francés, 
atados, empaquetados y sellados, paest(»8 en baa 
lija con cerradura y llave, las cuales serán in« 
cluidas en malas que cerrarán también con lla- 
ves. Las malas serán cerradus de la misma ma- 
ma por los agentes de los paquebotes en 
Venezuela, que^ lo mismo que los directores de 
la posta en Francia, tendrán solos la llave de las 
balijas y malas. Cada remisión será acompañada 
de una carta de aviso en que se anuncie el nú- 
mero y el peso de los despachos y paquetes con* 
tenidos en la mala, firmada en Francia por un 
director de postas, y en Venezuela por un agente 
de los paquebotes franceses. Las cartas recha- 
zadas 6' sobrantes serán respectivamente de-> 
vueltas al cebo de seis meses para obtener el 
reembolso del precio á que hayan sido entre- 
gadas anteriormente. 

Art 13. El Gobierno de S. M. el Rey de lotf 
franceses percibirá por todas las cartas y los pa- 
quetes trasportados de Francia á Venezuela, ó de 
Venezuela á Francia, en las malas francesas, el 
porte interior á razón de dos francos por el pe- 
so de treinta gramos, 6 sean cinco décimos pof 
la carta sencilla de siete y medio gVamos, ó ua 
cuarto de onza ; y un pojrte marítimo calculada 
á razón de cuatro francos por el peso de treinta 
gramos, ó sea un franco por la carta sencilla de 
siete y medio gramos, ó un cuarto de onza. £1 
montante deístas dos tasas, que seguirán la pro- 
gresión de las tarifas de las postan francesas, se 
reducirá á moneda corriente de Venezuela 6 á 
pesos fuertes al cambio del dia, y deberá ser, al 
recibirse cada muía de Francia, satisfecho por 
las postae de Venezuela al agente de los paque- 
botes fronceses; el'cuaP estará obligado á dar re- 
cibo. Respecto á las cartas y pnqaetes que sé 
remitan de Venezuela J)ara Europa podrán ser 
franqueadas á voluntad' dé los interesados en las 
agencias de dicht)s paquebotes/ 

Art. 14. El Gobierno de Venezuela por su 
parte, percibirá en el puerto üe arribo una tasa 
de veinticinco centavos de franco solamente por 
cada carta sencilla de cualquier orfgen europeo, 
y esta tasa seguirá la progresión de la tarifa de 
correos de la RepübHca. 
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Art 15. Los diarios, gaeeus, bbras periédt- 
cas, libros encuadernados, panfletos, papeles de 
música, catálogos^ prospectos, anuncios y avisos 
▼arios, impresos y litografiados en lengua fran- 
cesa, española ó extranjera, lo mismo que las 
muestras de mercancías, serán trasportadas con 
reducción de precio por los paquebotes france- 
ses y no pagarán en Fra&cja, sea á la salida, 
sea á la entrada, sino los portes siguientes : las 
muestras de mercancías la tercera parte de una 
carta sencilla, y los diarios impresos, &.c. la ta- 
sa ünica de cinco centesimos ó un veinteavo de 
franco, cualquiera quesea su destino; unas co- 
sas y otras serán ademas distribuidas gratis en 
lor puertos de Venezuela. 

Art. 16. Los paquebotes mencionados podrán 
Í£[ualmeDte trasportar cartas y diarios entre los 
diversos puerios de Venezuela en que toquen, y 
entre estos puertos y los de la Nueva Granada, 
¿üCm Las cartas serán franqueadas en las agen- 
cias de dichos paquebotes según la tarifa que pos- 
teriormente se les pasará y que serft comunica- 
da al Gobierno de Venezuela. 

Art. 17 El Gobierno francés se reserva colo- 
car en balijas particulares cuyas dimensiones no 
excederán de cincuenta centímetros de largo y 
veinticinco de alto y ancho, las cartas y los pa- 
quetes oficiales destinados á su representante y 
sus cónsules en Venezuela. Estas balijas serán 
igualmente destinadas al trasporte de la corres- 
pondencia oficial de dichos agentes y entrega- 
das directamente y francas ft sus títulos. Las 
cartas y los paquetes oficiales trasportados por 
las malas francesas para los comandantes de los 
buques de S. M. el Key de los franceses que po- 
drían enconti^se en los puertos de Venezuela, 
ó para los oficiales ó marinos que están bajo sus 
órdenes serán igualmente entregados francos por 
la administración de los paquebotes. Pero en los 
casos de seguir dichas correspondencias oficia- 
les para el interior, quedarán sujetas á las tasas 
que*pagare la demás correspondencia en el cor- 
reo venezolano hasta que se hagan nuevos arre- 
glos sobre este punto, mediante mutuas conce- 
siones de las partes contratantes. 

Art. 18. Se ha convenido ademas, que si el 
Gobierno francés ó el de Venezuela propusieren 
en lo sucesivo, en et interés del importante ser- 
vicio de ique se trata, algunas modificaciones ó 
adiciones á la presente convención, ellas serán 
objeto de artículos adicionales, y se considera- 
rán como^partes del presente acto desde el mo- 
mento en que hayan sido debidamente acepta- 
dos y ratificados por una y otra parte. 

Art. lU, La presente convención se ha cele- 
brado ¡por cinco a&os, á cotttar de la ftciía del 
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cange de las ratificadoaes, qne deberá hacerse 
en Caracas lo mas pronto posible ; y continuará 
en vigof otros cinco afíos mas, y así sucesiva- 
mente por el término de cinco aíios, si, seis me- 
ses Antes de cumplirse cada período, una de las 
partes no declara á la otra so intención de termi- 
narla. 

En fé de lo cual los comisionados respectivos 
han firmado y sellado la presente convención. 
Fecha en Caracas por duplicado á 27 de Julio de 
1843. — ir ancuco Aranda. — (Hay un sello.) — C. 
iS. David, — (Hay un sello.) 

Decretan: 

Art. único. £1 Congreso presta á este acto su 
consentimiemo y aprobación. 

Dado en Car&cas á2 de Abril de 1844, a?Ío 15 
de la ley y 34 de la independencia. — El presiden- 
te del Senirdo, José María de Heves. — El presi- 
dente de la Cámara de Representantes. Jacinto 
Gutiérrez. — El secretario del Senado, José Án- 
gel Freyre. — El secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, Juan Antonio Pérez. 

Caiácas Abril 3 áó 1844, año 15? de la ley y 
349 de la independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soubleite. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El secretario de Estado encargado interi- 
namente del despacho de Relaciones Exteriores, 
Juan Manuel Manrique. 

Ratificada esta convención por S. E. el Presi- 
dente de la República y por S. M. el Rey de los 
franceses, las ratificaciones se cangearon en esta 
ciudad de Caracas el dia 23 de Abril del año de 
1843. 

TRATADOS públicos, decreto de 3 de abril 

DE 1835 aprobando la convención de 1834 con 

S. M. Británica referente al tratado con Co- 

íombia, que se inserta á continuado íl. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso, 

Vista la convención concluida entre el Poder 

Ejecutivo de la República y el Gobierno de S. 

M. B. que á la letra es como sigue : 

Convención concluida entre Venezuela y el 
Reino unido de la Gran Bretaña é 

Irlanda. 
Por cuanto se concluyó entre S. M. el Rey del 
Reino Unido de la Gran Bretaña é Irlanda, y el 
Estado de Colombia, un tratado de amistad, co- 
mercio y navegación, constante de quince artícu- 
los, que junto con un artículo adicional, se firmó 
en Bogotá el décimo octavo dia de Abril de mil 
ochocientos veinte y cinco; y por cuanto, des- 
pués de^referir que habiéndose establecido exten- 
sas relaciones comerciales por una serie de años 
entre los dominios de S. M. 6rítánica en Europa, 
y varías provincias y países de América, que 
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(unidos entonces) consiíluian el Elstado de Colom- 
bia, habia parecido conveniente, asi para la aegu* 
FJdnd y fomento de aquella correspondencia co- 
mercial, como para mantener la buena inteligen- 
cia entre su dicha M. Británica y el dicho Esta- 
do, que las rplacione6 que entonces subsistido 
entre ambos fuesen regularmente reconocidas y 
conñrmadas por medio de un tratado de amistad, 
comercio y navegación ; en esto tratado se decla- 
ró y se convino, que hubiera, bajo ciertos regla- 
mentos y condiciones especificadas en él, una re- 
cíproca libertad de comercio entre los territorios 
de 8. M. Británica en Europa y los territorios de . 
Colombia; y por cuanto al firmar dicho tratado, = 
]i\9 provincias de Venezuela se hallaban unidas á ,; 
Colombia, y formaban una parte componente de ^ 
ella, pero desde aquel tiempo se han separado 
final y enteramente de ella, y de todos ios paises 
ó provincias que estaban entonces, ó se hallan 
ahora unidas con ellas, y se han hecho un Esta- 
do separado é independiente, bajo un gobierno 
di.siinto: y por cnanto es conveniente que 1«h 
relaciones y correspondencia comercial que aho- 
ra ó antes subsistían entre los territorios del Es- 
liílo de Venezuela, y los territorios de S, M. 
Británica en Europa, respectivamente, se conti- 
r;u ísen y llevaren á efecto de la misma manera, 
y bajo los mismos reglamentos y condiciones ex- 
presadas y especificados en el antedicho tratado 
entre su dicha Maj<ístad y el Estado de Colom- 
bia, y que S. M reconociese la independencia del 
dicho Estado de Venezuela, se ha convenido con- 
cluir una Cíin vención con los objetos antedichos. 
Al efecto, las altas partes contratantes han 
nombrado como sus plenipotenciario?, á saber: 

El Presidente encargado del Poder F'jecutivo 
del Estado de Venezuela, al General de División 
Mariano Montilin, de la orden de los Libertado- 
res de Venezuela. 

Y S M. el Rey del Reino UrTido do la Gran 
Bretaíl't é Irlanda, al muy honorable Henrique 
Juan, Vizconde Palmerston, Barón Temple, Par 
de Irlanda, Miembro del muy honorable Consejo 
privarlo de S. M. Británica, caballero gran cruz 
lie la muy honorable orden del Baño, miembro 
del Parlamento, y su principal Secretario do Es- 
tado en el departamento de negocios extranjeros 

Quienes despaes de haberse comunicado sus 
respectivos plenos poderes, hallados en buena y 
debida forma, han convenido y concluido los si- 
guientes artículos. 

Art. 19 El estado de Venezuela cuya inde- 
pendencia por esta reconoce y declara 8? M. Bri- 
tánica, y S. M. el Rey del Reino Unido de la 
Gran Bretafia é Irlanda, convienen mutuamente 
en adoptar y confirmar tan eficazmente como si 
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86 hubieren insertado palabra por palabra en ^^ 
ia convención los diferentes artículos y provisio* 
nes del antedicho tratado concluido entre su dicha 
Majestad y el Estado de Colombia, junto con el 
antedicho artículo adicional de él; y que todos 
los negocios y materias contenidos en dicho ira* 
tado y artículo a<licional, serán aplicados muiatis 
mutandis^ desde la fecha de la presente conven- 
ción, á las altas partes contratantes, los ciudada- 
nos y subditos de ellas, con tanta fuerza como si 
hubieran sido recapituladas palabra por palabra 
en esta: confirmando y aprobando por esta to- 
dos los negocios y materias hechos 6 por hacer 
por sus respectivos ciudadanos y subditos, en vir- 
tud del antedicho tratado, y en cumplimiento de 
él. 

Art. 29 Las altas partes contratantes mutua- 
mente convienen ademas en adoptar, y confirmar, 
como parte de la presente convención, y con la 
misma fuerza como si se hubiera insertado pala- 
bra por palabra en esta, la declaración explánate- 
ría de aquella parte del art. 7 > del antedicho tra* 
tado roncluido entre S. M. Británica y el Estado 
de Colombia, en el cual se define qué buques han 
de considerarse con derecho á gozar los privile- 
gios de buques británicos y colombianos, la cual 
declaración se firmó en Londres el séptimo dia 
de \t»viembre de mil ochocientos veinte y cinco, 
por el muy honorable George Cannicg, enton- 
ces principal Secretario de S. M. Británica en el 
departamento de Relaciones exteriore;*, de parte 
de su dicha Majestad, y por el seflor Manuel José 
Hurtado, plenipotenciario del Elstado de Colom- 
bia, de parte del dicho Estado; y que la dicha 
declaración, y las varias provisiones contenidas 
en ella, serán aplicadas desde la fecha de la rati- 
fícaci(m de la presente convención, mutatis mu- 
tandi^ al dicho Estado de Venezuela y sus ciuda- 
<Íanos, y á su dicha Majestad y sus subditos, coa 
la misma fuerza como si se hubieran insertado en 
esta pslabra por palabra. 

Art. 39 La presente convención será ratificada 
por el Presidente ó Vicepresidente encargado del 
Poder Ejecutivo del Estado de Venezuela, coa 
consentimiento y aprobación del Con grey del 
mismo, y por S. M. el Rey del Reino u-oiim de la 
Gran Bretaña é Irlanda ; y las ratüicacioneB se- 
rán cangeadas en Londres en el término de seis 
meses, ó antes si fuese posible. 

En testimonio de lo cual los respectivos Pie» 
nipotenciarios lo firmaron y sellaron coo el aello 
de sus armas. 

Hecho en Londres á Teiatinueve de Octubre, 
del año de nuestra Sefior de mil ochocientos trein- 
ta y cuatro. 

(l.8.) Mariaiío Montüla. (l. s.) PalmertUm. 
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Y considerando: que por la citada conrencion 
se reconoce expresa y terminantemente la sobe- 
ranía é independencia de Venezuela, y se esta- 
blecen fie un modo permanente ids relaciones de 
amistad y buena inteÜgenc-ia entre el Gobierno y 
pueblo de Venezuela y el Gobierno y pueblo de 
S. M. B. de la misma manera que antes existían 
entre la Rejüblíca de Colombia y el Reino Unido 
de la Gran BretHÜa é Irlanda por el tratado fir- 
mado en Bogotá á 18 de Abril de 1825. — Que 
por ella quedan igualmente en toda su fuerza las 
excepciones y privilegios á favor de los subditos 
de ambas naciones, y las estipulaciones de comer- 
cio y navegación que la República se hizo un 
deber de conservar, según se deduce del art. 218 
de la Constitución, al declarar válidas y no alte- 
radas las excepciones de que disfrutaban en la Re- 
pública de Colombia algunos subditos de poten- 
cias extranjeras según los tratados vigentes, de- 
cretan. 

Art. 19 El Congreso presta su consentimien- 
to y apiobacion á la convención firmada en Lon- 
dres á veintinueve de Octubre de mil ochocientos 
treinta y cuatro, entre el Enviado extraoniinario 
y Ministro Plenipotenciario de la República, y 
el Ministro de Relaciones Exteriores de S. M. B. 
á nombre de sus nspeciivos Gobiernos. 

Art. 29 Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Dado en Caracas ú 31 de Marzo de 1835, 6? 
y 25.--^El P^e^idente del Senado, Ángel Qui/i- 
tero. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Francisco Arajida, — El Secretario del Se- 
nado, José María Pelgron. — El diputado secre- 
tario de la Cámara de Representantes, Julián 
García. 

Caracas Abril 3 de 1835, 69 y 259— Ejecúte- 
se. — José Vargas, — Por S. E. el Presidente de 
la República. — El Secretario de Relaniones Ex- 
teriores, Sanios Mtchelena, 

|^*Esta convención fué ratificada por S. E. el írnsi- 
dento de Venezuela el 8 de Abril de 1885, y por S. M. 
B. el 19 de Junio del mismo año; y las ratificaciones se 
canjearon en Caracas el 7 de Agosto del propio afio de 
1885. 

CTrAdoá qne se refiere la convención anterior.) 

Tratado de amistad^ comercio ynavegacio a entre 
la República de Colombia y S, M. el Rey del 
Reino unido de la Gran Bretaña é Irlanda. 

En el nombre de la Santísima Trinidad. 

Habiéndose establecido extensas relaciones co- 
merciales por una serie de allos, entre varias 
provincias ó paises de América, que unidos abo- 
ri ronnlituyen la Repíiblica de Colombia, y los 
dominios de S. M. el Rey del Reino Unido de la 
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Gran Bretaña 6 Irlanda, ha parecido convenien- 
te, así para la seguridad y fomento de aquella 
correspondencia comercial, como para mantener 
la buena inteligencia entre su dicha Majestad y 
la dicha República, que las relaciones que ahora 
subsisten entre ambas, sean regularmente cono- 
cidas y confirmadas por medio de un tratado de 
amistad, comercio y navegación. 

Con este objeto han nombrado sus respectivos 
Plenipotenciarios, á saber: el Vicepresidente en- 
cargado del Poder Ejecutivo de la República de 
Colombia A Pedco Gual, secretario Je Estado y 
del Despucho de relaciones exteriores de la mis- 
ma y al General Pedro Briceflo Méndez; y S. 
M. el Rey de la Gran Bretaña é Irlanda, á Juan 
Potter Hamilton, escudero, y & Patricio Campbell, 
escudero, quienes después de haberse comunicado 
sus respectivos plenos poderes, hallados en debi- 
da y propia forma han convenido y concluido los 
artículos siguientes. 

Aít. 19 Habrá perpetua, firme y sincera amis- 
tad entre la República y pueb'o de Colombia, y 
los dominios y subditos de S. M. el Rey del Rei- 
no Unido de la Qran Bretaña é Irlanda, sus be- 
rederos y sucesores. 

Art. 29 Habrá entre todos los territorios de 
Colombia y los territorios de S. M. Británica en 
Europa una recíproca libertad de comercio. Los 
ciudadanos y subditos de los dos paises respecti- 
vamente, tendrán libertad para ir libre y segura- 
mente con sus buques y cargamentos á todos 
aíjuellos parajes, puertos y ríos en los territorios 
anteiiicbos, á los cuales se permite ó se permitie- 
re ir á otros extranjeros ; entrar en los mismos y 
permanecer, y residir en cualquiera parte de los 
dichos territorios respectivamente : también para 
al(|uiiar y ocupar ca^as y almacenes para los ob- 
jetos de su comercio ; y generalmente los comer- 
ciantes y traficantes de cada Nación respectiva- 
mente, gozarán la mas completa protección y se- 
guridad para su comercio, estando siempie suje- 
tos á las leyes y estatutos de los dos paises res- 
pectivamente. 

Art. 39 S. M. el Rey del Reino Unido de la 
Gran Bretaña é Irlanda, se obliga ademas, á que 
1< s ciudadanos de Colombia tengan la misma li- 
bertad de comercio y navegación que se ha esti- 
pulado en el articule» anterior, en todos sus do- 
minios situados fuera de Europa, en toda la ex- 
tensión en que se permití» ahora, ó se permitiere 
después á cualquiera otra nación. 

Art. 49 No se impondrán otros ó mas altos 
derechos á la importación en los territorios de 
Colombia de cualesquiera artículos del producto 
natural, producciones ó manufacturas de los do- 
minios de S* M. Británica, ni se impondrán otros 
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Ó mas aho8 derechos á la importaeíon en k>s tar- 
ritorios (le S. M. Británica de cualesquiera artí- 
culos del producto natural, producciones ó manu- 
facturas de Colombia, que los que se pagan ó pa- 
garen por semejantes artículos, cuando sean pro* 
ducto natural, producciones 6 manufacturas de 
cualquiera otro país extranjero ; ni se impondrán 
óticos ó mas altos <Ierechos ó impuestos en los 
territorios ó dominios de cualquiera de las par- 
tes contratantes á la exportación de cualesquiera 
artículos para los territorios ó dominios de la 
otra, que los que se pagan ó se pagaren por la 
exporlacior) de iguales artículos para cualquiera 
otro país extranjero. Ni se impondrá prohibición 
alguna á la exportación ó importación de cuales- 
quiera artículos del producto natural, produccio- 
nes ó manufacturas de los dominios y territorios 
de Colombia ó de S. M. Británica, para los di- 
chos, ó de los dichos territorios de Colombia, 6 
pura los dichos, ó de los dichos de S. M. Británi- 
ca, que no se extienden igualmente á todas las 
otras naciones. • 

Arl. 59 No se impondrán otros ó mas altos 
derechos ó impuestos por razón de tonelada, ía^ 
nal ó emolumentos lie puerto, práctico, salvamen- 
to en caso de u vería, ó naufragio, ó cualesquiera 
otros gastos locales, en ninguno de lus puertos 
de los territorios de S. M. Británica, á los buques 
rol(»mbiaj)Os, que los pagaderos en los mismos 
puertos por buques británicos, ni en los puertos 
de Colombia, á los buques británicos, que los pa- 
gaderos en los raiíTiios puertos por buques colom- 
bianos. 

Art. 69 Se pagarán loa mismos derechos á la 
importación en l< s dominios de S. M. Británica, 
de cualquiera artículo de producto natural, pro- 
ducciones ó manufacturas de Colombia, ya sea 
que esla importación se haga on buques británi- 
cos ó en colombianos ; y se pagarán los mismos 
derecht'S á la importación en los territorios de 
Colíjmbia de cualquiera artículo del producto na- 
tural, proi^irriones ó manufacturas de los domi- 
nios de S. M. Británica, ya sea que esta importa- 
ción se haga en buques colombianas ó en britá- 
nicos. Se pagarán los mismos derechos y se con- 
cederán los mismos descuentos y gratifícacíones 
á la exportación de cualesquiera artículos de pro- 
ducto natural, producciones ó manufacturas de 
Colombia, para los dominios de S. M. Brilánica, 
va sea que esta exportstcion se haga en buques 
británicos 6 en colombianos. Y se pagarán los 
mismos derechos y se concederán los mismos 
descuentos y gratificaciones á la exportación pa- 
ra Colombia, de cualesquiera articulas del pro- 
ducto natural, producciones ó manufacturas de 
lus dominios de S. M. Británica, ya sea que esta 
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evportacieD ae haga en buques colombiano» 6 en 

británicos. 

Arr. 79 Pftr» eriútr cualquiera mala infteligeo- 
cía con respecto á las reglas que pueden reepee* 
tivamente consiiluíc un buque colombiano, 6 brí* 
tánico, se ha con^venido aquí, que todo buque 
construido en los teiritorios de Colombia, y po» 
seido por sus etudadatios 6 por alguno de eUos, 
y cuyii capitán y tres cuartas partes de los mari- 
neros, á lo menos, sean cradadanos colombianof, 
excepto en los casos en que las leyes provean 
otra cosa, por circunstancias extremas, será con« 
siderado como buque colombiano ; y todo buque 
construido en los dominios de S. M. Británica, y 
poseido por subditos británicos, ó por alguno de 
ellos, y cuyo capitán y tres coaitas partes de |o8 
marineros, á lo menos, sean subditos británicos, 
excepto en los casos en que las leyes provean 
otra cosa, por circunstancias extremas, será con- 
siderado corno buque británico. 

Art. 89 Todos los comerciantes, y comandan- 
tes de buques, y otros ciudadanos, y subditos de 
la República de Colombia, y de S. M. Británica 
tendrán entera libertad en todos los territorios de 
ambas potencins, respectivamente, para manejar 
por sí mismos, sus propios negocios, ó confiarlos 
al manejo de quien gusten, corno corredor, factor, 
agente, ó intérprete ; ni serán obligados á em- 
plear otras personas cualesquiera, para aquellos 
objetos, ni á pagarles salario alguno, 6 remunera* 
cion, á menos que ellos quieran emplearlos; y se 
concederá absoluta libertad en todo caso al com« 
prailor y vendedor para contratar y fijar el pre- 
cio de cualesquiera efectos, mercaderías ó géne- 
ros importados, ó exportados de los territorios de 
cualquiera de las dos partes contratantes, según 
lo tengan á bien. 

Arl. 9*:^ En todo lo relativo k la carga, y des- 
carga de buques, seguridad de las mercaderías, 
géneros y efectos, la sucesión de bienes muebles 
de toda especie y denominación, por venta, do- 
nación, cambio, 6 testamento, ó de otra manera 
cualquiera, como también á la administración de 
justicia, los ciududanos y subditos de las dos par- 
les contratantes, gozarán en sus respectivos terri- 
torios y dominios, los mismos privilegia liber- 
tades, y derechos que la nación mas favorecida, y 
no se les impondrá, por ninguno de estos respec- 
tos, impuesto?» ó derechos algunos, roas altos que 
los que pagan, ó pagaren los ciudadanos, ó «ftb- 
dítos de la potencia en ouyos territorios, ó domi- 
nios residan, iílstarán exentos de todo servicio 
militar forzado, de mar 6 tierra, y de iodo presta - 
\' mo forzoso 6 exacciones, ó requisiciones oukita* 
II res, ni serán compelidos á paffar contribución al- 
{[ guna ordinaria, mayor que las que paguen los 
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«iaáafbnos, 6 súbilUos da üMt.ftoÉm piHeiieU, 
bojiar ningún pretexto caalquiem. 

Art« 10. Será libre á eada moa de las futrles 
ooatratantes el nombrar cdnsnles para la protec- 
ción del Güinercío, que residan en los terriloríos, 
y dominios de la otra parte ; pera ¿intes que cual- 
quiera cónsul obre como tal, será^ aprobado, y 
aidiakido, en la forma acostumbrada por el Go- 
bierno al cual fuere enriado, y cualquiera de las 
partes contratantes puede exceptuar de ía resi- 
dencia de cónsules, aquellos lugares particulares, 
que cualquiera de ellas juzgue conveniente ex- 
ceptuar 

Art. II. Para la mayor seguridad del comer- 
cio entre los ciudadanos de Oulombia, y los sub- 
ditos de S. M. Británica, se ha convenido, que si 
en algún tiempo, desgraciadamente sacetliere si- 
guana interrupción, de la correspondencia comer- 
cial amii5lusa, ó algún rompimiento entre las dos 
partes contratantes, lf>s ciudadanos ó subditos de 
cualquiera de las dos partes contratantes, resi- 
dentes en los dominios de la otra, tendrán el pri- 
vilegio de permanecer y continuar 8«i tráfico allí 
sin ninguna especie de interrupción, mientras se 
conduzc»n paríñcamente, y no cooietan ofensa 
contra las leyes ; y sus efectos y propiedades, ya 
estén confiadas á individuos particulares ó al Es* 
tado, no estarán sujetas á ocupación, ó secuestro, 
ni á ningunas otras demandas, que las que pue* 
dan haceri*e de iguales efectos, ó propiedades per- 
tenecientes* á ciudadanos, ó sábdkos de la poten* 
cia en que remidan. 

Art 12. Los ciudadanos de Colombia goza- 
rán en todos los dominios de S. M. Británica, una 
perfecta é ilimitada libertad de conciencia, y la de 
ejercitar su religión publica 6 privadamente, den- 
tro de sus casas particulares ó en las capillas, ó 
lugares del culto, destinadas para aquel objeto, 
conforme al sistema de tolerancia establecido en 
los dominios de 8. M. Así mismo los subditos de 
9. M. Británica, residentes en los territorios de 
Colombia, gozarán de la mas perfecta y entera 
seguridad de conciencia, sin quedar forello ex- 
puestos á ser molestados, inquietados, ni pertur- 
bados en razón de su creencia religiosa, ni en los 
ejercicios propios de su religión, con tal que lo 
bagan en casas privadas, j con el decoro debido 
al culto divino, respetando las leyes, usos, y eos* 
lumbres establecidas. También tendrán libertad 
de enterrar los subditos de S. M. Británica, que 
mueran en los diehos territorios de Colombia, en 
lagares convenientes, y adecuados que ellos mis- 
mos designen y establezean, eon acuerdo de lae 
autoridades locales, para aquel objeto, y los fune- 
rales ó sepulcros de los muertos no serán tras<* 
tornados de modo alguno, ni por ningún motivo. 
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ArU 13. El Gobierno do Colombia se compro- 
meter á cooperar con S. M* Británica para la to- 
tal abolición del tráfico de esclavos, y para pro- 
hibir á todas las personas habitantes en el territo- 
rio de Colombia del modo mas eficaz el que to- 
rteen parte alguna en semejante tráfico. 

Art 14. X por cuanto seria conveniente, y 
útil, para facilitar mas la mutua buena correspon- 
dencia entre las dos partes contratantes, y evitar 
en adelante toda suerte de dificultades; que se 
propongan y adicionen al presente tratado otros 
artículos que por falta de tiempo, y la premura 
de las circunstanciiis, no pueden ahora redactar- 
se con la perfección debida, se ha convenido, y 
conviene por parte de ambas Potencias, que se 
prestarán, sin la menor dilación posible, á tratar 
y convenir sobre los artículos que faltan á este 
tratado, y se juaguen mutuamente ventajosos ; y 
dichos artículos cuando se convenga y sean de- 
bidamente ratificados, formarán parte del presen- 
te tratado de amistad, comerció y navegación. 

Art^lS. El presente tratado de amistad, co- 
mercio V navegación, será ratificado por el Presi- 
dente ó Vicepresidente encargado del Poder Eje- 
cutivo de la República <le Colombia, con consen- 
timiento y aprobación del Congreso de la misma, 
y por S. M. el Rey del Reino Unido de la Gran 
BretaSa é Irlanda, y las ratificaciones serán can- 
geadas en Londres, en el término de seis meses, 
contados desde este dia, ó antes si fuese posible. 

En testimonio de lo cual, los respectivos Ple- 
nipotenciarios han firmado las presentes, y puesto 
sus sellos respectivos. 

Dado en la ciudad de Bogotá, el dia diez y 
ocho del mes de Abril del año del Señor mil 
ochocientas veinticinco. 

(l. 8.) Pciro Giud. (í..8.) Pedro Bncéño Metidez. 
(l. s.) John PoUer Hamilion, 
(l. s.) Patrick Campbell, 

ARTÍCULO ADICIONAL. 

Por cuanto en el presente estado de la marina 
culombiana, no seria posible que Colombia se 
aprovechase de la reciprocidad establecida por los 
artículos quinto, sexto y séptimo del tratado fir- 
mado hoy, si aquella parte que estipula que para 
ser considerado como buque colombiano, el bu- 
que debe haber sido realmente construido en Co- 
lombia, se ha convenido en que por el espacio de 
siete aflos, que se han de contar desde la fecha 
de la ratificacbn de este tratado, todo buque, de 
cualquiera construcción, que sea bona fide pro^ 
piedad de alguno ó algunos de los ciudadanos de 
Colombia, y cayo capitán y tres cuartas partes 
de los marineros, á lo menos sean también ciu- ^ 
dadanos colombianos, excepto en los casos en que 
^ las leyes provean otra cosa por circunstancias ex- 
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tremas, será considerado como buque colombia- 
no, reservándose 8. M. el Rey del Reino Unido de 
la Gran Bretafia é Irlanda el derecho, al ñn de di- 
cho término de siete años, de reclamar el princi- 
pio de restricción recíproca estipulado en el arti- 
culo séptimo antes referido, si los intereses de la 
navegación británica resultaren perjudicados, por 
la presente excepción, de aquella reciprocidad 
eu favor de los buques colombiancs. 

£1 presente artículo adicional tendrá la misma 
fuerza y validez, que si se hubiera insertado, pa- 
labra por palabra, en el tratado ñrmado hoy ; se- 
rá ratificado, y las ratificaciones serán cangeadas 
eo el mismo tiempo. 

En fé de lo cual los respectivos plenipotencia- 
rios le han firmado y puesto sus sellos respec- 
tiros. 

Dado en la ciudad de Bogotá el día diez y 
ocho del mes de Abril del aüo del Señor, mil 
ochocientos veinticinco. 

(l. 8.) Pedro QuaL (l, s.) Pedro BriuHo Méndez, 

(l. 8.) John PoUer HamiUon, (l. s.) Patfick ^rnpbell. 

Este tratado fué ratificado por el Poder Ejecativo de 
Colombia en todas sus partes el dia 23 de Mayo del afio 
de 1825. 

TRATADOS püblioDs. decreto db 4 de na- 
to DE i 839 aprobando el celebrado con 8. ilf. 
Británica sobre abolición del tráfico de escla- 
vos y su apéndice. 
£1 Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Visto el tratado celebrado en Caracas á 15 de 
Marzo del presente año entre los plenipotencia- 
rios de Venezuela y S. M. B. sobre abolición del 
tráfico de esclavos, cuyo tenor palabra por pala- 
bra es como sigue. 

TVatado sobre abolición del tráfico de esclavos 
concluido entre la República de Venezuela y 
S> M. la Reina del Reino unido de la Gran 
Bretaña é Irlanda. 

La República de Venezuela y S. M. la Reina 
del Reino Unido de la Oran Bretafia é Irlanda, 
mutuamente animadas del sincero deseo de coope- 
rar á la completa extinción del tráfico de escla- 
vos en todas la;s partes del mundo, han resueho 
proceder á la conclusión de un tratado con el fin 
especial de obtener inmediatamente su resultado 
en todo lo que concierna á la final abolición de 
este bárbaro comercio, y al efecto han nombrado 
como plenipotenciarios, la República de Venezue- 
la al seüor José Santiago Rodríguez, ministro 
fiscal de la Corte suprema de justicia : y S. M. B. 
^ á Sir Robert Ker Porter, caballero, y caballero 
comendador de la real orden hanoveriana de 
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Ouelphy ttteneatgada de negocios en Carácat, 
quienes habl énd we o eMnQoicado recíprocaoMiil» 
sus plenos podereny y halládolos en debida forma, 
han acordado* convenido y concluido los artieulos 
siguientes: 

Art 19 La Repáblica de Venezuela y la Oran 
BretaBa declaran para siempre abolido el tráfico 
de esclavoa; y para evitar dudas que puedan 
ocasionar después algunos procedimientos per- 
judiciales á los intereses del comercio y navega- 
ción por la falta de inteligencia de la frase ^Hrafico 
de esclavos," declaran igualmente, que se entien- 
de por dicho tráfico aquel que se hace con los ne- 
gros que se extraen de África para trasportarlos á 
otros puntos del mundo como objetos de venta ; 
y de ninguna manera el tra^po^te de un punto á 
otro de la República de los esclavos existentes en 
ella, bien se verifique con el objeto de venta ó con 
algún otro no prohibido por sue leyes. 

Art 29 La República de Venezuela se coro- 
pro mete á conservar vigentes las disposiciones 
de la ley de 18 de Febrero de 1825 que tienen 
por objeto declarar piratas y castigar con la 
pena de muerte á los venezolanos que en alta mar 
6 en cualquiera de los pontos que están bajo la 
jurisdicción de la República, se encuentren em- 
barcando, trasportando 6 desembarcando una 6 
mas personas extraídas de África en clase de es- 
clavos. 

Art. 39 Aunque la citada ley ha producido el 
efecto deseado, supuesto que hasta ahora no ha 
sido infringida por ningún venezolano; sin embar» 
go Venezuela dictará todas las demcs dis posicio- 
nes legislativas que crea conducentes á impedir 
que sus ciudadanos incurran de algún modo en 
el dicho tráfico de esclavos, y á la completa extin- 
ción de él, procurando entonces que estén en ar- 
menia con las que, sobre el mismo objeto, hubie- 
re dictado la Gran Bretafta, 

Art. 49 La República de Venezuela y Is Gran 
Bretafta se comprometen á detallar por una con- 
vención adicional, que deberá celebrarse por 
Ambas partes contratantes, los actos que consti- 
tuyan la piratería, comprendiendo el tráfico de 
esclavos, debiendo, después de celebrada dicha 
convención, dictar la potestad legislativa de am- 
bos paises, lo mas pronto posible, leyes que cas- 
tiguen dichos actos respecto de íes subditos ó^ciu- 
dadanos de cada uno. 

Art. 69 ton el objeto de impedir eficazmente 
cualquiera infracción de este tratado, ambas par- 
tes contratantes convienen en que los buques de 
gtierra de las respectivas naciones que estén pro- 
vistos de las especiales instrucciones que adelante 
sa expresarán, puedan visitar los buques mercan- 
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tea de ambas naciones que infitndmn juett» eotpe- 
chas de que se ocupan en el tráfico de esclavos, 
con Ui] de que esto :;e haga solamente en los lu- 
gares que se van á expresar, á saber : 

19 A lo largo de la costa occidental de África 
desde el Cabo Verde hasta los dies grados de la- 
titud 8iir, es decir: del IO9 grado de latitud me- 
ridional al 159 de latitud septentrional, y hasta 
los 40 grados de longitud oriental contados desde 
el meridiano de Caracas» 

29 Al rededor de la isla de Madagascar en una 
Eona de veinte leguas de anchura* 

39 A la misma distancia de las coalas de la isla 
de Cuba. 

49 A la misma distancia de las costas de la isla 
de Puerto Rico, y 

59 A la misma distancia de las costas del Bra 
sil. 

No «)b<ante si un buque sospechado 7 persegui- 
do dentro de los límites asignados, lograre salir 
de elloH, podrá ser visitado, con tal que no se haya 
perdido de vista durante la persecución. 

Art. 69 Los* cruceros podrán detener los bu- 
ques que trafiquen con esclavos, bien sea que 
hayan sido armudos con este objeto, ó bien que 
durante el viaje en que se encuentren, se hayan 
empleado en el mencionado tráfico, contravinien- 
do á lo estipulado f n este tratado; y enviarlos ó con- 
ducirlos para que puedan ser sometidos á juicio 
ante los tribunales que conozcan de la piratería, 
con arreglo á las leyes de los res^pectivos países. 
No se entenderá por esto que Venezuela queda 
obligada á armar cruceros expresamente para per- 
seguir el tráfico de esclavos. 

Art 79 Con el fin de arreglar el modo de lle- 
var á efecto lo contenido en los dos artículos an- 
teriores, las parles contratantes han estipulado. 

19 Que todos los buques de guerra de am- 
bas naciones que de hoy en adelante se emplea- 
ren en evitar el tráfico de esclavos, deberán 'es- 
tar provistos por sus respectivos gobiernos de una 
copia del presente tratado en los idiomas espa- 
ñol 6 inglés, y de otra de las instrucciones de 
cruceros anexas á él, las que deberán conside- 
rarse como parte integrante del mismo tratado. 

29 Clue la Oran Bretafta comunicará de cuan- 
do en cuando á Venezuela, los nombres de los 
buques provistos de tales instrucciones^ la fuer- 
za de cada uno y el nombre de sus respectivos 
comandantes : y que lo mismo hará Venezuela 
para con la Oran Bretafta si alguna vez estable- 
ciere cruceros con aquel objeto. 

39 Qac 81 alguna ocasión hubiere justos mo- 
tivos para sospechar que algún buque mercante 
con la bandera y bajo el convov de buque 6 bu- 
ques de guerra, de algunas de m partes cuntra- 
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tintes, se ocupa 6 pretende ocuparse en el tráfi- 
co de esclavos, ó que se haya armado con este 
intento, 6 que durante el viaje en que se ha en- 
contrado, ha estado empleado en el comercio de 
esclavos, será permitido al comandante de cual- 
quier buque de guerra de una de las partes con- 
tratantes visitar el dicho buque mercante siem- 
pre que se encuentre dentro de los límites sefSa- 
lados en el artículo 69 de este tratado ; y tal co- 
mandante deberá ejecutarlo así poniéndose de 
acuerdo con el del convoy, el cual facilitará es- 
ta visita y la detención del buque mercante si lle- 
gare á efectuarse, propendiendo en todos casos y 
con todo su poder á la debida ejecución de este 
tratado. 

49 Que los comandantes de los buques de 
ambas naciones que sean empleados en este ser- 
vicio se sujetarán exirictamente al texto de las 
antedichas instrucciones anexas á este tratado. 

Art. 89 Las dos partes contratantes se com- 
prometen á indemnizar todos los daños que pue- 
dan su/rir sus respectivos ciudadanos ó subditos 
por la arbitraria é ilegal detención de sus bu- 
ques ; bien entendido que este resarcimiento lo 
sufrirá invariablemente el Gobierno cuyo cruce- 
ro haya sido culpable de tal detención arbitra- 
ria ; conviniendo también en que la visita y de- 
tención de buques especificadas en los artículos 
59 y ^9 ^® ®*^ tratado, solo podrán ser ejecu- 
tadas por los buques de guerra venezolanos ó 
británicos, y cuando se encuentren provistos de 
las especiales instrucciones anexas al presente 
tratado para su completa ejecución. 

Art. 99 En el caso de que algún comandante 
de buque de guerra de Venezuela ó de la Gran 
Bretafia, debidamente autorizado según lo con- 
venido en los artículos 59 y 69 de este tratado, 
se desvie de Ls estipulaciones contenidas en él, 
ó de las instrucciones anexas, el gobierno que 
por esto se creyere ofendido tendrá derecho á 
exigir reparación ; y en este caso el gobierno á 
que dicho comandante pertenezca queda obliga- 
do á hacer las debidas averiguaciones sobre el 
motivo de la queja, y á imponer á dicho oficial 
un castigo proporcionado á la ofensa. 

Art. 10. Se conviene aden* as en que todo bu- 
que mercante venezolano 6 británico que sea 
visitado en virtud de lo expresado en los artícu- 
los 59 y 69 del presente tratado, pueda ser legal* 
menté detenido y remitido 6 conducido á la pre* 
sencia del tribunal correspondiente, según la na- 
ción á que pertenezca, si en su aparejo se en* 
contraren cualesquiera de los objetos siguientes : 

19 Cuarteles 6 escotillas abiertas con enreja- ^ 
do en lugar de las escotillas cerradas que se usan 
en los buques mercantes» 
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99 Separaciones 6 divíaione* en la bodega 6 
Bobre cubierta, en número mayor del necesario 
para los buques que se emplean en lícilo co- 
mercio. 

30 Tablones de repuesto 6 postizos, prepara- 
dos para formar una segunda cubierta ó entre- 
puente para esclavos. 

49 Cadenas, gprlUos y esposas. 

59 Una cantidad de agua en 'vasijas 6 cubas, 
mayor que la necesaria para el consumo de la 
tripulación del buque registrado, en su calidad 
de buque mercante. 

69 Un número extraordinario de toneles para 
aguada, ó de cualesquiera otros vasos propios 
para contener líquidos; á menos que el maestre 
produzca una certiñcacion de la aduana que le 
despachó, en la que se exprese que los dueffos 
del buque han otorgado la fíanza suficiente para 
que la mencionada superabundante cantidad de 
toneles se emplee solamente en envasar aceite 
de palma ó en cualquier otro objeto de lícito co- 
mercio. 

79 Una cantidad de calderas ó vasijas para el 
rancho, mayor de la que se requiere para el uso 
de la tripulación del buque registrado, en su cali- 
dad do buque mercante^ 

89 Un caldero do un tamaño extraordinario y 
de magnitud mayor que la que se requiere para 
el uso de la tripulación del buque registrado, en 
su calidad de buque mercante, ó mas de un cal- 
dero de tamafio ordinario. 
99 Una cantidad extraordinaria de arroz, de hari- 
na del Brasil, manioque ó cazabe, comunmente 
llamado, harina de maíz, que exceda loque pro- 
bablemente pueda ser consumido por la tripulación; 
siempre que el arroz, harina ó maiz no aparezcan 
designados en el manifiesto conjO parte del car- 
gamento para negociar. 

Alguna 6 algunas de estas circunstancias que 
se prueben, se considerarán como indicios prima 
facie de que el buque se ooupa en el comercio de 
negros, y servirá para condenarle y declararle 
buena presa, si no se probare satisfactoriamente 
por parte del maestre ó de los propietarios, que 
el buque se ocupaba, al tiempo de su detención, 
ea lícitas operacionea 

Art. 11. Si en algún buque mercante llaga- 
ren á encontrarse alguno 6. algunofs d^.los objetos 
especificados en el artículo anterior, el dueño ó 
maeatro ó cualquiera otra persona interesada en 
su equipo ó carga no tendrá derecho á reclamar 
dafioa y perjuicios, aunque el tribunal que lo juz- 

fue no lo haya condenado : á ménoa que se prue- 
e plenamente que los objetos que ocasionaron la 
detención no estaban á bordo para servir al tráfico 
de esclavos, pues en este caso, el ^pr^aidor, y por 
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SU falta el Qohíenio á que pertenezca será res* 
ponsable al maestre ó dueño del buque detenido 
por tales dallos y perjuicios. 

Art« 12. Se conviene entre ambas partes con- 
tratantes, que en todos los casos en que un buque 
sea detenido á virtud de este tratado por sus res- 
pectivos cruceros, por haberse empleado en el 
tráfico de esclavos, ó por estar armado al inten- 
to, y sea en consecuencia juzgado y condenado : 
el tai buque inmediatamente después de su con- 
denación, será completamente reducido á pedazos, 
y vendido por partes así separadas. 

Art. 13. Se ha convenido que forme parte in- 
tegrante de este tratado el instrumento anexo en 
calidad de apéndice, bajo el título de *' Instruccio" 
nee para los buques de guerra venezolanos y 
Britáfiieos que tuvieren á bien destinar los reS' 
pectivos gobiernos para impedir el tráfic(j{de es* 
clavos.^^ 

Art 14. £1 presente tratado que contiene ca- 
torce artículos será ratificado, y las ratificaciones 
canjeadas en Caracas en el término de doce meses» 
6 antes si fuere posible. 

£n testimonio de lo cual, los respectivos pleni- 
potenciarios han firmado en duplicado originales 
en español y en ingles el presente tratado, y han 
estampado sus respectivos sellos. 

Hecho en Caracas á quince de Marzo del aSo 
de nuestro Señor de mil ochocientos treinta y 
nueve. 

(L. S.) J. Santiago Rodríguez* 

(L. S.) Robert Ker Porter, 

* Apéndice al tratado entre la república de 
venezuela t la oran bretaña para la 
abolición del tráfico de esclavos. 

Instrucción para los buques de guerra venezola" 
nos y Británicos que tuvieren á bien destÍ7iar 
los respectivos Gobiernos para impedir el trá- 
fico de esclavos» 

Art. 19 El comandante de cualquier buque de 
guerra de Venezuela ó de S. M. B. que se encuen- 
tre provisto de estas instrucciones, tendrá el de- 
recho de visitar, registrar y detener cualquier bu- 
que mercante venezolano ó británico que infunda 
sespechas de que se emplea ó se ha empleado en 
el tráfico de esclavos» 6 que está aparejado para 
ello, ó que duranie ^ fkkpt en que haya sido en- 
contrado poc el buquAi de guerra venezolano 6 
británico, naya eslade «Inpl^o ea el' dicho tráfi- 
co, siempre que la yisita« registro, y la detención 
de que aquj sp hace referencia, tengan lugar den- 
tro de los límites señalados en el artículo 59 del 
tratado firmado hoy, y del cual forman parte las 
presentes instrucciones ; y el tal comandante con- 
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tfadrá ó i-eiuíUr¿[ «^'n ti»tdlflnzR dicho hiiqne ton 
íu maestre, Iripi lacion, cargamento y esclavos 
hallados á bordo, á uno de los puertos que adelan- 
le se mendonnrán |)ara que ^e proceda k1 juicio 
ODrrespmidiettte con forine alas leyes de lu nación 
bajo cuyo pnüellon navegue el bn«i.fe; debiendo 
el dicho comandHute entregarlo junto con sus 
papeles á los autc^ridudes c«)tiapetentes» ó k las 
personas que especialmente f^onn setlaladas al in* 
tentó por los respectivas gobiernos. 

Art, 29 Cuando un buque de guerra de cual- 
quiera de It^s dos nncione^ contratantes, debida- 
mente autorizado romo se ha dicho, encontrare 
un barco que deba ser visitado h-egnii las ilisposi- 
eiones de este tratado e\ registro se hará con la 
mayor moderación, y con todas los atencio- 
nes que deben guardarse entre naciones amig-^ 
y aliadas ; y en todos casos deberá efectuarse 
por un ofirial «le grado no inferior al de teniente 
en la marina venezídana y británica respectiva- 
mente, ó por el oficial que en aquel momento 
haga de «egundo comandante en el buque que 
practica el registro. 

Art. 39 Kl comandante de cualquier buque 
de ambas naciones debidamente autorizado, como 
se ha dicho, que detenga un buque mercante se- 
gún lo dispuesto en esias instrucciones, dejará á 
bordo ilel buque detenido el maestre» el piloto ó 
contramaestre y su trifudacion ; todo el carga- 
mento, y la totalidad de los esclavos, si los hu- 
biere, excepto en los casos qpe se expresarán res- 
pceto de esclavos encontrados á bordo de bu- 
ques vene^.olanos. 

Él apresador al tiempo de Ja detención deberá 
a9entar por escrito una declaración auténtica so- 
bre el estado en que haya encontrado el buque 
detenido, cuya declaración firmará y entregará ó 
remitirá junto con el buque apresado á las au- 
toxidades ante las cuales deba ser llevado para la 
fotmacion del juicio. También deberá entregar 
al maestro del buque detenido una certificación 
firmada, de los papeles aprehendidos en él, lo 
mismo que del número de los esclavos hallados 
á bordo al momento de la detención. 

En la declaración auténtica que el apresador 
queda por el presente obligado á hacer, lo mis- 
mo que en la certificación de los papeles apre- 
hendidos, deberá insertarse en su propio nom- 
bre* el del buque apresador, la latitud y longi- 
tud del lugar en que se haya hecho la deten- 
ción, y el número de esclavos encontrados á bor- 
do del buque detenido. 

El ófieial encargado del buqve detenido al 
tiempo de entregarlo á las autoridades com pe- 
lantes, deberá presentat-les un documento firma- 
do y jurado por el mismo, en que se expresará las 
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mudansas que haya habnlo respecto del buque^ 
tripulación, cargamento y esclavos, si los hubie* 
re, desda el perío<lo de la detención hasta el de 
la entrega de tal buque. 

Art. 49 Los esclavos no serán desembarca^ 
dos hasta que el buque que los contenga no ha*» 
ya llegado al lugar en que debe ser juzgado ; 
excepto en los casos que se delerminarán, res- 
pecto de esclavos enrounados á bordo de buques 
venezolanos, y c.i «ido algún motivo urgente 
originado de la duración dol viaje, de la salud de 
los esclavos, ó de otras causas, obligue á de- 
sembarcar todos ó una parle de los negros, antes 
que el buque pueda Hogar A ponto en que deba 
ser juzgado. En este úUimo c;>so el comandante 
del buque apresador pucMlo íoituu* sobre sí la res- 
ponsabilidad de este i\p. ond^aico, con tal que la 
n-^cesidatl fie hac rio r-í, y las caoSf»s que la pro- 
dujeron, se rx>».c en en una ceriiíicacion en for- 
ma, y que e ia certificación .se halle escrita y 
asentada á su debido tiempo en el diario de na- 
vegación del buque detenido. 

Art. 57 Todos los bní|Ue« británicos que fue* 
ren detenidos poc los cruceros venezolanos en 
los mares ilel Basil serán llevínlo» y entregados 
á la autoridiul británica ei^ la cóbipia J)emcrara. 

Toílos loa buques británicos qnc fueren dete- 
nií^os en los mares fie Ihh Indi;Js occidentales por 
cruceros venezolano}», serán llevados y entrega* 
dos á la autoridad británica de Puerto Real en 
Jamaica. 

Todos los buques bu tánicos que fueren dete- 
nidos en los mares de MadHgascar por cruceros 
venezolanos, serán llevados y entregados á la au- 
toridad británica en el cabo de Buena Espe* 
ranza. 

Todos los buques británicos que fueren dete- 
nidos en los mares de África por cruceros vene- 
zolanos, serán llevados y entregados á la auto- 
ridad británica de Bathurst en eirioGambia. 

Toílos los b'iques venezolanos que fueren de- 
tenidos en los marea del Brasil, de las Indias 
Occidentales, de África y de Madagascar por 
cruceros británicos, serán llevados y entregados 
á la autoridad venezolana en cualquiera de loa 
puertos pertenecientes á la República de Vene- 
zuela ; excepto en los casos en que se encuen- 
tren esclavos k bordo al tiempo de la captura, 
pues entonces el buque, por primera medida, se- 
rá enviado á depositar los esclavos en el puerto 
en que habria sido juzgado si hubiera sido en- 
contrado con la bandera británica. El buque* 
con el resto de su cargamento y tripulación, se- 
rá después remitido y entregado ft la autoridad 
vene2o]ana en cualquiera délos puertos pertene- 
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cieDtes á la República de Venezuela, según lo ea- 
tipulado arriba. 

Los infrascriptos Plenipotenciarios han con- 
venido, en conformidad con el artículo 13 del 
tratado firmado hoy dia quince de Marz;Q de mil 
ochocientos treinta y nueve,- que las presentes 
instrucciones, que constan de cinco artículos sean 
anej^as al dicho tratado, y consideradas como 
parte integrante de él. 

(L. S,) J. Santiago Rodríguez» 
(L S.) Robert Ker Porter. 
Decretan : 

Art. único.. £1 Congrc-o presta su consenti- 
miento y aprobación al tratado preinserto. 
. Dado en Caracas á 4 de Mayo de 1839, 109 Y 
290— El Presidente del Senado, José Manuel 
Alegría. — .—El Presidente de la Cámara de 
Representantes, Francisco Díaz.— El Secreta- 
rio del Senado, José Ángel FmVe.— El Secre- 
tario de la Cámara de Representantes, Rafael 
.A cr'Kéóo 

Caracas Mayo 4 de 1839, IQO y 29— Ejecú- 
tese.— /(psé A. Páez. — Por S. 1^.-^0 tiilleTmo 
Smith, 

[^El Poder Ejecutiva de Venezuela ratifico el pre- 
cedente tratado y su apéndice en todas sus partes el 6 
de DiL'iembre de 1839 ,despnes de haberlo hecho S. M. B. en 
29 de Agosto de 1889. as ratificaciones fueron cangea- 
das en Caracas el 12 do Dicienibro del mismo afio. 

TRATADOS publico?, decreto de 21 de 
MATO DE 1844 aprobando la convención sobre 
correos entre Venezuela y la Gran Bretaña* 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
pública de Venezuela reunidos en Ctmgreso. 
Vista la convención sobre correos concluida en 
Londres por plenipotenciarios de nuestro Go- 
bierno y de la Gran Bretaña en 28 de Febrero 
del corriente año, y cuyo tenor es el siguiente : 

Las relaciones de comercio y amistad que exis- 
ten hace ai^un tiempo entre la República de Ve- 
nezuela y el Reino Unido de la Gran Bretafia é 
Irlanda, han hecho necesaria una convención 
que arregle la correspondencia entre los dos paí- 
ses ; y habiendo ambos gobiernos reconocido esta 
necesidad S. E. el Presidente de la República ha 
nombrado para negociarla al Sr^ Alejo Fortioue, 
ministro de la Corte superior Je justicia de Ca- 
racas, y enviado extraordinario y ministro pleni- 
potenciario de la República de Venezuela cerca 
del Gobierno de S. M. la Reina del Reino Unido 
de la Gran Bretaña k Irlanda, y los Lores comi- 
sionados del tesoro de S. M. han nombrado al muy 
Honorable V^illiam Barón Lowther, par del 
Reino, miembro del Consejo privado y admtnis- 
4. trador general de correos de S. M. Y los men- 
cionados Señor Alejo Fortique y WjUian Barón 
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Lovther habiéndose comunicado sus respectÍTOs 
poderes han acordado los artículos siguientes : 

Art. 19 £1 porte británico de las cartas en- 
tre el Reino Unido y Venezuela, es dec»« las 
cartas puestas en la estafeta del Reino Unido y 
dirigidas & Venezuela, y viceversa, sera un che- 
lín por media onza, cuando las conduzcan loa 
paquebotes, y ocho peniques por media onza, 
si la conducción se hace ea buques particulares \ 
siguiendo así en aumento proporciona], confor- 
me á la escala que ahora existe en el Reino 
Unido ; y el porte británico de tránsito, que ha 
de cobrarse sobre las cartas puestas en la esta- 
feta de Venezuela 6 dirigidas á ella, que pasen 
por el Reino Unido yendo ó viniendo de sus co- 
lonias ó países extranjeros, será el mismo que 
ahora pasan ó en adelante pagaren las cartas en- 
tre el Remo Unido y las referidas colonias y paí- 
ses extranjeros respectivamente, a diurnas del por- 
te que ha de cargarse sobre Ids cartas entre el 
Reino Unido y sus colonias de las ludias Occi- 
dentales, que es el mismo que se cobrará por 
las cartas entre Venezuela y el Reino Unido. 
Sin embargo el porte colonial ó extranjero ha de 
calcularse desde ó hasta el puerto de la salida 6 
llegada del paquete, 

Art. 29 Ningún porte se cobrará en Vene- 
zuela por las cartas puestas en la estafeta de allí 
con dirección al Reino Unido y viceversa : la 
misma exención de porte concede Venezuela á 
todas las cartas que pasen por la Gran Bretaña 
para sus colonias y posesiones tanto de ida co- 
. mo de vuelta. 

£1 Gobierno de Venezuela se compromete 
ademas á no cobrar porte de tránsito por las car- 
tas que vengan del Reino Unido, sus colonias y 
posesiones, ó que vayan á ios mismos países, 
cuando dichas cartas pasen por el territorio d^ 
Venezuela. 

Art« 39 La correspondencia oñcial del Go- 
bierno de Venezuela con sus empleados diplo- 
máticos en Inglaterra, tanto de inla como de vuel- 
ta« será libre de todo porte cuando sea conducida 
en la balija general. Este privilegio se circuns- 
cribe sin embargo, á la correspondencia del Go- 
bierno de Veuezuela con su ministro en esta 
Corte y sus cónsules en Londres, Liverpool y 
Falmouth. 

Los despachos tanto de ida como de vuelta de 
los funcionarios anteriormente indicados no de^ 
ben pasar de ochenta onzas, por cada una de laa 
personas referidas, y en cada uno de los paque- 
tes ó buques particulares. Si por acaso llegaren 
á exceder de este peso, el porte se caigar^L solo 
por el exceso* Estos despachos cuando van de 
Inglaterra serán sellados oficia Imente por el tsá*^ 
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nistro y cónsules en sus casos respectiiros y di- 
rigidos al ministro de relaciones exteriores en Ca- 
racas; quien sellará tambi<'n oficialmente los 
despachos que remita á los referidos empleados. 

Art. 49 El porte británico de las cartas en- 
tre Venezuela y las colonias británicas, cuando 
no pasen por el Reino Unido, será cuatro peni- 
ques por media onza ; cuyo porte se aumentará 
proporcional mente, según el sistema que rige en 
el Reino Unido, bien se haga la conducción en 
paquetes ó en buques particulares. Ningún por- 
te se cobrará en Venezuela por las cartas arri- 
ba dichas que se pongan ó reciban en la estafe* 
ta de allí, tanto de ida como de vuelta ; ni tam- 
poeo cuando pasen por el territorio de la Re- 
p6blica« 

Art. 59 Las gacetas debidamente publicadas 
en el Reino Unido, serán libres de todo porte en 
Venezuela, así cuando sean enviadas á algún lu- 
gar de Venezuela, como cuando pasen de trán- 
sito por ella ; y del mismo modo nada se co- 
brará en el Reírlo Unido por las gacetas debi- 
damente piiblica<ias en Venezuela en el idioma 
del pai.<4 cuando sean conducidas por los paque- 
tes entre Venezuela y el Reino Unido. Cuando 
la conducción la hagan buques particuKires en- 
tre Venezuela y el Reino Unido, dichas gacetas 
pairan el porte de un penique en la estafeta 
británica por cada una, bien sea al despacharlas 
6 al entregarlas. 

Art 69 Si en adelante se creyere conveniente 
abrir cuenta con el Gobierno de Venezuela por 
las cartas y gacetas que vayan á las colonias 6 á 
países extranjeros de tránsito por el Reino Uni- 
do, la administración de correos de Venezuela 
abonará la suma á que asciendan los portes que 
k administración de correos del Reino Unido 
tenga que pagar á las administraciones de cor- 
reos de dichas colonias ó paises extranjeros. 

La cuenta se formará cada mes, y después 
de examinada, será pagada á la administración de 
correos inglesa al vencimiento de cada trimes- 
tre por la administración de Correos de Vene- 
zuela. 

Art« 79 La presente convención no tiene tér- 
mino definido ; y si con el tiempo las circuns- 
tancias exigieren algún cambio ó modificación en 
cualquiera de sus artículos, las partes contratan- 
tes se pondrán de acuerdo al efecto. Pero debe 
entetiderse sin embargo que á cualquiera de ellas 
será libre anular la presente convención total 6 
parcialmente, participando su intención á la otra 
parte, coú una anticipación de dos afios ; y du- 
rtinte este término de dos años la convención 
continuará en plena y entera observancia. En 
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cuya virtud ias partes respectivas han firmado la 
presente convención. 

Hecha en duplicado en el oficio de la admi- 
nistración general de correos de Londres el dia 
veintiocho de Febrero de mil ochocientos cua- 
renta y cuatro. 

(l. s.) a. Fortique, (l. s.) Lmother. 

£1 Congreso íe presta su consentimiento y 
aprobación. 

Dado en Caracas á 18 de Mayo de 1844, 159 
y 349 — El Presidente del Senado, José Vargas. 
— El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Macario Yepe$. — El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freiré. — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, Jrian Antmio Pérez. 

Caracas Mayo 21 de 1844, 159 y 349— Eje- 
cútese. — Carlos Soublette^ — Por S. E. el* Presi- 
dente de la República. — El Secretario de Estado 
encargado interinamente del Despacho de Re- 
laciones Exteriores, Juan Manuel Manrique. 

I^^Ratiflcada la presente convención por ambas par- 
tes, se convino en que sus disposiciones empezasen á 
tener efecto tanto en Venezuela como en la Gran Breta- 
ña desde el dia 1. ^ de Noviembre de 1844. 

TRATADOS PÚBLICOS. Decreto de 10 de 
ABRIL DE 1833 sobre arreglo de intereses y 
tratados con Nueva Granada y Ecuador. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Considerando : primero, que la Nación venezo- 
lana se ha constituido para siempre é irrevoca- 
blemente libre 6 independiente de toda otra, se- 
gún el articulo 29 de la constitución : segundo, 
que constituidos igualmente los otros estados que 
formaban la República de Colombia, es indispen- 
sable determinar las relaciones que debe haber 
entre pueblos, que siendo hermanos y amigos, pro- 
fesan Unos mismos principios : tercero, en fin, 
que dichos estados cuando estaban unidos contra- 
jeron obligaciones que en nada se han debilitaÉo 
por su separación, y para cuyo cumplimiento son 
necesarios acuerdos y convenios recíprocos. 

Decretan : 

Art 1 9 £1 Poder Ejecutivo promoverá é ini- 
ciará lo mas pronto con los gobiernos de la Nue- 
va Granada y Ecuador las estipulaciones necesa- 
rias para la liquidación y divi;iion de la deuda 
general que contrajo Colombia, y de los derechos 
y acciones comunes. 

Art 29 También promoverá la celebración dd 
otros tratados de mutuo interés, conforme á la 
atribución 7^ del artículo 117 de la constitución. 

ArL 39 Él presente decreto no disminuye ni 
se opone á la autorización conferida á los con- 
gresos coiistttucioDales por el artículo 227 de la 
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éonstitoelon, y queda sin efecto el decreto de 29 
de Abril de 1832. 

Dado en Caracas á 6 de Abril de 1833, 4^ de 
)a ley y 23 de la independencia.— El Presidente 
del Senado, Manuel Quintero. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Juan Manuel 
Manrique. — El Secretario del Senado, Rafael 
Acevedo. — El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, José Marta Pelgron, 

Caracas, 10 de Abril de 1833, 40 y 23.— Eje- 
eütése. — José Antonio Páez. — Por S. E. — El Se- 
cretario de Estndo en el despacho de relaciones 
exteriores, Santos Míchelena. 

TRATADOS públicos. Decreto de 1 9 de ma- 
yo DE 1843 aprobando el de amistadj comer- 
cio y navegación entre Venezuela y Nueva 
Granada. (*) 
Ei Senado y Cámara de Representantes de la Ro- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Visto el tratado <lc amistad, comercio y nave- 
gación firmado en esta ciudad de Caracas el dia 
23 de Julio (le 184*i entre los Plenipotenciarios 
de Venezuela y la Nueva Granada debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, el 
Cual á la letra es como sigue : 

Tratado de am'stnd^ comercio y navegación 
entre Vettezuehí y la Nueva Granada. 

Existiendo efrlableciilas desde mucho tiempo 
atrás entro las Ilei»úblicas de Venezuela y de la 
Nueva Granada estrechas ó importantes relacio- 
nes, así políticas como mercantiles, cuya conser- 
vación y aumento interesa en gran manera á uno 
y otro país, lian considerado necesario arreglar- 
las y aíianzaí l.ís sobre bases sólidas por medio de 
un tratado de afnistatl, comercio y navegación. 

Con tan lauilable objeto el Presidente de Ve- 
nezuela confirió plenos pc^deres á Juan José Ro- 
mero, PUnipotenciario especial, y el Presidente 
d« la Nueva Grana<]a á Lino de'Pombo, Envia- 
do extraordinario y Ministro plenipotenciario de 
dicha Repilblica cerca del Gobierno de Venezue- 
la, quienes después de haberlos cangeado, encon- 
trándolos en debida forma, han convenido en los 
artículos siguientes. 

Art» 10 Habrá paz permanente 6 inviolable, 
amistad sincera y correspondencia íntimo, igual y 
perfecta, entre la República de Venezuela y la 
República de la Nueva Granada en toda la ex- 
tensión de sus territorios ó posesiones y entre sus 
pueblos y Gobiernos respectivamente. 

Art. 29 Los dos Gobiernos se comprometen á 
abrir tan pronto como fuere posible, dentro del 



(*) Los artículos 12, 13 y 14 han eestóo, por haberlo 
declarado asi el Poder Ejecutivo de Veaeottelft en R^ola- 
cion de 4 de Diciembre de 1851, 
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término de cttatró aflos, contadocf desde hoy, ana 
nueva negociación para la exacta determinación 
y reconocimiento de los límites territoriales entrt 
ambas Repúblicas y sa denoarcacion en el ter- 
reno por medio de comisionados especiales. 

Ari. 39 A fin de facilitar la administración dé 
justicia y precaver contestaciones y reclamaci0« 
nes que pudieran turbar de alguna manera la bue- 
na correspondencia y amistad entre las dos Re- 
públicas, han convenido y convienen las partee 
contratantes en devolverse recíprocamente los reos 
de incendio, de envenenamiento^ de falsifícacioD, 
de rapto, de estupro violento, de piratería, de 
hurto ó robo, de homicidio ó heridas ó contusio* 
nes graves, con premeditación, alevosía, ventaja ó 
con cualquiera circunstancia especial de atrod- 
dad, los desertores del ejército y de la marina, 
los deudores al erario público y los deudores alza* 
dos ó fraudulentos A particulares, que se refugia- 
ren de la una á la otra República. Para tal devo- 
lución, se entenderán entre sí los juzgados ó tri- 
bunales por medio de requisitorias, con especifi* 
cacion de la prueba ó principio de prueba que 
por las leyes del pais en que haya ocurrido el 
hecho ó el delito, sea suficiente á justificar el 
arresto y enjuiciamiento, y en caso necesario 
ocurrirán el uno al otro los dos Gobiernos, exi- 
giendo la extradición del reo. En cuanto á los 
asilados pOT delitos puramente políticos, el Go- 
bierno ¿ quien interese, podrá exigir que sean 
alejados de las provincias fronterizas, ó á ana 
distancia de mas de treinta leguas de la frontera. 

Art. 40 Si por desgracia llegaren á interrum- 
pirse en algún tiempo las relaciones de amistad y 
buena corresp(»ndencia que felizmente existen hoy 
entre las dos Repúblicas, y que se procuran ha- 
cer duraderas por el j)resente tratado, las altas 
partes contratantes se comprometen solemnemen- 
te á no apelar jamas al doloroso recurso de Jas 
armas, antes de haber agotado el de Ja negocia- 
ción, exigiéndose y dándose explicaciones sobre 
los agravios que ]i\ una juzgue haber recibido de la 
otra, ó sobre las diferencias (|ue entre ellas se sos- 
citen; y hasta que se niegue expresamente la de- 
bida satisfacción, después de que una potencia ami^ 
ga ó neutral, estíogida por arbitro, haya dcdcfi. 
do en vista de los alegatos ó expodcion de moti- 
vos y de la contestación de la una y de la otra 
parte, sobre la justicia de la demanda. 

Art. 59 Habrü entre las dos Repúblicas con- 
tratantes recíproca libertad de comercio y nave- 
gación. Los ciudadanos de cualquiera de ellas 
podrán frecuentar libremente todas las eostaa 6 
territorios de la otra, traficar y residir en ellos, y 
manejar por sí ó por medio de sus agentes, sos 
propios negocios ; entrar con sus buques y car- 
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gamentos en los puertos» rades, bahías y ríos 
abierlos al comercio extranjero, y salir de ellos 
•in obstáculo ni impedimento ; y gozarán al efec* 
lo de la misma seguridad y protección que los 
naturales del país en que trafiquen ó residan, so- 
metiéndose en el uso del derecho de entrada, trá- 
fico y residencia, á las' leyes, decretos y regla- 
meotOB que rijan concernientes al orden publico 
y al comercio. 

Art. 09 Los buques venezolanos que arriben 
á los puertos de la Nuera Granada, cargados 6 
en lastre, y recíprocamente, los buques granadi- 
nos que arriben á los puertos de Venezuela, car- 
gados 6 en lastre, ser&n tratados y considerados 
i Su entrada, durante su permanencia y A la sa)i- 
d»! como buques nacionales procedentes del mis- 
tño lugar, para el cobro de los derechos de tone- 
lada, anclaje, pilotaje, fanal y cualesquiera otros 
de puerto, bien sea que se exijan por el Gobier- 
no ó por las autoridades municipales 6 locales, 
como también en cuanto á las obvenciones ó emo- 
lumentos de los empleados públicos. 

Art. 7.» Todos los efectos y mercaderías, cuya 
importación sea ó fuere perrnilida en la Nueva 
Granada en buques granadinos, podrán también 
importarse en buques venezolanos,'^ sin pagar 
otros ó mas altos derechos, de cualquiera espe- 
cie ó denominación, nacionales, municipales ó lo- 
cales, que los que debieran pngar los mismos 
efectos ó mercaderías si la importación se hicie- 
se en buques granadinos. Y recíprocamente, to- 
dos los efectos y mercaderías, cuya importación 
sea ó fuere permitida en Venezuela en buques 
venezolanos, })odráu también importarse en bu- 
ques granadinos, sin pngar otros ó mas altos de- 
rechos, de cualquiera especie ó denominación, na- 
cionales, municipales ó locales, que los que de- 
bieran pagar los mismos efectos ó mercudeiías, 
si la importaciim se hiciese eu buciues venezola- 
nos. Lo estipulado en este artículo no contradice 
ni c^forma las leyes y reglamentas que rijan ó 
rigieren en cualquiera de las dos Repúblicas con 
respecto al comercio costanero 6 de cabotaje; ni 
servirá de embarazo para los arreglos, restriccio- 
nes 6 franquicias que quisieren dictar, imponer 
ó conceder en lo sucesivo. 

Art. 89 Para mejor inteligencia de los tres ar- 
tículos precedentes, se conviene por nmbas par- 
tes, que serán reputados como buques granadi- 
nos 6 venezolanos aquellos que por construcción, 
6 por nacionalización conforme á las ley^ de la 
respectiva República, sean propiedad de sus ciu- 
dadanos, cualquiera que fuere su tripulación ; y 
que las estipulaciones de dichos artículos son y 
se entienden aplicables á los buques de ambas 
Repúblicas y sus cargamentos que arriben á los 
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puertos de una y otra, sea que los buques proce- 
dan de los puertos de la República á que perte- 
necen ó de los de cualquiera otra nación extran- 
jera.* 

Art. 99 Todos los efectos y mercaderías, cuya 
exportación sea ó fuere permitida en los puertos 
de la Nueva Granada en buques granadinos, po- 
drán también exportarse en buques venezolanos, 
sin pagar otros ó mas altos derechos, de cualquie- 
ra especie ó denominación, nacionales, munici- 
pales ó locales, que los que debieran pdgur los 
mismos efectos ó mercaderías, si la exportación 
se hiciese en buques granadinos. Y recíproca- 
mente, todos los efectos ó mercaderías, cuya ex- 
portación sea ó fuere permitida en h>s puertos de 
Venezuela en buques venezolanos, podrán tam- 
bién ex|>ortarse en buques granadinos, sin pagar 
otros ó mas altos derechos de cualquiera especie 
ó denontinacion, nacionales municipales ó loca- 
les, que loa que debieran pagar los mismos efec- 
tos ó mercaderías si la ejt portación se hiciese en 
buques venezolanos. 

Art. 10. Los artículos del producto natural ó 
de la industria, de cualí{U¡era de las dos Repúbli- 
cas^ que sean extraídos por los (mertosde li otra, 
no pagarán á su exportación otros ó mas altos de- 
rechos, de cualquiera especie ó denominación, 
nacionales, municipales ó locales, que los que 
paguen ó pagaren á su exportación los nnsmos 
artículos del producto natural ó de la industria 
de la Rej)úbiica por cuyos puertos se extraen. 

Art. 11. No se )mj>ondrán otms ó mas altos 
derechos ft la importación en cualquiera de las 
dos Repúblicas de cualesquiera artículos del pro- 
ducto natural ó manufacturado de la ot-^a, que los 
que se paguen ó pagaren por semejantes artícu- 
los importados de otra nación: ni se prohibirá la 
importación ó exportación en los puertos, ó de los 
pueitos de cualquiera de las dos Repúblicas de 
ningún artículo dcd producto natural ó manufac- 
turado de la otra ; pero do esta libertad de im- 
portación quedarán exceptuados los artículos que 
estén ó fueren estancados, ó cuya producción ó 
venta estén reservadas ó se reservaren por las 
leyes ni Gobierno de la una ó de la otra Repú- 
blica, comprendiendo su prohibición los de las 
demás naciones. 

Art. 12. Las producciones y manufacturas ex- 
tranjeras que se introduzcan en la Nueva Grana- 
da por su frontera terrestre, importadas por los 
puertos í'e Venezuela, no pagarán en las aduanas 
de esta República sino un derecho de tránsito, t, 
otro equivalente, destinado á la conservación y 
mejora de los caminos y canales, que no exceda 
de un tres por ciento de su valor, deducidos según 
las reglas de cobranza que rijan por ley en el 
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paid, quedando exentas de cualquiera otra contri- 
bución ó impuesto, nocional 6 municipal ; y el 
monto de este derecho se rebajarA en las aduanas 
terrestres de la Nueva Granada de la cantidad á 
que asciendan I04 derechos de importación de ta- 
les producioncs ó manufacturas, calculados bajo 
las mismas reglas que en sus aduanas marítimas; 
de muñera que ia totalidad de los derechos que 
ellas causen en las aduanas de las dos Repúbli- 
cas, sea igual con lo que habría debido cobrarse 
en las aduanas marítimas de la Nueva Granada, 
si se hubiesen importado por e^tas. 

Art. 13. Las producciones y manufacturas ex- 
tranjeras introducidas on el territorio de la Nue- 
va Granada por sus propios puertos ó por la fron- 
tera de Venezuela, y que pasen ó se reextraigan 
para Venezuela, devengr.rán la devolución de los 
derechos de importficion que hubieren satisfecho 
ó afianzado en las aduanas de la Nueva Granada; 
y en vez de aquellos pagarán solamente un dere- 
cho de tránsito ú otro equivalente destinado á la 
conservación y mejora de los caminos y canales, 
que no exceda de un tres por ciento-de su valor, 
deducido según las regias de cobranza que rijan 
por ley en el pais, cuyo monto se rebajará de los 
derechos de importación en Venezuela, quedando 
tales producciones ó manufacturas reextraidas, 
exentas de cualquiera otra contribución ó impues- 
to nacional ó municipal, á menos que volviesen á 
introducirse y á causar por consiguiente derechos 
de importación en la Nueva Granada. 

Los dos Gobiernos se reservan la facultad de 
rebajar y suprimir absolutamente, y restablecer 
cuando lo juzguen oportuno, los derechos de trán- 
sito de que se habla en este y en el precedente 
artículo. 

Art. 14. Las producciones y manufacturas de 
ambas Repúblicas que sean de lícito comercio, ó 
cuya producción ó venta no estén reservadas ó 
se reservaren por las leyes al Gobierno de la una 
ó de la otra, comprendiendo su prohibición las de 
¡as demás naciones, no pagarán derecho ni im- 
puesto alguno, nacional ó municipal, á la extrac- 
ción ó ó la introducción por sus fronteras terres- 
tres: ni pngarán lales artículos por razón de tras- 
porte 6 de consumo en el lugar de su expendio, 
otros ó mas altos derechos 6 impuestos naciona- 
les, municipales ó locales, que loa que paguen ó 
pagaren la 5 producciones y manufacturas nacio- 
nales de la misma especie. 

Aunque la sal es un artículo de consumo, cuyo 
abasto se ha reservado el Gobierno en ambos paí- 
ses, continuará admitiéndose en la Nueva Grana- 
^ da la sal de producción venezolana, sin pagar 
otros ó mas altos derechos de importación que los 
que hoy tiene impuestos ; y si estos derechos fue- 
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ren ó llegaren á aer mayores que los que paga 6 
pagare la aal de otro pais, también de permitida 
introducción, se reducirán á la misma cuota ea 
cuanto á la sal venezolana. 

Ratificado que sea el presente tratado, será líci* 
ta la introducción de sal de producción granadina 
en Venezuela por la frontera terrestre, pagando 
los mismos derechos de importación á que esté 
sujeta la sal venezolana en la Nueva Granada. 

Art 15. A fin de dar mayores facilidades al 
comercio entre los pueblos fronterizos, se ha con- 
venido y conviene en que la navegación de los 
ríos comunes á las dos Repúblicas sea libre para 
ambas, y que no se impondrán otros 6 mas altos 
derechos, de ninguna clase ó denominación, na- 
cionales ó municipales, sobre los buques pertene- 
cientes á cualquiera de las dos Repúblicas que 
naveguen dentro de los dominios de la otra, que 
los que ] agüen ó pagaren los nacionales. Esta li- 
bertad é igualdad de derechos de navegación se 
hacen extensivas por parte de Venezuela á los 
buques granadinos que naveguen en las aguas del 
rio Orinoco ó del Lago de Maracaibo, en toda su 
extensión hasta la costa del mar. 

Art. 16. Cuando algún buque mercante ó de 
guerra perteneciente á una de las dos Repúblicas, 
naufrague, encalle ó sufra alguna avería en las 
costas 6 dentro de los dominios de la otra ; tenga 
que hacer reparaciones, completar su tripulación 
ó armamento, ó proveerse de aguada ó víveres pa- 
ra continuar su viaje, ó se refugie por causa de 
temporal ó persecución de piratas 6 enemigos, se 
dará toda ayuda y protección del propio modo que 
es de uso y costumbre con los buques de la Na- 
ción en cuyo territorio se encuentre ; siendo de 
cuenta de la República ó de la persona á quien 
tal buque corresponda les gastos que se ocasio- 
naren. 

Art. 17. Los venez' danos transeúntes 6 resi- 
dentes en el territorio de la Nueva Grdnada, y 
los granadinos transeúntes ó residentes en el terri- 
torio de Venezuela, no podrán ser embargadbs 6 
detenidos con sus embarcaciones, tripulaciones, 
carruajes, caballerías, arrieros ó peones y efectos 
de su pertenencia, para expediciones militares» 
usos públicos ó particulares, cualesquiera que fue- 
ren, sin concederse á los interesados la justa y 
suficiente indemnización. 

Art. 18. Los venezolanos en la Nueva Grana- 
da, y los granadinos en Venezuela, no domicilia- 
dos en el pais de su residencia, estarán exentos 
del servicio en el ejército y marina, y en la guar- 
dia y milicia nacional, y del pago de empréstitos 
forzosos y cualesquiera otras contribuciones per- 
sonales extraordinarias. 

19. Si por una fatalidad, que no puede esperar» 
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ae, llegare el caso de que se empellen las dos Re- 
públicas entre sien guerra^ queda desde ahora es- 
tablecido que los ciudadanos de la una residentes 
en el territorio de la otra, ó transeúntes, no serán 
obligados á salir del pais sino por las mismas cau- 
sas, y por los mismos trámites que hayan estatui- 
do ó estatuyeren las leyes' para los ciudadanos de 
la República en que residen ó por donde transitan: 
ni se les pundrá impedimento alguno en el lícito 
ejercicio de su profesión, empleo ú oficio. Se con- 
viene ademas, que en el mismo caso de hostilida- 
des, estas no se harán sino por los jefes y ofiria- 
les debidamente autorizados ai efecto por los res- 
pectivos Gobiernos, y por las tropas que estuvie- 
ren ásus órdenes, exírepto cuando se trate de re- 
chazar un ataque ó invasión repentina, ó defender 
la propiedad individual: que no se incen- 
diarán I ni se entregarán al saqueo las po- 
blaciones, ui se atentará k la vida de los 
rendidos, ni de loá ciudadanos pacíficos: 
y que no se interrumpirán las relaciones mercan- 
tiles entre los pueblos y habitantes de ambas Re- 
^ públicas, por mar ó por tierra, pudiontfo eí^tos, 
por t^ntí», irujicar libremenle con todo género de 
mercaderíud y efectos de. comercio de permitida 
importación, ó que no sean de contrabando de 
guerra, en* sus propios buques, carruajes ó caba- 
llerías, sin que puedan ser apresado-*, embargados 
ó secuestrados por vía de hostilida<l. Quedan 
solamente excluidos de esta libertad de tráfico y 
comercio los territorios que sean actual teatro de 
operaciones miliiüres, y las plazas que se hallen 
sitiadas ó bloqueadas por una fuerza capaz de im- 
pedir la entrada en eilas. 

Árt. 20 Ambas partes contratantes con el fin 
de evitar li)s embarazos que pudiera ocasionar á 
su comercio el estado de guerra en que se encon- 
trase alguna de ellas con otra ü otras naciones, 
han convenido y estipulan aquí que reconocen y 
admiten el principio de que el pabellón cubre la 
propiedad y las personas, exceptuados los milita- 
res pertenecientes á la nación ó naciones enemigas. 
Será lícito, por consiguiente, á los ciudadanos de 
ambas Repúblicas, en el caso mencionado, trafi- 
car con las naciones enemigas de la República que 
se hallare en guerra, y de ella con otras también 
enémigas¡6 neutrales, sin ponerse & sus buques 
traba ni impedimento alguno, sean quienes fueren 
los doeQos de las mercaderías que se conduzcan 
á bordo ; quedando solamente sujetos á confisca- 
ción los objetos de contrabando de guerra que se 
encontraren á bordo de un buque destinado á puer- 
to enemigo, y entendiéndose únicamente aplicables 
los convenios y estipulaciones de este artículo A 
¡as propiedades y ciudadanos de las naciones cuyos 
gobiernas reconozcan y admitan el principio en él 
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establecido. Esta libertad de comercio no es ex- 
tensiva á las plazas enemigas silladas ó bloquea- 
das por fuerzas capares de impedirla entrada en 
ellas. 

Art. *2I. Queda también estipulado: que si al- 
guna de las partes contratantes estuviere en guer- 
ra con una tercera potencia, y la otra permanecie- 
re neutral, las propiedades de esta y de sus ciuda- 
danos, que se encontraren á bordo de buques 
en'^migos, quedarán sujetas á confiscación, á 
menos que se pruebe que tales propicdade?» se han 
embarcado antes de la declaratoria de guerra, ó 
dentro del término de dos meses después, sin haber 
tenido noticia de ella. 

Se exceptúa i'e esta regla general el caso en 
que la potencia enemiga de una de las partes 
contratantes no reconozca el principio de que el 
pabellón cubre la propie/lad : en tal caso serán 
libres las propiedades de la otra jjarte contratante 
y de sus ciudadanos que se encontraren á bordo 
de buques enemigos. 

Art. 22. Para cabal ¡ntollíresicia tle los artícu- 
los decimonono y vigésimo que anteceden, se ha 
'■ convenido en especificar atjuí los objetos que de- 
ben reputarse como de contrabando tle guerra, y 
son los siguientes : 

19 Piezas de artillería de todas clases y cali- 
bres, sus montajes, avantrenes y útiles de servicio, 
y sus proyectiles ; pólvora, mechas y piedras de 
chispa; fusiles, carabinas, mosquetes, rifles, tra- 
bucos, pistolas y sus municiones respectivas ; ba- 
lloneta?, picas, lanzas, espada?, sables, chuzoí y 
alabardas. 

2^ Escudo*», cnsqtTetí'S, corazas, colas de maya, 
morriones, furniujr.iS, bandoleras, cananas, vestua- 
rios hechos en forma y á usanza militar. . 

39 Y generalmente, toda especie de armas ofen- 
sivas y defensivas, ó instrumentos de cualquiera 
materia ó forma, expresamente construidos para 
hacer la guerra por mar ó por tierra. 

49 Caballos y ámese . 

59 Los víveres que se conducen k una phza 
sitiada ó bloqueada por fuerzas capices de iraje- 
dir la entrada en ella. 

Art 23. Las dos partes contratantes se com- 
prometen á conservar en vigor las leyes y dispo- 
siciones que rigen actualmente en una y otra Re- 
pública sobre abolición del tráfico de esclavos, y 
á dictar cuantas medidas parezcan necesarias para 
impedir que los ciudadanos ó habitantes de cual- 
quiera de ellas se ocupen ó tomen parle en seme- 
jante tráfico. 

Art. 24. Cada una de las partes contratantes 

fi-noilrá establecer cónsules ó vicecónsules en los 

puertos y plazas mercantiles del territorio de la 

otra, para favorecer los progresos de su comercia 
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y dar mas eñcaz protección álos intereses y de- 
rechos de sus ciudadanos: los cuales cónsules ó 
vicecónsules, admitidos que sean en la forma re* 
guiar, gozarán en el país de su resi<lencia de los 
mismos privilegios é inmunidades que se hayan 
concedido ó en ddelar^te se concedieren á los de 
J.H nación mus favorecida. 

Art. 25. Si una de las partes contratantes con- 
cediere en lo venidero á nlguna otra nación cual- 
quier favor particular en punto á comercio ó nave- 
gación, este favor se hará inmediatamente exten- 
sivo á la otra parte ; y esto gratuitamente, si la 
concesión fuei^ gratuita, ó con la misma compen- 
sación, si fuere condi('i<inal. 

Art. 2ñ. La República de Venezuela y la Re- 
pública de la Nueva Granada, con r*[ fin de evi- 
tar toda interpretación contraria áaus intenciones, 
declaran que cualesquiera ventajas que una y otra 
ó cualquiera de ellas reporten de las estipulacio- 
nes anteriores, son y deben enienilerse como na- 
tural efecto de las conexiones políticas que con- 
trajeron uniíitis áiitcs en un solo cuer|)0 d« nación, 
y como compfUs-ai'ion de la alianza que tienen 
pactada para el sostenimiento lie ^u independen- 
cia. 

Art, 27. Las mismas partes rontral&ntes, de 
seando mantener tan firmes y duraderas sus re- 
laciones amistosas cuanto lo j)crmita la )rrevi 
sion humana, han convenido y convitnen en que 
si alguno délos ciudiidnnos do cualquiera dh las 
dos Repúblicas infringiese alguna ó algunas de 
las estipulaciones del presente inilado, ei infrac- 
tor será personalmente responsable, sin que por 
ello se turbe ó interrumpa la buena armonía y 
correspondencia entre lo8 gobiernos y los pue- 
blos, comprometiéndose cada una de ellas h no 
proteger de modo alguno al infractor para sus- 
traerlo del juicio que deberá seguírsele por los 
tribunales del pais á que corresponda el juzga- 
miento, ni menos autorizar semejantes infrac- 
ciones. 

Art. 28. Convienen asimismo las partes con- 
tratantes en que si desgraciadamente acontecie- 
ra, -lo que á la verdad no puede essperarse, que 
alguno ó algunos de los artículos de este trata- 
do fueren inflingidos ó violados por alguno de 
los dos Gobiernos, los demás artículos que abra- 
cen objetos distintos }- no estén conexionados ó 
sean correlativos con aquellus, se considerarán 
siempre válidos y subsistentes, y serán fiel y re- 
ligiosamente observados por una y otea Repú- 
blica. 

Art. 29. La duración del presente tratado se- 
rá de seis años, contados desde el dia del can- 
ge de sus ratificaciones, en lo relativo á los ar- 
tículos duodécimo, decimotercero y décimocuar- 
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to : de doce afíos, contados desde la misma ié<* 
cha, en cuanto á los demos artículos sobre eo* 
merrio y navegación ; y en todos los reatan- 
tes, que arreglan las relaciones políticas entre 
las dos Repúblicas, será perpetuamente obliga* 
torio para ambas; Con respecto á los artícalqs 
que tienen señalado término definido de dura' 
cion, se estipula no obstante: que si ninguna de 
las partes contratantes notificare á la otra su in- 
tención de reformarlos total 6 parcialmente, na 
año antes de expirar el respectivo término de sa 
validación, continuarán en fuerza y vigor hasta 
un año después de notificada por cualquiera d6 
las dos paites su voluntad de que sean reforma* 
dus. 

Art. 30. £1 presente tratado de amistad, eo* 
mercio y navegación será ratificado por el Pre- 
sidente 6 la persona encargada del Poder Ejeca^ 
tivo de la República de Venezuela, previo el con* 
sentimiento y aprobación del Congreso de la mis- 
ma, y por el Presidente ó la persona encargada 
del Poder Cjerutivo de la Re).ái)Íica de la Nue- 
va Granada, previo el consentimiento y aproba** 
cion del Congreso de la misma, y las ratificacio- 
nes serán cangcadas en Bogotá dentro del termi- 
no de quince meses, ó antes si fuere posible. 

Cn fé de lo cual, nosotros los Plenipotencia- 
rios de una y otra República lo hemos firmado 
y sellado con nuestros respectivos sellos parti- 
culares en Caracas á veintitrés de Julio del nñtí' 
de mil ochocientos cuarenta y dos, trigésimo se- 
gundo de la independencia. — Juan José Romero^ 
— Lino de Pombo. — (Hay dos sellos). 

Decretan : 

Art. tínico. Ei Congreso presta su conaenti-* 
miento y aprobacicm al tratado preinserto. 

Dado en Caracas ft 29 de Abril de 1843, alio 
149 de la ley y 33^ de la independencia. — ^£1 
Presidente del Senado, José Vargas. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, JUaniie/ 
Felipe de Tovar. — El secretario del S^enado, Jo- 
sé Ángel Freiré^ — £1 secretario <íe la Cámara de 
Re presientan tes, Juan Antonio Pérez, 

Caracas Mayo I9 de 1843, afSo I40 de la ley 
y 339 de Ja independencia. — ¿jecálete^-p-^Cár- 
los éonblette. — Por iS. E. el Pretidente de le 
Rep&blica. — El 'deeredavie de RekwioooB £xle- 
rieres, Francisca Afaméa* 

TRATADOS publico», decreto de29ds avrik 
j)£ 1835 aprobando la Cunvencion concluida 
con el Gobierno de la Nueva Granada sobre 
arreglo y división de la deuda de Colofñlia. 
El Senado y Cámaro de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congrego. 
Vista la convención concluida entre los gobier- 
nos de la República de Venezuela y fai RepCibll- 
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ca da tt Nu«n OniiKb, qne k la letra m eoroo 

«igna. 

Cvmeiuic» concluida entre la República de Ve- 

rtttvelaf la República de la Nueva Granada 

lobre reconocimiento y divinvm de loa créditut 

activot y panpog 3t K3ol<mbia. 

Im Kapública de Teneluek y Is Repábliea de 
la Nnere GraDadB, de*e<M«B d« arreglar todo lo 
concerniente & k deuda activa y pasivs, que am- 
bm Rep&blicM Y la del Gcnador recoancieron d 
contrajeron «iíMras estuvieron nnídaí y conaiitui- 
daa en un aoki cuerpo de nación, bajo el iftuln y 
nombre de República de Colombia: habiendo 
solicitado y aguardado en vano oor largo tiempo la 
concurrencia de la citaiia República del EcQador á 
tales arreglos, urgentes por so naturaleza, y & los 
cnale* no ha podido concurrir hasta ahora por di- 
Versos impedimentos: lian resuello verificarlo por 
medio de una convención en que se deñnan cla- 
ramente las obligaciones y loa derechos de cada 
floa, y se acuerden las medidas que hsbria de 
adoptarse para el definitivo arreglo de todos ka 
negocios róiumbiiinoe. 

Con laii importante objeto, el VirPpresidents 
de la República de Venezuela encargado del Po- 
der Ejecutivo, confinó plenos poderes & Sanios 
Mirlielena, su enviado extraordinario y minlatro 
Plenipoienciario, y el Presidente de la República 
de la Nueva Granada, á Lino de Pombo, secre- 
tario de Estado en loe Despachos del Interior y 
Relaciones Exterioroe, quienes después de haber- 
los eanieailo y encontrado en debida forma, faan 
acordado los articuloa siguientes: 

Art 19 Las partes controiantra ban convenido 

Í' convienen en que la división de las deudas y de 
BS acreencias de Colombia Be verifique en estas 
proporciones; en cada cien unidades se hsce car- 
go Venezuela de veintiocho y media unidades, le 
Nueva Granada de cincuenta, y el Ecuador se 
har& cargo de veintiuna y media* 

Art V3 De conformidad con el precedente ar- 
tículo, el'emprtstilo de dos millones de libras es- 
terlinas, contratado en Paria á trece de Marzo 
del afio de míl ochocientos veinlidos con Herríng 
Graham y PoWles, de Londres, se divide de la 
manera siguiente : 

La República de Venezuela se obliga i recono- 
cer la suma de quinientas setrnta mil libras esier- 
lina«. 

La República de la Nueva Granada se obliga 
á reconocer la suma de un millón de libras ester- 
linas. 

Y Ib República del Ecuador reconocerá la so- 
ma de cuatrocientas treinta mil libras etlerlinas. 

Art. 39 El empréstito da cnetto millones, 
HlecisDtaB y cincuenta mil libras eaterlinas, con- 1 



tratado en Hamburgo & quince de mayo del afi« 
de mil ochocientos veinticuatro con B. A. Golds- 
chmidl y Compaflla de Londres, el cual por amor- 
tizaciones posteriores ha quedado reducido ft cua- 
tro millimes. seiscientas veinticinco mil novecien- 
tas y ciocueota libras esterlinas, se divide de la 
manera siguiente : 

Lb República de Venetueta se obliga i reco- 
iioc«r la suma de na millón trescientas diez y 
ocho mil, trescientas nóvenla y cinco libras ea- 
terlinas y quince chelines. 

Ls República de la Naeva Granada aa obliga 
a reconocer la suma de dos millonee, tresciea- 
taa doce mit, novecieatas setenta y cinco libnB 
eslerlinaB. 

ir la República dd Ecnador reconocerá la sa- 
ma de novecientas nóvenla y euatro mil, quinien- 
iss setenta y nueve libras esterlinas y cinco che- 
tinra. 

Art 49 Las partes contrauntes le obligan á 
saliMacer k loa tenedores de los vales de ambos 
empréstitos la suma que cada una se ha obliga- 
do á reconocer por los dos ariíciiioe precoden- 
les, y las intereses vencidos y no pagados, y lok 
que en adelante se vencieren, cunh>nne á los 
contratos r>.'Spectivos, 6 fi hs nuevas esiipulacio- 
iras que celebren con los acreedores. 

Art, 59 En las mismas proporciones en qoé 
han sido divididos los loiales de tos dos emprés- 
titos arriba mencionados, se dividirán lambían los 
vales que exhiban los respectivos acreedores, los 
eaales serAn recogidos y canceladus, cambián- 
dose por otros nuevos vales que emitirán las trea 
Repúblicas por las sumas que en cada ano de 
aquellos lee corresponda recenotor. 

An. 09 Para llevar á electo lo convenido eú 
el articulo precedente cada «no de loa gobieinus 
de las tres Repúblicas, enViart á Londres un co- 
misionado ; los cujIes llevarán los poderes é ins- 
trucciones competentes, y obrarán de eonciertd 
en todo lo que leAga lUbeiOn con las Operación 
nes indicadas. 

Art. 79 Los vales colombianos qse se reco- 
jan y cancelen por los comisionados en LAadres 
serán remitidos á Ib eomisioa de miniairoe de 
las tres Repúblicas, qne eatfi reSnida en la ciu- 
dad de Bogotá, y de la cnal se hablará mas ade- 
lante, junto con una copia del registro que cada 
eomisíoDado debe llevar de los uuevoa vales emi- 
tidos á nombre de su Nación : y después d« 
confrontados los unns con loa otros serán des>- 
truidos enteramente )i>» primeros, 

Art. 89 Desde que los acreedores, convinieil- 
do en la división de la deuda, consignen lut vs- 
lea colombianos y reciban en cambio loa nue^ 
vos vales que bs lea expidan^ ceaará ta obliga^ 
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cion man comuna lia que ctiuirajaron hacia ellos 
las tres Kepúbiicas cuamlo formaban la de Co- 
lombia, y cada una quedará individual y separa? 
damente obligada por las &u,mas que reconozca, 
conforme & lo;5 artículos segundo y tercero de U 
presente convención. 

Art, 99 La deuda consolidada al tres por cien- 
to de interés anual, que se halla inscripta en el 
gran libro de la deuda nacional de Colombia, as- 
cendente á seis raillones, novecientos noventa y 
ocho mil, doscientos d(ice pesos y veinticinco 
centavos de peso, y que por las an^ortizaciones 
que constan hechas hasta el 31 de Diciembre de 
18^9, ha quedado reduciia á seis millones, no- 
vecientos treinta y nueve mil, novccien.tos ochenr 
ta y siete pesos y veiuiiciiico cenltivos de peso; 
se divide de la manera siguiente. 

Lu Kepúblicn de Y*ínezuela se obliga á reco- 
nocer la suma de un millón, novecientos Jíetenta 
y siete mil, ochociento.s jíiívtnia y seis pesos y 
treinta y siete centavos de peso 

La República de la Nueva Grnnada se obliga 
¿ reconocer la suma de tres millones, cuatro- 
cientos sesenta y nueve mil, novt cientos noventa 
y tres pesos y sesenta y dos y medio centavos 
de peso. 

Y la República del Ecuador rccí>noccrá la su- 
ma do un millón, cuatrocientos noventa y dos 
mil. noventa y siete pesos y veinticinco y medio 
renta v»»s de peso. 

Art. 10. La deuda consolidada , al cinco por 
ciento de interés iuniul. <¡,ue se halla inscripta en 
el gran libio de la íieutlii nacional de Colom- 
bia, ascendente á ciaco millones, tresc-iontos se- 
tenta y cuatro mil, novecienio3 í inco pesos y se- 
tenta y cinco centuvus de peso, y que por las 
amortizaciones que constan hechas hasta el 31 
de Diciembre, de 1920, ha quedado reducida á 
£Ínco .miHonrs, ticscientos cincuenta v nueve 
mil, tvtiiicienios cincuenta y cinco pesos y seten- 
ta, y cinco centavos de peso, se divide <le la ma- 



nera siguiente. 



La Uepública de Venezuela se obliga á re- 
conocer la suma de un millón, quinientos veinte 
y siete mil, cuatrocientos diez y seis pe- 
sos y treinta y siete y medio ceniavo.s de peso. 

La Rppábiica de la ^ueva Granada se oI)liga 
á recoDOcer la suma de dos millones, sei^cie ri- 
tos setenta y nueve mil, seiscientos setenta y sie- 
te pesos y ochenta y siete y medio centavos de 
peso. 

Y la RepQblica del Ecuador reconocerá la si^ 
ma de un millón, ciento cincuenta y dos mil, dos- 
cientos sesenta y un pesos, y cincuenta ceutavtis 
^ de peso. 

Arl;» lH. En la división de los capitale^^de. la 
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deuda consolidada, hecha por los dos artículos pre- 
cedentes, se incluye la de los intereses devenga- 
dos y no pagados que á ellos correspondan. 

Arl. 12. Los Gobiernos de las tres Repúbli- 
cas procederán, después del canje de las ratifica- 
ciones de la presente convención, á la conver- 
sión «de la deuda nacional consolidada colombia- 
na, en deuda propia de cada una de ellas, por 
las sumas que respectivamente les toca recono- 
cer, recogiendo y cancelando los vales colombia- 
nos, conforme á las reglas que se dicten por las 
respectivas legislaturas: recogidos y cancelados 
estos, se remitirán á la comisión de ministros de 
las tres Repúblicas que se halli? reunida en la 
ciudad de Bogotá, para su veriíi.arion y des- 
trucción. 

Art. 13. Siendo posible, que algunos docu- 
mentos de la deuda consolidada de que hablan 
lo." artículos nono y décimo huan sido amortiza- 
dos por autoridades colombianas antes dol dia \0 
de Enero de IbSO, ademas de los que existen en 
el archivo de la e.stinguida ciímision del crédito 
nacional de Colombia, y cuyos valores se han 
deducido del total de la deuda inscripta j ó que 
hayan sido perdidos para sus. tenedj)res ó legíti- 
mos propietari(iS, las partes contratanies convie- 
nen en que el montimiento de tales documen- 
tos se deducirá por la com'sion de ministros (Je 
las tres Repúblicas, en las proporciones estable- 
cidas por el artículo I9» de las sumas que ellas 
han reconocido y se han asignado al Ecuador. 

Art. H. No habiéndose in-ícripto en el gran 
libro de la deuda nacional colombiana, toda la 
que conforme á la ley de 22 de Mayo de 1^26, 
debia consolidarse al tres y al cin^o por ciento 
de interés, las partes contratantes han convenido 
en que los Gobiernos de las tres Repúblicas in- 
vitarán á los acreedores á presentar los docu- 
mentos de crédito á la comisión de sus minis- 
tros, para el debido reconocimiento, dentro áé\ 
término perentorio é improrogabie de un afío, 
que se contará desde el dia de la publicación del 
canje de las ratificaciones de la presente con- 
vención por las tres Repúblicas. 

Art. 15. Debiendo fijarse las reglas que ha de 
observar la comisión de ministroa para proceder 
al reconocimiento de la deuda á que se refiere el 
precedente artículo, las partes contratantes han 
ctmvenido en las siguientes: 1^ la dicha comi.- 
sion no admitirá ni menos reconocerá ningún 
crédito que nu liaya sido calificado y aprobado 
por las comisiones y funcionarios á quienes to.* 
caba c<ilifi.carlos y aprobarlos f or las leyes, y de- 
cretos de Colombia», con las formalidades y en 
ios tórminos prescriptos en. las mismas lejces y 
decretos, y en los decretos y resplo^ciones ejecu- 
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tivas : 5ía llevará híi regislro- por triplirado de 
los reconoeimlentos que haga d^ créditos al tres 
por n«nto, y otro también por IrípHcado de cré- 
ditos al cinco por ciento, expresando en dichos 
registros el nombre y la patria ó residencia del 
acreedor y )a suma de la acreencia. Y 3^ can- 
celará, por medio de una nota ñrnmdapor los 
tres ministros, todos los documentos originales. 

Art. 16. Terminado que sea el reconocimien- 
to d^ toda la deuda, la comisión procederá á di- 
vidirla entre las tres RepiibiicaSf cotiforme á la 
base (¡jada en el artículo 1^ de esta convención, 
adjudicando preferentemente á cada una las deu- 
das correspondientes á sus propios ciudadanos 6 
habitantes. 

Art. 17. Eíabiendo podido suceder que algu- 
na ó algunas de Jas tres Repúblicas, hayan amor- 
tizado, con posterioridad ai 31 de Diciembre de 
1829, créditos de ios que no estaban^ pero de- 
bieron ser inscriptos en el gran libro de la deu- 
da nacional de Colombia, í<e ha conveoido en 
que tales créditos les serán computados en la 
parte de deuda que deben reconocer, si^gun sus 
clases; & cuyo efecto los respectivos Gobiernos 
presentarán á la comisión, para su examen y 
abono, los documentos amortizados. 

Art. 18. No teniéndose conocirriiento exacto 
de la suma, que el (lia 31 d<! Diciembre de 
1829 quedó sin saiisfucerse de la dmcla conoci- 
da con el nombre i\o flotante, y siendo indis- 
pensable dicho conocimiento para la proporcio- 
nal división de ella, las partes contratantes han 
convenid») en ()ue los Gobiernos de las tres Re- 
públicas exhibirán á la comisión de mifíistros, 
dentro del término de un ano que se contará des- 
de el dia de la publicación del cange de las rati- 
ficariones de esta convención por dichas tres Re- 
públicas, ó Antes si fuere posible, una relación es- 
pecifica é individualizada de la deuda notante que 
estaba radicada en las aduanas de sus respecti- 
vos territorios el dia primero de Enero de 1830; 
de la que se haya radicado posteriormente : de 
la que fué mandada radicar, pero cuya radica- 
ción no tuvo efecto ; y de la que, sin estar radi- 
cada ni mandada radicar, estuviere reconocida ; 
entendiéndose solamente de la deuda colom- 
biana. 

Art. 19. Conocido que sea el montoraiento de 
la áeuá^ flotante, la comisión de m¡n¡strf»s pro- 
cederá á dividirla entre las tres Repúblicas con- 
forme á la base fijada en el artículo 19 de esta 
convención. 

Art 20. No teniéndose tampoco noticia exac- 
ta del montamiento de la deuda denominada de 
tesorería, las mismas partes contratantes han 
convenido igualmente en que los Gh)biernoB de 
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las tres Repúblicas liquidarán todas las cuentas 
de sueldos, pensiones, servicios, préstamos y con- 
tratas que ccnstituyen dicha deuda, pendientes 
hasta el dia 31 de Diciembre de 1829; y ade- 
mas los sueldos y gastos de las legaciones de 
Colombia en el Brasil, en el Perú y en Méjico, 
loa del Consulado general en los Estados Uni- 
dos y los gastos de conservación de los archivos 
colombianos en Londres y en Lima, lodo pos- 
terior al 19 de Enero de 1830, Irs de la lega- 
ción eh Roma hasta el 24 de Febrero de 1832; 
y todos los gastos causados por el Congreso 
constituyente de Colombia en el afío de 1830. 
Dichas liquidaciones deberán concluirse dentro 
tlel término de un año contado desde el dia de la 
publicación del cange de las ratiñcaciones de es- 
ta convenrion por las tres Repúblicas, y se remi- 
tirán á la comisión de ministros con los docu- 
mentos comprobantes de ellas. 

Art 21. Examinadas y aprobadas por la co- 
misión de ministros las liquidaciones de que ha- 
bla el artículo anterior, procederá esta h dividir 
entre las tres Repúblicas el montamiento de la 
deuda, conforme á la base fijada en el artículo 

10 de esta convención. 

• 

Art 22. Si resultare que alguna ó algunas de 
las tres Repúblicas han radicado en sus aduanas 
ó tesorerías una suma de deuda notante ó de te- 
sorería ó de ¿imbas, que excedan á las que de ca- 
íla especie les corresponde reconocer, aquella ó 
aquellas que han radicado de menos, reconocerán 
y |>agarán el exceso en la proporción estableci- 
da ; y si hubieren radicado mas de lu una y me- 
nos de la otra cíase de deuda, la comisión de mi- 
nistros hará las ct)rrespondientes compensacio- 
nes á fin de evitar á los acreedores los perjui- 
cios que les lesultarian de la traslación de sus 
créditos de un territorio á otro. 

Art. 23. El préstamo ó suplemento sin inte- 
rés hecho por los Estados Unidos Mejicanos á 
Colombia, en Londres en el afio de 1826, ascen- 
dente á sesenta y tres mil libras esterlinas, y que 
actualmente se ignora á lo que quedó reducido 
por pagamentos á cuenta, se divide en 8U totali- 
dad de la manera siguiente, salvas las deduccio- 
nes que con vista de los documentos de pago de- 
ban hacerse en iu proporción establecida ; á 
saber. 

La República de Venezuela se obliga á reco- 
nocer y pagar la suma de diez y siete mil nove- 
cientas cincuenta y cinco libras esterhnafl. 

La República de la Nueva Granada se obliga 
á reconocer y pagar la suma de treinta y un mil 
y quinientas libras esterlinas* 

Y la República del Ecuador reconocerá y pa- 
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gMA la »uma dé trcca mil qoimieiUM cpoNi^ta. J 
cinco libr«8 ««torliDas. 

Art. 24. Ia eorojaioQ da máfiifUroa^ da que aa 
ha hecho, mención ao varioa Ue loa arttculos pra* 
cadaotefl, ae reaoirá en ia ciudad da ttogotá* ío^ 
ma^Haiamenle deapuea áe\ caaga de \fm núAga^ 
aioDea da Ja praaen^ coDKeBcioo p<»rla8 traa Re» 
p6blfcaa : ae compondrá da un rapreaentante por 
cada UDa de ellaa, debidamente inatruídos. y- acra- 
ditadoa ; y aua funcionea» ademaa de l^a que ya 
ae. han expreaado, aeran, laa aigiiientea: 1? Oír 
todaa laa reclamarionee que ae hagan contra la 
República de CoJombia haata la época de 31 de 
Diciembre de \^29, y liquidar ó tranaigir aqiii* 
iaiivamente laa que ae apojrea en aenteneiaa eje- 
cutoriadas dictadaa por loe tnbunalea de jueticia 
de dicha República : 2^ Oír tnmbien y liquidar 
6 tranaigir lea que fueron reconocidaa como jua- 
tfis por el Gobierno colombiano, y íaa que- 
pcovenffan de contratas, ordenes y libramientos, 
celebrados 6 expedidos por autoridad competen- 
te, según la época y la naturaleza de tales tran- 
aacciones ó negocios; y 3^ Oir y liquidar 6 tran- 
sigir igualmente aquellas reclam$ic¡onea que trair. 
gan su origen de eapoliacíones cometidas por 
corsarios colombianoa. Esta comisión procederá 
en todas sus operacionea ¿ unanimidad de s.a- 
f raerlos*, 

Árt. 25: Pudiendo suceder que se hagan re- 
riaminciones contra sentencias judicialea pronun- 
ciadas por los tribunales <le Colombia, con mani- 
fiesta violación de los tratados públicos, se ha con- 
venJilo por las partea contratantes en que la co- 
misión de ministros o'yga y transija equitativamen- 
te tales reclamaciones, reservándose & los Gobier* 
nos de las tres Repúblicas acordar 6 negar su 
aprobación á los convenios que se celebren en- 
tre dicha, comisión y los intetesadoa. <i. sus re- 
presentantes. 

Art. 26. Lis acreencias de Colombia contraías 
Kepúbiicas del Perú y Solivia por los diferentea 
atixiiioa que laa prestó en U guerra de indepen- 
dencia, las acriones y derechos de la misma Co- 
lombia respeto de Ips contratistas de los emprés- 
titos negocia dea en Paria y- Ha m burgo cn Ips 
a&os de 1822 y 1824, y cualesquiera otras, ae- 
ran divididas entre las tres Repúblicas en las pro- 
porciones coicce^>oQ{iientes éi^lfL biisQ fijada en el 
artículo 19 de esta convención ; tan luego como 
se aseguren y liquiden tales créditos, acciones y 
derechos. La división se hará por la comisión de 
ministros 6^ por los respectivos gobiernos. 

Art. 27, Para, que puedan v>ori£carse las. li- 
^ quidacione&ile Ipa créditoa á que se contrae el ar- 
ticulo precedente en términos justoa y á satis- 
facción de todos los interesados, los.gob¡ei|ios de 
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b«. tff^ BapúMlca» areJcdajAo entre at lae nadi*. 
das que asfl^uiaa coediicenlpa ai afiaele.. 

Aj^t 26« Esta, coqvenision será presentada en 
ia manara que aepamd^menta se aeiienle, al go- 
bieroo de ia l^irúbiíca del Ecuador aoiieíteoiio a» 
acceaíoOf y la aprobación y ratificación cooaiila« 
cipnalea: ai no aeoblu viere esta dentro del t^nni* 
ne de eoatro meses cantado desde que se verifi^ 
que el. canija de ks de Yeneauela y la Nnenii 
Granada, fc>a gobiernoa de diches dos RepüUi* 
cas procederán á cumplir las estipulaciones de 
ios artjpolos 59 y 69 en la parte que laa concier-*^ 
Q^n» cancelantto loa f«les por las sumas que ct'^ 
da una debe reconocer en ellos^ como ignnlnien* 
te las que lea son relativas en el artScialo 19» 

Art. 29. La presente convencien serA laiifiea- 
da por el PresideRie ó la peraona encargad» del 
Poder Ejecutivo data República de Vcneziiek, 
con previo consentimiento y aprobación del Con* 
greso de la misma, y por el Presidente 6 la par* 
sona encargada del Poder Ejecutivo de la Repú- 
blica de la Niie VA. Granada, Con previo conaen^ 
timien^ y aprobación del Congreso de la mia^ 
me*,, y las ratifícaclonea se cangearAn. en Bú* 
gota en el término, de ocho meses^contadiis dea^ 
de este dia, ó antes si fuere posible. 

En fé de lo cual noaotros los plenipotencia- 
rios de una y otra República heniíis firmado y. 
sellado con nuestros sellos respectivos la presen- 
te, en Bogotá á ios veintitrés días del. mes de 
Diciembre del a^o de mil ochocientos treinta j^ 
cuatro, vigésimo cuarto de la independencia. 

(Lm 8.) Santos Michelena*^ 

(i. *S.) Lino dfi. Pombo. 

Y considerando: 1^ Que es sobremanera im- 
portante á Venezuela, constituida en Estado se- 
parado é in<)ependiente, arreglar Iqs negocios fiv 
cale^ de CitUunbia conulos Estados de Nueva Gra- 
nada y e^ Ecu^d^r» y. sentar su crédito pújblico 
sobre bases firmes y estables : ^ Q^e con este 
fin dictó el Congreso su^ resolucio» de 29 de 
Abrij de 18^ en virtud de la cual sa|ió de esta, 
ciudad para ia de Bogotá un Enviado extraofdp> 
nario, con plenos poderes peLXñ ej n^^ncionado ar-. 
reglo. 

Decretan : 

Art único.. El Congreso presta su conaenti*. 
miento.y- aprobación á la convención concluida en. 
Bogotá á 23 de Diciembre de 1634^ entre loa.Mh 
nistros plenipotenciarios He la Nueva Granada y 
Venezuela, arreglando los negocios fiscales de 
Colombia^ 

Dado en Caracas á,28 de Abril <le 1835^ afio 
69 de la ley y 25 de la independencia^ — El Pre- 
sidente del, Secado, Manuel Quintero. — El Pre- 
sidente de la C4|i^&rA de RepresentantcSi Jtt<sn P. 
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Hmísl—Ei Seeratarío del SeofMk^/. Jt« PúigtrüH. 
^£1 diputado tecreuirio d% la CMUirn de Kepre^ 
sentaiMee* «I» Gütcia* 

CMráces Abril 29 dn 183&^ «o de ln ley y 260 
de la iadepeodencia.-— Ejerllie«e.-^Jb«¿ Várg€u, 
— Por el Presidente, — El Seeretarío^ de Relecio- 
nee Exteríofea^ Santas MicikeUna* 

tST^oa fecba 2$ de Jolie de 1887, ñié ratíaetda la 
antecedente oonTOneioD por el Oobierno da VeneaueJa ; 
el de la Nueim Chranada la ratificó en 25 de Aguato, y 
el del Ecuador en 26 de Diciembre del nústnn afiu. Las 
ratiflcacii>ne8 se canjearon en la ciudad de Bo|^otá, en- 
tre Yeneanela y Nueva Oranada, en 7 de Pubrero de 
1888, 7 en 22 del mismo, entre estas do6 repúblicas y la 
del ¿cuador. 

TRATADOS públicos. Dborbto d& 7 db mar- 
20 i>B 1839 aprobando la eonvenáon celebra* 
da entre Venezuela^ Nueva Granada n Ecua* 
dor sobre arreglo de correos. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re 
pública de Venezuela reunidos en Congresso, 

Decretan : 

Art. único. £1 Congreao presta, con arreglo al 
parágrafo II9 del artículo 87 de la Constitución, 
S4I censen ti miento y aprobación á la convención 
sobre arreglo de correos, ajustada en Bogotá por 
el plenip ti'nciario de Venezuela ton los Estadoa 
de Nueva Granada y Ecuador, en 24 do Noviem- 
bre do 1838, cuyo tenor es el siguiente: 

Convención celebrada entre las Repúblicas de Ve- 
HBZuela^ Ecuador y Nueva Granada, para f a» 
cilitar la comunicación entre sus habitantes* 

Habiendo existido siempre y debiendo existir 
perpetuamente in;ima unión y cordial amistad 
entre las Repúblicas de Venezuela). Eeuador y 
^lueva Granada, y habiéndose formado relacio- 
nes de comercio é intereses y conexiones de fa« 
milia entre sus pueblos y habitantes duranie el 
tiempo que estuvieron unidos por un mismo pac- 
to social, cuyas relaciones y vínculos conviene 
estrechar mas y mas por medio de una pronta y 
fácil comunicación de los unos y de los otros re- 
cíprocamente : las tres repúblicas han acordado 
establecer, por una convención, las reglas que al 
efecto deben observar. 

Con tan importante fin el Vicepresidente de Ve- 
nezuela encargado del Poder Ejecutivo ha con- 
ferido plenos poderes á Santos Michelena, su en- 
viado extraordinario y ministro plenipotenciario : 
el Presidente del Ecuador á Francisco Marcos, su 
ministro plenipotenciario; y el Presidente de la 
Nueva Oranada si general Pedro A. Herran, se- 
cretario fie Estado en el despacho del interior y 
relaciones exierioree>, quienes después de haber- 
los canjeado y encontrado en debida forma, hsn 
convenido en los artículos siguientes: 
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Ar. 19 Las comanlcacíones de los tres gobier- 
nos entre sí y para sus agentea diplonWkticos acre- 
ditados cerca de cualquiera de ellos, y las de es- 
tos para sus reapectivos gobiernos,, serán» condu- 
cidas por los correos y postas de las tres repúbli- 
cas, y no se cobrara en sus estafetas derecho ai- 
gnoo poc esta ser f icio- 

Art. 29 Del propio modo y con la misma fran- 
quicÍN se conducirán todos los diartos,, periódicos 
y panfletos, ios cuerpos de leyes y demás impre- 
sos q«e uno de los gobiernos remita á otro, y á 
sus agentes diplomáticos, y estos á sus respectivos 
constituyentes^ 

Art. 39 Será libre y q.ttedará á opción de los 
habitantes de cualquiera de las tres repúblicas 
franquear 6 no so correspondenria con los habi- 
tantes de las otras. En el primer caso el derecho 
(le francatura se pagará en li estafeta en donde 
se introduzca, con arre^^la á. la taiifa del pais, y 
; solo hasta la frontera;, debiendo seguir á «u desti- 
, no y ser entregada sin exigir mas derecho ; y en 
I el último se pagará el derecho de porte en la es- 
tafeta donde se entregue la correspondencia, que 
será únicamente el que sefíale la tarifa del res- 
pectivo pais calculado desde su frontera. 

Art« 49 Los diarios, periódicos y panfletos im- 
presos cuyo peso no exceda de cuati o onzas, que 
jos habitantes de una de lastres repúblicas envien 
á los de li»s otras, no pagarán porte alguno. Los 
impresos, sean diarios, { eriódicos ú otros que ex- 
cedan de dicho peso, pagarán e! pditet^c^un la 
tarifa del pais donde se encamimn o tniieguen, 
observándose para su cobro, bien r^ea que vayan 
francos ó á debe^ lo establecido en el artíi'ulu an- 
terior acerca de la correspondencia eplsif>lnr. 

Art, 59 Será obligación de las estafetas <ie las 
tres repúblicas enviar á su destino la correspon- 
dencia é impresos que por ellas se dirijan á otros 
países limítrofes 6 ultramarinos, y de estos á cual- 
quiera de las tres Repúblicas. Pero en el primer 
caso dicha correspondencia y los impresor pasi- 
vos serán franqueados en el pais de donde se re- 
mitan, conforme á las reglas esuiblecidas en los 
articulos 39 y 49. 

Art. 69 La duración de U presente conven- 
ción será de doce afios contados desde que se ve- 
rifique el canje de las ratificaciones ; mas, si nin- 
guna de las partes contratantes notificare á las 
otras al expirar dicho término su intención de re- 
formar cnalquiera de las cláusulas en ella conte- 
nidas, continuará en obseivancia hasta un alio 
después que se haga la nt'tificacion. 

Art. 79 La presente convención será ratificada, 
por los presidentes 6 encargados del Poder Ejecu- 
tivo en las tres Repúblicas, previa la aprobación 
de las respectivas Legis'aturas, y serán canjeadas 
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en Bogotá en el término de nweve meses, conta- 
dos dfsde este día ó Antes si fuere posible. 

En fé de lo cual, nosotros los plenipotenciarios 
de las Repúblicas de Venezuela, Ecnador y Nue- 
va Granada hemos firmado las presentes y pues- 
to nuestros sellre respectivos. 

Dadas en la ciudad de Bogotá á los veinticua- 
tro dias del mes de Noviembre de mil ochocien- 
tos treinta y ocho. 

(l. s.) Santos Mtckclena. (l. «.) P. Marcos, 
(l. s ) P. A. Hírran. 

Dado en Caracas á 4 de Marzo de 1839, 10^ 
y 29? — El Presidente i\e\ Senado, Andrés Nar- } 
varíe — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, Juan Nepomuceno Chaves, — El Secre 
tarjo del Senailo, José Ángel Freiré* — El Secre- 
tario (le la Cámara de Representantes, Rafael 
Acevedo 

Cnráeus Marzo 7 de 1839, iO y 29.— Ejccüte- 
se. — José A. Páez. — Por S. E. — Guillermo 
Smitk, 

Esta convención }ia sido ratificada en todas sos partes por 
el Gobierno de Venezuela el 12 de Abril de 1839^ por el 
del Ecua l.ir en 18 dr! mismo y por el de Nueva Granada 
en 28 do .) .;:io. i-H canje m; efectuó en la ciudad de Bogo- 
tá entre \.*^ tres plenipotenciarios el 27 de Julio de 1839. 

TRATADOS ruiíMcos. Convención de 12 de 
ABRIL OK 13')6 entre Venezuela y Francia so- 
bre extradírion de ciertos criminales. 
El Senado y Ctímara de Representantes de la Re- 
pública (le V-'neziicIa reunidos en Congresc». 
Vista la Co/ívericion celebrada entre el Poder 
Ejecutivo y el Cónsul General y Encarga<lo de 
Negocios del Imperio Francés sobre extradición 
de reos prófngMs y ruy<> tenor literal es así: 
José Tadeo Morirlgag, 
Presiilentc de la República de Venezuela. 
Por cnanto entro Venezuela y Francia se con- 
cluyó y firmó en Caracas el 23 de Marzo de mil 
ochocientos cincuenta y tres un convenio ¿obre 
recíproca extradición de reí»s prófugos que en es- 
pañol y en francés • s del teinir siguiente: (•) 

Su Excelencia el Presidente de la República 
de Venezuela y Su iMajestad el Emperador de los 
Franceses, deseosos de ficilitar la administración 
de justicia, y fie «segurar la represión de los deli- 
tos que se c«)metrtn en los territorios de las dos 
naciones, y cnyns autores ó cómplices pretendan I 
eludir la vindicta legal, huyendo del un país yre- ' 
fugiándoso on el otro ; han resuelto celebrar una 
convención en que se establezcan reglas fijas, 
fundadas en una perfecta reciprocidad, para la 
mutua extraflieion de los acusados ó condenados 
como reos de los delitos que se especificarán. 



*) Se inserta solo la pane en castellano. 
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En «^onsecuencift nombraron con ta! objeto stia 
respectivos plenipotenciarios, á saber: 

Su Excelencia el Presidente de la RepúbHca de 
Venezuela al sefior Ramón Yépes, Secretario de 
Estado en Jos Despachos del Interior, Justicia y 
Relaciones Exteriores ; 

Y Su Majestad el Emperador de ios Franceses 
al señor Barón Francisco Adolfo L«>eve de Vei- 
mars. Oficial de la Orden imperial de la Legión 
de honor y de la Orden Real del Salvador do 
Grecia, Caballero de la Orden Pontifical Romana 
de San Gregorio el Grande, Comendador de Ja 
Orden del Santo Sepulcro de Jerusaleo, Gran 
Oficial de la Orden Imperial del León y Sol de 
Persia &c, <fec, Su Cónsul General y Encargado 
de Negocios en Venezuela. Los cuaUs, después 
de haberse comunicadi» sus plenos poderes y ha- 
iládolos en la forma debida, han convenido en Jo 
siguiente t 

Aru 19 El Gobierno Venezolano y el Gobier- 
no Francés se comprometen á entregarse recí- 
procamente, á excepción de sus nacjonales, toilos 
los individuos prófugos de Venezuela y refugia- 
dos en Francia, ó prófugos de Francia y refugia- 
dos en Venezuela, que sean perseguidos ó conde- 
toados por los Tribunales compete ntes como auto- 
res ó cómplices cíe alguno de los delitos enume- 
rados en el artículo 2^ de la presente convención, 
y la extradición tendrá logaren vista de la recla- 
mación que uno de los dos Gobiernos dirija ai 
(»tro por la vía diplomática. 

Art. 2o Los delitos por los cuales deberá acor- 
darse recíprocamente la extradición, son Io:i si- 
guientes : 

19 xVsesinnto, envenenamiento, parricidio, in- 
fanticidio, homicidio ; 

29 Casiramiento, estupro ú otro atentado con- 
tra el pudor, emprendido ó consumado con vio- 
lencia; 

39 Incendio ; 

^^ Robo, cuando haya sido acompasado de 
circunstancias, que conforme á la legislación de 
losados países, le den el carácter de crimen ; 

59 Falsificación de escrituras públicas ó docu- 
mentos auténticos; 

69 Falsificación de documentos particulares ó 
de comercio, cuando el hecho tenga, afecta pena 
a.flictiva.ó infama/ite^ según la legislación de los 
dos paises ; 

7y Fabricación ó 'emisión de moneda falsa. 
89 Fabricación ó emisión de pajjpl-moneda 
fcil.^o; y jikemcion de papel moneda. 

99 Sustracción de caudales, efectos ó docn* 
meutos de cualquier» especie pertenecientes al 
Estado, que se cometa por empleados ó deposi- 
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tarios páblic08 ó por individuos particulares; 
cuando esta sg^itr^nccion tenga señaladas penas 
aflictivas é ¡nfamantes en las leyes de los dos 
países ; 

10, Bancarrota ó quiebra framlulenta en per- 
juicio del Tesoro público, ó de individuos parti- 
culares : 

11. Falso testimonio, y sobornación de testi- 
gos. 

Art. 39 Los docuinent" s que deberán presen- 
tarse en apoyo de las demandas de extradición, 
serán, el mandato de arrt^stt) librado cuntra los 
acusados conforme á las leyes del pais cuyo Go- 
bierno pide la extradición, ó cualesquiera otras 
piezas que por lo menos tengan la misma fuerza 
que dichv) mándalo, y en las cunifs también se 
indiquen la naturaliza y gravedad de los hechos 
que hayan ocasitínado la dtnvinda de extradición 
y la disposición pennl aplicable á esloá herhoá. 

Art. 4t^ Cuaiulo haya luj/ar k la extracción, 
todos los objetos aprehendiilos que puedan servir 
para nvcriguar el delito ó delitos, así como io.^ 
efectos lobados, s** < niregarán á la Potencia re- 
clamante, )a sea que la extradición pueda veri- 
ficarse, por haberse aprehendido el reo, ó ya sea 
que el!» no pueia efectuarse, por haberse esca- 
pado nik'vamtínle diiho acusado ó reo. De la 
misma manera e^e < ntregarán las cosas robadas 
y los in-lrumenlo9 ó piezas que sirvan para pro- 
bar el didito ó delitos, auntjue por cansa de piuer- 
te no puíMla llevaií^e á efecto la extradición, 

Art. 5° Si aconteciere que individuos e;ttran- 
jeros en Venezuela y en Francia huyeren del uno 
(le estos países y se refugiaren en el otro, después 
de haber cometido alguno dé los delitos enumera- 
dos en el ariículo ^9, no se acordará la extradición 
de tales individuos sino luego que el Gobierno 
del país á que pertentzcan bis extranjeros recla- 
mados, ó el Htpre¿entante de dicho pais, haya 
sido consultado y puesto en aptitud de hacer sa- 
ber los motivos que pueda tener para oponerse á 
la extra ilición. 

Esta disposii ion se observará igualmente ) or 
el Gobierno Ver.ezolano respecto á los France- 
ses, y por el Gobierno Frunce» respecto de los 
Venezolanos cuya extradición les fuere demanda- 
da por otros Gobiernos. 

Art 69 Si el individuo cuya extradición se 
reclama, estuviere acusado 6 hubiere sido conde- 
nado por críme^nes 6 delitos cometidos en el pais 
en 'que se haya reñigiado, no podrá ser entregado 
sino después de haber sido juzgado, absuelto ó 
indultado; y en caso de condenación, después de 
haber sufrido la pena pronunciada contra él. 

Art. 79 ^ demanda de extradi:íon no será 
admitida ú después de ocurridos los hechos que 
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se imputen, ó de practicado el proceso, ó pro- 
nunciada la condenación, se hubiere adquirido la 
prescripción de la acción ó de la pena, conforme 
á las ley^s del pais en que el extranjero se en- 
xu entre. 

Art. 89 Si el individuo cuya extradición fuere 
reclamada hubiere contraido con partícula íes, 
obligaciones que no pueda dumplir á causa de su 
extradición, esta sin embargo se llevará á efecto, 
quedando la parte perjudicada en liitertad para 
gestionar sus derechos ante la autoridad compe- 
tente. 

Art. 9^ Los gastos de arresto, «ictencion y 
trasporte que se ocasionen en caso de extradi- 
• cion hasta el lugar en oue esta se verifique, se- 
¡I rán de cargo de aquel de ios dos Estadtis en que 
I) el acusado ó reo haya sido aprehendido, y se le 

reintegrarán por la parte reclamante. 
' Art. 10. Exceptúanse de la presente Conven- 
; cion los crímenes y delitos políticos; y se estipu- 
, la cx|)re9amente« que el individuo cuya extradi- 
ción se haya acordado, no podrá ser perseguido 
I en ningún caso por ningún delito político nnte- 
rior á la extradición ; pueb esta solo puede tener 
¡I lugar para perseguir y castigar los delitos comu- 
\' n**» esp«;cificados en el artículo scguniio. .Se es- 
tipula igualmente, que la fecha ce la presente 
Convención Será (d punto de paitida para su apli- 
cación ; y que lo¿ hechos anteriores á dicha te- 
cha no podrán ser objeto de ninguna den.anda 
de extradición 

Art. II. La presente Convención [jcrmanecerá 
en fuerza y vigor haeta que alguna de lai partes 
contratantes haya notificado á la otra, con un año 
de anticipación, su voluntad de hacerla cesar. 

Art. 12. La presente Convención será ratifi- 
cada conforme á las Constitucioner? de los dos 
países, y Iüs ratificaciones se cangearán en (Cara- 
cas cuanto antes fuere posible. 

En fe de lo cual los respectivos Plenipoten- 
ciarios firman la presente Convención y la sellan 
con sus sellos particulares. 

Dada en Caracas el dia veintitrés de Marzo de 
mil ochocientos cincuenta y tres. 

(L. S.) Ramón Ykpes. 

(L. S.) Francois d£ Beimars. 

Y habiendo sido ratificada por ambas partes 
dicha convención, y sus ratificaciones cangeadas 
en esta cradad, el diez del presente mes, por el 
Secretario de Hacienda y Relaciones Exteriores, 
señor Jacinto Gutiérrez, y el Encargado de Ne- 
gocios de Francia, sefior Leoncio Levraud. 

Por tanto, en uso de mis atribuciones constitu- # 
cionales, he mandado publicar y circular la pre- 
^ codeóte convención para que todos y cada uno 



316 



KATM DB lA JJUfSLáXlKtS 



■■■B 



wasattamm 



■ "** »ii<»^^toM»i/*<»^^i»rf^«»<»^»^><«*»<^^«^^»<^»»»>»^i^^^^ 



de sos artfcfnios sean fiel y reKgioeamente obser* 
▼ados como ley de la RepúbNca. 

Dado, firmado de mi mano, sellado con el gran 
fello de la República y refrendado «por el 8ccre- 
tarto de Hacienda y Relacionea Exteriores en 
Careras á 12 de Abril de 1866, afio 27 de la ley 
y 46 de la independencia 

(L. 8.) (Firmado.)— Jo»é T. M^nága^ 
£1 Secretario de Hacienda y Relaciones Ex- 
teriores. — (Firmado) — Jacinto Outiérrez* 

PECRBTAIf-: 

Art. 6nico. El Congrego le presta eu aproba- 
ción. 

Dado en Caracas á 27 de Febrero de 1856, 
afio 27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Emeterio Gómez. 
— El Presidente de la Cama ra de Representan- 
tes, José Víctor Arixa. — El Secretario del Sena- 
do, J. A Pérez. — fil Secretario de la C&mara de 
Representantes, J. Padilla, 

Caracas, Febrero 28 de 1856. año 27 de la ley 
y 46 de la indepeni'encia. 

Ejecúttse. — José T. Monágas. 

Por S. E. el Secretario de £. en los DD. de Ha- 
cienda y Relaciones Exteriores. 

Jacinto Gutiérrez, 
TRATADOS públicos. Convbncíon de 5 de 

OCTUBRE DE 1853 entre las Repúblicas de Ve- 

nezuela y el Perú respecto de lo que toca a 

la primera, por los auxilios que le prestó Co* 

lombia, 

José Gregorio Monágas. 
Presidente de la República de Venezuela A. &• 

A todos los que las presentes yieren, salud. 

Por cuanto entre la RepAldica de Venezuela 
y la del Perú se concluyó y ñrmó en Lima el 
dia veinticinco de Julio del presente afio por me- 
dio de Plenipotenciarios suficientemente autori- 
zados por ambas pnrtps, un convenio sobre la 
paite de Venezuela en el crédito de Colombia 
contra el Perú, originado de los auxilios que ella 
le prestó en la guerra de la independencia, cuyo 
tenor palabra por palabra ee como sigue: 

L(* República de Venezuela y la República del 
Perú, debiendo transigir equitativamente y árre- 
fllar de un modo deñnitivo la deuda que la segun- 
da contrajo por los auxilios que le preaió la anti- 
gua República de Colombia en la guerra de la in- 
dependencia: atendiendo á la división actual de 
Colombia en tres Repúblicas, y á que en la dis- 
tribución que celebraron de sus acreencins y res- 
ponsabilidades por la con vención de veintitrés de 
Djciembre de 1834, cangeada en 7 de Febrero de 
1838, se asignaron & Venezuela veintiocho y me- 
dio céntimos de la acreencia total contra el Perú ; 
y atendiendo en fin, á que sin embargo de haber- 
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se da^ á la nueva Granada por los tres Gobier- 
nos, la comisión de gestionar en nombre de todoa 
por esta acreencia por el acuerdo celebrado en 
diez y odiotle Noviembre de 1838, poeteríormen* 
te se ha hecho saber al Gobierno del Perú, por 
loa Ministros de Venezuela y de Nueva Granada 
acreditadfts en Lima, y por disposición de aas 
Gobiernos, que la República de Venezuela ha 
reasumido su propia representación por la parte 
mencionada que le corresponde en la acreencia 
Colombiana contra el Perú, cesando la gestión 
fiel Gubierno de la Nueva Granada en el ínteres 
de Venezuela { por tanto, en vista de todos estos 
documentos y traídas á consideración todas las 
negociaciones anteriores habidas sobre este nego- 
cio entre el Perú y los Agentes públicos encarga- 
dos de gestionar anteriormente por esta acreen- 
cia de Colombia, los presentes Ministros Pleni- 
potenciarios á sjber : por la parte de Venezuela 
Don Lucio Pulido, y por la de la República del 
Perú el Ministro de Relaciones Exteriores Don 
José Manuel Tirado, habiendo examinado sus 
plenos poderes y encontrádidos bastantes y en 
debida forma, han convenido poner término á es- 
te asunto por medfo de una transacción definitiva 
de la acreencia colombiana en la parle Corres- 
pondiente á la República de Venezuela por loa 
veintiocho y medio céntimos que en dicha acreen- 
cia le pertenecen. Para isllo se ha tenido en con- 
sideración, ademas del deseo del Gobierno de Ve- 
nezuela, la dificultad de llegar á un término por 
el medio de la liquidación por comisarios de am- 
bos Gobiernos prescrita en el tratado de veintidós 
de Setiembre de 1820, siendo este trabajo com* 
pilcado, y habiéndose encontrado nuevas dificul- 
tades en los afSos trascurridos. Así mismo no ha- 
biéndose perfeccionado por la parte del Gobierno 
de la Nueva Granada el convenio que se celebró 
en Lima en II de Noviembre de 1848, para so- 
meter al arbitraje de Chile este asunto de la dea- 
da colombiana, no habitando solicitado dicho Go- 
bierno la anuencia del de Chile, se ha debido 
considerar como sin efecto esta tentativa de arre- 
glo, y por tinto se procede á la ya enunciada 
transacción, arreglo y pago definitivo en los tér- 
minos siguientes: 

19 La República de Venezuela se da por satis- 
fecha de la parte que le corresponde en la deuda 
d. I Perú á la antic^uti Colombia mediante el pa- 
go de la cantidad de ochocientos cincuenta y 
cinco mil pesos computados en moneda peruana 
y como valor absoluto y total de los veintiocho y 
medio céntimos que, como parte integrante que 
fué de la de Colombia, le corresponden eo la 
acreencia de esta república contra la del Perú por 
los auxilios que le prestó en la gnerra de la inde- 
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^ii4eiitñ«^ sejnin la conYcnekm para el arr^|do de 
loe asvntos nsealea de Colombia, celebrarla e« 
1M9} <fe que se ha hecho refereneia ; y la Repú- 
Uka del Petü reconoce y se obliga á pagar á la 
República de Venesaela la expresada cantidad de 
oakocieotoe cMiciieiMa y cinco mil pesos, ea mo« 
tíeda peruana, por el Talat de los dicho* veintio- 
cho y medio céntimo^ que le corre«ponden como 
parte integrante qoe fué de la Repld>lica de Co« 

íombia. 

2^ L(ai ochoeif^ntos cincuenta y ciocomil pe« 
aocvó que se refiere el arlknlo l^t serán eatisfe» 
ckoB por la República del Perú de la siguiente 
Bienera, á saber: se entregará desde luego, al 
firmarte este convenio, al Ministro Plenipatencia- 
lao de Venesuela, en virtud de tener también po- 
der al efecto, la cantidad de ciento cincuenta 
mñ pesos. Be pondrán ft disposición de la Re- 
pública de Venezuela ciento cincuenta y cin- 
co mil pesos en 1 9 de Marzo de 1864 : dos- 
cientos mil pesoj en' 19 de Diciembre del mismo 
alio 18&4: doscientos mil pesos en 1 9 de Agosto 
de 1855 ; y ciento cincuenta mil pesos, que com- 
pletan la soma adeudada, en primero de Diciem- 
bre del propio a fío 1 855. 

39 Los ciento cincuenta mil pesos entregados 
al contado, se aplicarán en él caso no esperado 
de no ser aprobado este convenio como una anti- 
cipación hecha á Venesuela en parte de pago <le 
Jo que de 6 ni ti VA mente llegare á cor responderle en 
cualquier arreglo i;iic se hiciere en tal caso sobre 
la deuda colombiana, en raaon de los veintiocho 
y medio céntimos que Je pertenecen* 

49 La República de Venezuela declara no te- 
ner otro derecho ni crédito pendiente contra la 
del Perfi, y di por fenecido todo cargo por ra- 
zón de servicio* hechos al Perú en la guerra 
de In independencia y gastos y haberes del 
£jército de Coionibia, reconociendo no tener I 
crédito nifiguno contra el Perú, fuera de la can- 
tidad de oc&ocientos cincui^ntay cinco mil pesos á 
«ue se refiere este conven fo. 

5" Este convt^nio será Rpr*>bndo por li>s respec- 
tivos Gobiernos y Ins raliticaciones cangeadus en 
«Limn en el término de un nfk) contado desde la 
fecha, 6 antea si ftiere posible, t?n fe de lo cual 
los Ministros Plenipotenciarios lo lian firmado y 
«ellado. 

Que es hecho en Lima el dia veinticinco de Ja 
lio del afío del Sefíor de 1853. 

Lucio PvUdo, — José Manuel Tirado, 

Por tanto, habiendo examinado el referido con- 
venio sobre la parte de Venezuela en la acreen- 
cia de Colombia contra el Perú, he venido, en 
uso de. mis atribuciones, atendida la naturaleza 
fiscal del arreglo, en ratificarlo, y por las presen- 
Tono iix 
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tea lo raiifioo y lo tengo por rato y firme en to« 
dos sos artículos» y para su cumplimiento y exac« 
ta observancia por nuestra parte- empeflo y com* 
prometo solemnemente el honor nacional. 

En fe de lo cual he hecho expedir las presen- 
tes firmadas de mi mano, selladas con el gran se- 
llo de la Repfiblica de Venezuela, y refrendadas 
por el Secretario de Estado en los despachos del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores en Ca- 
racas á 5 de Octubre del afio de 1853, vigésimo* 
cuarto de la ley y cuadragésimo tercero de la in- 
dependencia. 

J. G, Monágas^ 

Simón Planas. 

TRATADOS públicos. OONVENOtONES DG 19« 

14, 17 T 27 Da joNio de 1853 8obre 'pago á 

acreedoreft extranjeras 'por razón de la Ley 

de esfera. 

Por cuanto el Poder Ejecutivo de Venezuela 
ha sido debidamente autorizado por la resolución 
adoptada en sesión de ambas Cámaras del Con- 
greso reunidas, en 30 de Abril de 1S53, para to- 
mar cuantas medidas crea necesarias á fin de 
poner término á las reclamaciones extranjeras 
por razón de los créditos provenientes de la ley 
de espera de 9 de Abril de 1819 qoe hayan de sa*" 
tisfaeerse perentoriamente ; y por cuanto el Oo- 
faiemo de ios Estados Unidos ha reclamado de 
ese modo el pago de los créditos de sus ciudada- 
nos que tienen tal origen ; por tanto los infraes- 
critos, Simón Planas, Secretario de Estado del 
Despacho de Relaciones Exteriores del Gobier- 
no de Venezuela, é Ibaac Nevett Steele, Kncar- 
^do de Negocios de los Estados Unidos en la 
República de Venezuela, estando debidamente 
autorizados para celebrar un arreglo sobre el 
pago de estos reclamos, han convenido en ios ar- 
tículos siguientes. 

Art. 19 El Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar al Gobierno de los Estados Unidos, 6 á 
su Encargado de Negocios en Caracas, el impor- 
te total de los créditos de ciudadanos de los Es- 
tados Unidos procedentes de la mencionada ley 
de espera que se expresen en una iisUi de di- 
chos reclamos que se hará por los suscritos, y se 
considerará como parte de este convenio, de la 
manera siguiente, esto es : dicho importe se di- 
vidirá en cuatro partes iguales, que se satisfarán 
respectivamente en los dias 1 9 de Junio, 19 de 
Setiembre, y I9 de Diciembre de 1854 y I9 de 
'1 Marzo de 1855, juntamente con los intereses al 
cinco por cienk» al aflo, que comenzarán á de- 
vengarse desde el I9 de Julio próximo y conti- 
nuarán hattta el dia del pago, satisfaciéndose al # 
mismo tiempo que la porción á que tocaren. 
Art. 29 También se estipula que, si el Go- 

41 
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blerno dejare de pagar caalquiefa de los caatro 
plazos referidos en el artículo anterior en el dia 
allí expresado, entonces el Encargado de Nego- 
cios de los Estados Unidos tomará y recibirá di- 
rectamente de la casa de comercio de A. M. Sei- 
xas y Compafiía de la Guaira, 6 de alguna otra 
que eligiere en vez de esta, la mitad de todos Ioh 
derechos ordinarios de las importaciones que hi- 
ciere dicha casa desde la fecha del vencimiento 
del plazo respectivo no p.-igado, hasta quedar en- 
teramente pagado y satisfecho el importe total de 
los reclamos, con los intereses que les corres- 
pondan, según lo explicado en el precedente ar- 
tículo. La casa que se elija, entregará á la Adua- 
na de aquel puerto ios recibos que á la primera 
dará la legación Americana por la mitad de los 
derechos que á esta se coaceden, descontando 
del valor de lus pagarés otorgados por la men- 
cionada casa el nueve por ciento anual ; y car- 
gando la Aduana en cuenta á la legación la 
cantidad líquida que resultare. 

Art 39 En caso de no ser posible la manera 
de pago establecida en el artículo 29. por no en- 
contrar el Encargado de Negocios de' los Estados 
Unidos ningún comerciante de la Guaira con 
quien hacer el expresado arreglo, quedará plena- 
mente vigente la responsabilidad del Gbbierno 
de Venezuela, según las estipulaciones del artí- 
culo \^ 

Ari. 49 Se estipula ademas que el Ínteres de 
cinco por ciento al año, que ha de pagarse por 
dichos créditos en los primeros quince días del 
roes de Julio próximo, en virtud de la resolución 
del Poder Ejecuiivo de 20 de Mayo de 1R51, se- 
rá pagado en ese tiempo al Encargado de Ne- 
gocios de los Estados Unidos. 

En testimonio de lo cual los infraescritos han 
firmado dos de un tenor en Caracas el I9 de 
Junio de 1853. 

(Firmado) Simón Planas, 

(Firmado) J. Nevetl Steele — Encargado 
de Negocios de los Estados Unidos en la Repú- 
blica de Venezuela. 



CONVENIO RELATIVO AL PAGO DB LOS CRÉDITOS 
DE ESPERA DE LOS SUBDITOS FRANCESES. 

Por Orden expresa de S. E. el Poder Ejecu- 
tivo, debidamente autorizado por la resolución 
general del Congreso nacional de la República 
adoptada en Cámaras reunidas el 30 de Abril 
del presente año, el infraescrito, Secretario de 
Estado del Despacho de Relaciones Exteriores 
de Venezuela, ha convenido con el señor En- 
cargado de Negocios de 8. M. el Emperador de 
los franceses cerca de este Gobierno, en satisfa- 
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cer tq^B laa reclamacioDes francesas relatinu é 
la ley de espera, en los términos signientea 

19 El Crobiemo de Venezuela se compromete 
á pagar á la orden de la Legación Francesa eif 
Caracas, del modo y en los plazos que se está* 
pularán mas abajo, todas las acreencias de los 
nacionales franceses que han sido sometidas á 
la ley de espera de 9 de Abril de 1349 y no han 
sido satisfechas por el Gobierno de Venezuela 
hasta el dia del presente compromiso. 

29 La cantidad total de las acreencias france- 
sas de espera, según el estado que se hará inme- 
diatamente por el Gobierno de Venezuela y la 
Legación de Francia, se dividirá en tres partea 
iguales, que se pagarán en tres plazos sucesivos, 
á saber : la primera parte á los cuatro meses de 
otras dos con dos meses de iniervalo cada una 
contados desde el pago anterior, esto es : los días 
14 de Diciembre de este año y 14 de Febrero 
de 1854. 

39 Para el cumplimiento de estos pagos se en- 
tregarán á la Legación de Francia tres órdenes 
de pago del señor Secretario de Estado del Des- 
pacho de Hacienda sobre la Tesorería general 
de Caracas por las cantidades respectivas á cada 
uno de ios plazos señalados arriba. 

$ ünico. Estas caniida^ies ganarán un inte^ 
res de cinco por ciento al año, desde la fecha de 
hoy hasta el dia en que se- satisfagan. 

40 Si en alguno de los plazos fijados en el ar- 
tículo 29 no se verificare el pago señalado, y ae 
demorare hasta el vencimiento del subsecuente, 
todos serán exigibles inmediatamente. 

Hecho y firmado por duplicado en Caracas á 
14 de Junio de 1853. 

(Firmado) Simón -PZánaí.— (Firmado) JVan- 
cois de Veimars, 

CONVENIO RELATIVO AL PAGO DB LOS CRÉDITOS 
DE ESPERA DE LOS SUBDITOS DE ESPAÑA. 

Por cuanto el Poder Ejecutivo de Venezuela 
ha sido debidamente autorizado por la resollé 
cíon adoptada en sesión de ambas Cámaras del 
Congreso reunidas, en 30 de Abril de este afio, 
para tomar cuantas medidas crea necesarias & fin 
de poner término á las reclamaciones extranje- 
ras por razón de los créditos provenientes de la 
ley de espera de 9 de Abril de 1849 que hayan 
de satisfacerse perentoriamente ; y por cuanto el 
Gobierno de S. M. C. ha reclamado de ese modo 
los créditos de sus subditos que tienen tal orí- 
gen ; por tanto los infraescritos Simón JPlánas, 
Secretario de Estado del Despacho de Relacio- 
nes Exteriores de Venezuela y Fernando de la 
Vera é Isla, Encargado de Negocios de España, 
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ettaoflo debí fia mente antorízados para ealebrar 
un arreglo sobre el pago de estos reclamos, han 
convenido en los artícuins siguientes, 

Art. 19 ^^ Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar al Gobierno de C^pafia, 6 á su Encarga- 
do de \egocios en Caracas, el importe total de 
los créditos do subditos españoles procedentes de 
la mencionada ley de espera que se expresen eñ 
ana lista de dichos reclamos que se hará por los 
infraescritos, y se considerará como parte de este 
convenio, de la manera 8Íguiente : esto es : di- 
cho total importe se dividirá en cinco partes iguales 
que se satisfarán respectivamente en loa dias 1 7 
de Junio, 17 de Setiembre y 17 de Diciembre de 
1854, 17 de Marzo y 17 de Junio de 1855, junta- 
mente con los intereses de cinco por cieiUo al 
afio, que comenzarán á devengarse desde el 1^ 
de Julio próximo y continuarán hasta el -día del 
pago, satisfaciéndose al mismo tiempo que la p(»r- 
cion á que tocaren 

Art. 2^ También se estipula que, si el Go 
biarno de Venezuela dejare de pagar cualquiera 
de los orneo plaz<»3 referidos en ei artículi) ante- 
rior, el día allí expresado, entonces el Encarga- 
do de Negocios de S. M. C. tomará y recibirá 
directamente de una casa de comercio de la 
Ouaira que elija, la mitad de todos los derechos 
ordinarios de las importaciones que aquella hi- 
ciere, desde la fecha del plazo respectivo no pa- 
gado hasta quedar enteramente pagado y satisfe- 
cho el importe total de los reclamos, con los inte- 
reses que les correspondan, según lo explicado 
en el precedente artículo. 

^ único. La casa que se elija, entregará á la 
Aduana de aquel puerto los recibos que á la pri- 
mera dará la legación española por la mitad de 
los derechos que á esta se conceden, descontan- 
do del valor de los pagarés otorgados por la in- 
dicada casa el nueve por ciento anual, y cargan- 
do la Aduana en cuenta á la legación la canti- 
dad líquida que resultare. 

Art. 39 l'^n caso *-e no ser posible la manera 
de pago eüiablecida en el artículo 29, pf^r no en- 
contrar el Enea rgvdí) de Negocios de S. M. C 
ningún comerciante de la Guaira con quien ha- 
cer el expresado arreglo, quedará plenamente 
vigente la responsabilidad del Gobierno de Ve- 
nezuela, según las estipulaciones del artículo I9 

Art. 49 Se estipula ademas que el interés de 
cinco por 'Ciento al afío que ha de pagarse por 
dichos créditos en los primeros quince dias del 
mes de Julio próximo, á virtud de la resolución 
del Poder Ejecutivo de 20 de Mayo de 1851, se- 
rá pagado en ese tiempo al Encargado de Ne- 
gocios de 8. M. C. 

En testimonio de lo cual, ios infraescritos hian 
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ñrmado dos de un tenor en Caracas á 17 de Ju< 
nio de 1853. 

(Firmado) Simón Planas. — (Firmado) Fer- 
nando de la Vera é Isla* 



> t 



CONVENIO PARA EL PAGO DE LOS CRÉDITOS DE 
SUBDITOS HOLANDESES, PROCEDENTES DE* LA 
LEY DE ESPERA. 

Por cuanto el Poder Ejecutivo de Venezuela 
ha sido debidamente autorizado por la resolución 
adoptada en sesión de ambas Cámaras drl Con- 
greso reunidas en 30 de Abril de este año, para 
tomar cuantas medidas crea necesarias á fín de 
poner término á las reclamaciones extranjeras por 
razón de los créditos provenientes de la ley de 
espera de 9 de Abril de 1840, que hayan de sa- 
tisfacerse perentoriamente : y por cuanto el Go- 
bierno de Su Majestad el Rey de los Países 
Bajos ha reclamado de ese modo los créditos de 
sus subditos que tienen tal origen ; por tanto los 
infraescritos, Simón Planas, Secrelnrio de Esta- 
lo del Despacho de Relaciones Exteriores de 
Venezuela, y Reinhard Francisco de Larisbcrge, 
Cónsul General de los Paisas Bajos, estando de- 
biduiixeute autorizados para celebrar un arreglo 
sobre el pago de estus reclamuS, han convenido 
en los artículos siguientes. 

Art. 19 El Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar al Gobierno de S. M. H. 6 á su Cónsul 
General en Caracas, el importe total de los cré- 
ditos de ciudadanos holandeses, procedentes de 
dicha ley de espera, que se expresar&n en una lis- 
ta de ellos que ha de formarse por los infraescri- 
tos, y considerarse como parte de este convenio, 
de la manera que se dirá mas abajo. 

^ único. Quedan también comprendidos en 
este convenio los reclamos pendientes por perjui- 
cios, que á favor de los señores Jaime Blanrh y 
J. L. Maduro ha intentado el Consulado Gene- 
ral de Holanda. 

Art. 29 La cantidad á que asciendan todos los 
créditos mencionados, serA satisfecha por la Te- 
sorería General, entregando mensualmente, des- 
de Julio próximo inclusive en adelante, hasta la 
completa extinción de aquellos, la cantidad de 
tres mil pesos, con excepción de los meses de No- 
viembre y Diciembre de este año y Enero de 
1854, en cada uno de los cuales se abonarán 
cinco mil pesos. 

Hecho por duplicado, en Caracas á 27 de 
Junio de 1853. 

(Firmado) Simón P/ofu».— (Firmado) Van, 
Lansherge. 
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TRATADOS pcBLicoe. Caducidad de algunos. 
Véase la nota. (•) 

TRATAMIENTOS. Cuál corresponde A los pre- 
sidentes de las Cámaras Véase Cámaras legis* 
lativas, D. de 9 de Julio do 1823. 

TRIBUNAL DE CUENTAS. Su composición, 
atribuciones y deberes. Véase Oficivas supe- 
riores de haeienda^ art, 2 al 8, y 22 al 28. — 
Sus funciones sobre papel sellado. — Véasf» Pa- 
pel Sellado, arl. 19 y 22, y D- E. R art. 3, 5, 
8, 10, 15 y 23. — Deber del presidente sobre bi- 
lletes de düuda consolidada. Véase Deuda con- 
solidada 1^, art. 10. — Funciones del tribunal. 
Véase Correo^ L. O. art, 30, Aduana, § único 
del artículo 36, Mayordomías defábrica^ L 
de 7 de Mayo de 1842, nrU 5 y D. E, R de 18 
de Octubre del mismo año, art. 10 y 12, Ins- 
trucción piihlica^ L. 2^, art. 24, y L. 10, art 
7 y su ^, Indígenas (de Maracaibo.) D. E. de 
22 de Octubre de 1842, art 39 y Rentas inter- 
nas^ ^ ünic(» del art II • 

TRIBUNALES de cuentas. Dictamen del 

CONSEJO DE GOBIERNO ACOJIDü POR EL PODER 

EJECUTIVO sobre el modo de reemplazar á los 

contadores del Trihwnal de cuentas recusados. 
Dpspncho íle Hacienda. — Sección 1^. 

Enero 26. 
Hefíor Presidente del Tribunal do mentas. 

En contestación á la nota de US. de 16 del mes 
actual relativa a las inhibiciones y recusaciones 
de los mieitibros de ese tribunal ocurridas en el 
juicio do cuentas de la Administmcion de Aduana 
de la Guíiira pertenecientes al aflo económico de 
1S4G á 1817, incluyo una copia certificada del 
voto dt'l Consejo de Gobierno á quien se consul- 
tó en el asunto, y con el cual se ha conformado 
S. E. el Pi'tísidcnte de la República. — Soy de US. 
atento servidor. — Vicente Lecuna. — Es copia.— 
Lecuna. 

República de Venezuela. 
Sesión número 1? del Gtmsejo de Gobierno. 

Martes Enero 22 de 1850. 

39 La comisión nombrada para abrir concep- 
to en la consulta del Tribunal de Cuentas sobre 

(♦) Los Tratados celebrados entre Venezuela y ios Paí- 
ses bajos, Los Estados Unidos do Norte américa y Diosi- 
OiarcA lian cesado i>or declaratoria del Poder EJ«oativo 
de Venezuela en Ilesnhicion de IP de Marso do 1851; co- 
mo taniliieii ])or la del mismo en ReBolncion do 4 de Di- 
ciembre de 1861 } los celebrados con las ciudades anseá- 
ticas, cou Suoda y Noruega y con la Nnova Granada en 
lo relativo á los artículos 12, 13 y 14 de la conrencion de 
amistad, comercio y navegación de 28 de Julio de 1842. 
También han caducado el de 19 de Mayo de 1843 y sa 
)>arte complementaria sobre alianza, meuiante estar cam- 
pida la coiidicion de j'econpcimiento de^ambas Aepúbli- 
cas por la Espafia, y cuyo acto ^Jó como término ael tra- 
tado el articulo primero. 
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el jaieio de las de la Aduana óe k Guaira de 
1646 á 1847, dio lectura de su infcirme, y puesto 
en discusión, y votado, se aprot>ó; habíéadoae 
abstenido de votar e.\ seflor Consejero QonaAleí, 
p'or eer este un negocio que puede subir A la 
Corte Suprema, <le qne él es raienibru. 

Dice así el informe : 

— ^^ Recusados en el juicio q«e cursa eon la 
Aduana de la Guaira por las cuentas de 1846 $ 
1847 los tres ministros naturalea que componen 
el Tribunal de cuentas de la República, aparece* 
según la consulta que ha venido al Consejo de 
Gobierno por disposición de S. R el Poder Eje- 
cutivo, que uno de sus («ñcinles de nfimero, el se» 
ftor Carlos Gonzá'ez, conoce como Contador ao- 
eidental de la filtima recusación, que elsefior 
Francisco Míchelenn, apodera<lo de una de las 
partes habla hecho del seflor José de Iribárren, 
uno de los miembros naturales del menctonsde 
tribunal ; y considerando (d sefior González, que 
tanto sobre la recusación de Iribúrren como sobre 
la últimamente he<:ha del otro miembro acciden* 
tal Contador, sefior Vicente Mari, debe decidir el 
Tribunal pleno, doria c(»mo se completará este, 
hacien<io deducir la necesidad de nombrarse á 
quien subrogne hI expresado sefior Mari, para 
que quede constituido el Tribunal con tres miem- 
bros accidentales. 

Si acaso es un punto ya determinado, qne pue- 
de servir de regia en la. práctica, que recusado, 6 
no habilitado algún miembro del Tribunal mayor 
de Cuentas, es llaniado á subrogarle |K>r auligt^- 
dad uno de los (tfíciales de número de la misma 
oficina de aquel l'ribunal, «1 comisionado que 
suscribe, hallaría entonces muy á la mano Ja re- 
solución de la duda propuesta, contestándose al 
señor González i\ue si como Presidente acciden- 
tal de un tribunal colegiado, conoce de las recasa- 
ciones que refiere, él solo debe sentenciarlaSi co- 
mo materia de simple sustanciacion, y á seme- 
janza de lo dispuesto [H)r la ley general y común 
que regia los procedimientos judiciales, en cuan* 
to á recusaciones, en la cual se ve, que en los 
tribnnales colegíntios, ctimo los de aibitramento, 
Corte Superior y Suprema de justicia, de las re- 
cusaciones de alguno de sus miembros, oonoee 
]ror si solo y determina su Pr-eaiditRle, y ái«u 4Uta, 
el miembro hábil que le »»]ga su osostle. 

Mas como el in&aesciito no ve ospa ft^iuna 
dispuesta en punto á recusaciones» en jf )ey de 
98 de Mayo de 1837, que refornia las.^jgqipas 
eufieriores de hacienda, y que establece ta espe- 
cialidad del tribunal de Cuentes, y no cQiiqíbe U 
legalidad de la práctica que llama á los subaJ» 
ternes oficiales del Tribunal i»l reempUflEO do los 
contadores, <}ae liapen de j uceen of^ineiloii fn el 
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caso de recusación ó inhabilitaoíon, tiene que 
examinar esta cueetion bajo el aupeeto serio y 
grave que ella tiene en sí mísniat para pader dar 
itu parf'cer apoyado en las leyes vigentea de la 
ReRÚb^ica* 

£1 artfcolo I9 de la ley 2a titulo 20 del Códi- 
go de proeedimientos civiles, dice: ^Todojui'Z^ 
con juez, secretario, ñscal ú otros funcionarios de 
los tribunales de la República, sean ordinarios ó 
especiales, pueden ser recusados por las causas 
y en la fornna, qtie determinan los artículos si- 
guientes. " 

Esta ley es genera), y es obligatoria á todos 
los tribunales, que por alguna otra ley especial 
anterior no tengan alguna excepción é tr&mites 
particulares seflalados para el enjuiciamiento, 
euftarciar y sentenciar de la incidencia conocida 
en derecho con el nombre de recusación. 

El Tribunal de Cuentas, considérese especial 
6 ordinario en el ramo de ñnanza pública, es un 
tribunal de la Reptiblica y de tanta categoría por 
su copstitucion, en virtud de que por la ley que 
lo organiza, sus apel»riones son para ante la 
Corte suprema de justicia, que se equipara á la 
Corte Superior de justicia. (Art. 22 de la ley de 
8 de Mayo de 1837). En las recusaciones, pues, 
que puedan tener lugar en su juicio, debe regir 
sin disputa alguna, la ley que viene citada, por- 
que así lo exige la expresión clara y terminante 
de su mándalo. 

Sin embargo, las resoluciones expedidas por 
el Gobierno en 23 de Junio de 1841, en 4 de Fe- 
brer» de 1847 y II de Diciembre de 1949, en 
que por las dos primeras se declara, que el Te- 
Forcro y Contador de la Tesorería general deben 
pubrog^r en el Tribunal de Cuentas, al Conta- 
dor ó contadores impedid^oa; y en la última re- 
vocfttorío de aquellss, que la subrogación debe 
hncerKO por los oñciales de la misma oficina del 
Tribunal, prefiriendo la antigüedad y previo el 
juranirnlo, lüclias resoluciones, repite el infraes- 
criio, no están de Hcuerdo con la ley de Venezue- 
la arriba mencionada, ni tampoco con las del ré- 
gimen español, que estuvieron en práctica hasta 
que se publicó Is legislación de Colombia. 

Me prr^poiigo demostrarlo así, á fin de que se 
rnti9!ilte itl l'i'esiaente de la República, que 
niaijcie a :1 optar pnru lo sucesivo, en el caso de 
recusación en el Tribunal de Cuentas, una me- 
dida mas ajustada á la ley, y que seffun el espí- 
ritu de esta uniforme aquel Tribunal colegiado, 
en semejante procedimiento, con los demás exis 
teates en la República, dejando para aquel, co- 
mo lo orttá en eatos, franco y expe<iito el camino 
general de la administración de justicia. 

Ia ley 15, tít. 29 lib. H? de la JRecop. de In- 
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dias, dice á su medio ; *'Y para excusar la dila- 
"Clon que puedan causar las recusaciones, y gas- 
'*tos que resulten contra nuestra Real Hacienda ^ 
'^mandamos que si fueren recusados todos los 
'^contadores de cuentas, se conozca de las causas 
*'qtie hubiere en la Junta de Hacienda, que para 
«fío tocante á ella se hace, con arreglo á derecho." 
Debo advertir aquí para la mejor inteligencia de 
este derecho antiguo, que según la ley 7^ tit. 39 
del mismo libro, la dicha Junta de Hacienda se 
componia del Virey ó Presidente, y en otros lu- 
gares del Gobernador, del Oidor mas antiguo, 
del fiscal, de un Contador de cuentas, y del ofi- 
cial real mas antiguo, y que dicha junta dcbia 
tener una sesión por lu menos en cada una de las 
semanas de todos los meses. 

La ley 6^ tít. 1 1, lib. 59 de la misma Recopi- 
lación dice: ^^Bn las recusaciones de los conta- 
dores de cuentas de los tribunales de las Indias, 
se guarde el mismo estilo, que con los oidores y 
alcaldes de las audiencias de aquellas provincias." 

Este estilo, segunjla precedente ley 4^^ lo expre- 
sa el literal contexto de ella, que aquí copio : '*Si 
'^habiendo en la audiencia xolo dos oidores, fuese 
•♦recusado el uno, nombre el Presidente á un abo- 
>*gado de la Audiencia, para que junto con el 
"otro oidor, resuelva sobre la recusación, y en ca- 
**so de discordia, nombre otro letrado; y sino 
^'hubiere mas de un oidor, y este fuere recusado, 
'renombre el Presidente dos abogados, y en discor- 
/*dia, un tercerf», que lo determine ; y lo que re- 
»*suelvan se ejecutará." 

Por una parte se observa, que estas leyes de 
Indias, como la de Venezuela con la Corte Supe- 
rior pa ranero na ron al Tribunal mayor de Cuentas 
con la audiencia espafiola ; y por otra; que ellas, 
estableciendo el mismo estilo (cuya palabra, se- 
gún Rscriche, significa la fórmula de proceder 
jurídicamente, y el orden y método de actuar) 
mandaban con sobrada claridad que las recusa- 
ciones de los miembros del Tribunal mayor de 
Cuentas se sustanciasen y decidiesen por él mis- 
mo, como lo hacian las audiencias en las recusa- 
ciones de sus propios miembros. 

El final de la ley 49, tít. I o del citado lib. 89 
dice : **Y en caso de enfermedad 6 falta de algu- 
**nos contadores de cuentas, para que no cese el 
"despacho, damos facultad para que uno de los 
**cor>tadore8de resultas, donde los hubiere ó ofi- 
*''ciales ordenadores que elidiese el Virey ó Presi- 
*'denle, pueda entender én las rlosas y fenecer 
"conforme á la orden que le diere el Contador 
**de cuentas^ y con calidad de oue el mismo Conta- 
**dor que las hubiere ordenaao^ no las glose ni # 
'♦fenezca." — Como sospecho qué de esta ley se 
hubiese podido sacar argumentó para ta resolu- 
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ck)n fie 1 1 de Diciembre último ezpedichi por e] 
Gebíerno, debo también advertir aquí, para que 
Tio se repita semejante error, que por \h Iby del 
mismo título 1 9 Hb. 89 citados, se explica quie- 
nes eran aquellos contadores de resultas y eun- 
tadores ordenadores, para que no se confundan 
con los simples oficiales de nuestra contaduría en 
«*.ajidad de tribunal, que no son mas que unos 
nr.eros dependientes, sin nombre, ni número ordi- 
nal, como los llama presuponiendo su existencia 
genérica h ley de 28 de Mayo de 1837 sobre suel- 
dos de los empleados de hacienda, expresando 
en su artículo I9 de la manera siguiente: '*Los 
tres contadores del Tribunal de Cuentas, goza- 
rán anuaimo.nte 2.800 pesos cada uno. — § üniro. 
Ademas recibirán anualmente del Tesoro púbUco 
3.070 pesos para el pago de los dependientes, 
portero y gastos de oficina. 

Veamos ahora quienes eran aquellos contado- 
res de resultas y contadores ordenadores. 

Dice la ley 1^ — ^'Estatuimos y mandamos, que 
para la buena administración, cuenta y cobro de 
nuestra Real Hacienda, ha3'a en los reinos y pro. 
vincias de las Indias, tres tribunales de contado- 
res, que tomen las cuentas de las rentas y dere- 
chos, que á Nos pertenezcan, ólc : y que en ca- 
lla uno haya, estén y residan tres contadores que 
«te intitulen de cuentas, y despachen y libren se- 
gún en la forma y orden que por las leyes de este 
a'tulo y libro está dispuesto : dos contadores y 
dos oficiales ccn títulos nucHtros para que orde- 
nen las cuentas que se hubieren de tomar: los 
cuaJc:» y no otro ninguna lo puedan facer." 

La lc;y 1* tit. 29 del mismo libro, manda que 
estos contadores de resultas y los contadores or- 
denadores, al tomar posesión de sus destinos pres- 
ten el juramento en la misma forma que los con- 
tadores de cuentas. 

Si bien compiueba esta historia legal, que ni 
I0.S dependientes escribientes del Tribunal de 
Cuentas, ni los tesorero y contador de la Teso- 
rería genera], son los llamatlos por semejanza á 
subrogar en nuestro régimen judiciai financiero á 
los contadores, obrando como jueces, la observa- 
ción que sigue demostrará ademas, que ni aun 
bajo el régimen espafiol podian hacer la subroga- 
ción ios tesorero y contador, como oficiales rea- 
les. , 

Éstos, seffun la ley 6^ tít 39 lib. 89 de la mis- 
ma Recopilación eran. "El Tesorero y Contador 
**y el Factor." Y no eran jueces como se expre- 
sa la ley 1& de dicho título y libro. "Ordenamos 
4 "y mandamos, que nuestros oficiales reales, 110 
"¿e intitulen jueces, oficiales, ni tp.n|ao otro títu- 
^'lo que el referido en esta ley, de uaciales reales 
"6 de nuestra Real Hacienda. 
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No haUéodoee indicada eo«a alguaa en la ley 
especial orgánica del Tribunal de Cuentas, en 
punto á reeaneíonea; y no pudiéndose, nido* 
biéndose buscar en las leyea espafiolas que vie- 
nen citadas las prácticas antiguas y derogadas de 
las audiencias y cancillerías y del sistema com- 
plicado y mal combinado, lleno de aparatos y con* 
troversias, qoe formaban un laberinto en el enla- 
ce de la administración de justicia sobre la real 
hacienda, con la de los tribunales ordinarios» 
porque en lo sustancial en verdad ha.'ie desapa*' 
recido aquella forma de tribunales y sus especia- 
les procedimientos, y por las leyee de la Repú- 
blica se les ha sostituido una planta nueva, coo 
trámites enteramente distintos, debemos buscar 
exclusivamente en estos, cual sea el procedimien- 
to legal que deba adoptar el Tribunal de Cuentas, 
en el casa de recusaciones, que motiva la consulta 
de S. E. el Poder Ejecutivo. 

Supuesto que el Tribuna] de Cuentas conoce 
en primera instancia, y que de sus fallos la alzada 
es para ante la Corte Suprema de justicia, él vie* 
ne á ser de hecho y de derecho un tribunal cole- 
giado por lo menos de una categoría igual & la de 
la Corte Superior, porque aunque inferior por el 
número de sus causas, se compensarla con lo »%h 
perior que arguye la jurisdicción que ejerce por 
los juicios de cuentas sobre todo el territorio de 
la Re|)6blíc8. 

En este concepto, y estando obligado 4 cum- 
plir la ley, que en el procedimiento común y ge- 
neral regk las recusaciones, nada hay mas racio- 
nal que la sHStsnctacion y determinación de es- 
tas por aquella ley en el caso presente por el artícu- 
lo 23, 25 y 26 de la misma cuyo tenor eael si- 
guiente. 

Art. 23. Para conocer de la recusacion.de an 
ministro de una Corte Superior, cuando todos los 
demás ministros y oonjueces estuvieren recusados 
6 ímperiidiDs, la parte recusante en presencia del 
tribuna] compuesto de los ministros naturales re- 
cusados ó impedidos, sacará de una urna en que 
se deposite en número triple los nombrí s de los 
ahogarlos expeditos que haya en el lugar, el de la 
persona que haya de decidir la recusación ó re- 
cusaciones pendientes; y si sobreviniere algún, 
impedimento insuperable para que la persona de- 
signada de este modo, pueda conocer de la inci- 
dencia, se repetirá la misma operación hasta que 
haya la persona hábil para conocer/ 

Art. 25. Por falta de abogados expeditos se 
pondrán en la urna loe nombres de otros ciudada- 
nos que tengan las cualidades de representan tee^ 

Art 26» Declarada con lugar la recusación en. 
los casos de los tres artículos anteriores, se repeú«- 
rá boperaeioa prevenida en elbs para deaignar 



tiounauíu r TEaBn^aiu vnttifts. 



TRI 



& loa que han de labrogai á cada miirfitro 6 eon- 
jaez recusado. 

De esU manera el f ríbttBal de CarnUa no ten- 
dría, como Bttrariada mente se ha ríala hasta aho- 
ra, qne echar mano de la Tesorarfa general, con 
quebranto del servicio pAblico, ni de sus simples 
dependientes que le son demasiado aabalteraos, 
para aostituirae en los casoa de reenaacion parcial 
6 total. 

Como aplicándose la ley citada pOr setti^aDza 
con las cortes superiores, tendría el Tribunal Je 
Cnentas, que insactllat también con preferencia 
los nombres de los «bogados, como atfá se orde- 
na, para hacer el sorteo de los contaiiores acci- 
dentales, considerando el infrascrito, que la ra- 
zón de la lejr consiste, en que, en cuanto & la Cor- 
le se trata de subrogar ft ministros togados, lo 
que no sucede en el Tribunal de Cuentas, juzga 
que para la insaculación en el Tribunal de Cuen- 
tas, bastarla que loe ciudadanos, cu^ nombres 
entrasen en la urca, tuviesen la suficiente instruc- 
ción, ademas de las cUalidcdea de representante, 
«n la necesidad de que precisamente deben ser 
abogados. 

En este sentido opina la comisión, que este 
cuerpo aconseje á S- E> el Poder Ejecutivo 
para la resolución del caso consultado, 
sin perjuicio de oue, considerada la fel- 
ta de dispofiicion airéela en la ley reepec* 
to al modo de proceder el Tribunal de Cuentas en 
la insidencia de recusaciones, se consulte por el dr- 
gano debido al Soberano Congreso en leí presen- 
tes sesiones, para que se sirva llenar los vncíos 
que se han descubierto en la práctica." 

Es copia. "El Consejero, secretario interino, M. 
ObUpo de Trícala — Es copia. — Lecuna. 
TRIBUNALES y JozoAnos. CÓdioo oroÍkico 
ns ELLOS, de 16 de Mayo de 1865, excepto la 
Ley 3^ que ea de 21 de Febrero de 1850, y ta 
5^ de «1 de Mayo del mismo año, — lai cvalea 
¡eyes de 56 han reformado lai respectivas de 
21 de Febrero, 15 y 25 de JSayo de 1860, jiáf. 
I á 16 del cuaderno de at año, y 768 á 773, 
números 723 á 733 del enerpo de 1851, — que 
habían reformado las de 23 de Marzo de 1841, 
pág. 93 del cuaderno de eieaño,y 455, núm, 
425 del cuerpo de 1861,— ^ue refirfua la de 2 
ie Mayo de 1S38, p. 1 12 del cuaderno de ese 
aHo, y 344, núm. 338 del cuervo de 1351,— 
que reforma la de IS de Mayo de 1830, p. 209 
del cuerpo comprensivo de las de ese afío, y 
S30, núm. 235 del cuerpo do 1851, — que dera- 
ga la relativa de Colombia, y la de "¡tA de 
Abril de 1833, dividiendo en tres distritos jv 
iieiaUt el territorio de ¡a República. 
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El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Decretan. 
LEY I. 
De la Corte Sttprema de Justicia 

Art. 19 La Suprema Corte de Justicia estable- 
cida por la Constitución en el título 20, residirá 
«ñ la capital de la República y tendrá para su 
dMpacho un Secretario Relator que debe ser abo- 
gado. 

Art 29 Esta Corte ademas de las atribucionefi 

le le da el artículo 147 de la Constitución, ten- 
drá las aigaientes: 

i^ Conocer en segunda instancia de las causas 
de que conocen las Corlea superiores en prime- 
instancia. 

2^ Conocer de las causas criminales que ae pro- 
movieren contra sus propios Ministros y los de 
las Cortes por delitos comunes y de las quejas con- 
tra los MiotstrOB de la misma Corte Suprema por 
inj urias, 

3^ Conocer de los recursos de nulidad que se 
interpongan de las sentencias definitivas ejecuto- 
riadas ó pasadas en autoridad de cosa juxgada, y 
que hayan si'lo pronunciadas por las Cortes su- 
periores. En dicho recurso se limitará fi decidir 
si ha habido quebrantamiento de ley expresa en 
la sentencia, 6 infracción de ley en el procedí- 
míenlo. 

púnico. Declarada la nulidad por quebranta- 
miento de ley expresa en la sentencia, se pica- 
rán los autos á la Corte Superior primera del 
cenlro para que pronuncie sentencia, si la decla- 
rada nula viene ()e alguna de las otras Corles ; 
pero si la sentencia declarada nula fuere pronun- 
cinda por In primern Corte del centro, entonces 
lúa aillos se pasarán & tres abogados con las cua- 
lidades de 'Repreaentnnte, sacados en la Cone 
Suprema por suerte entre todos los abogados qae 
á la mismli Corte conste hallarse en la capital de 
la Kepüblica. Declarada la nulidad por infracción . 
de ley en el procrdi miento, se repondrá el expe- 
diente á costa del Tribunal Superior al estado .en 
que Efl cometió la infracción. En ambos caeos y 
para hncer efectiva la responsabilidad de los ¡n- 
fructores, se abrirá el juicio correspondiente con 
arregJü á la ley 13 tttulu 7° del Cddigode proce- 
dimiento civil. 

4^ Conocer <le las cnusns que le atribuye la ley 
sobre pnlronuto eclesiástico. 

5^ Conocer en grado de apelación de I04 recur- 
sos de fuerza, en conocer y proceder cuando la res- 
pectiva Corte Superior declura no hacer fueria el ■ 
eclesiástico. 

6& Conocer de las controversias qns resulten 
de actos leglilaUTOs que contengan eontratos cele- 



á^ 



VÉ LA lÉéiÉLAmUí 



tRÍ 



brados con particükV'és ó ¿orpoVationeft, repre- 
sentando en estb caed á la Nación el Poder Eje- 
cu tiro. 

7^ Conocer por apela<íf6n de las causas crimi- 
nales de que las Cortes 8ui»eriores hayan conoci- 
do en segunda itistanela ; y ademas, por consul- 
ta, aiempre que en la sentencia se hubiere im- 
puesto pena corporal. 

8^ Conocer, por apelación, de las sentencias 
que hayan pronunciado las Cortes Superiores en 
causas civiles, cuando las leyes conceden este re- 
curso. 

9^ Conocer en segunda instancia de los juicios 
de cuentas de la Hacienda pública én los términos 
que establezca la ley, y de las causas que se for- 
men á los miembros del Tribunal de coentag por 
mal desempefio en el ejjércicio de sus funciones. 

10^ Conocer en apelación de faa providencias 
inCerlocutorias que con fuerza defíniti?a dieren las 
Cortes Superiores, 

11^ Conocer en (as causas de rcsponsnhilidad 
que por infracción de las inmuniíladvs de que go- 
zan los Ministros Diptonváticos extranjeros, se si- 
gan contra \o9 tribunales, juzgados y demás auto- 
ridades de Ui Repübüca. 

12^ Promover eficazmente la mas pronta y ac- 
tiva administración de justicia en las Coites Supe- 
riores ; con cuyo objeto exigirán de ellas en cad;r 
períodu de cuatro meses listas de las causas pen- 
dientes civiles y criminales, y oirán y despacharán 
las solicitudes de las partes sobre retardo ó dene- 
gación de juHiicia. 

13^ Formar con vista de los datos que pida á 
las Corles superiores, y con intervención fiel Mi- 
nisterio Fiscal, I» estadística judicial que al fin de 
cada año plisará ul Poder Kjecutivd para su publi- 
cación en ia Chacota de Gobierno. 

14^1 Conocer en los reclamos sobre invalida- 
eion de lo:» juicios en los casos determinados en 
el código de procctlimiento judicial. 

15^ Pedir á la»» Cortes Superiores entre cada 
cuatro meses las copias de at^uellas se;itencias en 
causas crimi()ah>s que no deben ir á la Suprema, 
y hacer eíVctiva la responsabilidad ruando se vea 
qae hay lu</Hr á ello; pero si por la copia no 
paede la Corle Suprema formar juicio exacto, pe- 
dirá los autos á quien corresponda para en mu vis- 
ta determinar, devolviéndolos cuando todo esté 
cumplido. 

Ifitt Oír las consultas que haga el Poder Eje- 
cutivo sobre la inteligencia de alguna ley en lo 
judicial, y por conducto dal mismo i¿|ecuiÍTO pro- 
mover ante el Congreso la conveniente aclarato- 
ria, si las dudas fuesen fundadas. 

i7& Dirimir lus controversias de competencia 
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eiitte las Cortea superiores yisntre estás y toé jHi- 
gados inferiores, y otras autoridades. 

18^ Llevar unUlbrie deliodós ios trabajos del Iri- 
bunaJ, autdritado pnrtl Ministro Canoiller, debíén* 
do remitir el (Ha éltiinb dé cada mea á la Secreta- 
ría del Interior y J«Bt&éla, copia certificada éel 
diario para los eíectoa del número 30 del articulo 
llt de la Conatitucion. 

19^ Hacer alas Cortes Superiores las debidas 
observaciones por lo que resulte de los diarios de 
ellas ; debiendo igualmente remitir estas observa- 
ciones á la Secretaría del Interior y Justicia ^- 
ra los niismos efectos de ios citados úumeros y 
artículos constitucionales. 

Art 39 La Corte Su;prema pactará anualnlente 
al Congreso, en los primeros dias de sus sesiones 
el informe de que habla el número II artículo 
147 de la Constitución. 

Art.. 49 Se deroga la ley l^del Código orgá- 
nico de tribunales, fecha 2 1 de' Febrero de {Sob 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1655, afío 
26 de la ley y 45 de la mdependeneia. — El Presi- 
dente del Senado, Jy^n Hilario Obispo de Meri' 
da, — El Presidente de la Cámara de Kcprenentan- 
tes, /. L. Arismendi. — El Secretario del Senado, 
J. A. Pérez. — El Secretario de la Cámara de Re 
presen tu ntes^ J. Padilla» 

Carácns, 18 de Mayo de 1855, año 26 de la ley 
y 45 de la independencia. — Ejecútese. — Jo^ T. 
Miuiágas. — Por S. E. el Presidente de la Rep6- 
blico, — El Secretario de Estado en los DD. del 
Interior, Justicia y Relaciones, Exteriores, jFVan- 
cisco Aranda, 
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El Senado y Cámara de Representantes de la Re« 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

decretan. 

LEY II. 

De las Caries Superiores. 

Art. 19 Se establecen sFete distritos juditía^, 
y en cada uno de ellos habrá una Corte Superior. 
Los distritos se denominarán 1^, 2^ 3^, 4^. 50 
60, y 70. 

El primero comprende las provincias de Barcelo- 
na, Cu maná, Margarita y Guayana. 

El segundo las de Caracas y Gufi rico. 

El tercero liw de Carabobo y Aragua, 

El cuarto las de Portuguesa, Barínas y Apure. 

FI quinto las de Barquisimeto y Yarai^. 

El sexto las de Maraca i bo y Coro. 

El séptimo las de Mérida y Trujillo. 

Las Cortes residirán en las capitales ée las 
primeras provincias, nombradas en cada Qao de 
loA ilistritos. 

§ único. El Poder Eiecutivo por caaaa grave 
á juicio suyo y del Consejo de Gobiéirno, ][>odfá 
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acordar la traslación de una Corte Superior del la« 
gar de su residencia & otro del mismo distrito. 

Art. 29 Las Cortes Superiores de Justicia se 
componen de tres Ministros jueces, y tendrán pa- 
ra su despacho un Secretario Relator que debe 
ser abogado. 

Art. 39 Son atribuciones de las Cortes Supe- 
riores : « 

1^ Conocer en primera instancia de las causas 
contra los Gobernadores, por responsabilidad en 
el ejercicio de sus funciones, y de las que se for- 
men á los mismos magistrados pcfr delitos comu- 
nes. 

2^ Conocer en primera instancia de las causas 
de responsabilidad que, por mal desempeño en el 
ejercicio de sus funciones, se formen á los jueces 
de circuito y de provincia en lo cítíI y en lo cri- 
minal de sus respectivos distritos, y á los oficiales 
dependientes de sus cancillerías ; y de las que se 
promovieren por delitos comunes contra los mis- 
mos jueces de provincia. 

3^ Conocer en primera instancia de las causas 
que se formen á los miembros del Tribunal de 
cuen tas, por mal desempeño desús funciones. 

4^ Conocer en primera instancia de las quejas 
sobre injurias, inferidas por los Ministros de las 
mismas Cortes. 

5^ Conocer en primera instancia, de las demás 
causas que la ley les atribuya. 

6^ Conocer, en segunda instancia, de las causas 
civiles y criminales que principien en los juzga- 
dos de circuito y de provincia. 

7^ Conocer en tercera instancia de las causas 
civiles que principien en los juzgados cantonales, 
y en que tenga lugar aquella instancia, conforme 
al Código de procedimiento judicial. 

8^^ Conocer de los recursos de nulidad de las 
sentencias ejecutoriadas ó pasadas en autoridad de 
cosa juzgada, y que hayan sido pronunciadns por 
los jueces de provincia, ora por haberse faltado al 
orden de proceder, ora por haberse pronunciado 
la sentencia contra ley expresa. — En el primer 
caso, repuesto el proceso á costa del juez al esta- 
do en que se falló al procedimiento, se le devol- 
verán los autos para su continuación ; en el segun- 
do caso serán remitidos los autos al juez de pro- 
vincia mas. inmediato del distrito, para que pro- 
nuncióla sentencia ; y en ambos casos debela Cor- 
te hacer efectiva la responsabilidad precisamente, 
sujetándose al proredimiento que establece la ley 
13 título 79 del Código de procedimiento. 

9? Conocer en los reclamos sobre invalidación 
de los juicios, en los casos* determinados en el 
Código de procedimiento judicial. 

loa Conocer de los recursos de fuerza y protec- 
ción que se intentaren contra Arzobispos^ Obispos 
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y cualesquiera otros prelados seculares y jueces 
eclesiásticos en sus respectivos distritos : de las 
competencias entre jueces eclesiásticos y civiles 
de ellas : de las quejas sobre agravios que los Pre- 
lados eclesiásticos, ó los Visitadores nombrados 
por ellos, ó en sede vacante, hicieren á los ecle* 
siásticos ó á los legos en Jas visitas ; y de las de- 
mas causas que se especifican en iafey de patro- 
nato. 

11^ Conocer de los recursos de fuerza, ampa- 
ro y protección céntralos sumarios, providencias 
á órdenes dadas perlas autoridades judiciales de 
ios respectivos distritos sea cual fuere la causa : 
dirimirlas controversias de competencia entre los 
jueces de provincia, y entre estos y los que ejer- 
zan jurisdicción en algún ramo determinado ecle- 
siástico, político, militara otros, debiendo dirimir 
las que ocurran entre jueces de diferentes distritos, 
la Corte Superior del distrito á que pertenezca el 
juez que haya provocado la controversia ; y se en- 
tenderá que la provoca, en el caso de no creerse 
los jueces competentes, el que primero declara 
que no lo es. 

12a Oír las dudas de los jueces inferiores so- 
bre la inteligencia de alguna ley, y dirigirlas á 
la Corte Suprema con su informe. 

13^ Promover eficazmente la mas pronta y ac- 
tiva administración de justicia en todos los juz- 
gados del distrito ; y con tal objeto exigirán de 
ellos los avisos de las causas que se formen por 
delitos y en periodos determinados listas de las 
causas civiles y criminales pendientes; y oirán y de- 
cid irán las solicitudes de las partes sobre retardo ó 
denegación de justicia. 

14^. Hacer el recibimiento de abogados. 

\b^ Hacer las visitas generales y particulares de 
cárcel. 

16*} Visitar por medio de cualquiera desús Minis- 
tros, una vez al año cuando menos, las oficinas de 
registro del lugar en que resida la Corte para 
ver si el archivo se conserva íntegro y en orden 
resolviendo el visitador io que crea, necesario 
para corregir sin forma de juicio cualquiera falta 
leve, y excitando en las graves al jue¿ competente 
del lugar, para el debido procedimiento. 

17^ Declarar lis emancipaciones judiciales de los 
que se hallan bajo la patria potestad, y autorizar 
para la Administración de sus bienes á los solte- 
ros que tengan veinte y un años cumplidos, pre- 
vio en ambos casos conocimiento de causa con 
audiencia de la persona ó personas á quienes 
pueda perjudicar. En caso de oposición de la cual 
nazca un juicio contenciosas se pasará lo obrado 
al respectivo juez de circuito en lo civil, para que 
siga su curso ordinario, y terminado este, se hará 
entonces la declaratoria correspondiente. 
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, 18^ Llevar diario de todos los trabajos del 
Tribunal autorizado por el Presidente del Tribu- 
na), debiendo reir.itir el día último de cada mes á 
la Corte Suprema, copia certificada de dicho dia- 
rio. 

19^ Hacer á los jueces Us debidas observacio- 
nes, por lo que resulte de sus diarios* 

Art 49 En»el caso de que algunas de las pro- 
vincias srünladas por esta ley para cada distrito 
fuere dividida, el Poder Ejecutivo determinará á 
qué distrito han de pertenecer las nuevas provin- 
cias, mientras el Congreso no determine otra cosa. 

Art. 59 Se derogo la ley 2^ del Código orgá- 
nico de tribunales, facha 2 de Mayo de 1854. 

Dada en Caracas á 15 de Muyo de 1855, afto 
26 de la Iry y 45 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado. Juan Hilario Obispo de Méri" 
da. — £1 Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, / L ArismcTidi — El Secretario del Se- 
nado, /. ^l. Pérez. — El Secretario de la Cámara 
de Representantes, J. Padilla» 

Carác&s, 18 de Mayo de 1855, aflo 26 de la 
ley )' 45 de la independencia, — Ejecútese. — Jopé 
T*. Slonágas. — Por tí. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de E. en los DD. del In- 
terior, Justicia y Relaciones Exteriores, Francis- 
co Aranda> 
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El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso 

Decretan : 

LEY III. 

De los presidentes de las Cortes. 

Art. 19 Los Presidentes de las Cortes Supre- 
ma y Superiores sustat.ciarán por ante el oficial 
mayor las causas que so deban sentenciar en pri- 
mera instancia por la sala ; y <le las determina- 
ciones que dieren en artículos ó incidencias se 
puede apelar á ella dentro de veinte y cuatro ho- 
ras cuando por las leyes tiene lugar el recurso de 
apelación. 

Art. 29 A los Presidentes de las Cortes Supre- 
ma y Superiores, toca : 

19 El Gubieino y policía interior del tribunal, 
con facultad de imponer multas hasta de veinti- 
cinco pesos, para sostener el orden y hacer que 
los ministros y subalternos cumplan sus respecti- 
vas obligaciones. Esta misma pena correccional 
la podrán imponer á los que desobedezcan sus 
disposiciones gubernativas, ó falten al debido res- 
peto al tiibiinal, siü perjuicio de otro mayor cas- 
tigo á que fueren acreedores por mayor exceso, 
con conocimiento de causa. 
^ 2^ Convocar ul tribunal extraordinariamente 
y anticipar y prorogar las horas destinadas para 
el despacho, si ocurre algún negocio urgente y 
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de gravedad, 6 si hay atraso en el despacho de al- 
gunas causas 

39 Dirigir á nombre del tribunal las eornimi- 
caciones que se ofrecieren con cualquiera autori- 
dad 6 funcionario público. 

49 Distribuir entre los ministros, ineluso el 
mismo presidente, la explanación de los puntee 
que se deben tocar en la sentencia para fundaría, 
redact&ndola en borrador el Secretario relator 6 
fin de que la sala corrija, suprima 6 afiada, y en 
seguida se ponga en limpio, archivándose en Se- 
cretaría dicho borrador ó minuta rubricada pur 
todos los Ministros, y ademas refrendada con la 
media firma del Secretario relator. 

59 Recibir las excusas de los ministros y de 
los subalternos sobre inasistencia, para darlas por 
legítimas, ó ilegítimas, y conceder á los mismoe 
por causa urgente, licencia para ausentarse del 
tribunal hasta por cuatro dias. 

69 Decidir verbal mente las quejas de los se- 
cretarios contra las partes sobre satisfacción de 
derechos, y délas partes contra ellos por el mis- 
mo respecto, y por entorpecimiento de sus nego- 
cios ó demora en formar las relaciones, extractos 
ó apuntamientos de sus respectivos autos ó asun- 
tos. 

79 Asistir diariamente al Tribuna] no estando 
enfermos ; y por causa urgente pueden ausentar- 
se hasta por cuatro dias, dando aviso al tribunal 
en ambos casos. 

Dalla en Caracas á 11 de Febrero de 1860, 
afio 21 de la ley y 40 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, Etavislao Rendan, — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Francisco Machado. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Ireire, — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Febrero 21 de 1850, afSo 21 de la 
ley y 40 de la independencia. — Ejecútese.^-Jo^é 
7; Monagos. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia, F, Parejo* 
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El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Decretan : 

LEY IV. 

DEL MINISTRO FISCAL. 

Art. 19 Son atribuciones del Ministro Fiscal 
de la Corte Suprema : 

1^ R.e presentar en las causas criminales de 
que conozca la Corte, aunque haya acusador. 

2^ Representar en las causas civiles, cuando 
conozca la misma Corte, siempre que interesen á 



COLOMBIANA T VBNS20LARA TtOESTE. 



327 



^M 



TRI 



la oaasa 6 hacienda pCbliea, 6 á la defensa de la 
juriédiccion civil. 

3^ Informar en lan consultas que hiciere la 
Curte Suprema al Congreso sobre la inteligencia 
de alguna ley, ))ara preparar dicha consulta. 

4^ Suplir la falta accidental de cualquiera de 
los MintRtros, para el despacho de las causas 
que fueren al Tribunn}. 

A.rt. 29 Se deroga la ley 4^ del Código orgá- 
nico de Tribunales de 21 de Febrero de 1850. 

- Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, aflo 
26 de la ley y 45 de la independencia.—- El Pre- 
sidente del Senado Juan Hilario Obispo de Me- 
tida, — El Presidente de la Cámara de Uepresen- 
tantes, J L. Arismendú — El Secretario del Se- 
nado, J. A Pérez, — El Secretario de la Cámara 
df Rtf presienta ntes, J. Padilla. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, año 26 de la 
ley y 45 de la independencia — Ejecútese. — José 
T. Monágas. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Exterio- 
res, Francisco Aranda. 
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£1 Senado y Cámara de Represen taníe 8 de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
grego. 

Decretan : 

LEY V. 

DE LOS SECR£TARIoS RELATORES. 

Art. 19 Los Secretarios relatores de las Cor-, 
tes Suprema y Superiores serán nombrados en 
los mismos términos que los Ministros de las 
Cortes Superiores. 

Art. 29 Lios Secretarios relatores dirigirán ba- 
jo su responsabilidad la secretaría del tribunal, 
nombrar&n y destituirán los empleados en di- 
cha secretaría, con excepción del oficial mayor 
que debe ser nombrado y destituijo por el Tri- 
bunal, autorizarán los testimonios y certificacio- 
nes, sellarán todos los despachos, guardando el 
sello el Presidente, que no puede confiarlo si- 
no al Secretario para en presencia de aquel, se- 
llar á una hora determinada ; y recibirán los li- 
belos, anotando precisamente la fecha y la ho- 
ra de la presentación, la cual puede hacerse á 
toda hora aunque se haya cerrado el tribunal : 
y ea el caso de no encontrar la parte al Secreta- 
rio, cualquiera de los Ministros anotará la fecha 
y hora. 

Art 39 £' ofieial mayor ademas de servir de 
secretario al Preaidentej cuando este no actúe en 
sala, sino separado de ella en el mismo local so- 
bre asunto en que debe conocer, servirá también 
por el Secretario como tal y como relator, cuan- 1 



do dicho secretario tenga impedimento legal, ó 
novedad en la salud, debiendo el tribunal poner 
secretario interino si la novedad pasa de ocho 
dias. 

Art. 49 El secretario como relator hará el 
extracto de la causa que debe determinarse, t'or- 
mándolo en los términos que diga la ley de pro- 
cedimiento ; y mientras la hubiere sobre es^to 
punto, leerá en sala lo importante, absteniéndose 
de leer corridamente del princi]>¡o al fin, y com- 
paginando cada punto de por sí para que se dé 
cuenta de cada i;no sin mezcla de otro. Ei ex- 
tracto será manifestado á las partes para que ha- 
gan sus observaciones en pliego separado, fir- 
mándolas por sí ó por defensores. 

Art. 59 El Secretario relator durará cuatro 
anos pudiendo ser reelegido, y tendrá de suel- 
do tres mil pesos anuales y los derechos que le 
correspondan per arancel ; advirtiéndose ()uc de 
la suma del sueldo deberán sacarse los gastos de 
escritorio y la asignación para el oficial mayor 
y escribiente. 

^ único. Las faltas accidentales del Secretario 
relator serán suplidas por interinos que nombra- 
rá el tribunal respectivo mientras dure el impe- 
dimento. 

Art. 69 Se deroga la ley 5^ del código orgá- 
nico de tribunales sancionada en 21 de Febrero 
ultimo. 

Dada en Caracas á 16 de Mayo de 1850, año 
21 de la ley y 40 de la independencia. — Kl Pre- 
sidente del Senado, José T. Pereira. — ti Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Juan Jo- 
sé Pereira hozada. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freiré. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, /. Padilla. 

Caracas, Mayo 21 de 1850, afío 21 de la ley y 
40 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Monágas. — Por S. E. el Presideote de \h Re- 
pública. — £1 Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia, P. Parejo. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela^ reunidos en Con' 
greso. 

Decretan : 

LEY VI. 

De los jueces de circuito y de provincia. 

Art. 19 En cada provincia habrá uno 6 mas 
jueces de circuito á juicio del Poder Ejecutivo, 
quien designará también el lugar de su residen- 
cia y los cantones que estén bajo su jurisdicción. 

Art. 2<> En cada capital de provincia habrá ' 
un juez lienominado Juez de provincia y uno ade- # 
mas en el cantón San Cristóbal de la provinci:^ 
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de Mérida, que conocerá de las caasas crimina- 
les de los cantones San Cristóbal, San Antonio 
del T&cbira, La Grita j Lovatera. 

Art. 39 £1 nombramiento de los jueces de 
circuito y do los de provincia se hará en la for- 
ma siguiente: Ja Diputación de cada pro- 
vincia formará lista de seis individuos que ten- 
gan las cualidades de Representante y la idonei- 
dad necesaria para cada uno de los juzgados 
correspondientes á su provincia ; y dicha lista 
se remitirá al Gobernador de la provincia en 
que se hallen los juzgados, quien elegirá el Juez, 
de la senaria para cada plaza que ha de proveer- 
se. 

^ único. En los casos de vacante el Goberna- 
dor nombrará otro de la senaria, y &i esta se ago- 
tare, podrá elegir libremente el Juez mientras la 
Diputación respectiva hace nuevas propuestas, 
á cuyo efecto le hará la participación correspon- 
diente. 

Art. 49 Los jueces de circuito y de provincia 
durarán en sus funciones cuatro afioSi contados 
desde el (!ia en que tomen posesión de sus desti- 
nos, pu.liendo ser reelectos. 

Art. 59 Son atribuciones de los jueces de pro- 
vincia : 

1^ Conocer, en primera instancia, de todas hs 
causas criminales en la forma y términos que lo 
disponga la ley sobre juicio criminal, y ser juez 
de sudtunciaciün cuando de ellas conozca el ju- 
rado criminal. 

, 2^ Conocer, en primera instancia, de todas las 
causas que se promuevan de ofício, sin perjui- 
cio (le! conocimiento á prevención que tienen 
otros jueces en lo criminal para los sumarios. 

3^ Conocer en primera instancia en la for- 
ma que determine la ley, de todas las causas de 
responsubiüdad que se formen 6 los Jefes políti- 
cos, jueces lie cantón y jueces de paz, y á los de- 
mas funcionarios que no tengan especialmente 
dcsigr:aJu otra autoridad para ser juzgado5. 

4^ Conocer en juicio verbal, á prevención con 
los jueces de cantón, de las demandas por inju- 
rias de palabra, escritas ó de hecho, en que no 
haya efusión de sangre causada con arma, ó gra- 
ve contusión. 

5^ Hacer las visitas de cárcel en los lugares 
ílonde no haya Corte Superior, y concurrir con 
esta donde exí-ta. 

Art. 69 Sun atribuciones de los jueces de cir- 
cuito : 

1^ Conocer, en primera instancia, de todas las 
causas civiles que no estén especialmente atribui- 
das por la ley ft otros tribunales. 

2^ Conocer en segunda instancia de las cau- 
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fias que principien, conforme á la ley, ante loe 
jueces de cantón. 

3^ Conocer de ios reclamos sobre invalida» 
clon de los juicios, en los casos determinados en 
el código de procedimiento judicial. 

4^ Dirimir las controversias de competencia 
entre los jueces de cantón y jueces de paz de ea 
provincia, correspondiendo dirimir las que se pro- 
inuevan entre aquellos y los do la misma espe- 
cie de otra provincia, ai juzgado de provincia á 
que pertenezca el que las provoque. Cuando la 
controversia provenga de creerse incompetentes 
los jueces que ia sostengan, toca dirimirla al juz- 
gado de provincia á que pertenezca el juez que 
primero se inhibid. 

5^ Proveer en las diligencias en que no ha- 
ya oposición de parte. 

6^ Visitar las oficinas do registro del lugar en 
que residan, resolviendo, sin forma de juicio, lo 
que crean conveniente para corregir las faltas que 
noten, y no sean de gravedad, y procediendo á 
formar causa en las demás al empleado culpable. 

7^ Promover de oficio ó á solicitud de parte, 
la mejor y mas pronta administración de justi- 
cia en los juzgados subalternos de su jurisdic- 
ción ; y exigir de ellos, con este objeto, los avi- 
sos 6 informes que crean convenientes. 

Art. 69 En las faltas accidentales de un juez 
de circuito y de provincia, por impedimento pa- 
ra conocer en la causa, le suplirá, si no hubiere 
otro expedito en el lugar, la persona que por la 
suerte se saque de la lista que haya formado la 
Diputación provincial respectiva. £1 sorteo lo 
hará el respectivo Gobernador de la provincia ea 
presencia de las partes que concurran ; y cuan- 
do de dich^i lista no quedaren tres hábiles para 
ser insaculados, el mismo Gobernador completa- 
rá este número con vecinos del lugar que tengan 
las cualidades de Representante y la necesaria 
idoneidad. Al que resulte nombrado se le pssa- 
rá el expediente de la causa, y se le abonarán los 
derechos, según el arancel judicial, por las par- 
tes interesadas en materia civil, y en lo criminal 
por el Tesoro público. 

Art 89 Los jueces de provincia y de circuito 
están en él deber de consultar letrados, siempre 
que alguna parle lo pida, la que deberá consig- 
nar, dentro de veinticuatro huras despuea de 1¿- 
cha la solieítudt ios-derechee de asesoría aeSala- 
dos en el arancel judicial. Si no consignare los 
derechos dentro del lérraino deaignade, no se da- 
rá curso á dicha solicitud, y el juez decidirá sia 
consalta. No se consultará abogado que resida 
fuera de los límites de la provincia, habiéndolos 
hábiles en ella, podiendo cada parle recusar li- 
bremente hasta dos asesores, sin dar la causal. 
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Art 99 Guando el abogado qoe ha de aseso- 
rar no resida en el mismo lugar, se le dirigirán 
los autos por conducto de ana autoridad judicial 
del lagar de su residencia, á fin de que pueda 
compelerle á despachar dentro del término que le 
haya seüalado el juez remitente. 

Art. 10. £1 abogado es el único responsable 
cuando el juez se conforme con su dictamen, y 
en ningún caso podrán imponerse las partes del 
dictamen del asesor hasta que el juez no haya 
resuelto si se conforma ó no con 61. 

Art. II. Se deroga la ley 6! del código orgá- 
nico de tribunales de 15 de Mayo de J850, y la 7^ 
del mismn, de 21 de Febrero del referido aSo. 

Dadn ct) Caracas á 15 de Mayo de 1855, año 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
s'/Jciite del Senado, Jiion Hilario Obispo de Me- 
rida. — £1 Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. L. ArismendL — £1 Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J, Padilla. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, año 26 de la 
ley y 45 de ia independencia. — Ejecútese. — José 
T. Monágas. — Por S. £ el Presidente de la 
República. — El Sccrt* tnrio de Estado en los Des- 
.pachos del Interior, Justicia y Relaciones £xte- 
Tiorcs/Francisco Aranda. 



El Senado y Cámara de Representantes de la Re« 
pública de Venezuela leunidos en Congreso. 

Decretan : 

LEY VII. 

De los jueces de cantón, 
Art. 1^ En cnda cabecera de cantón habrá un 
juez de cantón, y también en aquellas parroquias 
en donde lo bnga necesario la multiplicidad de 
los negocios judiciales, á juicio del Poder Ejecu- 
-livo, previo informe del Concejo municipal res- 
pectivo. Estos jueces serán nombrados anualmen- 
te por la asamblea municipal, que nombrará tam- 
bién dos suplentes en cada parroquia para los 
casos de impedimento, por cualquiera causa. En 
los casos qne ocurran en el curso del año, llenará 
la falta ó vacante el Concejo municipal. 

Art. 29 El Juez de cantón y los suplentes ten- 
drán las* cualidades que se requieren para ser 
elector y la capacidad necesaria á juicio de las 
mismas asambleas ; debiendo ser nombrados en- 
tre los vecinos del cantón, 6 entre aquellos que 
tengan allí establecimientos de agricultura 6 de 
cria, propios 6 arrendados aunque no sean veci- 
nos, pero solo será obligado á servir en el lugar 
de su domicilio* 
Art. 39 Son atribuciones del juez de cantón : 
1^ Conocer en todas las causas qne en la ca« 
becera del cantón no excedan de cien pesos, y 
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también de todas las del cantón que excediendo 
de dicha suma, en su acción principal, no pase 
de quinientos. Cuando no esté determinado el 
interés, el juez cantonal se atendrá, para el pro- 
cedimiento, á la cantidad que ante él jure en de- 
bida forma el demandante. 

2^ Conocer enjuicio verbal á prevención con 
los jueces de provincia, de todas las demandas 
por injurias de palabra, escritas ó de hecho, en 
que no haya efusión de sangre causada con ar- 
mas, ó grave contusión. 

3^ Conocer en segunda instancia de los nego- 
cios, que no pasando de cien pesos, hayan sido 
sentenciados por el juez do paz en primera ins- 
tancia. 

4^ Conocer de los reclamos sobre invali lacion 
de los juicios, en los casos determinados en el 
código de procedimiento judicial. 

5^ Proceder en los negocios criminales á la 
formación del sumario, á 1 a prisión y confesión 
del reo, en cuyo estado ó antes, si el juez de pro- 
vincia j)id¡ere la causa, se la remitirá sin perjui- 
cio de continuar obrando en todo lo que tienda 
al descubrimiento de la verdad, dando cuenta de 
lo que practicare al referido Juez de provincia. 

6^ Evacuar las diligencias que le cometan los 
demás tribunales, para la mas expedita adminis- 
tración (le justicia. 

7a Proveer en las diligencias ó actuaciones 
que se promovieren sin oposición de parte; pero 
no podrán dar aprobación, ni resolución sin con- 
sulta de un abogado. 

83- Conocer á prevención con los jueces de cir- 
cuito, y con dictamen de letrado, de los juicios 
llamados jurídicamente interdictos. 

Qa Conocer de las otras causas que les atribu- 
yan las leyes. 

Art. 49 En la recusación de un juez de cantón, 
y en los casos de falta 6 impedimento, conocerá 
uno de los dos suplentes nombrados, y si ambos 
estuvieren impedidos, conocerá el juez de cantón 
mas inmediato. 

Art. 59 El Juez de cantorí está en el deber de 
consultar letrado, siempre que alguna parte lo 
pida, la cual deberá consignar dentro de veinte y 
cuatro horas, después de hecha la solicitud, los 
derechos de asesoría seflal^dos en el arancel ju- 
dicial. Si no consigi^are los derechos, dentro del 
término designado, no se dará curso á dicha soli- 
citud, y el juez decidirá sin consulta. No se con- 
sultará abogado qne resida fuera de los límites de 
la provincia, habiéndolos hábiles en ella, pudien- 
do cada parte recusar libremente hasta dos aseso- 
res sin dar la causal. ^ 

ArL 69 Cuando el abogado que ha de asesorar, 
no resida en el mismo lugar, se le dirigirán los 
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autos por conducto de una autoridad judicial del 
lugar de su residencia, & fin de que pueda compe- 
lerle á despachar, dentro del término que le ha- 
ya sefiaUdo el juez remitente. 

Art. 79 El abogado es el único responsable 
cuando eí juez se conforme con su dictamen ; y 
en ningún caso podrán imponerse las partes del 
dictamen del asesor, hasta que el juez no haya re- 
suelto si se conforma ó no con el. 

Art S"^ Se deroga la ley 8* del Cód¡.ro orgá- 
nico de tribunales de 21 de Febrero de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, año 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Presi- 
dente del 8enado, Juan Hilario Obispo de Mari- 
da. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, /. L. Árismendi. — El Secretario del Sena- 
do, /. A. Pérez. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla, 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, año 20 de la 
ley y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José 
T. Monágas. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado on los DD. del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores, Fran- 
cisco Aranda. 

£1 Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso 

Decretan : 

LEY VIH 

De los jueces de paz, 

Arl. 19 ^os jueces de paz ejercerán en sus 
parroquias las atribuciones siguientes : 

i a Conocer en primera instancia y decidir por 
sí solos, con apelación para ante el juez de can- 
tón, de todas las causas que no excedan de cien 
pesos, 6 cuando no estando determinado el inte- 
rés, jure el demandante que no lo estima en mus 
pura los efectos i!el juicio. Los jueces de paz 
pueden consultar letrado en los negocios judicia- 
les, en los mismos términos que los de cantón. 

2" Sumariar á los delincuentes y aprehender- 
los para remitirlos al juez de cantón competente 
con el sumario. , 

3^ Conocer de las causas criminales que les 
atribuya la ley. 

4* Evacuar las diligencias que les cometan los 
demás tribunales para la mas expedita admi- 
nistración de justicia. 

5^ Instruir aquellas diligencias 6 justificacio- 
nes dirigidas á h comprobación de algún hecho, 
6 de algún derecho propio del interesado en ellas, 
pero si el interesado solicitare su aprobación, las 
remitirán al juez de cantón para que eate resuel- 
I va con consulta de asesor. 

Art. 29 Lo» jueces de paz desempeñarán las 
funciones judiciales alternando eo período» que 
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ellos fijarán, sin perjuicio de suplirse mutuamente 
en los casos de impedimento 6 enfermedad, y 
continuará ante. el uno loqueante el otro se 
principie ; si ambos jueces de paz esturieren im- 
pedidos para conocer por cualquier cauaai cono- 
cerá el juez de pai mas inmediato. 

Art. 39 Se deroga la ley 9^ del Código orgft* 
meo de tribunales de 21 de Febrero de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1856, affo 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Juan Hilario Obispo de Mé* 
rida, — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. L, Árismendi. — £1 Secretario del 
Senado, J. A, Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855 aSo'26 de la ley 
y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José Ta^ 
dea Monágas, — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los Dea- 
pachos del Interior, Justicia y Relaciones Exte- 
riores, Francisco Aranda, 



El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Decretan : 

LEY IX. 

De los secretarios. 

Art. 19 I'OS jueces de provincia, de circuito, 
de cantón y de paz tendrán un Secretario de su 
elección, debiendo los de los dos primeros go- 
zar solo del sueldo que les designa la ley, y los 
de los dos últimos ánicttmente de los derechos 
que les acuerda la ley de arancel. 

Art. 29 Los Secretarios gozan de fe pública, y 
deben ser ciudadanos en ejercicio de sus dere- 
chos, tener reinte y cinco afios de edad y buena 
conducta, y no ser pariente del juezjentre el coar- 
to grado civil de consanguinidad, ó segundo de 
afinidad. 

á^rt. 39 Se deroga la ley décima del Código 
orgánico de tribunales de 21 de Febrero de 
IWO. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, alio 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Juan Hilario Obispo de Bdé- 
rida, — El Presidente de Ja Cámara de Repre- 
sentantes, J. L. Árismendi. — El Secretario del 
Senado, J. A, Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas 18 de Mayo de 1855, año 26 de la ley 
y 45 de la independencia.— Ejecútese. — José T, 
Monágas. — Por S. £. el Presidente de la Repú- 
blica. — El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones EUterio* 
res, Francisco Aranda, 
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£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidoe en Congreso. 

decretan. 

LEY X. 

Disposiciones generales. 

Art 19 Las Cortes Suprema y Superiores, 
cuando falte alguno de los Ministros, se comple- 
tan del modo que sigue. Si la falta es por muerte, 
renuncia, destitución, suspensión, enfermedad 6 
licencia que pase de quince dias, 6 por ocupa- 
ción en otro servicio publico incompatible, el Po- 
der Ejecutivo nombrará un Ministro interino que 
servirá la plaza, en los tres primeros casos, hasta 
que se nombre el propietario con las formalidades 
establecidas en la Constitución, j tome posesión 
del destino, 7 en los demás hasta que vuelva el im- 
pedido á ocupar sn plaza. Si la falta es acciden- 
tal, 6 por impedimento para conocer en alguna 
causa, ó porque no esté nombrado el interino, ó 
porque no haya entrado este á ejercer su encargo, 
ó por cualquier otro motivo, el Ministro 6 Minis- 
tros expeditos nombrarán tantos conjueces para 
cada causa ó negocio, cuantos sean los Ministros 
que falten. La elección de conjueces recaerá en 
abogados residentes en el lugar en que exista la 
respectiva Corte, y á falta de estos, en los ciuda- 
danos qoo tengan las cualidades de Senador para 
la Corte Suprema, y las de Representante para 
las Cortes Superiores. 

i 19 Cuando los Ministros obtengan licencia 
para separarse de sus puestos, no gozarán de suel- 
do alguno, y es un deber de la autoridad que con- 
cede dicha licencia avisarlo á la oficina de pago 
correspondiente con aquel objeto. 
, § 29 El Ministro 6 Ministros expeditos pue- 
den compeler á aceptar y desempeñar el cargo 
& los que resulten nombrados conjueces con 
multas de diez á veinte y cinco pe8.')s, siempre 
que no justifiquen algún impedimento físico, ú 
otro grave ajuicio de los mismos Ministros para 
no concurrir. 

Art 29 Cuando todos los Ministros estén 
impedidos, el nombramiento de conjueces para 
componer la Corte se hará por la suerte, colo- 
cándose en una urna los nombres de tres aboga- 
dos residentes en el lugar por cada Ministro que 
haya de reemplazarse, y á falta de abogados, los 
de tres ciudadanos que tengan las cualidades de 
Senador, si es para la Corte Suprema, y las de 
Representante para las Superiores. Si alguno ó 
algunos de los designados por la suerte resultare 
impedido, se repetirá la operación. Esta se hará 
por la Corte respectiva y á presencia de las par- 
tes que quieran concurrir, y la misma Corte com- 
pelerá á los designados á aceptar su cargo, y re- 
cibirá 7 admitirá sus excusas legítimas. 
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Art. 39 Ningún Ministro dejará de asistir al 
despacho, sin previa licencia, que podrán exclusi- 
vamente conceiderie por motivo fundado, el Tribu- 
nal hapta por ocho dias, y el Poder Ejecutivo 
hasta por dos meses. 

Art. 49 Las Cortes designarán entre los oficia- 
les de la Cancillería uno para oficial mayor. 

Art. 59 Cada Corte Superior tendrá una ma- 
trícula délos abogados vecinos y residentes en su 
distrito con designación del lugar en que viven, 
de su edad y tiempo de profesión, y de esta ma- 
trícula se remitirá anualmente un tanto á la Se- 
cretaría del Despacho del Interior y Justicia para 
su publicación en la Gaceta. Todo abogado tie- 
ne oblioracion de presentar su título para esta 
matrícula. 

Art. 69 Los Ministros de las Cortes asistirán 
al Despacho del Tribunal con toga; los jueces de 
provincia y de circuito con traje negro donde lo 
permita el clima, y los jueces de cantón y jueces 
de paz con el que no desdiga del decoro debido á 
la dignidad del puesto que ocupan y funciones que 
desempeñan. 

Art. 79 Las Diputaciones provinciales, ademas 
de los abogados que deben presentar con arreglo 
á la atribución 3& del artículo 161 de la Constitu- 
ción, presentarán tres mas por cada una de las 
plazas que deben proveerse para Ministros jue- 
ces y para Secretarios Relatores. 

Art. 89 Los tribunales, en los juicios de res- 
ponsabilidad de cualquier funcionario público, 
cuando declaren con lugar la acusación ¿forma- 
ción de causa, observarán en la secuela del juicio 
los trámites establecidos en la ley de la materia. 
Cunndo acuerden la suspensión del funcionario 
acusado, lo participarán á la autoridad á quien 
corresponda llenar la vacante, para que nombre 
el interino. 

Art. 99 Cuando cualquier juez dictare auto de 
prisión contra alguna persona, el interesado 6 cual- 
quiera á su nombre pnnden ocurrir, por vía de 
a nn paro y protección, ni juoz 6 tribunal superior 
en grado ; y este pedirá inmediatamente la actua- 
ción, limitándose á decidir sobre la justicia 6 in 
justicia del auto de prisión, sin que los efectos de 
dicho auto puedan suspenderse en manera alguna 
durante el recurso. La decisión que recaiga será 
inapelable. 

Art. 10. Los magistrados y jueces que hayan 
cumplido el término de su duración, continuarán 
actuando hasta que lleguen los que han de subro- 
garlos ; y los contraventores á este artículo incur- 
rirán en una multa que no baje de cien pesos, ni 
exceda de doscientos pesos. 

Art 11, El que fuere nombrado juez de can- 
tón no puede excusarse, ni renunciar después 



338 



tBATttO fiB LA LBGISLAGIOir 



TRI 



^^m0^^*^^^^^^^>^^i^^* »^^^^" 



sino por impedimento físico comprobado legal- 
mente, 6 por estar en otro servicio publico incom- 
patible. Él que sin excusa legal justificada ante el 
Gob«srnador, no tomare posesión dentro de ocho 
dias de haber sido instruido de su nombramiento, 
pagará la multa de veinte á cincuenta pesos, que 
impondrá el Gobernador, sin perjuicio de tomar 
)a posesión bajo la pena de otra multa ; y si to- 
via rehusare desempeñar el destino, se le impon- 
drá una nueva multa que no baje de doscientos 
ni exceda de trescientos pesos, cesando con el pa- 
go de esta multa los apercibimientos. 

Art. 12. Si el nombrado juez interino tampoco 
tomare posesión dentro de ocho dias sin excusa 
legal, será tratado con arreglo al artículo anterior. 

Art. 13. Los secretarios de los tribunales ten- 
drán fé pública en todos los actos judiciales en 
que intervendrán, conforme á la ley. 

Art. 14. Todo juez está autorizado para impo- 
ner multas hasta por diez pesos á los quo falten 
al decoro y compostura que deben guardar en el 
tribunal ; pero siempre debe preceder el apercibi- 
miento. Cuando la falta fuere grave de modo que 
merezca mas seria corrección, el juez puede hacer 
retirar del local á la persona que le falte; y le- 
vantando una diligencia sumaria, pasarla á otro 
juez del lugar para que le corrija ; en el supuesto 
de que esta corrección puede extenderse hasta 
una multa de cincuenta pesos, ó un arresto de 
tres dias. 

^ único. Del mismo modo se ejecutarán las pe- 
nas que impongan los presidentes de las Cortes 
por iguales faltas. 

Art. 15. En los tribunales y juzgados durará 
el despacho cinco horas por lo menos, en todos 
los dias del año que no sean de fiesta entera, ó de 
la semana mayor, ó de la vacante de navidad, 
desde 25 de Diciembre hasta primero de Enero, 
ambos inclusive, ó de fiesta nacional. Los tribu- 
nales y juzgados seflalarán las horas del despacho 
y fijarán el scilalaniiento en el lugar mas público 
de las casas en que despachan. 

Art. lü. La sala del despacho del Tribunal ó 
juzgado estará siempre excluida de todo otro 
uso, y se dividirá con una barandilla ó cordón el 
lugar que en ella deben ocupar Jos jueces, sus se- 
cretarios y los defensores, del resto en que se co- 
locarán las partes y demás personas que concur- 
rieren al despacho. 

Art. 17. Las sesiones de los tribunales serán 
públicas, exceptuándose únicamente cuando se 
instruya algún sumario en causa criminal, cuan- 
do se interese la honestidad ó la decencia públi- 
ca, y cuando se esté en conferencia hasta dictar 
sentencia. 

Art. 18. Los oficiales o dependientes de las se» 
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eretaría«, y los porterov y algiiftciles de los tri« 
bunales y juzgados, concurrirán diariamente al 
desempeño da sus funciones, sin distraerse en 
ninguna otra cosa, bajo las penas que loa tribu- 
nales y juzgados impusierea en sus reglamentos 
para la policía interior y economía del trabajo. 

Art. 19. Nadie puede concurrir á los tribu- 
nales y juzgados con armas de ninguna espe* 
cié : se guardará moderación y compostura ; y 
se prohibe toda manifestación de aplauéos, re- 
probación ó disgusto : solamente los magistra* 
dos, jueces, y secretarios pueden hablar en aquel 
lugar, y también las partes y sus defensores so- 
bre sus causas, y por el orden prescrito. 

Art. 20. La Corte Suprema, las Cortes supe- 
riores y los Juzgados de provincia y de circüitO| 
pasarán mensuaimente á la Secretaría del Inte- 
rior una noticia circunstanciada de las causas que 
existan en dichos tribunales, de las que entren y 
de las que .se despachen ; todo en la forma que lo 
determine dicha Secretaría del Interior ; y esta 
noticia se publicará también mensuaimente en la 
Gaceta luego que haya sido centralizada. Se ano- 
tará en ella los tribunales que no hayan manda- 
do la noticia dentro del término que para ello 
asigne el Poder Ejecutivo, atendidas las distan- 
cias, sin perjuicio de publicarse á su tiempo las 
que lleguen oportunamente. 

Art. 21. Inmediatamente que se publique es- 
ta ley, el Poder Ejecutivo procederá á nombrar 
los Ministros jueces y Relatores de cada Corte 
Superior en calidad de interinos por el tiempo ne- 
cesario para el nombramiento de los propietarios 
con arreglo á la Constitución ; y los Goberna- 
dores procederán también á nombrar jueces de 
circuito en calidad de interinos, mientras reciban 
las listas que deban pasarles sus respectivas Di- 
putaciones provinciales, conforme al hrtículo 39 
de la ley 6^ de este Código ; y jueces de pro- 
vincia, de la Senaria que exista en su despacho 
pasada por las Diputaciones, exceptuándose to- 
dos los funcionarios que actualmente sirvan en 
propiedad. 

Art. 22. Los Gobernadores dispondrán que 
los Concejos municipales nombren inmediata- 
mente los Jueces de cantón y sus suplentes que 
tengan las cualidades que exige la ley 7^ de es- 
te Código, los cuales deberán servir hasta que to- 
men posesión los que sean nombrados por las 
asambleas municipales, en su próxima reunión. 

Art. 23. Las causas civiles pendientes y para- 
lizadas se pasarán á los tribunales respectivos 
creados por este código, según su cuantía* 

Art. 24. Se deroga la ley 11^ del Código or- 
gánico de tribunales, fecha 25 de Mayo de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo do 1855| afio 
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26 4e i» lejr y 45' de la iadepeodeocia. — El Pre- 
sideptr del Senado, Juan UiUrio Obispo de Mé- 
riia* — £1 Presidenle de la Cámara de Repre- 
aeQtantea, /. L. ArUmeTuli, — El Seccelarjo del 
Senado* J. A. Pértz.^^EA Secrelario de la Cá^ 
mará de Repr^enUtntes, J- Padilln, 

Qarácaí, 18 de Mayo de 1856, afio 26 de la 
ley y 4i& de U indepeadeneia. — Bjecáteae.— /o«4 
T. Moifágas. — Por 8. B. el Pieaidente de la Re- 
pablica. — £1 Secretario de Estado en los Des- 
pachos del IiUerior, Justieia y Relaciones Exte- 
riores — Frameiseo Arando^ 

TRIBUNALES T.J17ZOAD08. Véase Papel stlla* 
do, art 16 y D. É. R-, art. 20 y 22, Provincias, 
art 111, Disposiciones comunes á todos los jui- 
cios, art. 19, 3, 3, 21 y 22, y Registro, art 9 
TRIBUNALES r juzgados, resolución eje- 
ouTiv^A DB 1.5 B fe ABRIL DE 1845 declarando 
que deben instruir á la estafeta respectiva de 
los portes que adeuden los expedientes que 
hayan circulada á reserva de dcrechoSy 
cuando resulte condenada en costas la parte 
que no goce de franquicia: 
República de Venezuela.— Secretaría de Hacien- 
da. 

Caracas Abril 15 de 1845, 16 y 35. 
Resuelto* — Aunque por el parágrafo 49 artícu- 
lo 59 de la ley «fe 11 de Mayo de 1840 q.ue es- 
tablece la tarifa de correos, deben cursar libres 
de porte por las estafetas los autos que se remitan 
á costa de parte declarafla pobre de solemnidad, 
considerando que muchos de dichos procesos pue- 
den ser fenecidos resultando condenadas en las 
costas, personas que no gozan de aquella exen- 
ción, ha resuelto S. E., con el objeto de que se 
asegure la recaudación de este impuesto, que los 
tribunales de justicia instruyan- siempre á las res- 
pecti\ras estafetas de. los portes de correo qne 
adeuden los expedientes que hayan circulado á 
reserva de derechos, cuando por la sentencia re- 
sulte condenada en las costas la parto que no 
Soza de dicha franquicia. Y para que pueda 
acersa la regulación de este impuesto con la de- 
bida exactitud, deberán también los tribunales es- 
tampar por una diligencia en cada expediente que 
reciban franco y con la nota de •< a ilbskrva DiB 
DBRBCHOs" e^ porte de correo que lleven marca- 
do y que deberian haber satisfecho si no tuviesen 
aquella nota.-— Por S: E. — (Firmado) Manrique. 

Es capia — Manrique, 

TRIBUNALES Y juzoaoos. Aaistencia de ellos 

á las funciones públicas y religiosas. Véase 

Precedencias en lasftínciújus púhlicaSy y Pre^ 

sidenaia en ios soleiMikidades^ -funciones ffiee- 

. iA8 jráblieas asi civiles com» relégioeas. 

TRIBUNALES y jvtQADea. d^orbto bibcuti- 
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YO PC 6 BB JUNIO DB 1856 Organizando hs 
circuitos judiciales. 

José TadeoMonIgab, General en Jefe, Presi* 
dente de la República de Venezuela, 4*, ¿p, ¿f. 

En ejecución de la ley 6^ del código orgánico 
de tribunales de 18 de Junio último. 

decreto: 

'Art. 19 Se establece un circuito en cada una 
de las provincias de Cumanft, Barcehma, Harinas, 
Trujillo, Portuguesa, Margarita, Coro, Cogedes, 
Yaracuy, Aragua, Apure, Maracaibo, Barquisime- 
to, Carabobo y Guayana, 

^ 19 En la provincia de Mérida se establecen 
dos circuitos, uno que se com|)ondrá de los can- 
tones Mérida, Muenchíes, Egido y Bailadores, y 
el otro de San Cristóbal, Lobatera, La Grita y 
el Tac h ira. 

^ 29 Se establecen igualmente en la provin- 
cia del Guárico dos circuitos que se compondrán 
el uno de los cantones Calabozo, Sombrero y Or- 
tiz y el otro de los de Orituco, Chagaaramad y 
Uñare. 

^ 39 En la provincia de Caracas habrá tres 
circuitos que se organizarán del modo siguiente : 
uno compuesto de los cantones Caracas, Petare, 
Guaicaipuro y Guarénas: otro de los de la Guai- ' 
ra, Maiquetía, Curiepe y Rio- Chico : y otro de 
los de Santa Lucia, Ocumare y Caueagua. 

Art. 29 En cada circuito habrá un iuez, A 
excepción del de la capital de la República, en 
que habrá dos. El juez de circuito residirá en la 
capital de la provincia cuando no haya mas de 
uno en ella, ó en la cabecera del cantón que en 
este decreto ocupa el primer lugar entre los que 
forman el circuito. 

^ único. Los jueces de circuito residentes en la 
capital de la República, ejercerán su jurisdicción 
preventivamente en los cantones Caracas, Guai- 
caipuro, Petare y Guarenes. 

Art. 39 Los joeces de circuito, residentes en 
Caracas y la Guaira, disfrutarán de la asignación 
de 1800 pesos y sus secretarios de la de 900 pesos, 
y los demás jueces de la de 1200 pesos y sus se- 
cretarios de la de 600 pesos anuales. 

Art. 49 Los jueces de circuito entrarán en el 
ejercicio de si^s funciones desde el dial 9 de Julio 
próximo, á cuyo eíeclo Jos Gobernadores de pro- 
vincia, harán á la brevedad poúble, en observan- 
^9^ del artículo 21 de la ley 10» del código orgá* 
nico de tribunales, los nombramientos correapon* 
dientes para aquellos destinos á fia de ^iie no 
haya obstáculo alguno para su instalación, desde 
el día indicado. ^ 

Art. 59 Los mismoa Gobernadores dictarán las 
medidas convenientea para qaeie pasen á Ioüb jaz* 
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gados de circQitD las eaasas p^iKlNentes cnyo 
conocimiento les compota. 

Art. 69 Bl Secretarlo de E. en los DD. del In- 
terior, Justicia y Relaciones Esteriores qaeda en- 
cargado (ie la ejecución de este decreto. 

Dado : firmado de xtii mano : sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo : y refrendado por el 
8U.sodirho Secretario en Caracas á 6 de Julio de 
1855, año 26 de la ley y 45 de la independencia. 
(Firmado). — José T, Monadas. 
Por S. E. el Presidente de la República. — El 
Secretario de E en los DD. del Interior, Justicia 
y Relaciones Exteriores. 

(Firmado). — Francisca Aranda, 
TRIBUNALES Y juzoados. resolución bjk- 
cuTivA DE 14 DE JULIO OB 1855 determinan* 
do á quién toca hacer la elección de f residen- 
tes de, las Cortes Superiores. 

Secretaría del Interior. — Sección 2^ 
Caracas, Julio 14 de 1S55. 
Resuelto. — Dígase á los Presidentes de las 
Corles Suprema y Superiores de Justicia. 

No estando determinado por la ley 2^ de] no7Í- 
simo Código orgánico de tribunales, como lo es- 
taba ptrr las leyes anteriores derogadas, quien 
deba hacer el nombramiento de los Presidentes de 
las Cortes Superiores entre sus Ministros Jueces, 
S. E. el Presidente de la República, para e?itar 
los embaraztis que pudiera ocasionar el silencio 
de |a ley al instalarse las nuevas Cortes que se 
han mandado crear |>or dicho Có^Ügo orgánico, 
ha resu.elto: que mientras la Legislatura, á quien 
SQ dará cuenta del caso, no resuelva otra rosa, se 
observe la práctica introducida por las últimas 
leyes orgánicas de tribunales que se han deroga- 
do. En consecuencia las Cortes Superiores del 
4? y •')? Distritos, al instalarse, nombrarán entre 
sus Ministros Jueces el que deba presidirlas hasta 
la coDcl.usion del ano,en que se hará nuevo Dom« 
bramiento. 

Soy, &. — Por S. E. — Aranda. 
TRIBUNALES y juzgados, resolución ejb- 
cnTivA DB 14 DBFEBBERO DE 1855 declarando 
gujelos Ministros interinos de las Cortes SU" 
periores deben tener las mismas cualidades gue 
lifs propietaríos. 

Secretaría del Interior.— Sección 2^ 
r.arácas. Febrero 14 de lb5Í5. 

Resuelto* — Vista la solicitad del Reverendo P. 
Fray Miguel Antonio de Valdepeñas sobre qne 
se declare nulo el nombamiento hecho en el Sr. 
Dr. JvHan Viso para Ministro Juez de la Corte 
Superior del primer Distrito del Centro, y vista 
también la opinión que el Consejo de Gobierno 
ha emitido en el particular. 

Puf eleitícnlo 151 de la Constitocion se re* 
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quiere que concurran en los abogados que hayan 
de deeem pe fiar aquellos destinos, ademas de otras 
circunstancias, la de haber sido Jueces^ Asesores 6 
Auditores^ por tres años, 6 la de que hayan mr* 
rido, con buen crédito, la profesión por cinco. 
De ios respectivos expedientes que existen en este 
Mini(>terio consta : qne el Sr. Dr. Julián Viso 
fué examinado y aprobado para ejercer la aboga- 
ría e) 7 de Agosto de 1851, y que fué el 15 de Enero 
del corriente afio nombrado para servir la ex- 
presada plaza de Ministro juex. Resulta, pues, 
que solo hablan transcurrido tres affos, cinco me- 
ses y algunos días desde la fecha de su examen y 
recibimiento de abogado hasta la en que fué nom- 
brado para Ministro de la referida Corte ; y no 
const<indo, por otra parte que el mencionado Sr. 
Viso haya sido nombrado Juez, Asesor ó Auditor 
sino antes bien que no ha podido ejercer ninguno 
de estos destinos por los tres anos requeridos, 
pues durante el tiempo que lleva de abogado ha 
estado sirviendo mas de un afio la plaza de oficial 
mayor de esta Secretaría, es evidente que su nom* 
bramiento pnra Ministro juez de la Corte Supe- 
rior de este Distrito, es nulo por no concurrir en 
él ninguna de las cualidades referidas ; y así lo 
declara el Poder Ejecutivo de entera conformidad 
con la opinión del Consejo de GK>bierno, nombran- 
do para el desempefio de la plaza referida al Sr. 
Licenciado Claudio Viana^ mientras tanto pueda 
proveerse en prt»piedad. 

Comuniqúese á quienes corresponda y pnbft- 
quese. 

PorS, E.-^ Arando, 
TRIBUNALES t juzgados resolución ejb- 
cutíva oe 11 na julio de 1855 jnandando es- 
tablecer un circuito mas en la provincia de 
Carabob* con residencia en Puerto-Cabello. 

Secretaría del Interior. ^ — Sección segunda. 
Caracas, Julio 1 1 de 1855, 

Resuelto, — Dígase al sefior Gobernador de la 
provincia de Caraboba 

Vista la representación de varios vecinos de 
Puerto Cabello sobre la conveniencia de crear un 
juzgado de circuito con residencia en aqu^la cin» 
uad, S. £. el Poder Ejecutivo en uso de )a facul- 
tad que le concede el artículo I9 de la ley 6^ del 
código orgánico de tribunales de 18 de Mayó Al- 
timo, ha tenido á bien reeol ver en esta fecha lo 
que sigue : *• Se estnblece un circuito mas en la 
provincia de Carabobo, que comprenderé los can- 
tones de Puerto-Cabello y Ocumare. El Juei de 
este circaito residirá en la cabecera del eánton 
Puerto-GabeUo y disfrutará de la asignación de 
mil caatrocienios cuarenta pesos, y su •eeretarío 
de la de aeiecientosveinte pesos anuales. Poreon- 
Bécuenda de esta resolución quedará 
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6 1o6 cantones de Valencia y MonlalTan la joria- 
diedoo del juzgado de cireiuto creado para la pro- 
vincia de Carabobo.'^ — Y lo comunico á US. para 
que proceda imediatameoieá hacer el nombramien- 
te correspondiente y dictar las oiedidat prevenidas 
por el artículo 59 del Decreto Ejecutivo reglatnen«- 
tario de la ley.6^ del código orgánico de tribunales 
del presente afio, á fin de que el nuevo circuito 
se instale á la brevedad posible. 8. E. el Presi- 
dente de la Repablica recomienda á US. que di- 
cho nombramiento recaiga en un sugeto de inteli- 
gencia y probidad reconocidas, por la importan* 
cia de los negocios de que debe conocer en un 
lugar en que el comercio y las rentos nacionales 
deben frecuentemente ocurrir á su autoridad en 
19» cuestiones y causas que se ofrezcan.'* 

Trascríbase esta resolución al £xmo« seflor 
Presidente lie la Corte Suprema, al de li| Corte 
Superior del tercer Distrito y al Secretario de 
Hacienda ; y pubJíquese. 

Por S. E. Aranda. 
TRIBUNALES y juzgados* rbsoluoion eje- 
cutiva DE 26 OB JULIO DB 1855 creajido do* 
juzgados de canion para el de Caracas ademas 
del establecido por la ley. 

Secretaría del Interior.-— Sección segunda 

Caracas, Julio 26 de 1 865. 

Resuelto. — Visto el informe emitido por el 
Concejo Municipal de este cantón sobre la con- 
veniencia de crear en él otros juzgados rantonales, 
fuera del que existe por expresa disposición de 
la ley ; y oido el dictamen del sefior Gobernador 
de la provincia, S. E. el Presidente de la Repú- 
blica, en virtud de la autorización que le concede 
el artículo 1^ de la ley 7^ del código orgánico de 
tribunales. 

Resuelve i 

19 Se establecen dos juzgados de canion para 
el de Caracas, ademas del creado por la ley, que 
tiene su residencia en la parroquia de Catedral. 

29 Los nuevos juzgados residirán, el uno en la 
parroquia de San Pablo, y el otro en la de San- 
ta Bkosalía. 

89 El Gobernador de la provincia dispondrá 
que el Consejo Municipal haga inmediatamente 
loa nombramientos correspondientes, en obser- 
vancia del artículo 22 de la ley 10^ del código 
orgánico judicial, para que á la brevedad posible 
tengan su instalación los nuevos juzgados — Co- 
muniqúese á quienes corresponda y publíquese. 

Por S. E^^JranJa. 

TRIBUNALES mtiTAan. lbv os 14 db fk» 

. BBBKO m 1849 dsn^^Mn^olof, y uñaiando Uu 
causas que les corresponden f su pracedimien' 
l9-*fiM r^or««i to ifo O ^ Ochirs de tíOf^ 
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pág* 09 del cuerpo comprensivo de las de ete 
año y 64 número 46 del de 1861. 

Eü Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
publica de Venezuela, reunidos en congreso. 

ConsideTando i 

Que es conveniente arreglar los tríbunale<t mili- 
tares de modo que los Individuos de esta profesión 
obtengan una mas expedita administración de jus- 
ticia en sus causas* 

Decretan: 

Art 19 El conocimiento en primera instancia 
y de todas las causas por crímenes militareti y fal- 
tas graves contra el servicio de la Nación en que 
incurrieren los oficiales de tierra y mar, corres- 
ponde al consejo de guerra de oñciales generales 
establecido por la ordenanza del ejército y por la 
de la armada. Este consejo podrá completarse á 
fajta de oficiales generales, con coroneles y capi* 
tañes de navio, y aun primeros comandantes 6 
capitanes de fragata en actual servicio reformados 
ó retirados con alguna paga* y guardándose la pre- 
ferencia de antigüedad en su nombramiento. 

Art. 29 El conocimiento en primera instancia 
de todas las causas así por lo civil como por lo 
criminal en delitos comunes inconexos con el ser- 
vicio en que incurrieren los oficiales del ejército 
y marina en actual servicio*, y cuyo conocimiento 
estuviere cometido por las leyes á la autoridad 
militar, corresponde af juzgado militar 6 de ma- 
rina establecido por las mismas ordenanzas. 

Art. 89 El conocimiento en primera instancia 
de las causas sobre delitos militares ó comunes, 
no exceptuados por las leyes^ en q\ie incurran los 
individuos de las tropas de tierra y mar en actual 
servicio, desde soldado hasti sargento y aspirante 
inclusive, corresponde al consejo de guerra or- 
dinario que establecen Ids mismas ordenanzas 
del ejército y de la marina. En este consejo po- 
drán ser jueces á falta de capitanes* tenientes, y 
á falta de estos, subtenientes en actual servicio 
nombrados por su antigOedad : pero si no pudie* 
re formarse por absoluta falta de oficíales en a<> 
tnal servicio, se remitirá el proceso en toda for* 
ma, estampada la conclusión fiscal, y agregada la 
defensa del procurador al juzgado militar de 
quien dependa el procesado para que pronuncie 
la 8Mitencia% 

Art. 49 Los oficiales de tierra y mar que se 
hallen haciendo el servicio de guarnición en las 
plazas de la República, ó que estén aeuarteladoe 
dentro de sus recintos, estarán sujetos á la orde* 
nansa del ejército y serán juzgados y castigados 
por los tribunales y penas establecidas por ella. 

Art. 59 ^^^ mismo ios oficiales y tropa de tler* ^ 
ra embarcados en los buques de guerra, estarán 
Biijetoa £ la ordenanza de la marina» y serán jus- 
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gados y castigados por los tribunales j penas es- 
tablecidas por ellas, sin que por esta disposición 
j U conteivida en el aitfcCilo üntcfHblr de&tt idtefan> 
se el gobierno interior de Iob tixtítp69 que serán^ 
regidos según las drierentes regla» de su particu- 
lar instituto. 

Art. 69 En las materias de justick en elejér» 
citó Y marina, modo de proceder en* la eisstancia- 
cion de las causas hasta pronunciar sentencia j 
penas, »e observará ló dispuesto en la ordenanza 

Ífeneral del éjértfflo de 1.768 y la ordenanza de 
a tfiárimí de í.74^ f í.703,y leyes adlcioniales vi- 
gentes hasta el 18 de Métto de 1808, sin naas va- 
riae iones que las eoiitenidas en esta ley. 

Art. 79 Tjos comatidatíteí de armas y coman- 
dantes de epostaderoit establecidos por la ley, 
ejercerán en las materias de justicia la antoridad 
qtre la ordeminia rnmnsde á los capitanes genera- 
les de pre^inetá y ewmandatltes pénenles de de- 
partamentos marRim^a, con parecer de audkor 6 
en »u defecto de otro letrado. 

Art. 89 El reo 6 s^ defenéof paeden recusar 
libremente, fncFtiso e) Presidente, ha^a el n&mero 
de tres de los jaeces que deben componer el con* 
sejo, y ni efecto el día antes de qoese celébrense 
leerá lar lista de los vocales nombrados. Los re- 
cu irados serán subrogados eonforme á la ordenan- 
za 

Art. 99 Todifs las eltas que haga el acosado 
en su dechiraeíon cói> cargo, deberán evacuarse 
inmediatamente despnes de dada, y aun con^fron- 
tarse con las del sumario, ^i entre ttnas y otras 
hubiere notables diferencias en loa h«t*hos qi>e 
reñetenr. La declaración que se toma á todo acu- 
sado será áin juramento. 

Art. 10. Antésdereanirse los consejos de guer- 
ra^ ^a sean ordinai^los, ya de oficiales genérale», 
se entregará el proceso al comandante de armas 
para que lo pase al aurditer ai lo hubiere, y en so 
defecto á 0(1*0 letrado, para que manifieste por 
dibtámeit eserito, sf ifé halla 6 no en estado de 
ver^ en consejo, 6ai fallan «ilgonas diligenciáis, 6 si 
htay qtie bubsanar alguna titilietod, y se practicará 
«fa esta tkéo el parecer dé dicho asesor* 

Art. II. Las sentencias que pronuncien los 
(Consejos de ¿líerra de oficiales generales, ó juzga- 
dos militares ó. de marina que condenan & un 
oficial á muerte, degradación, presidio ¿privación 
dé empleo, no se ejecutarán sin consultarlas pre- 
viamente á la Suprema Corte de Justicia en cali- 
dad de marcial para su aprobación ó reforma, 
c%)n audiencia de lié |mrtes á quienes sé notifica- 
lán 

Al*! 12. Dé Jas seWféñcitfí d^ Ids juzgadoar mi- 
litares de los negocios dviíes, ¿ontenciosoa entile 
lurtes, 86 oirán hrr áp^laeiotieft y recursos d« 
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agravios para la Cmrte édiperiór de jtoatieia <» 
calidad de tal, en los easos qne haya lugar á tñm 
conforme á laii leyes comunes. 

Art 13. La sentenda de tos eonaejos de goer* 
ra ordinarios 6 á^ los jii2gad6s mílitaree ea eil 
caso previsto en el ttftícüto á^f <)ue condenen ú 
ultimo suplicio, ó á pret^tdio un reo, no se eJeeiK 
taran sin consuttafhís prériamente á la Corte 8q* 
perior respectiva en calidad de marcial para sq 
aprobdcion 6 feforma, con citación de las paites á 
quienes se notificarán. 

Art. 14. Fenecida la cHuaa con lo que se dé* 
terminare en consulta, no de admitirá otro recot- 
so que el de queja. 

Aru 15. Asi la sentencia de los consejoa de 
guerra ordinarios, como las de los oficiales gene* 
rales no comprendidas en los casos de los artícu- 
los It y 13, serán ejecatadas inmediatamente en 
el modo y forma que pf escriben las ordena nzas, 
dándose sin embargo cuenta con el proceso al tri- 
bunal superior 6 supremo marcial respectivo para 
que se reforme la sentencia si foere notoriamente 
injusta, y para que el ttíbunal dechre en su caso 
la responsabilidad de Itfs jaeces con arreglo & laa 
leyes. 

Art. 16. Para las caudas de que habla el artícn- 
lo 13, y de que deben conocer las Cortes Superio- 
res de justicia en calidad de Corte Superior mar- 
cial, concurrirán con loa ministros de ella, dos 
jueces del carácter de generales, coroneles 6 pri- 
meros comandantes nombrados por las mismas 
Cortes. 

Art» 17. Para los casos en que la Suprema 
Curte de justicia conozca de causas de militares 
en calidad de Suprema Corte marcial, concurrirán 
con los ministros de ella, dos jueces militares del 
carácter de generales 6 coroneles nombrados por 
la misma Corte. 

Art, 18. Losconjoecés milliares recibirán por 
cada dia de asistencia para la vista y sentencia d6 
las causas á que se refieren los dos artículos an- 
teriores, diez pesos pagadas por el tesoto nacional; 
á cuyo efecto el presidente de la respectiva Certa 
dará el correspondiente aviso al Gobefñadof de 
la provincia, para qne en junta conaolitva de Ha- 
cienda se acuerde el paigo. 

Art. ]&. En cam^aTia el general <fe un ejerci- 
to 6 comandante de división en su caso, aprobará 
las sentencias de Ib^ consejos dé goetira ordinarios; 
pero cuando se tfóyaí impuesto pena de la vida 6 
presidio, se dará tuerta con remisión del proeeao 
6 sumario á la Corte Superior respectiva, para 
que si la senien6lti''hiibiiero sid<» proauíieiada con* 
tra ordenan^ 6 ley «Kpram «e datlsr^ ki respon- 
sabilidad á tesju^oea* 
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19 41 efedadr»,ódeQiia <Kfi»kHi m«TttiBM é ter* 
fOilr^qiie obre eeparadamdnte, ó an cofn«ad«ii« 
le d» arotM incurriere en crímeoes militaree» & 
MtM gtñten coMChi el eervirio de le Neeíon, 6 es 
delitos eoomnes, el Poder Ejecutm) decrAará Ja 
«ospeotiocí y poádra al acusado á disposición del 
tsibanel compete nfe para que aea juzga de^ 

Art 21 # Cuando haya de juzgarse en eonsejo 
de guerra de oficínles generales a) comandante en 
jef»de un ejército ó escuadra, ó de uua diráion 
marflfms é terrestre que obre separadamente, ó á 
algim fOia andante de armas de los esiablecidoB 
por ki ley, por crímenes mtKtares^ ó faltas gra- 
ves eoDtra el sefTÍeio de la nación, el consejo se 
reanirá en la capital oe la República convocado 
ypesidido por el comandante de arrnas que ten- 
ga su destino en la provincia en que estuviere es- 
tablecida la capital, quien será también eompeteft- 
te para nombrar ñaca I y para las demás aetoa no- 
nes. 

Art. 23. En ni cas<» de estar impedido 6 de ser 
el mismo comandante de armas designado en el 
artículo anterior el que va á ser juzgado, le sus- 
tituirá para solo estas funciones el comandante 
efe armas de la provincia mas inmediata á la en 
que estuviese estublecida la capital de la Repúbli- 
ca, debiendo siempre sustanciarse la causí y reu- 
nirse el consejo en la capital, para lo que se trasla- 
dará á ella el referido comandante & virtud déla 
Óiden del Poder Ejecutivo- 

Art 23. Cuando haya de juzgarse a) coman- 
dante en jefe de un ejercito ó escuadra, al de tma 
división marítima ó terrestre que obre separada- 
mente, 6 á un comandante de armas por delitos 
comunes, rorre^ponde el conocimiento en primera 
instancia á la Corte Superior marcial del distrito 
en que estuviere su destino, y la sentencia se con- 
sultará á Irt Suprema Corte marcial con arreglo 
af artículo t2 de esta ley. El presidente de la C^r- 
te Superior marcial será el juez de sustaneiacion, 
y todo el tribunal se reunirá para pronunciar 
sentencia. 

Art 24. El presidente de la Corte Superior 
marcial respectiva oirá las acusaciones qne se hi- 
cieren contra cualquiera de los jefes mencionados 
en ei artículo anterior por delitos comunes, y con 
audiencia del fiscal determinará si hay lugar á la 
Ibrmacion de cansa, en cuyo caso lo participará 
al Presidente de la República para que decrete la 
suspensión del acusado y lo ponga á disposición 
del tribunal. 

Art 25. Se deroga la ley do O de Octubre de 
1880. 

Dada en Caracas á 20 de Abril de 1848, afio 
19 de la ley y 38 de la independencia. — £1 Presi* 
d«ite4el SéMdé/£dM^ A. Hnrktifk^liX Pre* 
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sMente de la Camarade Representantei, flsr^aa- 
do 0/«i^<trria«-— Cl Secretario del Senado, Josa 
Ángel Freiré, — El Diputado Secretaria interino 
de la Cámara de Representantes, W. VrnUia* 

Caracas Febrero 14 de 1849, 20 de la ley y 39 
de la independencia. — Ejecútese Jesé Tadeo Mo- 
nágéMm — Por S. B. — El Secretario de Guerra y 
Marina^ Francisco Mejich. 

TRIBUNALES militares. Rbsoluccon bjb« 
cvriVA DE 17 na agosto na 1836 disponiendo 
que loa comandantes de armas nombren ásu 
ayudante 6 á otro oficial de la guarnición 
para que en elaae da Secretario supla á los su* 
prfmidos eacribanos, 
RepAblira de Venezuela. — « Secretaría de Estado 
en el despacho de Guerra y Marina 

(Jarácas Agosto 17 de 1836, 7 y 20. 
Al Sr. General comandante de armas de C<trácas. 
^ Habiéodo.^e suprimido los escribanas por la 
ley novísima judicial y consiguientemente los de 
guerra que actuaban en el triburial üe las coman- 
dancias de armas en las causas civiles y crimina- 
les, sin que la ley haya dicho quien debe susti- 
tuirloB ¡ oy6 sobre este punto el Gobierno la opí- 
ttitHi del Consejo, y de acuerdo con ella juzga, 

Sne mientras el Cuerpo Legislativo, & quien se 
erará en consulta, llene este vacío, pueden los 
eomfandantes de arrnas nombrar en clase de se- 
cretarios para actual^ aquellas causas 4 sus ayu- 
dantes, 6 en su defecto, á otro oficial de la guarni- 
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Es esta la resolueioii que ha recaído á la con* 
salta que pof mi órgano hace US. al Gobierno 
en comunicación de 8 del corriente, que tengo 
el honor de dejar contestada. 

Cnn sentimientos de respeto so}*^ de US. atento 
servidor. -^Francisco Hernaiz* 
TRIBUNALES militarbs. Rbiolucion eje- 
cutiva DB 90 DE DiciBMBRB DE 1851 sobrc la 
inteligencia del articulo IS de ia ley ¿0 14 de 
Febrero de 1819 que antecede* 
Secretaría de Guerra.— Sección segunda. 

Caracas, Diciembre iS) de 1851. 
Resuelta*— Ceosideraiulo e) Poder Ejecutivo, 
19: que la resolucioD que dietó ei 21 de Enero 
del affó próximo pasado sobre la inteligencia del 
artículo 18 de la ley de tribunales por el cual se 
asignan áitt pesos por cada día de asistencia en 
la vima y sentencia de las cwiaas de que eonoB- 
can los jetes que concurrsn en calidad de conjaa- 
ees marciales á las Cortes Suprema. y Superiores, 
ha ocasionado no pocaa qoejas y leckmacioaes 
por haberse determinado en aaueUa que «n con- 
cepto de S. E* debni comprenoerse en loa dies^ 
pesos asignados por el artículo 18 de la expresa* 
da ley la parte Ue sueldo 6 pcuiioa qtie dltfrtttaae 
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el coDJuez militar, y 1^: que es en efecto tan la- 
ta y absoluta la disposición del artículo 18 arriba 
citado que hace odiosa la excepciort restrictiva á 
. que se contrae la mencionada resolución de 21 de 
Enero: se ha servido dar en esta fecha la siguien- 
te. A juicio del Poder Kjecutivo debe satisfacerse 
por el Tesoro público á los seflores Generales ó 
Jefes que concurran á las Cortes en calidad de 
Ministros marciales diez pesos por cada dia de 
asistenta sin deficuento sobre el sueldo que pue- 
da disfrutar, incluyéndose á los que por este res- 
pecto hayan dejado de percibirlos, según la reso- 
lución de 21 de Enero del afio próximo pasado, 
sin perjuicio de que se haga al ("ongreso en su 
próxima reunión la correspondiente consulta con 
inserción de la presente deriaratoria. 

Por S. E — Castelli. 
TRIBUNALES hilitarbs. jlcubrdo db la 

CORTE SUPREMA DB 29 DE OCTUBRE DB 1838, 

declaraiuío, que corresponde á la autoridad 
militar el conocimiento de loa delitos comunes 
no exceptuados^ 6 que producen desafuero co- 
metidos por un desertor en actual servicio. 
En la ciudad de Caracas á 20 de Octubre de 
1838,99 y 28, reunidos los Sefiores Presidente 
y Ministros de la Corte Suprema de justicia mar- 
cial, teniendo á la vista la consulta dirigida por la 
Corte Superior de justicia d^l segundo distrito re- 
lativa á 6Í un delito común ^e no produzca desa- 
fuero cometido por un sojdado desertor de un 
cuerpo en actual servicio, durante U deserción, 
deba ser juzgado y castigado por la autoridad ci- 
vil, ó por la militar ; y oído el dictamen del señor 
Fiscal, dijeron : que sin embargo que la deser- 
ción por bí es un hecho por el cual abandona el 
soldado su servicio, no por esto se cree que aquel 
deja de pertenecer 6 él, pues la falta de la obliga- 
ción que debe prestarse, ea la que se castiga no 
por la autoridad civil sino por la militar. De aquí 
es que el desertor conserva su clase y carácter de 
soldado, y los crímenes que comete durante la de- 
serción deben ser juzgados por la autoridad mis- 
ma que conoce de ella, á menos que sean de los 
exceptuados* Es esto muy conforme A la orden 
de 8 de Mayo de 97, que es la ley 5? titulo 99 
libro 12 de la novísima recopilación de Castilla, 
▼ eiertamente que así lo exigen la disciplina y el 
buen orden de la tropa, como juiciosamente lo 
observa el Colon en su obra de juzgados milita- 
res. (*) Por consiguiente es la autoridad militar 
la que debe eonocer de loe delitos cooietidos por 
un individuo que ha desertado de su actual servi- 
cio* Mas como la duda que se ha propuesto versa 
% de algún modo sobre el artículo 219 de la Cons- 



(«) Tomo IP tt 66 7 216 y sigiáenles. 



TRI 



titacion eon respecto al sentido Kteral del servicio 
actual de que allí se habla, acordaron : se dirija 
este expediente en consulta al Poder Legisiallvo 
por el órgano del Ejecutivo á fio de que de la 
manera que previene la misma ley fuedamental 
^ se haga k explicación ó declaratoria oorrespon* 
diente, — Comuniqúese A la Corle Superior — Lda. 
Mercader. — López de Umérez* — Martínez,-^ 
Duarte* 
Es copia. — Carftcas Setiembre 26 de 1844. — 

£1 Canciller, José Duarte. 
TRIBUNALES milita a as. Risolugion bjb* 

GUT1V% DB COLOMBIA Dft 13 DB OCTUBRE DB 

1826 mandando observar un acuerdo de la Al' 
ta Corte de justicia, en qué se declara que los 
fiscales militares pueden ser recusados como 
jueces de sustan dación que son» 
República de Colombia. — Secretaría de guerra.— 
Sección central. — Palacio de Gobierno ea Bo- 
gotá á 13 de Octubre de I82G, 16? 
Al Sr. Comandante general del Departamento de ... . 

Habiéndose observado por la alta corte marcial 
de la República, al conocer de la causa seguida 
en esta plaza contra el capitán de infantería £n- 
ffiqMc Macmanus, por haber herido á Jacobo Bu« 
ihervooth, que en el progreso de ella se suscitó 
la cuestión, de ei un fiscal militar puede ser recu- 
sado, la que decidió negativamente la comandan- 
cía general de Cundinamarca con dictamen de 
dos letrados, fundándose en el artículo 120 de la 
ley de 13 de Mayo del afio 159; Y atendiendo 
aquel supremo tribunal á que esteartículo es solo 
aplicable á los fiscales de los tribunales, y & loe 
que hacen sus veces en los juzgados inferiores $ 
los cuales se limitan solamente á acusar y hacer 
gestiones de una parte sin actuar nada por si mis* 
mos, como lo hacen los fiscales militares : que 
estos por su calidad de jueces de austanciacion 
pueden influir notablemente en la suerte del pro- 
cesado, y procediendo con alguna pasión causar* 
les males gravísimos ; y en fin, que no arreglan* 
dose por la ley citada sino por la de dos de Agos- 
to del ano 149 el seguimiento de las causas mili- 
tares, no debe aplicarse en estas el artículo ya ci- 
tado ; ha declarado en acuerdo de 14 de Setiem- 
bre júltimo.que el juez fiscal de la pausa seguida 
al» capitán Macmanus pudo ser recusado en el 
modo y términos que ha sido de costumbre y ha 
estado en práctica. 

De orden del Poder Ejecutivo lo pongo en co» 
nocimiento de US para que haciéndolo publicar 
en las órdenes generales, se observe la práctica 
expresada en ese departamento, en los casos de 
igual naturaleza.-— Dios guarde á US. — Carífs 
Soublette, 

TRIBUNALES militaess. CiRcuukR osl bje* 
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CVTIVO DB COLOMBIA DB 30 DE JUMIO DB 18^9 

disponiendo que á los milicianos sn^etoa al 

fuero de guerra encausados por delitos cri* 

minóles se les pa^en hospitalidades y racionu 

mientras duran presos. 
República de Colombia. — Mioiaterio de Estado en 

el departamento de la guerra. — Sección 3^ 

Biígotá Junio 30 de 1629. 
Al seffor Com<indante general dtíl Departamento de . . .. 

Con fecha 2S del que acaba, dije al señor jefe 
superior del distrito del Magdalena lo siguiente: 

^ Di cuenta al Consejo de ggbierno de ios ofi- 
cios iK^ US. fecha O de Miyo número 50, y 2 de 
Juaio número 66, por I(i8 cuales pide US. una rc;- 
solucion, sobre los auxilios qiie deban dirse & los 
milicianos, que gozuido del fuero de guerra, no 
se hallen en actual -ervicio, y sea necesario redu- 
cirlos h pri:5Íon en 8U4 cuarteles por íitltas crimi- 
nales, que motiven el seguimiento de un juicio ; 
y en vista de ttido ha resuelto : 

19 Que á los milicianos sujetos al fuero de guer- 
ra, que no están en actual servicio, no se les pa- 
sen hospitalitlades por cuenta del erario, á no ser 
que se les esié júzgatelo militarmente por faltas 
criminales, y sea preritto enviarles al hospital 
por estar enfermos, pues en este caso tienen de- 
recho á las medicinas, y alimentos necesariot, 
debiendo observarse las formalidades de ordenan- 
za para su recepción en el hospital : 

29 Que cuando alguno de los individuos com- 
prendidos en el artículo anterior, se halle acuar- 
telado, sea por faltas graves, 6 leres sujetas á las 
penas, ó correcciones de la ordenanza, se le su* 
minístrela ración diaria, mientras daré preso; 
pues que siendo regularmente pobres los hom- 
bres de esta clase, no podrán proporcionarse la 
subsistencia de su peculio.'' 

Tengo la honra de comunicar á US. la ante- 
rior resfducion, para que disponga se circule á 
quienes corresponda su cumplimiento en los ca- 
sos que ocurran. 

Dios guarde á U3. Rafael Vrdaneta. 

TRIBUNAL BCLBsiAsTioo. Papel que se usa- 
rá en sus juicios. Véase Papel sellado j rtU 59 

TRIBUNAL BCLBSiisTico. acuerdo db la 

CORTB SUPREMA DE 14 DB ENERO DB 1837 

aprobando él de la superior del tercer distri- 
to sobre $1 procedimiento que debe seguir en 
sus juicios. 

Informe de la Corte Superior. — Valencia No- 
viembre 28 de !8Í36 — Vista la precedente con- 
sulta del discreto Provisor del Arzobispado. Elé- 
vese al conori miento de S. £. la Cjorus Suprema, 
informándosele que en el concepto de esta, los 
tribunales eclesíftstlcos deben conserrar la orga- 
nizacioa qat tenían cuando fueron publicadas las 
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leyes judiciales del presente afio, pues estas no 
alteraron aquella^ y arreglarse en el modo de 
proceder á los trámites prescriptos por el códi- 
go de diez y nueve de Mayo, ya porque este se 
ha dado para todo lo judicial, y ya porque la pa- 
labra »* civil " de que él usa no excluye el jui- 
cio eclesiástico, que también es civil cuando no 
versa sobre el castigo de los delitos : que no ha- 
biendo el Decreto de 21 del propio Mayo, que de- 
aigna los sueldos de los empleados de justicia he- 
cho mención alguna de los tribunales eclesiás- 
ticos, deben estos, en el sentir de la Corte, ar- 
reglarse á la ley de arancel del afio 149 para el 
cobro de su^í derechos; y oue hay cfecliramenle 
una duda racional, por el silencio de dichas le- 
yes en los puntos de que se trata, y por los tér* 
minos en que está concebido el artículo 19 (^e la 
orgAnica judicial — Estaquera.-^Rios — Rojas. 
— Es conforme con su original. — Valeiicia No- 
viembre 22 de mil ochocientos treinta y seis. 
— £1 Canciller, J. I. Rojas, 

Acuerdo. — En la ciudad de Caracas á catorce 
de Enero de mil ochocientos treinta y siete, oc- 
tavo y vigésimo séptimo, reunidos los señores pre- 
sidente y ministros de la corte suprema de jus- 
ticia, teniendo á la vista el acuerdo celebrado 
pol la corte superior de justicia del tercer distri- 
to con motivo de la consulta que se le dirigió por 
el discreto provisor dfj arzobispado relaiivamen» 
te á la organización, y modo con que debia pro- 
ceder el tribunal eclesiástico, dijeron : que el jui- 
cio que ha formado aquella corte superior acer- 
ca de las observaciones por el indicado discreto 
provisor, es demasiado racional y exacto. Por 
tanto, no oeurri¿ndole á este supremo tribunal, ni 
habiendo tampoco necesidad de ningún otro fun- 
damento, acordaron se eleve el expediente al so- 
berano congreso por cl órgano del poder ejecuti- 
vo en conformidad de la décima atribución 
del artículo ciento cuarenta y siete de la 
constitución del estado, á fin de que recaiga la 
declaración correspondiente. — Ledo. Mercader, 
— XJrbaneja. — Martínez, — Duarte. 

TRIBUNAL ACADÉMICO. Véase Instrucción 

pública LL. IV, arU 10, 12, 13 y 14, y XI, 

art lo y D. E. fi. cap. IV. 
TROPX. Véase Sedición de tropa en marcha. 
TRUJILIiO (provincia de) Cantonea y par- 

roquias que la componen. Véase División ter- 

ritorial, art. 25 y 26— Apéndice al 29 Tomo. 
TRUJILLO (provincia de). Tierras baldías 

concedidas h favor de sus caminos. Véase Mé" 

riday Trujillo. 
TRUJILLO (provincia de). Límites de ella con^ 

la de Maracaibo. Véase División territorial^ 

D de O de Abril de 186a 
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TRÜJILLO. Véa^e Colegio nacional de Trn^lh 
y Colegios nacionales, D. de 2 dé Marzo de 1862 

TUBOS PARA COIfSTRUCCION Y REFACCIÓN DB 

CAMINOS. Véase Arancel de importación^ D. de 

22 de Febrero de 1851. 
TUMULTOS. Véase Asonadas. 
TÜRMERO (ciudad de), decreto de 20 de 

MAYO DE 1854 eediendoá su municipio el edifi» 

ció denominado Factoría, 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 

Art. 19 Se da en dominio y propiedad ni mu 
nicipiu de )a ciudad de Turmero, el edificio de- 
nominado \* Factoría *' de |a extinguida renta 
del tabaco. 

Xn: 20 Cuando el Gobierno déla Nación- deba 
servirse de una parte de dicho local, será sin nin- 
guna compensación. 

Dado en Caracas á 15 de Mayo de 1854, año 
25 de la ley y 44 do la independencia.— El Presi- 
dente del Señado, Pedro Portero. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, L. Ruedas. — 
El Secretario del Senado,/. A. Pérez. — El Se- 
cretario déla Cámara de Representantes, J. Padi- 
lla. 

Caracas, 20 de Mayo de 1854, aflo 25 de h ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J. O. Mo- 
náscas. — Por S. E. el Presitlente de la República. 
— Él Secrctnrio de E. en los DD. del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores, Simón Planas^ 

TURPIN Y BEELEN. Védso Bcelen. 
TUTORES. Deberes de los procuradores muni- 
cipales respecto de ellos. Véase Provincias, 
nO 40 del artículo 86. 
TUl^ORES. ACUERDO de la coríte suprema de 
24 DB OCTUBRE de 1844 declarando: I9» gue 
cuando los nombrados por el juez no acepten 
sin excusa hgaU deben ser competidos á ello 
C071 ciertos apremios; y 29. que si el nombrado^ 
sin negarse á aceptar, no encontrare fiador con 
las cualidades requeridas^ entre tanto, y para 
que no sufran perjuicio los Intereses de los 
menores, se nombre un simple administrador 
sin fianza^ auxiliado por el procurador mienici' 
pal, conforme al artículo éd'de laley^orgáni" 
ca de provincias. ' • 

En la ciudad de Caracas á 24 de ' Ociabré de 
1844, 159 y 349, reunidos los Selíores Presidente 
y Ministros «le ía Corte Suprema acordaron. El 
juez de primera instancia del primei* circuito de 
Apure manifiesta á la Corte Superior del 2^ dis- 
trito que se halldQ pendientes en su jnzgado va- 
^ rias aciuacionrs sobre nombramiento de tutores 
y curadores de huérfanos, porque los nombrados 
para desempeñar este encargo no qóieten admitir- 
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let ó no encaentran fiadores abonados, aflftdivndo 
que algonas de las h«rencia« consisten en pocas 
cabezas de ganado dispersas en las sabanas, que 
apenas bastan para sutisfacer con su yalor los gas- 
tos de su reunión é inventario. Hace el jaez esta 
manifestación como una consulta sobre inteligen- 
cia de ley, solic^ando que se obtenga del Poder 
Legislativo una medida que allane las difíruludes 
ocurridos. — La Suprema Corte conviniendo en 
el informe de la Superior, y con la exposición del 
ministerio fiscal, encuentra que no hay sobre in- 
teligencia de ley ulia duda que motive consulta. 
Los nombrados para guardadores de los huérfanos, 
que sin excusa legal rehusen entrar en el desem- 
peño de su encargo,*están sujetos á los apiemios 
que la ley ha puesto á disposición de los jueces 
para hacer eficaces sus órdenes en la administra* 
cion de justicia, y para que cada cual cumpla con 
•US deberes respectivos. Cuando los nombrados 
no pueden prestar la fianza llega á ser imposible 
llenar los requisitos de seguridad que la ley seña- 
la, y en esta imposiLilidad debe obrar la pruden- 
cia y discreción del juez, adoptando medios de evi- 
tar perjuicios á los huérfanos mientras existan las 
dificultades. Tal es el que indica el ministerio 
fiscal de nombrar un simple administrador de los 
bfenes sin la fianza invigilando el juez entre tanto 
para que se llenen los requisitos legales al mismo 
cesar el embarazo ; y haciendo que el procurador 
municipal le preste la cooperación deque trata el 
artículo 86 de la ley orgánica de provincias ; si 
la escasez de la beren.cia es tal que para reunir 
las cabezas de ganado en que consiste, hade con* 
sumirse el'a misma, es un mal para los huérfanos, 
pero en nada pueden evitarlo los tribunales; equi- 
vale esto á no habérseles dejado herencia alguna. 
Comuníqi'ese este acuerdo á las C(»rles Soperio. 
res. — ürbaneja, — Martínez, — Brocho, — Duarte, 

TUTORES DÉLOS MANUMISOS. Reglas para su 
nombramiento. Véase Libertad de esclavos , 
B. E. de 7 de Julio de 1854, Punto 6? 
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(*) Este Decreto Uf se.baHa en el apéadioe al cnerpo 
de leyes de 1861, sin duda por haberlo Juzgado insnb- 
ftistente. Pero si es -cierto que lo está résped del Üai- 
forme de !a niaiínapor.virtad del «it. 17 de la ley de 17 
da Á>rU de lb44, que lo esfableco, xio.kxs i>orlo que 
haceal .del fjército. Por el contrario están vigentes, y 
recfentemento mandadas observar las reglas dictadas pof 
el Peder Ejecutivo de Venezuela en vtrtoétfe la aatorí- 
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£2 Smtado y Cámara de ReprueníaniéM áe la 

Refíúbliea de CidomHa reunidot en Con' 

gteso. 

Considerando: Que es necesario arreglar el 
uniforme y divisas que deben usar loe individuos 
de la clase militar, pertenecientes al ejército y 
marina de la República, ya para que algunos ofi- 
ciales subalternos no intenten llevar un vestido su- 
perior á su sueldo* y ya para que se evite la con** 
fusión que de otra suerte debe experimentarse en 
perjuicio de la disciplina del ejército, decretan : 

Art 19 Los individuos del ejército y marina 
de la República deben conservar y conservarán 
el uso del uniforme, y divisas que arreglará el 
Poder Ejecutivo couforme á las bases siguien- 
tes: 1? Las divisas de los individuos del ejército 
y marina, que sirven para distinguir los grados 
militares, serán en cuanto pudieren ser Irs mis- 
mas que actualmente están en uso: 2^ Los uni- 
formes del ejército y marina serán «encillos y 
económicos. 

Art« 29 Ningún militar perteneciente al ejér- 
cito y marina de la República usará de unifor- 
me ni divisa que no le corresponda pnr su grado. 

Dado en Bogotá á 23 de Enero de 1826, 16. 
— El presidente del Senado, Luis A* BaralL — 
£1 presidente de la Cámara de Representantes, 
Cayetano Arveh. — £1 secretario del Senado, 
Luis Vargas Tejada^ — £1 diputado secretario, 
Mariano Miño, 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 24 de Ene- 
ro de 1826, 16 — Ejecútese. — Francisco de Pau- 
la Santander. — Por S. E. el Vicepresidente do la 
República, encargado del Poder ejecutivo- - £1 
secretario de Estado del despacho de guerra, 
Carlos Souhlette. 

UNIFORMES MILITARES, decreto regla- 
mentario DEL PODER EJECUTIVO DE COLOM- 

BiA DE 20 DB JULIO DE 1826 reglamentando 
el anterior, 

Francisco de Paula Santander VicepresMente déla Ee- 

pública de Colombia &. 
Halñendo atribuido la ley de 24 de Enero de 
€«te año al J^oder Ejecutivo el arreglo de las di- 
visas y uniforme del ejército y marina, previ- 
niendo en consecuencia que proceda á verificar- 
lo del modo mas sencillo y económico; y te- 
niendo presentes los estatutos de la ley orgánica 
del ejército en cuanto á las clases de mando que 
deja establecidas, y á las que divide Ids diferen- 
tes armas del "ejército, be venido en decretar y 
decreto el siguiente reglamento de divisas y uni- 
formes militares. 



xadoQ que da este Decreto, como se ve de la B. E. de 8 
de Marzo de 1843 que se inserta adelante, y últimamente 
r^ffx4acida por la de 27 de Setiembre de 1849, 
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Üficiales generales. 
Art i o Las divisas y uniformes de los oficia* 
les del ejército no se diferenciarán según la ar- 
ma á que hubieren pertenecido, 6 pertenecí e« 
ren, sino según los grados que reconoce la ley. 

General de División. 
Art. 29 Uniforme. Casaca asul turquí, forro 
encamado, solapa, cuello, vueitss y calzón de 

Írrana, con bordado de oro, figurando ojas de 
aurel, por la orilla de las faldas, carteras cuello, 
solapa, y' vueltas; botón dorado, bota regular 
por encima del panifiílon^ corbata negra, sombre- 
ro apuntado galoneado cíe oro con escarapela na- 
cional, y pluma blanca ó tricolor ; faja encarna- 
da con borlas de oro, charreteras de oro de ca- 
nelones gruesos, con dos estrellas de plata en las 
palas, y espada. £1 mismo uniforme y divisas 
usarán los actuales generales en jefe, con sola la 
diferencia de llevar una estrella mas en las pa- 
las de las charreteras. 

General de Brigada* • 

Art. 89 Uniforme, canaca azul turquí, forro, 
vueltas, cuello y solapa del mismo color ; borda- 
dos iguales á los del general de división, pero so- 
lo en las vueltas, cuello y solapa : botón dorado, 
pantalón blanco sin bordado ; bota regular por 
encima del pantalón, corbata y sombrero igua- 
les & los detallados para el general de división ; 
^ faja celeste con borlas de oro, charreteras de oro 
de canciones gruesos con una estrella de plata en 
IdS palas, y espada. 

Los generales que estén de cuartel usarán de 
los mismos uniformes según sus grados. 

Coroneles. 

Art. 49 Los coroneles que pertenezcan al es- 
tado mayor general con nombramiento de pri- 
meros ayudantes usarán el uniforme detn lindo en 
el artículo 36 del reglamento de 8 de Noviem- 
bre de 1825 que organiza el estado mayor gene- 
ral, con la única variación de llevar faja amarilla 
con borlas de oro en vez de faja encarnada, y es- 
ta variación será general para todos los corone- 
les efectivos, de cuartel, graduados, retirados, ó 
reformados, y las borlas de las fajas se uniforma- 
rán al color de sus cabos según el arma. 

Art. 59 El coronel de caballería, casaca azul 
turquí con vuelta, forro y cuello encarnados, sin 
solapa, vivo blanco, botón de plata, pantalón azul, 
bota alta con espuela, sombrero apuntado y ga- 
loneado de plata con la escarapela nacional, cor- 
bata negra, charreteras de plata de canelones 
gruesos, sable con guarnición de lo mismo, y 
&ja amarilla con borlas también de plata, 

Art 69 El coronel de infantería, la misma ca- ^ 
saca que el de caballería, con botón dorado y vi- 
vo amarillo, pantalón blanco, corbata negra, bo- 
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la regular por encima del pantaloD, sombrero 
apuntado y galoneado de oro^ cÜáfreteras de co* 
)or de oro de canelón grueso, espada con guar* 
nicion dorada, y faja amarilla con borlas de oro. 

Art 79 El coronel de artillería, casaca azul 
turquí, con vueltas, cuello 7 forro encarnados, 
' VIVO azul turquí, solapa azul con yi?o encarna- 
do y siete ojales de galón de oro de cinco hilos ¡ 
y en el cuello y golpes de la casaca granadas de 
oro ; pantalón azul turquí y las demás divisas 
como los coroneles de infantería. 

Art. 89 El coronel de ingenieros lo mismo 
que los de artillería, con la diferencia de que los 
cabos serán de plata, los vivos blancos^ y que el 
cuello y golpes de la casaca llevarán castillos de 
plata. 

Art 99 Los coroneles que tengan el mando 
de un cuerpo usarán el uniforme de él hasta que 
sean separados. 

Art. 10. Los coroneles de cuartel usarán .uni- 
forme en todo igual al do los coroneles en servi- 
*cio activo según sus respectivas armas. 

Art, 11. Los coroneles retirados, casaca azul 
sin solapa, cuello, vuelta y forro azules; panta- 
lón azul, bota regular, corbata negra, sombrero 
apuntado y galoneado ; cabos de plata, los de ca- 
ballería é ingeniero : y de oro, los^de infantería y 
artillería ; divisas iguales á las de los que están 
en servicio activo. 

Art. 12. Los coroneles no llevarán pluma en 
el sombrero. 

Divisas del ejército. 

Art 13. Primer comandante; una charretera 
en el hombro derecho igual á la de los coroneles, 
y una pala en el izquierdo igual á la de la ohar- 
retera, y faja encarnada con borlas de seda. 

Art 14. Segundo comandante : una charra* 
tera en el hombro izquierdo como la del primer 
comandante* y una pala en el derecho, y faja en- 
camada con borlas de seda. 

Art. 15. Capitán : dos charreteras de canelón- 
sillo de pulgada y media de largo y una línea de 
diámetro, 

Art. 16. Teniente ¡^ribero: una charretera 
como las del capitán en el hombro derecho, y 
dos galones de cinco hilos en las vueltas. 

Art« 17. Teniente segundo: una charretera en 
el hombro derecho como la del teniente primero 
y un galón de cinco hilos en las vueltas. 

Art. 18. Subteniente primero: una charretera 
en el hombro izquierdo y un galón de cinco hi- 
los en las vueltas. 

Art 19. Subteniente segundo: una charrete- 
ra en el hombro izquierdo igual á la del subte- 
*^ niente primero. 

Art SO. Sargento primero : tres galones del 



uní 



ancho de «^ k líneasé de Dro é phla, segm év» 
cabee, en cada brazo cuatro dedos mas abajo del 
hombro formando ángulos, cuyo vértice esté ha- 
cia arriba, y loa extremos alcancen á las costuras 
de la manga, la distancia de uno á otro igual al 
ancho del galón. 

Art 21. Sargento so^ndo: dos galones dn 
seda en la misma proi>orcion del mismo ancho^ f 
en la forma que los de los primeros. 

Art 22. Cabo prímerio: dos galones blancos 
de hilo, de un dedo de ancho, en las vueltas de 
la casaca, con igual distancia entre uno y otro. 

Art 23. Cabo segnndo : un solo galón de la 
clase del de los primeros. 

Vntfifrmes dei ejército: oaballería ligerUé 

Art. 24. Casaca coita azul turquí, con tuef- 
tas, cuello y forro v^rdéiB y vivos blancos ; sola- 
pa azul con vivo blanco, pantalón azul turq^úl, 
con franja blanca, corbatín negro, bota con es« 
puela por Sebajo del calzón, morrión de zoela 
con carrilleras, y escudo de metal, y en él la ins- 
cripción. República de Colombia, pompón ver* 
de ó pluma del mismo color, de una cuarta de 
alto y cordones blancos; gualdrapa azul con 
franja blanca. 

Art. 25. Cl clarín mayor en esta caballería 
llevará el mismo uniforme que la tropa, y ade- 
mas dragonas blancas de lana en los hombros ] 
que cubran la costura de la manga y cinco cin- 
tas blancas de tres dedos de ancho en cada bra« 
zo, tres entre el hombro y el codo, v dos entre e) 
codo y la vuelta en forma diagonal de la costu- 
ra de fuera á la de adentro. 

Art. 26. Los demás clarines usarán el mismo 
uniforme y dragotíss, y solo dos cintas entre el 
hombro y el codo en la forma dichti. 

Caballeria de linea. 

Art 27. Casaca aaul con enello, vueltas, for- 
ro y vivos amarillos, solapa azul con vivo ama- 
rillo, pantalón azul con franja blanca ; corbatín 
negro, bota con espuela por debajo del calzón, 
morrión de zuela con carrilleras y escudo de me- 
tal, y en él la inscripción, Reptihlica de Calom* 
bia^ pompón 6 pluma amarilla de una cuarta de 
al^i^ cordones blancos y gualdrapa verde coa 
franjas blancaa 

Ai;. 28. £1 clarín mayor en esta caballería 
usara igual uniforme al de la tropa, y dragonas y 
cintas en los hombros y brazos del mismo color 
y dimensiones en la misma forma que el de la 
caballería ligera. 

Art. 29. Los demás clarines el mismo uni- 
forme de la trops, y dragonas y cintas en los 
brazos en todo Iguales á los de la caballería li- 
gera. 
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Infantería ligera. 

Art 30. Casaca corta axul turquí, con yuel- 
tas, cuello y forro celestes, vivos amarillos, pan- 
talón azul turquí, con franja celeste, botín ne- 
gro debo jo del pantalón, morrión lie xueta con es- 
cudo i|l frente que llevará la inscripción, Repú" 
hlica de Colombia^ cordones amarillos y pom- 
pón veníe. 

Art. 31/ La banda y orquesta de infantería 
osará casaca corta azul celeste, con vueltas, cae- 
Uo y forro azul turquí, vivos amarillos, panta- 
lón celeste con franja azul turquí ; morrión igual 
ai de la tropa con pompón azul turquí, drago- 
nas, y tres cintas en los brazos del mismo color, 
y estas entre el hombro y el codo, y en la forma 
explicada para los clarines. 

Infantería de línea. 

Art. 32. Casaca corta azul turquí con vueltas, 
cuello y forros encarnados, vivos amarillos, pan- 
talón azul con franja encarnada, corbatin negro y 
botin del mismo color debajo del calzón ; morrión 
de zuela dado de negro ; con escudo al frente con 
la inscripción República de Colombia^ co/dones y 
pompón amarillo 

Art. 33. La banda y orquesta do esta infante- 
ría usará casaca corta azul celeste con vueltas, 
cuello y forro encarnados, vivos amarillos, pan- 
talón celeste con franja encarnada: dragonas, pom- 
pón y cint&s encarnfÁlas en los brazos, cinco loa 
tambores, cornetas y músicos mayores, y dos las 
demiis ciases en la forma expl.cada para los cla- 
rines. 

Artillería ligera. 

Art. 84. Casaca corta azul turquí con vueltas, 
cuello y solapa del mismo color, forro y vivos en- 
carnados, con siete ojales amanilos en la solapa, y 
granadal amarillas en el cuello, pantalón azul tur- 
quí, corbatin negro, botin negro debajo del calzón, 
morrión lo mibmo que el de la in&ntería ligera. 

Artiileríade línea, 
Art. 35. Casaca corta azul turquí con vueltas, 
cuello y solapa del mismo color, forro y vivos en- 
carnados y granadas amarillas en el cuello, pan- 
talón azul turquí con franja encarnada, corbatín^ 
botin y morrión como la infantería de línea .oon 
la sola diferencia de que el pompón sea encarna- 
do. 

Zapadores, 

Art. 30. Este cuerno usará casaqa corta gris* 
coiígeudlOy vueltas y forro encarnado, vivos blan- 
oea^pautcdon gris, y en todo lo demás como la in- 

£intería ligera. , 

Oficiales del ^trcxto. 
Art 37. Los oficiales de eaballería ligera use- 
rán uniiorroe en todo igual al que queda detallado 
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para esta arma, y estando de fticcion llevarán car- 
tuchera terciada'det hombro izquierdo al costado 
derecho. 

Art. 38. Los oficiales de caballería de línea y 
de infantería y artillería ligera y de linea, vesti- 
rán así mismo el uniforme detallado á sus res- 
pectivas armas, con la advertencia de que siem- 
pre que se trate de franjas 6 cordones, se enten- 
derá por punto general, que habrán de ser de hi- 
lo ó seda hasta la clase de capitán inclusive, y 
que solo los primeros y segundos comandantes 
usarán franjas y cordones de oro, 6 plata según 
sus cabos. 

ArL 59. Los oficiales de tropa ligera y tp- 
dos los de caballería usarán morrión igual al de 
la tropa con cordones y con pluma de una cuar- 
ta de alto, del color del pompón de la tropa. 

Art 40. Los oficíalos de tropa de línea, ex- 
cepto en la caballería, usarán sombrero apunta- 
do y forrado en hule precisamente, hasta laclase 
de capitán inclusive, ribeteado con cinta negra, 
presilla de oro ó plata según sus cabos, la escara- 
pela nacional y pluma del color del pompón de 
la tropa de su arma, de una cuarta de alto, so- 
lo los 4)rimeros y segundos comandantes po- 
drán usar el sombrero sin el forro de hule, y ri- 
beteado cim galón de seda negra. 

Art. 41.' Los oficiales de artillería ligera, y de 
línea, llevarán granadas de metal en el cuello y 
faldas' de la casaca. 

Art. 42. Todos los oficiales de caballería usa- 
rán sables, y los de infantería, artillería, é inge- 
nieros llevarán espadas, excepto los de artillería 
ligera que también usarán sable. 

Art. 43. Los oficiales de caballería en todo 
acto de servicio llevarán el sable pendiente de 
tiros del color de la fornitura de su cuerpo, y los 
de infantería, ariÜlería é ingenieros en el mismo 
caso llevarán tahalíes del color de la fornitura 
de su cuerpo. 

Ari 44. Los oficiales da ingenieros vestirán 
casaca azul con vueltas, cuello, y forro encarna- 
doS| vivos blancos, solapa azul con vivo blanco, y 
con siete ojales de galón de plata de cinco hilos, 
y castillos en el cuello y en las faldas de la casa* 
ca, calzón azul turquí, bota regular, sus divisas 
respectivas, espada y sombrero apunUdo y for- 
rado en hule como los oficiales de línea, excepto 
los primeros y segundos comandantes que pue^ 
den usarlos sin forro. 

Art 46. Los oficiales de estado mayor de las 
plazas vestirán casaea axnl con vueltast eoello y 
forro axules, pantalón asql ; nn galón de oro de 
ires dedos de ei|c|io en las vfieMf sombrero apuo- s 
lado 7 fi>rradQ eomo el de los ofieiales de linea, 
espada en biricú y boU regular. 
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Art. 46. Los oácíales retirados usarán casaca 
Bznl (le corte militar con vueltas, cuello y forro 
azules, pantalón azul ; corbatín negro, bota regu- 
lar, espada en biricú, sus divisas respactivas, y 
sombrero apuntado y forrado en hule como los ofi- 
ci lies de línea, excepto los primeros y segundos 
comandantes qne pueden usarlo sin forro, 

EmpUadot de juiticia^ de administración p 

de salud. 

Art. 47. Los auditores de guerra usar&n casaca 
negra con cuello derecho, y en él un bordado de 
oro del ancho de ocho líneas, chupa y pantalón 
blancos: sombrero apuntado, y guarnecido de 
galón de seda negra con la escarapela nacional, y 
espadin en biricú negro. £i bordado confúrme al 
modelo que se dar&. 

Art. 48. Los comisarios de guerra usarán casa- 
ca azul con cuello y vueltas encarnadas, vivo 
blanco, un bordado de seis lineas de ancho en el 
cuello, pantalón blanco, bota regular, sombrero 
apuntado guarnecido de seda negra con la es* 
carapela nocioiul y espada. El bordado conforme 
al modelo que se dará. 

Art. 49. Los médicos y cirujanos mayores 
usarán casaca azul turquí con vueltas y cuello 
del misma color, y en él un galón de tres dedos 
de ancho ; pantalón azul, bota regular, sombrero 
apuntado guin necido de seda negra con ¡escarape- 
la nacional y espada, 

Art. 50. Los médicos y cirujanos ordinarios 
usarán el mismo uniforme que los mayores, difcr 
rendándose en que sus galones serán de un dedo 
de ancho y su sombrero apuntado forrado en hule. 
Los comisarios, médicos y cirujanos que hubie- 
ren obtenido, ú obtuvieren en lo sucesivo grados 
militares» tiefrarán las divisas correspondientes 
sobre el uniforme que se les ha detallado, y del 
mismo color de su botón. 

Alumnos militares. 

Art. 51. Usarán casaca azul con corte mili- 
tar, sin solapa con vueltas, cuello y forro azules y 
botón dorado, pantalón azul, bota 6 botín por de- 
bajo del pantalón ; corbata negra, sombrero re- 
dondo con la escarapela nacional y presilla de 
galón de cinco hilos. 

Art. 52. Dentro de los colegios usarán una le- 
vita azul larga, de tela apropiada al clima, con 
IxHon dorado; pantalón azul ó blanco, media 
blanca, zapato, corbata negra y gorro de cuar- 
tel aauL 

Dispoiieiojies generales. 

Art. 53. La infantería y artillería llevarán el 

1 botón y todos sus cabos de metal dorado, la ca- 

'ballería é ingenieros de metal blanco 6 píateadO; 
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y lo mismo loa empleados de la administración y 

de salud. 

Art. 54. En todo acto del servicio público lie* 
varán todos los individuos militares, el uniformo 
detallado f>or este reglamento, siempre que eon- 
curran en calidad de tales militares. 

Art* 55. En ningún caso podrá oficial alguno 
hacer el servicio militar con otro traje Ó vestido 
que su uniforme, y menos usar de divisas mili- 
tares sin llevar este ó el pequeño que se detalla- 
rá, ni llevar el uniforme sin todas sus correspon-. 
dientes divisas. No se permitirá que desde la cla- 
sp de subtenientes ha^ta la de primer comandan- 
te se usen charreteras con los canelones recogí- 
dos.para suplir Ins espoletas, y sobre esto habrá 
la mayor severidad, por cuanto se ha introduci- 
do un abuso muy general y subversivo del or- 
den que se establece en las divisas. 

Art. 56. Los oficiales generales podrán usar 
un pequefio uniforme reducido á casaca azul tur- 
quí con solo las vueltas y cuello bordados de 
oro ; pantalón azul ó blanco y las divisas cor- 
re>pondier)tes á su grado. También podrán usar 
con este pequefio uniforme el vombrero apunta- 
do sin galón, lo que se hace extensivo á los coro- 
neles. 

Art. 57. Los oficiales generales y coroneles 
en netos que no sean del servicio de armas, y en 
marchas y en campaña, podrán usar levita, 6 so- 
bretodo azul, con el sombl'^ro y faja correspon- 
diente á su grado. 

Art. 58. El resto de los oficiales del eiércrto 
fnrra de formación y para el servido de ducipli- 
na, y de cuartel, podrán usar levita azul, con las 
vueltas, cuello y botón como el de su uniforme, 
pantalón blanco ó azul, bota ó zapato y sombr.ero 
redondo con la escarapela nacional En los mis- 
mos casos podrán usar gorro de cuartel del color 
del de la tropa á que pertenezcan,de huleó pieles; 
pero tanto en esto como en las levitas se^ uní* 
formará cada cuerpo precisamente. 

Art. 59. Los oficiales de estado mayor usarán 
para asistir á sus oficinas el uniforme que les está 
detallado, pero sin solapa ni cordones. 

Art. 60. Los ayudantes de campo de los oficia- 
leñ generales usarán el uniforme del arma á que 
pertenezcan ; morrión como la caballería con 
plunra encamada de una cuarta de alto, faja celes- 
te sin borlas, cordones como los oficiales de esta- 
do mayor. 

Art 61. Para motilar á caballo, podrán osar- 
se dormanes por los oficiales generales y corone- 
les, y por los demás oficiales diaquetás, ponaer- 
vando los mismos colores de sus respectivos uni- 
formes, para la chaqueta, apello, vueltas v vivos. 
Los generales y coronelee en este caso lleTar&n 
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la fftja corre«ponclienle, y loa deinaa jefe* y oficia- 
les sttfl respectivas (íiviaat. 

Art- ^3l Tütlo oficial del ejército de cualquier 
(frailo qwe seo, en actos que no sean del servicio 
de armas podrá llevar el aniforme que le corres- 
ponda» con el cnhon del color que se le hubiese 
detallado para el pantalón, ó blanco, charretera y 
hebilla como sos cubos. 

Art. 63- La artillería é infantería de línea usa- 
rá fornituras ó correajes blancos, y la l¡ger& usa- 
rá fornitura negra. 

Art- 64. T«»do oficial de infantería y Briillería 
llevará tahalí del color de la fornitura de su cuer- 
no en todo acto del servicio; fuera de él llevarán 
ift espadfl en biricú 6 en tiros : es decir, que uno 
de estos dos métodos ha de adoptarse en cada 
cuerpo para todos sus oficiales. lii caballería lige- 
ra y de línea usarán blancos los portacarabinas, 
tiros de lo» sables y demás correaje. 

Art. 65 Los oficiales de caballería usarán en 
todo acto dtrl st'i vicio y fuera de él, sable con 

tiros. 

Artí 66. El vestuario de cuartel para todas las 
tropas íerá ile lieuao blanco, con las vueltas, cue- 
llo y franja como el de su uniforme, gorra azul 
i\e paRo, y mota del color del pompón 6 pluma 
di su morrión. 

Art 67 En campatia y en marcha lle?aráa 
fundas en los morriones : azule» toda la tropa li- 
gera, y blancas t4»da la tropa de línea. 

Art. 68. Cuando el gobierno designe su nú- 
mero á cada cuerpo de infantería y caballerín, \o 
llevará la tropa en la escarapela del morrión, 
sobre la funda de este y en la gorra de cuartel 

Art 69. Los r;> potes serAn azules 6 pardos: 
p#lro igual^'S en cada cuerpo desde el comandante 
primero hasta el último individuo* 

Art. 70. Totlos los cuerpos del ejército usarán 
el vestuario que hubieren recibido en el presente 
afiofy desde que reciban el correspondiente al 
año de 1827 no se podrá llevar otro que el detalla- 
do en este reglamento; pero como antes de for- 
marlo ge hubiese contratado vestuario para la ca- 
ballería enteramente distinto -del que ahora se 
fija, 'si el contratista no pudiere ya reformarlo ron 
sujeción al reglamento, los cuerpos que lo reci- 
ban lo usarán en aolo la clase de tropa y hasta 
romperlo; pero ios oficiales llerarán el que les cor- 
responda. ^ 

Art. 7L Conforme & los modelos que se dis- 
tribuirás 86 arreglarán precisamente los unifor- 
mes e^presadosi en su forma y corte ; bien enten- 
dido, qn« el que no estuviere arreglado á dichos 
modeioaao se permitirá usar de modo alguno. 

Art. 72« Loa generales y coroneles llevarán 
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una banda neffra del hombro derecho al costado 
izquierdo, ataña con una cinta encarnada, y un 
lazo también negro en el pufío de la espada. 

Art 73. Los primftros y segundos comandan- 
tes llevarán el mismo lazo en el puflo de la es- 
pada, y otro en el brazo izquierdo. 

Art 74. Loa demás oficiales de capitán inclusi- 
ve abajo llevarán solamente el lazo en el brazo 
izquierdo. 

Art 75. £1 estado mayor general, los coman- 
dantes generales, ios estados mayores de ejércitos, 
divisiones y departamentos, y los j^fus de ios 
cuerpos celarán el cumplimiento de cuanto va pre- 
preveniüo en este decreto, de cuya ejecución queda 
encargado el Secretario de EiStado del despacho 
de la Guerra. 

Dado, y firmado por mi mano y refrendado por 
el Secretario de E&tado en el Despacho de mari- 
na V guerra en ti palacio de.l gobierno en Bogo- 
tá á 20 de Julio de 1826, 1 69.— fVancMco dg 
PeLula Santander. — Por S. K el Vicepresidente 
de la República. — £1 Secretario de Estado del 
Despacito de Marina y Guerra, Carlos Soublttle. 

UNIFORMES MILITARES. RESOLUCIÓN EJECU- 
TIVA ns 13 DB K9IBRO DO 1842 reformando en 

parte el decreto anterior. 

Enero 13 de 1842« — Sr. comandonte de armas 
de la provincia de. — Circular. 

Atendiendo el Pi der Ejecutivo 6 lo representa- 
do por varios tenientes y subtenientes del ejército, 
sobre las divisas que caracterizan estos grados, ha 
resuelto con esta fecha, y en uso de la atribución 
que le concede el artículo W del decreto legisla- 
tivo de 24 de Enero de 1826, lo siguiente : 

19 La divisa del teniente berá una charretera 
de caneloncillo de pulf^ada y media de largo y una 
línea de diámi'tro en el hombro derecho, y una 
pala igual á U de la charretera en el. hombro iz- 
quierdo. 

29 La divisa del subteniente será una charrete- 
ra igual á la dri teniente en el hombro izquierdo, 
y una pala ígnml ala de la charretera en el hom- 
bro derecho. 

3^ Se prohibe expresamente que los pt i meros 
y segundos comandantas y los tenientes y sub- 
tenientes, que por las disposiciones vigentes y por 
la que hoy se libra usan palas, las sostituyan con 
charreteras recogidas, conforme á lo dispuesto en 
el articulo 65 del reglamento de uniformes de 20 
de Julio de 1826. 

La que comunico á US. para que publicándola 
en la orden de la pkza, tenffa su cumplimiento. 

Boy de US. atento serTidor. — F. Hemaig, 
UNIFORMES wnhttkKBB. resolüoio» ejbouti- é 

TA DB 23 BJE fK>TUBRis DB 1840 odictonal á l(k 
anterior. 
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Resuelto. — Dírase á los comandantes de armas 
de las provinciari 7o siguiente 

En adición á la resolución del Gobierno de 13 
de Enero de i842a](erHnd^ el decreto del Poder 
Ejecutivo de 'Colombia sobre uniformes y divisas 
militares res*iecto de estas últimas, y mientras se 
complementan las reglas que sobr^ el particular 
deben obf^ervarse en Venezuela ; S. £. el Poder 
Ejecutivo ha resuelto lo que sigue : 

19 Lotf sombreros de los oñciales de capitán á ba- 
jo, que por el citado decreto deben ser de hule, se 
usaran en adelante de paño ribeteado con galón de 
seda negra, y llevando en ellos la escarapela na* 
cional sostenida por una presilla de galón de oro 
ó plata según los cabos, cuyo diámetro será de dos 
pulgadas. Las punteras serán do hilo de oro ó 
plata no colgantes. 

29 Los sombreros de los jefes serán también de 
paño con ia escarapela nacional sujeta por una 
presilla de oro ó plata de 3 á 4 pulgadas de diá* 
metro, pudiendo ser esta última de trensas ó cor- 
dones entretegidos. Las punteras serán de cañe* 
Iones, y el ribete de los bordes de galón de oro ó 
plata con las dimensiones que siguen : 

Para lus comandantes hasta una cuarta de pul- 
gada de vista. 

Para los coroneles hasta 2 pulgadas. 
Para los generales de 2 á 3. 

30 Los oñciales de capitán á bajo usaban plu. 
meros que no exrcdaii del tamailo de una oupita- 
Los de infantería y artillería serán encarnadoa ; 
los de ingenieros blancos y los de caballería y Es- 
tados Mayores amarillos. Los comandantas de las 
respectivas armas, usarán penachos de lus mismos 
colores que quedan detallados. Los coroneles, los 
llevarán amarillos, y lus generales blancos ó tri* 
colores. 

49 Las dividas de ¿os subalternos continuarán 
en la forma prevenida en la citada resolución de 
13 de Enero de 1842, alterándose solamente en 
cuanto á la dimensión de los canelonciUos de las 
charreteras quo serán hasta de cuatro pulgadas 
como se usan actualmente. Los capitanes las lle- 
varán con las mismas dimensiones designadas para 
los subalternos. 

59 Be prohibe que los jeffS y oficiales en ac- 
tual servicio, cuando vistan uniforme, 6 que sin 
él vayan divisados, usen jo^as no militaras de 
modo que queden visibles, ni que lleven chAlecos 
y pantalones de otros coloies que blanco ó azul, 
y eorbttias 6 cofbatines que no sean negros. Tam- 
bién -se prohibe el uso de todo bordado, por estar 
atribuido exclusivamente á loa oficialea generales. 
1 Dada en Caracas á 23 de Octubre de 184ft 
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UNIFORMES MILITARB8. RBsoLücioif xiscu« 
TIYA DI 3 D£ MABZo OB iñtó fijando el que de* 
ben usar en todo acto del servicio los oficiales 
del ejército. 

Marzo 3 de 1843. — Considerando el Gobierno 
que ni el reglamento de uniformes de Colombia, 
ni ninguna otra disposición reconocen como di- 
visas las presillas qne usan los generales, jefes y 
ofícialea para asegurar las charreteras y espoletas, 
ha dispuesto : que para evitar toda duda y con* 
fusión, se observe en el ejército lo prevenido en 
las disposiciones del reglamento de uniformes de 
Colombia de 20 de Julio de 1826 qae está vigen- 
te, y son las siguientes. 

Art 54. En todo acto del servicio público lle- 
varán todos los individuos militares, el uniforma 
detallado por este reglamento, siempre que eon- 
curran en calidad de tales militares. 

Art. 55 En ningún caso podrá oficia] alguno 
hacer el servicio militar con otro traje 6 vestido 
que su uniforme, y menos usar divisas militares 
sin llevar este, ó el pequeño que se detallará, ni 
llevar el uniforme sin todas sus correspondieoles 
divisas. No se permitirá que desde la clase de 
subtenientes hasta la de primer comandante se 
usen charreteras con los canelones recogidos para 
suplir las espoletas; sobre esto habrá la mayor 
aeveridad, por cuanto se ha introducido nn abuso 
ifiuy general y subversivo del orden que se esta- 
blece en la divisas. 

Por tanto el Grobierno prohibe el uso de las 
presillas soles, pues siempre han de llevaise 
acompañadas de las charreteras 6 espoletas, y re- 
comienda á ios jefes de cuerpo, el cumplimiento 
de esta disposición. Comuniqúese á quienes cor- 
responda como adicional á la de 12 de Enero %l- 
timo, y publíquese todo en la Gaceta oficial. 

Por S. E,—Vrdaneta. 
UNIFORMES MILITARES. Cuáles deberán usar 
los oficiales de malina. Véase Marina degfuer* 
ra, L. de 16 de Abril de 1844, art. 17. 

UNIFORMES MILITARES. RESOLUCIÓN EJBCIJ- 
TIVA DE 26 DE SETIEMBRE DB 1851 disponieu» 

do que los jefes y oficiales del ejército emftea^ 
dos en la mlicia^ usen los de su grado enil* 

Secretaría de Guerra.— Sección segunda. 
Circular. — Curacas, Setiembre 26 de 185L 

Sefior Gobernador de ki provincia de 

Para evitarla irregularidad que debe oeaflienaren 
la milicia el uso de ns divisaste los jefea^y oficia- 
les del ejército que teogai) en eth soperíor grade; 
y para hacer extensiva á toda la de reaemí la ?•• 
solución del Poder Ejecutivo de II de AbrU do 
1849, por la cual se permitió al bataHon CéráeiBi 
qae entonces hacia parto de la goamicion de esta 
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eapitali el uso del uniforme de la iaenm pamia* 
nenie, dispone el Poder Ejecutiro : que las dÍT¡* 
sas de los jefes y oficiales del ejército, empleados 
de la milicia, sean las del g^ado que tengan en ella, 
y que los milicianos en activo servicio, 6 cuando 
puedan todos costearse el uniforme del ejército, 
lo usen con la limitación prescrita en el artículo 
09 del decreto reglamentario de la ley de milicia 
de 19 de Agosto de 1836. 

Soy, &.— Por S. E.^Muñcz Tébar. 

UNIFORME DE LOS CÓNSULES T AGENTES COMER* 

cíales. Véase Consulados vtfiezolanoSf D. E. 
de22de7a]iode]847. 
UNIVERSIDADES. Véase Insiruccion pública^ 

LU L art. i? n? 3? y art 40 y IV. hasta la 

xin. 

UNIVERSIDADES, decreto ejecutivo de 21 
DE ABRIL DE 1840 apHcando á la de Caracas 
varios biejies de los Convenios suprimidos, (*) 
José Antonio Páez^ Presidente de la República 
de Venezuela^ 4** 4*) 4** 
Considerando : 
10 Que conforme á lo dispuesto en los artícu- 
los 3? de la ley de 28 de Julio de 1821, 72 y 73 
de la ley de 18 de Marzo de 1826, 79 de la de 7 
de Abril del mismo afio y 69 del decreto de 23 
de Febrero de 1837 sobre la aplicación délos 
bienes y rentas de los conventos suprimidos, el 
Poder Ejecutivo ba cedido el cuerpo principal del 
convento de San Francisco de esta ciudad el co- 
legio de la independencia, en virtud de una con- 
trata, en calidad de reversión al Estado en su 
debido tiempo, y entre tanto á condición de la 
educación gratuita de un determinado número de 
nifios pobres ¡ y ha aplicado el otro cuerpo á la 
Universidad centra] ; el edificio del convento de 
la Merced á la Facultad médica ; 20.000 pesos 
de capitales de censos arreglados al colegio na- 
cional de Calabozo, y otros 20.000 pesos de los 
mismos capitales y la c<isa número 111 de la ca- 
lle de las ciencias al colegio de educación de ñi- 
flas en esta ciudad. 

129 Que según el núm. 59 del art. 72 do la ley 
de 1*8 de Marzo de 1826 citada, son rentas de las 
universidades centrales, las de los^onventos su- 
primidos en las respectivas provincias del depar- 
tamento, siempre que no se hayan aplicado á los 
colegios, ni sea preferente en lo sucesivo otra apli- 
• CBcion á los mismos á juicio de las dirpcdones y 
con aprobación del Poder Ejecutivo ; y 

39 Qne las rentas de los conventos suprimidos 
en esta ciudad, se encuentran en el caso del nú- 
mero 59 del art. 72 citado, respecto de la Univer- 

(*^ Avaq¡9» Ia ley de ioBtracoion pública ha hecho 
Jgaaf aplicación, este Decreto contiene disposiciones que 
no expresa aqnella. 
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sidad central, después do haberse herho las adju- 
dicaciones referidas, 

Decreto : 

Art 19 Con excepoion de lo aplicado hasta la 
fecha á otros establecimientos, se aplican á la 
Universidad central de Caracas, en virtud de las 
leyes citadas, todos los bienes y rentas, censos, 
derechos y acciones pertenecientes ¿ los conven- 
tos de San Francisco, San Jacinto y la Merced 
que han sido suprimidos en esta ciudad. 

Art 29 Tanto la Universidad central, como 
los colegios nacionales de Calabozo y de niñas de 
esta ciudad, cumplirán con las cargas correspon« 
dientes á los bienes y censos que se les han apli> 
cado. 

Art 39 Mientras estos establecimientos ponen 
en riaro dichas cargas y arreglan el modo de 
cumplirlas, la Universidad central continuará pa- 
gando de las rentas que se le aplican, los ICO pe- 
sos que el Gobierno ha dispuesto se entreguen 
mensualmente á cada uno de los religiosos A cuyo 
cargo están los templos de San Francisco, San 
Jacinto y la Merced. 

Art 49 También continuarán pagando las ren- 
tas de la Universidad el sueldo de 100 pesos men* 
snales seftalado al Secretario de la Dirección ge- 
neral de Instrucción pública, y 12 pesos para 
gastos de Secretaría, entre tanto se dispone de don- 
de deban salir estos gastos. 

Art 69 Es igualmente deber de ia Universi- 
dad satisfacer con las rentas que se le aplican las 
pensiones que ha seflalado el Gobierno á algunos 
religiosos, oque señale en adelante, conforme á 
lo dispuesto en el artículo 4^ del decreto legisla- 
tivo de 23 de Febrero de 1837. 

Art 69 El actual administrador de los bienes 
de los conventos suprimidos procederá á entre- 
gar al administrador de ia Universidad central 
por formal inventario, de qne se remitirá una co- 
pia firmada por ambos al Ministerio del Interior, 
todos los bienes, raices y muebles que están á su 
cargo, con las existencias de la administración, 
documentos, libros y demás del archivo, y desde 
que concluya dicha entrega, cesará en su destino. 

Art 79 El referido administrador de los con- 
ventos rendirá sus cuentas al tribunal mayor por 
el tiempo trascurrido desde que se hizo cargo de 
la administración hasta que la entregue, compro- 
bándola con las órdenes que ha recibido, y el tri- 
bunal mayor procederá á exaniinarlas tan luego 
como le sea posible, haciendo los cargos que re- 
sulten V exigiendo que sean satisfechos hasta li- 
brar el correspondiente finiquito, de que dará 
cuenta al Ministerio del Interior. 

Art 89 El administrador de las rentas de la 
Universidad, luego que reciba las de loe conven- 
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tos, entregará al administrador del colegio nacio' 
nal de Calabozo las escrituras de los 20.000 pesos [ 
que se han aplicado á dicho colegio, procurando 
que sean de aquellos capitales que so encuentren 
reconocidos por individuos cjue residan mas cerca 
jile aquel colegio, para facilitarle el cobro de los 
réditos, y entregará, lue^o que lo prevenga el Go- 
bierno, la casa y las esenturas de los 20.000 pesos 
aplicados al colegio de niñas de esta ciudad. 

Art. 99 La obra del segundo cuerpo del edifi- 
cio de 6an Francisco destinado á la Universidad 
central, se continuará por la Dirección general 
de Instrucción p6blica conforme al plano aproba- 
do, inviniéndose en dicha obra los sobrantes de 
todas las renta? de la expresada Universidad. 

Art. 10* Él Secretario de Estado en los Despa- 
chos i^el Interior y Justicia queda encargado del 
cunr.plimit*nlo de este decreto. 

Dado: ñrmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo ; y refrendado por el 
infraescrito secretario de Estado en los Despachos 
del Interior y Justicia, en Caracas á 21 de Abril 
de 1840, afto II9 de la ley y 30^ de la indepen- 
dencisé 

(L. S.) . ' José A. Páez, 

Keírenáñáo, "'Ángel Quintero, 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva db 
26 DB JUNIO DE 1839 aplicando á la reedifica- 
ción del edificio destinado á la de Caracas el 
sobrante de sus fondos. 

Junio 26 d« 1839. 
Resuelto. 
Dígase al Rector de ia Universidad central: 

Destinado el segundo cuerpo del edificio de 
San Francisco para el establecimiento principal 
de instrucción pública ó sea Universidad central, 
á cuya reedificación está aplicado el producto lí- 
quido de las rentas de los conventos suprimidos 
on esta ciud&d, es del interés de dicho estableci- 
miento la pronta conclusión de la obra ; y consi- 
derando el Poder Ejecutivo que las rentas que 
disfruta, después de cubrir sus gastos ordinarios 
y aun de pagar la dotación de alguna otra cáte- 
dra que se establezca como muy urgente, & mas 
de las que cuenta hoy dia, dejan un sobrante que 
unido á las existencias que tenga, llenará aquel 
objeto, ha resuelto aplicar también á la reedifica- 
ción jdel expresado edificio el sobrante de las 
rentas de la Universidad con las existencias que 
tenga, satisfechos qtie sean los gastos ordinarios, 
quedando en depósito del administrador de ellas 
hasta que se disponga otra cosa. 

Trascríbase á ia Dirección general de instruc- 
ción publica. — Por S. E, — Urbaneja, 

UNIVERSIDADES, rusolücion ejecutiva de 
13 PE AGOSTO DE 1639 declarando que la de 
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Carácoi no es ya la real y pontificia erigida 
por la Real Cédula de í^ de Úiciemhre de 
1721 en el ediñcio del Seminario conciliar^ 
sino la central creada por la ley de ÍS d$ 
Marzo de 1626, y que ni el Redor ni la Jun» 
ta de inspección deben arrogarse el titulo de 
defensores de la causa de estudios ante el Su* 
prono Gobierno. 
Bepública de Venüzaela, —• decretaría de Estado «n el 
Despacho del Interior y Justicia.— Sección segunda. — 
Caracas 18 de «Agosto de 1839, afio 10 de4a ley y 29 de 
la independencia.— Nám. 409. 
Sefior Rector de la ÜDÍversidad central. 

Presentada al despacho la exposición que US« 
se sirvió acompasarme á su nota de 10 de Julio 
último, el Poder Ejecutivo se ha servido librar la 
siguiente resolución. 

La Universidad que hoy existe en Caracas, no 
es ya la real y pontificia erigida por la real cédu- 
la de 22 do Diciembre de 1721 en el edificio del 
Seminario conciliar, sino la central creada por lit 
ley de 18 de Marzo de 1826, que derogó cuales- 
quiera leyes y resoluciones, planes de estudios, 
constituciones ó reglamentos que hubiesen regido 
hasta entonces en las universidades &c., en cuya 
virtud la reglamentó el Libertador por su decre- 
to de 24 de Junio de 1827; y conforme á la re- 
ferida ley, esta Universidad como las demás de la 
Kepfibhca, deben estar separadas de los Colegios 
seminarios* 

En virtud del artículo 73 de la precitada hy^ 
aplicó el Poder Ejecutivo para la Universidad 
central uno de los dos cuerpos del extinguido 
convento de San Francisco, y para que pudiera 
cumplir la Dirección con lo dispuesto en el artí- 
culo 28 del decreto del Poder Ejecutivo de Co- 
lombia de 3 de Octubre de 1826, destinó para la 
reedificación del edificio las rentas de ios conven* 
tos suprimidos en esta capital. 

Se ha negado á mnndar poner á la Universidad 
en posesión de dichos bienes y rentas, por no te« 
ner el derecho con que los reclama, no habiéndo- 
se verificado la aplicación de que habla el ^ 6^ 
del artículo 72 de la citada ley, y porque dichos 
bienes estando aplicados por la ley á la instruc- 
ción pública %n universidades ó colegios, no lo 
están precisamente á la Universidad de Caracas, 
ni á este ó á aquel colegio deteitninadoy sino 
aplicables á discreción y porT:l recto é imparcial 
sentido del Poder Ejecutivo, que es el supremo 
director de la instrucción pública con sujeción á 
las bases establecidas por la ley : que es el poder 
nacional á cuyo discernimiento está crear colé* 
gios y universidades donde mas convenga que loa 
haya, para difundir en ia República la ensefianza 
y la ilustración. 

Cuando el Gobierno dispuso en resolución da 
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M de Janioy que ks existenpias j sobrantes de 
las rentas apUcadag á la enseñanza en la Unirer- 
údad central de Caracas, se invirtiese también en 
la edificación del edificio que ha de ocupar, salvo 
la erección de alguna otra clase que de presente 
se estimase necesaria, de tal manera que no se 
))riva la ensellanza publica de recibir el ensanche 
que por ahora necesite, y al mismo tiempo se 
cumple con el precepto de la ley, sobre que las 
noirersidades queden separadas de los colegios 
seminarios. Ademas del precepto de la ley, lo 
exige en Caracas la necesidad, pues todos están 
palpando que el Seminario no presta capacidad 
para los estudios generales. Los edificios son tan 
necesarios para los establecimientos públicos, que 
sin ellos no podrían existir : esta verdad nunca 
podrá ser ofuscada por vanas declamaciones» El 
aumento de rentñ á los catedráticos tendrá su 
oportunidad, iiirgo que se haya atendido á una 
necesidad mas urgente, cual es la del edificio á 
que ha de trasladarse la Universidad. 

Ni el Rectorado ni la Junta de inspección de 
la Universidad, deben arrogarse el título de de- 
fensores de la causa de estudios ante el Supremo 
Gobierno por acuerdos y providencias emanadas 
de su autoridad instituyente y protectora de la 
educación y enseñanza pública: menos aun ex- 
presarse y difundir la creencia de que el Gobier- 
no nacional distrae de su objeto las rentas que le 
ha designado la ley. Por tanto, se ratifican las re- 
soluciones de 25 y 26 de Junio último, & las cua- 
les se les dará su debido cumplimiento ; y se pre- 
viene que en lu adelante no se establezca en la 
Universidad central ninguna nueva enseflanza ó 
cátedra, sin que preceda el acuerdo de la Direc- 
ción general de estudio?, y la aprobación del Po- 
der Ejecutivo. 

Tengo el honor de comunicarla & US. para su 
inteligencia y fines consiguientes. 

Soy de ÜS. atento servidor, — D. B. Urbaneja. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva oe 
8 Dfe OCTUBRE DE 1644 declarando que el ca^ 
nónico lecloral de la Catedral de Mérida de- 
be regentar la cátedra de historia sagrada. 

Departamento de lo Interior. — Sección segunda. 

Caracas Octubre 8 de 1844. 
Resuello. — Erig;ida la Universidad de Mérida, 
el Seminario quedó sujeto en cuanto al régimen 
escolar á los estatutos de aquella, y la clase de 
escritura que regenta el Lectoral se encontró so- 
metida á un nuevo plan de estudios, como se ha- 
bia previstQ.^n la real cédula de erección de la 
canongía. Qpn arreglo 6 él debe, pues, el Lecto- 
ra] ensefíar la sagrada escritura. Esta obligación 
no solo la tiene por la cédula citada y leyes.de 
Indias, sino que la presi^ipone y confiínuí la ley 
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9^ del cfidigo de instrucción pública. Antes de 
expedirse esta, y apoyado en varios fundamentos 
el Gobierno, no obstante las representaciones del 
señor Dr. Olivares, habia declarado qiio este no 
debia devengar sueldo de catedrático de escritu- 
ra por ser este servicio una carga anexa al bene- 
ficio del canónigo Lectoral, así como lo es del 
Penitenciario emplear diversas horas en el confe- 
sonario y del Doctoral y Magistral ejercer otros 
oficios distintos del servicio del coro y altar equi- 
valentes al desempeño de una cátedra con que 
está gravado el Lectoral. A pesar de et^ta decla- 
ratoria, el señor Dr. Erazo después del falli^ci- 
miento del Dr. Olivares, se opuso A la cnnt>ngía 
que este obtenia, y habiéndosele conferido, se con- 
trajo al desempeño de sus deberes como catedrá- 
tico de la Universidad, hasta que lia comenzado 
á excusarse, reproduciendo los mismos fundamen- 
tos que habia alegado su antecesor. £1 Gobierno 
no los creyó entonces bastantes, y hoy no tiene 
motivo para variar de opinión. Juzga, pues, que 
la Junta de Gobierno de Mérida ha obrado recta- 
mente, negándose á com'escender con los deseos 
del señor Lectoral : espera que este no rehuse en 
lo sucesivo el ejercicio de sus' funciones como ca- 
tedrático, y que si aun tiene que representar, lo 
haga al Congreso, por no estar en Lis facultades 
del Gobierno acceder á su solicitud. El señor 
Rector de la Universidad de Méridí, ilará cuen- 
ta por medio de la Dirección del resultado de es- 
ta resolución. — Por S. E. — Cobos Fuertes, 

UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva dé 
31 DE MARZO DE iSiUí estableciendo reglos pa- 
ra ¿os casos de empate en los actos de las fa- 
cultades. 
Secretaría de lo interior. — Sección segunda. 

Caracas Marzo 31 de 1845. 
Resuelto. — Habiendo consultado el Presidente 
de la Facultad de ciencias fílosófícas de esta Uni- 
versidad, que lo es también de la de Filología, si 
podria dirimir los casos de empate que ocurriesen 
en los actos de aquellas^ corporaciones por medio 
del voto de calidad que como tal presidente juzga 
tener, S. B. el Presidente de la RepCibiica ha dis- 
puesto como regla general para todos los casos 
que puedan ocurrir, que en materias opinables« 
los presidentes de las facultades de las Universi- 
dades tienen el mismo derecho qtie confiere á los 
Rectores la función 12 del artículo 3? del capítu- 
lo 19 del reglamento de Universidades; pero que 
en votaciones sobre elecciones, los empates deben 
decidirse por la suerte según lo dispuesto por el 
Gobierno de acuerdo con el voto del Consejo de ^^ 
28 de Febrero próximo pagado. 

Por S. E. — Cobos Fuertes. 
UNIVERSIDADES, rbsolvcion ejecutiva db 



Ti)3l0 in 



46 



360 



t&ATBO Dft lá UmBítÁfín» 



uní 



i5 OE MARZO D£ 1847 declarando que es ala 
Junta de inspección y Gobierno á quien toca 
hacer la asignación de las gratificadonea que de* 
ben darse á los preparctdores de las clases de 
ciencias físicas y experimentales. 

Secretaría del Interior.-^Seccion segunda. 

Caracas Marzo 15 de 1847 
Resuelto. — Dígase al Sr. Rector de la Univeisi. 
dad de Caracas. 

Para resolver la consulta que acordó hacer la 
respetable Junta de inspección y gobierno de esa 
Universidí d, y^que US* trasmitió al Gobierno en 
oficio de 5 de Febrero último número 167, acerca 
de la autoridad á quien corresponda hacer la asig- 
nación de las gratificaciones niensualest que se 
hayan de dar á los preparadores en las clases de 
ciencias experimentales, tuvo á bien el Poder 
Ejecutivo oir la opinión de la Dirección de instruc« 
ciun pública que la ha emitido en la forma si- 
guiente. 

*' La ley 9^ del código de instrucción pública 
expedida en IP43 comprendía por el número 4 de 
su artículo 2 entre los gastos de la Universidad 
la gratificación de 1 Ó ) esos mensuales para los 
preparad' res de Inp clases de ciencias experimen- 
tales y demostrativas, y determinaba que el profe- 
sor respectivo diese al preparador una boleta que 
expresase hoÁter trabajado en el mes^ 6 parte de él 
para devevg-ar el todo 6 la mitad ó cuarta parte ; 
y que en virtud ,de eíta btdeta visada por el Rec- 
tor, el a<iiniriistrador pngase la asignación." 

»»Lo eventual del gasto délos preparadores, que 
podía ser por U totalitlad de (a cuota, por la mitad, 
cuarta parte ó nada, como la misma ley lo recono- 
cia, dio motivo á que al reformarla en 1844 no se fí- 
jase aquella, y limitándose el legislador á indicar el 
fasto sin sefñlar cantidad, lo unió en una misma 
isposiciou con el que causan los artículos nece- 
sarios para las mismas preparaciones, que también 
es eventual, y que entes corrí ^i en párrafo separa- 
do, y determinó el modo de proveer á estós ero- 
gaciones adicionando el numero 19 del artículo 3 
en estos términos : ** Son gastos extraordinarios 
y eventuales de las Universidades : I9 los indis- 
pensables y del momento qne acuerden las juntas 
de gobierno para la buena administración de 
las rentas, fomento de esas y cur^ ffeneral de 
la enseñanza," quedando por consiguiente com- 
prendidas on esta última frase dichas erogaciones, 
como lo están otras del mismo género, y que mo- 
tivaron las reformas de la ley por las dificultade- 
que ocurrieron ai llevarse á electo las disposicio* 
nes de la de 1843 sobre eiertos gastos. Ed la ley 
de 1846 no se hizo alteración a^na sobre este 
particular. Fondada la Dirección en las raseonee 
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expresadas, opina que es á la Junta de Oobiemo 
lá, qiifen toca disponer el gasto.** 

Y habiéndose conformado S. E. con este dicta- 
men, tengo el honor de decirlo á US. en contesta- 
ción á su nota citada y á los fines consiguientes. 

' Por S. E.'^Quintero* 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva 
DB 29 BE JULIO DE 1845 declarando que el 
Vicerector y el Secretario de la Facultad de 
ciencias filosóficas tienen asiento y voto en los 
actos que celebren por separado las faGuUa- 
des de filosofía y filología, 
Repühlica de Venezueui, — Dirección general 
de instrucción pública, — Caracas 28 de Ju- 
lio de IS45, año I69 de la ley y 35^ de la 
independencia. 
Sefior Secretario del Interior. 

Con fecha de ayer ha acordatlo la Dirección 
lo que sigue.—** Se dio cuenta de un oficio del 
se&or Secretario del Interior en que transcribe 
otro del sefior Rector de la Universidad de eeta 
capital, consultando si el Vicepresidente de la fa- 
cultad de ciencias filosóficas tiene asiento en las 
reuniones de la de filología no supliendo al Pre- 
sidente ; y si dicho funcionario y el Secretarb 
tienen voto en ellas. El Gobierno ha querido 
oir la opinión de la Dirección general acerca da 
la duda ocurrida al señor Kector, y ai efecto se 
leyeron las disposiciones que rielen en la mis- 
ma. Por el artículo 23 ley 4^ del código de in*- 
Iruccion pública se previene que las facultades da 
ciencias fílo:«ófícas y humanidades se reúnan pa- 
ra formar una sola, y por el 24 se manda que 
nombren un Presidente, un Vicepresidente y un 
Secretario. La duda que en esta materia pudi^ 
ra ofrecerse parece que queda desvanecida por 
la disposición del final del citado artículo 24 que 
dice qne dichos funcionarios sean nombrados 
*^ para que dirijan los actos y ejercicios cientí- 
ficos y literarios de la facultad ;'' y que por úl- 
timo el punto oueda determinado con la dispo- 
sición del artícelo 3? capítulo 9^ del decreta r^ 
glamentario de las Universidades en que se pre- 
viene, que lo8«referidos funcionarios sirvan a las 
reunio7iea de una y otra facultad» Así, paes, la 
Dirección es de sentir que el Vicepresidente y 
Secretario tienen asiento y voto en los actoa qus 
celebren por separado las dos facultades eegan 
sus atribuciones." — Tengo el honor de transcri- 
birlo á US. en cumplimiento de su orden de 15 
del corriente. 

Soy de US. atento ser^ukit.'^osé^Várgas. 
Departamento de lo Interiar.^-^eccian segunda. 

Carácaa Jallo 29 de 1845. 
Resuelto. — El Poder Ejecutivo ee conforma con 
la opinión qne contiene la noU anteriori y r*» 
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0uelve aaf la eonsiiltaqae le jdM márccii* TraoB* 
cribase & la Universidad y Ajase ala Dineedon 
para su cosociiniento.-^Por'S. E.— *Caftoe Aer- 
fes.— Es eopia.— Co&M Fuerte8^ 
UNIVERSID4DCa bbsolüoioii s^ecutita be 

19 DE AousTo DE 1846 Üetandú reglas para 

la enajenación de sus bienes. 

Secretaría del Interior.-— Sección 2A 

Caracas Agosto 19 de Í846. 
Bcsaelto.— Dígase 4 la Dirección general de inslrncdoo 

pública 7 Rectores de Iss Uni^enidades. 

Habiendo resuelto la Junta de inspección y go« 
bierno de la Universidad de Caracas imponer á 
censo el valor de dos solares de su propiedad, 
consultó al Ck)bierno acerca de las formalidades 
con que debia proceder en el negocio ; y habién- 
dose considerado oportuno oir el informe de la 
Dirección de Instrucción pública, se le excitó A 
darlo, como lo hizo en 30 de Junio último, propo- 
niendo al Gobierno por punto general se reser- 
vase la aprobación de las proposiciones que se 
hiciesen con el objeto de comprar cualquiera finca 
perteneciente á las universiaades y aun en otros 
casos de que hace mención en su informe. 

El Poder Ejecutivo reconociendo la importan- 
cia de dictar regias para la enajenación de dichos 
bienes, por no haberse dispuesto nada en las le- 
yes ni en el reglamento general de universidades 
expedido en virtud de la ley 14.* de Instrucción 
pública, quiso que en cumplimiento de esta ley se 
oyese sobre la materia al Consejo de Gobierno ; 
y habiendo emitido este respetable cuerpo su opi- 
nión en 13 del corriente mes en armonía con el 
de la Dirección, ha resuelto : que en la enajena- 
ción de bienes de universidades se observen las 
reglas siguientes : 

I& Cuando la Junta de Gobierno de alguna de 
las universidades de la República, estime conve- 
niente la enajenación de cualquiera finca que 
pertenezca al establecimiento, lo representará al 
Poder Ejecutivo por conducto de -la Dirección 
general de Instrucción pública expresando los 
motivos que en su concepto hacen necesaria y 
conveniente la enajenación ; bien sea que esta 
se haya de efectuar por dinero, ó bien en cambio 
de otros bienes, ó para reconocer á censo el pre- 
cio de la finca. 

S& La Dirección general de instrucción públi- 
ca elevará al Gobierno con su informe favorable 
6 adverso h solicitud de la Junta, para que recai- 
ga la resolución correspondiente, que se comuni- 
cará por el mismo conducto á la Junta respectiva. 

8* Si en virtud de esta resolución debiera pro- 
cedérse á la venta de alguna finca, la Junta de 
Gobierno hará practicar un justiprecio de eJla 
por peritos que nombrará al efecto debiendo ele- 
girse dos, si fiíere posible, para cada arte* 
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4^ En seguida se hará anunciar por carteles 
que se ¿jarán en la puerta de la Universidad y 
lagares públicos de la parroquia en cuya jurisdic- 
ción estuviere situada \% finca, que va á venderse 
esta, su justiprecio y los términos y condiciones 
de la vento ; invitando á todos Jos que quieran 
hacer proposiciones á ocurrir á la Junta de Go- 
bierno ó autoridad que designare el Poder Eje- 
cutivo para entenderse con la Junta si fuere difí- 
cil dirigirse á esta en algún caso. 

5^ Dentro del plazo que se asigne en los a?i- 
sos, el cual será mas ó menos largo en conside- 
ración á la distancia y demás circunstancias que 
deban tenerse presentes, se admitirán las propo- 
siciones que quieran hacerse, y entre ellas elegi- 
rá la Junta de gobierno y recomendará al Poder 
Ejecutivo por conducto de la Dirección la que 
crea mas ventajosa. 

6^ Si después del lapso del tienapo sefialado 
se hiciere alguna propoáicinn, la Junta dará tam- 
bién cuenta de ella para que se tenga presente 
por el Gobierno al expedir su resolución, admi- 
tiendo ó rechazando la que se recomienda. 

7^ Cuando se rechace la proposición, ó no se 
haga ninguna aceptable, de lo cual se dará avi- 
so al Poder Ejecutivo, este resolverá lo que cor- 
responda hacer en cada caso. 

Por S. E — Cobos FuerUs. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 

6 Ds MAYO DB \^1 aclarando la regla 4a de 

la resolución anieriur. 

Secretaría del Interior. — Sección 2& 

Caracas Mayo 5 de 1847. 

Resuelto. — El Poder Ejecutivo en vista de la 
propuesta que le hizo la Dirección de instrucción 
pública, y del voto favorable del Consejo de Go- 
bierno, dispone : que las condiciones á que se re- 
fiere la regla 4a de las que deben observarse en 
la enajenación de bienes de las Unlverí»idí\<!cs, 
seffun Ja resolución de 19 de Agosto de 1846 pu- 
blicada en la Gaceta de Venezuela númrro 812| 
sean: 1' acreditar ante la junta con ceriificacion 
del respectivo Registrador, que los bienes que se 
hipotequen están libres, debiendo valer por lo me- 
nos, doble cantidad de la que se reconoce, sin que 
para comprobar este valor puedan admitirse prue- 
bas supletorias ; y 2^ dar fiador á satisfacción de 
lasjuntaa Dispone igualmente oue en la coloca- 
ción de dinero á interés y en los arrendamien- 
tos, las condiciones sean estas mismas; y que ade- 
mas se fije el tiempo que deba dorar el con- 
trato* 

PorS. E.— Q»/»/em 

UNIVERSIDADES. Aumento de sueldos de 
los catedráticos de filosofía de las de Caracas 
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V Mérida. Véase S%tLÍQt Rlt E& de 9 de 
Diciembre de IS 17, y 4 de Abril de 1856. 

UNIVERSIDADES. Qué se obuerTárA caan- 
do sus catedráticos tengan que eoncolrir al 
Congreso ó la Dlpatacíon provincial. Véase 
Instrucción pública^ R. E. de 11 de Abril de 
1 853. 

UNIVERSIDADES. De dónde debci sacarse 
el impuesto municipal sobre Ins casas respcc-. 
to de las de su propiedad, y el costo cte los II» 
bros necesarios a) tribunal académico, y fa- 
cultades de ciencias, para sus actas. Véase la 
Nota. (•) 

UNIVEílSÍDADES. resolución ejhoütiva de 
31 DE ENEEin Ds 1853 mandando que liqui' 
den svs créditos contra el Tesoro páblicOf y 
los remitan á la Secretaría de Hacienda. • 

Secretaiíi del Interior.— Sección cuarta. 

* CarAcas, Enero 31 de 1866. 

Resuello. — Dígise á los Rectores de las Uni- 
versidades y INesidenles de las Juntas de los Co- 
legios nacionalef» ; y publíquese. 

Inmediatamente que US. reciba esta comuni- 
cación dará las órdenes mas terminantes al efec- 
to de que el A <i ministrador de las Rentas de esi 
Universidnii (ó C.»|pgio) practique una liquida* 
cion general de ios créditos que tenga contra el 
Tesoro pú))l¡C4s ya sea (si es colegio) por las can- 
tidades que h«ya dejudo de percibir por cuenta 
del auxilio anii il del decreto de I9 de Abril de 
1842, ya sea pi>r cmpréáiilos que haya hecho al 
Gobierno tn Lis campañas de 184S y 49, 63, y 54, 
ó por cualquier otro respecto. Dicha liquida- 
clon se r- jriiiirá inmeJiaiamenle á la Secretaría 
de Hacienda para la calificación y reconocimien' 
to correspondioníes por la Tesorería general y 
'IVibunal de cuentas según estvi prevenido en el 
decreto de la materia de 30 de Noviembre últi- 
mo, dando cuonta á este Ministerio del cumpli- 
miento exacto de esta disposifion baJD la mas es- 
tricta responsabiiiddd del Administrador, de los 
miembros de l.i Junta ó de US mismo,' si por 
omisión ó tipgl gencia llegase á pasar el término 
prefijado y hacir dudosa la It^gítima acreencia de 
ese establecimiento contra el Tesoro público. Lo 

(*) El Secretario dv^l laterior en su Memoria de 45 
p. 14. contrayéndose á la Universidad de Caracas, dice : 

" Consultó" el Rector de este instituto cómo podrU ha- 
cerse el gasto, 1. ^ : del impuesto municipal de medio al- 
quiler mensual que carga sobre los casaa de alquiler en 
virtad de una ordenauxa de la Diputación provincial, y 
2. "^ del costo de los libros que necesitaban el Tribunal 
académico, y cada ana de las faca'tades para esteader 
las actas de sus sesiones, y el Gobierno resolvió que no 
habia inconveniente para que se estriñesen do las len- 
tas do la Universidad como gastos indispensables para la 
buena administración y curso regular de la ensefianza." 
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digo á US. d« orden etpraaar d« 8. Ei él Poder 
Bjeeutifo. 

• Soy^ ¿Dc««^Pot S< Ré*-^(Xriaoh* 
Ui\IV£RSID\De& SepamcioQ de lü de Ca- 

ráeat del SennAom tndeotifto de Santa Rosa. 

Véase Semiiüirie UidinHuo de Santa Ros€u 
UNIVERSIDADES. rbsolücioxV bjecütita 

DE 29 DB haVo DH 1856 restableciendo en l<k 

de Mérida la eáUdra de gramática coste* 

llana. 
Secretaría del Interior. — Sección cuarta. 

Caracas, Mayo 2S de 1856. 

Señor Rector de la Universidad de Marida* 

£1 Foder Ejecutivo se ha impuesta del expe- 
diente creado á solicitud del señor 'Rafael Joaé^ 
Castillo pidiendo su reposición en*' la clase de 
graniéltica castellana de esa Uní? er'sidad, de que 
fué separado por decreto del Rectorado de 3 da 
Julio ültin)o, fundado, en que la DiputactoQ pro-, 
vincial habia dejado de presuponer el sueldo del 
catedrático aquel aftOf y que dicha clase no po*^ 
dia continuar á cargo de la Universidad sujeta ó 
tales eventualidades j^ y consideraodo : 19 que la 
creación de la clase de gramática castellaua en 
la Universidad de Mérida, es un acto de la Di- 
putación provincial que aceptó la Junta de G:o-. 
bieriio y. la Direecipq de Instrt»ccion. publica b%- 
jo de cuyas reglas y estatutos la instituyó la Cor 
inaia provincial; !¿9 que no es cierto el princl- ■ 
pío, que asienta el Decreto del Rectorado de eg- 
tar derogada la citada orde/)enza por haber dej^« 
do de colocar la partida del sueldo en el presu- 
pue:»to, porque las leyes se derpgan por los mis- 
mos^ tránnites y formalidades con que se estable- 
cen (artículo 102 de la Constitución) : 39 que en. 
las atribuciones del. Rector generalmente nin- 
guna le autoriza para suprimir cátedras estable- 
cidas según las leyes ; 49 que can la supresión. 
de dicha cátedra, se irrogan perjuicios á hie^ 
alumnos, como materia obligatoria para entrar 
al curso de fíloaofía (artículo 59 ley 7^> del Có- 
digo de Instrucción pública), los cuales perjui- 
cios se hubieran evitado aceptando la oferta del 
catedrático para continuar la clase, haciendo su- 
ya la cuestión del cobro de les sueldos á la Dipu- 
tación provincial; 59 que en los. documeotoc 
acompasa los por la Junta de Gobierno en 30 de. 
Abril último y en el oficio del mismo dia del 
Rector se informa que aun continua rigente la 
ordenanza de 9 de Diciembre de ISSS que creó, 
dicha clase, en lo cual se manifiesta tanto por la., 
Diputación como por la Universtd<^<l ®Í deeeo de 
la reinstalacioffi y continuación de la cátedra í. 
por estas razones se ha servido el Poder Ejecu- 
tivo declarar : que se vuelva á abrir la clase de 
gramática castellanfi instituida en esa Uniy^rai-u 
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ónú por la ordenanza de Ja Dipotacion prorin» 
cial de O de Diciembre de 1853, 7 qae el cate- 
drático nombrado cobre por su cuenta los suel- 
dos que le corresponda n como ha pedido en sus 
OBcritos, sin que esa Universidad tenga mas que 
intervenir en esta parte, sino en lo económico y 
legal .^ie U materia • -del catedrático y de los 
alumnos. 

Lo digo á US. para su íuteligencia y cum- 
plimiento. 

Soy &c. — Por S. E. — Parejo. 
UNIVERSIDADES. Vé^se Insiruccion públi- 
ca en todds los ramos que les conciernen- 
UNIVERSIDADES y colkgiuS. Autorización 
a] Poder Cjfcutivo para reglamentar la ense- 
ñanza en ello?. Véase Instrucción pública, 
L. 14a 
ÜRAO. Cesión de este mineral á las rentas mu- 
nicipales de Mérida. Véase Mérida (provincia 
de) D.i]e 17 de Abril de 1839. 
URBANIDAD y buenas maneras (clasb de). 
»Su establecimiento en las universidades y cole- 
gios. Véase IrtslruccioTt pública^ D. de 17 de 
Marzo de 1855. 
URDANETA (oenbral rafael). Pensiona su 
viuda. Véase Pensiones^ D. de 1^ de Abril de 
1846. 
UZLAR (coronel) (hoy general) (juan). Be* 
creta de 31 de Enero de 1851 co7iced¿éndoU el 
sueldo de su grado durante su vida. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venf'zuéla reunidos en Congreso. 
Vista la solicitu;! del coronel de infantería Juan 
Uílar, y 

Considerando : 

Que este benemérito jefe presta grandes é im^ 
portantes servicios ft Venezuela en la guerra de la 
independencia. 

Decretan : 

Art. Gnico. El coronel Juan Uzlnr gozará du- 
rante su viJa de la totalidad del sueldo de su gra- 
do militar. 

Dado en Caracas á 29 de Enero Je 1651, alio 
2% de la ley y 41 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Francisco Aranda. 
— EÍ Vice-presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Miguel Anzola — £1 Secretario del Sena- 
doy José Ángel Fretre.—El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, José Padilla, 

CaráiUtf» Enero 31 de 1851, alio 22 de la le^ 
y 41 de la Independencia — Ejecútese* — Anionto 
£>• Gtiirman.*PorS. £. — El Secretario de E.en 
Ipt Oeepftehoe de Guerra y Marina, José AuHria, 
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VACANTES DE LA« IGLE9I AS METROPOLITANAS, 
DIGNIDADES Y 0TB08 BENEFICIOS BCLESIÁSTI- 

GO& Véase Paironalo eclesiástico^ art* 11 al 
41. 
VACANTES DE LOS. concejos itUNici pales. 

RESOLUCIÓN EJBCVTltTA DE 31 DE MARZO DB 

1841 disponiendo el modo de llenarlas, cuando^ 
reducidos á tres miemhros^ se enfermase uno- 
de estos. 
República de Venezuela. — Gobierno superior 
de la profificia. — N. 27. — Maracaibo Febrero 
16 do 1841, I2y3l. 
Sr« Secretario de E. en los D. del interior y justicia. 
Dice el art. 66 de lá ley orgánica de provin* 
claque, '* cuando por algún accidente los indi- 
viduos de un concejo municipal quedaren redu- 
cidos á menos de tres, el Gobernador convocará, 
extraordinariamente la asamblea municipal res 
pectiva, y esta nombrará los que hayan de reem- 
plazar á los que hayan faltado. Las demás va- 
cantes en cualquiera de los destinos que se ejer« 
cen por nombramiento de la asamblea municipal- 
se Uenar&n por Jc>a concejos municipales á plura- 
lidad absoluta de votos ¿c. " El concejo munici- 
pal de^l cantón Altagracia se compone de cinco in- 
dividuos, incluso el presidente ; y la gobernación, 
eu uso de sus facultades, declaró nula la elección 
que hizo la última asamblea municii>al en dos 
miembros que debian reemplazar igual número 
que acabó su período legal; así es que quedó 
el concejo reducido & tres individuos. Mas de es- 
tos bft enfermado uno, y pasándose á curar á esta 
ciudad, quedando ya el concejo con solo dos miem- 
biOS hábiles. Según el artículo que dejo escrito, 
solo pueden los Gobernadores convocar las asam- 
bleas cuando el concejo quede reducido á menos 
de tres, caso rn que no se halla aqviel concejo 
pues que consta del expresado número, al propio 
tiempo que no puede reunirse porque un miem- 
está enfermo en esta ciudad, sin que puerla saberse 
cuando le seiá posible trasladarse ¿Altagracia» 
puesto que los médicos que lo reccmocieron, por or- 
den de esta gobernación, no han podido fijar la. 
época de su convalecencia, atendida la clase de 
sus males. 

En este conflicto, y creyendo esta goberAacioii 
qiw no es. llegado el caso de conrocar la asamblea 
porque el concejo no está reducido á mecos de> 
tres, al paso que no existe una disposición termi- 
nante en la ley que la autorice 6 convocar la 
asamblea en oiiro caso que el de ^ Tacante, hago "^ 
la presente manifestación al Gobierno por el 6r- 
geyío de US. gara (jue resuelva lo que á bien tí a«. 



354 



ISATaO DB LA LEQISUGKUI 



VAC 



ga, 6 consulte al cuerpo legislativo reunido, si no 
estuviere dentro de sus facultades la resolución 
que convenga dictar, pemfitiéndome observar á 
U^. que para los casos de esta naturaleza que 
oqflrran cuando la enferm^ad resistiese á los trata- 
miflntos médicos, ó se prolongase para un tiempo 
indefinido, convendría que precediese la separa- 
ción del impedido por renuncia hecha ó por va- 
cante declarada por el Grobernador, como sucede- 
ría en los casos de fuga, d&c. , pues si se mandase 
reunir las asambleas cuando enfermase alguno de 
sus miembros, tendria que tomarse esta medida á 
cada paso. 

Al someter al Gobierno esta consulta debo ha- 
cerle presente que el servicio municipal de Alta- 
gracia sufre y se atrasa por ocasión de no poderse 
reunir el concejo á quien atribuye la ley el desem- 
pefío de muchas é importantes funciones ; y yo 
espero que obre esta consideración en el Gobier- 
no para la mas pronta resolución. 

Soy de US. muy atento obediente servidor. 
J. E. Andrade, 

Sección S^^.—Carácas Marzo 31 de 1841. 

Resuelto. — El concejo municipal de Altagracia 
se compone, según la exposición del Gobernador 
de Maracaibo, de cuatro concejales y su presiden- 
te. Quedó reducido á tres miembros por la- de- 
claratoria de nulidad de la elección de dos de 
ellos, librada por el mismo Gobernador. En estas 
circunstancias enferma uno de los tres, en térmi- 
nos de hallarse físicamente impedido para el ser- 
vicio. Es, pues, llegado el caso del art 66 de la ley 
org&nica de provincias, porque de hecho, aun- 
que acaso temporalmente, queda por este acci- 
dente reducido el concejo á menos de tres miem- 
bros, no por vacante, sino por impedimento físico 
del concejal enfermo. £n este concepto resuelve 
el Gobierno, 19? qne se convoque extraordina- 
riamente la asamblea municipal para la elección 
de los dos miembros que faltan por vacante abso- 
luta ; 29) que siendo una excusa legal el impedi- 
mento físico suficientemente acreditado, se excite 
por el Gobernador al concejal que se halla en es- 
te caso á que proponga la excusa, y entonces, pre- 
vio el informe del concejo municipal, se ^declara- 
rala vacante, y se procederá al reemplazo corres- 
pondiente. 

Traseiíbase en contestación al Gobernador de 
Maracaibo y publíquese. — Por S, fi. — Quintero^ 

VACUNA. DECRETO EJECUTIVO DK 13 PE MAYO 

DB 1840 organizando este ramo* 
Jote Antonio Páez^ Presidente de la República 
de Venezuela d&, d&t &. 

Habiendo acreditado la experiencia que las re- 
sol ocion es Jibradas hasta ahora sobre vacuna ne- 
cesitan de algunas reformas : penetrado el Gobier* 
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de la importancia de este ramo y de que'seeQi»- 
plan con e¿cacia sus disposiciones: . .^ 

Decreto : 

Art. 19 Ckmforme á lo dispuesto en el arlfcuio 
95 de la ley orgánica de provincias de 24 de Abril 
de 1838, correrá á cargo de las juntas de sanidad 
el ramo de vacuna, llevando todo lo relativo á 
dicho ramo con entera separación de los demaa 
que les encarga la ley, y observando las diapos^ 
clones del presente decreto. 

Art 29 Son deberes de las juntas superiores 
de sanidad en el i*amo de vacuna. 

19 Disponer lo conveniente para que el pos 
Vacuno se conserve en todos los cantones de la pro- 
vincia, y si se bu bie^ acabado, solicitarlo de don- 
de se encuentre, bien por conducto del Hiniste- 
rio del Interior, bien por otro alguno. 

39 Acordar las medidas necesarias para que 
todos los habitantes de la provincia estén vacuna- 
dos. 

39 Velar al efecto en el cumplimiento de loa 
deberes que se imponen por este decreto á las 
juntas de sanidad de cantones y parroquias, usan- 
do para ello, los gobernadores de provincia en 
caso necesario, de la facultad que le concede el 
articulo 28 de la ley orgánica citada. 

49 Recibir de Ims juntas cantonales las n.Micias 
de los nacidos cada mes en las parroquias, y de los 
que de estos hayan sido vacunados y muertos s 
confrontar unas con otras, y si de la confrontación 
resultare que han dejado de serlo algunos, dispo- 
ner que se vacunen inmediatamente. . 

59 Formar cada cuatro meses, con vista de las 
listas de vacunados, un estado numérico de estoa, 
en toda la provincia con expresión de cantones y 
parroquice. 

69 Hacer que sus miembros facultativos obser- 
ven en los dias 59 y 9;^ á los vacunados para 
que en vista de sus observaciones, y de las que 
les dirijan lan juntas cantonales, 6 encargados de 
la inoculación, dicte las reglas convenientes para 
que esta tenga el mejor éxito, consultando á la 
Facultad médica los casos que lo merezcan. 

79 Disponer que un facultativo de la capital 6 
de otro lugar, pase á aquel en que no lo haya, k 
hacer la inoculación de la vacuna. 

89 Acordar las medidas necesarias para evitar 
que se propague la epidemia de la viruela en caso 
de que se presente, dando ademas en éste caso 
pronto aviso al Poder Ejecutivo por medio de la 
Secretaría del Interior. 

99 Reunirse por lo menos dos veeea; al m^ 
para ocuparse en lo concerniente á la vacuna» y 
dictar las providencias que requiera el negociado. 

Art 39 Son deberes de las juntas de sanidad 
cantonales en el ramo de vacuna : 



COLOMBIANA 7 VENEZOLARA VIOEOTa 



355 



aa 



asa 



aBEOM 



vaG 



I o Disponer lo conveniente pam qne se conser- 
ve en todas lad parroquias del cantón el ñuido va* 
«uno, y si no lo hubiere, pedirlo á la junta supe* 
hor 6 proporcionAr9elo por otro conducto. 

^ Hacer que dentro de un corto término que 
seflalará, sean vacunados todos los individuos que 
no lo estuvieren en el cantón, así como las criatu- 
ras que fueven naciendo. 

89 Bxiglrdeli»s venerables curas del ca on 
nna noticia de los niños que nacieren cada n^es, 
para señalar los que deban ser vacunados en ias 
tandas semanales del signiente. 

49 Hacer que los jueces parroquiales cit ?n, 
por medio de sus alguaciles, á los padres de os 
aiftos qne deben ser vacunados, y que ios obliguen 
á presentarlos para que lo sean. 

69 Disponer que el miembro ó miembros fa- 
cultativos ríe ella, el de ciudad ú otro, hagan la ! 
vacunación en \ns parroquias de la cabecera del 
cantón, y le den aviso de los niños que estando 
señalados, no les hayHii sido presentados para ser 
vacunadlos, á fin de que se obligue á sus padres 
á Que lo verifiquen, usando al efecto los jefes 
políticos, si fuere necesario, de la facultad que 
concede A los Gí»bern8dores el articulo 28 citado, 
y que extiende á ellos el 30 de la propia ley. 

¿9 Prop(»rcionar un facultativo que so encar- 
gue de la inoculación, en caso de que no lo haya 
en el cantón, ó avisarlo ¿í la junta superior para 
que ella lo proporcione. 

79 Disponer (jue el facultativo encargado de la 
inoculación en la cabecera del cantón ó en otra 
parroquia de él, d el que mande la junta superior, 
pase & aquellas que no lo tengan, con dicho obje- 
to. 

89 Remitir á la junta superior una noticia de 
todos los nacidos en el cantón en cada raes, y de 
loa que de estos se hayan vacunado ó muerto, 
para que cumpla con el deber que les señala el 
nftmero 49 del artículo anterior. 

99 Recibir del facultativo ó facultativos encar- 
gados de la vacuna en la cabecera del cantón, y 
de las juntas parroquiales, los informes y obser- 
vaciones que deben hacer sobre los casos que se 
presentaren en los vacunados, y dirigirlos H la 
junta superior. 

10. Dictar las medidas necesarias para evitar 
e) contagio de la viruela en caso de que se pre- 
sente en algnn punto inmediato al cantón 6 dentro 
de él, dando pronto aviso ala junta superior para 
que acuerde las demás providencias que juzgue 
oportunas. 

Art. 49 Bon deberes de la junta de sanidad de 
parroquias en el ramo de vacuna. 

19 Dictar las disposiciones necesarias para que 
8« conserve en la parroquia el pas vacuuo, süii- 
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citándolo, si no lo hubiere, da la junta cantonal, 

29 Tomar informes sobre los individuos que 
no estuvieren vacunados, y disponer que lo sean 
inmediatamente por el facultativo miembro de 
ella, 6 el que disponga la junta cantonal, asi conio 
los niños que nacieren en lo sucesivo, cifiéndose 
respecto de estos, al señalamiento que haga dicha 
junta, según lo dispuesto en el numero 39 d^l ^^' 
tículo anterior. 

39 Señalar los niños que deben ser vacunados 
en cada semana, si la junta cantonal no lo hicie- 
re ; en cuyo caso, pedirá una lista de los nacidos 
y muertos en el mes anterior al cura do la parrro- 
quia. 

49 Recibir del facultativo ó facultativos encar- 
gados de la inoculación, una noticia de los niños 
que debiendo per presentados para ella, no lo 
hayan sido, y de los que habiendo sido vacuna- 
dos, no se les hayan presentado al quinto y nove- 
no flia de la vacunación, y obligar á los padres 
de los que se encuentren en dichoscasos, áqae los 
presenten, usando los alcaldes ó jueces de pasi, 
presidentetü de las juntas, en caso necesario, de la 
facultad que Us concede el artículo 44 de la ley 
orgánica de tribunales, 6 el 53 de la precitada 
ley orgánica de provincias, 

59 Proporcionar un facultativo que haga la 
inoculación, si no lo hubiere en la prroquia, ó 
avisarlo á la junta cantonal para que lo proporcio- 
ne. 

69 Remitir todos los meses á h junta cantonal 
una noticia de los que han sido vacunados, para 
que la compare con la de los nacidos que han de- 
bido serlo, y pueda cumplir con el deber que le 
impone el número 49 del artículo anterior. 

79 Exigir del faquUativo encargado de la va- 
cuna los infornjes que debe darles sobre los casos 
que so presenten en los inoculados, y elevarlos 
h la junta cantonal. 

89 Acordar las medidas convenientes para evi- 
tar el contagio de la viruela en caso que esta se 
presente en algún punto de la ¡larroquia 6 inme- 
diato á ella, avisando prontamente á la junta can- 
tona] para que acuerde las providencias de su re- 
sorte, 

Art. 5^ Son deberes de los facultativos encar- 
ga dos de la vacuna : 

19 Hacer la inocnlacion por sí ó por persona 
aprobada al efecto por la Facultad médica. 

29 Recibir de la junta de sanidad respectiva 
la lista de las personas que deben inocularse , ano- 
tar las que no se hubieren presentado á serlo, y 
avisarlo á dicha jauta para que se les obligue* S 

39 Examinar cuidadosamente & los vacunados 
en los dias quinto y noveno después de la ino- 
culación: notar en un libro que llevarán al efec* 



3B6 



TBATBO DE LA IKHfi^tiUJK 



VAG 



rt I ' ■ n n^ririi-a - i nr i ir ii n i ■ w i i ii i i i i ' i r ' i rr' ■ ..... ■ - i i ■ ■ fc ■ ■ i ■ m^ ^^i^^^^^"^"^ 

to, el suceso bueno 6 malo do esta con todas las 
observaciones t]ue Jusgue conyenientes, exigen* 
"doso como indispensables, la de los accidentes 
que hayan sobrevenido, ó la de la complicación 
con otro mal, el buen 6 mal carácter del joprano, 
su laceración, de, y dar á la junta los informes 
convenientes. 

49 Advertir á les encargados de las criaturas 
vacunadas los medios de cuidar los granos de la 
vacuna y de corregir los síntomas ligeros que 
ocurrieren. 

69 Avisar á las juntas cuando dichos encarga* 
dos no presenten las criaturas al quinto y noveno 
día de la inoculación, para que so les obligue á 
ello. 

69 Conservar el pus vacuno por medio de la 
inoculación sucesiva ó en eos tres. 

79 Manifestar á las juntas los casos ocurridos 
en la vacunación que deban consultarse á la Fa* 
cuitad médica, y preparar la consulta para que 
la junta 1& dirija. 

Art. 69 Los gastos del facultativo ó facultati- 
vos que se proporcionen las juntas cantonales, ó 
que comisione la junti superior, deberán, los ff o 
bcrnadores en su caso, y los concejos municipales 
en el suyo, disponer pue se hagan de la cantidad 
que hubiere señalado la Diputación para gastos 
imprevistos ó extraordinarios, y ocurrir á dichas 
corporaciones para ]iio acuerden una suma anual- 
mente con dirho objetó. 

Art 79 Las juntas de sanidad se reunirán pre- 
cisamente, por lo menos dos veces al mes, para 
tratar de lo relativo á la vacuna y hacer que el 
presente decreto tenga su puntual cumplimiento : 
est&s actas las llevarán en libros 6 cuadernos sepa- 
rados. 

Art 89 Quedan todos los facultativos en liber- 
tad de vacunar por sí, como función anexa á su 
profesión ; pero con la precisa obligación de pasar 
á la respectiva junta de sanidad una noticia de los 
vacunados en cada vez, de examinará estos en 
los dÍ8S quinto y noveno, y de informar á las jun- 
tas lo que crean conveniente cuando seles presen- 
te algún caso que lo merezca. 

Art. 99 Los presidentes de las juntas de sani- 
di^d deben obligar á los facultativos á que se re- 
here el artículo anterior á remitir las listas de los 
que vacunaren, y si resistiesen hacerlo, los apre- 
miarán conforme á la ley. 

Art 10. Se encarga especialmente á los jueces 
de paz y comisarios de policía el descubrimiento 
de las personas que no estuvieren vacunadas, y 
^ el deber de obligarlas á que se presenten á serlo, 
valiéndose en caso necesario de los medios que 
les conceden las leyes y ordenanzas de policía. 

Art. 11. Las juntas de sanidad luego que reci- 
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ban el presente decreto, procederán á eoücitar el 
pus vacuno, si no lo hubiere en loe lagares de sa 
jurisdicción, debiendo las superiores participar al 
Ministerio del Interior, si existe 6 no en la provin* 
cia y las medidas que acordaren paraconeegQirlo. 

ArL 12. Las juntas superiores deberán remitíf 
cada cuatro meses, principiandoel I9 del próximo 
J ulio, una copia del estado que debiea formar se* 
ffun el número 69 del artículo 29* de los vacuna- 
dos en toda la provincia, y dar los informes con- 
venientes sobre el estado del ramo en toda ella, 
proponiendo las medidas que sean del resorte del 
Poder Ejecutivo, y juzgue necesariaa para el 
mejor éxito. 

Art 13. El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia queda encargado de 
comunicar este decreto y de que tenga su pun* 
tual cumplimiento. 

Dado: firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo; y refrendado por el 
infraescrito Secretario de Estado en los Despachos 
del Interior y Justicia en Caracas á 13 de Mayo 
de \840.— José' A, Páez. 

Refrendado. — El Secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justicia, 

Ángel Quintero* 
VACUNA. Deber de los Gobernadores en cuan* 

to á su propagación. Véase Provincias^ art. 

13.— Id. de las juntos de sanidad. Véase id* 

art 05. 

VAGOS Y MAL ENTRETENIDOS. LbY DE I9 DB 

ABBiL DB^1845 sobre procedimiento y penas 

contra elíos, — gue reforma en ¿aparte referen* 

te la de 2S de Mayo de 1836, p. 200 deícuer- 

po comprensivo de las de ese año^ y 270, n* 

23 del cuerpo de 1651. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re* 

pública de Venezuela reunidos en Congreso, 

Considerando : 

Clue la ley sobre juicio y penas contra los va- 
gos y mal entretenidos ha ofrecido dificultades 
en su ejecución, y que para conseguir el objeto 
^ue los legisladores se propusieron es necesario 
reformarla, 

Decretan: 

CAPITULO PRIMERO. 

Calificaciones, 

Art. 19 Son vagos: 

19 Los que viviendo sin oficio ni beneficio, 
hacienda 6 renta, no comprueben los medios ho- 
nestos de donde les viene la subsistencia, cuando 
se les exija por la autoridad publica. 

29 Los que sin lesión bastante 6 vejez dema* 
siada que les impida ejercer algim oficio, andan 
pidiendo limosna. 

39 liOs que teniendo algún oficio, destino & 
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ocupación útíJ lo abandonan 8Ín causa justa para 
entregarse á la ociosidac!. 

49 L08 que andan por las calles promoviendo 
la ociosJdud con truhanerías y juegos de manos, 
y los que se entretienen en agencias y tráficos in- 
honestos. 

^9 ^^® ^"6 se ejercitan en pedir para imáge- 
nes y santuarios, sin permiso de la autoridad ciril 
y del cura del logar. 

69 Los que sin ser locos se hallaren habituai- 
roentf durmiendo en las calles por no tener hogar. 

79 Los jornuleros ó sirvientes que andan enga- 
ñando k Jos hacendados ó personas con quients 
se comprometen á servir, faltando por tres veces 
& sus Compromisos sin justa causa. 

Art. 2^ Son mal entretenidos : 

19 Los piitrocinantes de casas de juegos pro- 
hibidos por la li Yj ó do prostitución, y los que las 
frecuentan. 

29 Los dueños de casas ó lugares de juegos 
no prohibidos que los permiten en ellos en los 
días de trabajo, antes de las cinco de la tarde, y 
después de las diez de la noche, ó que consienten 
en tilos á los hijos de familia, pupilos, esclavos 6 
sirviente» domésticos, sin licencia de los respec« 
ti vos padres, tutores, amus ó dueños. 

39 Los hijos de familia y los huérfanos que 
escandalizan las poblaciones con sus malas cos- 
tumbres y ftilta de respeto á sus padres» tutores 
ó patnmos. 

49 Los que frecuentbU las casas de juegos per- 
mitidos en Jus dias de trabajo, antes de las cinco 
de la tarde, y Jos que permanezcan ^ ellas des- 
pués de lus diez de la noche. 

59 Loe que tienen la costumbre de andar ebrios 
por las calles, caminos ó lugares públicos. 

69 Los que por mas de una vez escandalizan 
su vecindario con pleitos ó algazaras. 

79 Los petardistas consuetudinarios. 

89 Los mayores de diez años y medio, y me- 
nores de diez y siete que vivan sin aplicarse á 
alguna carrera á oficio. 

^ CAPITULO II. 

Procedimiento y penas. 

Art. 39 Los jueces de primera instancia, alcal- 
des parroquiales, y jueces de paz están en la pre- 
cisa obligaeion de proceder contra los vagos y 
mnl entretenid(*s, de oficio, por denunciación ó 
por acusación, y los comisarios de policía en la 
de denunciar inmediatamente al juez de la parro- 
quia, los vagos y mal entretenidos que por cual- 
quier medio lleguen A saber que existen en sus 
cuarteles. 

Art. 49 Luego que alguno de los jueces men- 
cionados en el artículo anterior tenga noticia de 
que un individuo es vago ó mal entretenido, for- 
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mará un expediente sumario, estampando en él 
el auto de proceder, la denunciación ó acusación, 
las declaraciones de los testigos, y las demás diii- 
genrias convenientes á la comprobación del hecho; 
y resultando que el individuo está comprendido 
en algunos de los casos del artículo 19) librará 
orden de detención en la cárcel publica del lugar, 
V si lo estuviere en alguno de los del artículo 29) 
le hará citar. Gn uno ü otro cast> \h instruirá del 
motivo de la detención ó citación en presencia del 
secretario del tribunal áde los actuarios, y Je pre- 
vendrá que debe justificarse dentro del término 
de ocho dias y de la distancia cuando las pruebas 
hayan de instruirse fuera del lugar del juicio, 
apercibido de que no haciéndolo se le condenará 
conforme á esta ley. En este caso se les impon- 
drá también de los artíc los II y 12. 

^ 19 El auto y diligencias de que habla este 
articulo se firmaran por el juez y se autorizarán 
por el secretario 6 dos actuarios en defecto de 
aquel. £1 encausado firmará por sí, 6 por otro á 
su ruego, la notificación que se le haga. 

§ 29 El sumario y demás diligencias expresa- 
das en este artículo, se reservarán en el tribunal, 
y solamente se manifestarán al encausado ó su 
patrocinante para que haga su defensa, dándosele 
testimonio de lo obrado, si lo pidiere. 

§ 39 Las pruebas concernientes á la defensa 
se promoverán ante el mismo juez de la causa, y 
se evacuarán con citación del procurador muni- 
cipal 6 sindico parroquial que hará de fiscavi. El 
reo ó su defensor presentará en los cuatro prime- 
ros dias di 1 término probatorii», el interrogatorio 
y libta de los testigos de que pretende valerse 
para prepurar su defensa. 

Art 59 Vencido el término señalado en el ar- 
tículo anterior, sentcnciurá el juez dentro de vein- 
ticuatro horas, hbsoivienilo ul encausado, ó decla- 
rándole vago ó mal entretenido con arreglo al 
mérito del proceso. La sentencia será apelable 
dentro de tres dias, solo en el efecto devolutivo 
para ante la Corte Superior del distrito, y esta, 
no Solo podrá reformarla ó revocarla, sino que en 
au fallo impondrá la responsabilidad de daños y 
perjuicios, ó una multa al tribunal que la haya 
pronunciado, si hubiere procedido con arbitrarie- 
dad. 

Art 69 En los casos 59 del artículo 19» y 59 
y 69 del 29» se omitirá el procedimiento que 
previenen los artículos 49 y ^9 síc^npro ^lue 1a 
persona sea aprehendida infraganti ; limitándose 
la pena á veinte y cuatro horas de arresto, y 
cuarenta y ocho para los reincidentes. Para la 
imposición de esta pena, se librarán dos boletas 
en que se exprese la falla cometida, la pena que 
se impone y la persona que ha de sufrirla, y se 
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entregarán una á esta y otra a] alcaide de la cár- 
cel. £n estos casos solo habrá recurso de que- 
ja contra el juez de primera instancia, alcalde ó 
juez de paz que haya impuesto el arresto. 

Art. 79 Al que se declare fago ó mal entre- 
tenido por hallarse en alguno 6 algunos de los 
rasos 19, 29, 39 y 49 del artículo I9, ó en el 89 
del 29, se le prevendrá por el juez que inició e) 
procedimiento, que dentro de tres dias solicite 
por medio de su defensor ú otro encargado, una 
persona que lo reciba erv clase de jornalero, sir- 
viente ó aprendiz de algún olirio por el término 
de dos atSos, y si no la solicita ó no la encuen- 
tra, el juez invitará por carteles públicos á las 
personas que quieran admitirle, fijando térmi- 
no para que concurran al tribunal. 

^ único. Si las personas comprendidas en 
e) número 89 del artículo 29 tuvieren padres tu- 
tores ó patronos, se prevendrá á estos que den- 
tro de tres dias les proporcionen ocupación útil, 
y si no lo hicieren se procederá como previene 
este artículo y el siguiente. 

Art 89 Si se presentare alguna persona que 
quiera recibir al encausado, celebrará un con- 
venio con Cote en presencia del juez y secreta- 
rio, sobre el salario que deba pagarle, expresán- 
dose en el expediente bajo la ñrma.jdel juez, del 
secretario y de los contratantes, ú otros á ruego 
de estos, si no supieren 6 no pudieren hacerlo. 
Si el procesado no quisiere prestar su consenti- 
miento á las proposiciones, el juez acordará que 
se siga la costumbre del lugar, atendiendo á la 
clase de servicio en que debe enjplearse. 

Art. 99 Si no hay persona que quiera recibir 
al vago con obligación de pagarle, ó en calidad 
de aprendiz, se solicitará quien lo reciba á ra- 
ción y sin sueldo por el término señalado eñ el 
articulo 79; pero si tamuoco halla quien lo re- 
ciba asi, se le destinará al servicio de obras pú- 
hiicas por tres meses, á ración y sin sueldo, po- 
niéndose al efecto á disposición del jefe político 
del cantón. 

^ 19 Si estando el vago sirviendo á algún 
particular á rncion y sin sueldo, 6 en las 
obras públicas, se presentare otra persona ofre- 
ciendo pagarle, se le entregará como está preve- 
nido en el artículo 7^ 

a 

§ 29 Si durante el tiempo por el cual el va- 
go ha sido condenado áseivir á otra persona, 
esta n prese 11 u ante el juez, que aquel conti- 
núa desmortíJizado é incorregiblo, será relevada 
de tenerlo mas tiempo en su poder, y el juez 
obrará conforme á lo prevenido en este artículo. 

Art 10. Cuncluido el tiempo señalado en los 
artículos precedentes, la persona que haya reci- 
bido al vago, 6 el jefe político en su caso, lo pre- 
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sentará al tribunal que lo haya destinado, qnieo 
le prevendrá que si dentro de un mes no acre» 
dita que está ocupado, 6 que tiene beneficio de 
qué vivir, se le obligará de nuevo á servir como 
se ha hecho antes, y así se ejecutará. 

Art. 11. A los calificados de vagos por 
el número 79 del artículo i9« se les impon- 
drá de uno á tres meses de trabajo en las 
obras públicas, é irán después á cumplir sus 
compromisos, si lo pidiere la persona 6 perso- 
nas engañadas por el procesado^ 

Art. 12. A los mal entretenidos comprendidos 
en los números 1?, 29, 39, 49 y 79 del artículo 
29* se les impondrán en la sentencia que los de- 
clare tales, las penas siguientes : 

19 A los cumprendidos en el número 19» de 
cincuenta á doscientos pesos de multa, y no te* 
niendo con qué satisfacerla, sufrirán un arresto 
de uno á cuatro meses. 

29 A los comprendidos en el numero 29f cin- 
cuenta pesos de multa, ó dos meses de prisión si 
no tuvieren con qué pagarla, y á los del número 
49 de diez á cuarenta pesos de multa ó de ocho 
á treinta y dos dias de arresto si no tuvieren con 
que pagar aquella. 

39 A los del número 39 si fueren mayores de 
catorce afíos, desde veinte hasta cien pesos de 
multa, 6 de quince dias hasta dos meses de arres- 
g. to, si no tuvieren con que pagarla ; y si fueren 
menores de aquella edad sufrirán los padres, tu- 
tores ó patronos desde diez hasta veinticinco pe- 
sos de multa ó un arresto de tres á ocho dias en 
caso de no tener con qué satisfacerla, debiéndose 
citar á estos cuando se cite al procesado, para 
hacerle la prevención que expresa el artículo 49 

49 A los del número 79 una multa de cincuen- 
ta & cien pesos, 6 un arresto de uno á dos meses 
en caso de insolvencia. 

^ único. Cn los casos de reincidencia se dupli- 
cará la pena. 

Art. 13. Si el encausado se fugare después 
de hecha la notificación de que trata el artículo 
49} se decretará prisión contra él, y se librarán 
requisitorias para su aprehensión con inserción 
del auto de arresto ó de citación, 6 dé la diligen- 
cia en que aparezca el convenio ó auto en que ae 
le destinó al servicio de obras públicas. 

Art. 14. Aprehendido que sea el reo, se re- 
mitirá qI juez de primera instancia del circuito 
con el expediente formado. Ki juez de primera 
instancia le tomará declaración eon cargo, recibi- 
rá acto continuo la causa á prueba por quince 
dias, y le nombrará defensor al reo si este no lo 
quisiere hacer. Si no desvanece los cargos, 7 fue- 
re 6 hubiere sido calificado de vago, sufrirá b 
pena de servir un afio en las obras públicas, 7 si 
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la calificación fuere ó hubiere sido de mal entre- 
tenido, se le impondrá el duplo de la setlalada 
para su caso. La sentencia bien sea condenatoria 
6 absolutoria, se consultará á la respectiva corte 
superior para los efectos expresados en el artí- 
culo &o 

CAPITULO IIL 

Disposiciones generales. 

Art 15. Los comisarios de policía, alcaldes ó 
jueces de paz y jueces de primera instancia que 
no cumplan con los deberes que les impone esta 
ley, sufrirán respectivamente maltas de diez, vein- 
te y cincuenta pesos que las aplicará el inmedia- 
to superior. En caso de reincidencia se duplicará 
la multa. 

Art 16. Los funcionarios encargados de la 
ejecución de esta ley, llevarán un registro de los 
vagos que de&tinen al servicio, expresando los 
nombres y apellidos, edad y estado del indivi- 
duo, la pena que se le haya impuesto, la fecha 
de la sentencia y lugar á que hayan sido destina- 
dos. De este registro remitirán copia a] jefe po- 
lítico del cantón cada seis meses en los dias, SO 
de Junio y 23 de Diciembre. 

^ único. Los jefes políticos con vista de las 
copias que exigirán si no las reciben en tiempo 
formarán oportunamente un estado comprensivo 
de todas, y lo remitirán al gobernador de la pro- 
vincia en lo? meses de Enero y Julio, para que 
este forme el cuadro general de dichas noticias, y 
lo pase al Poder Ejecutivo reservando los ori- 
ginales. La secretaría del interior y justicia, por 
cuyo órgano se elevarán los cuádreselos formu- 
lará, exigirá y publicará puntualmente en la Ga- 
ceta de Uobierno. 

Art. 17. Les magistrados, jefes políticos y 
gobernadores que no cumplan con el deber que 
lea impone el artículo anterior, incurrirán por 
cada vez que falten en la multa de veinticinco 
pesos que hará efectiva la autoridad superior 
que advierta la falta. 

Art. 18. Las multas que se impongan con ar- 
reglo á esta ley, entrarán en las cajas de las 
rentas municipdles, y se destinarán al' sosteni- 
miento de los hospitales de lázaros y caridad, 
según lo crean conveniente las respectivas dipu- 
taciones de provincia en vista de las necesidades 
de cada uno de dichos establecimientos. 

Art« 19. Todo ciudadano tiene el derecho de 
aeuaar á los funcionarioa públicos de que habla 
el artículo 16 para que se les impongan las mul- 
tas que éi aefiala. 

Art 20. La fiíeultad que se concede por esta 
ley á los jueces de primera instancia, alcaldes y 
jueces de paz para proceder contra los vagos y 
mal eatreteoidos, no disminuye la que tienen los 
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jefes políticos para perseguir á los mismos va- 
gos y mal entretenidos y destinarlos gubernati- 
vamenie y por via de corrección al servicio de la 
policía del lugar, con arreglo á la ley orgánica 
de provincias. 

Art. 21. Se deroga la ley de 23 de Mayo' de 
1836. 

Dada en Caracas á 29 de Marzo de 1845, 169 
y 360 — El Presidente del Senado, José Vargas. 
— fil Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, Miguel Palacios, — El Secretario del Sena- 
do, José Ángel Freiré. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan Xntonio Pérez* 

Caracas lO de Abril de 1845, 16? y SSO—Eje- 
cütese.—. Car/o5 Soublette. — Por S. E. eí Presi- 
dente de la República. — El Secretario de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia, Fran- 
cisco Cobos Fuertes. 

VAGOS. RES0LÜCI05Í EJECUTIVA DE 25 DE 

AGOSTO DE 1846 declaraiido que los síndicos 

deben fiscalizar en todas las causas, aun an* 

te los jueces de caserío. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 25 de 1846. 

Resuelto. — Dígase al Gobernador de Trujillo. 

Se ha impuesto el Poder Ejecutivo de la nota 
de US. de 30 de Junio último número 84 en que 
consulta cómo debe obrar un juez de paz de ca- 
serío en donde no hay síndico parroquial para 
proceder contra los vatros y mal entretenidos ; 
puesto que según el parágrafo tercero del artí- 
culo 49 de la ley de la materin, las pruebas con- 
cernientes á la defensa del reo deben evacuarse 
con citación del procurador municipal ó síndico 
parroquial que hará de fiscal, y ha dispuesto 
se diga á US. en contestación : que si trata como 
parece de los deberes del juez de paz en su ca- 
lidad de funcionario del Poder Judicial, es á sus 
superiores en la misma escala que debe hacerse 
la cónsul ti. Y que respecto de los síndicos, de- 
be resolverse que estos están en la obligación de 
fiscalizar en todas las causas de vagos de su par- 
roquia, ante todos los jueces de ella, aunque sean 
de caserío, porque sus funciones se extienden 
por todo el territorio que comprende aquella, in- 
clusos sus caseríos, lo cual no presenta inconve- 
niente por ahora en la práctica porque las fun- 
ciones de los síndicos parroquiales son de muy 
corta extensión actualmente. 

Soy &c.— Por S. 1&.— Cobos Fuertes. 

VAQOS. PUNTO 19 DEL ACUERDO DE LA CORTE 
SUPREMA DE 23 DE SETIEMBRE DE 1841 en 

que se declara que los reos de este delito pue- 
den valerse para su defensa de testigos au- 
sentesj concediéndole en este caso el término 
de ía distancia* 



360 



TSATEO DE LA LBGI8LACI0N 



VAG 



Acuerdo, — En la ciadad de Caracas á 23 de 
Setiembre de 1841, 12? y 31? los ministros Pre- 
sidente, Relator y Canciller de la Corle Supre- 
ma i\e justicia, sin la asistencia del sefior Vice- 
presidente por enfermedad, reunidos en acuer- 
do, trajeron á la rista la consulta propuesta por el 
juez de primera instancia de la provincia de Ma- 
racaibo y dirigida por la Corte Superior dol 59 
distrito, relativa á que siendo improrogable el 
término de tres dias que los artículos 46 y 47 de 
la ley de 23 de Mayo de 1836, conceden para 
probar sus excepciones á los encausados por va- 
gos, se presenta la duda sobre si se admitirán en 
dichos juicios pruebas de testigos ausentes, con- 
cediéndose en este caso el término de la distan- 
cia, con lo informado par la Corte y representa- 
do por el sefíor Fiscal, dijeron : que puesto que 
en ninguno de los artículos de la expresada ley 
se prohibe que los reos de vagancia se valgan 
para su defensa de testigos ausentes del lugar del 
juicio ; siendo por otra parte principio general 
de nuestra legislación, que siempre que hayan 
de examinarse testigos ausentes, se conceda el 
término de la distancia ademas del seftalado pa- 
ra la prueba, sin que por ello deje este de ser im- 
prorogable, conforme lo ha manifestado la Cor- 
te Superior, el caso propuesto no presenta du- 
da fundada que deba elevarse al Cuerpo legisla- 
tivo; asilo acordaron, mandando se comunique 
á la expresada Corte para los fines consiguien- 
tes ürbaneja. — Martínez. — Duarle. 

Es copia. — Caracas 4 de Julio de 1844. 

El Canciller, José Duarte. 

VAGOS. PUNTO 2^ DEL ACUERDO DE LA CORTE SU- 

PREMA DE 8 DE /BRiL DE 1842 en que se de* 
clara que las sentencias ' contra ellos deben 
consultarse aun en el caso de ser absoluto^ 
rias. 



En la ciudad de Caracas á 8 de Abril 
de 1842, 139 Y 32? reunidos en acuerdo 
los ministros de la Corte Suprema de justicia exa- 
minaron el expediente en que la Corte Superior 
del quinto distrito, contrayéndose á la ley de 23 
de Mayo de 1826 sobre hurtos, propone las dos 
dudas si guien les - , 

Segunda. Si la disposición del artículo 49 se 
extiende al raso de ser absolutoria la sentencia 
dictada en causas sobre vagancia. ...... . 

Halla también con respecto al segundo punto 
consultado, que la disposición del artículo 49 de 
la misma ley de hurtos se extienile al caso en qae 
sea absolutoria la sentencia librada en cansas so- 
bre vagancia, puesto que el propia artículo pre- 
viene que después de sentenciada h causa y eje- 
cutada la sentencia, el juez remita la actuación á 
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la Corte Superior respectiva para qne imponga 
la responsabilidad de que habla el artículo 28 en 
el caso de que se haya incurrido en ella, Y co- 
mo es evidente que todos los funcionarios que 
intervienen en la formación de una causa, á sa- 
ber : juecest fiscales, defensores, secretarios, pue- 
den, faltando á sus deberes, incurrir en respon- 
sabilidad, aun en los casos en que las senten- 
cias sean absolutorias, lo es también que para qne 
pueda imponerse aquella, se hace necesario que 
la sentencia se consulte aun en el caso de ser 

absolutoria . 

Urbanga, — Licdo. Mercader. — Martínez, 
— Duarte. Caracas Mayo 9 de 1814, 15 y 34. — 

El Canciller, José Duarte. 

VAGOS. ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA DB 

29 DE OCTUBRE DE 184& declarando que aun» 
que la ley de la materia no señala pena á los 
calificados por el número 69 art, I9. debe sin 
embargo seguirse contra ellos el procedimien- 
to judicial y porque la declaratoria de vagan- 
cia por sí sola produce la suspensión de los 
derechos políticos^ según el art. ] 6 del có- 
digo fundamental^ lo cual es una pena que 
exige un juicio previo. 

Acuerdo del dia veintinueve de Octubre de 
mil ochocientos cuarenta y cinco. — Concurrie- 
ron todos los ministros de este tribunal. — Vista 
la precedente consulta con lo informado por la 
Corte Superior del tercer distrito, y representa- 
do por el ministerio fiscal. Aunque la ley sobre 
vagos no sefíala pena & los que califica de tales 
por el númpro 09 artículo I9» debe sin embargo 
seguirse contra ellos el procedimiento judicial, 
porque la declaratoria de vagancia por sí sola pro- 
duce \9í 'suspensión de los derechos políticos se- 
gún lo dispone el artículo 16 del código funda« 
mental, y porque tal suspensión ocasionada por 
un acto culpable, es una verdadera pena que exi- 
ge necesariamente un previo juicio. Los vagos á 
que se contrae la consulta no dejan de estar su- 
jetos también á que los competentes empleados 
de policía les apliquen las penas de sus atribu- 
ciones conforme á las disposiciones vigentes. La 
Suprema Corte no considera, pues, que en el 
punto que motiva la consulta haya duda fundada 
sobre inteligenria de la ley ; pero como el silen- 
cio de esta es tal vez un vacío r.ue sea necesario 
llenarse por el cuerpo legislativo, providencia que 
se le pase copia de la presente actuación. — Nar- 
varte. — Martínez. — Duarte, — Bracho. 

VAGOS. Procedimiento contra ellos por los je- 
fes políticos. WéH9e ProviTuiaSf ^ 20 del artícu- 
lo 50, y A. C. S. de 19 de Noviembre de 1840. 

VAGOS* En qué ramo de la policía deben pres- 
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tar el serricio los eondenadot gubematíTamen» 
gate por dichos jefes políiicoa. Véase la nota. (*) 

VALENCIA. Véase CuatUl de milicias de Va- 
Uneia» 

VALENCIA (OTÜDAD DV). DECRETO DB 3 DB 

MATO Ds 1855 concediéndole un auxilio para 
la construcción de un puente. — Deroga el de 
90 de Mayo de 1854, pág: 10 del cuaderno de 
ese año. 
£t Senado y Camarade Re presentan te «^ de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso^ 

Decretan ; 

Art. 10 Se destinn la cantidad de 7.000 fane- 

8 de sai, para que ron su producto se constru- 
ya un puente sobre el rio de Valencia en la calle 
del Mercado. 

Art 29 El Podor Ejecutivo queda autorizado 
para contratar la ron^truccion de esta obra, y dic- 
tar las medidas mas eñcaces, á fin de que el Ad- 
ministrador de la Aduana de Puerto- Cabello ten- 
ga en aquel puerto á la disposición del empresa- 
río las 7.000 fanegas de sal ; y cuidará de que 
la obra se construya con la mayor prontitud y 
solidez posibles. 

Art. 39 Se deroga el decreto de 20 de Mayo 

(*) El Secretario del lateríor en sn Memoria de 1840 
p. 43 y 44 expnso : 

*' El parágrafo 2 ^ del articulo 50 autoriza á los jufefi 
políticos para destinar por un tiempo determinado, pre- 
via la jnstiflcarion conveniente, los vagos y mal entrete- 
nidos al servicio de la policía del lugar con ración y sin 
sueldo. Ha sido varia la inteligencia que á esta disposi- 
ciou ban dado algunos magistrados del orden político, 
creyendo unos que el servicio de policía de que habla la 
ley en este punto, es aquel que presta el prcsiiüp urbano, 
y entendiendo otros, que es el que hace la ronoa de poli- 
cía. £1 Golieniador de Quayana consultó esta duda al 
Poder Ejeculivo, quien, de acuerdo con la opinión del 
Consejo de nobiemo. declaró : que el servicio de l«i poli- 
cía & que deben destinarse guboTuativamont*^ los vagos y 
nal entretenidos conforme á la disposición mencionada, 
no es el de los presidios urbanos, sino el que prestan los 
agentes de po'icía ci> cualquiera de los ramos de esta, 
pero con mcion y sin sueldo. Nuevas dudas ocurrieron al 
Gobernador (le Guayana manifestando, que agentes de poli- 
cía solo los habla en la capital de la provincia, y coMsultan- 
do qué deberla hacerse cuando hubiese de procederse en el 
caso resuelto {)or el Gobierno contra los vagos que no 
dcl)en destinarse fuera del lugar. El Gobierno entonces 
con estricta pnjecion á los conceptos expresados por su 
Consejo, cuyo dictamen habia seguido, explanó su resolu- 
ción añadiendo: que no determinando la ley en qué ramo 
deban prest;-, r el scmcio los raíaos que hayan de dessti- 
narse ¿uberDr'ivamente en virtud do la disposición de 
que m** orupo, qucda)>aá la pnidencia del jrfo político 
re6i>ecti 'O hacer la designación según las circanstancia» 
de los que iban ó ser corve¿:¡'lo8 ; bien destinándolos a Jos 
cuerpos de policía orj^anizados en la provincia, bien al 
servicio de salubridad j ó bien k otro ramo de la policía, 
con tal que no se les ocupe sino en meros objetos de la 
del lugar, y con ración y sin sueldo." 
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del afio próximo pasado sobre eonstraccioo de un 
puente en la ciudad de Valencia. 

Dado en Caracas» á I9 de Mayo de 1855. año 
26 de Ja ley y 45 de la independencia. — Gi Pre- 
sidente del Senado, Jvan Hilario Obispo de 
Mérida — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. L. Arismendi — Kl Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — Rl Secretario interino de 
la Cámara de Representantes, lUix A. Castro. 
Caracas, 3 de Mayo de 1855. año 26 de la 
ley y 45 de li independencia. — Ejecútese.— Jr^^c 
T. Monagos. — PorS. E. el Presidente déla Re- 
pública — £1 Secretario do Estado en los DO.del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores, 

Francisco Aranda. 
VALER A (parroquia ds). Véase Motatan, 
VALOR DE LOS libertos. Cómo se fijará cuan- 
do adolezcan de alguna enfermedad aunque no 
esté patente^ para loa efectos de la ley de abo- 
lición. Véase Libertad de esclavos^ R. E. de 
17 de Junio de 1854, punto 40 
VA LÚA DO RES. Véase Perito's valuadores. 
VAPORES. Véase Resguardo marítimo^ L. de 
7 de Marzo de 1846, y Navegación de los rios 
Orinoco y Apure. 
VARA. Véase Pesos y medidas^ art. 9. 

VECINDARIO resolución ejecutita de 9 
DE MAYO DE 1842 declarando que para ser ve- 
cino de un lugar no es requisito necesario ma- 
nifestar la intención de serio ante el Concejo 
Aíunicipzl. 

Secretaría de lo Interior. — Sección 3* 
Caracas Mayo 9 de 1842. 
Resuello, — ** Visla la exposición documentada 
que ha dirigido al Poder Ejecutivo el sefíor Juan 
Félix NufSez, quejándose de la providencia libra- 
da por el Gobernador de la provincia de Cu- 
maná en que declara nulo el nombramiento 
hecho en sn persona para jefe político del can- 
tón Cariaco. Siete vecinos de aquel cantón re- 
presentaron en 13 de Diciembre al Goberna- 
dor contra la elección de Nufíez, aseguran- 
do one no era vecino, y Nufíez en el informe 
que evacuó acompañado de varios documentos, 
justificó que lo era por lo menos desde 1840, que 
allí está casado, que tiene una hija y que se ocu- 
pa en la agricultura y en el comercio. Todo esto 
resulta comprobado plenamente, lo reconoce el 
Gobernador en su providencia de 23 de Febrero- 
último, concede á Nufíez honradez y otras dotes 
estimables ; y sin embargo declara que no es ve- 
cino de Cariaco porque no ha manifestado ante 
aquel concejo municipal su voluntad de serlo. 
Por ninguna ley de la República se exige seme- 
jante formalidad, y es extraño que se haya echa- 
do mano de un fundamento tan débil para privar 
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á un dudadano del goce de los derechos políticos. 
" Es también muy reparable que tal resolución 
se hubiese librado después de haberse dicho al 
Gobernador en respuesta á una consulta que en 
abstracto dirigió al Poder Ejecutivo con fecha 
15 de Diciembre, *< que debia obrar con la mayor 
circunspección, pues los ciudadanos designados 
pura jefes políticos, habían obtenido los sufragios 
de la Diputación provincial , y el nombramiento 
del mismo funcionario ante el cual se alegaba de 
nulidad." De extrañarse es igualmente que el 
Gobernador haya declarado nula la elección de 
que se trata á los treinta y nueve dias de haber 
recibido la solú itud hecha con este objeto, estando 
prevenido por el parágrafo 39 del artículo 29 de 
la ley orgánica de provincias, que tales decisio- 
nes se pronuncien dentro de quince dias A lo mas, 
después de introducidas en el despacho del Go- 
bernador respectivo. Conocida la providencia, fué 
reclamada por ciento treinta vecinos de Cariaco 
en una esforzada y respetuosa representación ; 
pero el Gobernador declaró que no podia rever 
el negocie. En consideración á lo expuesto, pre- 
vio dictamen del Consejo de Gobierno que ha 
sido consultado sobre este asunto, usando el Po- 
der Ejecutivo de sus íticultades constitucionales, 
y en desempeño del especial encargo que se le 
hace por el artículo 109 de la ley orgánica de 
provincias, resuelve : 

19 Que el Gobernador de la provincia de Cu- 
maná ha obrado contra las leyes declarando nula 
la elección hecha en el seHor Juan Félix Nufiez 
para jefe políiico del cantón Cariaco ; y 

29 Que el Gobernador debe restituir inmedia- 
tamente al expresado Nufíez al destino de que 
quedó separado por virtud de su providencia." 

Comuniqúese al referido Gobernador previ- 
niéndole que en lo sucesivo se arregle estricta- 
mente para sus determinaciones á la Constitución 
y leyes de la República, á fín de no dar motivo á 
quejas tan fundadas como la del sefior Juan Félix 
ÑuBez, 

Por S. E. — Quintero^ 
VELAS, (fábricas de) Véase Tenerías. 

VENDUTAS. RESOLUCIÓN ejecutiva de 3 de 
ENERO de 1839 declarando á sus administra- 
dores exentos de cargas concejiles. 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas Enero 
3 de 1839, IO9 de la ley y 299 ^^ ^^ indepen- 
dencia. 

Sefior 

Presentada al Despacho del Gobierno la nota 

de U. de 29 de Octubre último, sin número, dan- 
' do parte de que nombrado U. administrador de 

yendota de esa capital con aneglo al decreto de 
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14 de Mfeirso dé I839I, ee halla desempefiando es- 
te destino desde el 16 de Setiembre de 1836, pre* 
vios lofl requintos de fianaa y juramento que pre- 
viene la ley: que por tanto se considera em- 
pleado en servicio público ; y que como tal, ocur* 
re al Poder Ejecutivo para que declare que ocu- 
pado en este destino, se encuentra comprendido 
en el artículo 71 de la nueva ley orgánica de 
provincias, que exime de cargas concejiles & loe 
jefes de las encinas de hacienda y sus dependien- 
tes, ha resuelto con consulta del Consejo, lo que 
sigue : 

Atendiendo el Gobierno á que los administra- 
dores de venduta pública, son empleados de ha- 
cienda, dependientes de la Tesorería general y de 
las administraciones de aduana» y á que pres- 
tan ademas la ñanza que previene la ley^ se de- 
clara : que deben estar exentos de cargas conce- 
jiles con arreglo al artículo 71 de la nueva ley 
orgánica de provincias. Comuniqúese esta de- 
claratoria al administrador de venduta de Cuma- 
ná y demás á quienes corresponda.*' 

Por S. E.^Smith. 
Cuyo contenido traslado á U. para su conoci- 
miento y demás fines; contestando así su indica- 
da nota. 

Soy de U. muy obediente servidor. — O. Smitk, 
Al sefior Administrador de venduta de Cumaná. 

Es copia. — Smth. 
VENEZUELA. Véase Gobierno de Venezuela^ 

y Venezolanos» 
VENEZUELA t otras naciones. Véase Tra- 

iados públicos, 
VENEZOLANOS, título 39 de la consti- 
tución estableciendo quiénes lo son» 
Art. ^ Los venezolanos lo son por nacimien- 
to y por naturalización. 

Art. 10. Son venezolanos por nacimiento : 
19 Los hombres libres que hayan nacido en 
el territorio de Venezuela. 

29 Los nacidos de pidre ó madre venezola- 
nos en cualquier parte del territorio que compo- 
nia la República de Colombia. 

39 Los nacidos en paises extranjeros de pa- 
dres venezolanos ausentes en servicio, ó por cau- 
sa de la República, 6 con expresa licencia de 
autoridad competente. 

Art. 11. Son venezolanos por naturalización : 
19 Los no nacidos en el territorio de Vene- 
zuela, que el 19 de Abril de 1810 estaban domi- 
ciliados en cualquier punto de 61, y hajran per- 
manecido fíeles á la causa de la independencia. 
29 Los hijos de venezolano 6 venezolana, na- 
cidos fuera del territorio de Venezuela, no es- 
tando sus padres ausentes en servicio 6 por cau- 
sa de la Reptíblica, lo serán luego que vengan á 
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VeDesuela y manifiesten del modo que determi- 
ne la ley su voluntad de domiciliane. 

39 Los extranjeros con carta de naturaleza 
conforme á la ley. 

40 j[,08 nacidos en cualquiera de las otras dos 
secciones que formaban la República de Colom- 
bia, que estén domiciliados, ó se domicilien en 
adelante en Venezuela. 

50 £409 extranjeros que hayan hecho servi- 
cios importantes á la causa de la independencia, 
precediendo la correspondiente declaratoria. 

VENEZOLANOS, título 4? de la constitu- 
ción Jijando sus deberes* 
Art. 12. Son deberes de cada venezolano: 
vivir sometido á la Constitución y & las leyes : 
respetar y obedecer á las autoridades que son 
sus órganos: contribuir á los gastos públicos; y 
estar pronto en todo tiempo á servir y defender á 
la patria, haciéndole el sacrificio de sus bienes y 
de su vida si fuere necesario. 

VENEZOLANOS. Sus derechos políticos. Véa- 
se Derechos de ciudadano,* Provincias art. 138 
y Justificaciones ad perpetuam^ art. 30 

VENTA DE TiETRAs BALDÍAS. Véaso TierfüS 
baldías, art. 7 al 11, y R. £. de 14 de Marzo 
del8&0. 

VENTA DE DROGAS T MEDICINAS. RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA DE IOde AGOSTO DE 1841 permi- 
tiendo á los importadores su venta á los no bo- 
ticarios, bajó ciertas condiciones. 
Secretaría de Estado en los Despachos del in- 
terior y justicia. Secdon 3^.-^Carácas 10 de 
Agosto de 1841. 

Resuelto. — '^ Habiendo ocurrido al Gobierno 
el Sr. Licenciado Juan Jbsé Romero, en repre- 
sentación del Sr. Juan mutista Dallacosta, co- 
merciante de la ciudad de Angostura, pidiendo pa- 
ra su representado el permiso de vender medici- 
nas á cualesquiera personas aun cuando no sean 
farmacéuticos aprobados, contra lo prevenido por 
el artículo 37 del reglamento acordado poi Ih fa- 
cultad médica para la organización de las boticas 
y droguerías y circulado con anuencia del Go- 
bierno en 24 de Agosto de 1840 ; el Gobierno con 
presencia del artículo 13 de la ley 8^ título 13 li- 
bro 69 ^® ^^ Novísima Recopilación que permi- 
te á los drogueros y especieros vender poT mayor 
los medicamentos simples, sin artificio ni prepara- 
clon alguna, como su pulverización, ólc. y de nin- 
guna manera de cuarterón de libra abajo: consi- 
derando que las leyes españolas que podría pare- 
oer limitaron el permiso de vender medicinas solo 
á loe farmacéuticos aprobados, fueron dadas en 
circunstancias enteramente distintas, cuando en 
cada ciudad, en cada población importante habia 
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número suficiente, así de farmacéuticos que ex- 
pendiesen las medicinas, como de facultativos que 
en ios puertos las reconociesen y autorizasen ; 
circunstancias en nada parecidas á las en que se 
halla constituida al presente Venezuela, donde 
provincias hay que carecen de boticarios, y otras 
en que si los hay, no han sido examinados ni apro- 
bados, y solo por la necesidad han obtenido una 
licencia temporal para expender medicamentos ; 
y en cuyos puertos no hay comisionados algunos 
que desempeñen las funciones de reconocimiento y 
au torizacion, que por las antiguas leyes estaban en- 
cargadas á los comisionados de la junta de farma- 
cia : que las leyes de la República sobre importa- 
ción conceden el permiso general de introducir 
medicinas : Que la imposición de venderlas á los 
boticarios solamente patrocinaría un monopolio 
en provecho de uno que otro boticario y conocido 
perjuicio público, y oido el liictámen del Consejo 
de Gobierno, que fué consultado expresamente sp« 
bre el asunto, y de acuerdo en todo con ese mis- 
mo dictamen, resuelve : que continúe en observan- 
cia la resolución de 24 de Abril de 1839, esto es , 
que los importadores de medicinas pueden vender- 
las libremente á todas las personas aun cuando no 
sean boticarios, se^un vengan del exterior, sién- 
doles prohibido únicamente prepararlas ó compo- 
nerlas en sus almacenes y expenderlas, por me- 
nor de cuarterón de libra como lo ejecutan los bo- 
ticarios : y que se excite á la facultad médica á 
reconsiderar su reglamento sobre boticas y dro- 
guerías, f)0niéndo)o en armonía con las leyes de 
la República y con las circunstancias particulares 
de ella, como la falta de boticarios en las provin- 
cias y muchas poblaciones, y la de comisionados 
de la facultad en nuestros puertos para el recono- 
cimiento de las mciiicinas. *' 
Comuniqúese al gobernador de Guayana y pu- 
blíquesepara que sirva de regla, mientras se pre« 
senta y manda circular la refjrma del expresado 
reglamento. 

Por S. E. —Quintero, 

VENTA DE DROGAS Y MEDICINAS. RESOLUCIÓN 
D£ LA FACULTAD MÉDICA DE 15 DE MARZO DE 

1847 aprobada por R, E. de 28 de Abril del 

propio año sobre lo mismo que la anterior. 
Facultad médica. — Núm. 16. 

Caracas, Marzo 16 de 1847 

Sr. Secretario del Interior y Justicia. 

Considerando la Facultad Mó'íica que el seHor 
Hipólito Villarel ha iuáistido en vender al públi- 
co un medicamento preparado por él mismo con 
el nombre de ** Inyección Villaret" desatendien- 
do la intimación que se le ha hecho, por medio 
del señor Jefe Político del Cantón, del acuerdo ^ 
do esta Facultad de 6 de Febrero último : que es- 
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ta resolución está fundada en la ley 6^, título 1 1, 
libro 89, J 29 de la Novísima Recopilación que 
expresamente ordena, '» que ningún médico ni ci- 
rujano pueda hacer en su casa purgas ni medica- 
mentos para venderlos, sino que los manden ha- 
cer á lo? boticarios examinados ; porque de h-icer- 
los en sus casas resulta en fraude y daño de h-s 
enfermos, que se los hacen pagar muclro mas de 
lo que valen á título de ser secre:osuyo : en la ley 
8^, título 13, número 12 del mismo libro que dispo- 
ne, ^* que solo los farmacéuiicos aprobados ven- 
" dan medicamentos simples y compuestos ; " y 
en la ley 10, núm. 10 del propio título y libro que 
manda, '*que habiendo un profesor que reuniese 
*' en sí hs facultades de medicina y farmacia ó lus 
" de farmacia y cirujia, se le dejará el lítulo de la 
** que prefiere ejercer, y el olro ó los otr<is se le 
•* recogerán por estar piohibido por las leyes que 
'^ puedan ejercerá un mismo tiempo la medicina 
** ó cirujia y la farmacia. " Considerando también 
que por el articulo 89 sección 2^ del decreto de 
25 de Junio de 1827 sancionado para el Gobierno 
de esta Facultad, se le encarga hacer efectivo el 
*' cumplimiento de las leyes que tratan de las fal- 
'* tas de los boticuridS, médicos, cirnjun<.is, de los 
*' intrusos en estas facultadas oque se excedan de 
*Mos límites de aquellos ramos para que las le- 
*' yes los han habilitado, y de la venta de drogas 
^' fuera de las boticas, dirigiéndose á los tribunales 
*' de polifla de un modo oficial ; *' y que por el 
artículo 62 del propio decreto, se le autoriza pa- 
ra imponer multas qi.eno pasen de ci< n pesos ó 
una suspensión del ejercicio de la profesión has- 
ta por dos meses, y aun excluirle de su senr, du- 
plicándose ó triplicándose Ja multa ó ti tiempo de 
la suspensión en cuso de reincidencia. — Acuerda 
imponer, como impone al Sr. Hipólito Villaret, la 
multa de cincuenta pesos que consignará en la te- 
sorería de la facultad conforme al Hitlculo 72 del 
precitado decreto ; apercibiéndosele con las demás 
providencias á que dé lugar su reincidencia ; y pa- 
ra su ejecución, que se comunique esie acuerdo á 
la primera autoridad de policía del Cantun, tras- 
cribiéndose al Supremo Gobierno, para que se 
sirva ordenar su publicación en la Gaceta oficial. 

Todo lo cual pongo en conocimiento de US. 
para los fines que son del caso. 

Con sentimientos de consideración y respeto soy 
de US« muy atentó servidor* 

El Director, Francisco I. Carreña, 

VENTA DE DROGAS Y MEDICINAS. Yéase Aran' 
cel de drogas y medicinas, 

VENTAS EN Los cAMi^Nos. Véase Posadas y 
Ventas. 

VESTUARIO DE LA TROPA. Véase Fuerza ar- 
mada y permanente DD, EE. de 15 de Junio 
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de 1836, y 20 de Diciembre de 1838, y, R. E. 
de 31 de Agosto de 1840. 

VIATICO Y DIETAS DE LOS SENADORES Y RE- 
PRESENTANTES. Véase Cámaras legislativas^ 
artículos coTistitucio nales que establecen las 
funciones económicas y disposiciones comunes 
á ambas cámaras^ art. 86. 

VIATICO Y DIETAS DR SENADORES Y REPRESEN- 
TANTES : DECRETO DE 4 DE MARZO DE l854íf^a- 

lándolos, — Deroga el de 23 de Abril de 1846, p. 
40 del cuaderno de ese año y 643 n. 599 del cuer- 
po de \85\ -que deraga el de 17 de Marta de 
1843 p* 2. del cuaderno de ese año, y 533 «9 
490 ¿f^Z cuerpo de 1851, y cualquier otra dis- 
posición relativa. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan. 
Art. 19 Se abonará á los Senailores y Repre- 
sentantes, por viático de ida y vuelta á las sesio- 
nes, siempre que residan en las capitales de las 
respectivas provincias, las cantidades siguientes: 

A los de la provincia de Apure . 9 300 

A los de Aragua . 55 

A los de Baiínas 348 

A los de Barcelona ... 327 

A los de Barquisimeto 252 

A los de Carabübo . 108 

A los de Coro 300 

A 1( s de Cuinaná . 381 

A ios de üuayana . 567 

A losdtl Guarico 195 

A los de Mar;iCaibo.. 495 

A los de Mürgaiita 300 

A los de Mérida 516 

Alus de la Purtugiilza 300 

Alosile Trujillo 426 

Art. 29 A los Sena(fores y Representanes que 
no residan en Uis capitales do sus provincias se 
les pagará el viático, calculando las distancias des- 
de el lugar de la resitiencia hasta la capital de la 
respectiva provincia para la adición ó sustracción 
de lo que les corresponda por la totalidad del cál- 
culo hasta la de la República, arreglándose para 
dicha adición ó sustracción á las tablas de la curo- 
grafíd de la Núcion, á razón de dos pesos por cada 
legua de ida, y utíos dts pesos por cada Ir'gua de 
vuelta- 

Art. 39 Los Senadcres y Representantes, go- 
zarán en calidad de imdemnizacion seis pesos 
diarios por los dins que duren las sesiones. 

Art. 49 Si el 20 de Enero no se instalare el 
Congreso por fulta de Senadores ó Representan- 
tes, los que se encuentren en la capital disfrutaráa 
de una indemnización de tres pesos diarios* 

Art. 59 Si algún Senador ó Representante tu- 
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viere un sueldo nuyor imgado por f 1 erario pikbli- 
co, continuará fifozándoio por eltleoipo de laa se- 
sion«i sin percibir dietas. 
An. 6<> Se deroga eí decreto de 83 de Abril de 

lééd. ' 

Dado en Caracas á 1^ de Mar£o «le 1854, afio 
fl5de h \ef y 44 de la independencia. — Bl Vlce* 
jjMTeaideate def Senado, Vietor /• Diei — Gl Presi- 
éofife déla Cámara de Representt^ntes, FrancUco 
Oriaeh.^^El Sfcretarlo del Senado, /• X Pe- 
ttz^*^ £1 Secretario de la Cámara de Represen- 
isdies, /• Padilla. 

Caracas, Marzo 4 de 1854* aTIo 35 de la lev 
r 44 de la indepenifencia — Ejectiitpse. — J, 6. 
Menágas .^'-^Por S. G. — El Secretario de Estado 
en ci Dospacho de Hacienda, P. Cthálloé. 
VIATICO Y DIETAS db tossEXADoafis T nü- 
raESENTANTEs. Véasc Suplemento á lai ren- 
iüÉ municipales^ D. de 9 de Abril de 1846. 
V lATICO Y DIETAS üe los sbnadohEs t Kt- 
raESENTANTss. Rbboluciom bjbcittiva db 7 
ITB HATO x»B 1840 declarando, previa la de- 
daratoria de ambas Cámaras^ qve cuando se 
$eparan con licencia antes de la conclusión de 
las sesiones^ no devengan dietas por eljlét- 
mino que faite • 

República de Venezuela. — Secretaría de de Esta- 
do eu el Despacho de Hacienda.-^Carácas 7 de 
Mayo de 1840, lio y 309 
Sr. Tesorero grneraU 

Gu visu del oficio de ÜS« de 2 de Abril último, 
nútnf ro 8(í, acordó el Gobierno censultar á las 
Carnorhs dvl Conareso sobre el pago ile dietas á 
sos respectivos inieanbioa« á saber : al Sr. L)r. Jo- 
sé María Tellería, senador, y al Sr. Pedro Hcr- 
raoso, represnntante por la prorincia de Coro, los 
cuales obtui'ieron permiso para retirarse antes de 
concluir las sesiones, según consta de Jas dotf 
certificaciones de los secretarios de ellas que US. 
nfie acompafió y que devuelvo. 

£1 rc'sultiido de la consulta hecha al Senado, 
fué que se iiiformare al Sr. Tellería la práctica es- 
tablecida por el Cuerpo en la materia con el Sr. 
Juan Pedro Martinez, no habiendo resolución 
posterior en contrario. 

La declaratoria c,ue en 17 de Marzo de 1835 hi- 
zo el Senado acerca del 6r. Martinez, fué que en 
atención á sus males lo daba por excusado para 
continuar asistiendo á las sesi(»nes, comunicándo- 
se el acuerdo al Ejecutivo por el Ministerio de 
Hacienda para los efectos consiguiefttes en cuanto 
al viático y dietas x|ue había devengado hasta el 
11 de Marzo de 1835 en que se ausentó. 

La Cámara de Representantes en sesión de 29 
de Abril último, aprobó un informe de su comi- 
sión áel interior, la cual opinó que se resolviese 
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legatmmenl^ la solicitud del Sr. Hermoso si- 
guiendo la práctica esublecida por el Senado, y en 
yirtttd de las razones que habia expuesto el Go- 
bierno. 

Todo lo cual comunico á US. para su inteli- 
gencia y demás efectos convenientes ¡ añadiendo 
que esta es la regla que ha de observar la tesore- 
ría, pues ha sido adoptada por ambas Cámaras.-^ 
Soy de US. atento servidor. G. Smilk 

VICARIOS. Véase Patronato eclesiáslicot art. 
40, Provincias^ art 90 y 91» Gaceta^ R. É. de 
12 de Junio de 1841, y Arancel judicial^ ar« 
tfcoUi 14 
VICECÓNSULES. No pueden ejercer ninguna 
función sin el exequátur del Ejecutiib. Véase 
Consulados extranjeros^ R. E. de 15 de Junio 
de 1852. 
VICECÓNSULES. Sus funciones sobre mortuo- 
rias de extranjeros. Véase Consulados extran^ 
jeros. RR. £E. de 23 de Julio de 1840, y 6 de 
Octubre de 1843. 
VICEPRESIDENTE pe la república. Véase 
Poder Ejecutivo, art. 109 al 116 y 122, y C(m- 
sejo de Gobierno. 
VICEPRESIDENTE de la republica. De- 
creto DE 28 DB ABRIL DE 1841 cxpUcando el 
art. 1 12 de la Constitución sobre cuándo no 
puede ser electo Presidente, por haber ejerci- 
do el Poder Ejecutivo. 
Él Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

considera ndo. 
Que por el art. 224 de la constitución el Con- 
greso está autorizado ppra explicar las dudas que 
ocurran sobre la verdadera inteligencia de algún 
artículo de la misma constitución precediendo las 
formalidades establecidas para la form^^cion de las 
leyes. 

decretan: 
Art. único. Con arreglo ai art. 1 12 de la costitu- 
' cion no puede ser elegido presidente el que con el 
carácter de vicepresidente haya ejercido el Poder 
Ejecutivo por dos años dentro de los cuatro del 
período constitucional inmediato de presidencia, 
y se tendrán por completos dichos dos afios de 
ejercicio del Poder Ejecutivo, aun cuando el vice- 
presidente haya diferido el juramento constitución 
nal, ó 3e haya separado del mando por algunos 
dias que no lleguen á noventa continuados. 

Dado en Caracas á 26 <ie Abril de 1841, 120 de 
la ley y 31 de la independencia. — El presidente 
del Senado, José Vargas. — El presidente de la 
Cámara de Representantes, Fernando Olavarria. 
— El secretario del Senado José Ángel Freire.^-^ 
El secretario de la Cámara de Representantes, 
Rafael Acevedo, 
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Sala del Despacho, Caracas Abril 28 de 1S4Í, 
año 12 de la ley y 31 de la independencia. — Eje- 
cútese. — £1 Presidente de la República, José A, 
Páez.— Por S. E. — Refrendado. — El secretario 
de Estado en el Despacho de lo interior y justicia, 
Ángel Quintero. 

VICEPRESIDENTE de la república. No 
puede ser Senador ni Representante. Véase 
Cámaras legislativas, artículos consjtiluciona- 
les que establecen las funciones económicas y 
disposiciones comunes á ambas, art. 81 y Elec- 
ciones ^ L. 8^ art. i2t 

VICEPRESIDENTE de la |iep(/blica. Ante 
quién prestará el juramento constitucional. 
VédLH^Jt/ramento de empleados^ art. const. 221. 

VICEPRESIDENTE de la república. No 
puede casarse (fon extranjera sin permiso del 
' Congreso. Véase Matrimonio^ art. 4. 

VICERECTORES de los colegios nacionales. 
Véase Redores, Instrucción publica, LL. 2^^ y 
S^-j art. 1 y 8, y Colegios nacionales. (Apéndi- 
ce al primer tomo) D. E. R. de 27 de Marzo 
de 1854, art. 7, 8, 14, 15 y 16. 

VICERECTORES de las universidades. Véa- 
se Instrucción pdblica, L. 4^ art* 5^ y su §, 
V D. E. R. cap. 2». 

VICERECTORES de las UMVERSIDADES y CO- 
LEGlOSlNAefí.ONALES. Están exentos del servicio 
en la milicia. Véaóe Milicia nacional, art. 49» 
VICTORIA (ciudad de). Donación á su muni- 
cipio de un Solar de ia nación. Véase Cuartel 
de Anzoategui, art. 2. 
VIGILArsCIÁ de lascárcelks. VéHse Provin- 
cias, mi^ 73. 
VILLA FOL (coronel manuel). decreto de 
7 DÉ MAKZO de 1855 concediendo á sus hijas 
\b.O\yO pesos enretribucioyi de sus servicios» 
El Senaiio y Cámara de Representantes de la Re- 
públicd lie Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan ; 
Art. úniro, Se concede á María Jacinta, Luisa 
y Felicia Villapol, en rerauneratiop de los servi- 
cios prestados á la patria por su legítimo padre, 
el coronel Manuel Villapol, la cantidad de qiiin- 
ce mil penos que se les entregarán por una sola 
voz de las rentas nacionales. 

Dado en Caracas á24 de Febrero de 1855, afío 
26 de la ley y 45 de la independencia. 
El Presidente del Senado, Manuel Amador» — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Euge- 
nio A, Rivera. — £1 Secretatio del Senado, J* 
A. Pérez. — El Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J. Padilla. 
^ Car&cas Marzo 7 de 1855. aflo 26 de la ley y 
45 de la independencia. 

Ejecútese. — José T. Monágas. 
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Por S. E'— El Secretario de E. en el D. de Ha- 
cienda, Jacinto Gutiérrez, 

VILLAS, resolución ob Colombia db 30 db 

JUNIO DE 1821 estableciendo las formalidades 

que deben preceder á ¿u erección. 

El Congreso general de Colombia, habiendo 
tomado en consideración la solicitud de Enriqus 
Puya na que hace á nombre de los vecinos de Ba- 
cará manga en la provincia de Pamplona^ pidieu* 
do se restituya á aquella parroquia el título de 
villa que en la primera época de Ja Kepública 
obtuvo, acordó que se oyese sobre el particular 
el informe de una comisión de sus miembros ; la 
cual habiéndosele pasado el expediente, lo evacuó 
en los términos siguientes ; 

La comisión de legislaeion ha visto la solicitud 
que el ciudadano Enrique Puyana hace con poder 
de algunos vecinos de Bucaramanga, en la que pide 
se restituya á aquella parroquia el título de villa 
que le concedió el gobierno provincial de Pam* 
piona en ia primera época de la República. Para 
esforzar su petición justifica con documentos el 
patriotismo de aquel vecindario» y los relevantes 
servicios que ha hecho á la patria. El erigir nue- 
vas villas ó ciudades es materia delicada y de 
mucha importancia, en la que juzga la comisión 
que V. M. debe proceder con grande tino y cir- 
cuntipeccion. Por tanto, hallándose informe y des- 
nuda de los documentos necesarios la solicitud de 
los vecinos de Bucaramanga, la comisión es de 
sentir que se pase al Poder Ejecutivo para que 
mande se practiquen las diligencias siguientes. 

19 Sóbrela necesidad y utilidad pública de 
que se erija la nueva villa de Bucaramanga. 

29 Q,ué propios pueden asignársele. 

39 Cuál es su población, y la de K s lugares 
que deben componer aquel cantón capitular. 

49 Cuáles son los límites que han de lijarse. 

Fuera de esto, debe oírse el informe del cabilda 
de quien dependía Bucaramanga y del Goberna- 
dor de la provincia, agregándose las resoluciones 
que se cit«n del Vice-presidente de Cundinamar- 
ca,y del Libertador Presidente. £1 expediente no 
se elevará á V. M. hasta que ajuicio del Poder 
Ejecutivo no se halle en estado de resolverse de- 
finitivamente. 

Y enterado el Congreso de la anterior exposi- 
ción, resolvió en consecuencia lo que sigue : 

Se aprueba el dictamen ó informe de la comi- 
sión de legislación. 

Dada en el palacio del Congreso general de 
Colombia en el Rosario de CfícuUi á 30 dé Junio 
de 1821, 11. — El Presidente del. Congreso, José 
Iffnacio de Márques^-^Él Diputado Secretario, 
Francisco Soto, — £1 Diputado Secretario, Anta* 
nio José Caro. • 



COLOIDIAVA 7 VEHSZÍD&ARA TttSNtB. 



36T 



VIS 



VINCULACIONES t matorazoos. Véase Ma- 
yorazgos y vinculaciones. 

VtSITASI A LOS COLEGIOS NACIONALES. Dl'aS Gil 

que deberán harerse por los Gobernadores y 
jefes políticos. Véase Colegios nacionales, R. 
E. de 19 de Octubre de 1844. 
VISITAS* DE SANIDAD, dbcrkto ejecutivo 
DE 11 PE AGOSTO DE 1847 diciündo Tcglas so- 
bre ellaSj las patentes de sanidad, y las cua- 
r entenas de los buques, 

José Tadeo Monágas 
Presidente de la República, &c. &.c. &c. 
Considerando: 19 due es necesario establecer 
reglas generales y eficaces para preservar á los 
habitantes de la República del contagio que pue- 
dan trasmitirle los buques que entren en sus 
puertos de los que acaso se hallen infestados. 29 
Que también es de necesidad dietar las reglas que 
deben observarse en las visitas de sanidad á di- 
dios buques y en lo cuarentena á que deben so- 
meterse ios que vengan de lugares infestado^*, 6 no 
hayan llenado los requisitos que se establecerán ; 
y 39 Q'Ue las diversas disposiciones que se han 
dictado sobre la materia se encuentran disemina- 
das en diferentes expedientes, contrayéndose mu- 
chas de ellas á casos particulares ; y habiendo 
otros no previstos hasta aquí. 

Decreto : 

Art. 19 Para admitirse un buque cualquiera 
en los puertos de la República deberá presentar á 
la primera autoridad civil» al '*apitan de puerto ó 
quien haga sus veces, y al médico de sanidad al 
acto de pasarle la visita que se dirá, una certifi- 
cación expedida por la autoridad á quien esté 
atribuida esta facultad en^el puerto de dond^ sal- 
ga» cuyo documento estará visado por el cónsul ó 
agente consular de Venezuela, y etptesará que 
no hay epidemia alguna el dia en que se expide, 
que 6 lo mas podrá ser con un dia de anticipación 
al de la salida. 

Art 29 En los puertos donde no haya cónsul 
ó agente consular de Venezuela, visará la patente 
el cónsul ó agente consular de una nación amiga, 
y en caso de no haber cónsul ó agente consular 
de una nación amiga, la patente vendrá autoriza- 
da por el médico de sanidad y por el empleado á 
quien esté atribuida la facultad de expedir paten- 
tes. Con estos requisitos deberá considerarse lim- 
pia la patente. 

Art. 39 Cuando no bava cónsules en el puerto 
de donde sale el buque, se expresará esta circuns- 
tancia en la patente, sin la cual no se considerará 
limpia. 

Art 49 Cuando un buque tenga que hacer 
escala en otros puertos antes de arribar á los de 
Venesuela, deberá traer patente limpia de aquel 
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de donde salió, y de aquel 6 aquellos donde haya 
hecho escala. Sin estos requisitos queda sujeto á 
cuarentena. 

Art 59 Si en un puerto de escala se tomase á 
un buque la patente y no le fuere devuelta, basta- 
rá con que presente la patente limpia del segundo 
puerto, en la cual se exprese haber entrado en él 
con carta limpia del primero. Sin estos requisitos 
estará sujeto á cuarentena. 

Art. 69 Los buques cuya navegación se ex- 
tiende á mas de curenta dias antes de tocar en un 
puerto de escala, deberán presentar patente lim- 
pia de este, y en ella deberá expresarse la cir- 
cunstancia de haber presentado patente con mas 
de cuarenta dias de fechada. Sin este requisito es- 
tarán sujetos á cuarentena 

ArL 79 Los buques que necesiten comunicarse 
con el puerto antes de resolver su entrada en ellos, 
quedarán fuera del puerto Ó rada, y desde fllí en- 
viarán su bote con una bandera blanca, el cual 
se fondeará separado de los demás buques hasta 
que se les pase la visita. Presentará en ella su 
patente, y si estuviere arreglada á ias anteriores 
prevenciones, se le permitirá comunicar con el 
puerto : si no la presentare 6 estuviere mancha- 
da, le será negada la comunicación y al buque la 
entrada, á menos que Se sujete á'cuarentena. 

Art. 89 Si un buque sujeto á cuarentena por 
falta de alguno de los requisitos establecidos com- 
probare con documentos auténticos que ni en el 
puerto de donde salió, ni en aquel donde haya 
hecho escala, existe epidemia alguna, y que ó 
bien por extravío de la patente ó por alguna otra 
circunstancia muy calificada no la trajo, entonces 
podrá alzársele la cuarentena. 

Art. 99 En el acto de fondear un buque en los 
puertos de la República se dirigirán á él, el capi- 
tán de puerto ó quien haga sus veces, y el médica 
de sanidad si lo hubiere, y á corta distancia se 
pondrán al habla para indagar lo siguiente. 19 
La procedencia del buque. 29 Los dias de nave- 
gación que trae. 39 Si á su salida del puerto rei- 
naba alguna epidemia en él. 49 Si trae carta de 
sanidad. 59 Si ha tenido enfermos ó muertos du- 
rante su pasaje. Después de satisfechas las pre- 
guntas anteriores atracarán al costado del buque, 
y pasarán á su bordo para comprobar su exacti- 
tud, y para examinar la tripulación y pasajeros. 
Sí la patente fuere manchada, ó si durante la na- 
vegación se hubiere declarado á bordo alguna 
epidemia, ó se hubiere muerto ó enfermado al- 
gún individuo, pondrán al buque incomunicado 
hasta que la junta de sanidad, informada del ca- 
so, resuelva si debe^sujetarse á cuarentena y por ^ 
cuanto tiempo. 

Art. 10. Verificada la visita desanidad del mo^ 
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do presctipto, si resultare que no ha tenido muer* 
tos ó enfcniíos y que trae carta limpia, se le per- 
mitirá la entrada. 

Art. 11. Si por la patente constare que el bu- 
que procede de un lugar donde reina cualquiera 
epidemia, ó si hubiere tenidu muertos 6 enfermos 
durante la navegación, ó si no trajere patente al- 
guna, 6 &i le faltare alguno de los requisitos es- 
tablecidos en este decreto, quedará sujeto á cua- 
rentena por el tiempo que designe la junta de sa- 
nidad en consideración á lo contagioso de la pes- 
te, si este fuere el caso, 6 las demás circunstan- 
cias que advirtiese, librando su resolución á la 
mayor brevedad posible á fin de evitar todo per- 
juicio al' comercio. 

Art. 12. La cuarentena no ge extenderá á mas 
de cuarenta dias desde aquel en que muera á bor- 
do alg^in individuo atacado de una epidemia mor- 
tífera contagiosa* 

Art. 13. Las cuarentenas se guardarán eo el 
punto que designe la junta de sanidad á sotaven- 
to de las poblaciones y á una milla distante de la 
costa. 

Art. 14. Los Jefes políticos ó en su defecto la 
jirimera autoridad de los puertos respectivos invi^ 
gilarán cuidadosamente en que las cuarentenas 
sean efectivas, jiara lo cual establecer&n botes de 
observación que impidan toda comunicación del 
buque sometido á ella, con los otros y con la tie- 
ra. La tripulación del bote de observación no de- 
berá por ningún caso trasbordarse al buque ni ía 
de este al bote. 

Art. 15. El buque puesto en cuarentena denem- 
barcará sus papeles y correspondencia por medio 
del bote de observación en la manera siguiente. 
Arribará al costado de barlovento, y sin atracar, 
presentará al buque una asta en cuyo extremo se 
hallará una caja de plomo ó latón en la cual se 
introducirán desde el buque los papeles. Recibi- 
da la correspondencia por el bote se fumigará en 
él con arreglo al método que se acompafta, y se 
trasladará á la estafeta. La junta de sanidad de- 
signará los casos f n que sea necesaria la precatt- 
cien de fumigar los papeles. 

Art. 16. fei el buque en cuarentena necesita al- 
gún auxilio, enarboíará un pabellón blanco, á 
cuya vista acudirá el bote de observación, y coa 
las precauciones expresi^das en el artículo ante- 
rior, recibirá !a comunicación expresiva del auxi- 
lio que se pide, y fumigada como se ha dicho, ja 
pondrá en manos de] Jefe político para que le dé 
dirección y se presten los auxilios pedidos. 

Art. 17. Si durante la cuarenteiia muriere al- 
^gun individuo, se arrojará alague con las precau^ 
ciones que en tales casos se requierea* 

Art. 18. Es deber del capital» del buque duran- 
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te la cuarentena, remover loa efectos de su car- 

g amento para que se purifiquen eon.elaira,» 
acer frecuentes fumigaciones del k>uque. 
Art. 19. Antes de pasarse la visita de sanidad 
no es permitido á ningqn buque comunicarse de 
modo alguno con el puerto : por coneigtiieflte lo. 
da persona que venga á tierra antee de practicar- 
se aquella será inmediaumenle reembarcada por 
el Jefe político, imponiéndosele edemas á dicha 
persona y al capitán Us penas á que se hayan h*,- 
cho acreedores per el quebraqtaaúento de las me- 
didas sanitarias. 

Art. '^0. Estando prohibida por el presente de- 
creto toda comunicación de los buques con el ter- 
mono de Venezuela- antes de ser visitados por 
sus autoridades y obtener permiso para anclar en 
ellos, queda iguaí^penie prohibido el desembarea 
dé mdividuo alguno por las costea y lugares den- 
de no existen poblaciones. La persona que que- 
brantare est^ precepto queda sujeta 4 ¿r reem- 
barcada por las autoridades locales, adornas de 
las penas impuestas á los que quebrantaren iae 
disposiciones sanitarias y de policía* 

Art. 21. Se exceptúan de las penas por loe dos 
artículos anteriores loe casos de peligro inminen- 
te del buque ó de naufragio. 

Art. 32. La infracción de los artículos del pie- 
sente decreto será castigada con arreglo á las le- 
yes vigentes. 

An. 23. Se derogan las resoluciones dictada» 
hasta Id fecha sobré patentes y visitas de sanidad. 

Art, «. El Secretario de Estado en los Peana- 
chos del Interior v Justicia queda encargado de 
la ejecución de este decreto. 

Dado ; firmada de mi mano: sellado ooeel ee- 
Uo del Poder Ejecutivo y refrendado por el Se- 
cretario de Estado ea los Despachos del Wrior 
y Justicia en Caracas A U de Agosto de ltíá7 
año 180 de la iey y 37? de la i lule pee delicia! 
(Firmado.)— Jo^i T. Moná^a^^For «, ¡¡^To- 
mas /. S^navria. 

VISITAS ps aAMOAO, amoluoion Kiaosviva 
na 31 w Jc?<fiao na 1&52 reiteruKdo W c»ei- 
pUmunto d^ U^ disposieion^s del D^ptit 
anterior m 

Secretar^ de] Interior^-^See^ien tereera. 

Caracal^ £nere 31 <ie \WSl. 

-Reetíe/íe.— Dígase en circular & ke Gobeime- 
doree de las |>ro«iucias liioiaies« 

Iflopuesto 1^. E. el Poder £;jecu|ive «le toe mr 
vísimuf perjuirii^ que neceaarittmente deben «lesr 
sionar 4 la pública salubridad aquellos boMM 
que ee presenten en iae eostee, rioa y po^r^Mi de 
la Bepübljffi^ siA «U eurrespoBdiei^te #^t«^ d* eer 
nidad, 4 que tr^l^idula, «^ ii^iu de£Nnuo«u Mt 
no encontrarse arreglada & las disposicionea vi- 



COLOMBIANA T V1»B20LA9& rTOENTE. 



369 



JLmtmtátmm^immm, 



■ itT' i nrri 



jtaHBM 



VIS 



g«fnte8 sobre la materia : y teakndo én con ^ de* 
ración que Itt falta del exacto cumplimiento de | 
Mas misma;» disposiciüne;^ acarrea incalculables 
dafioe, por lo que respecta á la misma salubridad 
del Estado, consenraciou de la población, econo- 
mía de gasto:» j los consiguientes bienes y venta- 
jas que de aquí dimanan en favor de la pública 
prosperidad y de la moral social, consecuencia 
forzosamente necesaria del buen orden que debe 
observarse ; siendo así que tales falías repelidas j 
frecuentemente por parte de buques extranjeros, 
pueden dar margen en lo sucesivo á serios y de- 
sagradables reclamos inlernaciouales, si en tiem- 
po oportuno no se reprimen debidamente seme- 
jantes abusos, ha resuelto S. £. el Presidente de 
la llep&blica : que se sujeten á rigorosa cuaren- 
tena iodos los buques que se^^resenteu en los 
puertos de Venezuela sin exhibir su competente 
caria de sanidad, ó que exhibiéndola, esté en 
eoniradiccion con alguno de los requisitos que 
exige el Decreto ejecutivo de 1 1 de Agosto de 
1847 ; y que por el contrarío, no deben sujetar- 
se absolutamente 6 tal medida aquellos buques 
que presenten su correspondiente carta de sani- 
dad seguo el tenor de ias reglas establecidas en el 
mismo citado decreto, pues esto perjudicarla no- 
tablemente al comercio nacional y extranjero sin 
ninguna consecuencia efectiva pur io que bate á 
la preservación de un contagio 6 mal inexisien- 
i^ que ha sido el único objeto que se ha tenido 
•II cousid<*raeion en las varias nieaidas que se 
han dictado, refundidas todas en el decreto €je- 
ciilivodell de Agosto de lb47, cuya obsérvam- 
ela se reccmienda k US. f ficazmenta 

tíev &. — Par S. E, — Herrera. 
VISITAS DB SANIDAD. Véase Médicos de sa- 
nidad. 

VISITAS os SANIDAD. RKSOLDCION fcJBCOTIVA 

DV dO DK JUMO Dtt i 3 id dictando reglas 
svófe ellas. 

Despacho de Relaciones JExlerúrres. 

Catácds, Junio 30 de I84S. 

R^suelt<i.— Habiendo sucedido en la Guaira 
que UQ buque da guerra extranjero pasó visita á 
otro mercante de su nación antes de haberse prac- 
ticado la de sanidad y la de hacienda, dando esto 
motivo á contestaciones uedagradables ; y siendo 
ueoeeario es^blecer la pránica que deba obser- 
varse en nuestros puertos á ñn de evitar estas irre- 
^iaridadfes, conciíiando en hi posible la costum- 
bre ée los buques de guerra en estos casos con 
his «Nffposiciones vigentes en la República, dls- 
p&me el PodtT Ejecutivo lo siguiente : 

1^ La vistla de sanidad debe precisamente 
pme^r á hi c)u« los buques (te guerra extranje- 
ros aa»éfumbrán hacer á los mercantes de sus res- 
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pectivtrs naciones, pues siendo el objeto de di- 
cha visita evitar que un baque contagiado infeste 
la poblucion, seria esta precaución inútil permi- 
tiendo que fuese visitado dicho buque por otro 
que estuviese en comunicación con el puerto. 

2^ Por lo que respecta á la visita de hacienda, 
no pudiendo siquiem sospecharse que los buques 
de guerra protejan de modo alguno el contraban- 
do, no hay inconveniente pura que se pongan en 
comunicación con los mercantes, antes de practi- 
carse dicha visita ; y 

39 Los empleados encargados de dar cumpli- 
miento á la primera parte de esta resulucion, se 
esmerarán en hacerlo con la mayor prudencia, sin 
ocurrir á medios violentos, y guardando á los je- 
fes de lus buques de guerra las con- 
sidcraciobfs debidas á su cariicter, afín de evitar 
iodo motivo de que|a. Comuniqúese e^ta KSóIu- 
cion ai Secretario del Interior y Justicia para que 
le rnande dar cumplimiento en lo tocante á la vi- 
sita de sanidad, y pásese copia al Despacho de 
Hacienda para que se circule á los administrado- 
res de Aduana. PorS. E. — Acavedo, 

VISITAS DE SANIDAD. KCSOLCIC1024 EJECUTI- 
VA Dfi 14 D6 NOVIEMBRE DB 1851 dcclaraA' 
do que los "paquetes están sujetos á ellas, 

3«tcretar¡a del luterior. — Sección tercera. 

Caracas Noviembre 14 de 1851. 

Resucito. — Dígase al sefior Jo:sé María Pérez, 
médico de Sanidad del puerto de la Guaira. 

Impuesto el Poder Ejecutivo de la nota de U- 
feciui 30 del mes próximo pasado, en que con- 
sulta si á los paquetes que están exentos de d^e- 
chos de j>uert4» se les debe pasar visita de sani- 
dad, 8. E. td Potier Ejecutivo, de acuerdo con la 
opinión del Consejo de Gobierno, me ha ordena- 
do contentar á U. : que teniendo por objeto la vi- 
sita de sanidad impeilir la introducción de algún 
contagio, no están exentos los paquetes de di- 
cha visiu aunque no paguen los derechos de esta. 

Tt^ngo el honor de decirlo á U. en contesta- 
ción á su precítuda nota. 

8oy &<<'.. — Por S. E. — Herrera. 

VISITA 8 D£ SANIDAD. RBSaLOCION EJKCCTiVA 

DB 12 DE ocri^BRS DB 1&54 declarando que 
aunque, por el arlUalo 1 9 del D.ecreio £/#- 
cutioo de \\ de Agosto de 1847 debe permi* 
time la e^ilrada dios buques que tengan car- 
ta limpia] no obstante el Poder Ejecutivo pue- 
de disponer ¿o contrario cuando haya funda* 
dos motivos para juzgar que los puntos de 
donde han hecho su salida, están infestados. 
Secretaría del Interior. — Hcecion tercera. 
Caracas, Octubre t2 de 1854. 
Resuelto* — Dígase al sefior Gobernador de es- 
ta provincia. 
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Sometí al conocimiento del Poder Ejecutivo la 
nota del Jefe político del cantón la Guaira, tras- 
crita por US. para la resolución conveniente, en 
su oficio de 5 del que cursa, y en la cu«l mani- 
fiesta aquel funcionario, á nombre de la Junta de 
sanidad que preside, Ja dificultad que encuentra 
al ejecutar la orden sobre cuarentena de los bu- 
ques procedentes de los Estados Unidos é Isla de 
Trinidad, expedida en virtud de los informes ob- 
tenidos de la existencia del cólera en 
aquellus puntos; pu£s para ello habria que in- 
fringirfse el artículo 1 9 del Decreto Ejecutivo de 
11 de A-gosto de 1847, impidiendo la entrada de 
los buques de tale^ procedencias que presentasen 
su carta JimpÍH de ««anidad, lo que daria acaso lu- 
gar á protestas y reclamos contra el Gobierno ; 
y S. E. ha determinado se diga á US. en contes- 
tación*; que las disposiciones de dicho Decreto, 
que son las que han <le servir de regla ordinaria- 
mente en la materia, no constituyen al Poder 
Ejecutivo, que las dictó, en la imposibilidad de 
reformarlas ó expedir otras en casos extraordina- 
rios. Como el actual, en que habiendo tenido da- 
los oficiales é informes particulares, corrobora- 
-dos unos y otros por la voz pública, de hallarse 
los referidos punios invadidos por el cólera mór- 
bus, resolvió la inadmisión de los buques proce- 
dentes de ellos en los puertos de la República ; 
y que por consianiente debe llevarse á cabo di- 
cha resolución, aun cuando se produzcan cartas 
limpias de saniflad, porque ellas no pueden na- 
turalmente ser obtenidas en un lugar en que exis- 
te dicha enfermedad, sino por fraude ó subrep- 
ticiamente. 

Sin embargo, como el caso previsto por la Jun- 
ta de sanidad de la Guaira aun no ha llegado á 
fjresentarse, y también puede suceder que el có- 
era desaparezca de un momento á otro de los 
mencionados puntos, el Gobierno pe reserva, se- 
gon las notirias qne vaya obteniendo, alzar ó no 
los efectos de dicha resolución, ó hacer algunas 
excepciones en virtud de las circunstancias que 
ocurran. 

Tengo < 1 honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y fines consiguientes. ^ 

Soy (fcc.'-Por S. E.-^Plánas. 

VISITAS DE syiNrDAD. resolución ejecuti- 
va DE 28 DE AGOSTO DE 1865 aprobando la 
cuarentena de ciertos buques ; pero de nin- 
gún modo la de los qve presenten caria lim- 
pia ; y previniendo la observancia del regla- 
mento sobre la vidteria de II de Asrosto de 
«. 1847. ^ 

Secretaría del Interior. — Sección tercera. 

Caracas, Agosto 28 da 1865. 
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Reauelh.— Dígase al sefior Gobernador de 
Carabobo. 

Por el Diario mercantil de Puerto-Cabello ha 
Helado á conocimiento del Poder Ejecutiio que 
la Junta de Sanidad de aquel cantón, entre otra» 
medidas que tomó la Jefetura el 15 del corrien- 
te, sugirió la de una cuarentena para todas laa 
embarcaciones procedentes de Ja Guaira, que se 
ha llevado á efecto, y que con este motivo se obli- 
ga ó suffjr dicha cuarentena aun á los buques que 
pasan por el puerto de la Guaira sin entrar en él 
y á otros de distintas procedencias. ' 

Por la ley de 20 de Mayo deí año próximo 
pasado toca al Poder Ejecutivo librar las órde- 
nes necesarias para establecer cuarentenas solo 
respecto de los buques de iroccdencia de paisea 
infestados ; ^art, 25) y rn el caso de que se pre- 
senté algún bu quf procedente de algún lugar don- 
de exista enfermedad contagiosa, de que el Po- 
der Ejecutivo no haya podido tener noticia el Go- 
bernador de la provincia es el que debe ordenar 
la cuarentena conforme a la ley orgánica de nro- 
vmcias. (art 26.) *^ 

Ignora el Poder Ejecuavo si US. ha tomado 
conocimiento de la medida adoptada en Puerto- 
Cabello ; pero como ni S. E. lo ha determinado, 
ni sabe que esa Gobernación haya dií»puesto na- 
da sobre el particular, al mismo tiempo que hay 
quejas sobre la extensión que se le ha dado, y el 
modo con que se ejecuta, me ha ordenado decir 
á US. : que no permita se haga sufrir cuarentena 
á los buques que vienen con cana limpia, así de 
los puertos de la Repüblica como de Jos del ex- 
tranjero, ni tampoco á los que prevenidos opor- 
tunnmente de existir la epidemia en algún puer- 
to, se hayan abstenido de entrar en él parapo* 
der fondear en los que gozan de salubridad. 

Ademas, es necesario se mande observar es«> 
crupulosamente el reglamento sobre cuarentena y 
visitas de sanidad, de 28 de Agosto de 1847 ínseí* 
to en la Gaceta de Venezuela número 874, y dia- 
poner el servicio del bote de observación y las 
señales de inteligencia entre dicho bote v eJ cas- 
tillo que guarda la entrada del puerto, de modo 
que se evite toda equivocación que pueda dar lu- 
gar á sucesos desgraciados. 

Digo á US. todo lo que precede en el concep- 
to de que el Poder Ejecutivo, usando de la atri- 
bución que le concede la ley, aprueba la cuaren-- 
lena si US. la ha dispuesto, y en cualquier otro 
caso, la dispone por sí por creerla conveniente res- 
pecto de los buques que proceden de la Guaira 6 
de cualquiera otro puerto de la República en que 
exista el cólera epidémico, debiendo darse parte 
cuando haya de extenderse ó los otros puertos, 
con los fundamentos que se tenga para ello con 
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el objeto «le suspenderla 6 eoDtiti unirla, confor- 
me & los flatos que hajra recibido el Gobierno. 

Soy, &c. — Puí* S. E. — Aranda. 
VISITAS DE Buaucs. Cuándo yeómo deben 
hacerse á Ins mercMutes por tus de guerra. Véa- 
se Tr alados públicos. 

VISITAS Dfi BUQOES. KESOLVQION EJECUTIVA DE 

25 DE E.^GRo DB 1847 (Uclarando que los pa- 
auebote^, no siendo de ffuerra^ no goza% del 
fuero de ?m er tñsi todos. 

Departamento de Relaciones Exteriores. 
Caracas, Enero 25 de 1817. 
Resutílto.^-- \pnrec\eí\áo de U precedente co- 
municación del jt'fe político de lu Guaira, tras- 
crita á este Despacho por el Gobernadi^r de e^ta 
provincia, que entie ios pas^ijcrtis que se embar- 
caron el 7 del corriente mes en el paquebote In- 
gles lar s, con destino ¿ ultramcir, salieron dos 
sin el pasaporte correspoiidietite, y que esta f^ilta 
no putio evitarse por asegurar el capitán de aquel 
puerto que no le et^ posible responder de los que 
se dan á la vela sin pasaporte-cunnd» lo bucen á 
bordo de nn paquete-que goza di'l fupro de no ser 
visitado, y ron cuyo fuero no pueden las autorida- 
des harer cumplir en caso necesario los artículos 
16 y 17 del reglamento de policía sobre el orden 
páblico en general, y la resolución del Poder Eje- 
cutivo d e i 1 de Setiembre del año próximo pasa- 
dy que recomienda la estricta observancia de 
aquel precepto de policía ; y resultando de los 
términos de dicha romunicacion una censura im- 
plícita ul pabellón británico por la falta que se 
atribuye al en pitan de un buque de empresa par- 
ticular, como lo es la de conducción de correspon- 
dencias por ia Keal compañía de Paquebotes de 
vapor establecida en Londres en 1841, publicán- 
dose ««lemas por la imprenta aun antes de llegar á 
coriocimienio del Gobierno ; el Vice-presidente 
encargado del Poder Ejecutivo, resuelve: 19 que 
se prevenida ai r-ipitan tfel puerto y demás autori • 
dad68 de h Guaira, tfáe ni los paquebotes británi- 
cos i!Í los de otra nación, no siendo buques de 
guerf8,|[ltfim de oíros ó mayores fueros y privi- 
legios que los paquetes venezolauost y que, como 
estos, solo están exentos del pago de ios derechos 
de puerto, conformo al artículo 2^ do la ley de 
19 de Junio de 1816 que trat.i do ellos ; bien que 
sea siempre convenieuie no causarles embarazo 
6 demora innecesaria en el cumplimiento del im- 
portante servicio de que están encargados y que 
exige por su naturaleza entera espovUcion en la 
entrada y salida de los puerti»s 2^ Que se haga 
entender al jefe político de la Guaira, la incon- 
veniencia é injusticia del cargo que envuelven los 
conceptos de su citada comunicación contra la 
Nación británica en generali por un hecho aislado 



VIS 



de un })Rrticular, que ademas está contradicho, se- 
gtm los datos que se han presentado al Gobierno 
por Itt Legión britfmica ; cuya conducta es por 
otra pnrte ajena de la amistad y cordiales rela- 
ciones que existen entre los dos países, y 39 que 
se recomiende á Ins autoridades y funcionarios 
públicos en general, el deb?r de no consentir ia 
publicación anticipada é inoportuna por )a impren- 
ta, de los actos ó documentos oficiales en que 
deben conocer y resolver las aut(»r¡dades superio- 
res, principahnente en los asuntos relacionados 
con ios Gobiernos ó subditos de las naciones ami- 
gas. Comuniqúese al Gobernador de Caracas 
como resultado de su oñcio de 9 del corriente, y 
publíquesc. — Por S. E. — Casas. 

VISITAS DK LAS OFICINAS DG REGISTRO. VéaSO 

Tribunales í/ juzgados, L. )¿^y art. 39atrib. 16. 

VISÍTaS DE LAS OFICINAS ElE KBGISTUO. R£SO- 
LPCION EJKCUnVA Ü£ 11 DC AGUSfO DE 1845 

fiando el dia en que deben haceila los je^ 
fes poiUícos^ y disponic/Ldo que ¡os Gobernar 
dores trasnútaa d la Secretaria del Interior 
el resultado que se les comunique* 
Secretaría iJel Interiíjr. — Sercitm segunda. 
Caracas Agosto II de ItílS. 
Resuelto. —Dígiistí 6 los señores Gobernadores 
de las pruvinci; s. 

Por orden circular de 7 de Octubre de 1843, 
dispuso el Poder L'jcculivo, fundado en poderosas 
razone?, que los señores Gobernadores dieran 
anualmente cuenta dti resuliadj que tuviesen las 
visitas que deben pa&ir los jifes políticos & las 
oficinas de registros, en cumplimiento del artícu- 
lo i^ de la ley orgánica de provincias. Esta dis- 
posición del Gublciiio fué cumplida con poca 
exactitud en las provmcias de Apure, Barcelona, 
Cárnicas, Coro y Marguriía, por lo cual se repitió 
en 2 de Diricriibre del año próximo pasado, dis- 
poniéndose al mismo tiempo, que, al dar el informe^ 
se añadiese una noticia de las oficinas subalternas 
existentes y de los nombres de los registradores. 
Produjo esta disposicioa «il^uri res h1 lado ; pero 
no contestaron los señoics G^^bernadoies de Apu« 
re, Caracas y Margarita. 

Posteriormente han enviiido stis informes alga- 
nos señores Gobernadores; mas no pudiendo cen- 
tralizarse con fruto, ya por no estar compietoe 
todos, ya por referirse á fechas diversas, el Poder 
Ejecutivo ha resuelto. 

19 En cumplimiento del artículo 42 de la ley 
orgánica de provincias, procederán los jefes polí« 
ticos á pasar la visita de .laa oficinas de registros 
de su cantón en los prinieros quince dias del mes 
de Octubre próxiiono, y áisí en los afios posteriores, 
é inmediatamente después de oonclaida remitiráa 
su resultado á la Gobernación de la provincia, 
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expremado ademus el ntrn^ro de oficinas que haya 
eo el cant«>n y las personas qae las sirran* 

29 Los señores Gobernadores reuniendo estos 
datos redactarán su informe general, y lo remiti- 
rán áe«te despacho en la prin>eTa quincena de 
Noriembre de cada afio, para que pueda tenerse 
presente al formar la Memoria del ramo, lo cual 
harán también en lo sucesiro. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
cumplimiento. 

Por S. E^^Cobos Fuertes. 

VISII'AS ER LAS PROVINCIAS POR LOS GOBEnilA- 

DORKS. Véase Provincias, art. 89, y R. R. E E. 
de 9 de Mayo de 1844, (Apéndice á este tercer 
tomo), y 19 y 12 de Mayo de 1854. 

VISITAS DE LAS ESCUELAS PRIMARIAS Véase 

Provincias, art. 13, 

VISITAS DE BOTICAS T DRoorERÍAJ". Véasc Dro^ 

gucrias. * 

VISITAS DE CÁRCEL. Véase Tribunales y jvz- 
gad"S^ LL. If, atribución 15. del art. 3^, y 

VI atrihuciun 5^ deJ art. h^. 

• • 

VISO (doctor JULIÁN.) Véase Códigos naciona- 
les. 
VISTA ocular. Véase Pruebas y su término. 

VISTA DB CAUSAS. Véfise Examen de ]*rvebas 
y sentencia, art. 19) Segunda instancia, y Dis- 
posiciones comunes á todos los juicios^ art. \*l 
y39. 

VISTO BUENO DE los DOC'JMENToS COMPROBAN- 
TES DÉLAS CUENTAS DE LAS MAToRDOAlAS DB 

FABRICA. Véase Mayordomías de fabrica, D, E. 
de 18 de Octubre de 184t¿, art. 5t> ^ I o, y art. 
22. 

VIUDAS Y HUÉRFANOS, Véase 3fontepío mili' 
tar, Pensiones, honores y recompensas, 

VOTACIONES. Casod de empates en las eleccio- 
nes de Jas Facultades de ciencias íllosóficas. 
Véase Instrucción pública, R. R de 28 de 
Febrero de 1845. 

VOTOS. Véase JB.fccwTifs. 

VOTOS SALVADOS. Véase Disposiciones comunes 
á todos los juicios, art. 15. 
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YAYA (adian-a de). Véase Exportación de ga* 
nadopvT ti Orinoco, Adu4ina de (i vayan a la 
vieja, y Puertos habilitados, art 4^ de la L. 
de 15 de Abril de 1854 y 1? del D* de 6 dv 
Junio de 1^31. 
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YOCORG (pueblo de), rbsolucioic sjjbcittI' 
vade 10 de DICIEMBRE DE 1849 mandando 
quede sin efecto el título de propiedad de *^ Las 
Chaguaramas^^ dado al Sr, José Lagrave, en 
todo lo que haga probable ftu destrucción. 

República de Venezuela. — SecretBTía de Hacien- 
da- — Sección teicera. 

Caracas* Diciembre 10 de 1849. 
8r Andrés Eusebio Lerel, visitador de las mi- 
siones de la Quayana. 

Contesta fecha ha dictado S. £. el Poder Eje- 
cutivo la siguiente resolución : 

'^ Consta del expediente de acusación y renta 
^^del sitio nombrado Las Chagrua ramas, que fintea 
^ de tomar pose9Íon el sefior Agustín M. Maris, 
*' se practicaron las diligencias de reconocí rnieD- 
^' tf»á por las aiitojiddctes renfiectivaSi y que ae 
^* hizo In dt bida raenrion de que los pueblos de 
''Yocore, Gtiariiica y Birraticas, habían de que- 
*'dar con sus terrenos suficientes de ejidos y para 
'^conuros ; portante, el Gobierno no puede ménoa 
**d»* extrafiar que loa arrendatarios ó duefjos de 
*Mit•rra^ bal'Jíis enajenadas en aquellas jurisdie- 
** ciones, e&tén deteriorando el de San Sim«iD de 
*' Yocore, y dispone: que entre tanto se hace el 
^' Poder Ejecutivo de los datos que pongan este 
**' i>egociu en estado de resolución definitiva, ae 
*^ impidan los efectos del título de propiedad de 
'*.ias Chaguaramas, dado al señor José Lagra^e, 
** en todo cuanto haga probable la destruccioo 
*^ 4e dicho pueblo situado en Cafio- Verde, el cusí 
^ el Gobierno estfi en el deber de proteger, lejos de 
'* consentir que se deaba^ ; y que se pida un in- 
** forme ol aeñor Gobernador de Cumaná, aceres 
*' de la situación de Yocore, del número de sus 
*' habitantes, de la época de su fundacioD| ai ae 
** halla entre los linderos de la posesión de las 
'^ Chaguaramas, y si la enajenación de este sitio 
** perjudica de alguna msoera al pueblo de San 
^ Simón y sus habitantes, remitiéndole para ello 
'^ los antecedentes que reposftn en el despacho.*' 

Y se comiinica á U. en coatestacion á su nota 

e 24 de Noviembre próximo jiasado 

Soy de U. atento servidor. 

Vé Leeuna* 
Es cop¡a.«^'Lc««na. 

YOCORE (pueblo de). ñfesoLtcioN sjBOtrriVA 
. DE 9 DEFEBnERtrDE 185Ü declarando que nod^ 
be perturbarse su existencia y adelaniof y con- 
ceaiéndole tierras suficientes para sus ejtdos^ 
y vn número de fanegadas para cada fa^ 
mi/ia; con otras disposiciones. 

RepúJ»iica de Venezuela.-— Secretaría de Estado 
en los DO. del Interior y Justicia«**SeccioQ 
cuarta — Número 19. 
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Oiráefts O de Febrero de 1850, afio 81 de la ley 
7 40 de la indepeadeneia. 

Sr. Secretario dé £. en el D. de Hacienda. 

Con esta fecha digo al sefiof Grobernader de 
CunuiDá lo siguiente : 

'* £1 sefíur Andrés E. Level Tisitador de las 
misiones de Guayana con facujtad de FÍsitar taro- 
bien las de Cumaná, ha manifestado al Gobierno 
que los vecinos del pueblo de San Simón de Yo- 
core en el cantan los Caños han sufrido perturba- 
ciones en la posesión que habian adquirido de los 
terrenos que ocupaban, por decirse haber sido 
enajenados estos al seflor José Lagrave que tiene 
un hatoá sus iomediaciones, y ha hecho ver la 
necesidad de que se ampare á ios indios y no in- 
dios de dicho pueblo en la posesión de las tierras 
que ocupan : de que se asignen al pueblo tierras 
bastantes para los ejidos que le da la ley ; y de 
que & los iiidicissii den en propiedad las que ne- 
cesitan para aus labranzas. 

Ademas í\t\ amparo que US, acordó á los indí- 
jenas de San Simón de Yocore en decreto de 2 
de Mayo de iS48, el Gobierno ha dispuesto por el 
Ministerio de Hacienda en resolución de 10 de 
Diciembre del ailo anterior, que se impidan los 
efectos del título de propiedad de las Chaguara- 
mas dado al señor Jone Lagrave en todo cuanto 
haga probable la destrucción del pueblo de San 
Simón de Yocore, porque en el expediente de 
^kusacion y venta del sitio nombrado '* Las Cha- 
.guaramas'* consta que se hizo la debida mención 
de que los pueblos de Yocore, Guaritica y Bar- 
rancas habian de quedar con sus terrenos sufi- 
cientes de ejidos y para conucos. 

Por otra parte, por el artículo ¡9 del decreto 
legislativo de 5 de Abril de 1838, los vecindarios 
de Guaritica y Yocore componen el cantón de los 
Caños junto con las parroquias de Barrancas,|Ura- 
coa y Tabana. Existe, pues, por ministerio de la 
ley el pueblo de Yocore, sin que en nada obste 
& su existencia el haberse trasladado alas márge- 
nes de Caño-Verde. 

Consta documí ntadamente la regularidad del 
pueblo de Yocore, el número de sus vecinos, el 
de sus casas concluidas, el de los juegos de made- 
ra dispuestos para hacer otras, el de los indios 
guaraunos allí astablecidos, la existencia de una 
peqoeña Iglesia y el estar levantada ya la casa 
Municipal. 

El Gobierno no puede consentir que una po- 
blación 80 extinga después de fundada para hacer 
lugar á ningún establecimiento particular ; antes 
debe sostener el principio de que al interés nacio- 
nal ceda el particular en todo caso. Los pueblos 
efitán en el mas privilegiado, con especialidad los 
de indios según las leyes de la Recopilación de 

tOMO III. 
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Indias* Tirates en Yenezaekit como lo previene 
la ley del de Mayo de 1838. — Varias de ellas 
ordenan que no debe despojarse á los indios de 
8U8 tierras. Así, la ley 9a Utulo 12 lib. 49 de dicha 
Recopilación, previene, que no se den tierras en 
perjuicio de ios indios, y que las dadas se vuelvan 
á sus duefios : las 17 y 18 del mismo título y libro, 
la primera que no se admita á composición de tier- 
ras que hubieren sido de ios indios ; y la segunda 
que la venta, beneficio y composición de tierras 
se haga de modo que á h s indios se les dejen 
con sobra todas las que les pertenecieren ; y que 
las en que hubieren hecho cualquier beneficio, 
no se las puedan vender ni enajenar por ninffun 
caso ; y la 9^ título 3^ Üb. 69t que á los indios 
reducidos no se quiten las tierras que antes hu- 
bieren tenido. 

También se halla dispuesto en las leyes de in- 
dias : en la 13tít. 79 IJ^- ^9» 9"® ^^^ ejidos de 
los pueblos deben ser en tan competente distancia 
que si creciere la población, siempre quede bas- 
tante espacio para que la gente se pueda recrear, 
y sahr los ganados sin hacer daño. En la siguien- 
te, que se señalen también á los pueblas dehesas 
que confinen ron los ejidos para pastar los gana- 
dos, y alguna buena cantidad mas de tierras para 
progirios del Concejo. En la 4^ tít. 12 del mismo 
libro, que á los que fueren á poblar fc les den 
tierras, solares y aguas ; y en lu 8^ tít, 39 Ib. 69 
que los sitios en que se han de formar pueblos y 
reducciones, tengan comodidad de aguas, tierras y 
montes, entradas y salidas y labranzas y un eji- 
do de una legua de largo, donde los indios pue- 
dan tener sus ganados." 

*' La ley 26 tít. 79 üb. 49 de la Recopilación de 
Indias dispone: que los pobladores echen sus ga- 
nados en las dehesas donde no hagan daño á los 
indios. La 12 tu. 12 del mismo libro; que las es- 
tancias para gaiiadí)S se den aparta«las de pueblos 
y sementeras de indios. La "O, tít. 39 Üb. 69, 
que cerca de las reducciones no haya estancias 
de ganados ; y linalmente, el artículo 49 de la 
ordenanza 6^ de policía en esa provincia, que en 
los lugares declarad4)s agrícolas, no pueda criarse 
ni engordarse ganado en las posesiones que carez- 
can de aguas suficientes, ni en las que tengan estas, 
sin que los dueños de ganados las hagan cercar 
con zanjas, tapias, paredones de piedra seca, pa- 
lenque, palo á pique, ó palizadas. 

No obsta para que se den tierras y solares & 
los vecinos de. Yocore, que este pueblo se haya 
trasladado á las márgenes de Cafío-verde, ni que 
ya el pueblo esté fundado. No lo primero por- 
que lo permite la ley 2» tít. 12, lib. 49 de la Re- 
copilación de Indias por la circunstancia de ha- 
ber dejado su primera residencia, en la que ade- 

48 
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mas no hay constancia de que se les hubiesen da- 
do tierras; ni lo segundo, porque la ley séptima 
del mismo título y libro dice: ** Mandamos que 
Ins repartimientos de tierras, así en nuevas po- 
blaciones como en lugares y términos que ya es- 
tuvieren poblados, se hagan &c., y sobre todo, 
porque según el 'artículo 69 de la ley de I9 de 
Mayo de 1841 sobre civilización y reducción de 
indígenas, cada familia de estos que consienta 
someterse al régimen de las misiones y vivir en 
poblado, tiene derecho á una suerte de tierras 
que no exceda de 25 fanegadas, derecho que tam- 
bién da el artículo 69 de la misma ley á cada fa- 
milia de vecinos venezolanos ó extranjeros que 
quieran pasar á establecerse h una población in- 
dígena, poniéndosele en posesión por el hecho de 
establecerse ; y teniendo opción al título de pro- 
piedad si permaneciere allí cuatro años continuos. 

Ante estas disponiciones legales y con \'ista de 
lo comunicado al Gobierno por el visitador de las 
misiones y de los documentos que ha exhibido, 
y teniendo ademas presente el Poder Ejecutivo 
que siendo parte de las rentas municipales los pro- 
ductos de los ejidos, según el ^19 artículo 29 de 
la ley de 5 de Marzo de 1846, es justo que ellas 
sufraguen los gastos de la demarcación de los 
ejidos por el interés que tienen en los produc- 
tos de estos ; y que por resolución de 10 de Fe- 
brero de 1841 comunicada el mismo dia al señor 
Gobernador de Barcelona con el número 99, es- 
tá dispuesto que la designación de los ejidos de- 
be solicitarse por el Procurador municipal respec- 
tivo á quien toca promover todo lo útil y nece- 
sario á su cantón ; y hacerse por el tribunal 
competente conforme á las leyes con citación de 
colindantes y previos los deslindes y demás dili- 
gencias, y en el concepto de ser baldíos ios ter- 
renos inmediatos al pueblo de San Simón de Yo- 
core, ha resuelto : 

19 Q'Ue nada debe perturbar la existencia y 
adelanto del pueblo de Yocorc situado en Cafio- 
verde ; dejándose salFo el derecho que cual- 
quiera pueda tener á indemnización. 

29 Que debe concederse para ejidos de di- 
cho pueblo una legua cuadrada fuera de 600 va- 
ras de la plaza á cada viento principal, que ade- 
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mas sirvan para casas y solares, tomándose en 
la dirección en que lo permita el terreno, las que 
no pudieran tomarse en algunas de las otras 

3.^ due se excite á US. á que haga mensu- 
rar por agrimensor publico las 600 varas, y ade- 
mas las leguas que quedan expresadas, abonando 
el gasto de la mensura de la suma debtinada pa- 
ra los gastos municipales imprevistos. 

49 Que practicada la mensura, el Procurador 
municipal del cantón CaSos ocurra al alcalde 
respectivo solicitando el deslinde de las 600 va- 
ras y de la legua ya ej? presadas. 

59 Que cada familia de indígenas que resida 6 
residiere en el pueblo de Yocore, lo mismo que 
cada familia venezolana ó extranjera allí estable- 
cida ó que en adelante sq estableciere, tiene de- 
recho á 25 fanegadas de tierra, haciéndose el re- 
partimiento de modo que todos participen dib 
bueno y mediano v de lo que no fuere tal según 
la ley la tít. 12, ¡ib. 49 Recopilación de Indias 
en la parte que á cada una se le debe setialar ; 
y que mientras el Poder Ejecutivo dispone lo 
conveniente para la mensura de la porción de 
tierras que'á cada uno correspondo, se les man- 
ien^ en pacífica posesión de Jos terrenos en que 
tuvieren labranzas y ganados. 

69 Que haga US. que las respectivas autori- 
dades vigilen en el puntual cumplimiento de lo 
dispuesto en la sección 2a de la ordenanza 6a 
de policía en esa provincia." ^' 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y fines convenientes, y añadiéndole 
de orden del Gobierno que este confia que al 
dar US. cumplimiento á la anterior resolución, 
empleará los solícitos cuidados que demanda la 
conservación de un pueblo de la Rcpóblica y el 
amparo de los venezolanos que lo habitan,' con 
especialidad los indios ; y en que por virtud de 
las estrechas órdenes que ÜS. dicte, el pueblo de 
San Simón de Yocore se conservará y adelanta- 
rá, cesando Jas zozobras y temores en que han 
estado sus vecinos." 

Lo trascribo 6 US. para su conocimiento y fi- 
nes convenientes. — Soy de ÜS. muy atento se* 
guro servidor.— Jlfani/g/ M.- Qvintero, 
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ABOLICIÓN DE LA ESCLAVITUD. Véaso Lihev' 
taa de esclavos. (Eq este mismo Apéndice.) 

ADUANAS D£ LA GUAIRA, CUHANÁ Y CIUDAD 
BOLÍVAR. HlSO LUCIOS EJECUTIVA DK 29 D£ 

AOO8T0 DE 1856 permitiendo que las mercan^ 
cías axiranjeras que salgan de la primera pa- 
ra la tercera^ puedan ser depositadas en la se* 
eunda^ pagando el uno por ciento sobre el va* 
lor de la factura. 

Secret'ifía de Ilacientla. — Secríon 2* 

Caracas, Agosto 29 de 1856. 

Resuelto. — Con frecuencia ocurren los comer- 
ciantes pidietuio al Gobierno que dicte una me- 
dida por la cual puedan trasladarse & Bolívar, 
pasando por la Aduana de Cumaná, los efectos y 
mercaderías extranjeras que salen de la Guaira 
con destino al primer puerto. Y en efecto, la cir- 
cunstancia de correr la aduana de Cumaná con 
valias salinas, unida al ningún riesgo de que se 
haga contrabando, y las facilidades que se dan al 
comercio, han impelido & S. £. el Poder £jecuti- 
f o á dictar la siguiente resolución. 

Las mercducíds y efejrtos que guie la aduana 
de la Guaira para Bolívar podrán ser deposita- 
dos en la aduana de Cumaná, hasta que se pre> 
senté oportunidad de remitirlos á Bolívar. Lo% 
interesados pagarán por este depósito el uno por 
ciento mensual sobre el valor de ]a factura» 

Comuniqúese á las aduanas de la Guaira, Cu- 
maná y Bolívar, y publíquese en la Gaceta ofi- 
cial.— Por S. E. --Gutiérrez, 

Es copia. — Gutiérrez, 

AMAZONAS (provincia de.) Véase Provin- 
cia de Amazonai, 
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BIBLIOTECA NACIONAL, resolücion'ejb- 
cutiva de 2 de octubre db 1856 prescri- 
biendo á sus empleados algunas reglas* 

Secretaría del Interior. — Sección 4^ 

Caracas, Octubre 2 de 1856. 

Resuelto. — Apruébase el informe de la sección, 
y al efecto oficíese al Bibliotecario nacional para 
que tanto 61 como el sub- bibliotecario procedan 
inmedi? lamente á la formación de un inventario 
detallado de las obras existentes en la biblioteca, 
manuscritos, periódicos, &c, tomando por base 
los inventarios hechos para la entrega que hizo 
el señor Pedro Guillen, ó cualquiera otro apunte 
anterior que exista, para que luego de efectuado 
dicho inventario, se proceda por un comisionado 
que nombre el Poder Ejecutivo á verificar el co- 
tejo material de obra por obra, ¿informar al Gro- 
bierno lo que crea conveniente. 

El Bibliotecario procederá á recoger todas las 
obras que se hayan prestado á particulares, dan- 
do cuenta al Gobierno. Exíjaseles á ambos em- 
pleados una fianza del duplo del sueldo que go- 
zan anualmente á satisfacción del Poder Ejecu- 
tivo, y prevéngaseles que deben permanecer en el 
local de la Biblioteca todos los dias de ocho 6 
diez de la mafiana y de las doce á las cuatro de 
la tarde, bajo la inspección de un visitador ó ins- 
pector que nombrará accidentalmente el Gobier- 
no para que le informe lo que advierta en con- 
travención de los deberes impuestos á aquellos 
empleados. 

Por S. R-^Gutié9 rez. 
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CABOTAJE (comercio db.) Permiso para de* 
positar en la aduana de Cumaná las mercan- 
cías extranjeras guiadas por la de la Guaira 
para la de Ciudad Bolívar. Véase Aduanas de 
la Guaira^ Cumaná y Ciudad Bolívar. (En 
este mismo Apéndice.) 

CAMINOS. DECRETO DE 7 DB ABRIL DE 1866 

contratando uno entre Car ora y Alta gracia. 
£1 Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Considerando: 
19 Q-ue es una de sus atribuciones proteger to- 
da medida de progreso que traiga al pais el desa- 
rrollo de su industria y de su comercio 

29 Que Venezuela por su estado naciente ca- 
rece de vías de comunicación que, acortando Jas 
distancias de los pueblos, haga fácil y expedito el 
trasporte de sus ricas producciones. 

39 Que las proposiciones del Sr. Manuel Ma- 
ría Vargas sobre apertura de una via de comuni- 
cación entre las provincias de Maracaibo y Bar- 
quisimeto satisface todas sus necesidades, y trae 
ventajas á la nación ; y 

49 Que el Poder Ejecutivo en su mensaje di- 
rigido en el presente aflo recomienda muy espe- 
cialmente la protección inmediata á las vias de 
comunicación, como que ellas son de un ínteres 
vital para el pais. 

Decretan. 

Art. 19 Se conceden á Manuel María Vargas 
diez y seis mil fanegas de salde las salinas del 
Guaranao ó de las de Mnracaibo, libres de todo 
derecho de consumo y exportación, para con su 
producto abrir un camino que condíizca del can- 
tón Carera en la provincia de Barquisimeto a 
los puertos de Alt>igracia de la de Maracaibo. 

Art. 29 El camino deberá tener por lo menos 
ocho varas de latitud en la parte plana del tra- 
yecto y cinco en la-s del cerro, estando concluido 
dentro del término de cuatro años, contados des- 
de el día en que el contratista otorgue la fianza 
que se indicará y reciba la sal. 

Art. 39 El contratista queda obligado á cons- 
truir los puentes de maderas sólidas que sean con- 
venientes, y que los exijan los rios que corten el 
camino, como también á construir casas pajizas de 
die? en diez leguas de distancia, de doce varas 
cada una, con un corral adyacente cercado de ma- 
dera y con seguridad. 

Art. 49 En el paso real del rio Curibijana y 
entre Jas parroquias de Altragracia y Arenales 
86 construirá un puente elevado de madera sóli- 
da COA estribos de mampostería en cada extremo, 
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y embarandado á uno y otro lado, puerta con 
cerradura y con la capacidad necesaria para el 
tránsito de cargas voluminosas. 

Art. 59 El empresario otorgará á sa^sfaccion 
del Tribunal de cuentas ó del Gobernador de 
Maracaibo, una fianza equivalente á U cantidad 
que reciba, la que se hará efectiva en caso de 
que no se lleve á cabo la realización de la obra 
en el término prefijado. 

Art. 69 Toca al Gobernador de Maracaibo 
nombrar la comisión que debe recibir la obra ba- 
jo las bases establecidas. 

Art. 79 Por el Ministerio de Hacienda se li- 
brarán las órdenes para percibir la sal, luego que 
el contratista haya otorgado la fianza. 

Dado en Caracas á 3 de Abril de 1856, año 
27 de la \ey y 46 de la iadependencia.— El Pre- 
flidente del Senado, P. PZános.— El Presidente 
de la Cámara de Representantes, A Casanova. 
—El Secretario del Senado, J. A. Pérez.— El 
Diputado Secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, J. A, Turreolba. 

Caracas, Abril 7 de 1856, año 27 de la ley y 
46 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Monágas — Por S. E— El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, Jacinto Gutiérrez. 

^^«T ^^ copia.— Gttíiérre^r. 

CÁRCELES. Quién debe prestar el servicio pa- 
ra su custodia. Véase Guardia nacional de 
policía, R. E. de 18 de Mayo de 1847. 

COLEGIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN EJECÜTI- 

I^^JOdejvliooe 1856 distribuyendo los 
^l.OOO pesos para las clases mayores de los 
siete en que las creó el D. L. de 27 de Marza 
de \S6% 

Secretoria del Interior.-^Seccion cuarta. ' 
Caracas, Julio 10 de 1856. 
Sr. Secretario de Estado en el Despacho de Hacienda. 

Sírvase ÜS. dar sus órdenes á la Tesorería ge- 
neraly Administraciones respectivas, para que, por 
cuenta de la portida de 21.000 pesos asignada 
en el presupuesto corriente pnra satisfacer el suel- 
do de los catedráticos de ciencins mavores en ios 
sjete colegios nacionales fi*vorecidos por el Deere- 
to legislativo de 27 de Marzo de LS62, se pongan 
a disposición dei Administrador de las 'rentas 
de colegio de Barcelona los sueldos de tres cá- 
tedras, del de la8 de Carabobo siete, dei de las de 
Maracaibo tres, y del de las de Trujillo dos á ra- 
zon de cincuenta pesos mensuales cada una en 
todo el presente año económico 

Lo digo á ÜS. de orden de S. E el Poder Ee. 
cuuvoparasu cumplimiento. 

I^UL.12*W0S NACIONALES. EBSOLVCION KJBCÜTl. 

VA DE 13 di; SETlBUQiRB pi IQ5» jtj(a»do ri- 
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¿"/o^ ^jra /tf5 arrendamientos dé sus propieda- 
tQdes — Deroga la de {4l de Marzo de 1851 p 

2Sl dtl Primer iomo^ que equiDOcadamenie se 

dijo en el rubro, ser de 1850. 
8ecrftaría del Interior. — Sección cuarta. 
Caracas, Setiembre 13 de 1856. 

Resuelto. — Vistos los inconvenientes que en la 
práctica ha presentado' la resoiuci «n de 14 de 
Marzo de 1851, fijando regins para el arrendamien- 
to de los terrenos y demás bienes pertenecientes 
á los GoLsgios nncioaales ; y considerando por 
una parte que la desmejora que han sufrido algu- 
nas propiedades rurales de dichos establecimientos 
por consecuencia de la ley de abolición, no pres- 
ta una base proporcional para establ*<cer reglas 
determinadas sobro el lap^o de tiempo y otras con- 
diciones escncial?3 de diclios arrendumienlos, lo 
cual hace nrceáario ampliar 1¡)S frtcultades de las 
juntas de rentnsonla mnieria, para que su juicio 
libre y expedito pueda producir mayores ven- 
tajas á sus propias lentas; y por otra, que algunas 
consultas <lirigi.las al Po<ler Ejecutivo dan el 
C(mociinÍpnto de que ha sido ambigua y distinta 
h aplicación que se h i d^ido á varios puntos de 
aquella resolución, cuya circunstancia hace forzo- 
so fijar la vf?rdadera inteligencia que se les debe 
dar, 8. £. habiendo traiJo de nuevo á la vista la 
expresada resolución, ha tenido á bien reformarla 
en los términos siguientes ; 

Art. 1 ^ Los quf» pretcndieren tomar en arrenda- 
miento alguna fínca <le los colegios nacionales 
presentarán un fiídor, á satisfacción de Ih respec- 
tiva junta de rentas, el cual quedará obligado de 
mancomún! et innólidum á responder de los mis- 
mos compromÍM>s que contiajcre el contratista. 

^ único. L is fianzas podrán renovarse á juicio 
de las juntas por insolvencia, muerte ó ausencia 
indefinida del arrendatario ó su fiador. 

Art. 20 Es libre á los licitadores hacer á las 
respectivas juntas las propuestas que k bien ten- 
gan sobre el número de arios y demás condiciones 
con que qui(íran tomar en arrendamiento las fin- 
cas de los colegios, siera >re que ellas n > pugnen 
con lo prere[)iuadoen esta resoluci in, quedando 
aquellas corporaciones en completa libertad pnra 
elegir las proposiciones que, á su juicio, sean mas 
convf nientesá los intereses de dichos colegios, las 
cuales deberán elevar al Poder Ejecutivo para la 
decisión definitiva en la materia. 

Art. 39 ^B terrenos incultos que no puedan 
arrendarse por tiempo limitado, ó los fundos urba- 
nos que estén sin edificar, podrán constituirse eo 
enfiíéusis, previo el correspon líente avalúo, que- 
dando en consecuencia el enfiteuta sometido á las 
leyes que rigen sobre aquel contrato. 

ATt, 49 1*^8 fundos de las posesiones arrerida- 
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das y las fincas urbanas que no estén en el caso 
del artículo anterior, deberán devolverse al ven- 
cimiento de las contratas precisamente en el mis- 
mo estado en que se recibieron, para lo cual deben 
comprometerse los arrendatario? á procurar que 
ellas no se menoscaben. 

Art, 5^ L«i pensión de arrendamiento no podrá 
bajar del cinco por ciento del valor de la cosa 
que se arriende, y eí*ta deberá ser la base mínima 
que las juntas pueden admitir en las subastas, de 
los arrendamientos de las fincas de los colegios ' 
nacionales. 

Art. 69 £^u los casos en que deban valorarse 
terrenos incultos de larga exteu3Íon,ó en que haya 
necesidad de los requisitos de mensura, ú otros 
que produzcan costos de consideración, las juntas 
podráu nombrar peritos que les fijen un valor 
aproximado debiendo intervenir en este acto el 
Administrador de las rentas de dichos colegios. 

Art. 79 Lo" arrendatarios no podrán reclamar 
mejoras ó bienhechurías ; pero si el fundo nece- 
sitase algunas de tal nrtturaleza que no^ puedan 
pasar sin ellas, el Poder Ejecutiv «, previo el in- 
forme re la junta respectiva, podrá mandar que 
se lleven á efecto si estuviere convencido de su 
necesidad, y estas serán las únicas que tendrán 
derecho á cobrar los inquilinos, exceptuándose 
siempre las voluptuarias. 

Art. 89 Para el arreglo del precio de las bienhe- 
churías y de cualesquiera diferencias que ocurran 
acerca de U inteligencia ó del cumpUmiento de 
los contratos de arrendamiento se nombrarán 
árbitro3 arbitradores, con arreglo á la ley, dando 
siempre de todo cuanto ocurra la debida cuenta 
al Poder Ejecutivo. 

Art. 9p El arrendatario quedará obligado fi sa- 
tisfacer por trimestres adelantados las pensiones 
de arrendiinienlo t.u el concepto de que, por el 
hecho de faiiar á este cómpromso, quedará res- 
cindido el contrato, y el colegio voirerá á entrar 
en posesión de U cosa que se habia arrendado, 
sin que haya lugar á ningún reclamo por parte 
del arrendatario. 

Art. 10. Las juntas de rentas oirán siempre 
que lo crean conveniente, en mat> ria de arrenda- 
mientt) de las propiedades de los colegios naciona- 
les, la voz del Administrador ue dichas rentas. 

Art. 11. Dichas juntas afiunciarán al público 
por carteles con algunos dias de anticipación las 
fincas que hay&n de arrendarse ó darse en enfítéu- 
sis, seftalando dia y hora para la subasta. 

Art. 12. Los que deseen arrendar las fincas ds 
que trata el anterior artículo, dirigirán por escri- 
to dentro del término prefijado, sus proposieiones 
cerradas á las respectivas juntas, las cuales serán ^ 
laQ únicas que se consideren el dia seftalado para 
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la subasta, siendo solamente sobre ellus que pue- 
den sus autores hacer pujas á la yoz en aquel acto, 
Art. 13. Las juntas cuidarán de no admitir 
proposiciones indeterminadas, ó con relación á 
otras, procurando que el licitador manifieste ca* 
tegóricamente la cantidad intrínseca que ofrece. 
Art 14. En las proposiciones que se dirijan 
á las juntas, en Tirtud de lo dispuesto por el ar- 
ticulo 12, deberá presentarse el fiador de que 
trata el articulo I9 el cual firmará con el arrenda- 
tario dichas proposiciones, en prueba de aceptar 
el compromiso de la fianza, sin perjuicio de que 
esta sea registrada con las formalidades debidas. 
Art. 15. Si las proposiciones dirigidas á las 
juntas no llenaren todas las condiciones que por 
esta resolución se exigen, ó las que en concepto de 
dichas corporaciones sean de indispensable con- 
veniencia para la segundad de las rentas de los 
colegios, se fijará de nuevo, por una vez mas, 
aviso, para la subasta indicándose en él las me- 
joras 6 garantías que deben proponerse. 

Art. 16. Concluido el tiempo fijado para la 
subasta, las juntas aceptarán las proposiciones que 
les parezcan mas ventajosas á los intereses de los 
colegios, y con el informe correspondiente sobre 
su juicio acerca de ellas, las remitirán al Poder 
Ejecutivo á los fines del artículo 29. 

Art. 17. Siti apartarse de los preceptos conte- 
nidos en o&iii rcsulucion, las juntas podrán exigir 
todas las estipulaciones que estimen necesarias 
en garantía de la seguridad de las rentas de di- 
chos establecinuentos, 6 del exacto cumplimiento 
de los contratos de arrendamientus. 

Art. IS. Se deroga la resolución de 14 de Mar- 
zo de 1851, sobre la materia y cualquiera dispo- 
sición que se haya dictado como adicional á ella. 
— Circúlese y publíquese. 

Por S. E. — Parejo. Es copia, — Parejo, 

COMANDANCIAS db armas. Sus funciones 
en cuanto ul servicio para la custodia de las 
cárceles y preaidios. Véase Guardia nacional 
de policía^ K. E. de 18 de Mayo de 1847. 
CORREO. LKY DE 23 DE ABRIL DE 1856 fi- 
jando sueldos á sii^ empleados — Reforma la de 
31 de Marzo di» 1841 p, 402 del Primer Tomo. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 

Art. 19 Loa empleados en las oficinas de Cor- 
reos gozarán del sueldo anual que á continua- 
ción se establece. 

Él Administrador General ... $ 2.800 
El Interventor ....... 1.500 

Cuatro oficiales de número ft ochen- 
ta pesos *3.840 

Un portero con veinticinco pesos . 300 
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D08 carteros, uno con cincuenta pe- 
sos y otro con veinticinco . • • , 

Para alquiler de casa, gastos de es- 
critorio preparación de balijas . • 

El Administrador principal de Ma- 
racaibo 

El Ídem, ídem de Va- 
lencia • . . . 

El Ídem, idem de Ba- 
riñas . . "^ 

El idem, idem de Bar- 
quisimeto 

El idem, ídem 
rida 



£1 

El 
var 

El 
maná 

£1 
jillo 

El 
celona 

El 



idem, 
idem. 



idem de Coro 
idem d e Bol í- 



idem, 

idem, 

idem, 
. 
idem. 



idem de Cu- 
. • I • . 
idem de Tru- 
• • * • « 
ídem de Bar* 
. • • • • 
idemdeAcha- 



000 

1.900 

720 

720 

500 

500 
500 
500 
600 

500 

400 

400 

400 
300 
1.500 



guas 

El subalterno de la Guaira, con ca- 
sa, dependiente y gastos de escritorio. 

El de Puerto-Cabello con idem, 
idem, idem 

El idem de ln Victoria . 

El idem de San CárlQs. 

El idem del Tocuyo. . 

El idem de la Villa de 

Cura . 

El idem de San Felipe . 

El idem de Valera 

El principal de Guanaro . . . 

El Administrador principal de San 

Cristóbal 

El idem de Carora . . . 

El iíiem de Calabozo. . . 

El i'íem de San Fernando . 

El idem de Nutrias . . , 

El Administrador principal de Cor- 
reos del cantón San Antonio del Tá- 
chira 

El de Cabudare 

El de Araure 

El de Yaritagua 

El de Marino 

El de Aragua de Barcelona. . , 

Para el de la capital de Amazonas 

^ único. Los demás Administradores go;caráQ 
las comisiones que les asigne el Poder Ejecutivo 
en el reglamento que expidiere, del cual dará 
cuenta al Congreso para su aprobación. Tam- 



1.200 
400 
360 
300 

220 
360 
150 
360 

360 
240 
360 
200 

200 



300 
200 
200 
200 
200 
200 
300 
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bien asignará el Poder Ejrcutivoins Miarioflde los 
ronductores, en los cuales hará aiempreqnelo »■ 
lime conveniente, Inñ alterscinDes <¡ue crea útiles ; 

Art. Ü'^ Los efeiTtoa de esia ley principiarán 
el lo de Julio prfiximo. 

ArL 3? Se deroga la ley de 31 de Marzo de 
1841, y Ins tiernas decretos que hablen sobre 
sueldos de los empleados del correo y gastos de 
sus oficinas. 

Dado en Caracas á 17 de Abril de 1856, oSo 
27 de la ley y 46 de li independencia. 

El PresideniP dd Senado, Juan Vicente Gon- 
zález De/^ürfo,— El IVrsidenie de la Cámara de 
Rcpresenlanlrs, J. G. Ochoa. — El Secretario del 
Senado, J. A. fcrp-.— El Secretariu de la Ca- 
ñara de Reprea filian les, J. A. Torrealba. 

Carúcaa, Abril 23 de lS.'í6,aí5o 27 de la ley y46 . 
delaindependencin: — riprfiteae. — José T. Áfono- 1 

gis. — Por S. F.--f'l riecrelario de Eitado c 
espacbo de 'l.cie nda, Jacinto Gutiérrez. 
Es cojiia. — Gutiérrez. 
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DELGADO (francisco) Véase Inmigración, 
D. de 20 de Abril de 1856. (En este mismo 
Apéndice.) 
DISTRITOS jiibiciALES. nEsoLicioH ejb- 
CDTIVA i.E 9 pü: JULIO itK 18^ señalando el 
á gue corresponden ¡an provincias de Cu- 
maná, Malvrin, El Túehiray Amazonas. 
Secretaría dol Interior — Sección segunda, 
Carficas, 9 de Julio de 1S56 
Resuelto- — Habiéndose erigido nuevas pro- 
vincias por la Lf gii-htiira del présenle afio, es lle- 
gado el CBBO de usar el Poder Ejecutiva de la f:i- 
cullad que le cotiñcre el articulo cuarto de la ley 
tegunda del Código orgánico de tribunales; y en 
virtud de ella, miéniraB el Congreso no determi- 
ne otra cosa, S. E. ha tenido & bien resolver lo si- 
guiente. 

]0 Las provincias de Matarin y Cumaná, for- 
madas por la división de la de este nombre, y la 
de Amazonas, creada en parte del territorio de la 



de Gnayana, quedarán comprendidas t 



lU- 



BU inteligencia y fines consiguientes; y á loa Go- 
bernadores de las nuevas provincias para su co- 
nocimiento, y con el fin de que la trascriban á 
les autoridades judíciiiles de la provincia de su 
triando para l»s efectos cunvi'nieiiies. 

Por S E— rtire_7o 

DIVISIÓN TERRITORIAL. RESOUDCION KJKOD- 
TIVA DE 18 DE BFTIEHBIIB I>i; 1866 _íj(Xn'/ít /a 

inteligencia del art. 34 de la ley. 
Secretaría del Interior. — Sección primera, 
Caracas, Setiembre 18 de ¡856 
Eesnello.— Dígnsfi al Sr. Gobcroaiior do Maracaíbo. 

Impuesto el piiilcr Ejecutivo de la nota de 
US. de 10 de hdio último número 117, en que 
reiteró U de 10 del mesanterinr nñmero 00, con- 
sultando, si en virtud del artículo 34 de la ley so- 
bre División territorial, después de haber nom- 9 
bfado libremente los emplrailos que dependen di- 
rectamente de US. y posesionados e^toa de sus 
deslÍDOB, puede siibtogarloa cun litros, ei no cre- 
yere conveniente soBlener ios primeros nombra- 
mientos ; S E. se ba Bcrvidi> resolver lo sijiuien- 
te. El artículo 34 ^ue so ha citado faculta, es 
cierto, á los Gobernadores de provincia, para 
nombrar en calidad de interinoa á los emplea- 
dos, cuya elección lea corresponde dircctamerite ; 
pero la rnzon natural y la práctica misma mani- 
fiestan ; que no les es poie;tativo suspenderlos 
después de nombrados, iiino cuando exisla cansa 
justa y legítima, porque lo ilemas será abusivo y 
perjudicial, Reria ent^anchar demasiado las atri- 
buciones giibernalivas, y darie, por último, lu- 
gar á competencias entre funcionarios de órde- 
nes distinlíiB ; sin que obste que resulte incon- 
veniente una elección, porque los Gobernado- 
res que tienen fac-.illad de nombrar & los que de- 
pendan directamente de ellos, deben antes de ha- 
cer los nombramientos, procurar que recaigan en 
personaa de conocí. bi idoneidad, pare evitar, los 
inconvenientes que pudieran derivarse de una in- 
consulta elección. Y he recibido orden de co- 
municarlo á US en contestación á sus notas re- 
feridas. 

Roy &c — Por 8 E.— Pfflre;o. 
Eb copia. — Parejo. 



risdiccioD de la Corte Superior del primer Distrito. 

29 La provincia del Táchira, que «e compone 
de algunos cantonee que pertenecían á la de Mé- 
ridat corresponderá á la jurisdiceion de la Cor- 
te Superior del séptimo Distrito luego que se lle- 
ve & efecto el establecimiento de esta Corte; y ji 
entreunto permanecerá agregada, como las de 1 
MMda y Trujillo, al sexto Distrito. II 

Comuniqúese esta resolución á lea respectine i| 
Coitea Superiores y al Supremo l'ribnnal para '1 



» 



I EMPRÉSTITOS al tksobo. Véase Pnebaí 
I supletorias. 

ESPERA V QDITA. RBBOLDaiDlt EIICTITIVA OB 

! 26 na betibhbbx ve 1851 «tandando liqui- 
dar par la Tesorería general los intereses cor-^ 
respondientes á los créditos por razón de et- 
pera, para cuyo pago se ha sostUaido el 6a- 



aso 



áMDMel A asM nicu MMO. 
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Memo, en virtud it la ItfáeiQde Mayo de 
1860. 

Secretarla de Hacieoda. — Caracas Setiembre Ü6 
de 1851. 
Resuelto. — El Poder Ejecutíío eslimíndo jus- 
to y equiutíTo acceder á la presente solicitud, 
dispone : que la Tesorería General, con tísía de 
los expedierileg respeciivos, haga la liquidación 
de }iis intereses que, según la estipulación de la 
letra 6 pagaré, correspondan ilesde la fecha en 
que el deudor <ibluvo espera, hasta la del reco- 
nacimieiito liech» por el G'ibierno, á las certiti- 
CBciones expedidas srgun la ley de 38 de Mayo 
de 1850 ; anotando al fíti de coda una de ellas la 
cantidad á, que naciendnn estos interesiS, la cual 
rá al cipÍLal primitivo par* calcular sobre 
na (le iitjo y otro el interés de cinco por 
ciento anual hasm el día do la amortización. 
Ocurran los que representan li lu Tesorerfn Ge- 
nernl con esta risoliicion parn que tenga su cum< 
plímientii.— Por 8. f.—Óellineau. 
estadística judicial, ««solución ejk- 
cUTiVA OE 20 DE AGOSTO DE 185« excUandt} á 
los iribu«,iies y juzgados á cumplir con rxae- 
lilud la resolución de la maleria; y acampa' 
Hando los modelos para los cuadros. 
Secretaria del Interior,— Sección 2f 

(barucas, 20 de Agosto de ¡85?. 
Resuelto. — AiivirtienJo el Poder Ejecutivo que 
no se cumjjle con i'xaclitud la resolución expe- 
dida por esta írtcrt-tarío en 15 de Enero ultimo, 
j publicada en la GacetA oficial número 1195, 
•obre remisión de \ui cuadros demostrniivos del 
morimicnio mctisu.i) de causas en los tribunales 
y juzguili's ('c i.i KepúblicR ; pues, ni llagan á 
este Desf>a<hü on la opuilutiiiluil prerenidí 
mencionados cii.hImis; ni es imifotme la mt 
de pasarlo? pur Ion 
ni 6nalni(niL', ¡ior i 
res se tiene ti ':ui'];ido necesario Ac procurar que 
á un tiempo M> ifiibiiii en el ¡Ministerio los cor- 
respondiciücs .-í ¿u provincia, requiriendo al efec- 
to, y cada n/ qoo sea menesttr, ú los juzgados 
negligetíles i-n 1 1 c,¡inpl¡m¡enlo f!e su deber; cau- 
sas lodfts qiii' liüii iiiipeilido hasta el presente cen- 
tralizar en la Cíniíi oficial liiinoticlas de la ma- 
teria, como esiíi (liLerniinado por la ley ¡ y cre- 
yendo S. l'l queeii paite sean debidas las irregu- 
laridades i|uc sü iioiaii á la faltu de modelos para 
la formaii-jd de ;iquellos cuadros, arreglados á 
la modiioii e^intUiira. y diversilírr-cion de atribu- 
ciones que hun ri.-1'ibj.lo los tril'unales; ha dis- 
puesto: que al rL,cümcr!'íar da nuevo á los seño- 
res Presidurtfs de las Curteti do Justicia y Go- 
%, bernadores de prcivincia la estricta observancia 
de la ley y resolución ejecutiva, vigentes sobre el 



particuUr, se lea indique que la forma ea qne lu 
Cortes Suprema y Superiores y juzgados inferio- 
res deben psaar las noticias del movimiento de 
cnusas que hayan tenitio, es la que se les d«ig* 
na respectivamente en los nuevos modelos qne se 
insertan en la Gacela al pié de esla exciticion ¡ 
haciéndose observar k los señores Gobernadores 
que, conforme al que llera el número cuarto, d«i- 
ben centralizar l»s datns que remitan lus juzga- 
dos de cantón, dejando los cuadras originales de 
eslosen su despacho, y enviando solo ft esta Se- 
cretnrta el general que se les encarga formar res- 
pecto de dichos juzgados únicamenle. 

Por S. E.—Partjo. 



Modelos á 



t Si refiere la resolvciott anleriúr 
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ESTADOS MAVI 



:p de EJÉKCITO ¥ DB DIVI3IO- 
ÍKCÜTIVO DB CuLOMBIA Db8 

it IS¿5 aTTiglándoloi. (*) 

JLA Santíkuer, Vice-preñ- 

hlica encargado del Poder 



rKANClBCO 

dente de li 

EjecuMo 

AuioHznOi) pnr iV-nto ,lel Congreso de 20 ■ 
Julio del iifi» M. '..^i ^o 1834 para expedir i 
decretos y reglamentos que urgiiiiicen y señali 



deldi .„ 

pág. 66 del Tomo ¿' 



La del Secretario. 

las afTÍbuciones de lofl estados mayores de ejéroi- 
to 6 divisiones militares, tanto aciívns como locales. 
y ponerlos en ejecucinr), be vcnidn en decretar y 
decreto el siguiente reglamento. 

De los estados mayores. 
Arl. 19 El e?tído mnyor de im ejército 6 diti- 
8Íim militnr tanto acliva cdmo iocnl, es el pumo 
céntrico de las operaciones qie debe ejecular. 
Cuando el Gobierno mnnde reunir un cuerpo de 'é 
tropns para verificar opcTacione» militnres, deter- 
minará si ha de ilnmarse ejércilo, 6 solamente 
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tiivision^ y en arnbps respectos tendrá un estado 
mayor en la iforma que se expresará. 

Art. 20 Todas las tropas existentes en reposo 
en un departa ment» se considerarán formando ! 
lina división militar local á las órdenes del co- j 
mandante general de dicho departamento si no . 
hubiere orden expresa para que otr(»jefe las man- 
de, y en calidad de tal división tendrá su estado | 
mayor divisionario departamental. 

Art. 3^ El estado mayor divis¡<»nar¡o de cada 
departamento se compondrá de un primer ayudan- 
te de] estado mayor general que será el jefe, un 
segundo ayudante, dos adjuntos, y dos escribien- 
tes. En los departamentos donde «no hubiere un 
número coosiiíerable cié tropas, el Poder Ejecuti- 
vo podrá disminuir el de dichos empleados; y 
para el caso contrario, 6 cuando las ciicunstan- 
cias lo exijan, quedan autorizados los comandan- 
tes generales para dt^siinar por el tiempo preciso, 
al estado mayor lus jefes y oficiales que se juz- 
guen necesiarios y pidiere cl jefe» 

Art. 4^ Aunque por el artículo anterior se es- 
tablece que el jefe de cada estado mayor depar- 
tamentül sea un primer ayudante, en caso nece- 
sario podrá servir providioual mente aquel empleo 
nn segundo ayudante. 

Estado mayor de un ejército de operaciones. 

Art. 59 Cuando se reúna un cuerpo de tropas jj 
con el nombre de ejército ó división activa, se 
formará un etüt.ido mayor genera] del ejército ó 
división, previa orden del Gobierno, y se destina- ' 
rán los ayúdenles del estndo mayor general <\e \ 
primera y segunda clise, y adjuntos que se etíti- | 
men neresnritfS j 

Art. 69 En el caso anterior el Grobierno podrá , 
destinar de jefe del estado mayor general á cual- | 
quiera de ](ts j fes de los estados may<»res divitsio- 
narios departamentales, ó á un general si lo cre- 
yere convenicnie, ó á otro jt-ítí de los que per- 
tenecen al estado mayor general ó divisionario, 
cuya comisión durará por el tiempo preciso de 
la campaña á juicio del Gobierno. 

Art. 79 Todos ios coroneles sin destino en un 
departamento ó ejército se considerarán agrega- 
dos al estado mayor para hacer el servicio de 
campa fía ó phza, pasar revista dt, y los tenientes 
coroneles, sargentos mayores y oficiales de capi- 
tanes inclusive abajo serán agregados á los cuer- 
pos del ejército existentes en el departamento 6 
que formen el de operaciones. 

Aft- 89 Pertenecen al estado mayor de nn 
ejército de operaciones, 6 división militar activa, 
los generales ó C9roneles que manden divisiones 
6 brigadas y sus edecanes, los comandantes ge- 
nerales de artillería é ingenieros, y los de divisio- 
nes y brigadas, los comandantes de armas» de [( 
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provincias, y plazas, castillos, ó fuertes que estén 
comprendidos en el territorio de asamblea y ée 
operaciones á que deba extenderse la autoi'idad 
del general en jefe 6 comandante general, aegoñ 
las órdenes del Gobierno; y el comisario geDéral 
y los de divisiones ó brigadas. 

^ único. Pertenecen al estado mayor divisiona- 
rio departamental los comandantes particulares 
de artillería é ingenieros y los comandantes de 
provincias y plazas contenidas en el distrito que 
forma el departamento, cuando la división no 
está en operaciones activas militares * y e) comi- 
sario ó comisarios. 

Art. 99 Los estados mayores de ejército, de 
división activa y de división local dependen del 
estado mayor general que reside cerca del gobier- 
no en todas las cosas que se prescriben en el re- 
glamento de dicho estado mayor general y en el 
presente. 

Atribuciones y deberes del estado mayor de 
un ejército 6 división activa. 

Art. 10. Son funciones y deberes del jefe del 
estado mayor de un ejército ó de una división 
activa. 

19 Ejt^rcer lu subinspeccion de todas las ar- 
mas. 

29 Recibir órdenes del comandante general 
en lodo lo relativo al movimiento, servicio y ope- 
raciones de todo el ejército, ó de una parte. 

39 Comunicar dichas órdenes á Ijs comandan- 
tes de las divisiones, brigadas 6 columnas del 
ejército, sin perjuicio de que el misn.o coman- 
dante general lo haga cuando lo crea importante 
al mejor servicio, en cuyo caso se insertarán en 
el libro ronectpondíente de la oficina del jefe del 
estado mayor, según su naturaleza. 

49 Remitir á los dichos comandantes las leyes, 
y decretos del Gobierno, circulares, órdenes ó 
impresos (]U' comunique el Secretario de la Guer- 
ra ó el jefe del (>st»do mayor general. 

59 Formar la serie de santos rada quince dias 
para las divirtiónos, cuerpos y comandancias par- 
ticulares. 

69 Recibir y comunicar al comandante gene- 
ral todas la« noticias, parles ó informes que remi- 
tan los estados mayores dependientes del ejército 
6 división activa. 

79 Dirigir ai estado mayor general los estados 
del ejército así de lo personal de los cuerpos, 
como de ios parques, almacenes, tesoreríapy las 
relaciones de muertos, ^cridos^ 6 prisioneros, 
así del enemigo co':nodel mismo ejército. 

89 Recibir y dar cuenta al comandante gene- 
rúl. de las reclamaciones sobre sueldos, anticipa* 
clones, ü otra clase de solicitutles que deban co- 
meterse al Gobierno» todas las cuales seráa 
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lUrigidM por el comandante general direcUmeote» 
<ü, por el jefe del estado mayor al del estado mayor 
geoecalt para que con su informe las trasmita al 
Secretario de la Querrá. 

9? Comunicarse con los comisarios de guerra 
y^usticías civiles en todo lo relativo á precaver 
las necesidades del ejército en la parte de subsis- 
tencia. 

10. Comunicarse con M autoridades de los 
paises libertados con el mismo objeto, y én lo de- 
mas^ue conduzca á la seguridad del ejército, y 
trabajos necesarios para la defensa de las (liazas. 

11. Informar al comandante general de las 
necesidades de armamento, vestido, equipo y mu- 
niciones para que el comandante general dé cuen- 
ta alSe^yetario de Guerra, ó pueda proveerse de 
estes efectos según las órdenes que tenga del Qo- 
biemo, 6 según la urgencia de dichas necesidades. 

19* Tomar todas las medidas convenientes para 
que al ejército no fnlten transportes, dinero, ca- 
ballos y demás otiles indispensables para su mejor 
servicio. 

13. Establecer los hospitales sedentarios y am- 
bulantes. 

14. Expedir las licencias temporales que ddn^ 
tro de los términos permitidos por la ley conce- 
diere el comandante general. 

15. Señalar las rentas que deben llevar los euel^ 
pos 6 destacamentos y expedirles el correspondien- 
te pasaporte. 

16* Arreglar la conducción y segundad de los 
prisioneros de guerra, y canje en el caso res- 
pectivo. 

17 Exigirlas ojisde servicio de todos los 
oficiales del ejército para que con su vista, pueda 
el comandante general dar los informes que sean 
precisos bobre premio y recompensas, y para re* 
mitirlas al estado mayor general si las pidiere. 

18. Redactar el diario de operaciones y servi- 
cio del ejército. 

19. Formar los planos, cartas y diseños de las 
plazas, y puntos fortificados ó que se piensen for- 
tificar, campos de batalla propios y del enemigo. 

20. Dirigir el espionaje y llevarla parte secre- 
ta de él. 

21. Distribuir los alojamientos que se hubiesen 
señalado por las autoridades civiles, 6 repartirlos 
en los lugares recien libertados, donde natural- 
mente está suspenso el imperio de la constitución. 

22. Expedir las licencias absolutas de los in* 
dividuos desde sargento primero inclusive abajo 
previa la orden del comandante general, que la i 
dará en vista de documentos competentes, que 
JQstifiquen la inutilidad dei individuo, ó que con- 
forme á las leye^ que se publicaren haya cum- 
plido el tiempo de su s^vicíob 
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23. Pasar la revista de inspección A los cuer- 
pos del ejército, por sí mismo cuando ellos es- 
tuvieren en situación de que lo pueda hacer, ,6 
por medio de otro jefe en calidad de delegado 
cuando estén tan distantes que río dea poaible ins- 
peccionarlos personalmente : los informes dé estas 
revistas los dirigirá el jefe del estado mayor ai 
estado mayor general con todos loj documentos 
acostumbrados. 

El Gobierno, cuando lo tenga por conveniente)» 

Suede ordenar que el comandante general de un 
epartamentn, división ó ejército pase una revista 
de inspección extraoniinaria, y en este caso los 
documentos de ella serán enviados directamente 
á la Secretaria de Guerra. 

24. Aprobarlos norñbramientos de sargentos de 
los cuerpos del ejército ó división. 

25. Intervenir las revistas de comisario donde 
pueda concurrir, y examinar las listas, comparán- 
dolas con su extracto, y remitiéndolas con su in- 
forme al estado mayor general. 

26. Cuidar de la disciplina del ejército, de que 
sean puntualmente cumplidas las leyes, órdenes 
y reglamentos militares, impedir las reuniones 
Sospechosas, y sufocar en su origen los designios 
sediciosos, apoyándose con U autoridad del co. 
mandante general cuando no fuere suficiente tá 
suya propia. 

27. Comunicar los nombramientos de vocales 
de los concejos de guerra que hiciere el coman- 
dante general en virtud de las leyes. 

28. Desempeñar el oficio de fiscal, en el modo 
determinado por los artículo.^ 31, 92 y 33 del tra- 
tado 8^ título 69 de la ordenanza general del 
ejército mientras la ley no dispone otra cosa. 

Art. 1 1. Losdtiberes de un jefe de estado mayor 
departameritai no <!ifieren de los del jefe de esta- 
do mayor de ejército ó división activa, sino en 
razón de las operaciones que tiene que ejecutar 
el ejército 6 división. (•) 

Art. 12. Todo jt-íe de estado mayor recibe 
siempre las órdenes del comandante general para 
desempeñar la funciones que se le h^n señalado, 
y habla en su nombre; cuando urgiere tomar por 
sí solo algunas disposiciones comprendidas en sas 
atribuciones, las tomará inmediatamente, y dará 
cuenta al comandante general pan su aprobación 
ó reforma» 

Art 13. Las ausencias, enfermedades 6 im- 
pedimentos del jefe de estado mayor las suple el 
segundo ayudante del estado mayor general, quien 
firmará las órdenes, anteponiéndola expresión de 
ser en ausencia ó impedimento del jtfe. 

— — — . ■ ~~"íj 

(*) Esteartienlo tiene en el Decreto de que lo hemos 
copiado el número 12, pero débieado sor 11, lo hemos 
corregido, y consiguientesieDto los posteriores. 
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Art 14. En caso de roaerteó grave enferme- 
dad del jefe dé estado mayor de un ejército 6 di- 
Tuidn de operacionesv el Gobierno puede reempla* 
iar esta falta en el modo que tuviere por conve- 
niente, incluso el caso de proveer en comisión el 
destino. 

Art. 15. Cuando el comandante general de un 
ejército ó de un departamento muriere 6 enferma- 
re gravemente, y deba tomare! mando de dicho 
departamento el ofícial de mayor graduación 
entre los vivos y efectivos (si no hubiere otro de- 
signado por el Gobierno) el jefe del estado mayor 
sólo tendrá opcfon á dicho mando cuando sea el 
oficial de superior graduación 6 el mas antiguo 
en igualdad de grado, en cuyo caso quedará 
reemplazado por quien dispone el articulo 15. 

JHstritucion de las oficinas deleitado mayor. 
Art 16. Para el mejor servicio de loa estados 
mayores ya sean de ejército en campana, ó en 

fuarnírion, ó de una división activa ó local, se 
ívJdirá el trabajo en cuatro secciones ; la prime- 
ra á cargo del jefe del estado mayor ; la segunda 
á cargo del ayudante de e&tado mayor general de 
segunda clase ; la tercera á car^ del primer ad* 
junto, la cuarta á careo del oficial de ingenieros 
que estuviere destinado al ejército, división <^ de- 
partamento, y se considerará unido al estado ma- 
yor. El segundo adjunto se dentina á la seopion 
primera y puede ser jefe de sección siempre que 
lo exijan laü circunstancias. 

Art 17. A la primera sección corresponde: 
lo perteneciente al movimiento de las tropas, mar- 
cha de prisioneros de guerra y organización del 
ejército ó división, la corresponilencía general, 
las relaciones con el Secretario de la guerra, la 
formación de estados y otras noticiasy Ja parte 
histérica del ejército, la serie de santos y orden 
del. dia, las licencias absolutas y temporales, las 
relaciones con el cuerpo de artillería en lo perso- 
nal y material de ella. 

. Art. 18. A la segunda sección corresponde : las 
relaciones pertenecientes á la proveed uria y ad- 
ministrncion de las plazas de guerra, de las divi- 
aiones ó columnas en marcha ó reposo; la parte 
relativa á. las remontas ; las relaciones correspon- 
dientes á los equipajes de artillería, de víveres y 
forrajes; á los hospitales ambulantes y efectos 
militares ; lo concerniente á las distribuciones de 
vívete»^ de vestuario y equipo : la corresponden- 
cia con las comisarios de guerra. 

Art 19. A la tercera sección corresponde: 
todo lo relativo á sueldos, listas de revista, al 
alta y baja de los cuerpos y recepción de reclutas: 
la parte relativa á las contribuciones que se im- 
pongan en uo pais libertado, en el caso de que el 
Gobierno haya atribuido esta intervención al co* 
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mandante general : la rendición de cuentéí sobre 
los gastos particulares del estado mayor, y de la 
parte secreta de espionaje ; la parte secreta, eH- 
pias y guias ; el canje de prisioneros. 

Art. 20; A la cuarta, corresponde h parte to- 
pográfica. 

Funciones del jefe del estado mayor de una 
división activa en reposo* 

Art. f¿U El jefe del estado mayor dará cuanta 
todos los diaa al comandante general, á la hora 
que este prescribiere, del estado y situación de las 
tropas en todo lo relativo á su disciplina, instruc- 
ción, movimientos, cumplimiento de las érdeaes 
dadas en subsistencia, hospitales y servicio : le 
presentará los estados* las reclamaciones^v solici- 
tudes que dirijan á la comandancia general ó al 
Gobierno los individuos del ejército 6 división, 
loa partes de las comandancias de plazas y las H- 
cenciaa temporales ó absolutas que se solidteo : 
le consultarii los artículos que deben formar la 
orden del dia ; y recibirá del comandante gene- 
ral todas las órdenes que le diere. Cada cinco 
dias le presentará un estado general de la fuerza ; 
y todos los meses el grande estndo,del cuaf se re- 
mitirá una copia al estado mayor general. 

Art 22. Da las órdenes para el acampamento» 
acantonamiento ó destino de las tropas según las 
que recibiere del comandante general ; visita loa 
campos, acantonamientos, cuarteles, prisiones y 
hospitales militares: vela sobre las distribuciones 
tanto en su calidad, como en su cantidad. Acom- 
pasa al comandante general en las revistas, re- 
conocimientos y descubiertas. Hace por sí, ó hace 
que se ejecuten los reconocimientos, visitas y via- 
jes que se hayan mandado. Presencia la inspec- 
ción de las guardias, piquetes y destacamentos por 
sí ó por medio de un oficial del estado mayor. 
Visita de noche ó de dia las grandes guardias, 
inspecciona durante un sitio las tropas destinadas 
á las trincheras. 

Fi^niones del jefe del estado mayor en las 

marchas. 

Art. 23. El jefe del estado mayor impide con 
la exactitud y regularidad de las órdenes que ex- 
pide, el desorden en las marchas, la indisciplina 
de Iqs cuerpos y la falta de subsistencia. Redacta 
las instrucciones para los jefes de las columnas 
con claridad y precisión. Previene el orden de 
combate en que deben ponerse los cuerpos cuan- 
do por su frente, flancos y retaguardia pueden 
ser atacados : coloca las tropas en sus reactivos 
campamentos, vibaqoes ó cuarteles ; reconoce él 
campó para proveer á su seguridad con las guar- 
dias ó avanzadas correspondientes, para lo cual 
se acompafiará con el ingeniero : provee de guiaa 
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á lo« cuerpoi segan iaa direceiotiM que sella* 
len. Toma medidas para fiíeílitar las comoniea- 
eionee entre los diferentes eaerpos, qae marchen 
por distintas rotas, 6 entre loa campamentos, 
acantonamientos ó Únea. 

funciones del jefe del estado mayor en 

combate^ 

Alt* 24. Debe cuidar de la ]5ronta subsistencia 
del ejército; conocerlas existencias del parque 
y as posición para que durante el combate sean 
pronstas las tropas: redactar y comunicar la or- 
den de ataque ó defensa según sea la naturaleza 
de las operaciones del ejército ; preparar las tro- 
pe» para el combate con el recuerdo de la cansa 
gloriosa que de6enden y la gloria que aiempre 
han adquirido combatiendo por la independencia 
y libertad ; seguir al comandante general durante 
el combate, para que lo pueda emplear según su 
destino ó alguna grave urgencia ; hacer traspor- 
tar los heridos inmediatamente á ios hospitales de 
sangre y cuidar de su pronta curación ; hacer en- 
terrar los muertos, ó que se quemen cuando su 
nfimero, ó las circunstancias no dieren tieqApo para 
lo primero ; cuidar de reunir los prisioneros de 
guerra y los efectos militares tomados al enemi- 
ffo, y de hacerse pasar los correspondientes esta- 
dos de los cuerpos para conocer kis pérdidas que 
hayan sufrido. 

Funciones del jefe deleitado mayor de de* 

parlamento, 

Art 25. Las funciones de un jefe del estado 
mayor de departamento son Jas mismas que se 
han atribuido & los jefes del estado mayor de 
ejército en todo lo que no tiene relación con el 
servicio de campaila y combate. 

Estados mayores subalternos. 

Art. 26. Son estados mayores subalternos los 
de las plazas de guerra y los de las columnas des- 
tinados al servicio de campana con dependencia 
del estado mayor del ejército, 6 división & que 
pertenezcan dichas columnas. 

Art. 27. Cuando en las pinzas de guerra resi- 
diere el comandante general del departamento* 
el jefe del estado mayor comunica al comandan- 
te particular de la piuza* si lo hubiere, 6 al sar* 
gento mayor de ella, las órdenes correspondien- 
tes al servicio según las atribuciones que se le 
han señalado ; pero cuando en Iaa plazas de guar- 
ní no residiere el comandante general* el jete del 
estado mayor ae.entíende en las materias de su 
resorte cpn el comandante de dicha plaia* 

Art 2S, Cuando haya algún castillo» fuerte 6 
puesto fortificado que se haya declarado por el 
^obiersio no dependiente de la comandancia de 
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la provincia, el jefe del estado mayor extenderá 
sus comunicaciones á dicho comandante de cas- 
tillo ó puesto fortificado. 

Art. 29. Cuando se forme una columna de- 
perdiente del ejército para hacer alguna opera- 
ción militar, como atacar una provincia 6 pueblos 
ocupados por el enemigo, 6 pacificar algún terri- 
torio turbado, si la columna pasare de mil plazas 
en todas armas, se destinará al servicio del estado 
nuiyor de ella, un segundo ayudante ó un adjun- 
to con uno ó mas adjuntos ajuicio del comandan- 
te general á quien se le encargue la dirección de 
dichas operaciones. 

Art. 30. £1 jefe del estado mayor de una colum- 
na se entenderá con el jefe del. estado mayor del 
ejército 6 división de que dependa, en toda la par- 
te en que el estado mayor del ejército debiera en- 
tenderse con el estado mayor general ó Secretario 
de la Querrá, si todo el ejército estuviera destinado 
á campana. 

Art 31. La sección que deja el segundo ayu- 
dante* que tomare el destino predicho, pasará al 
adjunto que escoja el jefe del estado mayor según 
la aptitud v aplicación que hayan manifestado 
l<»s adjuntos. 

Art 32. En las provincias cuyas capitales no 
son plazas de guerra, porque no son fronterizas, 
las comunicaciones del jefe del estado mayor se 
entenderán con el comandante de armas, el cual 
tendrá uno 6 dos ayudantes para ejecutar las ór- 
denes que miran al servicio de armas. 

Art 33* En las provincias, coyas capitales son 
consideradas como plaza de guerra por ser fron- 
terizas y tener guarniciones, compondrá el es- 
tado mayor de la plazar el sargento mayor de 
ella y dos ayudantes. Todas las órdenes que re- 
ciba tocantes al servicio el sargento mayor, del 
jefe del estado mayor del departamento, serán 
presentadas al comandante de armas de la provín. 
cia para que disponga y ordene su cumplimiento^ 

Secretaria de las comandancias generales de 
departamento ó de ejércitos de operacio- 
nes 6 divisiones activas. 

Art 34. Para el <Iespacho de todos los demás 
negocios aue atribuyen las leyes h los comandan- 
tes generales de departamentos 6 ejércitos de ope- 
raciones ó de divisiones activas, tendrán un se- 
cretario á su propuesta y confirmación del Gobier- 
no, que elegirán entre los ayudantes y adjuntos 
del estado mayor del ^departamento, ejército ó di- 
visión, ó entre losjefes agregados al estado mayor, 
y el número de oficiales que fueren necesario^ , 
según las circunstancias. 

Art 35. Correrá por secretaría la correspoQrj 
deneia de los comandantes generales con la Secru- 
tarla de Estado del DespacSo de la Queirai coa 
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Míbs lá9 dehia» autoridades militara y drlberdel 
departamento 6 territorio de operaciones y de la 
República en todos los casos en general que ho 
estuvieren atríbaidos al estado roajror por el ¡Pre- 
sente reglamento. 

Art 3^ Los secretarios de los comandantes 
generales autorizarán sus decretos, bandos y pro- 
clamas, serán jefes de la oficina, y responsaotes 
para con sus jefes respectivos, del archivo, que 
estará bajo su custodia, y secreto de todo lo que 
lo mereciere por su naturaleza de reservado. 

Art. 37. ha duración de los secretarios será 
la del tiempo que merecieren la conñanza de 
sus jefes. 

Art. 38. El Secretario de EsUdo en los Des- 

{)acho8 de Marina y Guerra queda encargado de 
a ejecución ilel presente decreto que se pasara 
al próximo Congreso para su aprobación 6 refor- 
mo. 

Dado, y firmatio de m¡ mano y refrendado por 
el Secretario de Marina y Guerra en el palacio 
de] Gobierno en Bogotá á 8 de Noviembre de 
1825, 159 de la independencia. 

Francisco de Paula Santander. 
Por S. E. el Vice^presidenie de la República. 
— El Secretario de Estado del Despacho de Mari-, 
na y Guerra: 

Carlos Soublette. 
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FERROCARRILES. DECRETO db 20 ob abuil 

DE 1856 sobre su construcción* 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud del sefíor Lorenzo Jove por 
sí y á nombre de sus demás consocios pidiendo se 
revean las leyes que les concedieron privilegios 
para la construcción de un ferro-carril y sus ra- 
mificaciones. 

Considerando 

19 Que la legishtura nacional ha de prestar 
toda su atención á las vías que faciliten y acele- 
ren las comunicaciones. 

29 Que las concesiones que se bailan á un fe- 
rrocarril quedan suficientemente retribuidas con 
el aumento y desarrollo de las induitrias del pa- 
ís, y. 

39 Que la agricultura y el comercio, fuentes 
• de nuestra riqueza pública, reclaman vias de co- 
municación. 

' ;í' o. Decretan. 
Art^ 1^ Laslíneas carriles que pártanle Puer- 
lo-CábelTo al interior de la República, tocahdo 
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coa laa proTinciat Ctrabobo, Aragaa^ CarAcaa^ 
Yaracuy» BarquÍBtiilete« Portuguesa y Baf inaa, am 
denominarán ^ Ferrocarril cantral de Veneauela* 

Art* 29 El Poder EfecutíTo queda auiorísado 
para contratar ron dicha eom^fiia y los deinaa 
mdividuos que se le asocien, laa lineas de ferro- 
carril expresadas en el artículo anterior, y para 
acoidar las siguiente» concesions» 

19 Para dar propiedad hasta por tres dnI fanega- 
das de tierras- baldías, por cada milla de ferre-ear* 
ril que ^e construya, á mas de las tierras neceaai» 
rias en las líneas del eamino. 

29 Para tomar acciones en la empresa, hasta 
por doscientos cincuenta mÜ pesos. 

39 Para declarar lil res de derechos de importa* 
cion , el hierro, máquinas, instrumentos y made- 
ras que sean necesarias para la obra. 

49 Para libertar la obra de todo derecho ó con* 
tríbuciones nacionales 6 municipales. 

59 Para exceptuar del pago de derechos de 
puerto á los buques qne conduxcan el hierro, y 
todo otro material necesario para la empresa, eon 
tal que dichos boques conduzcan por lo raines 
en dichos materiales, la mitad de so capacidad. 

69 Para exceptuar á tos empleados y trabaja* 
dores en la empresa de ferro-carriles, de todo ser- 
vicio público, inclusive el 4^ hi milicia. 

Art. 39 También queda autorizado el Poder 
Ejecutivo para establecer* arreglar y pactar todas 
las condiciones necesarias en el contrato que ha 
de firmarse con los empresarios : á saber : 

19 El derecho de propiedad, término de la 
obra, tiempo y duración del privilegio. 

29 Todo lo relativo á la firme y darable cons» 
trucrion de puentes, calzados y diques. 

39 ^0 relativo á la polieía de los trabajos y 
funciones de los caminos. 

49 Todo lo que el Poder Ejecotivo crea nece» 
sario establecer para el mas fácil y pronto estable- 
cimiento de las líneas carriles á que se contrae el 
presente decreto. 

59 Para establecer en el contrato las reglas 
necesarias para obtener la propiedad particular, 
cuando sea preciso á la línea del camino ó sus 
dependencias, previa la justa indemnización de 
parte déla eropiesa, considerada la obra como de 
conveniencia pública ; y 

69 Psra autorizar á la compaRía á la formación 
de sus estatutos, reglamentos y tarifa, y variarloa 
de tiempo en tiempo con aprobación del Qobier* 
no, quien decidirá sobre los redamos que el co* 
mercio haga sobre estos particulares. 

Ar 49 También se faculta al Poder Ejecutivo 
para librar contra el Tesoro íiaciottalpor las cen« 
tidades necesarias para dar ctmvplimieoto H! pré^ 
sent^ decreto. 



ymi'fm.]t^:sm,tpi(m'¡fm>- 



W 



iwmR 



^'^^^^^^^N^^PW^^^w^t^^NWW^^^n^^ ■% ! >■■ " ^ ^ j ^ J i'mtm^ >^ 



>Art'59 Bi Piíder B|6QiilHro «puMeceri en el 
contrato ia «utsmaeioii conifielealA para ^oñ la 
oompafiíapoeda determinar el c«piuil necasarío 
en acciones para conienxar lae líneas principales, 
y para aooientar esta eaptlal de liampo en Uem- 
•p», é fin ú^ continuar dieliaa lineas principales y 
sus ramos, bien aumentan^lo el nCimero de aaoip- 
nes, 6 pudiendo la compafiía emitir sus boncs ú 
obligaciones bajo, la gfarantía de los mismos cami- 
nos, sus edificios y las tierras que se acuerdan 
o&iiceder á la misma compaRía. 

Art. O* £1 Poder Ejecutivo establecerá tam- 
tíen el modo y tiempo, por que esté obligada la 
compafiía á abrir al público en Venezuela los li- 
bros de suscripción, para que todos los que quie- 
ran tengan ocaaion de tomar acciones en la em- 
presa ; y que estas acciones no excedan de cien 
pesos cada una. 

Art. 7V Los terrenos baldíos que según el pre- 
sante decreto se acuerdan dar á la compañía, so- 
Jo p>dránser tomadoé de las provincias beneficia- 
da» pi»r los ferro cariles; y en caso de que no los 
Uaya en estas, queda sin ef(*cto la concesión que 
no puede ser materia de reclamo« 

^ uijíco. En los terrenos concediólos por el 
presente df'creto no quedan comprendidos los que 
con algún Ululo posttn los venezolanos ¿ la pu- 
blicación de este decreto. 

Art 8^ Se autori;;a también al Poder Ejecutivo 
para que, h nombre de la Nación y hasta por diez 
afio-s garantice el interés hasta de un siete por 
cient«> anual, sobre los capitales que durante ese 
tlemp(»»se empleen en dichos ferro-carriles; pero 
en el caso de que los caminos no estén produ- 
ciendo ningún interés por causa imputable á la 
compaftía, la Nación no estará obligada á pagar 
dichj interés. 

Art. 9'^ Cualquiera duda que ocurriere en cual- 
quier tiempo, por vtrtqd del contrato que por el 
present i decreto se autoriza al Poder Ejecutivo 
.a celebrar, se decidirá por las leyes comunes, y 
no será jamas por ningún motivo materia ó pre- 
4ex^ para reclamaciones internación iles. 

Art 10 Los tribunales de la República cono- 
cerán según la cuantía ó naturaleza de la deman- 
da, oirán y decidirán las que ocurran sin admi- 
tir excepciones dilatorias por razan de vecindario 
de los contratistas. 

Art. 11 Queda autorizado el Poder Ejecutivo 
para aceptar las proposiciones que sean evidente- 
mente mas ventajosas que las estableciilas en el 
preseoia decreto» si se presentaren antes de ter- 
ttÍBsrw el 'Contrato ,á que 6l se refiere. 

Art. 12Atteda también aMtoriz^^o el Poder 
Bjeentivo paraiíacer iguales contratos 6 expedir 
•pririlegios sobre las buet q^e aqníseesiablecen [ 
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á l^a.qVLe lo soliciten pa|;a otnvs empresas ^e la 
IQÍsaia uaturalpza. 

An. 13. Los decretos de 18 de Abril de 1853, 
y 14 de Febrero de 1855 sobre ferro-carriles 
entre Puerto Cabell.i y San Felipe, quedarán sin 
efecto cuando haya sido perfeccionado el nuevo 
contrato á que se refiere fl presente decreto ; y 
el Poder Ejecutivo por el órgano de la secretaría 
de Hacienda dará cuenta al Congreso. 

Dado en Caracas á 25 de Abril de 1856, aKo 
27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Proíi lente del Senudo, Juan Vicente Oon- 
zalez Delgado, — El Presidente de la Cámara de 
Kepreüfentanles J. G. Ochoa. — El Secretario del 
Senado J. A Pérez. — El Diputadi» Secretario de 
la Cámara de Representantes J. A. Torrealba, 

Caracas, Abril 29 de 1856, aflo 27 de la ley y 
46 de la independencia. 

Ejecútese. — J, T. Monagos, 

Por S. E. el Presidente de la Repüblica. — El 
Secretario de Estado en el D. de Hacienda, 

Jacinto Gutiérrez. 
Es copia Gutiérrez. 
FERROCAKIULES. oKcaBTo de 30 na 

ABRIL DE 1836 autorizando á varias persO' 

fias para la construcción de los necesarios en* 

iré los matllcs de Puerto-Cabello, la Guaira^ 

Maracaibo y Ciudad Bolívar, y su respecli' 

va aduana. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Vista la solicitud de los seftores Juan Santiago 
Laroche, Ernesto Dülté, Santos González y Pe- 
dro Antonpieiri ; y 

Considerando: 

Que es conveniente remover los abstáculos 
que embarazan la pronta y expedita carga y des- 
carga en los puertos de la República. 

Decretan : 

Art. 19 Se autoriza á los seftores Juan San' 
tiago Larocbe, Ernesto Daité, Santos González 
y Pedro Antonpietri, para construir el prime- 
ro treinta líneas carriles, que partiendo de dife- 
rentes puntos del muelle de Puerto-Cabello, ter- 
minen en el edificio que sirve hoy de aduana\ ó 
se destine en lo sucesivo : el segundo, las nece- 
sarias y que permita la localidad entre el piso fir« 
me del muelle de la Guaira y la Aduana: el ter- 
cero, las suficientes para el comercio de Mart- 
caibo, debiendo partir del muelle de dicho puer- 
to para la Aduana ; y el cuarto, las bastantes pa-* 
ra el comercio de Ciudad Bolívar, teniendo su orí- 
gen en el piso firme de la muralla, y sa termina 
en el edificio de la Aduana. 
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ArU 29 Las líneas carriles serán construidas 
bajo la in8>eccion délos administradores de las 
respectivas aduanas, y dos comereianles nombra- 
dos por lus Concejos municipales. 

Art. 39 Correitponde á los inspectores desig* 
nar los puntos del muelle ó muralla de donde de- 
ben partir Ihs líneas carriles. 

Art. 49 En esus lineas transitarán los carros 
que abasten á la carga y descarga de buques, y 
especialmente de los que puedan trasportar me- 
dia, dos, tres toneladas y de mayor peso, cual- 
quiera que sea. 

Art. 59 Se concede á los empresarios un pri- 
vilegio por ocho aflos, acontar desde que los tre- 
nes se pongan en acción, para cobrar á los efec- 
tos que se embarquen y desembarquen, por la ta- 
rifa siguiente. 

Primera : por los volúmenes ú objetos que pe- 
ten hasta media tonelada, doce y medio centavos* 

Segundo : por los mismos hasta dos tonela- 
das, veinticinco cer.tavos. 

Tercero : por los que pesen hasta tres tonela- 
das, treinta y siete y medio centavos. 

Cuarto: por \o^ volümenes que excedan de 
tres toneladas, veinticmco centavos por cada to- 
nelada, ^ 

Alt. 69 Cuando esté concluida la mitad de las 
líneas en cada empresa, podrá eiiipezarse á co- 
brar el derecho fíjadu en el articulo anterior. 

Art. 79 Las líneas carrriles deben quedar per- 
feccionadas, y tener todos los trenes necesarios, 
en el término df. dos nños, á contar desde la pu- 
blicHciun de este decreto en la respectiva locali- 
dad. 

Art 89 Si no se cumplieren las condiciones 
de) artículo anterior, terminará el privilegio, y lo 
construido quedara á benefício de la aduana. 

Art. 99 Durante el privilegio no se podrá im- 
poner derechí»s nacionales ó municipales a los 
carriles referidos, ó á sus trenes. 

Art. 10. Terinina«í<» el tiempo del privilegio, 
las empresas no podrán ser gravadas por las mu- 
nicipnliiladeí? con un derecho mayor que el uno 
por ciento del producto lie los trenes; cuyo im- 
puesto será cobrado por los Administradores res- 
j#*ctivos. correspondiendo su inversión á los Con- 
cejos Municipales de cada localidad. 

ArU 1 1. Los empresarios polrán extender las 
líneas carriles, (leade las rej^pi^ctivas aduanas por 
las eulK^s que juzguen convenientes, y con las ! 
iDÍsn)a9 exenciones determinadas por t-l artículo ;j 

• 59, pudiendo el de la Guaira ll%^varlas bagta el i 
punto que crea conveniente de Maiquelío ; y co- \ 

librarán aeirun la larjfa íijada, en proporción á las 
dista nc¡¡)S, sirviéndoles de término do compara- 
ción las que ténganlas del artículo primero. 
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Art I^ Loa derechos y deberes de loe em- 
presarios, ,Bon trasroisibles á otras peíaooae, !«• 
jo los mismos términos y condiciones qae loe 
principales obligados. 

Art. 13. El Poder Ejecotivo queda encarga* 
do de remover los ioeon venientes que se preaeo- 
ten en la ejecución de este decreto. 

Dado en Caracas á 36 de Abril de 1850^ alto 
27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, JiMti Vicente Gim- 
zález Delgado. — £1 Presidente de la Cámara de 
Representantes, J. O, Ochoa* — Bl Secretario dol 
Senado, J. A. Pérez. — El Diputado Secretario 
de la Cámara de Representenles, J. A. Torrealba» 

Carácaé, Abril 30 de 1<?66, afio 27 de la ley v 
46 de la independencia.*-Ejectite8e. — Ja$é T. 
Manágae. — Por S. £• — El Secreuirio de Sala- 
do en el Despacho de Hacienda» Jacinío Gti- 
tiérrez. — Es copia.-* Gutiérrez. 

FIANZAS DE LOS OÜARDALMACENBS 6 GUARDA- 

PARQUES. Véase Guardalmacenes ó guarda* 
parques, R. E de 1.** de Junio de 1840. 

FUEKZV ARMADA Ó PERMANENTE. RBOOLV* 
CION EJECUTIVA DE 11 DE SBTIEMBRB DS 

1866 sobre pago de los haberes y racionee dé 
la guarnición de la capital. 
¡Secretaria de Ouerra.^-Seccion primera. 
Caracas, Setiembre 11 de 1856. 

Sefior Genera] Comandante de Armas de esta ptovin^L 

Hoy se dice por este Despacho al sefior Se* 
ere tari o de Hacienda, lo que copio. 

*' Ateudiendo el Poder Ejecutivo al estado de 
atraso en que se encuentra actualmente el Teso* 
ro publico, ha tenido á bien resolver que desde 
esta fecha solo se satisfaga su haber íntegro á los 
Jefes y oficiales de esta guarnición, abonándose 
á la tropa raciones de la manera siguiente: 

A los sargentos primeros. . 4 reales diarios. 

A los Ídem segundos . 3 ídem idem« 

A los cabos y soldados. • • 2 idem idem. 

Pasada la revista de Comipario del primero al 
ocho de cada mes, la Tesorería general no sumi- 
nistrará raciones en todo este, mas que para los 
individuos que se presentaron en dicha revista, y 
las altas que expresamente se le comunique por 
este Ministerio haber ocurrido en cada cuerpo ó 
compañía, pues desea S. E. impedir para lo su- 
cesivo cuantos abusos puedan cometerse en el 
particular con notable perjuicio de his rentas pú- 
blicas. Al fín de caf'a cuatrimestre se ajustarán 
los cuerpos y compañías sueltas, y con deducción 
de las raciones y vestuario que hubieien recibi- 
do, se entregará á los respectivos Comandantes 
el alcance que tuvieren aquellos á^u favor." 

Lo que trascribo á US para su inteligencia y 
la de los Jefes, oficiales é individuos de tropa de 



ÁPtimoi A BB18- RBOsá vmf>. 



m 



mtBmmatmsmm 



FUB 



kn eutspos delaguarnicioD, debieiido XJ8* dar 
iptüistaalMDenie pute á este Ministerio de las aK 
Uui y, bajas <iiie en aquellos oonrran» con eepecl- 
ficacieo de los nombres de ios individuos, y de las 
autoridades que hayan destinado á la foerza per* 
maneute á los que se dieren de alta ; pues sin 
icetas formalidades no se librará la orden corres- 
pondiente para el suministro de raciones. 

Soy &c.— Por S. K— Felipe Esteves, 

£s copia. — Fsleves, , 

FUERZA ARMADA 6 PERHAMENfE. RESOLUCIÓN 
RJBCnTlVA DB 10 VE SBTIEMBRE DE 1856 SO' 

brs reemplazos. 
Secretaría de Guerra. — Sección primera* 
Circular. 

Caracas, Setiembre 10 de 1856. 

Sefior Qobernador de la proyincía de 

Los innumerables reclamos que constantemen- 
te se hacen al Poder Ejecutivo sobre licencia- 
miento de individuos que en calidad de reem- 
plazos han sido destinados á la fuerza perma- 
nente : lo embarazoso que ha llegado á hacerse 
semejante asunto ; y los perjuicios que redun- 
dan al Tesoro público por ios gastos que inútil- 
mente ocasionan la ilegalidad é inconveniencia 
con que se procede en el reclutamiento, ponen á 
S. E. en el caso de pitvenir á US. que observe 
el mas exacto cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en ios artículos 119 á 133 del regla- 
mento de milicia, cada vez que haya de snminis- 
trar reemplazos para la fuerza permanente, no 
destinando, en calidad de tales, individuos mayo- 
res ó menores de la edad fijada por lu ley, ó que 
se hallen comprendidos en las excepciones que 
eUa establece, 6 que estén reputados y reconoci- 
dos como criminaled, ebrios consuetudinarios, ó 
incapaces de prestar servicio por cualquiera cau- 
sa física ó moral ; bien entendido que las eroga- 
f dones que se causen al Erario por todo indivi- 
duo indebidamente destinado 6 la fuerza perma- 
n«ite, serén reintegradas por la autoridad que lo 
haya remitido, á cuyo efecto se dictan hoy mis- 
mo las providencias necesarias. 

Soy &c. — Por S, E. — Felipe Esieves. 

Es copia. — Esteves. 
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INMIGRACIÓN. DECRETO DE 20 DK ABRIL DU 

1866 autorizando á los señores Silvesire Ro- 
dríguez y Francisco Delgado para traer á 
Venezuela tres mil canarios. 
£1 Senado y Cámara de Hepreseritantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
ftreso. 

Vístala solicitud de los señores Francisco Del- 
gado y Silvestre Rodríguez del comercio de la 
ciudad de Caracas, en que proponen introducir á 
Venezuela tres mil inmigrados procedentes de las 
islas Canarias, 

Considerando: 

Que es conveniente y de imprescindible nece- 
sidad á la existencia, progreso y fomento de la 
agricultura el ingreso al pais de brazos íitiles 
y laboriosos. 

Decretan : 

Art. 19 Se autoriza á los señores Francisco 
Delgado y Silvestre Rodríguez para traer á Ve- 
nezuela tres mil inmigrados procedentes de las 
Islas Canarias, precisamente en los años de 
1856 á 1859, sin perjuicio de aumentar este. nu- 
mero si el Gobierno lo creyere conveniente. 

Art. 29 Los inmigrados podrán ser de ambos 
sexos, pero no tnayores de cincuenta años, excep- 
tuándose solo los padres de ñimilia. 

Art. 39 Es condición expresa que los inmigrados 
que se introduzcan al territorio según el pruden- 
te decreto deberán ser agricultores de profe- 
sión. 

Art. 49 Es deber de los empresarios propor- 
cionar gratis el alújumicnto, y mantener por ocho 
dias á los inmigrados desde su desembarque en la 
República, dando 12^ centavos diarios á los 
menores de diez aflos ; diez y ocho centavos á 
los de diez á quince años, y veinticinco centavos 
& los de diez y seis á cmcuenta años. 

Art. 5*;,^ Los ein presarlos no podrán cobro^r á 
cada inmigrado 2>iao la mitad de fletes y gastos; jde 
embarque y desembarque en Venezuela, cuya su- 
ma no excederá de la siguiente : doce pesos cin- 
cuenta centavos á los que sean de dos hasta diez 
años de edad, diez y siete pesos á los de once á 
quince años ; y veintidós pesos cincuenta centa- 
vos & los de die* y seis á cincuenta años ; de- 
biendo para esto, todo inmigrado que no pague 
antes de su embarque la suma estipulada, otor- 
gar un pagaré en el puerto de su salida k íavor 
de los empresarios, conforme 6 las leyes de Ve- 
nezuela ; cuyo pagaré será aceptado por la pe?- 
Bona con quien contrate el inmigrado sus servi- 
cios penonalet; 
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Art 69 Ningún inmigrado podrá contratar 
sus servicios en Venezuela, sin que se haya he- 
cho una obligación por duplicado de las condi- 
ciones recíprocas del contrato. 

Art. 79 Los empresarios formarán al acto del 
embarque un estado del numero, profesión» sexo 
y edad de los inmigrados, cuyo documento lega- 
lizarán debidamente ante el Cónsul de la Repú- 
blica, ó el de una nación amiga, si aquel no exis- 
tiere. Este documento será presentado en el puer- 
to de desembarque á la Junta de inmigración pa- 
ra su conformidad é inspección ; otorgando en 
consecuencia recibo especificado de los inmigra- 
dos que se hayan introducido. 

Art. 89 La Junta de inmigración á quien se 
presentare el estado de que habla el artículo an- 
terior, cuidará de que no se introduzcan inmi- 
grados en contravención con lo dispuesto por el 
presente decreto y por la ley de la materia en su 
artículo 10. 

Art. 99 Se concede á los empresarios Del- 
gado y Rodríguez por Indemnización de su tra- 
bajo, mitad de fletes y demás gastos hechos en 
la conducción é introducción de ios inmigrados, 
una prima de doce pesos cincuenta centavos por 
los individuos inmigrados de dos hasta quince 
años de edad, y veintidós pesos cincuenta centa- 
vos por los de diez y seis á. cincuenta años, cu- 
yas sumas mandará pagar el Poder Ejecutivo en 
dinero efectivo del Tesoro Nacional, 6 en des- 
cuento de los derechos que causen los buques 
que conduzcan los inmigrados ; con vista del re- 
cibo de que trata el artículo 79 de este decreto. 

^ único. Si los derechos que causaren los bu- 
ques no alcanzaren á cubrir el montamienlo de 
la prima, el déñcit se satisfará por el Tesoro den- 
tro de treinta dias. 

Art. 10. Así los empresarios, como los capi- 
tanes, consignatarios y dueños de los buques que 
condujeren inmigrados de los que habla este de- 
creto, no tienen derecho á ninguna otra remune- 
ración, ni menos á las concesiones estipuladas en 
la ley general de la materia. 

Art. II. 8i el Gobierno en conformidad del 
artículo 19 creyere conveniente aumentar el nú- 
mero de inmigrados de que habla, lo hará siem- 
pre bajo las mismas bases y condiciones expre- 
sadas en este decreto. 

Dado en Caracas d 15 de Abril de 1856, año 
27 de la ley y 46 de la independencia- 

£1 Presidente del Senado, Juan Vicente Gon» 
zález Delgado, — £1 Presidente de la Cámara de 
Representantes, J. G, Ochoa, — El Secretario in- 
terino del Senado, Exequiel Marta González. 
^^El Diputado Secretario de la Cámara de Re- 
piesentantes, J, A. Torrealba. 
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Caracas, á 20 de Abril de 1866, afio 27 de la 
ley y 46 de la independencia. — Ejecútese. — ^/wé 
T. Monagos, — Por S. £.el Presidente de la Re- 
pública. — £1 Secretario de Elstado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia. — A. Parejo. 
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JUECES DE CIRCUITO. DECRBTO EJECUTIVO DB 

10 DE JULIO DE 1856 deffíarcando los limites 
de su jurisdicción, estableciendo su número^ 
y Jijando sus sueldos y los de sus secretarios y 
alguaciles. 

JOSÉ TADEO MONAQAS, Oeoeral en Jefe, Presiden- 
te de la República de VcDezuela, ^&c. &o. &c. j 

Considerando : 

19 Q'Ue la alteración causada por la ley de di- 
visión territorial de 28 de Abril del corriente 
tino, hace necesaria una nueva demarcación de 
los circuitos judiciales ; y 

29 Ctue la ley de presupuesto señala ya las 
asignaciones de los alguaciles de los juzgados de 
circuito. 

Decreto : 

Art. 19 Habrá un solo circuito en cada una 
de las provincias de Cumaná, Maturin, Barcelo- 
na, Harinas, Trujillo, Portuguesa, Margarita, Co- 
ro, Cojédes, Yaracuy, Aragua, Apure, Maracai- 
bo, Mérida, Táchira, Barquisimelo y Guayana. 

^ 19 En lu provincia de Amazonas, ejercerá 
jurisdicción el Juez de circuito de la de Gua- 
yana. 

^ 29 Quedarán existentes los dos circuitos es- 
tablecidos en la provincia del Guárico, que se 
componen : el primero de los cantones, Calabo- 
zo, Sombrero y Ortiz; y el segundo de los de 
Orituco, Chaguaramas y Uñare. 

^ 39 Rn la provincia de Carabobo existirán 
los dos circuitos que se hallan actualmente, com- 
prendiendo el primero los cantones de Valencia 
y Mental van, y el segundo, los de Puerto-Cabe- 
llo y Ocumare. 

^ 49 Continuarán igualmente los tres circui- 
tos de la provincia de Caracas, organizados del 
modo siguiente: el primero compuesto de los 
cantones Caracas, Petaré, Guaicaípuro y Gua- 
renas : de los de la Guaira, Maiquetía, Curiepe y 
Rio-Chico el segundo ; y el tercero de los de 
Santa Lucía, Ocumare y Cancagua. 

Art 29 En cada circuito habrá un Jues á 
excepción del de la capital de la República, en 
que habrá dos. £1 Juez de circuito residirá en 
la capital de la provincia, cuando no haya roas 
de uno en ella, 6 en la cabecera del cantón que 
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en este decreto ocQp^ el primer lugar entre los 
que forman el circuito. 

^ ontco. Los jueces de circuitos residentes en 
la capital de la República ejercerán su jurisdic- 
ción preventivamente en los cantones Caracas^ 
Guaicaipuro, Petare y Gu arenas. 
^ Art 39 Los jueces de circuito gozarán de las 
asignaciones siguientes. 
' Los del primero y segundo circuito de la pro- 
vincia de Caracas, de la de mil ochocientos pe- 
sos anuales: el del segundo circuito de la pro- 
vincia de Caribobo, de la de mil cuatrocientos 
cuarenta pesos ; y los demás jueces de la de mil 
doscientos pesos. 

Los Secretarios, inclusos Ins gastos de escrito- 
rio, tendrán cada uno la mitad de la asignación 
de los jueces respectivos. 

Los alguaciles de estos juzgados desde el pre- 
sente mes gozarán del sueldo de doscientos pe- 
sos anuales cada uno, que les señala la ley de 
presupuesto vigente. 

Art. 49 Kl Gobernador de la provincia de Cu- 
maná, hará inmediatamente el nombramiento 
interino de Juez de circuito de la provincia, á fín 
de que se instale el juzgado á la brevedad po- 
sible. 

^ único. El de la provincia de Maturin, dicta- 
rá ías medidas convf^nientes para que se pasen sin 
demora al juzgado de circuito de Cumaná las 
causas pendientes cuyo conocimiento le com- 
pela. 

Art. 59 Se*deroga el decreto de 6 de Junio 
de 1855, y la resolución de 11 de JuJi*» del mis- 
irro aTíQ per la íjiif se estableció el juzgado de 
cirruilo de Puerto- Cabello. 

Art 0^ El Secretario de Estado en los Des- 

■ 

pachos del Interior y Justicia, qiieila encargado 
de la ejecncic»n de este decreto 

Dado: firmado de mi mano: sellado ron el se- 
llo del Poder Rjeruiivo, y refrmdailo por el su- 
sodirlio Secretario en Carfic!? ft 10 fie Julio de 
1850, año 27 de la ley y 40 de In inlopendencia. 

José T* Monágas. 

Por S B. el PrP5¡<lenle de la República.— El 
Secrelnno 0*=* Estado en los Despachos ttel Inte- 
rior y Ju.-iicíh.— ^/i/oní^ Parejo. 
Es copia. — Parejo. 

JUECES DK PnOVINCIA. decreto EJFX'ITIVO DK 

16 DE JULIO DE 185(> creando uno mas en Ca- 
racas, 

JOSÉ TADEO MONACtAS. Gtncral en Jefe, Presulen- 
te de la República de Veiiezuvia, &c &c. &c. 

Vistas las reileraílas iristanrins que el Go])er- 
nador de esta provincia lia hecho al Poder Eje- 
cutivo desde el afio próximo pasudo, para que í»e 
restablezca en esta capital el Juzgado de provin- 
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cía qne dejó de existir con la promulgación de/ 
Código orgánico de tribunales yigente, en aten- 
ción á los graves motivos de necesidad y conve» 
niencía públicas que reclaman esta medida. 

Visto igualmente el acuerdo del Consejo de 
Gobierno celebrado en su sesión ordinaria del 8 
de les corrientes, declarando en conclusión que el 
Poder Ejecutivo se halla autorizado legalmente 
para expedir aquel acto ; y 

Considerando : 

19 Que en efecto la moral y el orden públi- 
cos,* elementos cardinales de la conservación 7 
felicidad de la sociedad, se interesan en alto gra- 
do en el pronto término de las causas criminales 
que hoy existen en su mayor parte rezagadas en 
el único juzgado que ha quedado ft esta provin- 
cia, el cual es de todo punto insuficiente para dar 
evasión al cúmulo de asuntos judiciales de sn 
competencia que se aumenta de dia en dia por el 
crecimiento de la población : 

2.» Que al reformar el Congreso del presente 
ailo la ley de gastos públicos, votando la cantidad 
necesaria para dos jueces de provincia en Carfi- 
cas, según la expresión terminante de la corres* 
pondiente partida del presupuesto, se vé mani- 
fiesta la voluntad del legislador, de atender á una 
necesidad pública que le fué recomendada con en- 
carecimiento por el Gobierno en la última Memo- 
ria del Minifiterio del Interior y Justicia, quedan- 
do en consecuencia creado un Juzgado de pro- 
vincia mas para la de Caracas por una ley de la 
República que, sin embargo de no ser la espe- 
cial en que debió consignarse el pensamiento le- 
gislativo, la sana práctica y las razones de urgen- 
cia enumeradas, aconsejan seguirla en el pre- 
i'onle caso. 

Decreto : 

Art 19 Se establece en Caracas otro Juzgado 
de provincia, ademas del exiátente, debiendo 
ejercer Ambos, á prevención, las atribuciones que 
les confiere el artículo 59 ley 6^ del Código or- 
gánico de tribunales. 

Art. 29 El Gobernador de esta provincia hará 
inmediatamente el nombramiento correspondien- 
te de Juez de provincia en calida eI de interino, 
para qne el nuevo Juzgado se in-^tale á la breve- 
dad posible. 

Art. 39 El mismo Gobernador dispondrá lo 
conveniente para que las causas y demandas 
existentes en el Juzgado que se halla en ejerci- 
cio, se dividan en cuanto lo permitan el orden y 
la tramitación judicial, proporcionalmenle entre 
los dos jueces que han de seguir funcionando. 

Art. 49 El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior y Justicia quetla encargado de 
la ejecución del presente decreto, debiendo dar 
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' ci)«flta it« él al Congreso en bu próxima reunión. 

Dado: firmado de mi mana: se Ha do.con. el se- 
llo del Po'ler Ejflciilivo ¡ y refrendado por el 
«nsodicho Secretario en la Sala del Despacho en 
Garícns, á 16 ile JuIjo de 1856, aOo 27 de la ky 
y 4C de la Independencia. — José T. Monágas. 

Por S. E— El Secreiario de Estado en lo* 
Despachos del Interior y J asuela.— Antonio 
Parejo. — Es copia. — Parejo. 

JUNTAS DEFüMENTO. REaOtnciOIT EJBC3TIVA 

DB 10 DE OCTUBRE DE 1866 creándolas. 
Secrelarú dpi Interior. — Sección tercera. 
CHrácas, OctiTbre 10 de 1856. 

Retvello — Dígase á los aaHoreB Oeneral José 
Félis Blanco, Ccronel Felipe Esteres, Mignel 
Pardo, Giiillernio Eapino, Cárlaa Sáliní v Dr. 
Alejandro Ibnrrn. 

" Compren'üendo el Poder Ejecativo la necesi- 
dad de despertar un decidido entusiasmo por los 
intereses materiales del país, Aienie reconocida 
de riquezT, q«e explotada en una eseala mayor 
de la que se le lia dado hasta »hora, puede re- 
portar inmensas vcntaj.is á la Nación, y dispnesto 
comocBlá k prestar cuantos auxilio? emen asa al- 
cance, juzga necesario y oportuno dictar la reso- 
lución Biguienle. 

Se crea en esta Cipitsl una Junta que se ti- 
luUrá de "Fílmenlo." compuesta del Secretario 
deJ Interior, cmn PresiOentc, del Gobernador de 
la prorincia, coiio Vice- presidente, y do seis 
miembros vecinos nombrados por el Poder Eje- 
catiro: serwii-í in Secretaría de esia Junta el jefe 
de la secrim del ramo de f.imento en el Despacho 
del Interior, — Lo? principales objetos de la Junta 
de Fomento son los siguientes. 

19 Procurar el dfvearrollo 6 Incrpmen'o de to- 
dos los interese; malcríales y la realiz.icion y me- 
jora de lili oiiMS de ntiliitad pública nacionales, 
con cuyo fin hará el Poder Ejecutivo todas las 
indicación ■ís ron ve ni entes, ejecutando dicha Jun- 
ta lusencaí':;;.-)? qooél le cometa. 

87 Promover i:i ej'^cucion de tss medidas que 
dicie el Puder l'Jecutivo en uso de sus alribucio- 
ne*, pSTQ la mrj.ira ó mas pronta realización de 
las obrai munií^ipnlcK emprendidas 6 que ae em- 
prendieren en la provincia, removiéndose los oba- 
láculoa que se opongan, 

•o Esiimiilar por cuantos medios estén 6. su 
alcance el incremento y perfección délas indus- 
trias conocidna en Venezuela, y excitar y proteger 
el aclimatamiento de las desco-urjdas, para lo 
cual interesará la acción eficaz y directa del Po- 
der Ejecutivo. 
• 40 El Puder Ejeculivo se reserva poner Á din- 
jpoeicion de la Junt.-i de Fomento los rect-Tsns 
que d.estiae para la obra ú obras públicas nación a- 



les, de cuya conairuectoa la eneargNe. Ea «sto 
caso la Junta pracederá con aujecion á las Maor 
luctones qu.e dictare el mismo Poder Ejeculivo. 

59 Instalada la Junta, formará eí regiamento 
^ue con la aprobación del Poder Eiecutivo h« da 
regirla," 

Por S. E.— CÍBÍteVce» 
LIBERTAD debsclavob. lsv db 13dí maso 

BB \^&— que deroga la de 24 de Marxo dt- 

1854, pág'. 325 dei Tbrao 2? 
El Senado y Cámara de Representantes de la Rt^ 

púthca de Venezuela.reunidosen Congreío. 

DECRItTAN: 

Art. l^Abolilala esclavilud, Venoiuela re- 
conoce como dcda nacional el valor de los que 
fueron esclavos y manumisos presentado! confor- 
me á las diaposiciones de k. ley de 34 de Marzo 
de 1S54, y decretas ejecutivos sobre la materia. 

^ único. Se aprueban las concesiones de nu«- 
vos plazos para la presentación de los que fueron 
esclavos y loanumiaos, hechas hasta hoy por el 
Poder Ejecutivo ¡ quedando autorizado el mismo 
Poder Ejecutivo para conceder un nuevo termi- 
no, que podra ser hasta de cuarenta días, reapea- 
to á aquellos cantones en que ee acredite que no 
se reunieron las juntas con regularidad, y en que 
han quedado pen.lientea algunas prese nU cienes. 

Art. 29 El Secretario del Interior examinará. 
los docuroenios produeidos por los acreedores por 
abohcion, y formará un eipedionte de cada soli- 
citud, extendiendo á continuación el decreto so- 
bre reconocimiento y calificacinn de cada recla- 
mo. En el caso de duila sobro legitimidad de al- 
gún reclamo, se resolverá en Consej.» de Minis- 
tros, oído e] interesado 

Art 39 Calificados loa reclamos y hechos los 
reconocimientos, el Secretario d«I luerior hará 
formar estados por provincias, en que exprase el 
nombre de cada acreedor y el de los qua fueron 
esclavos a maniimisoa y el valor de sif crédito, 
sBgun hubiere sido liquidado, reasumiendo los" 
estados en uno general de toda la República qua. 
pasará al Congreso en su primera reunión. 

Art. 49 Para el pago del montante de Ias_ 
acreencias que por tal respecto resulten contra la 
nación, ee destinan los impuestos y cODtrtbucio-_ 
nes siguientes: 

19 El diez pir cien:o, con que contribuyen las, 
rentas municipales 6 provinciales al tesoro nacio- 
nal, según la ley de k materia. 

2P La suma & que asciende el subsidio que as 
impone de tres por ciento srbre sus sueldtos &, 
comisiones, pensiones y asignaciones á todos los 
empleados ó personas que las reciban del enrrio 
público, de las rentas municipales, dotas QOivnr 
sitariíiB y colegios nacionales... 
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S9 El deréeho que se impone de lioencia na- 
etoDal scibre el expendio por mayor 6 por menor 
de los vitwa y ag-uardientes, de sus 'coinpuest<»8 y 
demás licores espintaoaos 6 fiTmentados y del 
tabaco natural ó extranjero, orao, nnoho y chimobo 
cayo derecho de licencia no debe bnjar de diez 
ni exceder de cien pesos en ningnn caso, á juicio 
de la junta de provincia respectiva que ha^a la 
calificación» poniéndose de acuerdo esta imposi- 
ción con la clasifícacion que se hiciere en virtud 
de las ordenanzas provincia les, al designar el de- 
recho de patente municipal. 

49 La pane que corresponde á la nación de 
los derechos de registro*?. 

59 El tres por pif -t » del totjij de los bienes de 
los que mueren lU jaiuio herederos colaterales. 

69 Fll veinte por ciento del total de 1«js bienes 
de los que mu -ren dejando herederos extraños. 

70 Los bienes liquidados de los que mueren 
abintestato que no di'jan herederos en grados en 
que por las loyes deban sucederles- 

89 £1 producto total del htiano descubierto ó 
por descubrir. 

99 Los fondos reca!j'lados segur» \a ley citadla 
de extinción de Ja esclavitud, y ios del ramo de 
manumisión que existian hasta la publicación de 
dicha ley, y de los cuales no se haya dispuesto 
con6)rme á ella misma. 

lÓ. £1 diez por ciento sobre el total délos bille- 
tes que se emitan en las lotería?, mientras se per- 
mitan estas. 

11. L*4 parle del producto de la contribución 
extraordinaria que se robra en las aduanas de la 
República sobre las producciones del país que se 
exporten al exlranji;r.>, quedando para los ra- 
mos del crédito público la ])arte de esa misma con- 
tribución extraordinaria que se cobra sobre la im- 
portación de mercancías extranjeras. 

12. La cuarta parte del producto del impuesto 
DftCional establecido sobre la sal. 

^19 Los empleados en rentas que no cum- 
plan estricti mente con lo dispuesto por el núme- 
ro 29 de este artículo, quedarán por este hecho 
suspensos de sus destinos y responsables de lus 
cantidades que hayan dt-jad» de enterar 

^ 2 Los findos que \a ley destinare para I<i im- 
migracion de extranjeros, serán aplicables á la 
amortización de lu deuda de abolición, recibiendo 
a) efecto el Gobierno, ios billetes de dicha deuda 
en pago de obligaciones por inmigrados que con- 
trataren los particulares con el Estado, ó con em- 
presarios autorizados por este. 

Art 59 A los acreedores por deuda de abolí- 
doü se les pagará en efectivo el ínteres de seis 
por ciento al aSo, y este pagóse hará por trimes- 
tres vencidos en los quince primeros días de I03 
If^j^seé^de Éi^o, Abril, Julio y Octubre. 
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& 6nico« El primer trimestre de intereses que 
se habrá de pagar en dinero efectivo, será el que 
habrá de correr de Julio á Setienibre del corrien- 
te afio. 

Art 69 El montante de los intereses corres- 
pondientes & los nueve trimestres corridos desde 
19 de Abril de 1654 á Junio del presente afio, 
liquidado que sea, se agregará al importe de cada 
reclamo acreciendo el capital. 

Art. 79 Los tenedores de créditos por aboli- 
ción estarán obligados á radicar el cobro de los 
interés que devengaren sus créditos en cualquie- 
ra de las juntas de provincias administrativas es- 
tablecidas por la presente ley. 

Art. 89 La comisión de crédito público hará, 
imprimir y grabar con las precauciones necesa- 
rias para evitar todo fraude, el número de billetes 
con sus correspondientes cupones de intereses que 
fueren suficientes para cubrir el montante total 
\ de la deuda de abolición, reconocida por esta ley, / 
1 haciendo la emisión por los valores do cincuenta, 
I cien, quinientos, mil pesos, y por las fracciones 
¡ inferiores á cincuenta pesos, se emitirá un billete 
i por el total; pero sin asignarle intereses. Much is 
I fracciones reunidas en una sola mano, deberán 
ser cambia<la8 por billetes enteros según la canti- 
dad total que compongan. 

^ único. Los expresados billetes se emitirán or- 
denados por series, y numerados con anotación del 
folio y demás formalidades con que son emitidos 
los billetes de las otras deudas públicas creadas y 
estableriílas. 

Art. 99 Liquidados y calilicados los reclam >s 
por abolición, el Secretario del Interior extende- 
rá una certificación del decreto de calificación re- 
caído sobre cada redamo, expresando el valor á 
' que alcanzare, cuya certificación firmará también 
! el oficial mayor de dicha Secretaría, rn cuya for- 
■ ma se entregará al acreedor interesa lo. 

Art. 10. Con la expresada certificación ocurrirá, 
el acreedor interesado ala comisión de crédito pú- 
blico en la época que se dirá en el artículo 12, 
para que con vista de ella, la expresada comisión 
, le entregue el valor qup resuhare en billetes de 
los que se mandan emitir por la presente ley. 

Art. 11. La comisión de crédlLo público abrirá 
, un libro para la inscripción de la deuda de aboli- 
' cion creada por esta ley. En él asentará respec- 
to á cada acreedor originario, una partida eo qne 
se expresará su nombre, la provincia y canten en. 
que tuvo origen el reclamo que le corresponda 
I por razón de eu capital 
I Art. 12. La precitada emisión de billetes debe* 
I rá hacerse en la capital de la República, y se dará 
j principio á ella treinta* dias despnes de pubHcadd' 
la presente ley en dicha capital, debiendo quedar 
terminadas! fuere posible para el treinta y uno. 
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de Diciembre de este año. Con eíte objeto la co- 
misión de crédito público se reunirá dos veces por 
semana, en días y horas, que dar& & conocer al 
público con algunos días de anticipación, por me- 
dio de carteles, de la Gaceta ú otros periódicos 
que se publicaren. 

Art 13. Pagados que sean en cada trimestre 
los intereses de la deuda de abolición, el sobrante 
que quedare en cajas en cada prnrincia en dinero 
efectivo, se destinará 6 la amortización del capi- 
tal en la parte que no se necesite reservar para 
asegurar el cumplido pago de los intereses cor- 
rientes ; debiendo hacerse dicha amortización, 
ante las juntas de cada provincia, en lotes de di- 
nero que no excedan de nnl pesos, y que se sa- 
carán á subasta pública en el trimestre próximo, 
al tiempo mismo que se haga el pí»go de los in- 
tereses, por los mismos trámites y en los mismos 
términos prevenidos por la ley sobre deuda públi- 
ca interior Consolidada de Venezuela 

Art 14. Los impuestos y contribuciones públi- 
cos creados y designados por esta ley se cobrarán 
en dinero efectivo. 

Art. 15. Ningún individuo particular se cnien- 
derá constituiíio deudor ni rnmo de abolición en 
razón de los impuestos creadíis por la ley de 24 
de Marzo de 1854, sin» después quo estén hechas 
las liquidaciones generales por lo» nuevos tesore- 
ros y cuando se htiVan emitido por el Gobierno 
los billetes prevenidos por esta ley, conceíliéndose 
como termino hasti el treinta y uno de Diciembre, 
para hacer las precitadas licjuidaciones, debieníio 
aprovechar e>te plazo 6 los (juc re>ult(Mi obligados 
á hacer los pagos de los expresaflos irnpuo!:«to?. 

Art. 16. Los impuestos y cnniriburiinw ? rsta- 
blccidos por la ley de 24 de Marzo 'ie ISó-i, se 
cobrarán exactamente hasta el treinin de Junio del 
presenteaño, en^prznndn á re^ir las tlisposiciones 
de esta ley del príM.ii'o «e Julio m adelante, y 
respectít á ella será piTuiiiido p;»gar con billetes 
fie ubolic'on, la (:oe í'Siablece la precitada ley en 
su artículo quinto bajo los tiiuneros segundo, ter- 
cero, septinn», octnvo y noveno que se vencieren 
hasta el indicado dia tr^iuta de Junio. 
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sables de las cantidades qae hayan dejado de re- 
mitir. Igual liquidación deberán hacer los Teso- 
reros actuales de abolición de los impuestos que 
fueron establecidos en el mismo artículo de aque* 
lia ley, bajo los números segundo, tercero, quin- 
to, sexto, séptimo, octavo y noveno, debiendo pre- 
sentar debidamente arreglados los catastros sobre 
alambiques, formados con arreglo á los reglamen- 
tos y las listas de Electores, Diputados, Repre- 
sentantes y Senadores que en cada cantón y pro- 
vincia han debido contribuir, agregando la ra- 
zón de solvencia de cada uno. 

Art. 18. Los Tesoreros de abolición nombra- 
dos con arreglo á la presente ley, y que entren 
t recaudar después del treinta de Junio del "^re- 
senté afSo, los impuestos y contribuciones que en 
ellas se establecen, continuarán haciendo con 
exactitud y sin tardanza el cobro y la recauda- 
ción que hubiere quedado pendiente de los impues- 
tos y contribuciones que fueron establecidos por 
la ley de 24 de Marzo de 1854. 

Art. 19. Se establecerá en la capital de la Re* 
publica una junta superior administrativa de loli 
fondos de abolición, que será presidida por el Se- 
cretario de Hacienda, y se compondrá del Conta- 
dor, examinador geneial de cuentas, y de cuatro 
acreedores originarios por abolición, elegidos por 
el Poder Ejecutivo, de entre los que lo fueren por 
mayor cantidad, y que, no siendo mujeres, resi- 
dieren en la capital de la República. 

Art. 20. Se establecerán ademas juntas subal- 
ternas administrativas de abolición en las capita- 
les de las provincias, que serán presididas por el 
Gobernador de cada una, y se compondrán del 
Tesorero de abolición residente en aquellas, y de 
cuatro acreedores originarios por abolición nom- 
brados por el Gobernador de la provincia. 

^ único. Al mismo tiempo que se nombren lo? 
miembros principales de estas juntas, se nombra- 
rá un número igual de suplentes para los casos 
de ausencia ó impedimento grave. 

Art. 21. La Junta superior central, tendrá un 
; Secretario de su elección con el sueldo que le 
asigne el Poder Ejecutivo; y las subalternas ten- 



Art. 17. Para el citado ain tiointa de Junio, la : drán por Secretario al que lo sea de la Gober- 
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TesorerÍH g^eneral de la República, y demás ofi- 
cinas de las rentas naricnales intemn**, las de adua- 
nas y rentas municipales, darán rolle á la cuen- 
ta y harán una liquidación exacta dei subsidio 
que estableció la ley de extinción de la esclavi- 
tud en su artículo quinto, bajo el número cuarto, 
y del diez por ciento que aplicó á los fondos de 
abolición, teniendo su importe á disp» .*íicion de 
los Tesoreros de abolición que por la presente 
l#y se establecen, bajo la pena de quedar por el 
mismo h«*cho suspensos de sus destinos v rcí^pon- 



nacion de la provincia, al cual se le pagarán diez 
pesos mensuale*» para gastos de escritorio. El suel- 
do y asignaci<'n es establecidos por este artículo, 
se sacarán de los fondos destinados al pago de la 
deuda de abolición. 

Art. 22. En la capital de la República, habrá 
un contador liquidador y examinador general de 
cuentas, á quien, después de sustanciadas en de- 
bida forpja las que le remitan los Tesoreros de 
i^s provjjficias, se le reunirán para juzgar y senten- 
ciar las de cada Tesorero, dos miembros priuci- 
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pales ó suplentes de ia Junta superior administra* 
tira designados por esta. 

Art« 23. £1 contador, examinador general de 
cuentas, será nombrado por el Poder Ejecutivo á 
propuesta en terna que harán los restantes miem- 
bros de la Junta superior central, y tendrá por 
Secretario el mismo que lo fuere de dicha Junta. 

^ único. Dicho contador gt^zará del sueldo de 
cien pesos mensuales que se pagarán de los fon- 
dos de abolición. 

Art ^ £n cada capital de provincia habrá 
un Tesorero de abolición que será nombrado por 
la Junta subalterna respectiva, y no podrá recaer 
la elección en ningún empleado público. 

Art 25. Los Tesoreros así nombrados presta- 
rán fianza á satisfacción de la Junta de provincia 
por la cantidad que respecto á cada uno designa- 
re la superior centra] en sus primeras reuniones, 
5 restarán juramento ante los Gobernadores de 
esempefiar fielmente el destino que se les confía, 
y continuarán en este mientras dure su buen de- 
sempeño. 

Art* 26. Habrá recaudadores de los impuestos 
de abolición en los cantones, nombrados por el 
Tesorero de la provincia, á su riesgo y bajo su 
responsabilidad, 

Art. 27. La Junta sunerior central administra- 
tiva tendrá las atribuciones siguientes : 

1^ Será depositaría del gran libro de inscrip- 
ción de la deuda de abolición que se manda 
abrir y formar por la comisión de crédito públi- 
co en el artículo 1 1 de esta ley. 

2^ Dentro del primer semestre después de su 
instalación, formará estados nominales de los 
acreedores por abolición correspondientes á ca- 
da provincia, con expresión del importe de sus 
créditos, según estuvieren asentados en dicho li- 
bro y del cantón de su residencia, cuyos esta- 
dos pasará á las respectivas Juntas subalternas. 
Los trabajos especiales de la comisión de crédito 
público para hacer la emisión de billetes, y asen- 
tar en el libro las partidat* de inscripción de la 
deuda de abolición, no impedirán, entre tanto se 
hagan, la forma«*ion, aunque sea por parte de los 
correspondientes estados que en este ar- 
tículo se previenen respecto á los asientos y emi- 
siones de billetes que gradualmente se fueren ha- 
ciendo, á fin de que remitidos á la Junta subal- 
terna, reúnan estas en la mayor brevedad posi- 
ble los datos que necesiten para proceder. 

3^ Reunirá los estados que en cada trimes- 
tre deberán remitirles las Juntas subalternas ad- 
ministrativas en que se demuestren las cantida- 
des recaudadas en sus respectivas tesorerías por 
impuestos de abolición, los pagos que por razón 
d^ interesBj9 se hubieren hecho, y el resultado de 
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los remates de dinero aplicados á la amortiza- 
ción. Con vista de estos estados formará en ca- 
da trimestre uno general de toda la República 
que hará publicar enja Gaceta y demás perió- 
dicos. 

4^ Cuando algunas de las Juntas subalternas 
le demuestre que no tiene fondos suficientes en 
sus distritos para hacer el cumplido pago de los 
intereses, acordará la traslación de los fondos ne- 
cesarios de las otr»s tesorerías en que los hubie- 
re sobrantes á aquella donde faltaren. 

5? Con vista de los tanteos de caja y balances, 
que en cada trimestre le pasen las Juntas subal- 
ternas en que se demuestre la existencia que hu- 
biere en cajas en dinero efectivo» determinará y 
fijará la cantidad de dinero que en el siguiente 
trimestre se deberá sacar á remate por la respec- 
tiva Junta de cada provincia, procurando antes 
que otra cosa, dejar asegurado y bien garantiza- 
do el cumplido pago de los intereses de la deuda 
en general. 

6^ Asentará en el gran libro el importe to- 
tal de los billetes amortizados en el trimestre que 
cada Junta subalterna le remitiere para incine- 
rar con distinción de la forma y manera en que 
hubiere sido hecha la amortización. 

7^ Recibirá también de la Tesorería general 
de la República para incinerar y amortizar, ha- 
ciendo antes el debido asiento de su importe en 
el libro que formarán también el Tesorero y 
Contador generales de la República, los billetes 
de deuda de abolición que hubiere recibido en 
pago el Gobierno por contratos de inmigración. 

8^ Durante los quince primeros dias de cada 
trimestre, procederá á hacer la incineración de 
los billetes amortizados en la forma que viene di- 
ch<i, incorporando en su seno para ese acto al 
Tesorero general de la República, y debiendo an- 
tes confrontar los billetes remitidos para incine- 
rar, con sus respectivas matrices. 

9^ Nombrará los dos miembros de ella, que 
con arreglo al artículo 21 se deberán reunir al 
Contador, liquidador y examinador de cuentas, 
para examinar, glosar y liquidar las que le debe- 
rán remitir los Tesoreros de cada provincia. 

10. Denunciará á las Juntas subalternas los 
retardos de los respectivos Tesoreros en remitir 
oportunamente sus cuentas anuales para que 
sean examinadas, y en caso necesario les pre- 
vendrá que apremien con multas, que designará, 
á los expresados Tesoreros para que cumplan 
con los deberes que se les impone por esta ley. 

1 1. Trasmitirá á las mismas Juntas subalter- 
nas las observaciones que hiciere por sí 6 las que 
le comunicare el Contador, examinador de cuen- 
tas, sobre incapacidad, omisiones, descuidos^ 
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fraudes y negligencia que notaren en los Teso- 
reros de cada provincia, respecto al cumplimiento 
de los deberes que por esta ley se les imponé- 
is Depondrá á los Tesoreros de abolición, 
cuando por el juicio de. cuentas seguidas, se de- 
muestre que han cometido fraude, sU&traido ú 
ocultado fondos del ramo, consentido en que se 
distraigan para aplicaciones extrañas del objeto 
á que los aplica esta ley, ó dejado de hacer opor- 
tunamente los pagos é inversiones 4e fondos que 
se les hubiere prevenido en consonancia con las 
disposiciones de ella, sometiéndolos á juicio an- 
te el tribunal competente. 

13. Presentará, anualmente al Congreso una 
exposición de todo lo concerniente ai ramo de la 
deuda de abolición que se pone bajo su diré - 
cion por esta ley, abarcando en ella todas las ope- 
raciones que hubiere realizado en el afio económi- 
co á que se contrajere. 

14. Propondrá y pedirá al Poder Ejecutivo 
que dicte y acuerde las providencias y disposi- 
ciones que creyere oportunas y convenientes la 
Junta para la cumplida y exacta ejecución de 
la prívente ley, y para resolver las dudas y alla- 
nar l;is inconvenientes que en la práctica se to- 
caren y que de alguna manera embarazaren la 
buena y acreditada marcha de los créditos por 
abolición : y de la recaudación, inversión y ma- 
nejo de las rentas é impuestos aplicados al pago. 

15. Designará las cantidades por las cuales 
deberán prestar ñanza los Tesoreros de abolición 
de cada provincia, y la especie de seguridades hi- 
potecarias 6 garantías personales que deberán pre- 
sentar según la importancia de lus fondos que re- 
cauden para asegurar el fiel manejo de las ren- 
tas que se les confían. 

Art, 28. Las Juntas administrativas de pro- 
vincias son las fiscales ñutas y las administrado- 
ras de lus fondos de abolición que se recaudaren y 
distribuyeren de acuerdo con las disposiciones de 
esta ley en las provincias, cuyos créditos se radi- 
caren ante ella para su amortización, y para el 
cobro de sus intereses, y tienen las atribuciones y 
deberes siguientes : 

1^ Abrirán un libro en el que, en primer lu* 
gar, inscribirán 6 incorporarán los estados nomi- 
nales de acreedores por abolición, que les remi- 
tiere la Junta superior central, correspondientes á 
la provincia, y en segundo lugar, inscribirán las 
radicaciones que hiciere con arreglo al artículo 
sexto para la amortización de sus créditos y el co- 
bro de loa respectivos intereses los tenedores de 
créditos. 

2^ Harán por sí mismas ó expedirán órdenes 

^anticipadas para que se hagan por. las respectivas 

Tesóterías, en los primeros quince dias da losme- 
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sea. Enero, Abril, Julio y Octubre loa ps^oe áé 
los intereses correspondientes á los créditoA en- 
yos cobros fueron radicados en ellas ; tocando al 
Tesorero miembro de la Junta hacer el coila ám 
los respectiros cupones que para la debida eofld^ 
.probación remitirá el Contador examinador ga* 
neral de cuentas* 

3^ Sacarán á remate en -subasta pública por 
billetes de abolición las cantidades de dinero 
efectivo, que con vista -de los tauteos y conocí* 
mientos de las existencias en cajas, fijare y de- 
terminare la Junta Superior central, para ^e ae 
destinen á la amortización, recibiendo las pro* 
porciones que se le hicieren por escrito, cerradas 
y selladas, procediendo en todo conforme con el 
procedimiento fijado para dichos remates por la 
ley de 15 de Abril de 1840, sobre deuda púbüea 
interior consolidada. 

4^ Pasarán cuantos tanteos juzguen oportu- 
nos en la Tesorería de su provincia. 

5^ Velarán en que los Tesoreros de sus res- 
pectivas provincias, sin excusa ni pretexto, les pa- 
sen en los primeros ocho dias de cada tr.mestre, 
el balance de caja de su administración, con de- 
mostración de los fondos recaudados, de los gas- 
tos é inversiones hechas, y de la existencia en ca- 
ja en dinero efectivo y en billetes. 

6^ Remitirán precisamente en los meses de 
Enero, Abril, Julio y Octubre á la Junta Supe- 
rior central, un estado comprensivo de las cuen- 
tas y balances de las Tesorerías de sus distritos 
en el trimestre anterior, en que se demuestren los 
pagos de intereses, y el resultado de los remates 
de dinero que hubieren hecho en los quince pri- 
meros dias de cada uno de los precitados mesea 
de conformidad con las atribuciones segunda y 
tercera de este artículo, reasumiendo en una de- 
mostración el resultado de todas esas operacio* 
nes. 

7^ Estamparán la nota de cancelación 8obP€ 
los billetes amortizados por ante la Junta, y lla- 
varán un libro en el que asentarán el importe 
total de los que lo hubieren sido en cada trimes- 
tre, bien sea por razón de los trimestres que se hi- 
cieren • del dinero efectivo que se aplicare á la 
amortización, ó por otros enteros que por esta ley 
se permite hacer en las Tesorerías con billetes 
de la deuda de abolición. 

8^ Remitirán á la Junta Superior central, jnn- 
to con los estados de cuentas prevenidos por la 
sexta atribución de este articulo, y en el tiempo 
allí designado, los billetes de abolición, amortiza- 
dos en cada trimestre, á cuyo efecto los partirán 
en dos mitades, de manera que no haya dificul- 
tad para conocer las mitades pertenecientes á tm 
mismo billete, y harán la teniUóa do laa mitades 
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de todos los billetes en dos pliegos cerrados, Re- 
liados y certificados que dirigíráD por dos distin- 
tos correos, incluyendo con la primera remisión, 
una relación en que se expresará la fecha de la 
cancelación, y la serie, número y valor de cada 
billete. 

9^ Instarán y apremiarán á los Tesoreros de 
sus respectivas provincias, para que oportunamen- 
te remitan las cuentas de su administración ál 
Cpntador liquidador y examinador general de las 
cuentas del ramo, cumpliendo Jas órdenes que 
sobre el particular le trasmitiere la Junta central 
administrativa. 

10. £n los casos de muerte ú otro impedimen- 
to grave del Tesorero de su provincia j reunida 
l^in tardanza la Junta por el Oobernador de aque- 
lla, nombrará Tesorero interino, el que, con in- 
tervención de la Junta, procederá á recibir la exis- 
tencia en caja, U>s libros del ramo y demás pape- 
les que perterr-z/'.ín al archivo de la Tesorería, 
de todo lo mal se dará aviso á la Junta superior 
cetítral. 

1 1. Ejecutarán la supervigilancia sobre los Te- 
soreros y jos constreñirán al cumplimiento exac- 
to de sus deberes, haciendo que no descuiden la 
recaudación y el cobro de los imjweslos y contri- 
buciones del ramo, ni su fiel manejo, inversión y 
distribución, acogiéndolos informes, advertencias 
y observaciones que les hiciere la Junta superior 
centra], y acordando las providencias que el caso 
demande para evitar el desfalco y malversación de 
aquellos. 

12. Informará á la Junta superior central, so- 
bre las dudas é inconvenientes con que locaren 
en la práctica, respecto á la buena marcha de es- 
te ramo del servicio público, y al fácil cobro y 
eficaz recaudación de los impuestos. 

13. Recibirán la fianza y demás seguridades 
que deberán prestar los Tesoreros de abolición, 
cuidando de la seguridad y eficacia de aquella», 
y de las condiciones legales de que deben ir ellas 
acompañadas, para que en ningún caso resulten 
ser ineficaces ó nugatorias. 

14 Advertirán á la Junta superior central ca- 
da vez que noten ó teman que los fondos existen- 
tes en las cajas de la provincia de su distrito no 
son suficientes para cubrir el pago de los intere- 
ses del próximo trimestre, á fin de que se les 
prorea de los suficientes h ese solo efecto. 

Art 29. Los Tesoreros de abolición depende- 
rán de la Junta subalterna administrativa de la 
proyocia 6 que pertenezcan. 

Art. 90. Los Tesoreros pasarán & las respec- 
ñvB9 Juntas subalternas el dia primero de cada 
nteSi nua relación circunstanciada de los ingresos, 
egrosQs 7 existencias del mes anterior; y termi- 
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nando cada trimestre, dar&n corte & las cuentas, 
formarán el correspondiente balance para cuenta 
nueva^y lo trasmitirán á la misma junta en los 
ocho primeros dias de loé meses de Enero, Abril, 
Julio y Octubre. 

Art. 31. Los Tesoreros nombrarán bajo su res- 
ponsabih'dad los recaudadores de los cantones de 
áu provincia, que podrán también remover á su 
arbitrio ; y llevarán sus cuentas por partidas do-, 
blrs, en íibr^foliados y rubricados por el Vice- 
presidente de la Junta de que dependan. 

Art. 32. Los Tesoreros serán responsables de 
cualquiera cantidad que dejen de recaudar, si no 
justifican haber empleado todos los medios lega- 
les para c] cobro. 

Art. 33. Los Tesoreros de abolición tienen to- 
dos los derechos, y pueden emplear todos los me- 
dios ejecutivos qiie conceden las leyes comunes á 
los domas Tesoreros y administradores para el 
cobro de los impuestos y contribuciones públicas 
correspondientes á la Nación, á fin de obligar ju- 
ílicial 6 extrnji)dicinlmente á los contribuyentes 
á entregarías raotidadcs que debieren, en razón 
de los impuestos destinados ó creados por esta ley 
para v\ pago de In deuda de abolición. 

Art. 34. Los Tesoreros de abolicior. pasarán 
las cuentas de su manejo al contador liquidador 
y examinador creado por el artículo 21 de la pre- 
sente ley para ?u rxáincn, glosa y sentencia, por 
períodos que lijará la junta superior central ad- 
ministrativa, la cual pcjdrá alterar dichos períodos, 
según convenga á la buena marcha de la recauda- 
ción y administración en general. En el examen 
de las cuentas se observará lo prescripto por las 
leyes respecto á las demás cuentas de la Hacien- 
nacional. 

Art. 35. La junta superior central administra- 
tiva fijará la comisión que f en cada provincia do 
debiere devengar el Tesorero de abolición, coií 
tal que no exceda, sobre las cantidades recauda- 
das por otras ndniiniHíracionesdel dos por ciento; 
y respecto á las que ellos recaudaren por sí mis- 
mos, corran desde el cuarto hasta el diez por cien- 
to, según las localidades y la cuantía de los pro- 
dnctos de las contribuciones aplicadas. 

Disposiciones generales. 
Art. 36. Los Tesoreros establecidos por la ley 
de 24 de Marzo de 1854, entregarán inmediata- 
mente á los nuevos nombrados, las existenciaá 
que tuvieren en caja, los libros, catastros, padrones 
y demás documentos que teng^an en su poder, 
previo un tanteo de caja practicado por el Gober- 
nador ó jefe político respectiva, acompafiados de 
dos concejales designados pof el Conceju muníci'ii 
pal y dos acreedores orifinaijrios por abolición^ 
cuyo resultado se publicar & en la Gaceta de Oú^ 
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bierno, en las de las provinciíisú otros perióílicos. 
A los Tesoreros que no hicieren Ja entrega en !os 
términos dichos se les impondrá una m'dlta de 
quinientos pesos que harán efectiva los Goberna- 
dores, quedando ademas sujetos á los resultados 
que produjere el juicio de sus cuentas y á la pro- 
videncia y penas que determinan las leyes, en 
caso que se manifestare que se habla cometido al- 
*gun fraude, ó hecho la sustracciorwjndebida de 
algunos fon»los. Las cuentas cuyo eJffnien estuvie- 
re pendiente, las rendirán al contador y* examina- 
dor que establece esta ley. 

Art 37. Todos los destinos de miembros de las 
juntas y otros que se crean por esta ley, á los que 
no se asigna sueldo ó comisión, son cargas con- 
cejiles de las que ningún individuo [)odrá excusar- 
se sino por motivos que se tendiian por suücien- 
tes respecto á las demás cargas concejiles conoci- 
das. 

Art. 38. Las juntas admiüistraiivas, tanto la 
superior central romo las subaliernas de provin- 
cia, nombrarán un Vice-|'ieáiJenttí, de entre sus 
miembros para que en tetlo cascT supla hs faltas 
del Presídeme, y lleve los demás encargos que se 
le cometan. 

Art. oü. Se reunirán procisainpnte las juntas 
los luniks rlc cada st;nian¿u ó el dia inmediato hábil, 
si aquel no lo fiieri*, y todos los demás dias que lo 
exigiere d pronto y n)yr» eficaz desfiacho de los 
negocio? que le están coinoiidos. Durante los quin- 
ce prinu-r* s í1í?js tle ^,i'la' triir-estro se reunirán 
diariamente hu-ita dej.jr selladas todas las opera- 
ciones ilc la época. 

Art. 40 Los miembros de las juntas no esta- 
rán obl¡;ra los á desempeñar de seguidas eso car- 
go, sino j.or un año ; puilienJo ser reelegiíio.^, si 
aceptan, ó vneltos á nondjrar con un afio de in- 
termedia, en cuyo ca^o nu podrán cxcnsarse. 

Art. 41. Los billetes de abolición serán firma- 
dos por la comisión, de crédito público. 

Art, i2. Todo acreedor por abolición .será 
considerado cómo fiscal nato en lo que tocare á 
la administracitm, cnan^jo é inversión de los 
fondos que se aplican al f>ago de esta deuda. Las 
respectivasjuntis no podrán excusarse de atender 
Jas reclamaciones que les dirija cualquiera de ellos, 
y si en número de cinco denunciaren algún he- 
cho relacionado, ó llamaren la atención sobre la 
conducta de alguno de los Tesoreros, mandarán 
á hacer las indagaciones correspondientes, y abri- 
rán los procedimientos á que hubiere lugar con 
arreglo á e¿ti y las demás leyes de la Kepúbli- 
^ca. 

Art. 43. El Poder Ejecutivo queda autorizado 
para reglamentar la ejecución de la presente ley 
j {»eur& llenar en consecuencia coa sus disposición 
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nes todos los vacíos que hiciere notar la prficlica. 

Art. 44. Se deroga la ley de 24 de Marzo de 
185i, sobre abolición déla esclavitud. •) n^/>! 

Dada en Caracas á 7 de Mayo de 1856, aBo 
27 de la ley y 46 lie la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Juan Vicente González DeU 
gado. — El Presidente de la ti>ámaia de Represen- 
tantes. J. G. Ochoa — El Secretario interiuo del 
Senado, Exequiel Marta González, — El D'pj- 
tado Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. A, Torree Ib Jí, 

Caracas, Mayo 13 de 1856, año 27 de la ley y 
46 de la independencia. 

Ejecútese. — José T, Mona gas. 

Por S. E. — El Secretario de E. en el D. de 
Hacienda, Jacinto Gutiérrez. 

LIBERTAD de esclavos, oecreto ejecutivo 
DE 31 DE OCTUBRE DE 1856 reglamentando 
la ley anterior — que deroga virtual me tile ti 
de 2 de Julio de 1855 pág. 541 del Tomo 2^ 

Jo*É Tadeo MonágaSj Fresidenfe de la 
República de Venezuela, óc, &, &,. 

Vista la facultad dada al Poder Ejecutivo por el 
aitúulo 43 de la ley de 13 de Mayo del presente 
año que deroga la de 24 de Marzo de 1854 sobre 
abolición de la esclavitud, y en uso de las autori- 
zaciones e.'^peciales concediílas al mismo por el 
decreto legir^lativo de 20 de Setiembre próximo 
pasado. 

considerando : 

19 Q.ue es de la mayor importaucia para el 
•desarrollo déla riqueza pública, para el adelanto 
de la agricultura, y el progreso de todas las in- 
dustrias en general, el definitivo arreglo de aque- 
lib parte de la deuda nacional que tiene contraída 
el Estado por consecuencia de la \iiy que extin- 
guió para siempre la esclavitud en Venezuela, 
dejando así acatados los sagrados principios de 
jusiicia, y satisfechos los legítimos derechos de los 
acreedores. 

29 Que siendo hoy angustiada la situación del 
Tesoro, es de in prescindible necesidad poner eh 
armonía el cumpiimiemo de aquella obligacioa 
con el deber de atender á la vez al pago de otras 
deudas no menos sagradas, y á los demás com- 
promisos que pesan sobre la Nación, procurando 
dejar cimentado de esa manera el crédito publico 
sobre bases sólidas y estables ; y 

39 Que ios fondos especiales destinado» al 
pago de intereses y gradual amortización de la 
deuda de abolición, escasos como son, deben ler 
aplicados en términos que sirTan de base á op*> 
raciones regulares 7 cooptantes, propias para de- 
senvolver el crédito de ella de la manera mas ía- 
vomble ^ue aea posible, j para dar nueya yida 4 
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esos valores que habían desaparecido ya de la cir» 
fculalbioñ' con detrimento de la riqueza pública. 

DECRETO : 
8ECCIOK J^RIMBRA. 

De la caíificaeion y reconocimiento de la 
• devda de abolición, 

Art. 19 La califícacion y reconocimiento de 
los créditos por valor de loa que fueron esclavos 
y manurnisos, se hará por la Secretaría del inte- 
rior con vista de la ley y reglamentos ejecutivos 
que hasta hoy han regido en la materia 

Art. 29 La calificación y reconocimiento se 
contraerá á los créditos reclamados en virtud de 
ia ley de 24 de Marzo de 1854 y dentro de los 
plazos fijados por ella y por el Poder Ejecutivo 
en el decreto reglamentario de 2 de Julio de 1855, 
y en las resoluciones de 4 de Octubre y 20 de 
Noviembre del mismo aíío. 

Art. 39 Con los documentos presentados por 
los acreedores c\ue se encuentren en el caso del 
artículo antfVMi., formará la Secretaría del Inte- 
rior un rxjifciiente relativo á cada redamación, 
inscrib éndolo en un registro que abrirá al efecto 
con las divisiones de provincias y cantones donde 
haya tenido origen el crédito reclamado. 

Art. 49 Cuando del examen hecho por la mis- 
ma Secretaría resulte comprobado legalmente el 
crédito, lo calificará de legítimo, y liquidado el 
valor de los esclavos ó manumisos con arreglo á 
tarifa, decretará su reconocimiento. 

Art! 59 Del decreto de calificación y recono- 
ci^niento se entregará al acreedor la certificación 
prevenida por el artículo 99 de la' ley. " 

Art. 69 En caso de duda sobre legitimida 1 de 
algún reclamo, se procederá con arreglo al final 
del artículo 29 de la ley. Si el crédito resultare 
legítimo se curñplirá con lo que se dispone en 
los artículos 49 y 59 ; y en caso contrario, con 
la resolución del Gobierno quedará sellado el ex- 
pediente que se archivará en la Secretaría del 
Interior. 

Art 79 La misma Secretaría llevará un regis- 
tro de los crédito*s reconocidos como legítimoj», y 
otro de aquellos cuya legitimidad no haya sido 
reconocida; de este último pasará copia á la Co- 
mttion de Crédito público según lo fuere for- 
mando. 

Art. 89 La Comisión de crédito público ten- 
día á BU disposición el archivo del ramo de abo- 
lición, pudiendo examinar todos los expedientes 
que tuviere á bien, y tomar todas las noticias que 
creyere convenientes. La Secretaría del Interior le 
pamirá nota con inserción del decreto cada vez 
qve M desconozca la legitimidad de algún recla- 
nb y se niegue el reconocimiento, á fin de que 
poi^a ta debida constancia en un registro parti- 
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cular que llevará de los créditos que resulten ile- 
gítimos 

Art. 99 Los tenedores de billetes de abolición, 
emitidos con arreglo á la ley de 24 de Marzo de 
1854 y al decreto, del Poder-Rjeculivo de 20 de 
Junio de' 1854, los presentarán á la Secretaría 
del Interior 'para que confrontándolos con sus 
nutrices, y hallándolos conformes, los inscriba en 
el registro que debe llevar según el art. 79- 

Art 10 La Secretaría del Interior pondrá en' 
los mismos billetes una nota (lue acredite su orí- 
gen y procedencia, y lo-», devolverá al interesado, 
quien ocurrirá con ellos á la Comisión de Crédi- 
to público para que los cambie por otros de i^^ial 
valqr de* los de la nueva emisión; amortizando 
aquellos por el mismo hecho ; y para que ademas 
inscriba sus valores en el libro que se le manda 
abrir por el art. 11 de la ley. 

SKCCION SEGÜNOA. 

De la deuda de abolición. 

Art. 11. La deuda de abolición se divide en 
Deuda activa y Deuda diferida ^ ganando ambas 
el interés de seis por ciento que le sefíala el artí- 
culo 69 tle la ley. 

Art. 12. Presentalla ala Comisión de crédito 
público por el interesado la certificación A que 
se refiere el artículo 10 de la ley, liquidará ella 
y capitalizará con arreglo á los artículos 59 y 69 
de la misma, los intereses devengados en los diez 
trimestres corridos desde el I9 de Abril de 1854 
hasta 30 de Setiembre del presente año. Igual li- 
quidación y capitalización se hará sobre el valor 
tle los billetes ya emitidos que se le presentaren 
confrontados en los términos que se previene por 
el artículo 10 de este reglamento. 

Alt. 13. Practicada así la liquidación del capi- 
tal é intereses de cada crédito, por las dos terce- 
ras )«art(m<le] montante, la Comisión de créditi 
público, emitirá y entregará al interesado billetes 
de deuda actioa de abolición, y por la tercera 
parte restante emitirá y le entregará á la vez bi- 
lletes de deuda diferida de abolición ; ambas con 
el interés de seis pur ciento anual desde el I9 de 
Octubre del presente año. 

Art. 14. La Comisión de crédito público inscri- 
birá en el libro que se le manda abrir por la ley 
en su artículo 11 cada una de las dos especies de 
deudas creadas por el artículo anterior, llevando 
por separado la inscripción de tina y otra con ex- 
presión de las sefiales de los billetes que entrega- 
re 6 cada acreedor, y debiendo quedar firmados 
los asientos por los miembros de la comisión y 
por el acreedor 6 su legítimo representante. 

Art. 15. La emisión de billetes se hará en k^ 
términos y con las formalidades prevenidas por 
los artículos 89 7 \% de ia ley. 
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Art 16. La forma de billetes será la que re- 
presentan los (los modelos acompafiadoa & ^te 
decreto. 

Art. 17. A los billetes de deuda aotlva 6 dift' 
rida menores de cincuenta pesos, no ae les asig- 
nará interés hasta que presentados por un mismo 
tenedor á la Comisión de Crédito público en nu- 
mero suficiente para llenar cualquiera de los va- 
lores de cincuenta^ cien, quinientos ó mil pesos, 
se le emita en cambio el correspondiente billete 
de devda activa 6 diferida con el ínteres de seis 
' por ciento anuul. 

• SECCIÓN TERCERA. 

De los' impuestos y contribuciones^ y majiera 

de recaudarlos* 

Art. 18. Los impuestos y contribuciones esta- 
blecidas por la ley de 24 de Marzo de 1854, se 
causarán hasta el 31 de Octubre del presente año, 
y desde el 1? de Noviembre siguiente se adeuda- 
rán los que fija el artículo 49 de la ley que por 
este decreto se reglamenta. 

Art 19. Las oficinas de la Hacienda publica 
respectiva recaudarán el tres por ciento de subsi- 
dio que se cause en elfa, el producto del huano, 
la contribución extraordinaria sobre la exporta- 
ción y la cuarta parte sobre el derecho de sal. 
£1 derecho de subsidio recaudado lo pasarán ín- 
tegro en cada mes á la respectiva Tesorería de 
abolición, y del producto de los demás ramos en- 
tregarán, llegado el caso^ la parte que les designe 
^ Secretario de Hacienda como necesaria par^ 
llenar el montante total del fondo que anualmen- 
te se aplica al pago de intereses y amortización 
deJ capital de esta deuda. 

Art. 20. Las Tesorerías de abolición recauda- 
rán el derecho de licencia nacional por el expen- 
dio de licores y tabaco, por trimestre^anticipa- 
dos, el impuesto sobre las herencias, el importe 
de bienes vacantes, y el diez por ciento sobre el 
vaior de billetes de loterías. Las mismas Tesore- 
rías recibirán <le las oficinas de Hacienda públí- 
pa« de las Rentas municipales. Universidades y 
Colegios, y de las oficinas de Uegistro : primero, 
ei txes por ciento de subsidio que en sus respec- 
tivos casos cobra r^' cada una de ellas: segundo, 
^ disz por ciento con que contribuyen las rentan 
rounicipales: tercero, la cuarta parte del derecho 
de. registro ; y cuarto, la parte que les msnde en- 
tregar el Poder Ejecutivo como necesaria pare^ 
llenar el mtmtaute del fondo aplicado anuamente 
á esta deuda del producto de los deroas ramos, 
cuya recaudación queda á cargo de las oficinas 

Íe hacienda publica, según el artículo 19 de este 
eglamento. 
Art 2L Los Administradores de rentas muni- 
, 9Í|)alQs, ios de Universidades y Colegios, y las 
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oficinas de registro, pasarán mensualmente fi las 
Tesorerías de aboliciotí el importe del subsidia 
d^ empleados, el del diez por ciento municipal y 
de la cuarta parte de registro que cada uno re- 
caudare; en la inteligencia de que por su omisión 
en el cobro y entrega del producto de dichos im- 
puestos, quedarán suspensos de sus destinos y 
responsables de las cantidades que hayan dejada 
de recaudar y enterar. 

Art. 22. Los productos de la contribución ex- 
traordinaria establecida sobre la exportación, los 
del huano descubierto ó por descubrir, y la cuar« 
ta parte del impuesto establecido sobre la sal, 
continuarán por ahora destinados á los gastos 
del presupuesto general y sedo serán aplicables 
al pago de intereses y á la amortización de la' 
deuda de abolición en tanto cuanto se necesiten 
para completar el fundo anual que por este de- 
creto se destine á ese objeto. 

Del derecho de licencia nacional sobre com- 
pendio de licores y tabaco» 

Art. 23. Las Administraciones de rentas mu- 
nicipales pasarán en los menes de Enero y Fe»- 
brero de cada año á las juntas subalternas de 
abolición, una noticia exacta de la clasificación 
que conforme á las ordenanzas provinciales se 
hicieren en cada año de los establecimientos de 
comercio para el expendio de todt)S los artículos 
de consumo, con expresión del impuesto de pa- 
tente industrial que cada uno pagare. > 

Art. 24. Con v¡»ta de estas noticias, Ins Junt'*s 
subalternas determinarán el derecho de licencia 
nacional que cada establecimiento debe pagar en 
caso de que expenda licores y tabaco ; cuyo dere- 
cho se pondrá en relación con la importación 
mercantil de cada establecimiento, y con la paten- 
te industrial que pagare, de modo que en ningún 
caso baje de diez, ni e.\ceda de cien pesos. 

^ único. Por ahora, y mientras las Juntas mu- 
nicipales clasificadoras del derecho de patente 
industrial hicieren nuevas clasificaciones, el de- 
recho de licencia nacional que deberá pagar cada 
establecimiento, sa regulará por las Juo tas subal- 
ternas do abolición con relación á la patenta qiid 
actualmentepugare. 

Art. 25. Establecidas por las Juntas la gradua- 
ción del derecho qi^e cada establecimiento debe 
pagar, pasará el cuadro de ella al respectivo Te- 
sorero de abolición, á fin de que este proceda á 
cobrar el derecho y expedir las correspondientes 
licencias. Estas deberán ser numeradas y ad^msa 
rubricadas por el Presidente de las respectiva3 
Juntas y por el Tesorero del ramo, quedando 
obligado el que la obtenga á fijarla en lugar p^- 
blico. 
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Art 26. A ninguna por&ona ¡nclustrinl ó co- 
nverciaote por mayor ó por menor k será permi- 
tido expender en sus establecimientos, vinos, 
aguardientes y demás licores fermentados ó espi* 
rituosos y sus compuestos, tabaco natural ó ex- 
tranjero, ur>ao, moho y chimoho, sin haber obte- 
nido antes la correspondiente licencia y pagado 
el derecho que se le scflaL-. 

Impuesto sobre kerenciaSé 

Art 27. Los VeiierableS Curas de las parro- 
quias por si ó á excitación ile los Tesoreros de 
abolición, pasarán á estos mensualmente noticia 
de las personas que teniendo algunos bienes falle- 
cieren en su feligresía, sin dejar herederos for- 
ak>sos. 

Art. 28. Cuando se otorguen ó abran te^ta- 
mentos en que se instituyan herederos^olaterales 
6 exiraflüs, los regiátradores ó lus jueces que in- 
tervengan darán inmcdialamenle aviso a los Te- 
soreros y Juntas subalternas, imponicudoles de 
todo lo que convenga, sin que ^so obste para 
que los Tesoreros hagan todas las indagaciones 
ronOuceiites á ñi\ de a¿f gurar lu recaudación de 
eilo impuesto. 

Art. 29. En las herencias vacantes los Vene- 
rables Curas, U*s Ueglstradrires ó los Jueces que 
llegaren á tener c<»nocimÍ8iao de ellas, ó A ínter» 
venir en acto cu liquiera, daráo aviso inmediata- 
mente á Ja rt'spertiva Junta, y al Tesorero de 
abolición, quien deberá in Porvenir con el carácter 
de fisctl en el inventario, avalúo y demás actos 
subsecuentes ba^ta la liquidación del valor de 
los bienes que quedare aplicable, los cuales se 
poodr&D por los tribunales 6 disposición de las 
Juntas y Tesorerías respectivas. 

Arf^ 30. Las Juntas suí); Iternas y Tesoreros 
respectivos pedirán deisdc luego al tribunal, la 
entrega del dinero efectivo que aparezca del in- 
ventario. Todos los demás bienes de que se 
co^T. ponga \n herencia vacante i«»s sacarán á re- 
mate por ante ellas mismas, haciendo al efe^'^'^V 
vitaciones aniici pacías, y admitiendo ««' P/*í?^ ^*' 
lleM de la deuda activa de ah^^ncÁüñ. Si hubie- 
re artículos sujetos á mtítma, corrupción ú otra 
especie de degradación, procederán á venderlos 
inmediatomenie, haciendo entrar su producto en 
Ja Tesorert*! respectiva. 

Art 31. El valor de los bienes pertenecientes 
á hereociaa dé extraños 6 colaterales, hechas hs 
arerlgaaciíjpnes convenientes, se fijará por un a- 
venimiento judicial celebrado con aprobación de 
la JuBta subalterna, cutre el heredero ó herede- 
ros é representantes legítimos de la herencia y el 
Tesorero respectivo ante- el tribunal competente 
4el lugar en que se encuentre el heredero, ó la 
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mayor parte de los herederos, ó el representan- 
te legítimo de la herencia. 

& único. Si no se acordaren sobre el valor de 
la herencia, el juez tomará un término medio en- 
tre los que fíjaren las dos partes ; y si ni aunado 
esa manera se pudiere llegar á un arreglo, sepro^ 
cederá á la formación de inventario y avalú} ju- 
dicial. 

Del impuesto sobre loterías, 

Alt. 32. La primera autoridad civil de los lu« 
gares en que haya lolerías permitidas con la con- 
currencia del Tesorero de abolición, averígusrá 
el número de billetes emitidos para cada sortea : 
dará aviso á la Junta subalterna respectiva in- 
formándola del valor de dichos billetes ; y cui- 
dará de que el diez por ciento de estos sea en- 
tregaiío el mismo dia en que tenga efecto el sor- 
teo, á la Tesorería ó recaudador de fondos do 
al)olicion á quienes corresponda. 

Impuestos recaudador y por recaudar con ar- 
reglo á la ley de 2i de Marzo de 1854 ^ 
la de manumisioTu 

Art, 33. Los impuestos y contribuciones esta- 
blecidos por la ley de 24 de Marzo de 1854 se co- 
brarán exactamente hasta el 31 de Octubre del 
presento aFlo, con cuyo fin se hará la correspon- 
diente liquidación de ellos hasta dicho dia por la 
Tesorería general. Tesorerías de abolición y de- 
mas oficinas, según el artículo 17 do la ley, cum- 
pliéndose las prevenciones que en él se hacen, 
salvo en lo que toca á la Tesorería general, cu- 
yos depósitos y existencias quedan sometidos á 
reglas especiales. 

Art 34. Se adínitirán á la par billetes de deu- 
da diferida de abolición en pagos de los impuea^ 
tos que estableció la precitada ¿«y de 1854, en su 
artículo 5^, b:.jt> hj:< -tiní4»ros 2^, 3?, 7? y 8?, 
que se adeudaron nasta el indicado dia 31 de Qc- 
tubre di» **»^ *^^' 

Art. 35. Las liquidaciones de los impuestos y 
contribuciones adeudados hasta 31 de Octubre es- 
tarán terminadas de todo punto para el 31 de Di- 
ciembre próximo venidero : y este plazo apro- 
vechará á los individuos particulares, quienes no 
seuconsiderarán como deudores al ramo de abo- 
lición por razón de dichos impuestos y contri- 
buciones, sino después draque! dia, y luego qiM 
se hayan emitido los nuevos billetes con arreglo 
á este d^reto y la ley que se reglamenta. 

^ único. Los que para el 31 de Mano ds 
1857 no hubieren satisfecho con billetes de deu- 
da diferida lo que adeudaren al ramo, hasta 81 de 
Octubre de 1856 por contribuciones alrasadasi* 
perderán ese favor que Ja ley les eoncedot y 
quedaréio obligados á hacer el pago PXk dineif^ 
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efectivo, procediendo los Tesoreros respectivos á 
hacer ejecutivo el cobro sin tardanza. 

Art. 36. Hechas las liquidaciones correspon- 
dientes por la Tesorería general, las aduanas y 
demás oficinas de hacienda páblica« de los im- 
puestos y contribuciones recaudailos por ellas 
hasta el 31 de Octubre de este atSa, por virtud de 
la ley de 24 de Marzo de 1854, el alcance que 
' resultare contraía Tesorería general, reasumi- 
dos los de las demás oficinas de su dependencia, 
se asentará en los libros de. dicha Tesorería co- 
mo deuda de ella á favor del ramo de abolición 

Arf. 37. El Gobierno determinará la mane- 
ra, plazos y términos en que la Tesorería gene- 
ral deberá liacer el pago íle ese alcance al ramo 
de abolición, cuyo importe será aplicado preci- 
samente á la amortización de la deuda activa por 
remates en subasta pública. 

Fondo anual aplicable al pago de los intereses 
y áli amortización de esta deuda. 

Art. 38. Del producto de los impuestos que 
dentina la ley del presei>.te año al pago de la 
deuda de abolición y sus intereses, solo será apli- 
cable á ese objeto durante los dos primeros aííos, 
á contar desde la fecha de este decreto, la canti- 
dad de doscientos cincuenta mil pesos á cada uno 
de ellos ; en el tercer año, la de trescientos mil 
pesos ; cii el cuarto año la de trescientos cin- 
cuenta mil pesos, y del quinto en adelante la de 
cuatrocientos mil pesos. 

Art. 39. Si de los estados de ingreso, egreso 
y existencia que la Junta superior central debe 
formar por ñn de cada trimestre, en cumplimien- 
to de la tercera de sus funciones, resultare que el 
ingreso efectivo que hayan tenido las Tesorerías 
de oboIicioKx pnr los impuestos y contribuciones 
cuya recaudación «« leg comete por el artículo 
20, es menor que la cy^t>>^ie del fondo anual 
qu© ec asigna en e|*«ftflfiiüfe anlerttn^^ja expresa- 
da Junta pedirá ai Poder Ejecutivo qué 3t*q^^go. 
rería general de la República ponga á su dispo- 
sición líy-Jiferenria que resulte como necesaria 
para corí^pletar dicha cuarta parte. 

SECCIÓN CUARTA. 

Del pago de intcrecs y amortización del ca- 
pital. ♦ 

Art. 40. El fondo anyal de abolición designa- 
do en el artículo 38 se aplica al pago efectivo de 
los intereses devengados por la deuda activa, y el 
«obrante, á la amortización de capitaTes de la 
miama especie de deuda. 

§ ínico. El primer trimestre de intereses que 
• se habrá de pagar en dinero efectivo, será el que 
habrá de correr de Octubre á Diciembre del pre- 
sente año, y el pag(» de los intereses que & él cor- 
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responden se hará en los quince primeros dias 
de Enero próximo. 

Art. 41. Los intereses de la deuda activa s« 
pagarán por trimestres vencidos en dinero efecG- 
vo, dentro los primeros quince dias de los meses 
de Octubre, Enero, Abril y Julio. Cuando por un 
inconveniente cualquiera dejare de hacerse en al- 
guna provincia el pago de los intereses de un tri- 
mestre, se tomarán medidas por la Junta cen- 
tral y Ih administrativa de la provincia, para que 
dicho ])ago se haga en el trimestre inmediato si- 
guiente. 

Art. 42 El cobro de los intereses de la deuda 
activa se radicará^n las Tesorerías de abolición, 
para lo cual los tenedores deben -ocurrir á la 
Junta superior central pidiendo la radicación en 
las Tesorerías que indiquen, acompañando una 
nota cxactj que exprese la serie, el número, folio y 
valor de cada bilhte ; y dicha Junta lo ordenará así 
por medio de la subalterna respectiva, incluyén- 
dole la citada nota dispues que la haya estampa* 
do en un regist.ro que llevará al efecto. 

Art. 43. Las Tesorerías llevarán otro regis- 
tro en que conste la deuda radicada en ella para 
el pago de intereses, expresando en cada asien- 
to, el nombre del acreedor originario, y todas las 
demás circunstancias contenidas en la nota á que 
se refiere el artículo 42. 

Art. 44. Podrá trasladarse de una Tesorería 
de abolición á otra el cobro de los intereses de la 
deuda activa, á cuyo efecto el interesado ocurri- 
rá á la Junta administrativa de la provtincia en 
que ei>té radicado con una relación detallada de 
los billetes á que se refieren aquellos. La expre- 
sada Junla acordará la traslación y trasmitirá bu 
acueido á la superior central y á la subalterna de 
la provincia á que se hace la traslación. 

^ único. Hecha así la radicación en la Teso- 
rería de esta última, correrá á su cargo el pago 
de los intereses que devengare dicho crédito á 
contar desde el trimestre iumedrato siguiente á 
^^í«^l en que ella hubiere sido acordada, saldáu- 
rioso. líi Ct»oíiia de los anteriores, por aquella en 
quecstaUín áiut« radicados. 

.4rt. Í5. Al íin deroga trimestre liquidarán 
los Tesoreros los intereses de W deuda activa ra- 
dicadi en su cuenta, y harán su pago, cortando 
por sí mismos de los billetes los correspondien- 
tes cupones; sin que les sea permitido en nin- 
gún caso y por ningún motivo, pagar los que m 
les presenten separados de sus billetes, sobre lo 
cual se les impone la ma¿ estrecha respoBsabili- 
dad. 

Art 46. El día último de los meses do OctsK 
bre. Enero, Abril y Julio remitirán las mismiy 
Tesorerías á las Juntas subalternas de qofi <le- 
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penJiin los rupüwes qne !:ayan pairado, acom- 
p&lados de un exlrarui que demuestre Ja serie, 
el úúmero y valor de! biMete á que cornspon- 
dan, el iroporte toul y el resíultadt» de Jh liquída- 
e¡«»n practicada al fin de] Irioiestre. El recibo de 
dichas Juntas servirá de comprubanta á las Te- 
sorerías. 

Arl. 47. Los cupones pagados, junto con un 
céliido igual al de que trata el artículo anterior, 
SM'áa remitidos por Jhs Juntu» subi:lternas por el 
correo inmediatamente, en plieg^o sellado y cer- 
tificado, á la Juota superior central. Esta refun- 
dirá los esiadotí de todas las Tesorerías al fin de 
<Mda trimestre, y al terminar el año económico 
fíjrmará uno general que presentará al Cono-re- 
so en SI) exposición anual. 

Art. 48. Desrie el momento en que la Junta 
superior central hallare que e^itá asc^gurado én 
IhS Tesorerías el pj»go de los intereses' de la dt u- 
díi nciiva emi.idí y por emitir, dará principio á 
la amortización sacando á remate lo.'j sobrantes 
nue no se necesiten reservar para a<iuel objeto. 
Si j)or emisione?* posterif>res ocurrieren pagos de 
iMierOíCS no i)rev!stt)s, suspenderá loíla amortiza- 
ción entre tanto quede cubierto el pago de tales 
intereses. 

Art, 49. Si ror no estar concluidas las liqui- 
daciones necesarias dt-jare de hacerse el remate 
de dinero en algün trimestre, fenecidas aquellas, 
ios sobrantes que se encontraren pasarán al tri- 
mestre inmediato para que sean presentados en 
remate, con arreglo á la ley y á este decreto. 

Art. 50. L'is cantidades que según los artícu- 
los antcriitres se destinan á la amortización del 
capital de la deuda activa Svrán puestas en su- 
basta pública ; á cuyo rio la Junta superior cen- 
tral cunvo«"ará ¡icitudores por la prensa con se- 
eiinia días de anticipaciau por lo menos, al que 
u41a fije para el remate. 

Art. ül. El remate de dinero efectivo para la 
.amortización de la deuda activa, se hará, hasta 
otra dis}>osieion, en la capital de la República y 
por ante la Junta üuperi >r central. 

An. 52. El Poder Ejecutivo dictará las disp i- 
siciones convenientes sobre la traslación de los 
caudales aplicados á la amortización, y cuando 
no se pudiere verificar por inconveDientes gra- 
vee, la Junta superior central expedirá libra- 
mientos por las cantidades rematadas contra 
aquellas Tesorerías en que exista el dinero. 

Art 5S. La Junta superior central, estará reu- 
nida desde las doce del i.ia fijado para la subasta 
tiaftalasdos de la tarde, á cuya hora declarará el 
preffdente que no se admiten mas proposiciones, 
7 de tebaidas hará abrir y leer en alta voz por el 
lecreUriOi las ^ue hubieren sido consignadas an- 
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te la Junta durante aquellas dos hora*», proce- 
diendo tu todo lo demás con arreglo á los trámi- 
tes y formalidades prevenidas para estos rema- 
tes por la ley sobre deuda pública interior con- 
bolidada y los decietos que la reglamentan. 

Art. 54. Los acreedores ó tenedores de la de i- 
da activa, cuyas proposiciones hubieren obtenido 
la buena pro, consignarán en la Junta superior 
central al siguiente día del remate, los billetes 
necesarios para cubrir su oferta. Dicho Cuerpo 
los remitirá para su confrontación ccn las respec- 
tivas matrices, á la Secretaría de Hacienda, la que 
l.)s devolverá con la nota correspondiente de ha- 
ber sido confrontados ; y estando conformes, la 
Junta los cancelará, expre^^ando á su respaldo la 
canti<tad de dinero efectivo con que hubieren si- 
llo redimidos. 

Alt. 55. Si el valor del billete ó billetes dd 
deuda activa que se presen aren en pago del di- 
nero rematado, Ci Icuado st gun la oferta, deji r¿ 
un subíante á favor del tenedor interesado, la 
Junta superior central, después de confrontado, 
estampará la liquidación correspondiente al res- 
paldo de aquel sobre que recayere la diferencia, 
con ex[resion de la cantidad que se amortice, y 
del saldo que quedare á iavor del que lo hubiere 
presentado £n seguiílas dejando una certifica- 
ción de ese acto con las señales del billete res- 
paldado, remitirá este á la comisión de Crédito 
público, la cual con vista del billete» de la liqui- 
dación en él estampada, entregará al acreedor ii^ 
tercsado el importe de la diferencia que le cor- 
responda, en billetes de la mismo especie de deu- 
da que remitirá, expresando todas estas circuns- 
tancias en el asiento que hubiere de haceren el 11* 
bro de inscripción de la deuda respectiva. 

Art. 56. Cumplidas las formalidades preveni- 
das en los artículos 53 y 54 de este reglamento, 
la junta superior central expedirá órdenes de pago 
á favor del acreedor contra la Tesorería ó Teso- 
rerías de abolición á que hubiere lugar, de con- 
formidad con lo dispuesto en el artículo 52 ; cuyas 
órdenes, hecho el pago, servirán de comprobantes 
á los re8pectiv('S Tesoreros. • 

Art. 57. De cada subasta, formará la Junta 
superior central un expediente poniendo por cabe- 
za el aviso de invitación, y agregando como com- 
probantes los billetes oancelados y copias de las 
órdenes y certificaciones que libre con arreglo á 
los artículos anteriores. De todas estas operacio- 
nes dásela Junta cuenta y razón eireunstanciavd 
á la comisión de crédito público. 

Art 5& La Junta superior eeoiral pasará una 
relación á las Juntas subaltemosi de los billete^ 
de deuda activa que se amoriieen, para que en, 
vista de aquelloa cuyos interesen estuvieren radi<«. 
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cados en las Tesorerías de sus provincias, hagan 
poner por estas, nota de cancelación en el registro 
en que estarán asentadas, según se dispone en e] 
artículo 43. 

Art. 59. Los capitales de deuda diferida y sus 
intereses devengados se admitirán á c^onversion 
de deuda activa, después que se dé principio á la 
amortización de esta. 

Art. 60. La cantidad de deuda activa que r6* 
sulte amortizada en cada remate, la sacará á su- 
basta publica la Junta superior central, al tercero 
dia después de aquel en que se efectúa el remate 
déla suma de dinero efectivo destinada en cada 
trimestre, á la amortización de la deuda activa. 

Art. 61. Para la conversión de la deuda diferida 
en deuda activa, la Junta superior central estimará 
como proposiciones iguales las que se refieren á 
capitales é intereses, 6 á intereses devengados 
solamente. 

Art. 62. En la conversión de la deuda diferida, 
la Junta superior central observará los mismita 
trámites y formalidades establecidas en los artícu- 
los 53, 54 y 57 de este decreto para la amortiza- 
ción de la (leuda activa ; debiéndose expresar al 
respaldo <le cada billete la cantidad de deuda ac- 
tiva poríjuc hubiere sido convertido. 

Art. C3. Cumplidas estas formalidades, la Jun- 
ta superior central, después de haber recibido los 
billetes de (leuda diferida, dará á cada acreedor 
fHVoreciiio en la conversión, una planilla con 
las especificaciones necesarias, á fín de que con 
este documento ocurra á la comisión de crédito 
público para que realice la conversión emitiendo 
los correspondientes billetes de deuda activa. 

Art 64. Cancelados con arreglo al articulo 54 
los billetes de deuda diferida para la conversión, 
y formando el expediente de que habla él artículo 
67 con agregación de los expresados billetos, a 
Janta remitirá 8in mas tardanza dicho expediente 
6 la comisión de crédito público con una copia 
del acta de la sef^ion en que hayan sido propues- 
tos á la convcrsidn. 

Art 65, La Junta superior central y la comi- 
sión de crérlito público llevarán ambas un registro 
de conversión do deuda diferida en activa, y en 
ei oaal se pondrá constancia de las ofertas admiti- 
das á cada interesado, y del número y valor de los 
billetes de distila diferida que deban convertirse. 
La última ex I redará ademas, el número y valor 
de los billetes de deuda activa que emita en cam- 
bio de los de diferida, pasando nota de aquellos 
ala superior ccntrnl para que le inscriba en su 
regi.^tro. Los nsientos de estas emisiones serán 
afirmados por Ío:5 miembros de la comisión de 
crédito públi^-o y pi»r el acreedor 6 representan- 
te legítimo. 
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Art. 66. Los intereses de la deuda diferida que 
se conviertan en deuda activa, se liquidarán has- 
ta el último dia del -trimestre inmediato anterior 
al remate, y los billetes de la activa que se emi- 
tan llevarán la fecha del dia siguiente, desde el 
cual devengarán el interés de seis por ciento anualj 
pagadero en efectivo. 

Art. 67. Si el billete 6 billetes de deuda diferi*- 
da que algún acreedor hubiere presentado, para 
la conversión por deuda activa, liquidados según 
la oferta, dejaren un sobrante de deuda diferida 
á favor de aquel, la Junta superior centra] y la 
comisión de crédito público, cada una en su caso, 
arreglarán el procedimiento á lo dispuesto en el 
artículo 65 de esté reglamento. 

Art. 6ÍJ. Cuando los Tesoreros reciban bille- 
tes de deuda diferida de abolición en 'pago de 
los impuestos y contribuciones que se adeuden 
hasta el 31 de Octubre del presente año, según 
lo dispuesto en el artículo 34, harán la cancela- 
ción de dichos billetes y los agregarán como 
comprobantes á sus respectivas cuentas, expresán- 
dose al respaldo de ellos el nombro del acreedor 
que los hubiere entregado, y el impuesto con que 
él se paga, cuya nota habrán de firmar el dueño 
del billete y ei Tesorero. 

Art. 69. Llegado el término, después del cuaU 
según este reglamento, no es permitido admitir 
billetes en pago de las contribuciones trasadas, 
los Tesoreros de abolición formarán una relación 
exacta en que se expresarán los impuestos paga, 
dos con billetes, el nombre del individuo que hu- 
biere hecho el pago y el billete admitido con d^ 
signacion de su número, serie, cantidad y acreedor 
originario que lo tuvo. Esta relación será elevada 
por Conducto de la Junta administrativa de cada 
provincia á la Junta superior central, la eual^ 
tomando copia anotándola en su registro áé 
amortización, la pasará á la comisión de crédifo 
público, á fin de que esta estampe|igual nota en 
el registro que ella hat)rá de llevar. 

Art. 70. Si el valor del billete que se presen- 
tare en pago de algún impuesto fuere mayor qua 
el montante de este, el Tesorero respectivo lo can- 
celará extendiendo a] respaldo una liquidaeiotí 
de la cantidad qae se da en pago y de la queque- 
de á favor del tenedor coniriboyente, á quien á^ 
rá un eertificato de esa liquidaeioD. En aegoidcB 
pasará el billete á la Junta subalterna de su pio- 
vinciat la cual para su resguardo, dará á dicho 
Tesorero recibo circunstanciado, remitiendo el 
citado billete en pliego certificado, y por el 
primer correó, á la Junta superior central. Esta» 
después de confrorTtado por la Secretaría de H»¿ 
cienda, lo pasará á la comisión de crédito públi- 
co, la cual entregará á la persona que le pi&mh 



if Ein>ICE A ESTE TBBCBE TOMO. 



405 



LIB 



ture el certificato expedido por el Tesorero de 
abolición respectirn, el importe de la diferencia á 
BU faTor en billetes de la misma especie de deuda. 

SECCIÓN QUINTA. 

De la administración de los fondos de abolición. 

Ari. 71. La admioisttrHcion y distribución de 
los impuestos y contri buctopes creados por la ley 
del presente aüo reformatoria de la do abolición, 
constituirá un ramo especial de la Hncienda pú- 
blica, á cargo d^il Secretario de este Departamen- 
to ; cuyas cuentas se incorporarán á las de la 
Tesurería ú Oñcina general de cuentas, debien- 
do figurar sus valores en los estados de ingretH) 
y egreso del Tesoro publico. 

Arl. 72. La administración de los fondos de 
abolición se hará por la Junta superior central, 
por las Juntas provinciales y por las Tesorerías 
especiales que establece la ley sancionada en el 
corriente afío en la capital de la República y ca- 
pitales de las provincias. 

Art. 73. Gl Secretario de la Junta superior 
central será elegido libremente por la nriayoría 
ab&oluta de los miembros de ella, el día de la ins- 
talación, y gozará del sueldo anual de mil pesos 
que le ^eiá pagadti de los fondos del ram(». 

Art. 7 í. La Junta superior central se instala- 
rá precisamente del piimero ul quince de Noviem- 
bre del presente afio con la concurrencia del Se 
crelario de Hacienda y de los cuatro acreedores 
nombrados para miembros principales según el 
arlícnio 19 de la ley de 13 de Mayo de 1856. 

Art. 7ó. En la misma sesión de instalación, 
elegirá la Junta por mayoría absoluta, un Vice- 
preniíjente que suplirá las faltns arcidentales de' 
Prrsidí'Mfíí. 

Aru 7i3 Pn el caso de que los miembros f rin- 
ci|»¡«lt'S ó -tpitnittíd, arreedores originarios, dejen 
de 31 riu por traspaso ó amoriizacion de sos eré- 
ditos» el Poder Ejecutivo r»onibrarií para suceder- 
lea á los íjut.' se eriiiientreii ron las cualidades re- 
queridas poi las Hitieulos anteiiorcs. 

De la Junta superior centiaL 
Art. 77. La Juntii superior central tendrá ade- 
mas de las utribueiories que le señala la \ey, Jas 
HÍguientes: 

t<* (^on.-rrvar depí^sitaílo-í en su archivo los 
dt » r**í¿is*ir<.s ¿f emisión de deuda activa y difc' 
rida. í[U('. cu c»unpl¡n»ient<» <!el aitículo 14 debe 
llevar la ceí» i »' n ile crédito públiro, á cuyo fin 
pasará e«ui .jos regislri)s }\ la Junta luego que 

-ion de billetes por todoí? l<is crédi- 
»n .eelaniado. 

f '1 l'iifler Ri^'-iitlvo una terna de 

' an c. ntai' - iKinidaíJor y exa- 

• ! '• cui lU: -'. ¡i» :ni-ino que hará 



termine la o 

tos que se b 

2*t Prese M 

e rsonas i(io« 
minador ger 
cada vez que 
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3^ Fijar la comisión que cada Tesorero deba 
disfrutar según las bases establecidas en el artícu- 
lo 35 de la ley del presente afio. 

43^ Dar á las Tesorerías, por medio de las Jun- 
tas subalternas, instrucciones y modelos para la 
uniformidad y buen orden de la cuenta y para la 
incorporación de esta en la general de la República. 

5^ Acordar y disponer en uso de sus atribucio- 
nes todo lo que crea útil y conveniente al buen 
crédito de la deuda cuya dirección le está come- 
tida por la ley. 

Art. 78, La Jujnta superior central procurará 
poner en armonía las atribuciones que le da la 
ley, con las alteraciones que á ella se hace por 
el presente reglamento, en virtud de las faculta- 
des dadas al Poder Ejecutivo por el decreto legis- 
lativo de 20 de Setiembre próximo pa^ndo. 

De las Juntas subalternas, 

Art. 79. Las Juntas subalternas administrati- 
vas de provincia se compondrán del Goheinador 
de la respectiva provincia, como Presidente, del 
Tesorert) de abolición y de los cuatro miembros 
que determina el artículo 20 de la ley, nombra- 
dos en los términos que él previene, entre los 
acreedores originarios que lo fueren por mayor 
cantidad y que teng^iu su residencia en la capital 
de provine.i.i, 

Art. 80. Luego que los Gobernadores reciban 
el presente decreto, harán el nombramiento de 
ii;s cuatro acroedunís para miembros principales 
de las Juntas .subalternas y el de otros cuatro para 
suplente?, delicndo reunirse en estos los mismos re- 
quisitos que en los principales; cuyos nombramien- 
tos ios comunicarán á la Jimta superior central. 

Art. 81 ('uando en alguna capital de provin- 
cia no existieren acreedores originarios por abo- 
lición por haber traspa:«fldo todos y amortizado 
sus crétlitos, podrán recuer los nombramientos 
en acr^cilores no origii'urios que residieren en la 
respectiva capital ; y «i tampoco de estos hubiere 
en ella, se harán los nombramientos en propieta- 
rios de bienes raices de lo? de mas responsabili- 
dad que hubiere en la dicha capital. 

Art. 82. La instalici'^n de Ins Juntas suhr-.ltcr- 
nas tendrá efecto i.ndeíectiblemente quince días 
después de recibidlo el presente decreto por los 
Gobernadores de cada provincia ; dcbienílo C'ios 
en su primor vSesion noíiíbrar un Vice-prí\''¡i'eo- 
te de entre su^ niitjmhrt.'». para que supla \\s fal- 
tar accidéntale-? <íel Preíi''*'nte. 

Art 83. Las Juntas ::uhjltprnaa a^lm^í'-t^nt» 
vas de provincia tienen 1<. i* lebores y ai- 
nes siguienti'S 'niemui- 'Je las (jueda i^ le 

l«t Hacer o! noiiib'Mmienio 'io T' -< "• 
abolición al sii-Miienie <;ia í¡'>|íiií^s de ^n 
clon, y cada ve¿ >n\^ pt>r cu:)lq':i'"ia nu'ti'' 
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re este empleo^ debiendo comunicar el nombra- 
miento á la Junta superior central. 

2a Pasar tanteos de caja á las Tesorerías de 
abolición de sus respectivaiyprovincias al fin de 
cada mes^ todas las mas veces que lo tengan por 
conveniente. De este acto se extenderá por 
triplicado una diligencia en que se demostrará el 
ingreso, egreso y existencia de fondos, la cual 
firmarán el Presidente de la jtunta, el Secretario 
de esta y el Tesorero. Los dos primeros negarán 
su firma ni la existencia nó es la que da la cuen- 
ta, ó si hubiere otra irregularidad. 

3a De las relaciones de ingreso, emso y exis- 
tencia mensuales remitirán un ejemplar á la Jun- 
ta superior central, harán archivar otro en su Se- 
cretaría y dejarán el tercero en la Tesorería. 
Ademas las publicarán á la mayor brevedad en 
los periódicos oficiales de la provincia, emplean- 
do á falta de estos, otros medios conocidos de pu- 
blicidad. 

4a Exiofir y custodiar en su archivo la fianza 
que á su satisfacción deben otorgar los Tesoreros 
por la cantidad que designare la Junta superior 
centra). 

5a Reunirse por lo menos una vez en cada 
semana vn dias y hora que harén conocer al pú- 
blico anticipadamente por medio de la prensa ó 
por carteles, y durante los primeros quince dias 
de cada trimestre, tendrán re unror es diarias, si así 
lo eligiere el mas pronto y eficaz despacho de los 
negocios de su mcumbencia, 

Art. 84. Las Juntas subalternas dependerán 
inmediatamente dé la superior central y obedece- 
rán ios acuerdos y órdenes que esta les comuni- 
que en uso de sus atribuciones. 

Art. 85. Quedan retiradas aquellas atribucio- 
nes que da la ley á las Juntas subalternas admi- 
nistrativas que no estén en consonancia con las 
alteraciones que á ella se hace en el préseme re- 
glamento en virtud de las facultades dadas al Po- 
der Ejecutivo p(»r el decreto legislativo de 20 de 
Setiembre último. 

De las Tesorerías de abolición. 

Art 86, Los Tesoreros de abolición serán 
nombrados por la mayoría absoluta de los miem- 
bros de las Juntas subalternas de la respectiva 
provincia, no pudiendo recaer este noi^bramien- 
to en ninguna persona que tenga otro empleo pú- 
blico nacionai ó nninicipul. 

Art. 87. Los Gobernadores de provincia pon- 
drán en posesión de su empleo Sl los Tesoreros 
nombrados, luego que hayan prestado ante ellos 
el juramento constitucional y otorgado fianza á 
satisfacción de la re.-pectiva Junta subalterna por 
4a cantidad que para cada Tesorería designare la 
superior central. 
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Art. 88. Los primeros Tesoreros que ie nom- 
bren, al ponerse en ejecución este decreto» presta* 
rán una fianza provisional hasta que la Junta su- 
perior central determine la que debe sen 

Art. 89. Los Tesoreros durarán en sus funcio- 
nes por el tiempo de su buen desempeño ajuicio 
de las Juntas subalternas, las que podrán remo^ 
verlos y nombrar otros cuando encuentren moti* 
vos que ameriten e^te procedimiento en fiel cum- 
plimiento de la décima primera atribución qut la 
ley les señala. 

Art. 90. Los Tesoreros nombraran eli cada 
cantón de bU provincia un recaudador de los im- 
puestos de abolición, bajo su responsabilidad y á 
su costa y riesgo. 

Art. 9 ir Los Tesoreros de abolición tienen los 
deberes siguientes : 

19 Llevar sus cuentas por años económicos 
desde el 19 de Julio *ha»ta 30 de Jumo, por el 
método de partida doble, debidamente comproba- 
das y siempre con el dia ; debiendo estar rubri- 
cado cada folio por el Presidente de la Junta su- 
balterna. 

29 Exhibir á las Juntas subalternas al fin de 
cada mes sus cuentas, comprobantes y fondos 
existentes en las cajus de su cargo. 

39 Remitir al Contador general en los períodos 
que designe la Junta superior central las cuentas 
correspondientes al período inmediato ya vencido, 
con todos los comprobantes y libros auxiliares. 

49 Pasar al tercer dia de cada mes y al octavo 
de cada trimestre á la Junta subalterna por dupli- 
cado los estados mensuales del ingreso, egreso y 
existencia que previene el articulo 30 de la ley. 

59 Obedecer como dependientes de las Jun- 
tas subalternas, todos los acuerdos y órdenes que 
estas les comuniquen, en uso de sus atribuciones.* 

Art. 93. Los Tesoreros de abolición, ademas de 
los deberes que tienen especialmente señalados 
por el artículo anterior, cumplirán en la parte 
que les concierne cuantas disposiciones contiene 
este decreto y ia ley que reglamenta. 

Del Contador general, 

Art. 93. La Junta superior central formará el 
mismo dia de su instalación una terna de perso^ 
naá idóneas para Contador Liquidador y Exa- 
minador general de cuentas, y la presentará in*> 
mediatamente al Poder Ejecutivo para que este 
elija quien deba desempeñar estas funciones. 

Art. 94. El Contador general gozará del suel- 
do anual de mil doscientos pesos pagados por el 
Tesorero de abolición de la provincia de Caracas^ 
y tendrá por Secretario al mismo que lo fuere 
de la Junta superior central. 

Art. 95. Son funciones y deberes privativos 
del Contador generali las siguientes ; 
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1^ Recibir las cuentas que por fin de cada 
aflo económico le remitan los Tesoreros de abo- 
lición ; examinarlas, glosarlas y comunicar á los 
responsables por medio de las Juntas subakemas 
6 á sus apoderados los cargos que resulten con- 
tra ellos» fijándoles para su contestación un tér- 
mino pcrentoiio de diez á reinte dias fuera de) 
téimino de la distancia. 

ga Presentar á los jueces dentro de tees me- 
ses contados desde el dia que llegare cada cuen- 
ta, los libios y comprobantes sometiMo.s á su exa- 
men, acompa?Sando los reparos y sus contesta- 
ciones, ó manifestando los motivos de dilación, 
si no estuvieren ya sustanciados 

3* Denunciar á la Junta superior contra! quie- 
nes sean los Tesoreros de abolición que no hu- 
yan presentado sna cuentas en el tiempo fijado en 
este decreto, y pedir su separación si lo creyere 
necesario. 

4a Pasar anualmente á la Junta superior cen- 
tral una noticia de las cuentas que hayan sido fe- 
necidas y (le las pendientes, exprcí^ando, en cuan- 
tt> á esta:}, la causa que lo hubiere impedido. 

Del juicio de cuentas. 

Art. 06; Para juzgar y sentenciar las cuen- 
tas de Ins Tesoreros de abolición, !>e reunirán al 
Contador general dos miembros principales ó su- 
plentes de la Junta superior central elegidos por 
esta. 

Art. 97. Los jueces de cuentas tienen las atri- 
buciones y deberes que siguen : 

19 Sentenciar las cuentas sustanciadas y exa- 
minadas por el Contador general, hacer que los 
enteros ue los alcances se verifiquen dentro de 
tercero dia. y pasar al tribunal competente copia 
del expediente, cuando juzguen que deba impo« 
nerse penas de otro género. 

29 Participar á la Junta superior central la 
sentencia qu^ pronuncien sobre cada cuenta con 
indicación de la Tesorería, del Tesorero, de las 
apelaciones que se interpongan y de todas las 
circunstancias de la sentencia. 

39 Expedir una certificación de los Tesoreros 
cuyas cuentas apniebe, declarando que están li- 
bres de todo cargo y responsabilidad. 

Art 98. Los jueces de cuentas tendrán por 
presidente ai Contador general y nombrarán de 
entre ellos un Relator de la causa y un secretario. 

Art 99. Una vez reunidos los jueces para 
sentenciar, no podrán suspender el acto, pues el 
proDonciamiénto de su fallo, deben hacerlo pre- 
ciittroente en una sola sesión. 

Art. 100. El juicio y sentencia se realizarán 
por actos continuos y sucesivos que no serán 
intermxnpidos una vez que se dé principio á 
aquel mientras no sea pronunciada la última, ob* 
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servando para estos act )8 los mismos trámites de| 

procedimiento prevenido para- las Cortes Supe- 
riores. 

SECCIO.V SRXrAt 

Responsabilidad y penas, 
Art. 101, Los miembros de la Junta superior 
central, los de las subalternas, el Contador gene- 
ral, los Jueces de cuentas y los Tesoreros, son 
responsables por omisión y negligencia en !a ob- 
servancia de sus deberes y funciones, y también 
por infracción de la ley de 13 de Mayo de este 
año y del presente decreto que la reglamenta. 
En tales casos, serán estos funcionarios amones- 
Uidos y compelidos al cumplimiento de sus debe* 
res por la superioridad competente, y aun desti- 
tuidos, si la reincidencia ó gravedad de la falta 
hiciere necesaiia esta pena. 

Art. 102. Los Tesoreros serán responsables, 
ademas, en los casos siguientes: 

19 Cuando sin causa plenamente justificaila an- 
tQ la Junta subalterna respectiva dejaren de ha* 
cer efectivo por sí mismos, ó por medio de sus 
recaudadores, los impuestos y conlribucit>nes cu- 
ya recaudación se les cometa por el artículo 20 
de este decreto. 
29 Cuando hicieren cualquier pago anticipado. 
39 Cuando hicieren erogaciones ó entregaren 
los fondos de abolición para fines que no sean 
los de indemnizar el valor de la extinguida es- 
clavitud, conforme á la ley de 13 de Mayo de ee- 
te afío y al presente fiecret«i, cualesquiera que fue- 
ren los motivos, y las autoridades que ordenaren 
la erogación ó entrega. 

49 Cuando por su ign.^rancia ó- descuido se 
extraviaren ó perdieren los fondos de abolición, y 
59 Cuando malversaren los mismos fondos.. 
Art. 103. Fn todos los casos del artículo an- 
terior serán los Tesoreros destituidos fie sus em- 
pleos y condenados al pago ó restitución de los 
fondos; y en el do malversación, ademas de obli- 
gárseles á restituirlos, seles, someterá á juicio 
por los tribunales competentes para que se les 
apliquen las penas determinadas por las leyes 
del procedimiento criminal. 

SECCIÓN SÉPTIMA. 

Disposiciones generales, 
Art. 104. Los actuales Tesoreros de abolición 
cesarán en sus funciones cuando las Juntas su- 
balternas hicieren la elección de los nuevos Te- 
soreros conforme al articulo 96 del presente de- 
creto, y rendirán al Contador general que esta- 
blece la ley de 13 de Mayo de este afio las. cuen- 
tas que hayan llevado 7 no hubieren presentado 
para su examen. 

Art 105. Si los Tesoreros actuales no hicie-^ 
ren á sus sucesores la entrega de existencias y 
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lerminades por las leyes del 
miniil en los msns de fraude, 
Tersacion de fondoi 



los términos prevenidos por el 

la iBf, las Juntas subaUemai de 

ulta de quinientos 

har&n efec- 



, 106. Las fu: 



del 

gnuhado que pro- 
, y á ins penas de- 
irunedi miento en- 
'\on 6 mal- 



niembros 



que ( 



r central y di 
deben desempeñar los acreedores de abolición, 
son car^s concejiles, de las cuales no poitrán ser 
eximidos sino por causa tísica que lo» inhabilite. 
y jueiiliquen leg-nlmenie ante el Poder Ejecutivo 
6 los Gobernadores de provincia: pero no se les 
podrá obligar á prestar esie servicio por mas de 
un Bílo, k manos que, reelectos, quieran volunta- 
riamente continuar, ó que haya transcurrido un 
aílo de intermedio, en cuyo caso no podrán eici^ 
sarsf. 

Art. 17 Cuando Ins acreedores de abolición 
en su calidnd ite ñscalea natos de todo lo concer- 
niente & ia administración de los fondos aplicados 
al pago de esta deuda, rreyeren conveniente ha- 
cer elgiuiia reclnmiicinn, denunciar hechos 6 lla- 
mar la atención sobre la conducta de los Tesoro- 
ros ó rpcaudHdores, se dirigir&n por escrito á la 
Junta ri^speciiva, la cual no podrá excusarse de 
atenderlos: y cimtrayéadose inmediatamente á 
averiguar la verdad de los hechos^ procederá se- 
gún el mérito de lo obrado, de conformidad con 
lo dispuesto en la ley de 13i!e Mayo de este ano, 
las demás leyea de h Uepública y el presenta de- 
ctelo. 



. 108. El Seci 

pacho de Hacien 

cion do esle dt-crí 

Ondo: fírmadi 

sello dfi Poder Eji 



e Estado en el Des- 
queda eT)cargailo de la ejeea- 

le mi mano: sellado con el 
cutivo y rrfrendado por el Se- 
cretario de Estado en el Despucho de Hacienda 
en Caracas á 31 de Octubre <l« 1856.— J(»« TVi- 
deo Monáí;as. — Por S. E.— 'El Secretario Je Es- 
tado en el Despacho «le Hacienda. 

Jacinto QuHérrei. 
DtÜDA ACTIVA POR ABOLICIÓN. 

AL SKIS POR CIENTO. 

Xjfjy de y Di'creto Zy 



NÚT 



F6Uo 



La República de Veiiecuela reconwce eomo 
denda nacional el cspíiat ^e (lentos pesos) pagn- 
deros al st^fior (fulano de tal) 6 al portadur, con 
el rtdito de s<-¡8 por ciento anual conforme á la 

Jcy de y deeri-to reglamentario de.__.cnya 

partida se halla sentada en el registro de emisioQ 
dé billetes de esta deuda al folio..-. 



El pago de los intereses se hará por trímettrM 
en la respectiva Tesorería de abolición en que et- 
té radicada el cobro, y la amorlizacioii del capi- 
tal, por ante la Junta superior central, da la ma- 
nera y con las formalidades establecidat por el 
decreto de — . 

Caracas \o de Octubre de 1656. 

El Secretario de Hacienda. 

£1 PreBÍ<lente del Tribunal de Cuentaa. 

El Tesorero General. 

DEDDA DIFERIDA POR ABOUCION. 

Ley de y Decreto Ejecutivo de 

Número Fallo S 

La República de Venezuela reconoce como 
deuda nacional el capital de (tantos posos) paga- 
deros al seflor (fulano de tal) 6 al pcrudor, con 
el rédito de seis por ciento anual desde I9 de Oc- 
tubre de IS66, conforme á la ley fie y decre- 
to reglamentario de cuya partida se halla 

sentada en el registro de emisión de billetes da 

esta deuda al ffilio 

El pago de los intereses y amortización del ca- 
pital se efectuará en los términos, con las forma- 
lídades y por los funcionarios establecidos en el 

citado decreto de 

Oarácas, Octubre \° de 1S56. 

El 8rc reta rio de Hacienda. 
El Presidente del Tribunal de Cuentas. 
El Tesorero General. 
Es copia. — GutiérT€X. 



MILICIA NAOioNAL. Los inspectores r snbinK- 
peclores no pueden ejercer las funciooea de pa- 
trocinantes. Víase PatrocinanUi, R. R de 13 
de Agosto de 1856, (A|>éndtce A eaia Tumo). 



PATROCINANTES, rbsqlocioii «nconvA »b 
12 pi AOoBTO 01 IS&6 declarando que n» psa- 



APÉNDICE A fiSTE tEROER TOMO. 



4C9 



OS 



PRO 



den ejercer sus funciones los inspectores y sub- 
inspectores de la milicia nacionaL 
Becrctaría de Guerra. — Sección segunda. 

Caracas, Agosto 12 de 1856. 
Resuelto. -^Dígtise al señor Gobernador de la 
provincia de C«rdbobo. 

Impuesto el Poder Ejecutiiro de la resolución 
que con fecha 23 de Julio próximo pasado expidió 
esa Gobernación, con motivo de una consulta que 
el señor Juez de circuito residente en esa capital 
le hizo sobre si los inspectores y subinspectores 
de la milicia narional, cuando ejercen fas funcio- 
nes de actor ó reo en los tribunales civiles, están 
sujetos ó no á la jurisdicción civil, y de los fun- 
damentos en que US. ha apoyado dicha resolu- 
ción, la aprueba, contrayéndola á los puntos si- 
mientes. 19 L^s inspectores y subinspectores de 
la milicia nacional no pueden ejercerla profesión 
de patrocinantes, por ser emplea-Ios en un ramo 
del Poder Ejecutivo y pr«»hibirlo expresamente 
el final del artículo 21, capítulo 3^ de la ley de 
30 de Abril de 1849, sobre abobados y patrocinan- 
tes ? pero sí tienen dichos empleados el derecho 
de defender por sí sus esuntís, según lo preveni- 
do por el artínlo 15 capítulo 2^ de la citada ley. 
29 En las cauSHS civiles en que los inspectores y 
subinspectores sean parte, como acUires, deben 
eonsidetarse sonietirlos á la jurisdicción civil or- 
dinaria para todos los efectos del juicio y sus in- 
cidencias, y sujetos á las r«^glas prescritas, para 
los demás ciuiladanos ; y 3^^*, en fin, los inspec- 
tores y subinspectores están soinetidos á los tri- 
bunales militares, donde únicamente pueden ser 
demandados, pues gozan del fuero de guerra aun 
cuando los últimos no tengan m ndo de armas, 
por encontrarse en servicio activo, í'^gun lo dis- 
puesto por el artículo 1 1 de la ley de 24 <le Abril 
de 1854, orgánica de la milicia. 

Por S. R — Efttévcíí. 
PRESIDIOS. Quién debe preptar el servicio para 
su custodia. Vóíise Guardia vaci ¡nal de po- 
licía, R, E. de 18 de Mayo de 1847. 

PROVINCIA DE AMAZONAS. DECRETO EJECUTI- 
VO DE 2 DE JUNIO DE 1856 organizáiidola. — 
Deroga el de Q de Noviembre da 1815, pág. 
\91 Tomo'ZO 

JOSÉ TADEO M0NAGA3, 

General en Jefe^ Presidente de ¡a República 
de Venezuela^ «J-» cj', t^-. 

En uso de l'>s fncultades queme concede la ley 
d« 28 de Abril del ourriente año, sobre división 
territorial. 

DECRETc: 

Art 19 LoL nueva provincia de Amaronas se 
compone del territorio conocido con el nombre 
de Rio-Negro, y sus l/mites con la de Guayana 
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son : desde el raudal de Atures buscando al Sur- 
Este la Sierra Parima en íionde tienen su origen 
el Ventuari, tributario del Orinoco, y el Avari- 
chuta, tributario del rio Parima, que es anuente 
de! Amazonas, en los demás puntos Ins límites de 
esta provincia son los que en esta parte de la 
Guayana tenia la Capitanía General de Venezue- 
la antes de la transformación política de 1810, 
sin perjuicio de lo* arreglos internacionales que 
se verifiquen con las naciones limíirofe's en los 
lugares cuestiona ble.s. 

Art. 29 El Gühernador de dicha provincia re- 
sidiiá en San Fernando de Atubapo, que es la 
capital, pudiendo visitar y residir temporalmente 
en cualquier (»tro punto de ella, cuando lo estima- 
re conveniente á los intereses de la misma provin- 
cia, debiendo, en esto último caso, dar cuenta al 
Gobierno. 

Art. 39 Dicho funcionario queda plenamente 
autorizado para establecer la organización civil y 
militar que mas adecuada juzgare al buen gobier- 
no de la provincia, hasta que pueda ella, por el 
incremento de su población y cultura de sus ha- 
bitantes, ser sometida al régimen general de las 
demás de la República j y procurará desde luego, 
ensayar el régimen municipal de los lugares don- 
de lo estimare conveniente, consultada la aptitud 
de sus habitantes. 

^ único. El Gobernador tendrá en consecuen- 
cia facultad para remover todos los empleados que 
actualmente existan en dicha provincia, pudiendo, 
no obstante, reelegir aquellos que se hagan dig- 
nos de su confianza dando cuenta al Poder Ejecu- 
tivo para su aprobación. 

Art. 49 Hará entender á todos los funciona- 
rios de la provincia, y declarará por actos explíci- 
tos, que los indios están bajo su especial protec- 
ción por la ley, que gozan de los mismos derechos 
que los demás venezolanos, sin que pueda haber 
distinción entre indígenas y no indígenas. 

Art. 5^ Impedirá con todo rigor cualquier es- 
pecie de vejacmn ó engaño de parte de aquellos 
que aparentando hacer un tráfico honesto, solo pre- 
tendan aprovecharse en la inocencia délos natura- 
rales. 

Art.. 69 Formará un censo exacto de las fami- 
lias reducidas, con expresión de las industrias á 
que se dediquen con preferenria', y fiel género de 
cultivo que ofrezca mas ventajas á la producción. 

Art. 7^ Obtendrá todas las noticias posibles 
sobre los productos indígenas y sobre los exóticos 
que sean de fácil aclimatación en el territorio de 
su mando, y propenderá eficazmente ásu desarro- 
llo, dictando del mismo modo, cuantas roedii.a^ 
estime necesarias pr.ra fomentar las plantaciones 
de caüa, café, cacao, añil, algodón y frutos 
menores que hoy existan. 
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Art 89 Recogerá tocios los datos relativos á 
la existencia de minas, vías de comunjcaoion flu- 
viales Y terrestres practicables, así como todo lo 
que tienda al acrecentamiento y riqueza del pais. 

Art. 99 Remitirá cada seis meses á este A^inis- 
terio una relación de todo^ ios datos que se ex- 
presan on los artículos anteriores, indicando, tan 
pronto como sea posible, el punto ó puntos en 
que sea practicable y conveniente el establecimien- 
to de aduanas. 

Art, 10. Acordará lo que crea conveniente para 
fomentar el comercio con el Brasil y para que este 
se regularice en lo posible, y dirigirá al Poder 
Ejecutivo una razón circunstanciada del valoi de 
los articules de primera necesidad y de todos los 
ramos de importación y exportación, expresando 
los puntos con quienes se haga un comercio mas 
activo. 

Art. 11. Procurará el establecimiento de ferias 
tan frecuentes romo sean posibles en las princi- 

f)ales poblaciones, para qu í ellas sirvaix de estímu- 
p al trabajo y pongan á la autoridad en capaci- 
dad de conocer mas brevemente la aptitud de 
aquellas poblaciones y los productos de mas fá- 
cil explotación, haciendo que sean presididos por 
un funcionario de policíi. 

Art. 13. Informará, á la posible brevedad, al 
Poder Ejecutivo todo Jo que s^a necesario á la 
erección de dos 6 mas curatos en Jas principales 
poblaciones del territorio de lu provincia. 

Art. 13. Promoverá el establecimiento de es- 
cuelas primarias en los lugares donde las juzga- 
re mas convenÍ3ntes. 

Art. 14. Invigilará cuidadosamente por sí, ó 
por medio de los empleados que al efecto nombre, 
la recaudación de las rentas de la provincia, pro- 
curando el mejor medio de administración ó ar- 
riendo de las fincns que á ella pertenezcan, y 
haciendo llevar cuenta y razón de todo lo que por 
este respecto se recaude, para elevarlo al cono- 
cimiento del Poder Ejecutivo. 

Art. 15. Dispondrá lo conveniente por medio 
de los competentes funcionarios para que las po- 
blaciones que lie nuevo se formen, se establezcan 
con regularidad y se conserven aseadas, removien- 
do.las causns que puedan dafiar la salud de sus 
habitantes, 

Art. 16. En cada una de las misiones de la 
proirincia habrá un juez de paz nombrado por el 
Gobernador, y desempeñará las funciones signien- 
tes: 

1? Auxiliar á los sacerdotes cuando los hubie- 
re en el lugar de su jurisdicción, en todo lo con- 
• tliienleá la reducción y civilización de los 
indios. 
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2a Promover por tf mismos la reducción,. 
cuando no haya sacerdotes. 

3a Decidir sumariamente las diferencias qne 
ocurran en sus respectivos territorios sobre negó- 
cíos civiles Q. de injurias. 

4a Castigar moderadamente y con pena de 
prisión, hasta de cuatro dias, las faltas leves que 
se remetan en su jurisdiccioo. 

5a Remitir presos á dlspo.sicion del Juez de 
provincia de Guayana por órgano del Goberua- 
dor de Amazonas á los reos de homicidio simple 
o calificado^ heridas graves, huno, con violencia y 
otras Semejantes, acompañando la averiguacioa 
sumaria correspondiente. 

Art. 17. En los lugares donde haya sacerdotes, 
tendrán esl(»s Jas siguientes atribuciones ; 

I a Atraer los indígenas á poblado é instruirlos 
en la práctica de la vida civiU 

2a Servir de preceptores de las escuelas que 
se establezcan enJos lugares de su residencia^ 

3a Administrarles los sacramentos, sin exigir- 
les derecho alguno. 

4a Inspirarles el amor al trabajo, tratándelos 
con suavidad y empleando las amonestaciones 
antes de ocurrir á los jueces de paz para que cor^ 
rijan sus faltas. 

6a Pasar al Gobierno por órgano del Gobernar 
dor cuantas noticias conduzcan 1 dar idea de las 
progresos de las misiones y d.e Jos medios de re- 
gularizarlas y fomentarlas. 

Art. 18. EJ Gobernador de Amazonas manifes- 
tara al Poder Ejecutivo las dificultades que en- 
cuentre en la ejecución del presente decreto, y 
propondrá, las mejoras que aconseje la práctica. 

Art. 19. Se derogad decreto Ejecutivo de 6 
de Noviembre de 1845, orgánico del Distrito 
de Bio-Negjo. 

Art. 20. El Secretario da E. en.lps. DD. del 
Interior y Justicia, qued? encargado de la ejecu- 
ción de este decreto. 

Dado : fi-rmado de mi mano : sellado con el se- 
llo del Poder Ejecutivo ; y refrendado por el su- 
sodicho Secretario en Caracas, á 2 de Junio de 
1 856, %1 y 46.-^ Jpsé T. Monágas. -Por S. E. 
—El Secretado de Estado en los Despachos del 
Interior y Justicia, A, Parejo.— Es copia. Pa- 
rejo, 

PROVINCIA DE AMAZONAS. DbCRBTO EJECU- 
TIVO DE 15 DE NovijíMBRE DE 1856 üdicional 
al anterior, organizando en ella la adminis- 
tración dejusiicia. 
José Tadeo Monágas^ Presidente de la Repvhli^ 
ca de Venezuela^ &. &. d^. 
Autorizado por la ley de 28 de Abril del cor- 
riente afio sobre división territorial, para dar ana 
organización especial h la proWncia de Ato^^o? 
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nasr Yiasta que el iacremento de su población 
permita someterla al régimen general de la He- 
p&bllca; y 

Considerando-: 

Que tanto el Decreto reglamejitario eicpedido 
en virtud de dicha facultad, como el que organi- 
za los Juzgados de circuito de la República, co- 
meten respectivamente al Juez de provincia y al 
de circuito de Guayana el conocimiento de los 
asuntos civiles y criminales de su competencia 
t)tie ocurran en la provincia de Amazonas; lo 
tsual produce notables inconvenientes á la Ad- 
ministración de Justicia en esta provincia-, por la 
inmensa distancia á que se encuentra su capital 
de la de Guayana; y que en consecuencia es ne- 
cesario asimilar en lo posible en este respecto á 
ia expresada provincia de Amazonas con las de- 
mas de la iU'pública. 

Decreto : 

ArL 19 La Administración de Justicia en la 
provincia de Amazonas estará á cargo de un 
Juez provincial y de los jueces de paz de las mi- 
sionéis que establece el artículo 16 del Decreto 
reglamentario de dicha provincia. 

^ 10 El primero será nombrado libremente 
como lo son ios segundos por el Guberuador; y 
su duración será la de este funcionario, quien po- 
drá removerle con causa ju^tiñcada, dando cuen- 
ta precisamente al Gobierno. « 

^ 29 Dicho Juez deberá tener la edad é ido- 
neidad necesarias en Jos de circuito y de provin- 
cia de la República. 

§ 39 En sus faltas accidentales por impedi- 
mento para conocer en una causa, le suplirá la 
persona que por la suerte se saque de una terna 
compuesta por el Gobernador de la provincia al 
tiempo de hacer la elección de aquel juez, y el 
mismo Gobernador verificará el soitoo en presen- 
cia de las partes que asistan. Siempre que quede 
incompleta dicha terna, la llenará de nuevo el 
Gobernador para los casos que ocurran. 

Art. 29 ^on atribuciones del Juez de provin- 
cia de Amazonas, dentio de los límites de ella. 

Las de las Cortes Superiores de justicia para 
conocer en segunda instancia de las demandas 
por injurias ; y 

Las que tienen los Jueces de Circuito y de 
provincia por la ley sexta del Códigt» orgánico 
de tribunales, en cuanto sean compatibles con el 
régimen especial de la provincia. 

Art. 39 Son funciones de los jueces de paz de 
las misiones, ademas de las primera, segunda y 
cuarta que les señala el artículo 16 del decreto 
reglamentario citado, las de los demás jueces de 
pae y jaeces de cantón de la República, con la 
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misma limitación establecida al final del artículo 
anterior. 

Art. 49 Él juez provincial exigirá á los juz- • 
gndirs de paz el primero de rada mes las noticias \ 
del movimiento de (ansas que hayan tenido en el 
mes anterior, para refundirlas en un cuadro que - 
contenga así mismo el movimiento del juzgado \ 
provincial, el cual será pasado ai Gobernador de - 
la provincia para que este lo haga' á la Secretaría. ^ 
del Interior y Justicia á la brevedad posible. ^ 

Art. 59 El juez provincial, como ios jueces de 
paz, observará las leyes generales dé la Repúbli- 
ca conforme al orden establecido por ia ley 6ni-. 
ca título 12 del Código de procedimiento. 

Art. 69 üiiO y otros tendrán para su despacho' 
judicial un SecreUirio de su libre nombramiento; 
en quien concurran los requídUus necesarios para « 
desempef!ar el destino. \ 

Art. 79 El juez proviiícial disfrutará dé la asig- 
nación de mil seiscientos pesos, y su Secretario 
de la de ochocientos anualmente, que cobrarán 
en la Administración de Aduana de Cíudad-Bolí- 
var, entretanto que puedan ser pagados por las 
rentas que se arbitren en la provincia de Amazo- 
nas. 

Art. 89 Quedan reformadas conforme al pre- 
sente decreto las disposiciones contrarias del artí- 
culo 16 del reglamento de la provincia, y /a del or- 
gánico de jueces de circuito que extiéndela juris- 
dicción del de la provincia de Guayana á ia del 
Amazonas. 

Art. 99 El Secretario de Estado en los Despa. 
clios del Interior y Justicia, queda encargado de 
la ejecución de este decreto. 

Dado : firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo ; y refrendado por el 
susodicho Secretario, en Caracas, á 16 de No- 
viembre de 1850, año 27 de la ley y 46 de la in- 
dependencia. 

José 71 Monágas* 

Por S. E.— El Secretario de Estado en los DD. 
del Interior y Justicia. 

Jacinlo Gutiérrez» 
Es copia — Gutiérrez, 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 9 

DE MAYO DE 1844 fesolvieudo varios puntoé 
sobre visitas de ellas, (*) 

Resuelto. Caracas Mayo 9 de 1841 

Dígase al Gobernador de esta provincia. 

Presenté il despacho del Poder Ejecutivo la 
nota de US. de 18* del mes próximo pasado nu- 
mero 92, en q\ie consulta sobre varios puntos re* 



(*) Esta resohicion debió ir en el cuerpo de la obra, 
antes de la de 19 de Mayo de 1854, pág. 145 de este tei'í^ 
cor Tomo, pues á ella es que se refiere el rubro de esta j 
pero se omitió allí por olvido. 
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lativos á la yisila de la provincia; y S E. me 
ha ordenado contestar á UH. en los términos ei- 
guiei tes. l^ El Gobernador conserva su carác- 
ter de tal en cualquiera de los puntos de la pro- 
vincia en que se encuentre en visita, despachan- 
do por consiguiente lodos los «suntos de la Go- 
bernaci«)n que ocurran, menos los que fc indica- 
rán en el iiigivr conveniente. 2^ El Gobernador 
debe tener, sin duda algún», un secretHrio que 
autorice sus af tos, y llevar consigo aquellos pa- 
peles iudispeijfablc's al tnrjor ctej^ompeflo de sus 
funciones. 3^ MiíMUras perui.tnpzca ausente el 
Gobernador, V] Jefe pulíiicu preside las diversas 
juntas que aqin ! preei-lia en Id capital. Así estA 
resuello en Jívc-f^os ca?o8 pt>r cl (Tohierno. 4^ Re- 
suello que el 3íto polítioo fn^ido las diversa» 
Juntdá de la cipital, que«la ii.i^liiido el punto de 
la anola.'ion é i.'isctipcion do viles, quo está atri- 
buido á la ccúnóuuca de Hacienda. 59 Los reos 
que se remitan p:iva los pre.-íliios, ó s«rán dosiina- 
dos ñor el misino Gob^rnactor si áon de camones 
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KODRIGrEZ (síLvr^TRK). .Véase Inmigra- 
ciouj D. <:o vio uj ñhvW de 1856. 



inmeíliatos ad'Mvir él se "ncurntre, ó si yi.-rien k 
la capital, les íe.ninnrá al JvUi j..>1íIÍl-o. 6^ El 
archivo dei Gi-bcrnador no lictüsita de entregar- 
se á nadie, piu i vo queda niii«^ün suslituLu. Aquel 
puede dejarU) ctrrado bajo ^íogura cut=todia mien- 
tras permnince nnsenie. — U.ucf'an dt este modo 
resueltos bis r.ifercntt'S p-juíos coubuitados por 
Urt. Soy de US atento si-rvidor. — Juan Ma- 
nuel Man'ri(j'/L. 
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SEMINARIO TRIDBNTIffO DE 8ANTA ROSA. RE- 
80LUCIUN EJECUTIVA DE 26 DE XBRIL DE 

1856 mandando efectuar su separación de la 
Unioenidad, de conformidad con el D, de 22 
de Abril de 1846, 

Secretaría del Interior.— «Sección cuarta. 
Caracas, Abril 26 de 1856. 

Resuelto. — En ejecución del decreto iegislaiivo 
de 22 dei corriente sobre separación del Colegio 
Seminario de lu Universidad central, dígale al 
Rector de esta. 

Debiendo entregarse el edifício del Colegio 
Seminario tridentino de Santa Rosa al Prelado 
eclesiástico de esta Arquidiúcesi8,de coníoroaidad 
con el artículo 2^ del decreto legislativo de 22 
del corriente, de que acompaño á US. copia au- 
torizada, dispone S. E. el Poder Ejecutivo que 
US. ordene \h trnslacion de todas las cátedras, 
euseres y mobiliario pertcne cíente á esa univer- 
sidad, al edificio del antiguo convento de San 
Francisco, pudiendo disponer desde el I9 de No- 
viembre próximo de. la parte baja del primer cuer- 
po de este, adonde estuvo el Colegio de la Inde- 
pendencia, para colocar allí las cátedras que do 
tengan localidad en el segundo cuerpo del que 
esiá en posesión la Universidad desde 1837, re- 
servándose la parte alta de dicho primer cuerpo 
para las Cámaras Legislativas ínterin no provee 
la ley de otro loca] para ellas, y un salón en di- 
cho cuerpo bajo para el Museo de pintura^ crea- 
do por el decreto legislativo de 23 de Abril últi« 
mo. Tan solo quedarán por ahora ei^^l Colegio 
Seminario las cátedras de ciencias eclesiásticas, 
de acuerdo con el artículo 59 del mencionado 
decreto de traslación. 

Trascríbase esta resolución al señor Goberna> 
dor de la provincia, y a) Inspector del edifício se* 
ñor Pedro Morato para que haga la entxeffa del 
edifício al señor Rector de esta Universidad, tan 
luego como lo dc^socupe el' batallón de línea nu- 
mero 29— Publíquese.— Por S. R-^Parejo. 
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^ ADVERTENCIA. 

Por un error, la numeración de las páginas 166 á 108 de 
este III Tomo se hayan repetidas. No obstante, las materias 
qne^A eontienen siguen en su debido 6rden« 






Correo.—L. 
de 28 de Abr. 
de 1856 fijan- 
do sueldos á 
sus emplea- 
dos, pág. 402, 
T. I. 



Ref. por la de 
23 de Abr. de 
1856, p. 378, 

T.ni. 



Libertad de 
esclavos. Ley 
de 28 de Abr, 
de 1848 esU- 
bleciéodola, p 
824, T. U. 



Réf. por la de 
l8deMa7.de 
1856, p. 89SL 
T.m. 



Libertad de 
esclavos. D.£. 
B.de2deJul. 
de 1855, pág. 
541, T. II. 



Bef. por el de 
81 de Oct de 
1856. pág. 898 
T. IIL 



IndígeiMs de 
Rlo-Neero. D. 
E.de6deVo- 
tiem. de 1845 
oi^ganisaado 
8« redoceion, 
p. 197,T. n. 



SeCpor elde 
2 de Jcuüo de 
1866, pág. 410 
T.III,palabni 
"Provincia de 
Amaionaa.'' 



\ 



• 



t 



%. 



\.w. 



412 



APÉNDICE A ESTE TERCEE TOMO. 



f - 



stmammít 



m 



I 

\ 



tal 

ha 

lei 
vi- 
de. 
b€ 
rd 
i) I 
au 

. fi¡ 

: G 

• K 



\* 



\* 



} 



SI 
l£ 

b 

q 

u 

If 

u 
s» 

puí; 
tras 

Ui 



^ 



/ 



/ 



>t;. 



t 

» 



/ 



/ 



/ 



// 



/ 



7 



y 








^ 



3 dios Obs 7m Hsa 



1 




^ 



